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Dedico  este  libro  á  mi  respetable  y  querido  amigo 
D.  Cristino  Martos,  como  prueba  y  en  recuerdo  de 
nuestra  sincera  amistad. 

EL  AUTOE 

JkCajro  de  1888. 


> 


Digitized  by 


Googl( 


I 


Digitized  by  VjOOQ IC 


PRÓLOGO 


Digitized  by  VjOOQIC 


Digitized  by 


Googl( 


•^-r^  ^-^rg^  c^:^0(^^|^^^|>^:^C;^í^ 


s 


ti  autor  de  estas  líneas  no  creía,  antes  de  empezar 
á  escribirlas,  tener  necesidad  de  volver  á  discutir  las 
cuestiones  que  se  refieren  al  establecimiento  del  Jura- 
do.  Había  ya,  en  el  largo  curso  de  su  vida  pública, 
como  escritor,  como  jurisconsulto,  como  académico, 
como  representante  del  País  y  aun  como  Ministro  de 
la  Corona,  expuesto  su  opinión  acerca  de  este  trans- 
cendental problema,  en  diferentes  ocasiones  y  con  va- 
riedad de  motivos  y  circunstancias;  por  último,  había 
llegado  hasta  á  presentar  á  las  Cortes  un  proyecto  de 
ley  estableciendo  y  organizando  el  Jurado;  proyecto 
de  ley  que  es  el  mismo  que,  después  de  haber  sido  exa- 
minado por  el  Congreso  y  por  la  Alta  Cámara,  acaba 
de  convertirse  en  ley,  y  regirá  en  esta  parte  del  De- 
recho procesal  y  de  la  organización  de  los  Tribunales 
desde  principios  del  año  1889;  había  una  y  otra  vez 
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pronunciado,  en  el  Congreso  y  en  el  Senado,  diferen- 
tes discursos  defendiendo  ese  proyecto,  y  antes  de  dis- 
cutirlo, con  motivo  de  debates  análogos  y  con  ocasión 
del  examen  de  otros  puntos  del  procedimiento  que 
guardan  con  éste  íntima  relación,  había  expuesto  am- 
pliamente las  doctrinas  que  profesa  acerca  del  Jurado, 
acerca  de  las  razones  que  aconsejan  su  restablecimien- 
to, y  sobre  la  forma  en  que  este  restablecimiento  se 
acaba  de  efectuar;  creía  que  con  todos  esos  actos,  con 
todos  esos  discursos,  con  toda  esa  amplia  y  constante 
manifestación  de  sus  opiniones,  había  pagado  el  tribu- 
to que  todo  hombre  que  se  dedica  al  estudio  de  las 
cuestiones  jurídicas  en  nuestro  tiempo  debe  á  ese  or- 
den de  asuntos  tan  importantes  y  tan  transcendenta- 
les para  la  vida  y  el  porvenir  de  un  pueblo;  creía  que 
ya  no  iba  á  ser  necesario  que  reiterase  la  manifesta- 
ción de  esas  opiniones,  ni  que  expusiera  de  nuevo  sus 
ideas;  creía  que  ya  no  había  de  exigírsele,  por  parte 
de  nadie,  que  acudiera  nuevamente  á  un  palenque, 
del  cual  podía  conceptuarse  con  derecho  á  retirarse, 
en  opinión  suya — aun  cuando  esto  no  parezca  ajusta- 
do á  las  exigencias  de  la  modestia, — vencedor,  puesto 
que  ha  logrado,  después  de  tantos  debates  y  después 
de  tantos  y  tan  repetidos  trabajos  en  la  esfera  parla- 
mentaria, que  las  Cámaras  acepten,  que  la  Corona  san- 
cione y  que  el  País  aplauda  el  restablecimiento  de  esa 
institución,  en  la  forma  y  en  las  condiciones  que  siem- 
pre estimó  más  oportunas. 

Pero  no  ha  sucedido  ost  Nuevamente  tiene  que  ve- 
nir á  tratar  y  á  discutir  estas  cuestiones.  Viene  á  tra- 
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tarlas  y  á  discutirlas,  cediejido  al  miegn  de  una  Em- 
presa de  publicidad  importante,  que  reclama  para  un 
libro  consagrado  á  la  exposición  y  comentarios  de  la 
ley  vigente  sobre  el  Jurado  algunas  cuartillas,  en  las 
cuales  conste  nuevamente  la  opinión  del  que  escribe 
estas  líneas  sobre  el  Jurado  mismo  y  sobre  la  obra  á 
que  se  dedican. 

La  Empresa  que  nos  ha  hecho  este  ruego,  es  la  de 
la  Revista  general  de  Legislación  y  Juríspru- 
BENCIA,  que  tantos  títulos  tiene  al  aprecio  y  al  aplau- 
so de  cuantos  se  interesan  por  la  cultura  jurídica  del 
País,  puesto  que  esa  Empresa  desde  el  año  1855,  en 
que  comenzó  sus  tareas,  ha  coadyuvado,  como  ningu- 
na otra,  con  un  éxito,  con  una  autoridad  y  con  un 
acierto,  que  ninguna,  seguramente,  ha  sobrepujado,  al 
progreso  de  las  ideas,  á  la  cultura  jurídica  del  País  y 
al  progreso  en  España  de  este  orden  de  estudios.  Eii 
las  págiuas  de  esa  Eevista  han  tenido  cabida  durante» 
aquel  largo  transcui'so  de  tiempo  la  expresión  de  todas 
las  opiniones  y  de  todos  los  adelantamientos  realizados 
en  el  orden  jurídico,  ya  en  la  esfera  científica,  ya  en  hi 
esfera  del  derecho  positivo  y  de  la  legislación.  Los  vo- 
lúmenes en  que  esa  Empresa  ha  compilado  y  ordena- 
do nuestra  Jurisprudencia  civil,  criminal  y  administra- 
tiva, son  á  diario  consultados  por  cuantos  se  consa- 
gran á  las  arduas  tareas  de  legislar,  ó  á  la  defensa  del 
Derecho  en  el  orden  civil  ó  criminal.  Además,  esa  Em- 
presa ha  publicado  gran  número  de  obras  sobre  los 
puntos  más  importantes  y  sobre  las  cuestiones  más  vi- 
tales que  se  relacionan  con  este  mismo  linaje  de  es- 
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tudios,  hasta  tal  extremo  que  su  Biblioteca  constituye 
una  de  las  colecciones  más  numerosas,  ilustradas  y  au- 
torizadas que  se  conocen  en  Europa.  Era  imposible, 
por  tanto,  á  quien  piensa  y  á  quien  procede  como  el 
autor  de  estas  líneas,  dejar  de  atender  el  ruego  de  esa 
Empresa  y  negar  á  la  misma  el  modesto  auxilio  que 
en  la  ocasión  presente  nos  demandaba.  He  allí  la  ra- 
zón de  que  nosotros  volvamos  á  tratar  la  cuestión  del 
Jurado,  y  de  que  vengamos  nuevamente  á  intervenir 
en  un  debate  que  para  nosotros  ya  podía  considerarse 
concluido. 

Nos  pide  esa  Empresa  un  prólogo  para  los  Comenta- 
rios que  á  la  ley  del  Jurado  está  escribiendo  el  Sr.  Pa- 
checo, y  acudimos  gustosos  á  satisfacer  sus  deseos,  no 
sólo  por  las  razones  y  por  las  consideraciones  que  aca- 
bamos de  exponer,  sino  porque  estimamos  que  esta 
obra  será  útil  en  alto  grado,  ya  á  los  que  estudian  las 
cuestiones  de  procedimiento  relacionadas  con  el  resta- 
blecimiento y  organización  del  Jurado  mismo,  ya  á  los 
que,  como  Magistrados,  como  Jurados,  como  dependien- 
tes y  subalternos  de  la  Administración  de  justicia,  ha- 
yan de  concurrir  al  planteamiento  de  esa  ley,  ya  á  la 
generalidad  de  los  ciudadanos  á  quienes  importa  mu- 
cho que  esta  ley  se  plantee  de  una  manera  regular,  or- 
denada y  satisfactoria  para  todos,  puesto  que  esa  ley, 
en  primer  término,  ha  de  convertirse  en  salvaguardia 
de  sus  derechos,  en  defensa  de  sus  intereses,  en  baluar- 
te de  sus  libertades  más  queridas. 

La  forma  adoptada  por  su  autor  para  escribirla,  no 
por  ser  antigua,  la  más  antigua  de  todas  cuantas  se  han 
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dedicado  á  la  redacción  de  obras  jurídieaB^  deja  de  me- 
recer también  nuestra  aprobación  y  nuestro  aplauso. 

El  comentario  en  materia  de  leyes  es  una  forma  de 
exposición  tan  ventajosa,  que  casi  podemos  calificfirla 
de  insustituible;  y  lo  prueban  los  siglos  que  han  trans- 
currido desde  los  primeros  comentarios  que  se  conocen, 
á  los  cuerpos  de  Derecho  de  historia  y  antecedentes 
más  remotos,  y  la  observación  de  que,  á  partir  de  aque- 
llos días,  siempre  que  se  ha  tratado  de  exponer  de  una 
manera  magistral  y  completa  los  principios  del  Dere- 
cho en  relación  con  las  leyes  positivas,  siempre  que  se 
ha  tratado  de  expUcar  el  sentido  íntimo  y  el  alcance 
de  loa  preceptos  legales,  se  ha  apelado,  lo  mismo  en  los 
comienzos  de  la  edad  moderna,  cuando  el  renacimiento 
de  los  estudios  jurídicos  iniciaba  ima  nueva  fase  de 
nuestra  civilización,  que  en  los  días  de  la  edad  contem- 
poránea, en  que  el  progreso  general  y  el  de  estos  estu- 
dios han  ido  tan  lejos;  siempre  se  ha  apelado,  decimos, 
á  esa  manera  de  escribir  las  obras  jurídicas  por  la  ge- 
neralidad ó  por  el  mayor  número  de  los  tratadistas.  Y 
es  que  el  comentario,  en  sí  mismo,  tiene  condiciones 
que  ninguna  otra  forma  de  exposición  ha  logrado  has- 
ta ahora  superar,  como  lo  evidencian  los  trabajos  he- 
chos y  los  esfuerzos  realizados  por  los  escritores  más 
eminentes.  Así  sucede  que  no  hay  código,  ni  ley  im- 
portante, ni  en  nuestro  País  ni  fuera  de  él,  acerca 
del  cual  no  puedan  citarse  comentarios  verdaderamen- 
te notables,  que  constituyen  las  obras  más  brillantes, 
poptdares  y  útiles  de  cuantas  se  han  consagrado  por  el 
ingenio  humano  al  desarrollo  de  la  cultura  jurídica. 
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El  autor  del  libro  á  que  nosotros  vamos  á  poner  un 
prólogo  hoy,  al  mostrar  su  preferencia  por  esta  forma 
de  exponer  sus  ideas  acerca  del  Jurado,  rinde  también 
un  tributo  á  la«  mejores  tradiciones  de  nuestra  litera- 
tura jurídica  y  á  sus  recuerdos  de  familia,  puesto  que 
el  Sr.  Pacheco,  íntimamente  enlazado  por  los  vínculos 
de  la  odñgre  al  ilustre  autor  de  los  Comentemos  á  las 
leyes  de  Toro  y  al  Código  penal  de  1850,  cree  que  es 
preferible,  á  manifestar  y  consignar  sus  ideas  sobre  la 
nueva  institución  en  otra  forma  ó  con  arreglo  á  otro 
método  cualquiera,  ir  analizando  uno  tras  otro  los  ar- 
tículos de  la  ley  de  20  de  Abril  y  exponer  acerca  de 
cada  uno  de  ellos,  y  presentar  respecto  de  cada  uno  de 
sus  preceptos,  las  teorías,  las  doctrinas  y  las  cuestiones 
que  más  se  relacionan  con  los  mismos.  Este  procedi- 
miento le  estimamos  nosotros  también  el  más  útil  para 
la  enseñanza  y  el  más  útil  para  la  práctica;  y  una  larga 
experiencia  del  profesorado  y  del  ejercicio  del  foro  nos 
revelan  que  en  esas  obras  es  en  las  que  encuentra  siem- 
pre el  hombre  estudioso  resueltas  y  dilucidadas  aque- 
llas dudas  que  pueden  embargar  su  espíritu,  y  aquellas 
cuestiones  cuyo  esclarecimiento  le  importa  mucho  para 
progresar  en  el  estudio  de  estos  problemas.  Por  lo  de- 
más, nadie  puede  ostentar  hoy  mayores  títulos  que  el 
Sr.  Pacheco  para  escribir  este  libro  y  redactar  ese  co- 
mentario, porque  habiendo  formado  parte  de  la  Comi- 
sión parlamentaria  que  en  el  Congreso  dio  dictamen 
sobre  el  proyecto  de  ley  restableciendo  el  Jurado,  y  ha- 
biendo contribuido  á  redactar  y  á  defender  en  primer 
término  la  ley,  conoce  bien  el  valor,  el  alcance,  el  sen- 
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tido  y  la  transcendencia  de  sus  preceptos,  y  podrá  apli- 
carlos ahora  como  supo  defenderlos  entonces. 

Y  es,  en  verdad,  digno  de  aplauso  que  el  Sr.  Pache- 
co, ofreciéndonos  un  ejemplo  de  su  lahoriosidad  y  de 
su  ilustración,  así  como  de  su  celo  por  el  progi*eso  de 
este  orden  de  conocimientos,  se  consagre  á  escrib'r  ese 
libro,  hallando  medio  de  realizarlo  á  la  vez  que  cum- 
ple los  deberes  del  alto  cargo  que  desempeña  al  frente 
de  la  Dirección  de  Administración  Local,  y  al  propio 
tiempo  que,  como  Diputado,  interviene  en  las  tareas  del 
Parlamento,  y  que,  como  hombre  político,  no  desatien- 
de las  múltiples  obligaciones  que  pesan  sobre  el  que 
consagra  su  existencia  á  la  defensa  de  los  intereses  del 
procomún.  Ese  ejemplo — lo  debemos  declarar — nos  ha 
animado  también  á  nosotros  á  aceptar  el  encargo  que 
nos  confiaba  la  Empresa  que  publica  la  ley  del  Jurado 
comentada  por  el  Sr.  Pacheco,  y  á  procurar,  enmedio 
de  los  quehaceres  y  graves  atenciones  que  nos  embar- 
gan, que  su  deseo  quede  satisfecho. 
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El  establecimiento  del  Jurado  ha  sido  en  España 
un  compromiso  del  partido  liberal.  Ya  en  la  Consti- 
tución de  1812,  obra  de  los  hombres  que  representa- 
ban las  nuevas  ideas  y  que  aspiraban  á  la  regeneración 
del  País,  por  medio  de  su  planteamiento,  se  ofrecía, 
para  un  período  próximo,  establecer  en  las  leyes  la  dis- 
tinción entre  los  Jueces  de  hecho  y  los  Jueces  de  dere- 
cho, primera  base  entonces,  ahora  y  siempre  del  juicia 
por  jurados. 

No  hay  para  qué  decir  ni  recordar  que  este  ofreci- 
miento y  aquella  promesa,  consignada  por  manera  tan 
solemne  en  el  primero  de  nuestros  Códigos  modernos, 
era  un  resultado  de  la  influencia  ejercida  en  el  ánimo 
de  esos  hombres  mismos  que  lo  llevaban  á  cabo,  por  el 
espectáculo  de  lo  que  ocurría  á  la  sazón,  y  de  lo  que 
había  ocurrido  antes  de  su  tiempo  en  los  países  que 
históricamente  han  sido  los  primeros  en  acoger  y  adop- 
tar para  su  derecho  público  la  base  de  la  doctrina  libe- 
ral, puesto  que  lo  mismo  Inglaterra  que  Francia  disfru- 
taban ya  á  la  sazón  de  las  ventajas  del  juicio  por  jura- 
dos, y  en  la  legislación  francesa  y  en  la  legislación  de 
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la  Gxan  Bretaiía  aprendieron  los  ilustres  doceañistas, 
autores  de  la  Constitución  inmortal  de  aquella  fecha, 
los  principios  y  las  doctrinas  que  les  llevaban  á  con- 
signar  en  la  misma  una  oferta  tan  terminante. 

Esa  oferta  no  pudo  realizarse,  y  harto  conocidas  son 
las  causas  que  lo  impidieron,  para  que  nosotros  vayamos 
á  repetirlas  ahora. 

Transcurrieron  los  tiempos,  pasaron  muchos  años, 
ocurrieron  en  nuestra  Patria  diferentes  sucesos,  y  pasó 
nuestro  derecho  público  por  vicisitudes  varias  hasta 
que  se  llegó  á  la  redacción  y  promulgación  de  la  ley 
fundamental  de  1837,  Código  político,  producto,  como 
el  que  hoy  nos  rige,  de  una  conciliación  entre  los  par- 
tidos, aun  cuando  aquél  no  logró  la  estabilidad  que  sin 
duda  á  éste  le  reserva  el  porvenir  por  la  diferente  na- 
turaleza y  distinto  carácter  de  las  fuerzas  que  contri- 
buyeron á  establecerlo  y  también  porque,  desde  enton- 
ces hasta  ahora,  la  política  ha  cambiado  de  manera  tan 
notable,  que  en  realidad  podemos  afirmar  que  estamos 
asistiendo  al  comienzo  ó  al  desarrollo  de  un  período 
histórico  enteramente  nuevo. 

En  el  Código  de  1837,  y  en  el  primero  de  sus  artícu- 
los adicionales,  se  decía  que  las  leyes  detenninarían  la 
época  y  modo  en  que  hubiera  de  establecerse  el  juicio 
por  jnrados  para  toda  clase  de  delitos.  Aquella  Consti- 
tución del  37  fué  sustituida  por  otra  pocos  años  des- 
pués, y  en  ésta  no  se  hacía  ya  análogo  ofrecimiento, 
porque  no  era  obra  del  partido  liberal,  ni  el  partido  li- 
beral había  intervenido  para  nada  en  su  redacción. 
Cuando  el  partido  liberal  volvió  ai  poder  en  1854,  y 
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cuando  volvió  á  consignar  sus  principios  en  un  Código 
político,  ó  mejor,  en  un  Proyecto  de  Código  político, 
volvió  á  reiterar  esa  oferta,  volvió  á  repetir  esa  prome- 
sa, y  volvió  á  consignar  el  propósito  que  le  animaba  de 
cumplirla  de  una  manera  terminante. 

Los  sucesos  le  impidieron  de  nuevo  cumplir  este  so- 
lemne compromiso.  Transcurrió  otra  época  larga  y  per- 
turbada como  las  anteriores,  y  se  abrió  un  nuevo  pa- 
réntesis entre  la  reiteración  de  esa  oferta  y  el  cumpli- 
miento que  de  ella  reclamaban  los  partidarios  de  la  ins- 
titución, en  cuyo  examen  nos  ocupamos.  Llegó  el  año 
1869,  y  la  Eevolución  triunfante  había  consignado  en 
su  programa  el  deseo  de  reformar  las  leyes  procesales 
y  la  organización  de  los  Tribunales  estableciendo  el 
Jurado,  y  al  redactarse  la  Constitución  de  1869,  en  su 
art.  93  se  anunció  que  se  establecería  el  juicio  perjura- 
dos para  todos  los  delitos  políticos  y  para  los  comunes 
que  determinaran  las  leyes,  las  cuales  asimismo  deter- 
minarían las  condiciones  necesarias  para  desempeñar  el 
cargo  de  jurados.  Esto  se  consignó  en  la  ley  fundamen- 
tal de  6  de  Junio  de  aquel  año,  y,  síq  embargo,  hasta 
1872  los  mismos  autores  de  la  Constitución  del  69,  á 
pesar  del  matiz  avanzado,  del  radicídismo  que  les  ca- 
racterizó, á  pesar  de  su  espíritu  democrático,  á  pesar 
de  su  resolución  inquebrantable  de  llevar  á  cabo  todas 
las  promesas,  todas  las  ofertas  consignadas  en  este 
Código  político  y  ofrecidas  en  el  programa  revolucio- 
nario, antes  de  llevar  á  cabo  el  alzamiento  de  1868  y 
después  del  triunfo  de  aquel  movimiento,  no  pudieron 
realizarlas  hasta  muy  entrado  el  año  1872. 
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En  realidad,  es  que  causas  muy  poderosas  y  que  cir- 
cunstancias difícilmente  superables  habían  impedido 
siempre  la  realización  y  la  práctica  de  esas  promesas . 
lío  puede  negarse  que,  lo  mismo  en  nuestro  antiguo 
sistema  de  enjuiciar  que  en  nuestras  costumbres  jurídi- 
cas, había  causas  y  motivos  que  venían  ofreciendo  cons- 
tante resistencia  al  logro  de  este  propósito.  Para  llegar 
hasta  el  Jurado  en  el  derecho  procesal  y  en  la  organi- 
zación de  los  Tribunales,  hay  que  partir  de  ciertas  ba- 
ses, que  no  son  las  bases  de  nuestro  antiguo  derecho,  y 
hay  necesidad  para  crear  y  conservar  esa  institución 
en  todos  los  pueblos,  que  las  costumbres  y  las  ideas 
arraigadas  y  divulgadas  en  la  generalidad  de  las  gen- 
tes, acerca  de  la  misión  de  juzgar  y  de  la  manera  de 
practicar  esta  misión  misma,  predispongan  á  su  ensayo 
y  le  favorezcan. 

Esto  es  lo  que  aquí  evidentemente  faltaba.  Nos  lo 
demuestra,  aparte  de  nuestra  creencia,  ya  antigua,  so- 
bre este  punto,  el  ensayo  mismo  que  en  el  año  1872  se 
hizo  de  la  institución  del  Jurado,  ensayo  que  se  ha  pres- 
tado á  variadas  y  numerosas  interpretaciones,  que  ha 
sido  estudiado  con  evidente  apasionamiento,  y  que  nos- 
otros creemos  que  debe  examinarse  con  imparcialidad 
si  han  de  obtenerse  djB  su  estudio  y  de  su  conocimien- 
to disposiciones  y  conclusiones  que  contribuyan  á  en- 
cauzar por  rumbo  práctico,  y  por  modo  positivo  y 
fecundo  el  juicio  de  las  gentes  acerca  de  estas  cues- 
tiones transcendentales. 

Del  ensayo  de  1872  y  de  sus  deficiencias  y  errores, 
se  ha  querido  hacer  una  verdadera  arma  de  partido  y 
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un  ariete  formidable  contra  el  restablecimiento  del  Ju- 
rado. No  hay  razón  para  ello.  Fué,  sin  género  alguno 
de  duda,  poco  prudente,  aun  cuando  el  desinterés  del 
propósito  disculpa  el  hecho,  y  aun  cuando  lo  arraigado 
de  las  convicciones  de  los  que  le  ejecutaron,  explica  y 
justifica  aquellos  sucesos;  fué,  decimos,  poco  prudente 
arrojar  en  medio  de  una  sociedad  perturbada  por  dos 
contiendas  civiles  y  en  medio  de  una  opinión  agitada 
por  las  controversias  más  vivas  y  candentes,  una  insti- 
tución como  el  Jurado.  En  momentos  como  aquéllos, 
en  un  período  histórico  como  el  que  determina  la  épo- 
ca revolucionaria  de  1868  á  1874,  se  podrá,  con  más  ó 
menos  éxito,  destruir;  se  podrá  con  más  ó  menos  éxito 
derribar  y  anular  lo  que  se  considere  ruinoso  ó  carco- 
mido; peix»  edificar,  y  edificar  en  condiciones  de  viabi- 
lidad, hacer  que  arraiguen  instituciones,  ideas  y  siste- 
mas, esto  es  difícil,  esto  es  verdaderamente  imposible. 
Así  fué  que  aquellos  hombres  ilustres,  á  pesar  de  su 
resolución,  á  pesar  de  su  ilustración,  á  pesar  de  sus 
grandes  condiciones  de  inteligencia  y  patriotismo,  no 
pudieron  hacer  que  arraigara  absolutamente  nada  de 
lo  que  crearon,  y  no  sobrevivió  siquiera  al  naufragio 
de  todas  sus  ideas  y  de  todas  sus  conquistas  la  misma 
Monarquía  que  habían  establecido.  ¡Qué  extraño  es 
que  el  Jurado  tampoco  sobreviviese! 

Del  ensayo  del  Jurado  hecho  entonces  dedujeron  los 
adversarios  constantes  y  obstinados  de  esta  institución, 
q!ie  no  era  posible  establecerla  en  España.  Nosotros 
no  hemos  deducido  eso,  y  creemos  que  sólo  un  apasio- 
namiento extremado  y  un  estudio  poco  imparoial  de 
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los  hechos,  han  podido  llevar  á  persona  alguna  á  esa 
eonclnsión  triste  y  desconsoladora;  nosotros,  de  ese  en- 
sayo dedujimos  otra  consecuencia  completamente  dis- 
tinta. 

Desde  luego  el  ensayo  en  sí  mismo  fiíé  satisfactorio 
en  cuanto  al  ejercicio  de  la  institución,  porque  basta  sólo 
para  comprenderlo  así  tener  en  cuenta  un  hecho  que 
es  de  la  mayor  importancia.  A  pesar  de  lo  perturbado 
4e  los  tiempos,  á  pesar  de  lo  agitada  que  la  opinión  se 
encontraba,  á  pesar  de  las  deficiencias  de  la  ley  que 
establecía  el  Jureulo,  á  pesar  del  contraste  que  existía 
entre  el  sistema  de  procedimientos  establecido  por  la 
ley  del  Jurado  y  el  sistema  de  procedimientos  que  exis- 
tía antes  de  establecerse  ese  Jurado  mismo,  los  errores, 
^sos  errores  escandalosos  que  prueban  que  una  institu- 
ción no  puede  subsistir  y  que  determinan  su  despres- 
tigio y  su  mina  de  una  manera  inmediata  ó  incontras- 
table, fueron  escasísimos;  tan  escasos,  que  apenas  si  en 
los  informes  de  las  Audiencias  y  apenas  si  en  las  dis- 
tensiones que  más  tarde  se  han  sostenido  acerca  de  este 
punto,  han  podido  los  mismos  adversarios  del  Jurado 
señalar  alguno  que  verdaderamente  pueda  estimarse 
como  un  error  de  primera  magnitud.  Esto  prueba  que 
el  ensayo  en  cuanto  á  la  institución  fué  ventajoso;  fue- 
ra de  que  las  circunstancias  en  que  ese  ensayo  se  ha- 
cía y  de  que  las  condiciones  que  rodeaban  al  Jurado  al 
nacer  y  establecerse  entre  nuestras  instituciones  jurí- 
dicas, eran  elementos  que  no  permitían  la  vida  y  des- 
arrollo de  esa  institución  misma. 

De  manera  que,  en  vez  de  deducir  nosotros  de  aquel 
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ensayo  la  consecuencia  de  que  no  era  posible  el  Ju- 
rado en  España,  como  dedujeron  sus  adversarios,  con- 
secuencia acerca  de  la  cual  han  girado  en  los  últimos 
debates  las  opiniones  expuestas  por  los  conservado- 
res, inferimos  sólo  dos  resultados  que  habían  de  tener- 
se, necesariamente,  en  cuenta,  siempre  que  se  tratara 
de  volver  á  reproducir  el  ensayo  del  Jurado.  Y  esos 
dos  resultados,  esas  dos  deducciones,  esas  dos  conse- 
cuencias eran  las  siguientes:  primera,  que  este  linaje 
de  reformas  deben  acometerse  y  plantearse,  siempre, 
en  tiempos  normales,  en  tiempos  tranquilos,  cuando 
liis  condiciones  generales  del  país  en  que  se  lleven  á 
cabo,  y  cuando  el  estado  de  su  política  determinen  en 
la  historia  del  mismo  un  período  de  quietud  y  relativo 
descanso,  que  permita  implantar  y  arraigar  de  una  ma- 
nera firme  y  sólida  la  institución  de  que  se  trata;  se- 
gunda, que  la  reforma  del  Jurado  debió  ir  precedida 
de  la  del  procedimiento  ante  los  Tribunales  de  derecho; 
porque  era  verdaderamente  anómalo  y  perjudicial  para 
la  institución  que  trataba  de  crearse,  establecer  esa 
institución  misma  en  aquel  momento  en  que  se  deter- 
minaba y  establecía  en  las  leyes  el  tránsito  del  sistema 
del  procedimiento  escrito  y  secreto  al  procedimiento 
oral  y  público;  era  aventurado,  sin  que  el  País,  sin  que 
las  gentes  estuviesen  habituadas  á  las  condiciones  del 
procedimiento  oral  y  público,  establecer  no  sólo  este 
procedimiento,  sino  el  juicio  perjurados,  que  es  su  com- 
plemento, que  es  su  coronación,  que  es  su  término,  que 
es  el  bello  ideal  señalado  hasta  ahora  como  fin  de  ese 
mismo  procedimiento  oral  y  público. 
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En  1882,  cuando  se  discutía  el  establecimiento  de 
los  Tribunales  colegiados  y  del  juicio  oral  y  público, 
sostuvimos  con  verdadero  empeño  este  punto  de  vista; 
de  tal  manera,  que  en  aquella  época  y  en  aquellos  de- 
bates lo  que  verdaderamente  se  discutió  fué  esa  cues- 
tión misma,  la  de  decidir  y  resolver  si  había  de  plan- 
tearse el  Jurado  antes  del  ensayo  del  nuevo  procedi- 
miento, ó  si  podía  prescindirse  de  éste  para  ir  resuel- 
tamente á  plantear  y  establecer  aquel  método  de  enjui- 
ciar. No  es  ocioso  recordar  ahora  los  trámites  que  si- 
guió aquella  discusión  y  las  declaraciones  que  en  ella 
se  hicieron;  y  no  es  ocioso,  porque  el  examen  de  los 
hechos  puede  contrastar  el  valor  de  las  opiniones  emi- 
tidas por  cada  uno  y  añadir  á  las  razones  que  enton- 
ces decidieron  el  éxito  de  las  opiniones  sustentadas  por 
el  autor  de  estas  líneas,  otras  razones  que  prueban  ple- 
namente y  confirman  de  una  manera  acabada  hasta  qué 
punto  era  juicioso  y  razonable  su  criterio  y  hasta  qué 
punto  debieran  prevalecer,  como  prevalecieron,  en  efec- 
to, las  soluciones  que  propuso  y  sostuvo. 

En  aquella  discusión  se  nos  dirigieron  ataques  apasio-* 
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nados  y  excesivos:  se  decía  de  nosotros  que  no  quería- 
mos, en  manera  alguna,  el  planteamiento  del  Jurado; 
que  éramos  un  obstáculo  para  la  realización  de  este 
progreso  político  y  jurídico,  y  que  emprendíamos  el 
camino  más  seguro  para  no  llegar  nunca  á  él,  y  el  más 
indudable  de  privar  al  País  de  las  ventajas  de  esta  ins- 
titución; y  se  decía  que  el  único  obstáculo  que  encon- 
traba el  partido  liberal  para  llevar  á  cabo  aquella  pro- 
mesa de  toda  su  vida  y  aquella  aspiración  de  toda  su 
historia,  eran  nuestra  personalidad  de  una  parte  y  nues- 
tras preocupaciones  de  otra,  y  que  todo  lo  posponía- 
mos á  la  estéril  satisfacción  de  amor  propio  de  impedir 
que  esa  aspiración  liberal  y  democrática  de  nuestro 
tiempo  se  realizara  y  encamara  en  nuestreis  institu- 
ciones. 

Todo  esto  se  decía,  sazonado  con  esa  especie  de  co- 
mentarios que  discurre  el  apasionamiento  político,  y 
que  acentúan  en  momentos  determinados  y  críticos  las 
querellas  de  los  partidos  y  las  luchas  del  Parlamento. 

Los  que  esto  decían,  adoptaban  un  punto  de  vista 
intransigente:  Ó  todo  ó  nada,  clamaban;  no  querían  ni 
aun  el  progreso  del  juicio  oral,  si  no  se  les  daba  inme- 
diatamente y  á  renglón  seguido,  sin  preparación  de  nin- 
guna especie  y  sin  condiciones  de  ningún  género,  el 
Jurado.  Ó  todo  ó  nada,  clamaban,  procurando  conven- 
cer al  País,  á  la  opinión  y  á  las  Cortes  de  que  estable  - 
cer  el  juicio  oral  sin  el  Jurado,  era  causar  una  profunda 
decepción  á  la  masa  liberal  del  País  y  era  dificultar 
para  siempre  el  logro  de  esa  preciada  conquista. 

Desde  luego  no  hay  para  qué  decir  que  quienes  así 


Digitized  by 


Googl( 


■ 


^^ 


xxvn 
nos  oombatían  y  motejaban,  lo  hacían  alardeando  á  la 
vez  de  ser  partidarios  más  firmes,  más  convencidos  y 
más  resueltos  del  Jurado  que  nosotros  mismos;  y  que 
aquello  que  en  nuestro  sistema  y  en  nuestra  manera  de 
proceder  era  pura  y  exclusivamente  el  resultado  de  la 
prudencia,  del  deseo  de  no  malograr  con  prematuras 
conquistas  el  éxito  de  la  obra  compleja  de  la  reorgani- 
zación de  nuestros  Tribunales,  se  traducía  en  tibieza  y 
en  afecto  poco  decidido  hacia  el  Jurado.  Los  hechos 
ocurridos  desde  entonces  prueban  lo  que  había  en  todo 
esto  de  pura  ficción,  sugerida  por  las  necesidades  de  un 
debate,  y  de  realidad  y  verdad  en  el  fondo  de  las  aspira- 
ciones y  de  la  conducta  de  cada  uno. 

El  autor  de  estas  líneas,  Ministro  entonces  y  Minis- 
tro ahora  de  la  Corona,  encargado  de  dirigir  la  Admi- 
nistración pública,  sobre  todo,  en  lo  que  se  refiere  á 
las  cuestiones  de  Gracia  y  Justicia,  había  adoptado  el 
camino  más  seguro  de  llegar  al  fin,  y  de  llegar  al  fin  de 
una  manera  estable,  definitiva,  permanente  y  durade- 
ra. Los  que  le  combatían  no  lograron,  si  lograron  algo, 
otro  resultado  que  el  entorpecer  y  dificultar  la  marcha 
emprendida  por  los  verdaderos  partidarios  y  decididos 
defensores  de  la  nueva  institución,  porque  es  indudable 
que  aquella  oposición  de  1882,  que  carecía  de  justifica- 
ción seria,  dificultó  y  embarazó  la  realización  de  la 
obra,  ya,  por  fortuna  de  todos,  concluida  y  en  vías  de 
plantearse  de  una  manera  definitiva. 

Hoy  aquel  Ministro  tan  combatido  consagra  todos 
sus  afanes  á  plantear  bien  y  á  arraigar  en  nuestro  de- 
Techo  y  en  nuestras  instituciones  la  institución  del  Ju- 
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rado;  y  es  objeto  de  todos  sus  desvelos  cuanto  puede 
influir  en  la  vida  normal  y  en  la  existencia  de  esa  ins- 
titución misma.  T  no  sólo  hace  esto  dentro  de  la  esfera 
parlamentaria  y  dentro  de  la  esfera  que  le  traza  gu  au- 
toridad como  MiuístrOj  sino  que  no  vacila  en  venir  de 
nuevo  á  este  palenque,  para  cooperar  á  una  obra  lite- 
raria que  puede  contribuirla  la  defensa  y  afianzamien- 
to del  Jurado,  como  la  obra  presente,  cooperando  á  es- 
cribir un  libro  en  el  cual  se  explica,  se  justifica  y  se 
razona  esa  reforma,  para  alejar  de  su  planteamiento  y 
de  su  ejecución  toda  especie  de  dificultades.  ¿Hacen 
otro  tanto  los  que  le  combatían  denodadamente  y  le 
zaherían  y  criticaban  con  notoria  üijusticia? 

No  hacemos  esta  pregunta  por  reudh*  tributo  á  va- 
nas consideraciones  de  amor  propiOj  ui  á  vanos  estí- 
umlos  individuales,  sino  porque  creemos  qne  deben  loa 
pueblos  aprender  en  la  historia  de  sus  vicisitudes, 
cuánta  diferencia  hay  entre  los  que  acometen  con  pru- 
dencia y  resolución  ima  obra  transcendental,  y  aque- 
llas que,  prescindiendo  por  completo  de  esas  condicio- 
nes, únicas  que  hacen  duradera,  estable  y  viable  una 
obra  de  esta  naturaleza,  intentan  con  fórmulas  de  in- 
transigencia llegar  a  la  primera  línea  y  tomar  en  sus 
manos  la  dirección  de  los  destinos  del  País. 
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En  1882,  como  he  dicho,  se  me  acusaba  de  no  que- 
rer el  planteamiento  del  Jurado.  Lo  que  yo  quería  en- 
tonces, con  harta  claridad  lo  dije:   cVa  á  publicarse, 
decía  entonces,  aludiendo  al  proyecto  de  ley  que  esta- 
blecía el  juicio  oral  y  público,  va  á  publicarse  un  Có- 
digo de  Enjuiciamento,  calcado  sobre  un  sistema  dia- 
metralmente  contrario  al  que  ha  venido  observándose 
secularmente  en  nuestro  País,  contrario  al  procedimien- 
to inquisitivo,  al  cual  sucede  el  procedimiento  oral  y 
público;  así  como  los  dos  grados  de  jurisdicción,  y  en 
occisiones  tres,  se  sustituyen  con  la  instancia  única. 

>Hecha  esta  reforma,  añadía,  hay  que  dar  por  lo 
menos  dos,  tres  ó  cuatro  meses  de  tiempo  á  los  Magis- 
trados y  Abogados  para  que  se  empapen  en  este  nuevo 
procedimiento.  Hay  que  instalar  70  ó  75  Tribunales, 
porque  el  proyecto  es  bastante  previsor  para  no  poner 
un  número  fijo,  y  todo  esto  depende  de  estudios,  la 
mayor  parte  de  los  cuales  se  han  hecho,  pero  que  exi- 
gen larga  preparación  y  un  conjunto  de  condiciones 
que  no  es  posible  improvisar.  Hay  que  instalar  70  ó  75 
Tribunales  colegiados  de  Derecho,  y  es  imprescindible 
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que  transcurra  cierto  período  de  tiempo,  y  no  breve, 
para  que  todo  el  mundo,  especialmente  los  interesados 
en  la  Administración  de  justicia,*  los  que  han  de  con- 
currir á  esta  alta  función  del  Estado,  conozcan  el  nue- 
vo Código  de  Enjuiciamiento  y  se  penetren  de  él.  Es 
indispensable  instalar  esos  70  ó  75  Tribunales  colegia- 
dos de  Derecho,  que  han  de  ser  la  hoBe  del  Jurado,  y 
esta  organización  tampoco  puede  improvisarse;  porque 
improvisarla,  equivaldría  á  establecerla  de  una  manera 
fugaz  y  defectuosa. 

» ¿Creéis,  preguntaba  dirigiéndome  á  los  Diputados 
de  la  Nación;  creéis  que  la  instalación  de  70  ó  75  Tri- 
bunales de  derecho,  que  yo  calculo  de  absoluta  necesi- 
dad para  que  funcione  el  juicio  oral  y  público,  primero, 
y  en  seguida  el  Jurado,  puede  hacerse  en  un  momento? 
¿Creéis  que  es  abusar  de  vuestra  paciencia  hacer  este 
sencillísimo  cálculo,  por  medio  del  cual,  primero  se  os 
pide  autorización  para  publicar  el  Código  de  Enjuicia- 
miento penal,  y  después  se  procederá  á  organizar  los 
Tribunales  colegiados,  y  mientras  que  esto  se  hace,  se 
confecciona  el  proyecto  de  ley  sobre  el  Jurado,  para 
traerlo  inmediatamente  al  examen  y  aprobación  de  las 
Cortes?  De  ninguna  manera,  contestaba  yo  mismo.  De 
suerte,  decía,  dirigiéndome  á  los  juradistas,  los  que  de 
buena  fe  de  entre  vosotros  queréis  el  planteamiento  del 
Jurado,  si  lo  queréis  muy  pronto,  vais  más  pronto  á  él 
por  el  camino  del  Gobierno,  que  por  el  camino  del  voto 
particular;  por  el  camino  del  Gobierno,  que  quiere  ha- 
cer primero  todas  estas  cosas,  para  realizar  después 
el  establecimiento  del  Jurado,  que  por  el  camino  del 
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voto  particular,  que  quiere  hacer  todas  esas  eosas  y 
el  establecimiento  del  Jurado  al  propio  tiempo.  Por- 
que el  Gobierno^  añadía  (y  no  he  de  citar  ya  mas  pa- 
labras de  las  que  entonces  protiuncié);  porque  el  Go- 
bierno, añadía,  ei  obtiene  la  aprobación  de  este  pro- 
yecto de  ley,  publioará  el  mes  que  viene  el  Código  de 
Enjuiciamiento  j  hará  la  instalación  de  estos  Tribuna- 
les durante  el  interregno  parlamentario,  y  leerá  el 
Proyecto  sobre  el  Jurado  en  cuanto  se  reúna  la  se- 
gunda legislatura,  en  cuanto  se  reúnan  de  nuevo  estas 
Cortes,  y  entonces  podrá  discutirse  un  problema  que 
ahora  no  se  puede  discutir  maduramente,  que  es  de 
toda  gravedad;  problema  que  consiste  en  la  forma  en 
que  se  lia  de  verificar  así  la  composición  como  la  com- 
petencia del  Jurado. » 

A  estas  palabras  se  nos  contestaba  diciendo,  no 
sólo  las  cosas  que  antes  hemos  referido,  sino  algo  más 
peregrino,  más  todavía  que  todo  eso,  porque  hubo 
quien  dijo  en  aquel  debate  que  con  el  establecimiento 
de  los  Tribunales  colegiados  de  Derecho,  en  la  forma 
en  que  se  llevaba  á  cabo  por  la  ley  de  1882,  lo  que 
pensábamos,  lo  que  queríamos  hacer,  era  imposibilitar 
por  completo  el  establecimiento  del  Jurado;  como  si  la 
organización  de  esos  Tribunales  colegiados  no  fuera 
la  condición  indispensable  para  el  establecimiento  del 
Jurado  mismo. 

Los  lieclios  se  acomodaron,  á  partir  de  aquella,  fecha 
y  por  completo,  á  nuestras  palabras  y  á  nuestras  pro- 
mesas. La  ley  que  se  discutió  en  Mayo  de  1882,  que 
fué  cuando  se  pronunciaron  las  palabras  que  antes  he- 
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mos  transcrito,  se  publicó  en  Septiembre  del  mismo 
año,  y  desde  principios  del  año  1883  empezó  á  plan- 
tearse. Era  lo  que  nosotros  habíamos  ofrecido.  Habíamos 
ofrecido  también  presentar  en  la  legislatura  de  1882-83 
el  proyecto  de  ley  del  Jurado,  y  todo  el  mundo  sabe 
que  le  teníamos  redactado  y  preparado  para  presentar- 
lo en  aquella  fecha,  de  acuerdo  con  nuestras  ofertas 
reiteradas  y  con  promesas  solemnes,  y  que  si  no  pudi- 
mos hacerlo,  fué  porque,  habiendo  sobrevenido  un  cam- 
bio político,  este  cambio  político  nos  obligó  á  abando- 
nar el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia.  Sin  embargo, 
aquel  cambio  político  no  fué  tan  transcendental  que  no 
permitiera  al  partido  mismo  en  cuyas  filas  formábamos, 
continuar  en  el  Poder.  El  Ministro  que  nos  sucedió  en 
el  departamento  de  Gracia  y  Justicia  era  un  amigo  y 
un  correligionario,  el  Sr.  Romero  Girón;  y  el  Sr.  Eo- 
mero  Girón,  recogiendo  como  suya  aquella  promesa  y 
honrando  á  la  vez  su  propia  iniciativa  y  su  propia  con- 
vicción, presentó  á  las  Cortes,  en  la  época  fijada  de 
1883,  un  proyecto  de  ley  de  Jurado;  proyecto  que  se 
discutió  en  la  Alta  Cámara  y  que  no  hubo  tiempo  de 
discutirlo  en  el  Congreso,  porque  antes  de  que  eso  se 
hiciera  vinieron  otros  cambios  en  la  gobernación  del 
Estado  á  dificultarlo  é  impedirlo,  hasta  que,  por  últi- 
mo, á  principios  de  1884,  abandonó  el  Poder  el  partido 
liberal  y  le  sucedió  el  partido  conservador,  quedando  en 
este  estado  y  en  esta  situación  la  tentativa  realizada 
por  nosotros  para  llevar  á  cabo  tan  importante  y  trans- 
cendental reforma. 
Dueños  del  poder  los  conservadores,  no  era  posible 
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I         ai  razonable  que  exigiéramos  de  ellos  el  establecimien- 
to del  Jurado;  no  tenían  el  coraproraiso  de  hacerlo,  ni 
?n\s  convicciones  podían  determinarles  á  semejante  obra, 
yo  es  posible  exigir  ninguna  de  esta  índole  á  un  par- 
tido conser^^ador,  y  menos  á  un  partido  conservador  io- 
fluido   por  las  ideas  que  fiiempre  han  inspirado  la  di- 
rección de  los  partidos  conservadores  en  España;  lo  que 
nosotros  podíamos  reclamar,  lo  que  nosotros  podíamos 
I  pedir  á  ese  partido  desde  el  punto  de  vista  de  nuestras 

1  ideas,  y  teniendo  en  cuenta  las  ideas  que  ese  mismo 

partido  noblemente  defiende,  es  la  promesa  de  que  en 
el  porvenir  sus  hombres  respeten,  de  que  no  atenten 
de  una  manera  violenta  contra  las  reformas  que  im- 
plantamos; no  que  vengan  á  sustituimos  y  reempla- 
zamos en  la  tarea  de  llevar  á  cabo  esas  reformas. 
Eso  es  lo  que  nosotros  podíamos  exigir,  eso  es  lo  que 
nosotros  podíamos  pedirle,  y  creemos  que  seguramente 
se  obtendrá,  porque  ahí  están,  recientes  son  y  harto 
públicas  y  notorias,  las  declaraciones  que  han  hecho 
en  la  discusión  del  Jurado  los  hombres  más  impor- 
tantes del  partido  eonservador.  Ellos  prescindirán  de 
sus  prejuicios,  prescindirán  de  sus  ideas  el  día  que 
ocupen  el  Poder;  no  tratarán  en  manera  alguna  de  des- 
truir lo  que  nosotros  hayamos  creado:  sólo  se  reser- 
van el  juzgarlo;  y  si  en  el  planteamiento  de  las  refor- 
mas que  en  esta  etapa  haya  llevado  á  cabo  el  partido 
liberal  encuentran  algo  que  sea  contrario  á  los  intere- 
ses públicos,  algo  que  no  responda  á  las  necesidades  de 
la  Nación,  propondrán  su  reforma  á  las  Cámaras;  pero 
mientras  esto  no  se  demuestre  respecto  á  la  institución 
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del  Jurado,  mientraa  no  se  demuestre  que  esa  institu- 
ción es  perturbadora  y  dañosa  á  la  prosperidad  nacio- 
nal, á  los  derechos  y  necesidades  de  la  Administración 
de  justicia,  ellos  nada  harán  en  contra  suya. 

Vengo  explicando  y  sosteniendo  en  estas  observa- 
ciones, trazadas  al  correr  de  la  pluma  para  que  sirvan 
de  prólogo  á  los  Comentarios  que  á  la  ley  del  Jurado 
ha  escrito  el  Sr.  Pacheco,  que  el  establecimiento  del 
Jurado  ha  sido  un  compromiso  del  partido  liberal.  La 
agrupación  formada  por  la  fusión  de  los  antiguos  cons- 
titucionales y  del  centro  parlamentario,  que  yo  tuve  la 
honra  de  constituir  y  acaudillar,  recogió  en  su  progra- 
ma esa  afirmación,  esa  promesa,  y  trató  de  cumplirla 
de  la  manera  que  puede  verse  en  los  hechos  que  acabo 
de  recordar,  con  sinceridad  y  con  resolución.  Por  eso, 
respondiendo  á  tan  terminante  compromiso,  ofrecí  yo 
que  el  Jurado  se  establecería,  en  mis  discursos  de  1882^ 
y  el  Sr.  Eomero  Girón  presentó  á  las  Cortes,  en  1883,, 
el  proyecto  de  ley  del  Jurado.  En  1884  cayó  el  parti- 
do liberal,  y  en  la  oposición,  á  que  le  llevaron  las  con- 
secuencias de  aquel  cambio  político,  se  fortaleció  y 
arraigó  este  propósito;  se  fortaleció  y  arraigó  el  pensa- 
miento de  plantear  el  Jurado  tan  pronto  como  le  fiíera 
posible,  tan  pronto  como  el  Poder  volviera  á  sus  ma- 
nos, tan  pronto  como  la  opinión  y  la  Corona  le  confia- 
sen la  dirección  de  los  destinos  públicos. 

La  combinación  de  las  fuerzas  monárquicas  entonces 
existentes,  produjo  en  la  vida  y  en  la  historia  del  par- 
tido liberal  un  cambio  digno  de  notarse.  Los  elemen- 
tos que  procedían  de  la  izquierda  del  partido  liberal  y 
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del  antiguo  partido  democrático  vinieron  á  unirse,  vi- 
nieron á  ñindirse  con  aquel  en  cuyas  filas  formaba  el 
autor  de  estas  líneas;  se  realizó  la  conciliación  que  ha 
dado  vida  al  partido  liberal,  conciliación  tan  fecunda  en 
bienes  para  el  País  y  para  la  Monarquía,  como  han 
podido  apreciar  desapasionada  y  rectamente  cuantos  se 
felicitan  del  curso  que  desde  aquella  fecha  siguen  los 
negocios  públicos  en  nuestro  País  y  de  la  fortuna  con 
que  ha  comenzado  á  recorrer  sus  primeros  pasos  la  Ke- 
gencia.  Esos  elementos  tienen  también  más  acentuado, 
si  cabe,  que  nosotros;  más  terminante,  si  cabe,  que  nos- 
otros, el  propósito  de  llevar  á  cabo  el  Jurado;  y  en  el 
programa  que  se  redactó  para  servir  de  base  al  nuevo 
partido  y  para  poner  de  relieve  ante  el  País  cuál  sería 
la  obra  que  este  partido  acometiera  el  día  que  llegase 
al  Poder,  se  consignó  en  modo  terminante  y  solemne  la 
oferta  de  realizar  el  Jurado,  la  oferta  de  plantear  el  Ju- 
rado. Ese  programa  ha  sido  conocido  con  el  nombre  de 
proyecto  de  ley  de  garantías,  y  en  ese  proyecto,  su  ar- 
tículo 4.0  declaraba  que  «el  Poder  judicial  estará  for- 
mado por  Tribunales  de  Derecho  y  por  el  Jurado;  que 
éate  conocerá  de  los  delitos  políticos  y  de  los  comunes 
que  determinen  las  leyes,  y  que  en  ellos  se  establecerá 
la  respectiva  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tri- 
bunales de  Derecho  y  del  Jurado  y  sus  mutuas  rela- 
ciones.» 

Convínose  este  programa  y  se  redactó  ese  artículo 
en  Junio  de  1886,  y  ya  está  cumplido;  ya  se  ha  he- 
cho lo  que  el  art.  4.^  de  ese  proyecto  de  garantías 
prescribió,  como  seguramente  se  hará  todo  lo  que  ese 
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mismo  proyecto  contenía  y  ofreció,  en  demostración 
de  que  los  hombres  que  le  suscribieron  y  redactaron, 
que  los  hombres  que  adoptaron  esa  fórmula  como  ban- 
dera de  su  política  y  como  programa  de  sus  fiíturos 
trabajos  parlamentarios  y  gubernamentales,  eran  hom- 
bres sinceros  que  no  vacilaban  en  declarar  sus  aspi- 
raciones, como  no  vacilan  en  realizarlas  y  en  cum- 
plirlas. 

Esa  base,  la  base  contenida  en  el  art.  4.<^  que  acaba- 
mos de  copiar,  constituía  ya  un  ofrecimiento  solemne 
y  definitivo,  que  no  admitía  aplazamiento  de  ninguna 
especie.  A  fines  de  1885,  sucesos  tristísimos  que  están 
en  la  memoria  de  todos  determinaron  un  nuevo  cambio 
en  la  política;  al  partido  conservador  sustituyó  el  par- 
tido liberal,  y  nuevamente  el  que  estas  líneas  escribe 
se  vio  llamado  por  la  confianza  de  la  Corona  á  desem- 
peñar el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  en  el  cual 
tocaba  dar  cumplimiento  á  aquella  base,  como  lo  hizo, 
presentando  el  proyecto  de  ley  de  28  de  Noviembre 
de  1886,  que  es  el  que  al  fin  ha  prevalecido  hasta  con- 
vertirse en  la  ley  de  20  de  Abril  de  1888,  sobre  esta- 
blecimiento del  juicio  por  jurados  para  los  delitos  po- 
líticos y  una  buena  parte  de  los  comunes.  Así  ha  lle- 
vado á  cabo  el  partido  liberal  la  realización  de  sus 
compromisos;  y  hoy  debe  enorgullecer  á  todos  los  que 
han  cooperado  á  realizarle  el  hecho  de  que  sea  posible 
declarar  de  una  manera  absoluta  y  terminante  que 
en  esta  parte  ha  satisfecho  aquella  parcialidad  sus  in- 
eludibles obligaciones  para  con  la  opinión  y  con  el 
País. 
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¿Cómo  las  ha  satisfecho?  Esto  es  lo  único  que  nos 
Testa  examinar  para  dar  término  á  las  observaciones 
que  venimos  exponiendo.  La  contestación  cabal  de  esa 
pregunta  nos  llevaría,  sin  embargo,  demasiado  lejos; 
si  hubiéramos  de  contestarla  cumplidamente,  equival- 
dría á  que  hiciéramos  aquí  im  análisis  minucioso,  com- 
pleto y  detallado  de  la  ley  del  Jurado,  y  esa  no  es  nues- 
tra tarea;  esa  es  precisamente  la  tarea  que  se  ha  impues- 
to el  Sr.  Pacheco  y  que  lleva  á  cabo  en  la  redacción  de 
8u  comentario.  Nosotros  no  tenemos  para  qué  entrar  en 
ese  análisis  minucioso  y  detenido;  nosotros  no  tenemos 
para  qué  examinar  imo  por  uno  los  preceptos  de  la  ley, 
ni  los  pormenores  y  detalles  de  la  realización  del  pen- 
samiento á  que  la  ley  atiende;  nos  basta  con  señalar  sus 
principales  bases,  sus*  principios  cardinales,  y  con  de- 
mostrar, para  remate  de  estas  consideraciones,  que  las 
necesidades  y  los  compromisos  de  un  orden  político 
que  viene  á  satisfacer  la  ley  del  Jurado,  han  sido  aten- 
didos lealmente,  y  que  la  oferta  del  partido  que  lleva  á 
eabo  esta  obra,  se  ha  cumplido  con  entera  lealtad,  es- 
tableciendo una  organización  del  Jurado  de  todo  pim- 
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to  conforme  á  las  exigencias  políticas  y  científicas  m&ñ 
racionales  que  han  de  tenerse  presentes  ahora  y  que 
siempre  se  han  consultado  en  la  realización  de  un  pro- 
pósito de  esta  especie. 

Ya  hemos  dicho  que  las  exigencias  científicas  re- 
clamaban el  establecimiento  del  Jurado  como  comple- 
mento de  la  reforma  que  se  llevó  á  cabo  en  la  organi- 
zación judicial  y  en  el  procedimiento  por  lo  que  tooa 
á  los  asuntos  criminales.  La  oralidad  del  juicio  y  el 
principio  acusatorio  no  puede  decirse  que  están  plan- 
teados de  una  manera  acabada;  no  puede  afirmarse  que 
esos  principios  llegan  á  su  último  desenvolrimiento,  ni 
que  de  ellos  es  posible  deducir  todas  las  conseeueuciaa 
que  han  apetecido  y  han  anunciado  sus  defensores  más 
constantes  y  entusiastas,  si  no  se  establece  el  Jurado, 
con  la  distinción  entre  los  Jueces  de  hecho  y  loa  de 
derecho  y  con  la  división  consiguiente  de  las  senten- 
cias, para  que  cada  parte  de  ellas  sea  obra  de  aquel  ór- 
gano judicial  á  que  más  genuinamente  se  atribuye  luiu 
especial  capacidad  de  entender  y  decidir  en  orden  á 
las  cuestiones  que  se  le  reservan.  La  forma  en  que  or- 
ganiza y  constituye  el  Jurado  la  ley  de  20  de  Abril, 
mantiene  esos  dos  principios  fundamentales  de  la  ora- 
lidad del  juicio  y  del  procedimiento  acusatorio,  los  dea- 
arrolla  de  una  manera  completa  y  asegura  y  arraiga  rr 
conservación  en  nuestras  leyes,  por  medio  de  preceptos 
encaminados  á  mantener  su  espíritu  y  al  mismo  tiempo 
á  contenerlos  dentro  de  aquellos  límites  que  la  pTudeii- 
cia  aconseja  y  que  son  indispensables  para  que  no  se 
desvíen  de  su  cauce  natural,  ni  produzcan  loa  efectos 
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t 
que  quizá  llegaran  á  acarrear  su  desprestigio  y  el 

•quebrantamiento  de  la  seguridad  y  viabilidad  de  que 
ha  querido  dotarla  el  legislador.  Esto  era  indispensa- 
ble y  responde  á  las  conveniencias  y  exigencias  de  una 
política  prudente  y  previsora;  porque  el  ensayo  de  esos 
principios,  verificado  por  medio  del  ejercicio  de  la  ley 
de  1882,  que  los  estableció  ya  y  que  los  trajo  á  nues- 
tra legislación,  ha  sido  un  ensayo  de  todo  punto  bene- 
ficioso para  los  intereses  de  la  Admiaistración  de  jus- 
ticia, y  sólo  es  posible  mencionarlo  con  aplauso  y  con 
reconocimiento. 

Hay  quien  sostiene  lo  contrario;  hay  quien  cree  que 
€se  ensayo  no  fué  feliz;  pero,  por  fortuna,  los  que  esto 
piensan  y  los  que  esto  dicen  representan  en  el  País 
una  escasa  minoría,  tan  escasa  que  no  comparten  sus 
ideas  y  sus  afirmaciones  acerca  de  este  extremo,  ni  aun 
los  núsnios  que  coinciden  con  ellos  en  opiniones  de  todo 
género,  y  que  figuran  en  la  misma  escuela  política  y 
científica  á  que  aquéllos  están  afiliados.  En  los  debates 
á  que  ha  dado  margen  la  adopción  de  la  ley  de  20  de 
Abril,  ha  quedado  este  punto  suficientemente  discuti- 
do. Era  y  es  innegable  que  lo  mismo  por  lo  que  toca 
á  la  oraUdad  del  juicio,  que  por  lo  que  toca  al  principio 
acusatorio,  el  ensayo  que  de  ambas  bases  de  procedi- 
miento criminal  se  llevó  á  efecto  y  aún  se  está  realizan- 
do en  nuestro  País  á  partir  del  año  1883,  no  ha  produ- 
cido sino  consecuencias  favorabilísimas  para  los  altos 
interesen  sociales  comprometidos  en  la  buena  Adminis- 
tnición  de  la  justicia  y  en  la  marcha  rápida,  normal  y 
desembarazada  de  los  Tribunales. 
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Lo  que  puede  pretender  una  nación;  aquello  á  que 
en  primer  término  debe  aspirar  un  país  en  orden  á  la 
Administración  de  justicia,  es  que  ésta  sea  administra- 
da de  una  manera  eficaz  y  de  una  manera  rápida.  De 
una  manera  eficaz,  para  que  contenga  el  desarrollo  de 
la  criminalidad;  de  una  manera  eficaz,  para  que  resta- 
blezca el  imperio  del  derecho;  de  una  manera  eficaz, 
para  que  donde  quiera  que  se  lesione  el  derecho  ó  el 
interés  de  un  individuo,  por  modo  ilegítimo  ó  violento,, 
venga  la  acción  de  la  justicia  á  corregir  el  daño  cau- 
sado y  á  repararlo;  y  si  esto  último  no  es  posible,  y  en 
todo  caso,  que  venga  á  imponer  al  criminal  la  pena  á 
que  se  ha  hecho  acreedor,  para  que  de  ninguna  suerte 
se  eluda  la  autoridad  de  los  Tribunales  ni  el  imperio  ó 
los  efectos  de  la  ley.  El  establecimiento  del  juicio  oral 
ha  cooperado  á  este  propósito. 

Se  ha  dicho,  contestando  al  argumento  que  acabamoa 
de  exponer  y  á  las  consideraciones  que  acabamos  de 
emitir;  se  ha  dicho,  para  contrariar  lo  que  venimos  sos- 
teniendo, que  el  establecimiento  del  juicio  oral  ha  rela- 
jado los  vínculos  de  la  Administración  de  justicia,  con- 
virtiéndola, dentro  del  nuevo  sistema  y  con  arreglo  k 
las  condiciones  en  que  se  ha  establecido  ese  mismo  pro- 
cedimiento, en  menos  eficaz  que  lo  era,  con  arreglo  á 
las  ideas  y  á  las  bases  de  los  antiguos  sistemas,  reem- 
plazados por  el  que  hoy  rige,  y  se  ha  aducido  en  de- 
mostración de  este  aserto  lo  que  ocurre  respecto  de  los 
sobreseimientos;  pero  consultados  con  imparcialidad  y 
rectitud  los  datos  que  arrojan  las  estadísticas,  es  indu- 
dable que  con  el  antiguo  procedimiento  escrito  y  se- 
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creto,  resaltaba  un  tanto  por  ciento  mayor  de  causas 
acabadas  por  sobreseimientos  del  que  hoy  re.sultan,  lo 
cual  demuestra,  que  bajo  su  aspecto  más  importante  y 
fundamental^  la  justicia  es  más  eñcaz  con  el  procedi- 
miento oral  y  público  que  con  el  procedimiento  escrito 
y  secreto,  bajo  el  imperio  del  sistema  acusatorio  que 
bajo  el  imperio  del  sistema  inquisitivo.  En  cuantié  á 
que  m  más  rápido»  no  hay  necesidad  de  aducir  razón 
ninguna,  porque  el  convencimiento  de  que  lo  es,  está 
en  el  ánimo  de  todos  y  constituye  iin  verdadero  axio- 
mti.  Ta  no  será  posible  que  se  repita  el  ejemplo,  tan 
frecuente  y  tan  lamentado  en  nuestro  País,  de  los  su- 
marios que  se  iustmían  durante  años  y  años  y  de  cau- 
sas en  las  cuales  mediaba  entre  el  auto  de  procesa- 
mientu  y  la  sentencia  definitiva  nada  menu?s  que  dos 
lustros.  Con  el  procedimiento  oral  y  público,  con  el 
nuevo  Enjuiciamiento  criminal,  es  dilícil  que  ninguna 
Ciiosa,  ni  aun  las  más  complicadas  y  difíciles,  ni  aun 
a<¡iieilas  en  que  una  larga  prueba  exige  que  se  invier- 
ta mayor  espacio  de  tiempo,  dure  metlio  año,  y  será 
maravilla  que  alguna  pase  de  este  plazo.  Seguramente 
las  que  se  encuentren  en  este  último  caso  serán  tan  po- 
ca^  que  apenas  repi-eseutarán  un  número  exiguo  de  to* 
da^  los  que  se  instruyan;  eu  cambio  será,  cofuo  es  ya 
hi*y,  frecuente  que  eu   los  diez  primeros  días,   en  el 
primer  mes  y  en  dos  meses,  sobre  todo,  baya  termina- 
do la  sustanciaciún  de  la  mayor  parte  de  los  procesos 
que  se  ins  truyeu. 

No  queremos  añadir  aquí  á  esta  observación  otras 
análogas,  y  también  encaminadas  á  justificar  el  nuevo 
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sistema  de  Enjuiciamiento,  porque  bajo  otros  puntos 
de  vista  nadie  lo  discute;  ni  en  cuanto  al  fondo  de  las 
causas,  ni  en  cuanto  á  la  manera  como  se  cumplen  los 
preceptos  y  dictados  de  la  justicia  en  un  sistema  y  en 
otro,  nadie  pone  en  duda  que  el  que  hoy  rige  ha  reali- 
zado entre  nosotros  un  verdadero  progreso.  Eecono- 
ciendo  nosotros,  como  reconocemos  y  declaramos,  que 
la  inteligencia,  la  integridad  y  la  rectitud  de  los  Jueces 
es  siempre  la  misma;  que  con  el  antiguo  y  que  con  el 
nuevo  sistema  son  iguales,  porque  este  sistema  no  ten- 
dría eficacia  para  cambiar  las  condiciones  morales  de 
los  que  han  de  juzgar;  sólo  notaremos  una  cosa,  y  es 
que  el  nuevo  sistema  da  medios  de  acierto  y  procedi- 
mientos capaces  de  llevar  al  ánimo  del  juzgador  una 
convicción  más  segura,  y  que  como  esos  medios  con 
más  exactitud  y  más  certeza  retratan  y  pintan  en  el 
acto  del  juicio  la  forma  en  que  se  cometió  el  delito, 
han  de  tener  indudable  ventaja  sobre  aquellos  otros 
medios,  los  que  eran  propios  del  enjuiciamiento  es- 
crito y  secreto,  que  tendían  por  su  propia  naturaleza 
y  por  sus  condiciones  á  desfigurar  el  delito  mismo  y 
á  presentarlo  bajo  un  aspecto  completamente  distin- 
to, acaso,  del  que  había  revestido  al  verificarse  y  al 
ocurrir.  * 

Sobre  estas  ventajas  ó  al  lado  de  ellas,  hay  otras 
que  no  es  posible  desatender  y  que  no  debemos  menos- 
preciar los  hombres  que  respecto  al  gobierno  de  los 
pueblos  sustentamos  determinadas  ideas.  Los  que  cree- 
mos en  la  eficacia  y  en  la  virtualidad  del  régimen  re- 
presentativo, los  que  sostenemos  y  defendemos  contra 
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SUS  impugnadores  el  sistema  parlamentario,  los  que,  eu 
suma,  entendemos  que  la  opinión  de  los  pueblos  signi- 
fica y  vale  algo  para  resolver,  decidir  y  apreciar  las 
cuestiones  que  afectan  á  su  porvenir,  á  sus  intereses  ó 
á  su  vida,  los  que  así  discurrimos  no  podemos  dejar  de 
tomar  muy  en  cuenta  que  la  opinión  ha  mostrado  pre- 
ferencia indudable  por  el  Enjuiciamiento  oral  y  pú- 
blico y  que  ha  venido  á  prestarle  su  concurso  en  aque- 
lla medida  en  que  es  necesario  y  conveniente  que  lo 
preste,  para  el  desarrollo  y  arraigo  de  este  sistema 
procesal. 

La  Administración  de  justicia  no  puede  obrar  dentro 
de  la  economía  social  como  un  elemento  aislado.  Es  con- 
dición que  constituye  una  eficaz  garantía  de  acierto  para 
que  la  Administración  de  justicia  se  iospire  en  ideas 
de  rectitud  constante  y  responda  en  cada  caso  á  lo  que 
es  posible  pedir  de  ella,  en  nombre  de  los  más  altos  prin- 
cipios del  Derecho  y  de  los  más  elevados  intereses  so- 
ciales, que  exista  entre  el  organismo  á  que  se  ha  enco- 
mendado y  la  masa  social  una  compenetración,  una  iden- 
tificación completas,  de  suerte  que  las  unan  aquellas 
corrientes  que  sirven  para  ilustrar  á  los  Jueces,  para 
garantizar  la  rectitud  de  sus  fallos  y  para  darles  esos 
prestigios  que  nacen  del  aplauso  público,  esa  autoridad 
moral  que  es  muy  superior  á  la  fuerza. 

Pues  bien;  estas  condiciones  generalmente  no  se  cum- 
plen de  una  manera  igual,  continuada  y  permanente 
dentro  del  sistema  que  regía  en  España  antes  de  esta- 
blecerse el  juicio  oral  y  público,  como  dentro  del  siste- 
ma inaugurado  por  la  reforma  de  1882,  y  al  plantear  esa 
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reforma  y  al  desarrollarla  y  ejecutarla,  se  ha  visto  y  se 
ha  podido  advertir,  que  la  opinión,  comprendiendo  la 
importancia  que  tendría  su  voto  en  el  sistema  inaugu- 
rado, ha  acudido  presurosa  y  solícita  á  prestarle  su  con- 
curso; así  se  observa  que  cada  día  son  más  concurridos 
esos  actos,  que  acude  un  público  más  numeroso  á  los  jui- 
cios orales  que  se  verifican  en  las  capitales  de  nuestras 
Audiencias;  y  así  se  ve  que  la  Prensa,  tomando  parte  en 
los  debates,  se  apresura  á  narrarlos  y  á  tener  al  público 
al  corriente  de  los  peripecias  y  vicisitudes  de  cada  pro- 
ceso y  que  se  interesa  la  masa  general  del  País  en  su 
sustanciación  y  en  su  fallo. 

Y  es  muy  digno  de  notarse,  que  publicando  cons- 
tantemente la  prensa  el  relato  de  los  juicios  que  se  ve- 
rifican, interviniendo  por  este  medio  en  la  discusión  de 
las  cuestiones  judiciales  y  gozando  en  nuestra  Patria^ 
como  gozan  los  periódicos,  de  libertad  absoluta,  no  li- 
mitada por  trabas  de  ninguna  especie,  apenas  pueda 
señalarse  alguno  que  otro  caso,  y  estos  de  pequeñísima 
importancia  sin  duda,  en  que  los  periódicos  más  auto- 
rizados y  haflta  los  más  apasionados  é  irreflexivos  por 
la  índole  de  sus  ideas,  por  la  exageración  de  los  prin- 
cipios que  defienden  ó  por  las  conveniencias  de  los  in- 
tereses políticos  que  vienen  á  sostener,  hayan  censura- 
do ó  criticado,  ni  la  resolución  judicial  referente  á  un 
caso  concreto,  ni  la  forma  en  que  los  Tribunales  prac- 
tican la  nueva  ley;  lo  cual  prueba  que  el  ensayo  á  que 
todos  cooperamos  y  que  hace  seis  años  comenzó,  se 
lleva  á  cabo  sin  aquellos  errores,  sin  aquellos  incon- 
venientes, sin  aquellas  dificultades  capaces  de  despres- 
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tígiaruna  reforma  ó  de  reclamar  innovaciones,  modi- 
ficaciones 6  mejoras  en  una  ley.  Desde  que  la  de  1 882 
se  puso  en  vigor,  no  se  ha  formado  en  la  opinión  ni  í^e 
ha  sustentado  en  la  práctica  de  una  manera  peraisten- 
te  y  t^iaz,  como  es  nec*>8iirio  que  se  sustenten  esta» 
aspiraciones  para  que  el  legislador  llegue  á  convencer- 
se de  la  necesidad  de  servirlas  y  atenderlas,  ninguna 
corriente  de  las  que  determinan  y  señalan  la  coove* 
niencia  ó  necesidad  de  llevar  á  cabu  una  modificacíóu 
legislativa,  ni  en  cuanto  á  la  esencia  de  aquella  ley,  ni 
en  cuanto  á  sus  pormenores. 

Lo  único  que  se  ha  señalado  desde  entonces,  comn 
punto  que  reclamaba  estudio  y  mejora,  es  el  relati\  n 
á  los  sobreseimientos;  pero  acerca  de  esto  ya  hemNs 
dicho  lo  que  ocurre.  Se  ha  clamado  que  el  numero  de 
sobreseimientos  que  se  decretan  es  excesivo;  se  han 
pedido  resoluciones  y  medidas  que  reduzcan  ese  nú- 
mero y  que  hagan  más  eficaz  aún  la  acción  de  los 
Tribunales;  pero  no  se  ha  tenido  en  cuenta  el  dato  que 
antes  consignábamos,  no  se  ha  reparado  en  la  influen- 
cia que  en  ese  hecho  tienen  los  artículos  308  y  325 
combinados;  se  ha  olvidado  que  aun  así,  con  arreglo  al 
antiguo  sistema,  el  número  de  sobreseimientos  era  to- 
davía mayor,  y  que,  por  tanto,  la  fi-ecuencia  con  que 
se  sobreseía  en  las  actuaciones,  aparte  de  los  motivos 
de  índole[técnica  que  explican  que  esto  suceda,  muchas 
veces  y  en  gran  número  de  casos  debe  responder,  no  á 
las  condiciones  del  enjuiciamiento,  aspecto  bajo  el  cual 
se  ha  mejorado  mucho,  sino  á  las  condiciones  sociales 
y  gabemativas  que  necesitan  remedios  sin  duda,  pero 


Digitized  by 


Googl( 


XLVI 

remeflioa  que  nosotros  creemos  que  no  pueden  darles 
\bl8  reglas  del  derecho  procesal. 

Aquel  resultado,  por  último,  aconsejaba  mante- 
ner y  completar,  llevándolas  á  su  último  desarrollo,  las 
bases  de  nuestro  actual  sistema  de  enjuiciamiento  para 
los  asuntos  criminales,  y  eso  es  lo  que  se  ha  hecho  en 
la  ley  del  Jurado;  y  ya  hemos  dicho,  y  no  creemos 
ocioso  repetirlo,  que  el  Jurado  puede  y  debe  conside- 
rarse como  el  complemento  de  aquellas  bases,  únicas 
que  han  de  sostenerse  en  este  orden  de  la  economía 
social,  porque  son  las  únicas  que  satisfacen  las  necesi- 
dades que  dentro  de  él  se  sienten. 
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Lia  ley  de  20  de  Abril  de  este  año  organiza  el  Jura- 
do, hemoB  dicho  también,  conforme  á  las  exigencias  po- 
líticas más  racionales;  y  esas  exigencias  políticas  son 
de  aquellas  que  presentan  al  Jurado  como  una  garan- 
tía eficaz  del  derecho  constitucional  y  de  las  libertades 
públicas.  Nosotros  hemos  creído  siempre  que,  bajo  este 
plinto  de  vista,  ningún  organismo  judicial  era  superior, 
ni  comparable  siquiera,  al  Jurado  mismo;  y  nos  lo  prue- 
ba y  lo  ha  probado  constantemente,  aun  á  los  ojos  de 
los  más  refractarios  á  estas  ideas,  el  espectáculo  de  lo 
que  el  Jurado  ha  sido  en  todos  los  pueblos  de  Europa, 
desde  su  origen  hasta  nuestros  días;  el  espectáculo  de 
lo  que  hace  el  Jurado  en  aquellos  pueblos  y  el  afecto 
que  esos  mismos  pueblos  profesan  á  esta  institución;  el 
calor  con  que  los  hombres  públicos  más  eminentes  la 
defienden  y  la  resolución  y  firmeza  con  que  algunos  de 
ellos,  de  indisputable  autoridad  en  toda  Europa,  afir- 
man y  sostienen  que  el  Jurado  es  el  sostén  más  firme 
y  el  amparo  más  seguro  de  los  derechos  y  de  las  liber- 
tades de  un  gran  pueblo. 
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Al  redactar  la  ley,  al  discutirla,  hemos  procurado 
que  la  organización  de  nuestros  Tribunales,  tal  y  como 
se  establece  en  esa  ley  misma,  responda  por  completo 
á  estas  ideas.  El  Jurado  en  España  será  también  una 
garantía  eficaz  y  completa  de  las  libertades  y  de  los 
derechos  políticos.  En  este  punto,  no  falta  tampoco 
quien  niegue  lo  que  acabamos  de  afirmar;  pero  esa  ne- 
gativa debemos  atribuirla  á  cierto  espíritu  de  sistemá- 
tica oposición  que  aquí  se  complace  constantemente  en 
señalar  defectos  y  vicios  en  las  obras  de  los  adversa- 
rios, sólo  por  la  razón  de  que  esa  obra  ha  sido  ejecu- 
tada por  los  hombres  á  quienes  se  combate,  á  quie- 
nes constantemente  se  hace  una  oposición  tenaz  y  re- 
suelta. Así  se  ha  dado  el  caso  de  que  entre  los  que  re- 
presentan cierto  matiz  de  la  opinión,  al  mismo  tiempo 
que  varios  de  ellos  no  han  combatido  la  ley  en  el  Par- 
lamento de  una  manera  acentuada  y  resuelta,  ni  han 
sabido  proponerle  enmiendas  ni  correcciones  que  la 
modificaran  en  el  sentido  de  las  ideas  á  que  aludimos, 
otros  en  la  prensa  la  hallen  y  declaren  deficiente,  y  di- 
gan y  sostengan,  como  dicen  y  sostienen,  que  nuestro 
Jurado  no  será  una  verdad,  que  nuestro  Jurado  es  una 
ficción  y  una  mistificación.  No  hay  lealtad  en  estos  ata- 
ques; no  hay  sinceridad  en  estas  manifestaciones  que, 
para  ser  acordes  y  para  responder  á  algo  real  y  vivo, 
debían  haberse  encaminado  por  el  mismo  rumbo,  ya  en 
los  debates  parlamentarios,  ya  en  las  discusiones  perio- 
dísticas; y  nosotros,  obligados  á  recoger  estas  censuras 
y  desvanecer  estos  cargos,  hemos  de  atribuirlos  desde 
luego  á  ciertos  elementos  puramente  críticos,  que,  sin. 
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haber  creado  cosa  alguna  ni  haber  dado  su  nombre  ja- 
más á  ninguna  obra  viable  y  duradera,  viven  consagra- 
dos á  esterilizar  los  esfuerzos  que  realizan  cuantos  se 
aíanim  por  producir  algo  serio  y  estable.  Ef?os  á  quie- 
nes aludimos,  cuando  la  pasión  les  animaba,  eran  un 
elemento  destructor  en  nuestra  política;  y  ahora  que 
la  í^ereniriad  y  normalidad  de  los  tiempos  que  atrave- 
samos y  las  circunstancias  que  nos  rodean  les  imponen 
prudencia  y  comedimiento,  son  un  elemento  frío  y  ex- 
céptico, cuya  crítica  no  puede  ser  tomada  en  cuenta 
por  los  móviles  sistemáticos  á  que  obedece. 

Es,  sin  embaído,  un  hecho  que  los  elementos  á  que 
nos  referimos,  sostienen  que  el  Jurado  que  hemos  esta- 
blecido y  que  organizó  la  ley  de  20  de  Abril,  no  satis- 
face las  exigencias  políticas  de  esa  institución,  lo  cual 
no  es  exacto.  El  actual  Jurado,  el  Jurado  que  tenemos 
en  Espafia  porque  lo  ha  establecido  esa  ley,  las  satisfa- 
ce, no  sólo  desde  el  punto  de  vista  de  los  intereses  de 
los  ciudadanos,  sino  bajo  el  punto  de  vista  de  los  más 
altos  intereses  sociales;  y  las  satisface,  porque  se  orga- 
niza sobre  bases  de  prudencia  y  moderación.  La  edad 
que  se  exige  á  los  jurados  y  las  condiciones  de  arraigo 
que  han  de  tener  los  que  desempeñen  esta  función,  Con- 
forme á  lo  que  determina  el  art.  9,^  al  establecer  que 
sólo  sean  jurados  los  mayores  de  treinta  años  y  estén 
en  el  pleno  goce  de  sus  derechos  civiles  y  políticos,  que 
sepan  leer  y  escribir  y  sean  cabezas  de  familia  y  veci- 
nos del  término  municipal  respectivo,  con  cuatro  ó  más 
años  de  residencia  en  el  mismo;  la  forma  en  que  se  han 
de  confeccionar  las  listas,  forma  establecida  de  suerte, 
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que  á  la  vez  que  no  es  posible  que  ninguna  voluntad^ 
y  menos  la  voluntad  del  elemento  gobernante,  inter- 
venga en  su  confección,  establece  un  medio  por  el  cual 
podrán  eliminarse  de  esas  listas  todos  aquellos  nombre» 
que  pudieran  contribuir  á  que  el  Jurado  fuese  un  ele- 
mento de  perturbación  ó  de  descrédito;  la  participación 
dada  á  las  capacidades,  y,  en  suma,  todas  las  condicio- 
nes y  circunstancias  relativas  á  esta  importante  sección 
de  la  ley,  aseguran  ese  resultado. 

Por  otra  parte,  las  limitaciones  puestas  á  la  compe- 
tencia del  Jurado  responden  á  estas  mismas  ideas,  por- 
que donde  quiera  que  existe  un  interés  supremo  para  el 
principio  de  autoridad;  donde  quiera  que  la^  más  altas^ 
conveniencias  sociales  pueden  hallarse  comprometidas, 
se  han  puesto  á  salvo  de  todo  peligro,  limitando  la  com- 
petencia y  excluyendo  del  conocimiento  del  Jurado  de- 
terminados delitos;  excepción  que  no  se  ha  establecido 
por  desconfianza  del  Jurado  mismo,  como  demuestra 
con  insistencia  y  detenimiento,  analizando  cada  uno  de 
los  casos  en  que  esto  se  ha  hecho,  el  Comentario  del  se- 
ñor Pacheco,  sino  porque  era  necesario  ensayar  el  Ju- 
rado de  una  manera  franca,  leal  y  desapasionada,  apar- 
tando de  su  ensayo  los  peligros  que  rodean  á  toda  ins- 
titución naciente,  y  asegurando  al  Jurado  un  porvenir 
duradero  y  exento  de  dificultades,  que  contribuyera  al 
arraigo  de  la  institución,  y  permitiera,  en  plazo  no  le- 
jano, extender  y  ampliar  sus  horizontes,  si,  como  es 
de  presumir,  como  todo  el  mundo  cree  y  como  nos- 
otros esperamos,  ese  ensayo  produce  los  resultados  be- 
neficiosos á  que  hoy  se  aspira. 
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Todo  esto  asegura  que  el  Jurado  será  una  institu- 
ción política,  de  la  cual  no  pueden  temerse  extravíos, 
de  la  cual  es  lícito  y  razonable  esperar  un  resultado 
eficacísimo  para  todo  aquello  en  que,  como  institución 
política,  debe  intervenir. 

La  reforma  religiosa  en  Alemania  y  la  revolución 
política  en  Francia,  ya  lo  hemos  dicho  antes  de  ahora, 
no  tienen  sentido  alguno  en  la  historia  ó  significan  la 
emancipación  del  pensamiento  humano  y  el  imperio  del 
libre  examen.  La  figura  del  ciudadano  por  virtud  de 
esos  grandes  sucesos  históricos,  quedó  agigantada;  el 
ciudadano  empezó  á  inquirir  entonces  cuáles  eran  sus 
derechos  y  cuáles  los  atributos  esenciales  del  Estado, 
lanzándose  á  conquistar  esos  derechos,  inherentes  á  su 
personalidad;  y  después  de  haberlos  conquistado  á  pre- 
cio de  su  sangre,  quiere  naturalmente  conservarlos 
como  eficaz  garantía  de  que  los  derechos  del  ciudadano 
están  en  los  ciudadanos  mism^.  De  ahí  que  haya  pre- 
tendido  darles  la  natural  y  lógica  intervención  directa, 
así  en  las  funciones  del  Poder  legislativo,  como  en  las 
funciones  de  la  justicia.  La  aspiración  general  de  los 
pueblos  en  esta  época  es  que  se  gobierne  la  Nación  por 
la  Nación  misma;  y  ese  Gobierno  no  puede  ser  com- 
pleto sin  el  Jurado,  que  es  la  intervención  del  pueblo 
en  la  administración  de  la  justicia,  una  garantía  contra 
los  desmanes  del  Poder  Ejecutivo,  y  una  garantía  efi- 
caz de  la  libertad  individual  y  de  los  derechos  de  los 
ciudadanos,  conquistados  después  de  grandes  trastornos 
y  de  grandes  perturbaciones. 

Tal  es  y  tal  ha  sido  siempre  el  concepto  político  del 
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Jurado.  Bajo  este  punto  de  vista,  el  Jurado  es  superior, 
infinitamente  superior  á  todos  los  demás  organismos 
judiciales  inventados  hasta  ahora,  sobre  todo,  infinita- 
mente superior  á  los  Tribunales  de  Derecho,  aunque  se 
les  dé  la  inamovilidad  y  el  juicio  oral  y  público.  Y  si 
esto  es  exacto,  yo  pregunto  ahora  á  los  que  sostienen 
que  el  actual  Jurado,  el  Jurado  que  se  organiza  en  Es- 
paña por  la  ley  de  20  de  Abril,  no  responde  á  esa  ne- 
cesidad y  á  esa  condición,  si  pueden  demostrar  su  aser- 
to de  una  manera  terminante  y  acabada.  Yo  creo  que 
no.  Me  basta  recordar  los  preceptos  que  la  ley  contie- 
ne, y  cuya  explicación  verá  el  lector  en  el  Comentario 
que  sigue  á  este  Prólogo;  me  basta  con  poder  decir  que 
hasta  hoy  no  se  ha  logrado  que  aquellos  á  quienes  bajo 
este  punto  de  vista  les  desagrada  nuestra  obra,  señalen, 
por  virtud  de  qué  principios,  por  virtud  de  qué  reglas, 
por  virtud  de  qué  trabas,  ó  de  qué  limitaciones,  va  á 
dejar  de  ser  el  Jurado  entre  nosotros  eso  que  nosotros 
apetecemos,  eso  que  nosotros  deseamos,  ese  instrumen- 
to político  y  jurídico  con  arreglo  á  las  ideas  que  aca- 
bamos de  exponer  y  capaz  de  producir  los  mismos  fru- 
tos, las  mismas  consecuencias  que  ha  producido  y  está 
produciendo  en  la  mayor  parte  de  los  pueblos  de  Eu- 
ropa. Más  todavía:  comparando  nuestro  Jurado  con  el 
Jurado  de  los  demás  pueblos  y  viendo  de  qué  manera 
le  han  establecido  en  las  demás  Naciones,  en  las  cuales 
ciertamente  el  Jurado  garantiza  todo  lo  que  aquí  que- 
remos que  garantice,  no  hallamos  que,  ni  en  su  compe- 
tencia, el  Jurado  tenga  en  parte  alguna  mayores  atri- 
buciones de  las  que  ha  de  tener  en  España,  ni  en  su 
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I  organización  y   composición  j  el  Jurado  sea  más  inde- 

I  pendiente  en  níngiíti  país  del  mimdo  que  lo  va  á  ser 

en  el  nuestro. 

Resultan,  por  tanto,  baldías,  huecas  y  contraprodu- 
centes las  afirmaciones  do  aquellos  que  disputan  á 
nuestro  Jurado  las  condiciones  de  aptitud  para  servir 
ese  altOj  ese  supremo  interés  político;  y  solamente  han 
podido  formulaTÍas  é  insistir  en  ellas  por  el  espíritu 
que  les  anima  y  por  la  indeterminación  con  que  formu- 
lan los  cargos  á  que  acabamos  de  contestar. 
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Pero  no  es  esto  solo.  El  Jurado  que  establece  la  ley 
de  20  de  Abril,  no  responde  únicamente  á  esas  necesi- 
dades ni  se  limita  á  satisfacerlas  de  una  manera  cum- 
pUda  y  acabada;  no  es  sólo  un  Jurado  que  podrá  soste- 
ner bajo  todos  los  puntos  de  vista  la  competencia  con 
las  instituciones  similares  de  los  demás  pueblos  de  Eu- 
ropa; para  nosotros,  para  España  tiene  su  estableci- 
miento una  ventaja  más,  que  hemos  de  confesarla  con 
ingenuidad,  y  que  ha  tenido  mayor  parte  que  ninguna 
otra  en  nuestro  ánimo  para  decidimos  á  llevar  á  cabo 
esta  campaña  gubernamental  y  parlamentaria  en  fa- 
vor de  esa  institución,  que  ha  dado  por  resultado  el 
restablecimiento  de  la  institución  misma. 

Constantemente  (y  eso  nuestros  mismos  adversarios 
lo  han  reconocido  al  discutir  con  ellos  el  problema  que 
hoy  se  debate);  constantemente  hemos  dado  gran  im- 
portancia al  hecho  de  que  el  Jurado  fuese  una  institu- 
ción establecida  y  generalizada  en  todo  el  mundo  cul- 
to, y  que  España  careciese  de  ella.  Es  indudable  que 
nuestro   País,  bajo  diferentes  aspectos,  ha  sido,   du- 
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rante  un  largo  espacio  de  tiempo,  un  factor  aislado  del 
movimiento  europeo.  La  revolución  política  de  fines 
del  siglo  anterior  llevó  á  cabo  cambios  transcenden- 
tales en  el  organismo  y  en  la  manera  de  ser  de  la  ma- 
yor parte  de  los  pueblos  de  Europa.  Poco  á  poco,  paso 
tras  paso,  en  la  mayor  parte  de  esos  pueblos  han  ido 
modificándose  la  mayoría  de  sus  antiguas  y  veneran- 
das instituciones;  y  en  el  nuestro  ha  sucedido  lo  mis- 
mo, pero  más  lentamente,  de  un  modo  menos  rápido  y 
violento. 

El  espíritu  de  aquella  revolución,  los  organismos  que 
oreó,  las  instituciones  á  que  dio  vida,  han  encontrado 
en  nuesto  pueblo,  como  valladar  puesto  á  su  marcha 
progresiva  y  á  su  propaganda  constante,  una  resisten- 
cia tenaz,  á  la  cual  han  cooperado  la  generalidad  de  los 
partidos,  subordinando  su  peculiar  aspiración  al  genio 
original  de  nuestro  pueblo;  porque,  dígase  lo  que  se 
quiera,  hay  que  reconocer,  entre  las  condiciones  distin- 
tivas del  carácter  español,  un  sentimiento  de  originali- 
dad que  rechaza  instintivamente  todo  lo  que  es  extraño 
á  su  suelo  y  á  su  historia,  solamente  por  serlo.  Y  este 
sentimiento  de  originalidad  es  tan  exagerado,  que  al- 
gunas veces  nos  ha  llevado  á  extremos  verdaderamen- 
te censurables;  de  lo  cual  nacen  muchos  de  aquellos 
-errores  que  se  deploran  al  estudiar  la  historia  de  nues- 
tro País,  y  que  son  la  causa  de  períodos  de  decadencia, 
de  atraso  y  de  postración  que  hemos  atravesado  en  to- 
do el  curso  de  la  Edad  Moderna. 

Pero  sea  de  ello  lo  que  quiera,  el  hecho  es  el  que 
nosotros  referimos  y  sus  consecuencias  las  que  acaba- 
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mos  de  consignar;  y  á  ese  motivo,  como  á  otros  á  que 
ya  hemos  aludido  en  el  curso  de  este  largo  Prólogo, 
hay  que  atribuir  que  en  España  no  se  haya  llegado,  has- 
ta el  momento  en  que  nosotros  escribimos,  á  establecer 
el  Jurado  de  una  manera  definitiva,  como  ha  tardado 
mucho  tiempo  en  establecerse  la  tolerancia  religiosa  y 
como  han  tardado  en  arraigar  y  prosperar  en  nuestro 
suelo  otras  ideas,  germen  de  instituciones  modernas, 
que  en  países  cuya  organización  es  análoga  á  la  nues- 
tra, hace  mucho  tiempo  fructifican  las  ventajas  inhe- 
rentes á  los  progresos  que  esas  instituciones  personi- 
fican y  simbolizan. 

En  este  punto,  verdaderamente  difícil,  y  que  vienen 
discutiendo  los  tratadistas  políticos  desde  Aristóteles  á 
nuestros  días;  en  este  punto,  nosotros  creemos  que  por 
virtud  de  la  solidaridad  que  existe  entre  las  Naciones 
y  de  lo  que  hay  de  esencial  en  el  fondo  de  las  relacio- 
nes internacionales,  que  cada  día  se  extienden  y  se  es- 
trechan más,  todo  pueblo  debe  seguir  en  términos  ge- 
nerales y  á  grandes  rasgos,  las  corrientes  por  que  van 
aquellos  más  cultos,  en  medio  de  los  cuales  vive,  sin 
perder  nada  de  lo  que  exigen  las  condiciones  y  tradi- 
ciones nacionales. 

No  faltan  espíritus  superficiales,  de  los  que  dan  pre- 
ferencia al  aspecto  sobre  el  fondo  de  las  cosas,  que  cen- 
suran y  critican  esta  doctrina,  suponiendo  que  en  ella 
no  hay  más  que  una  sumisión  incondicional  al  imperio 
de  la  moda.  ¡El  imperio  de  la  modal  Antes  de  ahora  lo 
he  dicho;  si  no  fuera  por  el  profundo  respeto  que  me 
inspiran  los  talentos  superiores  de  aquellos  que  suelen 
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á  menudo  utilizar  este  argumento,  diría  que  sólo  los  es- 
píritus superficiales  pueden  aceptar  la  idea  de  que  cuan- 
do una  institución  surge  en  un  país  determinado  y  de 
allí  se  extiende  y  se  propaga  hasta  ser  una  institución 
universal,  no  se  encuentra  en  el  análisis  de  este  fenó- 
meno social  nada  de  importante  y  transcendente  más 
que  el  instinto  de  la  imitación  y  de  la  moda.  No;  yo 
tengo  otro  criterio  y  profeso  otras  ideas  respecto  de  la 
filosofía  de  la  historia.  Cuando  ocurre  uno  de  esos  fenó- 
menos, y  un  hecho  ó  una  institución  llega  á  unlversali- 
zarse, esto  es  ya  de  por  sí  prueba  evidente  de  que  ese 
hecho  ó  esa  institución  encama  en  la  historia,  y  surge 
de  las  entrañas  mismas  de  la  sociedad  en  el  período  his- 
tórico en  que  aparece.  Eecordemos,  si  no,  un  poco  la 
historia,  sobre  todo  la  marcha  uniforme  que  ha  llevado 
la  civilización  europea. 

Europa  ha  vivido  durante  siglos  sin  ferrocarriles,  sin 
carreteras,  sin  facilidad  ninguna  en  los  medios  de  co- 
municación; cada  Nación  ha  vivido,  considerado  el 
asunto  desde  ese  punto  de  vista,  en  un  completo  aisla- 
miento respecto  de  las  demás  que  formaban  el  conti- 
nente europeo;  y,  sin  embargo,  cosa  rara,  sobre  la  cual 
deben  fijar  la  atención  los  espíritus  observadores,  todos 
los  pueblos  de  Europa  han  pasado  por  la  Monarquía 
bárbara,  por  la  Monarquía  feudal,  por  la  Monarquía 
absoluta  y  por  la  Monarquía  constitucional  y  represen- 
tativa; todos  los  pueblos  de  Europa  han  pasado  por  el 
feudalismo,  fenómeno  raro,  porque  por  sus  mismas  con- 
diciones parece  que  el  feudalismo  debió  localizarse  en 
el  punto  en  que  nació,  y,  sin  embargo,  se  extendió  por 
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todas  partes,  y  se  soinetieron  á  él  y  vivieron  dentro  de 
él  las  institíioiones  que  parecían  más  refractarias  al 
mismo,  como  la  Iglesia,  la  Monarquía  y  hasta  las  Co- 
munidades. 

Los  comunes  han  seguido  una  historia  análoga  en 
todas  las  Naciones  de  Europa,  y  eso  mismo  podría  de- 
cirse de  todas  las  demás  instituciones;  mas  para  no  ha- 
blar de  hechos  y  de  fenómenos  de  una  importancia  pa- 
recida, para  no  recordar  las  Cruzadas  que  fueron  un 
hecho  universal,  á  pesar  de  tener  lugar  en  una  época 
de  aislamiento  en  las  Naciones  y  de  perfecta  incomu- 
nicación entre  todas  ellas;  para  no  recordar  que  otro 
hecho  general  fué  el  Kenacimiento,  así  como  todos  los 
demás  importantes  acontecimientos  que  tanto  han  in- 
fluido en  el  desenvolvimiento  de  la  civilización  euro- 
pea; queriendo,  como  quiero,  ceñirme  al  asunto  de  que 
se  trata,  yo  pregunto:  por  ventura,  en  esos  mismos  si- 
glos de  incomunicación  y  de  aislamiento,  ¿no  ha  sido 
uniforme,  idéntico  el  curso  que  han  seguido  la  legisla- 
ción penal  y  el  sistema  de  procedimientos  y  de  prueba? 
¿No  se  ha  visto  durante  los  doce  primeros  siglos  pre- 
valecer en  Europa  el  juicio  oral  y  público?  ¿No  se  ha 
visto  desaparecer  de  la  escena  en  todos  los  pueblos  cul- 
tos del  continente  europeo,  en  el  siglo  xii,  por  la  in- 
fluencia de  la  legislación  eclesiástica  el  juicio  oral  y  re- 
emplazarlo, ¿con  qué?  con  el  sumario,  con  Venquet^  con 
el  procedimiento  secreto,  escrito  é  inquisitivo,  con  el 
establecimiento  del  Ministerio  público  y  con  un  nuevo 
sistema  de  pruebas  que  consistía,  arrancando  de  la  idea 
de  que  el  Tribunal  de  Derecho,  puesto  que  la  prueba 
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era  tasada,  debía  tener  para  condenar  la  evidencia,  en 
apelar  al  hierro  candente,  al  agita  hirviendo,  al  cora- 
bate  singular,  á  la  cruz,  4  las  ordalías  y  á  los  juicios  de 
Dios?  Pues  eso  se  ha  visto  extendido  por  todos  los  pue- 
blos de  Europa  en  esos  tiempos  de  incomunicación  y  de 
adslamiento. 

Sobrevienen  después  ciertos  acontecimientos,  como 
la  reforma  religiosa  y  la  revolución  política.  Como  con- 
Becuencia  natural  de  la  nueva  dirección  que  toman  los 
espíritus,  hay  una  especie  de  rebelión  y  de  protesta 
oontra  el  procedimiento  inquisitivo;  se  intenta  volver 
ú  antiguo  sistema  del  juicio  oral  y  se  llega  en  todos 
los  pueblos  del  continente  á  una  admirable  transacción, 
á  una  transacción  de  concordia  y  armonía.  Se  mantie- 
ne el  sumario  y  se  mantiene  el  Ministerio  público,  crea- 
ción de  loa  siglos  medios,  creación,  sobre  todo,  de  las 
leyes  eclesiásticas;  pero  al  lado  del  Ministerio  público, 
para  que  persiga  los  delitos  en  nombre  de  la  ley  y  de 
la  Hociedad,  y  al  lado  del  sumario  que  se  conserva  para 
recoger  los  vestigios  del  crimen  y  preparar  los  funda- 
mentos de  la  acusación,  se  vuelve  al  juicio  oral  con  to- 
das las  garantías  de  ese  juicio.  Esta  es  la  transacción, 
esto  es  lo  que  ha  sucedido  en  toda  Europa,  consideran- 
do al  Jurado  como  complemento  del  juicio  oral  y  pú- 
blico. 

Tío  hay,  pues,  que  hablar  de  la  moda  ni  del  instinto 
de  imitación,  que  en  realidad  acerca  al  hombre  á  cierta 
especie,  en  la  cual  supone  alguna  escuela  que  el  hom- 
bre ha  tenido  origen. 

No;  cuando  aparece  en  la  escena  de  la  vida  una  ins- 
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titución  política,  económica,  jurídica  ó  social,  y  esa  ins- 
titución se  extiende,  se  propaga  y  llega  á  ser  un  hecho 
universal,  tengamos  por  seguro  que  esa  institución  es 
como  una  planta  que  tiene  su  raíz  y  origen  en  las  en- 
trañas mismas  del  organismo  social.  Eso  es  lo  que  ha 
sucedido  en  todos  los  siglos  de  la  historia  moderna  y 
de  la  Europa  cristiana,  y  yo  pregunto:  si  ha  sucedido 
eso;  si  existe  esa  ley  de  uniformidad  y  de  solidaridad 
en  la  civilización  de  todos  los  pueblos  de  Europa  en 
siglos  en  que  esos  pueblos,  por  la  falta  absoluta  de  co- 
municaciones, no  estaban  en  contacto  entre  sí,  ¿qué  ha 
de  suceder  hoy  que  merced  al  vapor  y  al  telégrafo  to- 
dos los  pueblos  están  en  contacto  entre  sí  hasta  el  pun- 
to de  que  van  desapareciendo  la  literatura  nacional,  la 
música  nacional  y  aun  el  traje  nacional?  ¡Y  en  estos 
m  omentos  es  cuando  se  quiere  resistir  la  corriente  é 
impedir  que  se  implante  en  un  pueblo  de  Europa  una 
institución,  no  sólo  europea,  sino  de  todos  los  pueblos 
cultos! 

En  este  caso,  lo  que  tienen  que  hacer  los  hombres 
de  Estado  es  preparar  las  cosas  de  manera  que  la  im- 
plantación se  haga  en  condiciones  de  viabilidad;  y  pre- 
pararlas á  tiempo,  porque  el  resistir  indefinidamente 
sería  causa,  según  todas  las  probabilidades  y  las  ten- 
dencias de  la  historia,  de  que  se  plantease  el  Jurado 
en  España  con  las  exageraciones  del  más  desbordado 
radicalismo. 

Los  autores  de  la  ley  de  1882  hemos  hecho  eso;  la 
historia  juzgará  si  ha  sido  sincero  y  eficaz  nuestro  es- 
fuerzo y  si  esas  consideraciones  se  han  inspirado,  como 
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no&otros  creemos,  en  un  patriotismo  arraigado  y  dis- 
creto, en  un  conocimiento  y  en  una  apreciación  exacta 
dLe  las  necesidades  del  País  y  en  una  estimación  acer- 
tada, de  lo  que  conviene  á  todos  realizar. 

Manuel  Alonso  Martínez. 

^Cadrid,  Mayo  de  1888. 
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[ntes  de  entrar  en  el  examen  de  los  importantes 
problemas  de  carácter  general  qne  suscita  el  hecho  de 
haberse  restablecido  el  Jurado  en  nuestra  patria;  antes 
de  examinar  los  principios  en  que  se  fonda  la  ley  de 
1888,  principios  á  cuyo  examen  consagro  por  completo 
esta  Introducción,  voy  á  apuntar  aquí  algunos  recuer- 
dos personales  que  se  relacionan  con  mi  intervención 
en  aquella  obra  legislativa  y  á  explicar  á  los  lectores 
de  este  libro  por  qué  le  he  escrito.  No  creo  censuren 
que  despuós  de  haber  consagrado  tantos  cientos  de  pá- 
^ginas  á  las  importantísimas  materias  que  han  consti- 
tuido durante  mucho  tiempo  el  objeto  de  mis  reflexio- 
na y  de  mis  estudios,  dedique  dos  ó  tres  á  estos  re- 
cuerdos personales,  que  deseo  queden  consignados  al 
lado  de  la  obra  misma. 

Elegido  Diputado  para  las  Cortes  nombradas  en  1886, 
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cuya  existencia  dora  todavía,  y  que  acaso  sean  las  pri- 
meras que  cumplan  y  tormineii  en  nuestro  País  su  vida 
legalj  cuando  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  Don 
Manuel  Alonso  Martínez,  presentó  el  proyecto  de  ley, 
base  de  la  del  Jurado,  al  Congreso,  y  por  su  indicación 
se  me  eligió  para  formar  parte  de  la  Comisión  parla- 
mentaria que  había  de  dar  dictamen  acerca  de  ese  pro- 
yecto, aun  cuando  mi  afición  á  los  estudios  jurídicos 
estaba  acreditada  por  un  gran  número  de  trabajos, 
modestos,  como  míos,  la  mayor  parte  publicados  en  la 
REvrsTA  Gbíteral  de  Legislación  t  Jukisprudex> 
cía,  nunca  había  hecho  ninguno  acerca  del  Jurado* 
Tenía  y  conservo  una  gran  fe  en  el  éxito  y  ventajas  de 
esta  institución;  pero  no  era  un  juradista  en  el  sentido 
literario  y  profesional  que  puede  atribuirse  á  esta  pa- 
labra. 

La  benévola  designación  del  Sr.  Alonso  Martínez, 
me  llevó  á  ocuparme  detenidamente  en  el  estudio  de 
lo  que  es  el  Jurado,  en  el  examen  de  los  problemas  qa& 
su  establecimiento  suscita,  en  la  contemplación  de  las 
ventajas  que  ha  de  traer  necesariamente  á  la  Adminis- 
tración de  justicia.  Así  entré  á  formar  parte  de  la  Co- 
misión elegida  por  el  Congreso  para  dictaminar  sobre 
el  proyecto  del  Ministro,  En  esa  Comisión  tuve  la  hon- 
ra de  estar  al  lado  del  Sr,  García  Gómez  de  la  Sema, 
del  Sr.  García  Alix,  del  Sr.  Santana,  y  de  los  Sres,  Ra- 
sell  y  Díaz  Moren ^  cuyos  nombres,  que  consigno  aquí 
como  la  mayor  honra  de  que  puedo  envanecerme^  me 
excusan  de  todo  elogio. 

En  el  desempeao  del  cargo  parlamentario  que  se  les 
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había  confiado,  trabajaFon  todos  con  brillantez  y  éxito, 
consagrándose  con  una  asiduidad  y  un  celo  nunca  su- 
perados, alas  tareas  de  que  ha  sido  fruto  la  ley  de  1888. 
Yo  no  hice  más  que  ayudaries  é  imitarles.  De  su  in- 
tervención en  los  luminosos  debate»  que  hubo  en  el 
Beño  de  aquella  Comisión,  de  sus  notables  discursos  en 
defensa  del  Jurado,  quedan  huellas  en  las  páginas  de 
este  libro.  Yo  habría  tenido,  para  rendir  todo  el  culto 
que  merece  á  esa  cualidad  tan  rara  y  tan  apreciada  de 
la  probidad  literaria,  que  citar  sus  nombres  con  fre- 
cuencia; no  lo  he  hecho,  pero  declaro  aquí,  que  si  en- 
tre las  observaciones  y  juicios  que  he  escrito  y  desen- 
vuelvo hay  muchos  que  naturalmente  han  venido  á  mi 
pensamiento  al  meditar  sobre  estos  temas,  hay  también 
muchos,  sin  duda  los  más  brillantes  y  decisivos,  que  á 
ellos  les  pertenecen. 

Presidió  nuestras  tareas  el  Sr.  D.  Antonio  Maura. 
Era  de  todos  los  Vocales  de  la  Comisión  el  más  joven  ó 
tan  joven  como  el  que  más.  Le  elevamos  por  unanimi- 
dad á  la  Presidencia  de  la  Comisión,  teniendo  en  cuen- 
ta que  desempeñaba  el  cargo  de  Vicepresidente  segun- 
do del  Congreso,  y  la  tradición  constante  de  aquella 
casa.  Primero  en  la  dirección  de  nuestros  trabajos  y 
luego  en  la  defensa  de  la  ley,  demostró  que,  por  su  ca- 
pacidad, sus  dotes  y  su  indiscutible  talento,  merecía, 
tanto  como  por  la  autoridad  de  su  cargo  parlamenta- 
rio, ocupar  ese  importante  puesto.  De  sus  observacio- 
nes, de  BUS  ideas  y  de  sus  juicios  acerca  del  Jurado,  hay 
también  en  las  páginas  de  este  libro  mucho  que  le  co- 
rresponde y  le  pertenece;  no  sólo  recogí  en  mis  notas 
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algunas  de  esas  observaciones  y  opiniones  suyas,  sino 
que  no  ha  vacilado  más  tarde,  sabiendo  que  yo  me  con- 
sagraba á  esta  tarea,  en  entregarme,  para  que  los  uti- 
lizara, los  cuadernos  en  que  él  anotaba  sus  propias  im- 
presiones, que  yo  he  desenvuelto  en  varios  lugares  de 
este  libro. 

Sirva  esta  mención,  que  yo  hago  aquí  con  mucho 
gusto,  para  acreditar  á  todos  el  testimonio  de  mi  amis- 
tad y  de  mi  compañerismo. 

Cuando  entré  á  formar  parte  de  esa  Comisión,  no 
pensaba  hacer  otra  cosa  que  contribuir  como  me  ftiera 
posible  á  la  obra  común;  pero  los  atractivos  que  re- 
viste el  estudio  de  este  tema  importante,  me  cautivaron 
y  sedujeron;  poco  á  poco  fui  entrando  en  la  investiga- 
ción del  problema  y  en  el  esclarecimiento  de  las  cues- 
tiones que  afectan  eil  restablecimiento  del  Jurado,  y 
llegué  á  reunir  acerca  de  este  punto  un  caudal  de  da- 
tos y  de  observaciones  que  no  podían  exponerse  ni  pu- 
blicarse en  el  discurso  parlamentario  que  yo  había  de 
hacer  é  hice,  como  individuo  de  la  Comisión,  en  de- 
fensa del  dictamen.  Yo  creía  que  todos  esos  datos  y 
observaciones  eran  importantes;  yo  creía  que  todos  esos 
datos  debían  ser  conocidos,  ya  para  apreciar  el  valor  y 
el  alcance  de  la  reforma  que  realizábamos,  ya  también 
para  practicarla  y  experimentarla,  interpretando  y  cum- 
pliendo los  preceptos  de  la  ley. 

De  aquí  nació  mi  propósito  de  escribir  este  libro, 
donde  he  recogido  todos  esos  datos  y  donde  he  procu- 
rado reunir  y  ordenar  mis  observaciones  y  mis  juicios 
acerca  de  tan  importante  problema. 
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Empeñado  en  este  propósito,  me  dispuse  á  realizar- 
lo &  fines  de  1887.  Por  aquella  época  el  Gobierno 
de  S.  M,  me  encomendó  el  cargo  de  Director  general 
de  Administración  local  en  el  Ministerio  de  la  Gober- 
nación, que  todavía  desempeño.  Las  tareas  oficiales  á 
que  había  de  dedicarme  como  consecuencia  de  este 
nombramiento,  me  hicieron  vacilar;  el  trabajo  que  echa- 
ba sobre  mis  hombros  era  indudablemente  superior  á 
mis  fuerzas;  pero  yo  no  quería  que  aquellos  datos, 
aquellos  antecedentes,  aquellas  opiniones,  aquellos  jui- 
cios que  me  había  sugerido  mi  cooperación  á  tan  im- 
portante obra  legislativa  quedaran  perdidos;  y  á  pe- 
sar de  que  disponía  de  escaso  tiempo,  á  pesar  de  que 
no  me  era  posible  hacer  este  trabajo  con  la  tranquili- 
dad y  el  detenimiento  que  su  índole  reclamaba,  me  de- 
cidí á  llevarlo  á  cabo.  No  he  podido  hacerlo  por  mí  mis- 
mo escribiendo  este  libro;  me  he  valido  al  redactarle 
de  la  ayuda  y  cooperación  de  un  taquígrafo  (1). 

Declaro  esto  para  que  se  juzgue  mi  libro  todavía  con 
mayor  indulgencia  de  la  que  sin  duda  me  dispensará 
el  lector,  ¡porque  no  es  fácil,  por  mucho  esmero  'que 
se  ponga  en  ello,  ni  por  mucho  deseo  que  haya  de  rea- 
lizarlo y  conseguirlo,  dar  al  pensamiento  vigor  y  al  es- 
tilo la  corrección  y  energía  necesarias,  cuando  se  sus- 
tituye la  redacción  directa  con  esta  especie  de  redac- 
ción oral. 

No  me  ha  sido  posible  tampoco,  por  la  naturaleza 

(1)  Debo  mencionar  aquí,  y  lo  hago  con  mucho  gusto,  al  inteligen- 
te 7  labcnrioio  Profesor  de  Taquigrafía,  que  me  ha  auxiliado  en  la  re- 
dacción de  este  Ubro,  que  es  el  Sr.  D.  Carlos  Farfán  de  los  Godos. 
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del  meoaaismo  empleado,  eyitar  la  frase  amptiloaa  y 
la  repetición  de  las  ideas,  la  vaguedad  en  la  enuncia^ 
ción  de  los  conceptos,  que  son,  sobre  todo,  ea  el  que 
humilde  declara  no  tener  dotes  de  orador,  los  defectos 
que,  desde  el  punto  de  vista  literario,  se  advierten 
siempre  en  todo  discurao;  pero  no  me  era  posible  tra- 
bajar de  otra  manera,  ni  en  otras  condiciones, 

To  deseaba  haber  hecho  un  tratado  completo  acerca 
del  Jurado  y  acerca  de  la  organización  de  los  Tribu- 
nales  de  lo  criminal  Puntos  son  éstos  respecto  de  los 
cuales  se  ha  escrito  mucho  en  España;  pero  yo  no  co* 
nozco  ningún  tratado  de  esas  eondiciones  que  sistema- 
tice y  ordene  todos  nuestros  conocimientos  acerca  de 
esos  temas.  Deseaba  haber  llenado  este  vacío.  Creo 
que  no  lo  he  conseguido.  Me  limito,  pues,  á  ofrecer  al 
lector  mi  tentativa  de  llevar  á  cabo  esa  obra,  y  á  pre- 
sentarle, tan  ordenadas  como  me  ha  sido  posible,  todas 
mis  observaciones  sobre  la  práctica  ó  inteligencia  de  la 
ley,  para  facilitar  su  planteamiento  y  para  contribuir 
á  que  esta  reforma  sea  eficaz  y  fecunda,  A  eso  limito 
mi  deseo,  á  eso  reduzco  mi  aspiración;  téngalo  en  cuen- 
ta el  lector  para  no  juzgar  desproporcionada  la  obra 
en  relación  con  el  pensamiento  que  la  engendró  y  para 
no  atribuir  á  mi  ambición  el  afán  de  obtener  éxitos 
que  sin  duda  alguna  no  podré  lograr. 
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El  ideal  de  la  Admlnlfltraoián  de  justicia 

La  ley  de  1888  ha  venido  á  llenar  un  verdadero  va- 
tío  en  nuestra  legislación,  ha  venido  á  perfeccionar  y 
raeíorar  ka  reglas  del  juicio  criminal,  que  debe  ser,  en 
todo  paÍ3  bien  organizado,  la  garantía  más  eficaz  para 
mantener  la  libertad  y  asegurar  el  orden. 

El  Tribunal  del  Jurado  se  acerca  más  que  ningún 
otro  al  bello  ideal  de  la  Administración  de  la  justicia. 
Para  determinar  y  establcer  las  condiciones  ideales  de 
un  Tribunal  perfecto,  nosotros  imaginamos  el  espec- 
táculo de  lo  que  sería  una  pequeña  comunidad,  un  pe- 
queño pueblo  donde  se  cometiera  un  delito,  un  delito 
grave,  un  delito  de  esos  que  alarman  la  localidad  en 
qae  se  cometió,  que  producen  en  ella  una  seria  pertur- 
bación, por  lo  horrible  de  sus  consecuencias  y  por  la 
amenaza  que  representa  y  significa  para  ¡todos  los  inte- 
reses legítimos. 

Una  vez  cometido  el  delito,  detenido  el  delincuente 
y  recogidas  las  pruebas  que  sea  posible  aportar  para 
poner  en  relieve  de  una  manera  incontestable,  así  la 
existencia  de  la  infracción,  como  la  culpabilidad  del 
procesado,  se  convoca  á  los  padres  de  familia,  á  los  je- 
fes de  los  hogares  que  constituyen  la  comunidad,  y  que 
por  el  hecho  de  ejercer  esa  jefatura  natural  y  de  os- 
tentar esa  representación,  son  los  más  interesados  en 
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que  el  delito  se  persiga^  en  que  el  inculpado  se  casti* 
gue.  El  juicio  debe  verificarse  ante  ellos,  porque  son  lo» 
que  tienen  ese  legítimo  interés,  y  los  que  de  una  ma- 
nera más  eficaz  pueden  atenderle  y  servirle;  ellos  de- 
ben estimar  las  pruebas,  apreciar  los  hechos,  declarar 
la  culpabilidad  y  dictar  la  sentencia;  ellos  deben  resta- 
blecer el  derecho  lesionado;  ellos  deben  ejercitar  en 
nombre  de  la  colectividad  que  de  hecho  representan  y 
dirigen,  el  derecho  de  la  defensa  social  que  surge  ante 
la  agresión  del  reo. 

A  nuestros  ojos,  no  es  otro  el  mecanismo  generador 
de  la  justicia  criminal;  á  nuestros  ojos,  ya  en  ese  bos- 
quejo están  contenidas  las  líneas  generales  y  funda- 
mentales de  todo  procedimiento  criminal.  El  Tribunal 
que  en  su  organización  más  se  acerque,  cumpla  y  des- 
envuelva la  base  de  este  procedimiento,  ese  será  el " 
Tribunal  más  perfecto. 

Ya  sabemos  que  todo  esto  ha  de  subordinarse  á  la 
organización  política  y  á  las  relaciones  de  esa  colecti- 
vidad con  otras  colectividades,  en  el  seno  de  la  nación, 
y  á  la  existencia  de  un  poder  público  nacional,  y  á  la 
existencia  de  instituciones  de  gobierno  también  nacio- 
nales; pero  es  indudable  que  dentro  de  toda  esta  econo- 
mía, obra  de  la  civilización  y  del  progreso  de  los  pue- 
blos, dentro  de  todo  este  conjunto  de  instituciones  que 
constituyen  el  Gobierno  de  los  grandes  Estados,  hay 
que  atender  y  cumplir  las  reglas  que  se  desprenden  de 
ese  concepto  ideal  de  la  Administración  de  la  justicia. 

La  administración  de  la  justicia  es  un  interés  del 
Estado,  pero  es  también  un  interés  local;  la  adminis- 
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iaraeión  de  la  justicia  debe  ser  realizada  y  promoyida 
por  el  Estado;  pero  es  necesario  que  se  realice  con  me- 
dios locales,  porque  sólo  en  ellos  hay  virtualidad  bas- 
tante,  hay  condiciones  y  elementos  suficientes  para  que 
los  juicios  sean  lo  que  deben  ser.  No  lo  que  han  sido 
hasta  ahora:  la  instrucción  redactada,  sabe  Dios  cómo, 
por  Magistrados  extraños  al  conocimiento  y  á  la  vida 
de  la  localidad,  sin  tener  en  cuenta  para  nada  esos  da- 
tos de  la  opinión  y  esos  elementos  que  deben  cooperar 
constantemente  á  la  administración  de  la  justicia. 

La  Monarquía  absoluta  trajo,  entre  otras  nociones 
de  derecho  público,  el  de  que  la  justicia  debe  ser  ad- 
ministrada por  el  Eey.  Ese  principio,  que  fué  en  tiem- 
pos una  realidad,  ha  pasado  á  nuestras  Constituciones 
modernas  convertido  en  una  mera  fórmula.  La  justi- 
cia se  administra  ahora  en  nombre  del  Bey;  pero  la 
persona  del  Bey,  la  voluntad  del  Bey  son  completa- 
mente extrañas  á  la  administración  de  la  justicia;  por- 
que no  bastan  á  mantener  esa  ficción  ni  á  darla  vida 
las  instituciones  que  colocan  á  los  Tribunales  bajo  la 
inspección  y  dependencia  del  Ministerio  de  Gracia  y 
Justícia. 

Frente  á  ese  concepto  se  levanta  nuestro  concepto 
de  la  administración  de  la  justicia,  más  exacto,  más 
conforme  que  ese  con  las  realidades  de  la  vida  social  y 
política  y  con  los  principios  del  derecho  moderno.  La 
administración  de  la  justicia  interesa  é  importa  á  la  so- 
ciedad y  al  Estado;  y  en  la  organización  de  los  Tribu- 
nales el  Estado  y  la  sociedad  deben  tener  una  interven- 
ción directa  por  medio  de  las  garantías  que  la  ley  es- 
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tablece,  y  que  en  todas  las  leyes  prooesalefl  se  tboch 
noeen  y  afirman.  En  la  admmistración  de  la  justicia, 
dentro  dol  organismo  á  que  ese  principio  nos  lleva,  sin 
prescindir  de  la  inspección  que  debe  confiarle  al  Po- 
der eentralj  y  que  éste  debe  ejercitar  activa  y  solícita- 
mentOj  es  necesario  dar  al  elemento  local  una  particí* 
pación  mayor,  más  decisiva,  casi  absoluta  en  algunos 
casoSj  como  la  que  nosotros  le  damos,  estableciendo  en 
los  términos  que  lo  hemos  hecho,  el  concepto  ideal  de 
un  procedimiento  criminal  como  base  para  el  concepto 
del  Jurado. 


líl 

De  los  orígenes  del  Turado 

Las  ideas  que  venimos  exponiendo  están  de  acuerdo 
con  instituciones  que,  bajo  cierto  aspecto  y  en  nuestro 
entender,  son  origen  del  Jurado  n^smo.  No  entra- 
mos  ahora,  porque  no  lo  creemos  necesariOj  á  examinar 
la  organización  de  gran  número  de  Tribunales,  que 
así  en  la  antigüedad  como  en  la  Edad  Mediñj  así  en  las 
leyes  que  han  regido  más  dilatados  imperios  como  en 
los  Fueros  y  Cartas  de  determinadas  localidades  se  or- 
ganizan y  establecen,  y  en  cuya  organización  han  que* 
rido  encontrarse  y  se  han  hallado  principios  análogos 
á  los  de  la  organización  que  nosotros  atribuímos  al  Tri- 
bunal del  Jurado» 

Ese  es  un  trabajo  que  reputamos  innecesario  y  que 
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nos  Uevaría  demasiado  lejos,  dando  á  estas  obsen^acío- 
nes  una  extensión  desmesurada;  pero  hay,  entre  todos 
esos,  dos  principios,  en  los  cuales  vemos  nosotros  con 
más  claridad  que  en  ningún  otro^  el  fundemento  j  los 
primeros  gérmenes  de  esta  institución. 

Uno  de  ellos  es  la  antigua  ley  que  exigía  la  respon- 
sabilidad mancomunada  á  los  habitantes  de  una  comar- 
ca, cuando  en  ella  se  realizaba  alguna  perturbación  del 
Derecho.  Otro  es  el  que  redujo  el  Jurado  en  sus  comien* 
zos  al  testimonio  de  los  vecinos,  iestmonmm  v'mncff. 
Aquella  antigua  ley  atribuía  á  la  justicia  criminal  el 
carácter  local  que  el  Jurado  principalmente  tiene;  y  el 
tesik^(mufm  visineti,  ese  testimonio  de  los  vecinos  nos 
ha  parecido  á  nosotros  siempre  que  es,  de  todas  las 
reglas  de  procedimiento  en  que  el  Jurado  se  funda,  la 
más  importante,  porque  el  Jurado  es,  sobre  todo,  el  que 
pone  en  relieve,  el  que  afirma,  el  que  declara  el  hecho: 
que  en  punto  á  la  apreciación  de  las  pruebas  y  á  la  es- 
timación de  los  hechos,  no  hay  oi^anismo  alguno,  de 
cuantos  organismos  se  han  inventado  para  realizar  la 
administración  de  la  justicia,  que  sea  superior  á  éste, 
que  lleva  á  sentarse  en  los  bancos  del  Tribunal,  para 
ver  y  fallar  la  causa,  á  las  personas  que  por  sus  conoci- 
mientos y  por  su  experiencia  pueden  juzgar  con  mayor 
acierto  sobre  la  realidad  de  esos  hechos  y  sobre  la  cul- 
pabilidad del  procesado. 

En  esos  principios  y  en  su  desenvolvimiento  hay 
algo  á  nuestros  ojos  del  verdadero  germen  histórico 
y  filosófico  del  Jurado,  y  por  eso,  al  comentar  la  ley 
de  1888,  hemos  procurado  insistir  y  hemos  insistido  en 
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que  la  más  importante  y  más  transcendental  de  sus 
disposiciones  es  aquella  que  organiza  los  Tribunales 
del  Jurado  en  cada  partido  judicial,  con  los  elementos 
propios  de  la  población  de  cada  partido,  dando  con  esta 
una  competencia  á  los  Jueces,  que  difícilmente  se  en- 
contraría por  otro  medio  alguno. 


IV 

El  Jurado  es  una  institnolón  nueya  y  moderna, 

Por  lo  demás,  el  Jurado  tal  como  nosotros  le  conce- 
bimos, el  Jurado  tal  como  la  ley  le  desarrolla  y  esta- 
blece,  es  una  institución  enteramente  nueva;  por  eso 
creemos  que  son  aquí  innecesarias  las  disquisiciones 
históricas,  y  por  eso  no  hemos  entrado  en  ellas.  Por- 
que el  Jurado  de  los  tiempos  modernos  no  se  parece  en 
nada  á  ninguno  de  esos  Tribunales  con  que  se  le  ha 
tratado  de  comparar;  á  ninguno  de  esos  Tribunales  á 
que  se  le  ha  asimilado  y  de  los  que  se  ha  dicho  que  eran 
análogos  al  que  nosotros  creemos  mejor,  al  que  nos- 
otros  defendemos. 

Al  impugnar  la  ley  del  Jurado,  se  nos  ha  hablado  de 
que  queríamos  establecer  un  Jurado  patriarcal  y  de 
que  queríamos  restablecer  el  Jurado  histórico.  Nada 
de  esto  es  cierto,  ni  fundado. 

El  Jurado  patriarcal  no  ha  existido  jamás.  Podría 
decirse  que  en  el  Jurado  patriarcal  había  algo  de  lo 
que  nosotros  hemos  dicho  que  constituye  el  bello  ideal 
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de  la  administración  de  justicia,  si  no  hubiéramos  su- 
bordinado como  subordinamos  las  condiciones  de  ese 
bello  ideal  á  los  progresos  de  la  civilización,  y  la  ma- 
nera de  organizar  los  Tribunales  á  los  progresos  que  la 
<3Íencia  jurídica  ha  traído  á  los  pueblos  modernos. 

Lo  del  Jurado  histórico  tampoco  es  verdad,  ó  es  ver- 
dad sólo  á  medias.  Es  verdad  que  existe  el  Jurado  his- , 
tórico;  es  verdad  que  en  Inglaterra  existe  un  Jurado 
que  tiene  raíces  en  la  historia  del  procedimiento  cri- 
minal de  aquel  país,  y  que  es  una  institución,  como 
todas  la  inglesas,  que  ha  venido  formándose  lentamen- 
te, poco  á  poco,  á  través  de  los  siglos;  es  verdad  que 
en  muchas  épocas  de  la  historia  de  Inglaterra  y  de 
otros  pueblos,  que  en  muchas  épocas  de  la  historia  de 
nuestro  pueblo  mismo,  vemos  notas  y  signos  semejan- 
te á  las  notas  y  á  los  signos  característicos  del  Jura- 
do; pero  la  institución  del  Jurado  tal  como  nosotros  la 
concebimos,  tal  cual  es  en  sus  principios  fundamenta- 
les, no  se  ha  presentado  en  pueblo  alguno  antes  de 
nuetro  tiempo.  Nuestro  Jurado,  el  Jurado  moderno, 
no  tiene  relación  alguna  ni  con  la  venganza,  ni  con  la 
composición  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  penal, 
ni  con  los  juicios  de  Dios,  ni  con  las  ordalías  bajo  el 
punto  de  vista  del  derecho  procesal,  ni  con  esas  abe- 
rraciones, ni  con  ninguno  de  esos  absurdos  que  sé  re- 
gistran en  la  historia  del  derecho  penal  y  del  derecho 
procesal. 

Nuestro  Jurado  es  una  institución  nueva ,  el  Jurado 
jurídico  es  institución  completa  y  absolutamente  mo- 
derna; institución  derivada  y  nacida  de  ideas  y  de  doc- 
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trinas,  de  reformas  realizadas  en  la  ciencia  del  dere- 
cho penal,  y  en  la  legislación  procesal  criminal  en  los 
últimos  tiempos,  por  cuyo  motivo  viene  á  ser  y  es,  an- 
tes que  otra  cosa  alguna,  una  reforma  exigida,  en  pri- 
mer término,  por  las  necesidades  de  nuestra  Adminis- 
tración de  justicia. 


Zl  ejemplo  de  otros  pueblos,  ¿es  una  razón  para 
restableoer  el  Turado? 

Decía  el  Sr.  Pidal,  al  combatir  el  proyecto  de  ley 
del  Jurado,  que  traer  el  Jurado  era  cuestión  de  moda. 
Lo  que  él  no  podía  admitir,  era  que  un  problema  tan 
grave  como  éste  de  la  organización  de  los  Tribunales 
estuviera  sujeto  á  las  veleidades  de  esa  diosa  capricho- 
sísima. 

Eso  no  es  exacto,  visto  de  la  manera  como  lo  decía 
el  Sr.  Kdal.  Hay  en  ello  algo  de  cierto;  pero  lo  que 
hay  de  cierto,  ¿qué  es,  después  de  todo,  sino  lo  que  hay 
de  cierto  en  una  porción  de  materias  análogas  á  la  que 
tratamos?  Pues  qué,  ¿no  es  una  razón  que  tienen  los 
partidarios  del  Gobierno  parlamentario  y  del  régimen 
representativo  para  sostener  que  en  determinadas  na- 
ciones donde  ese  régimen  no  está  implantado,  se  im- 
plante y  se  establezca?  Pues  qué,  ¿no  es  una  razón 
para  sostener  que  determinadas  reformas  se  realicen 
en  ciertos  pueblos,  el  hecho  de  que  en  otros  esas  refor- 
mas hayan  producido  buen  resultado?  Pues  qué,  ¿no  es 
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una  razón  la  solidaridad  que  exista  entre  los  pueblos? 
¿No  constituyen  una  razón  las  relaciones  que  los  unen? 
¿No  lo  son  asimismo  el  comercio  de  sus  diversas  ideas, 
de  todo  género  de  productos,  de  todas  las  diversas  ma* 
mfestaciones  de  la  actindad  humana  entre  los  paeblos? 
Pues  qué,  la  comunidad  de  raza,  de  origen  étnico,  de 
cultura,  ¿no  significan  ni  representan  nada? 

El  argumento  de  autoridad  en  que  se  fundan  loa  par- 
tidarios del  Jurado,  el  argumento  de  autoridad  en  que 
nos  hemos  fundado  para  sostener  que  el  Jurado  debe 
establecerse  en  EspaÜaj  por  encontrarse  establecido  en 
la  mayor  parte  de  los  pueblos  cultos,  argumento  que- 
no  se  leduc  á  justificar  el  restablecimiento  del  Jurado 
porque  la  moda  lo  impone  y  porque  la  moda  lo  exige, 
¿no  es  un  gran  argumento?  Por  mucho  que  este  argu- 
mento se  discuta  y  se  conteste,  por  mucho  que  se  criti- 
que y  se  haga  objeto  de  agudezas  y  de  sátiras,  peor  6 
mejor  inspiradas,  siempre  quedará  en  el  fondo  de  ese 
argumento  una  razón  grandísima  y  filosófica,  una  ra- 
zón dedyáya. 

Apoyándonos  en  todas  estas  consideraciones  y  en 
otras  análogas,  sostenemos  y  creemos  los  partidarios 
del  Jurado  que  esa  institución  ha  debido  venir  á  Espa- 
2a  por  la  misma  consideración  de  que  se  encuentra  es- 
tablecido en  la  mayor  parte  de  los  pueblos  cultos,  en 
casi  todos,  en  todos  mejor  dicho,  porque  la  excepción, 
que  algunos  creen  decisiva,  de  cierta  provincia  aus* 
triaca,  y  alguna  otra  excepción  por  el  estilo,  no  valen 
la  pena  de  tomarse  en  cuenta  para  una  discusión  de 
estas  proporciones,  ni  para  un  examen  como  éste. 
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Es  el  hecho  que  respecto  del  Jurado,  bajo  este  punto 
de  viata,  el  problema  está  planteado  en  los  siguientes 
términos:  ¿es  ó  no  el  juicio  por  jurados  el  procedimien- 
to más  adecuado  para  la  administración  de  la  justicia 
criminal?  A  esta  pegunta  formulada  así  ante  todas  las 
Naciones,  Portugal^  Italia,  Francia,  Austria,  Bélgicaj 
Alemania,  Inglaterra  y  Rusia  misma,  contestan  que  sí; 
Turquía  contesta  que  no. 

Algunos  de  los  enemigos  del  Jurado  son  á  la  veís 
partidarios  de  la  prueba  tasada^  es  decir,  que  ellos 
creen  que  debe  admitirse  como  verdadero  el  parecer  de 
dos  testigos.  Nosotros,  á  los  enemigos  del  Jurado,  par- 
tidarios de  la  prueba  tasada,  les  propondríamos  este 
argumento:  que  apliquen  la  teoría  de  la  prueba  tasada 
á  las  excelencias  de  la  institución  del  Jurado,  y  nos 
digan  si  el  testimonio  de  un  solo  pueblo,  de  Turquía, 
contra  el  testimonio  de  todas  las  naciones  que  hemos 
citado,  debe  admitirse  como  decisivo;  ój  por  el  con- 
trario, si  debe  admitirse  como  decisiva  y  concluyen  te 
la  contestación  satisfactoria  para  los  partidarios  del 
Jurado  que  dan  todos  esos  pueblos  que  lo  conservan 
entre  sus  instituciones,  y  que  no  piensan  en  manera 
alguna  en  prescindir  de  él,  porque  creen  que  es  el  or- 
ganismo más  perfecto  para  la  administración  de  la  jua- 
ticia. 
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iEay  en  las  condiciones  de  nnestrc  carácter  nacicnal 
algo  cpnesic  al  Tnradc? 

Es  cierto  que  nosotros  no  debemos  subordinar  en 
absoluto  nuestro  criterio  á  lo  que  ocurre  en  otras  par- 
tes, porque  podrá  muy  bien  el  Jurado  producir  exce- 
lentes resultados  en  todas  las  Naciones  y  no  producir- 
lo en  España;  es  cierto  que  las  leyes  han  de  dictarse 
teniendo  en  cuenta  las  condiciones  de  los  pueblos  don- 
de han  de  regir;  es  cierto  que  cada  día  adquiere  más 
prosélitos  esta  doctrina  de  la  adaptación  de  la  regla  ju- 
rídica é  las  localidades  en  que  ha  de  obedecerse  y 
practicarse;  pero  nosotros  hemos  buscado  con  verdade- 
ra curiosidad,  en  los  discursos  de  los  oradores  y  en  las 
doctrinas  de  los  tratadistas  de  ahora,  y  de  antes  de 
ahora,  en  lo  que  se  ha  dicho  otras  veces  en  que  como 
ahora  se  intentaba  establecer  el  Jurado  en  España,  al- 
gunos juicios  encaminados  á  demostrar  que  en  Espa- 
8a  no  es  conveniente  la  institución  del  Jurado  por  las 
condiciones  especiales  de  nuestro  pueblo,  y  no  hemos 
encontrado  ninguno  digno  de  mención  á  este  propósito; 
no  hemos  encontrado  nada  que  demuestre  que  el  genio 
J  el  carácter  de  nuestro  pueblo  aconseje  que  se  exclu- 
ya España  del  establecimiento  de  la  institución  del 
Jurado,  sobre  todo  cuando  otros  pueblos  que  tienen  el 
genio  y  el  carácter,  si  no  igual,  muy  parecido  al  nues- 
tro, como  sucede  con  Portugal  y  con  Italia,  donde  el 
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Jurado  sirve  de  una  manera  completa  y  Batisfactoria  á 
las  necesidades  de  la  administración  de  justicia;  sobre 
todo  cuando  pueblos  de  nuestra  propia  familia  etnoló- 
gica, cuando  pueblos  que  por  sus  condiciones  son  seme- 
jantes á  aquellas  en  que  nuestro  pueblo  se  encncntra^ 
tienen  y  conservan  esa  institución* 


VII 

La  experiencia  del  Jurado  en  España  en  IS73  y  IWIi 

Pero  es  más  todavía:  es  que  se  dice  que  en  España  se 
ha  hecho  la  experiencia  del  Jurado  y  no  ha  dado  resul- 
tados aceptables.  Esto  se  dice,  pero  no  se  prueba. 

Al  tratar  de  la  suspensión  del  Jurado  y  de  las  con- 
diciones en  que  se  establece  la  facultad  de  suspender- 
I03  examinamos  nosotros  extensamente  este  punto.  Allí 
demostramos  que  no  es  exacto  que  el  ensayo  del  Jura- 
do entre  nosotros  hecho  en  1873  y  1874  no  diera  bue- 
nos resultados.  Al  contrario,  el  ensayo  del  Jurado  en 
España,  supuestas  las  condiciones  en  que  se  hizo,  diá 
excelentes  resultados;  lo  cual  evidencia  que  no  hay 
absolutamente  ninguna  razón  seria  para  oponerse  al 
restablecimiento  del  Jurada  entre  nosotros^  por  que 
aqtiella  experiencia  no  se  hÍ20  en  las  condiciones  que 
debía  haberse  hecho;  en  primer  lugar,  por  lo  turbado 
de  los  tiempos  que  hacía  imposible  que  tuviera  asien- 
to y  segimdad  y  base  institución  de  ninguna  eapeciej  y 
en  segundo  lugar,  por  las  condiciones  en  que  se  encon* 
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traba  entonces  la  legislación  orgánica  y  procesal  de  los 
Tribunales,  que  no  era  nada  á  propósito  para  el  esta- 
blecimiento del  Jurado. 

Por  consiguiente,  teniendo  en  cuenta  estas  considera- 
ciones y  los  buenos  resultados,  que  nosotros  los  califica- 
mos así,  del  Jurado;  teniendo  en  cuenta  todo  esto,  ¿por 
dónde  y  cómo  se  ha  de  poder  decir  que  el  ensayo  del 
Jurado  en  España  filé  un  ensayo  funesto  y  que  podía 
ser  presentado  como  obstáculo  para  el  restablecimiento 
de  esa  institución? 

vin 

íEb  el  Turado  una  institución  desprestigiada? 
Inglaterra.  -Porttigal.— Francia 

Otra  de  la  razones  que  alegan  los  enemigos  del 
Jurado  para  desvirtuar  la  influencia  y  alcance  de 
la  de  autoridad  que  venimos  discutiendo,  es  la  de 
que  el  Jurado  es  una  institución  desprestigiada  donde 
quiera  que  se  encuentra  establecido.  También  hemos 
seguido  con  verdadero  interés  y  con  atención,  también 
hemos  procurado  conocer  cuanto  se  ha  dicho  acerca  de 
este  punto,  porque  no  basta  decir  que  el  Jurado  es  una 
institución  desacreditada,  sino  que  es  necesario  probar 
la  realidad  de  ese  descrédito,  y  nosotros  no  hemos  visto 
que  se  hayan  aducido  pruebas  convincentes  de  ello. 
A  este  propósito  se  citó  lo  que  ha  ocurrido  en  Portugal, 
y  se  habló  de  que  en  Inglaterra  misma  el  Jurado  es  ob- 
jeto de  las  mayores  críticas. 
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Los  oradores  que  combatieron  el  restableeimienta 
del  Jurado  en  nuestro  País  en  1883,  dijeron  lo  mismo 
que  en  1887  han  repetido  otros  acerca  del  descrédito 
de  que,  según  ellos,  goza  en  Inglatena  esta  institución; 
lo  cual  prueba  por  lo  menos  que  desde  1883  hasta  1887, 
nada  ha  sucedido  en  Inglaterra  que  sea  contrario  al  Jn- 
rado.  Lo  que  se  dijo  respecto  de  Inglaterra  en  1883  en 
contra  del  Jurado,  es  una  opinión  de  una  revista  en 
que  un  escritor  inglés  exponía  su  juicio  respecto  del  Ju- 
rado; y  aun  cuando  exponía  un  juicio  verdaderamen- 
te severo  y  nosotros  no  tenemos  para  qué  ocultarlo,  pues 
no  tenemos  la  pretensión  de  afirmar  que  en  Inglaterra 
no  haya  enemigos  del  Jurado,  ese  juicio  no  podía  ser  uí 
estimarse  decisivo.  En  Inglaterra  habrá  enemigos  del 
Jurado,  mtiy  pocos,  y  de  muy  poca  calidad  sin  duda, 
pero  el  que  haya  uno,  dos  ó  veinte,  no  autoriza  á  decir 
que  en  Inglaterra  el  Jurado  ha  caído  en  descrédito^ 
antes  bien,  nosotros  podríamos  citar  la  opinión  de  loa 
grandes  hombres  de  Inglaterra  que  allí,  como  en  todas 
paites^  resumen  el  espíritu  de  la  opinión  de  su  pueblo, 
y  esos  grandes  hombres  son  partidarios  del  Jurado,  y 
partidarios  hasta  el  punto  de  dudar  que  fuera  posible 
el  sostenimiento  del  Imperio  británico  si  no  se  mantu* 
viera  la  institución  del  Jurado. 

En  1874  esta  euestión  del  Jurado  se  debatió  amplia- 
mente; estaba  puesta  sobre  el  tapete  en  Italia  con 
motivo  de  la  reforma  de  la  ley  que  lo  estableció.  En 
aquella  época,  Gladstone,  ilustre  jefe  del  partido  libe- 
ral inglés,  escribió  á  Mancini,  renombrado  estadista 
italiano,  y  le  decía  lo  siguiente:  «He  oído  algunas  vc- 
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cefi  formular  dudas  sobre  la  conveniencia  del  Jurado 
en  lo  civil.  Difícilmente  podré  apreciare!  peso  de  esas 
dudas;  mas  acerca  del  juicio  criminal  no  he  oído  que  Be 
levantara  ninguna,  y  yo  considero  esta  institución  tan 
sólidamente  establecida  como  el  mismo  Trono,  * 

Creemos  que  entre  la  opinión  do  Gladstone  y  la  de  ese 
autor  del  articulo  de  la  revista  que  en  España  han  ci- 
tado los  conservadores  repetidamente  en  1883  y  en 
1887,  no  hay  medio  de  dudar.  Toda  duda,  además, 
acerca  de  este  punto  es  impertinente  y  ociosa;  pues  el 
hecho  de  que  el  Jurado  existe  en  Inglatera,  ¿no  dice 
más  en  apoyo  del  Jurado  que  todas  las  opiniones  indi* 
viduales  de  los  escritores  y  tratadistas  que  pudieran 
citarse  en  daño  suyo? 

Y  vamos  á  Portugal,  aunque  realmente  lo  ocurrido 
en  Portugal  no  merece  siquiera  cuatro  palabras.  La  de- 
gradación de  una  figura  de  delito,  después  de  todo,  es 
una  medida  que  obedece  á  razones  de  un  orden  secun- 
dario, y  que  no  significa  ni  descrédito  ni  desprestigio 
del  Jurado.  En  Portugal  han  sido  degradadas  recien- 
temente algunas  figuras  de  delito,  por  cuyo  medio  cier- 
tos delitos  que  estaban  sometidos  al  conocimiento  del 
Jurado  han  dejado  de  estarlo  y  se  han  sometido,  y  se 
someterán  en  lo  sucesivo  al  conocimiento  de  los  Tribu- 
nales de  derecho. 

Esto  es  todo  lo  que,  á  propósito  del  desprestigio  del 
Jurado  en  el  vecino  reino  y  de  los  hechos  que  prueban 
ese  desprestigio,  puede  decirse  y  se  alega.  También 
podrían  añadir  los  adversarios  del  Jurado,  que  en 
Francia  ahora,  en  los  momentos  en  que  nosotros  escri- 
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bimos  estas  líneas,  el  Gobierno  de  la  República,  sacri- 
ficando á  intereses  de  partido  sus  ideas  democráticas  y 
liberales,  trata  de  someter  los  delitos  de  imprenta  á 
los  Tribunales  correccionales,  para  que  no  conozca  el 
Jurado  en  las  causas  que  para  perseguirlos  se  ins- 
truyan. 

Esta  medida,  análoga  á  la  que  se  recuerda  de  Por- 
tugal, no  tiene  alcance,  ni  valor  contrario  á  la  institu- 
ción que  defendemos.  Antes  bien,  de  ella  se  deduce 
un  argumento  favorable  al  Jurado.  ¿Por  qué  pretende 
el  Gobierno  de  la  Eepública  francesa  que  las  causas  de 
imprenta  sean  falladas  por  los  Tribunales  de  derecho? 
Porque  quiere  inaugurar  una  campaña  contraria  á  la 
libertad  de  la  prensa.  Porque  quiere  á  todo  trance  im- 
poner silencio  á  los  periódicos  que  le  hostilizan  y  com- 
baten. No  tenemos  que  añadir  una  palabra  más.  Ese 
propósito  es  la  defensa  más  elocuente  del  Jurado. 

IX 

Importa&oia  y  faerza  de  esta  razón  de  autoridad 

Ninguna  de  las  razones  que  se  alegan  para  desvirtuar 
la  de  autoridad  que  hemos  invocado  al  sostener  que 
en  España  debe  establecerse  esa  institución,  porque  se 
encuentra  establecida  en  otros  pueblos,  disminuye  en 
lo  más  mínimo  su  fuerza,  ni  su  importancia. 

Ya  hemos  dicho  y  repetiremos,  que  en  los  pueblos 
más  cultos,  en  los  pueblos  más  ñorecientes,  en  los  pue- 
blos mejor  regidos  de  Europa,  en  pueblos  que,  ó  son 
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<le  nuestra  propia  familia  etnológica,  ó  tienen  con  nues- 
tra Patria  grandes  relaciones  de  afinidad  por  su  ori- 
gen, por  su  organización  social  y  política,  por  su  ca- 
rácter y  su  historia,  existe  el  Jurado.  En  esos  pueblos^ 
á  pesar  de  todas  las  críticas,  á  pesar  de  todas  las  im- 
pugnaciones, pues  nunca  faltan  críticos  é  impugnado- 
res de  las  mayores  reformas,  aun  de  aquellas  que  más 
bienes  han  producido  á  la  humanidad,  en  todos  esos 
pueblos  el  Jurado  se  mantiene;  están  al  frente  de  esos 
pueblos  y  los  gobiernan  y  dirigen  los  hombres  de  ma- 
yor aptitud,  de  mayor  inteligencia,  de  mayor  cultura, 
los  hombres  de  mayores  y  más  notorias  dotes  de  go- 
bierno. 

Es  indiscutible  el  patriotismo  de  esos  hombres,  es 
indiscutible  que  no  mantendrían  una  institución  peli- 
groBSL,  que  no  mantendrían  una  institución  dañosa  á 
los  intereses  del  Estado  y  á  los  intereses  de  la  justicia, 
por  ceder  á  una  pura  obcecación  teórica,  por  subordi- 
narlo todo  á  un  puro  idealismo.  Esos  hombres  de  go- 
bierno, esos  hombres  de  Estado  cuyo  nombre  citamos 
á  menudo  entre  nosotros  con  respeto  y  con  admiración, 
mantiraen  el  Jurado,  le  conservan  y  no  derogan  las 
leyes  que  le  dan  vida.  ¿Es  que  hemos  de  negarles  ap- 
titud, inteligencia  y  patriotismo?  ¿Es  que  hemos  de 
ereer  que  ellos  están  equivocados,  y  que  aciertan  los 
pocos  que  aquí  combaten  su  manera  de  pensar  en  este 
punto?  Esto  no  tiene  contestación;  la  razón  de  autori. 
dad  que  hemos  discutido  no  justifica  por  sí  sola  el  he- 
<iho  de  que  en  España  hayamos  restablecido  mediante 
la  ley  de  1888  el  juicio  por  jurados;  pero  ¿no  es  una 
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razón  que  ayuda  á  justificar  ese  hecho?  ¿No  contribuye 
muy  en  primer  término  á  explioarie?  Esto  es  lo  exac- 
to; esto  es  lo  real. 

Abí  diseutidaB  las  cosas,  no  tenemos  inconveniente 
alguno  en  dar  la  razón  á  nuestros  adversarios  y  en  opi- 
nar como  ellos.  Ese  motivo  no  era  bastante,  pero  nos- 
otros no  nos  hemos  fundado  en  eso  sólo  para  restable- 
cer el  Jurado;  el  partido  liberal,  los  gobiernos  liberalea 
lo  han  restablecido,  porque  creen,  como  nosotros  cree- 
mos, que  el  Jurado  es  necesario,  que  lo  reclama  el  es- 
tado de  nuestra  Administración  de  justicia,  que  el  Ju- 
rado es  consecuencia  indeclinable  y  coronamiento  for- 
zoso de  las  últimas  reformas  realizadas  en  nuestro 
sistema  procesal;  lo  que  hacemos  aquí,  al  mismo  tiempo 
que  creemos  esto,  es  no  desechar  aquella  razón  de  au- 
toridad y  admitimos  que  los  vientos  de  la  moda  nos 
traigan  ahora  el  Jurado,  como  antes  nos  han  traído 
otras  instituciones,  otras  conquistas  y  otros  progresos. 


Las  excepciones  tradicicnales  de  España 

Nosotros  opinamos,  que  en  el  concierto  de  la  nacio- 
nes cultaSj  que  en  el  concierto  de  las  naciones  europea» 
no  es  posible  ni  conveniente  que  España  sea  una  ex- 
cepción en  nada  fundamental,  y  creemos  esto,  no  sólo 
por  nuestro  propio  profundo  convencimiento  de  que 
son  una  verdad  y  una  realidad  histórica  las  leyes  de  la 
solidaridad  internacional,  sino  porque  la  historia  nos 
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eBfieña  qne  ciertas  excepciones  no  pueden  mantenerse^ 
y  qne  es  torpe,  imprudente  y  peligroso  empeSarse  en 
mantener  esas  excepciones. 

A  este  propósito  hemos  recordado  en  otra  parte,  y 
recordaremos  ahora,  que  hace  mucho  tiempo,  quizá  más 
de  yeinte  años,  pronunció  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo 
un  notable  discurso,  notable  como  todos  los  suyos,  en 
el  cual,  {preciando  nuestra  situación  política  y  social 
con  la  claridad  de  inteligencia  y  admirable  previsión 
que  es  característica  de  todas  sus  obras,  señalaba  como 
peligroso  un  estado  político  y  social  fundado  en  el  man- 
tenimiento de  tales  excepciones  y  en  el  espíritu  de  re- 
sistencia á  las  novedades  del  derecho  moderno.  España, 
á  su  juicio,  los  Gobiernos  españoles,  á  su  juicio,  se  ha- 
bían empeñado  en  mantener  aquí  tres  excepciones  por 
las  cuales  la  política  española  resultaba  en  desacuerdo 
con  la  política  general  de  Europa;  esas  tres  excepciones 
eran  la  intolerancia  religiosa,  la  esclavitud  y  aquella 
monarquía  cerrada  por  completo  á  todo  progreso,  em- 
peñada en  reshuar  toda  afirmación  liberal  y  en  proscri- 
bir á  sus  defensores,  qué  fué  la  monarquía  española 
antes  de  la  revolución  de  1868. 

Esas  tres  excepciones  han  desaparecido  ya,  no  exis- 
ta y  ciertamente  no  ha  sido  el  Sr.  Cánovas  el  que 
menos  ha  contribuido  á  que  desaparezcan;  en  esta  obra, 
la  obra  del  último  cuarto  siglo  en  España,  el  Sr.  Cáno- 
vas ha  cooperado  más  que  otros  muchos,  con  un  éxito  y 
con  una  autoridad  indudables,  y  esas  tres  excepciones 
ya  no  existen;  pero  por  ventura,  ¿qué  no  ha  sido  nece- 
sario hacer  para  que  desaparezcan  esas  excepciones? 


Digitized  by 


Googlt 


í 


xo 
¿Qué  efecto  han  producido?  La  mayor  parte  de  nues- 
tras desastrosas  luchas  civiles,  la  mayor  parte  de  nues- 
tros contratiempos,  la  mayor  parte  de  nuestras  revolu- 
ciones, de  nueatras  sangrientas  batallas,  de  nuestras 
desdichas,  ¿no  se  deben  á  la  existencia  de  esas  excep- 
ciones y  al  afán  por  mantenerlas  de  los  partidarios  del 
antiguo  régimen? 

Si  éstos  no  se  hubieran  aferrado  á  la  idea  de  soste- 
nerlas y  conservarlas ¡Ahí  lo  sabe  todo  el  mundo; 

todo  el  mundo  sabe  y  reconoce  y  declara  que  nuestra 
historia  contemporánea  no  sería  lo  que  ha  sido,  que  la 
mayor  parte  de  las  desgracias  y  contratiempos  y  desas- 
tres que  lamentamos  no  los  lamentaríamos,  y  que  nos 
encontraríamos  en  un  estado  de  progreso  más  acentua- 
do del  que  hoy  disfrutamos.  Todo  el  mundo  sabe  que 
la  paz  de  que  ahora  goza  España  la  hubiésemos  disfru- 
tado desde  mucho  tiempo  antes,  y  con  ella  todas  las 
ventajas  de  un  estado  floreciente  y  tranquilo. 

Para  acabar  con  esas  excepciones  ha  sido  necesario 
reííir  y  librar  grandes  batallas.  Estas  batallas  no  ha- 
brían sido  precisas,  estas  luchas  no  habrían  existido  si 
aquellos  poderes  á  quienes  el  Sr.  Cánovas  dirigía  sus 
elocuentes  palabras  se  hubieran  convencido  de  que  era 
loco  empefio,  el  empeSo  que  obstinadamente  perse- 
guían. 

Hoy  esas  excepciones  no  existen;  la  tolerancia  reli- 
giosa, cercana  á  la  libertad  de  cultos,  es  base  constitu- 
cional de  nuestro  País,  base  admitida  y  respetada  aun 
por  los  más  ardientes  partidarios  de  la  unidad  religio- 
sa, que  han  llegado  á  convenir  en  la  necesidad  de  no 


Digitized  by 


Googl( 


XOI 

filterarla  ni  modificarla.  La  esolayitud  ha  desapareci- 
do por  completo  en  el  territorio  de  nuestras  colonias, 
y  nuestra  Monarquía  vive  dentro  de  la  atmósfera  de 
las  ideas  democráticas  y  rodeada  por  los  hombres  que 
han  defendido  siempre  aquellas  ideas  de  expansión, 
de  progreso,  de  libertad. 

Aquellas  excepciones  señaladas  en  1867  han  des- 
aparecido. Los  que  se  obstinan  en  mantenerlas,  ó  al 
<;abo  se  i^ometen  y  doblan  su  cerviz  ante  la  realidad  de 
los  hechos,  ó  se  apartan  á  un  lado  para  ser  factores  in- 
stiles de  nuestra  vida  pública. 

Esto  nos  anima  á  proseguir  en  el  camino  empren- 
dido-, que  asi  como  después  de  desaparecer  la  unidad 
católica  ha  venido  la  tolerancia  religiosa,  así  como  he- 
mos conseguido  gloriosamente  borrar  la  esclavitud  de 
nuestra  organización  social,  así  como  gloriosamente 
también  hemos  conseguido  que  nuestra  Monarquía,  en 
vez  de  ser  opuesta  á  todo  progreso,  sea  una  Monar- 
quía abierta  á  todas  las  ideas  liberales  y  democráticas, 
de  la  misma  manera  haremos  desaparecer  todas  las  ex- 
cepciones que  nos  separan  del  mimdo  culto,  y  una  de 
las  más  importantes  es,  sin  duda,  la  de  no  haber  esta- 
blecido el  Jurado  hasta  ahora. 


XI 

iCóoo  86  juzgaba  antes?— Zü  Juez  que  Insiraia  7  fallaba 

£1  progreso  de  la  ciencia  penal  reclama  el  restable- 
cimiento del  Jurado,  porque,  como  ya  hemos  dicho  más 


i  Digitized  by  VjOOQU 


xcn 
de  una  vez,  la  principal  razón  en  que  apoyamos  esta 
reforma  es  la  necesidad  de  mejorar  la  administración 
de  justicia  y  de  que  se  completen  con  un  progreso  nue- 
vo los  progresos  realizados  en  los  tiempos  presentes, 
durante  todo  este  siglo. 

Para  apreciar  bien  el  alcance  de  todos  estos  progre- 
sos, su  valor  y  su  importancia,  es  necesario  examinar 
cómo  se  juzgaba  antes,  en  el  período  que  precede  á 
esos  progresos  mismos,  y  cómo  se  juzgará  ahora,  des- 
pués de  realizados  todos  los  adelantos  que  se  derivan 
del  restablecimiento  de  los  Tribunales  que  instituye  la 
ley  de  1888. 

En  este  punto  tenemos  que  hablar  de  instituciones 
que  son  una  página  de  oprobio  para  la  historia  de  los 
pueblos,  de  instituciones  que  han  venido  de  una  ma- 
nera constante  y  sucesiva,  durante  muchas  generacio- 
nes y  muchos  siglos,  realizando  una  verdadera  obra  de 
iniquidad,  porque  en  su  propia  esencia,  en  su  propio 
sentido  y  en  toda  su  vida  son  verdaderamente  inicuas. 

La  institución  del  Jurado  no  puede  comprenderse; 
lu  institución  del  Jurado  no  puede  llegar  á  valorarse 
en  todo  lo  que  representa  y  significa,  sin  tener  en 
cuenta  cómo  se  juzgaba,  cómo  se  administraba  justicia 
cuando  aquellas  instituciones  existían.  Sólo  apreciando 
y  examinando  con  detención  y  con  esmero  todo  el  ciclo 
realizado  por  las  leyes  procesales  que  rigen  á  los  pue- 
blos cultos;  sólo  contemplando  el  punto  de  partida  y  el 
punto  de  llegada,  podrá  conocerse  el  valor  inmenso  que 
tiene  el  método  procesal,  el  sistema  de  leyes  procesa- 
les que  nosotros  defendemos. 
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Antes,  el  procedimiento  criminal  consistía  en  que 
Tm  Juez  que  instruía  el  sumario,  presidía  el  plenario  y 
Miaba;  y  ese  Juez  era,  antes  que  representante  de  la 
justicia  en  su  expresión  más  serena  é  imparcial,  un 
yerdadero  perseguidor  del  supuesto  reo.  Él  era  el  que 
le  buscaba,  el  que  le  acosaba;  él  era  el  que  acumulaba 
todos  los  elementos  en  que  había  de  fundarse  la  acusa* 
don;  él,  en  suma,  era  el  que  ejercía  respecto  de  aquel 
desdichado,  delincuente  unas  yeces  é  inocente  otras, 
todos  los  derechos  que  la  sociedad  tiene  para  averi- 
guar y  esclarecer  los  delitos. 

En  esta  tarea,  en  esta  obra,  el  Juez  había  de  intere- 
sar todas  las  potencias  de  su  alma  y  todas  las  faculta- 
da de  su  espíritu;  y  el  Juez,  que  había  de  ser  el  per- 
seguidor del  delincuente  durante  todo  el  período  de 
instrucción;  el  Juez,  que  veía  en  el  resultado  afirmati- 
vo de  la  instrucción  y  en  el  rigor,  ya  que  no  en  la 
justificación  del  fallo,  la  probabilidad  de  éxito  mayor 
de  su  carrera,  para  mejorar  su  situación  y  acrecentar 
su  fama,  cuando  llegaba  el  momento  del  fallo,  cuando 
llegaba  el  momento  de  apreciar  las  pruebas  que  él  mis- 
mo había  preparado  y  dirigido,  ¿cómo  era  posible  que 
se  desprendiera  de  aquel  carácter  de  fiscal  y  de  ins- 
tructor, y  que  prescindiese  de  su  natural  interés? 

Ese  Juez ,  para  conseguir  la  confesión  del  reo,  con 
verdad  unas  veces,  con  error  otras,  trataba  por  todos  los 
medios  que  la  ley  ponía  á  su  alcance,  de  imponer  al  in- 
culpado, al  acusado,  su  propia  voluntad. 

Hubo  un  tiempo  en  que  esto  se  hacía  empleando  la 
fuerza  material,  el  tormento;  más  tarde,  cuando  la  ley 
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le  vedaba  apelar  pública  y  descaradamente  al  tormen- 
to, lo  empleaba  de  una  manera  indirecta,  callada  y  si- 
lenciosa, procurando  ahogar  á  la  vez  que  los  quejidos 
de  su  víctima,  de  su  verdadera  víctima,  las  protestas 
que  la  práctica  del  tormento  podía  levantar  y  legi- 
timar. 

No  se  crea  que  esto  pertenece  á  una  época  remota; 
no  se  crea  que  esa  vergüenza  del  tormento  ha  desapa- 
recido con  otras  vergüenzas  análogas,  allá,  en  un  pe- 
ríodo lejano  de  nuestra  historia.  No:  esa  práctica  inve- 
rosímil, esa  práctica  antihumanitaria,  esa  práctica  cri- 
minal llega  hasta  nuestros  días.  En  causas  recientes  se 
han  hecho  denuncias  de  haberse  empleado  por  los  jue- 
ces medios  que  constituyen  verdaderos  tormentos,  coac- 
ciones que  constituyen  verdaderos  tormentos,  para  con- 
seguir una  confesión  explícita  en  las  declaraciones  d& 
los  reos. 

En  los  procesos  del  Salar,  de  la  Venta  del  Empal- 
me y  demás  de  la  Mano  Negra,  se  han  quejado  lo» 
procesados  de  haber  sido  objeto  durante  la  instruc- 
ción, establecido  ya  el  Juicio  oral,  de  tratamientos  de 
esta  especie.  Nosotros  no  sabemos  si  esas  qeujas  se 
han  atendido;  nosotros  no  sabemos  si  esas  quejas  se 
han  esclarecido  tanto  como  era  preciso  esclarecerlas; 
pero  nosotros  tenemos  el  deber  de  declarar  de  una  ma- 
nera leal  y  honrada,  porque  así  lo  pensamos  y  así  la 
sentimos,  que  tememos  que  todavía,  al  mismo  tiempe 
que  escribimos  estas  líneas,  cuando  todas  las  leyes  de 
procedimiento  á  una  condenan  y  execran  cuantos  me- 
dios de  violencia  puedan  emplearse  para  obligar  á  los 
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procesados  á  declarar,  sigan  empleándose  algunos  de 
esos  medios. 

El  Juez  instructor  que  es  bastante  escrupuloso  y 
respetuoso  de  la  ley  para  no  emplearlos;  el  Juez  ins- 
tructor, que  no  puede  apelar  tampoco,  porque  la  ley  se 
lo  Yeda,  á  medios  de  coacción  moral  que  sucedieron  á 
los  medios  de  coacción  material,  como  la  confesión  con 
cai^  y  las  preguntas  capciosas,  ¿podemos  asegurar 
que  no  emplea  estos  últimos?  Y  ese  Juez  que  apela  á 
tales  recursos  y  que  usa  todo  género  de  ardides  para 
obtener  la  declaración  de  los  procesados,  ¿cómo  es  po- 
sible que  se  considere  bastante  imparcial  para  seguir 
la  sustanciación  del  proceso,  llegar  hasta  su  fallo,  y  fa- 
llar la  cansa? 

XII 

Los  Bximarlos  «ad  probandnm» 

De  este  sistema  han  nacido  hasta  fecha  muy  recien- 
te, porque  esto  lo  hemos  tenido  hasta  hace  muy  poco 
tiempo,  errores  y  absurdos  tan  calificados  como  aque- 
llos que  se  conocen  en  la  historia  de  la  Administra- 
ción de  justicia  con  el  nombre  de  sumarios  ad  proban- 
dum,  ¿lío  se  recuerdan  causas  verdaderamente  céle- 
bres, como  la  famosa  causa  de  la  calle  de  la  Justa,  la 
&mosa  causa  formada  por  asesinato  de  la  señora  de 
Gener  hace  muchos  años,  causa  en  la  cual  ven,  cuantos 
estudian  ahora  los  documentos  que  se  han  .publicado 
en  las  colecciones  de  procesos  célebres,  todos  los  es- 
tragos producidos  por  los  sumarios  ad  próbandum? 
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ün  Juez  obcecado,  un  Juez  que  desde  el  principio 
|)ersigue  un  fin  y  desatiende  todos  los  indicios,  todas 
las  consideraciones  que  habían  de  encaminar  su  ánimo 
á  un  fin  distinto;  un  Juez,  en  suma,  que  persigue;  un 
Juez  que  no  trata  de  averiguar  la  verdad,  que  no  pue- 
de averiguar  la  verdad,  que  está  en  condiciones  en  que 
«u  espíritu  no  es  apto  para  averiguar  la  verdad:  esto 
^sucedía  con  aquel  procedimiento,  dadas  las  condiciones 
que  eran  peculiares,  características  de  su  desarrollo. 

Nosotros  podríamos  citar  alguna  otra  causa,  en  la 
cual,  una,  y  otra,  y  otra,  y  otra  vez,  hasta  cuatro  veces, 
Uegó  á  ponerse  á  los  Jueces  en  la  verdadera  pista  de 
los  criminales;  pero  los  funcionarios  que  la  instruían, 
obcecados,  poseídos  de  la  preocupación  que  desde  el 
principio  les  animaba,  no  llegaron  jamás  á  descubrir 
la  verdad. 

xm 

Otros  defeotos  del  antiguo  prooedimiento 

Supongamos,  y  continuamos  así  el  estudio  y  la  mar- 
cha que  sigue  el  procedimiento:  supongamos  que  el 
Juez  colocado  en  esas  condiciones  puede  ponerse  al- 
guna vez  en  camino  de  llegar  á  averiguar  la  verdad; 
pues  considere  el  lector  las  condiciones  en  que  ese 
Juez  recibe  las  pruebas,  los  elementos  de  prueba  que 
habían  de  llevarse  á  su  conocimiento,  la  deficiencia  de 
esas  mismas  pruebas  limitadas  por  una  regla  absurda, 
y  luego  los  obstáculos  que  habían  de  existir  para  que 
tales  pruebas  llevasen  un  convencimiento  al  ánimo  del 
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4uez,  poseído  y  preocupado  con  semejante  espíritu. 
Esas  praebas  insuficiente  en  sí  mismas,  faltas  de 
espontaneidad  y  de  yerdad,  ¿cómo  se  recibían,  cómo 
se  conservaban?  Se  conservaban  escritas,  es  decir,  de 
una  manera  inexacta;  porque  la  palabra  escrita,  trans- 
mitida del  reo  al  amanuense  que  las  fijaba  por  conduc- 
to del  Juez  ó  del  Escribano,  y  en  la  mayor  parte  de 
loe  casos  del  Oficial  de  la  Escribanía,  no  podían  fijarse 
de  la  manera  expresiva  con  que  salían  de  labios  del 
inculpado. 

En  la  mayor  parte  de  los  casos  estas  declaraciones 
eran  recibidas  sólo  por  funcionarios  subalternos,  fija- 
das en  los  autos  á  su  capricho,  ó  fijadas  en  los  autoé 
eon  imperfecciones  que  la  limitación  de  sus  medios  ha- 
oÍB  ímpaiableB.  Nosotros  podríamos  hablar  de  cau- 
sasenlas  cuales  todas  las  declaraciones  se  prestaban 
y  todas  las  ratificaciones  se  hacían  ante  el  amanuense 
del  Escribano  solamente,  sin  otra  garantía  que  la  ga- 
rantía irrisoria  de  su  imparcialidad  y  su  prudencia.  A 
esto  qnedaban  reducidas  las  diligencias  del  sumario  y 
la  mayor  parte  de  las  del  plenario,  por  el  abandono  de 
loe  Jueces,  abandono  incapaz  de  ser  inspeccionado  y 
censurado  en  la  mayor  parte  de  los  casos;  ó  quizá  por 
imposibilidad  de  los  Jueces  mismos,  á  quienes  preocu- 
paba en  aquellos  momentos  la  necesidad  de  atender  á 
otras  diligencias  de  mayor  importancia  ó  más  ur- 
gentes. 

Sin  embargo  de  todo  esto,  aún  hay  quien  alaba  y  en- 
carece las  ventajas  del  sistema  inquisitivo;  y  es  verda- 
deramente lamentable  que  la  escuela  criminalista,  que 
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cree  representar  los  últimos  progresos  en  materia  de 
procedimiento,  que  cree  representar  el  último  superior 
adelanto  en  este  orden  de  ideas  y  de  instituciones, 
venga,  con  olvido  de  todo  lo  que  hemos  dicho  y  anota- 
do y  de  mucho  más  que  podríamos  decir  y  señalar  si 
no  temiéramos  dar  una  extensión  desmesurada  á  esta» 
observaciones,  á  encarecer  y  á  alabar,  sobre  todos  ios 
medios  de  investigación  judicial,  los  medios  desacredi- 
tados del  sistema  inquisitivo. 


XIV 

¿Cómo  86  apreciaban  las  pruebas  en  el  antigao  sistema 
de  enjniolarl 

Eecogidas  de  esta  manera  las  pruebas  en  el  suma- 
rio; depuradas  así  ó  con  alguna  mayor  garantía  en  el 
plenario,  eran  sometidas  á  la  deliberación  del  Juez.  El 
Juez  las  apreciaba;  y  ¿cómo  las  apreciaba? 

Aquí  hay  que  recordar  los  inconvenientes  gravísi- 
mos de  la  prueba  legal  ó  de  las  pruebas  tasadas.  Nos- 
otros no  hemos  de  decir  por  nosotros  mismos  nada 
respecto  de  esas  pruebas  tasadas,  que  ya  nadie  defien- 
de; que  ya  nadie,  sobre  todo,  defiende  con  resolución 
y  franqueza.  Aunque  ha  habido  en  recientes  discusio- 
nes quien  de  una  manera  indirecta  ha  venido  á  soste* 
ner  su  conveniencia;  aun  cuando  esa  misma  escuela 
criminalista  á  que  antes  aludimos,  sea  también,  en 
cierta  medida,  defensora  de  las  pruebas  tasadas^  desde 
el  momento  en  que  se  opone  á  la  convicción  formada 
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por  la  libre  conciencia  del  Juez  para  exigir  lo  que  sus 
partidarios  denominan  la  convicción  del  hombre  racio- 
nal, y  desde  el  momento  en  que  pide  responsabilidad 
para  los  Jueces  por  el  hecho  de  apreciar  las  pruebas, 
como  si  esa  responsabilidad  fiíera  posible  no  admitiendo 
la  teoría  de  la  prueba  legal  y  de  la  prueba  tasada,  nos- 
otros no  hemos  de  decir  por  nosotros  mismos  nada 
acerca  de  esas  pruebas.  Nos  limitamos  á  recordar  lo 
que  acerca  de  ellas  escribía  el  más  ilustre  de  los  juris- 
consultos españoles  contemporáneos,  que  filé  al  mismo 
tiempo  uno  de  los  hombres  políticos  que  figuraron  en 
primera  linea  entre  los  jefes  del  partido  conservador 
histórico  de  nuestra  Patria. 

«La  ley,  dice  este  escritor  ilustre,  creó  un  sistema 
enteramente  falso  y  absurdo  en  la  práctica.  Su  resul- 
tado fué  separar  completamente  la  verdad  legal  de  la 
verdad  real,  y  hacerlas,  en  la  mayor  parte  de  los  ca- 
sos, contradictorias.» 

Ya  se  comprenden  y  explican  bien  estas  palabras. 
La  prueba  legal,  la  doctrina  de  las  pruebas  tasadas, 
hizo  en  la  mayor  parte  de  los  casos  (|qué  confesión 
puesta  en  labios  de  un  hombre  de  forol)  que  se  pusiera 
en  contradicción  la  verdad  legal  con  la  verdad  real. 
Ya  sabemos  lo  que  en  la  historia  contemporánea  ha 
BÍgmficado  la  contradicción  entre  la  opinión  legal  y  la 
opinión  real;  ya  sabemos  lo  que  ha  significado  esa  con- 
tradicción, que  ha  sido  causa  de  grandes  revoluciones 
y  peligrosos  trastornos;  la  contradicción  entre  la  ver- 
dad real  y  la  verdad  legal,  producto  necesario  en  la 
mayor  parte  de  los  casos,  como  decía  ese  ilustre  juris- 
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consulto,  de  la  doctrina  de  las  pruebas  tasadas,  ha  pro- 
ducido grandes  y  verdaderos  crímenes. 

Nosotros  juzgamos  de  la  propia  manera  todas  estas 
contradicciones:  no  queremos  que  existan;  no  quere- 
mos ficciones  que  engendran  tan  desastrosos  resulta- 
dos en  el  orden  político  como  en  el  procedimiento 
criminal;  por  eso  nosotros  no  queremos  que  haya  con- 
tradicción entre  la  opinión  legal  y  la  opinión  real; 
por  eso  nosotros  nos  oponemos  con  todas  las  fuer- 
zas de  nuestra  alma  á  que  exista  contradicción  entre  la 
verdad  legal  y  la  verdad  real,  y  proclamamos  y  defen- 
demos el  sistema  que  hace  desaparecer  esas  contradic- 
ciones, y  que,  en  vez  de  ellas,  presenta  como  base  del 
gobierno  la  opinión  real,  y  como  base  del  procedimien- 
to que  ha  de  seguirse  ante  los  Tribunales  de  justicia, 
la  verdad  real,  la  única  verdad  digna  de  ese  nombre. 

XV 

Defectos  Inevitables  del  fallo  dentro  de  ese  sistema 

Después  de  esto,  después  de  todo  ese  sistema  de  en- 
juiciamiento, ¿era  posible  que  el  fallo  que  se  dictaba 
en  una  causa  tuviera  las  condiciones  de  acierto  que 
apetecen  todos  los  que  desean  la  buena,  recta  y  pronta 
administración  de  la  justicia?  No;  y  tampoco  lo  hemos 
de  demostrar  con  palabras  nuestras,  que  pudieran  apa- 
recer sospechosas  por  apasionadas  en  defensa  de  la  ley 
vigente;  hemos  de  demostrarlo  recordando  las  pronun- 
ciadas en  1875,  en  la  apertura  de  los  Tribunales  de  la 
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Nación,  por  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo,  Don 
Cirilo  Alvarez,  que,  si  bien  era  adversario  del  Jurado, 
no  lo  era  en  tanto  grado  como  la  mayor  parte  de  los 
que  ahora  le  combaten,  y  que,  por  serlo,  tienen  sus  pa- 
labras todavía  más  valor.  Como  crítica  del  sistema  que 
nosotros  criticamos  en  este  momento,  decía  D.  Cirilo 
Alvarez: 

«Nuestro  actual  sistema  de  enjuiciar,  en  vez  de  con- 
ducir al  esclarecimiento  de  la  verdad,  la  obscurece  y 
la  falsea;  no  es  una  garantía  para  la  justicia,  ni  encar- 
na formas  protectoras  para  la  inocencia:  se  presta  á 
todo  linaje  de  falsificaciones;  no  hay  en  él,  en  fin,  di- 
que ni  freno  para  el  Juez  prevaricador  y  corrompido, 
ni  siquiera  para  el  escribano  venal  y  falsario.» 

XVI 

Las  apelaciones  7  su  escaso  valor 

Pero  I  ahí  todos  estos  males,  decían  los  partidarios 
del  antiguo  sistema  y  los  enemigos  del  Jurado,  esta- 
ban corregidos  y  enmendados,  ¿con  qué?  con  la  apela- 
ción, y  eso  no  es  exacto.  Las  apelaciones  y  la  forma  de 
tramitarse  esas  apelaciones  agravaba  los  vicios  de  ese 
sistema  y  le  hacía  incurable;  y  ¡todavía  se  censura  el 
que  no  hayamos  mantenido  las  apelaciones  los  parti- 
darios del  Jurado  y  del  juicio  oral! 

Lo  que  eran  las  apelaciones  con  el  antiguo  sistema 
vamos  á  decírselo  á  los  enemigos  del  Jurado. 

Comenzaban  las  apelaciones  por  la  redacción  del 
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apuntamiento;  y  no  queremos  decir  si  un  apuntamien- 
tOj  aun  bien  hecho,  aun  hecho  con  todas  las  condicio- 
nes con  que  debe  hacerse  un  documento  de  esta  eape- 
cié,  es  bast cuite  para  el  estudio  de  un  asunto.  Graves 
inconvenientes  tenía  el  procedimiento  escrito;  pero,  al 
fin  y  al  cabo,  esos  inconvenientes  hubieran  sido  meno- 
res en  la  mayor  parte  de  los  casos,  si  los  Jueces  hubie- 
sen examinado  por  sí  mismos  las  diligencias  del  suma- 
rio y  del  plenario  que  constaban  en  las  causas;  mas 
sucedJa  con  esto  algo  de  lo  que  ocurre  con  el  extrac- 
to de  los  expedientes  administrativos :  que  es  pre- 
ferible (y  se  ha  demostrado  de  una  manera  cumplida) 
hacer  el  estudio  del  expediente  por  los  documentos 
mismoSj  que  hacerle  por  medio  del  extracto,  que  no 
puede  ser  nunca  tan  fiel,  que  recoja  con  entera  exacti* 
tud  el  contenido  del  expediente,  porque  entonces  no 
sería  extracto,  siuo  copia^  y  en  la  mayor  parte  de  laa 
ocasiones  se  corre  el  peligro  de  falsear  por  medio  del 
extracto  oí  verdadero  alcance  y  el  sentido  de  los  docu- 
mentos que  se  extractan.  Inconvenientes  sobre  incon- 
venientes; esta  es  lo  único  seguro  que  producía  la  re- 
dacción del  apuntamiento  como  base  para  la  apelación. 
Hecho  el  apuntamiento  j  iba  el  proceso  al  examen 
y  resolución  de  la  Sala;  y  ¿qué  sucedía  en  este  trámi- 
te, por  regla  general?  Nosotros  no  tratamos  aqui  de 
dirigir  cargos  en  pai'ticular  á  nadie,  sino  de  censurar 
lo  que  realmente  era  un  gravísimo  defecto,  un  defecto 
del  sistema,  un  defecto  del  procedimiento.  Sucedía  que 
iba  el  asunto  al  examen  y  estudio  del  ponente,  y  que 
en  la  generalidad  de  los  casos,  en  la  inmensa  mayoría 
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'áe  los  casos  y  los  compaSeros  de  Sala  pasaban  por  lo 
que  el  ponente  opinaba,  por  la  natural  confianza  en 
sus  afirmaciones.  Esto  no  era  una  corruptela  introdu- 
cida en  la  práctica  de  la  ley ;  esto  era  una  costumbre 
consentida  por  los  Tribunales  y  sancionada  por  el  Tri- 
bunal Supremo. 

xvn 

Oausa  contra  una  Sala  de  Jnstlola.  —  Doctrina  legal 
sobre  las  apelaciones 

Yamos  á  recordar  un  caso  bastante  notable,  en  el  cual 
se  puso  en  relieve  la  exactitud  de  nuestras  referencias 
acerca  de  este  pernicioso  procedimiento;  nos  referimos 
é  la  causa  que  se  instruyó,  hace  ya  algunos  afios,  con- 
tra los  Magistrados  de  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Au- 
diencia de  Albacete,  de  la  que  vamos  á  hacer  algunas 
indicaciones,  para  que  se  comprenda  lo  que  era  la  ape- 
lación en  el  antiguo  sistema,  para  que  se  comprenda  el 
valor  que  las  apelaciones,  por  regla  general,  tenían,  y 
si  era  posible  que  fiásemos  á  la  apelación  la  enmienda 
de  los  defectos  que  pudieran  tener  en  su  sustanciación 
los  sumarios  y  los  plenarios  de  los  Tribunales. 

Sucedió  en  Albacete,  que  una  Sala  de  justicia,  la 
Sala  de  lo  criminal,  dictó  una  sentencia,  y  el  Fiscal 
de  S.  M.  en  el  Tribunal  Supremo,  que  por  cierto  era 
un  ilustre  individuo  del  partido  conservador,  cuyo 
nombre  va  asociado  á  las  reformas  jurídicas  de  los  úl- 
timos tiempos,  por  el  empeño  que  puso  en  el  plantea- 
miento del  juicio  oral  en  nuestra  Patria;  sucedió  que 
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ese  Fiscal  del  Tribunal  Supremo,  que  era  el  Sr.  Buga- 
Ualj  entabló  la  acción  correspondiente  contra  los  Ma- 
gistrados de  aquella  Sala^  por  entender  que  la  sen- 
tencia era  injusta.  Se  practicaron  laa  diligencias  de 
instrucción  determinadas  por  la  ley,  y  resultó  que  un 
Magistrado  que  se  había  encargado  de  la  ponencia  de 
aquella  causa,  de  una  manera  irregular,  propuso  á  sus 
compañeros  de  Sala  la  adopción  de  una  sentencia,  y 
éstos,  como  era  costumbre,  no  estudiaron  la  causa  por 
sí  mismos  y  so  limitaron  á  oir  la  relación  que  les  hizo 
el  ponente;  y  en  virtud  de  esa  relación,  asintieron  al 
fallo  que  se  les  propouía,  y  el  fallo  era  fruto  de  una 
verdadera  y  calificada  prevaricación.  El  Fiscal  del  Tri- 
bunal Supremo  entendió  que  debía  procederse,  y  des- 
pués de  haberse  procedido^  que  debía  condenarse  á  los 
Magistrados  de  aquella  Sala  que  habían  asentido  de 
una  manera  tan  irreflexiva  é  imprevisora  á  la  opinión 
del  ponente  y  porque  no  habían  estudiado  por  sí  el  pro- 
ceso. 

Indudablemente,  el  Fiscal  de  8.  M.  sostenía  lo  que^ 
á  nuestro  juicio,  era  la  buena  doctrina;  él  sostenía  que 
los  Magistrados  estaban  obligados  á  enterarse  perso- 
nalmente todos  y  cada  uno  de  todas  y  cada  una  de  las 
causas,  á  fin  de  fallar  en  ellas  con  conciencia,  Y  si  esto 
no  ha  de  sucederj  ¿á  qué  esos  Tríbimales  colegiados  y 
ó  qué  esas  Salas  compuestas  de  cinco  individuos  para 
entender  y  fallar  en  las  causas?  Bastaba  que  un  Tri- 
bunal unipersonal,  como  el  de  primera  instancia,  fallara 
sobre  la  apelación  interpuesta  de  la  sentencia  del  in- 
ferior. 
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Pues  bien:  el  Tribunal  Supremo  no  fué  de  esta  opi- 
nión; el  Tribunal  Supremo  en  pleno  sustentó  la  opi- 
nión contraria  á  esta  que  nosotros  acabamos  de  emitir 
y  dictó  una  sentencia  en  la  cual  existen  los  dos  consi- 
derandos  que  vamos  á  copiar: 

«Considerando  que,  doctrinalmente  y  en  buenos 
principios,  no  puede  dudarse  que  son  responsables  de 
la  sentencia  todos  los  Magistrados  que  la  autorizan^ 
porque  todos  tienen  también  iguales  deberes  de  juzgar 
acertadamente,  y  en  todos  ellos  deposita  la  sociedad  la 
dificil  misión  y  la  delicada  confianza  de  proteger  las 
personas  y  los  intereses  de  los  ciudadanos» ;  de  donde 
se  deduce  la  doctrina  sostenida  por  el  Fiscal  j  mante- 
nida por  nosotros,  pero  que  no  fué  la  que  prevaleció, 
porque  en  el  considercmdo  siguiente  decía  la  Sala  que 
teniendo  en  cuenta  cío  diminuto  del  extracto  con  que 
86  les  enteró  de  la  causa,  su  poca  importancia  y  la  na- 
toral  confianza  en  la  narración  que  les  hizo  el  ponente 
de  los  hechos  que  faltaban  en  el  apuntamiento,  no  po- 
día llegar  á  calificarse  de  inexcusable  el  que  no  hicie- 
ran estudio  más  detenido  del  proceso.» 

Es  decir,  que  por  un  lado,  los  Magistrados  tenían  el 
deber  de  haber  hecho  un  estudio  detenido  del  proceso, 
y  por  otro,  las  condiciones  de  la  causa  hacían  que  fuera 
excusable  el  que  no  se  hubiera  verificado  ese  estudio 


¿A  qué  queda  reducida  la  apelación  con  la  doc- 
trina sostenida  en  esa  sentencia?  ¿Á  qué  queda  re- 
ducida la  importancia  de  los  Tribunales  colegiados? 
Desde  el  momento  en  que  se  dictó  esa  sentencia,  lo 
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que  antes  era  dudoso  vino  á  ser  sancionado  por  la  au- 
toridad  del  Tribunal  Supremo,  y  si  antes  las  apelacio- 
nes habían  tenido  un  valor  muy  eacasoj  desde  enton- 
ces las  apelaciones  carecieron  completa  y  absolutamen- 
te de  valor;  carecieron  de  valor ,  sobre  todo,  para  que 
ee  pudiera  entender  que  en  ellas  había  fijeza  y  eficacia 
bastantes  para  corregir  y  enmendar  los  defectos  del 
sumario  y  del  plenario,  los  defectos  de  las  actuaciones 
«eguidas  por  los  Tribunales  de  primera  instancia, 

xvm 

m  espíritu  de  sistema  y  de  generalización  en  el  dereche 

orimlnal 

Esa  es  la  mauora  como  se  juzgaba  antes ;  este  es  el 
sistema  que  ha  venido  á  modificarse,  no  sólo  con  la  re- 
forma que  ahora  introduce  la  ley  de  1888,  sino  con 
otras  reformas  anteriores  á  ésta,  de  las  cuales  la  ley  de 
1888  es  una  consecuencia  y  un  corolario  naturaL  Y 
para  reconstituir  el  fondo  del  cuadro  en  que  se  dibu- 
jan  esos  errores  verdaderamente  lamentables,  debe  te- 
nerse en  cuenta  que  animándolo  todo,  existía  una  doc- 
trina que,  á  nuestro  juicio,  era  el  mayor  obstáculo  para 
dar  solución  acertada  á  los  problemas  que  suscita  el 
derecho  y  el  procedimiento  criminal :  la  doctrina  que 
lleva  á  la  generalización  en  todos  estos  órdenes  de  es- 
tudios. 

Todo  lo  que  sea  generalizar,  todo  lo  que  sea  siste- 
matizaij  todo  lo  que  no  sea  particularizar  é  individua- 
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üzar  la  administración  de  justicia,  es  rerdaderamente 
deplorable  7  desastroso;  y  la  nueva  era  para  la  ad- 
ministración de  justicia  nace  desde  el  momento  en  que 
la  teoría  de  la  individualización  del  delito  ha  venido 
á  informar,  no  sólo  los  Códigos  penales,  sino  también 
las  ley^  de  procedimiento.  Desde  este  instante  pode- 
mos tener  confianza  en  que  habrá  verdaderamente  jus- 
ticia; pero  antes,  con  la  generalización,  con  la  siste- 
matización, la  justicia  Qra  completamente  imposible. 

XIX 

i C6mo  ae  Jugará  ahora?  -  Trmdamentos  arróneamente 
atrllmidos  al  Turado.— Sus  verdaderas  bases 

Así  se  juzgaba  antes;  vamos  á  ver  cómo  se  juzga 
ahora,  ó  mejor,  cómo  sojuzgará  después  de  establecido 
el  Jurado,  que,  según  hemos  dicho  ya  varias  veces,  co- 
rona todas  las  reformas  y  todos  los  progresos  realiza- 
dos durante  los  últimos  tiempos  en  nuestras  leyes  pro- 
cesales. 

Los  fundamentos  del  Jurado  no  son  los  que  han  su- 
puesto al  combatirlo  la  mayor  parte  de  sus  contradic- 
tores. El  Jurado  no  es  el  juicio  de  los  iguales,  no  es  el 
juicio  de  los  pares;  esa  es  una  idea  histórica  que  po- 
día resultar  práctica  y  aplicable,  dada  la  organización 
social  de  los  pueblos  en  la  Edad  Media;  pero  en  nues- 
teo  tiempo  carece  de  sentido;  en  nuestro  tiempo  verda- 
deramente no  existen  clases  sociales,  sobre  todo  no 
existen  clases  ante  la  ley,  porque  la  igualdad  ante  la 
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ley  es  un  principio  aceptado  y  proclamado  ya  sin  dis- 
cusión, sin  restricciones  de  ninguna  especie  en  todas  las 
sociedades  modernas  y  cultas.  Dentro  de  un  orden  re- 
gular de  derecho  no  pueden  subsistir  las  desigualdades 
fundamentales  que  serían  precisas  para  dar  valor  y  rea- 
lidad á  aquella  frase. 

El  Jurado  no  es  la  escuela  de  los  ciudadanos,  si  bien 
nosotros  creemos,  y  en  este  punto  hasta  los  que  no  son 
partidarios  del  Jurado  lo  reconocen,  que  podría  cons- 
tituir una  verdadera  escuela  educadora  de  los  pueblos^ 
en  el  sentido  de  difundir  entre  ellos,  de  generalizar  y 
divulgar  conocimientos  jurídicos  y  legales  que  hoy  son 
propios  y  exclusivos  de  los  hombres  de  ley,  y  en  el 
sentido  de  despertar  y  estimular  el  interés  que  todos 
los  ciudadanos  tienen  en  la  persecución  y  castigo  de 
los  delitos. 

Tampoco  es  el  azar  la  base  del  Jurado.  El  azar  es  xm 
pormenor  del  procedimiento,  sobradamente  justificado 
por  las  consideraciones  que  exponemos  en  el  lugar 
oportuno;  porque,  después  de  todo,  el  azar,  combinado 
con  la  selección,  señala  un  grupo  de  hombres  aptos,  y 
desde  luego,  dentro  de  este  grupo  de  hombres  aptos,  las 
partes,  mediante  el  empleo  del  derecho  de  recusación, 
escogen  el  Tribunal,  y  así  se  realiza  uno  de  los  más 
preciados  ideales  de  la  Administración  de  justicia,  que 
es  el  de  que  cada  uno  sea  juzgado  por  el  Tribunal  que 
escoja,  dentro  de  las  garantías  necesarias,  dados  los  in- 
tereses contradictorios  que  ante  los  Tribunales  de  jus- 
ticia se  ventilan. 

Tampoco  es  base  del  Jurado  la  supremacía  del  lego 
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«obre  el  perito,  ni  la  distinción  del  hecho  y  del  derecho; 
sin  embalo  de  que  este  último  principio  ocupa  un  lu- 
gau  preeminente  entre  los  fundamentos  y  bases  de  la 
institución  en  cuyo  examen  nos  ocupamos. 

Las  bases  verdaderas  del  Jurado  son:  la  teoría  de  la 
indÍYÍdualización  del  delito,  el  procedimiento  acusato- 
rio, la  oralidad  del  juicio  y  la  apreciación  de  las  prue- 
bas por  la  libre  conciencia  del  Juez;  es  decir,  que  de 
todos  los  principios  que  se  han  afirmado  y  desenvuel- 
to en  el  procedimiento  criminal  en  las  últimas  refor- 
mas realizadas,  de  todos  esos  principios,  llevados  á  sus 
últimas  consecuencias,  resulta  el  Jurado. 
Vamos  á  demostrarlo. 


XX 

La  teoría  de  la  Individualización  del  delito.— ¿Por  qué  esta 
tMiía  es  nno  de  los  fondamentos  del  Juicio  por  Jurados? 

La  teoría  de  la  individualización,  conquista  de  nues- 
tro tiempo,  porque  en  nuestro  tiempo  se  ha  aplicado  y 
desenvuelto  esa  teoría  que  informa  todo  el  Derecho 
penal  y  todas  sus  aplicaciones,  esa  teoría  tiene  im- 
portancia y  ofrece  consecuencias  transcendentales,  no 
sólo  respecto  de  la  ley  penal,  sino  también  respecto 
del  procedimiento  que  debe  seguirse  para  la  averigua- 
ción y  castigo  de  los  delitos,  y  respecto  al  cumplimien- 
to de  las  penas. 

Aquí  no  tenemos  que  ocupamos  más  que  en  las  con- 
secuencias que  ofrece  respecto  del  procedimiento,  y  en 
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ese  camino  basta  á  nuestro  propósito  con  seSalar  nna 
muy  importante,  que,  á  nuestro  juicio,  ee  uno  de  los 
fundamentos  más  sólidos  sobre  que  se  levanta  la  doc- 
trina que  ha  inspirado  la  ley  de  1888. 

Se  dice,  y  este  es  uno  de  los  argumentos  capitales 
que  se  esgrimen  contra  el  Jurado,  que  los  partidarios  del 
Jurado  tratamos  de  demostrar  la  supremacía  del  lego 
sobre  el  perito,  y  esto  uo  es  esaoto;  lo  que  nosotros  tra* 
tamos  de  sostener,  y  en  este  punto  precisamente  hay  ne- 
cesidad de  recordarlo,  es  una  cosa  muy  distinta  de  esa. 
Nosotros  no  decimos  que  la  ciencia  no  sirva  para  nada; 
no  decimos  que  la  práctica  y  la  experiencia  de  juzgar 
no  sirvan  para  nada;  lo  que  nosotros  creemos  es  una 
cosa  enteramente  distinta:  que  el  estudio  y  la  práctica 
de  juzgar  dan  al  espíritu  hábitos  de  generalización,  que 
pueden  en  determinados  casos  ser  inconvenientes;  há- 
bitos de  generalización  que  pueden  en  determinados 
casos  ser  funestos.  En  este  sentido  creemos  que  la 
teoría  de  la  individualización  del  delito  y  de  la  indivi- 
dualización de  la  pena  tienen  por  complemento  en  el 
procedimiento  el  juicio  por  jurados,  porque  esa  teoría 
obliga  á  que  se  prescinda,  en  la  medida  en  que  os  na- 
cosario  prescindir  dentro  de  los  Tribunales  de  justi- 
cia, de  aquellas  personas  dotadas  de  condiciones  más 
aptas  para  la  generalización, '  por  el  estudio  y  por  la 
práctica,  y  que  por  esto  mismo  no  las  tienen,  ó  no  tie- 
nen todas  las  que  se  necesitan  para  distinguir  bien  los 
elementos  individuales,  personalísimos,  que  se  encuen- 
tran en  todo  delito  y  en  todo  delincuente. 

Al  pensar  así,  no  tratamos  de  inferir  ningún  agrá- 
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TÍO  á  la  Magistratura  ni  á  los  Jueces  de  derecho;  antes 
bien,  seguimos  en  muchos  puntos  su  dictamen  y  su  opi- 
nión. Al  discutirse  estas  cuestiones  en  la  Comisión  par- 
lamentaria del  Congreso  y  en  el  Congreso  mismo,  un 
Magistrado  del  Tribunal  Supremo  que  tenía  asiento  en 
aquella  Cámara,  el  Sr,  Gamica,  aseguró  que  indudable- 
mente la  práctica  de  juzgar  da  al  espíritu  hábitos  que 
pueden  producir  en  determinados  casos  preocupaciones 
invencibles,  y  estas  preocupaciones  invencibles  pueden 
ser  da&osas  para  la  averiguación  de  la  verdad  y  para 
la  declaración  de  la  justicia. 

Otras  cuestiones  á  más  de  esta  trató  el  Sr.  Qamica 
en  su  excelente  discurso,  que  fiíé  uno  de  los  mejores  y 
de  más  autoridad  que  se  pronunciaron  en  defensa  del 
Jurado  en  aquellas  Cortes.  Bemitimos  al  lector  á  la 
oolecdón  del  Diario  de  las  SesioneSy  en  que  aparecen, 
porque  seguramente  no  será  perdido  el  tiempo  que  em- 
plee en  la  lectura  de  esa  importantísima  oración. 

El  estudio  y  la  práctica  producen  en  el  espíritu  una 
tendencia  irresistible  á  las  grandes  síntesis,  á  las  ideas 
generales;  y  estas  grandes  síntesis  y  estas  ideas  gene- 
rales, son  un  obstáculo  para  el  examen  de  los  datos 
particulares.  No  hay  que  olvidar  tampoco  que  en  las 
personas  ilustradas,  y  cuanta  mayor  es  su  ilustración 
más  acentuada  es  esta  tendencia,  se  opera  siempre,  al 
discurrir  sobre  determinados  problemas,  un  fenómeno 
en  virtud  del  cual  llevan  su  ánimo  de  lo  particular  á 
lo  general,  de  lo  concreto  á  lo  abstracto;  no  hay  que 
olvidar  que  el  Juez  se  inclina  habitualmente  á  sistema- 
tiiar  y  á  buscar  en  todos  los  casos  arduos  y  difíciles  un 
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refugio  en  la  regla  general.  El  Jurado,  por  el  contrario, 
particulariza,  individualiza;  no  le  arrastra  el  preceden- 
te, ni  le  traza  la  jurisprudencia  el  camino  que  ha  de 
seguir. 

El  problema  que  se  somete  á  un  Tribunal  en  cada 
juicio,  no  es  un  conjunto  de  hechos  susceptible  de  po- 
der sujetarse  á  si^tematización,  ni  á  generalización. 
En  cada  juicio  se  trata  de  un  hecho  concreto  y  distinto 
de  todos  los  demás.  ¿Qué  ha  hecho  el  inculpado?  ¿Qué 
móvil  le  guiaba?  ¿Es  verdad  lo  que  dice,  ó  es  su  relato 
falso  y  amañado?  Estos  son  hechos  particulares  que 
hay  que  estudiar  aisladamente,  y  sin  establecer  cone- 
xiones ni  relaciones  con  otros  hechos  particulares,  que, 
dada  la  variedad  de  la  condición  humana  y  de  los  ca- 
racteres peculiares  á  nuestra  personalidad,  han  de  ser 
siempre  distintos. 

Los  adversarios  del  Jurado  han  tratado  de  conven- 
cemos de  la  falsedad  de  esta  doctrina,  invocando  repe- 
tidas veces  un  ejemplo  harto  vulgar  ya,  en  fuerza  de  lo 
que  se  ha  repetido:  el  de  la  aptitud  de  los  médicos. 
Para  ellos  el  juicio  criminal,  la  causa  criminal  es  como 
una  enfermedad  que  se  trata  de  curar  y  que  deben  cu- 
rarla los  médicos  más  aptos;  es  decir,  el  Juez,  no  los 
jurados.  Dentro  de  ese  mismo  ejemplo  puede  presen- 
tarse una  observación,  que  no  carece  de  valor,  y  que 
destruye  por  completo  el  que  los  adversarios  del  Jura- 
do tratan  de  dar  al  ejemplo  que  invocan.  Todo  el  mun- 
do sabe  que  es  ñrecuente  que  los  médicos  especialistas» 
es  decir,  los  médicos  habituados  al  estudio  de  las  con- 
di<áones  de  determinada  enfermedad,  vean  en  todo  el 
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mundo  los  síntomas  de  esa  enfermedad  misma.  Yive 
«ntre  nosotros  un  renombrado  especialista  en  enfiBrme- 
-dades  mentales,  que  sostiene  que  en  la  mayor  parte 
de  los  casos  existen  gérmenes  de  locura.  Ese  doctor 
*aíamado  ha  puesto  en  moda  aquí  una  frase  ciertamente 
peligrosa,  al  hablamos  de  los  locos  que  no  lo  prnecen. 

No  motejamos  esta  manera  de  discurrir  de  capricho- 
sa ó  arbitaria,  no.  Es,  sin  duda,  fruto  de  una  preocupa- 
•ción  producida  en  el  espíritu  por  la  contemplación  de 
repetidos  casos  de  enfermedades  de  cierta  especie,  por 
la  contemplación  repetida  de  individuos  aquejados  de 
unáloga  dolencia,  y  de  esa  preocupación  es  de  la  que 
hay  que  huir  con  mayor  cuidado  en  punto  á  la  función 
^e  la  justicia.  Hay  que  huir  de  que  los  Jueces,  por  el 
hábito  y  la  práctica  de  su  diñcil  misión,  lleguen  á  ver 
en  todos  los  inculpados  que  se  les  presentan  los  carac- 
teres que  hayan  visto  en  otros,  y  generalicen  de  una 
manera  que  puede  ser  funesta,  así  para  los  intereses  de 
la  justicia,  como  para  los  intereses  y  derechos  de  los 
mismos  meulpados  que  comparecen  á  su  presencia. 

XXI 

El  prinoipio  aonsatorio,  fandamento  del  Jnrado. 

Fúndase  también  el  Jurado  en  otro  principio  que 
<íonjBtituye  una  de  las  más  grandes  conquistas  del  pro- 
cedimiento penal  en  nuestra  época:  fúndase  en  el  prin- 
cipio acusatorio,  y  se  funda  en  este  principio,  no  sólo 
porque  él  establece  la  absoluta  y  completa  separación 
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L  de  los  elementos  acusadores  con  aquellos  que  han  de 

^  jiizgar,  sino  porque  el  principio  acusatorio  reclama,  co- 

^  mo  una  de  sus  necesarias  consecuencias,  que  aquellos 

gi  que  por  la  práctica  de  las  funciones  de  Fiscales,  aque- 

^  líos  que  por  la  práctica  de  las  funciones  de  Jueces  ins- 

fe  tructores,  tengan  adquiridos  esos  hábitos  peligrosísi- 

^  mos  que  señalábamos  antes,  se  aparten  y  alejen  por 

^1^  completo  del  juicio  de  los  criminales,  en  lo  que  toca  á 

la  estimación  de  los  hechos  y  á  la  apreciación  de  las^ 
pruebas. 

El  Tribunal  imparcial,  el  Tribunal  llamado  á  decidir 
con  entera  independencia  entre  las  opuestas  alegacio- 
^  nes  y  demostraciones  de  las  partes;  el  Tribunal  sin 

conexiones  de  ninguna  especie  con  los  que  acusan  ni 
f¿¡^-.-  con  los  que  defienden,  es  el  Tribunal  del  Jurado.  Las 

conexiones  de  los  Tribunales  de  derecho  y  los  que  acu- 
san, hoy  son  perceptibles  y  claras,  porque  merced  á 
la  confusión  que  existe  entre  las  carreras  judicial  y  fis- 
cal, los  Magistrados  y  Jueces  han  desempeñado  suce- 
siva y  alternativamente  las  funciones  de  Fiscal,  de  Juez 
instructor  y  de  Magistrado;  y  aun  cuando  desaparecie- 
ra esa  confusión,  como  nosotros  creemos  que  debe  des- 
aparecer, y  como  hemos  sostenido  en  esta  obra  que 
debe  desaparecer,  siempre  subsistiría  entre  ellas  una 
relación  de  analogía,  una  razón  de  identidad,  una  razón 
de  compañerismo;  siempre  serán  la  carrera  judicial  y 
la  fiscal  tan  parecidas,  tan  semejantes,  tan  análogas, 
que  esa  identidad,  esa  analogía,  ese  parecido,  contri- 
buirán en  el  fondo  á  destruir  ó  por  lo  menos  á  debili- 
tar el  principio  en  que  se  funda  el  sistema  aeusatorio. 
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Por  eso  nosotros  decimos  y  sostenemos  que  el  des- 
arrollo del  sistema  y  del  procedimiento  acusatorio  ha 
exigido  el  establecimiento  del  Jurado. 

xxn 

Otro  fandamento  del  Jnrado:  la  oralldad  del  Juicio.— 
Defectos  en  la  instrncoión  de  los  snxnarios.  —  El  Turado 
6B  el  único  Tribunal  oue  realiza  de  una  manera  completa 
el  prinoipio  de  la  oralidad  del  juicio. 

Pero  ninguno  de  esos  principios  tiene,  en  nuestra 
opinión,  importancia  tan  capital  como  la  oralidad  del 
juicio,  para  preparar  el  necesario  advenimiento  del  Ju- 
rado, porque  el  principio  de  la  oralidad  del  juicio  no  se 
realiza  completamente  si  no  es  con  el  establecimiento 
del  Jurado;  y  acerca  de  esa  oralidad  vamos  á  exponer 
algunas  consideraciones  con  cierta  extensión,  porque 
es  uno  de  los  aspectos  más  importantes  del  problema 
que  estamos  examinando. 

Coexisten  divergencias  verdaderamente  apreciables 
y  dignas  de  notarse  entre  los  tratadistas  que  estudian 
este  punto,  para  afirmar  que  lo  más  importante  que 
hay  en  un  proceso  criminal  es  el  juicio;  entendiendo 
por  tal,  en  uno  y  otro  sistema,  el  periodo  en  el  cual  se 
presentan  las  pruebas,  se  alegan  las  respectivas  razones 
que  abonan  la  posición  de  la  acusación  y  de  la  defensa, 
y  en  suma,  se  concretan  y  presentan  á  la  vista  del  Tri- 
bunal los  elementos  que  han  de  servirle  para  dictar  el 
fidlo.  Era  preciso  que  apareciera  la  escuela  criminalis- 
ta moderna,  que  funda  en  las  ideas  positivas  su  gé- 
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nesig  y  el  desarrollo  de  sus  principios  fundamentales, 
para  que  esta  doctrina  volviera  á  discutirse  y  para  que 
se  sostuviera,  como  esa  escuela  sostiene,  que  el  sumario 
es  tan  importante  como  el  juicio^  Ó  que  en  muchos 
casos  el  sumario  tiene  aún  mayor  importancia  que  el 
juicio  mismo. 

Por  fortuna,  esta  idea,  esta  creencia  no  ha  de  preva- 
lecer; y  aunque  esa  escuela  haya  venido  4  secundar  de 
esa  manera  los  propósitos  y  tendencias  de  los  tratadia* 
tas  más  anticuados  y  refractarios  á  todo  progreso,  cree- 
mos suficientemente  afirmado  el  principio  de  la  orali- 
dad  del  juicio,  para  que  por  ese  camino  se  produzca  en 
él  el  más  pequeño  menoseabo  ó  se  debilite  y  quebran- 
te su  fuerza  y  su  prestigio. 

La  mayor  parte  de  los  males  de  la  Administración 
de  justicia  en  lo  criminal,  dependen  de  la  forma  vicio- 
sa y  defectuosa  como  se  instruyen  los  sumarios.  Uno  de 
los  argumentos  espuestos  contra  la  oralidad  de  los  jui- 
cios es  el  número  de  sobreseimientos  que  anualmente 
dictan  los  Tribunales,  y  que  alcanzan  una  cifra  verda- 
deramente escandalosa.  Pues  bieu;  esas  estadísticas,  en 
vez  de  ser  un  dato  contra  la  oralidad  del  juicio,  son  un 
dato  en  favor  de  ese  principio,  porque  el  número  exce- 
flivOj  ese  número  hasta  escandaloso  (que  no  hemos  de 
escasear  en  este  punto  los  epítetos)  que  alcanzan  loa 
sobreseimientos,  es  un  número  debido  á  la  falta  de  po- 
licía judicial  y  á  la  mala  sustanciacion  de  los  sumarios. 
Con  mejor  policía  judicial  y  con  una  sustanciacion  del 
sumario  más  escrupulosa  y  más  acertada,  no  habría  el 
número  de  sobreseimientos  que  hoy  existen. 
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T  es  lógico  esto  que  decimos;  los  autos  de  sobresei- 
miento se  dictan  antes  de  llegar  al  trámite  del  juicio 
oral;  no  tiene,  pues,  explicación  racional  que  se  haya 
querido  hacer  de  ese  hecho  un  arma  contra  el  esta- 
tablecimiento  del  juicio  oral  y  público,  ni  menos  que  se 
haya  tratado  de  esgrimir  ese  arma  contra  la  institución 
del  Jurado.  ¿Qué  tiene  que  ver  el  Jurado  con  los  sobre- 
seimientos, ni  qué  tendrá  que  ver  en  lo  sucesivo?  Cuan- 
do el  sobreseimiento  haya  de  dictarse,  siempre  se  dic- 
tará antes  de  que  la  causa  llegue  á  estado  de  verse,  ya 
ante  los  Tribunales  de  derecho,  ya  ante  los  Tribunales 
de  Jurado. 

El  sumario  no  es  ni  puede  ser,  dentro  del  actual  sis- 
tema, más  que  el  fundamento  de  la  acusación.  El  suma- 
río  es  el  conjunto  de  actuaciones  practicadas  para  fun- 
dar la  acusación;  el  conjunto  de  pruebas,  el  conjunto  de 
datos,  el  conjunto  de  elementos  traídos  con  ese  solo  y 
exclusivo  objeto.  Esto  es  el  sumario  con  arreglo  á  la 
doctrina  que  lo  informa.  Este  es  el  sumario  que  la  ley 
ha  querido  que  se  instruya;  este  es  el  sumario  que  debe 
formarse;  pero  ese  sumario  que  legalmante  debe  consi- 
derarse reducido  á  lo  que  acabamos  de  manifestar,  en 
la  realidad  de  las  cosas  es  todavía  algo  más  deficiente, 
algo  más  defectuoso.  ¿Cómo  se  forman  los  sumarios  en 
nuestro  país,  por  regla  general?  Nosotros  no  tratamos 
de  dirigir  cargos  de  ningima  especie  á  nadie;  pero  nos 
parece  que  llegadas  las  cosas  á  la  altura  en  que  están, 
viniendo  á  nuestro  examen  y  á  nuestra  consideración 
problemas  de  esta  transcendencia,  sería  faltar  á  nues- 
tro deber  no  decir  acerca  de  ellos  todo  lo  que  debe  de- 
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cirse,  y  si  realmente  hay  llagas  que  descubrir  y  que 
curar^  no  laa  descubriéramos  para  facilitar  su  curación. 
Debemos,  pues,  ser  sinceros  y  declarar  que  el  sumario 
encierra  una  do  las  llagas  más  terribles  de  la  Admi- 
nistración de  justicia. 

En  estos  días  mismos  en  que  nosotros  damos  forma 
á  estas  consideraciones,  se  están  discutiendo  en  las  Cá- 
maras los  problemas  de  lo  que  es  y  de  lo  que  debe  ser 
la  Administración  de  justicia,  de  sus  deficiencias  y  de 
la  manera  de  corregirlas;  y  anda  el  asunto  confiado  á 
manos  tan  ine:£pertaSj  que  hasta  ahora  no  vemos  que 
se  haya  salvado  ese  escollo,  que  es  uno  de  los  más  te- 
mibles escollos  en  que  tropieza  el  buen  deseo  de  nues- 
tros estadistas. 

Los  sumarios,  por  regla  general,  no  los  forman  en 
España  los  Jueces.  Esta  es  la  verdad,  y  esta  verdad 
debe  decirse  tal  como  es:  en  la  mayor  parte  de  los  Juz- 
gados, los  Jueces  mismos  declaran  que  no  pueden  for- 
marlos, porque  es  tan  considerable  el  cúmulo  de  asun- 
tos que  pesa  sobre  ellos,  que  no  disponen  del  tiempo 
suficiente  para  atender  al  despacho  de  los  negocios  ci- 
viles, y  recibir  todas  las  declaraciones  que  el  movi- 
miento diario  de  los  asuntos  criminales  exigiría.  Por 
nuestra  partCj  podemos  asegurar^  porque  esto  es  pro- 
ducto de  una  experiencia  personal,  que  hemos  tratado 
de  averiguar  la  verdad,  la  plena  verdad  respecto  de 
esto,  concurriendo  al  Palacio  de  Justicia  y  á  los  demás 
locales  donde  se  encuentran  establecidos  los  Juzgados 
de  la  capital  de  la  Monarquía  y  á  la  Cárcel  Modelo, 
Una  observación  constante,  no  interrumpida  durante  i| 
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mucho  tiempo,  nos  ha  enseñado  que  sólo  una  mínima 
parte  de  las  causas  se  instruyen  ante  los  Jueces.  Antes, 
en  Madrid,  la  generalidad  las  instruían  los  escribanos; 
ni  aun  siquiera  los  escribanos,  sino  unos  dependientes 
suyos,  á  quienes  se  llamaba  oficiales  de  lo  criminal,  y 
hasta  en  muchas  ocasiones  los  escribientes  de  esos  ofí- 
lóales;  resultando  de  aquí,  que  la  mayor  parte  de  los 
sumarios,  sobre  todo  los  que  se  forman  por  delitos  de 
«seasa  importancia,  por  delitos  que  no  preocupan  á  la 
opinión,  por  delitos  de  lesiones  ó  de  hurtos,  son  suma- 
rios que  desconocen  por  completo  los  Jueces  instruc- 
tores. 

Los  Jueces  más  escrupulosos  y  celosos  han  tenido 
durante  mucho  tiempo,  y  no  sabemos  si  conservan  la 
costumbre,  de  no  tener  otra  intervención  en  estas  cau- 
sas que  la  de  hacer  que  se  les  presenten  los  testigos  y 
procesados  después  de  haber  prestado  declaración,  para 
preguntarles  si  lo  que  han  hecho  y  lo  que  han  decla- 
rado es  la  verdad.  ¿Podía  ser  esto  garantía  de  exacti- 
tud en  lo  que  toca  á  la  manera  de  consignar  las  prue- 
bas que  resultan  de  esas  declaraciones?  Esto  que  ha 
sucedido  en  Madrid,  en  la  capital  de  la  Monarquía,  á  la 
vista  de  los  Poderes  centrales,  donde  la  inspección  es 
más  fácil;  esto  que  continúa  sucediendo,  á  pesar  de  las 
constantes  reclamaciones  de  que  es  objeto,  ¿no  es  el 
argumento  más  formidable  que  se  puede  esgrimir  con- 
tra el  sumario? 

Nosotros  sabemos  de  causas  importantes  en  que 
ha  habido  necesidad  de  ratificar  gran  número  de  tes- 
tigos^ con  arreglo  al  procedimiento  antiguo  en  el  pe- 
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ríodo  de  plenario,  y  podemos  asegurar  que  todas  las 
ratificaciones  han  sido  hechas  ante  los  escribientes  da- 
los oficiales  de  lo  criminal,  estando  presentes,  á  lo  su- 
mo, el  Abogado  de  alguna  de  las  partes,  que  más  ce- 
loso ó  más  cuidadoso  de  su  deber,  asistía  á  Ibb  escri- 
banías á  intervenir  en  la  parte  que  le  tocaba  tan  impor- 
tante diligencia.  Todos  estos  hechos,  y  nuestro  conven- 
cimiento de  que  sólo  en  las  causas  á  que  puede  darse 
el  nombre  de  célebres,  por  la  preocupación  que  inspi- 
ran en  la  opinión  pública,  se  procedía  de  otra  manera,, 
nos  hicieron  llevar  este  asunto  al  Parlamento  en  1885. 

Entonces  denunciamos  lo  que  ocurría  al  Sr.  Silvel% 
que  era  Ministro  de  Gracia  y  Justicia:  no  sabemos  si 
nuestras  quejas  produjeron  algún  resultado.  El  señor 
Alonso  Martínez,  siendo  Ministro  de  Gracia  y  Justicia, 
se  preocupó  de  este  asunto,  y  para  atender  al  remedio- 
de  este  mal,  entre  otros  motivos,  dio  á  los  Juzgados 
de  Madrid  la  organización  que  en  la  actualidad  tienen,, 
separando  en  ellos  la  justicia  civil  de  la  criminal. 

La  medida  es  acertada  y  en  lo  posible  debiera  gene- 
ralizarse; pero  no  basta  esa  medida  para  conseguir  el 
fin  que  apetecemos  y  señalamos  en  este  momento,  por 
que  después  de  la  reforma  de  que  se  trata,  nosotros 
hemos  ido  algima  vez  al  Palacio  de  Justicia  á  prestar 
declaración  en  causas  criminales,  y  se  nos  ha  invitado 
á  prestarla,  no  ante  el  Juez,  sino  ante  el  Secretario  del 
Juzgado,  y  hemos  tenido  necesidad  de  invocar  los  pre- 
oeptos  de  la  ley  y  de  insistir  en  nuestro  deseo  de  pres- 
tar declaración  ante  el  Juez,  para  que  el  Juez  mismo 
nos  la  recibiera.  Suponemos  que  esto  que  nos  ha  ocu- 
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nido  á  nosotros  alguna  vez,  será  lo  que  ordinariamente 
acontezca,  y  que  á  pesar  de  la  reforma  realizada,  en 
la  mayor  parte  de  los  Juzgados  continuarán  recibien- 
do las  declaraciones  los  mismos  que  las  han  recibido 
siempre. 

Pues  bien;  partiendo  de  estos  hechos,  si  en  la  gene- 
ralidad de  los  casos  los  sumarios  no  se  forman  en  las 
eondiciones  que  debieran  formarse,  si  la  facultad  de 
instruir  los  procedimientos  está  por  costumbre  delega- 
da en  personas  que  no  tienen  ningún  género  de  res- 
ponsabilidad, ni  ofrecen  ninguna  clase  de  garantía  para 
los  que  desean  la  buena  administración  de  justicia, 
¿cómo  es  posible  que  nosotros  demos  al  sumario  la  im- 
portancia y  el  valor  que  le  atribuyen  los  que  creen  que 
el  sumario  es  verdaderamente  la  base  del  fallo  en  las 
cansas  criminales?  Si  nosotros  sostenemos  que  el  su- 
mario tiene  poco  valor,  y  aun  en  muchos  casos  que  el 
sumario  carece  de  valor,  es  por  las  razones  que  antes 
hemos  indicado;  en  primer  lugar,  porque  consideramos 
que  el  sumario  no  es  más  que  el  fundamento  de  la  acu- 
sación, y  esto  basta  para  comprender  que  tiene  que  ser 
siempre  un  elemento  parcialísimo,  del  cual  hay  que 
desconfiar  dentro  de  los  buenos  principios  de  la  admi- 
mstración  de  justicia;  y  en  segundo  lugar,  porque  aun- 
que el  sumario  fuera  otra  cosa,  aunque  respondiera  á 
otros  principios  y  tuviera  garantías  de  imparcialidad, 
es  tal  la  forma  con  que  esos  sumarios  se  instruyen  en 
nuestro  País,  que  es  imposible  concederles  mayor  im- 
portancia que  la  limitada  que  nosotros  les  atribuímos. 

Jamás,  aun  cuando  el  sumario  se  haga  en  otras  con- 
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dicioneg,  hemos  de  reconocer  nosotros  que  sea  la  base 
del  fallo  en  un  procedimiento  criminal,  como  sostienen 
con  notorio  desconocimiento  de  los  principios  de  la  rea- 
lidad do  las  cosas  mismas  los  partidarios  de  la  escuela 
criminalista  positiva;  pero  creemos  que  esta  es  una  de 
las  cuestiones  en  que  es  preciso  pner  mano,  y  poner 
mano  enérgicamente^  porque  no  conviene  á  nadie  que 
continúen  sustanciándose  los  sumarios  con  la  falta  de 
formalidades  y  de  requisitos  que  aliora  se  advierte  en 
ellos. 

Esta  es  una  materia  á  que  preferentemente  debe 
consagrarse  la  inspección  de  los  Ministros  de  Gracia  y 
Justicia  y  de  los  Fiscales  del  Tribunal  Supremo.  Lo 
importante  aquí,  determinado  ya  á  qué  límites  está  re- 
ducido el  valor  que  tiene  el  sumariOj  es  procurar  que 
el  sumario  responda  á  las  necesidades  que  viene  á  sa- 
tisfacer dentro  de  esos  límites;  y  hecho  esto^  no  atri- 
buir al  sumario  mayor  alcance  y  mayor  eficacia  que  los 
que  consiente  su  misma  naturale25a. 

Esto  sólo  puede  conseguirse  plenamente  con  el  Ju- 
rado. Por  eso  decimos  nosotros  que  el  Jurado  es  el  úni- 
co Tribunal  que  realiza  de  una  manera  completa  el 
principio  de  la  oralidad  del  juicio. 

Se  ha  advertido»  la  prensa  lo  ha  notado,  y  es  un  he- 
cho también  por  desgracia  demasiado  frecuente,  acer- 
ca del  cual  llamamos  de  la  propia  manera  la  atención 
de  los  que  ejercen  la  inspección  gubernativa  sobre  la 
marcha  de  los  Tribunales;  se  ha  notado  que  los  Presi- 
dentes en  el  juicio  oral  preguntan  poco.  Hay  Presiden- 
te  que  se  limita  á  dirigir  á  los  procesados  y  testigos  las 
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pregantas  generales  de  la  ley;  hay  otros  que  se  limitan 
á  ratificar  á  los  procesados  y  testigos  en  las  declaracio- 
nes que  tienen  prestadas  en  el  sumario.  Esto  no  es 
practicar  el  juicio  oral;  esto  es  sencillamente  instruir 
de  una  manera  oral  el  plenarío,  el  procedimiento  es- 
crito; esto  es  variar  de  una  manera  insignificante  é  in- 
eficaz la  forma  del  antiguo  procedimiento.  Esto  lo  ha- 
cen los  Presidentes  que  tan  deplorable  conducta  si- 
guen, porque  atribuyen  al  sumario  un  valor  que  no  tie- 
ne, 7  por  su  preocupación  de  que  el  sumario  es  la  base 
y  el  elemento  principal  del  juicio.  Hay  en  los  Presi- 
dentes de  las  Salas  (la  mayor  parte  han  sido  durante 
largo  tiempo  Fiscales  y  Jueces  instructores)  una  ten- 
denoia  natural  é  irresistible  á  comprenderlo  y  enten- 
derlo así.  Esa  tendencia  no  se  puede  desarraigar  más 
que  procurando  con  un  esmero  continuo  desvanecer 
la  preocupación  de  que  nace;  no  se  puede  contrarrestar 
sino  por  medio  del  Jurado. 

Los  jurados  no  tendrán  en  cuenta  el  sumario,  no 
juzgarán  smo  por  lo  que  vean  en  el  juicio.  Los  jurados 
no  juzgarán  por  lo  que  diga  el  fundamento  de  la  acu- 
sación contenido  en  el  sumario,  sobre  todo  si  en  el  de- 
bate oral  los  Presidentes  varían  de  proceder,  y  si  al 
cumplir  lo  dispuesto  en  el  art.  78,  se  obra  de  la  ma- 
nera que  nosotros  hemos  indicado  en  el  comentario  de 
ese  artículo  mismo. 

De  este  modo  el  Jurado  realizará  el  principio  de  la 
oralidad  del  juicio  mejor  que  otro  Tribunal  ninguno;  y 
j  aquí  es  donde  nosotros  creemos  que  se  advierte  y  que 

queda  demostrada  y  evidenciada  una  de  las  verdade- 
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de  justioia  de  nu4?stro  Faíe< 

xxm 

La  apT6claci6n  át  las  praal^as  por  la  conciencia  del  Jue:?, 
baed  del  Jurado  reconocida  y  defendida  por  Fadreoo, 
Arrasóla,  ¿Ivarez  (B,  Cirilo)  7  Alcalá  OaUano. 

El  cuarto  principio  que  desenvuelve  el  Jurado  me- 
jor que  ningún  otro  Tribunal,  es  el  de  la  apreciación 
de  las  pruebas  por  la  libre  conciencia  del  Juez,  Parece 
imposible  que  en  nuestro  tiempo,  después  de  los  pro- 
gresos realizados  en  las  ciencias  jurídicaSj  en  la  organi- 
zación de  los  pueblos  y  en  los  sistemas  de  procedimien- 
to,  haya  necesidad  todavía  de  discutir  y  demostrar  las 
ventajas  de  este  principio, 

Nos  encontramos  en  ima  situación  parecida  á  la  del 
insigne  Thiers,  cuando  escribió  en  1848  su  conocida 
obra  de  La  Propiedad.  Asombrábale  entonces  á  aquel 
hombre  esclarecido,  uno  de  los  más  eminentes  sin  duda 
alguna  que  ilustran  la  historia  del  siglo  xiz,  que  fuera 
necesario  esarainar  todavía  ideas  tan  elementales  y  tan 
claras  como  las  que  sirven  de  fundamento  al  derecho 
de  propiedad.  Nosotros  creemos  que  puede  expresarse 
una  admiración  y  una  extrañeza  parecidas,  al  vemos 
en  la  necesidad  de  sostener  la  doctrina  de  que  la  esti- 
mación de  las  pruebas  debe  dejarse  á  la  conciencia  del 
Juez,  porque  todo  podía  estar  presente  á  nuestra  pre- 
visión y  á  nuestro  cálenlo,  menos  que  los  adversarios 
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del  Jurado  Tiniesen  á  combatir  y  á  negar  esa  doctrina 
yerdaderamente  incontrovertible,  como  lo  hacen  los 
que  se  fundan  en  las  ideas  conservadoras  para  impug- 
nar esta  institución,  y  como  lo  hacen  los  que  se  fun- 
dan en  las  ideas  de  la  escuela  criminalista  positiva 
para  socavar  y  derruir  todo  el  edificio  de  nuestras  con- 
quistas en  materia  de  procedimiento  criminal. 

Hace  cincuenta  años,  nada  menos  que  cincuenta 
años,  que  un  publicista  conservador  á  quien  antes  he- 
mos aludido  y  cuyo  nombre  citaremos  ahora,  D.  Joa- 
quín Francisco  Pacheco,  creía  que  era  motivo  bastante 
para  tomar  en  consideración  la  aspiración  del  Jurado, 
la  doctrina  de  la  apreciación  de  las  pruebas  por  la  con- 
ciencia. 

Otro  publicista  conservador  y  hombre  eminente,  que 
desempeñó  la  cartera  de  Gracia  y  Justicia  y  la  Pre- 
sidencia del  Tribunal  Supremo,  el  Sr.  Arrazola,  abun- 
dando en  ideas  parecidas  á  las  que  sostuvo  el  señor 
Pacheco,  no  hallaba  más  inconveniente  para  el  plan- 
teamiento del  Jurado  que  la  falta  de  condiciones  en 
que  suponía  á  nuestra  Magistratura.  Hace  también  de 
esto  veinte  ó  treinta  años. 

El  Sr.  D.  Cirilo  Alvarez,  Ministro  que  fué  de  Gracia 
y  Justicia  y  Presidente  también  del  Tribunal  Supremo, 
inclinado  constantemente  á  las  ideas  conservadoras,  no 
haUaba  más  inconveniente  para  el  planteamiento  del 
Jurado  que  la  Magistratura  ambulante,  y  era  partida- 
rio del  principio  de  la  apreciación  de  las  pruebas  por 
la  libre  conciencia  del  Juez. 

El  Sr.  Alcalá  Galiano,  D.  Antonio,  autor  de  unas 
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lecciones  de  Bereclio  constüíidonaly  en  laa  que  resplan- 
dece un  verdadero  espíritu  liberal,  estaban  tan  de 
acuerdo  también  con  esas  ideas  generales,  que  en  una 
época  ya  remota^  en  una  fecha  harto  lejana  de  la  fecha 
eu  que  nosotros  escribimos  estas  líneas,  se  expresaba 
acerca  del  Jurado  en  los  siguientes  términos: 

*íNo  por  eso,  decía,  me  pondré  yo  entre  los  que  para 
todas  circunstancias  de  época  ó  pueblo  le  declaran  per- 
nicioso (al  Jurado);  pues  si  le  tengo  por  institución  im- 
perfecta y  con  prodigiosa  aptitud  á  contraer  vicios  gra- 
ves, creo  que  como  otras  instituciones  defectuosas  (y 
perfecta  ninguna  hay),  con  la  práctica  dilatada  en  na- 
ciones donde  hay  mediana  moral,  la  dosis  de  ilustra- 
ción suficiente,  á  saber,  lo  que  cumple  al  común  pro- 
vechoj  y  sobre  todo  quietud  y  un  predominio  de  la  ley 
y  del  orden,  asegurador  del  respeto  á  los  procedimien- 
tos y  fallos  judiciales,  y  amparador  de  los  Jueces  de 
hecho  en  el  acto  de  hacer  el  oficio  de  tales,  puede  no 
sólo  perder  muchos  de  sus  defectos,  sino  hasta  llegar  á 
hacerse  ventajoso.* 

Nosotros  creemos  que  si  todos  esos  hombres  á  quie- 
nes  acabamos  de  citar,  que  si  todos  esos  ilustres  publi- 
cistas vivieran  hoy  y  pudieran  emitir  su  opinión  sobre 
el  restablecimiento  del  Jurado  en  nuestra  patria,  te- 
niendo en  cuenta  los  cambios  operados  en  ella  desde 
la  época  en  que  exponían  esos  juicios  hasta  el  període 
presente,  hubieran  sido  de  los  más  decididos,  de  los- 
más  resueltos  y  convencidos  partidarios  de  la  conve- 
niencia y  necesidad  de  restablecer  el  Jurado,  y  lo  hu- 
bieran sido,  porque  ellos  eran  partidarios  de  la  doctri- 
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na  de  la  individualización  del  delito,  porque  ellos  pro- 
fesaban el  principio  fundamental  del  sistema  acusato- 
rio, porque  eran  partidarios  de  la  oralidad  del  juicio^ 
porque  ellos  entendían  que  la  apreciación  de  las  prue- 
bas debe  encomendarse  á  la  libre  conciencia  del  Juez, 
porque  ellos  no  hubieran  podido  negar  la  consecuen- 
cia ineludible  y  el  coronamiento  indeclinable  de  estos 
grandes  principios,  base  y  fundamento  del  sistema  pro- 
cesal moderno,  que  es  el  Jurado. 

Ateniéndonos  sólo  á  las  palabras  del  8r.  Alcalá  Oa- 
liano,  nosotros  preguntaríamos  á  los  adversarios  del 
Jurado,  si  pueden  negar  que  tengamos  en  España  hoy 
mediana  moral,  si  no  hay  en  nuestra  patria  la  dosis 
de  ilustración  suficiente  para  saber  lo  que  cumple  al 
común  provecho,  y  sobre  todo,  si  no  hay  en  España 
quietud  y  predominio  de  la  ley  y  del  orden,  asegurador 
del  respeto  á  los  procedimientos  y  fallos  judiciales,  y 
amparador  de  los  Jueces  de  hecho  en  el  acto  de  ejercer 
BU  oficio;  nosotros  deferiremos  gustosos  á  lo  que  sobre 
esos  puntos  contesten  los  mismos  adversarios  del  Ju- 
rado. 

XXIV 

Ultima  palabra  de  la  denda  en  punto  &  la  apreolaolón 
de  las  pruebas 

Yol  vamos  á  la  teoría  de  la  estimación  de  las  pruebas,, 
á  saber:  si  la  estimación  de  las  pruebas  debe  hacerse  con 
arralo  á  los  principios  que  defienden  constantemen- 
te los  adversarios  del  Jurado,  ó  con  arreglo  á  los  prin- 
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cipios  que  la  ciencia  del  Derecho  penal  establece  como 
más  oportunos  y  convenientes.  Nosotros  creemos  que  la 
ciencia  ha  dicho  en  este  punto  su  última  palabra,  fun- 
dándonos: primero,  en  que  es  imposible  fijar  á  la  con- 
<;iencia  un  criterio  de  certidumbre;  segundo,  en  que 
dada  la  infinita  variedad  de  los  hechos,  las  leyes  no 
pueden  determinar  las  condiciones  de  la  prueba;  terce- 
ro, en  que  las  pruebas  legales  han  justificado  las  ma- 
yores iniquidades  judiciales;  y  cuarto,  en  que  la  teoría 
de  las  pruebas  legales  ha  desaparecido  de  una  manera 
lenta,  pero  firme  ^  así  de  la  opinión  de  los  tratadistas, 
como  de  todas  las  legislaciones  procesales. 

Los  que  combaten  nuestra  doctrina  en  este  punto, 
los  pocos  que  la  combaten,  porque  sin  género  alguno 
de  duda  son  muy  pocos,  no  están  de  acuerdo,  en  lo  que 
á  estos  problemas  se  refiere,  con  las  conclusiones  que 
nosotros  damos  como  válidas  y  resueltas,  y  lo  hacen,  ó 
bien  reclamando  la  adopción  de  un  criterio  para  la  apre- 
ciación de  las  pruebas  que  permita  exigir  responsabili- 
dad al  Juez  que  se  aparte  de  este  criterio  y  que  las 
estime  de  otra  manera,  ó  bien  estableciendo  distincio- 
nes arbitrarias  y  formales  entre  lo  que  es  y  lo  que  ellos 
llaman  el  criterio  dd  hombre  y  el  criterio  de  cada 
hombre. 

Entienden  los  que  se  refugian  en  esta  última  dis- 
tinción para  no  admitir  la  teoría  de  que  las  pruebas 
deben  ser  estimadas  por  la  libre  conciencia  del  Juez, 
que  es  mejor  un  conjunto  de  reglas  que  determinen  lo 
que  debe  ser  el  criterio  racional  del  hombre  en  determi- 
nadas condiciones  de  inteligencia  y  de  cultura;  y  que 
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«ste  criterio  no  puede  confundirse  con  el  criterio  de 
cxialquier  hombre  que  sólo  tenga  buen  sentido  para 
apreciar  y  conocer  los  hechos^  y  una  concieucia  recta 
para  estimarlos.  Desde  luego  nosotros  creemos  que  para 
la  apreciación  de  las  pruebas  basta  ese  buen  sentido  y 
esa  conciencia  recta;  pero  prescindiendo  de  esto,  ¿qué 
es  en  el  fondo  lo  que  sostienen  los  que  semejante  cosa 
alegan?  Pues  sostienen  que  la  ley  establezca,  que  la  ley 
determine  ese  conjunto  de  reglas,  esas  fórmulas,  de 
acuerdo  con  las  cuales  ha  de  practicarse  siempre  la 
apreciación  de  las  pruebas. 

^0  nos  engañemos,  ni  tratemos  de  extraviar  estos 
debates  con  palabras  de  doble  sentido  y  con  concep- 
tos equívocos.  El  problema  hay  que  plantearlo  en  tér- 
minos claros  y  concretos;  hay  que  ir  resueltamente,  ó 
á  declarar  que  es  posible  fijar  reglas  á  la  conciencia  del 
Juez  para  la  estimación  de  las  pruebas,  ó  á  declarar  que 
no  es  posible  hacerlo. 

En  los  debates  de  la  ley  del  Jurado,  el  Sr.  Kdal  y 
Mon  decía  que  la  estimación  de  las  pruebas  debía  en- 
comendarse, no  á  la  conciencia  libre  del  Juez,  sino  á  la 
razón.  Esto,  que  llega  á  ser,  á  lo  sumo,  una  distinción 
escolástica,  sin  consecuencias  reales  ni  capaces  de  ser 
ñjadas  y  determinadas,  no  es  en  definitiva  para  nos- 
otros más  que  un  juego  de  palabras.  Nada  gana  la  cien- 
cia, ni  nada  ganan  los  Tribunales  poniendo  como  co- 
mentarios á  las  leyes  semejante  disquisiciones.  No  sal- 
dremos jamás  de  dudas  si  no  rompemos  con  todas  ellas. 
Por  eso  nosotros  creemos  que  estos  problemas  deben 
examinarse  en  los  términos  máa  sencillos  y  claros  que 
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aea  posible;  por  eso  nosotros  los  examinamos  buscando 
en  la  historia  del  Derecho  criminal  el  desenvolvimien- 
to que  ha  tenido  la  teoría  de  la  apreciación  de  las  prue- 
bas,  viendo  en  qué  ha  consistido  la  prueba  tasada  y 
cómo  han  podido  tasarse  las  pruebas  mismas;  viendo 
cómo  poco  á  poco  ha  ido  cambiando  este  concepto  de  la 
tasa  de  las  pruebas  hasta  establecer  que,  en  punto  á  su 
estimación,  hay  necesidad  de  otorgar  y  reconocer  ente- 
ra libertad  y  completa  independencia  al  Juez  para  que 
las  estime  de  la  manera  que  en  su  conciencia  se  revele 
la  realidad  de  los  hechos,  sin  sujeción  á  trabas  ni  limi- 
taciones de  ninguna  especie. 


XXV 

La  teoría  de  la  apreoiaoión  de  las  pruebas  en  la  legisla- 
ción española.  — El  sistema  de  las  pruebas  legales  6 
tasadas. 

Vamos,  pues,  á  resumir,  siquiera  sea  ligeramente,  el 
camino  por  el  cual  hemos  venido,  dentro  de  la  legisla- 
ción española,  á  este  punto,  al  que  no  se  ha  llegado  de 
una  vez,  sino  mediante  progresos  sucesivos,  cada  uno 
de  los  cuales  marca  un  verdadero  adelanto  en  nuestra 
sistema  procesal. 

La  antigua  legislación  romana  no  conocía  el  sistema 
de  las  pruebas  legales.  Con  arreglo  á  ella  se  enco- 
mendaba al  Juez  la  apreciación  de  las  pruebas  en  to- 
das las  materias,  y  si  hay  algo  legislado  que  puede  pa- 
recer contrario  á  este  principio,  se  reduce  á  los  conse- 
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jos  y  advertencias  dadas  á  los  Jueces  á  fin  de  que  se 
inspiren  en  un  criterio  acertado  en  tan  importante 
cuestión. 

El  sistema  de  las  pruebas  legales  nació  en  el  Bajo 
Imperio,  de  aquel  espíritu  formalista,  casuístico  y  sis- 
temático, que  creando  la  ficción  á  espaldas  de  la  reali- 
dad y  contra  ella,  creía  resolver  los  más  arduos  pro- 
blemas del  derecho  y  de  la  vida.  No  hay  para  qué  ocu- 
pamos en  examinar  la  influencia  de  este  sistema  en 
nuestras  costumbres  judiciales,  ni  necesitamos  volver, 
después  de  lo  que  se  ha  dicho  acerca  de  ellas,  á  es- 
tudiar lo  que  eran  y  lo  que  significaban  y  valían  las 
praebas  usadas  en  la  Edad  Media,  las  llamadas  prue- 
bas judidarias,  como  la  del  fíiego,  la  del  agua,  el  due- 
lo, el  juramento  y  otras  análogas. 

Llegamos  al  siglo  xiii,  y  desde  el  siglo  xni  y  desde 
la  ley  de  Partida  reaparece  en  todo  su  esplendor  y  en 
todo  su  desarrollo  el  sistema  de  las  pruebas  legales. 
Varias  son  las  leyes  de  Partida  que  se  consagran  á 
exponer  los  medios  de  prueba.  Estas  leyes  son  especial- 
mente de  las  Partidas  3  *  y  7.*.  No  vamos  á  repro- 
ducirlas: su  copia  sería  enojosa;  nos  basta  con  el  re- 
cuerdo de  que  esas  leyes  ofrecen  como  medios  de  prue- 
ba los  documentos,  la  confesión  de  los  procesados  y 
las  declaraciones  de  los  testigos. 

Bespecto  de  todos  estos  medios  de  prueba  fijaban 
esas  leyes  reglas  para  determinar  cuándo  y  cómo  ha- 
bían de  producir  fe  en  juicio.  Las  reglas  relativas  á  la 
tasa  de  las  declaraciones  de  los  testigos  pueden  agru- 
parse en  cinco  series  ó  clases: 
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Primera.  Keglas  que  en  el  fondo  excluyen  la  posi- 
bilidad de  imponer  pena  por  indicios,  ordenando  que 
jamás  se  castigare  por  sospechas,  ni  por  señales,  ni  por 
presunción. 

Segunda.  Beglas  relativas  á  lo  que  se  llamó  prueba 
privilegiada,  que  constituye  uno  de  los  mayores  absur* 
dos  de  aquella  legislación,  aun  dentro  del  principio 
mismo  de  las  pruebas  legales. 

La  ley  tasaba  las  pruebas,  la  ley  determinaba  cuán- 
do podía  declararse  probado  un  delito;  pero  al  tratar  de 
determinados  delitos,  por  el  mayor  interés  que  existía 
en  perseguirlos  y  castigarlos,  la  ley  misma  prescindía 
de  suB  reglas;  declaraba  que  sus  reglas  no  eran  suficien- 
tes, que  sus  reglas  no  eran  bastantes,  y  para  la  prueba 
de  aquellos  delitos  las  dispensaba;  así,  por  ejemplo, 
no  pudiendo  en  la  generalidad  de  los  casos  admitirse 
el  testimonio  de  determinadas  personas,  en  las  causas 
por  delitos  de  traición  se  admitía  el  de  todo  hombre, 
aun  cuando  tuviera  la  tacha  legal  de  ser  de  mala 
fama. 

Tercera.  El  tercer  principio,  la  tercera  regla,  se  re- 
duce á  que  no  fuese  suficiente  la  declaración  de  un  tes- 
tigo para  considerar  probado  un  hecho. 

Cuarta.  Esta  regla  preceptuaba  que  no  se  tomase 
en  cuenta  el  testimonio  de  las  personas  á  quienes  se 
suponía  incapaces  de  decir  verdad,  y  á  quienes  la  ley 
suponía  naturalmente  incapaces  de  ser  testigos,  entre 
los  cuales  se  encontraban  (y  los  citamos  por  mera  cu- 
riosidad y  para  que  se  vea  á  qué  aberraciones  lleva 
este  sistema  de  la  pruebas  legales)  los  que  se  casaran 
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sin  dispensa  necesitándola,  la  mujer  que  se  vistiese  de 
hombre,  el  que  fuera  muy  pobre,  los  que  lidiaran  con 
bestias  feroces  y  otros  por  el  estilo. 

No  negamos  que  este  sistema  de  las  pruebas  legales 
fué  un  progreso  respecto  de  las  pruebas  judiciarias,  de 
los  juicios  de  Dios  y  de  los  desafíos;  pero  creemos  que 
ni  el  principio,  ni  la  aplicación  de  ese  sistema  puede 
mantenerse  en  la  actualidad;  y  aun  cuando  apenas  hay 
quien  lo  mantenga,  insistimos  tanto  sobre  esto,  porque, 
como  ya  hemos  dicho,  los  enemigos  del  principio  de  que 
la  apreciación  de  las  pruebas  debe  encomendarse  á  la 
libre  conciencia  del  Juez,  caen  mal  de  su  grado  en  el 
sistema  de  las  pruebas  tasadas  y  vienen  á  sostener  los 
BÚsmos  fundamentos  en  que  se  basa  ese  sistema. 

Quinta.  Pero  la  regla  más  importaute  del  sistema 
de  las  pruebas  legales  es  la  que  atribuye  una  fe  abso- 
luta al  dicho  que  afirman  dos  testigos  hábiles,  sobre 
eualquier  hecho  del  que  tuvieran  conocimiento  perso- 
nal. Esa  regla  estaba  desenvuelta  en  la  ley  33,  del  tí- 
tulo 16,  de  la  Partida  3.^,  que  decía:  «Dos  testigos  que 
sean  de  buena  fama  et  que  sean  tales  que  los  non  pue- 
dan desechar  por  aquellas  cosas  que  mandan  las  leyes 
deste  libro,  ahondan  para  probar  todo  pleyto  enjuicio 
Ha  advertido  el  Sr.  Arrieta,  al  comentar  este  precepto, 
que  la  ley  no  establece  el  principio  de  una  manera  ab- 
soluta. «Tal  vez — dice — esta  ley  se  limitó  á  declarar 
eon  la  palabra  abondany  que  dos  testigos  no  exceptua- 
dos bastan  para  hacer  prueba,  permitiendo  al  Juez  que 
les  dé  el  valor  de  tal,  pero  sin  mandarle  que  se  lo  haya 
de  dar  siempre  y  en  todos  los  casos;  es  decir,  tal  vez 
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estableció  eata  prueba  como  facultativa  ó  potestatÍTa, 
y  na  como  iniperatÍTa  y  obligatoria- » 

Indudablemente  los  términos  de  esa  ley,  el  texto  de 
esa  ley  nos  permiten  inferir  que  ya  al  redactarla  se 
vislumbraban  otras  teorías  más  progresivas,  y  que  ya 
los  mismos  que  la  redactaron  desconfiaban  del  éxito, 
por  las  exageraciones  del  sistema  de  las  pruebas  le- 
gales. 

La  teoría  de  la  apreciación  de  las  pruebas  por  la  li- 
bre conciencia  del  Juez,  se  imponía  basta  al  mismo 
autor  de  las  leyes  de  Partida.  Contribuye  á  demostrar 
esta  opinión  nuestra,  el  texto  de  la  ley  12  j  tít.  14  de  la 
PsfEída^^  que  dice  asi: 

f  Criminal  pleito  que  sea  moTido  contra  alguno,  debe 
ser  probado  abiertamente  por  testigos^  ó  por  cartas,  ó 
por  conocencia  del  acusado,  6  non  por  sospechas  tan 
solamente.  Ca  derecha  cosa  es^  que  el  pleyto  que  es 
movido  contra  la  persona  del  ome  ó  contra  su  fama, 
que  sea  probado  é  averiguado  por  pruebas  claras  como 
la  luz  en  que  no  venga  ninguna  dubda,  >  Estas  pruebas 
claras  como  la  luz  que  ninguna  duda  menoscabe,  no 
pueden  ser  otras  que  aquellas  que  produzcan  evidencia 
moral  al  Juez  por  el  camino  misterioso  por  donde  esta 
evidencia  se  crea  y  se  forma  en  el  ánimo  de  una  perso- 
na» en  la  conciencia  de  un  hombre. 

La  jurisprudencia  extremó  el  sentido  de  la  teoría  de 
las  pruebas  legales,  y  si  bien  es  cierto  que  las  leyes  no 
disponen  más  que  lo  que  acabamos  de  copiar,  los  Tri- 
bunales se  obstinaron  en  aplicar  esos  preceptos  de  tal 
suerte,  que  resultó  siempre  que  en  la  manera  de  pro- 
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<5eder  se  ajustaban  por  completo  y  en  absoluto  á  las 
reglas  cerradas  y  estrechas  de  aquel  sistema,  que  ha 
prevalecido  hasta  nuestros  días,  hasta  una  época  re- 
lativamente próxima  á  la  actual,  bien  que  templado  en 
los  últimos  tiempos  por  el  arbitrio  judicial. 


XXVI 

SI  arbitrio  judicial.  —  La  regla  2.'  de  la  ley  provisional 
de  1848.  —La  regla  45  del  deoreto  de  1850 

La  doctrina  que  nosotros  sostenemos,  protestando  y 
rebelándose  contra  la  ingerencia  de  las  leyes  en  mate- 
ria en  que  las  leyes  nada  pueden  regular  ni  estable- 
cer, iba  poco  á  poco,  pero  de  un  modo  seguro  y  firme, 
abriendo  camino  á  sus  aspiraciones  é  ideales.  Comenzó 
por  lograr  que  cayeran  en  desuso  las  reglas  que  antes 
hemos  enumerado,  y  que  por  el  hábito,  en  la  práctica, 
reemplazara  al  sistema  de  las  pruebas  legales  el  arbi- 
trio jndicial. 

Esto  no  bastaba,  aunque  esto  era  ya  suficiente  para 
sefialar  el  derrotero  que  había  de  seguir  el  legislador 
en  sus  reformas.  En  otros  pueblos,  donde  también  ha 
imperado  la  teoría  de  las  pruebas  legales,  se  reconoció 
antes  que  aquí  la  necesidad  de  rechazarla.  Parece  des- 
tino de  los  elementos  que  gobiernan  la  sociedad  espa- 
ñola llegar  siempre  tardíamente  á  las  soluciones  más 
progresivas.  Nos  resolvimos  á  abolir  el  sistema  de  las 
pruebas  tasadas  cuando  ya  habían  desaparecido  casi  de 
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todas  partes.  ¡Y  aún  se  nos  moteja  de  seguir  irreflexi- 
vofl  los  ira  pulsos  caprichosos  de  la  moda! 

Cuando  nosotros  dimos  el  primer  paso  en  ese  camiiio, 
hacia  la  realidad,  hacia  la  verdad  y  hacia  el  buen  sen- 
tido, el  sistema  de  las  pruebas  legales  había  sido  sus- 
tituido en  las  leyes  de  las  naciones  cultas  por  el  sis- 
tema que  nosotros  proclamamos  y  declaramos  más  ra- 
cionalj  más  acertado  y  más  conveniente.  En  varias 
hasta  existía  ya  el  Jurado,  que  es  de  todo  punto  incom- 
patible con  aquella  teoría  absurda, 

Al  reformarse  nuestra  legislación  criminal  con  la  pu- 
blicación del  Código  penal  de  1848,  sus  autores  creye- 
ron que  debían  dar  un  paso  en  este  camino  de  las  refor- 
mas por  lo  que  toca  á  la  apreciación  de  las  pruebas,  y 
en  la  ley  provisional  que  se  publicó  para  suplir  en  lo 
posible  la  falta  de  un  Código  procesal,  que  entonces 
no  existía  entre  nosotros,  se  incluyó  una  regla  segunda, 
que  fué  el  primer  paso  dado  en  el  camino  que  ya  hemos 
recorrido  por  completo. 

Decía  esa  regla  segunda: 

<En  el  caso  de  que  examinadas  las  pruebas  y  gra- 
duado BU  valor,  adquirieren  los  Tribunales  la  certeza 
de  la  criminalidad  del  acusado,  pero  faltase  alguna  de 
las  circunstancias  que  constituyen  plena  probanza,  se- 
gún la  legislación  actual,  impondrán  en  su  grado  mí- 
nimo la  pena  señalada  en  el  Código,  á  menos  que  ésta 
fuere  la  de  muerte  ó  alguna  de  las  perpetuas,  en  cuyo 
caso  impondrán  la  inmediata  inferior.  > 

El  Sr.  Manresa,  comentando  esta  regla,  dice,  con 
acierto,  que  en  ella  se  dejó  subsistente  la  antigua  teo- 


Digitized  by 


Googl( 


p-^^1p. 


ozzxvn 
TÍa  de  las  pruebas  legales;  pero  no  es  menos  exacto 
que  por  ella  se  abrió  paso  la  moderna  teoría  de  la  apre- 
(daeión  de  las  pruebas  por  la  libre  conciencia  del  Juez. 

Las  dudas  que  suscitó  la  aplicación  de  esa  regla  2.* 
iadujeron  al  Gobierno  á  aclararla,  y  al  reformarse 
el  Código  penal  en  1850,  en  el  Eeal  decreto  de  8  de 
Jimio  de  ese  afio,  pasó  la  regla  segunda  de  la  ley  de 
1848  á  ocupar  el  núm.  45,  redactada  de  otra  manera. 

La  regla  45  decía: 

«En  el  caso  de  que  examinadas  las  pruebas  y  gra- 
duado 8u  valor,  adquiriera  en  los  Tribunales  el  conven* 
cimiento  de  la  criminalidad  del  acusado,  según  las  re* 
glas  ordinarias  de  la  crítica  racional,  pero  no  encon- 
traren la  evidencia  moral  que  requiere  la  ley  12  del 
tít.  14  de  la  Partida  3.%  impondrán  en  su  grado  mínimo 
la  pena  sellalada  en  el  Código.» 

En  el  texto  de  la  regla  cuarenta  y  cinco  aparece 
ya  la  apreciación  de  las  pruebas  por  la  libre  conciencia 
del  Juez,  bien  que  limitada,  bien  que  restringida,  des- 
de el  momento  en  que  se  habla  de  que  el  Tribunal  ad- 
quiera el  convencimiento  de  la  criminalidad  de  un  acu* 
sado,  s^;ún  las  reglas  ordinarias  de  la  crítica  racional. 
Efla  regla  era,  sin  embargo,  ya  lo  hemos  dicho,  deficien- 
te; esa  regla  no  podía  satisfacer  ni  á  los  partidarios  de 
nno,  ni  á  los  partidarios  de  otro  sistema;  esa  regla  era 
Terdaderamente  una  transacción  artificiosa  que  no  po- 
día subsistir,  que  no  ha  subsistido,  porque  á  la  sombra 
de  esa  regla  lo  que  se  ha  practicado  verdaderamente 
ha  sido  el  arbitrio  judicial, 

£1  8r.  Pacheco  censuró  severamente  aquella  regla, 
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observando  que  si  se  iiubiera  cumplido  con  exactitud, 
serían  bien  raros  los  casos  en  que  se  habría  podido 
imponer  otra  cosa  que  el  grado  mínimo  de  castigo,  y 
nunca  ó  casi  nunca  la  pena  capital,  por  la  suma  dificul- 
tad de  que  las  pruebas  reuniesen  todas  las  circunstan- 
cias exigidas  por  la  ley,  se  encontrara  la  ley  perfecta- 
mente ajustada  á  sus  moldea,  y  no  existiese  diserepan- 
<!Ía  alguna  entre  las  disposiciones  legales  y  la  realidad. 
El  Sr.  Pacheco,  además,  señaló  los  peligros  de  que  se 
aplicara  la  regla,  aun  cuando  faltase  alguna  de  las  cir- 
cunstanciáis reales  de  absoluto  convencimiento  de  la 
criminalidad  imputada,  y  por  último,  con  aquella  cla- 
rísima inteligencia  y  aquella  percepción  verdaderamen- 
te admirables  que  le  hacían  adivinar  y  apoderarse  de 
todos  ios  grandes  principios  que  han  informado  la  re- 
forma penal  y  procesal  de  nuestro  tiempo,  decía  comen- 
tando la  expresada  regla  45; 

«Aquí  se  toca  el  gran  problema  de  la  penalidad  con 
relación  á  las  pruebas,  y  aunque  menos  mal  que  ante- 
riormente, no  se  resuelve  bien,  porque  no  era  posible; 
todo  lo  que  no  sea  en  este  punto  adoptar  el  remedio 
verdadero,  organizar  convenientemente  los  Tribunales 
y  dejar  á  su  conciencia  la  apreciación  de  los  compro- 
bantes del  crimen,  es  empeñarse  en  una  situación  que 
no  tiene  salida  lógica.» 
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Lale^áladóii  revoluolonaria. — Lejes  de  1870  7 1872 

Eeto  decía  el  &■.  Pacheco  en  1850;  su  aspiración  no 
fle  realizó  hasta  veinte  años  después,  su  aspiración  no 
86  realizó  hasta  después  de  veññcada  la  revolución  de 
Septiembre  de  1868.  Podrán  discutirse,  y  se  discuten 
seguramente  con  extraordinaria  pasión  y  poco  espíritu 
de  justicia,  la  conveniencia,  la  justificación  y  las  crea- 
ciones de  aquella  revolución  inmortal;  pero  no  es  posi- 
ble negar,  cualesquiera  que  sean  los  juicios  que  su  his- 
toria despierte  y  suscite,  no  es  posible  negar  que  realizó 
grandes  y  portentosas  reformas,  y  que  trajo  á  nuestra 
legislación  nobles,  salvadores  y  fecundos  principios. 
Bastaría  alguno  de  estos  principios  para  justificarla, 
aun  á  los  ojos  de  los  que  más  repugnan  y  rechazan  el 
empleo  de  los  medios  violentos  aplicados  á  transformar 
la  organización  de  los  pueblos. 

La  revolución  de  1868  proclamó,  como  tantos  otros 
grandes  principios  en  materia  de  legislación  y  de  orga- 
nización política,  el  de  que  la  apreciación  de  las  prue- 
bas se  encomendara  á  la  libre  conciencia  del  Juez,  y 
fué  el  ilustre  Sr.  Montero  Eíos  el  que  hizo  prevalecer 
€6te  principio,  sosteniéndole  y  consignándole  en  el  ar- 
tículo 12  de  la  ley  provisional  sobre  la  reforma  del  pro- 
cedimiento criminal  de  18  de  Junio  de  1870. 

Ese  art.  12  autorizaba  á  los  Jueces  para  apreciar  las 
pruebas  por  las  reglas  del  criterio  racional  y  para  esti- 
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mar  los  indicios.  Decía  ese  art.  12,  que  los  Tribunales 
y  Jueces  aplicarían  la  pena  señalada  en  el  Código  cuan- 
do resultase  probada  la  delincuencia  por  los  medios  si- 
guientes, apreciados  por  las  reglas  del  criterio  racional: 

1.^    Inspección  ocular. 

2.^    La  confesión  de  los  acusados. 

3.^    Testigos  fidedignos. 

4.^    Juicio  pericial. 

5.^    Documentos  fehacientes. 

6.^    Indicios  graves  y  concluyentes. 

Para  que  pudiera  fundarse  la  condenación  solamente 
en  indicios,  era  necesario: 

1.^     Que  hubiese  más  de  uno. 

2.^  Que  resultare  probado  el  hecho  derivado  de  los 
indicios. 

3.^  Que  el  convencimiento  que  produjera  la  com- 
binación de  los  indicios  fuese  tal,  que  no  dejase  lugar  á 
duda  racional  de  la  criminalidad  del  acusado,  según  el 
orden  natural  y  ordinario  de  las  cosas. 

La  segunda  parte  de  este  artículo  es  el  último  ves- 
tigio del  sistema  de  las  pruebas  legales.  Próximo  ese 
sistema  á  desaparecer,  ya  se  defendía  en  la  última  trin- 
chera, obligando  á  partidarios  tan  convencidos  del 
principio  que  nosotros  sostenemos,  como  el  Sr.  Mon- 
tero Eíos,  á  que  transigieran  con  él  en  ese  pormenor. 

El  mismo  Sr.  Montero  Ríos  dio  un  paso  más;  borró 
esa  transacción,  y  estableció  íntegramente  el  principio 
á  que  nos  referimos  en  su  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal de  1872.  En  esa  ley  hay  dos  artículos:  uno,  el  que 
se  refiere  á  los  juicios  ante  los  Tribunales  de  derecho; 
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y  otro,  que  se  refiere  á  los  juicios  ante  los  Tribunales 
de  jurados.  El  artículo  relativo  á  la  forma  de  dictar 
\      sentencia  en  los  juicios  seguidos  ante  los  Tribunales 
de  derecho,  es  el  653,  que  dice: 

c£l  Tribunal,  apreciando  según  su  conciencia  las 
pruebas  practicadas  en  el  juicio,  las  razones  expues* 
tas  por  la  acusación  y  la  defensa,  y  lo  manifestado  por 
los  mismos  procesados,  dictará  sentencia.» 

El  que  se  refiere  á  la  forma  de  dictar  veredicto,  es 
el  art.  760,  que  dice: 

«La  votación  será  nominal  y  en  alta  voz,  contestan- 
do cada  uno  de  los  jurados,  según  su  conciencia  y  bajo 
el  juramento  prestado,  á  cada  una  de  las  preguntas:  Sí 
6  no.» 

Estos  artículos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal 
de  1872  han  sido  el  coronamiento  de  toda  esa  serie  de 
reformas;  estos  artículos  han  consagrado  el  triunfo  de- 
finitivo de  aquella  doctrina,  porque  el  art.  741  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  1882,  hoy  vigente, 
no  hace  otra  cosa  que  repetir  los  términos  del  653  de 
la  ley  de  1872,  y  el  art.  84  de  la  ley  del  Jurado  repro- 
duce los  términos  y  palabras  del  760  de  aquella  mis- 
ma ley.  Por  consiguiente,  antes  de  que  se  presentara 
el  proyecto  de  ley  que  ha  servido  de  base  para  redac- 
tar la  del  Jurado,  que  hoy  rige  y  que  nosotros  comen- 
tamos, la  conciencia  del  Juez  era  soberana  para  la  es- 
timación de  los  hechos;  estaba  pasado  en  autoridad 
de  cosa  juzgada  el  principio  de  que  en  esto  el  Juez 
áthe  ser  soberano,  y  creemos  nosotros  que  no  sería 
necesario  volver  á  discutirlo,  por  haber  llegado  ya 
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á  adquirir  la  categoría  de  axiomátieo  é  incontrover- 
tible. 

xxyni 

Los  Tribunales  deben  ser  irresponsables  en  cuanto  á  la 
apr$oIaoi6n  de  las  pruebas 

Esa  necesidad,  sin  embargo,  se  impone  por  la  oposi- 
ción hecha  á  la  ley  que  restablece  el  Jurado,  y  porque 
con  motivo  de  esa  ley  se  nos  viene  á  decir  con  gran- 
des exclamaciones:  i  Demócratas  liberales,  ¿qué  hacéis? 
Vais  á  erigir  la  más  absurda  de  las  tiranías,  vais  á  le- 
vantar un  poder  irresponsable»  ¡  habiendo  algunos  que 
añaden:  *[La  irresponsabilidad  de  los  Tribunales!  Eso 
es  lo  que  nos  aterra  y  lo  que  nos  asusta. » 

Cuando  se  discute  la  doctrina  de  la  apreciación  de 
las  pruebas,  es  necesario  no  vacilar  en  este  puoto.  Los 
Tribunales  deben  ser  irresponsables  en  lo  que  á  esa 
apreciación  se  refiere.  La  única  responsabilidad  que 
podrá  exigirse  á  los  Tribunales,  por  lo  que  toca  al 
IU30  que  hagan  de  este  poder  omnímodo  en  cuanto  á 
la  apreciación  de  las  pruebas,  será  la  responsabilidad 
ante  la  opinión.  Por  eso  nosotros  nos  inclinamos  á  que 
en  el  porvenir  los  Tribunales  adopten  con  entera  pu- 
blicidadj  lo  mismo  los  Tribunales  de  derecho  que  los 
Tribunales  de  jurados,  todas  sus  resoluciones. 

Ya  hemos  dicho  en  el  lugar  oportuno,  en  que  tiene 
su  sitio  propio  esta  observación,  que  eso  ahora  no  pue- 
de hacerse,  y  la  razón  por  la  cual  no  es  posible  adop- 
ta esa  reforma;  pero  es  indudable  que,  si  algún  día 
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llega  la  ocasión  de  adoptarla,  ese  mismo  día  se  ha- 
brá afirmado  y  cimentado  la  base  para  una  doctrina 
acertada  de  la  responsabilidad  de  los  Tribunales;  pero 
mientras  tanto,  es  necesario  reconocer  y  declarar  aque- 
lla irresponsabilidad. 

En  1869  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  en  un  discurso 
elocuente,  como  todos  los  suyos,  decía: 

«Dadme  un  Poder  judicial  independiente,  completa- 
mente independiente  del  Poder  legislativo  y  del  Poder 
ejecutivo;  dadme  á  este  Poder  judicial  con  aquella  in- 
dependencia y  aquella  parte  de  irresponsabilidad  que 
corresponde  necesariamente  á  todo  Poder  verdadero; 
dádmele  con  fuerza  propia  y' con  evidente  eficacia;  dád- 
mele con  una  vida  peculiar,  con  un  espíritu  propio  y 
oongénito,  como  está  en  los  Estados  Unidos  y  en  In- 
glaterra, y  yo  abandonaré  otras  muchas  exigencias  en 
la  organización  del  Estado.  Con  sólo  que  deis  medio» 
independientes  y  reales  al  Poder  judicial  para  que  no 
pueda  haber  ninguna  infracción  de  los  derechos  indivi- 
duales, sin  que  él  las  persiga,  las  alcance,  las  reprima^ 
aunque  esta  infracción  venga  de  las  colectividades,  de 
las  asociaciones,  de  las  muchedumbres,  del  Poder  eje- 
cutivo, del  mismo  Poder  legislativo,  y  os  pediré  poco 
más  para  hacer  posible  la  libertad.» 

¿Qué  parte  de  irresponsabilidad  corresponde  al  Po- 
der judicial?  En  esto  no  puede  haber  dudas:  la  que 
nace  de  su  soberanía  sobre  la  estimación  de  las  prue- 
bas, que  es  la  única  que  puede  tener. 

Los  partidarios  de  esa  irresponsabilidad,  entre  los 
que  contamos  nada  menos  que  al  ilustre  jefe  del  parti- 
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do  conaervador  de  España,   creeinos  inútil  recordar, 
cuando  hablamos  de  esto,  el  caso  de  prevaricación.  Se 
trata  únicamente  de  que  el  Poder  judicial  es  soberano 
en  cuanto  á  la  estimación  de  laa  pruebas.  El  caso  de 
desnaturalizar  á  sabiendas,  maliciosamente ^  el  resul- 
tado de  una  prueba,  está  fuera  de  debate.  Aquí  discu- 
timos de  buena  fe  la  irresponsabilidad,  tal  como  se  de- 
riva de  la  misma  naturaleza  del  poder  que  ejercen  loe 
Magistrados;  aquí  lo   que  declaramos  es  que  resulta 
completamente  imposible,  aunque  se  quiera  hacerlo, 
poner  trabas  á  esa  soberanía,  porque  es  imposible  tasar 
las  pruebas,  como  lo  demuestra  la  experiencia  de  ran- 
chos siglos;  porque  es  necesario,  si  se  quiere  conseguir 
la  verdadera  justicia,  dejar  esto  á  la  conciencia  del 
Juez. 

Precisamente,  porque  nosotros  creemos  que  los  Tri- 
bunales deben  ser  soberanos  en  la  estimación  de  las 
pruebas j  defendemos  y  queremos  el  Jurado,  porque 
creemos  que  un  poder  tan  grande,  que  un  poder  tan 
inmenso  no  puede  concederse  jamás  á  una  Magistra- 
tura organizada  en  las  condiciones  de  nuestra  Magis- 
tratura histórica;  porque  creemos  que  con  una  Ma- 
gistratura inamovible  que  forme  dentro  del  Estado  un 
verdadero  poder,  se  corre  el  peligro  de  erigir  una  abru- 
madora tiranía,  si  esa  Magistratura  no  se  organiza  eu 
la  forma  en  que  ha  de  quedar  organizada  después  de 
plantearse  el  Jurado;  y  porque  creemos  que  el  Jurado 
dentro  de  ese  principio,  admitida  y  sentada  esa  sobe- 
ranía en  la  estimación  de  las  pruebas  que  se  confiere  á 
los  Jueces,  viene  á  dar  garantías  completas  para  que 
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podamos  libre  y  descuidadameiite  abandonar  la  admi- 
nifitraeión  de  justicia  á  esa  institución. 

XXTX 

21  Turado  7  la  libertad  polítloa 

Pruébase  más  que  en  ninguno  de  los  puntos  que  he- 
mos de  examinar,  al  hacer  el  estudio  de  esta  institu- 
ción, la  relación  que  eídste  entre  el  Jurado  y  la  liber- 
tad. Por  eso,  porque  con  el  Jurado  los  Tribunales  pue- 
den disfrutar  de  esa  soberanía  y  pueden  tener  esa 
irresponsabilidad;  por  eso,  en  nombre  de  la  libertad, 
los  partidos  avanzados  deñenden  esta  institución. 

Otro  escritor  y  orador  afamadísimo,  el  más  elocuen- 
te de  todos  cuantos  han  honrado  y  enaltecido  esa  trí- 
bima  española,  tan  gloriosa  desde  los  comienzos  de 
nuestra  historia  parlamentaria,  el  Sr.  Martes,  insistió 
mucho  en  el  notable  discurso  acerca  del  Jurado  que 
leyó  en  la  Academia  Matritense  de  Jurisprudencia  y 
Legislación  el  30  de  Noviembre  de  1878;  insistió,  de- 
bamos, en  la  relación  que  existe  entre  el  Jurado  y  la  li- 
bertad. 

«Tan  evidente  y  tan  íntima  me  parece — decía — la 
relación  entre  el  Jurado  y  la  libertad,  y  por  tan  cierto 
tengo  que  aquel  instituto  nace,  crece  y  arraiga  con  la 
libertad,  y  decae  y  muere  con  ella,  que  todas  las  ense- 
ñanzas de  la  historia  vienen  á  confirmarlo.  Apareció  el 
juicio  popular  en  Boma  cuando  los  Eeyes  faeron  arro- 
jados, sustituyéndolos  los  Cónsules;  arraigó  y  recibió 
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notatle  amplitud  en  tiempo  de  los  Gracos;  suMó  los^ 
primeros  ataques  durante  las  proscripciones  y  dictada- 
ra  de  Sila,  y  vino  á  morir  á  manos  de  aquellos  dés- 
potas abyectos  que  ocuparon  el  solio  imperial,  mer- 
ced j  casi  siempre,  á  insurrecciones  militares.  Análoga 
fué  su  suerte  en  Inglaterra;  si  lo  consagró  la  Magna 
Carta,  sufrió  momentáneo  eclipse  en  la  época  ignomi- 
niosa de  los  Estuardos,  viniendo  á  consolidarse  defini- 
tivamente con  la  revolución  de  1688.  Y  en  Francia^ 
donde  no  se  ofrece  solución  alguna  de  continuidad  en- 
tre el  régimen  feudal  y  el  despotismo  monárquico,  na- 
ció á  la  vida  el  Jurado  con  la  inmortal  revolución  de 
1789,  y  desdo  entonces  acá,  sólo  se  puso  en  tela  de 
juicio  su  existencia,  cuando  los  triunfos  de  las  armas 
desvanecieron  por  completo  al  humilde  hijo  de  Córcega. 
También  nosotros — añadía  el  Sr.  Martes — le  hemos  en- 
sayado con  éxito  en  época  reciente  y  memorable.  Aho- 
ra no  existe:  permitidme,  señores,  que  á  esta  sencilla 
afirmación  se  limite  en  este  momento  la  severidad  de 
mi  juicio  y  la  tristeza  de  mi  recuerdo.» 

Uayor  aptítuá  del  Turado  para  la  apreoiaoión  de  las  pme» 
bas.  —  jEs  siempre  injusto  el  Tnrado? 

Nosotros  sostenemos  y  defendemos  el  Jurado,  por^ 
quCj  á  nuestro  juicio,  no  solamente  esta  condición  de 
la  estimación  de  las  pruebas  por  la  conciencia  del  Juez 
exigOj  por  las  consideraciones  que  acabamos  de  expo- 
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I  ner,  el  establecimiento  del  Jurado,  sino  porque  oreemos 

que  hay  más  aptitud,  más  especialísimas  aptitudes  en 
el  Jurado  que  en  un  Juez  de  derecho  para  la  esti- 
mación de  las  pruebas,  y  esa  es  la  doctrina  que  nos- 
otros oponemos  á  la  doctrina  de  la  ignorancia  general 
del  Jurado,  y  sobre  todo,  de  su  ignorancia  particular, 
de  los  principios  de  derecho,  que  es  la  sostenida  con 
mayor  calor  por  los  adyersarios  de  esta  institución  del 
Jurado. 

üsí  lo  que  se  refiere  á  esa  doctrina  se  han  cometido 
exageraciones  verdaderamente  deplorables  y  que  no 
tienen  justificación  ni  demostración  de  ninguna  espe- 
cie, porque  se  ha  venido  á  sostener  que  en  unos  casos 
el  Jurado  se  inclina  á  la  misericordia  más  que  á  lo  que 
la  justicia  aconseja;  que  en  otros  el  Jurado  es  siempre 
severísimo  tratándose  de  ciertos  y  determinados  deli- 
tos; y  que  siempre,  en  todos,  para  concluir,  el  Jurado 
tiene  inclinación  invencible  al  error;  que  el  Jurado,  de 
ima  manera  ó  de  otra,  pero  casi  siempre,  propende  á 
la  injusticia  y  á  dictar  fallos  que  no  tienen  explicación 
de  ningún  género;  y  como  esta  afirmación  se  ha  hecho 
de  mía  manera  tan  terminante,  hay  que  oponerle,  de 
igual  suerte,  una  terminante  denegación. 

Si  fuera  cierto  que  el  Jurado  se  inclina  constante- 
mente á  la  injusticia,  lo  sería  asimismo  que  donde  quie- 
ra que  hubiese  Jurado,  de  admitir  esa  teoría,  sus  vere- 
dictos serían  una  serie  no  interrumpida  de  injusticias. 
¿Es  que  eso  sucede  en  alguna  parte?  ¿Es  que  hay 
alguna  nación  de  Europa  donde  todas  las  sentencias 
del  Jurado  sean  generalmente  injustas,  constantemen- 
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te  injustas?  Nosotros  creemos  que  no  es  posible  con- 
testar afirmativamente  á  esa  pregunta;  pero  si  hubiese 
alguno  tan  obcecado  ó  tan  apasionado  que  contestara 
con  una  afirmación  categórica,  habríamos  de  pregun- 
tarle cómo  se  mantiene  el  Jurado  en  los  países  en  que 
se  encuentra  establecido,  siendo  realmente  injustas 
todas  ó  la  mayor  parte  de  las  sentencias  que  el  Ju- 
rado dicta.  Pues  qué,  ¿tan  poca  inteligencia  y  tan  men- 
guado patriotismo  tienen  los  hombres  que  gobiernan 
esos  pueblos,  que  consienten  y  toleran  semejante  enor- 
midad? Si  esto  fuera  cierto,  si  fuese  cierto  que  en  el 
mundo  entero  no  hay  justicia  más  que  en  España  y  en 
Turquía,  y  en  algún  otro  Estado  de  tercero  ó  de  cuarto 
orden  de  los  que  no  tienen  el  Jurado,  si  fuera  cierto 
que  la  administración  de  justicia  en  los  pueblos  más 
cultos  no  es  sino  una  serie  sistemática  de  errores,  ¿sos- 
tendrían el  Jurado,  sostendrían  la  necesidad  de  conser- 
var el  Jurado  los  ilustres  estadistas  y  publicistas  que 
lo  defienden?  ¿Le  mantendrían  en  sus  leyes  estos  pue- 
blos? 


XXXI 

¿FaToreoe  el  Tnrado  la  impunidad?— Datos  estadisüoos 

Se  dice,  dando  otra  forma  á  este  argumento  en  cuyo 
ejíamen  nos  ocupamos,  que  el  Jurado  tiene  y  revela  una 
lenidad  extraordinaria,  cercana  á  la  impunidad.  Pues 
bieu:  nosotros  hemos  procurado  formar  una  estadística, 
refiriéndonos  sólo  á  nuestro  País,  á  la  experiencia  que 
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en  nuestro  P^  se  hizo  después  del  año  1872,  de  las 
sentencias  del  Jnrado  contra  las  que  se  interpuso  re- 
curso de  casación;  y  de  esa  estadística  resulta  que  se 
interpusieron  contra  las  sentencias  del  Jurado,  en  los 
años  de  1873  y  1874,  90  recursos  de  casación. 

Sabido  es  lo  que  en  el  fondo  representa  el  recurso 
de  casación:  la  última  protesta  de  las  partes  que  creen 
lesionado  su  derecho  ó  injustamente  fallado  el  litigio 
en  que  intervienen,  que  acuden  al  Tribunal  más  ele- 
vado de  la  nación  para  ver  si  obtienen  reparación  de 
la  injusticia  con  que  han  sido  tratadas  sus  pretensiones. 
8i  fuera  cierta  esa  lenidad  que  se  atribuye  al  Jurado, 
la  mayor  parte  de  los  recursos  de  casación  hubieran 
rido  interpuestos  por  el  Ministerio  fiscal.  Y  ¿qué  dice 
nuestra  estadística?  Pues  dice,  que  de  90  recursos  de 
casación,  fderon  interpuestos  por  los  representantes 
del  Ministerio  público,  4,  y  por  los  procesados,  86. 

Pero  aun  hay  más  que  decir  sobre  esto.  Vamos  á  ver 
las  sentencias  de  muerte  que  se  dictaron  cuando  exis- 
tía el  Jurado.  Nosotros  no  creemos  que  sean  mejores 
los  Tribunales  que  más  sentencias  de  muerte  dicten; 
pero  al  ver  con  qué  calor  han  sostenido  los  enemigos 
del  Jurado,  como  sostuvo  el  Sr.  Kdal  en  el  Congreso, 
que  la  justicia  y  la  moralidad  habían  de  desaparecer 
en  el  momento  en  que  el  Jurado  se  restableciera;  al 
oir  que  se  creía  que  con^l  Jurado  quedaban  indefen- 
sas la  propiedad,  la  vida  y  la  honra  de  los  ciudadanos, 
hemos  pensado  apelar  iPese  ai^umento  y  ver  si  el  Ju- 
rado da  veredictos  que  sirvan  de  base  á  sentencias  de 
muerte.  Hay  que  tener  en  cuenta,  porque  esto  es  muy 
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importante,  que  el  Código  que  regía  cuando  las  sen- 
tencias de  muerte  á  que  vamos  á  referimos  se  dictaron, 
era  el  de  1870,  que  no  impone  para  ningún  delito  ex- 
clusivamente la  pena  de  muerte,  sino  para  determina- 
dos delitos  cuando  concurren  circunstancias  agravan- 
teSj  y  no  debe  olvidarse  tampoco  que  el  Jurado  enton- 
ces calificaba,  que  la  ley  de  1872  entregaba  al  Jurado 
el  7ionienjims.  Por  consiguiente,  no  sólo  fué  preciso  que 
el  Jurado  hiciera  la  calificación  adecuada,  sino  que  es- 
timase y  declarase  la  existencia  de  circunstancias  agra- 
vantes y  que  las  calificara  como  tales.  Teniendo  esto 
en  cuenta,  vamos  á  examinar  la  estadística. 

Año  1872,  en  que  no  hay  Jurado;  sentencias  de  muer- 
te, 14;  año  1873,  primero  del  Jurado,  sentencias  de 
muerte,  20;  año  1874,  segundo  del  Jurado^  sentencias 
de  muerte,  36;  año  1876,  posterior  á  la  existencia 
del  Jurado,  sentencias  de  muerte,  35.  Nos  parece  que 
la  estadística  es  convincente  y  que  no  se  puede  alegar 
nada  en  contra  de  ella;  nos  parece  que  esa  estadística 
demuestra  que  es  vano  y  baldío  todo  lo  que  se  ha  dicho 
de  la  lenidad  del  Jurado. 

xxxn 

¿Is  el  Jurado  más  severo  oon  los  deUtos  oontra  la  propiedad 

que  oon  los  delitos  oontra  las  personas? 

> 

Pero  no  hemos  concluido  c*.  ^.  la  estadística. 

Dicen  los  enemigos  del  Jura,  lo,  que  una  de  las  faltas 
que  hay  que  atribuir  á  esa  institución,  es  la  de  que  el 
Jurado  es  muy  severo  can  los  delitos  contra  la  propio- 
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4ad  y  muy  débil  con  los  delinouentes  contra  las  per- 
\.  sonas,  y  este  cargo  se  ha  formulado  diferentes  veces  y 

«n  distintas  ocasiones.  Pues  vamos  á  ver  lo  que  la  mis- 
ma estadística  nos  dice  sobre  el  particular. 

De  los  90  recursos  de  casación  que  se  interpusieron 
en  España  contra  las  sentencias  del  Jurado,  resultaron 
interpuestos:  por  parricidio,  6;  por  homicidio,  35;  por 
asesinato,  19;  por  lesiones  y  disparo  de  arma  de  fue- 
go, 8;  por  homicidio  y  robo,  10;  total,  por  delitos  con- 
tra las  personas,  80;  porque  en  los  delitos  de  robo  con 
homicidio  creemos  que  predomina  el  carácter  de  delito 
-contra  las  personas.  Por  falsedad,  6;  por  robo  y  otros 
análogos,  4;  total,  por  delitos  contra  la  propiedad,  10. 
La  relación  es  de  10  á  80  entre  los  delitos  contra  la 
propiedad  y  los  delitos  contra  las  personas. 

Esa  es  la  relación  en  que  están  las  sentencias;  y  no 
se  diga  que  esa  es  la  relación  en  que  están  los  recur- 
sos, porque  los  recursos,  por  las  consideraciones  que 
aates  hemos  expuesto,  constituyen  un  dato,  á  falta  de 
otros,  para  deducir  las  consecuencias  que  son  el  coro- 
namento y  demostración  de  esta  tesis,  y  porque  entre 
los  lecmrsos  y  las  sentencias  hay  constantemente  una 
relación  de  proporcionalidad. 

xxxni 

foores  del  Turado  y  errores  de  los  Tribunales  de  dereoho 

^1  Se  ha  hablado,  al  discutir  el  Jurado,  de  los  errores 

^1  de  otros  pueblos  y  aun  de  otros  errores  cometidos  tam- 

por  el  Jurado  en  España,  á  lo  cual  contestó  en  el 
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debate  el  Sr.  Díaz  Moren,  que  nadie  conoce  ni  recuer- 
da, por  lo  que  se  refiere  á  la  experiencia  que  se  hizo^ 
del  Jurado  en  España,  ningún  caso  verdaderamente 
escandaloso  y  alarmante;  lo  que  no  debe  extrañarse,, 
porque  resulta  que  en  la  ley  de  1872  existía  el  re- 
curso de  revista,  y  no  se  sabe  que  se  usara  ese  recurso 
de  revista  en  ninguno  de  los  casos  escandalosos  cita- 
dos por  los  impugnadores  del  Jurado.  Por  lo  demás, 
sería  perdemos  en  interminables  disquisiciones  ahon- 
dar en  esto  de  los  errores  de  los  Tribunales.  ¿Qué  Tri- 
bunal no  comete  errores?  ¿Qué  especie  de  Tribunales 
hay  que  alguna  vez  ó  que  muchas  veces  no  los  haya 
cometido?  nosotros  podríamos  citar,  ¿rente  á  los  erro- 
res que  se  atribuyen  al  Jurado,  y  entre  otros,  una  serie 
de  errores  judiciales  puestos  en  relieve  por  un  distin- 
guido publicista  á  raíz  del  establecimiento  del  recurso 
de  casación  para  las  causas  criminales. 

Aquella  campaña  de  tan  distinguido  periodista,  co- 
nocido de  todos  (nos  referimos  á  la  campaña  hecha  en 
1872  por  el  Sr.  Fernández  Martín  en  las  columnas  do 
El  ImparcialJ,  aquella  campaña  reveló  hechos  verda- 
deramente asombrosos,  contribuyendo  á  los  resultados- 
prometidos  con  el  establecimiento  del  recurso  de  casa- 
ción en  materia  criminal.  Eesultó  demostrado  en  aque- 
lla campaña,  que  en  la  Gaceta  del  6  y  del  7  de  Agosto 
de  1872  se  publicaron  diez  sentencias  de  casación,  y 
de  esas  diez  sentencias,  ocho  eran  anulatorias  de  otra& 
tantas  que  habían  dictado  las  respectivas  Salas  senten- 
ciadoras, y  en  esas  ocho  sentencias  estaban  declarados 
y  ejecutoriados  errores  de  derecho  más  graves  é  inex- 
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plicables  qae  todos  los  que  se  han  atribuido  al  Jurado. 

Hay,  no  precisamente  en  esa  Gaceta,  pero  sí  ^i  al* 
gana  otra  posterior,  errores  de  tanto  bulto  como  el  que 
vamos  á  someter  á  la  consideración  de  nuestros  lec- 
tores. 

Se  trataba,  en  el  caso  á  que  aludimos,  de  un  Eecau- 
dador  de  contribuciones,  que  estaba  obligado,  como 
todos  los  que  desempeñan  estos  cargos,  á  depositar  la 
cantidad  que  recaudara  en  la  Tesorería  de  Hacienda 
pública  de  la  provincia  de  Huesca,  que  es  donde  ejercía 
su  empleo.  El  recaudador  recaudó  quince  mil  y  pico 
de  pesetas,  y  las  gastó  ó  se  las  guardó.  El  Gobernador 
del  Banco  de  España  acudió  á  los  Tribunales,  diciendo: 
«Aparte  de  la  acción  civil  que  tengo  y  usaré,  denun- 
cio la  malversación  de  caudales  cometida  por  ese  Be- 
oaadador».  Se  instruyó  la  causa,  se  probaron  esos  he- 
chos, y  la  Sala  sentenciadora  dictó  sentencia  sobrese- 
yendo, por  estimar  que  no  constituía  delito  lo  hecho 
por  el  Becaudador,  y  además  de  sobreseer,  condenó  al 
Gobernador  del  Banco  de  España  á  pagar  las  costas. 

El  Gobernador  del  Banco  de  España  acudió  al  Tribu- 
nal Supremo,  y  el  Tribunal  Supremo  declaró  que  el  he- 
cho probado  constituía  el  delito  de  malversación  de  cau- 
dales, y  que  la  Sala  sentenciadora  había  cometido  error 
de  derecho  en  su  calificación.  ¿Quiere  esto  decir  que 
nosotros  no  tengamos  un  profimdo  respeto  á  los  Tri- 
bunales de  derecho?  Lo  tenemos  sin  género  alguno  de 
duda;  pero  cuando  se  habla  de  los  errores  de  los  Tri- 
bunales, cuando  se  habla  de  los  errores  que  ha  come- 
tido el  Jurado,  cuando  se  habla  de  los  errores  que  el 
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Jurado  puede  cometer,  bueno  es  hacer  confitar  que  esto 
de  los  errores  es  propio  de  toda  especie  de  Tribunales, 
y  que  si  hubiésemos  de  tratar  esta  materia  con  toda  la 
extensión  que  su  importancia  requiere  y  dándola  todo 
el  desarrollo  de  que  es  susceptiblej  llegaríamos  á  de- 
mostrar que  no  hay  en  el  Jurado  nada,  absolutamente 
nada  que  le  coloque  en  una  situación  inferior  á  la  de 
los  Tribunales  de  derecho, 

El  resumen  de  la  campaña  que  hizo  el  Sr,  Fernán-  I 

dez  Martín  daba,  en  un  período  de  tiempo  breve,  sobre 
una  cifra  total  de  sentencias  dictadas  por  los  Tribuna-  i 

les  de  derecho,  un  33  por  100  de  sentencias  declaradas 
injustas  por  el  Tribunal  Supremo  por  haberse  cometido 
en  ellas  errores;  y  aun  cuando  creemos  que  esta  propor- 
ción no  puede  mantenerse  exactamente  aplicándola  á 
todas  las  épocas  y  á  todos  los  Tribunales  de  derecho,  y 
que  habría  circunstancias  pasajeras  y  accidentales  que 
explicaran  una  cifra  tan  grave,  la  citamos  á  fin  de  co- 
rroborar nuestra  afirmación  y  de  que  comprendan  los 
adversarios  del  Jurado  que  este  es  un  terreno  en  el 
cual  no  deben  entrar,  porque  ciertamente  no  tienen  á 
su  favor  resultados  ni  consideraciones  que  alegar  que 
puedan  parecer  decisivos  en  contra  del  restablecimien- 
to del  Jurado  y  en  favor  de  los  Tribunales  de  derecho. 
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Uayor  aptitud  del  Turado  para  la  apreoiaolón  de  las  prue- 
bas.—Distinción  del  heono  7  del  derecho.— Fosibilidad 
constante  é  irrefatable  de  esa  distinción. 

Libres  ya  de  esos  cargos^  podemos  contiiiuar  exami- 
naado  el  mismo  principio  de  la  mayor  aptitud  del  Ju- 
rado para  la  apreciación  de  las  pruebas,  podemos  se- 
guir desarrollando  sus  consecuencias  y  resultados,  y 
encontraremos  que,  no  sólo  por  virtud  de  ese  princi- 
pio queda  contestada  y  desvanecida  la  supuesta  ig- 
norancia g^ieral  del  Jurado  para  entender  en  las  cues- 
tiones que  se  le  sometan;  que  no  sólo  quedan  contes- 
tados los  argumentos  de  la  supuesta  ignorancia  par- 
ticular del  Jurado  en  lo  relativo  á  las  cuestiones  de 
derecho,  sino  que  queda  también  contestado,  y  ahora 
procuraremos  decir  en  qué  forma  se  aduce  esa  contes- 
tación, todo  lo  que  se  refiere  á  la  distinción  entre  el 
hecho  y  el  derecho;  distinción  que  es  uno  de  los  pun- 
tos más  importantes  que  hay  que  ventilar,  cuando  se 
trata  de  los  problemas  que  plantea  el  restablecimiento 
del  Jurado,  y  sobre  los  cuales  se  han  dejado  correr 
verdaderos  errores  por  extremar  las  afirmaciones  he- 
chas acerca  de  este  problema. 

Cada  día  que  transcurre,  y  á  medida  que  avanzamos 
en  el  estudio  de  estos  problemas  mismos,  y  que  consa- 
gramos nuestras  reflexiones  y  nuestro  esfuerzo  á  com- 
prender y  explicar  esa  institución  del  Jurado,  aumenta 
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en  nuestro  ánimo  el  convencimiento  de  que  es  más  po- 
sible la  cabal  y  completa  distinción  entre  el  hecho  y  el 
derecho.  Ya  hemos  dicho  que  esa  dUtinción  no  es  el 
único  ñindamento  del  Jurado;  es  más,  teniendo  en  cuen- 
ta cómo  ha  yenido  el  Jurado  á  establecerse  en  la  mayor 
parte  de  las  legislaciones  modernas,  creemos  que  esa 
distinción  ha  podido  inspirar  y  ha  inspirado  segura- 
mente la  estrategia  de  los  partidarios  del  Jurado^  facilí* 
tando  su  planteamiento;  pero  aparte  de  esto,  esa  distin- 
ción no  encierra  la  base  toda  del  Jurado,  porque  ya 
hemos  dicho  que  el  Jurado  no  es  más  que  una  conse- 
cuencia de  la  serie  de  reformas  introducidas  en  la  cien- 
cia del  Derecho  penal  y  del  derecho  procesalj  y  como  el 
coronamiento  de  todos  esos  notables  progresos  realiza- 
dos especialmente  en  nuestro  siglo. 

De  todas  maneras,  esa  distinción  es  un  punto  de  vis- 
ta muy  importante  para  explicar  y  comprender  el  Ju- 
rado, sus  atribuciones,  sus  facultades,  sus  ventajas,  bus 
medios  de  acción  y  la  esfera  que  le  es  propia. 

Al  discutirse  en  el  Congreso  est«  problema,  nosotros 
declaramos  que  la  distmción  absoluta,  perfecta  y  com- 
pleta entre  el  hecho  y  el  derecho,  quizá  no  sería  posi- 
ble. Debemos  rectificar  esa  opinión;  á  nuestro  juicio,  no 
hay  caso  alguno  en  que  no  sea  posible  separar  y  exa- 
minar aisladamente  el  hecho  y  el  derecho. 

En  todo  delito,  en  todo  proceso  hay  elementos  de  he- 
cho, elementos  do  derecho  y  elementos  que  pudiéramos 
llamar  mixtos,  porque  participan  de  la  naturaleza  de 
los  unos  y  de  los  otros,  pero  en  los  cuales  es  fácil  dia- 
tiuguir  el  contingente  que  aportan  los  hechos  y  la  ley. 
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Los  elementos  de  heoho,  son  aquellos  hechos  mate- 
riales ó  morales  que  constituyen  necesaria  y  forzosa- 
mente la  base  de  todo  el  procedimiento,  porque  son  ac- 
tos materiales  ejecutados  por  el  delincuente  que  se  lle- 
ra ante  los  Tribunales,  ó  los  móviles  á  que  obedecen 
esos  actos. 

Al  examinar  esos  actos  materiales  y  los  móviles 
i  que  obedecen  esos  actos,  surge  la  cuestión  de  la  im- 
putabilidad;  es  decir,  la  cuestión  de  averiguar,  de  sa- 
ber y  de  determinar  la  intención  de  los  autores  de  los 
hedios,  el  grado  de  intención  que  los  autores  de  los 
liechos  pusieron  en  la  ejecución  de  los  mismos;  cues- 
tión que  no  es  exclusivamente  de  hecho,  ya  sean  ma- 
teriales, ya  sean  morales  los  fundamentos  en  que  des- 
4»nse  y  que  han  de  tenerse  en  cuenta  para  apreciarla. 

Establecidos  los  hechos,  determinada  y  esclarecida 
la  imputabilidad  de  los  mismos,  viene  la  calificación,  en 
la  cual  existen  elementos  de  hecho  y  elementos  de  de- 
recho, porque  la  calificación  no  es  otra  cosa  que  la  re- 
lación entre  los  hechos  y  el  derecho;  pero  conviene  ad- 
vertir, atmque  estas  ideas  correspondan  á  otro  orden 
de  consideraciones,  que  cuando  la  calificación  llega, 
los  hechos  ya  están  determinados,  y  por  consiguiente, 
al  practicar  la  calificación,  lo  que  hay  que  hacer  es  de- 
terminar y  fijar  aquellas  consideraciones  de  derecho 
<soü  que  los  hechos  se  relacionan,  con  lo  cual,  vista  la 
manera  como  se  desarrolla  todo  el  proceso,  no  tene- 
iQos  para  qué  añadir  que  ambos  elementos,  que  concu- 
rren en  la  calificación,  son  perfectamente  separables  y 
pueden  distinguirse  con  entera  claridad. 
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Por  manera  que  en  todo  procedimiento  criminal  hay 
esta  direraa  clase  de  elementos.  ¿Es  posible  distÍEguir 
estos  elementos?  Es  decir,  ¿es  exacta  la  doctrina  que 
sostienen  los  partidarios  del  Jurado,  al  afirmar  que  éste 
tiene  mayor  aptitud  que  los  Jueces  de  derecho  para 
conocer  de  los  hechos,  porque  éstos  pueden  present-ar- 
se  á  BU  vista  con  independencia  del  derecho?  Es  indu- 
dable; esto  no  puede  negarse  de  manera  ninguna;  y 
que  no  puede  negarse,  que  es  palpable,  lo  comprende- 
rá el  lector,  atendiendo  á  todo  lo  que  constituye  el  te- 
soro de  nuestra  jurisprudencia  criminal.  Acúdase  á  él 
y  se  veráj  como  en  unas  y  en  otras  sentencias,  durante 
larga  serie  de  añoSj  aparecen  en  los  resultandos  y  con* 
sídcrandos  de  las  sentencias,  perfectamente  distingui- 
dos estos  elementos. 

Por  consiguiente,  nosotros  hemos  oído  con  asombro 
decir,  cuando  se  ha  dicho,  que  sería  imposible  que 
nuestros  Magistrados,  que  los  Presidentes  del  Jurado 
pudieran  proponer  á  los  jurados  mismos  las  cuestiones 
de  hecho  y  que  pudieran  distinguir  las  cuestiones  de 
hecho  de  las  de  derecho.  ¡Pues  si  esos  Magistrados  ape- 
nas han  hecho  otra  cosa  en  toda  su  vida  que  distinguir 
el  hecho  del  derecho  ^  y  poner  los  hechos  en  los  resnl* 
tandos  v  el  derecho  en  los  considerandos!  Para  nosotros 
esto  es  elemental,  y  basta  el  sentido  común  para  com- 
prender todo  el  alcance  de  este  argumento. 

Se  dice  que  no  es  posible  la  distinción,  porque,  al  ob- 
servar los  hechos,  hay  que  subordínarloSj  hay  que  su- 
bordinar su  examen  á  las  hipótesis  de  la  ley.  La  orga- 
nización del  Jurado  y  la  manera  de  funcionar  del  me- 
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canismo  que  lo  constituye,  demuestra  que  esto  no  es 
exacto.  Hay  que  subordinarse  á  las  hipótesis  de  la  ley, 
porque  hay  que  procurar  que  el  veredicto  refleje  en 
sus  respuestas  una  determinada  figura  de  delito.  Por 
eso  formulan  las  preguntas  los  Magistrados,  por  eso 
formulan  las  preguntas  los  Presidentes;  pero  las  pre- 
guntas constituyen  un  elemento  que  puede  examinar- 
se, sin  tener  para  nada  en  cuenta  las  hipótesis  de  la 
ley  y  la  figura  de  delito  que  va  á  resultar  de  ellas. 

Lo  mismo  decimos  á  los  que  arguyen  que  no  es  posi- 
ble examinar  la  intencionalidad,  el  grado  en  la  ejecu- 
ción y  la  responsabilidad,  sino  con  los  ojos  puestos  en  la 
ley.  Pues  qué,  ¿no  hay  intencionalidad  más  que  en  las 
acciones  criminales?  ¿No  hay  üitencionalidad  más  que 
en  los  actos  jurídicos?  ¿No  es  la  intencionalidad  un 
elemento  que  puede  examinarse  y  determinarse,  que 
está  sujeto  á  determinación  respecto  de  los  hechos  que 
no  caen  bajo  la  esfera  y  jurisdicción  de  la  ley?  Y  si 
puede  determinarse  esa  intencionalidad  respecto  de  ta- 
les hechos,  independientemente  de  toda  noción  legal  ó 
jurídica,  ¿por  qué  no  ha  de  determinarse  la  intenciona- 
lidad de  los  hechos  criminales  independientemente  de 
lo  que  el  Código  penal  determina  y  establece? 

El  hecho  es  lo  que  ha  ocurrido.  Son  elementos  de  he- 
cho, averiguar  cómo  ocurrió  el  hecho  de  que  se  trata; 
cómo  y  cuándo  y  en  qué  forma  obró  el  autor,  ó  el  que 
coadyuvara  á  sus  propósitos;  qué  intención  tenía  el 
autor  del  mismo  y  el  que  le  secundaba:  el  hecho,  así 
presentado,  se  estudia,  se  analiza,  se  examina  y  se  com- 
prueba con  entera  independencia  de  los  preceptos  de 
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la  ley.  Luego  viene  la  cuestión  legal;  luego  vienen  las 
cuestíonea  de  derecho;  luego  se  examina  si  en  el  Códi- 
go hay  alguna  definición  que  se  ajuste  al  hecho  demos- 
trado,  al  hecho  evidenciado.  En  una  palabra,  el  hecho 
se  deduce  de  las  pruebas,  y  el  derecho  de  la  ley  y  la  ju- 
risprudencia. 

Los  hechos  que  realiza  el  hombre  pueden  sujetarse 
á  pruebas,  evidenciarse  y  demostrarse,  aun  cuando  no 
haya  leyes  penales  que  los  califiquen.  En  apoyo  de  esta 
verdad  j  podemos  invocar  casos  numerosos  que  en  la 
vida  nos  ofrecen  ocasión  de  abrir  informaciones  sobre 
hechos  que  no  son  criminales,  en  las  relaciones  de  la  feí- 
milia^  en  las  relaciones  de  la  política,  dentro  de  esferas 
bien  distintas  por  ciertOj  de  las  esferas  en  que  se  mue- 
ven los  Tribunales;  y  estas  informaciones  se  practican 
y  pueden  practicarse,  y  dan  resultados  terminantes,  tan 
terminantes  y  explícitos  como  pueden  darlos  en  un  jui- 
cio crimüiaL 

XXXV 

ürror  de  qua  nikce  1¿  idea  de  la  oonfasión  del  hecho  y  del 
derecho.— La  reforma  del  Jurado  en  Italia  en  1871 

El  error  de  los  que  combaten  la  distinción  entre  el 
hecho  y  el  derecho,  nace  de  creer  y  sostener  que  los 
hechos  criminales  son  distintos  de  los  demás  actos  de  la 
vida;  y  esto,  no  es  verdad;  ni  resulta  acreditado  por  la 
observación,  ni  resulta  evidenciado  por  la  doctrina. 

Para  distinguir  el  hecho  del  derecho,  no  importa 
que  las  leyes  y  la  jurisprudencia  no  describan  bien  los 
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delitos.  Eso  importará  cuando  se  trate  de  la  califica- 
<áón;  entonces  es  cuando  los  errores  cometidos  en  el 
Código  penal,  y  cuando  las  falsas  teorías  que  han  po- 
dido ser  sancionadas  por  las  sentencias  de  los  Tribuna- 
les, se  advertirán,  y  habrá  llegado  el  caso  de  reformar 
esas  leyes  y  esa  jurisprudencia,  por  deficientes  y  por 
no  acomodarse  en  sus  términos  á  la  realidad  de  los  he- 
<íhoa  humanos. 

La  confusión  del  hecho  y  del  derecho  nace  en  el  áni* 
mo  de  los  que  afirman  que  esa  confusión  existe  siem- 
pre, de  la  tendencia  invencible  que  los  Jueces  tienen, 
por  sus  estudios,  á  no  considerar  los  hechos  sino  como 
elementos  de  las  figuras  de  delito  que  describe  la  ley 
penal.  La  relación  entre  los  hechos  y  el  derecho,  base 
de  toda  calificación  jurídica,  no  se  presenta,  no  sur- 
ge, 'í  aparece  hasta  que  se  comparan  los  hechos  que 
se  declaran  probados  y  la  figura  de  delito  que  los  defi- 
ne. La  calificación  viene  después  de  haberse  determina- 
do los  hechos,  no  antes;  y  si  antes  ha  debido  tenerse  en 
cuenta,  ya  sabemos  dentro  de  qué  límites,  porque  ya 
hemos  dicho  cuál  es  la  teoría  fundamental  de  las  pre- 
guntas que  se  dirigen  á  los  jurados,  y  cuál  es  la  teoría 
de  la  calificación. 

No  hay  que  preguntar,  pues,  á  los  jurados  si  el 
procesado  ha  cometido  tal  ó  cual  delito,  poniendo  á 
ese  delito  el  nombre  que  la  ley  penal  le  da;  lo  que  hay 
que  preguntar  á  los  jurados  es  si  el  procesado  ha  he- 
eho  tal  ó  cual  cosa,  si  tenía  esta  ó  la  otra  intención,  si 
se  propuso  este  ó  el  otro  fin.  Y  para  contestar  á  todo 
eso,  no  es  necesario  que  los  jurados  tengan  jamás  en 
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cuenta  qué  figura  de  delito  podrá  resultar  de  sus  res- 
puestas, ni  que  comprendan  cuál  es  la  figura  de  delito- 
cuyo  hallazgo  persigue  la  pregunta  que  se  les  dirige. 

Este  procedimiento  ha  sido  controvertido  de  una 
manera  extensa  y  luminosa,  en  período  bien  reciente^ 
al  reformarse  el  Jurado  italiano  en  1874.  Con  arregla 
á  la  ley  antigua  de  Italia,  las  preguntas  se  formulaban 
de  la  manera  siguiente: 

«El  acusado,  ¿es  culpable  de  homicidio  voluntario, 
de  robo,  de  hurto..,  (indicando  siempre  el  delito),  poír 
haber...?  ¿Le  ha  cometida  con  la  circunstancia  agra- 
vante de..,?  ¿Le  ha  cometido  con  ésta  ó  la  otra  cir- 
cunstancia atenuante.  - .  ?  > 

Al  reformarse  la  ley  se  ha  modificado  también  ese- 
modo  de  hacer  las  preguntas: 

tEI  acusado,  ¿es  culpable  de  haber...  (aquí  se  indi- 
cará el  hecho  ó  hechos  que  son  objeto  del  acta  de  acu- 
sación y  que  constituyen  los  elementos  materiales  y 
morales  de  la  imputación,  pero  sin  emplear  ningún 
término  jurídico)?  El  acusado,  ¿ha  cometido  los  hechos 
mencionados  en  la  pregunta  principal  con  la  circuns- 
tanoia  de...  (aquí  se  enumerarán  los  hechos  que  en  tér- 
minos de  la  ley  constituyen  las  circunstancias  agra- 
vantes ó  de  excusa)?» 

Nuestra  ley  ha  recogido  y  utilizado  los  anteceden- 
tes y  enseñanzas  que  se  desprenden  de  esta  discusión; 
y  creemos  nosotros  que^  al  tratar  en  el  artículo  co- 
rrespondiente de  cómo  han  de  redactarse  las  pregun- 
tas, ha  llegado  á  una  fórmula  aún  más  acertada  que  la 
de  la  ley  italiana,  más  completa  que  ella  y  en  la  cual 
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06  tíene  más  en  cuenta  todavía  la  distinción  entre  los 
elementos  de  hecho  y  los  elementos  de  derecho. 

Creemos  haber  demostrado  que  esa  distinción  pue- 
de hacerse  en  todos  los  casos;  hemos  discurrido  acerca 
de  todos  los  casos  posibles,  y  no  hemos  encontrado 
ninguno  en  el  cual  los  elementos  de  hecho  y  los  ele- 
mentos de  derecho  aparezcan  confundidos  de  una  ma- 
nera que  no  puedan  separarse. 

Desearíamos  que  los  enemigos  de  esta  doctrina  nos 
presentaran  ejemplos  de  esos  casos  en  que,  según  ellos, 
tal  separación  es  imposible,  porque  á  nosotros  no  se 
nos  alcanza  que  esto  suceda  en  ninguno.  Y  esto  lo  de- 
oímos,  así  por  lo  que  se  refiere  á  la  cuestión  principal 
de  una  causa,  como  respecto  de  las  circunstancias  exi- 
mentes y  modificativas,  y  lo  mismo  por  lo  que  toca  á  la 
imputabilidad.  Establecida  así,  sobre  bases  tau  sólidas, 
la  distinción  entre  el  hecho  y  el  derecho,  ¿quién  duda 
que  aquello  que  se  somete  á  la  apreciación  del  Jurado 
86  le  somete  porque  se  cree,  y  se  cree  con  fundamento, 
que  el  Jurado  tíene  mayor  aptitud  para  resolverlo  que 
los  Tribunales  de  derecho? 


XXXVI 

Demostración  de  la  mayor  aptitud  del  Turado  para  la 
esümaoión  de  las  pruebas 

¿^E^ies  qué  es  lo  que  se  somete  á  la  decisión  del  Ju- 
xado?  ¿Quién  puede  dudar  que  los  jurados  que  cono- 
cen perfectamente  el  lugar  donde  se  cometió  el  delito» 
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que  conocen  perfectamente,  mejor  que  los  Jueces  de 
derecho,  las  personas  que  intervinieron  en  el  delito, 
que  conocen  á  los  testigos  que  vienen  á  deponer  acer- 
ca de  la  verdad  de  los  hechos,  pueden  apreciar  mejor, 
pueden  estimar  mejor  las  pruebas  que  el  Juez  de  dere- 
cho cuando  se  refieran  las  pruebas,  como  han  de  refe- 
rirse exclusivamente,  á  los  hechos  en  sí  mismos  ó  á  la 
imputabilidad?  ¿Quién  puede  dudarlo? 

¿Quién  duda  que  la  inmensa  mayoría  de  nuestros 
Jueces,  á  quienes  un  precepto  de  la  ley,  recientemente 
reiterado  con  verdadero  rigor,  obliga  á  que  no  tengan 
arraigo  en  la  localidad  donde  administran  justicia,  dis- 
poniendo que  hayan  de  ser  extraños  á  ella?  ¿quién  duda 
que  los  Jueces  de  derecho,  extraños  por  completo  al 
conocimiento  de  la  localidad,  de  las  personas  y  de  las 
cosas,  no  pueden  apreciar  bien  las  manifestaciones  que 
verdaderamente  contribuyen  á  llevar  la  convicción  al 
ánimo,  cuando  las  pruebas  consisten  en  declaraciones 
y  cuando  para  apreciar  esas  declaraciones  es  nece- 
sario y  conveniente,  no  sólo  ver  á  los  testigos,  y  en 
esto  está  fundada  la  doctrina  de  la  oralidad  de  los  jui- 
cios, no  sólo  oir  á  los  testigos  y  procesados,  sino  cono- 
cerlos, saber  de  antemano  la  forma  de  expresión  que 
tienen  aquellas  personalidades,  de  qué  manera  aciertan 
siempre  á  revelar  sus  sentimientos,  sus  ideas,  sus  pro- 
pósitos, sus  convicciones,  lo  que  han  pensado,  lo  que 
han  visto,  lo  que  han  querido?  Eesulta  que  el  Juez  de 
derecho,  que  es  extraño  completamente,  que  tiene  que 
ser  extraño  por  las  condiciones  de  nuestra  legislación 
fundada  en  un  precepto  cuya  bondad  no  es  necesario 
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discutir  aquí,  dista  mucho  de  hacer  uunca  lo  que  pue- 
de hacer  el  Juez  de  hecho  en  este  período  del  juicio. 

No  por  otras  consideraciones  hemos  insistido  tanto 
en  recomendar  el  fiel  cumplimiento  de  los  preceptos 
que  establecen  que  los  jurados  sean  del  partido  judicial 
donde  se  cometa  el  delito,  que  es  una  de  las  bases  más 
importantes  de  la  organización  del  Jurado;  no  por  otro 
motivo  hemos  insistido  tanto  en  que  se  procure,  al  cons- 
tituir el  Jurado,  que  en  éste  haya  siempre  personas 
procedentes  de  la  localidad  en  que  se  cometa  el  delito. 
En  los  artículos  de  la  ley  que  se  refieren  á  la  orga- 
nización del  Jurado,  hemos  demostrado  ampliamente 
todo  lo  que  se  refiere  á  este  punto  de  vista  que  aquí 
sefialamos,  porque  es  fundamental,  porque  es  decisivo 
y  porque  á  ese  Juez  extraño  que  juzgaba  sin  conocer 
la  realidad  de  las  cosas  que  se  presentaban  ante  sus 
ojos,  hay  que  oponer  el  Tribunal  de  los  convecinos,  en 
quienes  es  siempre  el  más  importante  de  los  elemen- 
tos la  aptitud  para  la  estimación  de  las  pruebas  y  el 
oonocimiento  acabado  y  perfecto  que  tienen  de  esa 
realidad  misma. 

¿Y  la  imputabiUdad  y  aquellos  elementos  en  parte 
morales  y  en  parte  materiales  que  se  someten  á  la  ins- 
titudón  del  Jurado?  Pues  la  imputabilidad  es  una 
cuestión  de  conciencia  y  no  una  cuestión  de  ciencia.  El 
Sr.  Rdal,  en  el  Congreso,  decía  acerca  de  este  punto, 
y  deda  con  razón:  €  ¿cuántos  problemas  filosóficos,  ju- 
rídicos, políticos,  éticos  y  de  toda  especie  hay  en  una 
cuestión  de  imputabilidad?»  Es  verdad;  sucede  en  esto 
algo  de  lo  que  ocurre  con  las  matemáticas. 
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Cuando  nos  elevamos  á  las  regiones  del  cálculo,  para 
resolver  problemas  verdaderamente  transcendentales, 
j  es  necesario  para  que  lleguemos  á  apreciarlos  tener 

una  serie  de  conoeimientos  científicos  que  pocas  per- 
sonas alcanzan.  Pero  ka  matemáticas,  para  las  necesi- 
dades de  la  vida,  están  reducidas  á  la  suma  y  á  la  res- 
ta, y  el  que  sabe  sumar  y  restar  sabe  todas  las  mate- 
máticas que  le  cumplen  para  su  particular  provecho. 
Fues  lo  mismo  ocurre  con  las  cuestiones  de  imputabi- 
lidad. 

Para  discutir  las  cuestiones  de  imputabilidad,  las 
cuestiones  que  afectan  á  la  imputabilidad  en  el  alto 
terreno  que  señalaba  el  Sr.  Pidal,  es  indudable  que  se 
necesita  tener  presentes  todos  esos  datos;  pero  para 
apreciar  si  es  voluntaria  ó  no  lo  es  la  acción  de  una 
persona  á  quien  se  conoce  y  á  cuyo  lado  se  vive,  para 
saber  si  procede  con  intención  6  sin  ella,  para  saber, 
por  la  forma  en  que  se  expresa,  si  dice  la  verdad,  ¿qué 
necesidad  hay  de  conocer  todos  estos  problemas,  todas 
estas  altas  cuestiones  y  de  tener  toda  esa  ciencia? 

Si  las  cuestiones  de  imputabilidad  no  pudieran  ser 
resueltas  más  que  por  los  que  dominaran  en  absoluto 
todos  esos  problemas,  resultaría  que  únicamente  unas 
cuantas  personas  en  cada  país  serían  capaces  para  re- 
solverlas; que  sólo  á  unas  cuantas  personas  de  cada 
país  se  les  podría  someter  los  casos  particulares  en  que 
suscitasen  respecto  de  la  imputabilidad,  y  no  es  asL 
Las  cuestiones  de  imputabilidad,  en  los  términos  en 
que  se  presentan  á  los  Tribunales  de  justicia,  son  cues- 
tiones de  pura  concienciaj  aun  cuando  se  trate  de  los 
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pueblos  más  apartados  de  la  yida  civilizada  de  los  gran- 
des centros,  aun  cuando  se  trate  de  los  pueblos  á  donde 
menos  ha  llegado  la  ilustración  de  los  grandes  centros 
j  las  luces  de  la  ciencia  y  de  la  cultura  de  nuestro 
edglo. 

¿Quién  duda  que  allí  saben  á  qué  atenerse  los  unos 
respecto  de  los  otros,  que  todos  pueden  vivir  y  tratar- 
se y  entenderse  perfectamente,  sabiendo  cuándo  se  di- 
een  la  verdad  y  cuándo  se  engañan,  y  que  estas  menu- 
dencias de  la  imputabilidad  las  conoce  tan  perfecta- 
mente cualquier  astuto  labriego,  como  puede  conocer- 
las, mejor  quizás  que  pueda  conocerlas  el  sabio  más 
abismado  en  sus  estudios,  á  quien  la  sistematización  y 
la  generalización  de  sus  ideas  pone  muchas  veces  una 
venda  en  los  ojos  para  que  no  pueda  conocer  y  apre- 
sar con  exactitud  las  particularidades  y  los  pormeno- 
res que  en  la  vida  cuotidiana  se  presentan? 

La  estimación  de  las  pruebas  es  una  cuestión  de 
4K>nciencia;  para  estimar  las  pruebas  no  se  necesita  ab- 
solutamente nada  más  que  buen  sentido,  y  para  ser 
leal  y  veraz  en  la  expresión  de  lo  que  se  estima  cier- 
to, basta  una  conciencia  sana.  Aun  cuando  hay  indu- 
dablemente tratadistas  que  han  sostenido  que  el  Jura- 
do es  más  asequible  á  las  corrupciones  que  lo  son  los 
Jueces  de  derecho,  nosotros,  acerca  de  este  punto  deli- 
cadísimo, sólo  hemos  de  decir  muy  pocas  palabras. 

Consideramos  que  tanto  los  jurados  como  los  Jueces 
de  derecho,  son  producto  y  reflejo  de  la  sociedad  en 
que  viven  y  donde  existen,  y  creemos  que  en  la  misma 
proporción  pueden  encontrarse  en  el  Cuerpo  general  de 
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jurados  que  en  el  Cuerpo  general  de  los  Jueces  de  de- 
recho, los  hombres  que  falten  á  los  deberes  que  les  im- 
ponga su  conciencia,  y  por  consiguiente,  que  tan  ase- 
quibles han  de  ser  los  unos  como  los  otros  á  las  corrup- 
ciones y  á  los  medios  de  torcer  esa  conciencia  misma,  y 
que  si  acaso  hay  ventajas  en  alguna  parte,  sin  que  esto 
sea  dicho  en  ofensa  de  la  Magistratura,  porque  no  he- 
mos de  pronunciar  palabra  alguna  que  pueda  ofender- 
la, si  acaso  hay  ventajas  será  en  beneficio  de  los  jura- 
dos, porque  el  procedimiento  á  que  se  sujeta,  su  ac- 
ción y  la  forma  misma  de  su  nombramiento,  los  ale- 
jan mucho  más  de  todo  propósito  de  corrupción. 

Besulta,  pues,  que  buscando  únicamente  hombres  de 
conciencia  sana,  y  teniendo  que  proponerles  cuestiones 
para  las  cuales  basta  tener  buen  sentido,  es  preferible 
el  Jurado  al  Juez  de  derecho,  porque  lo  accidental  de 
sus  funciones  y  lo  transitorio  y  pasajero  del  ejerci- 
cio de  su  autoridad,  hacen  que  el  ánimo  del  Jurada 
esté  exento  de  preocupaciones  de  toda  especie;  mu- 
cho más  exento  que  el  ánimo  del  Juez  de  derecho,  y 
como,  á  la  vez,  las  condiciones  del  Cuerpo  de  jurados 
permiten  afirmar  que  su  independencia  está  más  ga- 
rantizada que  la  independencia  del  Juez  de  derecho, 
resulta  plenamente  evidenciado  cuanto  tratamos  de 
probar. 
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La  ley  de  1888  establece  el  Tnrado  como  último  desarrolla 
de  esos  gra&des  pxlnoipios  7  ooronamlento  de  esos  pro* 
gresos. 


Besumiendo  algo  de  lo  que  hemos  dicho  acerca  de 
las  bases  fdndamentales  de  la  ley  del  Jurado^  ¿se  quie- 
re, de  acuerdo  con  los  últimos  progresos  de  la  ciencia^ 
que  en  el  procedimiento  se  acepten  y  desenvuelvan 
todas  las  consecuencias  de  la  teoría  de  la  individualiza- 
ción del  delito?  ¿Sí?  Pues  entonces  hay  que  sostener  y 
defender  esta  institución,  porque  el  Jurado  da  mayores 
garantías  en  cada  delito  y  á'  cada  delincuente  de  que 
han  de  ser.  considerados  en  el  procedimiento  y  ante  los 
Tribunales,  como  un  caso  individual,  realizando  todas 
las  consecuencias  y  todos  los  desarrollos  de  esa  teoría 
que  hemos  proclamado,  y  que  es  indudablemente  una 
de  las  más  grandes  conquistas  del  derecho  penal. 

¿Queremos  llevar  á  sus  últimas  consecuencias  el 
prindpio  acusatorio?  ¿Estamos  convencidos,  como  in- 
dudablemente lo  estamos  todos,  como  lo  está  todo  el 
mundo,  de  que  á  la  sociedad,  de  que  al  Estado,  de 
que  á  la  colectividad  social  interesa  que  la  justicia  se 
administre  en  esa  forma,  de  suerte  que  los  Tribunales 
sean  meramente  pasivos,  de  suerte  que  los  Tribunales 
no  tengan  interés  ninguno  en  la  condenación  ni  en 
la  absolución  del  procesado?  Pues  entonces  debemos 
mantener  el  Jurado,  porque  sólo  en  él  encontraremos 
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las  garantías  neoesarias  para  este  desarrollo  del  prin- 
cipio'acusatorio,  y  para  obtener  completamente  las 
grandes  ventajas  que  en  este  principio  se  buscan. 

¿Es  que  queremos  que  prevalezca  la  doctrina  de  la 
oralidad  de  los  juicios,  y  creemos  que  lo  importante  en 
«1  proceso  es  el  juicio?  ¿Estimamos  necesario  reprodu- 
-cir  la  imagen  del  crimen  ante  el  Tribunal,  y  que  ese 
Tribunal,  á  la  vista  de  la  imagen  del  crimen,  exprese 
la  impresión  que  en  su  conciencia  honrada  y  sana  pro- 
duce la  imagen  del  deUto?  Pues  afirmemos  la  instíta* 
ción  del  Jurado,  porque  es  la  que  más  nos  asegura  y 
garantiza  que  se  cumplirá  en  todas  sus  condiciones  ese 
principio  de  la  oralidad  de  los  juicios. 

¿Es,  por  último,  que  aceptamos  que  la  estimación  de 
las  pruebas  ha  de  encomendarse  absolutamente  á  la 
<K)nciencia  del  Juez,  y  desechamos  toda  regla  anterior 
y  artificial  para  apreciar  esa  prueba?  Pues  hay  que 
buscar  esa  conciencia  que  ha  de  estimar  la  prueba  en 
el  Cuerpo  general  de  jurados,  donde  encontraremos 
las  ventajas  que  no  lograremos  ni  alcanzaremos  nun- 
oa,  si  sometemos  esa  estimación  de  las  pruebas  á  los 
Tribunales  de  derecho.  De  manera  que  el  Jurado  viene 
á  ser  el  coronamiento  de  estas  grandes  reformas;  de 
manera  que  el  Jurado  viene  á  poner  término,  y  tér- 
mino feliz,  al  planteamiento  de  todos  los  grandes  pro- 
gresos que  se  han  realizado  en  el  derecho  penal  y  en 
el  procedimiento  criminal,  durante  el  siglo  xvín  y  el 

siglo  XIX. 

Por  eso  al  citar  las  opiniones  de  ilustres  tratadistas 
de  Derecho  españoles,  á  quienes  hemos  mencionado  en 
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esta  Introduoción,  decíamos  que  esos  tratadistas  de  De- 
recho no  eran  adversarios  del  Jurado,  y  nos  fundába- 
mos para  deoir  esto,  más  que  en  el  texto  mismo  de  las 
afirmaciones  contenidas  en  sus  trabajos  y  en  sus  discur- 
sos, en  el  espíritu  que  late  en  el  fondo  de  esas  obser- 
vadones;  porque  al  ver  nosotros  que  desde  hace  cin- 
eu^ita  años  la  mayor  parte  de  esos  tratadistas  sostienen 
todos  aquellos  grandes  principios,  al  ver  que  someten 
á  la  conciencia  del  Juez  la  estimación  de  las  pruebas  y 
proclaman  el  principio  acusatorio  y  defienden  la  indi- 
vidualización del  delito,  no  podemos  dejar  de  decir  que 
«i  esos  grandes  escritores  que  hace  cincuenta  años  pro- 
clamaban tales  principios  pudieran  ver  hoy  cuáles  eran 
sos  consecuencias  y  hasta  qué  punto  habían  llegado  en 
8u  desarrollo  esos  principios,  no  negarían  su  concur- 
so y  sos  esfuerzos  al  planteamiento  del  Jurado,  no  se 
opondrían  á  que  el  Jurado  se  estableciera  en  nuestra 
Patria. 

El  Jurado  que  establece  la  ley  de  1888  se  fiínda  en 
los  conceptos  que  acabamos  de  indicar.  Es  el  resultado 
del  desarrollo  que  damos  y  del  alcance  que  atribuímos 
á  los  principios  fundamentales,  de  antiguo  admitidos 
por  nuestros  tratadistas  y  legisladores,  de  antiguo  afir- 
mados por  los  más  eminentes  publicistas  de  nuestro 
País.  Es  el  complemento  de  todas  las  reformas  penales 
y  procesales  modernas  creado  para  llevar  á  sus  últimos 
límites  posibles  la  individualización  del  delito,  el  prin- 
cipio acusatorio,  la  oralidad  de  los  juicios  y  el  principio 
de  que  las  pruebas  han  de  ser  estimadas  por  la  libre 
conciencia  del  Juez. 
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La  limitación  de  la  competencia  del  Turado  á  determina- 
dos delitos  no  contradice  los  fandamentos  del  Jnrado.— 
Hotivos  que  ezpUcan  esa  limitación. 


Hemos  sido  fieles  en  nuestra  obra,  como  lo  somos  en 
nuestras  doctrinas,  á  todos  esos  principios;  al  desarro- 
llarlos no  nos  ha  animado,  como  se  ha  supuesto,  un 
criterio  de  desconfianza  hacia  el  Jurado.  Lo  que  nues- 
tros adversarios  estiman  y  llaman  desconfianza  de  esta 
institución,  no  ha  sido,  á  nuestro  juicio,  ni  en  nuestro 
espíritu,  otra  cosa  que  la  transacción  aconsejada  por  la 
experiencia  y  por  nuestro  deseo  de  contribuir  á  arrai- 
gar el  organismo  que  fundábamos,  procurando  no  sus- 
citarle dificultades  insuperables,  ni  oposiciones  irre- 
conciliables. 

Por  lo  demás,  se  nos  critica  que  no  hayamos  atribuido 
al  conocimiento  del  Jurado  todos  los  delitos.  Esto  era 
imposible.  El  defecto  más  positivo,  más  indudable  de 
cuantos  los  adversarios  del  Jurado  atribuyen  á  esta  ins- 
titución, es  que  proporciona  molestias,  fatigas  y  traba- 
jos extraordinarios  á  la  generalidad  de  los  ciudadanos. 

Ya  hemos  salido  al  paso  de  la  objeción  que  nace  de 
ese  defecto;  ya  hemos  dicho  que  esa  objeción  no  debe 
tomarse  en  cuenta,  ni  ser  motivo  de  debate;  ya  hemos 
demostrado  que  si  se  atendiera  al  espíritu  en  que  se 
funda  esa  objeción,  habría  necesidad  de  acabar  con  toda 
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la  yida  moderna,  fundada  en  el  principio  de  que  el  go- 
bierno de  los  pueblos  está  en  manos  del  pueblo  mismo, 
y  de  qne  todos  los  ciudadanos  concurren  con  su  acción, 
con  su  intervención  directa  y  con  sus  obras  á  las  ta- 
reas de  gobernar  el  país  de  que  son  hijos. 
[  Creemos  que  hubiera  sido  excesivo  y  hasta  abusivo 

enoomendar  al  Jurado  el  conocimiento  de  todos  los  de- 
litos, porque  dada  la  complicación  y  las  dificultades  in- 
herentes á  este  mecanismo,  que  por  lo  mismo  que  es 
perfecto  es  complicado,  habría  sido  preciso  entonces 
que  el  Jurado  hubiese  estado  reunido  permanentemen- 
te, y  quizás  no  hubiera  bastado  con  eso  para  ver  y  fa- 
llar todas  las  causas  que  se  forman  en  el  territorio  de 
cada  partido  judicial  dentro  del  año.  Por  esto,  de  acuer- 
do con  las  exigencias  de  la  mayoría  de  los  tratadistas ' 
y  con  todas  las  legislaciones,  hemos  preferido  que  los 
jurados  de  cada  partido  judicial  vengan  á  reunirse  cada 
eoatrim^tre  para  ver  y  fallar  seis  ó  siete  causas,  que 
son,  á  lo  sumo,  las  que  les  corresponderá  ver,  dada  la 
dfra  de  nuestra  estadística  procesal. 

El  principio  de  que  al  Jurado  corresponde  ver  y  co- 
nocer en  todas  las  causas,  lo  admitimos  nosotros  con 
estas  dos  excepciones:  primera,  que  no  se  vean  ante  el 
Jurado  las  causas  por  pequeños  delitos,  como  las  de  des- 
órdenes públicos,  delitos  contra  la  salud  pública,  le- 
siones, hurtos  y  otros  análogos,  que  además  de  ser  los 
/que  más  contingente  de  criminalidad  aportan,  no  exi- 
gen seguramente  en  su  tramitación  la  amplitud  de  ga- 
rantías y  solemnidades  que  atribuímos  á  los  debates 
Jadícíales  en  que  interviene  el  Jurado. 
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Hay  principios  en  la  organiza^^ión  del  Jurado  qae 
deben  adoptarse  para  la  sustanciación  de  estos  proce- 
sos. De  ahí  la  conveniencia  de  organizar  los  Tribuna* 
les  correccionales  sobre  una  base  análoga  al  escabina- 
to,  punto  que  trataremos  más  adelante. 

La  otra  excepción  al  principio  que  atribuye  el  co- 
nocimiento de  todos  los  delitos  al  Jurado,  es  la  ex- 
cepción, con  la  cual  tampoco  entendemos  haber  contra- 
dicho, desmentido,  ni  negado  los  principios  en  que  el 
Jurado  se  funda,  de  que  no  se  le  sometan  las  causas  em 
que  se  trate  de  delitos  que  no  tienen  verdadera  signi- 
ficación moral  de  delincuencia;  las  causas  en  que  se 
trate  de  los  delitos  creados  por  la  ley  ó  de  aquellos 
otros  cuya  ñgura  moral  sea  mucho  menos  grave  que  su 
figura  jurídica,  como  sucede  con  algunos  de  los  delitos 
que  comprometen  la  paz  y  la  independencia  del  Esta- 
do, con  los  atentados  y  desacatos  contra  los  agentes  de 
la  Autoridad,  con  la  usurpación  de  funciones  y  otros 
análogos. 

Se  nos  objetará  acaso  que  en  este  punto  hemos  des- 
conocido la  distinción  entre  el  hecho  y  el  derecho,  por- 
que al  fin  y  al  cabo,  habiendo  los  jurados  de  limitarse 
¿  declarar  la  realidad  de  los  hechos  evidenciados  por 
las  pruebas,  para  nada  han  de  tener  en  cuenta  la  cali- 
ficación de  esos  hechos  mismos.  Se  nos  dirá  que  no  es 
lícito  presumir  que,  encerrándose  el  Jurado  dentro  de 
BUS  funciones  peculiares,  tenga  en  cuenta  para  nada  la 
Índole  especial  ó  las  circunstanciaa  especiales  que  con- 
curren en  los  delitos  á  que  nos  referimos. 

Esto,  seguramente,  es  lo  que  debe  ser;  esto,  segura- 
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mente,  es  lo  que  sncederá  en  la  mayor  parte  de  los 
easos;  pero  nosotros  no  podemos  negar  en  definitiva^ 
que  todos  los  medios  procesales,  que  todos  los  proce- 
dimientos tienen  algnna  imperfección  que  se  deriva  de 
la  imperfección  natural  del  instrumento  adoptado  para 
realizarlos,  que  es  la  voluntad  del  hombre;  y  por  lo  tan- 
to, creemos  posible  que,  aun  debiendo  encerrarse  el  Ju- 
rado dentro  de  la  esfera  en  que  la  ley  limita  sus  atri- 
buciones, que  aun  debiendo  limitarse  el  Jurado  á  la 
apreciación  de  las  pmebas,  podrá  muy  bien  ocurrir 
que  desee  no  penar  un  deUto  de  esos  que  carecen  de 
lealidad  moral,  ó  que  no  la  tienen  tan  grave  en  el  or- 
den moral  como  en  el  orden  jurídico,  y  cuando  esto  su- 
ceda, si  suoede,  el  Jurado  podrá  por  medios  indirectos 
declarar  la.  inculpabilidad  de  los  procesados. 

Casos  de  éstos  se  han  visto,  y  nosotros  hemos  creído 
qne  la  ley,  en  lo  posible,  debía  evitar  que  aquí  se  repro- 
dujeran. Se  han  visto  jurados  que,  convencidos  de  que 
el  delito  de  que  se  trataba  era  una  acción  inofensiva  ó 
inocente,  han  declarado,  á  pesar  de  estar  demostrada 
la  culpabilidad  del  procesado,  que  no  era  culpable,  y 
han  buscado  por  este  procedimiento  el  medio  de  evitar 
que  se  le  castigara. 

A  esto  hemos  atendido  con  esa  excepción,  y  enten- 
demos que,  á  pesar  de  ella,  subsiste  y  subsistirá  como 
una  verdad  innegable,  que  el  hecho  y  el  derecho  pue- 
den distinguirse  constantemente,  porque  el  falseamien- 
to posible  de  un  principio,  no  es  nunca,  ni  debe  enten- 
derse que  filé  jamás  su  negación,  ni  la  prueba  de  su 
ineficacia. 
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El  ccnoepto  del  Turado  lef^sladcr  lia  sido  desecliado  por 
no  estar  de  aouerdo  con  los  fundamentos  de  nuestra  uib- 
titución. 

Aceptando  y  desenvolviendo  este  principio  de  la 
distinción  entre  el  derecho  y  el  hecho,  que  nosotros, 
como  se  ha  visto,  mantenemos  de  una  manera  absoluta, 
de  acuerdo  con  los  últimos  progresos  realizados  en  las 
legislaciones  organizadoras  de  los  Tribunales  del  Jura- 
do, hemos  creído  que  no  debe  concederse  al  Jurado  la 
determinación  y  declaración  del  nomen  juris;  hemos 
creído  que  no  debe  atribuírsele  la  facultad  de  declarará 
eu  arbitrio  las  circunstancias  atenuantes,  facultad  de 
que  dispone  en  otros  países.  ¿Por  qué?  Porque  nosotros 
no  creemos  que  la  función  más  importante  de  los  Jura- 
dos sea  la  que  le  atribuye  la  condición  y  facultad  de  le- 
gislar; porque  nosotros  no  creemos  que  la  misión  más 
importante  de  este  instituto  sea  la  de  señalar  por  me- 
dio de  sus  fallos  y  veredictos  qué  reformas  deben  intro- 
ducirse en  la  legislación  penal. 

Después  de  todo,  no  es  absolutamente  necesario  que 
el  Jurado  desempeñe  esa  acción,  porque  esa  acción  tie- 
ne, dentro  de  la  vida  moderna,  dentro  de  las  condicio- 
nes de  derecho  en  que  viven  la  mayor  parte  de  los  pue- 
blos cultos,  una  organización  más  adecuada.  Cuando  el 
País  entero  concurre  á  la  obra  legislativa  por  medio  de 
las  elecciones  políticas;  cuando  practica  libremente  y 
coopera  de  un  modo  satisfactorio  á  esta  tarea;  cuando  la 
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mayor  parte  de  las  instituciones  del  Estado  vienen  á 
contribuir  á  ella,  por  diversos  caminos,  no  es  nece- 
sario que  se  asocie  á  esta  acción  el  Tribunal  del  Jura- 
do. Podemos  prescindir,  pues,  de  que  el  Jurado  sea  le- 
gislador, ya  que  la  sociedad  tiene  otro  organismo  más 
perfecto  que  el  Jurado  para  contribuir  á  la  obra  legis- 
lativa. 

Se  comprende  y  se  explica  fácilmente  que  cuando 
no  existen  las  garantías  de  un  régimen  libre  y  cuando 
no  hay  instituciones  que  aseguren  la  eficacia  del  voto 
público,  los  partidarios  de  que  ese  voto  influya  decisi- 
vamente en  el  Gobierno  del  País,  pretendan  que  sea 
el  Jurado  uno  de  sus  órganos.  Por  eso  los  antiguos  ju- 
radistas  querían  el  Jurado  legislador.  Por  eso  defen- 
dían y  aun  defienden  el  Jurado  que  califica.  Pero  nos- 
otros no  podemos  aceptar  ese  punto  de  vista.  El  Jurado 
no  debe  legislar  directa  ni  indirectamente.  El  Jurado 
administra  justicia,  y  para  administrar  justicia  no  ne- 
cesita poseer  la  facultad  de  legislar. 

En  cuanto  á  la  de  declarar  á  su  arbitrio  la  existen- 
cia de  circunstancias  atenuantes,  hay  que  tener  en 
cuenta  otras  consideraciones.  Esa  facultad,  no  sólo  en- 
vuelve algo  de  la  potestad  legislativa,  sino  que  es  un 
medio  de  llevar  á  sus  últimos  desarrollos  la  doctrina 
de  la  individualización  del  delito.  Hemos  creído  que 
hoy  no  era  oportuno  dotar  al  Jurado  de  tan  valioso 
atributo,  por  motivos  de  prudencia  ampliamente  justi- 
ficados en  otro  lugar.  Pero  quizás  en  el  porvenir  lle- 
guen circunstancias  que  nos  aconsejen  modificar  esta 
base  de  nuestro  Jurado.  Aplazamos  para  entonces  es- 
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tndiar  ese  punto  y  procurarle  una  solución  que  satis- 
faga lo  que  hay  de  legítimo  en  el  deseo  de  cuantos 
creen  que  el  Jurado  debe  poseer  aquella  facultad,  sin 
menoscabar,  ni  quebrantar,  ni  desconocer^  ni  negar  la 
distinción  necesaria  del  hecho  y  del  derecho. 

XL 

£1  Turado  es  al  mejor  instrumento  para  la  administracián 
de  la  justicia.  —  Sus  ventajas  é  inconvenientes  compa- 
rados  con  las  venidas  é  inconvenientes  áe  los  Tribu- 
nales de  derecho. 

No  hemos  querido  establecer  un  Jurado  legislador; 
hemos  querido  establecer  un  Jurado  que  será  mejor 
instrumento  que  ninguna  otra  especie  de  Tribunales 
para  la  administraciÓQ  de  la  justicia.  Esto,  á  nuestros 
ojos,  es  innegable,  y  resulta  demostrado  por  virtud  de 
las  consideraciones  que  hasta  aquí  hemos  expuesto,  y 
que  vamos  á  resumir,  examinando  las  ventajas  y  los 
inconvenientes  del  Jurado,  comparados  con  las  venta- 
jas é  inconvenientes  de  los  Tribunales  de  derecho, 

Todos  los  argumentos,  todas  las  consideraciones  que 
se  emiten  á  propósito  de  este  tema,  pueden  agruparse 
y  clasificarse  en  cinco  grupos: 

Primero.  Que  el  Jurado  es  más  ignorante  que  los 
Tribunales  de  derecho. 

Segundo.  Que  el  Jurado  es  más  irresponsable  que 
los  Tribunales  de  derecho. 

Tercero.  Que  el  Jurado  es,  por  motivos  de  morali- 
dad, inferior  á  los  Tribunales  de  derecho. 
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Cuarto.  Que  el  Jurado  es  más  dócil  que  los  Tribu- 
nales de  derecho  á  los  caprichos  y  arbitrariedades  de 
la  opinión,  y  que  la  acción  de  estos  caprichos  y  arbi- 
trariedades debe  excluirse  de  las  funciones  judiciales. 

Quinto.  Que  el  Jurado  es  más  opuesto  que  los  Tri- 
bunales de  derecho  á  los  progresos  de  la  ciencia  penal. 

Examinaremos  separadamente  cada  uno  de  estos 
puntos,  analizando  y  estudiando  las  cuestiones  que  en- 
vuelven. 

XLI 

^  el  Turado  más  ignorante  que  los  Tribunales  de  dere- 
cho?— Cuestiones  téonicas.— Los  oolegios  de  peritos.— 
Cuestiones  de  heoho.  —  Convenienoia  de  que  sean  per- 
sonas distintas  las  que  apreoien  los  heohos  de  las  que 
aplioan  la  ley. 


No  creemos  nosotros,  y  ya  lo  hemos  dicho  y  demos- 
trado, que  el  Jurado  sea  más  ignorante  que  los  Tribu- 
bunales  de  derecho,  en  aquello  que  es  necesario  saber 
para  juzgar.  Ya  hemos  dicho  que  en  lo  que  toca  á  las 
caestíones  de  hecho,  los  jurados  saben  más  que  el  Juez; 
f  que  en  lo  que  toca  á  las  cuestiones  de  derecho,  no  nece- 

sitan saber  más  ni  tanto,  porque  no  las  aprecian,  ni  las 
estiman,  ni  las  resuelven;  y  en  lo  que  toca  á  las  cuestio- 
nes técnicas,  el  Jurado  está  á  la  misma  altura  que  los 
Magistrados,  singularmente  desde  que  se  ha  atribuido  á 
hs  cuestiones  técnicas  el  desarrollo  que  se  las  da  en  la 
época  actual;  singularmente  desde  que  se  exige  para 
apreciar  y  estimar  lo  que  haya  de  cierto  en  el  fondo  de 
^s&s  cuestiones  técnicas,  ima  competencia  que  no  han 
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tenido  jamás  los  Jueces  de  derecho,  y  que  no  tendrán 
tampoco  la  generalidad  de  los  Jurados. 

¿Deben  los  Jueces  apreciar  por  sí  mismos  las  cuestio- 
nes periciales?  Se  trata  de  una  falsificación.  ¿Es  que  los 
Jueces  deben  tener  todos  los  conocimientos  necesarios 
para  apreciar  esa  falsificación,  supuestas  la  ciencia  y  la 
industria  indispensables  para  verificarla?  ¿Ó  es  que 
basta  que  los  Jueces  de  hecho  ó  los  de  derecho  tengan 
las  condiciones  generales  que  han  tenido  hasta  ahora, 
á  fin  de  estimar  los  testimonios  y  declaraciones  pericia- 
les, atribuyéndoles  el  valor  que  en  conciencia  crean 
que  se  les  debe?  Esta  es  la  cuestión  y  no  otra,  y  en  esa 
cuestión  no  hay  nada  que  demuestre  que  el  Jurado  es 
más  ignorante  que  los  Tribunales  de  derecho  para 
apreciar  las  cuestiones  técnicas. 

Los  partidarios  de  que  esas  cuestiones  sean  aprecia- 
das directamente  por  los  Jueces,  son  enemigos  del  Jur 
rado  y  enemigos  también  de  los  Tribunales  de  derecha. 
Pretenden  que  los  delitos  deberán  ser  juzgados  por  lo 
que  ellos  llaman  Colegios  de  peritos.  Los  Colegios  de 
peritos  son  una  institución  que  tendría  todos  los  vicios, 
todos  los  defectos  y  todos  los  inconvenientes  de  los 
Tribunales  de  derecho.  Dice  Ferri,  uno  de  los  más  en- 
tusiastas partidarios  de  esta  tendencia,  lo  siguiente, 
que  no  ha  podido  menos  de  llamar  nuestra  atención: 

fEn  una  organización  procesal  conforme  con  nues- 
tros principios,  sería  sumamente  sencilla  la  operación 
de  encerrar  á  los  reconocidos  como  locos  que  fueran 
autores  de  delito,  porque  baataría  un  examen  pericial 
y  una  orden  del  Juez  que  decretara  la  reclusión  por  un 
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tiempo  determinado  ó  perpetuo,  según  el  delito  y  las 
formas  psicopáticas.» 

De  esta  manera  no  hay  cuestiones  graves  ni  difíciles; 
pero  de  esta  manera  no  hay  procedimientos  ni  garan- 
tías. Si  para  declarar  que  un  procesado  ha  sido  reo  de 
determinado  delito,  que  está  loco  y  que  hay  que  ence- 
rrarle perpetuamente,  basta  un  perito  6  im  Colegio  de 
peritos  que  lo  declare,  y  un  Juez  que  decrete  la  reclu- 
sión del  procesado;  si  no  hay  necesidad  más  que  de  pro- 
ceder de  una  de  esas  formas  de  que  habla  Ferri,  ¿qué 
significan  ni  qué  importan  todas  las  conquistas  hechas 
por  el  Derecho  y  la  Legislación  procesal?  La  escuela 
que  defiende  la  existencia  de  los  Colegios  de  peritos, 
trata  de  establer  una  Magistratura  especial,  una  Ma- 
gistratura arbitraria,  una  Magistratura  irresponsable, 
ma  Magistratura  que  sería  im  cuerpo  de  tiranos  im- 
buidos de  sus  preocupaciones  científicas,  de  sus  prejui- 
cios y  de  su  afán  de  sistematizar,  investidos  de  la  auto- 
ridad que  les  prestaría  su  alto  valor  científico,  ante  el 
cual  no  habría,  ni  era  posible  establecer  garantías  de 
ninguna  especie. 

Verdaderamente  que  si  después  de  los  triunfos  reali- 
zados por  el  espíritu  liberal  en  la  organización  de  la 
Justicia  viniéramos  á  parar  á  esa  especie  de  tiranía,  ha- 
bríamos retrocedido  sensiblemente  en  el  candno  de  los 
adelantos  conseguidos  dentro  de  todos  los  órdenes  del 
Derecho.  Nosotros  no  queremos  esa  tiranía;  nosotros 
creemos  que  esa  tiranía  es  incompatible  con  los  debe- 
^^  de  la  vida  social,  tal  como  la  civilización  los  ha  pro- 
ducido y  los  mantiene;  nosotros  no  queremos  ver  á  la 
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sociedad  sometida  á  una  casta  de  sabios,  capaces  de  en* 
cerrar  en  un  manieomio  á  los  culpables  j  á  loa  inocen- 
tes sin  difltiuguix  bien  quiénes  son  unos  j  quiénes  son 
otros,  porque  en  definitiva,  encontrarían  sancionados 
sus  actos  en  la  maravillosa  doctrina  de  la  lucba  por  la 
existencia  y  en  la  aplicación  de  esta  doctrina  al  orden 
jurídico;  entendiendo  que  es  legítimo  y  que  está  san- 
cionado por  loa  principios  de  la  defensa  social,  todo  lo 
que  sea  eliminar  elementos  que  se  consideran  dañosos 
para  la  conservación  de  la  sociedad  misma.  Basta,  á 
nuestro  juicio,  de  cuestiones  técnicas. 

Los  defectos  que  se  atribuyen  al  Jurado  suponién- 
dole ignorante,  no  son  reales,  no  son  exactos,  no  se 
fundan  en  consideración  alguna,  digna  verdaderamen* 
te  de  tomarse  en  cuenta  para  modificar  ó  alterar  nues- 
tras ideas.  En  cambio  es  palpable,  es  evidente  la  igno- 
rancia ó  falta  de  aptitud  de  los  Jueces  para  las  funcio- 
nes propias  y  peculiares  del  juicio,  tal  como  nosotros 
entendemos  y  explicamos  esas  funciones.  Es  induda- 
ble que  los  Jueces  de  derecho  están  prevenidos  por  el 
hábito  de  juzgar,  y  porque  tienen  interés  en  condenar, 
porque  tienen  interés  en  la  demostración  de  la  culpa- 
bilidad del  procesado.  Interés  indudable,  puesto  que 
tanto  mayor  mérito  habrá  contraído  un  Juez  de  dere- 
cho, tanto  más  podrá  invocar  sus  actos  como  fundamen- 
to de  los  ascensos  y  progresos  que  realice  en  su  carre- 
ra, cuanto  sea  mayor  el  número  de  delitos  que  contri- 
buya á  castigar  y  cuanto  mayor  sea  el  numera  de  pro- 
cesados á  quienes  declare  convencidos  del  delito  que 
se  lee  imputa  y  á  quienes  condene. 
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Es  indudable  que  el  Juez  de  derecho,  por  ese  mismo 

hábito,  por  efecto  del  cuidado  y  esmero  con  que  en 

muchos  casos  ha  de  consagrarse  á  las  tareas  de  toda 

su  vida,  atiende  menos,  sigue  con  menos  atención  las 

peripecias  del  juicio  que  el  Juez  de  hecho. 

Es  proverbial  la  falta  de  atención  que  suelen  pres- 
tar á  los  juicios  los  Jueces  de  derecho,  y  si  nos  fuera 
lícito  entrar  en  cierto  orden  de  consideraciones,  pun- 
tualizaríamos más  estos  defectos;  y  es  proverbial  tam- 
bién, que  el  Jurado  sigue  siempre  con  una  atención 
marcadísima  los  accidentes  y  episodios  del  juicio  que 
ante  él  se  celebra,  aun  cuando  no  sea  más  que  atraí- 
do por  la  novedad  del  espectáculo  y  por  el  miedo  que 
pone  en  su  ánimo  la  duda  de  si  acertará  ó  no  á  cum- 
plir debida  y  regularmente  las  funciones  que  la  ley  le 
encomienda. 

Por  lo  demás,  ¿necesitamos  repetir  que  el  Juez  de 
derecho,  y  esto  es  aplicable  también  á  los  Colegios  de 
peritos,  que  el  Juez  de  derecho  no  conoce  ni  las  oos- 
tombres,  ni  la  manera  de  ser  y  de  producirse,  ni  el 
idioma,  ni  los  modismos,  ni  los  antecedentes  persona- 
les de  los  procesados  y^Q^tigos;  que  tiene  menos  capa- 
cidad para  juzgar  que'^^urado,  á  cuyo  favor  debe 
existir  siempre  la  presunción  de  que  conoce  todo  eso, 
desde  el  momento  en  que  el  jurado  ha  de  ser  un  veci- 
no del  partido  judicial  en  que  se  han  cometido  los  he- 
lios, con  arraigo  en  aquella  localidad,  en  la  que  acaso 
ha  vivido  durante  toda  su  existencia? 

Porúltímo,  no  hay  que  perder  de  vista  como  una  de 
las  ventajas  en  favor  del  Jurado,  ventaja  que  debemos 
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señalar  y  estimar  aquí,  que  es  conveniente  para  el  in~ 
teres  de  la  justicia  el  que  sean  distintas  las  personas 
que  aprecien  los  hechos  de  las  que  aplican  la  ley;  por- 
que así,  distribuidas  las  dos  funciones  capitales  del  jui- 
cio entre  personas  diferentes,  no  influirán  para  nada 
en  el  ánimo  de  los  Jueces  de  hecho  los  errores  que  pu- 
dieran abrigar  en  punto  á  los  problemas  jurídicos  que^ 
se  ventilen;  ni  forzarán  los  Jueces  de  derecho,  ni  vio- 
lentarán los  Jueces  de  derecho  la  estimación  que  hagan 
de  las  pruebas,  á  fin  de  acomodarlas  á  su  prejuicio,  para, 
que  de  todas  suertes  vengan  á  dar  por  demostrada,  á. 
dar  por  evidenciada  la  figura  jurídica  que  ellos  han 
visto  desde  el  primer  momento. 

Esta  separación  es  acaso  una  de  las  mayores  venta- 
jas que  produce  el  Jurado.  Para  que  en  el  fondo  se 
mantenga  la  debida  armonía  entre  la  apreciación  del 
hecho  y  la  aplicación  de  la  ley,  se  ha  concedido  á  los 
Presidentes  de  la  Sección  de  derecho  la  facultad  de  di- 
rigir preguntas  á  los  jurados.  Ya  decimos  en  el  lugar 
correspondiente,  que  estas  preguntas  han  de  formular- 
se teniendo  siempre  en  cueiíta  la  figura  jurídica  que  ha 
de  resultar,  á  fin  de  que  estei^o,  esta  unión,  esta  ar-^ 
monía  entre  la  apreciación  de  los  hechos  y  la  aplica- 
ción de  la  ley,  no  cree  obstáculos  á  los  jurados  para^. 
apreciar  bien  las  pruebas,  se  subordina  esa  apreciación 
á  la  aplicación  de  la  ley  que  hayan  de  hacer  los  Jueces^ 
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^8  el  Joiado  máa  Irresponsabld  que  loa  Tribunales  de  de- 
reclio?-- La  irresponsabilidad  es  inherente  á  todo  Tri- 
bmial  qne  no  se  sujete  á  reglas  para  apreciar  las  prne- 
bas.— Loa  Consejos  de  guerra. 


La  irresponsabilidad  de  los  jurados.  De  todas  las 
cuestiones  formuladas  durante  la  discusión  do  la  ley  de 
1888,  esta  es  una  de  las  que  han  sido  objeto  de  más 
insistentes  observaciones. 

Se  censura  que  el  Juez  de  hecho  no  fundamentej  no- 
explique  el  motivo  de  bu  convicción;  se  censura  que  del 
fallo  del  Jurado,  del  veredictOj  no  se  pueda  apelar. 
Poco  tenemos  que  decir  acerca  de  esto.  Por  ventura, 
el  Jue2  de  derecho,  ¿no  es  también  irresponsable?  Por 
ventura,  ¿está  obligado  el  Juez  de  derecho  á  declarar  y 
señalar  los  motivos  de  su  convicción?  Por  ventura,  esta- 
bl^ido  el  juicio  oral,  ¿es  posible  la  declaración  de  es- 
tos motivos?  Se  habla  de  la  irresponsabilidad  de  los  ju- 
rados para  censurarla  y  criticarla,  y  lo  que  se  censura 
y  se  critica  es  la  doctrina  que  encomienda  la  estima- 
ción de  las  pruebas  á  la  libre  conciencia  del  Juez. 
Acerca  de  esto,  ya  hemos  dicho  bastante;  restándonos 
una  consideración  que,  á  nuestro  juicio,  es  importante. 
La  irresponsabilidad  dentro  del  derecho  procesal 
moáemo,  que  en  este  punto  ha  llegado,  á  nuestro  jui- 
cíoj  á  BUS  últimos  progresos,  es  condición,  lo  mismo  de 
loa  Tribunales  de  derecho  que  de  los  Tribunales  del 
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Jurado,  y  desde  luego  entendemos  que  hay  mayor  peli- 
gro en  que  esa  autoridad  irresponaable  la  ejerzan  tres 
funcionarios  públíeop,  cualesquiera  que  sean  las  dotes 
y  condiciones  que  leB  adornen^  á  que  la  ejerzan  dooe 
ciudadanoSj  elegidos  y  designados  en  la  forma  que  se 
designan  y  eligen  loa  Jueces  de  heclio  eon  arreglo  á 
nuestra  ley. 

^  La  irresponsabilidad  es  inherente  á  todo  Tribunal 

que  no  se  sujete  á  reglas  para  apreciar  las  pruebas.  Si 
se  quieren  tener  Tribunales  responsables  hay  que  mar- 
carles un  criterio^  para  que  con  arreglo  á  él  pueda  ave- 
riguarse  si  han  hecho  bucuo  ó  mal  uso  de  la  potestad 
que  la  ley  puso  en  sus  manos,  ¿No  se  quiere  llegar 
ahíj  porque  se  reconoce  que  esto  ea  absurdo?  Pues  en- 
tonces es  indispensable  afirmar  los  principios  de  la  ley 
que  comentaraoSj  salvo  que  se  pretenda  hacer  en  la  ju- 
risdicción civil  algo  parecido  á  lo  que  son  los  Con&ejoa 
en  la  jurisdicción  de  guena. 

Se  ha  dicho  que  los  Consejos  de  guerra  tienen  en  su 

^  organización  mucho  de  lo  que  caracteriza  al  Jurado. 

Nosotros  no  hemos  querido  hablar  de  esto,  ni  de  loa 

j,  jueces  de  aguas,  ni  de  los  Tribunales  de  Comercio. 

¿Para  qué?  Los  jueces  de  aguas  y  los  jueces  mercanti- 

I  les  son  jueces  peritos,  ¿A  qué  invocarlos  cuando  se  tra- 

ta de  justificar  la  existencia  y  la  autoridad  del  jue« 
lego?  El  vocal  del  Consejo  de  guerra  ea  juez  lego  más 
bien  que  perito,  y  bajo  este  aspecto  puede  citársele  co- 
mo \m  predecesor  del  Jurado,  Pero  hay  luego  tales  y 
tan  radicales  diferencias  entre  la  manera  de  funcionar 
del  Consejo  de  guerra  y  la  manera  de  funcionar  del 
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Tribunal  del  Jurado,  que  nos  ha  parecido  ociosa  é  inne- 
cesaria la  comparación. 

Lo  hemos  citado  á  propósito  de  la  responsabilidad. 
El  Consejo  Mía  con  arreglo  á  su  conciencia,  á  lo  que 
«abe  y  entiende,  lealmente  interpretado.  ¿Sus  superio- 
res creen  que  el  fallo  no  es  justo?  Pues  le  revocan  ó 
imponen  una  pena  al  Consejo.  En  todo  esto  hay  bas- 
tante de  contradictorio,  que  subsiste  como  subsisten 
otras  contradicciones  parecidas  en  la  organización  de 
la  fuerza  armada,  por  las  necesidades  contradictorias 
también  á  que  esa  organización  atiende. 

Pero  esto  no  era  oportuno,  ni  conveniente,  ni  razo- 
nable traerlo  á  la  jurisdicción  criminal  ordinaria.  Por 
^so  no  tiene  solución  el  problema  de  la  irresponsabili- 
dad de  los  Tribunales,  fuera  de  la  solución  que  nos- 
otros hemos  defendido,  porque  querer  lo  que  piden 
varios  de  nuestros  contradictores,  querer  Tribunales 
^ue  juzguen  con  arreglo  á  su  conciencia  y  que  luego 
sean  responsables  de  su  juicio,  ó  es  pretender  una  enor- 
midad, como  la  que  encierra  esa  anacrónica  base  de  la 
legislación  militar,  ó  es  pretender  un  imposible. 

XLm 

|Eb  el  Tuado,  por  motivos  de  moralidad,  inferior  á  los 
Tribunales  de  dereoho?— Las  reoomendaolones.—Lain- 
flnenoia  de  la  Autoridad.— ICayor  independenoia  del  Tu- 
rado.—Los  peli^^s  del  juzgar. 

Desde  el  punto  de  vista  de  la  moralidad  y  de  la  reo- 
titnd,  tampoco  hay  ventajas  en  el  Tribunal  de  derecho 
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respecto  de  los  Tribunales  del  Jurado.  Lo  mismo  pue- 
den los  motivos  inmorales  influir  en  la  decisión  de  uno, 
que  en  la  de  otro  Tribunal,  y  siempre  será  también, 
aquí  como  en  el  caso  anterior,  mayor  garantía  de  que 
podrán  evitarse  esas  inmoralidades,  el  mayor  número 
de  personas  que  contribuyen  á  dictar  el  fallo.  Deje- 
mos, pues,  á  un  lado  esto  de  la  inmoralidad. 

Se  dice  que  el  Jurado  será  más  asequible  que  el 
Juez  á  cierta  especie  de  insinuaciones  y  recomenda- 
ciones, fundadas  en  la  amistad,  en  la  comunidad  de 
intereses  políticos,  en  la  comunidad  de  intereses  per- 
sonales, que  hoy,  por  desgracia,  están  muy  en  boga  en 
nuestra  sociedad,  y  á  las  que,  siendo  posible,  conven- 
dría oponer  un  dique  resistente  y  una  valla  insupera- 
ble; pero  aun  cuando  esto  sea  cierto,  ¿quién  es  capaz, 
teniendo  en  cuenta  la  realidad  de  los  hechos  y  la  ex- 
periencia, quién  es  capaz  de  decir  que  las  influencias 
y  las  recomendaciones  han  de  ser  más  eficaces  con  el 
Tribunal  del  Jurado  que  con  el  Tribunal  de  derecho? 
Hay,  desde  luego,  una  consideración  que  presentar  á 
los  que  esto  creen  y  esto  suponen. 

Se  sabe  de  antemano,  se  sabe  siempre  quién  es  el 
Juez  de  derecho  que  ha  de  entender  y  fallar  en  una 
causa,  y  hasta  el  momento  en  que  se  constituye  el  Tri- 
bunal no  se  sabe  quién  es  el  Juez  de  hecho  que  ha  de 
ver  y  fallar  la  causa  misma;  y  si  bien  puede  presumir- 
se, en  la  mayor  parte  de  los  casos,  el  nombre  de  esos 
Jueces,  puesto  que  han  de  ser  los  que  la  suerte  seüale 
de  entre  los  36  de  la  lista  de  servicio,  el  hecho  de  que 
que  hasta  el  último  momento  no  se  ha  de  conocer  j^ 
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determinar  exactamente  la  persona  ó  personas  que  han 
Ae  desempeñar  esa  misión  y  la  facultad  que  las  partes 
tienen  de  recusar,  de  poder  recusar  á  los  que  crean  que 
ian  sido  influidos  por  este  medio,  es  ya  una  cortapisa 
bastante,  si  no  todo  lo  eficaz  que  nosotros  apetecería- 
mos, bastante  eficaz,  sin  duda,  para  que  pueda  enten- 
•derse  que  esa  iofluencia  de  las  recomendaciones  ha  de 
ser  menor  tratándose  de  los  Tribunales  del  Jurado  que 
tratándose  de  los  Tribunales  de  derecho. 

En  cuanto  á  la  infiuencia  que  ha  de  ejercer  la  Au- 
toridad y  sus  representantes  en  los  Tribunales,  grande 
cuando  se  trata  de  los  Tribimales  de  derecho,  es  míni- 
ma é  insignificante  cuando  se  trata  de  los  Tribunales 
^el  Jurado.  La  influencia  de  la  Autoridad  sobre  los 
Tribunales  de  derecho,  se  transmite  y  se  hace  efectiva 
por  medio  de  los  Presidentes  y  de  los  Fiscales.  El  Pre- 
sidente y  el  Fiscal  pueden  iufluir  más  sobre  los  dos 
Magistrados,  que  con  el  Presidente  constituyen  el  Tri- 
bunal de  derecho,  de  los  cuales  son  compañeros  y  je- 
fes en  el  orden  jerárquico  establecido  en  la  Magistra- 
tura, que  sobre  los  doce  jurados  que  ha  designado  la 
suerte. 

Esto  nos  parece  también  de  evidencia,  y  en  ello  no 
necesitamos  insistir;  pues  al  fin  y  al  cabo,  los  Jueces  de 
derecho,  por  su  carrera  y  por  su  condición  de  funciona- 
rice  públicos,  dependen  del  Gobierno  del  País,  mien- 
tras que  los  jurados  son  ciudadanos  independientes, 
que  no  tienen  con  el  Gobieno  las  relaciones  que  nece- 
sariamente han  de  tener  siempre  los  Magistrados.  Esto, 
aparte  de  lo  que  ya  hemos  dicho  en  otro  lugar,  y  repe- 
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timos  ahora;  esto  aparte  de  que  en  punto  á  indepen- 
dencia y  en  punto  á  moralidad^  nosotros  creemos  que^ 
no  son  la  posición,  ni  las  circunstancias  en  que  se  vive^ 
dentro  de  determinados  limites,  los  únicos  factores  que 
hay  que  tener  en  cuenta,  ni  los  de  mayor  importancia 
siquiera  para  calificar  la  moralidad  de  una  persona,  ni 
para  estimar  y  reconocer  si  posee  ó  no  determinadas 
dotes  de  carácter,  y  el  valor  moral  que  representa  una 
conciencia  recta  y  sana.  Calidades  son  éstas,  que  na 
acompañan  necesariamente  á  determinados  signos  ex- 
teriores. Por  eso  creemos  nosotros  que  nuestra  ley  ha 
resuelto  mejor  que  ninguna  otra  los  problemas  que 
afectan  á  esta  importantísima  cuestión. 

De  la  moralidad,  pues,  es  preferible  no  hablar.  En 
el  punto  en  que  ahora  estamos,  lo  evidente,  lo  innega- 
ble, lo  reconocido,  lo  que  constituye  una  ventaja  deci- 
siva del  Jurado  sobre  los  Tribunales  de  derecho,  e» 
que  el  Jurado  es,  sin  género  alguno  de  duda,  más  in- 
dependiente, más  imparcial  que  el  Juez  de  derecho. 
Con  esto  basta. 

Sostienen  los  adversarios  del  Jurado,  por  último,  que 
los  Jueces  de  hecho  son  más  sensibles  y  más  dúctiles 
que  los  Jueces  de  derecho  á  las  coacciones  que  pueden 
ejercerse  sobre  ellos  por  medio  de  amenazas,  y  con  este 
motivo  se  habla  de  los  peligros  del  juzgar. 

Los  que  sostienen  la  realidad  de  estos  peligros,  dicen 
que  los  jurados  deben  temerlos,  que  los  jurados  los  te- 
merán constantemente,  porque  esos  peligros  son  posi- 
tivos y  porque  no  tendrá  nada  de  extraño  que  los  jura- 
dos se  vean  perseguidos  y  atropellados  por  lo  que 
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liayaa  hecho.  Nosotros  creemos  que  esos  peligros  no 
BOU  reales.  ¿Dónde  están  esos  peligros?  ¿Por  qué  ha  de 
baberlos  para  los  jurados  y  no  para  los  Jueces?  Pues  ¿de 
qué  nacen  esos  peligros?  ¿Del  deseo  de  venganza  de 
los  procesados^  de  sus  familias  ó  de  sus  amigos?  El  mó- 
vil de  que  pudieran  nacer  esos  peligros  es  independien- 
te de  la  existencia  del  Jurado  ó  de  la  existencia  de  los 
Tribunales  de  derecho,  y  si  en  alguna  medida  pueden 
existir,  será  como  han  existido  hetsta  ahora,  y  cada  vez 
menores,  porque  cada  día,  los  medios  de  la  Autoridad 
y  de  la  justicia  son  más  eficaces  y  cada  día.  puede  con- 
siderarse más  garantizada  y  más  segura,  verdadera- 
mente garantizada  y  segura,  la  vida  de  los  ciudadanos. 
Creemos,  pues,  que  esos  peligros  lo  mismo  pueden 
intimidar  á  los  jurados  que  á  los  Jueces  y  siempre  ha- 
brá que  tomar  en  cuenta  la  diferencia  de  que  ahora 
juzgan  tres,  y  luego  juzgarán  quince;  y  que  el  peligro 
y  el  temor,  aun  existiendo,  han  de  ser  mucho  menores 
oon  el  Jurado  que  con  los  Tribunales  de  derecho. 

XLIV 

¿Ss  el  Turado  mas  dóoll  que  los  Tribunales  de  dereoho  & 
los  capriohoB  y  arbitrariedades  de  la  opinión?— La  jus- 
üoia  y  la  opinión.— Las  oausas  de  hechioeria.— ¿Cómo 
pueden  oorregirse  los  extravíos  de  la  opinión? 

Ha  dicho  un  escritor  español,  que  el  Jurado  eleva  á 
prueba  la  voz  pública.  No  aceptamos  como  enteramen- 
te exacta  esa  frase.  El  Jurado,  en  las  condiciones  den- 
tro de  las  cuales  se  oi^aniza  en  nuestro  País,  estimará 
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el  hecho  de  acuerdo  con  la  opinión  pública  y  la  repr&- 
sentará  y  reflejará  en  sus  fallos  las  impresiones  de  esa, 
opinión,  en  la  generalidad  de  los  casos,  pero  en  otroff 
puede  muy  bien  no  estar  de  acuerdo  con  ella.  Tal  como 
hemos  organizado  aquí  esta  institución,  dada  la  forma 
en  que  se  establece  y  las  condiciones  y  requisitos  de 
8u  desarrollo,  podemos  añrmar  que  la  opinión  influirá 
en  sus  juicios;  pero  que  hay  en  la  constitución  misma  i 
del  Jurado  garantías  que  contribuirán  á  prevenir  que 
el  Jurado  sea  eco  de  los  movimientos  ieflrrexivos,  apa- 
sionados ó  torpes  de  esa  opinión  misma. 

Esta  relación  de  la  opinión  y  de  la  justicia  bien 
merece  ser  examinada  con  algún  detenimiento.  Hay 
quien  cree  que  la  opinión  no  debe  intervenir  para 
nada  en  los  asuntos  judiciales;  hay  quien,  por  el  con- 
trario, afirma  que  la  opinión  debe  ser  decisiva  respec- 
to de  ellos. 

Nosotros  creemos  que,  en  todo  aquello  en  que  loír 
Tribunales  son  instrumento  de  gobierno  y  directores 
de  la  actividad  social,  la  opinión  debe  tener  y  tendrft 
una  constante  iniciativa  y  una  constante  participación* 

Cuando  se  discutió  el  Jurado  en  el  Senado  español 
en  1883,  se  trató  extensamente  este  problema;  los  adr- 
versarios  del  Jurado  decían  que,  reflejando  nuestra  iam^- 
titución  de  una  manera  más  directa,  inmediata  y  coiul». 
tante  que  ninguna  otra  especie  de  Tribunales,  los  votoQ^ 
deseos  y  aspiraciones  de  la  opinión  pública,  podrían, 
verse  sancionados  por  el  Jurado  errores  verdadeirm* 
mente  lamentables.  Apelaban  para  demostrar  esta  te« 
sis  á  los  tristes  recuerdos  de  nuestra  historia  y  de    la 
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iiistoria  del  derecho  procesal;  recordaban  aquellas  cau- 
sas de  brujería,  seguidas  contra  tantos  infelices,  con 
verdadera  crueldad,  cuando  el  vulgo  prestaba  fe  ciega 
i  la  interyención  del  diablo  en  las  cosas  más  menudas 
de  la  yida. 

Sus  razones  eran  éstas:  pues  que  el  Jurado  es  un 
Tribunal  en  cuyas  decisiones  influyen,  más  que  en  las 
de  otro  alguno,  los  extravíos  y  preocupaciones  de  la 
opinión;  supuesto  un  estado  social  en  que  esos  extra- 
víos imperen,  como  acontecía  en  la  Edad  Media  y  aun 
en  parte  de  la  moderna  respecto  á  la  hechicería  y  sus 
derivados,  los  jurados  serán  aún  más  incorregibles  de 
tales  preocupaciones  que  los  Tribunales  de  derecho,  or- 
ganizados y  constituidos  por  hombres  capaces  de  so- 
breponerse á  semejantes  errores. 

Tales  errores  no  han  desaparecido  por  completo. 
Aun  hoy,  debemos  recordarlo  con  pena,  en  naciones 
muy  cultas,  en  pueblos  muy  civilizados,  son  posibles 
tiampañas  como  la  antisemítica  de  Alemania,  en  la  cual 
llegaron  á  encenderse  las  pasiones  de  tal  suerte,  llega- 
ion  á  inspirar  á  las  gentes  de  tal  modo  el  deseo  de  per- 
seguir, molestar  y  exterminar  á  los  que  creían  enemi- 
gos de  un  interés  social  elevado,  que  se  hacían  posi- 
bles los  mayores  atropellos,  las  mayores  iniquidades  y 
las  más  tremendas  injusticias. 

Beconocemos  que  el  argumento  de  que  se  trata  tie- 
ne alguna  apariencia  de  verdad.  No  sabemos  que  en 
nuestros  tiempos,  ni  siquiera  en  Alemania,  donde  esa 
campaña  antisemítica  ha  sido  tan  viva,  se  hayan  pro- 
ducido consecuencias  de  esta  especie,  en  lo  que  toca  á  la 
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administración  de  justicia  por  medio  del  Jurado,  ya  que 
el  Jurado  se  encuentra  establecido  allí. 

Podemos  oponer  además  á  estas  observaciones,  otra- 
que  no  deja  de  tener  autoridad  y  eficacia;  la  de  que 
precisamente,  los  Tribunales  que  han  reflejado  más 
los  deseos  de  la  opinión  en  épocas  en  que  esos  errores 
imperaban  sin  contradicción  de  ninguna  especie,  han 
sido  verdaderos  Tribunales  de  derecho,  organizados 
con  arreglo  á  las  bases  del  antiguo  sistema  procesal; 
Tribunales  compuestos  de  Magistrados  del  orden  reli- 
gioso y  del  orden  civil,  permanentes  y  dependientes  de 
la  voluntad  del  gobierno  ó  de  la  voluntad  de  las  Autori- 
dades eclesiásticaa,  que  administraban  justicia  con  arre- 
glo á  las  bases  del  procedimiento  escrito  y  secreto,  des- 
envolviendo el  sistema  inquisitivo  y  apreciando  las 
pruebas  conforme  al  sistema  de  las  pruebas  tasadas  6 
de  las  pruebas  legales.  Es  decir,  que  entonces,  cuando 
el  derecho  procesal  era  todo  lo  contrario  de  lo  que  es 
hoy,  y  cuando  se  estaba  más  lejos  que  nunca  de  los  Tri- 
bunales del  Jurado,  es  cuando  los  Tribunales  existen- 
tes han  cooperado  á  la  obra  de  mantener,  defender,  y, 
si  vale  la  frase,  garantizar  la  existencia  y  permanencia 
de  esos  errores  y  de  esos  extravíos  de  la  opinión. 

Decía  el  inolvidable  Doctor  González  Encinas,  ilus- 
tre Maestro  de  nuestra  Universidad,  combatiendo  el 
argumento  que  examinamos,  en  el  Senado,  en  1883,  que 
el  Jurado  tendrá  más  conciencia  de  su  deber  que  aque- 
llos Tribunales  que  de  esa  suerte  procedían.  Nosotros 
no  admitimos  esa  respuesta  del  8r.  González  Encinas 
como  satisfactoria.  En  punto  á  la  conciencia  que  de  su 
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deber  pueda  tener  cada  Tribunal,  no  hacemos  distin- 
ción; ese  es  un  elemento  puramente  personal,  que  de- 
pende poco  de  la  forma  en  que  una  institución  judicial 
se  organiza.  Nosotros  reconocemos  que  todos  los  Tribu- 
nales tienen  la  misma  conciencia  de  su  deber,  el  mismo 
deseo  de  cumplirle;  nosotros  creemos  que  ese  argumen- 
to de  los  adversarios  del  Jurado,  además  de  contestarse 
con  las  obseryaciones  que  ya  hemos  hecho  más  arriba, 
puede  replicarse  y  desvanecerse  con  otra  reflexión  de 
distinta  naturaleza. 

Supuesto  un  estado  de  la  opinión  en  el  cual  esos 
errores  y  esos  extravíos  predominen  de  una  manera 
absoluta,  el  Jurado  no  los  evitará;  el  Jurado  no  será 
bastante  eficaz  ni  bastante  fuerte  para  evitarlos  y  opo- 
nerse á  ellos.  En  esto  procederá  como  los  demás  Tri- 
bunales. Nadie  puede  sustraerse  á  las  condiciones  del 
medio  en  que  vive.  Los  que  tienen  inteligencia  supe- 
rior, aquellos  en  cuya  frente  resplandece  el  rayo  del 
genio,  los  hombres  que  se  anticipan  á  la  época  en  que 
existen,  son  apóstoles,  propagandistas,  precursores, 
todo  lo  que  se  quiera,  menos  hombres  de  gobierno.  Para 
desempeñar  bien  las  funciones  del  gobierno,  hay  que 
personificar  la  sociedad  en  que  se  vive,  de  suerte  que 
los  que  tengan  esa  dicha  de  anticipar  el  porvenir  con 
BUS  creaciones,  sus  deseos  y  sus  creencias,  serán  aptos 
para  todo,  serán  utilizables  para  todo,  menos  para  des- 
empeñar las  fiínciones  del  gobierno,  menos  para  la  Ad- 
ministración de  justicia. 

Esos  elementos  no  infiuirán  nunca  decisivamente  en 
los  Tribunales  de  una  época  determinada.  Los  Tribu- 
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nales  se  inspiran  siempre  en  la  opinión  media  del  país 
y  de  la  época  en  que  viven,  cualesquiera  que  sean  sa 
organización  y  sus  condiciones.  El  Jurado  se  inspirará 
tanto  ó  más  en  la  opinión  que  otros. 

Los  extravíos  de  la  opinión  hay  que  corregirlos  por 
medios  distintos  de  los  que  corresponde  ejercitar  á  los 
Tribunales.  El  progreso  y  la  civilización,  las  ideas  de 
cultura  y  de  tolerancia  han  acabado  con  aquellas  creen- 
cias en  la  brujería  y  la  hechicería,  que  fueron  causa  de 
tan  terribles  errores;  la  cultura  y  la  tolerancia  son  los 
factores  más  importantes  de  esa  obra  educadora  y  pro- 
gresiva. Nosotros  creemos  que  se  ha  llegado  en  nues- 
tra sociedad  misma,  en  la  sociedad  española,  bajo  este 
punto  de  vista,  á  una  situación  de  las  cosas  y  á  un  es- 
tado de  la  opinión  pública,  en  que  no  puede  apetecerse 
progreso,  ni  puede  aspirarse  á  mejora  alguna;  porque 
sin  ser  nuestro  país  el  más  culto  entre  todos  los  pue- 
blos que  se  envanecen  con  ese  nombre,  y  sin  ser  tam- 
poco el  pueblo  donde  la  tolerancia  se  encuentra  más 
arraigada  y  difundida  de  antiguo,  puesto  que  aun  en 
nuestras  costumbres,  en  nuestros  hábitos  y  en  nuestras 
leyes  hay  gérmenes  de  verdadera  intolerancia,  se  haa 
hermanado  estos  elementos  en  tan  feliz  medida,  que 
aquí  no  creemos  posible  esas  campañas  de  intolerancia. 
y  de  intransigencia  que  en  otros  pueblos  más  civiliza- 
dos, florecientes  y  progresivos,  acaso,  que  el  nuestro, 
han  tenido  en  época  bien  reciente  una  triste  realidad^ 
admirando  al  mundo  con  el  espectáculo  lamentable  de 
un  desconocimiento  completo  y  de  un  olvido  absoluto 
de  las  ideas  humanitarias  y  civilizadoras  que  se  enva- 
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neoen  en  personificar  y  representar  los  hombres  del 
siglo  XIX. 

Permítase  á  im  español^  á  un  descendiente  de  los  in- 
quisidores de  la  corte  de  Carlos  11^  cuya  prosapia  nos 
recuerdan  tan  á  menudo  los  publicistas  extranjeros  que 
hablan,  sin  conocerlas,  de  las  cosas  de  España,  decir  á 
los  alemanes,  envanecidos  de  su  preponderancia  y  de 
8US  progresos,  y  á  los  ingleses,  orgullosos  de  su  tradi- 
cional libertad,  que  aquí,  en  nuestros  días,  no  sería  po- 
sible, porque  la  opinión  de  nuestro  pueblo  las  rechaza, 
campañas  como  la  antisemítica  y  casos  como  aquel  de 
Mr.  Bralhaugh,  que  es  el  mayor  atentado  contra  la 
libertad  de  conciencia  de  que  hay  ejemplo;  el  mayor, 
por  el  hecho  en  que  consistía,  y  el  mayor,  también  por 
haberle  consumado  con  repetición  y  sin  atenuaciones 
la  misma  Cámara  de  los  Comunes. 


XLV 

I«a  o^nión  7  les  Tribunales.— Los  Tribunales  7  la  prensa. 
— ¿Cómo  pneden  cooperar  armónicamente  estos  elemen- 
tos á  la  obra  social  de  administrar  justicia?— ün  precep- 
to de  la  107  italiana. 


La  objeción  formulada  por  los  adversarios  del  Jura- 
do, que  acabamos  de  discutir  y  de  anaUzar,  se  contesta 
eon  estas  indicaciones.  Pero  no  es  ese,  á  nuestro  juicio, 
el  verdadero  problema  que  nace  de  las  relaciones  en- 
tre los  Tribunales  y  la  opinión  púbKca.  El  problema 
^to  otro  muy  distinto. 
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Se  comete  un  delito  grave,  monstruoso,  de  esos  que 
conmueven  la  opinión,  que  alarman  á  los  pueblos  j 
que  preocupan  durante  una  época  más  ó  menos  larga 
á  toda  una  sociedad;  comienza  la  instrucción  del  pro- 
ceso; la  Autoridad  judicial  recoge  activamente  los  datos 
para  el  sumario;  el  sumario,  con  arreglo  á  nuestras  le- 
yes, es  y  debe  ser  secreto;  pero  nunca  lo  es  tanto  que 
los  datos  que  se  van  recogiendo  no  transciendan,  y  no 
se  conozca,  aunque  imperfectamente  en  la  mayor  parte 
de  los  casos,  el  camino  que  siguen  los  encargados  de 
formarlo.  La  prensa  se  apodera  de  las  noticias  incom- 
pletas que  circulan,  las  comenta,  quizá  pone  en  sus  co- 
mentarios algo  del  interés  político  que  la  inspira,  y 
abulta  los  errores  y  deficiencias  de  toda  obra  humana; 
quizás  interpreta  mal  aquello  que  de  modo  tan  imper- 
fecto conoce;  y  todo  esto,  divulgado,  contribuye  á  for- 
mar una  corriente  de  la  opinión,  que  muchas  vecea 
puede  ser  equivocada.  Se  ha  visto,  y  se  ha  visto  en  ca- 
sos bien  recientes,  que,  merced  á  circunstancias  de  esta 
especie,  apenas  ha  comenzado  á  instruirse  un  procedi- 
miento difícil  y  laborioso,  las  gentes,  en  su  mayoría,  se 
han  encontrado  ó  se  han  creído  en  condiciones  de  dic- 
tar un  fallo  definitivo  respecto  á  determinadafl  causafir. 
Ese  fallo  puede  ser  equivocado;  ese  fallo,  en  semejante 
situación  de  las  cosas,  puede  no  ser  lo  que  en  definitiva 
aconseje  el  acierto  y  la  prudencia  con  que  ha  de  for- 
marse el  juicio  en  asuntos  criminales;  y  de  aquí  han 
partido  algunos  adversarios  del  Jurado  para  decir 
«¿Veis?  I  La  sociedad  se  equivoca!  ¿Veis?  jLa  opinióu 
se  extravía!  Pues  si  tuviéramos  el  Jurado,  que  es  el  re- 
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flejo  más  exacto  de  esa  opinión,  el  Jurado  fallaría  de 
acuerdo  con  ella:  fallaxía  nial.> 

Esto  no  es  verdad,  esto  encierra  un  verdadero  sofis- 
ma: la  opinión  así  formada  en  tal  momento  no  es  opi- 
nión que  influya  en  los  Tribunales,  ni  arrastre  al  Jura- 
do; no  es  la  opinión  que  inspira  sus  decisiones.  En  el 
momento  qne  se  está  instruyendo  el  sumario  de  una 
causa,  no  hay  datos  bastantes  para  que  la  opinión  se 
forme  vigorosa  acerca  de  la  realidad  de  los  hechos,  y 
pueda  decidir  con  entero  conocimiento  de  c^usá  cómo 
han  ocurrido  éstos,  y  cómo  debe  fallarse.  La  opinión  se 
forma  después  del  juicio.  Llega  el  momento  de  verifi- 
carse el  juicio;  se  celebra  éste;  se  hace  público  y  se  po- 
nen á  la  luz  del  día  todos  los  elementos  del  sumario,  y 
además  todos  los  aportados  al  juicio  oral;  se  oye  á  los 
procesados;  se  oye  á  los  testigos;  se  oye  á  los  peritos; 
alegan  lo  que  tienen  por  conveniente  el  Fiscal  y  los  de- 
fensores de  las  partes,  y  entonces  es  cuando  la  opinión 
se  forma,  porque  entonces  es  cuando  se  conocen  plena- 
mente, sin  dudas  ni  vacilaciones  de  ninguna  especie, 
todos  los  datos,  todos  los  antecedentes  que  es  necesa- 
rio conocer  para  la  solución  de  tan  complicado  proble- 
ma. Entonces  sí,  el  Jurado  representa  la  opinión;  el  Ju- 
rado se  deja  influir  por  la  opinión;  el  Jurado  la  expre- 
sa mejor  que  ninguna  otra  especie  de  Tribunales;  pero 
entonces,  ¿es  posible  negar  que,  una  vez  conocidos  to- 
dos los  elementos  con  que  ha  de  formarse  el  juicio,  es 
posible  negar  que  la  opinión  sea  la  entidad  que  puede 
juzgar  con  más  acierto? 

Si  creemos,  sostenemos  y  defendemos  que  la  opinión 
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es  la  reina  del  mundo  en  los  negocios  más  arduos  de  las: 
sociedades  modernas,  ¿cómo  hemos  de  negar  que  á  la 
opinión  se  la  debe  en  estos  asuntos  un  homenaje  com- 
pleto, siempre  que  la  opinión  haya  podido,  como  puede 
después  del  juicio,  juzgar  y  decidir  con  acierto? 

Lo  que  hay,  pues,  que  impedir,  lo  que  hay  que  pre- 
venir, es  que  antes  de  que  llegue  ese  período,  que  an- 
tes de  que  llegue  ese  momento  en  que  los  hechos  son 
ya  bien  conocidos,  porque  el  juicio  los  ha  puesto  en  re- 
lieve, se  forme  una  corriente  de  opinión  que  pueda 
producir  los  extravíos  que  antes  señalábamos;  y  esa  ne- 
cesidad que  creemos  importante,  se  debe  atender  man- 
teniendo el  secreto  del  sumario  de  la  única  manera, 
que  á  nuestro  juicio  es  posible  mantenerle,  más  que 
con  medidas  represivas  y  con  castigos  que  hagan  efi- 
caz la  reserva  en  tales  casos.  El  secreto  del  sumario  lo 
deben  mantener  los  funcionarios  que  lo  instruyen;  sien- 
do verdaderamente  reservados,  parcos,  cautelosos  en 
sus  manifestaciones  y  discretos  en  su  proceder.  Siem- 
pre que  esto  ocurra,  siempre  que  esos  funcionarios  pro- 
curen que  no  transciendan,  antes  de  aquel  momento  en 
que  deban  ser  públicos,  los  pormenores  y  datos  que 
ellos  van  recogiendo,  el  secreto  del  sumario  se  manten- 
drá de  una  manera  absoluta. 

En  cuanto  á  lo  demás,  creemos  que  para  evitar  que 
esas  corrientes  de  opinión  peligrosas  se  formen,  es  ne- 
cesario que  la  prensa,  en  sus  relaciones  con  la  adminis- 
tración de  justicia,  proceda  de  una  manera  también 
prudente.  Nosotros  creemos,  y  ya  lo  hemos  dicho  va- 
rias veces  en  este  libro,  que  la  prensa  es  un  auxiliar 
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poderoso  de  los  Tribunales,  más  poderoso  todavía  des- 
de el  momento  en  que  han  cambiado  por  completo  las 
bases  del  procedimiento,  más  poderoso  todavía  desde  el 
instante  en  que  se  ha  establecido  el  Jurado. 

En  las  relaciones  entre  la  prensa  y  los  Tribunales 
de  justicia,  debe  tenerse  en  cuenta  la  diferencia  que 
existe  entre  los  varios  períodos  de  la  causa.  Durante 
el  sumario,  puede  la  prensa  ayudar  la  obra  de  los  fun- 
cionarios judiciales  procediendo  con  vigilancia,  sí,  pero 
con  gran  discreción.  Llegado  el  juicio,  puede  la  prensa 
contribuir,  poniendo  al  servicio  de  la  administración  de 
justicia  toda  su  publicidad,  dando  la  mayor  publicidad 
posible  á  las  pruebas,  y  aun  examinándolas,  analizán- 
dolas con  imparcialidad  y  con  rectitud.  El  buen  resul- 
tado á  que  aspiramos  todos  en  esta  materia,  se  produ- 
cirá por  medio  del  acuerdo  y  de  la  armonía  de  todos 
los  elementos  que  cooperan  á  esta  obra  social. 

Nosotros  no  nos  explicamos,  pues,  cómo  la  legisla- 
ción italiana  ha  incluido  en  su  ley  de  1874  un  artícu- 
lo como  el  49.  Esa  disposición  legal,  dice  así: 

cEstá  prohibido  publicar  por  medio  de  la  prensa  los 
autos  de  procedimiento  escrito,  los  autos  y  el  acta  de 
acusación,  y  el  resumen  de  los  debates  en  los  asuntos 
criminales,  hasta  que  se  dicte  la  sentencia  definitiva. 
Está  igualmente  prohibido  publicar  por  medio  de  la 
prensa  los  nombres  de  los  Jurados  y  de  los  Jueces  de 
derecho,  lo  mismo  que  el  voto  personal  de  unos  y  de 
otros.  Toda  infracción  á  los  anteriores  prohibicionea 
se  castigará  con  multa  de  100  á  500  liras,  ó  con  supre- 
sión del  periódico.» 
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De  todas  estas  prohibiciones,  la  única  que  nos  expli- 
eamos,  la  única  que  aceptamos,  es  la  que  se  refiere  á 
los  votos  personales  de  los  jurados.  La  publicación  de 
esos  votos  debe  ser  castigada;  pero  entendemos  que 
no  llegará  jamás  el  caso  de  que  esa  publicación  se  ha- 
ga, cuando  aquellos  mismos  á  quienes  la  publicidad 
interesa  en  primer  término,  que  son  los  que  los  han 
emitido,  guarden  la  reserva  que  la  ley  les  impone. 

Para  concluir  con  estas  consideraciones,  añadiremos 
sólo  una:  de  que  el  Jurado  sea  mejor  órgano  de  la  opi- 
nión que  ningún  otro  Tribunal,  no  se  deduce,  pues, 
desventaja  alguna  en  contra  del  Jurado,  ni  se  deduce 
tampoco  que  los  Tribunales  de  derecho  tengan  sobre 
el  Jurado  la  menor  superioridad.  Todo  esto  de  las  re- 
laciones entre  los  Tribunales  y  la  opinión,  entre  los 
Tribunales  y  la  prensa,  es,  sin  género  alguno  de  duda, 
extraordinariamente  delicado  y  por  todo  extremo  difí- 
cil; pero  después  del  análisis  que  hemos  hecho  de  esos 
puntos,  creemos  que  nadie  podrá  afirmar  con  razón  que 
se  desprenda  de  aquí  argumento  alguno  que  pugne  con 
el  restablecimiento  de  la  institución  del  Jurado,  ni  que 
haga  aparecer  que  este  restablecimiento  es  peligroso 
para  los  altos  intereses  encomendados  á  la  Adminis- 
tración de  justicia. 
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iSe  opone  el  Jurado  á  los  progresos  de  la  oienoia  penal 
másqne  los  Tribunales  de  dereoho?— Progresos  posi- 
bles de  la  ley  penal. —El  Jurado  no  se  opone  á  ellos. 

Estamos  examinando  por  grupos  las  ventajas  y  des- 
ventajas que  resultan  de  comparar  la  organización  del 
Jnrado  y  de  los  Tribunales  de  derecho.  El  quinto  grupo 
de  consideraciones  ó  reflexiones  que  hemos  de  estudiar 
en  esta  parte,  es  aquel  que  se  condensa  en  la  siguiente 
afirmación:  el  Jurado  es  más  opuesto  á  los  progresos 
de  la  ciencia  penal  que  los  Tribunales  de  derecho.  Esta 
cuestión  nos  lleva  al  examen  de  otra,  que,  como  previa 
j  preliminar,  debemos  tratar  y  resolver. 

¿En  qué  pueden  consistir  los  progresos  de  la  ciencia 
penal?  No  vamos  á  hacer  un  estudio  completo  de  esta 
cuestión,  porque  ni  la  índole  de  nuestro  trabajo  lo  re- 
clama, ni  queremos  ir  tan  lejos  como  sin  duda  alguna 
iríamos  si  hubiéramos  de  examinarla  en  todos  los  com- 
plejos problemas  que  abarca  y  en  todo  su  desarrollo. 
El  progreso  de  la  ciencia  penal,  el  progreso  que  nos- 
otros concebimos  como  posible  en  la  ciencia  penal,  afec- 
ta al  derecho  penal  propiamente  dicho,  en  primer  tér- 
mino, á  la  legislación  procesal,  en  segundo  lugar,  y  á 
la  legislación  penitenciaria,  por  último. 

Entrevemos  que  la  ley  penal  habrá  progresado  cuan- 
do no  defina  como  acciones  punibles  y  no  consigne  más 
*qne  aquellas  que  realmente  constituyan  lesiones  del  de- 
recho individual  ó  causa  de  perturbaciones  sociales;  en- 
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trevemos  que  la  ley  habrá  progresado  cuando  las  penas 
que  establezoa  sean  por  completo  proporcionales  á  la 
naturaleza  del  delito  que  con  ellas  se  trate  de  castigar, 
á  su  gravedad,  á  su  transcendencia;  cuando  esas  pena» 
se  acomoden  por  completo  al  último  y  más  alto  ideal  de 
la  justicia,  á  realizar  aquel  fin  previsor  que  toda  pena 
debe  llenar  en  cumplimiento  de  su  objeto  individual  y 
social.  La  ley  penal  habrá  progresado,  cuando  sea  hace- 
dero, mediante  ella,  llegar  por  medio  de  una  individua- 
lización constante  á  distinguir  todos  los  grados  posi- 
bles en  la  responsabilidad,  todas  las  diferencias  imagi- 
nables en  la  participación,  todos  los  estados  que  en  su 
ejecución  y  desarrollo  puede  tener  un  delito;  y  cuanda 
sus  reglas  y  preceptos  permitan  analizar  y  fijar,  en  cada 
caso,  con  arreglo  á  las  doctrinas  de  un  Tribunal  de  jus- 
ticia más  verdadero,  más  exacto  y  mejor  comprobado, 
el  elemento  intencional,  que  es  como  el  alma  de  todos 
los  delitos,  porque  es  el  alma  de  todas  las  acciones  hu- 
manas, y  cuando  sea  posible  advertir  y  distinguir  la 
inmensa  variedad  de  manifestaciones  y  de  matices  que 
existen  en  este  orden  de  la  criminalidad,  así  como  es- 
timar  todos  aquellos  hechos,  todas  aquellas  condicio- 
nes, todos  aquellos  detalles  y  antecedentes  que  pueden 
ser  el  fundamento  de  las  circunstancias  modificativas 
de  la  responsabilidad  de  un  delincuente  para  atenuarla- 
ó  para  agravarla. 

.En  todo  esto  hay  para  la  ley  penal  grandes  horizon- 
tes de  progreso.  En  todo  esto  han  adelantado,  sin  gé- 
nero alguno  de  duda,  mucho  nuestra  ley  penal  y  las 
leyes  penales  de  los  pueblos  más  cultos.  Sin  duda  en 
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todos  sentidos,  dentro  de  esta  amplia  esfera,  se  han  lle- 
gado á  realizar  las  grandes  conquistas  que  constituyen 
hoy  el  título  más  eminente  de  nuestra  civilización;  pero 
todavía  es  posible  progresar,  todavía  es  posible  ade- 
lantar. 

Lo  que  no  creemos  es  que  el  Jurado  sea  obstáculo 
para  que  se  realice  ninguno  de  estos  progresos;  antes 
bien,  el  Jurado  puede  contribuir  á  realizarlos,  como 
realiza  el  más  importante  de  cuantos  ha  conseguido  el 
Derecho  en  esta  esfera  en  la  época  moderna. 


XLvn 

Progresos  posibles  de  la  lev  prooesal.— El  Jnrado  no  es 
oDstáoulo  para  que  se  realioen.— Las  últimas  reformas 
prooesales  realizan  el  equiUbrio  entre  el  elemento  sooial 
7  el  individnal. 

La  ley  procesal  criminal  tiene  por  objeto  poner  en 
relieve  la  verdad  de  los  hechos,  á  fin  de  que  sea  fácil 
y  llana  la  aplicación  del  derecho  á  cada  caso. 

Tiene  por  objeto  también,  que  las  dos  partes  que  lu- 
mhñn  en  toda  contienda  jurídica,  la  que  acusa  y  la  que 
se  defiende,  dispongan  de  aquellas  garantías  que  son 
indispensables  para  que  la  luz  se  haga  y  la  verdad  res- 
plandezca; para  que  el  procedimiento  no  sea  un  amaño 
fruto  de  la  sugestión^  de  la  intriga,  de  la  astucia  ó  de 
la  violencia,  y  para  que  en  la  proclamación  de  esa  ver- 
dad, que  ha  de  ser  siempre  la  síntesis  de  todo  fallo,  en- 
cuentren el  amparo  que  demandan  los  legítimos  ínte- 
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Teses  que  una  y  otra  defienden,  las  legítimas  y  justifi- 
cadas pretensiones  que  una  y  otra  alientan. 

Encamínase  la  íey  procesal  á  establecer  sobre  sóli- 
das bases  y  sobre  cimientos  firmísimos,  los  Tribunales 
que  juzguen,  animados  de  la  mayor  imparcialidad,  con 
rectitud  y  sin  ceder  á  preocupaciones,  tan  dañosas  en 
un  sentido  como  en  otro. 

En  este  punto,  ya  lo  hemos  dicho  muchas  veces,  no 
realizan  el  ideal  de  la  justicia  los  Tribunales  organiza- 
dos para  absolver  ó  condenar  sistemáticamente.  Tribu- 
nales organizados  para  condenar  sistemáticamente^ 
eran  los  del  antiguo  procedimiento;  Tribunales  organi- 
zados para  condenar  sistemáticamente,  son  los  que  pre- 
tenden establecer  los  partidarios  de  la  novísima  doctri- 
na criminalista. 

De  este  concepto  de  los  Tribunales  hay  que  huir 
como  de  aquel  concepto,  hasta  ahora  ño  defendido  en 
parte  alguna  y  que  creemos  que  jamás  ha  de  llegar  á 
serlo,  de  los  Tribunales  encaminados  sistemáticamente 
á  absolver  á  los  procesados  y  á  negar  á  la  sociedad  las 
condiciones  de  defensa  á  que  tiene  derecho. 

Se  dice  que  la  escuela  clásica,  esa  escuela  humani- 
taria liberal  y  progresiva  cuya  brillante  obra  es  el  De- 
recho penal  moderno,  ha  reivindicado  en  nombre  del 
individuo  los  derechos  desconocidos  por  el  Estado.  No 
acertamos  á  comprender  cómo  se  dice  esto  en  son  de 
censura.  Esa  obra  que  ha  realizado  la  escuela  clásica, 
es  una  obra  inmortal,  digna  de  los  mayores  aplausos, 
del  más  legítimo  y  más  fundado  encomio;  porque  es 
innegable  que,  en  la  antigua  organización  del  Estado, 
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en  la  antigua  organización  de  la  justicia  criminal,  esos 
derechos  estaban  desconocidos;  porque  su  desconoci- 
miento constituía  una  perenne  injusticia  y  una  causa 
perdurable  de  malestar  para  la  sociedad;  porque  reor- 
ganizado y  constituido  el  poder  público  sobre  las  ba- 
ses del  derecho  moderno,  fué  preciso  realizar  esa  re- 
forma, cuya  legitimidad  y  cuya  conveniencia,  hasta 
ahora,  no  se  había  puesto  en  duda. 

Ha  sido  preciso  que  aparezca  la  escuela  positiva 
para  que  esto  suceda.  La  escuela  positiva  que  censura 
esa  obra  de  la  escuela  clásica  y  que,  según  ella  misma 
proclama,  viene  á  limitar  ahora  ese  individuíJismo  y 
tiende  á  restablecer  el  equilibrio  que  supone  perdido 
entre  el  elemento  social  y  el  individual. 

Ese  equilibrio  existe.  La  revolución  en  este  punto  y 
el  derecho  moderno  en  esa  esfera,  no  han  ido  tan  lejos 
como  se  supone;  jamás  han  estado  desconocidos,  jamás 
han  estado  negados  ú  olvidados  los  más  altos  derechos 
sociales.  La  sociedad  ha  tenido  siempre  garantías,  me- 
dios y  fuerza  contra  los  derechos  individuales,  para 
impedir  que  produjeran  en  su  seno  graves  y  hondas 
perturbaciones.  Los  que  antes,  con  el  antiguo  sistema 
de  enjuiciar  carecían  de  la  fuerza  necesaria  para  hacer 
valer  y  respetar  sus  intereses  legítimos,  eran  los  indi- 
yiduos.  Pero  el  Estado,  ni  antes,  ni  ahora,  ni  nunca 
ha  estado  desarmado  ante  los  criminales. 

La  escuela  clásica  ha  establecido  sobre  sólidas  bases 
el  estado  de  armonía  que  ahora  existe  en  punto  á  este 
problema.  No  negamos  nosotros  que  acaso  en  porme- 
nores de  pequeña  importancia,  escasísimo  alcance  y 


Digitized  by 


Googlt 


ccvín 
de  transcendencia  bien  menguada,  se  han  llevado  de- 
masiado lejos  algunos  principios  de  la  escuela  clásica; 
pero  lo  que  negamos,  es  que  tales  pormenores  hayan 
significado,  ni  puedan  significar  jamás,  que  esté  rota 
aquella  armonía. 

Si  en  vez  de  escribir  una  introducción  para  la  ley 
del  Jurado,  escribiéramos  un  tratado  de  Derecho  penal 
y  examináramos  todas  las  cuestiones  que  plantea  ese 
derecho,  lo  mismo  las  relativas  á  la  ley  penal,  que  las 
relativas  á  la  ley  procesal,  que  las  relativas  al  sistema 
penitenciario,  nos  creeríamos  obligados  á  examinar 
aquí  punto  por  punto  cuáles  son  esos  pormenores. 

Pero  no  lo  creemos  necesario:  nos  basta  con  estas 
someras  indicaciones  para  atender  á  la  necesidad  de 
contestar  tal  argumento,  que  es  uno  de  los  que  se  opo- 
nen á  nuestras  observaciones,  como  el  más  decisivo  y 
eomo  el  más  concluyente.  No  hay,  pues,  en  este  orden 
de  ideas  tantos  horizontes  abiertos  á  los  intentos  de 
realizar  verdaderos  progresos.  La  obra  de  la  legisla- 
eión  no  está  aún  terminada,  y  aquí,  como  cuando  ha- 
blábamos de  los  progresos  posibles  dentro  de  la  ley  pe- 
nal, repetiremos  que  no  hay  en  el  Jurado  nada  que 
esencialmente  se  oponga  á  que  estos  progresos  se  rea- 
licen. 

El  Jurado  ha  venido  á  dar  nuevas  bases  á  aquella 
armonía  apetecida.  No  creemos  que  la  ley  del  Jurado, 
ni  esta  institución  misma,  dejen  de  ser  susceptibles  de 
reformas;  pero  en  cuanto  al  principio  en  que  esa  insti- 
tución se  funda,  nosotros  creemos  que  no  será  posible 
adelantar  mucho. 
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Progresos  de  la  legislación  penitenciaria.— Tampoco  se 
opone  á  ellos  el  Jurado. 

No  nos  sucede  lo  mismo  respecto  de  la  legislación 
penitenciaria:  la  rama  de  la  ciencia  penal  que  á  ella  se 
refiere,  es  novísima.  Podemos  decir,  sin  exageración  y 
sin  temor  de  equivocamos,  que  en  lo  que  á  la  legisla- 
<Á6n  penitenciaria  se  refiere,  no  hemos  salido  aún  de  la 
primera  etapa.  Estamos  observando ,  estamos  experi- 
mentando los  resultados  de  los  sistemas  que  de  poco 
tiempo  á  esta  parte  vienen  planteándose  en  lo  que  se 
refiere  á  la  índole  de  las  penas  y  á  la  manera  de  cum- 
plirlas. 

Hay  aún  mucho  que  observar,  que  estudiar  y  que 
discurrir  antes  de  llegar  á  conclusiones  definitivas; 
creemos  que,  con  efecto,  los  datos  antropológicos,  las 
observaciones  de  las  estadísticas  carcelarias,  el  des- 
arrollo de  las  ciencias  físicas  y  naturales,  aportan  cons- 
tantemente datos  y  observaciones  capaces  de  producir 
.grandes  modificaciones  en  la  manera  de  ser  de  los  es- 
tablecimientos penales,  en  su  organización  y  en  su  ré- 
gimen, en  su  economía  y  en  las  condiciones  todas  de 
la  vida  de  los  recluidos. 

Aquí  hay  mucho  que  hacer,  mucho  camino  que  se- 
guir para  alcanzar  el  progreso  que  se  ambiciona  y  los 
adelantos  que  se  anhelan. 

Sabemos  y  creemos  que  el  delincuente  debe  expiar 
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su  delito  por  ley  divina  y  humana;  sabemos  que  el  de- 
lincuente debe  reparar,  en  lo  posible,  el  daño  que  cau- 
só; sabemos  que  el  delincuente  debe  colocarse  en  con- 
diciones de  no  dañar,  de  no  herir  nuevamente  intere- 
ses respetables,  de  no  perturbar  las  leyes  sociales  que 
ha  infringido;  sabemos  también  que  el  delincuente  de- 
be corregirse,  y  que  esta  es  una  obra  individual  y  so- 
cial que  no  podemos  declarar  en  todos  los  casos  irrea- 
lizable, porque  no  es  verdad  que  la  inmensa  mayoría 
de  los  delincuentes  sea  incapaz  de  enmendarse  y  de 
corregirse;  sabemos  que  hay  necesidad  de  atender  á 
todos  estos  principios  en  el  cumplimiento  de  la  pena 
y  en  los  términos  de  la  pena  misma;  pero  aún  no  he- 
mos llegado  á  concretar  esos  principios,  en  prácticas  y 
en  fórmulas  exactas  que  nos  satisfagan  por  completo. 

He  ahí  los  grandes  horizontes  de  ese  progreso;  he 
ahí  los  progresos  á  los  cuales  ciertamente  no  se  opone 
el  establecimiento  del  Jurado,  como  no  se  opone  á  ellos 
ninguna  organización  de  Tribunales;  porque  todo  lo- 
que se  refiere  al  cumplimiento  de  las  penas  es  poste- 
rior al  fallo  de  los  Tribunales  que  las  imponen;  verdad 
elemental  que  han  desconocido  los  partidarios  de  las 
novísimas  teorías;  verdad  elemental  y  sencilla  que  pa- 
rece imposible  no  haya  venido  á  demostrarles,  como  á 
nosotros  nos  lo  demuestra  ahora,  la  ineficacia  de  la 
mayor  parte  de  sus  alegaciones,  producto,  base  y  fun- 
damento de  la  mayor  parte  de  sus  censuras  y  de  sus- 
quejas. 

Desearíamos  extendemos  más  en  el  examen  de  es- 
tas consideraciones,  porque  la  materia  tiene  para  nos- 
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otros  tanto  atractivo,  que  verdaderamente  nos  seduce; 
pero  debemos  terminar  aquí.  Cuando  se  habla  de  los 
progresos  de  la  ciencia  penal,  nosotros  creemos  que 
las  ideas  que  hemos  indicado,  las  consideraciones  que 
brevemente  hemos  expuesto,  son  los  jalones  que  mar- 
can los  progresos  sucesivos  de  esta  ciencia,  y  en  ellos, 
ja  lo  hemos  dicho,  no  hay  nada  esencial  y  fundamen- 
tal que  pugne  con  el  principio  que  nuestra  ley  del  Ju- 
rado sostiene  y  desenvuelve. 


XLIX 

Xa  OBouela  frenopátioa.— Todo  dellnonente  es  nn  enfermo. 
•    — Observaolón  oon  que  se  eontestan  las  aflrmaelones  de 
esta  esouela,  que  no  afeotan  al  Jurado. 

Hay  dos  escuelas  que  se  disputan  desde  fecha  re- 
ciente el  dominio  y  dirección  de  la  ciencia  penal,  que 
creen  simbolizar  y  representar  el  único  progreso  po- 
sible en  esta  ciencia,  y  esas  dos  escuelas  combaten 
el  Jurado.  Pero,  ¿es  que  representan  ellas  las  tenden- 
cias progresivas  que  suponen?  ¿Es  que  los  progresos 
de  la  ciencia  penal  están  vinculados  en  el  desarrollo  y 
aplicación  de  los  principios  de  la  llamada  escuela  ñre- 
nopática?  ¿Es  que  el  progreso  de  la  ciencia  penal  está 
Tinculado  en  el  desarrollo  y  aplicación  de  los  princi- 
pios de  la  escuela  positiva? 

La  escuela  frenopática  establece  de  la  siguiente  ma- 
nera sus  conclusiones  fdndamentales:  Todo  vicioso, 
todo  delincuente,  todo  el  que  no  respeta  el  derecho  de 
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los  demás  ciudadanos  ó  atenta  á  las  bases  fundamen- 
tales de  la  sociedad,  es  un  enfermo;  el  hombre  sano 
es  el  varón  bueno  y  justo,  capaz  de  dominar  todas  sus 
pasiones,  todos  sus  apetitos,  y  de  dominarlos  con  pre- 
cisión tan  matemática,  que  jamás  le  obliguen  á  come- 
ter ninguna  acción  reprensible. 

Esa  escuela  llama  á  los  delincuentes,  enfermos;  para 
ella  los  delitos  son  manifestaciones  de  uña  dolencia;  en 
vez  de  pena,  proclama  la  necesidad  de  una  receta  ó  de 
una  curación;  en  vez  de  Jueces,  quiere  Médicos,  y  en. 
vez  de  presidios,  propone  que  se  establezcan  casas  de 
salud. 

No  vamos  á  discutir  aquí  el  principio  en  que  esa  es- 
cuela se  funda:  lo  creemos  inútil.  Nuestra  opinión  fren- 
te á  esa  escuela  es  clara,  categórica  é  incontestable. 
Estamos  conformes.  Los  delincuentes  son  enfermos;  á 
estos  enfermos  hay  que  aplicarles  las  recetas  que  enu- 
mera y  recomienda  el  Código  penal. 

Cuentan  de  un  gitano,  ladrón  de  caballerías,  que  fué 
llevado  ante  un  Juez  para  responder  de  uno  de  sus  ha- 
bituales y  frecuentísimos  delitos.  El  Juez,  después  de 
esclarecidos  y  consignados  los  hechos,  convicto  y  con- 
feso el  reo,  quiso  oirle,  ya  que  él  demostraba  deseos  vi- 
vos de  alegar  algo  en  disculpa  de  su  conducta. 

— Señor,  le  dijo,  soy  hombre  de  tal  naturaleza,  tengo 
tales  costumbres  y  siento  dentro  de  mí  impulsos  tan 
singulares,  que  siempre  que  veo  una  caballería  aban- 
donada en  lugar  propicio  para  apoderarme  de  ella,  me 
domina  un  afán  tan  irresistible  de  hacerla  mía  y  esca- 
parme con  ella,  que  la  cojo  y  me  marcho. 
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— ^Está  bien,  le  dijo  el  Juez.  A  mí  me  sucede  algo  de 
lo  que  á  tí  te  ocurre.  Siempre  que  veo  un  gitano  que 
por  impulso  irresistible  se  apodera  de  las  caballerías 
de  los  demás,  siento  yo  también  impulsos  irresistibles 
de  condenarle  á  presidio,  y  le  condeno. 

La  escuela  ñrenopática  quedará  constantemente  con- 
testada con  lo  que  le  sucedió  al  gitano  del  cuento.  He- 
mos dicho  que  era  inútil  discutir  los  principios  en  que 
esta  escuela  se  funda,  y  no  es  que  tratamos  nosotros  de 
eludir  una  tarea  verdaderamente  provechosa  y  eficaz; 
lo  que  tratamos  es  de  no  examinar  aquí  más  problemas 
que  aquellos  que  afectan  á  nuestro  propósito;  y  esos 
principios  y  esas  conclmsiones  de  la  escuela  ñrenopáti- 
ca,  verdaderamente  no  ponen  obstáculo  alguno  en 
nuestro  camino. 

El  hecho  de  robar  caballerías  á  los  demás,  ya  sea  que 
las  robe  un  enfermo,  ó  ya  sea  un  hombre  sano  el  que 
lo  haga,  por  el  impulso  irresistible  de  un  afán  de  lucro 
inmoderado  y  contrario  á  todas  las  leyes  naturales  y 
civiles,  será  siempre  un  hecho  .terminante  y  categó- 
rico que  podrá  concretarse  en  un  artículo  del  Código 
penal. 

Ese  artículo  lo  definirá  siempre  de  la  misma  mane- 
ra. Las  pruebas  que  se  aduzcan  para  demostrar  que  el 
delito  se  cometió,  cómo  fué  robada  la  caballería,  en  qué 
condiciones,  qué  hizo  con  ella  el  que  se  la  llevó,  á  quién 
pertenece,  qué  artes  empleó  para  robarla,  etc.,  etc.,  no 
variarán  tampoco,  cualesquiera  que  sean  las  condicio- 
nes y  circunstancias  del  autor  del  delito. 

La  estimación  de  esas  pruebas  tampoco  sufrirá  en 


Digitized  by 


Googl( 


ocnv 
uno  ni  en  otro  caso  la  más  pequeña  diferencia,  porque 
ciertamente,  para  estimar  si  resultan  6  no  resultan  pro- 
bados esos  hechos,  importa  poco  que  el  gitano  sienta  6 
no  el  impulso  irresistible  que  invocaba,  ya  sea  fruto  de 
SIU9  costumbres  vagabundas  ó  del  espíritu  maleante  que 
hubiese  heredado  de  siu9  abuelos,  ocupados  como  él  du- 
rante toda  su  vida  en  realizar  sus  irresistibles  tenta- 
ciones. 

El  hecho  penal,  las  pruebas  y  su  estimación Pues 

no  se  necesita  más  para  dictar  veredictos,  no  se  nece- 
sita más  para  que  los  Jueces  de  hecho  cumplan  su  mi- 
sión y  realicen  las  funciones  que  la  ley  les  encomienda. 

¿Qué  pueden  alegar  los  partidarios  de  esta  escuela 
en  contra  del  Jurado?  ¿Qué  variación  práctica,  eficaz, 
recomiendan  en  el  procedimiento  que  pugne  con  las 
exigencias  é  índole  del  Tribunal  del  Jurado,  aun  ad- 
mitiendo sus  conclusiones  y  afírmaciohes  como  una 
verdad  evidente  y  de  todo  punto  demostrada?  Si  las 
conclusiones  de  esta  escuela  pueden  tener  alguna  efica- 
cia, su  eficacia  habrá  de  hacerse  sentir  después  del  ve- 
redicto, su  eficacia  habrá  de  hacerse  sentir  en  los  jui- 
cios de  derecho. 

Una  vez  demostrados  los  hechos,  una  vez  demostra- 
do que  el  delincuente  es  autor  del  hecho  de  que  se  tra- 
ta, una  vez  dado  el  veredicto,  es  cuando  pueden  venir 
las  cuestiones  planteadas  por  la  escuela  frenopátiea. 

De  suerte,  que  el  principio  fundamental  del  Jurado, 
la  obra  del  Jurado,  queda  por  completo  á  salvo  de  las 
críticas  de  los  partidarios  de  esta  escuela.  Cuando  em- 
pieza el  juicio  de  derecho  es  cuando  comienza  la  duda; 
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-cuando  empieza  el  juicio  de  derecho  es  cuando  deben 
xesolverse  las  cuestiones  que  los  partidarios  de  esta  es- 
cuela creen  que  deben  resolverse  y  ventilarse  en  todo 
proceso  criminal. 

De  suerte  que,  ^  lo  sumo,  lo  que  podríamos  admi- 
tir, una  vez  demostrada  la  realidad  y  la  verdad  de 
esas  conclusiones,  es  que  el  juicio  de  derecho  se  suje> 
tara  á  un  procedimiento  completamente  distinto  del 
procedimiento  que  hasta  ahora  ha  prevalecido  en  nues- 
tras leyes  y  que  prevalece  en  la  mayor  parte  de  los 
pueblos  cultos. 

¿Han  de  presidir  ese  juicio  de  derecho  los  Magistra- 
dos como  hasta  ahora?  ¿Ha  de  encomendarse  á  los  mé- 
dicos? ¿Ha  de  encomendarse  á  Magistrados  especiales, 
con  especial  competencia  científica?  ¿Ha  de  encomen- 
darse á  un  Colegio  de  peritos? 

Ya  hemos  dicho,  antes  de  ahora,  que  esos  son  pun- 
tos á  discutir.  Acerca  de  estas  cuestiones,  recientemen- 
te planteadas,  no  se  ha  dicho,  ni  se  podrá  decir  en  mu- 
cho tiempo,  la  última  palabra.  A  nosotros  no  nos  toca 
añadir  ni  una  más,  después  de  haber  demostrado  que 
esas  cuestiones  no  nos  afectan,  que  no  afectan  al  obje- 
to de  este  libro. 

Mientras  las  observaciones  y  argumentos  de  la  es- 
cuela frenopática  adquieren  el  valor  que  hoy  les  falta 
y  se  acreditan  por  la  experiencia,  llegando  á  concretar- 
-se  en  fórmulas  verdaderamente  practicables,  debemos 
continuar  como  estamos  y  debemos  mantener  las  ins- 
tituciones que  hoy  tenemos;  pero  sea  el  que  fuere  el 
resultado  de  ese  estudio  posterior,  nosotros  insistimos 
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en  que  ese  estudio  jamás  producirá  consecuencia  algu- 
na contraria  á  los  principios  fundamentales  del  Jura- 
do, porque  siempre  se  planteará,  como  previa,  la  cues- 
tión de  saber  si  el  delincuente  es  reo,  si  el  delincuen- 
te es  el  autor  del  hecho  que  se  le  imputa,  y  para  que 
esa  cuestión  se  resuelva,  habrá  necesidad  de  apelar  al 
Jurado  como  mejor  instrumento  para  estimar  las  prue- 
bas y  declarar  la  realidad  de  los  hechos. 

¿Es  que  esos  hechos  revelan,  que  en  vez  de  enviar  á 
un  presidio  á  su  autor,  hay  que  enviarle  á  una  casa  de 
salud,  á  un  manicomio  judicial?  ¿Es  que  esos  hechos 
revelan  que  han  concurrido  circunstancias  modificati- 
vas especiales?  ¿Es  que  el  estudio  frenopático  y  pato- 
lógico del  reo  le  hacen  acreedor  á  un  tratamiento  es- 
pecial en  la  casa  de  corrección  á  que  se  le  conduzca? 
¿Es  que  ese  estudio  frenopático  y  patológico  recomien- 
da, con  preferencia,  someterlo  á  una  pena  y  no  á  otra 
distinta?  Pues  todo  esto,  lo  repetimos,  son  problemas 
posteriores  al  veredicto,  problemas  indiferentes  para 
el  que  sólo  trata  de  averiguar  lo  que  es  el  Jurado. 


La  esonela  positiva.— Su  prinoiplo  fandamental.— El  dore- 
oho  de  oastigar.— iftnó  signinoa  la  esonela  positiva  en 
la  historia  del  dereoho  de  castigar? 

Vamos  á  la  escuela  positiva. 

Beconocemos  y  declaramos  desde  luego  que  los  tra- 
bajos de  la  escuela  positiva  tienen  un  gran  mérito,  y 
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que  están  llamados  á  modificar  la  legislación  penal  en 
puntos  importantes;  pero  distamos  mucho  de  creer  que 
esos  trabajos  lleguen  á  realizar  una  renovación  de  la 
«áencia  y  del  derecho  penal,  como  pretenden  sus  parti- 
darios y  defensores. 

La  escuela  positiva  tiene  conexiones  evidentes  con 
la  escuela  frenopática.  También  ella  cree  que  el  delin- 
cuente lo  es  por  una  degeneración  morbosa;  también 
ella  habla  excesivamente  de  enfermos  y  enfermedades 
al  desarrollar  su  teoría  de  derecho  criminal;  también 
ella  habla  de  locos  que  no  lo  parecen,  que  es  una  fórmu- 
la empleada  para  afirmar  que  son  locos  todos  aquellos 
á  quienes  un  sentimiento  de  piedad  excesivo  desea  pro- 
t^er  con  este  salvoconducto.  Pero  no  es  eso  lo  más  im- 
portante de  esta  escuela. 

El  principio  fundamental  de  que  parte,  es  el  siguien- 
te: Toda  acción  ofensiva,  dicen  sus  expositores,  deter- 
mina en  la  naturaleza  y  en  la  sociedad  una  reacción 
defensiva,  instantánea  ó  diferida.  Cuando  la  reacción 
defensiva  es  instantánea,  se  rechaza  en  el  acto  la  agre- 
sión que  produce  la  acción  ofensiva.  Cuando  la  reacción 
d^ensiva  es  diferida,  se  convierte  en  un  acto  de  ven- 
gimza.  La  reacción  defensiva  prescinde  de  la  culpa  y 
de  la  intención  del  agente,  y  atiende  sólo  á  la  conser- 
Yadón  individual  y  social. 

Este  principio  no  es  ciertamente  un  principio  moder- 
no; es  conocido  de  muy  antigua  fecha.  En  el  desarrollo 
que  ha  tenido  á  través  de  los  tiempos  y  de  las  institu- 
ciones el  derecho  de  castigar,  ese  principio  apareció 
hace  muchos  siglos.  El  derecho  de  castigar  se  ha  ñin- 
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dado  en  la  venganza  privada,  en  los  albores  del  dere- 
cho penal  y  de  la  civilización.  Se  ha  fundado  en  la  ven- 
ganza pública  ya  en  una  época  más  civilizada  y  máB 
culta,  cuando  los  crímenes  revestían  un  carácter  social, 
cuando  no  eran  estimados  exclusivamente  como  ultra- 
jes al  individuo  que  resulta  víctima  de  ellos,  sino  causa 
perturbadora  del  bienestar  social  en  un  pueblo  organi- 
zado. El  derecho  de  castigar  se  ha  fundado  en  la  ven- 
ganza divina,  en  el  principio  de  utilidad  social,  y,  por 
último,  en  la  necesidad  y  conveniencia  individual  y  so- 
cial de  corregir  y  enmendar  al  mismo  autor  del  aten- 
tado. 

Todas  estas  ideas  han  venido  apareciendo  sucesiva- 
mente en  las  instituciones  de  derecho  penal,  influyen- 
do más  ó  menos  acentuadamente  en  su  organización  y 
en  su  desarrollo,  según  los  caracteres  de  cada  época. 

La  idea  del  castigo  del  delincuente  es  la  defensa  del 
individuo;  la  idea  del  castigo  del  delincuente  es  la  de- 
fensa de  la  sociedad;  la  idea  del  castigo  del  delincuen- 
te es  un  homenaje  hecho  en  aras  de  la  divinidad  ofen- 
dida; la  idea  del  castigo  del  delincuente  interesa  al 
bien  del  Estado,  porque  previene  la  comisión  de  otros 
delitos,  y  porque  aleja  la  posibilidad  de  que  ese  delin- 
cuente mismo  cometa  otro  delito  nuevo:  son  todas  ideas 
antiquísimas,  discutidas  y  analizadas  con  extremada 
copia  de  razones,  y  que  pertenecen  á  la  historia  del 
progreso  de  la  ciencia  penal. 

Más  reciente  que  todas  esas,  es  la  idea  de  que  la  im- 
posición de  la  pena  interesa  también  al  que  ha  de  sn^ 
frirla,  porque  así  se  procura  su  corrección  y  su  enmien- 
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da;  pero  sin  tener  esas  ideas  la  antigüedad  en  la  histo- 
ria que  tienen  otras,  también  nos  sería  fácil  demostrar 
<|ue  no  son  ima  invención  de  nuestro  tiempo,  ni  un  ha- 
llazgo de  nuestros  contemporáneos. 

El  criterio  de  que  la  defensa  social  es  el  fundamento 
del  derecho  de  castigar,  es  el  criterio^  de  la  escuela  po- 
«átiva.  Su  concepto  del  magisterio  punitivo,  como  sus 
partidarios  dicen,  se  funda  en  la  necesidad  de  la  con- 
servación social  y  en  que  esta  necesidad  es  indepen- 
diente de  todo  elemento  de  culpabilidad.  Tales  ideas 
no  son  tampoco  un  descubrimiento  de  Garófalo,  de  Lom- 
brosso,  ni  de  Ferri.  Lo  habrán  creído  así  ó  no,  según  se 
hayan  dado  cuenta  más  ó  menos  claramente  de  sus  pro- 
pias convicciones  los  legisladores  y  tratadistas  que  han 
discurrido  sobre  esta  materia,  6  que  han  creado  los  cuer- 
pos de  derecho  en  que  aparece  consignado  el  derecho 
de  castigar;  pero  para  nosotros  es  indudable  que  ese 
derecho  de  castigar  se  ha  fundado  siempre  en  todas  es* 
tas  consideraciones,  y  que  no  se  ha  castigado  al  delin- 
cuente jamás,  sólo  por  ejercer  un  acto  de  venganza  pri- 
vada, ni  se  ha  castigado  al  delincuente  sólo  por  procu- 
rarle corrección  y  enmienda.  Se  le  ha  castigado  por 
todas  esas  ideas  y  por  algunas  otras;  porque  apenas 
hay  una  escuela,  de  todas  las  que  discuten  el  derecho 
de  castigar  y  de  todas  las  que  pretenden  fundarlo  en 
un  solo  principio,  que  no  hayan  aportado  alguna  de 
las  bases,  alguno  de  los  fundamentos  en  que  el  dere- 
cho de  penar  se  apoya. 

Kosotros  en  este  punto  admitimos  la  influencia  de 
todas  esas  consideraciones,  de  todas  esas  razones  y  de 
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todos  esos  fundamentos.  Nosotros  creemos  que  el  de- 
recho de  castigar  se  apoya  y  se  funda  en  todas  ellas; 
nosotros  creemos  que  el  derecho  de  castigar  es  un  re- 
sultado de  todos  ellos,  porque  no  hay  aspecto  ninguno 
de  esa  cuestión  que  no  señale  un  interés  legítimo  y 
verdadero  á  que  hay  que  atender  necesariamente.  Esta 
cuestión  hay  que  resolverla,  como  la  mayor  parte  de 
las  cuestiones  complejas  que  se  suscitan  en  el  estudio 
de  los  grandes  problemas  jurídicos  y  sociales,  atendien- 
do á  un  criterio  de  armonía;  y  cuando  los  partidarios 
de  las  escuelas  positivas  declaran  y  afirman  que  el  de- 
recho penal  se  funda  sólo  en  el  principio  de  la  defensa 
social,  hay  que  decirles  que  ciertamente  ese  principio 
es  uno  de  los  que  contribuyen  á  fundar  el  derecho  de 
castigar;  hay  que  decirles  que  ese  principio  será  to- 
mado en  cuenta;  ¿qué  decimos  será?,  ha  sido  tomado 
en  cuenta  al  establecer  el  derecho  de  castigar  y  al  fun- 
dar la  institución  que  regula  el  ejercicio  de  este  dere- 
cho; pero  ese  principio  no  es  el  único  de  los  que  fun- 
dan esa  base  primera,  esa  base  elemental  de  la  ciencia 
penal. 

LI 

Diferenoias  oapltales  que  separan  &  la  esonela  positiva  de 
las  ideas  admitidas  7  generalizadas  entre  los  orixnina- 
listas  modernos.— Su  opinión  sobre  el  libre  arbitrio  7 
sobre  las  condioiones  7  naturaleza  de  los  deUnonentes. 
-Besnltados  &  eme  puede  contribtdr  con  estas  opinio- 
nes.—No  son  contranos  al  Jnrado. 

Partiendo  de  este  principio,  la  escuela  positiva  se- 
ñala sus  divergencias  con  lo  que  ella  misma  llama  es- 
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cuela  clásica,  con  el  conjunto  de  teorías,  de  ideas  y  de 
sistemas  que  han  prevalecido  hasta  ahora  en  el  dere- 
cho criminal,  reduciéndolas  á  las  siguientes: 

Primera.  Que  el  hombre  no  está  dotado,  como  supo- 
ne la  escuela  clásica,  de  libre  albedrío,  porque  el  libre 
albedrío  es  una  noción  subjetiva.  Así  como  no  hemps 
discutido,  porque  no  tenemos  para  qué  discutirlo,  si  los 
delitos  son  manifestaciones  de  una  enfermedad  ó  no  lo 
son,  no  discutimos  tampoco  la  cuestión  del  libre  albe- 
drío, porque  no  lo  creemos  necesario;  tanto  más,  cuan- 
to que  la  escuela  positiva  lleva  las  afirmaciones  que 
nacen  de  esta  conclusión  suya,  hasta  un  punto  verda- 
deramente paradógico,  hasta  decir  que  la  apreciación 
de  la  culpabilidad  moral  es  quimérica  é  imposible. 

¿Cree  Ferri,  cree  Garófalo,  cree  Lombrosso  que  no 
sería  cruel  imponer  la  pena  de  muerte  á  un  loco,  no  á 
un  loco,  no  á  un  loco  de  esos  que  no  lo  pareccUy  sino  á 
un  loco  de  esos  otros  que,  por  testimonio  de  todos  los 
médicos  ali^Diistas  y  no  alienistas,  hubieren  observado 
tan  sin  conciencia,  tan  sin  darse  razón  ni  explicación 
de  sus  actos,  que  no  supiera  verdaderamente,  ni  cómo 
había  obrado,  ni  de  qué  actos  era  responsable,  ni  qué 
crímenes  había  realizado  en  su  demencia? 

¿Nos  contestan  afirmativamente,  Ferri,  Garófalo  y 
Lombrosso?  Pues  su  doctrina  está  juzgada.  ¿Nos  con- 
testan negativamente,  como  sin  duda  nos  contestarán? 
Pues  es  falso  su  principio.  La  apreciación  de  la  culpa- 
bilidad moral  no  es  quimérica,  ni  imposible.  Y  deci- 
mos que  nos  contestarán  negativamente,  porque  FeíTÍ 
y  Garófalo,  al  menos,  contradiciéndose  y  rectificando 
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otraa  afirmaciones  suyas,  al  determinar  el  grado  de  la 
responsabilidad  de  los  delincuentes,  dieen  que  esa  de- 
terminación iia  de  hacerse  teniendo  en  cuenta  la  temi- 
bílidad  del  delincuente  (ó  sea  el  grado  de  temor  que 
puede  inspirar  á  la  sociedad),  y  la  temibilidad  ha  de 
apreciarse  por  la  ifitetición  del  agente  tanto  como  por 
el  carácter  del  acto.  ¡La  intención!  La  intención  es  la 
voluntad,  la  culpabilidad  moral,  la  responsabilidad  de 
la  escuela  clásica,  el  libre  albedrío,  todo  lo  que  recha* 
zan  y  condonan  los  partidarios  de  la  escuela  positiva, 
todo  lo  que  constituye  la  base  del  derecho  y  de  la  >rida; 
porque  siu  libertad  no  hay  responsabilidad,  y  sin  res- 
ponsabilidad no  hay  derecho,  ni  se  concibe  siquiera  la 
existencia  soeiaL 

Segunda.  Dicen  los  partidarios  de  la  escuela  clási- 
ca, que  el  deHncuente  tiene  las  ideas  y  los  sentimien- 
tos de  los  demás  hombres.  Nosotros  creemos  que,  en  la 
generalidad  de  los  casos,  esta  es  la  verdad;  la  mayor 
parte  de  los  delincuentes  tienen  las  ideas  de  los  demás 
hombres;  saben  que  realizan  una  acción  ilícita,  una  ac- 
ción prohibida,  una  acción  criminal,  y  sin  embargo,  por 
la  perversión  de  su  voluntad,  la  realizan. 

Esto  es  á  nuestros  ojos  indisputable,  como  también^ 
lo  es  que  hay  algunos  delincuentes  que  no  participan 
de  las  ideas,  ni  de  los  sentimientos  de  la  generalidad  de 
los  hombres;  pero  la  escuela  positiva  sostiene  que  nin- 
gún delincuente  es  un  hombre  normal,  que  el  delin- 
cuente constituye  una  variedad  antropológica,  que  el 
delincuente  es  un  salvaje  perdido  en  nuestra  civiliza- 
ción. 
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Hay,  dicen  los  positivistas,  que  abandonar  el  tipa 
único  y  algo  abstracto  del  delincuente.  Los  delincuen- 
tes son  de  dos  familias  antropológicas,  que  pueden  ser 
llamadas:  una,  de  los  delincuentes  instintivos;  otra,  de 
los  delincuentes  de  ocasión.  Los  delincuentes  instinti- 
vos, son  ó  locos,  ó  delincuentes  natos;  los  delincuentes 
de  ocasión,  son  ó  delincuentes  de  ocasión  propiamente 
dichos,  6  delincuentes  por  pasión.  Entre  una  y  otra  fa- 
milia aparece,  además,  según  los  positivistas,  una  rama 
formada  por  los  seres  que  puedan  clasiñcarse  entre  esas 
dos  ramas  parciales,  á  la  que  Ferri  llama  familia  de  de- 
lincuentes por  costumbre  adquirida. 

No  vamos  á  discutir  esta  clasificación:  nos  basta  con- 
signar que  sus  consecuencias  no  se  refieren  en  nada  á 
aquella  parte  del  juicio  en  que  interviene  el  Jurado;  es 
cierto  que  el  Jurado  declara  la  culpabilidad  del  delin- 
cuente; es  cierto  que  el  Jurado  declara,  por  medio  de- 
BU  veredicto,  si  el  procesado  es  ó  no  culpable,  si  ha  co- 
metido los  hechos  que  se  le  atribuyen;  pero  esta  decla- 
ración de  culpabilidad  no  puede  ser  modificada  de  nin- 
guna manera  en  virtud  de  esa  clasificación,  porque  esta 
declaración  de  culpabilidad  no  presupone  de  ningún 
modo,  que  antes  de  hacerse  se  haya  verificado  im  estu- 
dio atento  de  las  condiciones  en  que  se  encuentran  loa 
delincuentes,  para  determinar  y  decidir  si  el  delincuen- 
te obró  por  impulso  de  su  voluntad,  ó  siguiendo  impul- 
sos irresistibles  ajenos  á  esa  voluntad  misma. 

Cuando  se  pregunta  al  Jurado  si  un  individuo  es  cul- 
pable de  haber  hecho  tal  ó  cual  cosa,  lo  que  se  le  pre- 
gunta es  si  lo  ha  hecho  queriendo  hacerlo,  y  el  Jurado- 
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contestará  afírmatíyamente  en  todos  los  casos,  salvo  en 
aquellos  en  que  resulte  de  una  manera  tan  evidente  y 
demostrada  á  sus  ojos  que  el  delincuente  no  tuvo  vo- 
luntad de  hacer  lo  que  hizo,  que  no  pueda  dictar  veré- 
redicto  de  culpabilidad. 

Por  tanto,  lo  primero  que  hay  que  hacer  en  todo  jui- 
cio, no  sólo  dentro  de  nuestras  ideas,  sino  también 
dentro  de  las  ideas  que  sostienen  y  defienden  los  par- 
tidarios de  la  escuela  positiva,  es  determinar  qué  he- 
cho es  el  que  se  ha  cometido,  determinar  si  hay  un 
autor  de  ese  hecho,  y  si  ese  autor  es  culpable  de  ha- 
berle cometido.  Luego  viene  el  estudio  de  las  condi- 
ciones en  que  se  encontraba  el  autor  de  ese  hecho,  de 
las  condiciones  en  que  se  encontraba  el  delincuente» 
para  decidir  á  cuál  de  las  anteriores  categorías  perte- 
nece y  qué  género  de  correctivo  se  ha  de  aplicar  á  la 
acción  criminal  que  ha  realizado. 

Naturalmente,  hay  que  tener  en  cuenta  que  nuestra 
ley,  nuestro  Código  penal,  nuestra  ley  de  procedimien- 
to, nuestra  ley  del  Jurado,  están  redactadas  partiendo 
de  determinados  principios  fundamentales,  y  entre 
otros,  del  principio  fundamental  de  que  el  hombre  está 
dotado  de  libre  albedrío.  Al  reconocimiento  de  ese  li- 
bre albedrío  responden  las  preguntas  que  se  dirigen  al 
Jurado  acerca  de  la  supuesta  culpabilidad;  pero  pres- 
cindiendo de  eso,  que  por  muy  necesario  que  sea,  por 
muy  transcendental  que  sea,  no  puede  tener  jamás  el 
efecto  que  le  atribuyen  los  partidarios  de  la  escuela 
positivista;  prescindiendo  de  eso,  la  clasificación  que 
ellos  hacen  de  las  diversas  clases  de  delincuentes,  no 
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puede  en  manera  alguna  afectar  al  procedimiento  del 
Jurado. 

Laa  soluciones  que  sostienen,  en  vista  de  esos  prin> 
ripios,  los  partidarios  de  la  escuela  criminalista,  solu- 
ciones sostenidas  por  ellos  como  verdad  progesiva  de 
la  ciencia  penal,  no  pugnan  con  los  principios  funda- 
mentales del  Jurado. 

Subsistiendo  el  Jurado,  manteniéndose  el  Jurado,  se 
puede  muy  bien  establecer  la  detención  por  tiempo  in- 
determinado, la  relegación,  el  extrañamiento  y  el  au- 
mento progresivo  de  las  penas,  la  escuela  industrial, 
las  colonias  penitenciarias,  los  manicomios  judiciales, 
y  buena  prueba  de  ello  es,  que  entre  nosotros  mismos, 
apenas  votada  y  puesta  en  práctica  la  ley  del  Jurado, 
está  pendiente  de  la  aprobación  de  las  Cámaras  un  pro- 
yecto de  ley  de  manicomios  judiciales,  inspirado,  en 
gran  parte,  en  las  ideas  de  los  defensores  y  aboga- 
dos de  la  escuela  positiva,  sin  necesidad  de  alterar  en 
lo  más  mínimo  las  bases  fundamentales  del  Jurado; 
puede  llegarse,  además,  á  otros  progresos  señalados  por 
la  escuela  positiva,  progresos  que  nosotros  creemos 
posibles,  saludables,  útiles  y  prácticos,  sobre  todo  por 
lo  que  acabamos  de  enumerar,  en  lo  que  se  refiere  á  la 
apreciación  de  gran  número  de  circunstancias  modifi- 
cativas, que  no  han  sido  hasta  ahora  consignadas  ni 
tenidas  en  cuenta  por  la  ley  penal,  merced  á  los  estu- 
dios antropológicos  hechos  por  los  partidarios  de  la  es- 
cuela positiva,  y  los  que  se  harán  seguramente  en  lo 
sucesivo,  porque,  ¿quién  duda  que  el  delito  no  debe  es- 
tudiarse como  ente  abstracto?  ¿Quién  duda  que  no  se 
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debe  prescindir  de  los  precedentes  inseparables  de  la. 
persona  del  delincuente,  como  la  influencia  hereditaria, 
las  condiciones  del  ambiente  fisico  y  social?  ¿Quién 
duda  que  hay  que  ampliar  las  circunstancias  modiñca- 
tivas,  hasta  graduar  la  educación  y  profesión  del  delin- 
cuente, su  estado  civil,  sus  relaciones  dentro  de  la  fa- 
milia y  las  condiciones  de  su  domicilio,  el  temperamen- 
to físico,  la  raza  á  que  pertenece,  el  clima,  la  estación^ 
la  temperatura,  las  condiciones  agrícolas,  industriales 
y  políticas  de  la  sociedad  en  que  vive? 

Todos  estos  elementos  pueden,  sin  género  alguno  de 
duda,  producir  circunstancias  modificativas  en  mayor 
número.  Las  circunstancias  modificativas  que  se  admi- 
tan, vendrán  á  consagrar  y  desarrollar  los  principios 
por  todos  tan  encomiados  de  la  individualización  átél 
delito,  y  una  vez  admitidos  esos  elementos  como  &cto- 
res  de  las  circunstancias  modificativas,  una  vez  consig- 
nados en  la  ley  penal  en  forma  apreciable,  el  Jurado 
contestará  á  las  preguntas  que  se  le  formulen  sobre  los 
hechos  que  son  bases  de  cada  una  de  esas  circunstan- 
cias, y  el  Tribunal  de  derecho  declarará  la  concurren- 
cia de  esas  circunstancias  modificativas,  tan  luego  coma 
la  ley  penal  las  enumere  y  establezca,  y  tan  luego  co- 
mo en  los  procesos  resulten  comprobados  los  hechos^ 
que  les  sirvan  de  fundamento. 
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BefbrmM  qne  la  escuela  positiva  reclama  en  las  lejes 
procesalecr.— Xéoa  indicios  deducidos  de  las  conclnsicnes 
antropológicas  7  de  loa  resultados  de  la  estadística.— 
La  igualdad  de  ccndicicneíi  legales  en  los  delincuentes 

Íla  sociedad.— Clue  la  prueba  de  la  imputación  proceda 
la  clasificación  del  delincuente.— Tampoco  se  oponen  & 
la  existencia  del  Jurado. 

Pero  no  queremos  hablar  en  este  punto  por  nosotros 
mismos;  no  queremos  entregamos  á  nuestras  propias 
observaciones  7  reflexiones;  no  queremos  que  baste 
para  demostrar  que  en  lo  que  tienen  de  útil  7  serias 
las  aspiraciones  de  la  escuela  positivista,  no  son  incom- 
patibles con  el  establecimiento  del  Jurado. 

Veamos  qué  es  lo  que  esa  escuela  pide  en  punto  á  las 
le7es  procesales,  7  veremos  cómo  aquella  misma  de- 
manda que  sus  expositores  7  abogados  formulan,  aque- 
llas mismas  reclamaciones  que  sus  defensores  7  parti- 
darios alegan,  en  cuanto  al  procedimiento,  son  ente- 
ramente compatibles  con  la  continuación  7  existencia 
del  Jurado.  La  escuela  positiva  reclama: 

Primero.  Que  se  deduzcan  nuevos  indicios  en  vista 
de  las  conclusiones  de  la  antropología  7  de  la  estadísti- 
ca criminal. 

Segando.  Que  se  restablezca  la  igualdad  de  dere- 
chos 7  garantías  entre  los  individuos  delincuentes  7  la 
sociedad  honrada,  para  obviar  las  exageraciones  indivi- 
dualistas de  la  escuela  clásica. 
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Tercero.  Que  una  vez  probado  que  el  imputado  es 
reo,  se  haga  constar  que  no  hay  responsabilidad  moral, 
sino  á  qué  categoría  antropológica  pertenece,  y  por 
tanto,  cuál  sea  su  temibilidad  (1). 

Vamos  á  ver  qué  hay  de  fundado  en  estas  pretensio- 
nes de  la  escuela  positiva,  y  si  algo  hay  en  ellas  que  se 
oponga  al  Jurado,  porque  los  partidarios  de  esa  escue- 
la son  ardientes  enemigos  del  Jurado;  pero  á  nuestro 
entender  no  se  han  dado  bien  cuenta,  ni  de  lo  que  el 
Jurado  es,  ni  de  lo  que  ellos  pretenden,  como  resulta 
de  sus  mismas  declaraciones  y  manifestaciones. 

Las  pretensiones  de  que  se  deduzcan  nuevos  indi- 
cios, en  vista  de  las  conclusiones  antropológicas  y  de 
la  escala  estadística  criminal,  es  una  pretensión  que  no 
tiene  realidad  á  nuestros  ojos.  Los  indicios  se  deducea 
de  los  hechos;  hay  hechos  que  suministran  lo  que  ordi- 
nariamente se  llama  una  prueba  plena,  y  hay  otros  que 
no  suministran  pruebas,  sino  un  indicio,  una  sospecha, 
una  indicación  que  contribuye  á  explicar  en  uno  ú  otro 
sentido  el  delito  que  se  cometió.  ¿Es  que  suponen  los 
positivistas  que  pueden  deducirse  indicios  de  la  condi- 
ción personal  del  delincuente?  ¿Es  que  suponen  los  po- 
sitivistas que  pueden  deducirse  indicios  de  los  antece- 
dentes de  la  familia  del  delincuente? 

jPnes  medrados  estaríamos  si  hubiera  de  buscar^^e 
prueba  de  culpabilidad  en  esas  fuentes  de  demostra- 
ción! Sin  un  hecho  terminante,  claro  y  explícito,  no 


(1)    FerrL'  Loi  nueros  horizontes  del  derecho  y  del  procedimiento  pf- 
nal,  Tradacción  de  D.  Isidro  Pérez  Oliva,  página  306. 
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puede  haber  jamás  un  indicio:  Los  indicios  llevan  en  sí 
mismos  un  elemento  de  duda,  y  no  puede  fundarse  una 
duda  sobre  otra  duda,  porque  entonces  el  procedimien- 
to criminal  sería  un  tejido  de  suposiciones  sin  realidad 
alguna  á  que  responder,  y  no  ya  en  nombre  de  la  defen- 
sa social,  sino  en  nombre  de  ningún  principio  puede 
eondenarse  jamás  á  nadie,  cuando  la  condena  tiene  una 
base  tan  deleznable  como  ésta. 

Kosotros  no  acertamos  bien  á  precisar  qué  es  .lo  que 
han  querido  decir  los  partidarios  de  la  escuela  positiva, 
al  suponer  que  de  las  conclusiones  de  la  antropología 
y  de  la  estadística  criminal,  puedan  deducirse  nuevos 
indicios  en  las  causas;  y  lo  repetimos:  los  indicios  no  se 
pueden  deducir  más  que  de  hechos.  Podrán  servir  las 
conclusiones  antropológicas  y  la  estadística  criminal 
para  explicar  los  hechos;  podrán  servir  esas  conclusio- 
nes para  calificar  los  hechos;  podrán  los  Jueces,  me- 
diante esas  conclusiones,  clasificar  al  delincuente  en 
la  categoría  de  loco,  ó  en  la  categoría  de  delincuente 
nato,  ó  en  la  categoría  de  delincuente  por  costumbre 
adquirida;  pero  para  deducir  un  indicio,  para  estimar 
un  indicio  como  elemento  de  prueba,  es  necesario  que 
ese  indicio  descanse  y  se  funde  en  un  hecho. 

Esa  pretensión  primera  de  la  escuela  positiva  nos 
permite  suponer  una  de  estas  dos  cosas:  ó  que  la  es- 
cuela positiva  en  realidad  no  da  á  los  indicios  el  valor 
que  tienen,  ni  conoce  y  aplica  exactamente  el  sentido 
de  esa  palabra,  ó  que  la  escuela  positiva  toma  de  sus 
elucubraciones,  de  sus  creaciones,  una  hipótesis  más  ó 
menos  fundada  sobre  hechos,  y  cree  que,  á  falta  de  he- 
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chos,  bien  puede  fundarse  la  sentencia  en  esa  hipóte- 
sis, en  cuyo  caso  nosotros  no  tenemos  inconveniente 
ni  rebozo  alguno  en  decir,  que  los  que  tal  afirman,  tie- 
nen bien  menguada  idea  de  la  justicia. 

Bespecto  al  restablecimiento  de  la  igualdad  de  de- 
rechos y  garantías  entre  los  individuos  delincuentes  y 
la  sociedad  honrada,  ya  hemos  dicho  antes  de  ahora  la 
mayor  parte  ó  todo  lo  que  podíamos  decir.  Esa  armo- 
nía existe;  no  es  necesario  que  se  restablezca.  El  por- 
menor en  que  para  negarlo  se  fijan  los  partidarios  de 
la  escuela  positiva,  solicitando  que  cuando  haya  empa- 
te en  un  Jurado,  se  entienda  que  se  ha  sobreseído  en 
la  causa  en  vez  de  absolver  al  reo,  ó  algún  otro  porme- 
nor de  los  que  fijan  la  atención  de  los  escritores  de  la 
escuela  positiva,  para  suponer  y  afirmar  que  en  las  le- 
yes modernas  se  favorece  sobremanera  y  extraordinar 
ñámente  á  los  reos  en  daño  de  la  sociedad  y  de  sus  de* 
rechos,  no  merecen  de  nosotros  un  examen  detenido 
ahora. 

La  única  pretensión  razonable,  juiciosa  y  atinada 
dentro  de  sus  mismos  principios,  de  la  escuela  positi- 
va, es  la  de  que  una  vez  probado  que  el  imputado  es 
reo,  se  haga  constar  que  no  hay  responsabilidad  mo- 
ral, sino  á  qué  categoría  antropológica  pertenece,  y 
por  tanto,  cuál  sea  su  temibilidad. 

Hemos  transcrito  esta  pretensión  de  las  páginas  del 
libro  de  Ferri,  vertidas  al  castellano  con  innegable 
acierto  por  el  laborioso  y  distinguido  escritor  D.  Isi- 
dro Pérez  Oliva,  y  en  las  mismas  palabras  en  que  está 
enunciada  esa  pretensión  queda  á  salvo  lo  que  nos- 
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otros  estimamos  tan  importante.  Ellos  dicen:  lo  prime- 
ro que  hay  que  hacer  es  probar  que  el  imputado  es 
reo;  pues  eso  es  lo  que  hace  el  Jurado,  á  eso  se  reduce 
la  misión  del  Jurado,  á  probar  si  el  imputado  es  ó  no 
reo.  Después  viene  todo  lo  demás,  todo  eso  que  Fe- 
rd  quiere  que  se  establezca  y  á  lo  cual  nosotros  no 
nos  oponemos  ahora,  porque  verdaderamente  no  sería 
oportuno  que  en  este  lugar  nos  opusiéramos. 

Ya  hemos  dicho  que  todo  eso  que  ha  de  establecer- 
se de  acuerdo  con  las  ideas  de  la  escuela  positiva  para 
determinar  la  categoría  antropológica  á  que  pertenece 
un  reo,  para  determinar  y  precisar  el  grado  de  temor 
que  inspira  á  la  sociedad,  ó  lo  que  ellos  llaman  su  te- 
mibilidad;  todo  eso  viene  después  del  veredicto,  viene 
después  del  juicio,  al  discutirse  en  el  juicio  de  dere- 
cho; y  por  tanto,  subsistiendo  el  Jurado,  mantenién- 
dose el  Jurado  puede  realizarse  ese  progreso,  dado  que 
lo  sea,  y  que  la  práctica  lo  consagre  de  una  manera 
-definitiva  y  que  el  legislador  lo  admita  y  sancione. 

Nada,  pues,  fundamental,  categórico  y  terminante 
se  desprende  de  todo  lo  que  alega  la  escuela  positivis- 
ta contra  el  Jurado.  Podrán  los  partidarios  de  esta  es- 
cuela hacer  al  Tribunal  del  Jurado  toda  la  guerra  que 
quieran:  podrán  combatirlo:  podrán  colocarse  al  lado 
de  los  escritores  más  conservadores  para  llevar  á  cabo 
esta  ingrata  tarea,  pero  realmente  no  tienen  razón 
para  proceder  así.  Ellos  mismos  lo  reconocen  en  su  in- 
consecuencia y  en  sus  contradicciones:  Ferri  sostiene, 
que  debe  conservarse  el  Jurado  para  los  delitos  políti- 
oos  y  de  imprenta.  ¿Por  qué?  Si  el  Jurado  es  tan  con- 
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trario  á  los  principios  de  la  ciencia  penal  novísima^ 
¿por  qué  se  ha  de  conservar  para  esos  ni  para  otros 
delitos? 

Ferri,  por  último,  dice  que  la  especial  competencia 
científica  que,  con  arreglo  á  su  sistema,  deben  tener  los 
Jueces,  es  un  golpe  de  muerte  para  el  Jurado.  ¿Qué  ha 
de  serlo?  ¿Para  qué  quiere  Ferri  los  Jueces  con  espe- 
cial competencia  científica?  ¿Para  probar  si  el  imputa- 
do es  reo?  No;  para  eso  no  se  necesitan  Jueces  de  espe- 
cial competencia  científica.  Para  probar  que  el  impu- 
tado es  reo,  para  la  apreciación  de  los  hechos,  es  pre- 
ferible, como  ha  dicho  Helie,  la  inteligencia  ordinaria 
á  la  ciencia,  el  sentido  común  á  muchas  facultades 
mentales,  la  instrucción  vulgar  á  la  instrucción  cien- 
tífica; y  para  lo  que  puede  afirmarse  que  han  de  tener 
competencia  científica  especial  los  Jueces  que  esta 
cuestión  resuelvan,  para  lo  que  necesitan  especial  com- 
petencia científica,  es  para  clasificar,  sin  equivocarse,  á 
los  delincuentes  que  se  les  presentan  y  á  quiénes  hatt 
de  juzgar,  para  decidir  si  son  locos,  si  son  delincuen- 
tes natos  ó  son  delincuentes  por  costumbre  adquirida,  6 
delincuentes  de  ocasión,  ó  si  son  delincuentes  por  pa- 
sión; pero  esta  declaración  y  el  examen  que  la  prece- 
de, han  de  venir  después  del  veredicto.  El  veredicto 
se  ha  salvado,  el  Jurado  puede  subsistir;  la  pretensión 
de  la  escuela  criminalista  positiva  no  afecta  en  nada  á 
la  continuación  y  existencia  del  Jurado. 

En  resumen,  los  progresos,  si  los  puede  haber,  á  que 
nos  lleven  las  tendencias  que  inspiran  á  la  escuela  fre- 
nopática  ó  á  la  escuela  positiva  podrán  alcanzarse  mo* 
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dificando  la  ley  penal  en  la  índole  de  las  penas,  en  la 
enumeración  y  apreciación  de  las  circunstancias  modi- 
ficatiyas;  modificando  el  juicio  de  derecho,  y  modifican- 
do el  cumplimiento  de  las  penas  con  arreglo  á  esos 
principios. 

¿Qué  se  opone  á  este  progreso?  Ya  hemos  demostra- 
do que  no  se  opone  la  organización  del  Jurado.  Si  acaso 
la  organización  que  se  opone  á  que  esos  progresos  se 
realicen,  es  la  organización  actual  de  los  Tribunales  de 
derecho;  y  como  el  argumento  que  acabamos  de  rebatir 
era  fondado  en  las  consideraciones  de  que  los  Tribuna- 
les de  Jurado  son  más  opuestos  que  los  Tribunales  de 
dCTecho  á  la  realización  de  todos  los  progresos  de  la 
ciencia  criminal,  creemos  haber  contestado  satisfacto- 
riamente á  esa  idea  y  á  todas  las  objeciones  que  de  ella 
se  desprenden,  y  creemos  haber  demostrado  con  estas 
consideraciones,  que  tampoco  puede  imputarse  á  los 
Tribunales  del  Jurado  esa  desventaja. 


Lin 

XTecesidad  de  modificar  la  organización  de  la  Justicia  co- 
rreccional.—El  escabinato.— Bases  para  el  estaUeci- 
miento  de  los  Tribunales  correccionales. 


£1  restablecimiento  del  Jurado  no  es  el  término  de 
nuestra  reorganización  judicial;  pero  sin  género  alguno 
de  duda  puede  afirmarse  que  con  él  están  ya  trazadas 
las  líneas  fdndamentales  del  organismo  que  ha  de  des- 
envolverse en  este  orden  de  la  Administración  y  del 
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Oobiemo.  Hemos  dicho  diferentes  veces  en  el  curso  de 
estos  CoMBNTAEíos,  que  la  necesidad  más  urgente, 
más  apremiante,  de  todas  cuantas  podamos  tomar  en 
cuenta  una  vez  establecido  el  Jurado,  es  la  de  organi- 
zar la  justicia  correccional. 

•  Con  el  restablecimiento  del  Jurado  se  atiende  á  la 
Administración  de  justicia  en  lo  que  se  refiere  á  las 
causas  formadas  por  la  comisión  de  los  delitos  más  gra- 
ves, más  transcendentales,  y  que  producen  mayor  re- 
sonancia y  alarma  en  la  opinión;  pero  esos  delitos, 
como  ya  hemos  demostrado,  no  son  sino  una  pequeña 
parte  de  los  que  se  cometen. 

La  inmensa  mayoría  de  los  delitos,  los  delitos  co- 
rreccionales, los  delitos  castigados  con  una  pena  co- 
rreccional, los  hurtos,  las  lesiones,  quedan  dentro  de 
la  competencia  de  los  Tribunales  de  derecho;  las  cau- 
sas que  se  forman  para  averiguarlos  y  perseguirlos  se 
someten  al  procedimiento  del  juicio  oral  y  público  ante 
las  Audiencias  y  Salas  de  lo  criminal;  y  de  aquí  nace 
un  mal  grave,  que  también  hemos  indicado;  pues  el 
procedimiento  del  juicio  oral  y  público  es  demasiado 
lento  y  demasiado  solemne  para  las  necesidades  que 
esas  causas  revelan. 

La  opinión  y  la  prensa  han  formulado  repetidas  ve- 
ces quejas  por  el  tiempo  que  se  invierte  en  la  sustan- 
ciación  de  estos  procesos,  con  arreglo  á  la  ley  de  En- 
juiciamiento criminal  de  1882 ;  y  se  ha  manifestado  la 
aspiración  de  reducir  la  tramitación  de  esas  causas,  su- 
jetándolas á  un  formulario  más  breve  y  rápido,  que 
conservando  las  garantías  indispensables  para  todoa 
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los  intereses  legítimos  y  permitiendo  á  la  acusación 
y  á  la  defensa  que  se  desenvuelvan  con  amplitud  y 
holgura  en  todos  los  casos,  disminuya  las  ritualidades 
que  hoy  entorpecen  exageradamente  su  curso.  Estas 
quejas  responden  á  una  necesidad  real  que  debe  aten- 
derse. 

Hay,  pues,  que  reformar  nuestra  justicia  correccio- 
nal. ¿Cómo  ha  de  hacerse  esto?  He  aquí  el  problema. 

Nosotros  hemos  indicado  que,  en  opinión  de  algunos^ 
j>odría  el  escabínato  ser  la  base  de  esa  organización  de 
la  justicia  correccional.  El  escabinato  es  una  institu- 
ción alemana.  Los  Tribunales  de  Escabinos  se  compo- 
nen de  un  Juez  cantonal  y  dos  escabinos,  y  conocen  de 
la  mayor  parte  de  los  delitos  correccionales.  Los  esca- 
binos, especie  de  adjuntos,  de  origen  popular,  que  se 
unen  al  Juez  para  ver  y  fallar,  constituyendo  un  Tri- 
bunal colegiado,  las  causas  á  que  nos  hemos  referido, 
deben  ser  alemanes,  haber  cumplido  treinta  años  de 
edad,  llevar  dos  de  domicilio  en  el  municipio  en  que 
estén  avecindados,  y  no  ser  ni  domésticos,  ni  pobres 
de  solemnidad,  ni  funcionarios  públicos,  ni  haber  sido 
privado^  de  sus  derechos  civiles  y  políticos  por  un  auto 
de  procesamiento  ó  por  una  decisión  judicial. 

Las  Autoridades  municipales  forman  la  lista  de  es- 
cabinos con  las  personas  que  tienen  aptitud  para  des- 
empeñar este  cargo.  En  esa  lista,  una  comisión,  for- 
mada de  funcionarios  públicos,  de  personas  elegidas 
por  el  voto  popular,  designa  las  que  han  de  desempe- 
flar  efectivamente  el  cargo  como  escabinos  propietarios 
ó  suplentes.  La  Autoridad  judicial  del  distrito  fija  el 
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número  de  los  que  han  de  ser  designados;  y 
düB  de  esta  manera  las  listas  anuales,  se  sortean  los 
que  han  de  concurrir  á  cada  Audiencia  con  la  antici- 
pación necesaria  para  los  efectos  de  la  asistencia  á  que 
la  ley  los  obliga. 

Esta  institución  tiene  muchos  partidarios,  sobre  todo 
entre  los  que  no  lo  son  del  Jurado.  Nosotros  creemos 
que  el  escabinato  no  puede  admitirse  tal  como  se  en- 
cuentra establecido  en  Alemania,  sino  en  aquellos  paí- 
ses en  que  una  larga  experiencia  haya  demostrado  la 
aptitud  de  la  masa  general  de  los  ciudadanos  para  las 
funciones  propias  del  juicio  y  fallo  de  las  causas  cri- 
minales, porque  el  Tribunal  de  Escabinos  no  es,  como 
el  del  Jurado,  un  Tribunal  compuesto  de  dos  secciones, 
de  las  cuales  una  estima  las  pruebas  y  declara  los  he- 
choSj  y  la  otra  califica  los  hechos  y  les  aplica  el  dere- 
cho con  arreglo  á  la  ley  penal,  sino  que  el  Tribunal  de 
Escabinos  examina  toda  la  cuestión  planteada  en  una 
causa^  y  así  estima  las  pruebas  como  califica  los  he- 
chos que  de  ellas  resulten,  y  aplica  la  ley  á  esos  resul* 
tados.  Al  Tribunal  de  Escabinos  se  le  confía  el  nonieñ 
juris  y  todos  los  problemas  que  nacen  de  la  aplicación 
da  la  ley  penal,  que  no  por  referirse  á  causas  de  poca 
monta,  dejan  de  ser  importantes,  delicados  y  difíciles. 

Creemos,  pues,  que  hoy  sería  imprevisor  establecer 
en  nuestra  patria  el  escabÍQato  en  la  forma  en  que  se 
encuentra  establecido  en  Alemania,  y  creemos  que  el 
Jurado  responde  más  á  las  condiciones  en  que  se  halla 
nuestro  país  que  el  escabinato;  que  para  el  escabinato 
se  necesita  una  aptitud  más  demostrada  y  general  que 
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para  el  ejercicio  de  las  funciones  de  jurado,  y  por  lo 
tanto,  que  es  inadmisible  la  pretensión  de  los  que  quie- 
ren que,  en  vez  del  Jurado,  se  establezca  el  escabinato, 
y  de  los  que  consideran  que  el  escabinato  es  una  pre- 
paración para  el  Jurado;  por  el  contrario,  nosotros 
creemos  que  el  Jurado  es  una  preparación  para  el  es- 
cabinato, y  que  sólo  después  de  algunos  años  de  una 
experiencia  del  Jurado,  que  constantemente  ofrezca  un 
éxito  completo,  podría  llegarse  á  establecer  el  escabi- 
nato en  condiciones  capaces  de  producir  un  resultada 
satisfactorio. 

La  organización  de  la  reforma  de  la  justicia  correc- 
cional debe  tener  por  bases:  1.*,  una  abreviación  en  la 
ley  de  procedimientos,  de  suerte  que  los  juicios  á  que 
Be  sometan  los  casos  citados,  para  la  averiguación  y 
castigo  de  los  delitos  correccionales,  sean  juicios  más 
breves  y  rápidos,  y  puedan  despacharse  sin  las  solem- 
nidades que  exige  la  celebración  del  juicio  oral  y  pú- 
blico con  arreglo  á  la  ley  vigente;  y  2.*,  á  una  cons- 
titación  del  Tribunal  que  haya  de  entender  en  estos 
juicios  más  adecuada  á  la  índole  rápida  y  subalterna 
de  esos  juicios  mismos. 

En  este  punto  es  en  el  que  se  cree  por  algunos  que 
hay  notoria  conveniencia  en  recordar  lo  que  es  el  es- 
cabinato, y  se  plantea  el  problema  que  ese  recuerdo 
suscita  en  estos  términos:  ¿Convendría  organizar  los 
Tribunales  correccionales  sobre  una  base  análoga  á  la 
que  sirve  de  fundamento  á  la  institución  de  los  Esca- 
binos,  siquiera  hubiera  de  exigirse  á  los  que  desempe- 
ñaran ese  cargo  mayores  coíidiciones  que  las  que  la  ley 
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alemana  reclama  é  impone?  Este  es  el  problema,  que 
nosotros  creemos  debe  estudiarse,  y  á  él  nos^  bettM  in- 
ferido y  á  esta  manera  de  plantear  la  cuestión  aludía- 
mos en  el  curso  de  nuestros  Comentarios,  cuando  ex- 
poníamos que  quizás  pudieran  los  Tribunales  correc- 
cionales organizarse  de  una  manera  parecida,  de  un 
modo  análogo  al  en  que  aparece  constituida  la  institu- 
ción  del  escabinato. 

Produciría  grandes  ventajas  al  Erario,  y  sería  una 
preparación  para  otros  progresos  ulteriores,  llevar  á 
los  Tribunales  correccionales  algún  elemento  popular; 
pero  esto  había  de  hacerse  de  tal  suerte,  que  se  es- 
quivaran ó  evitasen  las  dos  dificultades  que  pueden 
presentarse  en  el  desarrollo  de  esta  idea:  la  de  llevar 
al  Tribunal  correccional  elementos  que  careciesen  de 
la  aptitud  demostrada  que  deben  tener  para  ejercer  las 
funciones  de  jueces  en  toda  su  aptitud  y  sin  limitacióa 
alguna,  y  la  de  que  en  la  designación  de  estos  jueces 
populares  pudiesen  influir  móviles  extra&os  á  la  admi- 
nistración de  la  justicia,  y  perturbadores  de  la  impar- 
cialidad y  de  la  sinceridad  con  que  la  justicia  debe 
administrarse. 

No  vamos  á  ahondar  en  el  examen  de  estas  cuestio- 
nes; basta  á  nuestro  propósito  indicarlas  en  los  térmi* 
nos  en  que  lo  hemos  hecho;  y  sin  emitir  una  opinión 
definitiva  acerca  de  ninguna  de  ellas,  aquí  las  dejamos 
consignadas,  creyendo  que  han  de  tomarse  en  cuenta 
estos  antecedentes  para  resolver  ese  importantísimo 
problema,  que  no  es  el  único  de  los  que  han  de  acome- 
terse después  de  restablecido  el  Jurado. 
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Hdcesidad  de  rcbustecer  el  Poder  Jxidlcial.~LaiiizctnÍ8- 
traoión  de  Jusüoia  debe  organizarse  oom»  im  poder  del 
Estado.—Solueiones  7  re&rmas.  c[ne  deben  adoptarse 
para  satlsiáoer  esta  neoesldad. 

En  efecto;  á  la  vez  que  hay  necesidad  de  reorgani- 
zar la  justicia  correccional  sobre  buenas  bases^  enten- 
demos nosotros  que  la  hay  también  urgentísima  de  ro- 
bustecer el  Poder  judicial. 

El  Poder  judicial,  que  ahora  aparece  completado  con 
la  organización  del  Jurado,  y  en  condiciones  á  nuestro 
juicio  satisfactorias,  desde  el  punto  de  vista  en  que  se 
inspiran  las  últimas  reformas  del  derecho  penal  y  pro- 
cesal, el  Poder  judicial  es  la  mayor  garantía  del  buen 
gobierno  de  un  pueblo.  Todo  lo  que  sea  buscar,  fuera 
de  ese  poder,  el  elemento  moderador  de  las  relacionea 
entre  los  demás,  es  desconocer  su  importancia,  y  la  mi- 
sión que  le  asigna  el  derecho  moderno.  Nosotros  cree- 
mos que  el  Poder  judicial  es  la  base  y  el  amparo  de 
todas  las  libertades  y  de  todos  los  derechos,  y  que  el 
país  que  acierte  á  organizar  su  Poder  judicial  sobre  me- 
jores y  más  firmes  cimientos,  ese  gozará  de  una  mane- 
ra más  completa  que  cualquier  otro,  de  las  ventajas  y 
beneficios  de  una  vida  verdaderamente  libre  y  orde- 
nada. 

Discurriendo  en  fecha  reciente  el  Sr.  Silvela  sobra 
temas  análogos  á  este  que  desenvolvemos,  señalaba  la 
desproporción  que  existe  entre  el  hecho  de  llamar  á  la 
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Administración  de  justicia  Poder  judicial,  y  el  hecho  de 
regatearle  facultades  y  atribuciones.  Esa  desproporción, 
ciertamente,  es  un  mal  que  merece  ser  señalado.  Lo  que 
hay  es  que  los  responsables  de  que  la  organización  ju- 
dicial no  tenga  todas  las  atribuciones  que  le  compe- 
ten, no  son  precisamente  aquellos  que  proclaman  la 
necesidad  de  que  la  Administración  de  justicia  se  cons- 
tituya como  un  verdadero  poder  del  Estado.  Es  nece- 
sario afirmar  de  una  manera  resuelta  esta  conclusión « 

Ese  es  un  punto  en  el  cual  vamos  estando  conformes 
todos,  y  respecto  del  que  no  creemos  que  existan  dis- 
crepancias muy  notables,  ni  diferencias  de  apreciación 
muy  dignas  de  ser  tomadas  en  cuenta  y  señaladas.  La 
Administración  de  justicia  debe  organizarse  como  nn 
verdadero  poder  del  Estado.  Ha  venido  á  completarie 
la  ley  del  Jurado,  y  es  preciso  continuar  recorriendo  el 
camino  que  ha  de  llevamos  á  ese  fin,  ya  que  los  prin- 
cipios y  reglas  de  la  ley  del  Jurado  ponen  á  la  Admi- 
nistración de  justicia  en  condiciones  de  satisfacer  por 
completo,  desde  nuestro  punto  de  vista,  las  necesidades 
á  que  por  su  índole  debe  atender.  ¿Qué  hay  que  hacer 
ahora? 

El  Sr.  Silvela,  en  el  discurso  á  que  nos  referimos  an- 
tes, pronunciado  en  la  Academia  de  Jurisprudencia  el 
25  de  Enero  de  1889,  sobre  la  influencia  de  la  opinión 
en  los  Tribunales  de  justicia,  señalaba  algunos  de  los 
remedios  que  en  su  concepto  deben  aplicarse  á  la  Ad- 
ministración de  justicia,  y  que  son:  primero,  la  inamo- 
vilidad  y  la  escala  cerrada,  á  fin  de  que  se  cree  un  ver- 
¿^  dadero  espíritu  de  cuerpo  que  vigorice  la  institución; 
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cegando,  la  supresión  de  las  categorías  de  entrada^  as- 
«censo  y  término  en  la  Judicatura,  sustituyéndolas  por 
aumentos  periódicos  de  sueldo;  tercero,  su  separación 
4e  las  funciones  puramente  políticas,  lo  que  no  implica 
que  los  Magistrados  no  puedan  tener  una  intervención 
•conveniente  en  ellas;  y  cuarto,  que  dada  la  índole  de 
la  Cámara  popular,  los  Magistrados  no  puedan  formar 
parte  de  ella,  pero  sí  del  Senado  como  Senadores  vita- 
licios y  electivos;  pero  no  elegidos  por  las  provincias, 
Ano  por  ellos  mismos,  como  sucede  con  las  Academias 
j  Cabildos  eclesiásticos. 

Todas  estas  soluciones  nos  parecen  con  efecto  acepta- 
bles y  de  una  manera  muy  señalada  la  primera;  porque 
si  bien  es  cierto  que  la  inamovilidad  judicial  tiene  in- 
convenientes, esos  inconvenientes  han  desaparecido  en 
su  mayor  parte  con  la  promulgación  dé  lá  ley  del  Jura- 
do, que  impide  la  concentración  en  manos  de  la  Autori- 
dad judicial  de  un  poder  tan  inmenso  como  el  que  antes 
tenía,  y  que  reduce  las  funciones  de  la  Magistratura  á 
sn  verdadera  esfera,  en  términos  que  no  pueda  ser  jamás 
peligrosa  para  la  libertad  y  los  derecbos  de  los  ciu- 
dadanos. 

Pero  nosotros  creemos  que  el  mal  que  se  trata  de 
prevenir  es  más  hondo,  y  que  los  remedios  con  que 
hay  que  extirparlo  deben  ser  más  radicales;  porque,  en 
resumen,  todos  los  remedios  propuestos  por  el  Sr.  Sil- 
vela  apenas  pasan  de  la  superficie  de  las  cosas. 

Si  se  quiere  que  la  Administración  de  justicia  sea  un 
verdadero  poder,  es  indispensable  robustecer  su  autori- 
^d,  y  robustecerla  encomendándola  la  realización  de 
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todos  aquellos  conceptos  yerdaderamente  jurídicos,  de 
que  aparece  alejada  hoy  por  la  condición  especial  y  sin- 
gularísima de  nuestras  instituciones  administrativas. 

Es  indispensable  que  todas  las  cuestiones  que  en  el 
fondo  no  sean  más  que  una  contienda  entre  lo  tuyo  y 
lo  mío,  6  un  verdadero  proceso  criminal,  pasen  á  ma- 
nos de  los  Tribunales,  reservándose  las  que  no  tienen 
este  carácter  y  revisten,  no  obstante,  índole  contencio- 
sa á  los  Tribunales  especiales  creados  por  la  ley  que  ha 
organizado  de  una  manera  definitiva  y  estable  esa  ju- 
risdicción. 

La  manera  más  eficaz  de  apartar  la  Magistratura  de 
la  política,  es  impedir  que  aquella  función  exclusiva- 
mente política  que  gobierna  los  pueblos,  intervenga  é 
influya  en  los  asuntos  judiciales.  Estimamos  que  esa 
es  una  necesidad  de  primer  orden  si  se  quieren  or- 
ganizar Tribunales  independientes  y  verdaderamente 
dignos  de  representar  y  simbolizar  un  poder  del  Esta- 
do. Preceptos  legislativos,  severos,  que  garanticen  de 
una  manera  eficaz  la  estabilidad  de  los  Jueces,  que  im- 
pidan á  los  Ministros  trasladarles  arbitrariamente  de 
destino,  que  hagan  imposible  la  traslación  de  un  Juez 
cuando  no  complace,  no  atiende  ó  no  obedece  á  cual- 
quiera de  esas  influencias  políticas:  eso  es  I9  que  se  ne- 
cesita más  que  ninguna  otra  cosa. 

Importa  menos  que  el  Juez  sea  un  Abogado  promo- 
vido por  la  libre  voluntad  del  Ministro  á  ese  cargo  que 
el  que  dependa  de  la  voluntad  de  un  hombre  influyen- 
te el  que  lo  desempeñe  en  este  ó  en  aquel  distrito.  Si 
esos  preceptos  se  dictaran,  si  á  la  vez  se  encaminasen. 
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las  reformas  administrativas  proyectadas  en  nuestra 
om^xuzación  municipal  y  provincial  al  fin  que  antes  he- 
XKxr  Moblado  para  que  los  Tribunales  fuesen  también 
la  garantEst  dü^  una  buena  administración,  como  son  la 
garantía  de  la  propiedad  y  de  la  seguridad  de  los  ciu- 
dadanos; si  se  perseverase  de  una  manera  constante  en 
este  empeño;  si  se  ejer<Henm  por  los  superiores  jerár- 
quicos de  los  Tribunales  de  una  manera  lata,  amplia, 
completa  y  suficiente  las  facultades  inspectoras  que  las 
leyes  les  encomiendan,  á  fin  de  procurar  que,  tanto  en 
los  negocios  civiles,  como  en  los  asuntos  criminales,  se 
procediese  siempre  enteramente  de  acuerdo  con  lo  que 
las  leyes  establecen,  seguramente  se  habría  adelantado 
mucho  para  llegar  á  lo  que  es  nuestro  bello  ideal  en 
este  orden  de  cuestiones;  se  habría  adelantado  much0| 
no  sólo  para  organizar  el  Poder  judicial  de  acuerdo  con 
las  ideas  que  deben  servirle  de  fundamento  y  con  los 
principios  en  que  debe  cimentarse  su  organización,  sino 
para  procurar  que  procediera  en  todo  como  interesa  á 
los  pueblos,  á  su  buen  gobierno,  á  su  bienestar  y  á  su 
paz. 

Después  de  restablecer  el  Jurado,  esto  es  lo  que  hay 
que  hacer;  esta  es  la  primera  de  las  soluciones  que  se 
imponen;  esta  es  la  necesidad  más  viva  á  que  debe 
atenderse. 
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Otrfts  nacealdsdes  de  la  ¿dmiiiÍBtraQÍ6ii  de  Juttlcla^— Or- 
ganización del  8er7lGlo  da  vigilanda.-  Los  «<soatittiti?Í 
penales»  de  la  escuela  pcsltiya. 


Nada  decimos  de  la  que  toca  á  la  instrucción  de  las 
oauBae,  sin  embarga  de  que,  como  ya  hemos  hecho  no- 
tar más  de  una  vez,  ahí,  en  la  instrucción  de  las  cau- 
sas, es  donde  se  advierten  las  mayores  deficiencias  del 
sistema  vigente. 

Lofl  adversarios  del  Jurado,  adversarios  también  en 
parte  del  juicio  oral,  aunque  lo  disimulen  ó  lo  oculten^ 
han  formulado  contra  el  nuevo  procedimiento  gravísi- 
mas censuras  partiendo  del  considerable  número  de 
sobreseimientos  que  se  dictan.  Ya  lo  hemos  dicho  an- 
tes de  ahora:  de  eso  no  es  responsable  el  juicio  oral,  ni 
puede  serlo  el  Jurado,  aunque  en  lo  sucesivo  el  uúme* 
ro  de  sobreseimientos  aumentase;  de  eso  es  responsa* 
ble  la  deficiente  organización  de  nuestra  polfcia;  de  eso 
es  responsable  la  deficiente  organización  del  servicio 
de  vigilancia  que  on  nuestro  país  apenas  se  conoce^  y 
que  sólo  bien  organizado,  y  despuóa  de  constituir  un 
organismo  que  funcione  durante  largo  número  de  años, 
de  una  manera  constante,  procurando  perfeccionar  sus 
resortes  y  aumentar  los  buenos  resultados  que  haya 
producido,  podrá  contribuir  á  que  se  advierta  en  las 
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efitadísticas  la  disminución  de  ese  mal.  También  en 
este  libro  hemos  disentido  ese  punto,  y  á  él  nos  remi- 
timos, adyirtiendo  que  no  tiene  con  el  Jurado  rela- 
ción alguna,  y  que  es  un  fin  que  puede  perseguirse  y 
lograrse  independientemente  de  los  fines  á  que  se  en- 
camina el  restablecimiento  del  Jurado. 

TJi^e  atender  á  este  fin,  en  cuya  satisfacción  no  lle- 
garemos, sin  embargo,  nunca  al  grado  de  perfección  que 
nosotros  apetecemos,  porque  parece  ley  natural  aun  de 
las  sociedades  más  cultas,  progresivas  y  adelantadas» 
que  los  medios  del  Estado  sean,  en  gran  número  de 
casos,  deficientes  para  perseguir  los  delitos  y  castigar 
á  los  criminales,  y  que  frente  á  éstos,  la  acción  social 
resulte  impotente.  No  de  otra  manera  se  explica  lo  que 
ocurre  en  Italia,  donde  según  la  declaración  de  Lanza, 
de  cada  cien  delitos,  cuarenta  quedan  sin  perseguir 
por  &lta  de  una  buena  policía  y  de  medios  en  las  auto- 
ridades para  prender  á  sus  autores,  ó  para  averiguar 
quiénes  sean  éstos.  En  Inglaterra  misma,  cuya  policía 
ha  llegado  en  su  organización  á  tal  grado  de  perfeccio- 
namiento, que  se  citaba  y  se  cita  siempre  como  ejemplo 
cuando  de  esta  materia  se  trata;  en  Inglaterra  misma, 
hace  mucho  tiempo  que  se  persigue  á  una  especie  de 
Sacamcmtecas  que  ha  aparecido  en  los  fastos  criminales 
de  aquel  país,  y  mucho  tememos  que  los  Tribunales 
tarden  en  hallarle,  lo  mismo  que  tardaron  en  hallar  al 
nuestro,  un  espacio  de  tiempo  que  no  bajó  de  dos  lus- 
tros; pero  aun  partiendo  de  estas  condiciones,  creemos 
que  es  posible  alguna,  tomando  como  punto  de  par- 
tida el  estado  presente;  y  esa  mejora  puede  ser  un 
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complemento  de  las  que  se  han  llevado  á  cabo  y  coro- 
nado con  el  restablecimiento  del  Jurado. 

Muchos  de  los  que  impugnaron  el  restablecimiento 
de  esa  institución  decían,  que  antes  que  restablecerla 
debía  atenderse  á  esa  necesidad.  Nosotros  creemos  que 
esta  obra  puede  realizarse  al  mismo  tiempo,  y  que  la 
labor  á  que  hemos  contribuido  no  empece  á  la  labor 
aconsejada  por  esos  respetables  y  distinguidos  estadi£h 
tas,  cuya  opinión  puede  satisfacerse  seguramente  con 
los  medios  que  nosotros  proponemos. 

Tampoco  queremos  decir  cosa  alguna  de  lo  que  la 
escuela  positiva  llama  sostittdivi  penales.  Son  lo  que 
nosotros  llamaríamos  sustituyentes  ó  sustituciones  pe- 
nales, medios  que  la  escuela  positiva  recomienda  como 
más  eficaces  que  las  leyes  y  los  preceptos  del  Código 
penal,  para  impedir  la  comisión  de  los  delitos.  Ni  en 
esto  ha  logrado  esa  escuela  afirmar  algo  que  merezca 
la  pena  de  discutirse  como  nuevo,  porque  los  más  anti- 
guos tratadistas,  desde  Aristóteles  y  Platón,  declaran, 
en  orden  á  las  cosas  de  la  política,  que  allí  donde  hay 
paz,  donde  hay  bienestar,  libertad,  un  Gobierno  regu- 
lar, estable  y  justo,  una  religión  tolerante,  un  orden  fa- 
miliar sólidamente  establecido,  y  una  educación  en 
progreso  y  floreciente,  allí  apenas  hay  delitos. 

La  sabiduría  popular  ha  traducido  en  un  adagio  cas- 
tellano muy  conocido  esa  verdad  axiomática,  diciendo: 
Donde  no  hay  harina,  todo  es  mohína.  ¿A  qué,  pues,  he- 
mos de  decir,  ni  qué  objeto  tendría  que  recomendára- 
mos á  los  legisladores  leyes  sabias,  benéficas  y  justas, 
la  organización  de  poderes  que  respeten  todos  los  de- 
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rechos,  el  desenvolvimiento  de  una  política  qué  garan- 
tice la  libertad,  ni  la  fijación  de  principios  económicos 
que  procuren  la  abundancia  y  la  riqueza  como  sustitu- 
yentes  de  las  reglas  que  establece  el  Código  penal? 

Harto  sabido  es  todo  esto,  y  lo  repetimos:  la  escue- 
la criminalista  positiva  no  ha  descubierto  ningún  con- 
tinente ni  nos  ha  enseñado  ninguna  novedad  al  recor- 
damos esas  verdades  axiomáticas.  Aquí,  como  en  to- 
dos, no  ha  hecho  más  que  reproducir  cosas  olvidadas 
de  puro  sabidas,  y  que  como  elementales  que  son  es- 
tán ya  en  la  conciencia  de  todos,  aun  de  los  que  menos 
cultura  y  menos  conocimiento  de  esta  cuestión  pueden 
acreditar. 
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Significación  pclitica  del  Turado. 
<3ompleta,  entre  ncsotrcs,  el  ¿olsiemc  del  país  por  el  país. 

Yamos  á  terminar  con  algunas  consideraciones  rela- 
tivas á  la  significación  política  de  la  ley  del  Jurado, 
nosotros  no  negamos  que  esta  ley  tiene  significación 
política;  la  tiene,  porque  es  en  sí  misma  una  manera 
de  completar  el  establecimiento  del  gobierno  del  país 
por  el  país;  la  tiene,  por  lo  que  esta  ley  representa  y 
significa  en  la  vida  política  de  nuestro  actual  régimen, 
en  el  cual  la  promulgación  de  la  ley  del  Jurado  ha 
sido  un  paso  hacia  adelante,  un  progreso  más  en  el 
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t^amino  de  establecer  y  fundar  aquí  la  Monarquía  de- 
mocrátíca.  Explicaremos  este  concepto. 

Dentro  de  las  bases  del  sistema  moderno,  que  son 
las  bases  de  nuestro  régimen  político  y  las  piedras  an- 
guiares  y  fandamentales  de  la  constitución  de  nuestra 
patria,  el  país  legisla,  el  país  administra,  el  país  go- 
bierna. El  país  legisla,  porque  las  leyes  necesitan  para 
serlo  que  las  voten  sus  representantes  en  Cortes,  y  sin 
ese  voto  la  ley  no  se  formula,  la  regla  de  derecho  no 
se  establece.  El  país  administra,  porque  órganos  su- 
yos son,  procedentes  de  su  voto  directo  y  de  su  elec- 
ción directa,  las  Diputaciones  provinciales  y  los  Ayun- 
tamientos ,  que  son  los  órganos  primarios  de  la  vida 
administrativa. 

Tan  irresistible  es  la  tendencia  á  que  el  país  ad- 
ministre y  gobierne  sus  propios  intereses,  que  el  mis^ 
mo  partido  conservador  en  su  última  etapa  llegó  á 
proponer,  por  iniciativa  del  Sr.  Eomero  Robledo,  y 
con  el  asentimiento  de  los  que  hoy  son  sus  jefes  y  le 
dirigen  y  acaudillan,  un  proyecto  de  gobierno  local 
que  establece  un  régimen  de  democracia,  de  verda- 
dera democracia  directa.  Nosotros  creemos,  y  lo  diji- 
mos entonces  ya,  que  esa  es  una  mala  dirección,  una 
dirección  perturbadora;  pero  en  el  fondo  de  ella  encon' 
tramos,  sin  embargo,  este  pensamiento  aceptable  y 
útil,  el  pensamiento  de  que  el  país  debe  administrar 
sus  propios  intereses.  A  ese  testimonio  apelamos  como 
el  más  concluyente,  como  el  más  solemne,  como  el  más 
significativo  para  demostrar  hasta  qué  punto  es  irre- 
sistible la  tendencia  á  reconocer  esta  verdad. 
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Pues  bien:  así  como  el  país  legisla,  así  como  el  país 
administra,  así  como  el  país  se  gobierna  á  sí  mismo,  j 
lo  hace  por  medio  de  sus  representantes  en  Cortes,  que 
constantemente  están  censurando  y  fiscalizando  la  con- 
ducta de  los  gobiernos  constituidos,  que  constantemen- 
te están  contribuyendo  á  dirigir  la  marcha  de  esos 
mismos  gobiernos,  con  todas  esas  facultades,  con  todos 
esos  recursos  y  con  todos  esos  medios  indirectos,  así  el 
país,  después  de  promulgada  la  ley  del  Jurado,  juzgará. 
Este  proyecto,  pues,  bajo  ese  punto  de  vista  representa 
la  obra  de  nuestro  sistema  moderno. 
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Ss  un  paso  liada  la  IConarqtiia  demoor&tica.— Oonoepto  de 
esta  forma  de  gobierno.— El  partido  liberal  ha  oontri- 
buido  á  establecerla  restabledendo  el  Turado. 


En  la  vida  de  nuestro  actual  régimen  político,  en  la 
historia  contemporánea  de  España,  esa  ley  significa, 
ya  lo  hemos  dicho,  un  paso  hacia  adelante,  un  progreso 
realizado  en  el  camino  de  establecer  y  fundar  aquí  una 
monarquía  democrática.  La  democracia  es  el  gobierno 
de  los  pueblos  modernos;  á  establecer  y  fundar  un  ré- 
gimen democrático  se  encaminan  en  la  mayor  parte  de 
las  naciones  cultas  los  esñierzos,  la  actividad,  el  deseo, 
el  anhelo  de  sus  pueblos  y  de  sus  estadistas.  Allí  donde 
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determinadas  condiciones  políticas  alejan  la  posibili- 
dad de  una  monarquía  fuerte,  capaz  de  unirse  con 
vínculos  estrechos  é  indisolubles  á  la  democracia,  allí 
€sa  tendencia,  esa  corriente  poderosísima  funda,  esta- 
blece y  arraiga  la  república.  Eso  ha  sucedido  en  Fran- 
cia después  de  1870.  Allí  donde  la  tradición,  la  histo- 
ria, las  costumbres,  los  intereses  nacionales,  las  condi- 
ciones de  la  vida  social  mantienen  y  afirman  la  nece- 
sidad de  conservar  la  forma  monárquica,  como  sucede 
en  Italia,  como  sucede  en  Bélgica,  como  sucede  en  In- 
glaterra, como  sucede  en  España,  allí  la  monarquía 
viene  á  aliarse  con  la  democracia  y  á  constituir  la  mo- 
narquía democrática,  que  es,  sin  género  alguno  de  du- 
da, institución  compatible  con  el  adelanto  y  los  pro- 
gresos del  derecho  moderno. 

Al  hablar  de  monarquía  democrática,  nosotros  no 
entendemos  hablar  de  nada  exclusivo,  de  nada  que  sea 
producto  de  la  pasión  y  de  los  intereses  de  partido,  de 
nada  que  represente  el  triunfo  de  una  tendencia  sectar 
ria  sobre  los  demás  intereses  y  las  demás  aspiraciones 
nacionales:  no.  Nosotros  llamamos  monarquía  democrá- 
tica á  una  monarquía  liberal,  popular,  á  la  moderna, 
rodeada  de  instituciones  democráticas,  capaz  de  desen- 
volver una  política  amplia,  expansiva  y  progresiva; 
á  una  monarquía  que  aleje  los  problemas  constituyen- 
tes, y  que  dé  la  paz  definitiva  á  los  pueblos,  estable- 
ciendo un  régimen  dentro  del  cual  la  opinión  exista, 
se  robustezca,  sea  respetada,  y  pueda  llevar  á  cabo  por 
su  sola  autoridad,  por  su  exclusivo  imperio,  su  poder 
j  su  influencia,  los  cambios  ó  transformaciones  que  el 
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progreso  de  los  tiempos  aconseje  y  que  la  voluntad  del 
pueblo  reclame. 

£1  partido  liberal  de  España  ha  comprendido  la  ne- 
cesidad de  restablecer  el  Jurado  con  ese  sentido,  con 
ese  alcance,  con  esa  significación.  Decía  el  Sr.  Fidal, 
al  discutir  el  proyecto  que  fué  base  de  esta  ley,  que 
el  Jurado  era  fruto  de  un  ingerto  político  que  había 
venido  á  introducir  elementos  de  la  democracia  en  el 
antiguo  partido  constitucional. 

Esta  aseveración  fué  negada  por  al  entonces  Minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia,  D.  Manuel  Alonso  Martínez. 
Los  términos  en  que  la  negó  aparecen  transcritos  en 
^I  Prólogo  de  este  libro.  El  Sr.  Alonso  Martínez  demos- 
tró allí,  que  el  deseo  de  restablecer  el  Jurado  era  una 
ée  las  aspiraciones  que  constituían  el  credo  del  partido 
constitucional,  el  credo  del  partido  liberal,  desde  mucho 
jmtes  de  que  entraran  elementos  democráticos  á  formar 
parte  de  esa  agrupación  política;  pero  si  fuera  cierto  lo 
que  el  Sr.  Fidal  decía,  y  si  efectivamente  este  fruto 
del  Jurado  fuera  resultado  de  un  ingerto  de  la  demo- 
cracia en  el  partido  constitucional  al  formarse  el  par- 
tido liberal,  sería  un  fruto  agradable  y  debiéramos 
aplaudir  que  hubiera  sucedido  esto,  porque  resultaría 
entonces,  que  el  ingerto  de  la  democracia  en  el  parti- 
do constitucional  había  producido  mejores  frutos  que 
el  ingerto  del  ultramontanismo  en  el  partido  conserva- 
dor que  no  produjo  más  frutos  que  las  tempestades  le- 
vantadas por  el  mismo  Sr.  Pidal  y  Mon  con  motivo  de 
la  cuestión  de  Italia  y  los  sucesos  tan  tristes  y  tan  cé 
lebres  ocurridos  en  la  Universidad  de  Madrid. 
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El  partido  liberal  aspiraba  á  restablecer  el  Jurado» 
Los  demócratas  españoles  han  contribuido  á  ese  res- 
tablecimientO)  y  quizás  han  acentuado  la  realización 
de  esta  reforma,  procurando  que  se  llevase  á  cabo  so- 
bre bases  más  amplias  que  aquellas  que  habían  ser^ 
vido  de  punto  de  partida  para  plantear  la  institución 
en  otras  ocasiones.  Ese  propósito,  ¿ha  debido  comba- 
tirse con  la  tenacidad  con  que  lo  han  impugnado  nues- 
tros adversarios?  No.  Su  conducta  resulta  inconse- 
cuente en  toda  esta  campaña.  Ellos  mismos  lo  habían 
dicho:  á  reinado  nuevo,  política  nueva.  ¿En  qué  podía 
consistir  esa  nueva  política  del  partido  liberal?  ¿Po- 
día consistir  en  proceder  como  habían  procedido  Ios- 
conservadores,  en  mantener  sus  leyes,  en  afirmar  sus- 
principios,  en  desenvolverlos,  en  respetarlos,  en  no  al- 
teraríos,  en  no  intentar  siquiera  su  reforma?  ¿Podía 
consistir,  como  se  ha  dicho,  en  fortalecer  los  resortes  del 
poder?  ¿Habían  de  fortalecerse  los  resortes  del  poder 
dentro  de  las  actuales  leyes,  del  actual  régimen,  con 
los  actuales  medios  de  gobierno,  dentro  del  organismo 
conservador  que  ha  venido  imperando  desde  1875? 
¿Cómo  podían  pretender  esto  los  conservadores,  dd 
partido  liberal. 
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lABestaiiraoión  continúa  la  obra  de  la  revolnoión  de  1868. 
— Beonerdo  de  las  Bestanraoiones  inglesa  7  francesa.— 
iFor  qué  fracasaron?— ¿Por  qué  no  ha  fracasado  la  Bes- 
tavación  espafiola? 


£1  fin  político  que  nosotros  nos  proponemos  con  esta 
ley,  ¿es  digno  de  censura  ó  será  digno  de  aplauso?  Como 
españoles,  como  monárquicos,  ¿debemos  felicitamos  de 
que  con  esa  ley  se  traiga  una  institución  basada  en 
nuestra  política,  ó  debemos  censurarlo?  Este  es  el  pro- 
blema: averiguar  qué  política  conviene  en  los  momen- 
tos actuales  seguir  á  nuestra  patria  en  la  dirección 
de  sus  asuntos  interiores.  Este  problema  hay  que  exa- 
minarlo y  resolverlo,  teniendo  en  cuenta  los  preceden- 
tes que  se  deducen  de  las  circunstancias  históricas  del 
tiempo  en  que  se  plantea. 

En  la  historia  contemporánea  de  España  hay  un  he- 
<dio  por  todo  extremo  memorable  que  marca  una  nue- 
va era;  un  hecho  que  abre  un  nuevo  período  completa- 
mente distinto  de  los  períodos  anteriores:  ese  hecho  es 
la  levolución  de  Septiembre  de  1868.  Esa  revolución 
creó  un  orden  político  que  fracasó  en  1874,  por  faltas 
imputables  á  todos  los  que  debían  haber  contribuido  á 
mantenerlo  y  conservarlo.  El  fracaso  de  aquellas  insti- 
tacionee  determinó  el  triimfo  de  la  Eestauraoión.  ¿Qué 
debió  hacer  la  Kestauración?  ¿Debió  llevamos  á  1867? 
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¿Debió  considerar  como  no  acaecidos,  ó  como  acaecidos 
en  daño  de  la  patria,  los  sucesos  que  la  precedieron,  y 
tomar  su  punto  de  partida  en  aquella  época,  en  aquella 
política,  en  aquel  orden  de  ideas  y  de  intereses  que 
predominaba  en  nuestra  sociedad  antes  de  la  revolu- 
ción? 

El  mismo  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  principal  au- 
tor de  la  Eestauración  de  1875,  ha  contestado  con  su 
conducta  y  con  sus  palabras  á  esa  pregunta.  La  políti- 
ca de  los  que  querían  que  la  Eestauración  fuese  la 
reacción;  la  política  de  los  que  aspiraban  á  que  la  Ees- 
tauración nos  llevase  á  los  últimos  tiempos  del  reinada 
de  Doña  Isabel  11,  fué  vencida  por  las  tendencias,  por 
la  moderación,  por  las  altas  dotes  de  inteligencia  y  de 
carácter  del  Sr.  Cánovas  del  Castillo.  Él  se  lo  hizo  de- 
cir al  mismo  Eey  D.  Alfonso  en  un  documento  solem- 
ne; él  lo  ha  referido  después  en  diferentes  ocasiones, 
con  toda  la  solemnidad  de  los  más  importantes  actos 
parlamentarios:  cNosotros,  ha  dicho,  vinimos  en  1875  á 
continuar  la  historia  de  España.» 

Y  no  haciendo  eso,  ¿qué  había  de  hacer  la  Eestaura- 
ción? ¿Debía  intentar  de  nuevo  la  realización  del  ideal 
que  inspiró  á  la  revolución  del  68?  Sí;  y  eso  es  lo  que 
ha  hecho  la  Eestauración.  La  revolución  de  1868  fué 
inspirada  por  grandes  necesidades;  proclamó  los  úni- 
cos medios  con  que  podían  satisfacerse  aquellas  necesi- 
dades; creó  los  organismos  que  habían  de  aplicar  esos 
medios;  pero  estos  organismos  no  tuvieron  la  vida  que 
necesitaban,  y  faltos  de  ella,  desaparecieron. 

Quedaban,  no  obstante,  en  pie  aquellas  necesidades. 
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como  quedaban  ixsoSkuam  loa  únicos  medios  posibles 
de  aattsfiuMriatf:  La  Eestauración  vino  á  crear  el  orga- 
sisma  <{ne  había  de  satisfacer  las  necesidades  proclama- 
das por  la  revolución  del  68,  trayendo,  desenvolviendo 
y  practicando  los  medios  que  la  misma  revolución  con- 
sideró como  eficaces  é  indispensables  para  obtener  el 
resultado  apetecido. 

Esa  ha  sido  la  política  hecha  por  el  partido  liberal  j 
llevada  en  nuestros  días,  en  los  días  mismos  en  que  es- 
cribimos estas  palabras,  á  sus  últimas  consecuencias. 
Esa  política  explicaría,  si  de  antiguo  no  estuviera  sufi- 
cientemente explicada,  nuestra  situación  personal  en 
las  luchas  de  los  actuales  partidos  españoles. 

Nosotros  fuimos  partidarios  de  la  revolución  del  68,^ 
porque  reconocíamos  su  necesidad,  y  porque  aceptába- 
mos los  medios  que  esa  revolución  planteó  para  satisfa- 
cer aquella  necesidad  misma.  Nosotros  no  podíamos, 
sin  embargo,  sin  faltar  á  nuestros  deberes  como  hom- 
bres políticos,  sacrificamos  estérilmente  al  recuerdo  de 
los  organismos  creados  por  la  revolución  de  1868;  nos- 
otros no  podíamos  sacrificamos  estérilmente,  consa- 
grándonos á  la  devoción  de  aquellos  organismos;  nos- 
otros debíamos,  y  esto  hemos  hecho,  aceptar  los  orga- 
nismos nuevos  de  la  Eestauración,  para  realizar  aque- 
lla misma  obra,  que  filé  nuestra  obra  de  toda  la  vida. 

Esta  política  nos  enorgullece  como  españoles  y  coma 
monárquicos.  Como  españoles,  porque  nosotros  hemos 
intentado,  ¿qué  digo,  intentado?,  porque  nosotros  esta- 
mos haciendo,  porque  nosotros  hemos  sabido  hacer  en 
el  último  tercio  del  siglo  xix  lo  que  los  ingleses  no  su- 
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pieron  llevar  á  cabo  en  el  siglo  xvii,  y  lo  que  los  fran- 
«eses  no  lograron  tampoco  en  la  primera  mitad  del  si- 
glo xix:  una  verdadera  revolución  pacífica. 

Los  franceses  y  los  ingleses  han  necesitado  para  rea- 
lizar esa  obra,  análoga  á  la  que  nosotros  hemos  lleva- 
do á  cabo,  de  una  y  otra  revolución  violenta.  Los  in- 
gleses tuvieron  que  acometer  y  realizar  dos,  y  los  fran- 
ceses toda  una  serie  de  ellas  para  lograr  lo  que  nos- 
otros ya  hemos  alcanzado.  Como  monárquicos  nos  en- 
orgullece esta  obra,  porque  hemos  sabido  establecer, 
arraigar  y  convertir  en  duradera  y  permanente  una 
Eestauración. 

¿Por  qué  fracasaron  las  restauraciones  de  Inglaterra 
y  de  Francia,  y  por  qué  no  ha  fracasado  la  Restaura- 
ción española?  ¿Por  qué  fiíé  necesaria  en  Francia  la 
revolución  de  1830  y  en  Inglaterra  la  de  1668?  ¿Por 
qué  aquí  todos  los  partidos,  aun  los  más  extremos  y 
avanzados,  con  una  sola  y  deplorable  excepción,  que 
no  revela  convencimiento,  sino  terquedad  y  despecho^ 
mantenemos  que  no  es  necesaria  una  nueva  revolu- 
ción, y  que  una  nueva  revolución  sería  perjudicial 
para  la  patria?  Porque  la  Eestauración  española  ha  se- 
guido un  camino  diametralmente  opuesto  al  que  si- 
guieron las  de  Inglaterra  y  Francia.  No  queremos  en- 
trar en  largas  disquisiciones  históricas,  ni  es  esta  oca- 
6Íón  de  hacerlo,  ni  conduciría  á  nada  que  nos  exten- 
diéramos para  demostrar  lo  que,  á  nuestro  juicio,  resul- 
ta evidente  con  sólo  enunciarlo;  pero  algo  hemos  de 
decir,  sin  embargo,  sobre  ello. 

La  Eestauración  de  Inglaterra  abarca  dos  reinados; 
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la  de  Francia  comprende  otros  dos;  dos  también,  hasta 
ahora,  la  Eestanración  española.  La  restauración  ingle- 
sa fué  una  transacción  entre  los  partidarios  de  la  anti- 
gua monarquía  y  muchos  de  los  partidarios  de  la  revo- 
lución. Esa  transacción  pudo  mantenerse  apenas  en  los 
primeros  días  del  reinado  de  Carlos  11;  pero  poco  á 
poco,  los  intransigentes  partidarios  del  antiguo  régi- 
men y  de  la  antigua  monarquía  fueron  contribuyendo 
á  desviar  á  la  política  de  esos  rumbos  de  transacción  y 
de  armonía,  hasta  llegar  á  las  exageraciones,  á  las  vio' 
lencias  y  á  los  crímenes  del  reinado  de  Jacobo  11.  En- 
tonces el  espíritu  revolucionario,  que  latía  vivo  en  el 
seno  de  aquella  sociedad,  á  pesar  del  fracaso  de  la  obra 
de  la  revolución;  entonces  el  espíritu  liberal,  que  vivía 
en  el  seno  de  aquella  sociedad,  á  pesar  de  la  destruc- 
ción de  los  organismos  revolucionarios,  estalló  con  vio- 
lencia y  sobrevino  la  revolución  de  1668,  que  fué  ne- 
cesaria para  que  después  se  estableciera  un  orden  de 
cosas  normal  y  regular,  tan  beneficioso  para  los  inte- 
reses del  país  como  para  los  derechos  de  los  ciudadanos 
y  la  libertad  de  Inglaterra. 

Algo  parecido  á  esto  ocurrió  en  Francia;  también 
hubo  ideaB  de  transacción,  propósitos  de  concordia,  de 
olvido  y  de  armonía  en  la  Kestauración  francesa;  pero 
bien  pronto  esos  propósitos  se  olvidaron,  y  si  no  se  ol- 
vidaron por  completo  durante  el  reinado  de  Luis  XVIII, 
fueron  menospreciados  y  desatendidos  tan  en  absoluto 
al  subir  al  trono  Carlos  X,  que  el  remado  de  éste  sólo 
puede  compararse  al  de  Jacobo  11.  ¿Y  qué  sucedió  en 
Francia?  Lo  mismo  que  había  ocurrido  en  Liglaterra. 
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La  experiencia  de  lo  acontecido  en  Inglaterra  no  alec- 
cionó á  los  Ministros  de  Carlos  X,  y  sobrevino  la  revo- 
lución de  1830,  tan  análoga,  tan  parecida,  tan  seme- 
jante á  la  de  1668.  ¿Por  qué  después  de  la  revolución 
de  1830  ocurrió  en  Francia  la  de  1848?  ¡  Ah!  porque 
los  Ministros  de  Luis  Felipe,  porque  Guizot  no  supo 
utilizar,  aunque  las  conocía  mejor  que  nadie,  las  ense- 
ñanzas de  la  revolución  inglesa,  ni  las  lecciones  que  le 
suministraba  la  historia  de  los  sucesos  de  su  propio 
país. 

Pero  aquí  hemos  seguido  un  camino  diametralmente 
opuesto,  lo  mismo  en  el  reinado  de  D.  Alfonso  XII 
que  en  la  Eegencia,  lo  cual  ha  producido  resultados 
completamente  distintos,  á  tal  punto,  que  hoy  pode- 
mos afirmar,  no  sólo  que  nuestras  instituciones  han 
alcanzado  un  grado  de  arraigo  tan  grande  como  el  que 
puedan  alcanzar  las  de  los  pueblos  menos  perturbados 
por  las  tempestades  revolucionarias,  sino  que  se  abren 
á  nuestros  ojos  dilatados  horizontes  de  paz  y  de  pros- 
peridad, desde  el  momento  en  que  las  leyes  han  venido 
á  consagrar,  y  una  política  sabia,  justa  y  benéfica  á 
afirmar  los  vínculos  estrechos  de  la  monarquía  y  la  de- 
mocracia. 

¿Queremos  evitar  nosotros  la  repetición  de  esas  ca- 
tástrofes? ¿Queremos  alejar  de  nuestro  porvenir  la  po- 
sibilidad de  que  la  Bestauración  española  se  parezca 
á  las  Kestauraciones  francesa  é  inglesa?  Pues  un  solo 
medio  existe  de  lograrlo:  perseverar  en  la  política 
que  viene  desenvolviéndose  en  España,  y  perseverar 
con  resolución  y  con  firmeza:  al  cabo  y  al  término  de 
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esa  política  no  puede  haber  una  revolución;  no  puede 
haber  otra  cosa  más  que  una  era  de  paz,  de  prosperi- 
dad, de  tranquilidad  y  de  bienestar  para  los  pueblos. 
Nosotros  estamos  interesados  en  primer  término  en  esa 
obra,  no  sólo  porque  es  la  obra  de  nuestras  propias 
ideas  y  de  toda  nuestra  vida,  no  sólo  porque  es  la  as- 
piración á  que  constantemente  hemos  rendido  un  culto 
fervoroso,  sino  porque,  como  españoles,  esa  obra  nos 
enaltece. 

Se  habla  mucho  en  el  mundo,  y  con  gran  desconoci- 
miento, la  mayor  parte  de  las  veces,  de  lo  que  son  los 
políticos  y  los  partidos  españoles.  Pues  bien:  los  polí- 
ticos y  los  partidos  españoles  han  sabido  realizar  en  la 
segunda  mitad  del  siglo  xix  una  obra  que  acaso  juzga- 
rían imposible  los  políticos  y  los  partidos  de  otros  pue- 
blos más  adelantados,  prósperos  y  florecientes. 

LIX 

SI  rostableoimiento  del  Turado  contribnve  &  orear  nna 
legalidad  oomún  para  todos  los  parüdos  liberales.—Con- 
dtislón. 

En  Julio  de  1877,  y  en  un  discurso  notable  como  to- 
dos los  suyos,  pronunciado  en  el  Ateneo  de  Madrid,  el 
Sr.  Azcárate  resumía  los  debates  sobre  la  Constitución 
inglesa,  veriñcados  en  aquel  Centro,  y  declaraba  que 
entre  la  derecha  y  la  izquierda  del  Ateneo  de  Madrid, 
que  son  la  derecha  y  la  izquierda  de  nuestra  sociedad, 
existía  una  fórmula  de  conciliación,  un  medio  de  unión 
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y  de  lograr  que  fdera  posible  la  vida  para  todos  lo« 
hombres  y  para  todos  los  partidos  liberales.  ¿Cuáles 
eran  las  condiciones  de  esa  fórmula? 

El  Sr.  Azcárate  lo  decía.  Nosotros  no  hemos  de  re- 
petir eus  palabras,  pero  seremos  exactos  en  la  expre- 
sión de  sus  conceptos.  Esa  fórmula  consistía  en  la  abo- 
lición del  juramento  político,  en  el  reconocimiento  y 
sanción  de  la  libertad  de  imprenta,  en  el  reconocimien- 
to y  sanción  de  las  libertades  de  reunión  y  asociación, 
en  las  garantías  de  la  libertad  electoral,  en  el  restable- 
cimiento del  Jurado  y  en  el  restablecimiento  del  su- 
fragio universal. 

Pues  bien;  el  juramento  político  no  se  ha  abolido  por 
completo  en  nuestro  País;  pero  se  ha  transformado  de 
tal  suerte,  que  los  hombres  de  ciertas  creencias  pue- 
den, sin  menoscabo  de  su  dignidad,  entrar  en  el  Par- 
lamento, como  lo  demuestra  la  presencia  en  él,  no  sólo 
del  Sr.  Azcárate,  sino  del  Sr.  Pí  y  Margall.  Las  liber- 
tades de  imprenta,  reunión  y  asociación,  existen.  Esta 
última  la  hemos  garantizado  recientemente  con  los  pre- 
ceptos de  una  ley  que  ha  merecido  aplauso  unánime  y 
entusiasta.  El  Jurado  existe  también;  la  ley  de  1888  lo 
consagra  y  lo  establece.  El  sufragio  universal  va  á  dis- 
cutirse, y  con  él  va  á  apresurarse  la  obra  lenta,  labo- 
riosa, pero  eficaz,  sin  duda  alguna,  de  garantizar  y 
afirmar  la  libertad  electoral. 

¿Qué  falta,  pues?  La  fórmula  de  conciliación  que  re- 
clamaba el  Sr.  Azcárate,  es  ya  un  hecho.  Nada  falta 
para  que  esa  fórmula  de  armonía  exista;  y  no  se  diga 
que  nosotros  hablamos  así  porque  queremos  satis&cer 
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aspiraciones  de  la  democracia,  opuestas  á  la  Monarquía, 
no.  Nosotros  recordamos  esto  para  pedir  á  esa  tenden* 
á&j  que  tan  noble  y  elocuentemente  representa  el  sefior 
Azcárate,  uno  de  los  jefes  parlamentarios  del  partido 
lepublicanOi  el  cumplimiento  de  la  oferta  contenida  en 
las  palabras  que  pronunció  en  el  Ateneo  de  Madrid  en 
1877,  y  para  pedírselo  en  interés  de  la  Monarquía  y 
de  la  paz;  y  es  imposible,  porque  la  lógica  tiene  sus  re* 
glas,  y  porque  los  sucesos  de  la  vida  no  dependen  ex* 
dusiyameiite  de  la  voluntad  de  los  hombres,  sino  de 
las  ideas,  de  las  circunstancias  y  de  las  condiciones  de 
los  tiempos;  es  imposible  que  no  se  reconozca  que  esa 
fórmula  existe,  que  esa  conciliación  se  encuentra  esta- 
blecida, que  esa  armonía  se  ha  hecho,  y  que  lo  que 
procede,  en  consecuencia  con  esas  declaraciones,  es  que 
se  contribuya  por  parte  de  todos,  de  una  manera  activa 
y  resuelta,  á  salvar  al  País  y  á  procurar  los  mayores 
progresos  para  la  sociedad  espaSola. 

Tenemos  ya  la  ley  del  Jurado;  vamos  á  plantearla 
con  sinceridad  y  con  lealtad.  Los  que  al  discutirse 
combatieron  esa  ley,  deben  deponer  su  actitud  intran* 
algente;  y  nosotros,  una  vez  realizada  esa  conquista, 
debemos  perseverar  en  nuestros  esfuerzos  para  el  lo- 
gro de  nuestros  ideales.  Así,  inspirándonos  todos  en 
los  grandes  intereses  que  nos  son  comunes,  debemos 
consagramos  á  plantear  hoy  unos  y  á  conservar  y  con- 
solidar otros  mañana,  todas  estas  grandes  reformas 
que  han  de  hacer  de  España  uno  de  los  países  más 
adelantados  y  libres.  Abriguemos  la  seguridad  de  que 
6i  el  día  en  que  el  Augusto  niño  que  representa  la  Mo* 
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narqiiía  española  llegue  á  ceñir  la  corana^  enoueEtra 
que  ha  de  regir  uno  de  los  países  más  adelantados  y 
libres,  porque  nosotros  hayamos  aprovechado  el  tiempo 
de  su  minoría  y  de  la  Begencia  de  su  Ilustre  Madre 
para  realizar  las  reformas  que  en  este  período  deben 
llevarse  á  cabo,  habremos  asegurado  para  siempre  la 
paz  y  la  tranquilidad  del  país,  y  fundado  dentro  de  las 
instituciones  que  hoy  nos  rigen^  una  libre  y  poderosa 
democracia. 

91  de  Marzo  de  1889. 
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TITULO    PRIMERO 


CAPITULO   PRIMERO 
Del  Jurado 

Articulo  1.**  El  Tribunal  del  Jurado  se  compondrá  de  doce 
Jurados  y  de  tres  Magistrados  6  Jueces  de  derecho,  y  se  reunirá 
pmS<!ucameiite  3)a'ra  conocer  de  los  delitos  que  determina  la  pre- 
sente Ley. 

Asistirán  además  á  sus  audiencias  dos  Jurados  en  calidad  de 
ggplentes  para  los  casos  de  enfermedad  ú  otra  imposibilidad  aná- 
loga de  alguno  de  los  j'urados. 


Determina  este  artículo  la  composición  del  Jurado 
de  una  manera  análoga  á  la  establecida  en  la  mayor 
parte  de  los  países  donde  existe  esa  institución.  Ortli- 
naríamente  los  Jurados  son  doce  y  tres  los  Jueces  de 


Digitized  by 


Googlí 


^^m 


2  COMENTABIOB  A  LA  LEY  DEL  JURADO 

derecho  que  completan  lel  Tribunal.  Hay,  sin  embar- 
go, algunas  excepciones  que  conviene  señalar  y  ex- 
plicar. 

En  Inglaterra  existen  varias  clases  de  Jurado:  el 
gran  Jurado,  el  pequeño  Jurado  y  los  Jurados  especia- 
les. El  gran  Jurado  ó  Jurado  de  acusación,  se  compone 
de  veintitrés  individuos,  y  lo  preside  un  miembro  del 
Alto  Tribunal.  Pero  no  se  necesita  que  concurran  to- 
dos para  deliberar  y  decidir  sobre  el  acta  de  acusación. 
Basta  con  que  asistan  doce,  si  están  conformes,  ó  que, 
cualquiera  que  sea  el  número  de  los  concurrentes,  haya 
doce  que  estén  conformes  en  lo  que  ha  de  resolverse. 
El  pequeño  Jurado  ó  Jurado  de  juicio,  llamado  á  deci- 
dir sobre  la  culpabilidad  ó  inculpabilidad  del  acusado, 
se  constituye  con  un  Magistrado  del  Alto  Tribunal, 
como  Presidente,  y  doce  Jurados.  De  los  Jurados  espe- 
ciales dice  la  Becopüación  hecha  por  los  empleados  de 
la  Biblioteca  del  Senado  en  1883,  que  se  forman,  unas 
veces  á  petición  de  los  procesados,  otras  á  solicitud  del 
Abogado  de  la  Corona,  y  otras  porque  lo  exige  la  Ín- 
dole del  asunto,  como  cuando  se  trata  de  quiebras  de 
comerciantes,  delitos  políticos,  delitos  cometidos  por 
medio  de  la  imprenta,  etc.  Estos  Jurados  especiales  se 
forman  sobre  la  base  de  listas  especiales  también.  De 
ellas  se  sacan  cuarenta  y  ocho  nombres,  que  la  suerte 
y  las  recusaciones  reducen  al  número  constante  y  re- 
glamentario de  doce. 

Los  Estados  Unidos  revelan  en  su  organización  ju- 
dicial la  comunidad  de  origen  que  tienen  con  Ingla- 
terra. Allí,  en  la  República  norte-americana,  el  Jurado 
está  constituido,  con  pequeñas  diferencias,  como  en  la 
Gran  Bretaña.  El  número  de  Jurados  es  siempre  el  de 
doce.  El  de  Jueces  de  derecho  varía  entre  uno  y  tres, 
según  la  legislación  de  cada  Estado.  Portugal,  que  tam- 
bién, por  otros  motivos,  vive  bajo  la  influencia  inglesa, 
tiene  su  Jurado,  compuesto  de  doce  individuos  y  pre- 
sidido por  un  solo  Magistrado  ó  Juez  de  derecho.  Sste 
es  el  Jurado  ordinario.  El  especial,  que  juzga  á  Iob 
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acusados  por  falsificación  de  moneda,  se  compone  de 
nn  Magistrado,  nueve  Jurados  y  un  suplente;  el  es- 
pecial para  los  ingleses,  establecido  por  el  Tratado  de 
1872,  de  un  Magistrado  y  doce  Jurados,  de  los  cuales 
seis  son  de  nacionalidad  británica,  y  el  especial  tam- 
bién, que  se  constituye  para  ver  de  nuevo  la  causa  por 
haber  sido  casada  la  sentencia  que  primeramente  se 
dictó,  lo  forman  un  Juez  de  derecho  y  dieciséis  Ju- 
rados. 

Las  Audiencias  federales  de  lo  criminal  en  Suiza  es- 
tán compuestas  de  tres  Jueces,  tres  suplentes  y  doce 
Jurados.  En  los  Tribunales  cantonales  hay  diferencias, 
como  las  que  existen  entre  los  Estados  de  la  Eepública 
norte-americana.  Así,  en  el  cantón  de  Ginebra,  la  Cá- 
mara correccional  está  formada  por  un  Juez  y  seis  Ju- 
rados, y  la  criminal  por  un  Juez  y  doce  Jurados.  En 
Zurich,  en  Berna  y  en  otras  partes,  los  Jurados  siempre 
son  doce  y  los  Magistrados  tres.  En  Italia,  los  Jurados 
son  también  doce,  y  la  sección  de  Derecho  se  constitu- 
ye con  un  Presidente,  Consejero  del  Tribunal  de  Ape- 
lación, y  dos  Jueces  asesores,  nombrados  de  entre  los 
miembros  del  Tribunal  civil  del  lugar  en  que  reside  la 
Audiencia  de  lo  criminal.  En  Marzo  de  1880  se  pro- 
puso al  Parlamento  la  suspensión  de  los  dos  Jueces 
asesores,  respondiendo  acaso  á  la  tendencia  de  que  el 
Jurado  se  constituya  con  un  solo  Juez  de  derecho;  pero 
esa  tentativa  de  reforma  no  llegó  á  prevalecer. 

Los  pueblos  que  hemos  enumerado,  ó  han  adoptado 
en  ese  punto  el  patrón  inglés,  ó  tienen  en  su  seno,  como 
sucede  á  Italia,  corrientes  de  opinión  que  les  inclinan 
á  hacerlo.  Ya  se  observa,  sin  embargo,  que  esta  tenden- 
cia, ni  es  firme,  ni  persistente,  ni  se  ha  generalizado. 
Fuera  de  Inglaterra  y  de  Portugal,  el  Juez  único  no  ha 
prevalecido  completamente  en  ningima  parte,  ni  aun 
en  los  Estados  Unidos,  donde  por  circunstancias  histó- 
ricas, que  están  al  alcance  de  todo  el  mundo,  era  natu- 
ral y  lóffico  que  hubiese  prevalecido  de  una  manera 
aniversaí  y  constante.  El  patrón  francés  domina  en  al- 
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gunos  de  esos  pueblos,  y  en  otros,  como  Suiza  y  los  Es- 
tados Unidos,  tiene  más  partidarios  que  el  inglés. 

En  Francia  los  Tribunales  de  lo  criminal,  estableci- 
dos en  las  capitales  de  los  departamentos,  ó  en  los  de- 
más lugares  donde  con  arreglo  á  la  ley  se  constituyen, 
están  formados  por  tres  Jueces  y  doce  Jurados.  Cuando 
se  presume  que  un  proceso  dará  motivo  á  largos  debates, 
el  Tribunal  puede  ordenar  que  se  saquen  á  la  suerte, 
además  de  los  doce  Jurados,  otros  dos  que  asistan  á  los 
debates  sin  tomar  parte  en  el  veredicto,  para  que  pue- 
dan sustituir  al  que  falte  y  esté  siempre  completo  el  nú- 
mero de  doce.  La  organización  del  Jurado  en  Bélgica, 
Austria,  Grecia  y  Rusia,  es  igual  á  la  de  Francia.  En 
Austria  y  Rusia  hay  suplentes.  En  Alemania  hay  ver- 
daderamente dos  clases  de  Jurados:  el  Jurado  propia- 
mente dicho,  y  el  Tribunal  de  los  escabinos.  Este  últi- 
mo constituye  una  especialidad,  acerca  de  la  cual  ya  he- 
mos dicho  lo  que  debe  tenerse  en  cuenta  en  su  lugar 
oportuno.  El  Jurado  alemán  lo  forman  tres  Jueces  y  do- 
ce Jurados.  Alemania  ha  seguido  también  el  tipo  fran- 
cés, que,  según  se  puede  observar,  es  el  predominante. 


n 


Aun  sin  esto,  acaso  habría  sido  el  que  nosotros  prefi- 
riéramos. No  sorprenderá,  por  lo  tanto,  al  lector,  que  sea 
el  que  los  legisladores  españoles  hayan  adoptado.  Nues- 
tra ley  de  1872  y  el  proyecto  de  1883  establecían  ese 
Tribunal  con  tres  Magistrados  y  doce  Jurados,  como 
puede  verse  en  el  art.  668  de  la  primera  y  en  el  primero 
de  la  última. 

El  Sr.  Gil  Sanz,  en  su  interesante  monografía,  que 
más  de  una  vez  hemos  de  citar,  recuerda  la  resolución 
de  San  Luis,  al  ordenar  «que  ninguno  del  reino  de  los 
francos  fuese  despojado  de  ninguno  de  sus  derechos  sino 
por  el  juicio  de  doce  de  sus  pares,  >  como  antecedente 
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histórico  del  Jurado.  Lo  es,  sin  duda,  aunque  sólo  sir- 
va para  explicar  por  qué  ese  número  de  doce  Jueceií, 
que  verdaderamente  responde  á  las  necesidades  atendi- 
das y  satisfechas  por  el  Jurado,  se  ha  generalizado  hasta 
el  punto  de  adoptarlo  y  conservarlo  la  legislación  de 
to<los  los  pueblos.  Se  cree  con  acierto  que  ese  número 
basta  para  que  el  Jurado  represente  con  exactitud,  per- 
sonifique y  resuma  en  su  conjunto  las  impresiones  y 
movimientos  de  la  conciencia  pública,  sin  dar  motivo, 
conforme  lo  daría  un  número  más  considerable,  á  difi- 
cultades y  embarazos  de  entidad.  Por  eso  unánimemen- 
te los  defensores  y  partidarios  del  Jurado  lo  mantienen 
sin  enmienda. 

No  sucede  lo  mismo  con  el  número  de  Jueces  de  de- 
recho que  deben  concurrir  á  completar  el  Jurado.  Ya 
hemos  dicho  lo  que  hay  acerca  de  esto  en  las  legisla- 
ciones de  todos  los  pueblos.  En  nuestro  País,  al  discu- 
tirse la  ley  actual,  un  Diputado,  el  Sr.  Montilla,  propu- 
so que  en  vez  de  los  tres  Jueces  de  derecho,  uno  solo 
formase  parte  del  Tribimal  del  Jurado.  Pero  nada  dijo 
en  apoyo  de  esta  idea  que  pudiera  entrañar,  no  obstan- 
te, modificaciones  de  importancia  para  el  resto  del  or- 
ganismo, y  sobre  todo,  que  hubiese  podido  facilitar  su 
planteamiento.  Porque  uno  de  los  obstáculos  con  que 
ese  planteamiento  ha  tropezado  en  nuestro  País  es  la 
penuria  del  Tesoro,  que  impide  multiplicar  el  número 
de  Audiencias  de  lo  criminal  y  aumentar  el  de  Magis- 
trados tanto  como  habría  sido  conveniente  para  acercar 
la  justicia  á  lo  justiciable,  que  es  una  de  las  aspiracio- 
nes que  se  persiguen  con  las  reformas  actuales  del  pro- 
cedimiento criminal. 

Un  Jurado  en  cada  población  importante;  un  Jura- 
do en  cada  cabeza  de  partido:  he  ahí  el  ideal,  ideal 
que  no  realiza  la  presente  ley,  porque  se  lo  impiden 
lo  exiguo  del  presupuesto  del  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  y  la  conveniencia  de  evitar  hasta  donde  se 
pueda,  que  la  Magistratura  se  convierta  en  una  insti- 
tución ambulante.  Pero  con  la  organización  propuesta 
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por  el  Sr.  MontíUa,  quizás  no  habría  sido  difícil  con- 
ciliar y  armonizar  todas  estas  necesidades.  No  se  acep- 
tó, teniendo  en  cuenta  que  habría  hecho  indispensa- 
ble redactar  de  nuevo  la  ley.  No  se  aceptó,  además, 
porque  otros  motivos,  en  el  momento  en  que  el  Jurado 
se  planteaba  en  España,  hacían  indispensable  conser- 
var las  secciones  de  derecho  del  Jurado  con  tres  Ma- 
gistrados, conforme  las  establece  el  artículo  de  la  ley 
que  comentamos. 

Toda  institución  nueva  suscita  desconfianzas;  y  en 
honor  de  la  verdad,  el  Jurado  es  de  las  que  mayores 
las  provocan.  La  idea,  no  bien  depurada,  de  las  facul- 
tades de  este  Tribunal  popular,  hace  que  las  gentes, 
poco  conocedoras  del  modo  como  funciona,  crean  y 
propalen  los  mayores  absurdos,  contribuyendo  así  á 
formar  y  conservar  una  atmósfera  poco  favorable  á  su 
desenvolvimiento  y  á  su  existencia.  Neutralízase  el 
efecto  producido  de  esa  manera,  con  la  observación  de 
que,  inmediato  á  todo  Jurado,  y  como  para  guiarle  6 
limitar  sus  expansiones,  existe  un  Tribunal  compues- 
to de  tres  Magistrados,  que  aunque  no  tenga  ese  ca- 
rácter, aparece  á  los  ojos  de  la  opinión  como  un  con- 
trapeso suficiente,  de  que  sería  aventurado  privarle  en 
los  comienzos  de  su  vida  y  antes  de  que  arraigue  en  el 
País.  El  efecto  así  producido  es  completo,  y  no  hay 
para  qué  decir  si  resultará  conveniente,  cuando  se  di- 
rige á  facilitar  el  desempeño  de  las  funciones  que  al 
Jurado  se  encomiendan  y  á  la  mejor  Administración 
de  lusticia. 

Además,  fiíera  de  ese  motivo,  hay  otros  que  aconse- 
jan que  el  número  de  Jueces  de  la  sección  de  Dere- 
cho sea  el, de  tres  y  no  el  de  uno.  En  la  práctica  ordi- 
naria de  los  negocios,  pocas  veces  se  presentarán  á  ese 
Tribunal  dificultades  para  dictar  sentencia.  Formulan- 
do bien  las  preguntas,  y  esto  depende  del  Presidente 
del  Tribunal  de  derecho,  los  veredictos  no  dan  moti- 
vo á  cuestión  alguna  por  lo  que  toca  á  la  aplicación  á 
sus  conclusiones,  que  ha  de  hacerse  de  los  preceptos 
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•de  la  ley.  Pero  cuando  haya  necesidad  de  cumplir  lo 
dispuesto  en  los  artículos  112  y  113,  cuando  deba  de- 
clararse que  el  Jurado  ha  incurrido  en  error  grave  y 
manifiesto  y  proceda  someter  la  causa  al  conocimiento 
de  un  nuevo  Jurado,  es  necesario  que  concurran  tres 
Magistrados.  La  opinión  de  uno  solo  no  garantiza  el 
uso  prudente  de  aquella  facultad  extraordinaria.  Es 
indispensable  el  parecer  unánime  de  tres,  para  que 
pueda  creerse  con  fundamento,  que  la  inocencia  del 
procesado  se  ha  desconocido  ó  que  los  intereses  de  la 
justicia  se  han  menospreciado.  Sin  duda  alguna,  ese 
recurso  no  es  ima  base  definitiva  del  Jurado.  Se  esta- 
blece ahora  para  calmar  la  desconfianza  con  que  mu- 
<ñio8  aceptan  el  nuevo  modo  de  proceder.  El  día  en 
que  esa  desconfianza  se  desvanezca,  este  recurso  des- 
aparecerá, porque  pugna,  á  juicio  de  muchos,  con  algu- 
no de  los  fiíndamentos  de  aquella  institución,  y  por- 
que en  la  práctica  resultará  siempre  de  difícil  empleo. 
Entonces  será  posible,  sin  peligro,  reducir  el  número 
de  Magistrados  de  la  sección  de  Derecho,  si,  bajo  otros 
aspectos,  esta  reforma  continúa  estimándose  útil  y  ne- 
'Cesaría. 


ni 


La  ley  de  1872  no  estableció  los  Jurados  suplentes. 
El  proyecto  de  1883,  de  acuerdo  en  esto  con  la  legis- 
lación de  Francia,  Italia,  Austria  y  Eusia,  los  introdu- 
jo. Es  evidente  su  conveniencia  por  razones  que  están 
al  alcance  de  todos.  Por  eso  la  ley  actual  los  conserva. 
Dispone  que  concurran  á  las  Audiencias  del  Jurado  y 
que  con  los  Jurados  propietarios  presencien  el  juicio; 
porque  si  una  enfermedad  repentina  ó  cualquiera  otra 
<^ausa  análoga  obligase  á  alguno  de  los  primeros  á 
abandonar  su  puesto  durante  el  juicio  ó  al  terminarse 
^ste,  el  suplente  que  haya  de  reemplazarle  debe  ha- 
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berlo  presenciado,  para  estar  en  aptitud  de  estimar  la 
prueba  y  de  declarar  acerca  de  los  hechos. 

La  asistencia  de  los  Jurados  suplentes  á  las  sesio* 
nes  que  se  inviertan  en  el  juicio,  es,  por  lo  tanto^  obli- 
gatoria y  exigible  bajo  loe  apremios  establecidas  en  el 
artículo  52  de  la  ley,  que  pena  con  multa  la  falta  de 
asistencia  de  los  Jurados  propietarios.  Pero  sí  algún 
Jurado  suplente  no  asiste,  no  bastará  el  que  eso  suce* 
da,  ni  para  suspender  el  juicio,  ni  para  que  dicha  falta 
dó  motivo  legal  al  recurso  de  casación  contra  la  sen- 
tencia, ya  que  el  art.  119,  en  su  párrafo  tercero,  esta- 
blece la  procedencia  de  ese  recurso  cuando  haya  con- 
currido á  dictar  el  veredicto  (no  á  presenciar  el  juicio) 
menor  número  de  Jurados  que  el  establecido  por  la 
ley.  Los  suplentes  no  concuiTen  a  dictar  el  veredicto 
Bino  cuando  pasan  á  ser  propietarios  por  falta  de  cual- 
quiera de  aquellos  á  quienes  iban  á  reemplazar. 

El  Sr,  Amat  y  Furió,  en  su  libro  El  Jurmío,  que 
acaba  de  publicarse,  advierte,  al  llegar  aquí  (1),  que  no 
expresa  la  ley  el  orden  en  que  cada  uno  de  los  Jura* 
dos  suplentes  ha  de  sustituir  al  propietario  que  se  in- 
utiliee.  La  ley,  es  cierto,  no  resuelve  esta  duda,  que 
puede  surgir  alguna  veís;  pero  de  su  espíritu  y  de  los 
principios  generales  que  le  sirven  de  base  ha  deducido 
el  Sr.  Amat  la  solución  que  propone  para  aquella  difi- 
cultad, con  la  cual  estamos  de  acuerdo^  y  que  consiste 
en  que  reemplace  al  primer  Jurado  propietario  que  se 
inutilice  el  suplente  cuyo  nombre  haya  salido  aut^s  de 
la  urna.  Esto  es  lo  lógico  y  á  la  par  lo  mas  sencillo  y 
oportuno.  Sería  inadmisible  que  se  confiara  al  Tribu* 
nal  de  derecho  ni  a  ningún  otro  procedimiento  la  de^ 
signación  del  orden  que  ha  de  haber  entre  los  suplen- 
tes, cuando  la  forma  de  nombrarlos  lo  establece  ya  de 
una  manera  señalada  y  notoria. 


(1)    Cap,  LO,  pág.  55. 
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Art.  2.^  Lo3  Jurados  declararán  la  culpabilidad  ó  inculpabili- 
dad de  los  procesados  respecto  de  los  hechos  que  en  concepto  de  de- 
lito les  atribuya  la  acusación,  y  la  concurrencia  ó  no  de  los  demás 
hechos  circunstanciales  que  sean  modificativos,  absoluta  ó  parcial- 
mente de  la  penalidad. 

Art.  3.^  Los  Magistrados  harán  en  derecho  las  calificaciones 
correspondientes  de  los  hechos  que  los  Jurados  conceptúen  proba- 
dos, é  impondrán  en  su  caso  á  los  culpables  las  penas  que  con  arre- 
glo al  Código  procedan,  declarando  asimismo  las  responsabilidades 
civiles  en  que  los  penados  ó  terceras  personas  hubiesen  incurrido. 


Estos  dos  artículos,  que  deben  examinarse  juntos, 
encierran  la  base  del  Jurado,  le  definen  y  establecen  la 
esfera  en  que  ha  de  moverse  la  nueva  institución. 

La  raíz  científica  de  lo  que  en  ellos  se  ordena,  es  la 
distinción  entre  el  hecho  y  el  derecho,  punto  acerca 
del  cual  ya  hemos  dicho  cuanto  opinábamos  en  la  intro- 
ducción que  precede  á  este  comentario.  No  hay,  pues, 
que  volver  á  tratarlo.  Y  por  lo- que  se  refiere  al  desarro- 
llo práctico  de  esos  principios,  al  cumplimiento  de  esas 
reglas,  más  adelante,  cuando  estudiemos  la  forma  en 
que  han  de  hacerse  las  preguntas  que  se  dirijan  al  Ju- 
rado y  cuando  examinemos  en  qué  consiste  el  juicio  de 
derecho,  será  posible  y  oportuno  observar  lo  que  en 
nuestro  sentir  proceda  acerca  de  este  aspecto. 

Adelantaremos,  sin  embeu'go,  que  no  es  creíble  ofrez- 
ca dudas  la  inteligencia  de  los  eu'tículos  transcritos.  Es- 
tán en  ellos  cleu'amente  deslindadas  las  facultades  que 
corresponden  á  los  Jurados  y  á  los  Jueces  de  derecho, 
y  hay  entre  uno  y  otro  la  necesaria  congruencia;  por- 
que aun  cuando  el  3.^  nada  expresa  acerca  de  los  res- 
ponsables civiles,  nadie  pendró  en  duda  que  esa  res- 
ponsabilidad no  puede  declararse  en  el  fallo,  si  el  veré- 
dicto  no  contiene  hechos  de  los  cuales,  con  arreglo  á  la 
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ley,  pueda  derivarse  su  existencia.  El  veredicto  ha  ve- 
nido á  sustituir  á  la  antigua  relación  de  hechos  proba- 
dos que  formulaban  los  Tribunales  en  la  primera  parte 
de  sus  sentencias,  y  así  como  era  indispensable  que  éstas 
no  contuviesen  declaraciones  de  derecho  infundadas  6 
no  apoyadas  en  alguna  declaración  de  hecho,  así  ahora 
todo  lo  que  exceda  los  límites  del  veredicto  será  nulo. 
Ya  veremos  en  su  lugar  y  á  su  tiempo  cómo  está  ga- 
rantizada y  desenvuelta  esa  doctrina  en  el  nuevo  pro- 
cedimiento. 


n 


Los  artículos  659  y  660  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  de  1872,  que  concuerdan  con  éstos,  resolvían 
de  una  manera  distinta  las  graves  y  transcendentales 
cuestiones  que  ellos  entrañan.  «Los  Jurados,  decía  el 
primero  de  estos  artículos,  declararán  la  culpabilidad  ó 
inculpabilidad  del  procesado  respecto  de  los  delitos  que 
fueren  objeto  de  la  acusación  y  de  la  defensa.  Los  Ma- 
gistrados, continuaba  el  segundo,  impondrán  á  los  pro- 
cesados las  penas  correspondientes  á  los  delitos  de  que 
se  les  hubiere  declarado  culpables  y  determinarán  la 
responsabilidad  civil  que  los  mismos  ó  terceras  perso- 
nas hubieren  contraído. »  El  sistema,  como  se  ve,  era 
opuesto  al  que  hoy  ha  prevalecido.  Entre  el  Jurado  in- 
glés y  el  Jurado  fi^ncés,  nuestros  legisladores  de  la  Re- 
volución se  decidieron  por  copiar  las  instituciones  de  la 
Gran  Bretaña.  Era  signo  característico  de  la  época  en 
que  se  dio  á  luz  su  obra,  extremar  las  consecuencias  de 
los  principios  proclamados  y  llevarlas  demasiado  lejos. 
Así,  en  vez  de  garantizar  el  arraigo,  la  permanencia  y 
la  vida  de  las  mismas  instituciones  que  fundaron,  les 
preparaban  un  inmediato  y  funesto  término. 

No  se  puede  legislar,  no  se  debe  reformar  de  esa  ma- 
nera. Los  ideales  no  son,  en  ninguna  esfera  de  la  vida, 
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misceptíbles  de  implantarse  y  realizarse  sin  prepara- 
<5Í6n.  Todo  lo  que  sin  las  convenientes  precauciones,  sin 
disponer  bien  el  terreno  en  que  ha  de  subsistir  y  los  ci- 
mientos en  que  ha  de  apoyarse,  se  funda  y  levanta,  en 
orden  á  las  reformas  políticas  y  sociales,  como  en  todo 
otro  orden  de  la  actividad  humana,  da  frutos  prematu- 
ros, faltos  de  sazón  y  al  cabo  se  malogra.  Pero  en  los 
días  agitados  que  marcan  el  proceso  de  la  fiebre  revolu- 
cionaria, no  es  fácil  que  esta  verdad  sea  umversalmente 
reconocida,  ni  que  se  acaten  los  principios  y  reglas  de 
conducta  que  de  ella  se  desprenden.  Se  quiere  llegar  al 
fin  obedeciendo  á  ese  movimiento  de  reacción  que  en  la 
naturaleza  y  en  la  historia  provocan  siempre  los  más  ra- 
dicales é  inusitados  cambios. 

El  ideal,  en  lo  que  se  refiere  á  la  organización  y  á  las 
facultades  del  Jurado,  está  indudablemente  en  confiar- 
le que  declare  la  culpabilidad  ó  inculpabilidad  de  los 
delitos  de  que  se  acusa  al  procesado  y  en  que  declare 
á  su  arbitrio,  sin  limitaciones  de  ningún  género,  si  en 
la  comisión  del  delito  de  que  se  trata  han  concurrido 
circunstancias  atenuantes  ó  agravantes,  ó  si  el  acusado 
debe  considerarse  exento  de  responsabilidad.  El  ideal, 
para  algunos,  quizás  llegaría  hasta  poner  en  manos  de 
los  Jurados  la  imposición  de  la  pena  y  permitir  á  su  au- 
toridad y  á  su  arbitrio  toda  la  mayor  suma  de  libertad 
posible  en  el  ejercicio  de  esa  función.  Pero  sea  de  esto 
lo  que  quiera — que  ahora  no  lo  hemos  de  discutir — el 
hecho  es  que  no  debe  comenzarse  por  ahí,  y  que  cuando 
se  establece  el  Jurado,  no  es  prudente  establecerlo  en 
«sas  condiciones. 

Cuando  se  establece  el  Jurado  en  un  país  que  se  en- 
cuentra en  las  condiciones  en  que  se  hallaba  España  en 
1872,  y  aun  en  las  que  determinaban  y  caracterizaban 
nuestro  estado  político  y  social  de  1883  y  1887,  no  fué 
prudente  ni  habría  sido  oportuno  entregar  á  los  Jueces 
de  hecho  la  calificación  del  delito,  el  nommjtms,  porque 
para  calificar,  para  establecer  la  relación  que  existe  en- 
tre un  hecho  y  un  precepto  legal,  entre  un  hecho  y  un 
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artículo  del  Código,  se  necesita  un  grado  de  cultura  ge- 
neral y  una  práctica  del  ejercicio  de  esta  institución  que 
nosotros  no  tenemos  aún,  y  que  no  teníamos  tampoco 
en  1872,  al  verificarse  aquel  violento  tránsito  del  juicio 
escrito  y  secreto  al  juicio  por  jurados. 

No  ha  sido  posible  ahora  tampoco,  ni  lo  filé  en  1872, 
dar  al  Jurado  la  facultad  libérrima  de  declarar  las  cir- 
cunstancias modificativas  sin  sujeción  á  otras  reglas 
que  los  dictados  de  la  conciencia  del  Juez  de  hecho, 
porque  esta  facultad  importantísima,  y  merced  á  la  cual 
pueden  individualizarse  el  delito  y  su  apreciación,  tan- 
to como  es  preciso  y  puede  el  Jurado  influir  de  una  ma- 
nera eficaz  en  la  legislación  penal  del  País,  reclama  que 
antes  de  ser  otorgada  se  haya  observado  como  funcio- 
na aquel  Tribunal,  á  fin  de  adquirir  el  convencimiento 
de  que  es  órgano  adecuado  para  el  ejercicio  de  tan  alta 
prerrogativa,  y  de  que,  puesto  en  sus  manos  ese  omní- 
modo atributo,  hará  de  él  un  uso  prudente  y  beneficio- 
so para  los  intereses  públicos. 

En  1872  fueron  desconocidas  en  parte  estas  conside- 
raciones, y  por  eso  los  artículos  659  y  660  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal  se  redactaron  en  la  forma  que 
antes  hemos  expuesto.  No  es  posible  juzgar  con  exacti- 
tud del  resultado  que  produjeron  esos  preceptos.  Aparte 
de  que  la  experiencia  de  1873  y  1874  no  se  hizo,  por  lo 
revuelto  de  los  tiempos,  en  condiciones  adecuadas  para 
juzgarla  un  ensayo  leal  y  sincero  de  ésta  ni  de  ningu- 
na otra  institución,  de  éste  ni  de  ningún  otro  princi- 
pio, carecemos  de  datos  estadísticos  y  carecemos  de  tra- 
bajos críticos,  coetáneos,  capaces  de  arrojar  luz  sobre 
las  oscuridades  de  este  problema.  Lo  único  que  puede 
guiarnos  para  averiguar  lo  que  se  necesita  saber,  es  la 
información  de  1874  y  las  opiniones  que  en  ella  consig- 
nó la  Magistratura,  que  constituyen  un  elemento  muy 
deficiente  de  crítica  por  su  origen  y  por  sus  términos. 

Sabido  es  que  esas  opiniones  no  fiíeron,  como  se  ha 
supuesto,  contrarias  al  Jurado.  La  mayoría  de  los  Pre- 
sidentes, Fiscales  y  Magistrados  de  las  Audiencias,  á 
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quienes  se  consultó,  se  declaraban  favorables  á  la  con- 
tinuación y  á  la  existencia  del  Jurado.  Pero  todos,  cuál 
más,  cuál  menos,  señalaban  en  la  ley  de  1872  defectos 
transcendentales  y  pedían  que  se  corrigieran  en  bene- 
ficio de  la  institución.  Entre  esos  defectos  era,  á  juicio 
de  muchos,  de  casi  todos,  uno  de  los  más  importantf^s 
el  que  no  se  hubiese  procurado  separar  con  mayor  es- 
mero los  hechos  del  derecho  y  no  se  hubiese  conferido 
en  lo  posible,  exclusivamente,  el  conocimiento  y  apre- 
ciación de  los  primeros  al  Jurado,  reservando  el  cono- 
cimiento, examen  y  resolución  de  todos  los  problemas 
de  derecho,  esto  es,  la  calificación  del  delito  y  la  deter- 
minación de  la  pena,  á  la  Sección  de  Magistrados.  Ade- 
más, varios  de  los  restantes  defectos  é  inconvenientes 
atribuidos  entonces  al'  Jurado,  y  algimos  de  los  errores 
de  que  ha  podido  acusársele,  nacían  acaso  de  que  la  ley 
le  encomendara  juzgar  del  hecho  y  el  derecho,  sin  dis- 
tinguirlos todo  lo  que  es  hacedero  y  oportuno. 


in 


Esto  movió,  aun  á  los  partidarios  más  decididos  del 
Jurado,  á  sustituir  esa  base  de  la  institución  que  de- 
fienden, tal  como  la  formulan  los  artículos  de  la  ley 
de  1872,  por  la  que  al  fin  ha  prevalecido  y  está  hoy  en 
vigor.  Cediendo  á  esa  tendencia,  el  Sr.  Eomero  Girón, 
en  el  preámbulo  de  su  proyecto  de  1883,  decía:  «Contra 
la  notoria  reducción  de  facultades  (la  que  envuelven 
para  los  Magistrados  los  artículos  659  y  660  de  la  ley 
de  1872),  que  hace  al  Juez  de  derecho  mero  espectador, 
y  en  último  término,  obligado  ejecutor  de  los  veredic- 
tos, se  pronunció  unánime  la  Magistratura  en  sus  in- 
formes de  1873  y  1874,  pidiendo  que  al  Juez  de  dere- 
cho se  reserve  la  calificación  del  delito,  y  aun  avanzan- 
do á  la  de  las  circunstancias  modificativas  de  la  pena- 
lidad, una  vez  establecidos  por  el  Jurado  los  elementos 
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constitutivos.  A  este  parecer  resuelto  obtempera  el  pro- 
yecto, procurando  armonizar,  como  se  verá  al  tratar  de 
las  preguntas  que  deben  hacerse  á  los  Jurados,  lo  que 
demandan  los  principios  y  lo  que  piden  las  necesidades 
de  la  práctica.» 

Y  es  de  notar  una  cosa  singularísima  y  hasta  cierta- 
mente extraña.  El  Sr.  Montero  Eíos,  de  quien  el  señor 
Eomero  Girón  ha  supuesto,  y  no  sin  motivo,  inclinacio- 
nes á  la  escuela  francesa,  en  su  ley  de  1872  se  decide, 
por  lo  que  á  este  punto  ftmdamental  toca,  por  la  fór- 
mula inglesa  y  norte-americana,  por  la  confusión  del 
hecho  y  del  derecho,  por  que  deban  someterse  las  cues- 
tiones de  uno  y  de  otro,  todo  el  problema  jurídico,  en 
una  palabra,  al  conocimiento  del  Jurado:  eso  dicen,  sin 
duda,  los  artículos  659  y  660  de  la  ley  de  1872.  Y 
mientras  tanto,  el  Sr.  Romero  Girón,  que  impugna  la 
división  del  hecho  y  el  derecho,  que  apenas  cree  pue- 
dan distinguirse  los  problemas  jurídicos  de  las  cuestio- 
nes de  hecho,  y  que  en  la  demostración  de  esta  tesis  va 
demasiado  lejos,  es  el  que  ha  traído  á  nuestras  leyes  la 
fórmula  de  esa  distinción,  de  esa  separación. 

La  fórmula  está  contenida  en  los  artículos  2.®  y  3.^ 
de  su  proyecto  de  1883,  que  tan  análogos  son  al  2.^  y 
3.^  de  la  ley  actual,  y  que  dicen  lo  siguiente: 

«Art.  2.^  Los  Jurados  declararán  la  culpabilidad  ó 
inculpabilidad  del  procesado,  respecto  de  los  hechos 
que  sean  objeto  de  la  acusación  y  de  la  defensa. 

» Art.  3.0  Los  Magistrados  calificarán  el  delito  que 
constituyan  los  hechos  sobre  los  cuales  haya  recaído 
decisión  de  los  Jurados;  declararán  las  circunstancias 
agravantes  ó  atenuantes  que  constituyan  los  hechos, 
sobre  las  cuales  haya  resuelto  el  Jurado;  impondrán 
las  penas  correspondientes  á  los  delitos,  y  determina- 
rán la  responsabilidad  civil  que  los  culpables  ó  terce- 
ras personas^hayan  contraído. 

>No  obstante  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior, 
podrán  los  Jurados  declarar  la  existencia  de  circuns- 
tancias atenuantes,  independientemente  de  los  hechos 
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relativos  á  las  previstas  en  el  art.  9.^  del  Código.» 
Hemos  dicho  que  esta  es  la  fórmula  que  hoy  ha  pre- 
valecido, y  en  términos  generales,  eso  debe  tenerse  por 
exacto.  Más  propio  é  indudable  sería,  sin  embargo, 
afirmar  que  después  de  la  ley  de  1872  se  ha  operado 
en  nuestros  juradistas  un  movimiento  que  tiende  á  se- 
parar de  la  resolución  del  Jurado  todo  lo  que  no  sean 
problemas  de  hecho,  y  que  una  de  las  fases  ó  evolu- 
ciones que  constituyen  ese  movimiento,  se  condensó  en 
1883  en  la  forma  que  acabamos  de  ver.  La  Comisión 
del  Senado,  único  cuerpo  deliberante  que  estudió  el 
proyecto  del  Sr.  Romero  Girón,  suprimió  esos  dos  ar- 
tículos, dejando  en  el  capítulo  ii  del  título  vi  (de  que 
ya  hablaremos  al  exponer  la  manera  de  hacer  las  pre- 
guntas para  el  veredicto)  lo  que  virtualmente  contie- 
nen el  art.  2.^  y  el  primer  párrafo  del  3.^  que  acaba- 
mos de  copiar;  pero  eliminando  todo  lo  relativo  á  la 
facultad  de  declarar  sin  sujeción  al  Código  las  ate- 
nuantes. Es  que  el  movimiento  se  acentuaba. 


lY 


El  proyecto,  origen  de  la  ley  actual,  y  la  ley  misma 
han  seguido  acentuándolo,  y  aunque  al  discutirse  en 
el  Congreso  y  en  el  Senado  hubo  algún  que  otro  jura- 
dista  que  lamentó  el  que  no  se  diera  á  los  Jueces  de 
hecho  tan  precioso  atributo,  como  no  había  atmósfera 
ni  opinión  favorable  á  esta  creencia,  ni  siquiera  llegó 
á  discutirse  el  punto  en  las  Cámaras.  De  lo  cual  se  in- 
fiere, que  hoy  prevalece  resueltamente  la  opinión  con- 
densada  en  los  artículos  2.^  y  3.^  de  la  ley  vigente; 
que  esos  artículos  reflejan  bien  lo  que  acerca  de  este 
punto  se  desea,  y  que  se  comprende  y  se  declara  que 
las  condiciones  de  nuestro  estado  social  por  un  lado,  y 
las  reservas  con  que  debe  plantearse  la  institución  por 
otro,  reclaman  el  que  no  se  atribuya  á  los  Jueces  po- 
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pii  lares  más  facultad  que  la  de  estimar  las  pruebas  y 
declinar  sobre  los  hechos.  Esto  responde  á  los  orfge- 
iií^s  y  desarrollo  del  Jurado,  y  plantea  su  def^envolvi- 
uncnto  local  en  los  mismos  términos  en  que  ha  nacido 
y  jjrogresado  el  principio  que  le  sirve  de  fimdamento 
d(  Tif  ro  de  la  historia  general  del  Derecho;  esto,  por  úi- 
tiiijü,  atiende  aquellas  consideraciones  de  estrategia  y 
de  niiHodo  que  invocábamos  en  otro  lugar  y  que  eu 
esta  materia  tienen  innegable  importancia. 

Ko  es  España  el  único  país  donde  se  puede  eshi* 
diar  ese  movimiento.  En  Italia  han  seguido  las  cosas 
un  ormiino  análogo.  Los  Jurados  juzgaban  completa- 
niünte  del  hecho  y  del  derecho,  porque  eu  la  fórmula 
de  h\^  preguntas  que  habían  de  dirigírseles  y  que  eran 
la  bíise  del  veredicto,  se  incluían  el  nonien  juris  del 
ítelito  y  los  de  las  circunstancias  modificativas  concu- 
rroíitea.  Por  este  y  otros  defectos  se  pensó  que  era 
opfírtuno  modificar  la  primitiva  legislación,  y  de  esta 
idea  nació  la  reforma  de  1874,  que  ha  venido  á  resol- 
ver 1 1  problema  en  términos  análogos  á  los  adoptados 
eu  la  vigente  ley  española.  Cuando  comentemos  lus 
prect^ptos  del  capítulo  x,  del  título  ii  de  ósta,  concre- 
táronlos esas  referencias,  que  merecen  analizarse  déte- 
II i íl amenté.  Ahora  nos  basta  con  indicar,  pues  estamos 
disf  ai  tiendo  este  problema  en  su  conjunto,  que  la  doc- 
trina que  ha  prevalecido  en  los  artículos  ií.^  y  3,^  de 
nuestra  ley  es  la  misma  sancionada,  aunque  no  con 
tanto  rigor,  por  la  italiana  de  1874,  y  la  misma  tam- 
biíMi  que  en  la  generalidad  de  los  países  donde  existe 
el  Jurado  regula  y  determina  sus  facultades. 

De  esta  apreciación  hay  que  exceptuar  InglateiTa  y 
los  listados  Unidos,  donde  el  Jurado  resuelve  sobre  el 
hecho  y  el  derecho.  El  pequeño  Jurado  y  los  Jurados  es- 
peciales ingleses  dictan  la  sentencia.  En  los  demás  paf- 
seíi  el  fallo  del  Jurado  se  limita  á  los  hechos,  al  vere- 
dicto propiamente  dicho.  Declaran  ó  dicen  lo  que  re- 
sulta probado  como  verdadero.  Así  sucede  en  Portu- 
gal, Bélgica  y  Eusia.   En  Francia,  el  Jurado  resuelve 
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«obre  los  hechos  y  tiene  facultad  de  declarar  si  concu- 
rren atenuantes,  con  generalidad  y  sin  limitaciones, 
como  en  Italia.  En  Austria,  «las  atribuciones  del  Jura- 
do no  se  limitan  solamente  al  juicio  del  hecho,  sino 
que  también  comprenden  la  declaración  de  circunstan- 
cias atenuantes  ó  agravantes,  que  sirven  para  precisar 
el  carácter  del  hecho  sobre  que  versa  la  acusación;  si 
bien  no  tiene  facultades  tan  amplias  como  en  Francia 
para  explicarse  de  una  manera  general  sobre  las  cir- 
cunstancias atenuantes  que  puedan  disminuir  la  gra- 
vedad de  la  pena»  (1).  En  Grecia  sólo  declara  sobre  los 
hechos,  existiendo  en  aquella  legislación  la  particula- 
ridad de  que  únicamente  aprecia  las  circunstancias 
atenuantes  especiales,  salvo  en  el  caso  de  que  el  acu- 
sado lo  sea  por  el  delito  de  ultrajes  á  la  Familia  Real: 
entonces  el  Jurado  puede  declarar  sobre  las  circuns- 
tancias atenuantes  generales. 

Este  ligero  examen  de  la  legislación  confirma  lo 
que  hemos  dicho  antes  acerca  de  la  nuestra,  que  en  lo 
esencial  se  acomoda  al  tipo  de  Tribunales  del  Jurado 
umversalmente  admitido,  advirtiéndose  empero  que  el 
principio  común  que  sirve  de  base  en  todas  partes  a 
-esta  función  importantísima,  ha  sido  desenvuelto  en  la 
ley  española  de  una  manera  más  sistemática  y  regular 
que  en  otra  alguna.  No  ha  habido  desviaciones  de  ese 
principio,  y  si  esto  impide  que  se  hayan  iniciado  cier- 
tos progresos  que,  á  nuestro  juicio,  podrán  ser  el  coro- 
namiento inexcusable  de  la  reforma  ahora  planteada, 
en  un  plazo  más  ó  menos  largo,  da  á  esa  reforma  una 
base  firme  y  sólida,  y  permite  asegurar  desde  luego  que 
la  experiencia  que  de  ella  se  haga  será  provechosísima 
para  el  estudio  de  las  ventajas  que  ofrece  la  nueva  ins- 
titución. 


(1)    Becopüación  y  comparación  de  textos  de  ley  sobre  el  Jurado,  por 
loe  empleados  de  la  Biblioteca  del  Senado,  págs.  476. 
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En  el  debate  de  estos  artículos  ante  el  Congreso,  un 
DiputadOj  el  Sr.  Camacho  del  Eivero,  propuso  dos  en- 
miendas importantes.  La  primera  limitaba  las  facnlta- 
des  del  Jurado  á  la  declaración  sobre  los  hechos  cons- 
titutivos del  delito  y  confiaba  á  los  Magistrados  la  rela- 
tiva á  los  hechos  circunstanciales  que  pudieran  modifi- 
car aquéllos.  Esta  limitación  no  es  defendible.  Para 
juzgar  de  los  hechos,  para  apreciar  las  pruebas,  para 
declarar  qué  es  lo  ocurrido,  rg  puede  creer  6  no  creer 
que  el  Jurado  sea  más  apto  que  el  Tribunal  de  derecho. 
Este  es  el  problema,  todo  el  problema  que  entraña  el 
estudio  de  nuestra  institución.  "Resuelto  eso  problema 
en  mío  ú  otro  sentido,  la  cuestión  secundaria  promovida 
por  las  enmienda.^  del  Sr.  C 'amacho  del  Rivero  está 
también  resTielta. 

Si  el  Jurado  es  menos  apto  que  el  Tribunal  de  dere- 
cho para  la  estimación  de  las  pruebas  y  para  la  decía* 
ración  de  los  hechos  probados,  no  debe  establecerse. 
Pero  si  es  más  apto — y  nosotros  ya  hemos  probado  que 
lo  es; — si,  en  virtud  de  esa  creencia,  seestablece,  no  hay 
motivo,  no  hay  razón  seria  que  aconseje  encomendarle 
la  estimación  de  las  pruebas  relativas  á  los  hechos  fun- 
damentales y  negarle  la  de  las  pniebas  relativas  á  los 
hechos  circunstanciales.  Lo  que  el  Sr.  Camacho  del  Ri- 
vero pretendía  en  su  enmienda,  era^  en  el  fondo,  una 
contradicción  do  todo  punto  injustificada,  que  no  puede 
defenderse  siquiera  con  el  argumento  de  que  los  hechos 
circunstanciales  son  más  complicados  y  difíciles  de  apre- 
ciar que  los  hechos  fundamentales.  En  el  estudio  del 
artículo  76  explanaremos  esta  indicación. 

La  otra  enmienda  del  Sr.  Camacho  pedía,  que  «cuan- 
do los  hechos  fundamentales  de  la  calificación  jurídica^ 
constasen  exclusivamente  en  documentos  auténticos  y 
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fehacientes,  correspondiera  su  apreciación  á  los  Jueces 
de  derecho. »  No  era  esta  enmienda  más  que  una  copia 
del  art.  4.^  del  proyecto  ministerial  que  la  Comisión 
del  Congreso  encargada  de  examinarle  suprimió.  Tuvo 
para  ello  en  cuenta  que,  á  su  juicio,  debía  casi  tenerse 
por  imposible  que  se  presentara  caso  ninguno  de  és- 
tos. Así  lo  dijo  en  el  debate  el  Sr.  Eosell,  que  defen- 
dió la  supresión.  «Hemos  creído,  son  sus  palabras,  que 
este  caso  había  de  ocurrir  rarísimamente,  porque  nun- 
ca, ó  muy  difícilmente  por  un  documento  público,  ó 
por  un  documento  redactado  con  más  ó  menos  solem- 
nidades, ha  de  poder  apreciarse  de  una  manera  absolu- 
ta y  completa  la  culpabilidad  de  un  procesado;  porque 
la  culpabilidad  supone:  primero,  que  se  ha  ejecutado  un 
delito;  y  segundo,  que  se  ha  ejecutado  con  malicia,  y  la 
malicia  no  podrá  resultar  casi  nunca  de  un  documento. 
Pero,  además,  ha  tenido  en  cuenta  la  Comisión  otra  con- 
sideración más  importante  que  esta,  y  es  el  temor  de 
que  á  la  sombra  de  este  artículo  se  suscitarán  por  las 
partes  cuestiones  de  competencia,  discutiendo  si  en  un 
caso  determinado  correspondía  entender  de  aquella 
causa  al  Jurado  ó  al  Tribunal  de  derecho,  por  creer  que 
el  asunto  estaba  comprendido  en  ese  precepto,  que  era 
el  art.  4.^  del  proyecto;  y  la  Comisión,  repito,  creyendo 
que  aquel  caso  se  había  de  presentar  raras  veces,  y  que 
por  otro  lado  tenía  el  gravísimo  inconveniente  de  poder 
entorpecer  la  marcha  normal  de  los  asuntos  por  medio 
de  cuestiones  de  competencia,  que  siempre  es  conve- 
niente evitar,  optó  por  suprimir  este  artículo. » 

No  es  aventiirado,  en  lo  que  toca  al  primero  de  estos 
argumentos,  ir  algo  más  lejos  del  punto  á  donde  llega- 
ba el  Sr.  Eosell:  nosotros  tenemos  por  absolutamente 
imposible  que  se  produzca  el  caso  de  que  los  hechos 
fundamentales  de  la  calificación  jurídica  consten  exclu- 
sivamente en  documentos  auténticos  y  fehacientes.  Ni 
lo  hemos  hallado  en  nuestra  práctica,  ni  lo  hemos  en- 
contrado en  la  jurisprudencia  que  conocemos,  ni  acer- 
tamos á  imaginarle,  aun  empeñándonos  en  crearlo.  Pero 
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hay  más:  ¿es  que  ese  artículo  había  de  entenderse  como 
relativo  á  los  hechos  fimdanientuleñ  del  proceso,  (^(m 
exclusión  de  los  circunstanciales?  Pues  repetimos  lo  qua 
antes  queda  dicho.  Lo  conveniente,  lo  oportuno,  lo  pre* 
ferible  es  encomendar  su  apreciación  al  Jurado.  RaPüi- 
ría  que  hubiese  necesidad  de  apreciar  esos  hechos  cir- 
cunstanciales— ¿y  en  qué  proceso  no  existe  esa  necesi- 
dad?— para  someter  el  conocimiento  de  todos  á  los  Jue- 
ces de  hecho.  El  art.  4.^  del  proyecto  de  ley  era  in- 
sostenible. En  teoría  representaba  inia  abstracción  ó 
un  contrasentido,  y  en  la  práctica  hubiera  sido  im  se- 
millero de  conflictos  y  de  cuestiones  estériles  y  enojo- 
sas, cuya  fuente,  á  todas  luces,  convenía  cegar  supri- 
miéndole. En  honor  de  la  verdad,  ni  su  mismo  autor 
mostró  empeño  alguno  en  sostenerle. 


CAPÍTULO  II 
Oompetenoia  de  los  Tribunalea  áél  Jurado» 

La  materia  que  trata  este  capítulo  es  tma  de  la» 
más  importantes  de  cuantas  se  refieren  al  estableci- 
miento de  la  institución  del  Jurado,  porque  determi- 
na la  esfera  de  acción  de  esta  institución  misma  y  bi 
base  de  la  competencia  de  los  Tribunales  que  han  de 
constituirse  con  arreglo  á  la  ley,  cuyo  examen  nos  ocu- 
pa en  este  momento. 

Todo  lo  relativo  á  la  competencia  de  los  Tribunal  esí 
del  Jurado  se  presenta  dividido  en  la  ley  en  varios  gru- 
pos. El  primero  de  ellos  es  el  definido  en  el  art.  4.*> 
de  la  ley,  que  enumera  los  diferentes  delitos  que  hau 
de  someterse  á  la  competencia  del  Jurado,  ó  en  cuya  co- 
misión ha  de  conocer  este  Tribunal.  El  art.  5.^  es  una 
excepción  al  art.  4.<>  que  viene  á  completar  la  determi- 
nación de  la  escala.  El  art.  6,^  establece  el  procedí- 
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miento  que  ha  de  seguirse  en  la  tramitación  de  las 
cua^ítiones  de  competencia;  y  el  art,  7/*,  eRtableeiendo 
reglas  generales  que  completan  también  el  alcance  de 
la  competencia  misma,  viene  á  dar  conclusión  adecua- 
da á  esta  importantísima  materiaj  en  cuyo  cxamenj  más 
rainucioso  por  artículos,  vamos  a  entibar  ea  seguida. 

Art.  4,**    El  Tribunal  del  Jurado  conocerá; 

1  .*    De  las  caiieíie  por  los  delitos  siguientes: 

Delitos  de  traición. 

Delitos  contra  las  Cortes  y  sus  indi  vid  aos  y  contra  el  Consejo 
ele  Ministros. 

Delitos  contra  lu  forma  de  gobierno. 

Delitos  de  loa  particulares  con  ocasión  del  ejercicio  de  loa  de- 
re  cb  os  individuales  garantizados  por  la  Constitución. 

Delitos  do  loa  funcionarios  públicos  contra  el  ejercicio  de  los 
derechos  indivi duales  garantizados  por  la  Constitución. 

Delitos  relativos  al  ejercicio  de  los  cultos. 

Delitos  de  rebelión. 

Delitos  de  sedición. 

Falsificación  de  la  firma  ó  estampilla  Keal^  firmas  de  los  Minis- 
tros, sellos  y  marcas. 

Falsificación  de  la  moneda. 

Falsificación  de  Bületes  de  Banco,  documentos  de  crédito,  pa- 
pel sellado,  sellos  de  telégrafos  y  correos  y  demás  efectos  timbra- 
dos, cuya  expendición  esté  reservada  al  Estado. 

Falsificación  do  documentos  públicos,  oficiales  y  de  comercio  y 
de  los  despachos  telegráficos. 

Falsificación  de  documentos  privados. 

Abusos  contra  la  honestidad,  cometidos  por  funcionarios  pú- 
blicos. 

Cohecho. 

If  diversión  de  caudales  públicos. 

Parricidio. 

Asesinato. 
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Homicidio, 

lafaiiticidio. 

Abortos. 

Lesiones  producidas  por  castracióu  ó  mutUación^  ó  cuando  de 
a  US  resultas  quedare  el  ofendido  imbécil,  impotente  6  ciego. 

Duelo. 

Violacióu. 

Abusos  deshonestos. 

Corrupción  de  menores , 

Rapto. 

Detenciones  ilegalds. 

Sustracción  de  menorea. 

Bobos, 

Incendios - 

Imprudencia  punible,  cuando  si  hubiera  mediado    malicia   el 
hecho  constituirla  alguno  de  los  delitos  aquí  enumerados^ 

2.*^  De  las  cansas  por  delito  cometido  por  medio  de  la  impren- 
ta,  grabado  ú  otro  medio  mecánico  de  publicacióni  exceptuando  los 
delitos  de  lesa  Majestad  y  los  de  injuria  y  calumnia  contra  particu- 
lares. Se  considerarán  para  este  efecto  como  particulares  los  fun- 
cionarios pQblicos  que  hubiesen  sido  injuriados  ó  calumniados  por 
sus  actos  privados. 


Ya  hemos  dicho  que  el  art.  4,^  de  la  ley  que  esta- 
mos examiuando,  enumera  los  diferentes  delitos  en 
cuyo  conocimiento  es  competente  el  Jurado,  El  sistema 
que  ha  adoptado  el  legislador  para  la  redacción  de  este 
artículo,  nos  parece  desde  luego  el  más  oportuno;  sobro 
todo  el  que  maj^or  claridad  ofrece,  y  mayores  ventajas 
puede  reportar  para  el  estudio  y  aplicación  de  la  ley 
misma. 

Consiste  este  sistema  en  enumerar  uno  tras  otro, 
con  arreglo  á  la  escala  general  de  los  delitos,  6  al  ín- 
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dice  que  de  los  mismos  se  ha  consignado  en  el  Código 
penal,  aquellos  respecto  de  los  cuales  ó  de  la  presun- 
ción que  acerca  de  su  comisión  se  forme,  ha  de  conocer 
el  Tribunal  de  Jurado.  En  leyes  anteriores,  y  en  el  mis- 
mo proyecto  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia,  que  modificó  el  dictamen  de  la  Comisión  del 
Congreso,  dejándole,  sobre  poco  más  ó  menos,  reducido 
a  las  condiciones  en  que  ha  sido  votado  definitivamen- 
te por  ambos  Cuerpos  Colegisladores,  se  adoptaba  un 
sistema  completamente  distinto  y  mucho  menos  claro 
sin  duda,  que  hubiera  podido  dar  lugar,  en  el  caso  de 
prevalecer,  á  verdaderas  confusiones  en  la  práctica  y 
en  el  estudio  de  esta  ley. 

Consistía  dicho  sistema  en  enumerar  los  delitos  que 
habían  de  entrar  bajo  la  competencia  del  Jurado,  re- 
firiéndose á  la  sección  ó  parte  del  Código  penal  vi- 
gente en  que  están  escritos  ó  en  que  se  determinan; 
pero  próxima  á  verificarse  una  reforma  del  Código  pe- 
nal, puesto  que  en  la  actualidad  pende  del  examen  de 
los  Cuerpos  Colegisladores  un  proyecto  de  ley  que  ha 
de  autorizar  al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  para 
llevar  á  cabo  esa  reforma,  semdante  enumeración  era, 
sin  género  alguno  de  duda,  conmsa,  y  estaba  expuesta 
á  contingencias  naturales  dada  la  variación  que  había 
de  sufrir  esa  parte  de  nuestro  Derecho  positivo. 

Por  eso,  teniendo  en  cuenta  las  consideraciones  que 
acabamos  de  exponer,  la  Comisión  del  Congreso  en- 
tendió y  la  Comisión  del  Senado  ha  entendido  igual- 
mente, que  era  preferible  aquella  enumeración  dema- 
siado concreta  y  terminante.  Y  esto  que  da  á  todo 
el  art.  4.^  una  claridad  grandísima,  viene  á  establecer, 
ya  para  el  período  en  que  se  encuentre  en  vigor  el  ac- 
tual Código  penal,  ya  para  otro  período  cualquiera  en 
que  una  ley  penal  venga  á  sustituir  á  la  que  hoy  rige, 
sin  dudas  de  ninguna  especie,  cuáles  son  los  delitos 
que  han  de  entrar  bajo  el  conocimiento  del  Jurado  y 
los  procesos  que  por  su  índole  deben  someterse  á  su 
jurisdicción. 
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En  cuanto  á  la  forma  del  artículo,  pues,  y  en  cuan- 
to á  la  inteligencia  de  sus  témiinoSj  no  es  necesaria 
decir  absolutamente  nada  más;  pero  estos  comentarios 
que  nofiotros  hacemos  á  la  ley  del  Jurado  no  se  limitan 
á  eso,  y  es  preciso  que  nos  detengamos  algo  antes  de 
dar  por  terminada  nuestra  tarea  en  lo  que  al  artíeu- 
lü  4,*^  se  refiere,  respecto  al  fundamento  de  lo  que  ^e 
dispone  en  ese  mismo  art.  4.^,  ó  sea  acerca  do  cada 
uno  de  loa  delitos  que  han  sido  examinados  ó  que 
son  tenidos  en  cuenta,  ya  para  someterlos  á  la  corape- 
cia  del  Jurado,  ya  para  excluirlos  de  esa  competencia 
y  dejarlos  sometidos,  como  lo  estaban,  á  lo  que  pode- 
moa  Hogiur  llamando  en  oposición  a  esta  jurisdicción 
especial  del  juicio  popular  ó  del  Tribunal  popular,  la 
jurisdicción  ordinaria. 

Desde  luego,  la  materia  de  la  competencia,  por  ser 
una  de  las  más  transcendentales  y  una  también  de  las 
más  importantes  de  cuantas  se  estudian  en  el  examen 
de  esta  institución,  se  presta  más  que  ninguna  otra  á 
la  controversia  de  las  diferentes  escuelas,  y  se  presta 
también  á  que  dentro  de  ella,  verificándose  lentamente 
la  transición  y  el  progreso  de  unos  principios  á  otros  y 
estableciéndose  la  armonía  entre  las  opuestas  tenden- 
cias que  se  disputan  el  dominio  de  esta  paale  de  la 
ciencia  jurídica,  ee  llegue  á  resoluciones  varias  y  com- 
pletamente diversas,  para  que  una  institución  como  el 
Jurado  pueda  fundarse  sobre  sólidos  cimientos  y  al- 
cance la  vida  y  contUciones  que  instituciones  de  esta 
índole  deben  conseguir,  si  han  de  contribuir  en  alguna 
manera  á  la  reorganización  de  la  Administración  de 
justicia  y  al  bienestar,  á  la  paz  y  á  la  tranquilidad  de 
los  pueblos. 

De  estas  tendencias,  una  de  las  más  importantes 


Digitized  by 


Googl( 


TÍT.   I— CAP.   II— ABT.    4.0  25 

es  la  que  propone  atribuir  al  conocimiento  del  Jurado 
todos  los  delitos. 

La  escuela  más  radical  de  todas  las  que  defienden 
el  Jurado,  ha  venido  sosteniendo  la  necesidad  de  pro- 
ceder de  esta  suerte  y  de  no  excluir  de  la  competencia 
del  Tribunal  popular  los  delitos  de  ninguna  especie. 
Gran  número  de  tratadistas,  sobre  todo  de  los  trata- 
distas que  hace  años  discurren  acerca  de  esta  materia, 
sostuvieron  con  extraordinario  calor  que  era  preciso 
uniformar  la  jurisdicción,  atribuyendo  al  Jurado  el  co- 
nocimiento de  todos  los  delitos.  En  varias  Constitucio- 
nes, lo  mismo  de  nuestro  País  que  de  los  países  extran- 
jeros, se  ha  consagrado  este  principio;  y  en  la  actuali- 
dad algunos  pueblos,  en  el  examen  de  cuya  legislación 
nos  ocuparemos  más  adelante,  someten  con  efecto  al 
Jurado  la  absolución  y  fallo  de  todas  las  causas  crimi- 
nales. En  honor  de  la  verdad,  la  lógica  y  la  conse- 
cuencia exigían  que  se  hubiera  adoptado  este  principio, 
porque  no  hay  razón  ninguna,  si  se  entiende  que  un 
procedimiento  es  el  más  adecuado  para  la  investiga- 
gación  de  un  delito,  para  el  descubrimiento  de  sus  au> 
tores  y  para  la  imposición  de  la  pena  que  hayan  mere- 
cido sus  faltas;  no  hay,  decimos^  razón  ninguna  para 
que  no  se  consideren,  bajo  estos  puntos  de  vista,  com- 
pletamente iguales  los  delitos  todos.  En  este  sentido, 
ninguna  razón,  ningún  pretexto  siquiera  puede  aducir- 
se, y  son  incontestables  los  argumentos  que  esgrimen 
los  partidarios  de  aquella  solución  radical;  pero  las 
cosas  que  afectan  á  la  realidad  ño  pueden  estudiarse 
ni  menos  resolverse  con  arreglo  á  los  puros  principios, 
y  muchas  veces  las  determinaciones  de  la  lógica,  si 
fuesen  seguidas,  llevarían  á  los  mayores  absurdos.  En 
este  caso  se  encuentra,  á  nuestro  juicio,  lo  que  ocurre 
respecto  á  la  competencia  del  Jurado.  ¿Es  cierto  que 
^e  Jurado  es  el  mejor  procedimiento  para  el  Enjuicia- 
miento criminal?  Pues  ningún  delito  debe  eximirse  de 
ser  sometido  al  conocimiento  del  Jurado  mismo.  Pero, 
¿es  esto  posible,  es  esto  asequible,  dadas  las  condicio- 
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nes  del  Enjuiciamiento  criminal^  tal  como  ee  encuen- 
tra establecido  en  la  mayor  parte  de  los  pueblos  de 
Europa?  ¿Es  esto  posible,  sobre  todo,  dadas  las  condi- 
ciones del  Enjuiciamiento  criminal  tal  como  se  encuen- 
tra eíítablecido  en  nuestro  País?  ¿Ea  esto  posible  dados 
los  resultados  que  nos  ofrece  la  estadística  criminal? 
Estas  son  las  cuestiones  que  hay  necesidad  de  venti- 
lar, antes  de  resolver  lo  que  en  definitiva  es  para 
nosotros  m¿a  importante  en  ese  orden  de  juicios;  lo 
que  se  refiere  á  la  competencia  del  Jurado, 


III 


La  estadística  criminal  de  nuestro  País  arroja  una 
cifra  enorme  do  procesos  para  cada  afío  por  término 
medio.  Con  arreglo  á  los  últimos  datos  oficiales  pu- 
blicados, el  número  de  causas  incoadas  durante  el  año 
de  1887  fué  eu  las  Audiencias  territoriales  22.642 
y  en  las  Audiencias  de  lo  criminal  48.160,  que  com- 
ponen un  total  de  70.802.  Distribuida  esta  cifra  en- 
tre las  diferentes  Audiencias  territoriales  ó  Audien- 
cias  criminales  que  han  de  ser  base  para  el  establecí- 
miento  del  Jurado,  dan  un  número  tal  de  causas  cri- 
minales, que  su  examen  j  supuesto  el  procedimiento 
del  Jurado  mismo,  y  dada  la  lentitud  que  necesaria- 
mente han  de  tener  estos  procedimientos,  por  la  com- 
plicación natural  de  todo  mecanismo  perfeccionado,  ha- 
ría indispensable  que  el  Jm^ado  estuviera  constituido,  si 
no  todo  el  año,  la  mayor  parte  de  él;  y  de  consiguiente, 
que  el  que  hubiera  de  desempeñar  el  cargo  de  jurado 
habría  de  estar  constantemente  á  disposición  de  la  ley 
y  en  aptitud  de  consagrar  todo  su  tiempo  á  esta  parte 
del  servicio  público. 

Semejante  hecho  pugna  con  las  condiciones  esencia- 
Ios  de  esta  institueión;  porque  desde  el  momento  en  que 
se  establece  la  misión  de  juzgar  como  una  de  las  miaio- 
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nes  que  corresponden  á  todo  ciudadano  y  en  la  cual  to- 
dos ó  la  mayor  parte  de  ellos  han  de  tomar  parte;  desde 
el  momento  en  que  se  establece,  porque  disponer  otra 
cosa  sería  viciar  la  institución  misma,  que  el  desempe- 
ño de  esa  misión  ha  de  ser  puramente  gratuito  y  ha  de 
ser  tenido  más  como  un  honor  que  como  un  oficio;  im- 
poner á  todos  los  ciudadanos  sin  distinción  de  clases, 
categorías,  edades,  ni  profesiones,  la  obligación  de  con- 
sagrar por  entero  su  tiempo  á  las  necesidades  de  la  vida 
pública,  sería  tanto  como  desconocer  las  condiciones 
naturales  de  la  vida  misma,  y  como  establecer  un  prin- 
cipio que  desde  el  primer  momento  había  de  ser  consi- 
derado, y  con  razón,  como  vejatorio. 

Ha  habido,  pues,  necesidad  de  huir  de  este  escollo; 
y  esa  necesidad  se  ha  satisfecho  declarando  y  recono- 
ciendo que  no  deben  someterse  en  manera  alguna  todos 
los  delitos  al  conocimiento  del  Jurado.  Así  ha  suce- 
dido que  el  juradista  más  radical  de  todos  cuantos  in- 
tervinieron en  el  Congreso  en  el  debate  de  la  ley  ac- 
tual, el  Sr.  Muro,  se  allanó  desde  luego  á  que  la  mayor 
parte  de  las  causas  criminales,  aquellas  que  se  refieren 
á  ios  delitos  menos  importantes  y  más  frecuentes,  no  se 
sometan  á  la  jurisdicción  y  conocimiento  del  Jurado. 
El  Sr.  Muro  decía,  que  en  su  opinión  las  causas  forma- 
das por  lesiones  menos  graves,  por  hurtos  menores  de 
cien  pesetas  y  por  estafas  y  fraudes  análogos  á  estos  úl- 
timos, no  debían  ir  en  manera  alguna  á  conocimiento 
del  Jurado.  Sin  duda  de  ningún  género  esa  es  la  pri- 
mera excepción  que  hay  que  establecer  en  esta  materia 
de  competencia;  y  hay  que  establecerla  por  las  razones 
antea  indicadas.  De  todos  los  millares  de  causas  crimi- 
nales que  se  sustancian  durante  cada  año,  la  inmensa 
mayoría  se  refieren  á  esos  delitos,  los  más  frecuentes, 
como  hemos  dicho,  y  los  que  con  más  repetición  se  co- 
meten, así  en  las  ciudades  como  en  los  campos.  Estos 
delitos,  por  otra  parte,  revisten  un  carácter  tal  de  sen- 
oiliez  y  una  ausencia  de  complicación  tan  grande,  lo 
mismo  respecto  á  su  comisión  que  respecto  á  su  prue- 
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ba,  que  pueden  ser  juzgados  casi  sumaria  y  verbal- 
raente,  sin  necesidad  de  someterlos  á  las  dilaciones  de 
un  procedimiento  tan  cí>mplicado,  por  ser  más  perfecto, 
como  es  el  de  los  Tribunales  de  Jurado. 

Es  más:  uno  de  los  grandes  errores  que,  á  nuestro 
juicio,  se  han  cometido  al  establecer  en  España  el  juicio 
oral  y  público,  y  uno  de  los  defectos  que  vician  el  ensa- 
yo que  se  está  haciendo  de  esa  institución  desde  el  año 
1883,  es  el  haber  establecido  dicho  juicio  oral  y  públi- 
co para  toda  especie  de  delitos.  Es  general  el  clamoreo 
de  las  gentes  que  protestan  de  ese  error  que  contribu- 
ye al  mismo  tiempo  á  la  lentitud  de  los  procesos,  ha- 
ciendo  que  toda  causa  criminal,  aun  la  más  insignifi- 
cante, aun  la  que  se  instruye  para  perseguir  y  castigar 
el  delito  de  más  pequeño  alcance,  ha  de  ser  sujeta  al 
procedimiento  del  referido  juicio  oral  y  público. 

Ya  esta  circunstancia  ha  hecho  surgir  la  idea  de  que 
sería  muy  conveniente  establecer  lo  que  en  otros  países 
se  áenomma  justicia  correccional;  y  al  discutirse  el  resta- 
blecimiento del  Jurado,  esa  idea  naturalmente  ha  vuel- 
to á  aparecer  y  ha  vuelto  á  ventilarse,  conviniendo  to- 
dos en  que  la  organización  de  nuestra  justicia  criminal 
no  será  perfecta  mientras  no  se  organicen  los  Tribuna- 
les correccionales,  que  han  de  ver  de  una  manera  suma- 
ria, en  procedimiento  parecido  al  de  los  juicios  verbales 
y  juicios  de  menor  cuantía  dentro  del  orden  civil,  las 
causas  que  se  formen  contra  esos  pequeños  delincuen- 
tes cuyos  actos  no  merecen  tampoco  más  que  una  de  las 
menores  penas  que  contiene  nuestro  Código.  Esta  refor- 
ma completará  seguramente  la  serie  de  ellos  que  ya  sé 
han  realizado  ó  que  se  están  realizando,  entre  las  cuales, 
la  más  importante,  sin  género  alguno  de  duda,  es  la  del 
restablecimiento  del  Jurado.  Mientras  esa  reforma  no  se 
lleve  á  cabo,  los  pequeños  delitos  seguirán  viéndose,  ó 
las  causas  formadas  acerca  de  ellos  seguirán  sustan- 
ciándose en  juicio  oral  y  público  como  hasta  ahora; 
pero  es  urgente,  á  fin  de  dar  satisfacción  á  los  clamo- 
res y  á  las  reclamaciones  tan  fundadas  que  en  contra- 
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rio  se  han  expuesto,  que  el  Gobierno  acometa  resuel- 
tamente la  realización  de  esa  reforma. 


IV 


El  mismo  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  en  los  dis- 
cursos que  pronunció  al  discutirse  el  proyecto  de  ley 
de  restablecimiento  del  Jurado,  consignó  la  promesa  de 
llevar  á  las  Cortes,  en  término  breve,  un  proyecto  de 
ley  estableciendo  la  justicia  correccional,  que  si  se  or- 
ganiza con  arreglo  á  los  principios  que  han  prevalecido 
respecto  al  Jurado,  vendrá  á  constituir  entre  nosotros  el 
escabinato  que  existe  en  Alemania  y  en  otros  pueblos. 

Dejando,  sin  embargo,  todas  estas  cuestiones  ahora 
para  discutirlas  en  momento  que  sea  más  oportuno,  y 
refiriéndonos  á  lo  que  hemos  dicho  en  la  Introduc- 
ción acerca  de  lo  que  es  el  escabinato  y  acerca,  por 
eonsiguiente,  de  las  condiciones  más  adecuadas  para 
organizar  los  Tribunales  correccionales,  nos  limitare- 
mos á  deducir  las  consecuencias  que  tiene  para  la  ma- 
teria que  estamos  examinando,  lo  que  hasta  ahora  lle- 
vamos expuesto. 

Desde  luego  es  incontestable,  en  vista  de  los  razo- 
namientos hechos,  que  hay  necesidad  de  separar  del 
conocimiento  del  Jurado  la  inmensa  mayoría  de  las 
causas,  las  causas  que  han  de  ser,  andando  el  tiempo, 
base  de  la  justicia  correccional,  los  delitos  más  frecuen- 
tes, los  delitos  menos  importantes,  los  delitos  que  el 
8r.  Muro,  por  las  razones  indicadas,  declaraba  que  de- 
bían exceptuarse  del  conocimiento  del  Jurado.  Ahora 
bien;  esto  sentado,  ¿cuáles  son  los  que  deben  someterse 
y  cuáles,  por  consiguiente,  los  que  deben  excluirse  de 
esa  competencia?  No  puede  ser  arbitraria  esa  distin- 
ción; es  preciso  sujetarse  á  principios  fijos  al  estable- 
cerla, y  es  necesario  que  alguna  razón  determine  la 
base  y  el  sentido  de  esa  competencia  misma.  En  este 
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punto  ee  dividen  también  los  tratadistas,  opinando 
irnos,  y  entre  estoíi  los  autores  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento de  1872,  que  el  criterio  para  determinar  lu 
competencia  debe  buscarse  en  el  grado  de  penalidad; 
otros  opinan  que  ese  criterio  debe  buscarse  en  la  índole 
de  cada  delito,  y  otros  en  las  diverHas  circunstancias 
de  las  cualcH  se  deduce  y  por  las  cuales  se  determina 
esa  índole  misma  ^  como  la  universalidad  de  los  delitos, 
la  relación  que  en  cada  uno  de  ellos  existe  entre  la 
moral  y  el  derecho,  entre  sus  elementos  éticos  y  sus 
elementos  jurídicos,  el  grado  de  alarma  que  producen, 
la  facilidad  de  sus  medios  de  comprobación ,  el  carác- 
ter político  ó  no  político  que  pueden  revestir,  etc.,  ete. 
Nosotros  en  este  punto,  aunque  se  ha  tachado  de  ecléc- 
tico el  criterio  que  la  Comisión  del  Congreso  sostuvo 
al  defender  el  actual  proyecto  de  ley  de  Jurado,  cnn*- 
mos  que  ha  adoptado  el  más  razonable  y  el  que  ma- 
yores ventajas  ofrece  y  que  el  criterio  que  ha  preva- 
lecido en  lo  que  toca  á  la  competencia,  es  un  criterio 
verdaderamente  armónico  en  el  cual  se  han  tenido  en 
cuenta  todas  esas  diversas  condiciones  y  circunstancias 
para  procuiar  un  éxito  satisfactorio  y  favorable  a  los 
fines  de  la  institución  que  se  trata  de  fundar. 

Nosotros  opinamos  que  las  obras  de  la  realidad  de- 
ben estudiarse  bajo  todas  sus  fases,  como  problemas 
que  son  siempre  de  índole  harto  compleja,  y  no  vemos 
en  ninguna  obra  real  jamás  la  preponderancia  de  nin- 
gún principio  exclusivo.  Así  sucede,  por  ejemplo,  que 
cuando  se  discute  otro  punto  importante  de  la  ciencia 
jurídica,  ó  sí  se  quiere  de  las  ciencias  morales  y  poUti- 
csas,  el  concepto  de  la  Nación  y  la  formación  de  las  na- 
cionalidades, los  tratadistas^  al  ocuparse  en  el  examen 
de  estos  trauscendentales  problemas,  sueleu  atribuir  los 
unos  al  predominio  exclusivo  del  idioma,  cuáles  á  las 
condiciones  geográficas,  cuáles  á  los  sucesos  políticos  y 
á  las  diversas  circunstancias  que  caracterizan  y  deter- 
minan la  historia  de  los  pueblos^  la  base  cu  que  ha  de 
fundarse  ese  concepto  mismo  y  la  raíz  y  el  germen 
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primero  de  lo  que  podríamos  denominar  concreciones 
nacionales.  Y  realmente,  los  que  á  nuestro  juicio  pro- 
ceden con  más  acierto  en  ese  orden  de  cuestiones  son 
aquellos  que,  estimando  y  apreciando  la  influencia  de 
cada  uno  de  estos  elementos  diversos,  convienen  en 
que  todos  ellos  han  venido  á  constituir  la  nacionalidad 
de  que  se  trata,  y  que  todos  ellos  han  de  ser  tenidos 
en  cuenta  para  dar  solución  á  los  diferentes  problemas 
referentes  á  esa  nacionalidad  misma.  Así  creemos  nos- 
otros, transcribiendo  estas  observaciones  al  terreno  en 
que  ahora  nos  encontramos  discurriendo,  transcribién- 
dolas al  examen  de  la  institución  del  Jurado  y  al  análi- 
sis del  problema  de  la  competencia,  que  cuando  se  trata 
de  averiguar  qué  delitos  son  los  que  deben  someterse  al 
conocimiento  del  Jurado,  el  criterio  que  debe  prevale- 
cer es  el  de  la  índole  de  cada  delito.  Entendiendo  que 
esta  índole  la  determinan  todas  las  otras  circunstancias 
cjue  la  mayor  parte  de  los  tratadistas  tienen  en  cuen- 
ta. Así,  por  ejemplo,  la  universalidad  con  que  cada  de- 
lito aparece  en  relación  al  tiempo  y  á  la  historia,  con- 
tribuye, tanto  á  determinar  su  índole,  como  el  grado 
de  alarma  que  aquel  delito  produce  en  la  sociedad,  co- 
mo la  intensidad  con  que  lastima  los  intereses  y  senti- 
mientos sociales,  como  la  facilidad  ó  dificultad  en  los 
medios  de  su  comprobación,  como  el  carácter  político  ó 
no  político  que  puede  atribuirse  y  como  el  grado  de 
penalidad  que  la  ley  señala  para  su  castigo. 


Jío  creemos  que  pueda  prescindirse  de  ninguna  do 
estas  circimstancias  para  determinar  la  índole  y  el  al- 
cance de  los  delitos,  si  se  trata  de  llegar  á  im  resultado 
total,  armónico  y  satisfactorio  para  todas  las  aspiracio- 
nes, ni  que  la  lógica  ó  cualquier  clase  de  intereses  pue- 
da pretender,  ni  menos  conseguir  que  de  ninguna  de 
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esas  condiciones  se  prescinda.  Be  manera  que  el  proce* 
diiuiento  que  conceptuamos  más  acertado  para  determi- 
nar la  competencia,  es  ir  examinando  uno  por  uno  los 
delitos  que  enumera  nuesti^o  C!ódigo  penal  y  estudiar 
la  índole  y  el  alcance  de  cada  grupo;  y  teniendo  eu 
cuenta  para  su  estudio  las  condiciones  y  circunstanciaf? 
que  antes  hemos  fijado,  resolver  en  cada  caso  y  con  en- 
tera separación  de  los  anteriores,  y  con  completo  cono- 
ciraícnto  de  las  circunstancias  que  loí^  determinan,  si 
los  delitos  de  que  se  trata  deben  ó  no  ser  sometidos  al 
conocimiento  y  jurisdicción  del  Jurado. 

Este  es  el  procedimiento  que  siguió  para  redactar  el 
art.  4."^  la  Comisión  parlamentaria  del  Congreso,  y  este 
€3  el  procedimiento  que  nosotros  calificamos  de  más 
acertado  y  que  vamos  á  seguir  también  para  analizar 
las  conclusiones  á  que  dicha  Comisión  llegó  y  que  han 
prevalecido  en  el  art,  4.^  de  la  ley> 

Hay  tratadistas  que,  en  contra  de  lo  que  venimoíi 
sosteniendo,  creen  que  deben  atenerse  para  determi- 
nar la  competencia  exclusivamente  al  grado  de  pena- 
lidad de]  delito.  Este  criterio  prevaleció  al  redactarse 
la  ley  de  Enjuiciamiento  de  1872;  pero  este  criterio  da 
lugar  á  verdaderas  contradicciones,  porque  sucede  mu- 
chas veces  que  los  autores  de  los  mismos  hechos  que 
por  las  diversas  circunstancias  accidentales,  transito- 
rias é  insignificantes  cu  que  h)s  cometieron  deben  ser 
juagados  por  la  misma  jurisdicción,  han  de  someterse 
á  Tribunales  distintos,  solamente  porque  aquellas  cir- 
cunstaneiaSj  disminuyendo  ó  aumentando  en  una  can- 
tidad determinada  la  penalidad  á  que  so  han  hecho 
acreedores,  les  hace  reos  de  delitos  castigados  con  pe- 
nas diversas,  aunque  en  realidad  separadas  poruña  di- 
ferencia pequeñísima. 

El  criterio  de  la  índole  del  delito  es  mucho  más  ra- 
ciona] que  este  y  mucho  más  conforme  á  los  principios 
generales  que  constituyen  la  base  de  toda  organiza- 
ción judicial  y  de  todos  los  procedimientos  criminales. 
Por  csoj  lo  repetimos,  los  autores  de  la  ley  del  Jurada 
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ipe  estamos  exammaudo,  baii  procetlido  con  iudiidu 
ble  acierto,  estableciendo  ese  criterio  que  iioKotríKS 
fücontramos  plausible,  y  que  aceptamos  para  juzgar  bu 
obra,  examiiiaiido  si  después  de  adoptarle  han  proc^c- 
íJído  en  cada  uno  de  loa  casos  de  ima  manera  Uigíca  y 
acertada. 


VI 


Desde  luego  era  imposible,  teniendo  en  cuenta   las 
diversas  condiciones  que  contribuyen  á  determinar  t  su 
índole  misma  y  á  pesar  de  lo  que  han  diolio  en  con- 
tra muchos  de  los  impugnadores  del  Jurado,  que  ni> 
^e  incluyera  en  el  número  de  los  que  han  de  someter- 
so  á  la  competencia  de  estos  Tribunales  bis  delitos  de 
traición,  que  son  los  primeros  entre  los  que  enumera 
nuestro  Código. 

Cometen  delito  de  txaición  los  españole-^  que  indu- 
cen á  una  potencia  extranjera  á  declarar  la  gueiTa  ú 
España  o  se  conciertan  con  ella  para  el  mismo  lin;  los 
que  facilitan  al  enemigo  la  entrada  en  el  Eeíno,  la  to- 
ma de  mía  plaza,  puesto  militar,  buque  de!  Kstatlo  n 
^^Imaeenes  de  boca  6  guerra  del  mismo;  los  que  í^educí^n 
tropas  eíjpañolas  ó  que  se  hallen  al  servicio  de  España 

para  que  se  pasen  ó  las  filas  enemigas  ó  deserten  de 
SU8  banderas  estando  en  campaña;  los  que  reclutau  en 
España  gente  para  hacer  la  guciTa  á  la  patria  bajo  las 
banderas  de  una  potencia  enemiga;  los  que  toman  ar- 
mas contra  la  patria  ó  suministran  tropas  á  uua  pííteu- 
cia  enemiga,  ó  la  facilitan  y  proveen  de  caudales,  ar- 
ma^, embarcaciones,  efectos  ó  municioneít  de  boca  ó 
giierra  ú  otros  medios  directos  y  eficaces  para  hostí- 
liüiar  su  propio  país;  los  que  suministran  al  enemigo 
planos  de  nuestras  fortalezas  ó  de  nuestros  teiTcnos, 
docuroentos  ó  noticias  que  puedan  perjudicaraos;  Ion 
que  impiden  á  nuestras  tropas  y  ü  los  defen8t»res  de  la 
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patria,  en  tiempo  de  guerra  con  una  potencia  enemiga^, 
recibir  auxílioSj  etc.,  etc. 

Basta  enumerar  estos  delitos,  basta  fijar  la  atención 
en  lo  que  consisten  estos  delitos,  para  comprender,  en 
primer  término,  su  gi^avedad  notoria,  j  en  segundo  lu- 
gar,  la  elevada  penalidad  á  qiie  están  sujetos  y  la  uni- 
versalidad de  esos  delitos  mismoí?,  porque  son  delitos 
de  todíjs  los  tiempos  y  de  todos  los  pueblos,  y  sobre 
todo,  porque  son  delitos  que  han  de  producir,  y  real- 
mente producen  en  el  país  donde  so  cometen^  un  grado 
tal  do  aliiniia,  que  concitan  de  tal  siiertc  el  sentimien- 
to público  contra  los  que  los  reali^aüj  que,  aun  cuando 
el  Jurado  no  existiera  para  ninguna  otra  especie  de 
ellos,  debía  establecerse  para  éstos,  desde  el  momento 
mismo  en  que  hechos  que  tanto  afectan  y  que  tan  hon- 
das y  profundas  pertm4.)aeiones  puede  oeasionaral  País, 
nadie  como  el  País  mismo  debe  ser  el  llamado  á  juz* 
garlos. 

Eentilta,  por  tanto,  del  examen  atento  do  lo  que  son 
delitos  de  traición,  que  cualesquiera  que  sean  las  con- 
diciones que  hayamos  de  tener  en  cuenta  para  deter- 
minar la  índole  del  delito  mismo  y  la  competí^ncia  del 
JuradOj  estos  delitos  de  traición  entran,  por  todas  y 
cada  una  de  ellas,  naturalmente,  dentio  de  esa  corapc- 
tencia;  y  por  tanto,  que  menos  que  respecto  de  ningu- 
no, ha  podido  sostenerse  acerca  de  éstos  que  no  ftieran 
sometidos  al  juicio  y  examen  del  Tribuual  popular. 


Yn 


El  segundo  grupo  de  los  delitos  enumerados  en 
nuestro  Código  penal,  es  el  de  los  que  comprometen  la 
paz  y  la  independencia  del  Estado. 

En  realidad,  no  es  necesario  extenderse  mucho  en 
consideraciones  respecto  de  éstos,  como  tampoco  lo  era 
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hacerlo  al  tratar  de  los  anteriores  delitos,  ó  sea  de  los 
de  traición,  porqne  ni  unos  ni  otros  afortunadamente  se 
repiten  con  frecuencia;  y  así  sucede,  que  la  mayor  par- 
te de  las  estadísticas  traen  en  blanco  las  casillas  co- 
rrespondientes á  los  expresados  delitos,  de  los  cuales 
hay  poquísimos  ejemplos.  Pero  atendido  el  interés  teó- 
rico que  entrañan  todas  estas  cuestiones,  ya  que  por 
fortuna  no  ofrezcan  un  grande  interés  práctico ,  con- 
tinuaremos haciendo  observaciones  acerca  de  ellos,  y 
en  este  momento  las  encaminaremos  á  justificar  que  los 
delitos  que  comprometen  la  paz  y  la  independencia 
del  Estado  no  hayan  sido  sometidos  á  la  competencia 
del  Jurado. 

Algunos  tratadistas  y  escritores,  así  como  algunos 
de  los  Eepresentantes  del  País  que  han  intervenido  en 
la  discusión  de  este  proyecto  de  ley,  encuentran  con- 
tradictorio que  se  hayan  sometido  á  la  competencia  del 
Jurado  los  delitos  de  traición,  y  que  los  de  este  segundo 
grupo  no  se  le  sometan;  porque,  en  efecto,  la  índole  de 
unos  y  otros  es  bastante  análoga  y  existe  entre  ellos 
notoria  semejanza  é  indudable  parecido.  Pero  este  pa- 
recido más  se  refiere  al  fondo  y  á  la  esencia  de  los  de- 
litos mismos  que  á  su  forma  y  á  su  aspecto  exterior, 
forma  y  aspecto  que  han  de  tenerse  en  cuenta  de  una 
manera  muy  especial  por  las  consecuencias  y  efectos 
que  producen,  y  porque,  como  veremos,  nos  llevan  á 
justificar  su  exclusión. 

De  estos  razonamientos  exceptuamos  ante  todo  los 
delitos  á  que  se  refieren  los  artículos  149,  151  y  152 
del  Código.  El  149"  dispone  que  los  funcionarios  públi- 
cos que,  abusando  de  su  cargo,  comprometieren  la  dig- 
nidad ó  los  intereses  de  la  Nación  española,  de  un  modo 
que  no  esté  comprendido  en  el  resto  del  capítulo  á  que 
dicho  artículo  pertenece,  sean  castigados.  El  151  pena 
de  diversa  manera,  según  la  gravedad  que  pueda  re- 
vestir el  delito,  al  que  mantenga  correspondencia  con 
país  enemigó  ú  ocupado  por  sus  tropas  en  tiempo  de 
gnerra;  y  por  último,  el  162  castiga  también,  al  español 
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culpable  de  tentativa  para  pasar  á  país  enemigo  cnan- 
do  lo  hubiere  prohibido  el  Gobierao. 

Es  indudable  que  estos  delitos,  mejor  que  en  el  capí- 
tulo en  que  se  enumeran,  lo  habrían  sido  entre  los  de- 
litos de  traición;  y  respecto  de  ellos  creemos  que  se  han 
debido  de  todas  suertes  someter  á  la  competencia  del 
Jurado,  habiendo  en  realidad  inconsecuencia  en  no  ha- 
berlo hecho  así;  pero  estos  delitos  no  son  más  que  xm 
pormenor  de  los  diversos  que  se  han  comprendido  en  el 
número  de  los  que  comprometen  la  paz  y  la  indepen- 
dencia del  Estado,  de  los  cuales  los  más  importantes 
son  los  que  cometen  loa  Ministros  eclesiásticos  que  en 
el  ejercicio  de  su  cargo  publican  ó  ejecutan  Bulas,  Bre- 
ves, Kescriptos  ó  despachos  de  la  corte  pontificia  ú 
otras  diversas  declaraciones  que  atacaren  la  ipaz  y  la 
independencia  del  Estado,  ó  que  se  opusieran  a  la  ob- 
servancia de  sus  leyes  ó  procuraran  su  inobservancia; 
los  que  cometen  los  que  introdujeren,  publicaren  ó  eje- 
cutaren en  el  Eeino  cualquier  orden,  disposición  ó  do- 
cumento de  un  Gobierno  extranjero  que  ofenda  la 
independencia  ó  seguridad  del  Estado;  los  que  con  ac- 
tos ilegales  ó  que  no  estén  autorizados  legalmente  co- 
metan ó  den  motivo  á  la  declai^ación  de  guerra  contra 
España  por  parte  de  otra  Potencia  ó  expusieran  á  los 
españoles  á  que  experimenten  vejaciones  ó  represalias 
en  sus  personas  ó  en  sus  bienes;  los  que  sin  autoriza- 
ción  bastante  levanten  tropas  en  el  Eeino  para  servicio 
de  una  Potencia  extranjera^  cualquiera  que  sea  el  obje- 
to que  se  proponga  ó  la  nación  á  que  intenten  hostili- 
zar, y  los  que  sin  autorización  bastante  destinen  bu- 
ques  al  corso. 

La  simple  enumeración  de  estos  diversos  delitos  hace 
ver  que  hay  en  ellos  dos  clases  con  caracteres  perfecta- 
mente determinados.  Pertenecen  á  la  primera  aquellos 
hechos  que  indirectamente  menoscaban  la  independen- 
cia del  Estado,  y  por  consiguiente,  dentro  de  ella  los  do- 
cumentos de  cierto  carácter  emanados  de  una  autoridad 
extranjera;  y  pertenecen  á  la  segimda  otros  actos  que 
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en  reaKdad  no  tienen  otro  valor  que  el  de  romper  la 
neutralidad  ó  alterar  las  buenas  relaciones  en  que  pue- 
da encontrarse  el  País  respecto  de  otra  Potencia.  ¿Por 
qué  no  se  han  sometido  estos  delitos  á  la  competencia 
del  Jurado?  Pues  la  razón  que  se  ha  tenido  presente 
para  excluirlos  es  distinta  respecto  de  unos  y  otros. 


vni 

En  cuanto  á  los  primeros,  han  influido  en  esta  reso- 
lución consideraciones  de  un  orden  puramente  interior, 
relacionadas  con  la  manera  de  ser  de  nuestro  pueblo, 
con  las  creencias  que  en  él  dominan,  con  nuestro  ge- 
nio nacional  y  con  el  carácter  sobre  todo  de  determina- 
das localidades  donde  es  posible  que  estos  delitos  se  hu- 
bieran cometido  con  más  frecuencia,  caso  de  llegarse  á 
cometer  alguna  vez.  En  cuanto  á  la  segunda  clase  de 
los  hechos  que  venimos  examinando,  las  consideracio- 
nes que  se  han  tenido  presentes  para  excluir  los  delitos 
que  la  forman  del  conocimiento  del  Jurado  son  de  otra 
índole  relacionada  con  la  política  exterior  y  de  carácter 
diplomático. 

Las  leyes  penales  son  en  muchos  casos  puramente 
circunstanciales.  Existe  una  necesidad  en  un  país;  se 
encuentran  el  Estado  colocado  en  condiciones  excep- 
cionales; tiene  que  subvenir  á  ellas  de  algún  modo  y 
atender  á  la  satisfacción  de  esas  necesidades  con  recur- 
sos muchas  veces  transitorios  y  pasajeros;  pues  las 
atiende  y  satisface  con  las  reglas  penales,  con  las  san- 
ciones que  estima  conveniente  adoptar.  A  esto  respon- 
de el  que  los  Códigos  de  todos  los  países  del  mundo  enu- 
meren y  sancionen  muchas  veces  hasta  con  penas  ele- 
vadísimas,  actos  que  no  son  verdaderos  delitos;  actos  que 
examinados  á  la  luz  de  los  principios  del  derecho  na- 
tural y  de  la  filosofía  del  derecho  no  presentan  aspecto 
alguno  verdaderamente  reprochable  y  digno  de  censura 
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y  mucho  menos  un  aspecto  digno  de  severo  castigo; 
pero  la  razón  de  Estado,  las  necesidades  de  los  pueblos, 
esas  necesidades  circunstanciales  á  que  antes  nos  refe- 
ríamos pueden  exigir  que  un  acto  que  á  la  lo^  de  la  mo- 
ral y  del  derecho  natural  es  verdaderamente  inocente» 
sea  no  obstante  castigado  con  penas  severísimas.  Así 
sucede  con  los  delitos  de  contrabando. 

Los  delitos  de  contrabando  no  son  verdaderos  de- 
litos desde  el  punto  de  vista  de  la  moral.  La  introduc- 
ción de  géneros  cuya  importación  se  halle  prohibida, 
será,  y  nosotros  no  lo  negamos,  á  la  luz  del  derecha  y 
de  la  conveniencia  del  Estado  así  como  de  la  del  Te- 
soro, un  acto  verdaderamente  digno  de  enérgica  re- 
probación; pero  en  el  fondo  ese  acto  no  constituye  den- 
tro de  los  principios  de  la  moral  un  verdadero  delito. 
Sin  embargo,  se  le  castiga  como  tal  y  debe  castigárse- 
le severamente;  pero  es  indiscutible  que  habría  peli- 
gro en  someter  al  conocimiento  de  un  Jurado  hechos 
de  esa  especie,  porque  así  como  puede  pedírsele  a  loa 
jurados,  á  los  ciudadanos  que  vienen  á  formar  un  Tri- 
bunal popular,  que  aprecien  con  exactitud  las  pruebas 
que  se  les  sometan,  y  que  sientan  verdadera  indigna- 
ción y  un  deseo  de  cumplir  exfrictamente  con  los  de- 
beres de  Magistrados,  siempre  que  se  trate  de  castigar 
un  hecho  de  los  que  levantan  en  el  fondo  de  toda  alma 
honrada  enérgica  protesta,  es  imposible  pedirles  que 
hagan  absolutamente  nada  de  esto  cuando  se  ofrezca 
ante  sus  ojos  uno  de  esos  casos,  en  los  cuales,  á  la  I112 
de  la  moral  y  prescindiendo  de  toda  prevención  que 
naturalmente  no  exista  arraigada  en  el  ánimo  de  todos 
los  ciudadanos,  no  haya  verdadero  delito. 

Lo  mismo  sucede  con  aquél  que  describe  el  artícu- 
lo 144  del  Código  penal.  Un  sacerdote  publica  ó  ejecu- 
ta una  bula  ó  un  breve  del  Sumo  Pontífice,  ^Quiéu 
considera  delito  este  acto?  Pues  no  pueden  considerar- 
le como  tal  más  que  aquellos  hombres  que  por  sus  es- 
tudios, por  su  práctica,  por  sus  conocimientos  especia- 
les y  por  la  preocupación  en  que  viven  del  respeto  de- 
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T}ido  á  ciertos  intereses,  pueden  distinguir  el  elemen- 
to verdaderamente  criminal  que  existe  en  ese  acto  mis- 
mo; pero  á  un  hombre  libre,  á  un  hombre  exento  de 
esa  preocupación  y  que  carece  de  esas  prevenciones, 
no  se  le  puede  exigir  que  considere  tal  hecho  como 
verdaderamente  punible. 

Y  aun  hay  más:  teniendo  en  cuenta  las  arraigadas 
ideas  religiosas  de  la  mayor  parte  de  la  población  es- 
pañola, sería  dudoso,  desde  el  punto  de  vista  de  la  jus- 
ticia, el  éxito  que  pudiera  ofrecer  un  proceso  formado 
á  un  sacerdote  que  infringiera  el  art.  144  del  Código 
penal;  y  casi  puede  asegurarse  que  en  la  mayor  parte 
de  nuestras  localidades,  sobre  todo  en  aquellas  en  las 
iguales  el  espíritu  religioso  domina  y  muchas  veces  ca- 
rece la  población  de  hábitos  cuya  falta  les  impulsa  á  los 
mayores  extremos,  como  se  ha  visto  en  casos  muy  re- 
petidos de  nuestra  historia  moderna;  puede  asegurarse, 
decimos,  que  en  esas  localidades,  el  ministro  católico 
que  se  hubiera  hecho  reo  del  delito  que  estamos  exa- 
minando, al  ser  llevado  ante  el  Jurado,  encontraría  en 
aquellos  conciudadanos  que  formaran  el  Tribunal  de 
Justicia,  en  vez  de  una  severa  imparcialidad,  ima  par- 
cialidad manifiesta,  y  por  unos  y  otros  medios,  ya  ne- 
gando la  comisión  del  hecho,  ya  declarando  las  cir- 
cunstancias atenuantes,  ya,  en  suma,  por  cualquiera 
de  los  recursos  que  dentro  6  fuera  de  la  ley  existen 
para  que  un  Jurado  haga  en  definitiva  lo  que  sea  su 
volimtad,  esos  delincuentes  encontrarían  en  el  Tribu- 
nal ante  el  que  hubieran  sido  llevados  más  que  el  cas- 
tigo de  su  acción,  un  aplauso  tributado  á  su  resolución 
y  á  su  energía  en  no  faltar  al  cumplimiento  de  los  de- 
beres religiosos  que  les  obligaban. 

Mientras  subsista,  y  nosotros  creemos  que  no  ha  de 
tardar  en  desaparecer,  si  es  que  no  ha  desaparecido  ya, 
la  posibilidad  de  estos  conflictos  entre  los  deberes  ci- 
viles y  los  deberes  que  impone  la  religión  misma,  el 
delito  de  que  ahora  tratamos  constituiría  una  verdade- 
ra excepción  y  sería  imprudente  si  se  mantiene  en  el 
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OódigOj  llevar  á  quien  lo  cometa  ante  loa  Jueces  de  im 
Tribunal  popular. 


IX 


Las  relaciones  internacionales  constituyen  un  puntt> 
extremadamente  delicado  que  ha  de  estndiai^e  y  aten- 
derse con  el  mayor  esmero  posible,  por  la  índole  ¡sin- 
gular de  los  elementos  que  contribuyen  á  formarlo. 
iJesdc  el  momento  en  que  la  Constitución  establece 
que  con'esponde  al  Poder  Ejecutivo,  al  Ecy^  la  decla- 
ración de  gueixa,  es  indudable  que  admite  que  puede 
existir  un  estado  de  hecho  en  orden  á  estas  relaciones, 
en  el  cual,  sin  dificultad  ninguna,  surgen  conflictos, 
que  la  ley  penal  está  llamada  á  prevenir.  Antes  de 
que  el  Poder  Ejecutivo  se  resuelva  á  lanzar  una  decía- 
ración  de  guerra  contra  un  país  cualquiei'íi,  existen 
siempre  precedentes.  Unas  veces  cuestiones  defix)nte- 
ras,  otras  veces  incidentes  en  las  relaciones  mercanti- 
leSj  ya  lo  que  se  llama  guerra  de  tarifas,  ya  lo  que  se 
llama  guerra  de  pluma^ — frn^e  que  se  ha  aplicado  á  los 
antecedentes  de  muchos  conflictos  armadoSj^en  Euro- 
pa y  en  América  constituyen,  por  decirlo  así,  el  pro- 
logo de  todas  las  grandes  luchas  armadas. 

En  ese  estado  anterior  á  la  guerra  misma,  durante  el 
cual  las  pasiones  excitadas  de  unos  pueblos  contra  otros 
producen  á  tliario  toda  clase  de  excesos  y  toda  clase  de 
extremos,  es  frecuente  que  una  Autoridad  más  irreflexi- 
va ó  más  apasionada  que  oti'u  que  gobierna  una  provin- 
cia ó  departamento  inmediato  á  las  fronteras  del  paÍR 
con  el  cual  se  está  en  ese  estado  de  relaciones,  abusando 
de  su  poder  ó  de  su  fuerza,  lleve  á  cabo  algún  acto  que 
motive,  ó  una  declaración  de  guerra,  ó  una  serie  de  di- 
ficultades internacionales.  Si  el  que  tal  hace  es  someti- 
do a  la  competencia  del  Jurado,  ^^qué  sucederá?  Pora 
nosotros  no  es  dudoso.  Dado  semejante  estado  de  reía- 
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ciones,  cuando  el  país  quizás  anhela  la  lucha,  cuando 
el  encono  contra  el  extranjero  ha  llegado  á  su  período 
álgido,  cuando  acaso  se  censura  al  Poder  Ejecutivo  por- 
que no  ha  declarado  ya  la  guerra,  cuando,  en  una  pa- 
labra, existe,  sobre  este  punto  concreto,  discordia  en- 
tre el  país  y  los  que  le  rigen  y  representan,  ¿puede 
ser  juzgado  con  imparcialidad  por  el  Jurado  un  delito 
de  esa  naturaleza?  No. 

Por  otra  parte,  supongamos  que  ocurre  el  caso 
cuyo  ejemplo  acabamos  de  presentar;  supongamos  que 
ima  Autoridad  fronteriza  abusa  en  esas  circunstancias 
de  su  poder  y  comete  un  atropello  de  esa  índole; 
supongamos  que  al  cometerlo  responde  á  las  exigen- 
cias del  sentimiento  público;  y  supongamos,  en  fin, 
que  procesada  esa  Autoridad,  llevada  ante  el  Jura- 
do y  sometida  su  conducta  al  fallo  del  Tribunal  po- 
pular, éste  la  absuelve:  su  absolución,  ¿no  será  un 
nuevo  motivo  que  agrave  y  complique  la  situación  de 
las  relaciones  diplomáticas  ya  tirantes  que  existen  en- 
tre la  Potencia  donde  se  ha  cometido  el  hecho  agresivo 
y  la  Potencia  que  sufrió  la  agresión?  ¿No  embarazará 
y  dificultará  el  libre  ejercicio  de  la  prerrogativa  Eegia 
consignada  en  la  Constitución  que  confiere  al  Monarca 
la  declaración  de  guerra?  ¿No  producirá  todo  este  con- 
junto *de  hechos  esa  resolución  del  Jurado  aumentan- 
do el  mal  que  trata  de  evitarse?  Por  esto  se  ha  proce- 
dido con  grande  acierto  al  excluir  esos  delitos  de  la 
competencia  del  Jurado.  El  elemento  diplomático  quo 
hay  en  ellos,  ese  elemento  de  tan  difícil  apreciación, 
no  puede  ser  sometido  á  la  generalidad  de  las  gentes. 

Muchas  veces  hemos  dicho,  y  muchas  más  habre- 
mos de  repetirlo  en  el  curso  de  estos  Comentarios, 
que  en  el  Jurado  se  busca  la  rectitud,  la  ausencia  de 
preocupaciones,  una  conciencia  honrada,  pero  no  otra 
cosa.  Desde  el  momento  en  que  el  Jurado  es  el  llama- 
do á  apreciar  elementos  de  una  delicadeza  tan  esqui- 
sita  como  son  las  relaciones  iutemacionales  ó  las  re- 
laciones que  deben  existir  entre  la  Iglesia  y  el  Esta- 
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do  Ó  cualesquiera  otros  que  á  esos  se  asemejen;  desdo 
ese  momento  el  Jurado  no  puede  pre.star  servicios  efi- 
caces y  valiosos  á  la  administración  de  justicia  y  es  ne- 
cesaiío  recurrir  á  los  Jueces  de  derecho ,  los  cuales, 
por  sus  estudios,  por  sus  condiciones^  por  la  esfera  en 
que  viven,  por  el  género  de  asuntos  á  que  so  han  con- 
sagrado, por  sus  preocupaciones  mismas,  son  más  aptoa 
para  apreciar  ose  elemento. 


-1 


Otro  caso  de  delitos  que  comprometen  la  paz  y  la  in- 
dependencia del  Estado  y  que  tampoco  pueden  some- 
terse á  la  competencia  del  Jurado,  es  aquel  en  el  cual 
se  trata  del  cumplimiento  de  los  deberes  que  impone 
la  neutralidad,  caso  por  otra  parte  bastante  análogo  al 
que  acabamos  de  explicar, 

Al  analizar  este  caso  es  conveniente  evocar  un  re- 
cuerdo de  nuestra  historia  contemporánea.  En  1870| 
por  un  incidente  de  las  negociaciones  diplomáticas  se- 
guidas á  fin  de  hallar  candidato  al  Trono  de  España, 
entonces  vacante,  surgió  la  guerra  entre  Francia  y 
Alemania,  Nuestros  lectores  recordarán  de  un  modo 
completo,  porque  seguramente  pasaron  ante  su  vista 
los  episodios  de  aquel  extraordinario  suceso,  que  el 
Gobierno  de  España  quería  que  viniera  á  ocupar  el 
Trono  de  nuestro  País  un  Príncipe  de  la  Casa  de  Ho- 
henzoUem.  El  Emperador  de  Francia  se  opuso  á  esta 
resolución  y  su  oposición  hiiió  el  amor  propio  y  el  le- 
gítimo orgullo  de  la  Nación  alemana,  con  agravio  al 
propio  tiempo  de  la  espafiolu  porque  era^  sin  género  al- 
gwTio  de  duda,  contrario  á  nuestra  independencia ,  el 
hecho  de  que  Francia  quisiera  impedir  que  España  pro- 
clamase lley  al  Príncipe  que  conceptuara  digno  de  ese 
elevadísimo  puesto. 

Esa  conducta  creó  honda  irritación  en  el  ánimo  de 
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nuestros  conciudadanos,  y  en  España  entera  se  pro- 
dujo un  movimiento  de  antipatía  hacia  la  Nación  fran- 
cesa. El  mismo  Gobierno  español,  si  no  están  equivo- 
cadas las  referencias  que  de  aquellos  sucesos  han  lle- 
gado hasta  nuestros  días,  discutió  seriamente  si  debía 
ó  no  declarar  la  guerra  á  Francia  y  ayudar  á  Alemania 
en  la  empresa  de  combatirla.  Por  consideraciones  de  un 
patriotismo  y  una  discreción  que  nunca  serán  bastante 
alabadas,  el  Gobierno  de  España  se  resolvió  á  mante- 
ner la  neutralidad,  y  quedamos,  mientras  Francia  y 
Alemania  guerreaban,  en  una  actitud  completamente 
neutral,  pero  en  esa  situación  equívoca  que  antes  he- 
mos descrito.  El  Gobierno,  decidido  y  resuelto  á  no 
romper  por  nada  ni  por  nadie,  ni  en  favor  de  Alemania 
ni  en  favor  de  Francia,  ni  en  contra  de  las  dos  Poten- 
cias, su  actitud  de  neutralidad;  el  País,  malquistado  y 
enconado  contra  Francia,  deseando  que  la  victoria  co- 
ronase los  esfuerzos  de  Alemania:  en  semejante  estado 
de  cosas  nada  hubiera  sido  tan  fácil  como  que  los  ciu- 
dadanos españoles,  en  quienes  la  pasión  dominase  más 
que  el  buen  sentido,  se  vieran  arrastrados  á  cometer 
algún  acto  de  esos  que  violan  la  neutralidad  y  que  de- 
fine el  art.  150  de  nuestro  Código. 

Si  esto  hubiera  sucedido,  repitiendo  la  pregimta 
que  hemos  hecho  ya  varias  veces,  y  los  culpables  de 
semejante  delito  hubieran  sido  llevados  ante  el  Jurado, 
participando  entonces  el  Jurado  como  seguramente 
participaría  de  las  tendencias  y  aspiraciones  del  delin- 
cuente, ¿es  posible  presumir  que  el  Tribunal  popular 
se  hubiese  resuelto  á  condenarle?  Creemos  que  no;  y 
en  el  caso  de  que  un  autor  de  violación  de  la  neutra- 
lidad fuese  absuelto  por  un  veredicto  que  le  declarara 
inculpable,  ¿es  posible  presumir  que  la  paz  hubiera  po- 
dido conservarse?  Tampoco  lo  creerá  nadie.  De  aquí 
que  en  este  caso,  como  en  los  anteriores,  porque  delitos 
como  los  que  define  el  aic.  150  no  se  cometen  sino  en 
las  circunstancias  que  nosotros  hemos  descrito;  de  aquí, 
decimos,  que  en  este  caso  como  en  los  anteriores  sea 
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procedeDte  y  aeeriíida  la  exclusión  que  se  ha  hecho  de 
Éíemejantes  delitos  al  no  someterlos  á  la  competencia 
del  Jurado. 


XI 


Llama  nuesti'o  Código  delitos  contra  el  derecho  de 
gentes  los  que  se  cometen  al  matar  á  im  Monarca  ó 
Jefe  de  otro  Estado  residente  en  España;  al  producirle 
lesiones  graves  ó  al  cometer  contra  estaa  personas  iin 
atentado  de  cualquiera  otra  especie  ó  al  violar  la  ininu* 
nidad  personal  ó  el  domicilio  de  una  de  ellas,  así  como 
el  de  cualquier  líepreseutante  de  una  Potencia  que  está 
acreditado  cerca  de  nuestro  País.  Y  estos  delitos,  que 
constituyen  el  tercero  de  los  grupos  enumerados  por  el 
referido  Código,  han  íi?ido  excluidos  también  de  la  com- 
petencia del  Jiu'ado  por  razones  análogas  á  las  que  se 
han  tenido  en  cuenta  respecto  de  algunos  de  los  del 
grupo  anterior. 

Otro  recuerdo,  tambión  tomado  de  nuestra  historia 
contemporánea,  de  días  más  próximos  al  en  qne  nos* 
otros  eflcrihimos,  justificará  esa  exclusión.  Ko  es  pom- 
ble  que  el  lector  ignore  lo  sucedido  en  nuestro  País  al 
recibirse  la  noticia  de  que  la  bandera  alemana  ondeaba 
en  el  islote  de  Yap  del  Archipiélago  de  las  Carolinas. 
La  indignación  de  la  capital  de  la  Monarquía  llegó  á  su 
colmo;  y  una  tiu*ba  irreflexiva  y  apasionada  se  dirigió 
á  la  Embajada  alemana,  arrancó  el  escudo  colocado  en 
el  balcón  del  Palacio  qne  habitaba  la  misma  y  lo  arras- 
tró por  las  calles,  haciendo  con  él  im  verdadero  auto  de 
fe  en  una  de  las  pla^sas  de  Madrid.  La  inmunidad  del 
domicilio  del  Representante  de  Alemania  había  sido 
violada;  los  reos  de  este  atentado  fueron  presos  y  so- 
metidos á  la  acción  de  los  Tribunales.  De  existir  enton- 
ces el  Jurado,  y  si  los  delitos  de  esa  índole  estuviei^n 
sometidos  á  su  conocimiento,  ¿es  verosímil  suponer 
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que  ningún  Jurado,  imbuidos  como  estaban  todos  los 
ánimos,  como  aun  quizás  se  hallan  de  las  ideas  y  de  las 
pasiones  que  despertaron  aquellos  sucesos,  es  verosímil 
suponer  que  ningún  Jurado  condenase  á  los  autores 
de  semejante  manifestación? 

Y  empleamos  la  palabra  cotidenar  atribuyendo  al  Ju- 
rado una  facultad  que  en  realidad  no  tiene,  pero  que- 
remos que  el  lector  se  fije  en  el  alcance  y  en  la  realidad 
de  las  consideraciones  que  exponemos,  más  que  en  su 
forma.  El  Jurado  no  condena  en  absoluto;  pero  aprecia 
los  hechos,  y  por  el  camino  de  la  apreciación  de  los  he- 
chos y  de  la  estimación  de  las  pruebas  puede  llegarse  á 
la  absolución  ó  á  la  condenación,  según  sea  la  voluntad 
de  los  Jurados.  Quiere  decir  esto  que  cuando  la  ley 
cierra  al  Jurado  por  completo  el  camino  de  realizar  su 
voluntad,  el  Jurado  apela  de  una  manera  indirecta  á  los 
recursos  que  la  ley  misma  pone  en  sus  manos;  y  sin  gé- 
nero alguno  de  duda,  cuando  un  Jurado  cree  y  estima  la 
incidpabilidad  del  reo  que  ante  él  se  presenta,  cuando 
por  alguna  circunstancia  entiende  que  no  debe  ser  con- 
denado, le  basta  sencillamente  con  declarar  que  no 
está  probada  su  delincuencia;  lo  cual  llega  ya  de  una 
manera  plena  á  los  límites  de  la  facultad  de  consentir 
^  negar  la  absolución. 

Dejando  aparte  estas  consideraciones  que  hemos 
expuesto  como  una  salvedad  necesaria  para  autorizar 
el  lenguaje  que  usábamos,  nos  parece  que  con  el  re- 
cuerdo que  acabamos  de  hacer  y  con  la  deducción  que 
de  él  hemos  obtenido  queda  justificado  también  por 
completo  el  hecho  de  que  los  delitos  contra  el  derecho 
de  gentes,  en  los  cuales  existe  ese  elemento  diplomáti- 
co de  difícil  apreciación  y  en  algimo  de  los  cuales 
existe  otro  elemento  como  es  el  de  la  reciprocidad 
que  invoca  la  ley  penal  y  que  tampoco  pueden  apre- 
ciar sino  las  personas  versadas  en  Derecho;  que  estos 
delitos  contra  el  derecho  de  gentes,  decimos,  no  de- 
ben en  manera  alguna  ser  sometidos  á  la  competencia 
del  Jurado,  y  que  la  ley  del  Jurado  que  estamos  co- 
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ineDtandü  ha  hecho  tniiy  bien  y  ha  procedido  oorreüt»* 
mente  al  excluirlos  do  esa  manera. 


xn 


El  cuarto  gnipo  de  los  delitos  enumerados  por  ttues- 
tro  Código  penal,  comprende  los  de  piratería.  También 
están  excluídoH  de  la  competencia  del  Jurado  p^rq^iL- 
estos  delitos  de  piratería,  con  arreglo  á  la  legiskiLitn 
que  rige  ííobre  ftiero8j  conTRponden  á  la  jurisdicción 
de  Marina- 


xni 


Quinto  grupo.  Delitos  de  leea  Majestad, 
Auteí^i  de  en(rar  en  el  examen  de  estos  delitos  nos 
parece  conveniente  analizai'  una  cuestión  previa.  Loe 
delitos  de  lesa  Majestad  son  los  primeros,  por  el  onlen 
con  que  la  ley  penal  los  enumera,  de  todos  los  que  pne- 
den  califlcar^e  de  delitos  políticos,  que  eomprendcftt 
además  do  óstos,  loíi  que  se  cometen  contaba  las  Cortea, 
contra  el  Cíonsejo  de  Ministros  ó  contra  la  forma  dfi 
ííobiemOj  los  que  cometen  los  particulares  con  ocasióm 
de  los  derechos  individuales  garantizados  por  la  Cons- 
titución, los  que  cometen  los  ñmcionanos  públicos 
contra  el  ejt^rcicio  de  los  derechos  individuales  sancio- 
nados por  la  ley  fundamental,  los  relativos  al  libre 
ejercicio  de  los  cultos,  etc.  Son,  pues,  los  de  lesa  Ma- 
jestad delitos  políticos.  Y  antes  de  detenemoí*  á  ver 
si  la  ley  del  Jurado  ha  hecho  bien  ó  mal  en  excluirlos 
y  sí  los  autores  de  esa  ley  han  procedido  ó  no  recta- 
mente al  no  someterlos  á  la  competencia  del  Jurado, 
procedo  examinar  si  los  delitos  políticos  en  general 
deben  ó  no  someterse  al  conocimiento  del  Jmmdo  mis- 
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mo,  Y  hay  que  examinar  esta  cuestión,  porque  es  una 
de  las  que  más  han  preocupado  y  preocupan  á  la  ma- 
yor parte  de  los  tratadiBtas  de  procedimientos  crimi- 
nales que  analizan,  estudian  y  exponen  lo  que  es  esta 
institución. 

Desde  luego,  nuestra  opinión  en  este  punto  es  ter- 
minante; creemos  que  el  Jurado  debe  existir  para  la 
mayor  parte  de  los  delitos^  y  que  aun  cuando  na  exis- 
tiera para  los  comunes  que  se  someten  á  su  competen- 
cia, debería  estfiblecerse  para  los  delitos  políticos.  Los 
autores  de  la  Constitución  de  186 i)  pensaban  de  la 
misma  manera  que  nosotros;  por  eso  ordenaron  en  el 
art:  í)3  de  aquel  Código  que  se  estableciera  el  juicio 
por  jurados  para  todos  los  delitos  políticos  y  para  los 
comunes  que  determinara  la  ley,  afirmando  lo  que, 
en  nuestro  concepto,  constituye  la  buena  doctrina  res- 
pecto de  este  punto,  y  es,  que  se  podrán  por  una  ú 
otra  consideración  excluir  del  conocimiento  y  compe- 
tencia del  Jurado  determinados  delitos  comunes,  pero 
en  enante  á  los  políticos,  ninguno,  absolutamente  nin- 
guno debe  excluirse;  todos,  absolutamente  todos  deben 
Bometerse  al  juicio  del  Tribunal  popular. 

Muchos  escritores,  á  quienes  el  Jurado  como  Tribu- 
nal  inspira  escasa  conüanzaj  admiten,  sin  embargo^ 
que  puede  servil'  de  garantía  cuando  se  trata  de  de- 
litos políticos;  y  fundándose  en  esta  creencia  limitan 
al  conocimiento  de  esos  delitos  la  competencia  del  Ju- 
rado. Eomagnosi,  en  su  Scimza  ddle  cosütnzioni  (1),  lo 
declara  paladinamente.  Cree  que  en  todos  los  delitos 
comunes  contra  la  vida,  contra  la  propiedad,  y  contra 
la  honra  de  los  ciudadanos  no  puede  inspirar  descon- 
fianza la  Hagistratnra,  porque  el  interés  de  los  Ma- 
gistrados está,  respecto  de  elloSj  completamente  con- 
forme con  el  interés  del  pueblo;  pero  tinxtandose  de  los 
delitos  políticos,  opina  que  no  existe  esa  conformidad, 


(1)    Pftrte  primera.  Teorííi  general,  §  36. 
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y  por  lo  tanto j  que  es  necesaria  ó  indispensable  aque- 
lla garantía. 

Nosotros  no  participamos  por  completo  de  este  pun- 
to de  vifita;  lo  aceptamos  en  cuanto  á  la  conclusión , 
pero  no  en  absoluto  respecto  á  su  fundamento,  por- 
que ese  punto  de  vista  nace  de  considerar  al  Jurado 
solamente  como  un  Tribunal  más  imparcial,  como  un 
Tribunal  más  equitativo,  como  un  Tribunal  más  inde- 
pentliente  del  Gobierno  que  el  Tribunal  que  consti- 
tuyen los  Magistrados.  Si  bien  este  es  uno  de  los  as- 
pectos recomendables  del  Jurado  y  si  bien  esa  inde- 
pendencia siempre  es  notoria,  no  constituye  la  única, 
ni  aun  en  nuestro  sentir  la  superior  ventaja  del  Jura- 
do. Semejante  manera  de  considei*arle  está  ya  algo  an- 
ticuada; responde  á  un  estado  de  cosas  y  a  un  estado 
de  la  opinión  también  completamente  distinto  del  que 
observamos  al  presente.  Hace  años  la  acción  de  los 
Gobiernos  en  todos  los  pueblos  se  sentía  de  una  ma- 
nera más  eficaz;  era,  para  emplear  el  lenguaje  adecuñ' 
do  á  aquellas  circunstancias,  por  decirlo  así,  más  auto- 
ritaria. Tratadistas  y  escritores  de  IJereeho  público  al 
examinar  todas  las  cuestiones  relacionadas  con  la  po- 
lítica,  lo  hacen  siempre  bajo  el  peso  y  bajo  el  iuflu- 
jo  de  aquella  verdadera  obsesión  y  sus  palabras  son 
constantemente  una  protesta  contra  la  ingerencia  del 
poder  llevada  mucho  más  allá  de  sus  límites  natura- 
les; pero  hoy  las  cosas  han  variado:  en  realidad,  todos 
los  poderes  en  todos  los  pueblos  limitan  bastante  su 
acción,  hay  mayor  tolerancia,  existe  mayor  respeto 
al  derecho  j  á  los  intereses  de  los  ciudadanos,  y  sólo 
por  excepción^  alguna  vez  puede  observai^sc  que  este 
respeto  se  desconozca  y  que  la  arbitrariedad  venga 
íi  inficionar  de  una  manera  grave  aquel  estado  de 
cosas. 

Es  conveniente  todavía  el  Tribunal  de  Jiu^do  y 
más  conveniente  que  el  Tribunal  de  derecho  por  sti 
mayor  independencia;  pero  sobre  esta  consideración  y 
antes  que  ella,  hemos  de  tener  en  cuenta  las  técnicas 
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-que  expusimos  en  la  Introducción  a  estos  Comen- 
tarios. 

Xo  está  demás  repetirlo;  sobre  todas  las  cosas  nos- 
otros preferimos  el  Tribunal  de  Jurado  porque  creemos 
que  los  Jurados  designados  en  la  forma  que  establece 
la  ley  que  acaba  de  promulgarse  y  que  estamos  comen- 
tando, son  más  aptos  que  los  Jueces  de  derecho  para 
la  apreciación  de  la  prueba.  Después  de  esto  tenemos 
en  cuenta  las  razones  que  se  alegan  jurídicamente  res- 
pecto á  su  mayor  independencia,  además  de  todas  las 
otras  consideraciones  que  por  puro  sabidas  no  repeti- 
mos, acerca  de  las  ventajas  del  Tribunal  popular. 


xrv^ 


En  cuanto  á  los  procesos  formados  por  delitos  polí- 
ticos esa  circunstancia  de  mayor  independencia  es 
siempre  muy  digna  de  tenerse  en  cuenta  y  es  siempre 
una  garantía.  Los  Magistrados,  los  Jueces  de  derecho, 
consideran  las  cuestiones  políticas  más  como  cuestiones 
de  Gobierno  que  como  problemas  jurídicos;  no  pueden 
prescindir,  aun  cuando  quieran,  de  que  ellos  mismos 
son  parte  de  una  organización  administrativa  y  políti- 
ca que  se  siente  atacada,  y  al  fin  y  al  cabo  el  juez  en- 
tonces es,  no  un  Magistrado,  sino  un  funcionario,  una 
parte,  un  elemento  de  esa  organización.  Y  ¿qué  extraño 
puede  parecer  á  nadie  que  ligados  sus  intereses  á  los 
de  la  situación  existente  en  el  País  de  que  se  trate, 
por  instinto  de  conservación,  sin  malicia  quizá,  sin  vo- 
luntad seguramente,  obedeciendo  más  á  preocupaciones 
que  á  los  dictados  de  su  Ubre  arbitrio,  al  verse  frente 
á  frente  del  procesado  que  se  presenta  como  autor  de 
un  atentado  contra  aquella  organización,  contra  aquella 
manera  de  ser,  contra  aquella  situación  política,  en  vez 
de  considerarle  con  la  firfa,  desinteresada  imparcialidad 
<5on  que  juzgan  estas  cosas  los  que  no  tienen  vínculo 
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alguno  que  les  ligue  á  aquella  situación  política^  lo 
considereu  como  un  enemigo  y  le  traten  como  á  tal? 

Todo  el  mundo  sabe  que  cuando  han  existido  Tribu- 
nales especiales  de  imprenta  en  nuestro  País,  en  la  ma* 
yor  parte  de  los  casos,  lo8  periódicos  que  eran  llevados 
ante  esos  Tribunales  dependían  de  la  voluntad  del 
Gobierno.  Nosotros  mismos  hemos  oído  decir  a  algiin 
Magistrado  que  formaba  parte  de  aquellos  Tribunales, 
que  ellos  no  consideraban  un  proceso  de  imprenta  como 
un  <'aso  en  que  se  tratara  de  la  aplicación  de  un  prínci- 
pio  de  derecho  ó  de  una  regla  de  justicia,  sino  como  un 
resorte  del  organismo  político  que  había  de  moverse  á 
compás  de  las  necesidades  de  la  política  misma.  Este 
juicio  es  verdaderameutc  eqidvocado,  pero  ha  sido  un 
liecho  y  está  en  la  naturaleza  de  las  cosas  el  que  se  re- 
pit-a  tantas  veces  como  vuelvan  las  cii'cunstancius  que 
le  dieron  vida  y  que  le  permitieron  formularse.  Por  eso 
creemos  nosotros  que  los  Magistrados  que  deben  su 
uombramiento,  sus  ascensos,  sus  traslaciones,  sus  me- 
dros futiu*os,  el  porvenir  de  su  caiTera,  gmii  parte  de 
lo  que  han  sido  y  todo  lo  que  pueden  ser  a  los  hombres 
políticos  y  á  los  partidos,  no  están  en  aptitud  de  juzgar 
las  cosas  políticas,  y  es  interés  de  ellos  el  abstenerse 
enidado^aracnte  de  entrar  en  ese  terreno;  por  lo  cual, 
como  hemos  dicho  antes,  aun  cuando  no  existieran  para 
otros  delitos,  cíí  indudable  que  deben  existir  para  los 
políticos  estos  Tribunales  populaa*es. 

Uno  de  los  tratadistas  más  autorizados  de  entre  los 
que  en  los  últimos  tiempos  han  discutido  los  fundamen- 
tos y  la  conveniencia  de  establecer  el  Jurado  ó  de  con- 
servarle, Pie  tro  Lanza,  distinguido  Profesor  de  Dere- 
cho de  Pisa,  abimdando  cu  la  misma  manera  de  pensar 
que  nosotros  exponemos  ahora,  dice  que  considera  útil 
el  J arado  en  todos  loa  procesos,  y  le  cree  con  mayor  ra- 
zón útil,  á  pesar  de  sus  defectos^  en  los  procesos  polí- 
ticos; y  que  aun  cuando  debiera  ser  abolido  para  otros 
delitos,  le  querría  conservar  para  éstos,  porque,  añade, 
en  estos  procesos  en  que  se  interesa  el  Estado,  la  acu- 
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gación  del  Ministerio  público  se  parece  á  una  querella 
de  parte  ofendida,  y  habiendo  de  juzgar  esta  acusación 
la  Magistratura,  que  tiene  con  el  Fiscal  relaciones  tan 
constantes,  una  familiaridad  tan  indispensable,  por  no 
llamarla  solidaridad,  parece  que- la  parte  lesionada  y  el 
Juez  se  confunden  en  una  sola  persona.  Más  adelante 
lúlade,  que  en  estos  procesos,  en  vez  de  arrojar  á  los 
Jurados  del  Tribunal,  les  daría  mayores  atribuciones 

Íles  haría  resolver  toda  entera  la  cuestión  de  culpa- 
ilidad,  no  porque  crea  que  estos  delitos  son  de  buen 
gusto  ni  por  dar  un  privilegio  á  tales  delincuentes,  sino 
porque  en  esos  delitos  se  puede  decir  que  no  existe  ver- 
dadera cuestión  jurídica,  y  la  culpabilidad  concreta  no 
puede  establecerse  sino  relacionando  el  hecho  con  el 
sentido  moral  y  con  el  estado  de  la  opinión  pública,  in- 
fluida de  una  manera  decisiva  por  el  éxito  del  atentado. 


XV 


Aparte  de  esto,  encomendando  el  conocimiento  de 
los  delitos  políticos  al  Jurado,  haciendo  que  los  Tribu- 
nales de  Derecho  y  la  Magistratura  no  intervengan  para 
nada  ó  intervengan  lo  menos  posible  en  semejantes 
procesos,  se  aparta  á  la  Magistratura  de  la  política,  lo 
cual  aumentará  de  día  en  día  su  respetabilidad  y  con- 
tribuirá á  que  el  Poder  judicial  sea  un  verdadero  Po- 
der, que  es  una  de  las  aspiraciones  más  serias  y  fecun- 
das de  todos  los  hombres  de  espíritu  liberal  y  de  recto 
sentido,  que  comprenden  que  en  el  arraigo  y  robuste- 
cimiento de  ese  Poder  está  la  mayor  de  las  garantías 
que  pueden  procurarse  á  una  Sociedad  cualquiera.  Una 
sentencia  por  otra  parte,  dictada  en  un  proceso  políti- 
co por  hombres  completamente  independientes  de  la 
acción  y  de  la  voluntad  del  Gobierno,  será  siempre  una 
sentencia  que  conquistará  el  aplauso  y  el  apoyo  de  la 
opinión;  y  si  esa  sentencia  es  condenatoria,  como  lo  será 
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en  muchos  casos,  tendrá  la  eficacia  de  poner  término  á 
las  discusiones  y  diferencias  que  han  menoscabada 
constantemente  el  prestigio  de  la  justicia. 

El  único  inconveniente  sí_^rio  qne  los  adversarios  del 
Jurado,  ó  los  adversariof^  por  lo  menos  de  que  los  deli- 
tos políticos  sean  sometidos  á  conocimiento  del  Jurado^ 
encuentran  que  ofrece  y  presenta  es  el  de  que  los  Jura- 
dos castigarán  con  mayor  lenidad  esta  clase  de  delitos. 
Nosotros  lo  creemos  tiimbién.  Eu  los  delitos  políticos  y 
en  los  preceptos  del  Código  penal  est-ableeidos  para 
castigarlos,  hay  siempre  algo  de  aquel  elemento  á  que 
nosotros  aludíamos  cuando  señalábamos  las  diferencias 
que  pueden  existir  entre  un  criterio  penal  nacido  de  la 
conveniencia  y  de  las  necesidades  accidentales  del  Edi- 
tado y  un  criterio  penal  fimdado  estrictamente  en  las 
leyes  morales.  No  sostendi^emos  nosotros  que  los  delitíifí 
políticos  no  sean  verdaderos  delitos;  todo  lo  contrario. 
Apreciamos  desde  luego  su  gravedad  y  su  importan- 
cia; creemos  que  no  hay  nada  tan  criminal  como  pertur- 
bar la  paz  de  un  país  que  vive  tranquilo  ó  menoscabar 
el  respeto  de  los  altos  intereses  de  gobierno  que  la  di*í- 
cordia  amenaza  y  compromete;  pero  de  esto  á  pení^:ir 
que  sea  eficaz,  ni  conveniente,  ni  justo  castigar  los  de- 
litos políticos,  en  los  cuales  la  mayor  parte  de  las  veces 
hay  grandes  motivos  de  atenuación,  con  la  raaj^or  ener- 
gía  y  la  mayor  severidad,  existe  una  distancia  mmen&a. 

Esa  severidad  y  esa  energía  no  son  justas  casi  nunca 
por  la  existencia  de  los  motivos  de  atenuación  á  que 
acabamos  de  referimos;  esa  energía  y  esa  severidad  no 
son  convenientes  casi  nunca  porque  no  son  eficaces, 
porque  no  hay  nada  que  contribuya  más  á  propagar  y 
á  hacer  que  se  repitan  los  delitos  políticos,  no  hay  nada 
que  contribuya  más  á  convertir  los  delitos  políticos  en 
un  fenómeno  de  repetición  constante  que  la  crueldad 
con  que  muchas  veces  se  ha  tratado  de  extinguirlos  y 
castigarlos.  Un  hombre  ilustre,  á  qiáen  no  pueden  ne- 
garse las  condiciones  de  hombre  de  gobierno,  porque 
dio  las  mayores  pruebas  de  tenerlas,  y  porque  en  stis 
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obras  resplandecen  todavía  después  de  haber  transen^ 
rrido  muchos  años,  la  seguridad  y  la  fuerza  de  que  su* 
.  po  dotarlas,  el  ilustre  Conde  de  Cavour,  decía  el  año 
1852,  en  el  Parlamento  Subalpino,  hablando  de  los  de- 
litos políticos,  que  cuando  la  represión  con  que  se  cas- 
tigan pasa  de  ciertos  límites,  en  vez  de  producir  útiles 
efectos  los  produce  pésimos,  y  en  vez  de  realizar  el  fin 
que  el  legislador  se  trazó  y  que  inspiró  las  leyes,  no  so- 
lamente no  lo  realiza  sino  que  produce  los  efectos  con- 
traríos. 


XVI 

Nosotros  opinamos  como  el  ilustre  estadista  italia- 
no; creemos  que  es  un  error  pensar  que  la  lenidad  en 
el  castigo  estimule  los  delitos  políticos.  Los  delitos 
políticos  necesitan  para  producirse  y  sólo  se  producen 
en  determinadas  condiciones;  no  son  delitos  de  todas 
las  épocas  y  de  todos  los  lugares,  ni  revisten  los  ca- 
racteres de  universalidad  y  de  frecuencia  que  revisten 
los  delitos  comunes,  porque  no  obedecen  sola  y  exclu- 
sivamente á  la  perversión  de  las  inclinaciones  natura- 
les ni  á  la  ausencia  de  sentido  moral;  antes  al  contra- 
rio, ocurre  muchas  veces  que  personas  en  quienes  es- 
ta perversión  no  existe  y  cuyo  sentido  moral  raya  en 
un  alto  grado,  creen  disculpable  y  hasta  lícito  arrojar- 
ae  á  cometer  actos  que  las  leyes  califican  de  delitos 
políticos,  por  lo  cual  han  de  ser  considerados  y  estu- 
diados en  todos  sus  aspectos  y  manifestaciones,  así 
como  en  los  medios  que  deben  emplearse  para  su  re- 
presión, de  una  manera  muy  distinta  de  como  son  con- 
siderados los  demás  delitos. 

Hemos  dicho  que  este  género  de  delitos  necesitan 
para  producirse  de  determinadas  condiciones,  y  esta 
idea  merece  explanarse,  porque  justifica  el  concepto 
que  también  hemos  emitido  de  que  la  lenidad  en  el  cas- 
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tigo  de  esos  delitos  no  puede  servir  de  estímulo  para 
aumentar  su  número. 

Con  efecto;  en  un  país  que  se  encuentre  en  condi- 
ciones normales;  allí  donde  todas  las  manifestaciones 
pueden  producirse  porque  tieneu  la  garantía  de  la  ley; 
allí  donde  los  derechos  de  todos  los  ciudadanos  se  en- 
cuentran respetados;  allí  donde  la  paz  existe  y  el  bien- 
estar es  inalterable;  ¡qué  pocos  delitos  políticos  se  come- 
ten y  qué  pocos  delitos  políticos  registra  la  estadística 
criminal!  En  cambio,  en  pueblos  donde  sucedo  todo  lo 
contrario;  donde  la  libertad  se  encuentra  atropellada; 
donde  los  asuntos  públicos  son  dirigidos  por  una  Auto- 
ridad despótica,  que  no  toma  en  cuenta  las  manifesta- 
ciones de  la  opinión;  donde  los  derechos  de  los  ciuda- 
danos son  sistemáticamente  conculcados;  donde  un 
poder  arbitrario  turba  la  libertad,  turba  la  paz  con  sua 
atropellos  y  sus  iniquidades;  donde,  por  último,  el  bien- 
estar no  existe  por  haberse  producido  uno  de  esos 
estados  que  son  siempre  precursores  de  las  grandes 
tempestades  revolucionarias:  allí  los  delitos  políticos 
8on  frecuentes,  y  ya  se  castiguen  cou  severidad,  ya 
venga  la  impunidad  á  coronar  los  esftierzos  de  los  (jue 
los  cometen,  es  indudable  que  esos  delitos  políticos 
aumentan- 

En  nuestra  misma  historia  contemporánea  tenemos 
ejemplos  que  fortalecen,  coiToboran  y  evidencian  esta 
doctrina.  Recuérdese  lo  que  ocurría  en  España  antea 
de  la  revolución  de  1868;  no  es  posible  pedir  más  rigor 
que  el  desplegado  por  aquellos  gobiernos;  cada  movi- 
mieuto  popular,  y  se  repetían  con  gran  frecuencia,  iba 
seguido  de  ima  larga  serie  de  ejecuciones,  de  una  lar- 
ga serie  de  condenas,  y  los  hombres  más  ilustres  s© 
veían  obligados  á  emigrar,  porque  sobre  ellos  pesaba 
una  condena  capitaL  Üasta  aquellos  á  quienes  la  in- 
vestidura parlamentaria  debía  proteger  en  su  inviola- 
bilidad, en  su  independencia  y  en  su  libertad  do  ac- 
ción, se  vierou  tambiéu  desposeídos  de  esa  preciosa  ga^ 
rantía  y  sometidos  igimlmente  que  los  qne  habían  come. 
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tido  verdaderos  delitos  políticos,  á  los  actos  de  severi- 
dad y  de  represión  del  Gobierno.  Todo  esto,  sin  embar- 
go, fué  inútil;  los  conspiradores  no  cejaban  en  sus  pro- 
pósitos; constantemente,  sin  descanso,  se  cometía  el 
delito  de  publicidad  clandestina;  y  apenas  pasaba 
un  mes  sin  que  en  uno  ú  otro  punto  de  la  Penínsu- 
la estallaran  sediciones  militares  ó  populares  que  de- 
mostraban de  qué  manera  los  castigos  prodigados  con 
aquel  exceso  no  servían  en  manera  alguna  para  con- 
tener á  los  partidarios  de  un  cambio  en  la  política  del 
País,  á  los  partidarios  de  una  revolución. 

En  cambio  de  esto  y  ya  muy  cerca  de  nuestros  días, 
en  nuestros  días  mismos,  hemos  visto  sediciones  ver- 
daderamente vergonzosas  é  injustificadas,  para  las  cua- 
les no  existía  la  disculpa  de  un  estado  anormal  de  la 
política,  que  han  producido  algún  hecho  análogo  á 
aquellos  hechos  que  antes  recordábamos.  En  vez  de 
aplicarse  á  sus  autores  un  severo  correctivo,  el  correc- 
tivo que  merecen  y  que  las  leyes  imponen  para  casos 
de  esta  índole,  ha  venido  la  indulgencia  á  calmar,  á 
suavizar  y  templar  el  rigor  de  la  ley,  y  la  indulgen- 
cia, en  vez  de  haber  sido  estímulo  para  cometer  nuevos 
delitos  y  para  que  se  realizaran  y  verificaran  críme- 
nes de  esta  índole,  se  ha  visto  seguida  del  aplauso  de 
la  generalidad  de  los  ciudadanos,  de  un  movimiento 
por  parte  de  los  mismos  que  simpatizaba  con  los  de- 
lincuentes, encaminado  á  deponer  su  actitud  revolu- 
cionaria, y  por  último,  de  una  paz  completa  y  no  alte- 
rada durante  algunos  años;  lo  cual  quiere  decir,  que  lo 
primero  á  que  hay  que  atender  en  la  materia  ardua  y 
difícil  de  los  delitos  políticos  para  juzgarlos  así  como 
para  ca8tigarlos,  es  tener  en  cuenta  las  condiciones  en 
que  se  halla  el  país  donde  esos  delitos  se  cometen. 

Cuando  esas  condiciones  son  las  normales,  contra  los 
que  cometen  esta  clase  de  delitos,  se  levanta  la  opinión 
indignada;  y  entonces  es  indudable  que  el  Tribunal  de 
Jurado,  reflejando  en  sus  resoluciones  el  sentimiento  y 
hasta  la  preocupación  de  la  opinión  misma,  será  seve- 
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ro  y  condenará;  pero  en  cambio  cuando  estoí*  delitos  se- 
verifiquen  en  un  país  que  se  encuentre  eu  condietones- 
anormales^  cuando  realmente  los  delitos  políticos  re* 
presenten  y  su  cümÍ8Íóu  signifique  un  acto  aplaudido 
por  la  generalidad  de  los  ciudadanos  y  un  acto  confor- 
me  con  las  inclinaciones,  manilestaciones  y  tendencias 
de  la  opinión,  entouces  no  hay  que  engañarse:  el  Jura- 
do, reflejando  esta  opinión  misma,  buscará  todos  los 
medios  que  se  encuentren  A  su  alcance  para  no  apli- 
car con  rigor  la  ley  penal  y  para  hacer  que  el  delin- 
cuente político  sea  tratado  quizá  con  excesiva  benevo- 
lencia. 

De  manera  que  no  es  en  la  organización  de  los  Tri- 
bimalcs  en  donde  debe  buscarse  el  coiTccti^'o  para  esta 
clase  de  delitos,  ni  es  eu  la  organización  de  los  Tribu- 
nales tampoco  en  donde  deben  buscarse  aquellos  me- 
dios que  han  de  limitar  su  desarrollo.  Los  estadio? tas 
que  aspiran  a  obtener  este  resultado ^  los  hombres  polí- 
tico.^ que  desean  apartar  de  su  patría  esa  verdadera  ca- 
lamidad, los  legisladores  que  aspiran  á  que  los  delitos 
políticos  disminuyan  y  que  cada  día  se  cometan  en  me* 
ñor  número,  deben  procurar  que  las  condiciones  ge- 
nerales en  que  el  País  se  encuentre  sean  las  de  bien- 
estar, de  paz,  de  tranquilidad  y  de  legalidad  que  antes- 
hemos  descrito,  y  tengan  por  seguro  que  dentro  de  es- 
tas condiciones,  conseguirán  plenamente  el  objeto  á 
que  aspiran.  Todos  los  recursos  de  Gobierno,  menos 
aquellos  que  so  ponen  en  manos  de  los  Tribunales,  í>on 
más  eficaces  pura  obtener  la  disminución  de  los  delitos 
políticos  que  los  rccui*sos  judiciales  mismos. 


XVII 


Partiendo  de  aquí,  es  completamente  contraria  á  la 
realidad  de  las  cosas,  y  completamente  contraria  tam- 
bién á  la  consecución  del  objeto  que  se  persigue,  la  ten* 
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dencia  de  los  enemigos  del  Jurado  que  pretenden  aiTe- 
batar  del  conocimiento  de  este  Tribunal  esa. clase  de 
delitos,  y  caen  por  su  base,  teniendo  en  cuenta  las  con- 
sideraciones que  hemos  expuesto,  todos  los  razona- 
mientos, todas  las  argucias  y  todos  los  sofismas  que 
los  enemigos  del  Jurado  escalonan  para  impugnar  en 
este  terreno  esa  institución. 

Han  procedido,  por  tanto,  con  acierto,  á  nuestro  jui- 
cio, los  autores  de  la  ley  que  comentamos  al  incluii*  en 
el  número  de  los  delitos  que  se  someten  al  conocimien- 
to del  Jurado  los  cometidos  contra  las  Cortes  y  sus  in- 
dividuos y  contra  el  Consejo  de  Ministros;  los  que  se 
cometen  contra  la  forma  de  Gobierno;  los  que  se  eje- 
cutan por  particulares  con  ocasión  de  los  derechos  indi- 
viduales g^antizados  por  la  Constitución  los  que  se 
realizan  por  los  funcionarios  públicos  contra  el  ejerci- 
cio de  los  derechos  individuales  sancionados  por  la 
Constitución,  los  relativos  al  libre  ejercicio  de  los  cul- 
tos y  los  de  rebelión  y  sedición.  De  éstos  ya  hablaremos 
más  extensamente  cuando  hayamos  tratado  de  los  an- 
teriores; pero  antes  hemos  de  señalar  la  inconsecuencia 
que  seguramente  se  ha  cometido  al  no  incluir  en  el  nú- 
mero de  todos  éstos  los  de  lesa  Majestad,  y  al  dejar  so- 
metidos esos  delitos  de  lesa  Majestad  al  conocimiento 
exclusivo  de  los  Tribunales  de  derecho. 

No  existe  razón  jurídica  ni  política  que  aconseje  esta 
exclusión,  ni  existe  razón  ninguna  jurídica  ni  política 
que  abone  esta  excepción  verdaderamente  injustifica- 
da; y  sin  duda  es  notorio  que  los  autores  de  esa  ley  no 
les  hubieran  excluido,  á  no  mediar  circunstancias  acci- 
dentales y  transitorias,  que  son  las  que  han  prevaleci- 
do para  dar  á  este  punto  la  solución  que  tiene  en  el  ar- 
tículo 4.^  de  la  ley  que  estamos  examinando.  Esta  ra- 
zón no  cae  verdaderamente  dentro  de  las  condiciones 
de  nuestros  Comentarios;  pudiéramos  excusarnos  de 
examinarla,  porque  es  una  razón  que  afecta  á  las  cir- 
cunstancias accidentales  meramente  históricas  en  que 
se  hallaba  la  política  de  nuestro  País  cuando  ese  ar- 
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tí  culo  se  aprobó  y  á  las  en  que  se  haya  hoy;  pero  nues- 
tros Comentarios  serían  incompletos  si  no  adujéranios, 
respecto  á  cada  caso,  todo  aquello  que  verdaderamente 
ea  curioso  conocer^  y  todo  aquello  que  contribuye  á 
ilusti'ar  el  sentido  de  la  ley  del  Jurado  española  y  á 
explicar  sus  términos.  Por  esto,  aun  abriendo  un  pa- 
réntesis en  el  curso  de  las  observaciones  que  venimos 
dedicando  al  art.  4.^,  no  vacilamos  en  explicar  cuál  ftxé 
esa  razón. 


xvrn 

Fundábase  en  las  condiciones  y  en  la  situación  de 
los  partidos  iirepouderantes  en  España  y  preponde- 
rantes en  las  t Vi m aras  que  confeccionaron  esta  ley. 
Eran  eato^s  partidos ^  el  conservador  y  el  liberal.  El  par- 
tido liberal,  fiel  é  sus  convicciones  y  anteceden  tes, 
creía  y  cree,  sin  que  apenas  haya  entre  sus  tcudencias 
ninguna  que  resueltamente  niegue  la  verdad  y  la  efi- 
cacia de  estas  coucbísioncs,  que  toda  clase  de  circuns- 
tancias ^  así  jiu'ídicas  como  políticas,  reclamaban  la  in- 
clusión entre  los  delitos  que  han  de  someterse  al  cono- 
cimiento  del  Jurado  los  llamados  de  lesa  Majestad; 
porque  si  desde  luego  puede  decirse  que  i-azones  jurí* 
dicas  no  existen  para  excluir  estos  delitos,  una  vez  ad- 
mitidos todos  los  políticas,  puesto  que  su  índole  es  igual 
á  la  de  todos  ellos,  razones  políticas  tampoco  puede  ha- 
ber para  los  que  creen  que  las  instituciones  descansan 
más  que  eu  la  fuerza  de  las  leyes  y  en  su  acción  coer- 
citiva,  en  el  amor  de  los  pueblos  y  en  su  respeto  y 
asentimiento;  porque  es  indudable  que  si  eu  un  pueblo 
cualquiera  la  ííonarquía  ó  la  República  alcanzan  y  go- 
zan de  ese  respeto  y  de  esta  consideración,  los  ataques 
que  se  dirijan  contra  esas  instituciones  ó  contra  sus  re- 
presentantes encontrarán  un  eco  de  protesta  en  la  opi- 
nión, y  encontrando  un  eco  de  protesta  en  la  opinión, 
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los  autores  de  esos  ataques  hallarían  siempre  un  co- 
rrectivo severo  en  las  resoluciones  del  Jurado. 

Pero  el  partido  conservador,  que  es  contrario  al  evS- 
tablecimiento  del  Jurado,  que  le  ha  combatido  tenaz- 
mente, que  tiene  acerca  de  aquella  institución  y  de  todo 
el  orden  político  ideas  diametralmente  opuestas,  á  las 
del  partido  liberal  y  á  las  de  la  democracia,  que  fía  más 
á  la  severidad  de  las  leyes  y  á  la  energía  de  los  Tribuna- 
les que  á  los  otros  afectos  y  consideraciones  que  antes 
hemos  referido,  formula  explícita  ó  implícitamente,  á 
propósito  del  restablecimiento  del  Jurado,  esta  cuestión 
previa:  «Si  el  Jurado  se  restablece  de  tal  manera  que 
no  represente  un  verdadero  peligro  para  la  Monarquía 
y  para  las  instituciones  por  que  se  gobierna  el  País,  po- 
día respetársele;  pero  si  el  Jurado,  en  contra  de  nues- 
tra creencia  y  de  nuestra  aspiración,  representa  un  pe- 
ligro para  las  instituciones  por  que  el  País  se  gobierna, 
entonces  no  obtendrá  nuestro  respeto. »  Y  ante  esta 
cuestión,  por  consideraciones  de  gobierno,  por  virtud  de 
esas  consideraciones  circunstanciales,  de  oportunidad 
y  de  conveniencia  que  determinan  cambios  y  movi- 
mientos en  la  política,  que  tienen  su  realidad,  aun  cuan- 
do no  tengan  alcance  nunca  ni  explicación  científi- 
ca, que  pesan  y  deben  pesar  seguramente  en  el  ánimo 
de  los  hombres  de  gobierno,  porque  al  fin  y  al  cabo  re- 
presentan un  dato  valioso  y  un  elemento  que  debe  te- 
nerse en  cuenta  para  el  examen  y  solución  de  esos  pro- 
blemas; los  liberales,  autores  de  la  ley  del  Jurado,  transi- 
gieron en  este  punto  y  cayeron  en  la  inconsecuencia  de 
excluir  del  conocimiento  del  Jurado  estos  delitos  polí- 
ticos. 

Conste,  porque  razones  personales  nos  obligan  á  de- 
clararlo así,  que  no  censuramos  esa  transacción,  que  nos 
parece  sobradamente  justificada;  y  que  si  no  lo  está  á 
la  luz  de  los  principios  científicos,  de  los  ideales  jurí- 
dicos y  de  las  doctrinas  políticas  que  entendemos  pre- 
feribles, lo  está  en  cambio  desde  el  punto  de  vista  de 
esas  otras  consideraciones,  no  menos  dignas  de  ser 
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atendidas  cuando  se  trata  de  cualquiera  de  tístos  difíci- 
les problemaft,  y  que  surgen  en  el  desarrollo  de  toda 
obra  legislativa  y  en  el  desenvolvimiento  de  toda  ac- 
ción gobernante. 


XIX 

Xos  grupos  undédmo  y  duodécimo  en  que,  segiín 
el  orden  con  que  los  enumera  el  Código  penal,  apa- 
recen agrupados  los  delitos  que  el  mismo  castiga,  com- 
prenden los  de  rebelión  y  se^lición.  La  mayor  part-e 
de  law  connideraciones  que  hemos  expuesto  acerca  de 
los  delitos  políticos  pueden  aplicarse  á  los  de  estos 
grupea,  eí^encialmeute  políticos  también  eu  la  mayo- 
ría de  los  casos;  pero  hay  además  circunstancias  que 
especialmente  se  refieren  a  ellos  y  que  especialmente 
también  han  de  ser  examinadas  por  nosotros  en  estos 
Comentarios. 

Los  delitos  de  rebelión  y  sedición  generalmente  se 
cometen,  ó  con  el  concm-so  de  la  fuerza  pública,  ó  con- 
tra la  fuerza  pública  misma;  y  en  uno  y  en  otro  caso» 
los  que  los  realizan  no  pueden  ser  juagados  por  la  ju- 
risdicción común,  porque  lo  mismo  el  hecho  de  atentar 
contra  la  fuerza  pública  que  el  hecho  de  que  esta  iuer- 
2a  se  subleve  y  atente  conti*a  el  orden  ó  subvieila  el 
régimeD  establecidíj,  caen  por  completo  dentro  de  la 
juiisdiccion  militar.  Aparte  de  esto,  la  rebelión  y  sedi- 
ción, cuando  revisten  ciertas  proporeiones,  provocan 
lo  qne  se  llama  dedar ación  de  estado  de  gnerra  ó  publi- 
cación de  la  ley  marcial,  y  en  este  caso,  ó  sea  cuando 
esa  ley  se  publica  y  cuando  las  facultades  conferidas 
é  la  Antoridad  civil  pasan  ú  manos  de  la  Autoridad  mi- 
litar por  el  hecho  de  su  misma  publicación,  se  crea  un 
estado  do  cosas  dentro  del  cual  todos  los  hechos  dt^  se- 
dición y  rebelión  que  se  verifican  lum  de  ser  juisgailos 
también  por  la  jurisdicción  militar.  De  manem  que  te- 
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níendo  esto  en  cuenta  se  comprende  que  serán  muy 
pocos  los  casos  de  delitos  de  esta  especie  que  hayan 
de  ir  al  conocimiento  del  Jurado,  y  por  tanto,  que  sólo 
conocerá  el  Jurado  de  aquellos  de  que  habrían  de  co- 
nocer los  Tribunales  ordinarios  de  la  jurisdicción 
común. 

Por  otra  parte,  los  delitos  de  rebelión  y  sedición,  6 
fíon  sintomáticos  de  un  estado  de  descontento  que  in- 
vade al  País  y  que  determina  en  él  una  corriente  po- 
derosa de  opioión,  ó  son  producto  de  una  fiebre  re- 
volucionaria iujustificada;  y  lo  mismo  á  uno  que  á  otro 
caso  pueden  aplicarse  las  consideraciones  que  hemos 
expuesto  al  tratar  extensamente  de  los  delitos  políticos 
y  al  pesar  las  razones  que  en  nuestro  concepto  aconse- 
jan someter  estos  delitos  al  conocimiento  del  Jurado. 

Cuando  los  delitos  de  rebelión  y  sedición  se  come- 
ten y  se  repiten  con  inusitada  frecuencia,  porque  vie- 
nen á  revelar  el  disgusto  de  los  pueblos  contra  una  de- 
terminada política  ó  contra  los  actos  de  los  Gobiernos 
que  los  rigen,  caso  verdaderamente  extremo  y  que  de- 
nuncia que  se  está  en  un  período  agudo  y  crítico  de 
esta  dolencia  social,  es  indudable  que  el  Jurado,  refle- 
jando las  aspiraciones  y  las  inclinaciones  de  la  opinión 
general,  ha  de  apreciar  este  hecho  de  una  manera  be- 
nigna y  ha  de  procurar  que  no  resulten  sus  autores  con- 
denados con  la  severidad  con  que  la  ley  los  pena.  En 
cambio,  cuando  se  trata  del  hecho  de  rebelión  y  sedi- 
ción, producto  de  una  fiebre  revolucionaria  injustifica- 
da, como  antes  hemos  dicho,  lo  mismo  la  opinión  que 
los  Tribunales  que  se  inspiran  en  ella  han  de  apreciar 
esos  hechos  con  severidad  y  han  de  procurar  que  se 
castiguen  con  todo  el  rigor  y  con  toda  la  energía  que 
las  leyes  permitan.  En  el  primer  caso,  la  benignidad 
puede  defenderse  como  justa,  porque,  sin  género  al- 
guno de  duda,  pueden  invocar  los  autores  de  esos  de- 
litos consideraciones  que  resulten  con  el  valor  y  con  el 
alcance  de  verdaderas  circunstancias  atenuantes. 

Para  el  aspecto  político  de  estos  problemas,  repeti- 
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reDios  una  vez  más  que  los  hechos  comprendidos  eu  el 
primero  de  los  casos  que  estaraos  aBalizaiido,  han  de 
tomarse  como  stñal  de  que  es  necesario  remediar  las 
causas  que  produceu  el  descontento  y  el  malestar  de 
los  pueblos,  Esto  es  lo  que,  serenamente  estudiadas  las 
cuestiones  que  ahora  nos  ocupan,  aconsejan  al  estadis- 
ta desapasionado  y  al  político  imparciaL  Todo  lo  con- 
trario, es  apelar  á  verdaderofi  lugares  comimes  de  la 
antigua  política  y  á  sistemas  que  han  caído  por  com- 
pleto en  descrédito^  y  de  los  cuales  ya  se  sabe  que 
nada  bueno  puede  esperarse  para  el  gobierno  de  las 
naciones. 

En  el  segunda  caso,  siempre  que  los  delitos  de  rebe* 
lióii  y  sedición  aparezcan  inspirados  en  móviles  com- 
pletamente distintos  de  los  que  se  determinan  y  anali* 
zan  en  el  caso  anterior,  siempre  que  los  delitos  de  re- 
belión y  sedición  sean  producto  de  una  actitud  tenaz  y 
estén  faltos  de  fundamento  de  toda  especie,  y  no  ten- 
gan base  ni  en  las  condiciones  eu  que  se  encuenti'e  el 
País,  ni  en  las  inclinaciones  de  la  opinión;  en  ese  caso, 
decimos,  así  como  la  opinión  y  los  Tribunales,  inspira- 
dos en  ella,  los  juisgarán  con  extraortiinaria  severidadj 
no  podrán  hallarse  i'azones  ni  motivos  de  ninguna  es- 
pecie que  aconsejen  el  empleo  de  otra  conducta  que  la 
aconsejada  por  esa  severidad  misma. 


XX 


Los  delitos  de  rebelión,  determinantemente  polítiooe 
y  que  han  de  ir  á  conocimiento  del  Jurado,  son  los  que 
enumera  el  art.  243  del  Código  penal  ^  que  define  como 
autores  de  esta  especie  de  hechos  á  los  que  se  alzaren 
públicamente  y  en  abierta  hostilidad  contra  el  Gobier- 
no para  destronar  al  Eey,  deponer  al  Regente  ó  á  la 
Eegencia  del  Reino,  ó  privar  de  su  libertad  personal  á 
los  que  la  desempeñan  ú  obligarles  á  ejecutar  un  acto 
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contrario  á  su  voluntad;  á  los  que  impidan  la  celebra- 
ción de  las  elecciones  para  Diputados  ó  Senadores  en 
todo  el  Beino,  ó  la  reunión  legítima  de  las  Cámaras; 
á  los  que  disuelvan  las  Cortes  ó  impidan  las  delibera- 
ciones de  alguno  de  los  Cuerpos  Colegisladores  ó  les 
arranquen  por  la  violencia  alguna  resolución;  á  los  que 
sustraigan  el  Reino  ó  alguna  parte  de  él  ó  algún  cuer- 
po de  tropas  de  tierra  ó  mar  ú  otra  clase  de  ftierza  ar- 
mada á  la  obediencia  del  Gobierno,  y  á  los  que  usen  ó 
ejerzan  indebidamente  ó  despojen  á  los  Ministros  de  la 
Corona  de  sus  facultades  constitucionales  y  les  impidan 
ó  coarten  su  libre  ejercicio.  Son  también  reos  de  rebe- 
lión los  que  sin  alzarse  contra  el  Gobierno  cometieren, 
con  astucia  ó  por  cualquier  otro  medio,  alguno  de  los 
delitos  que  hemos  referido ;  los  que  sedujeren  tropas  6 
cualquier  otra  clase  de  fuerza  armada  de  tierra  ó  mar 
para  cometer  el  delito  de  rebelión;  así  como  también 
están  comprendidos  dentro  de  esta  clase  de  delincuen- 
te«  los  individuos  de  la  familia  del  Eey,  los  Ministros, 
Autoridades  y  demás  funcionarios,  así  civiles  como  mi- 
litares, que  cuando  vacare  la  Corona  ó  el  Eey  se  impo- 
sibilitase de  cualquier  modo  para  el  Gobierno  del  Es- 
tado, impidieren  á  las  Cortes  reunirse  ó  coartaran  sus 
facultades  ó  no  obedecieren  á  la  Eegencia  después  de 
haber  ésta  prestado  ante  las  Cortes  el  juramento  de 
guardar  la  Constitución  y  las  leyes. 

Se  llaman  reos  de  sedición,  los .  que  se  alzaren  pú- 
blica y  tumultuariamente  para  conseguir  por  la  fuerza 
ó  fuera  de  las  vías  legales,  cualquiera  de  los  objetos 
que  enumera  el  art.  250  del  Cóigo  penal;  entre  los 
cuales  nos  parece  que  conocidamente  son  objetos  po- 
líticos y  han  debido  incluirse,  como  se  han  incluido, 
entre  los  delitos  que  se  someten  á  la  competencia  del 
Jurado,  los  siguientes:  1.^  Impedir  la  promulgación  ó 
la  ejecución  de  las  leyes  ó  la  libre  celebración  de  las 
elecciones  populares  en  alguna  provincia,  circunscrip- 
ción ó  distrito  electoral;  2.^  Impedir  á  cualquier  Auto- 
ridad, Corporación  oficial  ó  funcionario  público,  el  libre 
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ejercicio  de  sus  funciones  ó  el  cumplimiento  de  sus 
providencias  administrativas  ó  judiciales:  3.^  Ejercer 
con  MD.  objeto  político  ó  social  algún  acto  de  odio  6 
venganza  contra  particulares  ó  cualquier  clase  del  Es- 
tado: 4.^  Despojar  con  un  objeto  político  ó  social  de 
todos  ó  de  parte  de  sus  bienes  propios  á  alguna  clase 
de  ciudadanos,  al  municipio,  á  la  provincia  ó  al  Esta- 
do, ó  talar  ó  destruir  dichos  bienes. 


XXI 

Pero  el  art.  250  comprende  algunos  casos  más  que 
éstos.  Desde  luego  califica  de  reos  de  sedición  á  los 
que  se  alcen  en  determinadas  condiciones  para  impe- 
dir la  libre  celebración  de  las  elecciones  populares  en 
alguna  provincia,  circunscripción  ó  distrito  electoral; 
y  estando  como  se  encuentran  terminantemente  excluí- 
dos  del  conocimiento  del  Jurado  los  delitos  electora- 
les, puede  surgir  alguna  duda  acerca  de  si  éstos  han  de 
someterse  á  su  competencia  ó  han  de  considerarse,  por 
el  contrario,  excluidos.  Creemos  que  esto  merece  la 
pena  de  dilucidarse,  puesto  que  afecta  de  una  manera 
esencial  á  la  competencia  del  Jurado  mismo  y  pue- 
den presentarse  con  frecuencia  ocasiones  de  esclare- 
cerlo ante  los  Tribunales;  y  es  prueba  de  que  hay  en  ello 
algún  fundamento  de  duda,  el  hecho  de  que  al  discutirse 
el  art.  4.^  de  la  ley  del  Jurado  en  el  Congreso,  algunos 
oradores  han  argüido  de  inconsecuencia  á  los  autores 
de  la  ley,  porque  excluían,  de  una  parte,  el  conomiento 
de  los  delitos  electorales,  y  por  otra,  sometían  al  cono- 
cimiento del  Jurado  el  número  primero  del  art.  250  del 
Código  penal. 

La  ley  electoral  dice  en  su  art.  125,  que  todo  acto, 
omisión  ó  manifestación  de  los  funcionarios  públicos 
ó  de  los  particulares  que  tenga  por  objeto  cohibir  6 
ejercer  presión  sobre  los  electores  para  que  usen  de  su 
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derecho  6  le  abandonen,  contra  el  impulso  libre  de  su 
voluntad,  constituye  delito  de  coacción  electoral,  siem- 
pre que  á  juicio  y  conciencia  délos  Tribunales  concu- 
rran determinadas  circunstancias;  y  en  su  art.  127  aña- 
de: que  cometen  delito  de  coacción  electoral,  aunque 
no  conste  ni  aparezca  intención  de  ejercer  presión  so- 
bre los  electores,  los  que  turbaren  el  orden  profiriendo 
gritos  ó  impidieren  la  libre  circulación  con  cualquier 
pretexto,  ya  sea  dentro  de  los  Colegios  ó  á  sus  alrede- 
dores á  una  distancia  menor  de  500  metros.  Y  con  es- 
tos textos  legales  á  la  vista  surge,  repetimos,  la  duda 
de  si  el  hecho  que  define  el  art.  250  del  Código  penal 
es  el  mismo  que  se  define  en  estos  artículos  de  la  ley 
electoral. 

Desde  luego  debe  considerarse  delito  de  sedición 
todo  tumulto  que  tenga  por  objeto  impedir  la  libre  ce- 
lebración de  las  elecciones  en  una  provincia  ó  en  una 
circunscripción  extensa,  porque  dado  el  carácter  de  ge- 
neralidad y  la  amplitud  de  la  acción  que  hay  que  su- 
poner en  un  movimiento  de  esta  índole,  no  parece  que 
quepa  clasificarlo  entre  la  simple  coacción,  entre  los 
actos  parciales  ó  personales  de  coacción  á  que  seguida- 
mente se  refiere  la  ley  electoral,  sino  más  bien  entre 
los  actos  de  sedición  que  el  Código  penal  define  y  de- 
termina. 

Pero  supongamos  que  el  hecho  de  que  se  trata  es 
un  tumulto  encaminado  á  impedir  la  elección  en  un 
solo  colegio  ó  en  varios,  con  lo  cual  bien  podría  resul- 
tar impedida  la  libre  celebración  de  esa  elección  misma 
en  todo  un  distrito.  Siempre  que  este  caso  se  presen- 
te, ¿cómo  ha  de  calificarse?  ¿Cómo  ha  de  definirse?  Esta 
es  la  duda  que  resulta  de  los  términos  en  que  están  re- 
dactadas ambas  leyes.  Nosotros  creemos  que  si  el  hecho 
de  que  se  trata  se  ha  limitado  á  impedir  la  celebración 
de  las  elecciones  en  un  solo  colegio  ó  en  varios,  con  ei 
propósito  de  favorecer  una  candidatura  determinada  y 
no  con  otro  orden  de  aspiraciones,  ya  se  haya  impedi- 
do la  celebración  de  esa  elección  misma  en  uno  6  en 
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varios  colegios,  ya  resulte  por  tener  el  distrito  uno  ó  Aos 
colegios  exclusivamente  que  la  elección  se  ha  impedido 
en  todo  el  distrito,  este  hecho  no  podrá  calificarse  nun- 
ca de  sedición;  que  para  que  la  sedición  resulte^  en  los 
términos  en  que  indudablemente  ha  querido  el  legisla- 
dor definir  y  determinal"  lo  que  es  este  delito,  se  nece- 
sita que  sea  otro  distinto  del  que  acabamos  de  enunciar 
el  objeto  que  animó  á  sus  promovedores  é  instigadores; 
que  no  piensen  en  perseguir  sólo  aquel  resultado  parcial 
que  antes  señalábamos  y  que  cae  por  completo  dentro 
de  las  condiciones  de  la  ley  electoral  y  que  envuelva 
así  como  una  aspiración  de  carácter  más  general  y  me- 
nos personal,  revelando  que  se  ha  tratado  de  subvertii^ 
el  orden  público  y  de  oponerse  á  que  se  verifique  aquel 
acto  legal  por  consideraciones  y  motivos  de  una  índole 
completamente  distinta;  en  una  palabra,  que  para  de- 
terminar si  la  competencia  de  los  hechoa  de  esa  espe- 
cie corresponde  al  Jurado  ó  corresponde  al  Tribunal  or* 
diñarlo,  es  preciso  determinar  la  índole  de  los  hechos 
mismos,  en  el  sentido  de  que  se  trata. 

Si  se  trata  de  una  maniobra  electoral,  de  esas  que 
son  tan  frecuentes  y  por  medio  de  las  cuales  uno  de  los 
candidatos  quiere  conseguir  sobre  los  otros  la  victoria 
á  espaldas  de  la  ley,  entonces  el  hecho  cae  por  comple- 
to dentro  de  las  condiciones  especiales  de  la  ley  electo- 
ral y  ha  de  ser  juzgado  por  el  Tribuual  de  derecho; 
pero  cuando  se  trata  de  una  protesta  contra  la  legali- 
dad existente  ó  contra  resoluciones  ó  disposiciones  de 
la  Autoridad,  que  envuelvan  cierto  carácter  general  y 
tengan  un  alcance  mayor  y  más  elevado  del  que  acaba- 
mos de  asignar  á  este  hecho,  entonces  han  de  ir  sus 
autores  á  someterse  á  la  jurisdicción  del  Jurado,  y  ante 
el  Jurado  ha  de  ventilarse  la  causa  que  se  forme  en 
averiguación  de  lo  ocurrido  y  para  cafitigar  á  los  cul- 
pables. 
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El  núm.  3.^  del  art.  250  comprende  entre  los  reos  de 
sedición  á  los  que  se  alcen  públicamente  para  ejercer  al- 
gún acto  de  odio  6  de  venganza  en  la  persona  ó  bienes 
de  alguna  Autoridad  ó  sus  agentes.  Este  hecho  no  nos 
parece  que  en  todos  los  casos  deba  calificarse  de  hecho 
verdaderamente  político,  ni  aun  de  acto  de  sedición, 
dado  el  alcance  también  político  que  la  palabra  se- 
dición tiene;  pero  de  todas  maneras,  cométase  en  una 
ú  otra  forma,  ha  de  someterse  en  nuestro  sentir,  con- 
forme á  la  ley,  al  conocimiento  del  Jurado,  y  si  nos- 
otros le  mencionamos  aquí  de  una  manera  especial,  es 
sólo  para  consignar  que  no  creemos  que  esté  bien  in- 
cluido en  el  art.  250  del  Código.  Más  bien  este  hecho 
puede  decirse  que  constituye  delito  de  atentado,  y  en 
este  caso,  si  se  creyera  que  el  tumulto  se  encamina  á 
ejercer  un  acto  de  odio  ó  de  venganza  contra  una  Auto- 
ridad ó  contra  sus  bienes,  debe  calificarse  como  atenta- 
do y  no  como  acto  de  sedición.  La  competencia  para 
conocer  de  él  y  para  juzgarle  no  correspondería  enton- 
ces al  Jurado;  pero  mientras  el  Código  penal  no  se  re- 
forme corresponderá.  Las  mismas  razones  que  hemos 
de  alegar  al  tratar  del  atentado,  que  demostrarán  por 
qué  deben  excluirse  del  conocimiento  del  Jurado  estos 
hechos,  militarían  en  el  caso  que  nos  ocupa  para  so- 
meter los  autores  de  ese  delito  á  los  Tribunales  de  de- 
recho. 

XXIII 

Los  grupos  decimotercero  y  decimocuarto  de  los  de- 
litos enumerados  en  el  Código  penal  comprenden  los 
atentados  contra  la  Autoridad  ó  sus  agentes,  la  resis- 
tencia y  desobediencia  á  los  mismos,  el  desacato,  los  in- 
sultos, injurias  y  amenazas  á  las  Autoridades,  y  el  des- 


Digitized  by 


Googlt 


^  COMENTARIOS   Á   I«A   LEY   DKL  JURAJKI 

acato  ^  insultos,  injurias  y  amenazas  á  sus  agentes  y  á 
los  demás  funcionarios  públicos.  La  índole  de  todos  es- 
tos delitos  es  la  misma,  y  las  razones  que  hay  para  de- 
cidir que  unos  y  otros  se  sometan  ó  no  se  sometan  al 
conocimiento  del  Jurado,  son  también  idénticas;  por 
cuyo  motivo  hemos  de  examinarlos  todos  á  la  vez,  á  fin 
de  procurar  la  mayor  brevedad  posible  en  estos  Comen- 
tarios, que  por  la  abundancia  de  las  materias  que  con- 
tiene el  art.  4.^  de  la  ley  han  adquirido  ya  proporciones 
verdaderamente  extraordinarisis  y  un  desarrollo  dema- 
siarlíj  extenso.  Desde  luego  adelantamos  que  todos  es- 
tos delitos  se  excluyen  del  conocimiento  del  Jurado  y 
quí*  en  general  encontramos  bien  hecha  esta  exclusión, 
pero  tenemos  que  advertir,  sin  embargo,  que  hay  algu- 
nos de  ellos  respecto  de  los  cuales  nosotros  no  hubié- 
ramos resuelto  el  caso  de  la  misma  manera  que  lo  hace 
la  ley. 

El  art.  263  del  Código  penal,  dice:  que  « cometen 
atentado  los  que  sin  alzarse  públicamente  emplearen 
fuerza  6  intimidación  para  alguno  de  los  objetos  seña- 
lados en  los  delitos  de  rebelión  y  sedición.*  Ya  hemos 
visttí  cuáles  eran  estos  objetos,  y,  por  consiguiente,  nt» 
necesitamos  repetirlo  aquí;  pero  basta,  por  otra  parte, 
relacionar  ese  párrafo  1.^  con  lo  que  dicen  los  artículos 
243,  165  y  248  y  los  números  l.«,  2.^,  4."  y  5.<>  del  250 
paru  determinar  bien  todo  el  alcance  de  ese  núm.  1/* 
del  art  263,  y  una  vez  determinado,  creemos  imposible 
que  nadie,  siguiendo  las  razones  que  dieta  y  aconseja 
luiii  buena  lógica,  encuentre  insto  que  estos  delitos  ^ 
excluyan  del  conocimiento  del  Jurado,  porque  verdade- 
ramente el  tumulto,  el  alzamiento  público,  el  motín,  en 
uua  palabra,  siendo  lo  que  caracteriza  la  sedición  ó  la 
rebelión,  no  es  el  único  elemento  que  da  un  carácter 
jiredominantemente  político  á  esos  delitos;  y  como  ya 
hemos  dicho  que  este  carácter  predominantemente  po- 
lítico es  el  que  se  reclama  en  aquellos  que  son  someti- 
dos al  conocimiento  del  Jurado,  faltaríamos  á  la  conse- 
cuencia debida  á  nuestras  propias  ideas  si  no  en  ten - 
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diéramos  que  los  que  cometen  y  realizan  el  mijimo  ob- 
jeto de  sedición  y  rebelión,  aunque  no  se  hayan  alzado 
públicamente,  pero  empleando  la  ftierza  ó  intimidación 
para  conseguirle,  son  reos  de  la  misma  especie  y  delin- 
cuentes de  la  misma  naturaleza  que  los  que  apelan  al 
motín  y  al  tumulto  para  realizar  su  propósito. 

Hay  aquíj  entre  unos  y  otros,  una  diferencia  pura- 
mente de  medios  que  se  refiere  sólo  á  la  fonna  que  unos 
y  otros  han  empleado;  y  esa  diferencia,  si  no  basta  á 
caracterizar  separadamente  unos  delincuentes  de  otros, 
BÍ  basta  para  distingrurlos  en  cuso  tan  especial  6  impor* 
tante  como  el  de  la  competencia  del  Tribunal  que  ha  de 
juzgarlos.  Creemos,  pues,  que  el  día  que  se  aplique  la 
ley  ahora  promulgada  y  se  planteo  con  l()s  mismos  priu- 
cipíos  y  aspiraciones  que  la  sirven  de  base,  los  delitos 
definidos  en  el  núni.  1.^  del  ait.  263  entrarán  en  el  co- 
nocimiento del  Jurado,  porque  es  verdaderamente  iló- 
gico que  mientras  al  Jurado  se  someten  los  autores  de 
un  motín  que  tenga  por  objeto  destronar  al  Rey  ó  di- 
solver las  Cortas,  no  se  instruya  ante  ese  Tribunal  este 
proceso  y  se  deje  al  conocimiento  del  do  derecho  una 
cansa  formada  contra  los  que,  por  algún  medio  mas  sen- 
cillo que  el  alzamiento  público^  traten  de  conseguir  el 
mismo  objeto,  como,  por  ejemplo,  que  algún  conjurado 
penetre  en  la  habitación  del  Monarca  y  le  haga  suscri- 
bir un  Decreto  disolviendo  las  Cortes  ó  un  mensaje  re- 
nunciando su  autoridad,  ó  le  secuestre  y  haga  desapa- 
recer como  medio  de  obtener  y  realizar  su  destrona- 
miento. 

Aun  estos  hechos,  por  la  cautela  con  que  han  de 
realizarse,  y  por  lo  indefenso  que  dejan  al  Poder  pú- 
blico, dado  caso  que  pudieran  cometerse  con  ésitOj  re- 
visten caracteres  más  graves  que  los  otros,  y  creemos 
que  habría  menos  peligro  desde  el  punto  de  vista  con 
que  combaten  todas  estas  afirmaciones  los  adversarios 
del  Jurado,  en  que  esos  hechos  se  sooietieran  á  su  co- 
nocimiento, que  no  los  definidos  entre  los  de  rebelión 
y  sedición. 
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XXIV 

Y  vamos,  hechas  estas  excepciones  y  salvedades,  á 
examinar  los  verdaderos  delitos  de  atentado  y  desacato, 
delitos  que  son  muy  importantes  por  la  frecuencia  con 
que  se  cometen;  porque,  las  estadísticas  criminales, 
que  enumeran  los  diferentes  delitos  por  la  mayor  ó  me- 
nor frecuencia  con  que  se  realizaxi,  dan  á  los  atentados 
y  desacatos  el  sexto  y  octavo  lugar. 

XXV 

Cometen  delitos  de  atentado  loa  que  acometieren  á 
la  Autoridad  6  sus  agentes  6  emplearen  fuerza  contra 
ellos,  les  intimidaren  gravemente  ó  les  hicieren  resis- 
tencia también  grave,  cuando  se  hallaren  ejerciendo  las 
fanciones  de  su  cargo  ó  con  ocasión  de  ellas;  los  que  sin 
estar  comprendidos  en  ninguno  de  estos  casos  resistie- 
sen á  la  Autoridad  ó  sus  agentes  ó  los  desobedecieren 
gravemente  en  el  ejercicio  de  las  ftinciones  de  su  cargo. 
Cometen  desacato  los  que  hallándose  nn  Ministro  de  la 
Corona  ó  una  Autoridad  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes ó  con  ocasión  de  ellas,  les  calumuiareu,  inj miaren 
ó  insultaren  de  hecho  ó  de  palabra  en  su  presencia  ó 
en  escrito  que  le  dirigieren,  ó  los  que  de  análoga  ma* 
ñera  les  amenazaren;  los  funcionarios  públicos  que 
hallándose  un  superior  jerárquico  en  el  ejercicio  de 
su  cargo,  le  calumniaren,  injuriaren  ó  insultaren  de 
hecho  ó  de  palabra  en  su  presencia  ó  en  escrito  que 
le  dirigieren  ó  le  amenazaren;  los  que  hallándose  mi 
Ministro  de  la  Corona  ó  una  Autoridad  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  ó  con  ocasión  de  éstas,  le  calumnia- 
ren, injuriaren  ó  insultaren  de  hecho  ó  de  palabra 
fuera  de  su  presencia  ó  en  escrito  que  no  estuviera  á 
ellos  dirigido;  y  los  que  injuriaren,  insultaren  ó  ame- 
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uazaren  de  hecho  6  de  palabra  á  los  funcionarios  pú- 
blicos ó  agentes  de  la  Autoridad  en  8u  presencia  ó  en 
eacrito  qne  les  dirigieren. 

Examinados  los  datos  estadístieüs  del  último  quin- 
quenio que  ha  publicado  el  Ministerio  de  Gracia  j 
Justicia,  resnlta: 

Número  de  deUtos  oometldos  en  cada  afio. 

I>«lÍtíHi. 


1883 

27.242 

1884 

1885_ 

188í> _,, 

1887,...,-.,, 

22.92a 

20.628 

23.219 
24,200 

El  término  medio  de  delitos  cometidos  durante  cada 
ü£o,  según  los  datos  del  último  qmnquenio,  es  23.665. 
T  de  estos  delitos,  los  más  frecuentes  son  los  que 
siguen: 


DELITOS 

aJíos 

Término 
muiiio 

188a 

1SS4 

1885 

18^6 

1887 

Hurtos 

8.661 
7.827 
1.809 
1.307 
1.016 

957 
1.296 

665 

6.608 

1,553 

1.240 

1.084 

834  1 

í*41 

567 

6.005 
6,943 
1.333 
L120 

i.oae 

840 
764 
570 

6.743 
6.512 
1.512 
1.433 
1.089 
1.057 
846 
561 

6.t*00 
6.7-15 
L519 
1,401 
1,225 
1.112 
8B2 
669 

6.983 

6.566 

1,545 

1.296 

L088 

961 

945 

606 

IjMiODes  ..,.,,.. 

Robos 

Bieparofl   ,,,,,.., 

Ektafae , 

Atentados,,..,... 
Homidílios. * ,  -.  p, 
B^a<:ataB 

De  donde  resnlta,  como  hemos  dicho,  que  por  la  ma- 
yor 6  menor  frecuencia  con  que  ciertos  delitos  se  co- 
meten,  la  estadística  señala  á  los  de  atentado  y  des- 
acato los  lugares  sexto  y  octavo^  ocupando  del  primero 
^1  quinto,  por  este  orden  mismo,  los  hurtos,  las  lesio- 
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nos,  los  robos,  los  disparos  de  arma  de  fuego  y  las 
estafas,  y  el  séptimo  los  haTnicidios. 

No  hay  para  qué  añadir  aquí,  porque  el  Código  pe- 
nal lo  explica,  que  estos  delitos  de  atentado  y  desacato 
no  pueden  cometerse  por  medio  de  la  prensa,  ni  tam- 
poco precisa  recordar^  porque  sobradamente  sabido  ea^ 
que  los  delitos  cometidos  por  medio  de  la  prensa,  cua- 
lesquiera que  sean,  constituyen  la  única  excepción  y 
han  de  someterse  al  conocimiento  del  Jurado;  conclu- 
sión que  habremos  de  tener  en  cuenta  en  lugar  opor 
tuno,  ó  sea  cuando  tratemos  de  lo  que  especialmente  ba 
de  decirse  acerca  de  los  delitos  de  la  prensa. 

Ya  sabemos  cuáles  son  los  delitos  de  atentado  y 
desacato;  ahora  nos  toca  investigar  por  qué  motivo 
estos  delitos  no  han  sida  sometidos  a!  conocimiento  del 
Jurado^  y  por  qué  encontramos  y  declaramos  desde  lue- 
go justificada  su  exclusión. 

XXVI 

8e  alega  entre  nosotros  por  muchos,  que  en  la  ma- 
yor  parte  de  los  pueblos  donde  el  Jurado  se  encuejj- 
fra  establecido,  éste  entiende  en  los  procesos  que  m 
forman  para  averiguar  quiénes  sean  los  autores  de 
esos  delitos  y  para  procurarles  el  castigo  que  merecen. 
Xosotros  opinamos  que,  á  pesar  de  esta  razón  de  auto- 
ridad, la  exclusión  está  bien  hecha.  Los  pueblos  no  se 
parecen  unos  á  otros;  cada  cual  tiene,  en  las  condicio- 
nes de  su  genio  nacional,  dotes  y  cuRlidades  especia- 
les que  es  necesario  tener  muy  en  cuenta,  sobre  todo 
para  la  resolución  de  los  problemas  que  afectan  al  de- 
recho y  á  loa  procedimientos  criminales.  Estas  condi- 
ciones son  tan  distintas,  que  muchas  veces,  respecto 
de  determinados  órdenes  de  la  vida,  sólo  la  línea  divi* 
soría  constituida  por  la  frontera  que  separa  dos  pue- 
blos veeinosj  determina  la  oposición  más  camcterístíca 
Y  seQalada.  Así,  por  ejemplo,  sucede  entre  los  firancc^ 
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0^  7  los  españoles  respecto  de  diversas  circunstancias 
y  de  gran  número  de  puntos  de  vista,  hasta  tal  extre- 
mo que  verdaderamente  no  se  explica  cómo  un  mero 
accidente  geográñco  puede  mantener  una  diversidad 
tan  notoria  en  los  rasgos  distintivos  del  carácter  y  ge- 
nio nacional. 

Del  lado  allá  de  esa  línea  divisoria,  la  economía,  el 
ahorro  constituyen  las  virtudes  más  apreciadas  y  más 
estimadas^  y  la  laboriosidad  es  la  condición  más  gene- 
ral y  característica;  del  lado  acá,  el  desprendimiento 
llevado  muchas  veces  hasta  el  despilfarro,  una  laborio- 
sidad menos  constante  y  un  concepto  de  la  vida  más 
superficial,  son,  por  el  contrario,  los  rasgos  que  se  se- 
ñalan y  se  advierten  en  nuestra  población.  Es  tam- 
bién de  las  cualidades  que  caracterizan  y  hacen  dis- 
tinguir nuestro  genio  nacional  una  de  las  más  señala- 
das y  salientes,  á  juicio  del  que  escribe  estas  líneas,  la 
íalta  de  sentido  social. 

Esto  ha  podido  advertirse  para  el  que  estudia  la  his- 
toria, desde  los  comienzos  de  la  de  nuestro  País.  Somos 
un  pueblo  que  por  exagerado  individualismo  ó  por  cir- 
cunstancias meramente  históricas  y  accidentales,  ó  por 
otros  motivos  cuya  investigación  nos  llevaría  demasia- 
do lejos,  jamás  hemos  dado  pruebas  de  tener  ese  sen- 
tido social,  ese  sentimiento  de  cohesión  y  unidad  que 
distin^e  á  otros  países,  y  que  permite  realizar  obras 
cdecüvas  que  aquí  todavía,  por  desgracia,  son  imposi- 
Weg;  lo  que  prueba  que  la  falta  de  sentido  social  de 
los  españoles  es  indudablemente  la  causa  primera  de 
qne  nuestra  administración  en  su  manera  de  funcionar 
y  nuestro  gobierno  en  sus  afirmaciones  y  en  el  des- 
arrollo de  su  obra,  encuentren  obstáculos  tan  grandes 
como  los  que  á  cada  paso  embarazan  sus  movimientos. 
Donde  no  hay  sentido  social,  todo  lo  que  pertenece  á 
la  colectividad  es  desdeñado,  menospreciado  ó  coloca- 
do en  una  condición  subalterna,  y  eso  es  lo  que  por 
desdicha  sucede  en  España  en  la  mayor  parte  de  las 
localidades,  y  en  general  en  todo  el  País. 
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Esta  falta  se  traduce,  como  es  natural  y  lógico  que 
suceda,  en  falta  de  respeto  á  los  representantes  de  la 
sociedad,  á  las  Autoridades.  En  Francia,  en  Inglaterra, 
cu  Bélgica,  en  Alemania  mismo,  existe  difundida  y  ge- 
neralizada entre  las  masas  la  idea  de  un  respeto  pro- 
fundo á  las  Autoridades.  Y  esa  idea  no  nace,  ni  del 
temor  que  la  Autoridad  inspira,  ni  de  sus  mayores  fa- 
cultades, ni  de  la  represión  más  severa  de  los  atentados 
que  contra  ella  se  cometan,  ni  mucho  menos  de  que  las 
condiciones  políticas  den  allí  al  Poder  público  mayor 
aiTaigo,  firmeza  y  estabilidad  que  entre  nosotros,  no. 
lÍ3e  respeto  nace  de  que  hay  en  el  pueblo  desarrollado 
y  propagado,  hasta  el  punto  de  que  ha  llegado  á  infil- 
trai*se  en  las  más  bajas  capas  sociales,  un  criterio  que 
aconseja  á  todos  mirar  con  respeto,  excesivo  si  se  quie- 
re, a  los  que  representan  la  colectividad,  á  los  que  sim- 
bolizan en  su  persona  y  en  sus  funciones  la  mayor  su- 
ma de  interés  social. 

Entre  nosotros,  esta  idea  no  se  ha  arraigado;  labo- 
liosa  y  penosamente  consiguen  los  elementos  directo- 
res del  País  ir  haciendo  ese  camino,  propagarla  y  di- 
fundirla, pero  no  hemos  llegado  en  ese  punto  á  resulta- 
dos verdaderamente  satisfactorios  y  completos.  Por  eso 
aquí  todavía  es  muy  común  que  suceda  lo  contrario  de 
lo  que  acontece  en  aquellos  pueblos;  y  ocurre  ordina- 
riamente y  se  advierte  en  la  masa  del  común  de  los 
ciudadanos,  más  disposición  á  ayudar  al  que  protesta 
contra  la  Autoridad  que  á  ayudar  á  la  Autoridad  mis- 
ma en  el  desempeño  de  su  obra  y  en  la  realización 
de  los  fines  que  persigue.  En  algunas  localidades  de 
nuestra  Patria,  se  traduce  este  hecho  como  un  senti- 
miento de  generosidad  hacia  el  débil;  no  tienen  idea 
exacta  de  lo  que  son  los  fines  sociales  y  de  lo  que  vale 
y  significa  el  interés  social  en  cuyo  nombre  la  Autori- 
dad obra.  Se  entiende  y  juzga  cada  caso  en  que  la  Auto- 
ridad persigo  á  un  ciudadano  y  trata  de  imponerle  por 
algún  medio  su  voluntad,  como  el  caso  de  una  lucha 
«sntre  el  más  fuerte  y  el  más  débil;  y  la  gente,  llevada 
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<le  ese  movimiento,  generoso  en  el  fondo,  pero  perjudi- 
cial á  todas  luces  en  sus  manifestaciones,  se  cree  obli- 
gada muchas  veces  á  dar  amparo  contra  la  acción  de  la 
Autoridad  al  que  por  la  Autoridad  es  perseguido.  Mu- 
cho hay  indudablemente  que  hacer  para  que  se  pene- 
tre nuestro  pueblo  de  que  en  todo  caso  conviene  al  or- 
den social  que  en  toda  lucha  ó  conflicto  entre  la  Auto- 
ridad y  los  ciudadanos,  á  reserva  de  lo  que  haya  de 
decidirse  en  deñnitiva  y  de  lo  que  en  definitiva  resulte 
después  de  averiguadas  las  cosas  y  seguido  el  procedi- 
miento legal,  la  presunción  ha  de  estar  en  favor  de  la 
Autoridad  misma;  pues  así  es  necesario  que  suceda 
para  que  el  orden  se  mantenga  y  la  Autoridad  pueda 
libre  y  desembarazadamente  cumplir  su  alta  misión  y 
garantir  los  derechos  de  todos. 


xxvn 

No  creemos  que  se  está,  bajo  este  punto  de  vista,  en 
el  principio  de  la  obra;  algún  camino  hemos  adelanta- 
do ya,  porque  si  las  cosas  sucedieran  como  ocurrían  an- 
tes de  verificarse  este  progreso,  indudablemente  la  re- 
forma recientemente  implantada  en  el  procedimiento, 
al  establecerse  el  juicio  oral  y  público,  no  hubiera  pro- 
ducido los  efectos  que  hasta  ahora  pueden  señalarse. 

Antes  de  llevar  á  cabo  esta  reforma,  se  temía  con  so- 
brado ftmdamento  que  fracasase;  y  se  temía  principal- 
mente, porque  conocida  la  índole  de  nuestro  pueblo,  era 
muy  dudoso  que  pudieran  reunirse  nunca  los  elementos 
necesarios  para  el  juicio  oral,  sobre  todo  en  lo  que  se  re- 
fiere á  los  testimonios,  que  son  como  el  nervio  y  la  base 
de  este  sistema  de  procedimiento.  Se  decía  que  inclina- 
da la  masa  de  nuestra  población  de  ordinario  á  favore- 
cer antes  al  delincuente  como  débil,  que  á  la  Autori- 
dad como  fiíerte  y  poderosa,  nunca  habría  quien  vinie- 
ra á  los  juicios  á  deponer  contra  los  autores  de  un  de- 
lito, aun  tratándose  de  los  más  vituperables.  Se  decía 
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también  que  no  existiendo  entre  nosotros,  como  no  ba 
existido  durante  muebísimo  tiempo,  una  seguritlad  per- 
sonal verdaderamente  afianzada j  más  que  por  las  leyea^ 
por  las  costumbres  v  la  perseverancia  del  Poder  públi- 
co, sería  difícil  que  las  personas  que  bubieran  de  depo* 
ner  como  testigos  en  una  causa  criminalj  quisieran  ha- 
cerlo ante  el  temor  áe  que  el  delincuente,  no  bien  cas- 
tigado ni  bien  sometido,  acabara  por  cobrarse  con  actos 
de  venganza  del  daño  que  con  las  declaraciones  se  le 
causara. 

Contribuían  á  corroborar  este  temor  ejemplos  y  re- 
cuerdos como  los  de  la  famosa  campaña  del  bandoleris- 
mo en  Andalucía  y  otros  análogos;  y  de  todoa  estos 
hechos  y  consideraciones  se  deducía  por  machos  la  evi* 
dencia  de  que  el  juicio  oral  y  público  no  llegaría  á  es- 
tablecerse en  condiciones  aceptables.  Todos  éstos  cálcu- 
los, sin  embargo,  han  quedado  por  fortuna  defraudados; 
el  juicio  oral  y  público  es  un  hecho  desdo  hace  algunos 
años,  y  hasta  ahora  sus  resultados  ^  según  proclaman 
imánimes  en  la  prensa  y  en  la  tribuna  los  hombres  de 
más  distintas  opiniones  políticas,  permiten  afirmar  que 
esa  conquista  es  ya  una  de  las  conquistas  definitiva- 
mente aseguradas  en  nuestra  legislación  procesal. 

Nadie  habrá  que  intente  variar  ose  sistema  de  pro- 
(cdimiento,  porque  nadie  le  combate;  y  en  la  misma  dis- 
cusión del  Jurado  se  ha  visto  con  extrañeza,  aun  por 
Hus  propios  amigos  políticos  y  por  los  propios  partida- 
rios de  sus  ideas,  que  un  ex  Fiscal  del  Tribunal  Supre- 
mo, como  el  Sr.  Isasa,  dirigiera  ataques  á  esa  institu- 
üión  que  vienen  á  combatirhi  en  su  esencia  y  su  fondo^ 
y  se  ha  visto  con  extrañeza,  porque  ni  los  imbuidos  de 
sus  doctrinas,  ni  los  que  forman  en  su  misma  escuela 
política  y  jurídica  comparten  esas  opiniones  del  señor 
ÍKasa.  Además,  habiéndose  pedido  a  éste  que  formulara 
de  una  manera  concreta  los  cargos  que  tenía  que  aducir 
contra  el  juicio  oral,  se  limitó  á  presentar  unas  cuantas 
enmiendas,  en  las  cuales  no  se  tocaban  más  que  por- 
menores, accidentes  y  detalles  sin  significación  é  im- 
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portancia.  Nada  hay  más  Batisfactorio  para  los  defenso- 
res de  nna  institución  como  el  hecho  de  que,  después 
de  ensayada,  salga  verdaderamente  indemne  de  la  críti- 
ca que  se  intenta  formular  contra  su  existencia,  y  esto 
ha  ocurrido  con  el  juicio  oral  y  público.  Se  observan  en 
él  defectos,  sin  duda;  pero  en  honor  de  la  verdad,  son 
debidos  á  la  práctica  viciosa,  deficiente  de  nuestra  Ma- 
gistratura, que  no  ha  querido  dar  todavía  á  la  oralidad 
del  juicio  la  importancia  que  realmente  tiene;  circuns- 
tancia que  hace  más  necesaria  la  reforma  ahora  realiza- 
da en  el  sentido  del  planteamiento  del  Jurado. 

Fuera  de  esto,  no  encontramos  nada  verdaderamen- 
te sustancial  é  importante  que  aducir,  respecto  á  la 
experiencia  hecha  en  nuestro  País  con  el  juicio  oral 
y  público;  y  creemos  que  puede  afirmarse,  sin  temor  á 
que  nadie  lo  conteste  ni  lo  niegue,  ni  siquiera  lo  ponga 
en  duda,  que  esa  reforma  debe  estimarse  como  verda- 
deramente beneficiosa  y  como  uno  de  los  grandes  pasos 
que  se  han  dado  en  nuestro  tiempo,  en  el  sentido  de 
poner  en  armonía  las  instituciones  jurídico-procesa- 
les  de  España,  que  son  la  garantía  de  todos  los  dere- 
<^os,  con  las  instituciones  jurídico-procesales  de  los 
países  que  en  este  punto  han  llegado  á  un  grado  más 
alto  de  perfección  y  de  progreso. 

xxvm 

En  todos  los  órdenes  de  la  Administración  va  suce- 
diendo algo  parecido  á  esto  que  ocurre  en  la  organiza- 
ción del  Poder  judicial.  Una  de  las  necesidades  mayo- 
res que  siente  y  ha  sentido  desde  hace  tiempo  nuestro 
País,  es  la  de  que  exista  en  él  una  buena  policía,  encar- 
gada principalmente,  no  de  secundar  los  planes  y  pen- 
samientos políticos  de  un  Gobierno,  ni  de  servir  de  ga- 
rantía á  la  existencia  y  condiciones  y  duración  de  una 
situación  determinada,  que  era  el  objeto  á  que  antigua- 
mente se  consagraba  ese  Cuerpo  en  nuestro  País,  sino 
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encargada  de  perseguir  á  los  criminales^  averiguar  los 
delitos  y  hacer  que  por  medio  de  la  aprehensión  de 
los  que  los  cometen,  se  vaya  reduciendo  cada  día  la  es- 
fera de  la  criminalidad. 

En  este  punto  hemos  adelantado  poco;  y  hemos  ade- 
lantado poco,  por  esa  falta  de  sentido  social  que  seña- 
láhamos  antes  y  que  es  uno  de  los  defectos  más  gra- 
ves del  carácter  de  nuestro  pueblo;  porque  no  hay  que 
olvidar  que  en  Francia,  por  ejemplo,  donde  la  policía 
consigue  éxitos  tan  sorprendentes  en  la  persecución 
de  los  criminales  y  en  la  averiguación  de  los  delitos, 
ese  Cuerpo  cuenta  siempre  con  el  apoyo  de  la  masa  ge- 
neral de  la  población;  y  uno  de  los  hechos  que  más 
asombran  y  que  más  maravillan  á  los  que  no  tienen 
idea  exacta  de  estas  cosas,  ni  las  han  visto  practicar 
ni  funcionar  como  allí  funcionan,  es,  por  ejemplo,  el 
de  que  la  organización  de  la  policía^  en  ciudad  tan  im- 
portante como  París,  tenga  tales  ramificaciones  y  cuen- 
te con  tales  auxiliares,  que  puede  considerarse  que  en 
cada  casa  hay  un  funcionario  dependiente  de  este  Cuer- 
po, desde  el  momento  en  que  los  porteros,  vigilantes 
asiduos  de  lo  que  en  cada  domicilio  ocurre,  vienen  á  ser 
los  que  más  contribuyen  con  sus  datos  y  sus  observa- 
ciones á  secundar  y  auxiliai'  las  gestiones  de  la  policía. 

Esto,  entre  nosotros,  es  muy  difícil  de  conseguir; 
aquí,  los  que  por  su  empleo  no  dependen  del  Cuerpo  de 
vigilancia  ni  tienen  relación  con  él,  creen  muchas  veces 
que  es  una  acción  vergonzosa,  humillante  y  que  des- 
dora al  que  la  realiza  el  contribuir  á  dicho  servicio  de 
vigilancia,  y  hay  en  el  fondo  de  nuestro  carácter  algo 
que  protesta  contra  esta  clase  de  servicios  y  que  en  la 
delación  encuentra  siempre  un  acto  vituperable  (1).  Y 


(1)  También  en  este  punto  han  cambiado  mucho  de  algún  liempo 
á  esta  parte  las  condiciones  de  nuestro  País.  Hay  en  lo  que  á  él  se  re- 
fiere indudable  progreso.  Estamos  corrigiendo  las  pruebas  de  impren- 
ta de  esta  página  á  la  vez  que  se  instruye  el  sumario  de  la  famosa 
causa  por  muerte  de  Dofia  Luciana  Eorcino,  viuda  de  Várela,  f  ee  ad- 
mirable y  digno  á  la  vez  del  mayor  aplauso  el  afán  con  que  gran  nú- 
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esta  idea  equivocada,  no  es  sólo  patrimonio  de  la  clase 
menos  ilustrada,  de  las  gentes  de  menor  cultura,  sina 
que,  con  sorpresa,  la  hemos  visto  abrigada  muchas 
veces  por  personas  á  quienes  su  educación  y  sus  con- 
diciones debían  eximir  de  semejante  preocupación. 

Kecuerda,  á  propósito  de  eso,  el  autor  de  estas  lí- 
neas, que  en  1873  se  trató  por  el  Ministro,  entonces,, 
de  la  Gobernación,  8r.  Maissonave,  de  organizar  un 
verdadero  servicia  áe  policía,  empezando  por  dividir 
los  dos  ramos  que  debían  constituirle:  la  vigilancia  y 
la  seguridad.  La  seguridad  se  encomendó  á  la  fuerza 
pública,  y  de  aquella  fecha  data  la  organización  mili- 
tar del  Cuerpo  de  Orden  público,  que  tan  excelentes 
resultados  ha  producido.  Se  quiso  también  organizar 
el  servicio  de  vigilancia,  que  es  el  que  nosotros  más 
necesitamos,  porque  el  de  seguridad  ya  lo  desempe- 
ñaban las  fuerzas  del  ejército,  y  sobre  todo  las  de  la 
Guardia  civil,  con  aplauso  de  la  generalidad  de  las  gen- 
tes y  con  verdadero  éxito. 

El  servicio  de  vigilancia  no  podía  constituirse  con  la 
fuerza  pública;  su  índole  se  opone  á  ello.  Para  la  vigi- 
lancia no  se  necesitan  Cuerpos  militares;  lo  que  se  ne- 
cesita son  personas  de  determinados  estudios,  de  vastos 
conocimientos,  sobre  todo  en  las  ciencias  morales,  po- 
líticas y  jurídicas,  que  tengan  una  aptitud  parecida  á 
la  que  se  exige  á  todo  Juez  instructor,  para  adivinar  en 
las  huellas  que  deja  el  delito  los  móviles  que  habrán 
contribuido  á  que  se  cometa  y  cuál  es  la  pista  que  debe 
seguirse  para  descubrir  y  hallar  á  sus  autores. 

En  este  sentido  se  entendió,  que  era  necesario  orga- 
nizar las  Delegaciones  de  policía  bajo  la  jefatura  de 
persona  que  hubiese  ejercido  cargos  en  la  carrera  ju- 
dicial y  que  tuviera  costumbre  de  instruir  procedimien- 


mero  de  personas  están  acudiendo  al  Juzgado  de  una  manera  espon- 
tánea y  resuelta,  para  aportar  á  la  instrucción  el  caudal  de  las  noticia» 
que  poseen  7  aun  el  de  las  que  investigan.  Ese  hecho  hien  puede  con- 
siderarse síntoma  de  un  cambio  feliz,  realizado  por  la  opinión  en  este 
orden  de  asuntos. 
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tos,  así  como  la  de  conocer  qué  agentes  pueden  desple- 
gar mayores  cualidades  en  su  difícil  y  beneficiosa  tarea. 
Y  aquel  Ministro,  convencido  de  todas  estas  conclu- 
siones que  son  exactísimas,  trató  con  acierto  induda- 
ble que  merece  el  mayor  encomio,  de  poner  la  policía 
de  Madrid  bajo  la  autoridad  y  dirección  de  un  Juez  de 
primera  instancia  que  hubiese  demostrado  en  su  carre- 
ra poseer  las  dotes  necesarias  pai^a  este  trabajo.  Lo  pi- 
dio  al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  y  el  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia  designó  á  una  persona,  por  cierto  de 
condiciones  muy  estimables,  y  que  en  diferentes  Juz- 
gados  había  dado  pruebas  de  ser  un  excelente  instruc- 
tor. Aceptó  el  Juez  el  cargo,  vino  á  Madrid  á  tomar  po- 
sesión de  él,  y  con  sorpresa  se  vio  que  los  Jueces  de  la 
Corte  censuraban  aquel  acto  de  su  companero,  enten- 
diendo que  no  debía  haberlo  realizado  y  que  era  poco 
menos  que  manchar  la  toga  el  convertirse  un  Juez  de 
primera  instancia  en  Inspector  y  Jefe  de  la  policía  y 
vigilancia  de  Madrid. 

Llegaron  las  cosas  a  tal  punto,  que  aquellos  Jueces 
se  reunieron  y  acordaron,  de  un  modo  terminante,  signi- 
ficar á  su  compañero  tan  extraño  y  singular  puuto  de 
vista;  y  decimos  extraño  y  singular,  porque  verdíulem- 
mente,  bien  miradas  las  cosas,  cou  severidad  y  reflexión, 
sin  dejarse  arrastrar  por  apasionamientos  de  ninguna 
especie,  se  ve  que  no  existe  tanta  diferencia  entre  lo* 
que  persiguen  al  delincuente  y  averiguan  los  delitos 
desde  el  sitial  de  un  Juzgado,  y  de  un  Juzgado  instruc- 
tor, y  los  que  realizan  los  mismos  fines  desde  la  Dele- 
gación de  una  Inspección  de  policía;  pero  tales  son  los 
defectos  de  nuestro  carácter. 

La  reunión  se  verificó;  los  acuerdos  que  se  adoptaron 
se  pusieron  en  conocimiento  de  la  persona  que  hab(a 
aceptado  el  cargo  de  Jefe  de  la  policía  de  Madrid,  y  éste, 
obedeciendo  á  móviles  y  razones  de  compafícrisma, 
que  son  verdaderamente  respetables,  pero  que  á  nos- 
otros ni  nos  convencieron  entonces  ni  nos  han  conven- 
cido  jamás,  declinó  el  nombramiento  que  á  bu  favor  se 
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hacía.  Excusado  es  decir  que  no  hubo  Juez  alguno  que 
aceptara  ese  empleo,  y  que  la  reforma  quedó  incomple- 
ta por  falta  precisamente  de  lo  que  debía  constituir  su 
base  y  su  nervio. 


XXIX 

A  partir  de  aquella  fecha  no  sabemos  que  se  haya 
llevado  á  cabo  ninguna  tentativa  análoga  á  la  que  en- 
tonces se  realizó;  y  á  esto  atribuímos  nosotros  que  la 
policía  y  la  vigilancia  estén  aún  sin  organizar  en  nues- 
tra Patria.  Mas  conviene  señalar  aquí  una  reforma  re- 
ciente y  en  la  que  ha  podido  advertirse  que  habían  des- 
aparecido ó  disminuido  al  menos  los  inconvenientes 
que  en  aquella  tentativa  se  encontraron;  nos  referimos 
á  la  organización  de  la  policía  en  1887  por  med.io  de  la 
creación  de  las  Delegaciones  de  seguridad. 

Esta  organización  ha  sido,  sin  duda,  algo  defectuosa. 
Ya  hemos  dicho  que  lo  que  se  necesita  en  nuestro  País, 
bajo  este  punto  de  vista,  no  es  policía  de  seguridad. 
La  seguridad  está  suficientemente  garantida  por  medio 
de  los  diversos  Cuerpos  de  la  fuerza  pública  que  coope- 
ran á  sostenerla;  lo  que  aquí  se  necesita  establecer,  de 
una  manera  regular  y  completa,  es  el  servicio  de  vigi- 
lancia; y  la  reforma  de  1887  adoleció  precisamente  del 
defecto  de  haber  planteado  este  servicio  de  una  mane- 
ra totalmente  contraria  á  la  que  venimos  considerando 
como  más  razonable. 

En  la  reforma  de  1887  se  ha  atendido  principalmen- 
te al  servicio  de  seguridad,  y  aun  se  ha  querido  dar  á 
este  servicio  un  carácter  parecido  al  que  tiene  en  di- 
ferentes pueblos,  donde  constituye  organizaciones  de 
todo  punto  militares,  como  sucede,  por  ejemplo,  en  Ku- 
sia.  Las  necesidades  del  pueblo  ruso  son  completamen- 
te distintas  de  las  nuestras,  y  de  aquí  nace  el  error  que 
ha  hecho  infecunda  esa  reforma:  y  decimos  que  la  ha 
hecho  infecunda,  porque  no  ha  llegado  á  conseguir  ni 
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ha  producido  resultado  alguno  beneficioso  ni  plausible, 
ni  lo  dará;  pues  al  escribirse  estas  h'neas,  el  autor  de 
ellas  tiene  la  seguridad  de  que  en  el  próximo  presu- 
puesto, en  el  de  1888-89,  la  Dirección  de  que  hablamos 
habrá  dejado  de  existir  (1). 

Sin  embargo,  teniendo  on  cuenta  que  el  servicio  do 
seguridad  es  un  servicio  de  policía,  y  que  no  han  teni- 
do inconveniente  en  ponerse  al  frente  de  él  personas 
investidas  de  tan  alta  dignidad,  como  un  Mariscal  de 
Campo  y  un  Brigadier;  este  hecho  hace  suponer  que 
aquella  prevención  con  que  en  1873  se  miraba  al  servi- 
cio de  policía  ha  ido  disminuyendo,  y  que  en  la  actuali- 
dad, ó  no  existe  ó  existe  notablemente  reducido,  y  eu 
camino  de  extinguirse  para  provecho  de  todos  y  bien 
del  País;  lo  cual  prueba  que  en  orden  á  las  ideas  que  ve- 
nimos exponiendo,  se  ha  realizado  un  verdadero  pro- 
greso y  cada  vez  entra  más  en  la  masa  de  nuestra  po- 
blación un  concepto  claro  de  lo  que  son  estos  deberc^s 
sociales,  y  de  la  obligación  en  que  se  encuentra  todo 
el  mundo  de  cooperar  á  los  fines  de  la  colectividad  de 
una  manera  activa,  y  sin  hallar  jamás  en  esa  coopo* 
ración  motivo  para  creer  que  al  que  lo  presta  comete 
un  acto  vergonzoso. 

XXX 

El  establecimiento  del  Jurado  creemos  que  ha  de 
contribuir  también  á  estos  fines,  porque  es  indudable 
que  cuando  la  generalidad  de  las  gentes  sea  llamada^ 
y  llamada  con  insistencia  uno  y  otro  día,  uno  y  otro 
año,  á  desempeñar  función  tan  importante  como  es  la 
de  formar  parte  del  Tribunal  que  ha  de  declarar  sobre 
hechos  que  se  ventilan  en  todas  las  causas  graves;  es 
indudable  que  al  verse  iavestidos  los  ciudadanos  de 

(1)    Esto  se  escribía  en  Mayo  de  1 BSB.  Ijü  Dirección  de  Se^ridAd 
fué  suprimida  en  el  mes  de  Julio. 
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una  facultad  tan  estimable,  tan  importante,  tan  trans- 
cendental, y  al  convencerse  por  el  ejercicio  de  esa  fa- 
cultad misma  de  que  realmente  tienen  en  su  mano  el 
arma  que  más  puede  contribuir  á  la  consecución  de  los 
más  elevados  fines,  han  de  acabar — que  así  ha  suce- 
dido en  todos  los  pueblos,  y  el  nuestro  no  puede  ser 
una  excepción  bajo  este  punto  de  vista — por  penetrar- 
Be  de  toda  la  transcendencia  de  su  misión  y  por  reco- 
nocer el  deber  que  existe  en  todo  individuo  de  coope- 
rar activamente  y  sin  descanso  al  logro  de  los  fines 
y  de  los  grandes  resultados  sociales. 

Insensiblemente  nos  van  apartando  estas  ideas  de 
la  principal  *á  que  venimos  consagrando  nuestra  aten- 
ción en  el  examen  de  los  deHtos  de  atentado  y  desacato. 
Ya  es  tiempo  de  que  volvamos  al  punto  en  que  empe- 
zaron las  anteriores  digresiones,  y  que  solicitados  por 
lo  que  constituye  el  verdadero  objeto  de  este  comenta- 
rio, relacionemos  lo  dicho  con  aquello  que  á  él  se  re- 
fiere de  una  manera  más  directa. 


XXXI 

La  falta  de  sentido  social  contribuye  á  que  no  se 
considere,  según  debe  considerarse,  que  la  Autoridad 
es  representante  de  la  Sociedad  y  que  en  un  daño  in- 
ferido á  esa  Autoridad  hay  un  daño  inferido  á  todos 
los  individuos  que  forman  la  colectividad  que  aquella 
Autoridad  representa.  De  aquí  que  sea  peligroso  el  en- 
comendar al  Jurado  el  castigo  de  los  delitos  de  atenta- 
do j  desacato,  de  los  delitos  cometidos  contra  el  prin- 
cipio de  Autoridad  y  contra  la  personificación  de  la 
Autoridad  misma. 

En  el  camino  de  apreciar  estas  cosas  exactamente  ya 
acabamos  de  probar  que  algo  se  ha  adelantado;  pero 
no  es  posible  fiar  por  completo  en  este  adelanto  ni  creer 
que  continuará  de  una  manera  segura  é  indudable  el 
progreso  que  este  adelanto  señala.  Estamos,  respecto  de 


Digitized  by 


Googlt 


84  COMENTARIOS  A  LA.  LKY  DEL  JUGADO 

esta  cuestión,  en  un  período  verdaderamente  crítico; 
todavía  hay  que  observaí'  algo  más;  todavía  hay  que 
ver  si  esas  ideas  contiiirian  abriéndose  paso  en  la  masa 
de  nuestra  población  hasta  llegar  á  ser  patrimonio  de 
todos.  Mientras  no  estemos  convencidos  de  esto,  mien- 
tras esto  real  y  efectivamente  no  suceda,  será  peligro- 
so encomendar  al  Jurado  el  conocimento  de  estos  deli- 
tos, y  será  peligroso  hacerlo  desde  el  punto  de  vista  de 
un  alto  interés  social  y  de  la  necesidad  de  que  esos 
delitos  se  castiguen  y  repriman  con  severidad,  tanto 
como  desde  el  punte)  de  vista  de  la  exii^teucia  del  ilu- 
rado;  porque  si  resultase  que,  llevados  esos  delitos  á 
su  conocimiento,  eran  absueltos  la  mayor  parte  de  los 
que  los  cometen,  acabaría  por  considerarse  que  aquella 
institución  era  un  elemento  perturbador  de  la  Autori* 
dad  social  y  contribuiría  á  que  ios  enemigos  que  t^I  J\i- 
rado  tiene  acentuaran  más  su  campaña,  y  quizas  hasta 
que  la  opinión  acabara  por  coronar  sus  deseos  dv  que 
se  borrara  de  nuestras  leyes  la  ley  que  lo  restablcf^e. 
Es  necesario  prevenir  estos  inconvenientes,  por  lo  eital, 
nosotros  desde  luego  no  vacilamos  en  afirmar  y  no  he- 
mos vacilado  un  solo  punto  en  sostener  que  los  delitos 
de  atentado  y  desacato  deben  continuar  sometidos  á  los 
Tribunales  ordinarios. 

Después  de  todo,  no  faltamos  con  esto  4  las  conside- 
raciones generales  que  tenemos  en  cuenta  para  deter- 
minar la  competencia  del  conocimiento  de  los  delit^íí, 
porque  digan  lo  que  quieran  los  que  sostienen,  y  son 
muy  pocos,  que  los  delitos  de  atentado  y  desacato  deben 
ser  sometidos  al  Jurado,  la  verdad  es  que  estos  delitos 
no  puede  decirse  que  sean  de  índole  política-.  Examina- 
dos atentamente  los  casos  más  notables  y  más  coBstan- 
tes  que  ofrece  la  práctica,  de  atentados  y  desacatas, 
quizá  no  se  encuentre  en  ninguno  de  ellos  un  móvil  que 
permita  calificarlo  de  delito  político;  de  manera,  que  no 
incurrimos  en  inconsecuencia  al  hacer  de  ellos  una  ex- 
cepción. 

Los  delitos  políticos  todos,  absolutamente  todos,  ex- 
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eeptuando  los  de  lesa  Majestad  por  las  razones  que  ex- 
pusimos al  examinarlos  y  al  hablar  de  ellos,  se  someten 
al  conocimiento  del  Jurado;  y  decimos  todos,  y  decimos 
mal,  porque  hay  otra  excepción  también,  acerca  de  la 
cual  nada  hemos  dicho  y  acerca  de  la  cual  algo  debe 
decirse  antes  de  poner  término  á  esta  materia  y  entrar 
en  el  examen  de  otras  especies  de  delitos  que  conocida- 
mente no  tienen  ese  carácter.  Nos  referimos  á  los  elec- 
torales, y  ciertamente  que  no  hay  lugar  más  oportimo 
de  hablar  de  ellos  que  éste,  ya  que  vamos  á  concluir 
aquí  con  la  materia  y  estudio  de  estos  delitos  tan  impor- 
tantes por  su  carácter  social,  y  puesto  que  el  Código, 
á  cuyo  orden  de  enumeración  nos  atenemos,  no  los  men- 
ciona ni  los  incluye,  estando  como  se  encuentran  defi- 
nidos y  clasificados  en  la  ley  Electoral. 

xxxn 

Una  consideración  por  cima  de  todas  las  que  en  este 
punto  podrían  invocarse,  es  la  que  han  tenido  en  cuen- 
ta los  autores  de  la  ley  del  Jurado  para  exceptuar  de 
BU  conocimiento  los  delitos  electorales.  En  el  mismo 
preámbulo  que  la  Comisión  del  Congreso  encargada  de 
dar  dictamen  sobre  este  proyecto  de  ley  escribió  al  fren- 
te de  su  trabajo,  está  dicho  de  una  manera  clara  y  ter- 
minante, propia  de  las  altas  dotes  de  escritor  del  se- 
ñor Maura,  autor  de  aquel  preámbulo,  el  motivo  por  el 
cual  no  se  somete  á  la  jurisdicción  del  Tribunal  popu- 
lar el  conocimiento  de  esta  clase  de  delitos. 

«Con  este  designio,  dice  el  preámbulo,  con  el  desig- 
nio de  facilitar  el  castigo,  se  rectifican  las  lindes  que 
el  proyecto  trazó  á  la  competencia  del  Jurado,  exclu- 
yendo los  delitos  electorales;  pues  ni  el  estado  enfer- 
mizo de  la  opinión  general  en  esta  materia  inspira  con- 
fianza bastante  á  la  Comisión,  ni  ésta  se  determina  á 
exponer  el  organismo  entero  del  tribunal  popular, 
desde  la  formación  de  listas  hasta  el  voto  del  veredicto. 
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al  embate  rudísimo  de  interefíes  y  pasiones  coleetivaa 
que  suelen  agitarse  en  estas  porfiadas  contiendas  de 
los  partidos  políticos  y  los  bandos  locales.  » 

Efectivamente,  la  opinión,  aquí,  sin  duda,  por  esa 
misma  falta  de  sentido  social  que  nosotros  se&alábamos 
más  arriba,  no  atribuye  á  los  delitos  electorales  toda  la 
importancia  y  todo  el  alcamce  que  tienen;  y  estas  cosas, 
que  atañen  en  primer  término  a  la  colectividad^  y  que 
á  ella  antes  que  á  nadie  le  importaría  remediar,  son  in- 
dividualmente consideradas  como  de  poca  monta  y  ae 
contemplan  de  ordinario  con  verdadera  indiferencia. 
Los  deütos  políticos  están  muy  generalizados  en  nues- 
tro País,  hasta  tal  punto,  que  bien  puede  asegurarse 
que  apenas  hay  en  él,  ni  apenas  se  verifica  en  él  una 
elección  que  realmente  sea  in tac  hable;  y  esto  sucede  I0 
mismo  bajo  un  régimen  que  bajo  otro,  notándose,  sin 
embargo  (nosotros  hemos  creído  advertirlo),  un  verda- 
dero progreso  en  este  punto,  pero  progreso  muy  lento 
y  que  hasta  ahora  no  ha  producido  ventajas  verdadera- 
mente definitivas  ni  satisfactorias. 

La  coacción,  el  amaño,  la  íalíiedad,  constituyen  los 
caracteres  más  frecuentes  de  las  luchas  electorales;  y  el 
progreso  realizado  en  este  pimto  consiste  en  que  cada 
día  los  medios  de  falsear  una  elección  por  la  violencia 
se  emplean  en  menor  escala,  y  son  más  raros  los  casos 
en  que  hay  necesidad  de  anular  una  elección  por  coao* 
cienes  y  por  atropellos  atentatorios  á  la  libertad  elec^ 
toral,  que  los  casos  en  que  hay  que  anularla  por  la  fal- 
sificación de  la  voluntad  de  los  electores,  mediante  el 
empleo  de  recursos  sugeridos  por  la  astucia.  Esto  últi- 
mo continúa  haciéndose  con  sobrada  frecuencia;  y  lo  re- 
petimos: la  conciencia  pública  contempla,  hasta  cierto 
punto  con  indiferencia,  que  tal  se  haga. 

En  ese  estado  las  cosas,  es  indudable  que  no  hay 
para  ellas  mejor  correctivo  que  el  que  nacería  de- una 
severidad  sistemática  en  los  Cuerpos  Colegisladore» 
para  no  admitir  en  su  seno  representaciones  que  no 
viniesen  perfectamente  depuradas,  eu  tas  cuales  no 
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pudiese  ni  aun  vislumbrarse  siquiera  la  huella  de  se- 
mejantes manejos.  Lo  que  no  hagan  las  Cortes  en  este 
sentido,  creemos  que  no  lo  hará  nadie.  Los  primeros 
responsables,  los  principales  culpables  de  estos  delitos 
son  los  que  obtienen  por  ellos  beneficios  y  ventajas;  y 
para  los  que  así  obran,  no  hay  mejor  castigo,  ni  más  efi- 
caz, ni  más  adecuado,  que  el  defraudar  sus  esperanzas, 
haciendo  completamente  estériles  las  maniobras  que 
han  empleado  para  obtener,  sin  merecerla,  la  represen- 
tación de  los  Colegios  electorales. 

Se  ha  tratado  de  reducir  el  número  de  estos  delitos 
por  medio  de  una  penalidad  severa  encaminada  á  casti- 
gar á  los  que  los  cometen;  pero  este  recurso  no  sólo  ha 
sido  de  todo  punto  estéril,  sino  que  ha  producido  conse- 
cuencias muy  lamentables  y  dignas  de  remedio.  Así  se 
ha  visto,  así  se  está  viendo  que  muchas  elecciones  san- 
cionadas por  el  Congreso  ó  por  el  Senado  han  produ- 
cido causas  criminales,  y  que  al  mismo  tiempo  que  se 
sentaban  en  cualquiera  de  esos  Cuerpos  los  Eepresen- 
tantes  del  País,  cuya  investidura  y  cuya  representación 
era  por  lo  menos  dudosa,  los  que  habían  contribuido  á 
ello  fueron  sometidos  á  los  Tribunales  ordinarios  j  con- 
denados á  cumplir  una  pena  severísima. 

Se  ha  hablado  de  la  necesidad  de  amnistiar  á  los  de- 
lincuentes electorales  y  esta  idea  ha  sido  rechazada, 
creemos  nosotros  que  sin  razón  y  sin  motivo  (1),  porque 
lo  repetimos:  la  verdadera  delincuencia  no  está  en  los 
que  sirven  de  instrumento  para  tales  maniobras,  sino  en 
aquellos  que  los  dirigen  y  estimulan,  en  aquellos  que, 
habiendo  obtenido  por  esos  medios  el  logro  de  sus  as- 
piraciones, no  vacilan  en  repetir  su  empleo  siempre  que 
se  les  presenta  ocasión  de  hacerlo,  convencidos  como 
están  de  que  el  éxito  coronará  su  pretensión.  Hay^ 
pues,  que  cambiar  en  este  punto  por  completo  de  rum- 


(1)  También  esto  se  escribió  en  Mayo  de  1888  cuando  no  parecía 
probable  que  la  ley  de  amnistía  por  delitos  electorales  fuese  aprobada. 
En  Julio  se  promulgó. 
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bo  si  se  quiere  pureza  electoral,  sí  se  quiere  que  el  ré^ 
^inuíu  representativo  sea  una  verdad,  y  sí  se  quiere  que 
la  reprcscütacíón  parlamentaría  sea  enaltecida  cada 
íllu  más;  es  preciso  que  cada  día  también  haya  eu  laa 
(*ámaras  mayor  severídad  en  el  examen  de  las  actas; 
y  existiendo  esa  severidadj  se  disminuirá  ó  atenuará 
]íor  lo  menos  la  de  las  penas  con  que  se  castiguen  los 
delitos  electorales. 

Esto  es  cuanto  se  nos  ocurre  respecto  de  ese  estado 
enfermizo  de  la  opinión  general;  y  no  creemos  que 
haya  otro  remedio  fuera  del  señalado  para  procurar  á 
ese  estado  enfermizo  el  alivio  que  necesita. 

xxxm 

Por  lo  demás,  estamos  enteramente  de  acuerdo  con 
el  preámbulo  del  tUctamen  que  acabamos  de  extractar, 
en  que  el  haber  sometido  los  delitos  electorales  al  co- 
nocimiento del  Jurado,  sería  tanto  como  entregar  la 
constitución  de  estos  Tribunales  al  embate  de  las  pa- 
siones que  se  agitan  en  cada  localidad;  porque  es  segu- 
ro que  sí  el  Jurado  hubiese  de  conocer  de  ios  delitos 
electorales,  allí  donde  estuviera  en  tramitación  un  pro- 
ceso referente  á  los  mismos,  al  coustitmrse  el  Jurado, 
todas  las  influencias  desplegarían  los  reíuirsos  de  que 
fueran  capaces,  aun  los  más  ilícitos  y  reprobados,  para 
obtener  que  el  Jurado  resultara  constituido  por  parcia- 
les ó  enemigos  de  los  delincuentes  á  quienes  se  hubia- 
ra  de  procesar. 

Se  dirá  que  este  mismo  interés  que  producen  los  pro- 
cesos electorales  lo  suscitan  todos  los  procesos  políti- 
cos; pero  eso  no  es  exacto.  En  primer  término,  aparte 
de  los  procesos  electorales,  hay  muy  pocos  procesos  po- 
Ifticos;  bsistu  examinar  las  estadísticas  de  los  delitos^ 
para  convencerse  de  que  los  políticos  constituyen  una 
mínima,  una  cxigim  paite  de  los  que  se  cometen.  Las 
últimas  estadísticas  dan  el  cálculo  de  un  U,  6  por  100 
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de  todoB  los  delitos  cometidos,  como  término  medio  del 
postrer  quinquenio. 

El  escaso  número  de  los  delitos  políticos  y  la  con- 
vicción de  que  es  mayor  el  de  los  delitos  electorales, 
nos  permite  afirmar  que  habiendo  más  generalidad  en 
éstos  que  en  aquéllos,  necesariamente  los  defectos  ó 
deficiencias  que  pudieran  advertirse  en  los  juicios  de 
los  procesos  formados  para  castigar  los  delitos  políti- 
cos, habían  de  tener  mucha  menos  generalidad  que  las 
notadas  en  los  procesos  para  castigar  los  delitos  elec- 
torales. No  puede,  por  tanto,  aplicarse  el  mismo  crite- 
rio á  unos  que  á  otros;  y  así,  nosotros,  partidarios  de- 
cididos de  que  los  primeros,  absolutamente  todos,  sin 
excluir  á  ningimo,  vengan  al  conocimiento  del  Jurado, 
no  creemos  que  los  segundos  deban  en  manera  alguna 
someterse  á  la  jurisdicción  del  tribunal  popular.  Corro- 
bora este  juicio  nuestro  la  diversa  índole  de  estos  de- 
litos. Los  más  frecuentes  de  todos  los  que  se  cometen, 
entre  los  llamados  políticos,  son  los  delitos  de  la  pren- 
sa, los  excesos  cometidos  con  motivo  del  ejercicio  de 
algún  derecho  político,  especialmente  el  derecho  de 
manifestación,  y  los  atentados  contra  los  altos  repre- 
sentantes del  Poder. 

Por  su  naturaleza,  esos  delitos  donde  generalmente 
se  cometen  es  en  los  grandes  centros  de  población,  pues 
en  los  pequeños  centros  no  hay  condiciones  que  favo- 
rezcan el  desarrollo  de  aquellos  apasionamientos,  que 
por  regla  general  son  los  móviles  de  semejantes  actos. 
En  cambio,  los  delitos  electorales,  donde  más  frecuen- 
temente se  cometen  es  en  los  pueblos  pequeños  y 
apartados  de  los  grandes  centros,  porque  en  las  grandes 
capitales  las  falsificaciones  de  la  voluntad  electoral  son 
más  difíciles,  ya  qug  no  imposibles.  Ante  una  pobla- 
ción numerosa  é  ilustrada  y  ante  la  vigilancia  de  una 
prensa,  constante  y  asiduo  centinela  de  la  opinión,  es 
difícil  que  nadie  ose  mixtificar  las  leyes  hasta  el  punto 
de  hacer  que  se  desnaturalicen  por  medio  de  la  falsifi- 
cación del  sufragio,  y  mucho  menos  de  coacciones  y  vio- 
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lencias  de  esas  que  en  modo  alguno  se  00  meten,  a  no 
fier  en  puntos  faltos  por  completo  de  aquellas  condi- 
ciones. 

Los  delitos  electorales,  pues,  son  más  posibles  y  más 
frecuentes  en  los  distritos  rurales;  y  de  éstos  en  aque- 
llos donde  la  población  aparece  más  diseniinada,  presí^ 
tándose  estas  mismas  circunstancias  á  facilitar  y  fa- 
vorecer su  comisión.  Por  tanto,  á  los  procesados  por 
delitos  políticos  los  han  de  juzgar  los  Jurados  de  las 
grandes  poblaciones  que,  por  la  misma  aglomeracióa 
de  personas^  impedirá  que  haya  entre  los  Jueces  y  los 
procesados  relaciones  de  solidaridad  que  pudieran  ser 
temibles.  En  cambio,  los  delitos  electorales  han  de  s<ír 
juzgados  por  los  Jm-ados  del  distrito  jutücial  donde  bc 
hubieren  cometido;  y  cometiéndose  preferentemente  en 
las  localidades  alejadas  de  los  grandes  centros  y  en  las 
comai'cas  nirales,  los  Jurados  de  esos  pueblos  son  los 
que  han  de  entender  en  su  conocimiento. 

Estos  Jurados,  por  su  misma  organisíación,  podrían 
tener  con  los  procesados  aquellos  vínculos  y  relaciones, 
y  de  aqníj  por  tanto,  resulta  bien  claro  que  no  ha- 
biendo peligro  alguno,  bajo  esto  punto  do  vista,  en  que 
los  delitos  políticos  se  sometan  al  Jurado,  eu  cambióle 
hay  muy  grande  eu  que  los  delitos  electorales  sean  juz- 
gados por  este  Tribunal  popular. 

XXXIY 

Por  último,  debemos  reconocer  y  declarar,  que  el 
interés  que  despierta  un  proceso  político  es  «iempre 
mucho  menor  que  el  interés  que  despierta  \m  proceso 
electoral. 

En  absoluto,  un  delincuente  político,  así  se  trate  de 
un  escritor  que  ha  publicado  un  artículo  en  un  diario, 
así  se  trate  de  un  ciudadano  que  se  haya  extralimita- 
do de  sus  derechos  al  concurrir  á  una  manifestacdón, 
así  se  trate,  por  último,  de  itna  persona  que  haya  co- 
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metido  mi  atentado  contra  cualquiera  de  los  altos  re- 
presentantes del  Estado,  no  suscita  en  su  favor  el  in- 
terés que  cualquier  delincuente  electoral;  porque  estos 
delitos  políticos  son  más  bien  actos  individuales  que 
colectivos,  obra  generalmente  exclusiva  de  la  voluntad 
del  que  los  realiza  y  no  de  la  voluntad  de  los  mismos 
correligionarios  á  quienes  pudieran  aprovechar  las  con- 
secuencias del  delito  político  cometido,  cosa  distinta  de 
lo  que  ocurre  en  los  delitos  electorales.  Además,  por  el 
grado  de  cultura  á  que  han  llegado  las  agrupaciones 
políticas  y  por  las  condiciones  de  tolerancia  y  de  re- 
flexión en  que  viven,  que  les  obligan  á  reprobar  las 
exageraciones  y  apasionamientos  que  son  la  fuente  y 
la  base  de  estos  delitos,  un  delincuente  político,  sin 
encontrarse  abandonado  por  sus  correligionarios,  tam- 
poco puede  decirse  que  se  halla  asistido  de  aquella  ad- 
hesión constante  y  resuelta  que  sería  necesaria  para 
producir  las  consecuencias  de  que  aquí  tratamos. 

Por  otra  parte,  los  delitos  de  la  prensa,  que  son  más 
frecuentes  desde  que  la  libertad  de  imprenta  es  un  he- 
cho consagrado  en  la  ley  y  respetado  unánimemente 
entre  nosotros,  no  inspiran  aquel  interés  romántico  y 
político  *  que  en  otros  tiempos  inspiraban ;  y  las  per- 
sonas prudentes  y  juiciosas  de  todos  los  partidos  y 
de  todas  las  ideas  encuentran  razonable  y  justificado 
que  los  que  cediendo  á  la  pasión  política  no  vacilan  en 
abusar  de  sus  derechos  por  medio  de  la  palabra  ó  de  la 
acción,  sufran  el  castigo  á  que  les  hacen  acreedores  sus 
apasionamientos  y  sus  arrebatos. 

Lo  que  ocurre  con  la  mayor  parte  de  estos  delin- 
cuentes puede  apreciarse  por  lo  que  sucedió  con  aque- 
llos que  tomaron  parte  en  la  manifestación  patrió- 
tica realizada  el  día  que  se  supo  en  Madrid  que  los 
marinos  alemanes  [se  habían  posesionado  de  algunas 
islas  pertenecientes  á  nuestro  País.  Nosotros,  que  se- 
guimos atentamente  el  curso  de  las  cuestiones  políti- 
cas y  procuramos  informamos  de  todo  lo  que  nos  afec- 
ta, no  hemos  visto  que,  pasados  aquellos  días  y  trans- 
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ciimdo  algunos  meses,  haya  vuelto  á  hablar  nadie,  ni 
qne  se  hayan  preocupado  los  periódicos,  ni  que  la  opi- 
nión haya  mostrado  interés  alguno  en  conocer  cuál 
iba  á  ser  la  suerte  de  aquellos  ciudadanos  que^  lleva- 
dos de  un  afán  patriótico  excesivo,  creyeron  que  de- 
bían realizar  una  manifestación  en  contra  de  la  lega- 
ción establecida  por  el  Imperio  alemán  en  Madrid.  No 
sabemos  á  estajs  fechas  en  qué  ha  parado  la  causa  que 
se  les  instruyó;  y  esta  ignorancia  nuestra,  y  est>a  igno- 
rancia de  la  generalidad  respecto  de  un  asunto  de  esa 
naturaleza,  prueba  cuánto  se  ha  debilitado,  cuánto  ha 
decaido  el  interés  que  en  los  primeros  momentos  des- 
peinaron aquellos  delincuentes,  si  es  que  el  amor  á  la 
Patria  permite  darles  este  nombre.  Y  eso,  tratándose 
de  actos  en  el  fondo  tan  simpáticos  aun  á  los  que  de- 
searían mantener  incólumes  las  relaciones  de  buena 
amistad  entre  España  y  el  Imperio  alemán.  Y  ¿qué 
sucederá  ti'atándose  de  delitos  políticos,  de  hechos  va- 
riamente juzgados  y  respecto  de  los  cuales  cada  uno 
tiene  su  opinión,  habiendo  muchos  que  sostienen  la 
opinión  completamente  contraria  al  móvil  que  les  ins- 
piró? 

XXXV 

Deutro  de  este  mismo  orden  de  ideas,  veamos  lo  que 
sucede  en  punto  á  los  delitos  electorales. 

El  interés  por  salvar  á  un  delincuente  electoral  sue- 
le ser  el  interés  de  un  pueblo,  suele  ser  el  interés  de 
un  bando,  el  interés  de  un  partido,  el  interés  de  toda 
una  agrupación.  Nosotros  hemos  tenido  en  nuestra 
pmcticu  conocimiento  de  algtmos  procesos  electoralea 
en  los  cuales,  y  sobre  todo  en  imo^  tratándose  de  un 
pueblo  pequeño,  aparecían  complicados  entre  los  auto- 
res de  la  falsedad  perseguida  la  mayoría  de  los  Con- 
cejalea,  todos  los  individuos  de  la  mesa  electoral^  que 
eran  siete»  y  otras  varias  personas  calificadas  de  reco- 
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nocida  importancia  en  la  comarca;  en  junto  quince  ó 
veinte  reos,  que  representaban  por  lo  menos  la  mitad 
de  la  población  en  que  había  ocurrido  el  suceso. 

Supongamos  que  este  proceso  se  sometiera  al  conoci- 
miento del  Jurado.  Interesada  como  estaba  directa  y 
personalmente  en  el  fallo  que  hubiera  de  dictarse  buena 
parte  de  los  propietarios  más  acaudalados,  de  los  hom- 
bres más  inteligentes,  de  las  personas  de  mayor  noto- 
riedad de  aquel  pueblo;  interesada  por  tanto  la  pobla- 
ción, ya  en  pro,  ya  en  contra,  por  los  apasionamientos 
que  acompañan  á  estas  luchas,  á  estos  acontecimien- 
tos, es  indudable  que  allí  las  operaciones  preliminares 
para  la  constitución  del  Jurado  y  la  designación  de  los 
que  hubieran  de  formarle  habían  de  hacerse  bajo  la 
presión  de  esas  circunstancias  verdaderamente  doloro- 
sas  y  temibles;  y  todo  en  estas  operaciones  y  en  estas 
diligencias  se  subordinaría  al  interés,  ya  adversó,  ya 
favorable  á  los  reos  que  iban  á  ser  juzgados,  y  se  pon- 
dría, como  dice  muy  bien  el  preámbulo,  todo  lo  que 
constituye  la  organización  del  Jurado  á  merced  de  es- 
tas pasiones  y  de  estas  luchas. 

Es  indudable  que  de  esta  manera  se  organizaría  el 
Jurado  teniendo  siempre  en  cuenta  ese  interés,  y  se  vi- 
ciaría en  su  origen  la  imparcialidad  de  estos  Tribuna- 
les, puesto  que  vendrían  á  constituir  por  efecto  de  tales 
causas  unos  verdaderos  Tribunales  de  partido;  Tribu- 
nales de  partido  que  harían  sentir  las  consecuencias 
y  los  efectos  de  su  defectuosa  constitución  respecto  de 
todo  proceso  que  hubiera  de  verse  ante  ellos,  y  que  en 
lo  que  toca  á  los  delitos  electorales,  esto  se  demostraría 
más  claramente.  Las  personas  que  constituyeran  el  Ju- 
rado estarían  dispuestas  á  castigar  con  mayor  ó  menor 
crueldad  á  los  reos  según  hubieran  tenido  más  ó  menos 
influencia  para  amañarlo  los  partidarios  de  las  perso- 
nas procesadas. 

Esto  es  lo  que  principalmente  se  ha  tratado  de  evi- 
tar al  prohibir  que  los  delitos  electorales  fueran  so- 
metidos al  conocimiento  del  Jurado.  Hay  bastante  rea- 
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lidad  efl  lo  que  UovaraoB  dicho  para  que  sea  necesaria 
añadir  üi  una  palabra  más;  la  excepción  se  encuentra 
justificada  en  cuanto  á  los  delitos  electorales,  y  las  le- 
yes dispondrán  en  lo  sucesivo  qué  medios  hayan  de 
i^niplearse  para  castigarlos.  ív^osotros  ya  hemos  indica- 
do lo  qutí  nos  parece  que  aconsejan  todas  las  conve- 
niencias, y  creemos  firmemente  que  al  fin  y  al  cabo 
estáis  ideas  prevaleceraii;  pero  de  todas  suertes,  preva- 
lezcan ó  no,  mientras  nuestra  organización  social  con- 
tinúe siendo  lo  que  es  hoy,  mientras  nuestros  partidos 
tengan  la  estiTLctiira  y  his  costumbres  que  hoy  tienen, 
y  mientras  que  en  esta  cuestión  no  se  hayan  conven- 
cido por  completo  de  cuál  es  la  línea  de  conducta  que  á 
todos  conviene  seguii*^  los  delitos  electorales,  sean  los 
que  fueren,  no  deberán  someterse  en  manera  alguna  al 
eonocimieuto  del  Jurado, 


XXXYI 

El  décimoqidnttj  grupo  de  delitos,  siguiendo  el  or- 
den en  que  los  enumera  la  ley  penal,  comprende  los 
delitos  calificados  de  desórdenes  públicos,  los  cuales 
no  irán  al  conocimiento  del  Jurado,  Se  ha  censurado 
esta  exclusión  y  se  ha  supuesto  que  argüía  una  verda- 
dera inconsecuencia  cometida  por  los  autores  de  la  ley, 
puesto  que  se  ha  creído  ver  ó  se  ha  querido  dar  á  en- 
tender que  estos  delitos,  en  que  se  altera  el  orden  pu- 
blico, eran  de  una  índole  análoga  á  los  de  rebelión  y 
sedición,  que  Terdaderamente  alteran  y  perturban  la 
tranquilidad  de  un  pueblo  ó  la  paz  del  País. 

En  esto  hay,  sin  duda  de  ningún  género,  algo  de 
confusión;  porque  lo  cierto  es  que  los  delitos  UamadoB 
ilesórdenes  públicos  no  tienen  la  misma  índole  que  aque- 
llos con  los  que  se  tratan  de  relacionar;  son  delitos  de 
otro  género,  cuyo  tipo  puede  muy  bien  asegurarse  que 
es  el  que  define  y  castiga  el  párrafo  I.*'  del  art.  272  del 
Código  penal,  que  trata  de  los  que  alteraren  gravemen- 
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te  el  orden  público  para  causar  injurias  ú  otro  mal  á  al- 
guna persona  particular.  Estas  manifestaciones  que 
suelen  hacerse  en  algunos  pueblos,  sobre  todo  en  pue- 
blos de  escaso  vecindario,  que  son  en  realidad  poco 
frecuentes,  cuando  se  verifican  tienen  como  carácter 
distintivo  el  de  ser  completamente  extraños  á  todo  mó- 
vil y  á  toda  idea  política,  que  es  precisamente  lo  con- 
trario de  lo  que  sucede  con  la  rebelión  y  sedición. 

Otro  tipo  de  esa  especie  de  delitos  es  el  definido 
por  el  párrafo  2.^  del  art.  272,  que  se  refiere  al  que  tur- 
be gravemente  el  orden  público  para  impedir  á  algu- 
na persona  el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos;  pero 
bien  miradas  las  cosas,  casi  nunca  ocurrirá  el  hecho 
previsto  en  este  párrafo,  á  menos  de  trataise  del  ejer- 
cicio del  derecho  electoral.  Si  esto  sucede,  el  proceso 
deberá  tramitarse  como  los  formados  para  perseguir  y 
averiguar  los  delitos  de  coacción,  y  en  cuanto  á  que  el 
derecho  que  se  trate  de  impedir  no  sea  un  derecho 
electoral,  lo  repetimos,  escasamente  podrá  presentarse 
algún  ejemplo;  pero  si  llegara  á  presentarse  ese  caso 
y  si  hubiera  en  los  actos  que  lo  constituyesen  un  móvil 
verdaderamente  político,  entonces  es  indudable  que  de 
este  delito  y  de  su  comisión  debía  conocer  el  Jurado. 
Al  reformarse  el  Código  penal  debe  tenerse  en  cuenta 
esto,  para  incluir  la  definición  y  sanción  de  ese  delito 
en  el  lugar  que  le  corresponde  verdaderamente ,  entre 
los  cometidos  por  particulares  con  ocasión  del  ejercicio 
de  los  derechos  constitucionales:  allí  está  su  verdadero 
lugar,  ya  que  el  art.  4.^  de  la  ley  del  Jurado  no  lo  se- 
ñala entre  los  que  caen  bajo  su  competencia. 

De  los  demás  delitos  conocidos  por  desórdenes  pú- 
blicos, nada  tenemos  que  decir;  sólo,  sí,  nos  parece,  que 
deberían  también  ir  al  conocimiento  del  Jurado  los  que 
define  el  art.  273,  que  impone  pena  á  los  que  dieren 
gritos  provocativos  á  rebelión  6  sedición  en  cualquier 
reunión  ó  en  lugar  público,  ú  ostentaren  en  los  mismos 
sitios  lemas  ó  banderas  que  provocaren  directamente  la 
alteración  del  orden  público.  Este  es  un  delito  político, 
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y  un  delito  que  por  sus  condiciones  y  circiinstancias 
debiera  someterse  al  conocimiento  del  Jurado,  que  po- 
drá .apreciar  con  más  exactitud,  más  imparcialidad  y 
más  conocimiento  de  causa,  que  los  mismos  Tribunales 
de  derecho,  las  condiciones  en  que  se  ha  cometido  y  la 
gravedad  que  reviste. 

El  art.  275  castiga  á  los  que  eausareü  desperfectoa 
en  los  caminos  de  hiendo  ó  líneas  telegráficas,  ó  inter- 
ceptaren la^  comunicaciones  ó  la  correspondencia,  ífo 
se  trata  aqní  seguramente  (y  este  m  el  parecer  de  uno 
de  los  comenta(lores  del  Código  penal  de  1871));  no  ne 

IvAír  »!  i  "    ^^'^'1  frecuentes  desperfectos  que  en  eier- 

"      2  ■!-.:  M  ^  ■  comarcas  enteras^  han  sufri- 

do las  iint:»b  leitrg-'iMi*,  i  y  en  \ñs  vías  férreas  como  me- 
dio empleado  por  los  insnrgente-s  ó  rebeldes  para  cth 
nieter  el  delito  contra  la  forma  de  gobierno^  ó  los  de 
rebeliím  y  sedición;  estos  hechos,  cuando  se  cometen 
por  virtud  de  esos  móviles  y  en  esas  circunstancias^ 
están  definidos  y  castigados  en  otro  artículo  con  penas 
más  severas  que  las  que  marca  el  275.  El  art.  275  se 
refiere  á  esos  hechos  cuando  se  han  llevado  á  cabo 
con  un  fin  puramente  de  odio  ó  de  venganza,  ó  con 
cualquiera  otro  que  no  entra  en  el  niimero  de  los  pura 
y  exclusivamente  políticos,  á  que  antes  aludíamos, 

XXXVII 

Delitos  de  falsedad.  La  cuestión  de  si  los  delitos  de 
falsedad  deben  someterse  ó  no  á  conocimiento  del  Ju- 
rado, es  una  de  las  cuestiones  que  mú.B  se  han  debatida 
recientemente  y  que  más  apasionan,  ya  á  los  partida- 
rios, ya  á  los  enemigos  de  esa  institución.  El  proyecto 
de  ley  presentado  por  el  Sr.  Alonso  Martínez  los  ex- 
cluía, y  la  Comisión  del  Congreso,  al  examinar  ese  pro- 
yecto de  ley,  entendió  que  era  necesario  adoptar  en 
este  punto  un  criterio  armónicu  y  no  decidirse  ni  por 
los  partidarios  de  la  inclusión,  ni  por  los  partidarios  de 
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la  exclusión  absoluta.  Así  se  redactó  la  parte  del  ar- 
tículo 4,^  relativa  á  esos  delitos,  procurando  conciliar 
ambas  tendencias  y  procurando  ver  por  el  examen  de- 
tenido de  cada  uno  de  los  delitos  de  falsedad,  cuáles 
eran  los  que  sin  peligro  alguno  y  sin  ocasionar  perjui- 
tíios  de  ninguna  especie  podían  ser  sometidos  al  cono- 
cimiento del  Jurado  y  cuáles  no  podían  sometérsele. 

Desde  luego,  los  adversarios  de  esta  idea,  los  que  no 
quieren  que  en  modo  alguno  los  delitos  de  falsedad  sean 
sometidos  al  conocimiento  del  Jurado,  se  fundan  en 
que,  según  ellos,  en  tesis  general,  la  comprobación  de 
estos  delitos  es  dificilísima;  y  esto  no  es  exacto  en 
punto  á  la  falsedad,  porque  ocurre  que  ó  la  falsedad  es 
tan  clara,  tan  notoria  y  tan  evidente,  que  salta  por 
completo  á  la  vista,  ó  esa  falsedad  ha  de  ser  decla- 
rada por  personas  que  tengan  capacidad  especial  para 
conocerla  y  apreciarla,  por  peritos;  y  en  uno  ú  otro 
caso,  los  Jueces  de  hecho  pueden,  de  la  misma  manera 
que  los  de  derecho,  adquirir  la  conciencia  de  si  la  fal- 
sedad se  ha  cometido;  porque  en  la  primera  de  estas 
ocasiones,  si  la  falsedad  es  notoria,  si  la  falsedad  es 
clara,  los  Jueces  de  hecho  podrán  apreciarla  por  sí 
mismos,  y  no  tendrán  inconveniente  en  declararla  j 
reconocerla;  y  si  la  falsedad  han  de  declararla  los  peri- 
tos, de  igual  manera  pueden  buscar  los  Jueces  de  he- 
cho que  los  de  derecho  la  ilustración  para  su  creencia 
en  el  dictamen  pericial. 

En  la  inmensa  mayoría  de  las  falsedades,  y  sobre 
todo  en  aquellas  falsedades  en  las  cuales,  para  apre- 
ciarlas y  para  estimar  la  gravedad  que  revisten,  no  se 
necesitan  conocimientos  especiales,  ni  una  aptitud  ver- 
daderamente profesional,  creemos  nosotros  que  puede 
muy  bien  entender  y  conocer  el  Jurado.  Este  ha  sido 
el  criterio  de  la  Comisión  parlamentaria  del  Congreso, 
que  emitió  dictamen  acerca  del  proyecto  de  ley  del 
Sr.  Alonso  Martínez,  y  cuyo  dictamen  al  fin  ha  preva- 
lecido. 
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XXXVIII 

También  se  ha  dicho,  sin  duda  por  la  generalidad 
con  que  los  delitos  de  falsedad  se  repiten  en  determina- 
das comarcas  y  por  las  analogías  que  existen  entre  al- 
gunas falsificaciones  y  los  delitos  de  contrabando,  que 
este  delito  de  falsedad  era  un  delito  que  no  sxiblevaba 
ni  indignaba  la  conciencia  pública;  pero  nosotros  cree- 
mos que  Jos  que  han  afirmado  semejante  cosa,  no  han 
mirado  bien  lo  que  decían,  ni  han  reflexionado  bastan- 
te sobre  las  consecuencias  de  su  afirmación,  que  desde 
luego  rechazamos  como  inexactas. 

El  país  donde  ocurriera  que  los  falsificadores  no  fue- 
sen  considerados  como  criminales,  y  como  criminales  de 
la  peor  especie,  sería  un  país  falto  de  todo  sentido  mo- 
ral; y  nosotros  creemos  que  no  es  posible  decir  que  esto 
ocurra,  no  ya  en  todo  nuestro  País,  aun  cuando  sea  muy 
grande  la  frecuencia  con  que  aquí  se  cometen  los  deli- 
tos de  falsificación,  sino  en  ninguna  comarca  del  País 
mismo,  aun  cuando  haya  comarcas  que  suministren  un 
contingente  más  considerable  que  ninguna  otra  de  esta 
especie  de  reos  á  los  Tribunales  y  á  la  estadística  cri^ 
minal. 

Las  falsedades,  desde  el  momento  en  que  puede  po* 
nerse  en  claro  si  se  han  cometido  y  en  que  pueden  ad- 
vertirse las  consecuencias  gravísimas  que  de  ellas  so  des- 
prenden, tan  opuestas  al  interés  general,  al  interés  pú- 
blico como  al  mismo  crédito  de  la  Nación,  son  delitos 
que  rechaza  indignada  la  conciencia  nacional  y  que 
ningún  hombre  de  recto  sentido  vacila  en  oaistigar  ó  eB 
procurar  que  se  castiguen.  No  existe  el  menor  peligro 
en  someter  las  falsedades  al  conocimiento  del  Jui^ado; 
todas,  como  veremos,  ó  su  mayor  parte,  pueden  some- 
térsele; sobre  todo  aquellas  que  de  una  manera  clara  y 
notoria  afectan  al  interés  del  País,  porque  afectan  al  in- 
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teres  de  todos  y  cada  uno  de  los  que  pueden  ser  vícti- 
mas de  estos  delitos. 

En  ese  sentido  y  partiendo  de  esos  principios,  las 
falsedades  que  se  someten  al  conocimiento  del  Jurado 
son  las  más  importantes  y  transcendentales:  la  falsifica- 
cación  de  la  firma  ó  estampilla  Eeal  y  de  la  firma  de 
los  Ministros;  la  falsificación  de  los  sellos  y  marcas,  la 
de  las  monedas  y  billetes  de  Banco,  documentos  de  cré- 
dito, papel  sellado,  sellos  de  telégrafos,  de  correos  y  de- 
más efectos  timbrados  cuya  expendición  está  reservada 
al  Estado;  la  falsificación  de  documentos  públicos,  ofi- 
ciales y  de  comercio,  la  de  los  despachos  telegráficos  y 
la  de  documentos  privados. 

XXXIX 

Las  falsificaciones  exceptuadas  de  someterse  á  co- 
noimniento  del  Jurado  son  las  de  las  cédulas  de  vecin- 
dad que,  ya  tengan  el  carácter  de  documento  para  acre- 
ditar la  personalidad,  ó  ya  sean  un  verdadero  recibo  de 
tributación,  tienen  analogía  indudable  con  los  delitos 
de  contrabando,  y  por  esta  razón  deben  excluirse.  Y 
decimos  que  estas  falsificaciones  de  las  cédulas  de  ve- 
cindad tienen  analogía  con  los  delitos  de  contrabando, 
porque  aparte  de  que  quien  falsifica  una  cédula  de  ve- 
cincÍEul  ó  hace  una  cédula  de  vecindad  falsa,  revela  una 
predisposición  al  crimen  y  emplea  medios  muy  dignos 
de  castigo  y  verdaderamente  inmorales,  es  indudable 
que  en  sus  efectos,  sobre  todo  cuando  se  considera  la 
cédula  como  recibo  de  un  tributo  y  signo  de  haber  con- 
tribuido á  él,  que  es  el  carácter  que  principalmente  tie- 
ne en  nuestro  tiempo;  en  sus  efectos,  decimos,  la  falsi- 
ficaron de  esa  cédula  no  reviste  mayor  alcance  que  el 
de  im  vierdadero  contrabando. 

En  este  sentido  existe  cierta  relación  entre  ambod  de- 
titOT)  en  este  sentido  puede  decirse  que  hay  analogía 
entre  d  fiílsificador  de  cédulas  de  vecindad  y  el  con- 
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trabandista,  desde  el  momento  en  que  el  contraban- 
dista, cuando  se  ha  limitado  á  hacer  el  alijo  y  no  ha  aña- 
dido á  la  comisión  de  este  delito  la  de  otros  delitos  co- 
munes y  de  tli versa  índole,  es  sólo  un  delincuente  que 
no  está  condenado  por  la  ley  moral,  aunque  sí  lo  esté 
por  las  leyes  administrativas  y  por  las  leyes  de  Ha- 
cienda, 

También  se  ha  excluido  del  conocimiento  del  Jurado 
la  falsificación  de  certificados;  y  la  razón  de  esto  la  ha- 
llamos en  el  comentario  que  escribió  D,  Joaquín  Fran- 
cisco Pacheco  al  artículo  del  Código  de  1850  en  que  se 
condenaban  estos  delitos.  «Una  mal  pensada  compa- 
sión, decía,  mi  asentimiento  á  lo  que  todo  el  mundo  se 
permite  pedií',  hacen  este  hecho  tan  ordinario  y  comiiUj 
que  apenas  se  extraña  ni  se  vitupera  por  nadie.  l*or 
más  que  no  haya  otra  intención  que  la  del  primcrOj  es- 
tos segundos  no  son  menos  reales.  Si  por  falsos  certifi- 
cados se  exime  á  cualquier  persona  de  un  servicio  pú- 
blico que  le  correspondía^  otras  personas  habrán  de  en- 
trar en  su  logar,  pues  el  servicio  no  ha  de  quedar  ftin 
hacerse.  De  íos  males,  de  los  gravámeueSj  de  las  des- 
gracias que  á  los  sustitutos  puedan  venir,  son  reos  an- 
te Dios  y  la  conciencia  lus  que  libertaron  indebida- 
mente al  que  no  se  debía  libertar.  * 

Después  de  copiadas  estas  palabras,  tan  claras  y  tan 
terminantes,  uadie  dudará  de  que  si  ese  delito  de  ex- 
pendición  de  certificados  falsos  es  un  delito  acerca  del 
eual  reina  entre  nosotros  una  preocupación  verdadera- 
mente lamentable,  ha  debido  excluirse  su  conocimiento 
de  la  competencia  del  Jurado.  Una  razón  moral  y  le- 
gal aconseja  la  exclusión  que  respecto  de  él  se  ha  de- 
cretado. 

La  ocultación  fraudulenta  de  los  bienes  es  también 
otra  falsedad  exceptuada;  y  ésta  lo  ha  sido  por  la  f udo- 
dolé  especial  que  reviste.  Ya  queda  dicho  que  la  ocul- 
tación fraudidenta  es  análoga,  más  que  á  otra  falsifica- 
ción  cualquiera,  á  los  fraudes  y  estafas,  y  cuando  tra- 
temos de  estos  delitos  ya  haremos  notar  que  unos  y 
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otras  deben  exceptuarse  por  su  complicación  y  por  su 
comprobación  difícil,  así  como  porque  constituyendo 
estos  delitos  la  línea  divisoria  entre  el  Derecho  penal  y 
el  Derecho  civil,  participando  en  algo  del  carácter  de 
los  pleitos,  más  quizá  muchas  veces  que  del  carácter 
de  verdaderas  causas  criminales,  son  necesarias  deter- 
minadas aptitudes  para  apreciar  los  hechos  que  en  las 
mismas  se  examinen;  son  hechos  que  no  caen  dentro 
del  conocimiento  y  de  la  apreciación  de  una  persona 
que  exclusivamente  tenga  una  conciencia  recta,  y  por 
tanto  hay  necesidad  de  que  sigan  sometidos  al  conoci- 
miento de  los  Tribunales  de  derecho. 

El  testimonio  falso  contra  los  reos,  pudo  incluirse  se- 
guramente; y  no  se  nos  alcanza  por  qué  motivo  haya 
podido  hacerse  de  este  delito  ima  excepción  más.  En 
cuanto  al  testimonio  falso  en  favor  del  reo  ya  es  distin- 
to, porque  acerca  de  este  delito  puede  decirse  algo  aná- 
logo á  lo  que  hemos  expuesto  al  hablar  de  la  expedi- 
dición  de  certificados. 

En  cuanto  á  las  acusaciones  ó  denuncias  falsas,  deben 
entrar  por  sn  índole  en  la  ley  que  rija  la  competencia 
para  juzgar  los  delitos  privados,  porque  verdaderamen- 
te tienen  mucho  del  carácter  de  éstos. 

La  usurpación  de  calidad  y  títulos  de  nobleza,  el  uso 
de  nombre  supuesto  y  el  uso  de  uniforme  constituyen 
delitos  que  no  hieren  la  conciencia  pública,  aunque  no- 
toriamente lastimen  los  intereses  sociales,  y  de  aquí  que 
fuera  peligroso  también  encomendarlos  á  la  estimación 
delJimuio,que  quizá  no  vería  en  ellos  la  transcenden- 
cia qne  realmente  tienen. 

Por  otra  parte,  el  art.  343  del  Código  penal,  definien- 
do  uno  de  los  delitos  que  pertenecen  á  este  grupo,  cas- 
tiga al  que  atribuyéndose  la  cualidad  de  profesor  ejer- 
ciera públicamente  actos  propios  de  facultad  que  no- 
puede  ejercer  sin  título  oficial;  y  si  bien  la  razón,  por- 
que esta  disposición  está  al  alcance  de  todos,  puede  ser 
comprendida  aun  por  las  personas  más  ajenas  al  estu- 
dio del  Derecho,  no  se  puede  desconocer  que  en  deter- 
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minadas  localidades,  por  el  atraso  de  la  maaa  general 
y  por  la  falta  de  cnUnra^  no  se  juzgará  delito,  ni  acto  si- 
quiera reprensible,  el  que  realizan  algunos  charlataueSp 
que  fingiéndose  adornados  de  dotes  de  sabiduría  verda- 
deramente excepcionales,  tratan  de  sustituir  por  medio 
de  sus  ocultos  y  misteriosos  procederes  las  que  realmeo- 
te  adornan  á  los  profesores  en  la  ciencia  de  curar. 

Nos  referimos  á  los  curmuleroSj  con  cuyo  nombre  se 
conoce' general  mente  á  estos  charlatanes,  de  algunos  de 
Jos  cuales  puede  asegurarse  que  aun  entre  personas  de 
cierta  inteligencia  han  logrado  conquistar  renombre  y 
prestigio;  mucho  más  si  se  trata  de  sus  relaciones  con  la 
masa  general  del  pueblo  donde  ordinariamente  ejercen 
sus  habilidades.  Sería^  sin  género  alguno  de  duda,  peli- 
gi*Dso  que  los  delitos  cometidos  por  los  curanderos  y  por 
otros  delincuentes  de  su  especie  fueran  sometidos  á  la 
estimación  del  Jurado;  porque  se  corre  el  riesgo  de  que 
en  este  caso  esa  falta  de  cultura  arrastre  aun  á  las  per- 
sonas inteligentes  en  esta  materia. 

Ko  hay,  pues,  por  qué  arrostrar  este  peligro,  y  han  he- 
cho perfectamente  los  autores  de  la  ley  del  Jurado  en 
exceptuar  el  caso  del  ai't.  343  del  conocimiento  de  este 
Tribunal  popular. 

Para  concluir  con  este  gi'upo  de  delitos,  diremos,  como 
regla  general,  aplicable  á  la  mayor  parte  de  ellos,  ade- 
más de  las  consideraciones  expuestas,  que  debe  tenerse 
muy  presente  que  es  de  difícil  comprobación  en  la  ma- 
yor parte  de  los  casos  averiguar  si  la  persona  á  quien  se 
imputa  el  ejercicio  de  actos  propios  de  autoridad^  tiene  ó 
no  título  ó  causa  legítima  que  justifique  dielio  ejercicio, 
porque  ordinariamente  suele  ocuiTir  que  el  que  comete 
estos  hechos  parte  de  algún  fundamento  real,  exagei*án- 
dolo  y  desnaturalizándolo  sin  duda,  pero  al  fin  y  al  cabo 
teniendo  una  base  sobre  la  cual  se  apoya,  puesto  que  ea 
raro  y  poco  frecuente  que  la  ficción  sea  completa  y  que 
las  personas  sin  título  de  ninguna  especie  y  sin  carác- 
ter algimo  de  autoridad  para  ello,  traten  de  usurpar  laa 
íConsideraciones  sociales  que  se  dispensan  á  las  que  ejer- 
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^en  autoridad  ú  ocupan  en  la  esfera  social  un  lugar 
preeminente. 

XL 

La  violación  de  sepulturas  es  un  delito  repugnante 
que  subleva  á  toda  conciencia  honrada,  y  no  debe  exis- 
tir temor  alguno  en  encomendárselo  al  Jurado.  Este  es 
del  número  de  delitos  que  en  la  primera  reforma  que 
sufra  esta  ley,  si,  como  debemos  esperar,  esa  reforma 
está  inspirada  en  un  sentido  amplio,  serán  incluidos  en 
ella. 

Lo  contrario  sucede  respecto  de  la  infracción  de  las 
leyes  de  inhumación.  No  existe  una  razón  moral  clara 
y  evidente  que  determine  la  delincuencia  de  estos  he- 
chos. Aparte  de  las  consideraciones  di?  salud  pública,  en 
la  mayor  parte  de  los  casos  poco  transcendentales  y  del 
respeto  debido  á  las  leyes  administrativas  que  regulan 
la  materia,  nada  hay  que  garantice  debidamente  el  cum- 
plimiento de  esos  mismos  preceptos  sanitarios.  Por  tan- 
to, su  exclusión  está  justificada. 

En  cuanto  á  los  delitos  contra  la  salud  pública,  son 
de  difícil  apreciación;  y  si  bien  el  informe  pericial  viene 
en  auxilio  aun  de  los  mismos  Tribunales  de  derecho 
para  determinarlos,  su  índole  explica  que  no  se  hayan 
incluido  tampoco. 

En  cuanto  á  los  delitos  cometidos  por  los  curanderos, 
delitos  que  también  pueden  clasificarse  contra  la  salud 
pública,  ya  hemos  dicho  la  razón  que  hay  para  presu- 
mir que  no  se  castigarían  tan  enérgicamente  como  lo 
merecen,  en  el  caso  de  que  el  proceso  que  se  formara 
para  esclarecerlos  y  penarlos  fuera  sometido  al  Jurado. 

•    XLI 

El  grupo  vigésimoséptimo  de  los  delitos  enumerados 
-en  la  ley  pensd,  comprende  el  juego  y  las  rifas.  Uno 
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y  otras  han  sido  excluidos   del  conoeiraíeiito  de  ese- 
Tribunal;  y  la  razón  es  obvia. 

Respecto  del  juego,  todos  los  tratadistas  qtie  tienen 
que  examinar  la  naturaleza  de  ese  delito  ó  que  por 
cualquier  circunstancia  se  consagran  á  estudiarlo,  for- 
mulan esta  pregunta:  el  juego  ¿es  delito?  El  pleito  está 
todavía  sometido  á  juicio;  es  decir,  que  aiin  no  se  ha 
pronunciado  la  última  palabra,  ni  dentro  de  la  cien- 
cia moral,  ni  dentro  de  la  ciencia  jurídica,  para  resol- 
ver lo  que  procede  en  definitiva  en  esta  cuestión.  Más 
bien  es  favorable  á  no  considerar  el  juego  como  delito 
la  opinión  de  la  unanimidad  ó  generalidad  de  los  que 
en  este  asunto  se  ocupan.  Si  el  juego,  cualesquiera  que 
sean  los  resultados  que  produzca  y  los  desastrosos  efec- 
tos que  acarree  á  la  paz  y  al  porvenir  de  las  familias, 
no  puede  en  sí  mismo  /Considcrar^ie  como  un  acto  cri- 
minal, teniendo  en  cuenta  que  hemos  partido,  para 
determinar  la  competencia  del  Jurado  ó  de  los  Tribu- 
nales de  derecho,  de  la  base  de  que  sólo  deben  ser  co- 
nocidos  por  el  Jurado  los  procesos  que  se  formen  para 
perseguir  aquellos  delitos  que  por  su  universalidad  ó 
por  el  ataque  que  suponen  contra  las  leyes  morales, 
producen  horror  é  indignación  en  la  opinión  pública, 
nos  vemos  precisados  á  confesar  que  ef^te  delito  ha 
sido  exceptuado  con  razón  bastante,  y  que  no  habría 
motivo  ninguno  para  halterio  incluido. 

Análogas  consideraciones  á  laía  que  sugiere  el  exa- 
men de  lo  que  es  el  juego,  suscita  en  nuestro  ánimo  el 
precepto  que  el  Código  penal  consagra  á  definir  y 
castigar  el  delito  que  couietc  el  que  expendiere  billetes 
de  lotería  ó  de  rifas  no  autorizadas.  Si  respecto  del 
juego  hay  dudas  acerca  de  si  debe  considerarse  ó  no  ese 
acto  como  delito,  dentro  del  orden  moral  y  jurídico, 
mayores  ocurren  acerca  de  la  rifa  no  autorizada,  pues- 
to que  á  nadie  podrá  ocurrfrsele  {y  advertimos  que  al 
hacer  esta  consideración  no  nos  apartamos  de  la  moral 
misma),  que  el  que  haga  una  lotería  ó  rifa  sin  autori- 
zación administrativa,  comete  un  acto  criminal.  De  ma- 
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ñera,  que  sólo  la  infracción  de  los  preceptos  adminis- 
trativos, y  las  consideraciones  económicas  y  rentísti- 
cas que  establecen  que  esa  facultad  debe  atribuirse  al 
Gobierno,  pueden  justificar  que  hechos  de  esta  natu- 
raleza sufran  castigo  alguno;  y  en  este  sentido,  no  te- 
nemos para  qué  decir  que  el  conocimiento  de  este  de- 
lito ha  debido  excluirse,  como  se  ha  excluido,  de  la 
competencia  del  Jurado. 

En  nuestro  País  existe  además  una  consideración, 
que  basta  y  sobra  para  poner  estas  cosas  en  claro.  Aquí 
existe  la  lotería  como  una  de  las  rentas  más  saneadas 
de  nuestro  presupuesto;  y  no  es  posible  pueda  la  gene- 
ralidad de  los  ciudadanos  considerar  inmoral  y  cas- 
tigar con  severa  pena  á  los  que  cometen  un  acto  que 
el  mismo  Estado  ejecuta  con  mayores  solemnidades  y 
que,  por  cierto,  en  disposiciones  recientísimas,  se  ha 
perfeccionado  de  una  manera  bastante  notable,  median- 
te el  procedimiento  de  la  irradiación. 

Aquí,  concluiremos  diciendo,  que  el  hecho  de  esta- 
blecer una  lotería  ó  abrir  una  rifa,  no  sólo  no  puedo 
considerarse  inmoral,  sino  que  difícilmente  puede  con- 
siderarse ni  aun  ilegal;  es  preciso,  al  estimarlo  así,  ele- 
varse á  consideraciones  de  cierto  orden,  que  no  son  pa- 
trimonio de  la  generalidad  de  los  ciudadanos:  de  ahí 
que  no  deba  someterse  en  manera  alguna  el  conoci- 
miento de  este  delito  al  Jurado. 


XLH 

Después  de  este  grupo  vigésimoséptimo  empieza  el 
estudio  de  los  delitos  que  pueden  cometer  los  emplea- 
dos públicos  en  el  ejercicio  de  sus  cargos;  delitos  á  los^^ 
cuales  consagra  el  Código  vigente  todo  un  título  y  que 
le  han  nutrido  de  gran  número  de  artículos. 

Desde  luego  se  suscita  la  cuestión,  al  tratar  de  los  de- 
litos cometidos  por  los  empleados  públicos,  de  si  estos 
delitos,  en  principio,  deben  someterse  al  Jurado  ó  de- 
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ben  someterse  exclusivamente  al  conocimiento  de  los 
Tribunales  de  derecho,  pretendiendo  alguno  establecer 
como  una  especie  de  privilegio  para  loa  empleados,  fun- 
dándose en  cierto  espíritu  de  hostilidad  que  suele  exift- 
tir,  estimulado  por  determinadas  ideas  políticas,  que 
ponen  en  abierta  pugna  en  muchos  casos  al  ciudailatio 
con  la  administración.  Kosotros  no  vemos  razón  algu- 
na para  establecer  ese  privilegio.  hoH  empleados,  como 
los  demás  ciudadanos,  deben  someterse  a  la  legislación 
tomiiñ,  y  no  hay  razón  ni  motivo  para  consignar  ex- 
cepción alguna  en  su  favor;  sobre  todo,  dadas  las  idea^ 
que  dominan  en  el  derecho  moderno,  tan  distintaí*  de 
lus  sistemas  de  castas  y  clases,  que  han  carac^t erizado 
otros  estados  y  períodos  de  nuestra  civilización  ante- 
riores al  actual,  y  que  son  incompatibles  con  el  grado 
de  cultura  á  que  han  llegado  las  naciones  en  nuestro 
tiempo. 

En  cuanto  al  temor  de  poder  despertar  aquellos  sen* 
ti  mientes  de  hostilidad  y  de  pugna  que  se  supone  ori- 
ginados entre  los  ciudadanos  y  la  administración,  en 
nuestro  sentir  se  exagera  bastante,  porque  esa  pugna 
no  existe,  y  las  ideas  políticas  que  contribuyen  á  so 
desarrollo  cada  día  son  más  débiles  y  las  rechaza  de 
una  manera  más  general  y  constante  el  buen  sentido 
de  la  opinión  y  de  las  gentes.  Por  tanto,  repetimos,  que, 
en  principioj  no  deben  considerarse  los  delitos  cometi- 
dos por  los  empleados  públicos  como  una  excepción,  y 
que  si  hubiera  de  establecerse  un  verdadero  sistema 
fimdado  en  la  naturaleza  de  las  cosas,  más  bien  podría 
decirse  que  esa  excepción  se  estableciese  para  someter 
constantemente  los  procesos  que  se  instruyeran  por  de- 
litos cometidos  por  los  funcionarios  públicos  en  el  ejer- 
cicio de  sus  cargos  al  conocimientt>  del  Jurado, 

Una  de  las  razones  que  existen  para  proclamar  ijue 
son  mejor  instrumento  de  administrar  justicia  los  Tri- 
bunales populares  que  los  Tribunales  de  derecho,  es  la 
mayor  independencia  con  que  se  supone  que  han  de 
obrar  aquéllos,  y  una  de  las  consideraciones  que  se  han 
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tenido  en  cuenta  y  se  tienen  para  afirmar  y  corroborar 
aquella  tesis,  es  la  de  que  siendo  los  Jueces  que  cons- 
tituyen los  Tribunales  de  derecho  funcionarios  públi- 
cos, existen  vínculos  de  solidaridad  entre  todos  los 
miembros  de  una  administración,  y  podía  estimarse  en 
determinados  caaos  que  los  Jueces  de  derecho  se  de- 
jan arrastrar,  aun  contra  su  voluntad  misma,  de  una 
manera  instintiva  ó  irreflexiva  por  su  cualidad  de  em^ 
pleados,  á  favorecer  á  aquellos  que  ostentan  la  misma 
cualidad,  y  que  bajo  cierto  aspecto  están  en  condiciones 
análogas  á  las  suyas. 

En  realidad,  al  resolver  este  punto,  los  autores  de  la 
ley  del  Jurado  no  se  han  inclinado  á  ninguna  de  las 
dos  soluciones  extremas  que  se  proponen  para  ese  pro- 
blema: ni  á  la  de  que  todos  los  delitos  cometidos  por 
funcionarios  públicos  en  el  ejercicio  de  sus  cargos  sean 
conocidos  por  el  Jurado,  ni  á  la  de  que  sean  conocidos 
por  los  Tribunales  de  derecho  sistemáticamente.  Los 
autores  de  la  ley  del  Jurado,  sin  negar  la  importancia 
y  el  alcance  que  tienen  á  las  consideraciones  que  aca- 
bamos de  exponer,  han  apreciado  las  cosas  con  bastante 
imparcialidad,  han  examinado  uno  por  uno  todos  los 
deUtos  que  constituyen  esta  sección  importantísima  y 
han  visto  en  cada  uno  qué  condiciones  y  circunstancias 
reclamaban  el  conocimiento  de  éste  ó  de  aquel  Tribu- 
nal, y  han  procedido,  en  esta  parte,  con  un  tino  ver- 
daderamente digno  de  aplauso,  y  que  nosotros  no  vaci- 
lamos en  tributarles  á  pesar  de  la  intervención  que 
hemos  tenido  en  su  obra,  porque  creemos  que,  en  reali- 
dad, en  ésta  resplandece  un  espíritu  de  justicia  y  de 
acierto. 


XLHI 

Vamos  á  justificar  este  aplauso  con  el  examen  dete< 
nido  de  cada  uno  de  los  grupos  de  delites  que  se  enu- 
meran en  esa  sección.  El  primero  de  elloi^  y  el  más 
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im portante j  acaso,  de  todos,  es  el  de  la  pre varicación- 
Cometen  el  delito  de  preTaricación  las  Autoridadeií  ó- 
fuucionarios  que,  abusaudo  de  su  poder,  de  sus  íaculta- 
des  ó  de  sus  cargos,  aconsejen  ó  dícteu  una  resolución 
injusta  en  cualquier  asunto;  y  desde  luego^  en  esta  defi- 
nición  misma  se  ad\*ierte  la  dificultad  que  existe  paríi 
que  hayan  podido  someterse  estos  delitos  al  conocímieii' 
to  del  Jurado,  porque  consistiendo  los  mismos  en  dar  un 
dictamen  ó  adoptar  un  acuerdo  que  notoriamente  sea 
injusto  ó  ilegal,  para  estimar  y  apreciar  los  hechos  que 
los  constituyen,  es  necesario  poseer  la  ciencia  y  los  en- 
nocimieutos  indispensables  para  examinar  y  calificar  la 
resolución  de  que  se  trate.  Así  como  hay  hechos  claros 
y  palpables,  que  desde  luego  aparecen  como  criminales 
ó  la  vista  de  las  gentes,  porque  basta  un  buen  sentida 
y  las  inspiraciones  de  una  conciencia  recta  para  poner- 
los en  relación  con  la  ley  moral;  para  juzgar  los  hechos 
que  constituyen  la  prevaricación,  no  bastan  estas  cua- 
lidades porque  esos  delitos  no  tienen  aquel  carácter;  y 
no  tienen  aquel  carácter,  porque  revisten  de  un  modo 
predominante  cierto  aspecto  técnico  que  escapa,  natu- 
ralmente, á  los  que  desconocen  la  ciencia  ú  órdenes  del 
Baber  á  los  cuales  se  refieran. 

Como  ejemplo  de  la  exactitud  de  esta  doctrina,  po- 
demos citar  cualquiera  de  los  artículos  que  definen  j- 
penan  la  prevaricación. 

Comete  est^  delito  el  Juez  que  á  sabiendas  dicta- 
re sentencia  injusta  contra  un  reo  ó  en  favor  del  mis- 
mo, ó  que  fallare,  injustamente  también,  en  un  pleito 
civil;  le  comete  el  Juez  que,  por  negligencia  ó  ignoran- 
cia inexcusables,  procediere  de  igual  suerte  ó  se  niegue 
á  juzgar  so  pretexto  de  oscuridad,  insuficieucia  ó  si- 
lencio de  la  ley;  le  cometen  los  funcionarios  páblieos 
que  dicten  ó  consulten  providencias  ó  resoluciones  in- 
justas en  negocios  administrativos  ó  contencioso-admi- 
nistrativos;  el  que  realiza  estí>  á  sabiendas  ó  por  negli- 
gencia ó  ignorancia  inexcusables;  los  funcionarios  que 
&ltaren  á  las  obligaciones  de  su  cargo  ó  dejaren  mali- 
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cíosamente  de  promover  la  persecución  y  castigo  de 
los  delincuentes;  y  los  Abogados  ó  Procuradores  que, 
con  abuso  malicioso  de  su  oficio  ó  por  negligencia  ó  ig- 
norancia inexcusables,  peijudiquen  á  sus  clientes. 

No  necesitamos  añadir  más.  Todos  estos  hechos  cons- 
titutivos del  delito  que  estudiamos  son  difíciles  de 
apreciar;  no  puede  apreciarlos  más  que  ima  persona 
versada  en  el  conocimiento  del  Derecho;  y  por  tanto,  y 
como  respecto  de  esta  clase  de  actos  no  podría  afirmar- 
se en  manera  alguna  la  propia  convicción  del  Juez,  for- 
mada por  la  estimación  en  su  conciencia  de  los  hechos 
que  se  le  presentaren,  aun  con  los  informes  de  peritos, 
por  luminosos  que  fueran,  es  indudable  que  estos  deli- 
tos no  deben  ser  juzgados  sino  por  los  Tribunales  de 
derecho. 


XLIV 

Lo  mismo  Sucede  con  los  delitos  que  constituyen  el 
grupo  vigésimonoveno,  que  caen  bajo  la  denominación 
general  de  infidelidad  en  la  custodia  de  presos;  pues  si 
bien  los  términos  en  que  los  definen  los  arts.  373  y  374 
del  Código  vigente  no  pueden  dar  lugar  á  dudas  de 
ningún  género,  en  la  práctica  suelen  presentarse  casos 
respecto  de  estos  delitos,  que  no  es  posible  abandonar 
al  conocimiento  y  estimación  de  todo  el  mundo.  En 
prueba  de  ello,  citaremos  uno  que,  á  nuestro  juicio,  sa- 
tisfará cumplidamente  las  dudas  que  pueden  formular- 
se en  este  punto. 

El  Alcaide  de  una  cárcel  de  un  pueblo  rural  recibe 
orden  verbal  del  Juez  de  poner  en  la  calle  á  un  proce- 
sado. Ese  Juez,  poco  celoso  ó  poco  inteligente  ó  desco- 
nocedor de  las  circunstancias  que  realmente  debe  co- 
nocer, da  esa  orden  sin  malicia  alguna,  llevado  sólo  del 
deseo  de  otorgar  la  libertad,  desde  luego,  al  preso  que 
en  su  juicio  la  merece.  Se  nos  dirá  que  el  Alcaide  no 
debe  obedecer  órdenes  verbales,  y  esto  es  cierto;  pero 
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fiólo  en  eso  consiste  su  delito.  Ya  se  comprende  cuan  j 
jiíica  delincuencia  revela  en  un  funcionario  de  eata  es- 
pecie el  haber  prescindido  de  formalidades  y  solemni' 
dudes  que  deben  acompaSar  á  eee  acto,  dadas  las  reía- 
(dones  de  subordinación  y  deferencia  necesarias  en 
que  el  Alcaide  de  una  cárcel  ha  de  encontrarse  mB- 
pecto  al  JueZj  que  es  su  superior^  y  al  que  tributa  tíxio 
género  de  consideraciones  y  el  mayor  respeto.  No  es, 
pues,  dentro  de  la  realidad,  un  acto  que  revista  gran- 
des caracteres  crimínales  el  de  cumplir  esas  órdenes 
verbales  como  si  fiíeran  mandatos  escritos. 

El  preso  es  puesto  en  la  calle,  y  cuando  se  ha  mar 
chado,  se  averigua  que  el  mandato  de  la  Audiencia       ' 
que  ordenaba  la  escarce lación  contenía  la  cláusula  de       | 
que  m  hiciera  asi  si  no  estaba  el  preso  sujeto  á  la  re-       i 
sultancia  de  otra  causa;  y  por  olvido  ó  por  desidia»       ' 
ó  por  ignorarse  cosas  que  debían  ser  sabidas  de  todos,       , 
ese  preso  estaba,  en  efecto,  sujeto  á  lo  que  i-esultara  de       i 
otro  procedimiento  distinto  de  aquel  por  el  cual  B€  le 
mandaba  poner  en  libertad.  líntonces,  cuando  se  averi- 
gua esto,  qne  siempre  es  pasados  unos  días,  se  procede 
oontra  el  Alcaide  por  infidelidad  en  la  custodia  de 
presos. 

Cualquiera  que  sea  el  juicio  que  indiquen  estos  he 
clios,  qne  nosotros  no  vamos  ahora  á  decidir  ni  á  resol- 
ver, ni  menos  á  juzgar,  no  podrá  desconocerse  que  m 
complicación  es  grande  y  difícil  sn  estimación,  que  e^ 
pi^eeisamente  lo  que  tratamos  de  demostrar  al  creer  muy 
acertada  la  determinación  de  los  autores  de  la  ley  que 
comentamos  no  sometiendo  al  conocimiento  del  Jurado 
los  delitos  enumerados  en  el  cap.  2.^,  tít,  7,°,  lib.  %^ 
del  Código  penal  de  1870. 

XLV 

La  necesidad  de  juzgar  una  por  una  todas  las  inclu- 
fiionefl  6  exclusiones  de  los  delitos  que  han  de  someter* 
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se  al  conocimiento  del  Jurado  en  unos  casos,  ó  al  de  los 
Tribunales  de  derecho  en  otros,  necesidad  que  nosotros 
creemos  de  todo  punto  justificada,  porque  constituye 
una  parte  importante  de  estos  Comentarios,  nos  obliga 
muchas  veces  á  repetir  consideraciones  ya  expuestas, 
y  efirto  sucede  respecto  de  los  delitos  de  infidelidad  en  la 
custodia  de  documentos,  acerca  de  los  cuales  tenemos 
que  aducir  razones  análogas  á  las  que  hemos  expuesto 
respecto  de  los  delitos  anteriores. 

También  la  infidelidad  en  la  custodia  de  documentos 
constituye  un  hecho  de  difícil  apreciación  para  la  ge- 
neralidad de  las  gentes;  puesto  que  cometen  ese  delito 
los  funcionarios  públicos  que  sush'aen,  destruyen  ú 
ocultan  documentos  ó  papeles  que  les  están  confiados 
por  razón  de  su  cargo,  siempre  que  del  hecho  resulte 
grave  daño  de  tercero  ó  de  la  cosa  pública;  ó  aun  cuan- 
do no  fuere  grave  uno  ú  otro  daño,  que  con  efecto  re- 
sulte alguno  de  la  comisión  de  los  indicados  hechos. 

En  la  violación  de  secretos  hay  que  tener  en  cuenta 
que  el  funcionario  que  los  revele  tenga  conocimiento 
de  ellos  por  razón  de  su  oficio,  y  que  si  el  delito  consiste 
en  la  entrega  de  papeles  ó  copia  de  documentos,  se  cum- 
plan tres  condiciones:  1.*  Que  el  funcionario  de  que  se 
trate  los  tenga  á  su  cargo:  2.*  Que  no  deban  ser  publi- 
cados; y  3.*  Que  los  entregue  indebidamente.  Y  como 
estas  condiciones,  para  que  se  consideren  como  hechos 
constitutivos  de  delitos  es  necesario  apreciarlas  en  todos 
«US  detalles,  y  estos  detalles  á  veces  revisten  caracteres 
verdaderamente  técnicos,  de  aquí  que  su  apreciación 
sea  siempre  difícil  y  no  pueda  someterse  su  estimación 
é  Jueces  que  carezcan  de  determinadas  aptitudes. 

También  en  la  revelación  de  secretos  ó  entrega  de 
papeles  han  de  tenerse  en  cuenta,  en  la  mayor  parte  de 
los  casos,  si  ha  resultado  de  ellos  algún  daño  para  la 
causa  pública  y  si  ese  daño  es  grave;  y  por  tanto,  para 
4a  apreciación  de  las  circunstancias  constitutivas  del 
^elito^  es  preciso  igualmente  que  los  Jueces  tengan 
aptitudes  especiales. 
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XLVI 

Mayores  son  aún  las  diflcuUudes  para  apreciar  los 
hechos  que  el  Código  defino  como  desobediencia  ó  de- 
negación  de  auxilio,  y  no  estai^si  demás  que  nosotros 
analicemos  detenidamente  los  artículos  que  á  estos  de- 
litos se  refieren. 

Según  el  380,  cometen  este  delito  los  funcionarios 
del  orden  judicial  ó  adm.inistratÍYo  que  se  negaren  abier- 
tamente ú  dar  el  debido  cumplimiento  á  las  sentencias 
ú  ordenes  de  Autoridad  superior,  dictadas  dentro  de  los 
límites  respectivos  de  su  competencia  y  revestidas  de 
las  formalidades  legales.  Hay  que  tener  en  cuenta 
aquí  cuál  sea  el  cumplimiento  debido  á  esas  resolucio- 
nes, y  si  las  resoluciones  mismas  han  sido  dictadas  ó  no 
por  Autoridades  competentes,  así  como  si  esa  Autoridad 
las  dictó  dentro  de  los  límites  de  su  respectiva  compe- 
tencia, y  si  al  dictarlas  cumplió  con  todas  las  formali- 
dades legales  exigidas  para  la  perfecta  validez  de  esas 
resoluciones;  ciiraulo  de  comlieiones  que  no  es  posible 
apreciar  ni  distinguir  debidamente,  si  uo  se  tiene  im 
conocimiento  completo  y  acabado  de  las  leyes  de  pro- 
cedimientos judiciales  ó  administrativos  que  hayan  de 
consultarse  para  resolver  todos  estos  problemas  tan  di- 
fíciles y  complejos. 

En  cuanto  á  lo  que  disponen  los  párrafos  segundo  y 
tercero  del  mismo  art.  380,  en  vez  de  disminuir  las  di- 
ficultades, las  aumentan  por  modo  extraordinario.  Nos- 
otros habríamos  deseado  que  por  la  índole  de  los  delitos 
á  que  esos  párrafos  se  refieren  hubieran  sido  sometidos 
al  conocimiento  del  Jurado,  porque  se  trata  do  delitos 
acerca  de  los  cuales  la  garantía  política  que  llevan  en 
sí  los  Tribimales  populares  es  de  un  precio  inestimable; 
pero  tropezamos,  de  la  misma  manera  que  en  los  anterio* 
res,  con  razones  técnicas  de  gran  fuerza  que  en  mane- 
ra alguna  permiten  que  esto  se  haga. 
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Dicen  los  párrafos  del  nvt.  3ftO  á  que  nos  rcferimoFi, 
que  ísin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  anterior  no  s^es 
entienda  que  inniiTen  en  rcsponííabilidad  criminal  los 
fiínpirmarios  públicos  por  no  dar  eumplimiento  á  im 
mandato  de  la  íidministraciónj  si  encierra  una  infraí^Cíit'm 
TDanifiesta,  elara  y  tonninaote  de  un  precepto  eonstitn- 
cional;  -  y  que  tampoco  incnrrmln  en  la  responsabilidad 
indicada  <los  fiíncionarios  públicos  constituido,'^  en  Au- 
toridad que  no  cumplimenten  un  mandato  de  igual  clase 
que  infi'inja  clara,  numifiesta  y  terminantemente  cual- 
quiera otra  ley.^ 

El  Eíolo  enundado  de  estos  párrafos  enseña,  que  pa- 
ra apreciar  loa  hechos  constitutivos  de  esos  delitos  y 
para  saber  á  punto  iijo  cuándo  se  encuentra  im  Tribu- 
nal en  el  caso  de  aplicar  la  pena  que  merezcan,  dada 
la  estimación  de  los  hechos  mismos,  es  indíí?pen*sab!o 
un  conoíHuiicnto  acabado  y  perfecto  del  Código  consti- 
tucional, y  de  todas  las  leyes  á  que  se  refiera  la  reso- 
lución  que  no  baya  sido  cumplida.  Y  basta,  por  nues- 
tra paite,  con  enunciar  estns  cuestiones  y  con  indicar 
que  pueden  presentarse  en  cada  uno  de  los  casos  en 
que  los  Tribunales  dicten  providencia,  para  compren- 
der de  una  manera  concreta  y  elara  que  es  de  tíído 
punto  ÍTuposible  que  el  eonoeimiento  de  estos  delitos 
se  fioraeta  á  un  Tribunal  popular,  y  que  es  de  todo 
punto  necesario  que  la  competencia,  para  estimar  es- 
tos heclios  y  para  juz<^ar  estoíi  delitos^  sea  toda^  abso- 
lutamente toda,  de  los  Tribunales  de  derecho. 

También  exige  una  aptitud  especial  la  apreciación 
de  Io3  hechos  que  castigan  ios  artículos  381  y  dS2. 
Por  el  primero  de  éstos  se  pena  al  funcionario  que  ha- 
biendo suspendido  por  cualquier  motivo,  que  no  fue- 
re por  ilegalidad  ó  in constitucional idad  de  las  mismas, 
la  ejecución  de  órdenes  recibidas  de  sus  superiores^  las 
desobedeciere  después  que  aquéllas  hubiesen  desapro- 
bado la  suspensión;  y  el  3R2  castiga  al  fiuicionario  piV 
Mico  que,  requerido  por  Autoridad  competente,  no  le 
prestare  la  debida  cooperación  para  la  administración  de 
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justicia  ú  otro  servicio  público;  hechos  todos  de  una  de- 
licadeza extremada  y  de  un  carácter  técnico  muy  mar- 
cado, que  exigen  condiciones,  sin  género  alguno  de  du- 
da, especiales  en  los  que  hayan  de  estimarlos  y  apre* 
ciarlos  para  declarar  si  se  han  cometido,  ó  si  carece  de 
realidad  la  acusación  que  se  hace  á  un  procesado  cual- 
quiera. 

XLVn 

Por  último,  este  grupo  de  delitos  de  desobediencia  y 
denegación  de  auxilio  contiene  los  enumerados  en  el 
art.  383,  por  el  cual  se  castiga  al  que  rehusare  ó  se  ne- 
gare á  desempeñar  un  cargo  público  de  elección  popu- 
lar, sin  presentar  ante  la  Autoridad  que  correspundu 
excusa  legal  ó  que  persistiere  en  .su  negativa  de  ejer- 
cer  la  función  que  la  misma  le  cuntiera,  después  que 
la  excusa  sea  desatendida. 

Este  delito  no  tiene  realidad  dentro  de  la  moral;  es 
un  delito  creado  por  la  ley,  y  por  lo  mismo  le  son  apli- 
cables todas  las  consideraciones  que  bajo  ese  punto  de 
vista  hemos  expuesto  en  casos  análogos.  Por  otra  par- 
te, hay  que  convenir  en  que  la  negativa  á  desempeñar 
determinadas  funciones  es  bastante  popular  y  simpá- 
tica, hasta  el  punto  de  que  la  geneíalidad  de  las  gen- 
tes suelen  dar  la  razón  á  aquellos  que  se  excusan  de 
prestar  aquel  servicio.  No  ha  llegado  esto  eu  nuestrfíií 
tiempos  al  extremo  á  que  llegó  en  líoma  trati'mdose  de 
cargos  municipales,  pero  seguramente  hemos  andado 
mucho  én  ese  camino,  y  hoy,  si  una  persona  que  se  hu- 
biese negado  á  aceptar  un  cargo  concejil  fuese  proce- 
sada ante  un  Tribunal  popular,  seguramente  ese  Tri- 
bunal buscaría  el  medio,  aun  por  caminos  iudírectt»!*, 
de  asegurar  la  absolución  del  delincuente- 

Esos  delitos  creados  por  la  ley  obedecen  á  una  nece- 
sidad social;  es  necesario  garantizar  la  eficacia  de  los 
preceptos  que  la  satisfacen,  y  mientras  esa  necesidad 
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se  mantenga  y  no  se  desoubran  procedimientos  distin- 
tos bastantes  á  Batisfacerla,  habni  que  mantener  en  las 
leyes  penales  preceptos  análogos  á  \oH  del  ait.  383,  y 
habrá  que  encomendar  ciertamente  los  procesos  que  se 
incoen  por  la  infracción  de  preceptos  como  ese  á  los 
Tribunales  de  derecho. 


XLTin 

Es  necesario  también  que  haya  exacto  conocimiento 
de  lo  que  son  las  fimciones  públiciis  y  de  los  requisi- 
tos que  establecen  las  leyes  para  su  ejercicio,  así  como 
de  los  Eeglamentos  y  demás  disposiciones  que  regulan 
la  acción  penal  y  del  modo  y  forma  en  que  se  haya  des- 
empeñado una  comisión  de  cualquier  especie  para  apre- 
ciar debidamente  los  hechos  que  pueden  constituir  an- 
ticipación ^  prolongación  ó  abandono  de  las  funciones 
públicas. 

En  cuanto  á  la  usurpación  de  atribuciones  y  nom- 
bramientos ilegales,  militan  las  mismas  razones  que  ya 
hemos  repetido  tantas  veces  para  que  estos  hechos  no 
se  hayan  sometido  al  conociuiiento  del  Jurado. 

El  art.  388  del  Código  pena  al  fimcionario  público  que 
invadiere  atribuciones  del  Poder  legislativo,  ya  dictan- 
do Eeglamentos  ó  disposiciones  generales  que  excedan 
desús  atribucioneSj  ya  derogando  ó  suspendiendo  la  eje- 
cución de  una  ley;  y  bien  mirado,  este  articulo  sólo  pue- 
de aplicarse  á  los  Ministros  de  la  CVirona,  que  son  los 
únicos  que  se  encuentran  en  condiciones  de  infringirle, 
puesto  que  ningún  otro  ftmcionario  que  carezca  de  la 
autoridad  de  Ministro  realizará  un  acto  de  esa  especie 
derogando  ó  suspendiendo  la  ejecución  de  una  ley.  Los 
que  esto  hacen  son  los  que  llegan  á  desempeñar  esos 
elevadísimos  cargos,  y  que  por  esa  misma  razón  sólo 
son  justiciables  ante  el  Senado,  Por  consiguiente,  aun 
cnando  no  se  hubiera  exceptuado  este  delito  de  los  que 
deben  someterse  á  la  competencia  del  Jurado,  y  aun 
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cuando  figurase  entre  aquellos  de  que  el  Tribunal  pa- 
pular puede  conocer,  seguramente  el  Jmado  jamás  en- 
tendería en  los  procesos  incoados  por  la  ejecución  de 
esos  hechos,  puesto  que  con  an^eglo  á  la  C'DnstituciÓTi 
sólo  puede  acusarse  á  los  Ministi*os  de  la  Corona  por  el 
Congreso  de  Sres.  Diputados  ante  la  C'ámara  alta. 

Los  demás  artículos  que  se  refieren  á  la  uí^urpaeióa 
de  atribuciones  castigan  al  Juez  que  se  abrogue  atrihu- 
cienes  propias  de  Autoridad  administrativa;  al  Juez  que 
impida  (5  interrumpa  á  una  Autoridad  administi*ativa 
que  ejercite  legítimamente  sus  facultades;  al  funcitma- 
nario  del  orden  administrativo  que  se  abrogue  atribu- 
ciones judiciales;  al  funcionario  del  orden  administrati- 
vo que  impida  la  ejecución  de  una  providencia  ó  una 
decisión  que  haya  sido  dictada  por  Juez  competente;  iil 
funcionario  público  que  legalniente  requerido  do  inhi- 
bición continúe  procediendo  antes  de  que  se  decida  la 
contienda  jurisdiccional;  y  á  los  funcionario^!,  de  cual- 
quier orden  que  sean,  que  dirigíeren  órdenes  ó  intima- 
ciones á  una  Autoridad  judicial,  siempre  que  las  órde- 
nes se  refieran  á  causas  ó  negocios  cuyo  conocimiento 
ó  resolución  penda  de  la  exclusiva  competencia  de  los 
Tribunales  de  justicia:  en  una  palabra,  todos  estos  ar- 
tículos tratan  de  definir  y  de  deslindar  por  compbíto 
las  atribuciones  de  los  diversos  Poderes  deí  Estado  j 
de  establecer  su  respectiva  esfera  de  acción,  señalando 
los  límites  de  cada  uno  y  el  círculo  dentro  del  cual  han 
de  girar  sus  funciones. 

Con  decir  esto  basta  para  comprender  lo  difícil  del 
empeño  y  lo  difícil  también  de  su  ejecución;  con  decir 
esto,  y  con  añadir  que  es  preciso  para  la  apreciación 
de  todos  estos  hechos  un  conocimiento  exacto,  no  sola 
de  las  leyes  y  Eeglamentos  que  determinan  las  faculta- 
des de  cada  funcionario  del  orden  administrativo  ó  del 
orden  judicial,  sino  además  los  principios  que  regulaai 
la  ardua  cuestión  de  competencia,  basta  para  compren- 
der que  no  era  posible  en  manera  alguna  que  estos  he- 
chos dejaran  de  someterse  al  conocimiento  de  los  Tri- 
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bmiales  de  derecho,  porque  ¿puede  apreciar  la  gene- 
ralidad de  las  gentes,  faltas  del  hábito  de  estudiar  y 
conocer  estas  cuestiones,  si  un  Juez  ha  invadido  las 
facultades  administrativas  ó  si  un  empleado  cualquiera 
ha  desconocido  la  legítima  autoridad  de  un  Juez? 

En  ciertos  casos,  seguramente  que  no  escapará  á  la 
penetración  y  observación  de  nadie  si  estos  hechos  se 
han  cometido,  pero  no  es  precisamente  de  esas  cau- 
sas de  las  que  nos  presentan  un  número  mayor  las 
estadísticas  criminales,  sino  que  de  ordinario  estos 
hechos  ocurren,  estas  transgresiones  y  violaciones  de 
las  respectivas  facultades  acontecen  en  aquellos  casos 
en  que  por  alguna  razón,  por  algún  motivo,  siquiera 
por  algún  pretexto,  pueden  suscitarse  dudas;  y  preci- 
samente para  establecer  el  derecho  en  esos  casos,  para 
apreciar  y  conocer  debidamente  los  hechos,  es  para  lo 
que  se  necesita  una  ilustración  de  que  no  es  posible 
considerar  adornado  á  todo  el  mundo,  porque  es  el  fru- 
to de  largos  estudios  y  de  una  práctica  constante  en  el 
examen  de  ese  género  de  negocios. 


XLIX 


En  18  de  Julio  de  1868  compareció  ante  el  Alcalde 
corregidor  de  Montiel  un  vecino  de  aquel  pueblo,  ex- 
poniéndole que  estaban  atrepellando  una  propiedad  de 
que  era  dueño,  porque  el  criado  de  otro  vecino  atrave- 
saba por  ella  para  llegar  á  un  pedazo  de  terreno  que  po- 
seía su  señor  en  sitio  próximo,  con  cuyas  salidas  y  en- 
tradas se  causaban  perjuicios  al  recurrente,  porque  su 
finca  no  tenía  aquella  servidumbre.  El  Alcalde  se  pre- 
senta en  el  sitio  á  que  se  refería  la  denuncia  y  yió  que, 
en  efecto,  salían  por  él  caballerías  cargadas  de  mies  lle- 
vadas por  el  criado  del  vecino  á  quien  se  suponía  autor 
del  daño.  El  Alcalde  le  reconvino,  y  habida  considera- 
ción de  los  hechos,  dictó  un  decreto  mandándole  abste- 
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nerse  de  sacar  la  mies  por  el  sitio  por  donde  lo  verifi- 
caba, y  estableciendo  además  que  si  se  creía  lesionado 
por  esta  providencia,  acudiera  al  Tiibunal  competente 
á  deducir  su  derecho  á  la  servidumbre  que,  en  sn  coa* 
cepto,  visto  lo  que  hacía,  debía  tener  la  ftnea. 

El  agraviado  por  esta  providencia  interpuso  denun- 
cia criminal  contra  el  Alcalde,  y  sustanciada  la  causa 
por  todos  sus  trámites,  la  Sala  primera  de  la  Audiencia 
de  Albacete,  en  cuyo  territorio  había  oeurrido  el  hecho^ 
declaró  que  el  delito  por  el  que  se  había  procedido  era 
el  de  usurpación  de-  atribuciones  judiciales,  y  que  el 
Alcalde  debía  ser  condenado  como  autor  del  nii^mo  á 
una  pena  severa.  No  conforme  el  acusado  con  la  sen- 
tencia, interpuso  recurso  de  casación  ante  el  Tribunal 
Supremo  que  declaró  haber  lugar  á  ól:  « Considerando: 
1.^  Que,  según  el  art.  4.^,  párrafo  primero  de  la  ley  pro- 
visional de  18  de  Junio  último,  hay  infracción  de  ley 
para  los  efectos  del  recurso  de  casación  en  los  juicioa 
criminales,  cuando  los  hechos  consignados  en  la  sen- 
tencia, admitidos  como  probados  y  en  la  fonna  que  en 
ella  se  refieren,  se  califiquen  como  delito,  no  siéndolo 
por  su  naturaleza:  2.^  Que,  en  conformidad  á  los  artícu- 
los 75,  párrafo  segundo,  y  76,  párrafos  segundo  y  quin- 
to de  la  ley  de  Ayuntamientos  de  8  de  Enero  de  1845, 
reformada  en  25  de  Octubre  de  1866,  vigente  cuando 
se  ejecutó  el  hecho  motivo  de  esta  eaiisa,  corresponde 
al  Alcalde  como  delegado  del  GobiernOj  bajo  la  aut<^ 
ridad  inmediata  del  Gobernador  civil,  adoptar  todas 
las  medidas  protectoras  de  la  seguridad  personal,  de  la 
propiedad  y  de  la  tranquilidad  pública,  procurar  la 
conservación  de  tas  fincas  pertenecientes  al  común  ^  y 
cuidar  todo  lo  relativo  á  policía  rural,  con  arreglo  á  laa 
leyes:  3.o  Que  por  el  art.  10  de  la  misma  ley,  y  77  del 
Reglamento,  el  Alcalde  corregidor  ocupaba  el  lugar  del 
ordinario,  como  autoridad  puramente  gubernativa  y 
política,  aunque  sin  atribuciones  judiciales,  según  se 
prescribe  en  la  regla  8.*  de  la  ley  provisional  pura  la 
aplicación  del  Cód^o  penal  de  1850  y  en  otras  d^ci- 
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íiiones:  4.^  Que  al  recibir  el  Alcalde  corregidor  López 
Moreno  la  queja  de  Galiano,  sobre  invasión  de  su  pro- 
piedad por  los  criados  de  Yáñez,  que  sacaban  por  ella 
eaballerías  cargadas  de  mieses  poniendo  tablones  enci- 
ma de  una  zanja  regadera  del  servicio  del  pueblo,  y  al 
protegerle  preventiva  é  interinamente  para  evitar  los 
males  que  pudieran  surgir  por  las  contestaciones  habi- 
das, obró  como  Autoridad  gubernativa,  sin  usurpar 
atribuciones  judiciales,  sino  más  bien  respetándolas,  al 
mandar  á  las  partes  al  Tribunal  competente  para  ven- 
tilar su  derecho;  y  5.^  Que  contra  cualquier  error,  in- 
justicia ó  arbitrariedad  que  pudiera  haber  en  la  orden 
del  Alcalde  ó  en  su  ejecución,  tenía  Yáñez  para  repa- 
rarlos expedita  la  reclamación  al  superior  jerárqmco 
en  la  línea  gubernativa;  «no  existiendo  motivos  para 
exigir  la  responsabilidad,  con  arreglo  al  art.  308  del 
Código  penal  de  1850  (389  del  reformado),  porque  no 
cabía  delito  cuando  notoriamente  faltaba  la  intención 
de  delinquir  en  la  conducta  del  Alcalde,  que  aparece 
con  los  caracteres  de  la  buena  fe,  especialmente  al  co- 
municar por  escrito  ún  decreto,  medio  que  es  de  supo- 
uer  no  habría  empleado  si  hubiese  sabido  ó  dudado  que 
carecía  de  facultades  para  el  efecto. » 

Este  ejemplo  es  más  elocuente  que  lo  que  nosotros 
pudiéramos  decir  acerca  del  delito  de  usurpación  de 
atribuciones.  Con  él  creemos  que  basta,  y  dando  por 
terminado  lo  relativo  á  esta  materia,  vamos  á  entrar 
en  el  examen  de  otro  grupo  de  delitos  que  también 
pueden  ser  cometidos  por  los  empleados  públicos:  de 
los  delitos  que  definen  los  artículos  394  y  395  del  Có- 
digo penal,  bajo  el  epígrafe  de  « Abusos  contra  la  ho- 
nestidad.» 
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No  se  trata  de  llevar  ante  tin  Tribunal  iiua  cuestión 
de  esas  en  que  hacen  falta  conocímieníoB  especiales; 
no  se  trata  de  discutir  si  uu  Juez  es  competente  para 
dictar  providencias  desconocidas  ó  infringidas  por  los 
funcionarios  administrativos,  ni  si  la  facultad  en  cuyo 
ejercicio  se  dictó  corresponde  á  un  empleado  j  no  á  un 
Juez.  Se  trata  de  algo  más  evidente,  más  notorio;  Je 
algo  que  todo  el  mundo  comprende  t>in  necesidad  de 
estudios  especiales,  ni  preparación  de  -ningún  género; 
se  trata  de  un  Juez  ó  de  un  ñmeionario  público  que 
ha  solicitado  los  favores  de  una  mujer  que  tiene  pre- 
tensiones pendientes  de  la  resolución  de  aquel  emplea* 
do;  se  trata  del  Alcaide  de  una  cárcel  que  ha  solicita- 
do los  favores  de  una  mujer  sujeta  á  su  guarda,  ó  que 
es  esposa,  hija,  hermana  ó  parieuta  próxima  de  uno  de 
los  detenidos  bajo  su  custodia.  Xo  es  posible  que  á 
nadie  se  le  oculte  la  gravedad  de  estos  delítüs;  á  nadie 
es  posible  tampoco  que  se  le  presenten  oscuros  ó  bo- 
rrosos, por  falta  de  conocimientos  ó  de  aptitud^  lo& 
hechos  que  pueden  conífítituírlos;  este  es  uno  de  esos 
delitos  claros,  concretos,  diáfanos,  que  no  es  posible 
torcer  ni  mistificar  con  especulaciones  de  ninguna  es- 
pecie. Cuando  los  hechos  resultan  y  resultan  tales  co- 
mo acabamos  de  consignar,  no  sólo  producen  indigna- 
ción en  el  ánimo  de  toda  persona  horneada,  sino  que  ni 
producen  la  menor  sombra  de  duda  en  la  inteligencia 
de  cualquiera  persona  por  poco  cultivada  que  ella  sea_ 

Por  esto,  así  como  los  delitos  de  que  hasta  ahora  ve- 
nimos hablando  no  se  han  sometido  ú  conocimiento  del 
Jurado,  los  abusos  contra  la  honestidad  se  le  han  so- 
metido y  al  Jurado  compete  su  conocimiento. 


Digitized  by 


Googl( 


TÍT.  I.— CAP.  n.— ABT.  4.0  121 


LI 


Lo  mismo  ocurre  con  los  hechos  constitutivos  del 
delito  de  cohecho.  También  son,  como  los  que  anterior- 
mente hemos  mencionado,  claros  y  perceptibles;  tam- 
bién son  de  tal  naturaleza,  que  ni  desfigurados,  dada 
su  índole,  pueden  en  ningún  caso  desconocerse;  tam- 
bién son  de  aquéllos  que  bastan  las  luces  de  una  con- 
ciencia recta  para  verlos  con  entera  claridad  y  com- 
prender la  necesidad  que  hay  de  perseguirlos  y  casti- 
garlos. 

Muchos  tratadistas,  sin  embargo,  han  sostenido  que 
estos  delitos  no  debían  someterse  al  conocimiento  del 
Jurado,  y  al  discutirse  entre  nosotros  las  varias  vecea 
que  esto  se  ha  hecho,  señaladamente  en  la  última  oca- 
sión, si  debió  ó  no  establecerse  el  Jurado  en  España, 
ha  habido  quien  ha  sostenido  que  estos  delitos  de 
cohecho  debían  quedar  sometidos  á  los  Tribunales  or- 
dinarios. Nosotros  creemos  resueltamente,  y  sin  reser- 
va de  ningún  género,  que  ni  la  conveniencia  ni  mucho 
menos  la  justicia,  ni  razones  de  ninguna  especie  acon- 
sejan semejante  resolución.  Ya  hemos  dicho  antes  de 
ahora,  y  no  es  innecesario  repetirlo,  que  es  natural 
que  los  Tribunales  de  derecho  castiguen  con  menos 
severidad  que  el  Jurado  los  delitos  cometidos  por  los 
empleados  públicos,  porque  es  innegable  que  entre  los 
Jueces  y  los  funcionarios  ó  empleados  del  Estado  exis- 
ten estrechos  vínculos  que  no  deberían  existir,  pero 
que  existen  en  realidad. 

Nosotros  no  concebimos  la  figura  de  un  Juez,  em- 
pleado público,  que  es  como  en  la  actualidad  se  le 
considera  y  con  cuyo  carácter  se  presenta  con  más  fre- 
cuencia á  nuestros  ojos;  el  Juez  es  algo  más,  debe  ser 
algo  más  que  un  funcionario  del  Estado.  El  Juez  por  su 
misión,  por  el  alto  sentido  que  debe  atribuirse  constan- 
temente á  las  elevadas  funciones  de  la  justicia  y  por 
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el  papel  que  éstas  deberían  desempeñar  en  el  Estado, 
debe  ocupar  un  rango  más  alto  que  el  q\m  en  la  actua- 
lidad ocupa;  debe  ejercer  un  verdadero  siieerdocioj  de- 
finiendo y  declarando  lo  que  en  cada  v.'dm  es  justo,  y 
presentándose  así  por  cima  de  la  generalidad  de  los 
ciudadanos,  en  una  esfera  más  alta  6  independiente  de 
la  en  que  obran  aquellos  que  gobiernan  y  administran 
los  intereses  del  País. 

Uno  de  los  espectáculos  que  máfi  nos  seducen  entre 
todos  los  que  ofrece  la  gran  Eepúblíca  Amerif^ana  es 
el  de  sus  Tribunales  cuando  declaran  la  inconstitucio- 
nalidad  de  una  ley,  resolviendo  cómo  debe  aplicarse 
en  el  caso  particular  respecto  del  cual  se  reclama  ante 
ellos;  y  nos  seduce  este  espectáculo,  porque  es  verda- 
deramente noble  y  grande  y  prueba  un  grado  de  cul- 
tura extraordinario,  la  existencia  de  resorírs  y  madios, 
por  los  cuales,  sin  violencias,  sin  exageraciones,  sin 
apasionamientos,  pueden  contenerle  los  extravíos  de 
los  más  altos  Poderes  del  Estado  y  ventilarse  serena- 
mente toda  querella  aun-  cuando  exista  fíi'ande  des- 
igualdad entre  las  partes,  aunque  de  un  lado  se  encuen- 
tre sólo  el  humilde  ciudadano,  y  por  otro  toda  la  Admi- 
nistración pública  y  toda  la  fuerza  y  prestigio  del  Poder 
que  gobierna  la  Nación.  Entre  nosotros  no  se  ha  queri- 
do organizar  una  magistratura  en  esas  condiciones;  las 
doctrinas  que  han  predominado  en  nuestros  partidos 
políticos  y  las  tendencias  de  todas  las  administraciones, 
aun  de  las  más  prósperas,  han  sido  contrarias  é  este 
concepto  de  la  administración  de  justicia  y  todavía 
hay  en  nuestro  Parlamento  quien  se  oona  place  en  for- 
mular una  protesta  ó  expresar  por  lo  menos  una  dene- 
gación rotunda  y  terminante,  cuando  se  llama  Poder  ¡u- 
diciál  á  la  administración  de  justicia- 
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Los  partidarios  de  las  soluciones  y  de  las  ideas  con- 
servadoras, en  sn  afán  de  someter  todo  á  la  Autoridad 
regia,  no  sólo  en  la  realidad,  sino  hasta  en  la  aparien- 
cia, han  contribuido  también  á  este  triste  resultado. 
Ellos  han  insistido,  é  insistido  con  fortuna  hasta  ahora, 
en  que  se  considere  á  la  administración  de  justicia,  no 
como  un  Poder,  no  como  una  función  nacional,  eleva- 
da, independiente  y  superior  á  las  decisiones  de  la 
Administración  pública,  sino  como  una  rama  de  esa 
misma  Administración.  Ellos  han  hecho  que  se  consi- 
dere á  la  administración  de  justicia,  no  como  ima  fa- 
cultad encerrada  dentro  de  esas  condiciones,  sino  como 
uno  de  los  más  altos  atributos  del  Poder  ejecutivo;  y 
arrebatando  de  esta  manera  á  los  Tribunales  lo  que 
hubiera  sido  su  mayor  gloria  y  mejor  timbre,  han  con- 
tribuido á  la  mayor  parte  de  las  deficiencias  que  se  ad- 
vierten en  esos  mismos  Tribunales. 

De  aquí  que  el  Juez  no  sea  hoy  ó  no  haya  sido  hasta 
ahora,  en  realidad,  más  que  un  funcionario  público  de 
distinto  orden  que  cualquier  otro  empleado  de  la  ad- 
ministración general,  pero  sujeto  á  condiciones,  sobre 
poco  más  ó  menos,  iguales.  Hasta  hace  pocos  años  se 
nombraban  los  Jueces  en  nuestro  País,  ó  se  dejaban 
cesantes  conforme  convenía  al  capricho  del  Ministi*o. 
Después  las  cosas  se  han  modificado  bastante.  Una  de 
las  conquistas  más  preciadas  y  más  positivas  de  la  Re- 
volución  política  de  1868,  fiíé  la  de  dar  á  los  fun- 
cionarios públicos  del  orden  judicial  una  considera- 
ción y  una  estabilidad  que  hasta  entonces  no  habían 
disfrutado.  En  este  punto  puede  aplaudirse,  sin  reserva 
de  ninguna  especie,  la  obra  de  aquellos  políticos,  de 
aquellos  Gobiernos  democráticos,  de  todos  los  Gobier- 
nos revolucionarios. 

Su  obra  ha  prevalecido  porque,  aun  cuando  situacio- 
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nes  posteriores  no  respetaron  por  completo  este  crite- 
rio, y  aun  cuando  todavía  en  este  punto  queda  bastante 
por  hacer  y  no  se  han  realizado  hxs  a^^piraeioues  que 
pretendían  convertir  á  la  admimstracióu  de  justicia  eu 
un  verdadero  Poder  del  Estado,  es  indudable  que  j^a  los 
Jueces  constituyen  por  lo  menos  una  categoría  privile- 
giada en  cuanto  á  la  estabilidad  en  el  desempeño  de  sus 
funciones,  aim  dejando  al  arbitrio  del  Ministro  del 
ramo  el  trasladarles  contra  su  voluntad  de  un  punto  á 
otro,  ascendiéndolos  ó  no  ascendiéndolos. 

En  este  punto,  todavía  nuestras  costumbres  no  han 
llegado  á  exigir  la  escrupulosidad  necesaria  para  evi- 
tar verdaderos  abusos  que  ceden  en  daño  de  la  justi- 
cia y  favorecen  sólo  las  malas  pasiones^  los  malos  pro- 
cedimientos  políticos;  pero  algo  se  ha  ganado  y  debe- 
mos hacer  constar  la  diferencia,  así  c<írao  cumple  ¿ 
nuestro  objeto  hacer  constar  también  que  todavía  el 
Juez  es  un  empleado  que,  si  no  toda  su  existencia,  par- 
te de  ella  la  debe  al  Ministro  del  ramo  á  que  pertene- 
ce; y  por  esta  consideración,  por  la  forma  en  que  se  hace 
BU  nombramiento,  por  los  hábitos  que  imprime  esa  lar- 
ga y  viciosa  tradición  á  que  antes  hemos  aludido^  el 
Juez  se  considera,  al  lado  de  los  demás  funcionarios 
que  representan  la  Administración  publica  en  su  dístri* 
to,  como  uno  de  tantos,  como  un  compañero  de  aque- 
llos que,  aun  cuando  se  encuentren  en  condiciones  dis- 
tintas de  las  que  él  goza,  al  fin  y  al  cabo  representan 
como  él  la  Autoridad  pública  en  el  mismo  territorio.  Y 
esto  que  es  real,  que  es  práctico  y  positivo,  establece 
entre  el  Juez  y  los  demás  empleadoíi  un  sentimiento  de 
solidaridad  que  instintivamente  los  une  y  puede  menos- 
cabar los  intereses  de  la  justicia  cuando  llegue  el  casa 
de  que  el  Juez  proceda  contia  aquellos  á  quienes  ha 
considerado  hasta  el  día  mismo  en  que  empezó  á  cono- 
cer de  su  delito,  como  companeros. 

No  hay  en  lo  que  decimos,  por  ello  solo,  nada  que 
pueda  desdorar  ni  menoscabar  el  prestigio  de  la  admi- 
nistración de  justicia;  no  hay  más  que  el  conocimiento 
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y  apreciación  exacta  3^  razonable  de  los  hechos,  tal  y 
como  los  hechos  se  presientan  á  nuestra  vi^ta,  exiimí 
nada  imparcialniente  la  actual  organizíición  de  los  Tri- 
bunales de  derecho  y  la  situación  de  los  Jueces  que  lof* 
forman;  puede  decirse,  en  vista  de  ello,  que  conviene 
más,  mitcho  más,  al  interés  público,  que  el  Jurado  vty 
nozca  de  los  procesos  que  se  formen  contra  los  emplea- 
dos del  Estado,  y  que  sólo  pueden  admitirse  las  excep- 
ciones que  hemos  expuesto  en  el  curso  do  este  comen- 
tario, cuando  una  razón  jnstiflcada  y  abonada  en  alto 
grado  lo  exija. 

Lili 

El  temor  que  manifiestan  algtmos,  temor  á  que  nos- 
otros no  atribuimos  gran  valor  do  que  los  Tribunales 
populares  por  pasión  también  instintiva,  que  mncliafi 
veces  siiele  existir  entre  los  administrados  contra  la  Ad* 
mimstración  púhKca,  castiguen  con  más  severidad,  coa 
extraordinaria  severidad,  á  los  empleados  públicos  que 
seím  objeto  del  proceso,  nos  parece   verdaderamente 
exagerado,  ífosotros,  debemos  repetirlo,  no  abrigamos 
e^e  temor;  y  no  le  abrigamos,  porque  creemos  qne  c^ii 
oposiftión  de  intereses  y  de  ideasi,  aun  cuando  exisfa, 
nuuna  pasa  de  ciertos  límites;  pero  en  el  caso  de  qne 
esto  sueediei'a  y  deque  realmente  los  detitos  cometitbis 
por  los  ftmcionarios  públicos,  al  someterse  al  Jurado, 
hubieran  de  recibir  un  castigo  más  severo,  no  por  esto 
creeríamos  nosotros  que  debería  pensarse  de  otra  suerte 
qtie  como  nosotros  pensamos,  porque  en  realidad,  el  que 
esos  hechos  se  castiguen  severamente  y  el  qne  se  em- 
plee para  castigarlos  más  rigor  del  que  por  lo  gene- 
ral se  advierte,  es  una  de  las  muchas  exigencias  yue 
alienta  la  opinión,  una  do  las  muchas  necesidades  qae 
siente  también  la  Administración  pública  y  uno  de  los 
muchos  deseos  que  sin  duda  de  ningún  género  latt^n 
en  el  fondo  de  la  voluntad  del  País- 
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Los  hechos  constitutivos  del  delito  de  malversacióir 
de  caudales  públicos  son,  como  los  de  cohecho,  claríf^i- 
mos.  La  aplicación  de  los  caudales  del  Estado  á  un 
objeto  distinto  de  aquel  á  que  la  ley  los  destina  y  la 
sustracción  de  esos  mismos  caudales,  tienen  tales  ca- 
racteres que  no  es  posible  confundirlos  con  ningún 
otro  acto,  aun  entre  los  actos  de  su  misma  especie.  Por 
tanto,  no  necesitamos  nosotros  insistir  en  este  punto  de 
vista  y  sí  sólo  reiterar  nuestro  deseo,  conforme  con  los 
deseos  de  la  opinión,  de  que  es  iadispensable,  cada  día 
más  indispensable,  que  estos  delitos  se  castiguen  con 
verdadera  severidad;  y  si  puede  conducir  á  ello  el  que 
se  sometan  al  conocimiento  del  Jurado,  hay  que  aplau- 
dir este  hecho  y  hay  que  contribuirj  por  todos  los  me- 
dios imaginables,  á  que  ese  hecho  sea  respetado  por 
todos. 

Puede  decirse  que  una  de  las  mayores  necesidades 
que  siente  el  Estado  en  nuesti^os  tiempos,  es  la  morali- 
zación de  las  funciones  públicas,  y  suele  decirse  que  en 
nuestros  días  la  inmoralidad  ea  mayor  que  en  tiempos 
anteriores  y  que  en  edades  remotas.  Xosotros  no  par- 
ticipamos de  esta  creencia;  desde  luego  opinamos  que 
en  ese  orden  de  hechos,  como  en  todos  los  demás,  es 
notorio  el  progreso  de  las  costumbres  y  es  notorio  que 
cada  día  ensancha  sus  límites  el  imperio  de  la  moruL 
Lo  mismo  en  lo  que  se  refiere  á  la  venalidad  de  las  re^ 
soluciones  administrativas,  que  en  lo  que  se  refiere  á 
la  pureza  de  las  costumbres  privadas,  hay  en  nuestro 
tiempo  respecto  de  los  tiempos  anteriores  un  adelanto 
extraordinario. 

LIV 

Las  condiciones  de  la  vida  moderna  hacen  mucho 
más  difíciles  que  lo  han  sido  nunca  los  delitos  de  esa 
especie;  porque  hoy  todo  se  sabe,  todo  se  dice,  todo  se 
imprime  y  circula,  y  al  fin  y  al  cabo  todo  se  castiga. 
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No  existen,  ó  no  conocemos  por  lo  menos,  estadísti- 
cas especiales  detalladas  y  calificadas  de  los  delitos 
de  malversación  de  los  caudales  públicos  que  abracen 
un  período  extenso;  serían,  sin  embargo,  muy  curiosas 
y  abrigamos  el  convencimiento  de  que  esas  estadísti- 
cas vendrían  á  demostrar  que  cada  vez  son  menos  fre- 
cuentes estos  delitos. 

Antes  de  existir  el  régimen  de  publicidad  y  de  liber- 
tad que  hoy  existe,  antes  de  que  hubiera  una  prensa 
libre  y  apta  para  ocuparse  en  todas  las  cuestiones,  so- 
bre todo  antes  de  que  las  leyes  garantizasen  la  existen- 
cia é  inmunidad  de  la  tribuna  parlamentaria,  donde 
todos  los  abusos  son  denunciados  y  todas  las  dudas  in- 
vestigadas, el  malversador  de  caudales  públicos  podía 
esperar  la  impunidad;  más  aún:  antes  de  que  existie- 
ran las  leyes  de  contabilidad  que  hoy  rigen  la  Adminis- 
tración de  caudales  del  Estado,  era  posible  hasta  que 
la  malversación  misma  se  disimulara  y  ocultase,  de 
suerte  que,  ó  no  se  advirtiera  nunca,  ó  llegara  tarde  á 
advertirse  y  cuando  ya  el  daño  era  irreparable;  pero 
después  de  haberse  establecido  la  vida  política  en  las 
condiciones  que  acabamos  de  indicar,  y  después  de  ha- 
berse dotado  al  País  de  las  leyes  de  contabilidad  á  que 
hemos  hecho  referencia,  cada  día  estos  casos  de  malver- 
sación han  ido  siendo  menores  en  número,  y  cada  día 
ha  sido  más  indudable  que  ningún  caso  de  malversa- 
ción podría  verificarse  sin  que  siguiera  á  la  comisión 
del  delito  el  castigo  que  las  leyes  imponen,  á  menos 
i\ne  sus  autores  no  las  burlen  por  los  procedimientos 
que  están  al  alcance  de  los  criminales  de  toda  es- 
pecie. 

Así  es,  que  en  la  actualidad  son  menores,  menos 
frecuentes  y  más  señalados  los  casos  de  esta  índole  que 
ocurren  en  la  administración  general  del  País,  regida 
por  las  leyes  de  contabilidad  á  que  venimos  aludiendo; 
y  en  cambio  donde  con  más  frecuencia  aparecen  hechos 
de  esa  especie,  es  allí  donde  la  contabilidad  no  ha  lle- 
gado á  la  perfección  que  tiene  en  laa  oficinas  generales 
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y  ceiih'ales.  Así  ocurrcj  que  m&^  que  en  la  administra- 
ción de  Hacienda  pública  y  sus  dependencias,  pueden 
advertirse  los  estragos  que  causan  estos  delitos  en  la 
administración  municipal;  administración  cuya  conta- 
bilidad todavía  se  encuentra  en  el  período  de  su  plan- 
teamientOj  sin  haber  logrado  un  desarrollo  notable,  ni 
siquiera  aquel  grado  de  desenvolvimiento  que  es  necí^ 
sano  para  que  satisfaga  las  neoesi  dudes  que  contribu- 
yeron á  crearla;  pero  es  indudable  que  alcanzará  ef^e 
grado  de  desarrollo  y  que,  perteccionada,  podremos  es- 
perar de  ella  el  mismo  resultado  que  lógica  y  razona- 
blemente debe  aguardarse  de  una  reforma  de  tanto  al- 
cance. La  contabilidad  será  el  hilo  de  Ariadna  que  nos 
conducirá  á  ti^avcs  del  laberinto,  y  nunca  la  í^ibula 
mitológica  habrá  tenido  mejor  aplicación  que  en  est-o 
caso. 


m 


Volvemos  á  hablar  de  los  fraudes  y  volvemos  á  re- 
petir lo  que  antes  hemos  dicho.  En  el  fraude  hay  siem- 
pre un  elemento  de  tlifícil  apreciación;  y  aunque  qui- 
zás andando  el  tiempo  podrá  confiarse  la  estimación  de 
este  delito  al  Jurado,  hoy  sería  peligroso  encomendár- 
sela; porque  los  partidarios  de  esta  institináón  no  sólo 
la  queremos  por  las  ventajas  que  indudablement-í^  ha 
de  reportar  para  la  administración  de  justicia,  no  sólo 
la  defendemos  por  espíritu  de  escuela  y  por  convenci- 
miento político,  sino  que  deseamos  y  ponemos  en  la 
ejecución  de  este  deseo  toda  la  prudencia  y  toda  la  por- 
BBvexTtneia  necesarias  para  que  arraigue  y  snljsista;  jior- 
que  estamos  convencidos  de  que  es  un  excelente  medio 
de  enjidciar;  y  en  nuestro  sentido,  es  indispensable  para 
que  arraigue,  que  en  los  comienzos  de  su  vida  aparte- 
mos  de  ella  todo  lo  qne  pueda  ofrecerla  dificultades  y 
todo  lo  que  pueda  contribuir  á  su  desprestigio. 
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Xo  Lay  que  olvidar  tampoco,  para  juzgar  esta  apro- 
ciaeióiij  Olíales  han  sido  las  condiciones  y  aceídontos  dü 
k  lucha  mautenida  en  la  pr^mBa  y  en  el  I^arlamento, 
antes  de  llevarse  á  cabo  la  redaccíun  y  aprobación  de 
la  ley  cuyo  comen t ario  estamos  haciendo;  y  no  hay  que 
olvidar  que  si  bien  se  ha  discutido  artículo  por  artíeulu 
y  caso  por  caso,  de  una  manera  minuciosa  y  detalladsi, 
todo  el  contenido  de  esa  ley,  al  fin  y  al  cabo,  ni  aun  su^i 
enemigos  más  declarados  y  resueltos  han  formulado 
coütra  ella  protestas  de  cierta  especie;  porque  la  ver- 
dad es  que  los  miamos  que  han  e-stimado  oportuno  com- 
batirla de  esa  manera  y  han  expuesto  acerca  de  ella  los 
juicios  más  desfavorables,  no  han  amenazado  con  bo- 
rrarladel  numero  de  las  leyes  el  día  en  que  el  hacerlo 
esté  en  su  mano,  ni  han  signüieado  que  cederán  en  este 
pmito  á  los  exclusivos  m o vimi tantos  de  su  voluntad. 

Han  dicho  una  y  otra  vez,  procurando  dar  a  sus  pa- 
litljras  la  mayor  autoridad  posible ,  á  fin  de  que  se  les 
preste  crédito  y  se  acojan  como  una  promesa  garanti- 
zada por  la  respetabilidad  de  las  perdonas  que  la  hn- 
cian,  que  sólo  en  el  caso  de  que  la  iustituciun  pxx)dujeni 
remiltíidos  funestos  para  los  intereses  públicos  y  para 
la  administración  de  justicia,  proenrarían  su  deroga- 
cióa  y  anulación,  A  esta  actitud  han  correspondido  por 
511  parte  los  partidarios  del  Jurado  no  extremando  sus 
opinif>ac!4,  no  llevando  tan  lejos  como  hubiera  sido  po- 
sible las  consecuencias  y  princi¡iios  en  que  descansa 
esa  institución,  no  confiándola  el  conocimiento  de  los 
deütos  que,  según  sus  contradictorcifí,  no  podían  en  nía- 
ntra  algmia  someterse  á  la  competencia  de  un  Tribu- 
nul  popuhir  y  que  debieran  por  altas  eonsideracionef* 
reservarse  ú  los  Tribimales  de  derecho;  y  por  último, 
no  exagerando  las  ventajas  del  Jurado  en  casos  verda- 
deramente difíciles  de  apreciar,  como  este,  cuyo  exa^ 
tiien  nos  ha  traído  á  exponer  las  precedentes  eonside- 
radones. 

De  aquí  nace  y  de  todas  estas  circunstancias  se  deri- 
va cae  carácter  especial  que  tiene  nuestra  ley  del  Ju- 
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rado,  carácter  que  debemos  señalar,  no  sólo  porque  nos 
toca  explicar  su  sentido,  sino  también  para  que  se  com- 
prenda por  qué  muchas  veces  se  lian  desviada  los  re- 
dactores de  la  ley  de  los  principios  que  les  ti^azaba  una 
lógica  inflexible,  que  suele  no  acomodarse,  ni  á  las 
conveniencias  públicas,  ni  á  las  razones  de  todo  orden 
que  debe  inspirar  una  obra  legislativa  tan  compleja 
como  es  siempre  la  reforma  del  procedimiento  criminaL 

He  ahi  por  qué  el  Jurado  no  conocerá  de  las  caustis 
que  se  formen  contra  los  infractores  de  los  artículos 
411  y  412  del  Código  penal  vigente,  es  decir,  contra 
los  funcionarios  que,  interviniendo  por  razón  de  su  car- 
go en  alguna  comisión  de  suministros,  conti'atas,  ajustáis 
ó  liquidaciones  de  efectos  ó  haberes  públicos,  se  con- 
certaren con  los  interesados  ó  especuladores,  ó  usareii 
de  cualquier  otro  artificio  para  detraudar  al  Estado  6 
contra  los  que  directa  ó  indirectamente  se  interesen  en 
cualquier  clase  de  contratos  ú  operaciones  en  que  deban 
intervenir  por  razón  de  su  cargo.  Sin  duda  de  ningún 
género  hay  artificios  que  defraudan  al  Estado,  cuya  de- 
lincuencia podría  escapar  al  criterio  poco  ilustrado  de 
las  personas  que  no  tengíin  costumbre  de  estudiar  esta 
especie  de  negocios,  no  bastando  los  impulsos  de  una 
conciencia  recta  en  esos  casos  para  dcterraiuar  con  cla- 
ridad si  los  hechos  en\nielven  ó  no  un  elemento  dé 
delito. 

En  cuanto  á  los  contratos  ú  operaciones  en  que  pue- 
de  ó  no  intervenir  un  fimcionario  por  razón  de  su  car- 
go, para  apreciarlos  y  para  determinarlos  se  necesita 
también  un  conocimiento  exacto  de  las  funciones  que 
desempeña  el  empleado,  único  medio  do  establecer  la 
relación  necesaria  que  exige  el  art,  412, 


LVI 

Aunque  las  exacciones  ilegales  forman  parte  del  mis- 
mo grupo  de  los  fraudes  que  pueden  imputarse  á  los 
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funcionarios  públicos,  entendemos  que  han  podido 
apreciarse  de  distinta  manera  al  resolver  si  competía  ó 
no  al  Jurado  su  conocimiento. 

En  primer  lugar,  los  hechos  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 413  son  sencillos  y  pueden  apreciarse  fácilmente. 
Trata  ese  artículo  de  los  funcionarios  públicos  que 
exijan  directa  ó  indirectamente  mayores  derechos  que 
los  que  le  estuvieran  señalados  por  razón  de  su  cargo; 
y  respecto  á  este  punto,  y  de  si  hechos  de  tal  natura- 
leza se  han  cometido  ó  no,  puede  haber  pocas  dudas  en 
los  diversos  casos  que  la  práctica  ha  de  presentar. 

Aparte  de  que  estando  por  preceptos  anteriores  so- 
metido á  conocimiento  del  Jurado  el  hecho  de  exigir  ó 
intentar  exigir  un  funcionario  público  el  pago  de  una 
contribución  no  votada  por  las  Cortes  ó  por  Corpora- 
ciones legalmente  autorizadas  para  imponerla,  sería 
lógico,  conveniente  y  no  ocasionado  á  peligro  alguno 
que  estas  otras  exacciones,  ilegales  también,  pero  más 
pequeñas  y  reducidas,  digámoslo  así,  siguieran,  en  lo 
que  toca  á  su  jurisdicción,  el  camino  trazado  y  señala- 
do á  lo  que  se  define  y  considera  como  un  delito  con- 
tra la  Constitución  del  Estado  por  su  generalidad  y 
por  las  circunstancias  en  que  se  verifica. 

En  cuanto  al  art.  414,  que  se  refiere  á  las  estafas  y 
otros  engaños  que  pueden  también  cometer  los  funcio- 
narios públicos,  demos  por  repetido  lo  que  hemos  dicho 
acerca  de  los  fraudes. 


Lvn 

Vamos  al  grupo  trigésimonoveno  que  se  ocupa  en  las 
negociaciones  prohibidas  á  los  empleados. 

Dispone  la  ley  penal  en  este  punto  que  los  Jueces, 
funcionarios  del  Ministerio  fiscal,  Jefes  militares,  gu- 
bernativos ó  económicos  de  una  provincia  ó  distrito, 
con  excepción  de  los  Alcaldes,  sean  castigados  con  de- 
terminada pena  si  durante  el  ejercicio  de  su  cargo  se 
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mezclaren  directa  ó  iudirectaiuente  en  operaciones  de 
agio,  tráfico  ó  granjeria,  dentro  de  los  límites  de  su  ju> 
risdicción  ó  mando,  sobre  objetos  que  no  fueren  pro- 
ducto de  sus  bienes  propios;  y  añade  que  esta  disposi- 
ción no  sea  aplicable  á  los  que  impusieren  sus  fondos 
en  acciones  de  Banco  ó  de  cualquiera  Empresa  ó  Com- 
pañía, con  tal  que  no  cvjer^an  en  ella  cargo  ni  ioterveu* 
ción  directa,  administrativa  ó  económica. 

Basta  el  enunciado  de  las  circunstancias  mismas  con 
que  el  Código  define  estos  delitos,  para  comprender 
desde  luego  que  la  aplicación  del  art.  415  ha  de  ser 
seguramente  difícil.  Por  esto  ya  no  debe  esc  delito  so- 
meterse á  conocimiento  del  JuitkIü;  pero  además  hay 
otra  razón  que  abona  la  exclusión,  enlazada  con  el  cri* 
terio  con  que  debe  aplicarse  ese  artículo;  razón  que 
debe  subordinarse  á  las  ideas  que  ya  hemos  expuesto 
otras  veces  acerca  de  que,  en  todo  lo  que  se  refiere  ñ 
esta  especie  de  delitos  que  se  cometen  por  los  funci*!* 
narios  públicos,  cuando  el  Jm^ado  entienda  en  los  pro- 
cosos  que  se  formen  acerca  de  su  ayeriguación  y  cas- 
tigo, se  puede  abrigar  la  seguridad  de  que  resultarí'm 
penados  severamente. 

El  criterio  de  nuestra  legislación  criminal  en  este 
punto  es  un  criterio  que  partiendo  de  la  mayor  severi- 
dad, y  hasta  de  una  verdadera  crueldad  rayana  en  la 
injusticia,  llega  á  una  tolerancia  y  á  mm  benevolencia 
muy  acentuadas.  Antii^uaniente  hasta  se  prohibía  ú  los 
Jueces  adquirir  propiedades  en  el  territorio  de  su  jnris* 
dicción;  hoy  esta  proliibicióa  no  existe.  Podía  haber 
abuso,  y  esto  se  explica  y  se  comprende  perfectamente; 
pero  lo  que  no  se  comprende  ni  se  explica  es  que  se 
calificase  delito  un  acto  de  aquella  naturaleza. 

La  reforma  de  nuestra  It^y  penal,  llevada  á  cabo  en 
1850,  redujo  considerablemente  el  carácter  criminal 
atribuido  á  esos  actos.  Con  arreglo  al  art.  329  de  aquel 
Código,  que  es  el  concordante  del  415  del  vigente,  no 
se  prohibía  ya  á  los  Jueces  ni  á  otríis  Autoridades  la 
adquisición  de  propiedades  ni  de  valores;  lo  que  se  les 
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prohibía  era  adquirir  bienes  de  esa  especie  con  ánimo 
de  revenderlos  ó  de  traficar  ó  comerciar  con  ellos. 

Todavía  á  nosotros,  que  tenemos  un  criterio  tan  es- 
trecho en  todo  lo  que  se  refiere  á  los  delitos  que  pueden 
cometer  los  empleados  públicos,  como  creemos  haberlo 
demostrado  en  el  curso  de  estas  observaciones,  todavía 
nos  parece  que  en  los  términos  del  art.  329  del  Código 
de  1850,  como  en  los  términos  del  art.  415  del  Código 
de  1870,  hoy  vigente,  hay  no  sólo  una  vaguedad  ver- 
daderamente censurable  en  una  ley  penal,  sino  en  su 
espíritu  una  exageración,  acerca  de  la  cual  no  caben 
dudas  de  ningún  género;  y  creemos  que  esos  preceptos 
acabarán  por  desaparecer  de  la  ley  penal  en  la  forma 
en  que  están  redactados  y  acabarán  por  transformarse, 
merced  á  esa  tendencia  que  venimos  observando  en  el 
proceso  histórico  á  que  puede  sujetarse  el  concepto  de 
esta  clase  de  deHtos. 

Los  verdaderos  efectos,  el  verdadero  alcance  que 
pueden  tener  para  el  interés  público  los  hechos  que 
han  tratado  de  impedirse  con  este  rigor  penal,  los  ex- 
pone con  aquella  claridad  admirable  que  resplandece 
en  todos  sus  escritos  el  comentarista  del  Código  de 
1850,  D.  Joaquín  Francisco  Pacheco.  «No  hay  motivo, 
dice,  para  impedir  á  esta  clase  de  empleados  (á  los  que 
ejercen  autoridad,  pues  sólo  á  ellos  se  refiere  el  artícu- 
lo del  Código)  que  posean  y  adquieran  bienes;  le  hay, 
sí,  para  que  se  conviertan  en  traficantes.»  «Por  más, 
añade,  que  sea  inocente  de  suyo  este  género  de  vida, 
se  aviene  mal  con  la  especie  de  sacerdocio  que  incluye 
el  ejercicio  de  la  jurisdicción,  y  ni  son  buenos  para  la 
administración  de  justicia  los  hábitos  que  con  tales 
ocupaciones  se  aprenden,  ni  se  coloca  en  una  situación 
igual  y  desembarazada  para  aquélla  el  que  negocia  ó 
trafica  y  anda  arrebatado  con  el  vario  movimiento  de 
los  intereses.  > 

Estamos  completamente  de  acuerdo  con  esta  mane- 
ra de  apreciar  las  cosas;  pero  creemos  que  eso  no  de- 
termina verdadera  delincuencia  para  los  casos  de  esa 
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eBpeeie,  y  que  pfira  los  hechos  de  esta  índole  están  bien 
establecidos  y  deben  conservarse  las  atribuciones  gn- 
beniíitivas  que  facultan  para  imponer  al  empleado  uua 
traslación,  una  advertencia,  una  corrección  disciplina- 
ria; y  que  no  pasando  Ins  cosa-s  de  los  límites  que  el 
Sr.  Pacheco  les  trazaba  en  sus  Coincntarios,  ni  es 
posible  llegar  tampoco  hasta  los  Tribunales  de  justi- 
cia, ni  someter  á  ios  autores  de  hechos  de  esta  especie, 
eoíuo  criminales,  al  juicio  de  un  Jurado  ni  de  un  Tri- 
bunal de  derecho-  Pero  estas  son  consideraciones  de 
un  orden  á  que  constantemente  hemos  de  atenemos 
en  nuestro  ComentariOj  y  que  nos  ofi^ece  el  derecho  po- 
sitivo; en  el  cual  no  encontramos  mas  que  motivos  para 
sostener  que  los  delitos  definidos  en  el  art.  415  se  so- 
metan siempre,  en  todos  los  casos  en  que  aparezcan 
haberse  ejecutado,  al  conocimiento  y  jurisdicción  de  los 
Tribunales  de  dereclio,  por  hallar  esta  conclusión  mas 
en  armonía  con  todo  lo  que  hemos  expuesto  y  con  las 
corrientes  que  dominan  en  la  esfera  del  Derecho  en 
cuanto  se  refiere  á  este  punto  impoxtante, 

LYIII 

Los  grupos  cuarenta  al  cuarenta  y  dos  de  los  deli- 
tos enumerados  por  el  Código  penal,  comprenden  el 
parricidio,  el  asesinato  y  el  homicidio;  y  acerca  de  és- 
tos, no  hay  duda  de  ninguna  especie;  pues  aun  los  mis- 
mos adyersarios  más  iiTecouciliables  del  Jurado,  no  ale- 
gan rassoucs  de  ninguna  clase  para  que  estos  delitos  na 
se  sometan  a  su  conocimiento.  ¡Tan  claros,  tan  eviden- 
tes son  siempre  los  hechos  que  los  constituyen!  ¡Tan  pre- 
finido y  arraigado  es  el  couveücimiento  de  que  los  he- 
chos de  esa  especie  no  han  de  producir  sino  indignación 
en  el  ánimo  de  aquellos  que  los  contempleu  y  conozcan! 
De  consiguiente,  ya  se  trate  de  Jueces  de  hecho,  como 
ordinariamente  se  llama  eí  los  qne  constituyen  el  Jurado, 
ya  se  trate  de  Jueces  de  derecho,  nnos  y  otros  han  de 
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proceder,  respecto  de  ellos,  con  el  mismo  espíritu  de 
justicia,  han  de  poder  apreciarlos  cou  igual  exactitud, 
y,  al  caboj  han  de  quedar  satisfechas,  dt*  la  propia  ma- 
nera, las  necesidades  sociales  que  la  admbu5ít ración 
de  la  justicia  niieuia  trata  de  satisíacerj  ya  sean  unos  o 
ya  sean  otros  los  que  entiendan  en  la  cansa  que  bc  for- 
me pora  averiguar  qiucnes  los  eometieton  y  para  cas- 
tigar á  los  autores  con  la  pena  que  hayan  raerecido. 


LIX 

El  art.  4.^  de  la  ley  que  e.'? tamos  comentando»  al  enu- 
merar las  causa.^  en  que  lia  de  conocer  el  Tribunal  do 
Jurado,  ha  seguido  el  orden  de  los  epígrafes  del  Códi- 
go penal  vigente;  y  en  los  delitos  contra  la^í  personas 
ha  iüchddo  absolutamente  todos^  eon  la  imica  excep- 
ción de  las  lesiones j  salvo  las  pToducidas  por  castración 
ó  mutilucióu  y  aquellas  de  las  que  resultare  que  el 
oftiídido  quedase  imbécil^  impotente  ó  ciego. 

Pero  existe  un  delito,  por  cierto  muy  importante  por 
la  cifra  eon  que  figura  en  las  estadísticas  criminales, 
por  su  Índole  especial  y  porque  su  definición  distinta 
responde  á  las  necesidades  sentidas  y  expresadas  al  re- 
formarse el  Código  de  IBSOy  redactarse  el  Código  de 
lH70j  en  el  cual  por  primera  vez  se  incluyó,  y  es  el 
delito  llamado  de  disparo  de  arma  de  fuego. 

Este  delito  consiste  en  el  simple  disparo  de  arma  de 
niego  contra  cualquier  persona,  y  no  se  castigaba  de 
wia  manera  especial  en  el  Código  de  1850;  pues  cuan- 
do el  disparo  producía  lesiones^  se  castigaba  al  autor 
de  él  como  autor  de  lesiones;  y  cuando  el  disparo  per- 
mitía afirmar,  por  virtud  de  las  pruebas  aducidas,  que 
m  autor  tenía  el  propósito  de  matar  á  la  persona  con- 
tra quien  disparara,  se  calificaba  el  hecho  de  homicidio  ^ 
de  asesinato  ó  pan-icidioj  según  los  casos  y  segiín  las 
rircunstaneias  conciurentes  en  ellos. 
Cuando  no  concurrían  circunstancias  que  permitie- 
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sen  hacer  esta  calificación^  y  cnando,  por  otra  part^,  na 
llegaba*  á  producir  lesiones  el  disparo j  entonces  se  en- 
tendía que  el  autor  de  él  luibía  cometido  sólo  una  falta. 
Los  tratadistas  advirtieron  que  no  era  posible  man- 
tener este  estado  de  cosas,  del  cual  resultaba  que  mu- 
chas veces  so  imponía  una  pena  pequen í¡^im a  á  los  au- 
tores de  un  hecho  en  el  cual  podía  advertirse  un  grado 
de  malicia  extraordinario  y  del  cual  podía  resultar  tam- 
bién una  alarma  grande;  y  fundados  en  estas  con- 
sideraciones, definieron  y  penaron,  como  un  delito  gra- 
ve, en  el  art.  423,  al  autor  de  disparo  de  un  arma  de 
fuego  contra  cualquier  persona;  habiendo  venido  la  jn- 
risprudencia  á  declarar  que  esa  pena  debía  imponerse 
en  todos  los  casos,  con  objeto  de  reprimir  los  disparos 
de  arma  de  fuego  contra  cualquier  persona,  por  las  con- 
tingencias que  el  disparo  sólo  puede  ocasionar  inde- 
pendientemente de  la  voluntad  de  su  autor;  y  así  lo 
declaró  el  Tribunal  Supremo,  entre  otras  ocasiones,  eu 
uno  de  los  Considerandos  de  su  sentencia  de  7  de  Marzo 
de  1872. 


LX 


Hay  indudablemente  un  defecto  de  redacción  en  el 
Código  de  1870  respecto  de  este  punto,  porque  está 
fuera  de  toda  duda  que,  dada  la  importancia  que  se 
atribuye  en  él  á  los  delitos  de  disparo  de  arma  de  nie- 
go, debía  consagrárseles  un  capítulo  del  tít.  8.  o  del  li- 
bro 2.^,  con  su  epígrafe  especial,  de  la  propia  manera 
que  aparecen  los  demás  delitos  definidos  en  ese  título; 
pero  no  se  hizo  así,  y  el  art.  423  aparece  definiendo  los 
delitos  de  disparo  de  arma  de  ñicgo  en  el  cap.  4.^  de 
ese  título,  y  entre  las  disposiciones  comunes  u  los  tres 
capítulos  anteriores,  que  tratan  del  parricidio,  del  ase- 
sinato y  del  homicidio. 

Ahora  bien;  sometidos  al  conocimiento  del  Jurado 
estos  tres  últimos  delitos,  el  parricidioj  el  asesinato  y 
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el  homicidio,  y  figurando  el  delito  de  disparo  de  aruiu 
tle  niego  entre  las  disposiciones  comunes  á  esos  tres 
tielitos  mismoSj  ¿puede  entenderse  que  este  delito  lia  de 
ir  al  conocimiento  del  Jurado,  ó  es  que  m  rcsei'v^a  8ii 
conociiniento  á  los  Tribunales  ordinarios? 

y  os  ha  asaltado  esa  duda  al  llegar  á  esta  parto  de 
üuestro  estudioj  y  declaramos  que,  hasta  el  momento 
mismo  en  que  ha  venido  la  cue.stión  á  nuoí^tro  examen, 
uo  nos  había  ocumdo  inyostigar  punto  tan  impoilunte; 
y  decimos  que  es  importante  porque,  con  arreglo  á  hi 
última  estadística  criminal,  el  mí  ni  ero  de  estos  delitos 
representa  más  del  5  por  100  de  Icjs  quo  se  cometen. 

El  término  medio  animl  de  delitos  cometidos ,  según 
los  datos  del  último  quinquenio,  es  de  23.655.  El  del 
delito  de  disparo  de  arma  de  fuego,  que  ocupa  el  cuar- 
to lugar  en  orden  á  la  frecuencia  y  de  mayor  á  menor ^ 
ha  sido  en  ese  período  1.296. 

Ni  en  el  seno  de  la  C'oraísióii  parlamentaria  del  Con- 
greso, que  estudió  el  proyecto  que  el  Ministro  presen- 
tó, y  que  dio  un  dictamen  tan  completo  en  que  se  in- 
troducían gran  número  de  modificaciones  respecto  de 
aquél,  ni  en  la  disensión  mantenida  en  aquel  Cuerpo 
legislativo,  ni  en  los  comentarios  con  que  la  prensa 
ha  seguido  e  ilustrado  esta  discusión,  hemos  visto  in- 
dicación alguna  relativa  al  delito  de  dis^iaro  de  armas 
de  fuego. 

Sólo  en  el  Senado  llegó  a  hablarse  de  este  asun- 
to; pero  no  recordamos  que  lo  estudiara  nadie  más 
que  el  Sr.  Silvela  (I).  Luis},  con  lo  cual  bastaría^  sin 
duda  alguna,  para  que  le  conceptuásemos  digno  de  esa- 
mcUj  si  sn  propia  importancia  no  nos  lo  recomendara, 
por  las  relevantes  condiciones  de  aquel  Senador,  por  la 
representación  especial  que  ostenta  y  por  la  autoridad 
que  presta  á  sus  palabras  el  hecho  de  ser  un  Profesor 
distinguido  de  Jurisprudencia  y  autor  de  notables  li- 
bros consagrados  á  estas  materias  y  á  todas  las  que  se 
relacionan  con  la  ciencia  penaL 

El  Sr.  Silvela  opina  que  no  deben  someterse  al  Jura- 
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do  las  causas  que  se  formen  por  disparo  de  arma  de  fue- 
go, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  'dvt.  4.^  de  la  luy 
que  estamos  comentando.  ¿Es  eso  exacto?  ¿Se  despren- 
de eso  de  la  redacción  y  de  los  términos  del  art.  4.^? 
He  ahí  la  cuestión.  De  un  lado  parece  que  el  propósito 
del  legislador  ha  sido  incluirle,  puesto  que  se  incluyen 
los  delitos  de  homicidio,  asesinato  y  parricidio  que 
tanta  relación  tienen  con  este  otro,  como  que  en  la  vi- 
gente ley  penal  están  comprendidos  bajo  un  epígrafe 
común. 

Nosotros  resolveríamos  desde  luego  que  deben  consi- 
derarse incluidos,  y  que  todo  proceso  que  se  incoe  por 
disparo  de  arma  de  fuego  contra  cualquier  po'soua, 
debe  someterse  á  conocimiento  del  Jurado.  Esta  es 
también  la  opinión  de  otros  comentaristas  de  la  ley  que 
estudiamos,  contraria  al  parecer  del  Sr,  Silvela. 


LXI 

Hay  quien  opina  que  esto  no  será,  en  modo  alguno, 
conveniente,  fundándose  en  el  carácter  de  una  parte 
de  nuestro  pueblo  y  en  la  frecuencia  con  que  en  deter- 
minadas localidades  se  cometen  delitos  contra  las  per- 
sonas, y  más  señaladamente  este  de  disparo  de  arma  de 
fuego. 

Es  indudable  que  en  el  Mediodía  y  al  Este  de  nues- 
tro País,  en  las  provincias  de  Levante  y  de  Andalucía, 
los  delitos  contra  las  personas  suelen  ser  mus  frecuen- 
tes que  en  el  Centro  y  el  Norte  de  España;  es  verdad 
también  que  en  esas  regiones  dominan  ciertas  ideas 
sobre  el  honor  y  sobre  el  valor  que  contribuyen  á  esta 
frecuencia,  y  que  permiten  afirmar  que  en  el  ánimo  de 
estas  poblaciones  no  se  presentan  siempre  los  delitos 
contra  las  personas  con  caracteres  que  les  hagan  tan 
aborrecibles,  como  donde  la  generalidad  no  profesa  esas 
ideas  ni  acoge  con  su  voto  favorable  conceptos  de  esa 
especie  ó  siquiera  análogos  á  los  que  allí  predominan;  y 
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hay  quien,  fundándose  en  esto,  sostiene  que  en  tales 
comarcas  el  delito  de  disparo  de  ai-ma  de  fuego  se  esti- 
maría algunas  veces  como  un  hecho  insignificante,  al 
cual  no  era  posible  atribuir  caracteres  de  criminalidad. 

No  negamos  que  en  el  fondo  de  este  razonamiento 
hay  algo  de  exacto,  sobre  todo  en  lo  que  se  refiere  á 
las  condiciones  que  se  atribuyen  á  esa  parte  de  nuestra 
población;  pero  aunque  esto  sea  evidente,  y  aun  cuando 
nosotros  no  hemos  de  negarlo  en  manera  alguna,  no 
por  eso  creemos  posible  adoptar  la  opinión  que  se  fun- 
da en  este  razonamiento. 

Todo  eso  es  verdad;  los  delitos  contra  las  personas, 
en  determinadas  localidades,  se  consideran  menos  gra- 
ves de  lo  que  realmente  son,  y  sin  duda  de  ningún  gé- 
nero, allí  donde  esto  sucede,  el  disparo  de  arma  de  fiíe- 
go  se  estimará  la  mayor  parte  de  las  veces  como  un  he- 
cho que  no  merece  corrección  tan  severa  como  la  que 
le  aplica  la  ley  penal.  Pero  aunque  esto  sea  cierto,  no 
creemos  que  sea  aplicable  en  poco  ni  en  mucho  al  re- 
sultado de  los  procesos  donde  se  trate  de  perseguir  y 
castigar  estos  delitos;  y  no  le  creemos,  porque  el  Jura- 
do ha  de  limitarse  constantemente  á  estimar,  apreciar 
y  declarar  los  hechos  que  se  hubieren  cometido,  ó  se 
demuestren  ó  se  prueben  ante  su  vista. 

Los  hechos  constitutivos  de  los  delitos  de  esta  espe- 
cie son  siempre  muy  sencillos;  no  ofrece  su  comproba- 
ción dudas  de  ningún  género,  y  es  imposible  que  nin- 
guna persona,  cualesquiera  que  sean  las  condiciones 
que  le  adornen  y  las  dotes  de  su  inteligencia,  pueda 
ver  de  un  modo  oscuro  lo  que  sin  duda  de  ningún  gé- 
nero aparecerá  claro  á  los  ojos  de  todos. 

Por  otra  parte,  aquella  idea,  no  de  la  inculpabilidad, 
pero  sí  de  la  escasa  importancia  ó  poca  gravedad  de 
estos  hechos,  no  creemos  nosotros  que  dé  margen  é 
móviles  tan  expresivos  como  sería  necesario  para  in- 
fluir de  una  manera  decisiva  en  el  ánimo  y  en  la  vo- 
luntad de  los  jurados,  arrastrándoles  al  punto  de  negar 
la  evidencia.  Esto  puede  suceder  algunas  veces,  muy 
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pocas;  y  en  semejante  opinión  se  fundan  la  mayor  par- 
te de  las  lirnit aciones  que  se  han  puesto  á  la  competen- 
cia del  Jurado;  pero  esto  uo  sucede  sino  en  esas  causas 
eontadísimas  en  que  puguan  hasta  tal  extremo  el  con- 
cepto moral  y  el  concepto  de  la  justicia,  que  un  hecho 
mismo  aparoee,  examinado  ú  la  luz  de  una  conciencia 
recta,  como  un  liceho  inocente  j  y  juzgado  bajo  el  punto 
de  vista  de  la  ley  penal,  como  un  hecho  culpable. 

Cuando  este  conílicto  se  presenta,  cuando  esta  contra* 
dicción  existe,  cuando  entre  la  ley  penal  y  la  ley  moral 
media  ese  verdadero  abí.snio,  entonces  e.s  peligroí5o  po- 
ner en  manos  del  Jurado  hasta  la  apreciación  de  estos 
hechofíj  porque  arrastrado  por  aquellas  consideraciones 
de  humanidad  y  buen  sentido ^  que  aconsejan  siempre 
la  exculpación  del  perseguiílo  injustamente,  es  posible 
que  le  mueva  hasta  á  negar  la  certeza  de  los  hecho» 
que  con  los  cai*acteres  mún  evidentes  le  ofrezca  una 
I>nieba  completa. 

No  os  posible  imbuir  en  el  ánimo  de  la  generalidad 
las  razones  y  consideraciones  que  apoyan  y  justifican 
la  existencia  de  esta  fruición  de  la  justicia,  por  virtud 
de  la  cual,  un  hecho,  inocente  deuti'o  de  la  esfera  mo* 
ral,  es  un  hecho  culpable  dentro  de  la  esfera  legal;  y 
como  no  es  posible  dar  á  estas  ideas  toda  la  propaganda 
necesaria j  y  como  no  es  posible  aiTaígarlas  en  el  ánimo 
de  la  generalidad  de  una  luauera  firme  y  estable,  por 
eso,  cuando  se  trata  de  hechos  en  los  cuales  esta  contra- 
dicción existe  y  este  conflicto  aparece,  esos  hechos  se 
deben  someter  al  conocimiento  de  los  Tribimales  de  de- 
rechOj  que  ya  los  juzgan  de  otra  manera^  porque  con  su 
experiencia  y  sus  estudios  pueden  apreciar  de  un  modo 
exacto  hasta  qué  punto  es  verdad  y  merece  ser  aten- 
dida la  necesidad  que  ha  obligado  á  la  ley  positiva  á  in- 
fringir en  tal  extremo  los  dictados  de  la  ley  moral. 

Kstas  consideraciones  no  son  aplicables  en  manera 
alguna  á  los  delitos  de  disparo  de  arma  de  fuego,  por- 
que aun  cuando  merced  a  determinadas  ideas  no  se  les 
atribuya  en  muchas  localidades  la  misma  importancia^ 
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la  misma  transcendencia,  la  misma  gravedad  que  les 
atribuye  la  ley  penal,  al  fin  y  al  cabo  este  delito  es  en 
todos  los  casos  un  hecho  criminal,  cuyos  caracteres  de 
delincuencia,  dentro  de  la  ley  moral  así  como  dentro 
del  derecho  penal,  es  imposible  que  nadie  desconozca, 
ni  nadie  niegue;  podrá  considerarse  más  ó  menos  gra- 
ve, más  ó  menos  leve,  según  las  ideas  dominantes  en 
el  ánimo  de  la  población  de  cada  localidad;  pero  sus 
caracteres  criminales  es  difícil,  repetimos,  que  nadie 
ios  ponga  en  duda. 

Por  eso  creemos  nosotros  que  no  ofrece  peligro  nin- 
guno el  someter  el  conocimiento  de  estos  hechos  á  la 
apreciación  del  Jurado,  y  que  debe  entenderse  que  el 
art.  4.^  de  la  ley  que  estamos  examinando,  al  enume- 
rar entre  los  delitos  que  penarán  los  Tribunales  del 
Jurado  el  parricidio,  el  asesinato  y  el  homicidio,  ha  in- 
cluido también  el  disparo  de  arma  de  fuego,  que  el  Có- 
digo penal  incluía  entre  las  disposiciones  comunes  á 
estas  tres  clases  de  delitos. 


LXII 

En  cuanto  á  los  demás  cometidos  contra  las  perso- 
nas, poco  tenemos  que  decir;  ni  el  infanticidio,  ni  el 
aborto  exigen  de  nuestra  parte  comentario  de  ningu- 
na especie. 

Por  lo  que  se  refiere  á  las  lesiones,  hay  que  adA^ertir 
que  en  este  punto  el  primitivo  proyecto  do  ley  ha  sufri- 
do diferentes  modificaciones.  El  proyecto  presentado 
por  el  Sr.  Alonso  Martínez  al  Congreso,  sometía  á  la 
competencia  del  Jurado  las  causas  formadas  por  lesio- 
nes graves;  la  Comisión  del  Congreso  encontró  que 
era  demasiado  lato  este  precepto  y  demasiado  amplia 
en  este  punto  la  competencia  del  Jurado,  y  que  sin 
género  alguno  de  duda  hay  lesiones  que  la  ley  califica 
de  graves,  que  ni  por  la  importancia  de  la  pena  con 
que  so  castigan,  ni  por  la  misma  gravedad  que  entra- 
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fían,  ni  por  las  circuustaneíaa  que  ordinariamente  acom- 
pafiaii  á  los  hechos  concurrentes  en  estos  cuscos,  mert^- 
een  someterse  á  eonociniionto  del  Tríbuiud  popular, 
dadiis  las  bases  generales  de  competencia  á  que  ha  ve- 
nido aju^tándüse  en  toda  su  redacción  eí  artu  4.^;  y  en- 
tendió, por  tanto,  dicha  Comisión,  que  procedía  restrin- 
gir nlgrj  las  indicadas  bases.  En  vess  de  las  causas  for- 
madas por  lesiones  f^ravcs,  se  someterán  al  conocinúen- 
to  del  Jurado  las  causas  que  se  formen  por  lesioiies 
castigadas  con  pena  aflictiva:  este  era  el  principio  que 
prevuloeió  en  el  iirííjectr»  aprobado  por  el  Congreso  y 
que  pasó  á  la  Alta  Cámara;  pero  en  ella  hubo  una  nue* 
va  uuidificaeióiL  y  se  adoptó  una  nueva  forma. 

En  vez  de  establecer  la  importancia  de  las  lesioiios 
como  criterio  detcraiinante  de  la  competencia,  la  Co- 
üiipsión  del  Senailo,  que  diti  dictamen  acerca  de  este  pro- 
yecto, entendió  que  era  preferible  definir  la  uaturaleM 
y  los  efectos  de  las  mismas  lesiones^  á  fin,  sin  duda,  de 
que  cuid(|uiera  que  sea  la  penalidad  con  que  en  lo  faiee- 
í^ivi>  puetlau  ser  castigadas  al  tratar  de  llevar  á  cabo  en 
un  plazo  l^reve  hi  reforma  del  Código  penal,  estuvieran 
somctiilaH  á  la  competencia  del  Jurado  aquellas  lesiti- 
nes  producidas  por  castración  ó  mutilación  ó  aquella* 
otras  que  prndnjercn  en  el  ofendido  los  efectos  de  de- 
jarle imbecilj  iiupoíente  ó  ciego;  y  que  en  ningún  easa 
fueran  sometidas  á  conocimiento  del  Jurado  más  lesio- 
nes que  óstas,  aun  cuando  se  agravara*  el  castigo  im- 
puesto á  alguna  otra  de  las  dcíiuidas  por  el  Códigii, 
cambiando,  por  ejemplo,  la  pena  coiTeccional  que  él  im- 
pone, en  una  pena  aflictiva. 

No  creemos  que  haya  sido  otro  el  objeto  que  persi- 
guió la  Comisión  parlamentaria  del  Senado  al  iutrodu* 
ducir  esta  variante  en  el  proyecto  del  Congreso,  por- 
que no  se  nos  alcanza  que  razones  de  ninguna  otra  es* 
pecio  hayan  podido  determinarlo;  pero  es  el  beeho  que 
esta  víiriante  ha  sido,  corao  se  verá,  causa  de  dudas  que 
pueden  surgir  en  la  practica,  y  aun  de  algún  contra- 
sentido ó  de  alguna  verdadera  contradicción  entre  lo 
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que  resulto  dispuesto  y  el  criterio  general  adoptado 
para  la  competencia. 

Ta  encontraremos  esta  contradicción  en  el  examen 
de  lo  dispuesto  respecto  á  las  lesiones;  vamos  á  ver 
ahora  cuál  es  la  doctrina  hoy  vigente. 


LXIII 

Desde  luego  no  ofrece  dudas  la  aplicación  del  art.  429 
del  Código,  que  pena  al  que  de  propósito  castrare  á  otro; 
pero  no  nos  sucede  lo  mismo  con  el  art.  430,  que  tex- 
talmente  dice:  «Cualquiera  otra  mutilación  ejecutada 
igualmente  de  propósito,  se  castigará,  etc. » 

Se  encuentra  establecido  en  términos  tan  generales 
este  principio  consagrado  en  el  art.  430  que,  como  ve- 
remos más  adelante,  esa  generalidad  ha  sido  ya  motivo 
de  censuras  entre  los  tratadistas,  y  además  en  el  caso 
particular  en  que  ahora  nos  ocupamos,  en  el  caso  de 
concordar  el  proyecto  de  Código  con  aquello  que  deter- 
mina la  competencia  del  Jurado,  contribuye  esa  gene- 
ralidad á  que  surjan  algunas  dudas  y  dificultades;  pero 
desde  luego  consta  que  lo  mismo  aquellos  hechos  á  que 
se  refiere  el  art.  429  que  los  definidos  en  el  art.  430  y 
que  las  causas  formadas  respecto  de  esos  hechos,  han 
de  someterse  á  la  competencia  del  Jurado. 

Otro  tentó  ocurre  con  los  definidos  en  el  núm.  1.^ 
del  art.  431  que  pena  al  que  hiriere,  golpeare  ó  mal- 
tratere  de  obra  á  otro,  si  de  resultas  de  las  lesiones  que- 
dare el  ofendido  imbécil,  impotente  ó  ciego. 

Todos  estos  delitos  resultaban  asimismo  sometidos 
á  la  competencia  del  Jurado  con  arreglo  al  proyecto  del 
Congreso,  y  es  indiferente  que  se  hayan  determinado 
con  arreglo  á  la  fórmula  que  prefirió  la  Alta  Cámara  ó 
que  se  hayan  incluido  conforme  á  la  que  encontró  más 
acepteble  la  Comisión  parlamentaria  del  Congreso, 
puesto  que  de  esa  diferencia  en  las  lesiones,  estableci- 
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da  por  una  ú  otra  forma,  no  resulta  ninguna  eircnní*- 
tancia  verdaderamente  apreciable. 

La  contradicción  á  que  antes  no8  hemos  referido 
viene  después;  para  apreciarla  tenemos  que  fijarnos  en 
en  los  artículos  436  y  437  del  Código  penal. 

Dice  el  art.  436  que  incuTrirá  en  determinada  peTia 
el  que  se  mutilare  ó  el  que  prestare  su  conseíitimiento 
para  ser  mutilado  con  el  ñn  de  eximirse  del  serviein 
militar,  y  fuere  declarado  exento  de  esto  servicio  p^^r 
efecto  de  la  mutilación;»  y  añade  el  art.  437,  que  incu- 
rrirá también  en  pena  auáloga  A  que  inutilizar*-  a 
otro  con  su  consentimiento  para  el  objeto  mencionado 
en  el  art.  436,»  siendo  mayor  ó  menor  la  pena  segiiii 
que  hubiere  ó  no  hubiere  mediado  precio  en  el  heclm, 
ó  según  que  el  reo  del  delito  definido  en  el  art,  437 
fuere  ó  no  padre,  madre,  cónyuge^  hermano  ó  cuñado 
del  que  hubiere  sufrido  la  mutilación. 

Los  delitos  más  graves  que  pueden  cometerse  de  en- 
tre los  definidos  en  estos  dos  artículos »  no  serán  casti- 
gados sino  con  pena  de  presidio  correccional  en  su  gra- 
do máximo;  es  decir,  que  Iiun  de  castigarse  con  una 
pena  correccional  y  no  con  una  pena  aflictiva,  por  lo 
cual  estos  delitos  resultaban,  conforme  al  proyecto  da 
ley  redactado  por  la  Comisión  del  Congreso  y  aproba- 
do por  esta  Cámara,  excluidos  de  la  competencia  del 
Jurado;  pero  gracias  á  la  modificación  introducida  en 
el  art.  4.^  y  en  este  punto  por  la  Comisión  de  la  Alta 
Chamara,  esos  delitos  resultan  incluidos  y  de  ellos  co- 
nocerá el  Jurado,  llamado  sin  excepción  alguna  á  en- 
tender en  las  causas  formadas  por  lesiones  producidas 
por  mutilación. 

Nosotros  creemos  que  esta  inclusión  puede  encon- 
trar grandes  inconvenientes^  y  nos  parece  que  la  en- 
mienda hecha  en  este  punto  por  el  Senado  no  revela 
gran  acierto. 

Para  entender  bien  el  sentido  y  alcance  de  este  pre- 
cepto, debemos  analizar  qué  se  entiende  por  mutila- 
ción; y  como  realmente,  ni  el  art.  430,  ni  los  demás  que 
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se  ocupan  en  las  mutilaciones,  distinguen  las  diferen- 
cias que  existen  entre  unas  y  otras,  hemos  de  atener- 
nos al  sentido  de  esa  palabra  en  nuestro  idioma. 

Según  el  Diccionario  de  la  Academia,  mutilar  es 
«cortar  ó  cercenar  una  parte  del  cuerpo»,  y  mutilación, 
«la  acción  ó  efecto  de  mutilar.» 

De  consiguiente,  todo  hecho  que  pueda  representar- 
se ó  que  consista  en  una  mutilación,  aunque  la  mutila- 
ción sea  de  una  parte  mínima  ó  insignificante  (si  es 
que  hay  partes  insignificantes  en  el  cuerpo  del  hom- 
bre); todo  lo  que  sea,  repetimos,  cortar  una  parte  de  ese 
cuerpo,  ha  de  entenderse  que  es  mutilación. 

Y  ya  los  tratadistas,  antes  de  ahora,  han  censurado 
la  amplitud  con  que  el  Código  penal  acogía  estos  tér- 
minos, distinguiéndose  entre  todos  el  Sr.  Pacheco,  que 
estableció  con  la  claridad  que  avalora  sus  exposicio- 
nes, lo  que  era  y  lo  que  debía  entenderse  por  muti- 
lación. 

Nosotros  estamos  en  todo  de  acuerdo  con  la  doctrina 
del  Sr.  Pacheco,  y  nos  parece  más  acomodado  á  la  rea- 
lidad y  á  las  necesidades  de  la  justicia,  y  creemos,  con- 
formes con  él,  que  así  como  ha  de  entenderse  que  mu- 
tilación es  el  corte  ó  castración  de  cualquier  miembro 
de  una  persona  humana,  las  mutilaciones  á  que  ha 
debido  referirse  el  art.  430  del  Código  penal,  ó  sean 
aquellas  mutilaciones  que  se  castigan  con  pena  aflicti- 
va, no  pueden  ser  otras  que  la  castración  de  una  parto 
principal  del  cuerpo,  ó  sean  aquellas  heridas  que  dejan 
al  pacienta  sin  la  posesión  ni  uso  de  algún  miembro 
importante,  y  privado  de  valerse  de  sí  mismo,  y  de 
ejecutar  las  funciones  que  le  son  propias,  porque  todo 
lo  que  sea  dar  á  la  frase  mutilación  un  sentido  más 
amplio,  una  significación  más  extensa,  equivale  á  pe- 
nar con  un  castigo  gravísimo  un  acto  que  realmente 
no  merece  pena  tan  severa. 
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LXIY 

Pero  dejando  esto  aparte^  porque  esta  es  tma  enes- 
tíón  más  propia  de  uu  libro  que  se  consagre  al  Derecha- 
penal  que  de  una  obra  dedicada  al  estudio  de  las  enes* 
tiíjues  de  Derecho  procesal;  dejando  esto  aparte  y  rcco- 
nociendo  que,  en  este  punto,  la  ley  penal  no  se  lia  ex- 
presado  con  aquella  propiedad  que  sería  necesaria, — 
lo  cual  puede  dar  motiYO,  dentro  de  nuestro  tema,  á 
que  se  sometan  al  conocimiento  del  Jurado  caasas  por 
lesiones  de  pequeña  inipí^rtancia,^ — es  indudable  que 
las  que  se  formen  para  castif^ar  los  hechos  definí tlus  en 
los  artículos  436  y  437  del  Código  que  no  se  sometían 
íi  la  competencia  del  Jurado^  con  arreglo  al  proyecto 
de  ley  del  Congreso,  por  estar  castigados  esos  hechos 
cíin  pena  con'eccional,  corresponderán  ó  la  competeu- 
fia  del  Jurado  en  lo  sucesivo,  con  arreglo  al  proyecto 
del  ¡Senado,  con  an-eglo  á  la  ley,  por  ser  causas  que  se 
íurman  para  perseguir  los  delitos  ocíisionados  por  mu- 
t ilación,  puesto  que  lo  mismo  el  art,  436  que  el  437 
sólo  se  refieren  á  los  hechos  derivados  de  una  mutila- 
ción. 

Según  la  legislación  vigente,  en  lo  que  se  refiere  al 
servicio  militar,  las  inutilidades  físicas  por  las  que  pue- 
den ser  declarados  exentos  del  servicio  del  Kjcrcito  y 
de  la  Marina  los  mozos  llamados  por  la  ley,  son,  entre 
otras,  la  pértlida  completa  de  ambas  orejas;  la  pérdida 
completa  de  las  narices;  la  pérdida  completa  de  la  len* 
gua;  la  périlida  ó  falta  de  todos  los  dientes,  eolmilloa  6 
muelas;  la  mutilación  de  una  ó  ambas  extremidades  su- 
periores, que  cuando  menos  consista  en  la  perdida  de 
una  mano;  la  mutilacióu  ó  pérdida  de  ambas  extremi- 
dades inferiores,  que  cuando  menos  consista  en  la  pér- 
dida de  un  pie;  la  falta  ó  pérdida  total  ó  de  la  mayor 
parte  de  cualqidera  de  los  labios,  que  dificulte  nota- 
blemente la  libre  emisión  de  la  palabra;  la  pérdida  ó 
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falta  parcial  de  la  lengua,  que  dificulte  en  sumo  grado 
la  masticación,  la  deglución,  la  libre  emisión  de  la  pa- 
labra; la  falta  ó  pérdida  completa  de  cualesquiera  de 
los  pulgares  ó  dedos  gruesos  del  pie,  ó  de  dos  ó  más 
dedos  de  una  misma  mano  ó  pie,  y  otras  análogas,  la 
mayor  parte  de  las  cuales  ó  todas  ellas,  pueden  produ- 
cirse y  se  producen  por  la  mutilación. 

Las  mutilaciones  para  eximir  á  un  mozo  del  servicio 
militar,  si  bien  cada  día  son  menos  frecuentes,  se  re- 
piten, sin  embargo  aún,  de  una  manera  que  reclama 
todo  el  cuidado  y  toda  la  atención  del  legislador  para 
reprimirlas.  Es  comprensible,  desde  un  punto  de  vista 
inspirado  en  el  interés  individual,  el  horror  que  inspi- 
ra el  servicio  de  las  armas  que  arranca  al  joven  del  lado 
de  su  familia,  de  su  país  natal,  y  le  obliga  á  despojar- 
se de  todas  sus  afecciones,  y  á  trasladar  su  residencia 
y  á  consagrarse  á  un  trabajo  penoso  y  á  una  disciplina 
severísima. 

Todos  estos  quebrantos  y  desventajas  individuales, 
pueden  compensarse  y  se  compensan  efectivamente  en 
el  ánimo  de  aquellos  que,  apreciando  el  sentido  social 
y  las  necesidades  irremediables  de  estas  instituciones, 
comprenden  todo  lo  que  significa,  todo  lo  que  importa 
ese  servicio  mismo;  pero  ya  hemos  dicho  que  una  de 
las  faltas  más  graves  v  más  señaladas  de  nuestro  ca- 
rácter nacional,  es  la  falta  de  verdadero  sentido  social 
y  la  existencia  de  un  espíritu  individualista  exagerado, 
que  predispone  á  todo  el  mundo  á  posponer  la  conve- 
niencia general,  y  las  necesidades  de  la  colectividad  á 
su  conveniencia  particular  y  á  sus  propias  necesidades. 

Mientras  la  educación  y  la  propaganda  de  las  ideas 
que  nosotros  estimamos  más  acertadas  en  este  punto; 
mientras  no  se  realice  el  progreso  moral  que  nosotios 
creemos  alcanzará  indudablemente  el  País,  aun  cuando 
ahora  se  encuentre  lejos  de  haber  llegado  al  punto  más 
alto  de  ese  progreso  mismo;  mientras  todas  estas  cau- 
sas no  modifiquen  ese  aspecto  del  genio  nacional,  será 
preciso  que  las  leyes  repriman  de  un  modo  severo  y 
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castiguen  sin  piedad  alguna  á  aquellos  que  traten  de 
eludir  los  preceptos  legales  por  medios  parecidos  á  loñ 
que  el  Código  define  y  castiga  en  sus  arts,  436  y  437. 

Es  verdad  que  con  arreglo  al  sistema  que  ha  regida 
en  España  durante  muchos  aSos,  en  todo  lo  relativo  al 
servicio  militar,  el  interés  individual  era  un  estimula 
poderoso  para  hacer  que  se  cumplieran  las  leyes,  por- 
que la  quinta  y  el  sorteo  tenían  entre  todos  sus  incon- 
venientes, la  ventaja  de  que  correspondiendo  al  mozo 
que  ocupaba  un  número  superior  cubrir  la  vacante  del 
que  obtuvo  un  número  inferior  cuando  éste  era  inútil 
ó  incapaz  por  cualquiera  de  las  causas  legales  ó  físicaa 
determinadas  en  la  ley,  ya  cuidaba  cada  uno  de  qiio 
aquel  que  le  precedía,  conforme  á  las  listas  sacadas  del 
sorteo,  no  se  excusara  ni  exceptuara,  sino  cuando  ver- 
daderamente concurrían  en  él  las  causas  señaladas  par 
la  ley;  y  esta  intervención  del  interés  individual  en  la 
operación  de  las  quintas,  era  el  aspecto  más  poderoso 
para  que  en  ellas  se  procediera  de  un  modo  correcto, 
enteramente  ajustado  á  los  principios  y  á  las  reglas  le- 
gales;  pero  así  como  ha  cambiado  la  índole  de  gran  nú- 
mero de  instituciones  sociales,  ha  cambiado  también  la 
índole  de  ésta,  conforme  á  los  novísimos  principios  en 
que  se  funda  el  derecho  público  de  los  pueblos  mo- 
dernos. 

La  quinta  y  el  sorteo  han  desaparecido  ó  van  á 
desaparecer,  condenados  por  la  justicia  y  por  los  butv 
nos  principios  de  la  organización  de  la  ftierza  militar; 
el  interés  individual  tiene  cada  día  menos  parte  y  me- 
nos intervención  en  estas  operaciones;  y  si  se  llega,  co- 
mo nosotros  creemos  que  se  llegará  en  un  corto  plazo, 
á  proscribir  por  completo  el  sorteo  y  a  borrar  del  númcs- 
ro  de  los  preceptos  legales  la  redencióUj  y  á  que  todos 
los  ciudadanos  tengan  que  cumplir  por  igual  el  deber  de 
servir  á  la  patria  y  prestarla  el  tributo  de  su  sangro, 
como  la  prestan  el  tributo  de  sus  recursos,  sin  distin- 
ción de  clases  ni  condiciones  de  ninguna  especie,  ha- 
brá desaparecido  por  completo  esa  intervención  del  in- 
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teres  particular;  y  al  desaparecer,  será  necesario  que  el 
Estado  se  precióle  gai"aiitías  eficaces  que  obliguen  al 
cumpliiuieuto  de  las  leyes. 

Una  de  estas  garantías  tiene  que  ser  la  de  que  lus 
beebos  pecados  en  los  artículos  43  G  y  437  del  Código 
penal  se  sometan  al  conocimiento  de  los  Tribunales 
de  derecho  y  no  al  conocimiento  del  Jm*ado,  porque  ú 
tfioe  hechos  se  someten  al  conocimiento  de  este  Tri- 
bunal, tememos  mucho  que  en  la  mayor  parte  de  los 
cjisos,  si  no  en  todos,  el  Jurado  procure  la  absolución 
de  los  delincuentes. 


LXV 

Desde  luego,  no  concibe  con  claridad  la  razón  del 
hombre  que  deba  penarse  como  un  criminal  cualquie* 
ra  que  atenta  contra  la  vida  de  uno  de  sus  semejantes, 
á  aquel  que  atenta  contra  su  propia  vida,  y  todavía,  du- 
rante mucho  tiempo,  será  cuestión  de  Derecho  penal 
la  de  averiguar  si  el  suicida  es  ó  no  un  verdadero  de- 
lincuente, y  si  el  que  se  suicida,  ó  el  que  intenta  suici- 
darse, mejor  dicho,  debe  caer  dentro  de  las  prescripcio- 
nes del  Código,  ó  debe  sufrir  un  castigo  por  el  acto  que 
intentó  llevar  á  cabo.  ^ 

Lo  mismo  decimos  del  que  se  mutila  por  cualquier 
circunstancia,  ó  cediendo  á  cualquier  motivo;  y  es  se- 
guro que  así  como  al  que  trata  de  suicidarse,  ó  al  que 
»e  mutila  por  un  motivo  distinto  al  que  señalan  los  ar- 
tículos 436  y  437,  es  difícil  que  se  le  considere  como  de- 
lincuente, no  creemos  que  en  ningún  caso,  llevados  los 
hechos  de  esta  especie  al  conocimiento  del  Jurado, 
existan  corrientes  de  opinión  bastantes  para  que  el 
Jurado  entienda  que  aquellos  hechos  deben  reprimirse 
y  proceder^  portante,  como  aconsejaría  semejante  con- 
vicción. 

Entre  esta  manera  de  juzgar  las  mutilaciones  que 
puede  causarse  una  persona  á  sí  misma,  y  las  que  pue- 
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de  causarse  cediendo  á  los  mótiles  determinadoa  en  los 
artículos  436  j  437,  no  hay  ninguna  diferencia  esen- 
cial; no  existe  más  diferencia  que  la  de  la  manera  co- 
mo han  de  ser  apreciados  estos  móviles^  y  ya  hemos 
dicho  que  la  falta  de  sentido  social  hace  que  en  núes- 
ti*o  puel>lo  esos  móviles  no  sean  estimados  tan  gnives, 
tan  dignos  de  castigo  como  realmente  son  por  los  efec- 
tos que  producen. 

En  lo  que  se  refiere  á  los  hechos  definidos  por  los 
artículos  436  y  437,  se  trata  de  hechos  que  no  repug- 
nan á  la  conciencia  moral;  de  hechos  que  no  repugnan 
á  los  intereses  y  sentimientos  de  la  generalidad  de  los 
ciudadanos;  se  trata  de  hechos  que  á  las  veces  son  sim- 
páticos á  la  generalidad  de  los  ciudadanos  mismos;  por- 
que, (jqué  padre,  qué  hermano  ó  qué  hijo  no  encuentra 
disculpable  que  el  hijo  no  quiera  abandonar  á  sus  pa- 
dres, qtdzá  necesitados  de  su  amparo,  y  se  mutile  para 
no  dejar  de  prestarles  el  concurso  de  su  trabajo  ó  de 
su  carino;  ni  qué  hombre,  cualesquiera  que  sean  las 
condiciones  en  que  se  encnentre,  deja  de  hallar  discul- 
pa y  atenuación,  y  hasta  si  se  quiere  inculpabilidad,  en 
el  hecho  de  que  un  procesado  haya  llevado  á  cabo  los 
actos  que  se  le  imputan,  que  ostensiblemente  sólo  á  él 
mismo  le  perjudican,  para  librarse  de  las  fatigas  y  pe- 
nalidades, y  hasta  de  los  peligros  que  en  épocas  de- 
terminadas lleva  consigo  el  servicio  de  las  armas? 

Nosotros,  ya  lo  hemos  dicho  varias  veces,  no  quere- 
mos que  en  ningún  caso  se  ponga  al  Jurado  en  la  al- 
ternativa de  optar  entre  el  rigor  de  la  ley  y  las  razo- 
nes que  contrapesan  ó  anulan  los  mismos  motivos  en 
que  la  ley  se  ñiuda;  por  eso  nosotros  no  admitimos  ja- 
más que  esos  delitos  que  la  ley  sólo  crea,  que  esos  de- 
litos que  son  verdaderas  ficciones,  verdaderas  creacio- 
nes del  derecho  positivo,  sean  sometidos  á  conocimiento 
del  Jurado;  por  eso  nosotros  encontramos  peligroso 
que  los  delitos  determinados  en  los  artículos  436  y  437 
vayan  al  conocimiento  del  Tribunal  popular. 

Y  no  hay  que  dudarlo;  con  arreglo  á  loa  términos  ea 
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^ne  estaba  redactado  el  proyecto  de  ley  del  Congreso, 
esos  delitos  no  se  sometían  al  conocimiento  del  Jurado, 
porque  están  castigados  con  una  pena  correccional;  pe- 
ro con  arreglo  á  los  términos  en  que  está  redactado  el 
proyecto  de  ley  del  Senado,  que  son  los  mismos  que  han 
f?ervido  de  base  para  redactar  el  dictamen  de  la  Comi- 
sión mixta,  y  en  definitiva  para  redactar  la  ley  tal  co- 
mo acaba  de  publicarse,  esos  delitos  irán  al  conoci- 
miento del  Jurado,  y  será  innegable,  y  será  indiscuti- 
ble la  competencia  que  el  Jurado  tendrá  para  conocer 
de  las  causas  que  respecto  de  ellos  se  formen. 

Esta  diferencia  basta,  pues,  para  que  entendamos  que 
es  injustificada  la  corrección  que  el  Senado  hizo  en 
ese  punto,  y  para  que  creamos  que  el  día  en  que  la  ley 
se  reforme,  uno  de  los  puntos  que  habrá  necesariamen- 
te de  enmendarse  y  modificarse  será  este  de  que  veni- 
mos tratando. 


LXVI 

El  cap.  8.0  del  tít.  8.0  del  lib.  2.^  del  Código  penal 
eontiene  un  solo  artículo,  y  este  artículo  una  disposi- 
ción general,  encaminada  á  establecer  la  pena  con  que 
ha  de  castigarse  al  marido  que,  sorprendiendo  en  adul- 
terio á  su  mujer,  matare  en  el  acto  á  ésta  ó  al  adúltero, 
ó  les  causare  alguna  de  las  lesiones  graves,  ó  al  padre 
que  proceda  de  igual  suerte  respecto  de  sus  hijas  me- 
nores de  veintitrés  años  y  sus  corruptores,  mientras 
aquéllas  vivan  en  la  casa  paterna;  y  esta  disposición 
general,  y  este  artículo,  es  común  á  los  delitos  que  pro- 
ducen lesiones. 

-Ocurre,  pues,  averiguar  si  los  delitos  que  acabamos 
de  mencionar,  y  que  determina  el  art.  438  del  Código, 
han  de  considerarse  sometidos  á  la  competencia  del  Ju- 
rado ó  á  la  de  los  Tribunales  de  derecho. 

Nosotros  creemos  en  este  punto,  que  esos  delitos  de- 
ben seguir,  para  el  hecho  de  establecer  y  determinar  la 
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competencia  del  juzgador  que  lia  de  couücer  de  ellos,  lo 
establecido  respecto  de  aquellos  tuya  índole  es  anulo* 
ga.  Si  se  trata  de  castigar  al  marido  ó  al  padre,  que  liaa 
dado  muerte  á  la  esposa  ó  á  la  liija,  ó  al  hombre  que 
con  su  esposa  ó  con  su  hija  les  infirió  tan  grave  ofensa,, 
es  indudable  que  esos  delitos,   que  deben  calificai-ee 
de  parricidio  ó  de  homicidio,  según  los  casos,  han  de ' 
someterse  al  conocimiento  del  Jurado. 

Cuando  el  marido  ó  el  padre  hayan  causado  á  su  es- 
posa, á  su  hija  ó  al  adúltero,  ó  al  corruptí>r,  legiones 
producidas  por  castración  ó  mutilación,  ó  de  las  cuales 
quedare  el  ofendido  imbécil,  impotente  ó  ciego,  tam- 
bién las  causas  que  por  estos  delitos  se  formen  han  de 
someterse  al  Jurado. 

Cuando  las  lesiones  que  el  padre  ó  el  marido,  eu  los 
casos  que  determina  el  art.  438,  hayan  causado,  scau 
de  otra  especie,  entonces  esos  delitos  y  las  causas  que  se 
formen  para  averiguarlos  y  castigarlos^  han  de  some- 
terse al  conocimiento  de  los  Tribimalen  de  derecho,  si- 
guiendo en  todo  la  jurisprudencia  establecida  para  el 
parricidio,  para  las  lesiones  especíales  y  para  las  lesio- 
nes comunes  ó  de  menor  importancia. 


LXVIT 

Nos  encontramos,  por  último,  eu  lo  que  se  refiere  á 
los  delitos  contra  las  personas,  incluido  entre  los  deli- 
tos de  que  ha  de  conocer  el  Jurado,  el  de  duelo;  delito 
acerca  del  cual  ha  podido  dudtirse  con  cierto  funda- 
mento, teniendo  en  cuenta  las  ideas  generales  que  va- 
mos exponiendo  en  lo  que  afecta  á  la  competencia  de 
los  respectivos  Tribunales,  si  habla  de  someterse  ó  no 
al  conocimiento  del  Tribunal  popular. 

Sabido  es,  y  conocido  de  todo  el  mundo,  el  criterio 
que  las  leyes  penales  de  nuestro  tiempo  tienen  respecto 
al  duelo,  y  el  concepto  que  el  duelo  mismo  ha  merecido- 
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y  merece  en  nuestra  sociedad  á  la  generalidad  de  las 
gentes;  concepto  bien  distinto  del  que  en  lo  antiguo  re- 
flejaban las  ideas  de  la  opinión  acerca  de  este  punto. 
Cada  día  el  duelo  es  combatido  con  razones  más  sólidas 
y  poderosas,  y  cada  día,  por  fortuna,  la  opinión,  obrando 
en  esto  de  una  manera  más  eficaz  que  las  leyes  penales, 
va  reduciendo  el  número  de  los  casos  en  que  esos  deli- 
tos se  cometen.  Si  atendemos  á  la  estadística  de  la  ad- 
ministración de  justicia  en  lo  criminal  durante  el  año 
de  1 887  en  la  Península  é  islas  adyacentes,  que  es  la 
última  publicada  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Juisticia^ 
en  aquel  año  no  se  cometió  en  toda  España  un  solo  de- 
lito de  duelo,  puesto  que  la  casilla  correspondiente  á  lo» 
reos  de  esos  delitos  aparece  en  blanco.  En  la  de  1885 
sucede  lo  mismo.  En  las  de  1883,  1884  y  1886  aparece 
un  caso  de  duelo  en  cada  una.  Estos  son  los  datos  del 
último  quinquenio  respecto  á  ese  delito. 

lío  nos  atrevemos  á  afirmar  que  estos  datos  sean  de 
todo  punto  exactos;  lo  que  puede  haber  en  ello  es  que 
aun  cuando  se  cometiera  alguno  de  esos  delitos  en  el 
indicado  año,  ni  los  Tribunales  lo  persiguieron,  ni  se 
incoara  para  esclarecerlo  y  castigarlo  el  correspondien- 
te proceso,  porque  en  este  punto  los  Tribunales  de  de- 
recho han  dado  pruebas  de  una  lenidad  exagerada,  y 
no  han  secundado  ciertamente  ni  los  impulsos,  ni  los 
movimientos  de  la  opinión;  pero  de  todas  suertes,  ha- 
brá que  convenir  en  que  aun  cuando  esto  haya  suce- 
dido, y  aun  cuando  alguno  ó  algunos  casos  de  duelo 
hayan  escapado  á  la  persecución  de  los  Tribunales  por 
falta  de  voluntad  de  los  Tribunales  mismos  de  perse- 
guirlos y  castigarlos,  estos  casos  deben  haber  sido  po- 
cos, porque  seguramente  si  los  hechos  de  que  tratamos 
se  hubieran  repetido  con  alguna  írecuencia,  á  pesar  de 
esa  lenidad,  los  Tribunales  se  habrían  visto  obligados 
á  proceder  por  el  impulso  de  esa  opinión  misma. 

Besulta  que  el  duelo  es  cada  día  más  raro,  menos 
frecuente;  y  que  si  á  los  movimientos  de  la  opinión, 
que  condena  esta  reliquia  de  nuestras  antiguas  preocu- 
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paciones  sociales,  se  uniera  una  actividad  moderada, 
poro  perseverante  en  los  Tribunales,  y  un  propósito 
ti  jo  de  perseguir  al  que  comete  el  duelo  ó  al  que  coope- 
re á  que  el  duelo  se  veriAque^  bien  pronto  se  concliiíi*fa, 
dadas  las  ideas  que  reinan  en  el  actual  estado  de  nues- 
trii  cultura,  por  conseguir  quo  desapareciera  de  un 
modo  completo  este  delito,  y  que  aun  los  que  más  dÍ8- 
(^ilpan  á  lofl  que  le  cometen,  acabaran  por  convencerse 
de  la  necesidad  de  extirparlo. 

Y  á  esto  se  ha  atendido,  sin  género  alguno  de  duda, 
al  establecer  que  el  conocimiento  de  este  delito  se  so- 
meta al  Jurado;  porque  el  hecho  de  que  los  Tribuna- 
les de  derecho  no  quieran  pei^cguir  á  los  duelistas, 
debe 5  entre  otros  ñindainentos,  tener  el  deque  siendo 
ios  duelistas  personai?^  por  regla  general,  de  las  que 
figuran  en  las  clases  más  altas,  selectas  y  elevadas  de 
la  sociedad,  los  Jueces  y  Magistrados,  que  por  su  po- 
sición viven  dentro  de  esas  clases  mismas,  que  ]>or 
sxis  condiciones  y  su  autoridad  alternan  con  la  mayor 
frecuencia  con  aquellas  personas  y  en  aquellas  altu- 
ras,  dentro  de  las  cuales  las  ideas  que  favorecen  la 
es:isteBCÍa  del  duelo  y  su  repetición  gozan  todavía  de 
cierto  influjo,  no  se  resuelven  jamás,  ni  á  perseguir  á 
los  duelistas,  ni  á  castigar  el  duelo;  y  acaso  el  Jurado,  si 
el  Ministerio  piiblico  ejercita  y  revela  en  este  punto, 
siempre  que  sea  necesario,  la  energía  y  la  actividad  que 
las  leyes  reclaman;  acaso  el  Jurado,  por  lo  mismo  que 
á  él  han  de  venir  personas  de  todas  las  clases  sociales, 
por  lo  mismo  que  en  61  han  de  predominar  personas  de 
r^*  la  clase  media  y  aun  de  las  menos  favorecidas  entre  to- 

^  dos  los  elementos  sociales,  es  posible  que  tenga  mayor 

imparcialidad  y  se  encuentre  en  mejores  condioioneB 
que  loa  Tribunales  ordinarios  para  reprimir  y  castigar 
este  delito- 
De  todas  suertes,  en  este  pnnto  es  preciso  obrar  de 
una  manera  rigurosa;  pues  ya  que  la  corriente  de  las 
ideas  que  hoy  predominan  tiende  á  que  desaparezca 
'Csto  que  algunos  llaman  sustitución,  y  que  en  realidad 
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es  la  negación  de  todas  las  leyes  que  garantizan  el  res- 
peto á  la  personalidad  y  el  respeto  á  la  vida  del  hom- 
bre, es  preciso  que  los  Tribunales  no  pongan,  con  su 
conducta,  una  nota  discordante  y  que  secunden  de  una 
manera  activa  y  eficaz,  para  que  sean  cumplidos,  los 
deseos  del  legislador;  que  para  algo  más  que  para  lle- 
nar un  hueco  se  han  escrito,  en  los  artículos  del  439  al 
447  del  Código  penal,  una  serie  de  preceptos  encami- 
nados á  reprimir  y  castigar  el  duelo. 


Lxvm 

A  los  delitos  contra  las  personas  siguen  los  delitos 
contra  la  honestidad,  de  los  cuales  puede  decirse  que 
tanto  el  adulterio  como  el  estupro  son,  más  que  juicios 
criminales,  verdaderos  pleitos. 

En  cuanto  al  adulterio,  basta  recordar  lo  que  dispo- 
nen los  artículos  449  y  450  del  Código. 

Por  el  primero  de  éstos,  se  determina  que  sólo  en 
virtud  de  querella  del  marido  agraviado,  puede  impo- 
nerse pena  por  delito  de  adulterio;  y  que  si  el  marido 
hubiera  consentido  el  adulterio  ó  perdonado  á  cualquie- 
ra de  los  culpables,  no  podrá  ser  deducida  la  querella, 
y  el  delito  quedará  impune.  El  artículo  450  determina 
que  el  marido  podrá  en  cualquier  tiempo  remitir  la  pe- 
na impuesta  á  su  consorte,  y  en  este  caso  se  tendrá 
por  remitida  al  adúltero. 

Del  conjunto  de  estas  disposiciones  resulta,  que  sólo 
á  instancia  de  parte  y  sólo  en  las  condiciones  de  un 
verdadero  pleito,  puede  seguirse  causa  por  adulterio,  y 
por  tanto,  la  lógica  pide  que  exista  armonía  entre  la 
manera  de  enjuiciar  en  estos  casos  y  la  manera  de  en- 
jiácíar  adoptada  para  la  generalidad  de  los  negocios 
civiles. 

La  nota  predominante  en  los  procesos  de  adulterio^ 
es  la  que  acabamos  de  señalar;  ella  determina  la  índo- 
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le  de  estos  procesos  mismos  y  á  ella  debe  subordinar- 
se en  absoluto  la  cuestión  de  competencia,  por  lo  cual 
han  procedido  con  acierto  los  autores  de  la  ley,  que  han 
sometido  las  causas  que  se  formen  para  castigar  y  per- 
seguir el  adulterio,  á  los  Tribunales  de  derecbo. 


LXIX 

El  más  frecuente,  el  más  repugnante  de  los  delitos 
que  se  cometen  contra  la  honestidad,  sin  duda  por  la 
violencia  á  que  aparece  unido  y  por  exigir  su  realiza- 
ción modos  y  formas  que  rechaza  en  absoluto  el  buen 
sentidOj  y  que  ni  el  apasionamiento  mismo,  que  siem- 
pre interviene  en  esta  especie  de  delitos,  puede  expli- 
car, es  el  que  define  y  pena  el  art.  453  llamado  de 
rioladán. 

La  violación  es  un  verdadero  delito  de  carácter  pú- 
blico, para  perseguir  el  cual,  no  es  necesario  proceder 
á  instancia  de  parte,  y  en  el  que,  aun  cuando  se  remita 

Í'  perdone  el  cumplimiento  de  la  pena  por  voluntad  de 
a  parte  ofendida,  y  se  entienda  sobre  todo  remitido  y 
perdonado  cuando  se  verifica  el  matrimonio  de  la  ofen- 
dida con  el  ofensor,  esto  no  basta  para  determinar  una 
Índole  análoga  á  la  del  delito  de  adulterio;  así  se  ex- 
plica que  este  de  la  violación  haya  sido  sometido  á  la 
competencia  del  Jurado. 

Lo  mismo  decimos  de  los  abusos  deshonestos,  que 
constituyen  una  degeneración  del  que  acabamos  de 
examinar;  y  en  cuanto  al  estupro,  tiene  las  mismas  con- 
diciones de  los  delitos  de  adulterio,  como  lo  prueba  lo 
establecido  en  el  art.  463,  según  el  cual,  no  puede  pro- 
cederse  por  causa  de  estupro  sino  á  instancia  de  la 
agraviada^  ó  de  sus  padres,  ó  de  sus  abuelos,  ó  de  su 
tutor. 
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Tío  había  en  nuestro  juicio  inconveniente  alguno  en 
haber  sometido  á  la  competencia  del  Jurado  las  causas 
que  han  de  sustanciarse  para  perseguir  los  delitos  que 
el  Código  califica  de  escándalos  públicos,  y  que  definen 
los  artículos  455  y  456  del  mismo. 

En  cuanto  á  la  corrupción  de  menores  y  rapto,  se  ha 
obrado  acertadamente,  en  nuestro  sentir,  incluyéndo- 
los, porque  ambos  delitos  caen  por  completo  dentro  de 
las  condiciones  generales  que  nosotros  hemos  exigido 
para  determinar  la  competencia,  y  sobre  todo  para  de- 
cidir y  resolver  si  determinados  delitos  deben,  clara  y 
necesariamente,  ser  sometidos  al  Tribunal  popular. 


LXXI 


En  estos  delitos  contra  la  honestidad,  hay  todavía 
un  elemento  verdadero  de  derecho  público,  al  cual  se 
ha  atendido  por  medio  del  precepto  que  lleva  algunos 
al  conocimiento  del  Jurado,  y  que  le  somete  aquellos 
en  los  cuales  esta  nota  se  presenta  de  un  modo  más  ca- 
racterístico y  relevante;  pero  en  los  delitos  contra  el 
honor  que  vienen  á  seguida,  no  existe  en  grado  alguno 
este  elemento;  y  así  las  causas  por  calumnia,  como  las 
causas  por  injuria,  son  verdaderos  y  positivos  asuntos 
civiles,  que  no  tienen  más  diferencia  con  éstos,  que  la 
de  producir,  en  vez  del  cumplimiento  de  una  obligación 
ó  del  pago  de  una  cantidad,  etc.,  el  de  hacer  cumplir 
al  reo  determinada  pena,  ya  pecuniaria,  ya  personal, 
según  la  índole  y  la  gravedad  del  delito  que  cometió 
y  por  el  cual  se  le  ha  perseguido. 
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Ni  durante  la  discusión  del  proyecto,  ni  eu  momeo- 
ío  alguno,  hemos  oído  nosotros  reclamar  contra  esta 
manera  de  apreciar  esos  delitos,  ni  pedir  tampoco  que 
se  sometieran  al  conocimiento  de  otros  Jueces  que  los 
Jueces  de  derecho. 

Puede  decirse  que  en  este  punto  es  unánime  la  opi- 
nión que  ha  reflejado  en  sus  preceptos  la  ley  que  pas- 
tamos examinando. 


Lxxn 


Los  delitos  de  suposición  de  parto,  usurpación  de 
estado  civil  y  celebración  de  matiúnionios  ilegales,  son 
de  una  índole  parecida  á  estos  que  venimos  estudiando; 
basta  fijarse  en  el  epígrafe  con  que  la  ley  penal  los 
distingue,  para  comprender  cuál  sea  esta  índole;  y  no 
hay  que  decir  que  los  hechos  que  los  constituyen  re- 
sultan siempre  difíciles  de  apreciar,  por  la  interven- 
ción que  en  los  mismos  tiene  el  elemento  técnico  que 
determina  su  naturaleza  civU. 

La  suposición  de  un  parto  y  sustitución  de  un  niño 
por  otro,  el  ocultaraiento  de  un  hijo  legítimo,  lo  mismo 
que  la  usurpación  de  estado  civil,  ó  sea  la  ficción  que 
consiste  en  atribuirse  el  nombre,  títulos  ó  cualidades 
de  otra  persona  distinta;  el  acto  de  contraer  un  segun- 
do ó  tercer  matrimonio  süi  hallarse  disuelto  legítima- 
mente el  anterior,  son  hechos  acerca  de  cuya  estima- 
ción no  puede  ofrecerse  duda  absolutamente  á  nadie; 
pero  los  delitos  definidos  en  los  artículos  48  7^  488  y 
492,  el  acto  de  que  una  persona  contraiga  matrimonio 
cuando  se  lo  veda  algún  impedimento  dirimente  no  dis- 
pensable,  el  acto  de  contraer  matrimonio  cuando  media 
algún  impedimento  dispensable  shi  haber  obtenido  la 
dispensa,  el  acto  de  autorizar  algunos  de  estos  enlaces» 
son,  por  la  complicación  de  los  elementos  que  los  c^ms- 
tituyen  y  por  lo  bonoso  de  la  definición  que  esos  mis- 
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¡nos  elementos  tienen  dentro  del  dei^echo,  mas  dífícilea 
de  apreciar  para  la  genemlidad  de  las  gentes. 

Eay  que  tener  en  cuenta  que  de  todos  los  delitos  que 
ee  cometen  contra  el  estado  civál  de  las  personas  ^  la 
mayor  parte  de  los  que  se  veriíicím  pertenecen  a  este 
ultimo  grupo.  Loíi  redactores  de  la  ley  del  Jurado^ 
atendieron,  al  determinar  la  competencia  de  los  mismos, 
á  la  necesidad  de  que  de  estos  delitos,  los  más  írecneii- 
tes  dentro  de  sn  índole,  tuvieran  la  competencia  que  sii 
propia  índole  reclamaba  y  a  que  en  todo  lo  que  se  refie- 
re al  estado  civil  de  las  peraonas^  en  todo  lo  que  de  ima 
ú  otra  suerte  ai  derecho  civil  afecta^  en  primero  y  casi 
exclusivo  término,  no  entendieran  otros  Tribunales 
que  aquellos  que  ordinariamente  pueden  conocer  y 
aplicar  la  ley  civil. 


Lxxm 

He  los  delitos  contra  la  libertad  y  la  segtiridad,  irán 
^conocimiento  del  Jurado  las  detenciones  ilegale&^y  la 
Siistmcáán  de  menores,  que  son  los  más  graves. 

Todos  hubieran  debido  ir,  atendiendo  su  naturaleza 
y  su  condición;  pero  se  ha  tenido  muy  en  cuenta,  retí- 
pecto  del  allanamiento  do  morada,  de  las  amenazas,  de 
las  coacciones  y  del  descubrimiento  y  revelación  de  se- 
cretos, su  escasa  importancia. 

Respecto  al  allanamiento  do  morada,  recordamos  que 
ai  discutirse  en  el  seno  de  la  Comisión  del  Congreso,  se 
meditó  lo  que  había  de  hacerse,  consignando  que  estos 
delitos  nada  tienen  que  ver,  cuando  se  cometen  en  las 
condiciones  en  que  los  define  y  pena  el  tit-  12  del  li- 
bro 2,^  del  Código  penal^  con  aquellos  que  constituyen 
una  infracción  de  las  garantías  individuales  y  un  abu* 
80  de  la  autoridad  pública. 

Por  lo  que  toca  á  las  amenaisaa  y  coacciones,  se  tuvo 
en  cuenta  de  uua  parte,  como  hemos  dicho,  su  poca  im- 
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portancia,  y  de  otra  la  circunstancia  de  que  algimcw* 
de  los  artículos  que  los  definen,  entre  otros  el  510  {cu- 
ya prescripción  infringe  eí  que,  sin  estar  legítimamente 
autorizado,  impidiera  á  otro,  con  violencia,  hacer  lo  que 
la  ley  no  prohibe,  ó  le  compeliere  á  efectuar  lo  que  na 
quiere,  ya  en  el  caso  de  que  el  hecho  sea  jnstOj  ya  en 
el  caso  de  que  el  hecho  sea  injusto),  son  delitos  que  por 
su  definición,  que  no  hemos  hecho  más  que  copiar  en 
las  anteriores  líneas,  están  reclamando  la  competencia 
de  un  juez  facultativo,  que  pueda  apreciar  debidamen- 
te los  hechos  que  los  constituyen. 


Lxxrv 

En  cuanto  al  descubrimiento  y  revelación  de  secre- 
tos, se  tuvo  en  cuenta  su  poca  importancia  y  la  pena 
leve  con  que  están  castigados. 

Desde  luego  estos  delitos,  todos  ellos,  son  los  que 
han  de  someterse  con  el  tiempo  al  conocimiento  de  los 
Tribunales  correccionales,  y  ha  habido  en  las  Comisio- 
nes parlamentarias  que  han  informado  acerca  del  pro 
yecto  del  Ministro,  como  hubo  en  el  ánimo  del  Minis- 
tro que  presentó  este  proyecto  á  las  Cortes,  el  propó- 
sito de  que  no  se  sometieran  al  canocímiento  del  Jura- 
rado  los  que,  más  pronto  ó  más  tarde,  habían  de  per 
objeto  de  disposiciones  especíales  encaminadas  á  morli- 
ficar  el  derecho  establecido  respecto  á  la  jurisdicción  á 
que  han  de  someterse. 

Acerca  de  este  punto,  ya  hemos  dicho  eu  otras  oca* 
sienes  todo  lo  que  pensábamos,  y  no  es  necesario  repe- 
tirlo ahora. 

Urge,  sin  embargo,  redactar  cuanto  antes  la  ley  or- 
gánica que  ha  de  crear  Tribunales  correccionales  y  la 
ley  de  Enjuiciamiento  que  ha  de  establecer  el  procedi- 
miento que  debe  seguirse  ante  ellos,  no  sólo  porque 
para  el  Enjuiciamiento  de  esos  delitos  basta  con  la  for- 
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mil  sumaria  y  bréYÍsima  de  im  proceso  seguido  ante  el 
Tribunal  eon^eccíonal,  3Íno  porque  es  necesario  descar- 
gar el  juicio  oral  y  pilblico,  como  ha  sido  índispensablo 
descíirgar  al  Jurado,  también,  del  peso  excesivo  que 
hubiera  representado  para  él  la  competencia  y  cono- 
cimiento de  todoB  ellos. 

El  juicio  oral  y  piiblico  y  el  Jurado,  se  han  reserva- 
do por  término  general  para  los  delitos  raáa  graves, 
más  importantes,  más  transeendentales  y  que  mayor 
alarma  producen.  Esta  es  una  de  las  bases  más  una* 
nimemente  admitidas  pata  determinar  la  competencia 
de  los  delitos  en  relación  con  el  establecimiento  del 
Jurado. 

Ahora  bien;  lo  urgente,  lo  preciso  es  completar  estas 
bases,  organizando  los  Tribunales  correccionales  que 
han  de  ser  su  complemento,  y  organizándolos  con  arre- 
glo á  bases  análogas  á  las  que  hau  servido  para  el  esta- 
blecimiento del  Jurado:  es  decir,  de  manera  que  Ínter- 
tenga  eu  ellos  el  elemento  popular,  en  la  forma  y  con- 
diciones de  otras  instituciones  europeas,  como,  por  ejem- 
plo, la  del  escabinato,  que  responde,  segiíu  hemos  visto 
en  la  introducción,  á  estas  necesidades  y  exigencias. 


LXXV 

También  habrá  que  someter  al  conocimiento  del  Tri- 
bunal correccional  la  mayor  parte  de  los  delitos  con- 
tra la  propiedadj  porque  en  este  punto  hay  que  reco- 
nocer que  la  legislación  que  hoy  rige,  la  legislación 
que  se  mantiene  después  de  publicada  la  ley  de  20  de 
Abril  de  1888  que  establece  el  Jurado,  es  una  legisla- 
ción muy  deficiente. 

Los  delitos  contra  la  propiedad  representan  la  mayor 
parte  de  los  que  se  cometen. 

Con  arreglo  á  las  estadísticas  más  recientes,  los  de- 
litos contra  la  propiedad  representan  el  42  por  100  do 
la  suma  total  de  los  delitos. 
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Los  delitos  contra  la  propiedad  cometidos  durante  el' 
último  quinquenio  son  los  siguientes: 

Aiíi>9.  Delitos. 


18á3 

1L062 

1884 ,.    ... 

..    .,                 9.6W9 

1885. 

.  .    , .                 8.596 

1886 

.,    ,,                 0.620 

1887 

....                  9.Q63 

El  término  medio  amial  de  delitos  contra  la  propie- 
dad cometidos  en  el  quinquenio  es  de  9,946.  La  rela- 
ción entre  esta  cifra  y  la  de  23,G55,  número  total  de- 
litos cometidos,  es  de  42  por  100. 

Teniendo  en  cuenta  asiniiBmo  la  cifra  total,  resulta 
que,  de  los  delitos  cometidos,  el  de  robo  representa  el 
6  por  100,  el  de  hurto  el  29  por  100,  el  de  estafa  el  4 
por  100,  y  el  3  por  100  restante  para  completar  la  ci- 
fra á  que  alcanzan  los  delitos  contra  la  propiedad  co- 
rresponde á  la  usurpación,  alzamiento  y  demás  delitos 
de  esta  índole. 

En  la  actualidad,  todos  estos  delitos  se  persiguea 
con  arreglo  al  procedimiento  que  exige  la  celebración 
de  un  juicio  oral  para  cada  proceso,  de  donde  resulta, 
que  se  invierten  todas  las  solemnidades  de  ua  procedí- 
miento j  necesariamente  lento,  en  discutir  hechos  que 
realmente  no  merecen  tan  detenido  examen,  ni  una 
forma  tan  amplia  de  inYestigación  y  de  juicio,  porque 
es  irrisorio  desplegar  todo  ese  aparato  y  consagi^ar  to* 
do  el  tiempo  que  se  emplea  en  la  mayor  parte  de  los 
juicios  orales,  cuando  se  trata  de  hurtos  pequeñísimos 
que  más  breve  y  sumariamente  quedarían  aclarados^  j 
mas  rápidamente  castigados  si  se  sometieran,  como  es 
|ireciso  someterlos,  al  conocimiento  del  Tribunal  co- 
rreccional y  á  las  reglas  de  un  procedimiento  más  rápi- 
do que  el  que  en  la  actualidad  se  emplea  para  ellos. 

Esto  fatiga  de  una  manera  extraordinaria  á  los  Tri- 
bunales, y  contribuye  á  que  se  pierdan  algunas  de  las 


Digitized  by 


Googk 


J 


rtr,  L— CAP.  n.— ABT.  4.o  163 

yentajas  reconocidas  al  juicio  Oral;  dilata  con  exceso  la 
formación  de  los  procesos  y  retrasa  considerablemente 
la  administración  de  justicia. 


LXXVI 

Todavía  hay  muchas  causas  en  cuya  sustanciación  se 
invierte  cerca  de  un  año;  estamos  muy  lejos  de  encon- 
tramos como  nos  hallábamos  antes  de  plantearse  nues- 
tro sistema  de  enjuiciamiento  criminal,  puesto  que  ha 
ocurrido  con  el  prf^cedimiento  antiguo,  con  el  procedi- 
miento escrito  y  secreto  de  nuestras  antiguas  leyes,  que 
algunas  causas  hayan  tardado  en  sustanciarse  más  de 
diez  años.  Por  término  medio,  si  revestían  alguna  gra- 
vedad, duraban  tres  ó  cuatro  años.  Esto  ya  no  sucede; 
pero  aun  nos  parece  demasiado  el  que  se  emplee  en 
sustanciar  y  terminar  gran  número  de  procesos  el  tiem- 
po que  antes  hemos  señalado. 

Y  nos  parece  esto  excesivo,  teniendo  en  cuenta  que, 
durante  todo  ese  tiempo,  los  procesados  se  encuentran 
pendientes  de  las  resiütas  del  procedimiento  que  se  les 
instruye,  sufriendo,  los  sujetos  á  ella,  la  prisión  preven- 
tiva; y  puede  ocurrir  en  algunos  casos,  que  sometidos  á 
este  procedimiento  los  delitos  más  pequeños,  extinga 
en  la  prisión  preventiva  el  delincuente,  si  no  toda,  la 
mayor  parte  de  la  pena  que  había  de  imponérsele,  des- 
pués de  demostrado  que  filó  el  autor  del  delito  por  que 
se  le  persiguió;  y  si  en  la  mayor  parte  de  los  casos  esto 
no  es  censurable,  como  quiera  que  puede  resultar  que 
en  alguno  el  perseguido  sea  inocente  y  demuestre  su 
inocencia,  juzgúese  cuál  puede  ser  el  juicio  que  merez- 
can tales  procedimientos,  cuando  merced  á  ellos  ocurra 
que  un  inocente,  injustamente  perseguido,  haya  sufrido 
tanta  pena  como  la  que  merecía  si  en  realidad  hubie- 
ra sido  declarado  culpable. 

Es  necesario  de  todo  punto  acabar  con  la  posibili- 
dad de  que  estos  casos  ocurran;  es  necesario  también, 
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hoy  qne  se  aplica  el  sistema  celular  á  la  prisión  pre- 
ventiva y  que  no  creemos  nosotros  que  sea  prudente, 
m  discreto,  en  manera  alguna^  volver^  ni  aun  para  las 
cárceles  donde  la  prisión  preventiva  se  cumple,  al  an- 
tiguo sistema  de  agrupación  ó  aglomeración  que  con- 
vierte el  depósito  de  detenidos  en  verdadera  escuela  de 
criminales;  es  indispensable,  decíamos^  ya  que  esto  lia 
de  mantenerse,  ya  que  las  condiciones  de  la  privón  ce- 
lular han  de  aplicarse  lo  mismo  a  los  que  cumplan  con- 
dena que  á  los  que  esperan  el  fallo  de  los  Tribunales 
en  la  causa  que  se  les  sigue;  es  indispensable  abreviar  y 
acelerar  todo  cuanto  humanamente  parezca  hacedero 
la  dui'ación  del  procedimiento,  y  para  esto  no  enoon- 
tramofl  más  recurso  que  someter  todos  los  pequeños  de- 
Utos  contra  las  personas,  todos  los  pequeños  delitos 
contra  la  propiedad,  que  son  los  que  constituyen  la  ma- 
sa de  los  mismos,  á  los  Tribunales  correccionales. 


Lxxvn 

Pero  volvamos  á  nuestro  asunto,  ya  que  nos  hemos 
apartado  de  él,  siguiendo  el  rumbo  de  esta  digresión  y 
señalando  las  deficiencias  que  desgraciadamente  no  po- 
dría salvar  ni  corregir  la  ley  del  Jurado. 

A  éste,  de  los  delitos  contra  la  propiedad  no  se  le 
someten  más  que  los  robos,  que  constituyen,  como  he- 
moa  vistOj  el  6  por  100  de  todos  los  delitos  que  se  co- 
meten* 

Nadie  ha  pua^to  jamás  en  duda  la  conveniencia  de 
que  esto  se  haga^  y  es  unánime  la  opinión  de  que  el 
Tribmial  más  severo  contra  los  que  cometen  el  delito 
de  robo  es  el  Jurado,  que  lleva  á  tales  términos  esta 
severidad,  allí  donde  se  halla  establecido,  que  algunos 
autores  ya  la  encuentran  censurable.  Nosotros  no,  por- 
que creemos  que  los  delitos  contra  la  propiedad,  ao 
sólo  son  la  fuente  más  copiosa  de  la  delincuencia,  sino» 
dado  que  en  este  terreno  fuera  aceptable  establecer 
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gradacioneB,  los  que  piden  una  represión  más  severa  y 
más  implacable,  porque  sin  género  alguno  de  duda,  en 
los  delitos  contra  la  propiedad  está  el  germen  de  otros 
muchos,  y  porque  los  delitos  contra  la  propiedad  de- 
terminan, allí  donde  se  cometen  con  frecuencia,  im  re- 
bajamiento tal  en  las  condiciones  del  País,  que  es  in- 
compatible con  toda  prosperidad,  con  toda  seguridad 
y  con  todo  verdadero  adelanto  en  el  orden  material  y 
moral  de  los  pueblos. 

Las  garantías  de  seguridad  en  la  propiedad,  son  las 
condiciones  indispensables  para  la  vida  moderna,  y  es 
necesario  acabar  con  todo  lo  que  pueda  perturbarla  y 
amenazarla;  en  un  orden  elevado,  no  puede  admitirse 
que  quede  sin  el  indispensable  correctivo  ninguno  de 
los  atentados  que  se  cometen  contra  cualquier  mani- 
festación ó  derivación  del  derecho  de  propiedad. 


Lxxvm 

Los  hechos  que  <3onstituyen  el  delito  de  usurpación 
son  difíciles  de  apreciar,  y  es  muy  fácil  que  al  tratar  de 
ellos  y  de  estimarlos,  se  extravíe  el  ánimo  de  los  Jue- 
ces con  creencias  equivocadas. 

Harto  lo  demuestran  los  términos  de  los  artículos 
534  y  536  del  Código,  que  no  necesitamos  recordar,  y 
que  nuestros  lectores  consultarán  si  quieren  compro- 
bar en  ellos  estas  afirmaciones  nuestras. 

En  cuanto  al  delito  de  usurpación  que  castiga  el  ar- 
tículo 535,  y  que  se  refiere  principalmente  á  las  alte- 
raciones que  pueden  hacerse  en  los  términos  ó  lindes 
de  los  pueblos  ó  heredades,  ó  en  cualquiera  de  las  seña- 
les  destinadas  á  fijar  los  lünites  de  los  mismos,  basta 
enunciar  en  qué  consiste,  para  conocer  hasta  qué  pun- 
to la  razón  legal  puede  influir  en  que  un  delito  de  esta 
especie  se  haya  cometido  y  en  que  sea  ó  no  castigado, 
ó  se  trate  de  eludir  el  castigo  que  merezca. 

Por  esto^  los  delitos  de  usurpación  no  han  ido  al  co- 
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nocimiento  del  Jurado,  como  uo  han  ido  las  de&aada* 
clones,  las  estafas  y  los  engaños,  que  según  ya  hemos 
dicho  repetidas  veces,  constituyen  la  línea  divisoria 
entre  el  Derecho  penal  y  el  Derecho  civil,  y  que  con- 
tienen elementos  que  no  pueden  ser  apreciados  sino 
por  Jueces  que  revistan  cierto  carácter  profesional  y 
técnico. 


LXXIX 

Los  incendios  tienen  un  carácter  análogo  al  de  lf>s 
más  graves  delitos  contra  la  propiedad. 

Son  hechos  que  producen  grande  alarma  é  inspiran 
universal  y  unánime  reprobación,  y  á  los  cualee  preci- 
sa poner  un  correctivo  extraordinario;  por  eso  se  han 
sometido  al  conocimiento  del  Jurado. 


Las  maquinaciones  para  alterar  el  precio  de  las  co- 
sas pertenecen  á  este  grupo  de  delitos  contra  la  pro- 
piedad, que  participan  del  carácter  de  pleitos;  pues  ge- 
neralmente se  presentan  unidos  á  una  cuestión  civiL 

Una  de  las  causas  más  notables  y  más  recientes  de  la 
comisión  de  este  delito,  que  aun  pende,  si  no  estamos 
mal  informados,  de  conocimiento  de  los  Tribunales,  es 
una  causa  seguida  contra  varios  primistas  importantes, 
por  supuestos  manejos  que  precedieron  á  una  subasta, 
y  esta  misma  causa,  la  más  notable  y  la  más  notoria  de 
todas  las  que  de  este  orden  se  conocen,  aun  cuando  su 
notoriedad  no  se  deba  sino  al  renombre  de  los  que  en 
ella  han  intervenido;  esta  causa,  decimos,  no  se  suscitó 
sino  á  consecuencia  de  un  pleito,  por  el  íntimo  enlace 
que  existe  siempre  entre  las  cuestiones  criminales  de 
este  orden  y  las  cuestiones  civiles;  enlace  que  contri- 
buye á  que,  en  su  aspecto  criminal,  estos  hechos  tengan 
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también  una  complicación  que  no  permite  á  todo  el 
mundo  estimarlos  de  una  manera  clara,  y  que  obliga  á 
exigir  en  las  personas  que  han  de  juzgarlos  y  apreciar- 
los determinadas  condiciones,  por  lo  cual  los  delitos 
á  que  se  refiere  este  grupo  han  sido  sometidos  al  cono- 
cimiento de  los  Tribunales  de  derecho. 

La  exclusión  de  estos  delitos  del  conocimiento  del 
Jurado,  ha  servido  de  base  para  algunas  críticas,  con- 
que se  ha  pretendido  mortificar  á  los  redactores  de  la 
ley  que  comentamos,  suponiendo  que  al  redactarla  ha- 
bían influido  demasiado  en  su  ánimo  ciertas  ideas  de 
privilegio  y  desconfianza,  cierto  propósito  de  arrancar 
del  Jurado,  de  no  someterle  las  personas  constituidas 
en  Autoridad,  y  las  personas  que  forman  parte  de  las 
clases  sociales  más  elevadas;  y  hasta  se  ha  llegado  á 
aducir  como  argumento,  y  por  eso  lo  recogemos  en  este 
sitio,  que  el  hecho  de  someter  al  conocimiento  de  los 
Tribunales  de  derecho  las  causas  que  se  sigan  por  ma- 
quinaciones para  alterar  el  precio  de  las  cosas,  era  una 
maniobra  burguesa,  debida  al  deseo  de  que  no  compa- 
rezcan ante  el  Jurado  los  que,  abusando  de  su  riqueza, 
se  confabulan  para  encarecer  el  precio  de  los  artículos 
de  primera  necesidad,  y  en  años  de  escasez  ó  de  ham- 
bre comercian  de  un  modo  irritante  con  las  más  tristes 
necesidades  públicas. 

Esto  no  tiene  fundamento  alguno;  ese  cargo  sólo  han 
podido  producirlo  escritores  apasionados  que  descono- 
cen la  realidad  de  las  cosas;  ese  cargo  tiene  su  tradi- 
ción revolucionaria,  y  al  formularlo  parece  que  se  evoca 
el  recuerdo  de  aquellos  tristes  días  de  la  revolución 
francesa,  de  aquella  jomada  primera  del  pueblo  de 
París,  cuando,  frenético,  acudía  á  sacar  de  sus  casas 
á  los  acaparadores  para  torturarlos  con  las  mayores  vio- 
lencias y  arrancarles  después  la  vida. 

Ya  no  hay  acaparadores;  éstos  han  desaparecido  con 
el  sistema  prohibitivo;  eran  una  consecuencia  de  aquel 
aistema,  y  cuando  el  sistema  acabó,  concluyeron  ellos 
también. 
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Ya  no  hay  ni  es  posible  que  haya  acaparadores,  y 
ordinariamente,  las  maquinaciones  para  alterar  el  pre- 
cio de  las  cosas  no  son  cometidas  más  que  por  obreros 
huelguistas,  que  es  el  caso,  en  realidad,  más  frecuente 
de  todos  los  que  pueden  presentarse  de  este  género  de 
delitos;  en  los  cuales  están  comprendidos,  además  de 
los  huelguistas,  los  llamados  primístas,  6  sean  los  que 
acuden  á  las  subastas,  no  con  ánimo  de  pujar,  sino  con 
imimo  de  negociar  la  actitud  que  mantienen  durante  el 
concurso;  y  los  alcistas  y  bajistas  de  mala  fe  ó  que  uti- 
lizan recursos  vedados  para  producir  en  los  contrato» 
de  fondos  públicos  los  efectos  que  apetecen  y  que  con* 
\  ienen  á  sus  intereses. 

No  negamos,  ni  desconoce  nadíe^  que  algunos  de  es* 
tos  delitos  tienen  verdadera  gravedad  y  que  pueden 
¡producir  consecuencias  muy  perjudiciales  bajo  el  pun- 
to  de  vista  de  los  intereses  colectivos;  pero  hay  que  re- 
r^onocer  que  todos  esos  delitos  no  son  de  los  que  hieren 
gravemente  la  conciencia  pública,  sobre  todo  allí  don- 
de no  está  arraigada  de  una  manera  poderosa  la  idea 
del  Estado. 

Esto,  por  sí  solo,  bastaría  para  que  se  hubiera  pro- 
(turado  excluirlos  del  conocimiento  del  Jurado,  pero 
además  hay  en  apoyo  de  lo  que  se  ha  hecho  acerca  de 
í^emejantes  delitos,  la  razón  de  que  se  impone  á  sus 
í  I  atores  una  pequeñísima  pena,  en  la  mayor  parte  de 
los  casos  una  pena  pecuniaria,  y  por  tanto,  pertenecen 
his  maquinaciones  para  alterar  el  precio  de  las  cosas  al 
número  de  aquellos  hechos  que  el  día  en  que  se  esta- 
blezca entre  nosotros  una  definitiva  y  más  oportuna 
organización  de  los  Tribunales,  serán  sometidos  al  oo- 
nocimiento  de  un  Tribunal  correccional. 


LXXXI 

Hemos  dicho  al  examinar  los  delitos  de  este  gmpo, 
que  el  más  frecuente  ó  el  que  de  entre  ellos  se  comete 
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con  más  frecuencia,  si  no  en  nuestro  País,  porque  nues- 
tra patria  no  es  una  nación  industrial,  en  la  mayor  par- 
te  de  los  pueblos  europeos,  es  la  confabulación  de  los 
obreros  para  generalizar  sus  huelgas  y  conseguir  por 
medio  de  ellas  que  se  modifiquen  las  condiciones  del 
trabajo. 

También  de  todos  esos  hechos,  éstos  son  los  únicos 
que  tienen  importancia  política,  y  que,  por  las  propor- 
ciones que  puedan  alcanzar,  revisten  un  carácter  es- 
pecial que  merece  ser  objeto  de  examen  detenido  y  de 
estudio  atento. 

Las  huelgas  de  los  obreros  pueden  revestir  caracte- 
res diversos,  y  sin  duda  los  revisten. 

Sucede  que,  á  las  veces,  los  obreros  se  congregan 
para  pedir  aumento  de  jornal,  se  congregan  tumultua- 
riamente 6  en  grupos  numerosos,  y  recorren  las  po- 
blaciones donde  residen  ó  los  campos  que  las  rodean, 
clamando  porque  se  les  oiga  y  atienda  su  petición; 
abandonan  el  trabajo,  ejercen  presión  sobre  los  demás 
trabajadores  que  espontáneamente  no  han  querido  aso- 
ciarse á  sus  manifestaciones,  á  fin  de  obligarles  á  que 
no  acudan  á  sus  talleres,  é  impiden  que  los  trabajado- 
res de  otras  localidades  vengan  á  aquellas  donde  ello» 
habitan  á  hacerles  competencia  y  á  ofrecer  el  concurso 
que  ellos  niegan. 

Es  indudable  que  quienes  así  proceden,  en  tal  caso, 
crean  con  todos  estos  actos  una  verdadera  agitación 
y  un  estado  de  cosas  en  el  cual,  excitadas  las  pasio- 
nes, son  fáciles  todas  las  desdichas  que  acompañan  á 
ima  alteración  del  orden  público;  pero  cuando  los  he- 
chos no  pasan  de  ahí,  cuando  las  cosas  no  revisten  un 
carácter  más  grave  y  cuando  esas  excitaciones  no  lle- 
gan á  ser  más  de  lo  que  acabamos  de  referir  y  ño  pre- 
sentan otros  caracteres  que  los  que  hemos  indicado, 
entonces  se  está  en  la  ocasión  y  en  las  circimstancias 
descritas  por  el  art.  556  del  Código  penal. 

Ocurre  otras  veces,  que  la  excitación  se  cambia  en 
tumulto,  que  del  tumulto  pasan  los  obreros  huelguistas 
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á  vías  de  hecho  y  que  se  producen  agresiones,  ya  entre 
ellos  mismos,  porque  unos  son  partidarios  de  la  huelga 
y  otros  no,  ya  entre  ellos  y  sus  patronos;  y  estas  agre- 
siones engendran  luchas;  ías  luchas  producen  el  desor- 
den, y  del  desorden  se  llega  al  motín. 

La  fuerza  pública  trata  de  reprimirlo,  los  huelguis- 
tas  resisten  á  la  fuerza  públieaj  y  entonces  ya  estos  ho- 
chos,  entonces,  cuando  sería  oportuno  someterlos  al  co- 
nocimiento del  Jurado  6  cuando  por  su  gravedad  no 
pueden  ser  sometidos  al  de  un  Tribunal  correccional  > 
entonces  las  maquinaciones  para  alterar  el  precio  de 
las  cosas  revisten  caracteres  de  una  verdadera  sedición, 
y  como  una  sedición  serán  ju7.gadas,  ya  sometiéndolas 
al  conocimiento  del  Jurado  dentro  de  las  condicionen 
que  expusimos  al  tratar  de  esta  clase  de  delitos  contra 
el  orden  público,  ya  al  conocimiento  del  Tribunal  de 
guerra,  que  habrá  de  entender  necesariamente,  como 
entiende  siempre  que  las  sediciones  presentan  los  ca- 
racteres que,  también,  en  lugar  oportuno,  hemos  seña- 
lado. 

Tales  son  los  hechos  y  tales  son  las  condiciones  en 
que  hay  que  estimarlos  y  apreciarlos;  condiciones  que 
justifican  en  esta  parte  la  regla  de  la  nueva  ley  acerca 
de  la  competencia  del  Jurado, 


Lxxxn 

El  art.  559  del  Código  penal  castiga  con  una  multa 
al  que  hallándose  dedicado  á  la  industria  de  préstamoa 
sobre  prendas,  sueldos  ó  salarios,  no  llevare  libros, 
asentando  en  ellos  sin  claros  ni  entrerrenglones  las 
cantidades  prestadas,  el  plazo  ó  interés,  el  nombre  y 
domicilio  de  los  que  las  recibenj  la  naturaleza,  calidad  y 
valor  de  los  objetos  dados  en  prenda  y  las  demás  cir- 
cunstancias que  exijan  los  Reglamentos;  y  el  art.  560 
castiga  también  con  una  pena  pecuniaria  al  prestamis- 
ta que  no  diera  resguardo  de  las  prendas  recibidas.  Más 
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que  verdaderos  delitos,  estos  hechos  son  infracciones 
reglamentarias,  que,  por  serlo,  por  su  escasa  gravedad 
y  por  la  pena  que  se  les  impone,  no  han  debido  some- 
terse al  conocimiento  del  Jurado. 

Creemos  innecesario  justificar  más  lo  que  se  dispone 
acerca  de  la  competencia  del  Jurado  para  conocer  de 
estos  delitos,  así  como  lo  que  se  dispone  acerca  de  su 
competencia  para  conocer  en  las  causas  que  se  formen 
por  daños,  y  vamos  á  entrar  en  una  cuestión  que  re- 
viste cierta  importancia,  que  es  la  cuestión  de  impru- 
dencia. 


LXXXin 


El  Código  penal  habla  de  imprudencia  temeraria,  de 
simple  imprudencia  ó  negligencia  con  infracción  de  los 
Reglamentos,  y  de  simple  imprudencia  ó  negligencia;  y 
la  ley  del  Jurado,  en  el  art.  4.^,  habla  de  imprudencia 
punible.  Esta  variedad  en  la  manera  de  calificar  la  im- 
prudencia puede  producir  errores  y  equivocaciones  en 
la  práctica,  y  por  eso  creemos  muy  conveniente  aclarar 
-el  concepto  que  se  emplea  en  uno  y  otro  texto. 

Al  hablar  de  imprudencia  punible  la  ley  del  Jurado 
se  ha  referido  á  las  tres  clases  de  imprudencia  que 
menciona  el  Código  penal,  porque  imprudencia  puni- 
ble es  toda  imprudencia  que  merece  ser  castigada,  toda 
imprudencia  que  la  ley  penal  castiga,  y  para  determi- 
nar la  competencia  en  esta  materia,  y  cuál  será  el  Tri- 
bunal competente  para  conocer  y  estimar  los  hechos 
constitutivos  de  las  causas  por  imprudencia,  no  hay  que 
atender  á  la  imprudencia  misma,  ni  á  su  índole  en  pri- 
mer término,  sino  á  sus  efectos;  y  en  este  punto  nos 
parece  que  la  forma  adoptada  por  la  ley  del  Jurado  tie- 
ne una  gran  claridad,  puesto  que  dice  que  conocerá  el 
Jurado  de  aquellas  causas  que  se  formen  por  impru- 
dencia punible,  cuando  hubiera  mediado  malicia  ó  cons- 


Digitized  by 


Googlt 


173  QOMENXABIOa  1   LA.   UC?    DEL  JURADO 

tituyera  el  hecho  alguno  de  loa  delitos  enumerados  en 
el  mismo  art.  4.^ 

De  suerte  que,  siempre  la  imprudencia^  ya  sea  teme- 
rariaj  ya  sea  imprudencia  simple  con  infracción  de  tos 
Keglamentos  ó  imprudencia  simple  sin  esa  infracción, 
siempre  que  la  imprudencia,  en  una  palabra,  produce 
im  delito  que  cae  bajo  la  jurisdicción  del  Jurado,  el 
Jurado  es  competente  paia  conocer  de  la  cansa  que  se 
forme  para  esclarecerlo  y  castigarlo.  Se  ha  procedido 
en  este  punto  con  verdadera  amplitud,  dando  á  la  com- 
petencia del  Jurado,  en  materia  de  imprudencia,  toda 
la  extensión  posible,  por  la  convicción  de  que  no  hay 
hechos  punibles  que  de  una  manera  más  oportuna  ha- 
yan sido  sometidos  al  conocimiento  del  Jurado  que  ios 
hechos  que  ccustituyen  una  imprudencia. 

La  nota  característica  de  estos  hechos,  lo  que  hay 
que  determinar  y  averiguar  respecto  de  ellos,  lo  que 
es  preciso,  en  primer  término,  dilucidar  en  estos  proce- 
sos, es  si  esos  hechos  se  han  cometido  por  el  autor  que 
resultó  cidpable  de  los  mismos,  de  una  manera  invo* 
Inntaria  ó  voluntariaj  si  hubo  ó  no  malicia  al  ejecutar- 
los, si  hubo  ó  no  error  ó  extravío  del  conocimiento  al 
cometerlos. 

Una  de  las  circunstancias,  quizá  la  más  importante 
de  todas  cuantas  hacen  preferible  el  Tribunal  del  Ju- 
rado á  los  Tribunales  de  derecho,  es  el  convencimiento 
que  tienen  los  partidarios  del  Jurado,  convencimiento 
i{\ie  responde  á  la  realidad  de  los  hechos,  de  que  los 
Jueces  de  derecho,  por  el  hábito  que  tienen  de  juzgar, 
por  el  hábito  de  ver  y  estudiar  las  causas  criminale-s, 
por  el  hábito  de  observar  como  criminales  á  quienes  re- 
sultando con  la  culpabilidad  más  evidente,  apelan  á 
toda  clase  de  medios  para  eludir  el  castigo  y  aparecer 
á  los  ojos  de  los  Jueces  como  inocentes,  suponen  en 
todos  los  casos  que  hubo  malicia.  Tenemos  el  conven- 
cimiento de  que  esta  suposición,  de  que  este  prejuicio 
ha  sido  origen  y  causa  de  multitud  de  errores  judicia- 
les; y  el  deseo  de  que  se  establezca  el  Jurado,  en  núes- 
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tro  ánimo,  es  un  deseo  inspirado  en  la  necesidad  que, 
á  nuestro  juicio,  existe  de  que  los  hechos  se  estimen 
por  personas  que  no  tengan  prejuicios  de  ninguna  es- 
pecie. 

Ya  hemos  expuesto  eil  la  Introducción  de  esta  obra, 
de  una  manera  extensa  y  completa,  todas  las  conse- 
cuencias y  derivaciones  de  esa  doctrina,  y  ahora  lle- 
gamos á  un  punto  en  que  la  doctrina  se  comprueba. 

El  Juez  de  derecho,  en  la  mayor  parte  de  los  casos 
de  imprudencia,  ve  malicia;  el  Juez  de  hecho  no  está 
preocupado,  no  está  prevenido;  ve  los  sucesos  tales  co- 
mo han  ocurrido,  sin  que  nada  contribuya  en  su  ánimo 
á  desfigurarlos;  es  un  hombre  desapasionado  que  puede 
juzgar  aquí  con  más  claridad  y  más  exactitud. 

Por  eso  toda  imprudencia  punible,  cuando  á  conse- 
cuencia de  ella  se  ha  producido  alguno  de  los  hechos 
«numerados  en  el  art.  4.*^,  que  son  los  hechos  más  gra- 
ves de  los  que  pueden  verificarse  en  la  esfera  penal, 
fiera  sometida  al  conocimiento  del  Jurado. 


LXXXIV 

El  quebrantamiento  de  sentencia,  en  cambio,  no  lo 
está.  Este  delito  es  un  hecho  sin  complicaciones  de  nin- 
gún género,  y  en  cuya  prueba  realmente  no  puede  ca- 
ber error,  porque  los  hechos  constitutivos  de  esta  espe- 
cie de  delitos  son  todos  taxativos,  claros,  terminantes 
é  indudables. 

Además  hay  una  gran  analogía  entre  los  delitos  de 
quebrantamiento  de  sentencia  y  cualquiera  otra  infrac- 
ción de  Eeglamentos,  y  la  naturaleza  de  esos  delitos  es 
más  administrativa  que  judicial. 

Acaso  estos  mismos  hechos,  que  constituyen  el  que- 
brantamiento de  una  sentencia,  debieran  castigarse 
sólo  con  una  corrección  administrativa  en  vez  de  ser 
sometidos  al  conocimiento  de  los  Tribunales. 

De  una  parte  su  índole  propia,  y  de  otra  el  instinto 
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natural  de  tocio  condenado  que  le  lleva  de  una  manera 
ciLsi  irresistible  á  violentar  el  rigor  á  que  se  halla  bu- 
jeto,  deben  contribuir  á  que  desaparezca  del  Código 
eírfee  delito  y  á  que  todos  so  convenzan  de  que  es  una 
mera  falta  de  orden  gubernativo  que  debe  ser  corregi- 
da por  procedimientos  gubernativos  ó  adminiatrativos 
también,  lo  cual  no  excluye  que  sea  corregida  con  toda 
la  severidad  indispensable. 

En  este  sentido,  hay  una  teudeneia  y  una  corriente 
poderosa  dentro  del  derecho  penal,  tendencia  y  corrien- 
te que  ha  producido  manifestaciones  muy  autorizadas 
y  muy  notables  en  algunos  comentarios  á  la  ley  peual 
vigente  en  España. 

Nosotros  creemos,  que  al  cabo  esta  tendencia  preva- 
li  cera,  y  que  si  no  en  la  inmediata,  en  alguna  de  las 
futuras  reformas  que  siifra  el  Código,  el  delito  de  que- 
bi^antamiento  de  sentencia  acaso  desaparezca  y  quizás 
fíe  dé  á  los  hechos  que  le  constituyen  el  verdadero  ca- 
rácter que  han  de  revestir,  distinto  del  que  hoy  tienen- 
Pero  sea  de  esto  lo  que  quiera,  ese  delito  no  ha  po- 
dido ser  ahora  sometido  al  conocimiento  de  otro  Tri- 
bunal que  al  de  los  Tribunales  de  derecho,  y  no  habrá 
nadie  que  aconseje  se  someta  al  conocimiento  del  Ju- 
rado. 


LXXXV 

Creemos  que  con  todo  lo  que  hemos  dicho  en  el  exa- 
men de  la  primera  parte  del  art.  4.^,  del  cual  sólo  no» 
resta  por  estudiar  un  párrafo,  el  que  se  refiere  á  los  deli- 
tos de  imprenta,  que  por  su  importancia  dentro  del  or- 
den político  merecen  ser  examinados  aparte;  creamos 
que  con  todo  lo  que  hemos  dicho  acerca  de  los  diversos 
delitos  enumerados  en  la  parte  primera  del  art.  4.^,  está 
plenamente  justificada  la  conducta  de  los  autores  de  la 
ley,  al  resolver  el  arduo  problema  de  la  competencia 
del  Jurado,  y  creemos  que  después  de  las  razones  que 
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hemos  alegado  en  pro  y  en  contra  de  la  inclusión  de 
determinados  delitos,  y  después  de  las  extensas  consi- 
deraciones con  que  hemos  juagado  esos  delitos  que  se 
someten  á  la  competencia  del  Jurado  ó  que  se  someten 
á  la  competencia  de  los  Tribunales  de  derecho,  hemos 
demostrado,  por  lo  menos,  que  los  autores  de  la  ley, 
entre  los  cuales  tenemos  necesariamente  que  contamos, 
por  la  parte  que  los  sucesos  nos  obligaron  á  tomar  en 
su  redacción  y  en  su  defensa,  no  han  procedido  de  una 
manera  arbitraria. 

Podrá  decirse,  por  los  que  opinan  de  distinto  modo, 
que  nosotros  nos  equivocamos;  podrá  decirse  por  los 
que  profesan  distintos  principios  de  los  que  nosotros 
profesamos,  que  no  hemos  procedido  en  algunos  puntos, 
ó  en  todos,  con  el  acierto  debido  y  necesario;  pero  na- 
die podrá  negar  que  hemos  procedido  con  arreglo  á  im 
sistema  razonado  y  fundado  en  un  criterio  científico  y 
en  razones  que  para  la  ciencia  tienen  un  valor  inne- 
gable. 

Los  delitos  más  graves,  los  delitos  que  mayor  alar- 
ma producen,  los  delitos  más  caracterizados  bajo  el 
punto  de  vista  político,  los  delitos  más  universales,  los 
delitos  cuyo  conocimiento  y  cuya  apreciación  es  más 
fácil,  los  delitos  cuyas  consecuencias  son  más  dolorosas 
y  más  perturbadoras,  han  sido  sometidos  al  conoci- 
miento del  Jurado  y  se  han  excluido  de  él  los  de  menos 
importancia,  los  que  producen  consecuencias  más  pasa- 
jeras, más  fugaces  y  menos  perturbadoras  de  las  rela- 
ciones del  Derecho,  y  sobre  todo,  aquellos  respecto  de 
los  cuales  no  hay  acuerdo  entre  la  Moral  y  el  Derecho, 
ya  porque  siendo  á  los  ojos  de  la  Moral  actos  indife- 
rentes, los  ha  penado  la  ley;  ya  porque  mereciendo 
bajo  ^pabos  aspectos  censura,  se  castigan  con  mayor  se- 
veridad de  la  que  su  índole  ética  reclamaría. 

En  esto,  por  lo  menos,  hemos  sido  inflexibles;  en 
este  punto,  por  lo  menos,  hemos  sido  rigorosos;  y  como 
quiera  que  ese  conflicto  se  ha  presentado,  como  quiera 
que  la  (Uyei^encia  ha  aparecido,  como  quiera  que  ha 
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habido  necesidad  de  optar  por  la  ley  moral  ó  por  la  ley 
positiva,  por  hallarse  la  ley  moral  y  la  ley  positiYa  t  :i 
notorio  desacuerdo^  nosotros  hemoa  resuelto  la  cue?*- 
tión  en  favor  de  los  Tribunales  de  derechOj  porque  he- 
mos creído  que  la  organización  de  los  Tribunales  de 
derecho,  que  la  composición  de  los  Tribunales  de  de- 
recho, responden  más  á  la  necesidad  que  en  muchos 
casos  existe  de  atender  sobre  todo  á  la  ficción  jurídic  i 
creada  por  la  ley,  de  castigar  al  que  infringe  una  regla 
legal,  aun  cuando  no  infrinja  una  regla  moral,  porque 
los  intereses  sociales  lo  reclamaUj  porque  altas  necesi- 
dades del  Estado  lo  imponen  y  exigen.  Esto,  además, 
se  ha  hecho  por  preservar  de  peligros  el  ensayo  del 
Jurado. 

Es  indudable  que  en  la  mayor  parte  de  esos  caaos» 
en  la  mayor  parte  de  las  ocasiones  en  que  se  suscita- 
ran esos  conflictos,  viéndose  el  Jurado  en  la  necesi- 
dad de  negar  su  eficacia  á  las  leyes,  ó  de  condenar 
una  acción  punible  á  los  ojos  de  la  ley  misma,  aunque 
inocente  á  los  ojos  de  la  moral j  hubiera  podido  ser 
arrastrado  por  sentimientos  hximanitarios,  por  tenden- 
cias filantrópicas,  por  las  ideas  que  más  ennoblecen  los 
sentimientos  del  hombre,  y  hubiera  podido  muy  bien 
negar  á  las  leyes  la  eficacia  y  la  sanción  que  ellas  re- 
claman y  que  ellas  exigen. 

Esto  se  hubiera  traducido  seguramente  en  multitud 
de  casos  de  impunidad^  y  esos  casos  de  impunidad  hu- 
bieran producido  el  descrédito  de  la  nueva  instituciónj 
y  era  necesario,  para  los  que  deseamos  que  la  institu- 
ción arraigue  y  prevalezca,  para  los  que  deseamos  que 
el  Jurado  exista,  era  necesario  de  todo  punto  preser- 
varlo de  ese  desprestigio. 

LXXXVI 

Hay  juradistas  que  no  dan  valor  de  ningún  género» 
ni  atribuyen  importancia  de  ninguna  especie  á  estas 
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-consideraciones.  Para  ellos  se  ha  procedido  mal,  por- 
que no  se  han  sometido  al  conocimiento  del  Jurado 
todos  esos  delitos;  para  ellos  todo  lo  que  ahora  decimos 
carece  de  realidad  y  de  verdadera  importancia;  una 
lógica  ciega  les  lleva  á  exigir  y  reclamar  que  todos 
los  delitos  sean  sometidos  á  igual  procedimiento.  Esta 
tendencia  no  ha  aparecido  realmente  en  ninguno  de 
los  dos  Cuerpos  Colegisladores,  en  que  se  ha  discutido 
la  ley  del  Jurado. 

Nosotros  no  recordamos  que  nadie  haya  desconoci- 
•do  en  absoluto  la  necesidad  de  distinguir  entre  unos  y 
otros  delitos,  para  con  arreglo  á  la  índole  ó  condiciones 
especiales  de  cada  uno,  someterlos  ó  no  someterlos  al 
conocimiento  del  Jurado.  Donde  ha  aparecido  esta  ten- 
dencia ha  sido  en  la  prensa  política  y  profesional.  Sus 
partidarios  no  lo  han  hecho,  sin  embargo,  de  una  ma- 
nera tan  concreta  que  nos  obligue  á  discutir  aquí  este 
punto  con  gran  extensión;  basta,  sobre  todo,  con  lo  que 
hemos  dicho;  y  si  alguien  cree  que  nuestras  razones  no 
son  valederas,  puede  discutirlo;  y  si  alguien  cree  que 
nuestras  opiniones  no  son  fundadas,  puede  combatirlas. 

Nosotros  abrigamos  la  convicción  de  que  cuando  ha 
sido  posible  justificar  y  razonar  las  disposiciones  del 
primer  número  del  art.  4.^  de  la  ley  del  Jurado,  de  una 
manera  tan  extensa  como  nosotros  lo  hemos  hecho  en 
las  consideraciones  precedentes,  hemos  dado  pruebas 
inequívocas  de  que  esas  disposiciones  son  razonables  y 
de  que  no  merecen  los  cargos  que  contra  ellas  dirigen 
una  crítica  ligera  y  apasionada,  que  no  se  preocupa  de 
los  hechos  ni  pone  atención  en  exigencias  cada  vez 
más  imperiosas;  exigencias  á  que  hemos  atendido  nos- 
otros en  primer  término,  y  que  en  conciencia  creemos 
haber  satisfecho  por  completo. 
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Lxxxvn 

El  art.  4.^,  como  puede  verse  en  el  texto^  tiene  do? 
números.  El  primero  de  ellos,  cuyo  examen  acabamos 
ahora,  determina  las  causas  que  serán  sometidas  al  eo- 
nocimiento  del  Jurado;  y  el  segundo  se  ocupa  sólo  en 
resolver  cuál  será  el  Tribunal  competente  en  materia  de 
imprenta. 

Los  delitos  de  imprentan  constituyen  una  verdadera 
especialidad  que  debe  ser  tratada  especialmente,  y  en 
esta  parte  como  en  tantas  otras,  la  ley  no  ha  hecho  más 
que  reconocer,  sancionar  y  declarar  lo  que  en  la  esfera 
de  los  hechos  es  indudable. 

Los  delitos  de  imprenta  son  especiales  y  deben  ser 
tratados  especialmente;  la  naturaleza  de  las  cosas  se 
opone  á  que  estos  delitos  se  asimilen  á  los  demás. 

M  dentro  de  la  esfera  moral,  ni  dentro  de  la  esfera 
jurídica,  ni  bajo  ningún  punto  de  vista,  ni  bajo  ningún 
aspecto,  puede  compararse  nunca  un  asesino,  un  ladrón 
á  un  escritor  apasionado. 

Nadie  duda  que  sea  delito  un  homicidio;  nadie  duda 
que  sea  delito  un  hurto;  muchos  dudan  y  niegan  que 
pueda  llamarse  delito  un  artículo  de  periódico;  muchos 
sostienen  que  no  puede  decirse  que  comete  un  delita 
el  que  escribe  un  artículo  de  periódico  excitando,  por 
ejemplo,  á  sus  conciudadanos  á  que  en  una  cuestióa 
determinada  adopten  una  actitud  violenta  ó  perturba- 
dora. 

Lxxxvm 

Muchos  dudan  y  muchos  niegan,  y  lo  niegan  con 
harta  razón,  que  sea  delito  el  sostener  determinadas 
ideas. 

Ya  no  es,  á  nuestro  juicio,  problema,  supuesto  el 
grado  de  cultura  á  que  han  llegado  las  sociedades  mo- 
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demás  y  supuestas  las  bases  que  constituyen  el  dere- 
cho de  la  generalidad  de  los  pueblos  contemporáneos, 
que  no  existe  el  llamado  delito  de  opinión. 

En  otro  tiempo,  dentro  de  una  organización  social, 
distinta  de  la  actual,  se  creía  y  se  afirmaba  que  exis- 
tían esos  delitos. 

Hoy  apenas  hay  quien  se  atreva  siquiera  á  plantear 
y  discutir  esta  tesis,  porque  es  indudable  que  la  mayo- 
ría de  las  gentes,  que  los  hombres  más  ilustrados,  los 
tratadistas  más  eminentes  y  los  autores  cuya  autoridad 
ha  de  seguirse  al  analizar  y  estudiar  estas  cuestiones, 
afirman  de  consuno  que  opinar  sobre  determinados  pro- 
blemas políticos,  religiosos,  morales,  sociológicos,  etc., 
de  una  manera  6  de  otra,  no  es  ni  puede  ser  delito  en 
ningún  caso,  aun  cuando  el  escritor  se  deje  arrastrar  en 
la  emisión  de  su  parecer  y  de  las  doctrinas  que  crea 
preferibles,  hasta  los  mayores  absurdos,  hasta  los  ma- 
yores delirios  y  hasta  las  más  vitandas  exageraciones. 

De  suerte,  que  la  predicación  de  ninguna  doctrina, 
por  exagerada  que  parezca,  puede  considerarse  como 
delito,  y  esta  es,  á  nuestro  juicio,  una  de  las  mayores 
conquistas  que  han  hecho  el  espíritu  de  tolerancia  y 
las  ideas  de  justicia  en  el  ánimo  de  las  sociedades  mo- 
dernas; y  así  como  los  historiadores  señalan  una  fecha 
gloriosa  en  aquella  en  que  se  llevó  á  cabo  la  paz  de 
Westfália,  diciendo  y  asegurando  que  desde  la  redac- 
ción de  aquel  inmortal  tratado  quedó  garantida  y  ase- 
gurada la  libertad  de  la  conciencia  humana,  así  creemos 
nosotros  que  desde  el  punto  y  hora  en  que  ha  llegado 
á  admitirse  que  cada  hombre  puede  opinar  respecto  á 
los  más  varios  problemas  de  la  ciencia  y  de  la  vida,  co- 
mo estime  conveniente,  y  desde  el  punto  y  hora  en  que 
se  proclamó  el  respeto  á  todas  las  ideas,  y  en  que  se 
aseguró  á  la  emisión  de  todas  ellas  los  beneficios  del 
derecho,  desde  ese  momento,  la  obra  comenzada  en 
aquella  época  memorable,  ha  tenido  y  ha  alcanzado  su 
necesario  complemento. 
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LXXXIX 

De  aquí,  pues,  que  los  delitos  de  imprenta,  delitos 
que  consisten  en  la  expresión  de  las  ideas^  en  la  día* 
euBÍón  de  las  cuestiones  por  medio  de  ese  procedimien- 
to que  contribuye  á  bacer  más  rápida  y  fecunda  la  di- 
vulgación de  toda  creencia,  tengan  una  naturaleza  es- 
pecial y  exijan  que,  de  una  manera  especial  también^ 
se  traten  y  se  examinen. 

La  consideración  de  que  los  delitos  de  imprenta  son 
especiales  y  de  que  deben  ser  tratados  especialmente, 
lleva  á  muchos  escritores  á  sostener:  que  ban  de  defi- 
nirse en  leyes  solamente  dedicadas  á  ellos,  que  han  de 
ser  juzgados  ante  Tribunales  distintos  de  loa  ordinarios 
y  que  han  de  ser  castigados  con  penas  singulares,  sólü 
aplicables  también  á  esa  especie  de  delitos. 

En  realidad,  no  vamos  á  negar  ni  á  discutir  siquiera 
lo  razonable  de  esta  afirmación,  porque  en  el  fondo,  y 
examinando  la  cuestión  desde  la  altura  de  los  princi- 
pios, no  hay  nadie  que  opine  contra  esa  manera  de 
juzgar  este  importantísimo  problema. 

Lo  asombroso,  lo  verdaderamente  digno  de  conside- 
rarse y  estimarse,  es  que  ese  punto  de  ^dsta,  ami  sien- 
do tan  razonable  como  nosotros  declaramos  que  lo  es» 
jT  aun  siendo  tan  lógico  y  acertado  como  no  tenemoa 
inconveniente  en  afirmar  que  lo  es,  no  haya  prevale- 
cido en  la  sociedad  moderna,  ni  en  miiguno  de  los 
pueblos  constituidos,  con  arreglo  a  las  bases  del  novísi- 
mo Derecho. 

En  todas  partes  se  rechaza  de  una  manera  unánime 
y  fundada,  por  los  hombres  de  opiniones  más  avilixa- 
das  y  por  la  generalidad  de  los  que  representan  las 
diversas  tendencias  de  la  escuela  iBjeralj  esa  especia- 
lizaoión  en  la  manera  de  tratar  los'  ielitos  de  impren* 
ta.  En  todas  partes  se  pide  que  estoi  delitos  se  deñnaa 
en  la  ley  común,  en  el  Código  penal;  que  se  sometaa 
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al  conocimiento  de  los  Tribunales  ordinarios,  de  aque- 
llos que  juzgan  toda  especie  de  delitos,  y  que  se  les  cas- 
tigue con  las  mismas  penas  con  que  se  castiga  á  los 
autores  de  cualesquiera  otros. 

Este  contrasentido  nace,  á  nuestro  juicio,  de  razones 
puramente  históricas.  La  opinión  liberal,  la  opinión  en 
todas  partes  rechaza  la  especialización  en  materia  de 
imprenta,  porque  la  especialización  ha  sido  un  arma 
contra  la  libertad  de  imprenta  lo  mismo  en  la  mayor 
parte  de  los  pueblos  que  en  el  nuestro,  y  por  eso  los 
partidarios  de  la  libertad  de  imprenta  se  han  refugia- 
do, buscando  un  asilo  más  eficaz  para  sus  opiniones  y 
un  baluarte  más  firme  para  la  defensa  de  sus  ideas,  en 
el  derecho  común. 

La  especialización  (y  nos  referimos  á  lo  que  ha  su- 
cedido en  nuestra  Patria)  mataba  los  periódicos  y 
cohibía  la  libertad  de  pensar;  la  sumisión  al  derecho 
común  podía  dar  por  resultado  alguna  vez  que  el  es- 
critor más  culto,  más  inteligente  y  más  digno,  fuese  á 
extinguir  una  condena  á  cualquier  establecimiento  pe- 
nal, al  lado  de  los  reos  castigados  por  los  más  atroces 
y  más  repugnantes  delitos  comunes;  pero  el  contraste 
que  resultaba  de  esto  era  y  es  tan  enorme,  que  la  mis- 
ma enormidad  del  caso  ha  hecho  que  siempre  este  es- 
pectáculo se  prolongue  durante  muy  poco  tiempo,  por- 
que en  la  opinión  de  todos  estaba  la  necesidad  de  aten- 
der á  los  escritores  que  se  encontraban  en  ese  caso  y 
de  sacarlos  de  aquellos  lugares  donde  ciertamente  no 
debían  estar,  ni  estudiada  la  cuestión  bajo  el  punto  de 
vista  de  las  exigencias  jurídicas,  ni  estudiada  la  cues- 
tión bajo  el  punto  de  vista  de  las  exigencias  políticas, 
ni  considerada  á  la  luz  de  los  más  rectos  principios 
de  la  moral. 

Y  como  todo  el  mundo  abrigaba  la  seguridad  de  que 
esto  había  de  suceder  constantemente  y  de  que  la  pena 
impuesta  al  escritor  dentro  de  la  legislación  común  no 
había  de  cumplirse  con  rigor;  y  como,  por  otra  parte, 
las  penas  especiales  atacaban  menoscabándole  el  prin- 
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cipio  de  la  libertad  de  la  impreota  misma,  todos  hemos 
pedido  y  todos  hemos  sostenido  constantemente  en 
nuestras  dilatadas  luchas  políticas  y  en  las  Recuentes 
controversias  que  se  han  RuBcitado  acerca  de  este  ex- 
tremo, que  los  delitos  de  imprenta  fueran  sometidos  á 
la  legislación  común. 
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Esto  lo  hemos  hecho  durante  un  larguísimo  período; 
mas,  á  nuestro  juicio,  ese  período  debe  darse  ya  por  con- 
cluído.  Han  variado  las  cii^cunstancias  en  poco  tiempo, 
produciéndose  en  este  orden  de  cosas  un  cambio  ra- 
dical, profundo.  Acaso  en  ningún  otro  de  los  órdenes 
de  la  vida  social  y  política  se  ha  sentido  tanto  como 
en  éste  la  influencia  del  movimiento  revolucionario; 
influencia  que,  á  la  largaj  resulta  bienhechora  y  salu- 
dable porque  refresca  el  ambiente  de  las  sociedades 
políticas,  renueva  las  instituciones  que  en  ellas  exis- 
ten y  da  á  las  nuevas  más  fecundas  condiciones  de 
vida  para  desarrollar  y  fomentar  los  intereses  de  loa 
pueblos. 

Así  debemos  apreciar,  ante  todo^  la  obra  de  la  Re* 
volución  de  Septiembre  de  1868;  y  sin  extendemos  á 
otras  consideraciones  que  nos  llevarían  lejos  del  ver- 
dadero objeto  que  inspiran  las  presentes  Uneas,  debe- 
mos limitamos  á  juzgar  la  obra  de  ese  movimiento 
político  respecto  de  la  cuestión  de  la  libertad  de  la 
prensa. 

En  este  punto,  como  en  otros,  aquel  movimiento  res- 
pondió á  los  deseos  y  á  las  aspíi'acíones  de  la  opinión 
pública,  porque  es  indudable  que  antes  de  aquella  fe- 
cha la  prensa  no  era  libre. 

Hay  en  nuestras  sociedades  políticas  verdadera  ne- 
cesidad  de  que  lo  sea,  en  atención  á  dos  consideracio- 
nes fundamentales:  al  respeto  que  exigen  todos  los  de- 
rechos individuales,  y  á  la  conveniencia  de  mantener 
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y  arraigar  las  condiciones  precisas  para  que  exista  y  se 
desenvuelva  el  Gobierno  parlamentario. 

Si  el  ciudadano  no  tiene  derecho  á  emitir  libremen- 
te la  opinión  que  profesa  respecto  á  los  múltiples  asun- 
tos que  la  política^  la  ciencia  y  la  administración  pue- 
den ofrecerle,  no  puede  asegurarse  que  los  derechos 
individuales  están  suficientemente  reconoeidos  y  res- 
petados en  un  país  donde  esto  ocurra. 

Si  la  prensa  no  es  libre;  si  no  puede  reflejar  con  en- 
tera independencia  los  clamores  de  la  opinión;  si  el  de- 
recho no  la  ampara  á  fin  de  que  en  sus  columnas  pue- 
dan exponerse,  sin  trabas  de  ninguna  especie,  toda 
suerte  de  opiniones^'toda  suerte  de  clamores,  toda  suer- 
te de  quejas  y  censuras  acerca  de  la  gobernación  del 
Estado  y  de  la  manera  como  llevan  á  cabo  esa  gober- 
nación los  encargados  de  dirigirla,  no  puede  decirse 
que  hay  sinceridad,  ni  que  hay  lealtad  en  la  manera 
de  practicar  el  sistema  representativo. 
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.^^Generalmente  en  nuestro  País  no  se  ha  examinado 
esta  cuestión  nunca  más  que  bajo  el  aspecto  de  los  de- 
rechos individuales,  por  esa  tendencia  propia  de  nues- 
tra raza  y  de  nuestras  tradiciones,  que  siempre  nos  en- 
camina á  individualizar  todos  los  problemas  y  á  pospo- 
ner todos  los  intereses  al  interés  individual,  y  todos  los 
conceptos  al  concepto  individualista. 

Hasta  en  eso  se  advierte  la  falta  de  sentido  social, 
que,  como  hemos  dicho  tantas  veces,  ha  sido  siempre 
una  de  las  condiciones  de  nuestro  pueblo;  pero  real- 
mente la  libertad  de  la  prensa  es  una  garantía  políti- 
ca, mucho  más  importante,  bajo  el  punto  de  vista  del 
interés  colectivo  y  de  las  exigencias  del  Gobierno  par- 
lamentario, que  en  consideración  al  derecho  reconocí- 
do  á  todos  los  ciudadanos  de  emitir  y  publicar  libre- 
mente sus  ideas. 
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Benjamín  Constant  lo  decía  hace  mucho  tiempo  en 
su  discurso  célebre  de  13  de  Febrero  de  1817:  «Todo 
el  mundo  sabe  que  la  libertad  de  la  prensa  ea  neeesa- 
ríaj  no  solamente  para  ventaja  de  los  escritores;  es  ne- 
cesaria, como  la  palabra,  para  toda  suerte  de  ciudada- 
nos, y  si  todos  tienen  necesidad  de  pedir  socorro  euaa- 
do  se  les  ataca  en  mitad  de  la  calle  ó  cuando  de  noche 
se  invade  su  domicilio,  también  tienen  necesidad  de 
poder  protestar  y  defenderse  por  medio  de  la  prensa 
contra  la  arbitrariedad^  si  la  arbitrariedad  les  hiere, 
y  contra  el  despojo j  si  se  trata  de  despojarlos. 

^La  causa  de  la  prensa  es  la  del  rentista  cuando  se 
trata  de  arruinarle;  la  del  inocente  cuando  se  detiene 
ó  se  le  envía  encadenado  á  lejanas  comarcaa;  la  del  co* 
merciante  cuando  se  le  arruina  por  una  política  falsa  y 
deplorable;  la  del  protestante  cuandOj  bajo  vanos  pre- 
textos, se  suspende  el  ejercicio  de  su  culto;  la  del  em- 
pleado cuando  se  le  dirigen  calumnias;  la  de  todos  los 
franceses,  en  fín,  cuando  se  arrastra  la  dignidad  nacio- 
nal á  los  pies  del  extranjero.* 

Se  dirá,  quizá,  que  Benjamín  Constans  era  un  exal- 
tado. Pues  bien;  al  lado  de  estas  palabras  suyas,  pode- 
mos y  debemos  recordar  lo  que  Chateaubriand  escribía 
en  aquel  notable  folleto  La  Monarquía  seffün  la  Caría^ 
que  es  uno  de  los  trabajos  más  importantes  del  ilustre 
escritor. 

^Allí,  dice  Chateaubriand,  no  se  comprende  un  Go- 
bierno representativo  sin  libertad  de  imprenta,  y  en 
el  Gobierno  representativo  hay  dos  Tribunales;  uno,  el 
de  las  Cámaras,  donde  los  intereses  particulares  de  la 
nación  son  juzgados;  otro,  el  de  la  misma  nación,  que 
juzga  fuera  del  recinto  donde  tienen  su  asiento  las  Cá- 
maras. En  las  discusiones  que  se  promueven  entre  el 
Ministerio  y  la  Cámara^  ¿cómo — añade^ — podría  el  pú- 
blico conocer  la  verdad,  si  los  periódicos  estuvieran 
sometidos  á  la  censura  del  Ministerio,  es  decir,  á  la  in- 
fluencia de  una  de  las  partes  interesadas?  ¿Cómo  el 
Ministerio  y  la  Cámara  conocerían  la  opinión  pública, 
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m  el  que  expresa  la  voluntad  general  de  esta  opinión 
no  pudiera  expresarla  libremente? 

»E8  necesario — concluye — en  una  Monarquía  cons- 
titucional que  el  poder  de  las  Cámaras  y  del  Ministe- 
rio se  armonicen  de  la  única  manera,  ó  por  lo  monos  de 
la  manera  tnás  eficaz  que  se  encuentra  de  annonizarlo, 
que  es  por  medio  de  la  libertad  de  la  prensa,  y  allí  don- 
de esa  libertad  no  existe,  la  Constitución  no  es  más  que 
im  juego.  3* 

Eflta  afirmación  enérgica  y  terminante  condensa  de 
una  manera  acabada  todo  su  pensamiento,  y  autoriza 
Ies  ideas  que  nosotros  venimos  exponiendo  en  este 
mismo  sentido. 

La  libertad  de  la  prensa  es  necesaria,  es  indispensa- 
ble en  el  régimen  representativo.  Para  que  el  Gobier- 
no representativo  sea  una  verdad,  es  preciso  que  la 
prensa  sea  libre. 

xcn 

Generalmente  se  ha  creído  y  se  ha  dicho  por  los  que 
no  aon  partidarios  de  esta  misma  doctrina,  que  la  preu- 
sa  es  un  elemento  demoledor  y  disolvente,  y  que  su  li- 
bertad aseguraba  sólo  los  perniciosos  efectos  que  se  le 
atribuyen. 

Excusado  es  decir  que  nosotros  no  admitimos  en 
manera  alguna  esta  afirmación,  ni  siquiera  la  creemos 
discutible^  porque  se  necesita,  á  nuestro  juicio,  tener  un 
criterio  bien  estrecho  y  equivocado  de  la  realidad  de 
las  cosa^j  para  suponer  que  la  función  de  la  prensa  sea 
nna  fimción  deletérea^  y  á  la  que  es  preciso  poner  coto 
por  todos  los  medios  imaginables. 

La  prensa  es  un  elemento  de  Gobierno  y  uno  de  los 
elementos  de  Gobierno  más  poderosos;  y  allí  donde  ha 
adquirido  mayor  desarrollo  y  más  influencia  ejerce,  allí 
donde  se  la  considera  un  poder  del  Estado  y  donde  fle 
dice  de  ella  que  es  el  cuarto  poder  público,  es  donde 
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hay  necesidad  de  ir  á  contemplar  y  estudiar  hasta  qué 
3unto  son  beneficiosos  los  resultados  que  produce  el 

'.  lecho  de  que  la  prensa  goce  de  entera  y  completíi  li- 
bertad. 

xciri 

Pues  bien;  antes  de  1868,  antes  del  movimiento  po- 
lítico realizado  aquel  año  en  nuestro  País,  la  prensa 
no  era  libre,  ni  en  lo  que  se  refiere  á  estas  garantías 
políticas  estaban  respetados  los  derechos  de  los  ciuda- 
danos,  ni  en  lo  que  toca  á  ella  estaban  atendidas  las 
necesidades  del  Gobierno  representativo.  Así  acabó 
aquel  régimen  de  una  manera  tan  desastrosa  y  tan  jus- 
tificada. 

La  revolución  proclamó  la  libertad  de  imprenta  sin 
trabas  ni  limitaciones  de  ningún  género. 

Durante  muchos  años  se  ejercitó  esa  libertad  tal  co- 
mo podían  apetecer  sus  más  ardientes  defensores,  y  en 
honor  de  la  verdad  no  produjo  los  resultados  que  te- 
mían y  que  anunciaban  Jlos  enemigos  de  esta  garantía 
política;  pues  si  bien  es  cierto  que  la  prensa  de  ios  añas 
1872  y  1873  ofreció,  para  los  que  estudian  detenida- 
mente las  manifestaciones  de  la  opiniónj  algunos  casos 
de  exageración  y  evidente  apasionamiento,  indudable- 
mente esto  hay  que  imputarlo,  no  tanto  á  la  libertad 
de  que  gozaba  la  prensa  misma,  cuanto  á  las  circuns- 
tancias por  que  entonces  atravesaba  el  País;  porque  no 
hay  que  olvidar  que  habiendo  estallado,  como  estalla- 
ron en  aquella  época,  dos  guerras  civiles,  y  apasionadas? 
las  luchas  políticas  hasta  el  punto  que  todo  el  mundo 
recuerda,  no  es  extraño  que  el  lenguaje  de  la  genera- 
lidad de  los  periódicos  no  fuese  el  ordinario  y  el  co- 
mún, ni  es  extraño  tampoco  que  de  vez  en  cuando  apa- 
reciesen en  la  prensa  órganos  de  publicidadj  que  más 
que  verdaderos  periódicos,  eran  libelos  inspirados  ó 
por  la  pasión  de  partido,  ó  por  los  enconos  de  alguna 
lucha  personal. 
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En  la  actualidad,  es  decir,  en  la  época  en  que  nos- 
otros escribimos  este  libro,  goza  también  la  prensa  de 
nuestro  País  una  libertad  absoluta;  cada  periódico  dice 
lo  que  estima  conveniente,  y  cada  escritor  juzga  como 
cree  más  oportuno  los  actos  del  Poder  público  y  los  su- 
cesos que  se  verifican  en  la  nación. 

Pues  bien;  hoy,  como  siempre,  la  prensa  española  es 
modelo  de  discreción,  comedimiento  y  templanza. 

De  vez  en  cuando  alguno  de  nuestros  periódicos  suele 
pablicar  escritos  del  extranjero,  de  la  prensa  francesa, 
de  la  prensa  portuguesa,  de  la  misma  prensa  británica, 
y  en  esos  trabajos  hemos  observado  también,  más  de 
una  vez,  una  violencia  de  lenguaje,  un  exceso  de  pa- 
sión á  que  verdaderamente  no  estamos  acostumbra- 
dos en  nuestro  País,  á  pesar  del  carácter  meridional  de 
nuestro  pueblo  y  del  genio  apasionado  de  nuestras  ma- 
sas; lo  cual  significa  que,  bien  mirado,  cuando  se  han 
cometido  excesos  de  esa  especie  no  han  debido  acha- 
carse, como  ya  hemos  dicho,  á  la  solidez  de  las  garan- 
tías que  aseguraban  el  ejercicio  de  la  libertad  de  im- 
prenta, sino  á  otras  circunstancias  excepcionales  y  pa- 
sajeras que  no  deben  ser  tenidas  en  cuenta  para  nada 
cuando  se  trata  de  estudiar  y  resolver  este  problema. 


XCIY 

Aquellos  excesos,  sin  embargo,  de  1872  y  1873  pro- 
vocaron una  verdadera  reacción,  porque  en  1874  y  1875 
se  operó  una  verdadera  reacción  en  lo  que  se  refiere  á 
las  cuestiones  de  libertad  de  imprenta;  reacción  que 
tampoeo  se  contuvo  dentro  de  límites  prudentes  y  pre- 
visores; reacción  que  fué,  sin  duda  alguna,  mucho  más 
lejos  del  punto  á  donde  debía  haber  llegado  para  aten- 
der á  las  reclamaciones  de  la  opinión  pública. 

En  el  período  inaugurado  entonces  hubo  supresio- 
nes de  periódicos  áb  trato;  se  estableció  durante  algún 


Digitized  by 


Googlt 


ÍBW  COMENTARIOS  Á  l^  LEY  DEL  JVEADO 

tiempo  entre  nosotros  el  sistema  de  intervenir  la  Auto- 
ridad de  la  provincia  por  medio  de  volantes  semioficia- 
leSj  somioficiosos,  en  la  confección  de  los  periódicos^ 
señalándoles  las  materias  que  podían  discutirse  sin 
riesgo  y  las  materias  que  era  peligroso  poner  sobre  el 
tapete;  sistema  con  el  cual  se  trataba  evidentemente  de 
impedir  el  esclarecimiento  y  examen  de  determinadas 
cuestiones  en  interés  de  los  hombres  mismos  que  ejer- 
cían el  poder;  sistema  deplorable,  que  afortunadamente 
no  pasó  por  nuestra  legislación  ni  por  nuestras  costum- 
bres más  que  como  un  verdadero  meteoro. 

Eu  esa  época  también  se  llegó  á  una  de  las  madores 
aberraciones  que  noeotroa  creemos  que  puede  registrar 
la  historia  de  la  legislación  en  este  punto,  que  es  el  he- 
cho de  someter  los  llamados  delitos  de  imprenta  á  un 
Tribunal  especial,  excluyendo  la  práctica  de  toda  prue- 
ba y  castigando  con  la  suspensión  al  periódico  que  tra- 
taba de  injuriar  á  la  Autoridad  ó  sus  representantes. 
En  este  orden  de  ideas  estimamos  que  esa  es  la  herida 
más  grave  que  ha  podido  inferirse  á  la  libertad  de  im* 
prenta^  y  no  conocemos  nada  tan  opuesto  á  aquella  li- 
bertad como  el  principio  en  que  descansaba  ese  pre- 
cepto. 

XCV 

Injuria  á  la  Autoridad  ó  sus  representantes,  en  el 
sentido  lato  que  á  la  palabra  injuria  dan  nuestras  le- 
yes penales,  y  más  que  nuestras  leyes  penales,  mies 
tras  costumbres  y  el  común  sentir  de  las  gentes,  es 
.  todo  ataque  dirigido  contra  laa  personas  que  ejercen  el 
Poder  ó  sus  delegados  por  los  actos  que  realizan.  Ape- 
nas hay  un  acto  de  oposición  hecho  por  medio  de  la 
prensa,  siempre  que  el  escritor  haya  empleado  al  rea- 
lizarlo un  lenguaje  viril  y  un  tono  severo,  propios  de 
esa  clase  de  ataques,  que  no  pueda  ser  calificado  de 
injuria  á  la  Autoridad.  Injurias  á  la  Autoridad  en  eee 
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•caso  son  toda  oposición,  y  no  hay  ataque  ni  crítica  que 
pueda  verse  libre  de  ese  calificativo;  y  si  á  nosotros 
nos  fiíera  lícito  buscar  ejemplos,  que  en  este  caso  nos 
llevarían  demasiado  lejos  y  darían  excesiva  extensión 
á  estas  consideraciones,  nuestros  lectores  verían  ple- 
namente demostrada  la  verdad  de  lo  que  estamos  di- 
ciendo. 

Abundando  nuestro  Código  penal  en  esta  misma 
manera  de  considerar  esas  cuestiones,  ha  establecido 
que  respecto  de  las  injurias  á  la  Autoridad  se  admita 
la  prueba,  y  que  siempre  que  el  que  injurie  pruebe  la 
exactitud  del  hecho  que  imputó  al  injuriar  á  una  Au- 
toridad 6  sus  representantes  quede  indemne  de  toda 
pena,  porque  si  injuria  es  toda  expresión  proferida  en 
descrédito  de  una  persona,  y  si  la  crítica  de  los  actos 
de  una  Autoridad  tiende  realmente  á  desacreditarla  y 
desprestigiarla,  establecer  que  no  se  admita  prueba 
del  cargo  dirigido  contra  la  Autoridad  ó  sus  represen- 
tantes, era  declarar  á  éstos  inviolables  y  á  la  opinión 
impotente  para  combatirlos  y  censurarlos. 

Pues  bien:  las  disposiciones  que  imperaron  en  nues- 
tro País  relativas  al  ejercicio  de  la  libertad  de  impren- 
ta desde  1875  hasta  1882,  establecían  que  todo  perió- 
dico en  el  cual  se  profirieran  injurias  contra  la  Auto- 
ridad, ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  todo  periódico  en  el 
cual  se  censurare  la  conducta  de  la  Autoridad  ó  sus 
representantes  de  una  manera  enérgica  y  resuelta,  fue- 
ra sometido  al  Tribunal  especial,  y  una  vez  declarado 
que  realmente  se  cometió  el  delito  de  injurias,  sin  admi- 
tirle la  prueba  acerca  de  si  era  ó  no  fundado  el  ataque, 
86  le  condenase  á  la  pena  de  suspensión. 

Este  precepto,  que  era  una  patente  de  inviolabilidad 
á  favor  de  los  hombres  que  ejercían  el  Gobierno  y  de 
sus  delegados  y  representantes,  subsistió  durante  toda 
esa  época  levantando  y  suscitando  todí**specie  de  cla- 
mores y  protestas. 
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XCVI 

Con  este  precepto  coexistían  otros  igualmente  aten- 
tatorios á  la  libertad  de  imprenta,  que  eran  aquellos 
que  establecían  como  pena  para  los  delitos  cometidos 
por  medio  de  la  prensa  la  suspensión  y  la  supresión. 

Estas  penas  se  habían  imaginado  y  se  habían  inven- 
tado en  daño  de  los  periódicos  de  mayor  circulación, 
autoridad  é  importancia;  precisamente  en  daño  de  aque- 
llos órganos  de  la  prensa  que  más  respeto  merecen  y 
más  consideraciones  exigen  de  parte  de  los  Gobiernos, 
por  lo  que  vale  y  representa  esa  poderosa  y  noble  ins- 
titución. 

Un  periódico  de  gran  circulación  y  de  gran  base  no 
es  jamás  un  libelo  perturbador;  no  es  casi  nunca  ni  si- 
quiera el  arma  política  de  un  partido.  Yéase,  si  no,  lo 
que  ocurre  entre  nosotros  acerca  de  esto.  Tres  ó  cuatro 
periódicos  hay  en  nuestro  País,  de  esos  que  merecen 
verdaderamente  el  nombre  de  periódipos  de  gran  cir- 
culación,  de  grandes  diarios;  ninguno  de  ellos  es  órga- 
no de  una  parcialidad  determinada.  Todos  tienen  un 
carácter  de  independencia  que  procuran  sostener  y 
acentuar,  sin  duda,  porque  saben  sus  redactores  que  la 
vida  de  uno  de  esos  órganos,  verdaderas  instituciones 
de  la  prensa  periódica,  es  siempre  mucho  mayor  que  la 
vida  efímera  y  pasajera  de  los  que  suelen  formarse  ex- 
clusivamente en  el  campo  político. 

En  los  países  donde  el  periodismo  tiene  mayor  arrai- 
go y  una  existencia  más  antigua,  así  como  maycnres 
condiciones  de  duración  y  vitalidad,  la  mayor  parte  de 
los  periódicos  de  gran  circulación  procuran  mantener 
esa  independencia;  por  cuyo  motivo,  en  un  periódico 
de  gran  circulación  y  de  gran  base  hay  que  ver  siem- 
pre dos  elementos:  uno  que  le  presenta  como  un  reflejo 
autorizado  de  la.  opinión  pública,  y  otro  que  le  presen- 
ta como  una  gran  empresa  que  defiende  cuantiosísimos 
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iDtereseg  y  que  atiende  á  la  sabsiatoncía  de  numerosa  íí 
familias. 

Ríes  bien:  pongamos  al  lado  do  estos  periódieüs  de 
gran  cireidaeiónj  de  lo  que  son  y  significan,  una  ley 
vaga  que  estableee  la  suspensión  en  términos  poeo 
concretos,  á  fin  de  dar  margen  para  que,  según  sus  dis- 
posiciones, pueda  arbitrariamente  la  Autoridad  jutli- 
eial  imponerla  de  la  manera  que  más  convenga  eu  cada 
caso;  una  ley  que  establece  la  suspensión  como  pena 
de  las  injurias  que  se  profieran  contra  las  Autoridades, 
como  pena  del  hecho  de  suscitar  polémicas  que  pro- 
duzcan discordias  en  el  Ejército,  como  pena  de  las  no- 
ticias falsas  que  se  publiquen  y  puedan  causar  alarma 
6  dañar  al  crédito  del  País,  y  hasta  como  pena  de  las 
alusiones  indirectaa  que  se  dirijan  á  los  más  altos  re- 
presentantes de  la  Autoridad  y  del  Poder. 

Es  decir,  pongamos  al  lado  de  aquellos  periódicos 
una  ley  que  por  lo  equívoco  de  su  redacción,  por  lo 
ambiguo  de  sus  preceptos,  por  lo  oscuro  de  sus  reglas^ 
por  lo  deficiente  de  sus  mandatos,  sea  una  amenaza 
constante  y  causa  de  un  temor  perenne;  porque  no  pue- 
de haber  debate  sobre  punto  alguno,  ni  exposición  de 
ninguna  queja,  ni  manera  de  formular  una  censura  que 
no  pueda  directa  ó  indirectamente  ser  juzgada  como  un 
hecho  que  cae  por  completo  dentro  de  aquellas  pres- 
cripciones. 

En  esa  situación,  en  el  gran  periódico,  en  el  periódi- 
co de  gran  circulación  luchan  dos  intereses  encontra- 
dos: de  una  parte,  el  interés  noble,  elevado  é  indepen- 
diente que  anima  al  escritor  público  á  convertirse  en 
eco  de  las  quejas  y  de  los  clamores  que  la  opinión  sien- 
te, que  la  opinión  formula;  de  otra  parte,  el  interés  le- 
gítimo y  noble  también  de  la  empresa,  que  no  quiere 
ver  esterilizados  sus  sacrificios,  ni  que  la  ruina  sus- 
tituya y  reemplace  á  un  florecimiento  industrial  indu- 
dable. En  esa  lucha,  lucha  angustiosa,  porque  la  pena 
de  suspensión  es  siempre  una  pena  mortal  para  un  pe- 
riódico, y  porque  la  pena  de  suspensión  aplicada  por 
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lijs  Jueces  de  derecho  es  la  vida  en  manos  de  loa  dele- 
íi(íülos  del  Gobierno;  en  esa  lucha,  decimos,  unas  veces 
triunfa  un  interés  y  otras  el  contrario,  pero  siempre 
desfallece,  agoniza  y  sucumbe  la  libertad  de  la  prensa; 
y  no  es  posible  que  donde  quiera  que  esa  lucha  pueda 
plantearse,  donde  quiera  que  el  periódico  de  gran  cir- 
culación esté  sujeto  á  condiciones  tan  precarias,  no  es 
posible,  decimos,  que  áubsista  y  viva  la  libertad  de  im- 
prenta, 

xcyn 

Los  Gobiernos  que  establecieron  aquellos  preceptos 

Ír  que  los  hicieron  subsistir  desde  1875  hasta  1882,  á 
o  que  aspiraban,  lo  que  pretendían,  lo  que  deseaban, 
lo  que  lograron  era  tener  en  sus  manos  la  suerte  y  la 
existencia  de  los  grandes  periódicos,  la  suerte  y  la  exis- 
tencia de  todos  los  periódicos  que  contribuyen  á  for- 
mar la  opinión. 

De  esta  manera  tenían  en  sus  manos  la  opinión  mifi- 
ma  é  influían  sobre  ella  de  una  manera  decisiva;  pero 
á  la  larga  estas  violencias  son  de  todo  punto  estériles, 
no  producen  el  resultado  que  con  ellas  se  busca  y  aca- 
ban por  merecer  universal  reprobación,  siendo  conde- 
nados y  viéndose  obligados  los  mismos  Gobiernos  que 
las  conservaron  a  hacerlas  desaparecer. 

Así  ha  sucedido  en  este  caso,  porque  ese  sistema 
duró  muy  poco;  laS  buenas  ideas  se  han  abierto  camino 
y  han  llegado  á  modificar  por  completo  el  estado  de 
nuestro  derecho  público  respecto  á  ase  punto  importan- 
tísimo. 

Nosotros  llamamos  buenas  ideas  en  este  punto,  aten- 
diendo á  su  significación  y  valor  históricos  que  antes 
hemos  explicado,  á  la  de  que  la  prensa  esté  sometida  á 
la  ley  comúu,  á  los  Tribunales  ordinarios,  y  A  la  de  que 
los  que  cometan  delitos  de  prensa  sufran  pena  especial, 
pero  que  no  sea  especial  por  su  índole»  sino  por  su  cuan- 
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tía,  coTi??iptiemln  la  especialidfid  en  mía  proporción  equi- 
tativa  y  adecniada  entre  el  daña  que  pueda  cansar  el 
delito  de  impi*euta  y  la  cantidad  de  pena  aflictiva  á 
Cüireccional  que  ha  de  imponerse  al  que  le  comete. 

En  una  palabra,  los  delitos  de  imprenta  deben  estar 
definidos  en  el  Código  penal  y  castigados  en  ese  mismo 
Código.  Las  penas  con  que  han  de  castigarse  deben  ser 
de  la  misma  naturaleza  que  aquellas  que  siiTen  para 
castigar  los  demás  delitos;  pero  es  necesario  que  esas 
penas  se  impongan  á  los  autores  del  delito  de  prensa 
en  aquella  medida  que  reclama  el  daño  positivo  que 
puede  hacerse  por  medio  de  cualquier  instrumento  de 
publicidad. 

Añadiendo  á  esto  que  los  delitos  de  prensa  sean  per- 
seguidos y  castigados  por  los  Tribunales  con  la  inter- 
TeDcióu  del  Jurado,  con  la  intervención  que  al  Jurado 
otoigE  la  presente  ley^  creemos  completo  el  sistema  á 
que  puede  sujetarse  esta  clase  de  delitos. 


xcYip; 

A  la  verdad,  nf>  hay  entre  todos  una  especio  de  deli- 
ios  que  de  una  mauera  tan  adecuada  y  tan  propia  pue- 
dan someterse  al  conocimiento  del  Tribunal  popular, 
porque  si  la  única  consecuencia  ordinariamente  del  de- 
lito de  prensa  es  que  las  excitaciones  que  se  dirigen  á 
la  opinión  por  medio  de  los  periódicos  puedan  arra.s- 
trar  á  esa  opinión  misma,  ó  si  puede  esa  opinión  extra- 
viarse por  noticias  falsas  ó  por  juicios  erróneos  que  los 
periódicos  propalen,  nadie  como  la  opinión  misma,  na- 
die como  esas  personas  que  están  en  íntimo  contacto 
con  ella  y  á  quienes  no  puede  suponei'se  en  manera  al- 
guna influidos  por  prejuicios  ó  por  intereses  especiales, 
pueden  apreciar  y  estimar  hasta  qué  punto  esas  exci- 
tíieiones  son  peligi'osas,  hasta  qué  punto  las  noticias 
falsas  ó  los  conceptos  equivocados  han  producido  el 
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efecto  para  que  se  escribieron,  y  han  contribuido  á  que 
se  realice  un  pensamiento  criniinaL 

líadie  tampoco  mejor  que  los  mismos  Jueces  de  he- 
cho pueden  apreciar,  teniendo  en  cuenta  las  teorías  del 
escritor,  la  ocasión  en  que  ol  escrito  se  publico  y  bia 
circunstancias  por  que  entonces  ati*avesara  el  País;  has- 
ta qué  punto  hubo  malicia  en  la  Cí^peeie  ó  comentario 
que  sirvió  de  base  al  proceso,  ó  hasta  qué  punto  el  es- 
critor se  dejó  arrastrar  por  su  apasionamiento  ó  por 
alguno  de  esos  efectos  que  on  este  orden  de  hechos  y 
de  ideas  suelen  ejercer  tan  gran  influjo  en  la  iniciativa 
y  en  la  voluntad  individual. 

Hay  que  tener  siempre  en  cuenta  al  examinar  esta 
problema,  como  al  afirmar,  segi'm  afirmamos  nosotros, 
que  los  mejores  Jueces  en  las  cuestiones  de  imprenta 
son  los  Jueces  de  hecho,  la  condición  de  esos  delitos 
especiales,  lo  que  para  nosotros  es  un  axioma:  que  no 
hay  delito  en  profesar  determinadas  ideas,  que  no  hay 
delitos  de  opinión;  axioma  que,  después  de  todo^  es  la 
base  de  nuestras  leyes  penales  respecto  á  ese  punto, 
porque  en  él  está  fundada  la  reforma  que,  acerca  de 
esta  parte  de  la  legislación  penal,  introdujo  el  Código 
de  1870  en  el  Código  de  1350. 

Y  hay  que  tener  tambiÓTi  presente  que,  como  ya  he- 
mos dicho  repetidas  veces,  los  Jueces  de  derecho^  que 
se  consideran  como  funcionarios  dependientes  del  (tí> 
biemo  en  el  orden  administrativo  establecido  en  el 
País,  tienen  siempre  y  han  revelado  constantemente, 
sobre  todo  cuando  han  formado  parte  de  los  Tribuna- 
les especiales  de  imprenta,  Tribunales  especiales  que 
tienen  una  historia  bien  íriste  en  nuestro  País;  liaiL 
revelado  siempre,  decimos,  tendencia  á  iiicliuarse  ú.  la 
defensa  de  los  deseos  y  de  la  voluntad  del  Gobierno  y 
sus  agentes. 

Y  no  hay  nada  más  triste,  ni  nada  más  digno  de  re- 
probación y  censura  que  el  espectáculo  de  un  país,  en 
el  cual  no  puede  proclamarse  alto  y  claro  la  verdad,  iii 
pueden  referirse  los  sucesos  que  acaecen^  ni  pueden  co- 
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mentarse  con  virilidad,  con  energía  y  con  justicia,  por- 
que funcionarios  depon  di  entes  del  Gobierno,  es  decir^ 
de  aquella  voluntad  misma  que  realiza  esos  hechos  y 
que  es  el  alma  de  sus  inspií'aciones,  sellan  los  labios 
del  ciudadano  6  impiden  ú  I03  que  ejercen  en  la  prensa 
la  misión  de  ilustrar  la  opinión,  el  ejercicio  de  esta  no- 
bilísima tarea.  Por  esto  no  hay  posibilidad  de  que  en 
un  país  libre  y  culto  deje  de  someterse  el  conocimien- 
to de  los  delitos  de  prensa  al  Jurado  cuando  el  Jura- 
do existe  en  él, 

A  este  criterio  obedece  el  núm.  2.*^  del  art.  4."^  de 
la  ley  que  comentamos,  siendo  censtirable  que  en  el  se 
haya  hecku  excepción  de  los  delitos  de  lesa  Majestad 
por  la  misma  consideración  que  se  han  exceptuado  en 
el  núm.  1.^,  porque  ciertamente  que  un  delito  de  esta 
especie  cometido  por  medio  de  la  prensa  no  debería  ser 
objeto  de  otro  procedimiento  que  el  que  ha  de  seguir- 
se ante  el  Jurado;  pero  así  lo  han  querido,  contra  la 
lógica  y  contra  lo  que  nosotros  estimamos,  las  con- 
Teniencias  del  orden  político  y  consideraciones  de 
otra  especie  que  no  debemos  discutir  con  mayor  am- 
plitud. 

XCIX 

Terminado  el  examen  del  art.  4.<^,  poco  nos  resta 
que  decir  respecto  de  él. 

Desde  Inego,  lo  único  que  se  nos  ocurre  observar, 
hechas  las  indicaciones  que  preceden,  es  que,  tal  como 
88  establece  el  Jurado  en  España  por  virtud  de  la  ley 
que  comentamos,  quedan  sometidos  á  su  competencia 
tantos  ó  más  delitos  que  en  parte  alguna  lo  están  á"ese 
modo  de  enjuiciar  y  á  esa  especie  de  Tribunales. 

No  tenemos  aquí  en  cuenta  para  hacer  esta  aprecia- 
ción lo  que  disponen  las  leyes  en  Inglaterra,  en  los  Es- 
tados Unidos  ni  en  algún  otro  país,  donde  una  orga- 
nización especial  de  los  Tribunales  contribuye  á  que 


Digitized  by 


Googl( 


im  OOHieNTAETOS  A  LA  LEY  DEL  JTJBADO 

pueda  aflrmarse  la  idea  de  que  allí  todos  los  delitos  se 
Bometen  al  cooocímiento  del  Jurado,  Ya  hemos  dicho 
acerca  de  esto  en  otro  lugar  lo  que  creemos  oportuno, 

KI  establecimiento  del  Jurado  exige  como  comple- 
mento indiflpensablej  el  de  un  ordeu  de  Tribunales 
inferiores,  análogos  á  él  en  cuanto  á  su  constitución,  á 
quienes  kc  encomiende  el  conocimiento  de  los  delitos 
caíítigados  con  pena  correccional;  y  el  día  que  esto  se 
haga,  las  candiciones  de  nuestra  legislación  y  de  nues- 
tros procedimientos  respecto  de  este  punto  importan- 
tísimo serán  muy  parecidas  á  las  en  que  se  encuen- 
tran Inglaterra  y  los  Estados  Unidos,  y  entonces  po- 
drá decirse  aquí,  como  allí,  que  el  procedimiento  á  que 
se  someten  toda  clase  de  delitos  responde  á  las  condi- 
ciones esenciales  de  un  Derecho  procesal  que  ha  ad- 
mitido enti'e  las  que  le  constituyen,  la  institución  del 
Jurado. 

Pero  mientras  tanto,  podemos  afirmar  que,  compara- 
da nueíítra  legislación  con  la  que  rige  en  la  mayor  par- 
te de  los  países  de  Europa,  el  Jurado  funcionará  en  Es- 
palia  en  condiciones  de  mayor  amplitud  que  en  nin- 
giin  otro,  ó  por  lo  menos  en  las  mismas  condiciones  de 
amplitud  con  que  existe  en  los  puntos  donde  las  leyes 
le  consagran  la  mayor  posible. 

C 

Cuando  se  discutió  la  ley  de  1883  se  insistió,  por  par- 
te de  los  que  la  examinaron  en  el  Parlamento  y  en  la 
prensa,  en  que  aquella  ley  sometía  al  conocimiento  del 
Jurado  mayor  número  de  figuras  de  delito  que  la  ma* 
yor  parte  de  las  vigentes  en  Europa  y  que  la  de  En- 
juiciamiento criminal  del  año  1872,  que  fti6  la  primera 
que  estableció  entre  nosotros,  de  un  modo  completo, 
esa  institución. 

Ahora  podemos  decir  nosotros,  teniendo  á  la  vista  la 
ley  de  1888,  que  ésta  es  una  de  las  que  someten  al  co- 
nocimiento del  Jurado  mayor  número  de  grupos  de  de* 
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litos,  no  BÓlo  en  relíición  á  las  que  rigen  en  los  demás 
pueblos  de  Enropa,  supuestus  las  excepciones  que  an- 
tes hemos  indicado,  sino  con  referencia  a  las  promul- 
g;ida^  antes  de  ahora  en  España  y  li  los  proyectos  de 
ley  de  Jurado  que  han  llegado  á  preHentiivse  á  nues- 
tros Cu  erizos  Colegisladores  y  se  han  discutido  aquí  ex- 
tensamente. 

Nuestro  Código  penal  comprende  74  grupos  de  deli- 
tos. Conviene  ver  de  una  manera  gráfica,  para  apreciar 
toda  la  extensión  de  la  competencia  del  Jurado  y  toda 
la  importancia  de  los  preceptos  del  art.  4.**  de  esta  ley, 
cuáles  son  los  gnipoH  sometidos  á  su  conocimiento  y 
cuáles  son  los  que  se  someten  al  de  los  Tribunales  urtU- 
nanos;  y  nada  nos  parece  tan  oportuno  como  hacer  un 
examen  comparativo  en  la  fonna  siguiente: 


i  LA  COlfTKTBNClA  DUL  JUaitJO. 


Delitos  de  traición. 


ttl^UTDS    aOUETTPUS 

Á  LA  fOílPKTBKt  lA  1>E  LUS  TÜlIlUNALEa 

DE  DEKEl  His. 

Delitos  que  comprometen  la  paz 
y  la  independencia  del  Estado, 

Delitos  contra  el  derecho  de 
l^f  entes* 

Piratería. 


DelitOB  contra  las  Cortes,  sus  in- 
di viduoa  y  contra  el  Consejo 
de  Minifltros. 

Delitos  contra  la  forma  de  Go- 
bierno. 

Delitos  cometidos  por  los  parti- 
culares con  ocasión  de  los  de- 
rechos individuales  garantizar 
dos  por  la  Constitución, 

Delito B  cometidos  por  loa  funcio- 
narios ptblicos  contra  el  ejer- 
cicio de  Jos  derechos  indivi- 
duales sancionados  por  la  Cons- 
titución. 

Delitos  relativos  al  libre  ejerci- 
cio de  los  cultos. 


Delitos  de  lesa  Majestad. 
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DELITOS    BOHSTn>üa 
A    LA    f:OMr£t£|ii:U    DKL   JI^BADO 

Rebelión. 
Sedición. 


Dl^tO«   BOHBTIDOB 

i  LA  CüVFWmtCLk  tJK  LOS  TRIDClMLia 

DE    DERECHO. 

Atentados  contra  la  Autoridad 

y  ñus  agentes. 
KesiBtencia  y  desobediencia. 
Den  a  cato  3,  inaultos,  injurias    j 

amenazas  á  la  Autoridad. 
Insultos,   injurias  y  amenazas  á 

mis  agentes  y  dem^  funcion»- 

rioe  públicos. 
Desórdenes  públicos. 


Faláiíicación  de  la  firma  ó  estam- 
pilla Real  y  de  las  flemas  de 
lofl  Ministros. 

Falsificación  de  los  sellos  y 
marcas. 

Falsificación  de  la  moneda* 

Falsificación  de  billetes  de  Ban- 
co, documeíitoQ  de  crédito,  pa- 
pel sellado^  sellos  de  telégra- 
fos y  de  correos  y  demás  efec- 
tos timbrados  cuya  expendi- 
ción  esté  reservada  al  Estado, 

Falsificación  de  documentos  pú- 
blicos, oficiales  y  de  comercio 
y  de  loB  despaclios  telegrá- 
ñcOB, 

Falsificación  de  documentos  pri- 
vados. 


Falsificación  de  cédulas  de  Td- 
cindad  y  certificados. 

Ocultación  fraudulenta  de  bienes 
y  de  industrias,  del  fab^o  testi- 
monio y  de  la  acusación  y  de- 
nuncias  falsas. 

Usurpación  de  funciones,  calidad 
y  títulos  y  uso  indebido  de 
nombres,  trajes,  insignias  y 
condecoraciones. 


Infracción  de  las  leyes  sobre  in- 
humaciones y  de  la  violación 
de  sepulturas* 

Delitos  contra  la  salud  publica. 


Juegos  y  rifaa- 


Abusos  contra  la  honestidad.         Prevaricación. 

Cobecho.  Ii^delidad  en  la    custodia    da 

presos. 
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DELITOS  £O3£ETII>0B 

MaTversación    de   caudales   p&- 
blicofi* 


Parricidio, 

Asee  mato. 
Homicidio- 

llísparo  de  arma  de  fuego  con- 
tra cnalquier  persona, 
Infaütifídio, 
Aborto. 
Ihiéío. 


DÜUTDS  BOMKTTDOS 

X  IjÁ  COMFETENCIA  DK  toa  TBIBOHALBa 

DE  DEBKCUO^ 


Inñdelidad  en  la  custodia  de  do- 
cümentoa. 

Violación  de  aecretoa. 

Desobediencia  y  denegación  de 
auxilio. 

A  nti  c  i  p  ac  i  óii »  p  rol  ongació  n  y 
abandono  de  funciones  pú- 
blicas. 

Usurpación  de  atribuciones  y 
nombramientos  ilegales. 

Negociaciones  prohibidas  k  los 
empleados. 


Violación  y  abusos  deshonestos. 
Rapto. 


Adulterio. 
Escándalo  público. 


Calumnia. 
Injuria. 

Suposición  de  partos  y  usurpa- 
ción de  estado  civil. 

Celebración  de  matrimonios  ile- 
gales. 


Detenciones  ilegales. 
Sustracción  de  menores. 


Abandono  de  niños. 
Allanamiento  de  morada. 
Amenazas  y  coacciones. 
Descubrimiento  y  revelación  de 
secretos. 
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nXUTO»  SOMETIDOS 
1   LÁ  COMFEI'KHCIA  DEL   JUEtADO 

Robos, 

Incendios  y  otros  estragos. 


DELITOS    fiUlfETIDOS 
A  LA  COMPETEKCIA  DE  LOS  TE  LB  CHALES^ 

DE  DEEEnro. 

Hurtos- 

Usurpación. 

Aisea miento,  quiebras  ó  insolven- 
cia punibles. 

Estafas  y  otros  engaños- 

MuqumítcicfUDS  para  alterar  e) 
preüio  de  las  teosas. 

Casas  de  préstamos  sobre  pren- 
das. 

Daños. 


Imprudencia  punible,  cuando  si 
Subiere  mediado  malicia,  el 
becho  constituya  alguno  de  los 
delitos  enumerados  en  esta 
parte. 


Toda  imprudencia  no  compren- 
dida en  la  indicación  de  la 
otra  columna. 

Quebrantamiento   de  sent^neía. 


ei 


El  anterior  estado  nos  muestra  que  de  74  grupos  do 
delitos,  31,  los  más  importantes,  los  más  transcenden- 
tales y  más  graves,  se  someten  al  conocimiento  del  Ju- 
rado; y  además  de  estos  31^  la  mayor  parte  de  las  lesio- 
nes, que  no  las  hemos  incluido  en  él,  porque  sabido  es 
lo  que  acerca  de  ellas  dispone  el  art.  4,*^;  que  unas,  laa 
más  graves,  se  sometan  al  conocimiento  del  Jurado, 
mientras  las  más  leves  quedan  sometidas  á  los  Tribu- 
nales ordinarios. 

Tampoco  hemos  incluido  el  que  comprende  el  estu- 

fíro  y  la  corrupción  de  menores,  porque  de  los  dos  de- 
itos  que  forman  este  grupo,  el  primero  se  somete  al 
conocimiento  de  los  Tribunales  de  derecho,  y  la  corrup- 
ción de  menores  al  conocimiento  del  Jurado. 


Digitized  by 


Googl( 


TÍT.   i— CAP-  lí— ABT.   4.»  201 


CU 


Comparando,  aunque  sea  de  un  modo  BoraerOj  nues- 
tra legislación  con  la  que  rige  en  la  mayor  parte  de  los 
paiseB  del  mundo»  se  comprueba  y  demuestra  la  afir- 
mación que  acabamos  de  exponer. 

Sería  demasiado  larga  la  tarea  y  prolongaría  mucho 
nuestro  trabajo,  dándole  además  proporciones  extraor- 
dinarias que  no  consiente  la  paciencia  del  lector,  ni  lo 
exigen  lajs  necesidades  del  asunto,  de  entrar  ahora  en 
esa  comparación  minuciosa  y  detallada;  pero  no  cree- 
mos que  huelga,  ya  que  no  nos  sea  posible  llegar  á  se- 
mejante ampliaoióUj  decir  algo  sobre  este  punto  ^  que, 
euando  meuos,  evidencie  la  notoriedad  y  exactitud  del 
aserto  que  hemos  emitido  y  que  ae  consigna  en  este 
comentario. 

Se  ha  íbmiulado  tin  cargo  contra  la  ley  del  Jurado 
por  la  manera  como  sus  autores  han  resuelto  la  cuestión 
de  competencia. 

Este  cargo  consiste  en  decir  que  se  han  mermado  de 
tal  suerte  las  facultades  del  Tribunal  popxilar,  que 
su  creación  resulta,  más  que  una  coneeísión  hecha  á  la 
realidad  y  urgencia  de  determinadas  aspiraciones,  una 
verdadera  mistificación;  y  á  este  cargo  es  al  que  vamos 
á  contestar,  y  nos  bastará  para  ccmseguirlo  recoger  de 
entre  los  varios  elementos  de  comparación,  los  que  re- 
sultan de  las  leyes  vigentes  en  Alemania  y  en  Italia. 

Estos  dos  países,  donde  existe  un  verdadero  floreci- 
miento jurídico  y  donde  todo  el  mundo  reconoce  que 
hay  un  progreso  grande  en  lo  qne  toca  á  este  orden  de 
cnestlones;  estos  países,  decimos,  van  á  la  cabeza  de  los 
demás  pueblos  por  lo  que  toca  y  so  refiero  á  las  solu- 
ciones del  problema  jurídico. 

El  número  de  publicaciones  qne  en  ellos  ve  constan- 
temente la  luz;  el  número  y  la  calidad  de  las  obras  ja- 
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TÍdicas  que  allí  se  escriben  y  se  imprimen;  la  fama  de 
que  ^ozan  y  la  autoridad  que  han  conquistado  los 
tratadistas  alemanes  é  italianos  que  se  ocupan  en  el 
examen  de  las  ciencias  morales  y  jurídicas;  y  más  que 
nada,  el  sentido  jurídico  y  la  cultura  que  tienen  esos 
pueblos,  han  contribuido  á  darles  y  a  que  universal- 
mente  se  les  reconozca  esa  ñupremacía. 

Por  eso  nosotros  no  hemos  vacilado  en  escoger  estos 
términos  de  comparación,  y  creemos  que  de  ella  resul- 
tará probado  lo  que  nos  proponemos  demostrar;  y  no 
será  preciso  que  ahondemos  más  en  el  asunto  ni  que 
vayamos  á  otros  pueblos  ni  á  otras  legislaciones  á  bus* 
car  términos  de  analogía  para  el  desarrollo  de  nuesÍTa 
tesis. 


om 


En  Alemania  la  jurisdicción  criminal  está  distribui- 
da entre  cuatro  ordenes  de  Tribunales:  el  de  esc^binos, 
las  Salas  correccionales  6  Tribunales  de  región,  el 
Tribunal  de  Assises  y  el  Tribunal  Supremo  del  Im- 
perio. 

El  Tribunal  de  escabinos,  compuesto  de  nn  Juez  can- 
tonalj  como  Presidente,  y  de  dos  Magistrados  de  los 
que  se  llaman  esmbums,  conoce  de  toda  contravención 
leve;  de  los  delitos  que  se  castigan  con  tres  meses  de 
prisión  ó  con  una  multa  de  600  marcos;  de  las  injurias 
ó  lesiones  que  se  persiguen  sólo  á  instancia  de  la  parte 
ofendida;  del  delito  de  robo  sin  violencia,  cuando  el  va* 
lor  del  objeto  robado  no  paí^a  de  25  marcos;  del  delito 
de  estafa,  cuando  el  daño  no  excede  de  la  misma  canti- 
dad; del  delito  que  conMste  en  apropiarse  el  poseedor 
un  objeto  mueble  que  se  halla  bajo  su  custodia,  y  del 
que  comete  quien  voluntaria  ó  ilegal  mente  deteriora  d 
destruye  la  propiedad  ajena,  siempre  que  en  uno  y  otro 
caso  el  perjuicio  causado  no  pase  de  la  suma  indicada; 
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y  por  último,  de  los  delitos  de  complicidad  y  encubri- 
miento (1). 

La  competencia  de  la  Sala  correccional  del  Tribunal 
de  región,  es  más  amplia  que  la  del  Tribunal  de  esca- 
binos.  Esta  Sala  se  compone  de  un  Presidente  y  cinco 
Magistrados,  aun  cuando  en  la  mayor  parte  de  los  ca- 
sos basta  que  la  sentencia  sea  dictada  por  tres;  y  cono- 
ce de  los  delitos  que  no  son  de  la  competencia  del  Tri- 
bimal  de  escabinos;  de  los  crímenes  que  llevan  consigo 
una  pena  que  no  exceda  de  cinco  años  de  reclusión;  de 
los  crímenes  cometidos  por  persona  que,  en  el  momen- 
to de  realizarlo,  no  haya  cumplido  aún  18  años;  de  los 
crímenes  de  atentado  á  las  buenas  costumbres,  contra 
persona  menor  de  14  años  ó  á  quien  se  obligue  á  su- 
frirlos; de  los  crímenes  de  robo,  cuando  se  roban  obje- 
tos sagrados  ó  se  perpetra  el  hecho  con  escalamiento  ó 
fractura,  ó  utilizando  llaves  falsas,  ó  llevando  armas,  6 
en  sociedad  con  otros  delincuentes,  ó  cometiendo  el  de- 
lito de  noche,  ó  cuando  el  autor  de  cualquiera  de  estos 
hechos  es  reincidente;  del  crimen  de  encubrimiento, 
cuando  el  que  lo  comete  ejerce  habitualmente  el  oficio 
de  encubridor  ó  es  reincidente,  y  del  crimen  de  estafa, 
cuando  su  autor  también  ha  reincidido  en  cometer  el 
mismo. 

Aparte  de  esto,  la  ley  confiere  á  la  Sala  correccional 
el  conocimiento  y  juicio  de  gran  número  de  hechos, 
como  son:  la  infracción  de  la  ley  de  inmunidad  de  bu- 
ques mercantes;  los  actos  castigados  por  la  ley  de  Socie- 
dades en  comandita  y  de  Sociedades  por  acciones;  in- 
frtu5ción  de  la  ley  de  estado  civil;  infracción  de  la  ley 
de  Bancos  y  otras  varias;  de  los  atentados  y  resistencia 
á  la  Autoridad  y  contra  el  orden  público;  de  las  inju- 
rias, lesiones,  ganancias  ilícitas,  etc.,  etc.,  en  cuya  enu- 
meración no  entramos  porque  sería  ésta  excesivamente 


(1)  Ley  de  organización  judicial  del  Imperio  alemán  de  1877,  ar- 
tículos 26  y  27.— Código  alemán  de  1870,  artículos  242,  246,  268,  303, 
:258,  núm.  l.o,  y  269. 
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polijü,  peto  que  bastaria  á  demostrar  hasta  qué  punt^ 
es  amplia,  general  y  extensa  la  competeiieia  de  ente 
organismo,  colocado  por  la  ley  entre  el  Tribimal  de  es- 
cabinos  y  el  Tribunal  de  Assises  ó  del  Jurado  (1). 

Al  Jurado  no  le  encümienda  la  ley  más  que  el  cono- 
cimiento de  lotí  crímenes  {ck  los  crlmejíeSj  nótase  bien), 
que  no  seau  de  la  competencia  de  la  Sala  correccional  ó 
del  Tribunal  Supremo  (2);  y  el  Tribunal  Supremo,  con 
arreglo  á  lo  que  dispone  el  art*  136  de  la  referida  ley 
de  organíjsaciün  judicial  del  Imperio,  instruirá  y  fallará 
©n  primera  y  única  instancia  las  causas  por  delitos  de 
alteración  y  de  ti*aieión  contra  el  Estado,  cuando  estna 
crímenes  se  hayan  cometido  contra  la  persona  del  Em- 
perador ó  contra  el  Imperio. 

Ya  se  ve,  por  lo  que  acabamos  do  exti-actar,  que  la 
competencia  del  Jurado  en  Alemania  no  es  más  exten- 
sa que  la  competencia  del  Jurado  en  España;  antes 
bien,  nosotros  creemos  que  si  descendiéramos  á  un 
examen  detenido  5^  minucioso,  en  el  que  no  hemos  que- 
rido entrar  por  hts  razones  indicadas;  sí  comparáramos 
artículos  con  artículos  y  examináramos  lo  que  sucede 
respecto  á  cada  grupo  de  delitos  en  orden  á  la  juris' 
dicción,  segiin  lo  dispuesto  en  la  ley  orgánica  referida 
y  en  el  Código  penal  alemán,  y  segi'm  ío  dispuesto  en 
nuestras  leyes  del  Jurado  y  en  nuestro  Código  penal 
también j  resultaría  que  en  España  han  de  someterse  al 
conocimiento  de  esta  nueva  institueióu  mayor  mi  mero 
de  procesos  que  en  Alemania ,  habida  cuenta  do  la  di- 
ferencia de  nuestras  respectivas  estadísticas  criminales 
y  de  que,  casos  que  allí  no  Tan  en  modo  alguno  á  co- 
nocimiento del  Jurado,  aquí  han  de  serle  sometidos 
desde  luego.  Y  no  queremos  decir  nada  de  si  hay  ó  no 
en  la  ley  española  y  en  el  conjunto  del  organismo  que 
ella  establece  mayor  claridad  y  sencillez,  y  por  c^nsi- 


(1)     Isy  úe  organización  judicial  del  Imperio  alemán,  artfciiloe  77^ 
73,  74  y  75,  y  artículos  del  Código  penal  concordante  con  éatm. 
(3)     Artículo  80. 
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gmentej  menos  probabiUdadeg  de  que  surjan  cuestio- 
néis y  dificultudes  en  la  pTáctica  que  en  la  ley  alema- 
na^ porque  esto  refiulta  Daturalinente  y  sin  esfuerzo 
de  lo  que  yenimos  exponiendo. 


crv 


La  orgauizanión  judicial  de  Italia  deseansa  también 
sobre  la  diferencia  que  exií4te  entre  los  crímenes ,  los 
delitos  y  las  faltas,  CJrímenes  son  los  actos  penales  cas- 
tigados por  la  ley  con  pena  de  muerte^  de  trabajos  for* 
zades,  perpetuos  ó  temporales,  de  reclusión  y  de  relega- 
ción ó  inhabilitación  pai-a  los  cargos  públicos;  y  delitos 
son  ios  actos  penales  que  la  ley  castiga  con  pena  co- 
rreccional. Se  llaman  penas  confecciónales  en  el  CV*- 
digo  italiano,  la  cárcel,  el  presidio,  el  confinamiento, 
el  destierro  local,  la  suspensión  del  ejercicio  de  cargos 
públicos  y  la  multa.  Las  penas  de  policía,  quo  contri- 
buyen á  definir  como  faltas  los  actos  que  la  ley  castiga 
oon  ellas,  son  el  arresto  y  la  multa  leve  (1), 

Segiín  el  art.  9.^  del  Código  de  procedimiento  penal 
italiano^  corresponde  al  Tribunal  de  Asaises,  con  in- 
terrención  del  Jui^ado,  el  conocimiento  de  todos  los 
crímenes  y  además  el  de  los  delitos  contra  la  seguri- 
dad ulterior  y  exterior  del  Estado,  salvo  el  caso  en  que 
el  Senado  se  constituya  en  Alto  Tribunal  de  Justicia, 
caso  parecido  ó  análogo  al  de  nuestras  leyes;  el  de  loa 
atentados  contra  el  ejercicio  de  los  dereclios  políticos 
j  de  las  garantía?  electorales;  del  abuso  de  los  minis- 
tros de  cualquier  culto  en  el  ejercicio  de  sus  funciímes; 
del  hecho  de  pronunciar  un  discurso  ó  publicar  un  es- 
crito que  por  su  naturaleza  pueda  excitar  el  desprecio 
ó  descontento  contra  la  persona  del  Eey  ó  de  la  Farai- 


(1)    Código  penal  d^l  reino  de  Itatia)  arta.  2. o,  13,  26  f  35, 
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Ik  Real  ó  contra  las  instituciones  constitucionales,  y 
de  todos  los  delitos  de  imprenta  (1). 

El  conocimiento  de  los  delitos  no  comprendidos  en 
esta  enumeración  pertenece  al  Tribunal  coiTeccional, 
salvo  los  que  están  reservados  á  la  jurisdicción  del  Pre* 
tor,  quien  también  juzga  las  faltas  castigadas  con  pe- 
nas de  poKcía. 

No  diremos  despuóí?  de  esta  enumeración  que  el  Ju- 
rado italiano  tenga  menos  competencia  que  el  español; 
pero  sin  entrar  a  detuostrarlo  de  una  manera  más  ex- 
tensa, podemos  afirmar  que  su  competencia  es  aniíloga, 
y  que  allí,  como  aquí,  se  ha  trazado  A  la  acción  de  íos 
Tribimales  popúlalas  ima  esfera  de  desarrollo,  de  des- 
envolvimiento  suficiente;  si  bien  nosotros  creemos,  y 
seguiremos  afirmándolo,  que  son  preferibles  los  térrai- 
nos  en  que  lo  ha  hecho  la  ley  española,  considerado 
este  asunto  desde  el  punto  de  vista  de  los  principios 
que  informan  nuestra  legislación  criminal,  que  deben 
siempre  tenerse  en  cuenta. 


ov 


Por  lo  demás,  aun  cuando  haya  quien  crea  que  lan 
excepciones  á  la  competencia  del  Jurado  en  sí  mismas 
son  viciosas  y  censurables,  nosoti^os  ya  hemos  demos- 
trado  en  lo  que  venimos  diciendo  y  en  las  manifesta- 
ciones que  dejamos  hechas  en  este  largo  comentario, 
que  no  lo  juzgamos  de  ese  modo,  porque  creemos,  y 
esto  constituye  una  de  nuestras  ideas  fundamentales 
respecto  de  la  materia,  que  hay  delitos  que  no  deben 
ir  en  manera  alguna  á  conocimiento  del  Jurado,  y  en 
cambio  hay  delitos  que  no  deben  quedar  tampoco,  por 
ningún  motivo,  ni  por  razón  de  ninguna  especie  some- 
tidos  al  conocimiento  de  los  Tribimales  de  derecho;  que 


(1)     Artículo  nieneionatlo  del  Código  de  procedimiento  penal  y  sus 
con  cor  dun  tes  del  Código  penal. 
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éatos  y  el  Jurado  pueden  coexistir,  porque  así  lo  reela- 

mim  \m  diversas  necesidades  de  cada  especie  de  delitos; 
y  sería  peligroso  en  muchos  de  ellos  prescindir  de  las 
eoiidieiííaes  singulares  y  espeeialísíraas  que  indudable- 
mente tienen  los  Jueces  de  derecho,  y  que  nadie  hasta 
ahora  ha.  podido  negar  de  una  manera  fundada  y  razo- 
nable.    ' 

ívoes,  pues,  argumento  para  nosotros,  ni  produce 
en  uaesti'o  ánimo  la  menor  iuipre^sióuj  el  que  se  nos 
hable  de  lo  que  sucede  en  países  donde  la  organización 
judicial  histórica  entrega  el  conocimiento  de  todos  los 
delitos  al  Jurado,  ni  lo  que  ocuitc  en  países  doude^ 
mmo  en  Austria,  los  jurados  son  competentes  para  es- 
timar y  apreciar  les  hechos  relativos  a  los  delitos  de 
estafa,  engaño  y  calumnia;  delitos  qtie,  según  hemos 
demostrado,  por  su  carácter,  por  hus  circunstancias  y 
por  sa  índole,  no  deben  en  manera  alguna  venii*  jamás 
al  examen  y  conocimiento  de  los  jurados. 


CVI 

* 

Pero  hay  más  todavía.  Los  que  formulan  estos  car- 
gos contra  la  ley  de  1 883  y  contra  suí*  autores ,  defen- 
dieron en  su  tiempo  enérgica  y  resueltamente  coíqo 
tm  ensayo  satisfactorio,  oportuno  y  realizable  de  la 
institución  del  Jurado,  la  ley  de  1872.  Esta  ley  resolvía 
el  problema  de  la  competencia  del  Jurado,  diciendo 
que  éste  había  de  conocer: 

I."*  De  las  causas  por  delitos  a  que  las  leyes  seña- 
lan  penas  snperioi-es  en  cualquiera  de  sus  grados  á  la 
de  presidio  mayor- 

2.^  De  las  causas  por  delitos  comprendidos  en  el 
tft.  U,  y  en  los  caps.  1.^,  2.«  y  3.^*  del  tít.  IK,  lib.  2.» 
del  Código  penal j  que  son  los  delitos  contra  la  Consti- 
tución  y  los  de  rebelión  y  sedición. 

3-*^  De  las  causas  por  delitos  definidos  y  penados 
en  la  ley  electoral 
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4,^     De  las  causas  por  delitos  cometidos  poü'  medio 

de  la  imprenta,  el  gi-abado  ú  otro  medio  inecáaieo  de 
publicación;  exceptuándose  los  delitos  de  injur]La  y  ca- 
lumnia cometidos  por  este  medio  contra  particulares  ó 
contra  fimcionarios  públicos  injuiiados  ó  cahifliniadoa 
por  sus  actos  privados. 

El  Sr.  Bravo  j  en  su  edieiSn  anotada  de  la  ley  de  20 
de  Abril  de  1888,  de  la  cual  hemos  hablado  ya,  ha  he- 
cho un  estudio  comparativo  de  ambas  leyes  ^  y  de  él 
deduce  que  la  actual  de  1888  ha  extendido  la  compe- 
tencia del  Tribunal  del  Jurado  al  conocimiento  de  de* 
litos  que,  con  arrcí^lo  al  art-  661  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal  de  22  de  Diciembre  de  1872,  no  cono- 
cía aquel  Tribunal;  y  lo  prueba  enumerando  en  los  tér- 
minos siguientes  (1)  esos  delitos:  <^Los  abusos  contra 
la  honestidad,  dice,  cometidoa  por  funcionarios  pilbli- 
eos,  cohecho^  malversación  de  caudales  públicos.  A  loa 
dos  primeros  delitos  les  fienalu  el  Código  penal  una 
pena  aflictiva  menor  en  la  escala  gradual  del  art.  26  á 
la  de  presidio  mayor,  y  por  consiguiente,  de  éstos  no 
podrá  conocer  el  Tribunal  del  Jiu*ado ,  segiln  la  ley  de 
1872,  que  señalaba  esta  regla  en  primer  término  para 
determinar  la  competencia;  y  respecto  de  la  malversa- 
ción, sólo  podía  conocer  el  Jurado  en  el  caso  4.^  del 
art.  405  del  Código  penaL  Hoy,  por  disposición  termi* 
nante  de  la  ley,  son  delitos  comprendidos  dentro  de  la 
esfera  á  que  la  competencia  del  Jurado  alcanza,  á  pe- 
sar de  que  la  pena  con  que  están  castigados  sea  menor 
que  la  de  presidio  mayor- 

»Lo  mismo  decimos,  añade,  del  delito  de  infantici- 
dio, que  como  tal,  no  está  nunca  castigado  con  pena 
superior  á  la  de  prisión  mayor;  los  abortos,  de  que  sólo 
en  el  caso  L*^  del  art.  425,  ú  sea  cuando  son  causados 
ejerciendo  violencia  en  la  mujer  embavazadaj  tienen 
señalada  pena  de  reclusión  temporal;  el  duelo,  que  sólo 
en  el  caso  de  que  se  considero  como  homicidio  ó  asesi- 

(1)     Pág-8L 
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nato,  tiene  señalada  pena  mayor  qne  la  de  prisión  ma- 
yor; los  abusos  deshonestos,  comprendidos  en  el  artícu- 
lo 454;  la  corrupción  de  menores,  castigada  en  el  ar- 
tículo 459;  el  rapto,  fuera  del  caso  señalado  en  el 
art.  460,  que  tiene  señalada  pena  grave;  las  detencio- 
nes ilegales,  sólo  castigadas  con  pena  de  reclusión  tem- 
poral en  los  casos  del  art.  476;  la  sustracción  de  un 
menor,  en  todos  los  casos;  los  robos,  aun  en  el  caso  5.^ 
del  art.  516;  los  incendios,  castigados  en  los  artículos 
564,  565,  566,  567,  568,  570,  571  y  574;  y  la  impru- 
dencia temeraria,  castigada  en  el  art.  581. 

> Todos  los  delitos  que  dejamos  anteriormente  seña- 
lados no  estaban  comprendidos  antes  entre  los  que  ha- 
bía de  resolver  el  Jurado;  y  hoy,  sin  embargo,  son,  por 
expresa  declaración  de  la  ley,  de  la  competencia  del 
mismo. 

*En  cambio,  el  Jurado  actual  no  conocerá  de  ciertas 
causas  expresadas  terminantemente  en  la  ley  de  1872, 
como  son  las  formadas  por  delitos  de  lesa  Majestad, 
comprendidos  y  castigados  en  los  artículos  157  al  164, 
y  especialmente  atribuidos  al  conocimiento  del  Jurado 
por  el  núm.  2.^  del  art.  661  de  la  ley  de  22  de  Diciem- 
bre de  1872;  tampoco  conocerá  hoy  el  Jurado  de  las 
causas  por  delitos  de  falso  testimonio,  comprendidos 
en  los  números  1.^  y  2.^  del  art.  332  del  Código  penal 
y  castigados  con  pena  superior  á  la  de  presidio  mayor, 
que  por  esta  razón  atribuía  la  ley  antigua  á  la  compe- 
tencia del  Jurado,  ni  de  las  causas  por  ninguno  de  los 
delitos  comprendidos  en  las  leyes  electorales  y  de  que 
conocía  con  arreglo  á  la  ley  de  1872. 

»Como  se  ve,  concluye,  algunos  delitos  han  sido  ex- 
cluidos del  conocimiento  del  Jurado;  pero  es  indudable 
que,  cualesquiera  que  sean  las  razones  que  las  Cortes 
y  el  Gobierno  haj'^an  tenido  para  ello,  y  que  no  es  nues- 
tro propósito  hoy  examinar  ni  menos  criticar,  no  es  po- 
sible decir  que,  dado  el  número  mucho  mayor  de  delitos 
que  hoy  están  sometidos  al  conocimiento  del  Jurado,  y 
que  antes  no  tuvo  atribuido,  la  competencia  de  eMa  iris- 
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atuám  hvi  m  España  se  haya  d¡smmmdú^  sino  que  re- 
sulta precisamente  todo  lo  contrario.  ^' 

Hemos  apelado  al  testimonio  del  Sr.  Bravo ,  porque^ 
en  realidad,  es  un  testimonio  competente  é  iraparcíal, 
y  porque  con  él,  con  lo  que  él  dice  contestamos  á  tnu- 
clios,  que  habiendo  sido  partidarios  ardientes  de  la  ley 
de  1872  y  habiendo  sostenido  que  aquella  ley  venía  á 
realizar  y  consagi-ar  esa  preciada  conquista  democráti- 
ca, sostienen  hoy  que  la  ley  de  1  H!S8  no  lo  realiza,  pre- 
cisamente por  lo  que  merma  y  menoscaba  la  compe- 
tencia del  Jurado. 

Para  los  efeetoa  políticos  de  esta  institueióu,  convie- 
ne mucho  hacerlo  constar,  así  como  para  los  efectos 
jurídicos  y  facultativos  dentro  de  la  ciencia  del  Dere- 
cho, conviene  notar  que  el  sistema  á  que  obedece  la 
solución  dada  á  la  cuestión  de  competencia  en  la  ley 
de  1888  respecto  á  la  de  1872,  es  preferible  y  encierra 
grandes  ventajas. 

CVII 

Sólo  nos  resta  comparar  lo  dispuesto  en  el  art.  4.^ 
de  la  ley  vigente  con  lo  que  determinaba  el  2.^  del 
proyecto  aprobado  por  el  Senado  en  19  de  Mayo  de 
1883;  proyecto  que,  como  es  sabido,  se  debió  á  la  ini- 
ciativa del  Sr,  Eomero  Girón. 

Ese  artículo  dice: 

«El  Tribunal  del  Jurado  conocerá: 

»1,^  De  las  causas  por  delitos  comprendidos  en  el 
tít  n,  y  en  los  capítulos  1/*,  2/*  y  3.^  del  tít.  III  del 
lib.  2.<*  del  Código  penal. 

í2,<^     De  las  causas  por  delitos: 

y^a  De  falso  testimonio,  comprendidos  en  los  artícu- 
los 332  al  339  inclusive  del  Código  penah 

»¿     De  juegOj  definidos  y  penados  en  el  art.  358. 

*c  De  abusos  contra  la  honestidad,  previstos  en  los 
arte.  394  y  395. 
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»d  De  cohecho,  comprendidos  en  los  arts.  396  al 
404  inclusive. 

*e  De  parricidio,  asesinato  y  homicidio,  previstos 
en  los  arts.  417  al  429  inclusive. 

»/  De  infanticidio  y  aborto,  definidos  y  penados  en 
los  arts.  424  al  428  incljisive. 

»ff  De  lesiones  graves,  comprendidos  en  los  artícu- 
los 429,  430,  431,  núm.  l.o,  par.  2.^  del  núm.  4.^,  y  los 
análogos  á  los  anteriores  del  art.  432. 

*h  De  duelo,  previstos  en  los  arts.  439  al  443  y  445 
al  447  inclusive. 

>i    De  violación,  definidos  en  los  arts.  453  y  454. 

»j  De  estupro,  corrupción  de  menores  y  rapto, 
comprendidos  en  los  arts.  458  al  462  inclusive. 

^k  De  detenciones  ilegales,  sustracción  de  meno- 
res y  abandono  de  niños,  que  definen  los  arts.  495  al 
503  inclusive. 

*l  De  robo,  comprendidos  en  los  arts.  515  al  529 
inclusive. 

*m    De  hmi:o,  definidos  en  el  art.  533. 

»w    De  estafa,  penados  en  el  art.  553. 

»o  De  incendios  y  otros  estragos,  comprendidos  en 
los  arts.  561  al  574  inclusive. 

»3.^  De  las  causas  por  delitos  definidos  y  penados 
en  las  leyes  electorales. 

»4.^  De  las  causas  por  delitos  cometidos  por  medio 
de  la  imprenta,  grabados  ú  otro  medio  mecánico  de  pu- 
blicación. 

»5.<^  De  los  delitos  frustrados,  tentativas,  complici- 
dad y  encubrimiento  de  cualquiera  de  los  delitos  cuyo 
conocimiento  se  atribuye  á  la  competencia  del  Jurado 
y  de  los  conexos  con  alguno  de  ellos. » 

Comparando  el  texto  de  este  artículo  con  el  art.  4.^ 
de  la  ley  actual,  resulta  que,  con  arreglo  al  proyecto  de 
1883,  iban  á  la  competencia  del  Jurado,  y  no  van  ahora, 
los  delitos  de  lesa  Majestad,  falso  testimonio,  juego  y  ri- 
fas, estupro  y  abandono  de  niños,  hurto  de  cosas  desti- 
nadas al  culto  que  se'cometiera  en  acto  religioso  ó  en 
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edificio  destinado  á  celebrarlos,  hurto  doméstico  ó  aquel 
en  que  interviniere  grave  abii(?o  de  confianza ,  ó  aquel 
en  que  el  autor  del  delito  fuese  dos  ó  más  veces  reinci- 
dente; la  estafa  que  define  el  art.  553  del  ( 'ódigo  penal ^ 
que  castiga  al  que  abusando  de  la  impericia  ó  pasiones 
de  un  menor,  le  hiciera  otorgar  en  su  pei^uicia  alguna 
obligación,  descargo  ó  transmisión  de  derecho  por  ra- 
zón de  préstamo  de  dinero,  ci^édito  ú  otra  cosa  mué- 
ble,  bien  aparezca  el  préstamo  claramente,  bien  se 
halle  encubierto  bajo  otra  forma,  y  los  delitos  electo- 
rales. 

En  cambio,  no  iban  con  arreglo  al  proyecto  de  1883 
al  conociniiento  del  Jurado,  pero  conforme  a  la  ley  de 
1888  serán  sometidos  á  61,  los  delitos  de  traición,  de 
falsificación  de  la  firma  ó  estampilla  Real,  de  la  firma 
de  los  Ministros,  de  los  sellos  y  marcas,  de  la  moneda, 
de  billetes  de  Banco,  de  documentos  de  crédito,  de  pa- 
pel sellado,  de  sellos  de  telégi-afoa  y  de  giro,  y  demás 
efectos  timbrados  cuya  expendí ción  está  reservada  al 
Estado;  la  falsificación  de  documentos  públicos  y  ofi- 
ciales y  de  comercio,  de  los  despachos  telegráficos  y  de 
los  documentos  privados,  la  malversación  de  caudales 
públicos  y  la  imprudencia  punible. 

No  vamos  á  disentir  ahora  ñi  era  ó  no  más  amplia  la 
competencia  del  Jurado  de  1883  relacionada  con  la  ley 
de  1S88.  Sea  de  esto  lo  que  quiera,  basta  con  lo  que 
hemos  enunciado  para  comprender  que  no  puede  de- 
cirse cieilamente  que  en  este  punto  ha  habido  retro- 
ceso por  lo  que  toca  á  la  ley  de  1888;  y  que,  antea 
bienj  teniendo  en  cuenta  la  calidad  de  los  delitos,  qui- 
zá podría  sostenerse  que  ha  habido  progreso,  que  ha 
habido  adelanto.  Sea  cierto  ó  no  que  lo  haya  habido,  ó 
mejor  todavía,  que  las  cosas  queden  en  1888,  sobre 
poco  más  ó  menos,  como  estaban  en  1883,  de  estos  he- 
chos no  pueden  deducirse  cargos  ni  razones  bajo  el 
punto  de  vista  de  la  mayor  ó  menor  amplitud  de  la 
esfera  de  la  competencia  del  Jurado.  En  cambio,  lo  que 
sf  puede  sostenerse  es  que  el  sistema  de  la  ley  de  1888, 
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relacionado  lo  mismo  con  las  legislaciones  extranjeras 
que  con  la  española  de  1872,  que  con  la  tentativa  de 
1883,  representa  un  verdadero  adelanto  desde  el  punto 
de  vista  del  sistema  adoptado  para  determinar  esa  com- 
petencia y  de  la  forma  empleada  en  la  redacción  de 
este  precepto  legal. 


CVIU 

En  conclusión,  pues,  afirmaremos: 

Primero.  Que  la  ley  de  1888  es  una  de  las  que  en- 
comiendan al  Jurado  el  conocimiento  de  mayor  número 
de  delitos. 

Segundo.  Que  si  no  comprende  muchos  que  algu- 
Bos  creen  debían  someterse  á  su  conocimiento,  no  es 
por  temor  al  Jurado,  sino  porque  su  índole  exige  que 
se  excluyan  del  conocimiento  del  Tribunal  popular; 
conclusión  que  no  está  reñida  ciertamente  con  las  ten- 
dencias que  hoy  prevalecen  en  la  ciencia  procesal,  por- 
que entre  estas  tendencias  hay  una  que  goza  de  gran- 
de autoridad  y  cada  día  va  conquistando  mayor  núme- 
ro de  prosélitos,  con  arreglo  á  la  cual  debe  procurarse 
con  constante  afán,  puesto  que  la  índole  de  esos  delitos 
lo  exige  y  la  naturaleza  de  los  procesos  que  por  esos 
delitos  se  forman  lo  demanda,  y  la  investigación  de  sus 
condiciones  lo  reclama,  el  crear  y  fundar  Tribunales  es- 
peciales, con  Jueces  adornados  de  condiciones  especia- 
íes  también,  que  les  atribuyan  una  capacidad  determi- 
nada para  sus  delicadas  é  importantes  funciones. 

Tercero.  Que  el  sistema  adoptado  por  la  ley  de 
1888  es  mucho  más  lógico,  es  mucho  más  acertado  y 
mucho  más  conveniente  que  el  que  prevalece  en  casi 
todas  las  legislaciones  extranjeras  y  que  el  que  pudo 
prevalecer  entre  nosotros  en  1872  y  1883;  porque  de 
todas  las  razones  que  pueden  tenerse  en  cuenta  para 
someter  ó  no  un  delito  al  conocimiento  del  Jurado,  no 
hay  ninguna  tan  decisiva,  ninguna  tan  real,  ninguna 
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tan  impoitante  y  que  tanto  vaya  al  fondo  de  las  oosaa 
mismas,  como  la  que  se  refiere  á  la  índole  de  los  de- 
litos. 

Cuarto.  Que  la  adopción  de  ese  sistema  permite 
dar  mayor  claridad  á  los  preceptos  legales  que  la  ctm- 
sagran. 

Basta  leer  con  algún  detenimiento  lo  que  hemos  di- 
eho  en  esta  parte,  dedicada  a  comparar  la  ley  eí?pañola 
de  1888  con  las  extranjeras,  sus  concordantes,  y  oon 
las  españolas  de  1872  y  1883,  para  comprender  que  la 
ley  española  de  1888  y  su  art.  4.*^,  son  más  claros  y 
han  de  suscitar  en  la  práctica  menos  dificultades  é  in- 
convenientes, por  lo  que  á  la  competencia  toca,  que  la 
ley  alemana,  que  la  ley  italiana  ó  que  aquella  parte  de 
nuestra  legislación  anterior  á  esta  fecha,  que  se  con- 
sulta como  antecedente  en  cuanto  al  restablecimiento 
del  Jurado. 

Para  determinar  en  Alemania  ó  en  Italia,  como  para 
determinar  en  España  en  1872,  la  competencia  en  un 
delito,  era  necesario  entregarse  á  xm  estudio  detenido 
y  minucioso  de  cada  caso,  apreciar  sus  circunstancias, 
ponerle  en  relación  con  la  ley  penal  é  investigar  esos 
pormenores  y  detalles,  que  generalmente  no  suelen 
conocerse  bien  en  los  procesos  sino  cuando  se  va  á  dic- 
tar la  sentencia;  en  cambio,  ahora  no  será  necesario 
nada  de  eso,  porque  bastará  que  el  acto  penal  se  reali- 
ce, que  el  hecho  á  que  ha  de  encaminarse  el  procodi- 
miento  y  á  cuya  averiguación  y  castigo  se  dirige  la 
causa^  sea  eonovÁdo  ffrosso  moáo^  para  que  los  más  legos 
en  cuestiones  jurídicas  puedan  decidir  si  ese  hecho  debe 
someterse  ó  no  a  la  competencia  del  Jurado. 

Por  estas  consideraciones  puramente  formales  y  por 
las  esenciales  que  hemos  expuesto  tan  extensamente 
en  este  comentario  al  art.  4.'^,  á  que  ya  vamos  á  poner 
término,  nosoti^os  creemos  y  sostenemos  que  la  solución 
dada  á  la  cuestión  de  competencia  en  la  ley  de  1888, 
ropreaenta  un  verdadero  adelanto,  un  progreso  notable 
en  el  enjuiciamiento  criminal  que  nos  enorgullece;  por* 


Digitized  by 


Googl 


TÍT.   I.— CAP.   EL— ABTS.   4.0  Y  5.0  215 

que  podrán  apreciarlo  ó  no  los  que  nos  niegan  condi- 
ciones para  cultivar  las  ciencias  morales  y  jurídicas, 
podrán  reconocerlo  ó  no  los  escritores  extranjeros  que 
á  diario,  y  con  razón,  se  lamentan  del  atraso  que  estos 
estudios  tienen  en  España;  pero  el  hecho  será, que  el 
progreso  se  habrá  realizado,  y,  ó  mucho  nos  engaña 
nuestro  amor  patrio,  ó  mucho  nos  engaña  la  profunda 
convicción  de  que  el  art.  4.^  de  la  ley  de  1888  repre- 
senta un  progreso,  ó  antes  de  algún  tiempo  hemos  de 
ver  que  otras  legislaciones  y  otros  pueblos,  que  otros 
legisladores  y  otras  leyes  siguen,  para  la  determina- 
ción de  la  competencia,  el  criterio  que  ha  seguido  la 
ley  española,  el  criterio  que  han  seguido  las  Cortes  de 
nuestro  País,  no  sólo  en  cuanto  á  la  forma  de  expresar 
y  consignar  esos  preceptos,  que  esto  es  lo  menos  im- 
portante, sino  en  cuanto  al  fondo,  en  cuanto  á  las  ideas 
fundamentales  que  han  servido  para  la  determinación 
de  la  competencia  del  Tribunal  popular. 


Art.  5.**  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior 
los  delitos  cuyo  conocimiento  corresponda  al  Tribunal  Supremo, 
según  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial. 


I 


Era  necesario,  si  se  admitía  que  debiera  continuar 
vigente  la  doctrina  establecida  en  nuestras  leyes  acer- 
ca de  los  delitos  que  cometan  ó  puedan  cometer  las 
más  altas  Autoridades  del  orden  administrativo,  judi- 
cial y  eclesiástico;  era  necesario,  decimos,  consignaren 
la  ley  del  Jurado  la  excepción  que  se  consagra  en  el  ar- 
tículo 5.^ 

Algunos  le  encuentran  deficiente  porque  creen  que 
en  él  han  debido  señalarse  otras  excepciones,  admiti- 
das también  en  nuestras  leyes  y  que  continúan  en  vi- 
gor. Kealmente  nada  hubiera  perdido  la  claridad  con 
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que  esto  se  hubiese  hecho,  pero  ninguna  otra  razón  lo 
ruclamaba. 

La  jurisdicción ,  con  arreglo  á  ley  orgánica  de  los 
Tribunales  que  rige  en  nnestro  País,  se  divide  en  ordi- 
naria j  especial  Ejercen  la  ordinaria,  los  Tribunales 
llaniadoB  del  fuero  común,  como  el  Tribunal  Supremo  y 
las  Audiencias  territori:des  ó  de  lo  criminal,  y  aun  co- 
mo los  Juzgados  de  primera  instancia  que  en  el  orden 
civil  también  pueden  ser  llamados  Tribunales,  aunque 
en  el  oxiden  criminal  no  merezcan  este  nombre,  reduci- 
das como  se  encuentran  bub  antiguas  facultades,  á  las 
meramente  indispensables  para  la  instrucción  de  los 
procesos.  Forman  parte,  asimismo,  de  la  jurisdicción 
ordinaria  y  son  Tribunales  del  fuero  común,  los  Juzga- 
dos municipales. 

El  Jurado  es  un  Tribunal  que  viene  á  formar  parte 
de  la  jurisdicción  ordinaria;  es  un  verdadero  Tribunal 
ordinario  en  el  sentido  que  da  á  esta  calificación  la  re- 
ferida ley  de  organiií ación  de  los  Tribunales. 

Al  tratar,  pues,  de  su  jurisdicción  y  de  su  compe- 
tencia, no  era  neccsai^io  exceptuar  de  ellas  los  delitos 
que  han  de  someterse  á  las  jurisdicciones  especialeií, 
porque  en  el  hecho  mismo  de  venir  el  Jurado  á  formar 
parte  de  la  jurisdicción  ordinaria,  era  claro,  lógico  ó  in- 
dudable, que  no  habían  de  someterse  á  su  conocimient)> 
aquellos  delitos,  algunos  de  los  cuales  tienen  seualaílo 
eii  la  ley  un  fuero  especial,  como  sucede  con  los  que 
están  sometidos  á  los  Tribunales  de  Guerra  y  Mariuu 
y  al  Senado. 

La  competencia  de  loe  Tribunales  de  Guerra  y  Ma- 
rina la  establecen  los  artículos  347,  348,  349,  350  y 
351  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial.  En  punto  á 
caá  ooiu peten  cia  y  á  lo  que  disponen  esos  aiiiículoSj  na- 
da se  ha  modificado  por  el  restablecimiento  del  Jurado 
en  nuestro  País. 

La  competencia  del  Senado  la  establece  la  Consti- 
tución de  la  Monarquía  en  su  ai1¡.  45.  Al  Senado,  se- 
gún ese  artículo,  Lucumbe  exclusivamente  hacer  efecti- 
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va  la  responsabilidad  de  los  Ministros  cuando  ante  él 
les  acnsa  el  Congreso. 

Tampoco  era  necesario  decir  que  la  ley  del  Jurado 
no  ha  venido  á  alterar  ese  artículo  de  la  Constitución, 
y  que  la  prerrogativa  del  Senado  se  mantiene  tal  como 
era  antes  de  la  publicación  de  la  ley  de  20  de  Abril 
de  1888;  pero  no  sucedía  lo  mismo  en  lo  que  se  refiere 
á  las  facultades  y  atribuciones  del  Tribunal  Supremo. 

Desde  el  momento  en  que  el  art.  4.<>,  que  tan  am- 
pliamente hemos  examinado,  establece  que  el  Tribunal 
del  Jurado  ha  de  conocer  en  las  causas  formadas  por 
los  delitos  que  se  enumeran  en  el  mismo,  podía  enten- 
derse, si  la  excepción  no  se  hubiera  consignado  de  la 
manera  que  lo  está  en  el  art.  5.^,  que  toda  la  jurisdic- 
ción ordinaria,  que  toda  la  jurisdicción  del  faero  co- 
mún, en  lo  que  hace  á  las  causas  formadas  por  esos  de- 
litos, había  de  competir  y  referirse  al  Jurado. 

De  ahí  la  necesidad  de  redactar  el  art.  5.^  y  de  in- 
cluirle en  la  ley,  supuesta  la  resolución  que  le  inspiró 
de  mantener  en  este  punto  el  estado  de  cosas  existente 
en  nuestro  País. 


II 


Ese  estado  de  cosas,  ¿ha  debido,  no  obstante,  man- 
tenerse? Esta  es  una  cuestión  que  realmente  nosotros 
no  tenemos  el  deber  de  dilucidar,  porque  es  una  cues- 
tión qué  ha  de  suscitarse  y  debatirse  el  día  en  que  se 
trate  de  reformar  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales. 
Desde  luego  adelantamos  la  idea — por  nuestra  exclu- 
siva cuenta,  como  todas  las  que  venimos  exponiendo 
en  estos  Comentarios, — de  que  cuanto  dispone  esa  ley 
oi^ánica  respecto  de  este  punto  demanda  reforma; 
porque  no  es  admisible,  desde  el  punto  de  vista  del 
principio  de  igualdad  ante  la  ley,  que  los  ciudadanos 
se  dividan  en  castas  y  clases,  y  que  no  se  administre 
para  todos  en  iguales  condiciones  la  justicia. 
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La  razón  muy  atendible  y  muy  digna  de  tomarle 
en  cuenta  que^se  ha  dado  para  crear  y  fundar  la  ex- 
cepción de  que  nos  venimos  ocupando,  es  que  la  res- 
pectiva independencia  de  los  Poderes  reclama  que  los 
más  altos  funcionarios  y  las  más  elevadas  Autoridades 
de  todos  los  órdenes  sean  sometidos,  cimndo  se  les  pro* 
cese  en  cualquier  especie  de  actos  criminales,  á  la  Ju- 
risdicción de  un  Tribunal  especial  y  más  caracterizado; 
pero  esa  razón  no  es  bastante  para  dar  á  la  excepción 
la  amplitud  y  proporciones  que  tiene  en  nuestra¿3  le- 
yes; y  además,  esta  excepción,  en  el  fondo,  pugna  con 
las  condiciones  generales  del  derecho  moderno,  y  está, 
en  nuestro  juicio,  llamada  á  desaparecer.  No  desapare- 
cerá de  una  vez,  en  nuestro  seutii\  T-^a  obra  de  su  des- 
aparición es  como  tantas  otras  obras  progresivas  que 
parece  necesario  realizar  en  el  orden  político  y  en  el 
orden  jurídico:  una  obra  que  ha  de  llevarse  á  cabo  por 
grados,  lentamente;  pero,  al  fin,  nosotros  creemos  que 
llegará  el  día  en  que  se  reconozca  la  necesidad  que 
existe  de  que  unos  mismos  Tribunales  juzguen  á  toda 
especie  de  ciudadanos,  por  consideraciones  verdadera- 
mente atendibles,  que  impone  el  sentido  democrático 
de  las  sociedades  modernas. 

Los  autores  de  la  ley  del  Jurado  se  limitaron  en 
esto  á  no  introducir  innovación  alguna;  y  en  este  pun- 
to, su  actitud  nos  parece  prudente  y  digna  de  aplauso; 
que  ¡hartos  problemas  pone  sobre  el  tapete  su  iniciati- 
va y  bastantes  reformas  se  traen  á  nuestro  proce- 
dimiento por  la  ley  que  estamos  comentando,  para  aña- 
dir á  esas  reformas  una  reforma  más  y  para  plantear 
una  cuestión  nueva  que  hubiera  podido  dificultar  y 
embarazar  el  logro  de  sus  propósitos!  Bastante  han 
hecho  los  autores  de  la  ley  con  poner  las  cosas  respecto 
de  este  punto  en  tal  situación,  que  la  reforma,  en  nnee* 
tro  sentir,  es  ya  más  fácil  y  la  ley  del  Jurado  no  pue* 
de  ser  obstáculo,  por  los  términos  en  que  está  redac- 
tado el  art.  5. o,  para  que  esa  reforma  se  acometa  cuan» 
do  se  juzgue  precisa. 
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III 


El  art.  5.^,  que  ha  prevalecido  en  los  raifimos  térmi- 
nos en  que  lo  redactó  la  Comisión  parlamentaria  del 
Congreso,  viene  á  sustituir  á  loa  artículos  fi.*^  y  9.^  del 
proyecto  de  ley  del  Ministro.  Decía  el  art.  6.":  ^  Se  ex- 
ceptúan de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  (el  des- 
tinado á  determinar  la  competencia,  que  es  el  art.  4.^ 
de  la  ley):  Primero.  Los  delitos  cuyo  conocimiento  co- 
rresponde al  Tribunal  Supremo,  según  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial.— Segundo.  Los  delitos  de  injuria  y 
calumnia  cometidos  contra  particulares.  í  Y  añadía  el 
art  9.**:  «El  Tribunal  Supremo  conocerá  siempre  délas 
causas  que  la  ley  orgánica  le  atribuye,  mialesquiera 
que  sean  los  delitos  cometidos  por  los  acusados,* 

Este  artículo  9,«  era  algo  más  que  una  repetición  de 
la  doetxina  establecida  en  el  art.  6.°;  era  un  precepto 
que  ceiTaba  la  puerta,  siempre  que  no  hubiera  de  mo- 
dificarse la  ley  del  Jurado,  a  toda  modificación  de  lo 
que  disponen  Íos  arts.  281  y  2B4  de  la  citada  ley  orgá- 
mca  del  Poder  judicial,  que  son  los  que  establecen  qué 
delitos  han  de  someterse  al  conocimiento  del  Tribunal 
Supremo. 

La  Comisión  pariamentaria  del  Congreso  no  quiso, 
ni  insistir  en  el  precepto,  ni  poner  obstáculos  á  sucesi- 
vas reformas,  por  lo  cual  prescindió  desde  luego  del  ar- 
tículo 9.**;  y  en  cuanto  á  lo  que  disponía  y  afirmaba  el 
art.  6>^  del  proyecto  de  ley  del  Ministro ,  habiendo  in- 
cluido el  núm.  2/*  en  el  art.  4.*^,  se  limitó  á  mantener 
la  doctrina  del  núm.  l.'^en  el  art.  5."^  que  estamos  exa- 
minando; y  por  esto  en  ese  artículo  estableció  única- 
mente que  se  consideraran  exceptuados  del  conoci- 
miento del  Jurado  los  delitos  cometidos  por  personas 
á  quienes  haya  de  juzgar  el  Tribunal  Supremo,  con 
arreglo  á  lo  que  hoy  dispone  6  á  lo  que  disponga  en 
lo  sucesivo  la  ley  orgánica, 
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De  manera  que  para  madificar  la  doctrina  vigente 
en  este  punto,  baJítará  que  eg  modifique  en  lo  sucesivo, 
cuando  se  estime  conveniente,  lo  que  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial  aeeroa  de  él  preceptúa.  TToy  por 
toy,  y  sin  perjuicio  de  lo  que  más  adelante  pueda 
acíordarse  acerca  de  tan  importante  cuestión,  están  ex- 
ceptuados del  conocimiento  del  Jurado  los  delitos  á 
que  se  refieren  los  artículos  281  y  284  de  la  ley  orgá- 
nica del  Poder  judicial  ya  referida. 


rv 


El  artículo  281  dice: 

«Conocerá  la  Sala  3.»  del  Tribunal  Supremo,  enjui- 
cio oral  y  público,  y  en  única  instancia: 

» Primero,  De  las  causas  contra  los  Cardenales,  Ar- 
«obispoa,  Obispos  y  Auditores  de  la  Eota. 

» Segundo.  De  las  causas  contra  los  Consejeros  de 
Estado,  Ministros  del  Tribunal  de  Cuentas,  Subsecre- 
tarios^ Directores  y  Jefes  de  las  oficinas  generales  del 
Estado,  Gobernudores  de  provincia.  Embajadores ^  Mi- 
nistros Plenipotenciarios  y  Encargados  de  Kegocioa. 

»Lo  dispuesto  en  este  número  sólo  es  aplicable  á  las 
cansas  por  delitos  cometidos  mientras  estuvieren  en 
servicio  activo. 

í Tercero.  De  las  causas  por  delitos  cometidos  por 
Magistrados  de  Audiencias  ó  del  Tribunal  Supremo, 
por  los  Fiscales  de  las  Audiencias  ó  por  loa  Tenientes 
y  Abogados  fiscales  del  Tribunal  Supremo  y  de  las 
Audiencias. 

» Cuarto,  De  las  causas  por  delitos  cometidos  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  por  los  Auxiliares  del  Tri- 
bunal Hupremo.  ^ 

Y  el  art.  284  dice: 

«El  Tribunal  Supremo  en  pleno,  constituido  en  Sala 
de  Justicia,  conocerá,  en  única  instancia  y  en  juicia 
oral  y  público,  de  las  causas : 
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>  Primero.     Contra  los  Príncipes  de  la  Familia  Real. 

» Segundo.  Contra  los  Ministros  de  la  Corona,  por 
los  delitos  comunes  cometidos  en  activa  servicio,  cuan- 
do no  deban  ser  juzgados  por  el  Senado.    • 

» Tercero.  Contra  los  Presidentes  del  Congreso  de 
los  Diputados  y  del  Senado. 

»Ciiarto.  Contra  el  Presidente  6  Presidentes  de 
Sala  6  el  Fiscal  del  Tribunal  Supremo. 

» Quinto.  Contra  los  Magistrados  de  una  Audien- 
cia ó  del  Tribunal  Supremo,  cuando  sean  juzgados  to- 
dos ó  al  menos  la  mayoría  de  los  que  constituyeran 
una  Sala  de  justicia,  por  actos  judiciales  en  los  que  ha- 
yan tenido  participación. » 

Estos  son  los  delitos  que  no  han  de  ir  á  conocimien- 
to del  Jurado,  á  pesar  de  lo  dispuesto  en  el  art.  4.^ 

Nosotros  no  podemos  resistir  al  deseo  que  nos  mueve 
de  consignar  desde  luego  que  tales  excepciones  nos  pa- 
recen excesivas  y  que,  en  nuestro  sentir,  ese  mismo 
principio  que  se  invoca  de  la  independencia  de  los  di- 
versos órdenes  ó  Poderes  del  Estado,  no  autoriza  la 
amplitud  que  tienen  en  su  redacción  los  artículos  que 
acabamos  de  copiar,  porque  es  indudable  que  si  bien 
razones  de  esa  índole  aconsejan  que  los  Príncipes  de  la 
Iglesia,  las  personas  de  la  Familia  Real^  las  más  altas 
dignidades  de  la  Magistratura  y  los  Ministros  de  la 
Corona  sean  juzgados  por  el  Tribunal  Supremo,  no  hay 
nada  que  abone  el  que  se  consigne  esta  misma  excep- 
ción á  favor  de  los  funcionarios  de  un  orden  inferior 
como  los  Subsecretarios  y  Directores,  y  menos  para  los 
Jefes  de  las  oficinas  generales  del  Estado,  en  cuya  de- 
nominación han  de  comprenderse  hasta  los  Jefes  de 
sección  mismos,  que  tienen  tal  cualidad  en  aquellas  ofi- 
cinas. 

El  principio  de  un  respeto  ciertamente  exagerado  á 
todo  lo  que  significa  y  representa  el  principio  de  auto- 
ridad, se  ha  llevado  aquí  demasiado  lejos.  La  ley  en 
que  se  consigna,  aunque  es  obra  de  unas  Cortes  y  de 
una  situación  puramente  democráticas,  salvó  en  este 
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punto,  de  un  modo  demasiado  resuelto,  vallas  y  límites 
que  nosotros  no  creemos  admisibles. 

Se  impone  la  necesidad  de  una  reforma  en  lo  que 
toea  á  estaa  reglas;  reforma  que  no  lia  debido  hacerse 
ciertamente  en  la  ley  del  Jurado,  pero  que  deberá  ha- 
cerse, como  ya  hemos  dicho  más  de  una  vez^  cuando  se 
revise  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial. 

Esa  reforma  ha  de  estar  inspirada  en  dos  ideas:  pri- 
mera,  en  disminuir  el  número  de  personas  exceptua- 
das, porque  entre  las  que  enumeran  los  artículos  que 
hemos  copiado  hay  quien  no  merece  ciertamente  la  ex- 
cepción,  porque  ni  es  tan  elevada  su  categoría  que  lo 
reclame,  ni  menos  interesa  á  la  independencia  de  los 
Poderes  que  haya  de  ser  juzgado  por  un  Tribunal  e^ 
pecial;  y  segimda,  en  atención  á  loe  delitos  que  puedan 
cometer,  porque  si  bien  es  cierto  que  podría  establecer- 
se que  tales  ftmcionarioe  ó  la  mayor  parte  de  ellos  sean 
sometidos  al  Tiibunal  Supremo  cuando  cometan  deli- 
to, esto  debería  entenderse  necesariamente  cuando  loa 
delitos  que  cometan  se  hayan  llevado  á  cabo  eou  oca- 
aiun  del  ejercicio  del  cargo  que  desempeñan. 

En  cuanto  á  los  delitos  comunes  que  pueden  come- 
ter los  Gobernadores  de  pruvincia,  los  altos  ftmciomi- 
rios  administrativos  y  del  orden  diplomático  y  aun  los 
más  altos  funcionarios  del  orden  judiciid,  uo  hay  razón 
alguna  para  dejar  de  sostener  y  de  decir  que  sean  so- 
metidos al  mismo  Tribunal  ante  el  cual  comparece  la 
generalidad  de  los  ciudadanos. 

Pero,  repetimos,  que  eso  no  es  propio  de  este  lugar^ 
y  que  sólo  por  exigirlo  así  nuestra  manera  de  ver  en 
ese  asunto,  hemos  hecho  las  anteriores  indicaciones;  y 
una  vez  consignadas,  continuamos  en  el  examen  del 
artículo  5,«> 
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En  él  no  se  resuelve  iiiui  cuestión  que  verdadera- 
mente tiene  impoituncia  y  que  deberá  estudiarse  y  re- 
solverse también,  cuaudo  la  organización  de  nuestros 
Tribunales  se  modifique, 

Eb  una  cuestión  suscitada  por  el  texto  del  art.  47  de 
la  Constitución,  que  entahlece  en  su  ultimo  apartado 
que  el  Tribunal  8uprerao  conocerá  de  las  causas  crimi- 
nales contra  los  Senadores  y  Diputados^  en  los  casos  y 
en  la  forma  que  determine  la  ley. 

La  ley  no  ha  determinado  nada.  Ni  en  la  orgituica  del 
Poder  jndieial,  ni  en  la  del  Jurado  se  dice  nada  acerca 
de  esto;  y  puede  ocurrii*  muy  bien  que  surja  la  cuestión 
de  saber  y  averiguar  á  qniéu  corx'esponde  el  conoei- 
miento  de  un  proceso  formado  contra  un  líiputado  ó 
un  Senador  que  haya  cometido  alguno  de  los  delilos 
que  enumera  el  art.  4/^  do  la  ley  del  Jurado. 

El  tít.  I,  libro  4.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal establece  el  modo  de  proceder  cuando  fuere  pro- 
cesado un  Senador  ó  nn  Diputado  á  fortes;  pero  el  pre- 
cepto que  contiene  esta  paite  primera^  se  refiere  en  su 
totalidad  á  la  necesidad  que  existe  de  incoai'  ó  seguir 
estos  procedimientos  con  la  venia  del  Cuerpo  Colegis- 
lador ñ  que  el  procesado  pertenezca,  á  fin  de  respetar 
y  mantener  las  garantías  que  se  derivan  de  la  inmuni- 
dad parlamentaria. 

Nada  dice  esa  ley  concreto  y  especial  que  determine 
el  Tribunal  á  que  el  procesado  haya  de  someterse. 

Puede  entenderse  por  los  términos  de  los  artículos 
que  forman  dicho  tít.  I^  que  el  Senador  ó  IJipntado 
procesado  se  someterá  á  los  Tribunales  constituidos 
por  la  Audiencia  de  lo  criminal;  pero  esto,  establecido 
así  en  absoluto,  pugna  con  lo  flispuesto  en  el  art,  47 
de  la  Constitución.  Aun  cuando  el  caso  no  se  presen- 
tará con  frecuencia,  convendría  estudiarlo  y  resolver- 
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lo,  porque  pueden  surgir  graves  dudas  en  la  aplica- 
ción de  esos  preceptos^  dudas  que  nosotros  resolvería- 
mos desde  luego  disponiendo  que  cI  Senador  ó  Diputa- 
do á  quien  se  procese  por  un  delito  de  los  enumeriidoa 
en  el  art.  4,*^  de  la  ley  que  comentamos,  sea  cometido 
al  Jurado, 

Todo  esto,  además,  pone  en  relieve  la  existencia  de 
una  verdadera  contradicción,  porque  es  ilógico  que 
mientras  los  altos  funcionarios  del  orden  administrati- 
vo ó  judicial  han  de  someterse  á  un  Tribunal  especial, 
lo3  del  orden  legislativo  y  parlamentario  no  hayan 
de  someterse  también  al  "Tribunal  Supremo,  á  pe.-^íar 
de  establecerlo  así  la  Constitución. 

En  una  palabra;  que  en  todo  lo  relativo  á  las  ex- 
cepciones que  venimos  examinando,  hay  mucho  que 
estudiar  y  bastante  que  reformar,  y  convendría,  á  nues- 
tro juicio,  adoptar  uua  resolución  definitiva  en  tan  im- 
portante problema;  resolución  definitiva  que  creemos 
bastante  preparada  y  que  se  adoptará  el  día,  próximo 
sin  duda,  en  que  se  reforme  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial. 


¥1 


El  art.  5.^  de  la  ley  del  Jm*ado  concuerda  con  el  063 
de  la  de  Enjuiciamiento  criminal  de  1872  y  con  el  3,* 
del  proyecto  de  1883. 

El  art.  fi63  decía: 

ffSe  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  este  capítulo  (el 
destinado  á  determinar  la  competencia  del  Jurado)  loa 
delitos  cometidos  por  personas  que  estuvieren  sometí* 
das  á  la  jurisdicción  del  Tribunal  Supremo,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  los  artículos  281  y  284  de  la  ley  or- 
gánica del  Poder  judicial;  ?  que  es  lo  mismo  que  dice 
el  art,  5,^^  salvo  algunas  diferencias  que  permiten,  co- 
mo ya  hemos  hecho  constar,  que  sin  necesidad  de  rao 
dificar  la  ley  del  Jurado,  se  modifique  en  este  punto  la 
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ley  orgánica  referida;  y  el  art.  3.^  del  proyecto  de  ley 
del  Jurado  de  1883,  presentado  por  el  Sr.  Eomero  Gi- 
rón y  discutido  en  la  Alta  Cámara,  decía: 

«Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior: 

'  » Primero.  Los  delitos  cuyo  conocimiento  corres- 
ponda al  Tribunal  Supremo,  con  arreglo  á  los  artículos 
281  y  284  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial. 

» Segundo.  Los  delitos  definidos  y  penados  en  los 
artículos  157  al  161,  163  y  164  del  Código  penal,  de 
los  cuales  conocerá  la  Sala  3.^  del  mismo  Tribunal  Su- 
premo. 

^Tercero.  Los  delitos  comprendidos  en  el  art.  162 
tiel  expresado  Código  y  los  de  injuria  y  calumnia,  cua- 
lesquiera que  sean  las  personas,  corporaciones  ó  fun- 
cionarios públicos  contra  quienes  se  dirijan  y  la  forma 
en  que  se  cometan. » 

En  cuanto  al  número  primero,  es  el  mismo  que  esta- 
blece el  art.  5.^,  salvo  también  la  indicada  diferencia; 
y  en  cuanto  al  segundo,  los  delitos  exceptuados  por  él 
eran  el  de  matar  al  Bey,  el  delito  frustrado  de  matar  al 
Eey  ó  la  tentativa  del  mismo,  el  que  comete  quien  pri- 
vase al  Eey  de  su  libertad  personal,  el  que  comete 
quien,  con  violencia  ó  intimidación  graves,  le  obligase 
á  ejecutar  un  acto  contra  su  voluntad,  le  causare  lesio- 
nes graves,  le  injuriare  ó  amenazare  en  su  presencia  ó 
invadiese  la  morada  Eeal  violentamente;  el  que  comete 
quien  matare  al  inmediato  sucesor  á  la  Corona  ó  al 
Eegente  del  Eeino,  ó  el  reo  de  ese  mismo  delito  frus- 
trado ó  de  su  tentativa,  ó  el  que  fiíere  reo  de  conspira- 
ción ó  proposición  para  cometerlo,  ó  el  que  fiíere  proce- 
sado por  llevar  á  cabo  contra  el  consorte  del  Eey  cual- 
quiera de  los  delitos  que  acabamos  de  mencionar. 

Esos  delitos  están  hoy  también  exceptuados  del  co- 
nocimiento del  Jurado  y  nosotros  creemos  que  debieran 
someterse  al  Tribunal  Supremo,  y  que  esto  ha  de  dis- 
ponerlo la  ley  orgánica  del  Poder  judicial. 

El  número  tercero  del  art.  3.<>  del  proyecto  de  1883, 
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exceptuaba  los  de  injuria  y  calunmia  que  también  apa- 
recen exceptuados  en  el  art.  5.*^  de  la  ley  actualj  y  el 
que  comete  quien  injuriare  ó  amenazare  al  Rey  por  es- 
crito y  con  publicidad,  fuera  de  su  presencia  ó  en  cual- 
quiera otra  forma;  delitos,  asimismo,  hoy  exceptuados 
y  acerca  de  los  cuales  ya  hemos  dicho  en  el  comenta- 
rio al  art.  4.^  todo  lo  que  creemos  oportuno. 


VII 


Allí  explicamos  de  una  manera  sobradamente  exten- 
sa, las  razones  que  habían  pesado  en  el  ánimo  de  los 
autores  de  la  ley  del  Jurado  para  admitir  esta  contra- 
dicción con  los  principios  que  profesan  la  mayor  parta 
de  ellos,  si  no  todos;  allí  dijimos  que  el  rigor  lógico  y 
científico  se  había  abandonado  para  tornar  en  cuenta 
temperamentos  y  consideraciones  de  un  orden  mera- 
mente político  y  circunstancial,  que  debe  influir  y  que 
influye  siempre  en  el  ánimo  de  todo  hombre  de  go- 
bierno. 

En  la  práctica  de  la  vida  gubemaraental  y  legislatí- 
va  se  presentarán  con  frecuencia  los  casos  en  que  hay 
necesidad  evidente  de  proceder  así. 

Ya  lo  decía  uno  de  los  juradistas  más  ilustrados  de 
nuestro  País,  y  al  mismo  tiempo  de  los  más  convenci- 
dos de  las  ventajas  y  excelencias  de  esta  iustítucióa; 
ya  lo  decía  en  1883  el  Sr.  Romero  Girón,  Ministro  en* 
tonces  de  Gracia  y  Justicia. 

Los  hombres  tenemos  y  profesamos  nuestras  ideas, 
fruto  del  estudio  ó  de  la  reflexión  ó  de  la  inspiración, 
y  las  sostenemos  con  todo  el  vigor  y  la  fuerza  de  las 
convicciones.  Así  el  que  escribe  estas  línea^i  ha  soste- 
nido y  sostendrá  siempre  que  los  delitos  de  lesa  Majes- 
tad debieran  ir  al  Jurado  y  someterse  al  Jurado,  en 
vez  de  exceptuarse  y  someterse  á  los  Tribunales  de 
derecho;  así  el  autor  de  estos  Comentarios  cree  que  los 
delitos  de  prensa,  que  tienen  á  la  vez  el  carácter  de 


Digitized  by 


Googl( 


TÍT.  I.— CAP.  n,— AKT.   6.0  227 

delitos  de  lesa  Majestad,  por  consideraciones  de  nin- 
guna especie  ni  por  razones  de  ningún  género  han  de- 
bido exceptuarse  del  procedimiento  á  que  debiera  so- 
metérseles, de  la  competencia  del  Tribunal  popular. 

Pero  esa  convicción,  ¿significa  que  al  aplicar  estos 
principios  como  legislador,  que  al  aplicar  estos  princi- 
pios como  hombre  que  coopera  á  las  altas  funciones 
gubernamentales  en  uno  ú  otro  puesto,  haya  de  ser  de 
todo  punto  intransigente  y  no  admitir  en  los  mismos 
atenuación  de  ninguna  especie,  quizás  en  daño  de  los 
intereses  más  altos  que  resultarían  amenazados  y  per- 
judicados con  la  consignación  pura  y  terminante  ,de 
esos  principios  mismos?  No;  y  aquí  recordamos  las  pa- 
labras del  Sr.  Eomero  Girón,  que  discutiendo  el  mis- 
mo punto  que  nosotros  debatimos  en  este  momento, 
decía: 

«¿Significa  esto  que  cuando  yo  tenga  el  deber  graví- 
simo de  aplicar  los  principios  que  profeso,  de  inculcar 
en  un  proyecto  las  opiniones  que  yo  tengo,  deba,  sin 
prudencia,  sin  temperamento  algimo,  sin  modificación 
alguna,  atribuirme  una  condición  de  infalibilidad  para 
decir:  esta  es  mi  opinión,  estos  son  mis  principios,  y 
estos  principios  han  de  encamar  necesariamente  en  la 
sociedad  espaijola?  Pues  yo  no  tengo  ese  valor.  Creo 
que  la  misión  del  legislador,  del  hombre  de  gobierno, 
es  buscar  aquellos  temperamentos  por  donde  se  ÉÍume 
en  lo  posible  la  mayor  cantidad  de  opiniones;  pues  su- 
mándose esta  cantidad  de  opinión  cada  vez  mayor, 
aquellos  proyectos,  aquellas  instituciones  que  establez- 
camos tendrán  más  condiciones  de  arraigo  en  la  vida 
pública.» 

Esa  razón  explicaría  la  transacción  á  que  se  ha  lle- 
gado en  este  punto,  si  no  estuviera  explicado  por  mo- 
tivos que  ya  antes  de  ahora  hemos  alegado  y  que  acon- 
sejaban apartar  de  la  práctica  del  Jurado  todo  lo  que', 
en  concepto  de  los  partidos  que  algún  día  han  de  pre- 
sidir su  existencia  y  han  de  observar  atentamente  su 
marcha,  pueda  significar  un  peUgro  para  el  arraigo  de 
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la  institución.  Eso  explica  la  fórmula  á  que  se  ha  lle- 
gado respecto  de  los  delitos  de  lesa  Majestad  en  lo  que 
á  ellos  toca  en  loa  artículos  4,*^  y  5.^  de  la  ley.  La  tran- 
sacción ha  sido  hecha,  y  de  aquella  transacción  ea  íor- 
muía  esta  base. 

Ahora  j  á  los  que  no  pensamos  que  esa  fórmula  pueda 
ser  defimtiva^  á  los  que  no  pensamos  que  esa  fórmula 
esté  de  acuerdo  con  los  principios  esenciales  del  Jura- 
do, ni  siquiera  con  los  principios  esenciales  de  la  ley  de 
1888,  lo  que  nos  toca  es  combatirla^  demosti'ar  sus  in- 
convenientes y  preparar  la  opinión ,  á  fin  de  que  el  día, 
que  más  pronto  ó  más  tarde  ha  de  llegar,  en  que  se  re- 
forme la  actual  ley,  quede  esa  fórmula  modificada  y 
se  restablezca  en  este  punto  el  acuerdo  entre  los  prin- 
cipios ftmdaraentales  que  sirven  de  base  á  la  ley  mis- 
ma y  su  desenvolyiniiento,  conforme  con  lo  que  exigen 
nuestras  ideas. 


Art.  6.°  La  competencia  del  Tribunal  del  Jurado  se  deter- 
minará por  la  Audiencia  o  Sala  de  lo  criminal,  segÚB  el  concepta» 
que  el  hecho  haya  merecido  á  laa  partes  acusado  ras;  y  si  hubiere 
divergencia  entre  éstas  reepecto  de  la  calificación  del  delito  impu- 
tado, se  hará  la  determinación  con  sujeción  i  la  más  grave  de  las 
califícaciones  formuladas,  sin  perjuicio  de  lo  prevenido  en  el  ar- 
ticulo 65, 

Contra  la  resolución  de  la  Audiencia  ó  Sala  de  lo  criminal  no 
se  dará  mks  recurso  que  el  de  casación. 


En  los  artículos  anteriores  al  que  ahora  comenta- 
mos se  ha  establecido  cuándo  el  Jurado  es  competento 
para  juzgar  un  delito,  para  entí^nder  en  una  causa.  Eí 
art,  4.®  determina  esta  competencia  y  señala  los  casos 
en  que  el  Jurado  es  competente  para  conocer  del  de- 
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lito  que  se  persigue.  Dice:  «En  tal  y  cual  delito  es 
competente  el  Jurado;  en  tal  otro  los  Tribunales  de 
derecho.»  El  art.  5.^  determina  esa  misma  competen- 
cia por  razón  de  las  personas,  desde  el  momento  en 
que  excluye  de  ser  sometidas  al  Tribunal  del  Jurado  á 
determinadas  personas  por  las  condiciones  en  que  vi- 
ven y  por  la  categoría  que  ostentan.  Uno  y  otro  esta- 
blecen todo  lo  que  es  necesario  tener  en  cuenta  para 
decidir  á  qiáén  corresponde  entender  en  las  causas  for- 
madaS'para  perseguir  un  delito,  en  atención  á  las  dos 
consideraciones  por  que  esa  misma  competencia  se  de- 
termina. 

Pero  no  basta  con  que  la  competencia  quede  consig- 
nada en  la  ley,  ni  con  que  ésta  establezca  los  princi- 
pios fundamentales  para  resolver  esa  cuestión.  Tratán- 
dose de  una  ley  que  es  sustantiva  á  la  vez  y  adjetiva, 
pero  que  principalmente  tiene  este  último  carácter 
como  toda  ley  procesal,  es  necesario  establecer  cómo 
86  declara  esa  misma  competencia,  á  fin  de  que  en  los 
casos  concretos  á  que  estas  reglas  hayan  de  aplicarse 
no  puedan  surgir  dudas,  y  si  algima  surge,  se  resuelva 
de  una  manera  regular  y  rápida,  como  lo  reclama  la 
condición  de  nuestro  procedimiento  en  los  negocios 
criminales. 

Ya  hemos  visto  antes  de  ahora  que  el  Jurado  no  es 
más  que  un  organismo  creado  para  engranarlo  en  el 
procedimiento  establecido;  no  es  una  innovación  de 
todo  el  procedimiento.  Por  eso  no  ha  habido  necesidad 
de  modificar  de  una  manera  completa,  al  restablecer  el 
Jurado,  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  sino  que  ha 
bastado  con  determinar  qué  modificación  se  introducía 
en  una  parte  del  juicio  —  la  más  importante  sia  duda 
alguna,  pero  una  parte  al  fin, — al  restablecer  esa  ins- 
titución, al  crear  esa  nueva  rueda,  ese  nuevo  orga- 
nismo. 
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Se  comete  un  delito;  la  coraiaión  del  delito  es  denim- 
ciada  á  la  Autoridad  judicial,  bien  por  uno  de  sus  de- 
legados ó  subalternos,  bien  por  un  funcionario  del  or- 
den administrativo,  bien  por  una  persona  que  ha  re^ 
sultado  ó  no  perjudicada  con  la  comisión  de  aquel 
delito.  Es  decir,  se  abre  el  sumario  á  por  denuncia  ó 
por  querella.  Se  procede  á  la  instrucción  de  la  causa  y 
se  forma  el  sumario  para  comprobar  el  delito  y  oono- 
cer  al  delincuente.  Menos  aún:  dentro  del  sistema  acu- 
satorio que  ha  prevalecido  en  la  redacción  de  nuestra 
ley  de  procedimientos,  como  es  el  que  en  la  actuali* 
dad  prevalece  en  las  organizaciones  procesales  de  los 
pueblos  más  adelantados,  conforme  á  los  dictados  de 
la  ciencia  y  á  los  progresos  realizados  en  este  orden 
de  estudios  el  sumario  es  menos  aún  qne  eso:  el  suma- 
rio es  la  reunión  de  datos  que  los  acusadores,  los  que- 
rellantes, los  que  persiguen  al  delincuente  creen  bas- 
tantes y  sobrados  para  llegar  á  aquellas  dos  conclusio* 
nes:  á  la  comprobación  del  delito  y  á  la  determinación 
de  la  persona  que  lo  cometió. 

El  Juez  encargado  por  la  ley  de  la  instrucción,  forma 
el  sumario,  y  lo  declara  concluido  cuando  lo  estima 
conveniente,  teniendo  en  cuenta  esos  dos  objetos.  Se 
consulta  el  auto  de  conclusión  del  sumario  á  la  Sala  de 
justicia  que  ha  de  juzgar  el  delito  ó  que  ha  de  contri- 
buir á  juzgarlo  en  unión  del  Jurado,  por  el  deseo  de 
buscar  garantías  para  que  el  sumario  sea  lo  más  com- 
pleto y  luminoso  posible,  y  por  la  facultad  de  inspec* 
ción  que  atribuímos  siempre  en  todos  los  órdenes  de  la 
vida  social  á.los  organismos  superiores  respecto  de  loa 
organismos  inferiores;  se  consulta,  repetimos,  á  la  Sala, 
y  la  Sala,  oída  la  opinión  de  los  qne  tienen  derecho  á 
emitirla,  resuelve  si  el  siunario  está  bien  ó  mal  forma- 
do, si  el  sumario  es  completo  ó  incompleto.    • 
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En  el  primer  caso,  cuando  estima  que  el  sumario 
está  bien  formado  y  es  completo,  confirma  el  auto  de 
terminación  del  sumario  dictado  por  el  Juez  instructor 
y  entonces  aquél  se  considera  legal  y  definitivamente 
concluido.  Si  estima  que  el  sumario  no  está  bien  for- 
mado, que  es  incompleto,  entonces  manda  al  Juez  ins- 
tructor lo  continúe,  y  aun  le  señala  las  diligencias  que 
á  su  juicio  deben  practicarse,  á  fin  de  subsanar  los  de- 
fectos que  presente  ó  de  reparar  la^  deficiencias  que 
en  él  se  hayan  advertido.  Pero  como  en  este  caso  ha 
do  volver  el  sumario  á  la  Sala  para  que  al  fin  y  al 
cabo  ella  lo  declare  completo  y  bien  formado,  resulta 
que  llega  un  momento  en  todo  proceso  en  que  el  smna- 
rio  se  concluye.  ¿Qué  es  en  aquel  período  y  en  aquel 
momento  la  causa?  Pues  es  sólo  el  conjunto  de  datos, 
de  declaraciones,  de  informes  periciales,  de  testimonios 
de  diverso  carácter,  de  diligencias  y  de  observaciones 
que  se  han  juzgado  bastantes,  en  concepto  del  Juez 
instructor  y  de  los  Magistrados  que  constituyen  la 
Sala,  para  comprobar  el  delito  y  para  averiguar  quién 
es  el  delincuente. 

Cuando  se  tiene  esta  base  para  la  sustanciación  del 
proceso,  entonces  se  manda  abrir  el  juicio  oral;  se  co- 
munica la  causa  á  las  partes  para  la  calificación  y  se 
entra  en  el  período  más  importante  del  proceso,  en  el 
período  verdaderamente  decisivo  del  proceso  mismo, 
período  en  el  cual  ha  de  discutirse,  para  que  el  Tribu- 
nal resuelva  y  determine,  de  qué  delito  se  trata,  quién 
lo  ha  cometido,  y  qué  pena  es  la  que  el  delito  merece. 


III 


Por  eso  el  art.  650  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal vigente  ordena,  que  en  el  escrito  de  calificación 
con  que  han  de  contribuir  todas  las  partes  á  cerrar  el 
primer  período  de  la  causa  y  á  abrir  este  segundo  en 
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que  ahora  entramos,  determmeu  de  una  maneta  con- 
creta, en  conchisioneB  precisas  y  numeradas: 

Primero.  Los  hechos  pimibles  cuya  existencia  ó  co- 
misión resxilte  del  sumario. 

Segundo.  La  calificación  legal  de  los  mismos  he- 
chos, de  acuerdo  con  lo  que  el  C'ódigo  penal  establece, 
ileterminando  y  señalando  los  delitos  que  constituyan. 

Tercero.  La  participación  que  en  esos  hechos  hu- 
biera tenido  el  procesado  ó  procesados,  si  fuesen  va- 
rios. 

Cuarto,  Los  hechos  que  resulten  también  del  suma- 
rio y  que  constituyan  cii'cunstancias  atenuantes  ó  agrá- 
vante^s  del  delito  ó  eximentes  de  responsabilidad  cri- 
minal, que  han  de  señalarse  de  ima  manera  especial 
[íor  la  ínfliiencía  transcendental  y  decisiva  que  esos  he- 
chos  tienen,  tanto  eu  la  calificación  del  delito,  comeen 
la  determinación  de  las  responsabilidades  que  la  comi- 
sión del  delito  haya  hecho  nacer, 

Y  quinto.  Las  penas  en  <pie  haya  incurrido  el  pro- 
cesado ó  procesados  si  fueren  varios,  por  razón  de  su 
respectiva  participación  en  el  delito;  aparta  de  que  el 
Acusador  privado  en  su  caso  y  el  Ministerio  fiscal 
cuando  sostenga  la  acción  civil,  expresaren  además  en 
ese  escrito  de  conclusiones  (todo  conforme  á  lo  tlispues- 
to  en  el  referido  art.  650)  la  cantidad  en  que  aprecian 
los  daños  y  perjuicios  causados  por  el  delito  ó  la  cosa 
que  haya  de  ser  restituida,  la  persona  ó  personas  que 
aparezcan  responsables  de  dichos  daiios  y  perjuicios,  o 
de  la  restitución  de  la  cosa  y  el  hecho  en  viitud  del 
cual  hubieran  contraído  esta  responsabilidad. 

De  manera  que  la  calificación  no  es  más  que  un  re- 
sumen calificado,  adjetivado  del  sumario;  una  hñ^o  pa- 
ra discutir,  y  el  juicio  es  un  debate  que  se  abre  sobre 
e«a  calificación. 

Es  decir,  que  la  calificación  es  lo  que  se  va  ó  discu- 
tir eu  el  juicio,  lo  que  se  va  á  exclai'ecer  en  el  juicio, 
aquello  que  en  el  juicio  se  va  á  determinar  por  virtud 
de  los  elementos  acumulados  en  el  sumario,  y  más  to- 
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dayía,  por  virtud  de  las  pruebas  que  al  juicio  se  trai- 
gan y  que  en  el  juicio  se  aduzcan. 

Cuando  se  calüSica,  es  cuando  se  presume  de  qué  de- 
lito se  trata  y  cuando  se  presume  también  quiénes  son 
los  delincuentes,  única  manera  de  continuar  el  proceso, 
porque  sobre  esa  presunción  de  qué  delito  se  trata,  el 
proceso  ha  de  continuar  ante  uno  ú  otro  Tribunal,  y  por 
esa  presunción  de  quiénes  son  los  autores,  los  delin- 
cuentes comprometidos  en  la  comisión  del  delito,  el 
proceso  puede  continuar  contra  una  ú  otra  persona. 
Pero  en  este  grado  del  procedimiento,  en  esta  situación 
de  las  cosas,  el  sumario  y  la  calificación  no  contienen 
todavía  nada  definitivo;  no  contienen,  según  hemos  di- 
cho y  creemos  que  es  necesario  insistir  acerca  de  ello, 
más  que  verdaderas  presunciones. 


IV 

Al  abrirse  el  juicio  no  hay  más  que  una  doble  pre- 
snnción.  La  certeza  acerca  de  los  hechos  y  acerca  de 
los  delincuentes  no  viene,  no  puede  venir  sino  después 
del  juicio,  porque  la  certeza  es  la  sentencia;  y  hace  mu-. 
cho  tiempo  que  la  sabiduría  popular,  dando  forma  á  es- 
ta idea,  ha  declarado  en  términos  llanos  y  vulgares, 
que  para  sentenciar  un  pleito,  es  decir,  para  adquirir 
y  tener  la  certeza  que  la  sentencia  significa  y  revela, 
es  preciso  oir  á  las  dos  partes,  es  indispensable  abrir 
el  juicio,  seguirle  por  todos  sus  trámites  y  llegar  á  su 
conclusión. 

Esa  verdadera  vulgaridad,  que  responde  á  inspira- 
ciones de  la  conciencia  universal  y  que  constituye  un 
axioma,  ha  sido  desconocida,  y  aun  es  desconocida  en 
nuestros  días  por  muchos. 

Eespecto  de  este  punto  corren  válidos  y  acreditados 
errores  de  gran  bulto  que  conviene  señalar,  discutir  y 
desvanecer,  á  fin  de  que  no  se  altere  y  menoscabe  el 
mentido  jurídico  que  debe  presidir^  constantemente  en. 
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la  apreciación  y  estudio  de  estas  importantes  cueístío- 
nes.  Esos  enores  los  alienta  algunas  vetes  la  pnmsa 
misma  y  contribuyen  á  que  subsistan  y  arraiguen  los 
que  combaten  las  condiciones  del  procediraiento  nio- 
demo;  los  que  todavía,  como  ha  podido  vei^e  en  la  dis- 
cusión del  proyecto  de  ley  del  Jurado^  ponen  el  suma- 
rio más  alto  que  el  juicio  ó  á  su  mvet  y  consideran 
mucho  más  preciosos  los  datos  que  arroja  el  sumario 
que  los  que  el  juicio  avalora  y  revela,  para  temiinar 
el  proceso  y  para  su  fallo. 

Esos  errores  han  sido  con  una  ocasión  bien  reciente 
acogidos  hasta  por  los  partidarios  de  las  mismas  ideas 
que  nosotros  sostenemos,  que  en  la  defensa  de  lo  que 
conceptuaban  convenientej  no  han  vacilado  en  olvidar 
y  abandonar  el  camino  que  les  señalaba  la  buena  doc- 
trina. 


Y  esos  errores  nacen  de  la  influencia  de  nuestro  an- 
tiguo y  vicioso  procedimiento,  y  del  valor  que  en  él  m 
atribuía  y  se  concedía  al  sumario.  Porque  en  el  proce- 
dimiento escrito  y  secreto,  el  sumario  lo  era  casi  todo; 
y  tenemos  la  seguridad ,  abrigamos  la  convicción  de 
que  si  se  hiciera  un  estudio  detenido  de  las  causas  pre- 
paradas con  arreglo  á  tal  procedimiento,  de  cada  cien- 
to, noventa  y  nueve  se  encontrarían  resueltas  de  con- 
formidad absoluta  con  los  datos  y  conclusiones  amya- 
dos  por  el  sumario;  porque  los  Jueces,  los  Tribunales 
de  derecho,  sólo  al  sumario  prestaban  completa  fe,  sólo 
á  aquella  parte  del  procedimiento,  desenvuelto  y  prac- 
ticado bajo  su  autoridad  exclusiva  y  en  las  condiciones 
del  procedimiento  escrito  de  una  manera  absoluta, 
atribuían  eficacia  para  los  dos  objetos  á  que,  según  he- 
mos dicho,  todo  proceso  se  encamina:  para  la  compro- 
bación del  delito  y  para  la  averiguación  del  delin* 
<íuente. 
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Esto  era,  sin  género  alguno  de  duda,  abusivo,  y  su 
aplicación  ocasionada  á  los  mayores  yerros  que  hayan 
podido  cometer  jamás  los  Tribunales  de  justicia;  y  con- 
tra esto,  precisamente  contra  esta  preocupación,  para 
combatirla  y  desarraigarla,  se  han  llevado  á  cabo  la 
mayor  parte  de  las  reformas  procefi^ales;  y  entre  ellas, 
esa  de  que  ahora  nos  envanecemos,  la  que  constituye 
el  sistema  vigente  en  nuestra  Patria  por  la  ley  del  año 
1882  y  por  la  ley  de  1888. 

Y  era  abusivo,  no  sólo  teniendo  en  cuenta  cómo  se 
han  hecho  siempre  los  sumarios  en  nuestro  País  —  y 
nosotros,  en  este  punto,  no  creemos  que  nuestro  País 
haya  ido  detrás  de  ningún  otro  pueblo,  porque  atribuí- 
mos los  defectos  de  aquel  sistema,  no  al  genio  y  cuali- 
dades del  pueblo  en  que  se  practica,  sino  á  las  deplora- 
bles condiciones  del  sistema  mismo; — era,  decimos,  ex- 
cesivo el  valor  atribuido  al  sumario,  no  sólo  por  la  forma 
en  que  se  han  hecho  los  sumarios,  sino  también  por  lo 
que  un  sumario  debe  ser,  aun  dado  que  la  instrucción 
se  lleve  á  cabo  de  la  mejor  manera  posible. 


VI 

Nada  nuevo  podemos  decir  al  público  que  nos  favo- 
rece, ni  menos  á  los  compañeros  de  profesión  que  nos 
dispensan  la  honra  de  fijarse  en  estas  observaciones, 
al  referirles  cómo  se  han  hecho  constantemente  en 
nuestro  País  los  sumarios.  Sabido  es  de  todos,  que  una 
vez  incoada  la  causa,  á  menos  que  ésta  resultara  ser 
de  aquellas  que  preocupan  vivamente  la  atención  pú- 
blica, por  lo  misterioso  de  los  hechos,  por  lo  escanda- 
loso del  atropello,  por  la  calidad  de  las  personas  ó  por 
cualquier  otra  circunstancia  pasajera,  los  sumarios  co- 
rrían completamente  á  cargo  de  los  subalternos  de  la 
administración  de  justicia.  El  Juez  no  tomaba  por  sí 
mismo  las  declaraciones;  éstas  no  se  prestaban  siquie- 
ra ante  el  escribano;  un  escribiente  de  la  escribanía, 
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el  llaiuado  oficial  de  lo  criminal  en  todas  las  escriba- 
nías, ó  los  escribientes  de  ese  oficial,  en  la  mayor  parte 
de  los  casos,  eran  los  encargados  de  tomar  y  recibir 
las  declaraciones  á  los  procesados  y  a  los  testigos,  lo 
mismo  en  laa  cárceles,  que  en  los  locales  destinados  á 
la  administración  de  justicia. 

Y  de  cómo  se  tomaban  esas  declaraciones,  estando 
encargados  de  tomarlas  personas  tan  faltas  de  condicio- 
nes  y  de  responsabilidad  como  un  escribiente,  no  hay 
para  qué  hablar:  de  lo  que  por  virtud  de  este  procedi- 
miento se  hacia  constar  en  los  folios  del  proceso,  no- 
hay  nada  que  decir;  dicho  está  todo  con  hacer  constar 
el  sistema  seguido  en  aquel  yícíoso  y  verdaderamente 
inicuo  procedimiento. 

El  autor  de  este  libro  observó  en  su  práctica  estos 
defectos,  j  la  priméis  vez  que  fué  investido  con  la  re- 
presentación del  País,  formuló  ante  el  Congreso  una 
protesta  contra  esa  manera  de  procedei\  Recordamos 
que  era  en  1885,  y  entonces  se  encontraba  al  frente 
del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  el  Sr.  Sil  vela;  y  al 
Sr_  Sil  vela,  á  quien  hoy  vemos  con  verdadera  satisfac- 
ción convertido  en  adalid  resuelto  contra  toda  especie 
de  irregularidades,  sobre  todo  de  las  irregularidades 
que  afectan  á  la  administración  de  justicia;  al  Sr.  Sil- 
vela  le  expusimos  entonces  y  ante  el  Congreso  mani- 
festamos que  era  imposible  que  continuase  el  vicioso 
Bistama  adoptado  y  seguido  sin  interrupción  de  nin* 
guna  especie  para  la  formación  de  los  sumarios;  y  re- 
firiéndonos únicamente  á  lo  que  ocuri'ía  en  la  capital 
del  Reino,  refiriéndonos  únicamente  á  lo  que  sucedía 
en  Madrid,  donde  siempre  las  cosas  se  hacen  mucho 
mejor,  por  lo  mismo  que  este  es  el  centro  de  mayor  cul- 
tura de  la  Nación  y  por  lo  mismo  que  aquí  toda  acción 
se  desarrolla  y  toda  actividad  se  desenvuelve  á  los 
ojos  de  nna  prensa  celosa  y  ante  la  mirada  inspectora 
de  los  altos  Poderes  del  Estado  y  de  los  organismos 
encargados  de  vigilar  y  dirigir  el  desenvolvimiento  de 
la  vida  social;  rogamos  al  Sr,  Ministro  de  Gracia  y 
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Justicia  que  pusiera  coto  á  aquel  verdadero  escándalo , 
por  virtud  del  cual,  lo  mismo  en  el  Palacio  de  Justici  a 
que  en  la  Cárcel  Modelo,  lo  mismo  en  uno  que  en  otro 
Juzgado,  sin  distinción  alguna  y  sin  diferencia  entre 
ellos,  las  declaraciones  se  tomaban  y  los  sumarios  se 
instruían  en  la  forma  que  acabamos  de  exponer.  Nues- 
tras reclamaciones,  bien  acogidas  en  el  Congreso,  no 
hallaron,  sin  embargo,  eco;  porque  después  de  haber- 
las expuesto,  continuaron  los  sumarios  sustanciándose 
en  la  forma  que  entonces  se  sustanciaban. 

Se  decía  al  contestar  á  nuestras  quejas,  que  era  ira- 
posible  á  los  Jueces  proceder  de  una  manera  distinta, 
porque  la  necesidad  en  que  se  encontraban  de  atender 
ó  lo  civil  y  á  lo  criminal,  y  de  despachar  en  el  día 
gran  número  de  pleitos  y  gran  número  de  causas,  les 
impedía  presenciar  y  recibir  por  sí  mismos  las  decla- 
raciones de  los  procesados  y  de  los  testigos. 


vn 

Sin  embargo,  á  nada  de  esto  se  puso  remedio.  Vino 
ú  suceder  al  8r.  Silvela  el  8r.  Alonso  Martínez,  y  aten- 
to el  Sr.  Alonso  Martínez  á  las  exigencias  que  nacían 
de  aquellos  hechos,  dispuso,  con  laudable  acierto,  que 
en  Madrid,  que  era  donde  realmente  aparecían  más  re- 
cargados de  trabajo  los  Juzgados,  se  separasen  las  fun- 
ciones de  éstos,  organizando  los  Juzgados  de  instruc- 
ción, y  aparte  de  ellos,  con  personal  distinto,  los  Juz- 
gados de  primera  instancia.  Nosotros  creemos  que  con 
esta  reforma  se  ha  conseguido,  por  lo  menos,  desvane- 
cer aquellas  razones  que  se  oponían  á  nuestras  quejas 
y  hacer  posible  que  los  Jueces  de  instrucción  sean  los 
que  de  hecho  presidan,  como  de  hecho  dirigen  los  su- 
marios; pero  en  la  práctica  no  sabemos  si  se  ha  ganado 
mucho;  y  ahora  aquí,  como  en  el  Congreso  en  1885, 
insistimos  sobre  esta  necesidad.  Es  imposible  que  las 
cosas  continúen  por  el  camino  que  van;  si  se  necesitan 
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más  Jueces,  deben  crearse;  si  es  necesario  que  el  pre- 
supuesto de  Gracia  y  Justicia  sea  más  cuantioso,  debe 
dotársele  espléndidamente. 

Todo  tiene  remedio,  á  todo  puede  atenderse  de  una 
manera  satisfactoria;  lo  que  es  imposible  sufrir,  lo  que 
es  imposible  tolerar,  es  que  la  instrucción  de  los  suma- 
rios, ni  aquí,  ni  fuera  de  aquí,  continúe  sujeta  á  esa  vi- 
ciosa práctica  que  hace  del  sumario  un  reflejo  inexacto, 
que  puede  hacer  del  sumario  un  reflejo  apasionado  é 
intencionado  de  los  hechos  y  de  ninguna  manera  un 
elemento  capaz  de  conducir  seguramente  á  través  del 
debate  judicial,  al  esclarecimiento  de  la  verdad  reí^ec- 
to  del  delito  y  de  los  deliQCuentes. 

En  las  leyes  no  hay  que  reformar  nada;  en  la  base 
de  nuestro  procedimiento  criminal  no  hay  que  modifi- 
car nada;  todo  lo  que  debe  hacerse  para  que  el  proce- 
dimiento responda  á  la  necesidad  que  lo  inspiró,  está 
dicho  y  determÍQado.  Lo  urgente,  lo  indispensable  es 
cumplir  esas  leyes;  y  mientras  la  ley  no  se  cumpla  en 
este  punto  habrá  siempre  el  temor  justificado  de  que  á 
la  justicia  la  falta  base  y  de  que  está  viciada  en  su  ori- 
gen la  administración  de  justicia,  que  es  el  mayor 
daño,  el  más  grave  peligro,  la  más  transcendental  de 
las  contrariedades  que  pueden  existir  en  la  vida  somal 
de  todo  pueblo. 

vm 

Lo  primero,  pues,  á  que  hay  que  atender  en  este 
punto,  es  á  que  los  sumarios  se  hagan  como  deben  ha- 
cerse; pero  aun  en  el  caso  de  que  esto  suceda,  caso  que 
nosotó'os  tenemos  verdadera  ansia  de  presenciar;  aun 
en  el  caso  de  que  esto  suceda,  en  el  caso  de  que  se 
formen  los  sumarios  como  deben  formarse,  de  que  el 
mismo  Juez  lo  instruya,  y  de  que  lo  instruya  con  todas 
las  condiciones  de  imparcialidad  y  reflexión  que  exi- 
gen de  él  sus  deberes,  el  sumario  nunca  tendrá  más 
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que  un  valor  relativo,  porque  para  apreciar  el  valor 
del  sumario  es  indispensable  también  tener  en  cuenta 
las  condiciones  del  sistema  acusatorio,  que  es,  como 
antes  hemos  dicho,  el  que  prevalece  y  debe  prevalecer 
en  el  procedimiento  criminal. 

Conforme  á  los  principios  del  sistema  acusatorio, 
toda  causa  criminal  es  una  cuestión  entre  partes.  De 
un  lado  está  el  que,  á  nombre  del  Estado,  á  nombre 
de  la  ley,  á  nombre  de  la  sociedad  ó  a  nombre  de  los 
intereses  particulares,  persigue  un  delito;  de  otro  lado, 
el  delincuente;  de  un  lado  el  que  ataca,  de  otra  parte 
el  que  se  defiende,  y  por  encima  de  uno  y  otro,  el  Tri- 
bunal que  ha  de  fallar,  sin  pasión,  con  equidad,  con 
arreglo  ajusticia,  representando  algo  más  alto  que  el 
Fiscal,  algo  más  alto  que  el  interés  particular:  el  in- 
terés público,  el  interés  social,  el  interés  de  la  ley  que 
puede  verse  atropellado  ó  desconocido  por  demasías  ó 
excesos,  por  errores  ó  deficiencias  del  Ministerio  públi- 
co, de  los  acusadores  ó  de  los  defensores. 

El  sumario  es  aquella  parte,  la  primera,  del  proceso, 
que  solamente  aparece  á  nuestros  ojos  como  obra  de 
una  de  esas  entidades.  El  sumario  se  forma  teniendo 
la  parte  que  contribuye  á  instruirle,  el  Ministerio  fis- 
cal y  los  acusadores  privados,  la  más  amplia  libertad, 
la  mayor  independencia,  la  libre  disposición  de  todos 
los  medios  y  de  todos  los  recursos  que  están  á  su  alcan- 
ce; y  hallándose  la  otra  parte,  el  acusado,  el  procesado, 
inerme,  sin  medios  de  acción  ó  de  resistencia,  sin  con- 
sejo, sin  poder  procurárselo,  sin  suplir  sus  luces  y  sus 
recursos  con  auxilio  alguno,  incomunicado,  á  merced 
por  completo  de  sus  acusadores,  que  disponen  de  él,  le 
ti-aen,  le  llevan,  influyen  en  su  ánimo,  le  colocan  en  la 
situación  que  les  parece  más  ventajosa  para  obligarle 
á  confesar;  le  tienen  á  merced  suya,  por  completo  y  en 
una  palabra. 

Esto  sucede  aun  en  el  caso  de  que  el  sumario  repre- 
sente una  lucha  leal  entre  el  acusado  y  sus  acusadores; 
que  también  acerca  de  esto  algo  tenemos  que  decir, 
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porque  las  leyes  han  acabado  con  el  tormento  y  con  hx 
ímtigua  confesión  con  cargos,  con  la  confesión  juraija 
y  hasta  con  las  preguntas  capciosas;  pero  esto  que  fto 
ha  hecho  en  las  leye^  no  ha  transcendido  aiin  á  h* 
práctica;  y  en  la  práctica,  las  preguntas  capciosas,  las 
amenazas  y  muchas  veces,  desgraciadamente,  hasta 
maniobras  que  tienen  harto  parecido  con  el  antiguo 
tormento  y  con  la  antigua  tortura  empleada  para  cohi- 
bir á  los  procesados,  suelen  aplicarse  y  utilizarse  a  des- 
pecho de  la  convicción  que  los  condena  y  de  la  repro- 
bación general  de  que  son  objeto. 

Este  es  un  punto  acerca  del  cual  nosotros  creemoíi 
tambií'ín  que  algo  debe  hacerse,  porque  cuando  todos 
estamos  de  acuerdo  en  publicar,  en  sostener  y  defender 
que  baííta  las  preguntas  sugestivas  son  una  coacción 
indebida^  que  no  debe  ejercerse  con  los  procesados,  es 
bien  triste  que  en  secreto,  en  privado,  al  plantear  U^ 
procedimientos,  no  se  tenga  para  nada  en  cuenta  esa 
convicción  y  se  proceda  con  un  espíritu  análogo  al  que 
informaba  la  conducta  de  los  Jueces  en  el  antiguo  ré- 
gimen y  de  aquellos  Tribunales  odiosos  y  odiados  por 
sus  procedimientos,  que  la  ciencia  condena  y  que  la^ 
leyes  han  hecho  desaparecer» 


m 

Pero  prescindamos  de  todo  esto;  tenemos  un  suma- 
rio bien  hecho,  y  á  pesar  de  esto,  decimos,  que  á  ese 
sumarió  bien  hecho,  instruido  y  formado  con  arreglo  á 
todas  las  condiciones  exigidas  por  la  ciencia  y  por  las 
legislaciones  modernas,  se  le  atribuye  por  nuestras  ma- 
las tradiciones  procesales  un  valor  excesivo. 

Eemontando  nuestro  pensamiento  á  los  años  ante- 
riores á  1883,  en  que  se  estableció  el  juicio  oral  y  pú- 
blico, y  en  que  empezó  á  funcionar  y  á  practicarse  la 
nueva  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  nos  encontra- 
mos con  un  sistema  de  proceder  completamente  dis* 
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tinto  al  que  hoy  se  aplica;  sistema  por  virtud  del  cual 
^1  mismo  Juez  que  instruía  el  sumario,  abría  ante  sí  el 
juicio,  recibía  las  declaraciones  del  plenario,  las  ratifi- 
caciones de  los  testigos  y  de  los  procesados,  practicaba 
las  pruebas  y  luego  las  estimaba  y  estudiaba,  oía  las 
defensas  y  las  acusaciones,  acabando  por  pronunciar 
respecto  de  todos  los  puntos  controvertidos  el  fallo 
que  conceptuaba  justo.  No  queremos  insistir  aquí  en 
señalar  hasta  qué  punto  había  en  todo  esto  una  serie 
de  lamentables  confusiones,  de  las  cuales  no  podía  ser 
el  acierto  producto  constante,  ni  acaso  raro. 

Ya  hemos  hablado  de  ello  en  la  Introducción,  y  no 
nos  parece  preciso  volver  sobre  lo  que  tan  repetida- 
mente hemos  consignado.  Recordamos  esto  tan  sólo 
con  el  ñn  de  señalar  cómo  el  mismo  Juez  que  oía,  juz- 
gaba y  fallaba  era  el  que  había  instruido  el  sumario; 
con  lo  cual,  siendo  el  sumario  obra  suya,  á  nadie  pue- 
de parecer  extraño  que  lo  conceptuara  como  parte 
muy  principal,  como  parte  esencial  y  fundamental  de 
todo  su  trabajo;  y  es  más,  porque  así  lo  quiere  la  hu- 
mana naturaleza,  no  puede  parecer  extraño  tampoco, 
ni,  aun  dentro  de  cierto  orden  de  ideas,  censurable, 
que  ese  Juez  concediese  al  sumario  que  él  había  hecho, 
que  él  había  formado,  un  valor  excesivo  y  superior  al 
que  realmente  tiene;  ni  es  tampoco  extraño  que  aque- 
llas impresiones  que  había  recibido  en  el  sumario,  que 
aquel  rumbo  que  él  había  encontrado  preferible  al  ins- 
truir el  sumario,  que  aquellas  ideas  que  la  instrucción 
del  sumario  mismo  había  depositado  y  arraigado  en  su 
ánimo,  prevalecieran  en  él  constantemente  y  determi- 
naran luego  su  opinión,  siendo  muy  difícil  que  se  cam- 
biasen y  se  alteraran  aun  cuando  las  pruebas  venidas 
en  el  período  de  plenario  á  su  conocimiento  tuviesen 
eficacia  y  fuerza  bastantes  para  modificar  aquellas  pri- 
meras impresiones,  aquella  verdadera  preocupación. 

Vino  la  reforma  de  1882,  y  el  Juez  instructor  dejó 
de  ser  el  Juez  que  fallaba;  pero  los  Jueces  que  fallan 
hoy  y  todos  los  Jueces  de  derecho  en  lo  sucesivo,  son 
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y  serán  los  que  han  instruido  procesos,  porque  la  or- 
ganizaeioa  de  nuestros  Tribunales  de  derecho— que 
exige  en  este  punto  tambiéu  Bcrias  reformaB  —  esta- 
blece que  el  cargo  de  Juez  instructor  sea  uno  de  los 
primerus  escalones  de  la  caiTera  judicial  y  que  por  él 
pa^an  los  Jueces  de  derecho  antes  de  sent^irse  como 
Magistrados  eu  lus  Halas  de  las  Audiencias  de  lo  ori- 
unnaL 

La  práctica  de  Juez  instructor  y  la  costumbre  de 
instruir  sumarios,  los  hábitos  que  se  adquieren  en  esta 
tarea  de  todos  los  momentos,  tan  asidua  y  laboriosa 
como  ninguna  otra,  mantienen  y  mantencírán,  hasta 
que  las  co.sas  varíen,  arraigada  eu  el  pensamiento  del 
Juez  de  derecho  la  convicción  de  que  eu  las  causas  ea 
al  sumario  á  lo  que  hay  que  atender  principalmente, 
Tor  eso^  entre  otros  motivos,  creemos  nosotros  que  la 
reforma  que  establece  el  Jurado  eu  el  procedimiento 
criminal  en  nuestro  País,  es  una  reforma  saludable  y 
conveniente.  De  ahí  nace  uno  de  los  mejores  argumen* 
tos  en  favor  del  Jurado- 

Y  esa  creencia  de  que  el  sumario  tiene  un  valor 
considerable,  no  es  peculiar  y  exclusiva  de  los  Jueces; 
ellos  la  han  propagado  y  comunicado  á  todo  el  mundo. 
Por  eso  la  mayoría  de  los  ciudadanos,  sobre  todo  en 
la  generación  que  hoy  türige  é  inspira  todas  las  ma- 
nifestaciones de  la  vida  social,  de  esa  generación  edu- 
cada en  las  costumbres  y  hábitos  que  nacen  del  proce- 
dimiento inquisitivo  y  secreto,  oree  también  que  Ion 
sumarios  tienen  aquellas  condiciones  que  nosotTOf*  leu 
negamos,  aquel  valor  que  nosotros  discutimos.  Mucho», 
en  el  fondo  de  su  espíi'itu,  piensan  eso,  aun  en  contra 
de  las  convicciones  que  sus  ideas  respecto  de  los  pro- 
blemas políticos  y  jurídicos  les  han  formado.  Así  »e 
explican  casos  como  el  que  á  seguida  vamos  á  mencio- 
nar, en  los  cuales  se  pone  de  relieve  de  una  manera 
notoria  é  inequívoca  el  error  que  venimos  seitalando. 
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líos  referimos  á  la  famosa  causa  del  asesinato  de 
Uofia  Luciana  Borcino,  que  en  los  momentos  en  que 
escribimos  nosotros  estas  líneas  se  encuentra  en  el  trá- 
mite de  calificación;  causa  que,  bien  estudiada,  por  lo 
que  de  ella  se  ha  sustanciado  hasta  ahora,  revela,  al 
hombre  pensador  y  reflexivo,  gran  número  de  vicios 
de  nuestras  costumbres  y  de  nuestro  sistema  procesal, 
y  que  más  de  una  vez  habremos  de  citar  en  estos  Co- 
mentarios, como  ejemplo  vivo  á  que  hay  que  acudir  en 
busca  de  enseñanzas  y  de  lecciones  provechosas. 

Esa  causa  ha  impresionado  de  una  manera  dolorosa 
y  viva  los  ánimos  y  la  opinión;  la  prensa  entera,  sin 
distinción  de  matices,  ni  de  localidades,  ha  examinado, 
analizado,  desmenuzado  uno  y  otro  día  todas  las  actua- 
ciones y  diligencias  que  en  ella  se  han  ido  practican- 
do; y  todos  los  pormenores  y  circunstancias  que  de  ella 
86  han  sabido  han  sido  objeto  de  atento  estudio  por  el 
País  entero. 

Pues  bien:  á  propósito  del  examen  de  esa  causa,  he- 
mos visto  gran  número  de  periódicos,  ya  de  entre  los 
que  defienden  las  ideas  más  avanzadas,  ya  de  entre 
los  que  sustentan  las  ideas  más  conservadoras,  que  se 
han  aventurado,  con  poco  tino  en  nuestro  juicio,  con 
poca  prudencia  en  nuestro  sentir,  á  formular  conclu- 
siones, á  emitir  opiniones  definitivas,  á  consignar  algo 
que  se  parece  á  los  fallos  últimos  de  los  Tribunales, 
acerca  de  sus  resultados  y  de  las  responsabilidades 
que  de  ella  pueden  nacer  antes,  mucho  antes  de  que 
ías  partes  hayan  formulado  la  calificación  provisional. 

Ha  habido  periódicos,  que  estimando  únicamente  los 
datos  incompletos  é  imperfectos  que  entregaban  á  la 
publicidad  los  dictados  de  su  propia  suspicacia  y  las 
sugestiones  de  su  espíritu,  más  ó  menos  discreto,  han 
dicho  en  un  momento  en  que  nadie  podía  asegurarlo^ 
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im  que  nadie  debía  aventurarse  á  tanto,  quién  ó  quié- 
nes en  su  opinión  eran  los  autores  del  horrible  drama. 
Nosotros  no  nos  oponemos  á  nada  que  sea  legítima 
consecuencia  de  la  libertad  de  la  prensa;  nosotros  uo 
([ueremos  siquiera  que  las  leyes  pongan  cortapisas  y 
límites  á  estas  manifestaciones;  pero  creemos  que  como 
ííorrectivo  á  lo  que  hay  en  ellas  de  exagerado  y  de  ar- 
bitrario, deben  formularse  enérgicas  censuras  contra 
los  que  se  han  atrevido  á  tanto. 

Ha  habido  periódicos  también  y  ha  habido  personas 
caracterizadas,  de  cuya  ilustración  y  de  cuyo  buen  de- 
ííco  no  es  posible  dudar,  que  después  de  terminarse  el 
Humario  y  apenas  conocidos  sus  resultados  por  los  re- 
súmenes incompletos  que  han  llegado  á  ver  la  lúa  pú- 
blica, nos  han  hablado  de  una  verdad  legal,  de  la  exis- 
tencia de  una  verdad  legal,  sosteniendo  que  esa  verdad 
legal  resultaba  del  sumario,  y  que  contra  ella  ó  fren- 
te á  ella  debía  oponerse  una  verdad  real  que  resultaba 
de  sus  propias  investigaciones,  de  sus  propios  cálculos, 
de  sus  propios  y  exclusivos  juicios. 

No  conocemos  nada  tan  deplorable  como  esto.  Desde 
el  momento  en  que  se  cree  que  en  los  resultados  del 
sumario  ó  en  lo  que  resulta  de  los  juicios  que  puedea 
formularse  acerca  de  lo  que  en  el  sumario  ocurra,  hay 
fílgo  que  merece  el  nombre  de  verdad  legal  ó  real,  se 
(^videncia  por  modo  incontrastable  que  esa  opinión  está 
verdaderamente  extraviada,  que  no  estima  el  verda- 
dero valor  de  las  cosas,  y  que  sus  ideas,  en  punto  al 
procedimiento  y  al  curso  que  deben  seguir  los  asuntos 
criminales,  son  ideas  de  todo  punto  erróneas  y  equi- 
vocadas. 

En  un  proceso  no  hay  más  verdad  legal  que  la  que 
revela  y  declara  la  sentencia;  la  sentencia  dictada  des- 
pués del  juicio,  después  de  oir  á  las  partes,  sus  descar- 
aos y  las  pruebas  alegadas.  Todo  lo  que  antes  se  hace, 
tfído  lo  que  antes  se  dice,  no  son  más  que  diligencias 
encaminadas  á  buscar  y  averiguar  esa  verdad;  y  los 
que  opinan  de  otra  manera,  no  conceden  valor  al  jui- 
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cío;  y  los  que  opinan  de  otro  modo,  juzgan  como  si 
fueran  apasionados  defensores  del  sistema  del  procedi- 
miento escrito  y  secreto,  y  como  enconados  é  irreconci- 
liables adversarios  del  sistema  del  juicio  oral  y  público. 
De  suerte  que  ese  hecho  prueba  que  la  opinión  no 
está  á  la  altum  de  los  últimos  progresos  realizados  en 
el  procedimiento  judicial  y  hace  concebir  el  temor  de 
que  esos  progresos  sean  estériles,  porque  no  encuen- 
tran en  la  opinión  la  ayuda  y  el  apoyo  que  merecen. 
Toda  la  obra  de  nuestros  hombres  más  ilustres  en  este 
orden  de  asuntos,  podría,  sí,  resultar  infecunda;  y  ¡qué 
desdicha  y  qué  gran  responsabilidad  para  los  que  con 
su  falta  de  reflexión  pueden  contribuir  á  un  resulta- 
do de  esa  especie! 


XI 


El  siunario  no  produce  verdad  legal  de  ningún  gé- 
nero; el  sumario  no  es  más  que  un  camino  para  llegar 
al  conocimiento  de  esa  verdad;  pero  un  camino  incom- 
pleto, por  las  razones  que  hemos  demostrado  y  expli- 
cado antes  de  ahora,  y  es  necesario  que  nos  convenza- 
mos de  que  no  hay  que  dar  al  sumario  más  valor  que 
el  que  tiene,  porque  de  darle  el  que  le  atribuyen  los 
Jaeces  de  derecho  y  esos  directores  de  la  opinión  que 
tan  ligeramente  han  procedido  en  este  asunto,  jamás 
podríamos  aspirar  á  que  la  administración  de  justicia 
realizase  ésta  de  una  manera  cumplida  y  cabal. 

Por  eso  decimos  que  la  calificación  no  es  más  que 
un  resumen  del  sumario,  que  sólo  permite  presumir  cuál 
será  el  delito  y  quiénes  pueden  ser  los  delincuentes, 
porque  en  el  período  del  juicio  en  que  han  puesto  las 
leyes  el  trámite  de  la  calificación,  no  se  sabe  nada  de 
nna  manera  cierta,  no  se  conoce  nada  de  una  manera 
exacta,  no  se  tiene  certeza  alguna,  no  se  tiene  más  que 
esa  presunción;  y  como  el  juicio  después  ha  de  conti- 
nnar  con  arreglo  á  las  leyes,  ya  ante  el  Tribunal  del 
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Jurado,  ya  ante  los  Tribunales  de  derecho,  por  eso  la 
resolución  de  la  cuestión  de  competencia  se  funda  en  la 
calificación,  por  eso  la  resolución  de  esa  cuestión  mis- 
ma no  tiene  más  base  que  una  presunción. 

Llegado  ese  trámite,  se  plantea  el  problema  en  estos 
términos:  ¿A  quién  se  somete  el  juicio?  ¿A  quién  toca 
y  corresponde  en  lo  sucesivo  el  conocimiento  de  la  cau- 
sa: al  Jurado,  ó  á  los  Tribunales  de  derecho?  Y  ese 
problema  es  el  que  ha  venido  á  resolver  el  art.  6/*  de 
la  ley  que  estamos  comentando. 

Llegado  el  trámite  de  la  calificación,  determinada  j 
establecida  la  presunción  sobre  que  esa  misma  califica- 
ción se  funda,  hay  que  declarar  lo  que  procede  en  cuan- 
to á  la  competencia;  y  esta  declaración  envuelve  tres 
cuestiones:  Primera.  ¿Quién  declara  la  competencia? 
Segunda.  ¿En  qué  ha  de  fundarse  esa  declaración?  Ter- 
cera. ¿Cómo  ha  de  hacerse  esa  declaración,  y  qué  efeo- 
tos  debe  producir?  Vamos  á  examinar  cada  una  de  ca- 
tas tres  cuestiones  por  separado. 


xn 


La  primera  cuestión  no  exige  de  nosotros  un  estudio 
detenido  ni  prolijas  reflexionen.  La  entidad  que  debe 
declarar  la  competencia  de  cada  juicio^  la  competencia 
de  cada  proceso,  es  la  Sala  de  lo  criminal  correspon- 
diente. 

Se  trata,  en  primer  lugar,  de  un  problema  puramen- 
te técnico,  para  cuya  resolución  no  se  necesita  estima- 
ción de  pruebas  de  ninguna  clase;  no  hay  que  apreciar 
cosa  alguna;  basta  conocer,  basta  tener  noticia  de  la 
presunción  que  es  el  fundamento  de  la  calificación,  y 
deducir,  deducir  tan  sólo  la  consecuencia  jurídica  que 
nace  de  la  calificación  ínisma,  y  esto  nadie  mejor  que 
la  Sala  puede  hacerlo.  Crear  un  organismo  nuevo  para 
ello  sería,  no  sólo  arbitrario,  sino  ocasionado  á  compli- 
caciones y  dilaciones  que  no  admite  la  necesaria  rapi* 
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úez  del  procedimiento,  y  que,  por  otra  parte,  no  recla- 
ma ninguna  consideración  valedera. 

Además,  si  bien  es  cierto  que  la  calificación  á  que 
ahora  nos  referimos  es  provisional  y  que  la  presunción 
no  se  cambia  en  certeza  hasta  que  las  conclusiones  pro- 
visionales son  ratificadas  ó  enmendadas  por  las  conclu- 
siones definitivas,  también  es  cierto  que  el  caso  de  que 
estas  últimas  sean  distintas  de  las  provisionales,  está 
previsto  por  el  mismo  art.  6.^  y  por  la  cita  que  en  él  se 
hace  del  artículo  65;  cita  que  explicaremos  más  exten- 
samente cuando  examinemos  este  último  precepto. 

Por  tanto,  es  innegable  que,  hechas  las  conclusiones 
provisionales  y  hecha  la  calificación  provisional,  la  Sala 
debe  partir  de  ella  para  determinar  la  competencia; 
<5ompetencia  que  podrá  sufrir  alteración  6  reforma  al 
formularse  las  conclusiones  definitivas,  pero  que  por  el 
momento  no  es  necesario  depurar  más. 


xin 

Segunda  cuestión.  ¿Cuál  será  el  fundamento  de  la 
^declaración  de  competencia?  También  resuelve  este 
punto  el  párrafo  1.^  del  art.  6.^,  estableciendo  que  la 
Audiencia  ó  Sala  de  lo  criminal  determine  si  compete 
la  causa  de  que  se  trata  al  Tribunal  del  Jurado,  ó  si 
compete  á  ella  misma,  por  el  concepto  que  del  delito 
tengan  las  partes  acusadoras. 

No  podía  buscarse  en  ningún  otro  dato  ni  en  ningu- 
na otra  consideración  la  base  de  esa  declaración.  Hay 
que  tener  en  cuenta,  para  apreciarlo  así,  lo  que  exige 
el  procedimiento  acusatorio.  Según  él,  la  causa  es  una 
contienda  entre  partes,  donde  se  debate  lo  que  los  acu- 
sadores afirman  y  lo  que  los  procesados  ó  sus  defen- 
sores rechazan  ó  niegan.  Lo  que  los  acusadores  piden 
^  afirman  es  que  se  declare  que  se  ha  cometido  deter- 
minado delito;  y  según  que  el  delito  que  ellos  seña- 
lan como  cometido  sea  uno  ú  otro,  así  la  competencia 
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del  juicio  corresponderá  al  Trít)imal  del  Jurado  ó  co- 
rresponderá á  los  Tribunales  de  derecho.  Por  consi- 
guiente, como  lo  que  se  va  á  discutir,  como  de  lo  (jue 
se  va  á  tratar  es  de  la  petición  deducida  por  los  acusa- 
dores, hay  que  deferir  á  lo  que  ést^js  digan  para  deter- 
minar la  competencia. 

Esto  nos  parece  evidente  y  es  innecesario  insistir 
más  sobre  ello. 

Pero  puede  haber  más  de  un  acusador,  y  por  tanto, 
puede  ser  distinta  la  petición  de  los  acusadores,  y  esta 
es  la  cuestión  que  ordinariamente  surgirá  al  tratarse 
de  la  competencia. 

El  proyecto  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  de- 
cía en  su  art.  7.^,  que  «la  competencia  del  Tribunal  del 
Jurado  se  determinara  por  el  concepto  que  el  delito 
haya  merecido  á  las  partes  acusadoras  al  solicitar  la 
apertura  del  juicio.» 

El  precepto  en  esos  términos  redactado,  era,  sin  gé- 
nero alguno  de  duda,  vago,  porque  no  se  resolvía  el  caso 
en  que  hubiera  divergencia  enti'c  los  acusadores. 

La  Comisión  del  Congi'eso  al  dar  su  dictamen  seña* 
ló  ya  este  caso  y  redacto  el  art-  6/^  en  otros  términos: 
«La  competencia  del  Tribunal  del  Jurado,  dijo,  se  de- 
terminará por  el  concepto  que  el  hecho  haya  merecido 
á  las  partes  acusadoras  al  solicitar  la  apertura  del  jui- 
cio.» «Si  hubiera  divergencia  entre  ellas,  añadía,  pre- 
valecerá para  este  efecto  la  calificación  del  Fiscal.  * 

Al  establecer  y  resolver  en  esos  términos  la  duda, 
la  Comisión  del  Congreso  no  sólo  daba  una  muestra 
clara  de  deferencia  al  representante  del  Ministerio  pú- 
blico, sino  que  se  inspiraba  en  la  creencia  de  que,  t  imi- 
tándose de  acusaciones,  ordinariamente  la  más  impar* 
cial,  la  más  justa,  suele  ser  la  del  Fiscal  que  represen- 
ta al  Estado  y  defiende  la  ley;  y  si  esa  no  lo  es  en  todos 
los  casos,  es,  por  lo  menos,  la  que  debe  serlo,  porque  el 
Ministerio  público,  en  su  afán,  en  el  afán  que  le  inspira 
el  cumplimiento  de  su  deber  de  procurar  que  las  leyes 
se  cumplan,  ni  debe  mostrarse  inclinado  a  la  beaevo- 
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leneia^  ni  debe  mostrarse  inclinado  á  la  severidad;  su 
conducta,  para  responder  á  lo  que  la  ley  quiere  y  á  lo 
que  las  circunstancias  y  condiciones  de  su  instituto  re- 
claman, debe  obedecer  á  móviles  de  todo  punto  des- 
interesados y  no  encontrarse  alterada  ni  modificada  por 
ningún  apasionamiento,  ni  por  ningún  interés  extraño 
al  interés  de  la  justicia. 

Por  tanto,  no  era  ni  en  lo  que  se  refiere  á  la  teoría, 
ni  en  lo  que  se  refiere  á  la  práctica,  descabellado  ó  cen- 
surable lo  que  la  Comisión  del  Congreso  estimó  opor- 
tuno. 


XIV 

La  del  Senado  varió  los  términos  de  la  redacción  de 
este  artículo.  Decía  en  su  dictamen:  «La  competencia 
del  Tribunal  del  Jurado  se  determinará  por  las  Au- 
diencias ó  Salas  de  lo  criminal,  teniendo  en  cuenta  el 
concepto  que  el  hecho  haya  merecido  á  las  partes  acu- 
sadoras y  oyendo  á  éstas  y  á  las  acusadas  si  lo  solici- 
taren.» 

Esto  no  lo  hizo  la  Comisión  del  Senado  espontánea- 
mente. En  su  dictamen  aceptó  el  artículo  tal  como 
había  ido  aprobado  por  el  Congreso;  pero  puesto  á  dis- 
cusión en  la  sesión  del  7  de  Febrero,  fué  modificado  por 
aceptar  una  enmienda  del  Sr.  Fabié  y  una  indicación 
del  Sr.  Eomero  Girón  que  dejaron  convertido  el  ar- 
tículo en  lo  que  acabamos  de  indicar. 

En  esta  forma,  el  artículo  era  inaceptable,  porque  el 
hecho  de  haber  establecido  en  la  cuestión  de  compe- 
tencia, aparte  de  lo  que  dispone  el  art.  41  que  en  su 
lugar  examinaremos,  im  nuevo  incidente,  constituía 
una  grave  dilación,  como  ha  opinado  con  mucho  acier- 
to el  Sr,  Maura,  á  cuyo  parecer  hemos  de  acudir  varias 
veces  en  este  Comentario  por  ser  el  de  uno  de  los  más^ 
ilustrados  y  decididos  defensores  que  ha  tenido  la  ley 
en  el  Parlamento;  dilación  grave,  tratándose  del  Jura- 
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do,  que  era  necesario  plantear  de  ima  manera  lo  mú& 
perfecta  poBible,  para  que  atendiera  á  la  Becesidad  de 
administrar  pronta  y  cumplida  justicia  y  cuyo  procedi- 
miento no  podía  ni  debía  entorpecerse  con  ninguna  eth 
pecie  de  diligencias  inútiles  ó  inneeesaiías. 

También  m  hubiera  prevalecido  lo  que  acordó  el  Se- 
nado y  continuara  existiendo  ese  trámite,  se  facUitaba 
á  los  acusadores  ó  á  los  acusados  el  medio  de  huir  de 
un  jurado  que  no  acomodara  á  una  de  las  partea,  brin- 
dándoles con  las  dilaciones  que  surgirían  del  incidente, 
que  harían  impoííible  en  muchos  casos  que  la  causa  &e 
sometiera  al  Jurado,  que  por  el  tiempo  en  que  ese  trá- 
mite se  desarrollara  habría  naturalmente  de  entender 
en  ella. 

Por  último,  en  el  art.  6.'^  tal  como  quedaba  al  ser  re- 
dactado en  sus  términos,  se  encontraba  la  cuestión  de 
competencia  sin  verdadera  norma  legal,  y  en  definitiva 
era  el  arl>itrío  del  Tribunal  el  que  había  de  venii*  á  re- 
solverla Esto  iiodría  ofrecer  perjuicios  y  dificultades  4e 
alguna  consideración ,  pues  por  lo  mismo  que  á  la  Sala 
se  le  atribuye  la  facultad  de  determinar  la  competencia 
en  cada  caso,  era  indispensable  señalar  á  esa  declara- 
ción de  competencia  reglas  precisas  y  termiuaníeaj  que 
no  tolerasen  niñísima  desviación  de  los  buenos  princí- 
pios,  ni  de  aquellas  consideraciones  que  se  estimaseii 
más  acertadas  para  resolver  en  este  punto. 


La  Comisión  mixta  de  arabos  Cuerpos  Colegí slado- 
res  tuvo  esto  muy  en  cuenta  y  resolvió  de  una  mane- 
ra indudablemente  acertada  el  problema  que  tanto  es* 
tudio  exigía.  Dicha  t*omi.sión  mixta  fué  la  que  decidiA 
que,  en  el  caso  de  haber  divergencia  entre  losaciLsado- 
res  respecto  de  la  calificación  del  delito  imputado,  se  hi- 
ciera la  determinación  de  la  competencia  con  sujeoióa 
á  la  más  grave  de  las  calificaciones  formuladas. 
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¿Responde  esta  solución  á  las  condiciones  del  siste- 
ma acusatorio  y  á  la  índole  del  Jurado?  Desde  el  mo- 
mento en  que  una  de  las  partes  formula  las  conclusio- 
nes provisionales  y  en  ellas  califica  el  delito  cometido 
de  una  manera  más  grave  que  la  otra,  aquélla  es  la 
que  principalmente  y  en  primer  término  va  á  discutir- 
se en  el  juicio,  y  por  tanto,  la  competencia  de  ese  juicio 
pertenece,  sin  género  alguno  de  duda,  al  Tribunal  que 
sea  competente  para  conocer  de  aquel  delito  más  grave. 

Puede  ocurrir  que  en  las  conclusiones  definitivas  esa 
calificación  grave  desaparezca,  y  entonces  se  está  en  el 
caso  de  proceder  como  indica  el  art.  65;  y  entonces, 
dentro  ya  de  lo  que  el  art.  65  previene,  como  veremos 
cuando  detenidamente  hablemos  de  él,  se  resolverá  por 
la  misma  Sala  qué  Tribunal  es  el  competente;  pero  en- 
tre tanto  á  la  calificación  más  grave  hay  que  atenerse. 

La  Comisión  mixta,  pues,  resolvió  como  debía  resol- 
ver; y  en  este  sentido,  después  de  tanta  objeción  y  de 
tantas  vacilaciones,  creemos  que  se  ha  llegado  á  la  fór- 
mula que  revela  mayor  acierto  y  mayor  espíritu  de 
equidad;  á  la  fórmula,  sobre  todo,  de  atender  más  á  lo 
que  se  debe  al  Jurado,  á  lo  que  el  Jurado  por  su  pro- 
pia índole  reclama. 

Esta  solución  tiene,  por  otra  parte,  la  ventaja  de  no 
dar  margen  á  dudas  de  ninguna  especie;  pues  una  vez 
tenidas  en  cuenta  las  diversas  calificaciones  que  se  ha- 
yan emitido,  bastará  con  que  la  Sala  se  fije  en  la  más 
grave  para  saber  ya  cómo  debe  proceder.  No  es  nece- 
saria vista;  no  es  necesaria  la  audiencia  de  las  partes; 
basta  con  la  lectura  de  los  escritos  de  calificación  y  la 
lectura  del  art.  4.^  de  la  ley  del  Jurado. 

Los  recursos  que  nacen  de  la  declaración  de  compe- 
tencia son,  así,  de  tramitación  y  de  práctica  más  fáci- 
les; y  por  tanto,  lo  sencillo  y  concreto  de  este  precepto 
evita  dificultades  de  toda  especie  y  establece  una  ver- 
dadera norma,  á  la  cual  bastará  con  atenerse  sencilla- 
mente para  realizar  lo  más  conveniente  y  oportuno. 
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XVI 


Eu  el  proyecto  de  ley  del  Ministro  y  en  el  dictamen 
de  la  Comifiión  del  CongresOj  al  referii'se  al  concepta 
que  el  hecho  hubiera  merecido  á  las  partes  acusadoras, 
»e  tlecía  que  este  concepto  sea  el  que  emitan  al  solici- 
tar la  apertura  del  juicio;  y  esto  también  ha  sido  mo- 
dín cado,  porque  realmente,  al  solicitar  la  apertura  del 
juicio,  las  partes  acusadoras  no  emiten  un  concepto  con- 
creto del  hecho  de  que  se  trate. 

El  art.  632  de  la  ley  de  Enjmcíamiento  criminal  dice: 
que  «si  fuere  confirmado  el  auto  declarando  terminada 
vi  sumario,  se  mandará  traer  la  causa  á  la  vista  con  ci- 
tación del  Ministerio  fiscal,  cuando  intervenga  en  la 
eauíia,  ó  del  Procurador  del  querellante  particular  si  lo 
hubiere»;  y  el  633,  añade:  que  *el  Tribunal  dictará 
auto  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  vista, 
mandando  abrir  el  juicio  oral  ó  sobreseyendo. »  De  ma- 
nera que  cuando  las  partes  acusadoras  solicitan  la  aper- 
tura del  juicio  es  al  verificarse  la  vista  de  que  habla  el 
art.  632;  pero  en  esa  vista,  el  concepto  que  las  partes 
acusadoras  emiten  del  hecho  de  que  se  trata,  no  es  un 
concepto  concreto,  porque  en  esa  vista  no  necesitan  ha- 
cerlo así  para  el  fin  que  en  la  misma  se  busca  y  que 
con  la  misma  se  logra,  porque  en  esa  vista,  lo  que  haa 
de  hacer  las  partes  acusadoras  es  evidenciar  la  realidad 
del  delito,  evidenciar  el  hecho  que  es  constitutivo  del 
delito,  evidenciar,  por  último,  que  existen  indicios  ra- 
cionales de  haberse  perpetrado  y  que  no  aparecen  á 
jjrimera  vista,  de  una  manera  notoria  y  clara,  exentos 
de  responsabilidad  criminal  los  procesados  como  auto- 
res, cómplices  ó  encubridores. 

Todo  esto  puede  hacerse  sin  necesidad  de  concretar 
los  téiminos  de  una  manera  especial  y  señalada  acerca 
de  qué  delito  se  trata,  porque  esta  determinación,  cuan- 
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do  hay  que  hacerla,  es  en  trámites  sucesivos,  luego  de 
abierto  el  juicio,  cuando  se  comunique  la  causa  á  los 
acusadores,  para  que  éstos,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  650,  determinen  y  expresen  en  el  escrito  de 
calificación  las  conclusiones  que  resulten  del  sumario. 
Por  tanto,  parece  natural  y  lógico  (y  lo  es  sin  duda  al- 
guna) que  la  Comisión  del  Senado  hizo  bien  en  modifi- 
car en  esta  parte  la  obra  de  la  Comisión  del  Congreso, 
estableciendo  que  la  competencia  del  Tribunal  del  Ju- 
rado se  determine  «teniendo  en  cuenta  el  concepto 
que  el  hecho  haya  merecido  á  las  partes  acusadoras, 
en  vista  de  lo  que  resulte  de  sus  respectivos  escritos 
de  calificación. » 

Conste,  pues,  de  una  manera  clara  y  terminante,  que 
cuando  la  Sala  ha  de  estimar  las  calificaciones  no  es 
en  lo  que  resulte  de  la  vista  de  que  habla  el  art.  632 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  sino  en  el  escrito 
de  que  habla  el  art.  650  de  la  misma  ley. 


xvn 


Teroeira  cuestión.  ¿Cómo  hará  la  Sala  la  declaración  de 
<íompetencia?  ¿Qué  efectos  producirá  esa  declaración? 
Esta  cuestión  la  plantea  en  realidad  y  la  resuelve  el 
art.  41,  y  allí  diremos  lo  necesario  para  su  inteligen- 
cia y  explicación;  aquí  nos  limitaremos  á  hacer  constar 
que,  en  nuestro  juicio,  la  unidad  de  la  obra  requería 
que  lo  dispuesto  en  el  art.  41  constituyera  un  segundo 
párrafo  de  lo  dispuesto  en  el  art.  6.^ 

Ya  que  en  este  artículo  se  establecen  los  fundamen- 
tos de  la  declaración  de  competencia,  debieran  en  ese 
mismo  art.  6.^  haberse  establecido  los  trámites  que  ha- 
bían de  seguirse  para  obtener  esta  declaración.  De  esa 
manera  el  art.  6.^  sería  completo  y  no  se  daría,  como 
seguramente  se  dará,  lugar  á  alguna  confusión  y  á  al- 
gunas dudas,  teniendo  en  cuenta  que  el  art.  6.<>  termi- 
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na  con  nn  segundo  párrafo,  en  el  cual  se  dice:  que- 
«contra  la  resolución  de  la  Audiencia  ó  de  la  Sala  de 
lo  criminal,  no  se  dará  más  recurso  que  el  de  casa- 
ción >;  precepto  que  encontramos  repetido  en  el  art.  41 
y  que  puede  dar  lugar  á  que  se  crea  que  es  en  dos  ve- 
ces ó  en  dos  trámites  distintos,  cuando  hay  necesidad 
de  consignar  la  oportuna  protesta,  cuando  el  recurso 
de  casación  procede  y  pueda  plantearse. 

Esto  no  es  así.  El  art.  6.^,  repetimos,  establece  los 
datos  que  han  de  tenerse  en  cuenta  para  la  declaración 
de  que  hablamos,  y  que  en  esa  declaración  ha  de  pro- 
cederse  con  arreglo  á  lo  que  determina  y  establece  el 
art.  41;  y  sólo  después  de  que  lo  mandado  en  el  art.  41 
se  haya  practicado,  sólo  después  que  el  precepto  esta- 
blecido en  el  art.  41  se  haya  cumplido  en  la  K>rma  se- 
ñalada en  el  mismo  art.  41,  es  cuando  procederá  el 
recurso  de  casación,  es  cuando  procederá  prepararlo  y 
entablarlo  en  la  forma  conocida. 

Por  tanto,  creemos  que,  ó  ha  debido  venir  á  formar 
parte  del  art.  6.^,  por  lo  menos  lo  que  hay  en  el  41  que 
se  refiere  al  procedimiento  que  debe  seguirse  en  las 
cuestiones  de  competencia,  ó  ha  debido  desaparecer 
del  art.  6.^  el  segundo  párrafo,  ya  que  estaba  suficien- 
temente consignado  el  derecho  á  interponer  recurso  de 
casación  con  lo  que  se  afirma  en  el  art.  41. 

Art.  7.^  El  Tribunal  del  Jurado  será  competente  para  cono- 
cer no  sólo  de  los  delitos  consumados  á  que  se  refiere  el  art.  4.*^, 
sino  de  los  frustrados  y  tentativas;  asi  como  de  la  proposición  y  cons- 
piración que  se  realicen  para  cometerlos,  cuando  estén  penadas  en 
el  Código,  j  de  la  complicidad  y  encubrimiento. 


En  las  últimas  discusiones  habidas  en  nuestro  País 
sobre  el  restablecimiento  del  Jurado — y  creemos  que 
principalmente  en  la  de  1883 — se  introdujo  en  el  de- 
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bate  con  repetición  la  frase  figura  de  delito;  frase  que 
ya  venía  admitida  y  reconocida  por  el  uso  de  eminentes 
tratadistas,  y  que  aquí,  sin  embargo,  se  acogió  con  ex- 
trañeza  por  los  que  censuran  sistemáticamente  todas 
las  innovaciones,  aun  las  más  sencillas  é  inocentes,  aun 
las  que  tienen  el  carácter  de  verdaderamente  inofen- 
sivas como  ésta  en  que  ahora  nos  ocupamos. 

Nosotros  tampoco  somos  aficionados  á  novedades  ni 
á  importar  á  nuestro  idioma  ni  á  nuestra  ciencia  ele- 
.mentos  de  otras  partes,  cuando  la  importación  no  está 
justificada;  pero  en  el  caso  actual  creemos  que  lo  está 
y  que  puede  usarse  y  usarse  sin  inconvenientes  de  nin- 
guna especie  esa  frase  figma  de  delito,  porque,  sobre  ha- 
llarla enteramente  castiza,  encontramos  que  es  la  más 
adecuada  de  cuantas  pudieran  usarse  para  expresar  la 
idea  que  revela. 

IX^mSi  figura  nuestro  Diccionario  á  «la  forma  exte- 
rior de  un  cuerpo,  por  la  cual  se  diferencia  de  otro»;  y 
ya  de  antiguo  se  ha  aplicado  esta  palabra  á  diversos 
conceptos,  lo  mismo  en  el  orden  puramente  físico,  que 
en  el  intelectual  y  en  el  moral.  Así  se  ha  hablado  de 
figuras  morales,  siendo  ellas  aquel  conjunto  de  cuali- 
dades que  se  suponen  en  una  personalidad,  que  cual- 
quier obra  literaria  pone  en  relieve,  describiendo  sus 
virtudes  ó  sus  vicios  ó  llevándolos  á  la  escena  para  mos- 
trarlos al  público  en  los  embates  de  una  acción  com- 
plicada y  difícil.  En  nuestro  foro  también  se  ha  dado  el 
nombre  Afá  figuras  judiciales  á  un  cierto  modo  de  proce- 
der, á  un  organismo  completo  del  procedimiento,  para 
diferenciarlo  de  otro  organismo  procesal  análogo,  pero 
distinto  en  su  desarrollo  ó  desenvolvimiento  y  en  sus 
conclusiones. 

Los  delitos  son  entidades  morales  que  se  manifiestan 
ó  revelan  en  hechos  de  diversa  índole  y  en  condiciones 
perfectamente  distintas,  por  las  cuales  pueden  muy 
bien  diferenciarse  los  unos  de  los  otros.  No  faltan,  pues, 
á  la  propiedad  los  que  hablan  de  figuras  de  delito. 
La  delincuencia  se  determina  en  varios  tipos  de  de- 
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litos,  como  el  robo,  el  homicidio,  el  incendio,  cada  uuo 
de  los  cuales  forma  un  todo,  un  conjunto  tan  distinto 
y  diverso  de  los  demás,  que  no  podrá  cítame  un  solo 
caso  en  que  hayan  sido  confundidos.  Pues  bien;  esos 
tipos  son  figuras  de  delito. 


Esta  teoría  no  es  contraria  á  la  individualización  del 
delito  que  hemos  enumerado  como  uno  de  los  antece- 
dentes de  la  reforma  que  hoy  estudiamos  y  de  la  ma- 
yor parte  de  las  innovaciones  introducidas  en  loa  últi- 
mos tiempos  en  el  Derecho  procesal. 

La  individualización  del  delito,  la  teoría  que  preco- 
niza la  necesidad  de  individualizar  los  delitos,  consÍB- 
te  en  sostener  que  cada  hecho  criminal  es  distinto  de 
todos  los  demás  por  la  forma  en  que  se  ba  llevado  á 
vAihOy  por  los  móviles  que  ínsi)iraron  su  ejecución,  por 
las  circunstancias  modificativas  que  han  concurrido 
t'n  la  manera  de  ejecutarlo,  por  las  condiciones  per- 
sonales del  delincuente  que  lo  llevó  á  cabo,  qiázás  por 
\i\H  condiciones  personales  de  la  víctima,  y  aun  por 
aquellas  circunstancias  de  lugar  y  tiempo  que  earacte* 
rizan  las  diferencias  del  hecho  y  que  contribuyen  tam- 
bién en  cierta  medida  á  la  manera  como  ese  hecho  se 
loaüzó,  por  el  influjo  natural  que  tienen  en  la  vida  y 
pt)r  el  encadenamiento  que  en  todo  hecho  social  se  re- 
vela de  tan  diversas  y  opuestas  condiciones.  C!ada  una 
do  ellas  contribuye  á  que  un  hecho  criminal  sea  ente- 
ramente diverso  á  los  demás  de  su  índole  y  que  no  pue- 
da ser  apreciado  con  arreglo  á  términos  generales. 

En  el  juicio  oral  resultan  palpables  osas  difereníúas 
y  acentuadas  con  la  acentuación  que  les  es  propia  y 
f  on  el  alcance  que  necesariamente  deben  tener  todos 
los  elementos  que  contribuyen  d  deteiininar  la  natura- 
leza de  un  acto  criminoso.  En  el  juicio  oral  se  ven  retra- 
tadas por  las  declaraciones  de  los  testigos,  por  loa  iu- 
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formes  de  los  peritos,  por  las  pruebas  que  se  aducen, 
las  verdaderas  circunstancias  de  un  crimen  que  se  lle- 
vó á  cabo;  se  reproduce  ante  el  Tribunal  la  imagen  de 
los  hechos  tales  como  ocurrieron  al  verificarse  el  sinies- 
tro suceso. 

En  el  juicio  escrito,  en  el  procedimiento  escrito  no 
sucedía  esto.  Esas  variedades,  esos  matices,  esas  distin- 
ciones, que  muchas  veces  no  pueden  fijarse  por  la  pala- 
bra hablada,  sino  que  resultan  del  conjunto  de  los  he- 
chos que  se  presentan,  se  reproducen  ó  se  exponen, 
desaparecían  bajo  las  fórmulas  del  estilo  curialesco  y 
á  veces  hasta  bajo  el  tecnicismo  de  la  práctica  judicial. 
Un  escribiente  podía,  empleando  una  palabra  en  vez 
de  otra,  borrar  por  completo  las  huellas  de  una  circuns- 
tfmcia  verdaderamente  esencial  para  la  apreciación  de 
nn  hecho,  para  la  estimación  de  una  prueba,  para  el 
juicio  que  mereciera  la  declaración  dfe  un  testigo. 

Si  coleccionáramos,  después  de  estudiadas  atentamen- 
te, gran  número  de  las  causas  que  se  han  seguido  con 
arreglo  al  procedimiento  escrito  vigente  en  nuestra  Pa- 
tria antes  de  1883,  veríamos  que  existía  un  patrón 
para  la  manera  de  formular  las  declaraciones  y  dili- 
gencias, y  que  la  mayor  parte  de  ellas  resultaban  ajus- 
tadas á  ese  patrón,  con  una  conformidad  que  pugna  con 
la  naturaleza  humana,  en  la  cual  siempre  se  revela,  de 
una  manera  ostensible  y  notoria,  lo  que  es  personal,  lo 
que  es  individual,  lo  que  es  propio  de  cada  hombre  y 
que  le  acompaña  constantemente,  sobre  todo  en  lo  que 
se  refiere  á  sus  obras,  á  su  pensamiento  y  á  su  manera 
de  proceder. 

El  procedimiento  escrito  abandonaba  ó  esterilizaba 
esos  elementos  y  hacía  imposible  ó  difícil  su  empleo;  y 
como  precisamente  la  noción  de  una  justicia  que  sea 
di^a  de  este  nombre,  reclama  que  cada  hecho  sea  exa- 
minado y  analizado  totalmente  en  su  conjunto  y  en 
sus  pormenores,  de  suerte  que  se  aprecie  todo  lo  que  en 
él  ha  podido  influir  y  todo  lo  que  es  digno  de  apreciar- 
se, por  eso  el  procedimiento  escrito  ha  desaparecido  y 
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por  eso  conceptuamos  un  adelanto  firme  y  digno  de 
aplauso  el  establecimiento  del  juicio  oral. 


m 


Pero  no  es  esto  sólo.  La  necesidad  de  individualizar 
en  lo  que  toca  á  los  delitos,  en  lo  que  toca  á  los  delin- 
cuentes y  á  la  manera  de  juzgarlos,  es  tan  viva  que  na 
se  satisface  con  eso  exclusivamente. 

Esa  necesidad  ha  contribuido  también  en  parte, 
en  gran  parte  sin  duda,  á  que  se  considere  indispen- 
sable el  restablecimiento  del  Jurado,  porque  es  in- 
dudable que  el  Juez  de  derecho,  acostumbrado  á  ver 
durante  largos  años  á  los  delincuentes,  autores  de  un 
mismo  delito,  apelar  por  regla  general  á  los  mismos  re- 
cursos de  defensa  y  á  procederes  análogos,  acaba  por 
fijar  y  grabar  en  su  inteligencia  el  tipo  del  delincuente 
de  cada  especie,  y  la  consideración  de  ese  tipo  que  tiene 
siempre  ante  su  vista,  le  impide  advertir  y  apreciar  las 
\  ariedades  que  hay  en  las  mismas,  cerrándole  el  paso 
para  individualizar  en  cuanto  á  la  consideración  del  de- 
lito y  al  juicio  del  delincuente. 

Esto  no  se  evita  más  que  por  medio  del  estableci- 
miento del  Jurado,  porque  el  que  es  jurado  una  vez  y 
acaso  no  lo  vuelve  á  ser,  ó  el  que  en  la  vida  viene  á 
formar  parte  de  esos  Tribunales  de  vez  en  cuando,  en 
diferentes  ocasiones  separadas  por  largos  períodos  de 
tiempo,  no  condensa  jamás  en  su  imaginación  ese  tipo 
de  carácter  general  que  hemos  definido  y  puede  en 
cada  caso,  sin  prejuicios  de  ninguna  especie,  sin  pre- 
ocupaciones de  ningún  linaje,  estudiar  los  hechos  que  se 
1g  presentan,  sin  olvidar,  sin  abandonar,  sin  descuidar 
TÜnguno  de  sus  elementos  esenciales,  ninguna  de  las 
circunstancias  modificativas,  ninguno  de  los  pormeno- 
res que  pueden  contribuir  á  alterarlos. 
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IV 


Esta  es  la  teoría  de  la  individualización  del  delito  y 
esas  son  sus  consecuencias;  consecuencias  que  no  se 
oponen  en  poco,  ni  en  mucho,  ni  en  nada,  á  que  haya 
y  se  reconozcan  verdaderas  figuras  de  delito;  porque 
dentro  de  esas  figuras  que  la  ley  debe  establecer  con 
bastante  amplitud  y  generalidad,  para  que  puedan 
atenderse  todos  los  casos,  dentro  de  esas  figuras  caben 
las  variedades  que  hemos  señalado;  y  establecidas  las 
figuras  en  la  ley  penal,  y  establecidos  en  la  ley  proce- 
sal los  medios  de  apreciar  bien  qué  elementos  indivi- 
duales concurren  en  la  comisión  de  cada  delito,  se  lle- 
ga en  este  punto  á  una  solución  de  armonía  que  es  la 
que  puede  contribuir  mejor  á  producir  una  administra- 
ción de  justicia  recta  y  satisfactoria. 

Las  figuras  de  delito  se  clasifican  y  denominan  por 
los  delitos  consumados  que  contribuyen  á  definirlas; 
pero  esos  delitos  consumados  pueden  haberse  cometido 
sin  circunstancias  modificativas,  con  circunstancias  ate- 
nuantes ó  con  circunstancias  agravantes. 

En  cualquiera  de  estos  casos  se  trata  de  delitos  com- 
pletos; pero  hay  también  casos  en  que  el  delito  está,  co- 
mo se  llama,  degradado  y  estos  casos  son  varios,  por- 
que puede  estar  degradado  un  delito  por  deficiencias 
de  su  ejecución  ó  ya  porque  los  que  han  participado  en 
él  no  han  contribuido  á  todo  su  desarrollo;  y  en  este 
sentido  hay  que  señalar  y  apreciar  en  cada  figura  de 
delito  los  delitos  frustrados,  la  tentativa  de  cometerlo, 
el  acto  de  complicidad  en  su  comisión,  el  acto  de  encu- 
brir á  los  que  le  han  cometido  y  la  proposición  y  con- 
juración para  cometerlo. 

En  un  delito  cualquiera,  tratando  de  una  figura  de 
delito  cualquiera,  todos  estos  hechos  tienen  la  misma 
índole;  y  si  la  figura  es  el  robo,  por  ejemplo,  hay  que 
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convenir  en  que  es  un  criminal  de  la  mi»ma  especie 
aquel  que  propone  la  comisión  del  robo,  aquel  que  se 
confabula  con  otro  para  llevarlo  á  cabo,  aquel  que  en- 
cubre á  los  autores  del  mismOj  que  aquel  que^  en  resu- 
men, lo  ejecuta  en  estas  ó  en  las  otras  circunstancias. 

La  índole  de  todos  esos  hechos  es  enteramente  igual; 
y  determinada  la  competencia  por  la  índole  del  delito» 
no  hay  para  que  insistir  en  que  la  misma  competencia 
deberá  regir  para  enjuiciar  y  castigar  á  los  que  resulteii 
haber  cometido  ima  tentativa  de  roboj  que  al  que  re- 
sulte haberle  cometido  y  consumado. 

En  realidad,  pues,  hay  algo  en  el  art.  7,*^  que  no  era 
necesario  haber  consignado,  que  no  era  imprescindible 
haber  escrito,  porque  el  sistema  de  la  ley,  en  esta  par- 
te, declaraba  ya  de  una  manera  terminante  qué  regla 
había  de  regir. 

No  obstante,  es  este  un  punto  en  el  cual  deben  evi- 
*  tarse  confusiones  y  dudas,  porque  todo  lo  que  se  refiera 
á  la  competencia,  tratándose  de  una  ley  procesal,  resulta 
extremadamente  delicado  y  susceptible  y  embaraza  la 
continuación  del  juicio.  Conviene  por  eso  apartar  del 
camino  de  éste  todo  género  de  obstáculos,  á  fin  de  lle- 
gar rápidamente,  sin  dilaciones  ni  embarazos,  al  fin  ape- 
tecido. La  experiencia  nos  enseña  que  este  es  el  mejor 
camino,  y  la  experiencia  en  este  punto  nos  ofrece  lee- 
cienes  que  verdaderamente  deben  aprovecharse. 


También,  á  nuestro  juicio,  resultaba  con  claridad  del 
art.  661  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  1879, 
que  los  autores  del  delito  degradado  debían  someterse 
al  conocimiento  del  Jurado  si  la  ley  establecía  que  el 
mismo  delito  consumado  fiíese  sometido  á  la  competen- 
cia de  este  Tribunal.  Ordenaba,  según  se  recordará, 
dicho  art.  661,  que  el  Tribunal  del  Jurado  conociese  de 
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laB  (»tasaB  por  delitos  á  que  las  leyes  señalaren  penas 
superiores,  en  cualquiera  de  sus  grados,  á  la  de  presi- 
dio mayor;  de  las  causas  por  delitos  comprendidos  en 
el  tít.  n,.capítulos  l.o  y  3.o  del  tít.  m  del  libro  H  del 
Código  pentd;  de  las  causas  por  delitos  electorales;  de 
los  cometidos  por  medio  de  la  imprenta  y  por  compli- 
<¿^Uui  y  encubrimiento  de  todos  ellos.  Nada  se  decía  en 
aquel  artículo,  ni  en  el  662  que  le  completaba,  de  la 
tentativa  ni  del  delito  frustrado,  ni  de  la  proposición 

Íf  conspiración;  pero  interpretando  ampliamente  las  pa- 
abras  de  la  ley,  podía  considerarse  que  el  delito  filis- 
trado,  la  tentativa,  la  conspiración  y  la  proposición  es- 
taban también  comprendidos  en  esos  artículos,  como 
parte  de  los  delitos  enumerados  en  el  mismo,  y  que 
aquel  Tribunal,  á  quien  se  atribuía  el  conocimiento 
del  todo,  necesariamente  podía  y  debía  llamar  á  sí  el 
conocimiento  de  esa  parte  del  todo  que  le  correspondía. 
Esto,  que  á  nuestros  ojos  aparecía  claro  y  lógico,  no* 
resultaba  en  la  práctica  tan  llano  y  tan  fácil,  y  así  su- 
cedió al  aplicarse  esa  ley  de  1.872,  según  hizo  constar 
en  el  Senado  al  discutirse  el  art.  7.^  de  la  actual  el 
Sr.  Aldecoa,  á  quien  se  ha  atribuido  la  redacción  del 
primitivo  proyecto  presentado  por  el  Sr.  Alonso  Mar- 
tínez, que  es  hoy  la  ley  de  20  de  Abril  de  1888,  y  que 
filé  uno  de  sus  más  elocuentes  defensores  en  la  Alta 
Cámara;  así  sucedió  que  entonces  se  sostuvo  ante  los 
Tribunales  que,  cuando  se  pedía  una  pena  por  razón 
de  un  delito  fiíistrado,  si  como  consumado  tenía  ca- 
rácter de  aflictiva  y  como  frustrado  descendía  á  co- 
rreccional, no  debía  ser  sometida  al  Jurado;  y  no  sabe- 
mos si  alguna  vez  se  resolverían  estas  pretensiones  de 
acuerdo  con  lo  que  exponían  los  que  las  alegaban,  por- 
que no  hemos  tenido  tiempo,  ni  medios  de  consultar, 
acerca  de  este  punto,  las  resoluciones  de  los  Tribuna- 
les; pero  pudo  muy  bien  suceder  que  así  se  resolvieran, 
infringiendo  de  un  modo  indudable  el  espíritu  y  ten- 
dencias de  aquella  ley. 

Esto  era  necesario  evitarlo;  y  porque  era  necesario 
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evitarlo  se  ha  redactado  el  art.  7. ^  en  la  forma  en  que  lo 
está.  Habrá,  y  algunos  han  señalado  y  algunos  han  di- 
cho que  hay  algo  de  redundancia  en  los  términos  de 
ese  artículo;  pero  esa  redundancia  no  perjudica,  antes 
beneficia  y  favorece  la  inteligencia  de  la  ley,  Y  debe 
tenerse  en  cuenta  que  las  leyes  no  han  de  redactarse 
sólo  para  que  puedan  estudiarlas  con  provecho,  enten- 
derlas con  acierto  é  interpretar  lo  que  dicen  las  perso- 
nas habituadas  al  estudio  de  estas  cuestiones,  para  las 
cuales  no  hay  dificultad  en  la  manera  de  entender  sus 
preceptos,  sino  que  deben  redactarse,  para  que  la  gene- 
ralidad las  comprenda,  de  una  manera  clara  y  sencilla; 
y  esto,  que  es  aplicable  á  todas  las  leyes,  lo  es  mucho 
más  á  las  que  tienen  el  carácter  de  la  del  Jurado,  que 
no  sólo  ha  de  ser  entendida  y  obedecida  por  todo  el 
mundo,  sino  que,  por  ser  llamada  á  practicarla  y  ejecu- 
tarla la  generalidad  de  las  gentes,  es  aun  más  induda- 
ble la  conveniencia  de  que  sus  preceptos  estén  por  com- 
pleto al  alcance  de  todas  las  personas. 

La  ley  de  1872,  como  hemos  dicho,  no  atribuía  de  un 
modo  terminante,  claro  y  explícito  al  Jurado,  el  cono- 
cimiento de  las  cauSEts  en  que  resultara  que  se  había 
cometido  el  delito  frustrado  ó  la  tentativa  de  uno  de  los 
delitos  que  á  su  juicio  debían  ir  al  conocimiento  del  Ju- 
rado. Tampoco  hizo  esto  respecto  de  la  conspiración  y 
proposición. 

Los  autores  del  proyecto  de  1883  subsanaron  este 
defecto,  aimque  sólo  en  parte,  puesto  que  en  su  art.  2.'*, 
el  Sr.  Romero  Girón  establecía  (véase  el  núm.  5.^)  que 
el  Tribunal  del  Jurado  conociese  de  los  delitos  frustra- 
dos, de  lu  tentativa,  de  la  complicidad  y  del  encubri- 
miento de  cualquiera  de  los  delitos  cuyo  conocimiento 
se  atribuyese  á  la  competencia  del  Jurado;  pero  nada 
advertía  respecto  de  la  conspiración  y  la  proposición. 

La  ley  actual  ha  realizado  sobre  el  proyecto  de  1883, 
en  esta  parte,  un  verdadero  progreso:  señala  las  figuras 
de  delito  que  deben  someterse  a  conocimiento  del  Ju- 
rado, y  determina  luego  que  esas  figuras  han  de  some- 
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I         térsele  de  un  modo  completo,  sin  exceptuar  ninguna  de 
I        sus  partas.  No  puede  haber  ni  habrá  en  lo  que  á  esto 
se  refiere  duda  de  ninguna  especie  al  practicar  y  plan- 
tear la  ley  en  cuyo  estudio  nos  estamos  ocupando. 


VI 


Hay  una  especie  de  delitos  determinados  por  las  evo- 
luciones del  procedimiento  á  que  está  sujeta  su  averi- 
guación, que  merece  de  nuestra  parte  algunas  palabras, 
algunas  consideraciones.  Nos  referimos  á  los  delitos  que 
resultan  modificados  en  sus  elementos  constitutivos  por 
TÍrtud  de  las  pruebas  practicadas  en  el  juicio.  Estos  de- 
litos, ó  mejor,  estas  formas  que  pueden  revestir  ciertos 
delitos,  nacen  de  la  existencia  de  las  conclusiones  pro- 
visionales y  de  las  conclusiones  definitivas;  existencia 
que  hemos  explicado  y  demostrado  antes  de  ahora,  y 
que  reveía  {y  de  pasada  lo  señalamos)  lo  incompleto  y 
deficiente  del  sumario  á  los  ojos  de  la  ley. 

Instruido  el  sumario,  resulta  en  el  escrito  de  califi- 
cación que  el  delito  cometido  es  uno;  poro  practicada  la 
prueba  y  corregidas  las  deficiencias  del  sumario,  resulta 
que  es  otro  distinto  de  aquél  que  al  principio  se  creyó; 
y  como  la  prueba  se  ha  practicado  ante  un  Tribunal 
que  tal  vez  no  sea  el  que  ha  de  coBOcer  en  definitiva  y 
ha  de  juzgar  el  delito  y  á  los  delin cuentes,  resulta  de 
aquí  una  dificultad  para  la  competencia.  ^^Quién  debe 
seguir  juzgando  esos  delitos?  Esto  lo  resuelve  el  artícu- 
lo 65  de  la  ley,  y  la  forma  en  que  lo  resuelve  ya  la  exa- 
minaremos y  discutiremos  al  estudiar  ese  artículo. 

Trátase  ahora  tan  sólo  de  decidir  si  en  el  art.  7.^ 
ha  debido  y  podido  hacerse  referencia  á  lo  que  el  ar- 
tículo 65  dispone. 

El  art.  8.^  del  proyecto  do  ley  del  Sr,  Alonso  Martí- 
nez, decía  que  el  Tribunal  del  Jurado  sería  competente 
para  conocer  de  los  delitos  que  resultasen  modificados 


Digitized  by 


Googl( 


2M  00MENTABI08  Á   LA  LBY   DBL  JTJBADO 

en  sus  elementos  constitutivos  por  virtud  de  las  pruebas 
practicadas  en  el  juicio.  La  Comisión  del  Congreso  res- 
tringió  este  principio  estableciendo  en  el  art.  7. <^  de  su 
dictamen,  que  para  conocer  de  esos  delitos  sería  com- 
petente el  Jurado,  salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  65. 

Kosotros  no  somos  partidarios  de  que  en  un  artículo 
de  una  ley  se  citen  otros  de  la  ley  misma,  ni  de  otras 
diferentes  disposiciones  legales,  porque  esto  complica, 
embaraza  y  dificulta  el  estudio  y  aplicación  de  esa  ley; 
pero  esta  regla  general  tiene  sus  excepciones,  y  una  ae 
ellas,  muy  justificada  á  nuestros  ojos,  era  la  contenida 
en  el  art.  7.^,  porque  de  la  mención  que  en  él  se  hacía 
de  lo  dispuesto  eñ  el  artículo  65,  resultaba  un  enlace 
verdaderamente  útil  para  conocer  y  apreciar  la  manera 
de  aplicar  el  7.^ 

El  Sr.  Hernández  Iglesias,  Senador  que  combatió  esa 
referencia  en  la  Alta  Cámara,  no  veía  las  cosas  de  la 
misma  manera,  y  por  una  consideración  que  podíamos 
calificar  de  cortesía  parlamentaria,  pidió  con  verdaderas 
instancias  á  la  Comisión  del  Senado  que  la  referencia 
desapareciese,  porque  á  juicio  suyo,  citar  en  el  artícu- 
lo 7.^  el  art.  65,  era  aprobar  este  último  cuando  se 
aprobara  el  7.^  El  temor  de  que  esto  sucediera  llevó  al 
Sr.  Hernández  Iglesias  á  pedir  que  el  artículo  se  refor- 
ma^ en  ese  sentido;  la  Comisión  del  Senado  accedió  á 
sus  deseos,  y  el  enlace  que  nosotros  calificamos  de  útil 
desapareció.  No  encontramos  justificada  su  desapari- 
ción, y  sobre  todo  creemos  que  la  comisión  mixta,  que 
obraba  ya  sobre  la  base  de  un  proyecto  de  ley  aproba- 
do en  ambas  Cámaras,  y  que,  por  lo  tanto,  sabía  que  el 
art.  65  había  sido  aprobado  también,  pudo  restablecer 
la  referencia. 

De  todas  maneras,  téngase  en  cuenta  como  si  estu- 
viera hecha,  al  aplicar  el  art.  7.^,  y  considérese  que  en 
su  fondo  subsiste  el  precepto  que  la  Comisión  del  Con- 
greso estableció  en  su  dictamen  y  que  competen  al  co- 
nocimiento del  Jurado  los  delitos  modificados  en  sus 
elementos  constitutivos  por  virtud  de  las  pruebas  prao- 
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tacadas  en  el  juicio,  con  arreglo  y  á  tenor  de  lo  que  el 
art.  65  dispone. 


vn 


Vamos  á  los  delitos  conexos. 

En  lo  que  se  refiere  á  estos  delitos,  no  ha  habido 
cambio  alguno  en  nuestra  legislación  del  Jurado. 

El  art.  662  de  la  ley  del  Sr.  Montero  Eíos,  estable- 
cía que  fuese  competente  el  Tribunal  del  Jurado  para 
conocer  de  los  deütos  conexos  con  alguno  de  los  men- 
cionados en  el  art.  661;  y  el  número  5.^  del  art.  2.^  del 
proyecto  del  Sr.  Eomero  Girón  preceptuaba  lo  mismo. 
El  del  Sr.  Alonso  Martínez  establecía  un  principio 
análogo,  que  han  mantenido  en  sus  dictámenes  las  Co- 
misiones del  Congreso  y  del  Senado  y  que  forma  el 
párrafo  segundo  del  artículo  que  estamos  examinando. 

La  regla,  pues,  ha  sido  siempre  y  será  en  lo  sucesi- 
vo, que  siempre  que  se  hubiere  cometido  un  delito  de 
los  que  enumera  el  art.  4.^,  la  causa  que  se  forme  para 
su  averiguación  y  castigo  pasará  á  conocimiento  del 
Jurado  y  deberá  discutirse,  averiguarse  y  castigarse  en 
esa  misma  causa  cualquier  otro  delito  conexo  con  aquél, 
por  cuya  virtud  la  causa  entra  bajo  la  competencia  del 
Tribunal  popular. 

El  Senado  introdujo  en  este  precepto  la  modificación 
de  advertir  que  se  entendiera  conforme  á  lo  dispues- 
to en  el  art.  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
que  es  el  que  define  los  delitos  conexos.  Hubo  gran  em- 
peño en  que  el  art.  7.^  de  la  ley  del  Jurado  citara 
aquel  otro  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  y  res- 
pecto de  esta  referencia  damos  por  repetido  lo  que  an- 
tes hemos  dicho  en  cuanto  á  considerarla  embarazosa, 
porque  claro  está  que  hablando  la  ley  del  Jurado  de 
delitos  conexos,  esa  frase  delitos  conexos  ha  de  enten- 
derse con  la  amplitud  y  latitud  que  le  atribuya  la  ley 
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de  Enjuiciamiento  criminaL  Lo  único  que  se  ha  hecha 
trayendo  á  este  artículo  la  cita  del  17  de  la  ley  de  1882, 
ha  sido  concretar  en  este  punto  las  cosas  de  tal  suerte, 
que  si  algiln  día  hubiera  de  reformarse  dicho  art.  17, 
necesariamente  habría  de  reformarse  también,  para  po- 
nerlo de  acuerdo  con  él,  el  7,^  de  la  ley  del  Jurado, 

Por  lo  demás,  sabido  es  lo  que  son  delitos  conexos. 
Con  arreglo  al  mencionado  art,  17  de  la  ley  de  Enjuí- 
cíamento  criminal,  se  considera  que  lo  son: 

1.*^  Los  cometidos  simultáneamente  por  dos  ó  más 
personas  reunidas,  siempre  que  éstas  vengan  sujetas  á 
diversos  Jueces  y  Tribunales  ordinarios  ó  especiales,  ó 
que  puedan  estarlo  por  la  índole  de  los  delitos. 

2,^  Los  cometidos  por  dos  ó  más  personas  en  distin- 
tos lugares  ó  tiempos,  si  hubiese  precedido  concierto 
para  ello. 

3.^  Los  cometidos  como  medio  para  perpetrar  otros 
ó  facilitar  su  ejecución. 

4.^  Los  cometidos  para  procurar  la  impunidad  de 
otros  delitos. 

5-^  Los  diversos  delitos  que  se  imputen  á  un  pro- 
cesado al  incoarse  contra  el  mismo  causa  por  cualquie- 
ra de  ellos,  si  tuviesen  analogía  ó  relación  entre  sí  á 
juicio  del  Tribunal  y  no  hubiesen  sido  hasta  entonces 
objeto  de  procedimiento. 

En  cuanto  á  la  razón  que  ha  habido  para  someter 
estos  delitos  al  conocimiento  del  Jurado  y  en  unir  las 
causas  que  se  sigan  contra  unos  ú  otros  en  un  solo 
proceso,  tampoco  puede  haber  duda  porque  se  trata  de 
una  idea  elemental  del  procedimiento.  El  Sr.  Amat  y 
Furió,  en  sus  excelentes  Comentarios^  explica  esa  ra- 
zón de  una  manera  tan  clara  y  sencilla  que  nos  mueve 
á  transcribir  sus  propias  palabras. 

«f  La  íntima  relación,  dice,  que  existe  entre  los  delitos 
así  llamados  hace  que  sea  necesario  ó  muy  convenien* 
te  á  los  intereses  de  la  justicia,  que  todos  ellos  sean  juz- 
gados á  la  vez  por  un  solo  Tribunal.  Unas  veces  est¿n 
tan  íntimamente  ligados  entre  sí,  que  más  bien  que  h&- 
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'chos  independientes,  son  diversas  partes  de  un  todo 
complejo.  En  tales  casos,  para  su  debida  aplicación,  era 
necesario  que  no  se  separaran  al  ser  juzgados;  otras, 
-aunque  no  les  une  relación  tan  íntima,  son  distintas  ma- 
nifestaciones de  la  perversidad  de  la  misma  persona;  y 
en  tal  concepto,  conviene  también  que  sean  sometidos  á 
un  mismo  Tribunal.  De  esta  suerte  se  consigue  además 
en  todos  los  casos  una  economía  de  tiempo  y  de  traba- 
jo que  redunda  en  beneficio  de  la  justicia  y  de  las 
partes.» 

vm 

La  única  cuestión  que  puede  suscitarse  en  la  aplica- 
ción de  este  art.  7,^  es  la  de  averiguar  si,  realmente,  so- 
metido un  delito  de  los  que  enumera  el  art.  4,^  al  co- 
nocimiento del  Jurado,  todos  los  que  resulten  conexos 
con  este  mismo  delito,  cuya  conexión  ha  de  estable- 
cerse antes  de  pasar  la  causa  á  conocimiento  del  Tribu- 
nal popular — porque  ordinariamente  este  punto  se  dis- 
cute y  se  ventila  en  el  período  de  instrucción, — han  de 
someterse  á  conocimiento  del  Jurado,  aunque  sean  más 
graves  que  aquel  que  se  cometió;  porque,  por  regla  ge- 
neral, en  esto  de  los  delitos  conexos  hay  siempre  un 
delito  principal  que  es  el  más  grave  de  todos  ellos,  y 
varios  otros  menos  importantes  que  están  relacionados 
con  él  y  que  siguen  la  competencia  del  más  impor- 
tante. 

De  los  términos  de  la  ley  deducimos  nosotros,  y  lo 
deducen  todos  los  que  hasta  ahora  la  han  comentado, 
que  bastará  que  uno  de  los  delitos,  sea  el  más  grave  6 
el  más  leve,  haya  de  someterse  al  Jurado  para  que  los 
demás  sigan  la  regla  de  esta  competencia;  y  nosotros 
creemos  que  si  ese  caso  se  presenta  y  se  dilucida,  la  ju- 
risprudencia del  Tribunal  Supremo  habrá  de  sancionar 
esta  interpretación,  visto  el  propósito  del  legislador, 
que  es  evidente,  y  su  convicción  de  que  hay  que  resol- 
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ver  la  duda,  caso  de  presentarse,  con  la  mayor  ampli- 
tud desde  el  punto  de  vista  de  la  competencia  del  Ju- 
rado, á  fin  de  que  no  resulte,  ni  por  excepción  siquiera, 
que  un  delito  que  haya  de  conocerse  por  este  Tribunal 
sea  conocido  exclusivamente  por  los  Tribunales  de  de- 
recho. 


IX 


Pero  no  dice  la  ley  nada  respecto  de  lo  estableci- 
do en  el  art.  16  de  la  de  Enjuiciamiento  criminal,  y 
nosotros  pensamos  que  en  este  punto  sí  pueden  susci- 
tarse dudas  y  dudas  muy  seriaa. 

El  art.  16  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  establece  que 
«la  jurisdicción  ordinaria  será  la  competente  para  juz- 
gar á  los  reos  de  delitos  conexos,  siempre  que  alguno 
esté  sujeto  á  ella,  aun  cuando  los  demás  sean  aforados»; 
pero  añade  el  párrafo  segundo  de  ese  mismo  artículo, 
que  «lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  ha  de  enten- 
derse sin  perjuicio  de  la  excepción  expresamente  con- 
signada en  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  ó  en  le- 
yes especiales,  y  singularmente  en  las  leyes  penales  de 
Guerra  y  Marina,  respecto  de  determinados  delitos. » 

Ahora  bien:  ¿hay  contradicción  entre  este  art.  16  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  y  el  art.  7.^  de  la  ley  del  Ju- 
rador En  apariencia,  sí;  en  realidad  y  en  el  fondo,  cree- 
mos que  no.  Y  creemos  que  no,  porque  ya  hemos  dicho 
antes  de  ahora  que  el  Jurado  es  un  Tribunal  de  juris- 
dicción ordinaria,  y  partiendo  de  esta  base,  le  corres- 
ponderá el  conocimiento  de  los  delitos  conexos  siem- 
pre que  todos  ellos  pertenezcan  y  deban  atribuirse  á 
la  jurisdicción  ordinaria;  pero  en  el  caso  de  que  alguno 
de  los  deUtos  de  que  se  trate  hayan  de  atribuirse  á  una 
jurisdicción  especial  por  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
segundo  párrafo  del  art.  16  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento y  en  las  leyes  especiales  que  el  mismo  men- 
ciona, aunque  ese  delito  sea  conexo  de  otros  que  deban 
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someterse  al  conocimiento  del  Jurado,  no  podrá  atri- 
buirse á  la  competencia  de  este  Tribunal 

Así  entendemos  nosotros  el  art.  16  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento criminal. 

Si  el  precepto  que  debe  prevalecer  en  este  punto  es 
distinto  del  que  nosotros  creemos,  opinaremos  siempre 
que,  ó  hay  que  derogar  el  art.  16  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento, ó  por  lo  menos  hay  que  modificarlo;  siendo 
éste  uno  de  los  pocos  extremos,  de  los  contados  extre- 
mos de  nuestra  legislación  sobre  el  Jurado,  acerca  de 
los  cuales  creemos  que  sería  conveniente  oir  la  opinión 
del  Tribunal  Supremo  y  ver  las  dificultades  que  resul- 
tan en  la  práctica,  así  como  las  lecciones  y  enseñanzas 
que  la  experiencia  nos  ofirezoa,  para  resolver  y  decidir 
lo  más  acertado. 


CAPÍTULO  m 
De  las  cirounstanoias  necesarias  para  ser  Jurado. 

Art  8.^    Las  fdnciones  de  jurado  son  obligatorias,  j  no  pue- 
«den  ser  ejercidas  más  que  por  españoles  de  estado  seglar. 


El  proyecto  de  ley  presentado  á  las  Cortes  por  el 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  D.  Manuel  Alonso 
Martínez,  decía  en  su  art.  10:  cLas  funciones  de  jurado 
son  honoríficas  y  no  pueden  ser  ejercidas  más  que  por 
un  español  seglar»;  y  la  Comisión  del  Congreso  alteró 
los  términos  de  este  artículo  en  la  forma  que  aparece 
en  la  ley:  «Las  funciones  de  jurado,  dijo,  son  obliga- 
torias y  no  pueden  ser  ejercidas  más  que  por  españoles 
•de  estado  seglar. » 
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La  declaración  que  se  hacía  en  el  primitivo  proyecto 
de  que  efitas  funciones  ftiesen  honoríficas  no  era  en  ver- 
dad propio  de  una  ley,  porque  bí  hay  honor  ó  no  le  hay 
en  el  desempeño  de  una  función  determinada,  ya  lo  es- 
timará la  opmiónj  como  lo  juzgue  oportuno,  sin  necesi- 
dad de  que  la^  leyes  lo  indiquen  ó  señalen.  Pudo  aña- 
dirse que  esas  funciones  serían  gratuitas,  pero  no  se 
hizo  teniendo  en  cuenta  que  iba  k  establecerse  en  los 
términos  qne  más  adelante  se  verá,  el  principio  de  que 
se  indeunizara  á  los  jurados  do  los  gastos  indispensa- 
bles para  cumplir  con  los  debei'es  que  este  cargo  oca- 
siona; y  aunque  esta  indicación  no  contradice  el  princi- 
pio de  que  la  función  sea  gratuita,  porque  con  aquella 
indemnización  no  se  reuumera  la  función  misma,  era, 
después  de  todo,  inútil  hacer  semejante  declaración  que 
ningún  fin  llenaba  y  á  ninguna  necesidad  atendía. 


n 

Restan  en  el  art.  8.^  dos  principios:  el  de  que  la  fun- 
ción de  jurado  se  declara  obligatoria,  y  el  de  que  no 
pueden  ejercerla  más  que  españoles  de  estado  seglar. 

Esos  son  los  dos  principios  que,  al  tratar  de  lo  dis- 
puesto en  este  artículo,  se  han  controvertido  más  am- 
pliamente y  que  exigen  de  nuestra  parte  algunas  ob- 
servaciones. Empezaremos  á  consignarlos,  refiriéndo- 
nos á  la  segunda  cuestión  que  es  la  qne  las  demanda 
más  breves. 

Al  establecer  las  leyes  la  incompatibilidad  que  exis- 
te entre  determinadas  funciones  políticas  y  el  sacerdo- 
cio, como  la  han  establecido  en  nuestro  País,  declaran- 
do que  no  puede  aspirar  al  cargo  de  Diputado  ningún 
eclesiástico,  han  querido  contribuir  á  que  se  aparten  la 
Iglesia  y  todos  los  elementos  exclusivamente  religiosos 
de  las  luchas  políticas,  que  tan  desastrosos  y  lamenta* 
bles  efectos  producen  en  el  seno  de  las  sociedades, 
cuando  se  ven  agitadas  por  personas  á  quienes  distin* 
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gue  el  ejercicio  de  aquel  sagrado  ministerio;  y  al  ex- 
cluir á  los  que  lo  ostentan  de  las  funciones  judiciales, 
se  ha  tributado  una  muestra  inequívoca  de  respeto  á 
ese  mismo  carácter  sacerdotal  y  á  ese  mismo  ministerio 
respetabilísimo,  cuyo  prestigio  todo  el  mundo  debe  con- 
tribuir á  que  se  mantenga  incólume. 

Los  sacerdotes  no  pueden  ni  deben  ser  jueces  en  nin- 
gún orden  de  la  justicia.  La  justicia  teocrática  ha  con- 
citado contra  sí  en  el  curso  de  la  historia  las  más  vivas 
y  apasionadas  reclamaciones,  por  su  carácter,  por  su 
naturaleza  y  por  sus  medios  de  acción. 

En  nuestros  mismos  días,  hace  de  esto  muy  pocos 
afios,  el  espectáculo  de  aquel  sacerdote  augusto  que 
confirmó  la  sentencia  de  muerte  de  Monti  y  Tognetti, 
fué  indiscutiblemente  uno  de  los  hechos  que  más  con- 
tribuyeron á  determinar  en  la  opinión  y  en  el  ánimo 
de  todo  el  mundo  la  necesidad  de  que  desapareciese  el 
poder  temporal  de  los  Papas.  Esa  desaparición,  que  es, 
sin  género  algimo  de  duda,  una  de  las  conquistas  po- 
líticas más  estimadas  del  siglo  en  que  vivimos,  se  fun- 
dó en  las  mismas  razones  que  á  nosotros  nos  aconsejan 
apartar  al  clero  de  la  administración  de  justicia.  Hay 
verdadera  incompatibilidad  entre  la  función  de  juzgar, 
de  estimar  las  pruebas  v  mostrarse  severo  y  hasta  im- 
placable con  el  criminal  y  el  ministerio  de  paz  y  de  ca- 
ridad que  el  catolicismo  confía  á  sus  ministros  y  sacer- 
dotes. 

Está  bien  un  sacerdote  implorando  misericordia;  no 
ocupa  el  puesto  en  que  debe  hallarse,  un  sacerdote  que 
atiende,  antes  que  á  otro  sentimiento  alguno,  al  de  la 
justicia,  muchas  veces  tan  contrario  á  lo  que  reclaman 
la  caridad  y  la  humanidad  misma. 

Esto,  aparte  de  que  un  sacerdote  digno  y  ejemplar 
en  el  seno  de  un  Jurado,  se  vería  colocado  quizás  en 
situación  equívoca;  en  primer  lugar,  por  las  relaciones 
que  debe  mantener  con  todos  sus  feligreses,  alguno 
de  los  cuales  tal  vez  se  sentara  en  aquel  momento  en 
el  banquillo  destinado  á  los  reos;  en  segundo  tér- 
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mino,  por  la  naturaleza  y  condición  de  los  elementos 
que  Be  aportan  á  esta  clase  de  juicios;  elementos  íuti- 
mos  y  de  conciencia,  cuyo  caudal  no  podría  nunca  con- 
tribuir un  sacerdote  á  que  se  aumentara  en  uno  ni  en 
otro  sentido,  por  la  reserva  que  ha  de  guardar  siempre 
hacia  esas  manifestaciones  tan  deUcadas  y  dignas  del 
mayor  respeto. 

La  excepción  está,  pues,  justificadísima  y  no  ereemoa 
que  haya  nadie  que  la  combata. 


m 

En  cuanto  á  si  las  funciones  de  jurado  deben  6  no 
ser  obligatorias,  es  tema  acerca  del  cual  se  ha  discuti- 
do extensamente;  y  para  justificar  que  osa  obligación 
se  haya  consignado  en  la  ley  y  que  los  ciudadanos  á 
quien  se  impone  estén  en  la  inexcusable  necesidad  da 
obedecerla  y  jpracticarla,  nosotros  tenemos  que  invo- 
car aquí  j  repitiéndolas,  algunas  de  las  ideas  que  hemos 
expuesto  en  el  curso  de  estos  Comentarios,  los  cuales  jS^ 
se  encaminan,  aparte  del  fin  de  explicar  el  sentido  de 
los  preceptos,  á  aplicar  á  todos  los  casos  que  sus  diver- 
sas reglas  suscitan  y  presentan,  los  principios  funda- 
mentales y  generales  que  el  legislador  ha  tenido  pre- 
sentes al  redactar  su  obra. 

Uno  de  esos  principios,  ya  lo  hemos  dicho,  consiste 
en  la  necesidad  evidente,  en  la  necesidad  indudable  que 
*  existe  en  nuestro  País  de  suplir  por  medios  legales  la 
falta  de  sentido  social,  que  es  una  de  las  cualidades  ca- 
racterísticas del  genio  de  nuestro  pueblo. 

Se  ha  dicho  que  al  establecer  que  las  funciones  de 
jurado  íuesen  obligatorias,  lo  hacíamos  los  partida- 
rios y  amigos  de  esta  institución,  por  nuestro  deseo  de 
vencer  la  repugnancia  del  País  hacia  esa  institución 
misma;  que  esa  repugnancia  era  una  realidad  y  que 
procedíamos  tiránica  y  despóticamente  imponiéndole 
aquello  que  él  no  quiere,  aquello  con  que  él  no  transi- 
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ge,  aquello  qué,  no  estando  de  acuerdo  ni  con  sus  tra- 
diciones, ni  con  sus  ideas,  ni  con  sus  costumbres,  ni 
con  sus  necesidades,  levanta  en  el  fondo  del  alma  de 
todos  los  ciudadanos  una  verdadera  protesta.  Se  ha  ta- 
chado de  inicuo  y  despótico  nuestro  proceder;  y  todo 
esto  se  ha  dicho  y  se  ha  alegado  por  no  considerar,  á 
nuestro  juicio  atenta  y  racionalmente,  lo  que  son  las 
ííosas  y  no  apreciar  de  una  manera  exacta  y  real  los 
sentimientos  del  País  hacia  el  Jurado. 

No  es  que  el  Jurado  repugne  á  nuestro  pueblo;  no  es 
que  el  Jurado  sea  una  institución  capaz  de  suscitar  la 
animadversacióny  la  enemiga  de  los  ciudadanos;  es  que 
aquí  reina,  es  que  aquí  existe  (y  existe  de  antiguo,  co- 
mo lo  prueba  todo  el  curso  de  nuestra  larga  historia) 
una  indiferencia  absoluta,  una  indiferencia  completa, 
una  falta  de  interés  total  por  todo  lo  que  importa  al 
procomún. 

Han  pensado  siempre  los  españoles  en  la  mayoría  de 
los  casos  y  piensan  aún  muchos  de  entre  ellos,  aunque 
el  número  de  los  que  así  discurren  cada  vez  es  menor 
y  mayor  el  de  los  que  sostienen  las  ideas  contrarias, 
que  lo  que  importa  á  la  colectividad  es  lo  secundario  y 
que  las  funciones  sociales  deben  posponerse  á  las  fun- 
ciones individuales.  Hay  necesidad  de  combatir  esta 
creencia  y  de  procurar  que  se  desarraigue,  aunque  no 
>sea  más,  sino  porque,  contemplando  nosotros  el  estado 
de  los  países  donde  predominan  las  tendencias  contra- 
rias, podemos  afirmar  que  ellos  son  los  bien  goberna- 
dos, que  ellos  son  los  bien  atendidos  y  los  que  más 
rápidamente  alcanzan  el  progreso  en  todos  los  órdenes 
de  Ib,  cultura,  y  especialmente  en  el  orden  jurídico. 


IV 


Hay,  además,  necesidad  de  combatir  esa  creencia,  á 
fin  de  que  nuestro  pueblo  no  quede  aislado  y  conver- 

is 


Digitized  by 


Googlt 


274  COHENTABIOS  Á  LA  LEY  !)£!.  JURADO 

tido  en  una  excepción,  dada  la  radical  transformación 
del  derecho  público  en  nuestro  tiempo. 

Antes  los  pueblos  eran  regidos  por  Oobiernos  fiín- 
dados  en  una  voluntad  extraña  á  la  opinión;  eran  re* 
gidos  por  Gobiernos  que  no  creaba  el  voto  público  y 
que  á  lo  sumo  se  mantenían  con  el  asentimiento,  y  por 
la  sumisión  de  la  generalidad  de  las  gentes;  pero  hoy 
eso  ha  desaparecido.  Y  no  es  sólo  que,  con  aiTeglo  á  las 
ideas  que  nosotros  profesamos,  esos  Gobiernos  no  deban 
existir  ya;  es  que  no  existen,  es  que  no  pueden  existir; 
es  que  la  sociedad  moderna  está  organizada  de  tal 
suerte,  que  no  tolera  ni  consiente  la  permanencia  de 
esos  Gobiernos  y  exige  á  los  elenicntoft  que  hau  de  di- 
rigirla, y  á  las  instituciones  que  han  de  gobernarla, 
en  primer  lugar,  que  sean  producto  y  obra  del  voto 
público,  y  en  segundo  término,  que  procedan  de  acuer- 
do con  la  opinión. 

Para  que  los  Gobiernos,  los  únicos  Gobiernos  posibles 
de  nuestra  época,  se  formen  y  subsistan  y  cumplan  las 
funciones  que  en  toda  sociedad  al  Gobierno  incumben, 
es  indispensable,  pues,  que  ese  voto  público  se  organi- 
ce, que  esa  opinión  se  manifieste,  que  las  leyes  consa- 
gren y  las  costumbres  contribuyan  á  fundar  y  arraigar 
un  gran  número  de  instituciones,  sin  las  cuales  ni  esos 
Gobiernos  se  fundarían,  ni  podrían  vivir  atmque  se  fiín* 
darán. 

Así,  pues,  es  necesario  el  sujfragio,  es  necesario  que 
el  régimen  y  dirección  de  los  intereses  colectivos  se 
pongan  en  manos  de  la  colectividad  misma;  es  necesa- 
rio que  vivan  y  que  vivan  con  prestigio  los  Parlamen- 
tos; es  indispensable  el  Jurado,  en  una  palabra.  Es  pre- 
ciso que  el  País  mismo  atienda  por  medio  de  estos  re- 
cursos, por  medio  de  estos  resortes,  á  satisfacer  las  ne- 
cesidades de  los  Gobiernos,  puesto  que  los  Gobiernos 
están  en  sus  manos;  y  cuando  los  pueblos  manifiestan 
indiferencia  y  poco  apego  hacia  estas  instituciones,  es 
preciso  que  la  ley  atienda  á  conservarlas,  apelando,  en 
el  caso  de  que  esa  indiferencia  sea  marcada  y  ese  des- 
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pego  sea  notorio,  á  la  necesidad  de  imponerlas  como 
obligación,  porqne  si  no,  resultaría  que  ó  los  Gobiernos 
no  existirían  6  irían  á  manps  que  los  explotaran  torpe- 
mente, produciendo  la  ruina  y  decadencia  de  la  socie- 
dad en  que  esto  sucediese. 


No  se  opone  eso  al  reconocimiento  de  la  libertad 
más  amplia.  Entre  la  libertad  y  las  funciones  de  los 
Gobiernos  hay  una  distinción  natural  que  algunos  han 
querido  borrar,  pero  que  á  pesar  de  sus  propósitos, 
existe  y  se  mantiene.  Pueden  muy  bien  los  ciudadanos 
de  un  país  ser  libres  de  emitir  su  opinión  y  de  pensar 
como  crean  conveniente,  de  asociarse  para  todos  los 
fines  de  la  vida,  de  manifestar  y  declarar  sus  propósi- 
tos y  ttis  deseos,  y  verse  obligados  al  mismo  tiempo, 
cuando  el  voto  de  sus  conciudadanos  los  designen  para 
desempeñar  una  función  cualquiera,  á  aceptarla,  sin 
que  esta  obligación  menoscabe  en  lo  más  mínimo  aque- 
llos derechos. 

Esta  cuestión  es  la  misma  que  tantas  veces  se  ha  sus- 
citado de  la  instrucción  obligatoria;  instrucción  que  al- 
gunos combaten  como  contraria  al  derecho  que  supo- 
nen existe,  de  ilustrarse  ó  no  ilustrarse,  de  aprender 
ó  permanecer  en  la  ignorancia. 

No  volvemos  sobre  esa  cuestión,  porque  creemos  que 
está  resuelta,  y  la  mencionamos  sólo  para  consignar 
que  su  índole  es  análoga  á  la  del  problema  que  esta- 
mos debatiendo;  y  así  como  con  ocasión  de  aquel  prin- 
cipio no  se  lastimó  derecho  ninguno,  tampoco  se  lasti- 
ma ningún  derecho,  y  tampoco  se  atenta  á  las  liberta- 
des civiles  y  políticas,  consignando  y  estableciendo  que 
las  funciones  de  jurado  sean  obligatorias,  ni  que  lo  sean 
cualesquiera  otras  funciones  políticas  y  de  gobierno. 
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VI 


Un  Diputado,  el  8r.  Alvear,  combatió  en  el  Congre- 
so el  art.  8.^,  diciendo  que  ese  precepto  era  una  pre- 
caución adoptada  contra  la  repugnancia  que  nuestro 
País  siente*  hacia  el  Jurado.  Ya  hemos  dicho  que  esa 
repugnancia  no  existe.  Puede  decirse  que  una  ley  re- 
pugna á  un  país  en  un  caso  como  el  ocurrido  entre  nos- 
otros en  1872  con  la  ley  de  Matrimonio  civil. 

En  honor  á  la  verdad,  aquella  ley  fué  inspirada  por 
una  noble  aspiración,  por  nobilísimos  deseos.  Nosotros 
lo  reconocemos  y  declaramos;  y  lo  reconocemos  con  tan- 
to mayor  motivo,  cuanto  que  á  la  sazón,  si  no  tomamos 
parte  alguna  en  su  confección  ni  en  su  defensa,  pudi- 
mos contamos  entre  los  que  con  mayor  entusiasmo  acla- 
maban los  principios  que  aquella  ley  desenvolvía;  pero 
después  del  tiempo  transcurrido  y  de  la  experiencia 
hecha,  no  creemos  que  haya  peligro  en  declarar  que  pa- 
decimos un  verdadero  error,  y  que  esa  ley  fué,  de  todas 
las  obras  de  la  Eevolución  de  Septiembre,  la  única  qui- 
zá que  pudo  calificarse  de  verdadero  fracaso. 

Aquella  ley  hería  los  más  arraigados  sentimientos  de 
nuestro  pueblo,  no  porque  proclamase  el  derecho  del 
Estado  á  intervenir  en  la  formación  y  constitución  de 
la  sociedad  conjrugal,  sino  porque  lo  hacía  por  virtud 
de  tales  procedimientos,  que  aquella  ceremonia  que  ha- 
bía de  verificarse  ante  el  Juez  municipal,  copia  de  la 
celebración  de  un  sacramento,  resultaba,  vista  á  través 
de  las  ideas  religiosas  más  difundidas  entre  nosotros, 
como  un  remedo,  si  no  sacrilego,  irrespetuoso  de  la 
celebración  del  matrimonio. 

En  este  punto  el  legislador  no  procedió  con  acierto; 
debió  tener  en  cuenta  la  realidad  antes  que  su  exclu- 
sivo deseo,  y  como  no  lo  tuvo,  sucedió  lo  que  necesaria- 
mente había  de  ocurrir:  que  las  gentes  no  se  resigna- 
ban, ni  aun  cohibidas  por  los  preceptos  más  rigurosos, 
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á  contribuir  á  ceremonias  laicas  y  civiles  que  en  su  ani- 
mo y  en  §u  conciencia  estimaban  como  un  verdadero 
pecado. 

De  ahí  nació  la  repugnancia  á  la  práctica  de  aquella 
l^y>  y  de  aquí  resultó  que,  mientras  estuvo  en  vigor, 
pocos,  muy  pocos  la  obedecieron  y  respetaron;  dándose 
el  caso  de  que  hasta  personas  que  por  sus  convicciones, 
por  su  seriedad  y  por  su  cultura,  comprendían  la  nece- 
sidad de  otorgar  al  Estado  intervención  en  la  constitu- 
ción de  la  sociedad  conyugal,  rechazaban  el  otorgárse- 
la en  los  términos  por  la  ley  establecidos. 

Aquella  ley  fué  un  caso  de  esa  repugnancia,  y  se  de- 
mostró que  la  rcpugnacia  era  tan  general,  y  se  demos- 
tró hasta  tal  punto,  que  no  era  posible  insistir  en  ven- 
cerla; que  los  más  decididos  partidarios  de  aquella  ley, 
sus  propios  autores,  no  han  querido  (y  con  ello  han 
dado  pruebas  de  un  patriotismo  indudable  y  de  un  es- 
píritu de  transigencia  y  de  concordia  digno  de  aplauso) 
reclamar,  ahora  que  las  circunstancias  parecen  más 
propicias  para  ello,  que  se  restableciera  y  pusiese  de 
nuevo  en  vigor  aquella  ley. 


vn 

Pero  con  el  Jurado  no  ha  sucedido  nada  de  esto.  Ha 
sucedido  algo  de  lo  que  ocurre  con  la  ley  Electoral,  con 
la  ley  Municipal  y  con  leyes  de  análoga  índole.  No  po- 
demos decir  que  la  ley  Electoral  inspire  repugnancia 
porque  los  electores  se  retraigan  de  usar  de  su  derecho; 
no  podemos  decir  que  la  ley  Municipal  inspire  repug- 
nancia (ni  menos  que  inspire  repugnancia  el  principio 
de  que  cada  municipio  sea  gobernado  por  los  ciudada- 
nos que  constituyen  el  municipio  mismo,  porque  este 
es  un  principio  admitido  y  consagrado  por  todo  el  mun- 
do), porque  las  elecciones  municipales  se  vean  poco  con- 
curridas ó  porque  haya  gran  número  de  ciudadanos  que 
rehuyan  aceptar  la  función  para  que  en  esas  elecciones 
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puedan  ser  designados:  lo  que  hay  en  estos  casos,  ya  lo 
hemos  dicho,  es  indifereneiaj  es  deseo  de  iio  intervenir, 
de  no  preocuparse  ni  trabajar  en  la  consecución  y  logro 
de  aquellos  fines  que  al  procomún  interesan. 

Lo  mismo  ha  ocurrido  con  la  ley  del  Jurado.  Es 
cierto  que  muchos  jurados  rehusaban  ejercer  este  car- 
go, que  muchos  por  esta  causa  se  vieron  sometidos  á 
proceso,  que  muchos  también  se  yalfan  de  toda  especie 
de  subterfugios  para  eludir  el  cumplimiento  de  los  de- 
beres de  ese  cargo,  que  pedían  se  les  eliminara  de  laí* 
listas,  que  pedían  que,  sin  motivo,  se  lee  reciisasCj  y 
en  una  palabra,  que  sorteados  y  designados  no  asis- 
tían, siendo  por  este  motivo  objeto  do  una  causa  crimi- 
nal; pero  todo  eso  se  hacía,  repetimos,  no  por  repug- 
nancia, sino  por  indiferencia,  por  falta  de  interés  y  ape- 
go al  cumplimiento  de  los  deberes  que  un  fin  social 
impone. 

Pues  bien,  esto  es  lo  que  hay  necesidad  de  comba- 
tir; y  á  combatir  esto  se  encamina,  en  primer  término, 
el  precepto  del  árt.  8.<>  que  estamos  discutiendo  y  las 
reglas  que,  como  veremos  más  adelante,  son  consecuen- 
cia de  ese  precepto;  reglas  que  analizaremos  en  su  lu- 
gar oportuno,  y  que  ahora  no  hacemos  más  que  mencio- 
nar como  consecuencia  de  los  mismos  principios  que  es- 
tamos debatiendo. 


vm 

La  necesidad  de  que  el  cargo  de  jurado  sea  obliga- 
torio no  es  exclusiva  de  nuestro  País,  á  pesar  de  que 
España  es  uno  de  los  pueblos  donde  esa  necesidad  se 
siente  de  una  manera  más  viva,  por  las  circunstancias 
y  condiciones  de  nuestro  carácter  nacional,  á  que  ya  he- 
mos aludido  varias  veces.  En  Francia  y  m^s  que  en 
Francia,  en  Italia,  que  tantos  puntos  de  contacto  tiene 
con  nosotros,  y  cuyo  estado  social  tantas  analogías 
guarda  con  el  de  la  Península  ibérica,  se  ha  insistido 
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también  en  esa  necesidad,  que  motivó  en  gran  parte  la 
reforma  de  1874,  aun  cuando  nosotros  creemos  que  las 
medidas  adoptadas  j  las  reglas  establecidas  para  satis- 
facerla no  son  las  que  esa  misma  necesidad  reclama. 

Y  ha  llegado  esto  en  Italia  hasta  el  punto  de  que 
algunos  de  los  tratadistas  que  htm  consagi'ado  allí  sus 
trabajos  á  la  organización  del  Jurado  y  á  determinar 
las  condiciones  en  que  el  Jurado  se  debe  eñtubleccr, 
han  aventurado  la  idea  de  si  sería  conveniente,  entre 
oti'as  medidas  coercitivas  para  compeler  ¿  los  ciuda- 
danos al  desempeño  de  dicha  ñmeión,  apelar  a  una 
que  verdaderamente  merece  señalarse.  Consistiría  ésta 
en  que  la  ley  impusiera  una  multa  á  todo  ciudadano 
que,  teniendo  las  condiciones  necesarias  para  ser  incluí- 
do  en  las  listas  del  Jurado,  y  no  habiendo  aparecido  en 
ellas,  dejara  de  formular  la  reclamación  oportuna  á  fin 
de  que  se  le  incluyera. 

Confesamos  que  no  conocíamos  esta  idea  hasta  des- 
pués de  discutida  y  votada  la  ley;  en  caso  contrario, 
hubiéramos  procurado  que  prevaleciera  y  aun  pensa- 
mos que  deberá  tenerse  en  cuenta  para  otras  institucio- 
nes análogas  al  Jurado,  Pero,  de  todas  suertes,  es  una 
idea  que  conviene  propagar  y  estudiar  á  fin  de  que  se 
divulgue  y  airaigue  el  convencimiento  de  que  el  ejer- 
cicio de  esta  función,  como  el  de  otras  fimciones  socia- 
les, es  un  deber  de  los  ciudadanos  á  quienes  la  ley  lo 
impone  y  que  ha  de  procurarse  que  este  deber  se  cum- 
pla, único  medio  seguramente  de  realizar  de  una  ma- 
nera completa  y  perfecta  las  funciones  de  la  vida  mo- 
derna. 


IX 


Esto,  en  cuanto  á  los  que  debiendo  ser  jurados  no  lo 
son  y  aprovechan  el  olvido  de  su  nombre  para  eludir  el 
eumplimiento  de  su  deber;  y  en  cuanto  á  los  que  em- 
plean medios  dignos  do  censura  para  ser  excluidos. 


Digitized  by 


Googl( 


280  COMKNTABIOS  Á  LA  LET  DEL  JÜKADO 

también  será  preciso,  y  de  ello  habrá  que  hablar,  que 
cuando  se  reforme  la  ley  penal  vigente  se  adopte  un 
correctivo  enérgico  y  severo  para  evitar  que  se  empleen 
tales  medios  é  impedir  las  maniobras  encaminadas  á 
este  propósito. 

Por  último,  respecto  de  los  que,  designados  para  for- 
mar parte  del  Jurado,  no  asistsm,  nosotros  hacemos 
nuestras  las  palabras  del  8r.  Bravo,  digno  Presidente 
de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo: 

«No  solamente,  dice,  hacía  falta  declarar  la  obliga- 
ción (que  es  obligatoria  la  función  del  Jurado),  sino  que 
aun  con  ella  serán  muchas  las  veces  en  que  los  jurados 
dejen  de  asistir  y  en  que  haya  que  proceder  contra 
ellos  como  sucedió  la  otra  vez,  y  aconsejamos  en  este 
punto  desde  el  principio  el  mayor  rigor.  Habrá  casos, 
añade,  de  desobediencia  abierta;  habró  excusas,  faltas, 
cartas  de  recomendación  para  no  asistir,  mudanzas  de 
domicilio,  certificaciones  de  enfermedad  supuesta,  y  se 
recurrirá,  en  fin,  por  gran  número  de  jurados  á  toda 
clase  de  subterfugios.  Los  Presidentes  deben  ser  inexo- 
rables, ó  de  lo  contrario  están  perdidos.» 

Eso  mismo  decimos  nosotros;  los  Presidentes  deben 
ser  inexorables,  no  sólo  por  el  daño  que  en  el  momen- 
to de  ocurrir  este  hecho  puede  ocasionarse  á  la  Admi- 
nistración de  justicia,  sino  por  el  daño  y  el  descrédito 
que  esta  serie  de  faltas  repetidas  puede  producir  á  la 
institución  que  se  trata  de  establecer  y  arraigar. 


Además  de  todo  lo  que  hemos  dicho,  se  ha  tenido  en 
cuenta  para  consignar  este  precepto  que  analizamos,^ 
que  la  constitución  de  un  Tribunal,  como  decía  en  el 
Congreso  el  Sr.  Santana,  ilustrado  individuo  de  la  Co- 
misión que  en  aquella  Cámara  dio  dictamen  sobre  este 
proyecto  de  ley;  se  ha  tenido  en  cuenta,  decimos,  que 
la  constitución  de  un  Tribund  no  puede  quedar  á  mer- 
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ced  de  una  ó  varias  aceptaciones  individuales,  siendo 
esta  la  razón  verdaderamente  intrínseca  que  la  Comi- 
sión tuvo  presente  para  declarar  en  el  art.  S,^  y  sancio- 
nar luego  con  coacciones  eficaces,  el  principio  de  que 
es  obligatorio  el  desempeño  de  la  función  de  jurado. 


XI 

El  art.  8.^  no  puede  dar  lugar  á  dudas,  no  obstante 
que  algún  comentarista  de  la  ley  de  1888  crea  necesa- 
rio establecer  y  fijar  de  una  manera  exacta  y  comple- 
ta, quiénes  tienen  la  cualidad  de  ciudadanos  españoles 
á  tenor  de  lo  que  ese  mismo  artículo  dispone. 

Nosotros  no  tememos  que  en  este  punto  pueda  haber 
dudas  por  ser  el  precepto  claro  y  elemental  su  conoci- 
miento; pero  de  todas  suertes,  y  de  acuerdo  con  lo  que 
el  mismo  Sr.  Amat  insinúa,  opinamos  que  debe  tenerse 
en  cuenta  que  son  españoles,  conforme  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  1.^  de  la  Constitución,  las  personas  nacidas 
en  territorio  español;  los  hijos  de  padre  ó  madre  espa- 
ñoles, aunque  hayan  nacido  fiíera  de  España,  y  los  ex- 
tranjeros que  hayan  obtenido  carta  de  naturaleza.  Aun- 
que también,  con  arreglo  á  dicho  artículo,  son  españo- 
les los  que  sin  haber  obtenido  carta  de  naturaleza,  ha- 
yan ganado  la  vecindad  en  cualquier  pueblo  de  la  Mo- 
narquía; los  españoles  que  lo  sean  por  este  concepto  no 
pueden  considerarse  con  capacidad  para  ser  jurados, 
iwrque  lo  impide  el  art.  2.<>  de  la  Constitución  y  lo 
veda  la  doctrina  establecida  en  la  Keal  orden  de  7  de 
Septiembre  de  1876. 

El  art.  2.<^  de  la  Constitución  dice,  que  los  que  no 
estuvieran  naturalizados  no  podrán  ejercer  en  España 
cargo  alguno  que  tenga  aneja  autoridad  ó  jurisdicción, 
y  el  cargo  de  jurado  es  de  los  que  se  encuentran  en  es- 
tas condiciones.  En  cuanto  á  la  Eeal  orden  citada,  dis- 
tingue cuatro  clases  de  naturalización;  advirtiendo 
que  la  última,  que  es  la  que  se  llama  carta  de  natura- 
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,  leza  ele  4.*  clase,  autoriza  sólo  para  gozar  honras  y  ofi- 

cios de  carácter  secular,  cou  excepción  de  cargos  pú- 
blicos  del  Estado,  de  la  provincia  ó  dol  municipio. 

Indudablemente,  este  precepto  no  está  del  todo  con- 
forme con  lo  que  dispone  el  art.  2.*^  de  la  Constitución, 
puesto  que  según  éste,  basta  la  naturalización  para 
ejercer  cargos  públicos  que  lleyen  aneja  autoridad  y 

,  jurisdicción;  pero  mientras  esa  Eeal  orden  no  se  dero- 

gue, entendemos  que  los  extranjeros  naturalizados  eB 
España  que  pueden  ejercer  el  cargo  do  jurados,  han  de 
ser  de  los  que  han  obtenido  carta  de  naturaleza  de  L*, 
2.^  ó  3.a  clase. 


Art.   9.'     Para  ser  jurado  ae  requiero: 

1*.     Ser  mayar  de  30  aáos. 

2.^     Estar  en  el  pleací  goce  de  los  derechos  civiles  j  poUtlcoi, 

3,*     Saber  leer  y  escribir* 

4.**    Ser  cabeaa  de  familia  y  vecino  en  el  término  municipal  res- 
pectivo, con  cuntro  6  mks  anos  de  residencia  en  el  mi&mo. 

EJ  que  tuviera  algüii  título  académico  ó  profesional,  ó  hableie 
desempeñado  algfm  cargo  público  con  haber  de  B.OOO  pe^etaa  ó 
más,  aun  cuando  no  fuese  cabeza  de  familia^  podrá  ser  también  ju- 
rado BÍ  reúne  las  dem¿B  condicionea. 

Tendt^án  igual  capacidad  loa  que  fueran  ó  hubieren  sido  Con- 
cejales, Diputados  provinciales,  Diputadoa  á  Cortes  ó  Senadores, 
y  loB  retirados  del  ejército  ó  la  íLrmada, 


Los  dos  puntos  mas  importantes  que  hay  que  resol- 
Ter,  las  dos  cuestiones  más  transcendentales  que  hay 
que  estudiar  en  los  Comentarios  de  esta  ley,  son  sin 
género  alguno  de  duda,  los  planteados  en  el  capí  tu 
lo  que  se  refiere  á  la  competencia  y  en  los  artículos 
del  4.<*  al  7,^,  y  loa  planteados  en  el  capítulo  que  s© 
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refiere  á  las  cirounstancias  necesarias  para  ser  jurado 
y  en  sus  artículos  del  8.0  al  13;  porque  nada  hay  entre 
todo  lo  que  afecta  á  la  existencia  y  á  la  manera  de  ser 
del  Jurado  que  ofrezca  más  interés  y  suscite  mayores 
dificultades,  que  determinar  la  extensión  de  la  organi- 
zación misma  que  ha  de  atribuirse  á  ese  Tribunal  y 
las  condiciones  ó  cualidades  de  las  personas  que  han 
de  formar  parte  de  él. 

Por  eso  nosotros,  reconociendo  esto,  no  vacilamos  en 
examinar  con  más  extensión  que  ningún  otro  de  los 
varios  problemas  en  que  hemos  de  ocuparnos  y  en  que 
estamos  ocupándonos  en  el  curso  de  este  libro,  esos 
dos  problemas  que  acabamos  de  mencionar.  Ya  lo  hi- 
cimos al  tratar  del  artículo  4.^  con  todo  lo  que  se  refie- 
re á  la  competencia;  ahora,  con  motivo  del  examen  del 
art,  9.^,  vamos  á  examinar  lo  que  toca  á  las  condiciones 
y  circunstancias  que  han  de  concurrir  en  aquellas  per- 
sonas que  deben  formar  parte  del  Jurado. 

La  legislación  en  esa  parte,  siguiendo  el  parecer  de 
los  tratadistas  y  los  opuestos  juicios  de  los  escritores 
eonsagrados  al  estucüo  de  estas  materias,  se  inclina 
ya  al  uno,  ya  al  otro,  de  los  dos  sistemas  en  que  puede 
considerarse  dividida  la  opinión  por  lo  que  toca  á  ese 
punto.  Esos  sistemas  son:  el  que  exige  al  que  ha  de  ser 
jurado  condiciones  especiales  y  establece  diversas  ca- 
tegorías sociales  dentro  de  las  que  la  suerte  ha  de  de- 
terminar quiénes  serán  jurados,  y  el  que  se  limita  á 
«xigir  del  que  ha  de  formar  parte  del  Tribunal  popu- 
lar aquéllas  contadas  condiciones  que  demanda  la  na- 
turaleza de  la  función  que  va  á  desempeñar,  y  para  la 
redacción  de  las  listas  formadas  con  arreglo  á  este  prin- 
cipio, apela  al  método  de  la  selección. 


n 

De  los  dos  sistemas  hay  ejemplos  en  nuestra  legisla- 
ción y  en  la  de  los  países  extranjeros.  Vamos  á  ver  qué 
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es  lo  que  resulta  acerca  de  ello  del  examen  comparado 
de  los  diversos  preceptos  que  á  este  importantísimo 
pormenor  se  refieren. 

Comencemos  por  España. 

Aquí  tenemos  la  ley  de  1872,  el  proyecto  de  1883  y 
la  ley  actual.  El  proyecto  de  1883  adopta  el  sistema 
de  las  categorías;  la  ley  de  1872  y  la  actual  adoptan  el 
sistema  opuesto.  La  primera  consagraba  á  resolver  este 
punto  sus  artículos  664  y  665. 

El  art.  664  decía,  que  para  ser  jurado  era  necesario: 

1.0     Ser  español. 

2.<>     Ser  mayor  de  treinta  años. 

3.^  Estar  en  el  pleno  goce  de  los  derechos  políti- 
eos  y  civiles. 

4.<>     Saber  leer  y  escribir. 

5.0  Tener  la  cualidad  de  vecino  en  el  término  mii* 
nicipal  respectivo. 

6.0  Hallarse  incluido  como  cabeza  de  familia  con 
casa  abierta  en  las  listas  que  deberían  formarse  en  cada 
imo  de  los  términos  municipales. 

El  art.  665  añadía  que  fueran  también  jurados  los 
españoles  mayores  de  edad,  que  estuviesen  en  el  ple- 
no goce  de  los  derechos  políticos  y  civiles,  aun  cuando 
no  fuesen  cabezas  de  familia  con  casa  abierta,  si  se  ha- 
llaban incluidos  en  las  listas  de  capacidades  que  ^e 
formarían  en  cada  término  municipal ;  considerándose 
con  capacidad  para  este  efecto  al  que  tuviera  un  título 
profesional  ó  hubiere  desempeñado  algún  cargo  con 
categoría  de  Jefe  de  Negociado  de  Administración;  ca- 
tegoría regulada  en  nuestras  leyes  por  el  cobro  de  un 
sueldo  mínimo  de  4.000  pesetas  anuales. 


m 

El  proyecto  presentado  á  las  Cortes  en  1883  por  el 
Sr.  Romero  Girón,  proyecto  que  aprobó  el  Senado  y  no 
fué  posible  discutir  en  el  Congreso  ^  porque  antes  de 
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que  llegara  el  caso  de  hacerlo  se  disolvieron  aquellas 
Cortes  y  cayó  aquella  situación  política,  prefería,  según 
hemos  dicho,  el  sistema  de  capacidades;  y  era  éste,  á 
juicio  del  autor  del  proyecto  mismo,  un  punto  esencial, 
un  punto  vital  de  todo  su  sistema  de  organización  del 
Jurado,  como  lo  prueba  el  empeño  y  tenacidad  con  que 
ha  sostenido  ese  criterio,  hasta  el  punto  de  defenderlo 
resueltamente  en  el  Senado  con  motivo  de  la  discusión 
de  la  ley  de  1888. 

Según  el  art.  4.<>  de  aquel  proyecto,  para  ser  jurado 
debería  requerirse: 

1.^    Ser  español. 

2.^    Haber  cumplido  veinticinco  años. 

3.0  Estar  en  el  pleno  goce  de  los  derechos  políticos 
y  civiles. 

4.0     Saber  leer  y  escribir. 

5.0  Tener  domicilio  legal  en  el  término  municipal 
respectivo. 

6.0  Pertenecer  además  á  cualquiera  de  las  catego- 
rías siguientes: 

aj  Individuo  de  número  de  las  Eeales  Academias 
Española,  de  la  Historia,  de  San  Femando,  de  Ciencias 
exacta,  físicas  y  naturales,  de  Ciencias  Morales  y  Po- 
líticas, de  Medicina  ó  de  Jurisprudencia  y  Legisla- 
ción. 

bj  Profesores  con  título  de  enseñanza  superior  ó  se- 
cundaria, escuelas  especiales,  de  la  Academia  de  Bellas 
Artes  ó  de  aplicaron,  ó  de  cualquier  otro  estableci- 
miento oficial  de  instrucción. 

cj  Doctores,  Licenciados  ó  Bachilleres  en  cualquier 
Facultad  y  Bachilleres  en  Artes. 

dj  Abogados,  Médicos,  Ingenieros,  Arquitectos, 
Farmacéuticos,  Veterinarios,  Notarios  y  Procuradores, 
y  los  que  tengan  título  de  Profesor  mercantil,  de  Agri- 
mensores ó  cualquiera  otro  profesional. 

ej    Senadores  ó  Diputados  que  lo  sean  ó  hayan  sido. 

fj    Diputados  ó  ex  Diputados  provinciales. 

gj    Alcaldes  ó  Tenientes  de  Alcalde  y  Síndicos  que 
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lo  sean  ó  hayan  sido  en  mnnicipios  de  6.000  almas  ó 
más  de  población. 

hj  Empleados  del  Estado  ó  de  Corporaciones  pro- 
vinciales  y  municipales  con  5.000  pesetas  ó  más  de 
sueldo  anual  en  Madrid,  y  de  2.500  en  los  demás  mu- 
nicipios. 

ij  Cesantes,  jubilados  y  retirados  de  todas  las  ca- 
rreras con  haber  pasivo  de  2.500  pesetas  en  poblacio* 
nes  que  no  tengan  menos  de  30.000  almas  y  de  1.250 
en  los  mimicipios  restantes. 

7.^  Los  contribuyentes  que  paguen  como  cuota  mí- 
nima del  Tesoro  por  territorial  é  industrial  ó  por  am- 
bos conceptos  reunidos  400  pesetas;  los  domiciliados  en 
poblaciones  de  100.000  almas;  300  pesetas  los  que  lo 
estén  ea  las  de  40.001  á  100.000;  200  en  las  de  20.001 
á  40.000,  y  100  los  domiciliados  en  los  municipios  res- 
tantes. 

Para  computar  la  contribución  á  que  se  refiere  el 
párrafo  precedente,  habría  de  tenerse  en  cuenta*lo  que 
el  contribuyente  pagare  en  su  domicilio  ó  fuera  de  él, 
observándose  lo  íúspuesto  en  los  artículos  16,  17  y  18 
de  la  ley  Electoral  para  Diputados  á  Cortes,  Esto  es, 
que  para  computar  dicha  cuota  de  contribución^  se  cMjn- 
siderarían  como  bienes  propios  de  los  cabezas  de  fami- 
lia los  de  sus  mujeres  mientras  subsiste  la  sociedad  con- 
yugal y  los  de  sus  hijos  mientras  ellos  los  administren: 
y  con  respecto  á  los  hijos,  los  suyos  propios  y  los  que 
por  cualquier  concepto  sean  sus  madres  usufructuarias. 
^A  los  socios  de  compañías  no  anónimas,  lo  que  paguen 
las  mismas  compañías  distribuido  en  proporción  al  in- 
terés que  cada  uno  tenga  en  la  sociedad  ó  por  iguale^í 
partes  si  ese  interés  no  está  determinado;  y  á  los  arren- 
dadores y  aparceros,  los  dos  tercios  de  la  contribución 
al  propietario  y  el  tercio  restante  al  colono  ó  co- 
lonos. 

Este  era  el  sistema  completo  del  proyecto  de  18&3; 
proyecto  que,  como  queda  dicho,  mereció  la  aprobación 
de  la  Alta  Cámara  y  que  ha  sido  el  sistema  que^  en  el 
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Congreso  y  en  el  Senado,  al  discutirse  la  ley  de  1888^ 
Be  ha  opuesto  al  que  prevaleció  en  ésta. 


IV 

Es  interesante  y  muy  útil,  para  apreciar  en  forma 
debida  todo  lo  que  hay  acerca  de  esta  cuestión,  cono- 
cer lo  que  disponen  las  legislaciones  extranjeras  sobre 
este  punto.  Para  mayor  claridad  haremos  el  examen  de 
esta  concordancia  refiriéndonos  á  las  dos  cuestiones,  en 
nuestro  juicio,  principales  que  en  este  problema  se 
plantean  y  resuelven:  á  las  cualidades  que  deben  tener 
los  jurados  y  á  la  edad  que  se  exige  al  que  haya  de 
desempeñar  este  cargo  popular. 

Eespecto  de  las  cualidades,  siguen  el  sistema  que  ha 
prevalecido  en  España  en  la  ley  actual,  tres  pueblos: 
Francia,  Alemania  y  Suiza. 

En  Francia  existe  el  Jurado  desde  1791.  La  legisla- 
ción de  aquella  época  estableció  que  fuesen  jurados  to- 
dos los  electores  políticos;  regla  que  revela  el  carácter 
predominante  político  que  se  atribuyó  al  Jurado;  carác- 
ter que  nosotros  no  conceptuamos  aceptable  por  com- 
pleto, pero  que  no  puede  merecer  de  nuestra  parte  las 
censuras  que  otros  le  han  dirigido. 

El  Jurado,  en  el  conjunto  de  instituciones  que  cons- 
tituyen el  nuevo  régimen,  el  régimen  creado  para  las 
sociedades  modernas  por  la  Revolución,  es  á  la  admi- 
nistración de  justicia  lo  que  el  gobierno  de  los  Poderes 
electivos  á  los  antiguos  Poderes  tradicionales  é  histó- 
ricos; y  así  como  al  encomendar  al  País  por  medio  del 
sufragio  la  dirección  de  los  asuntos  públicos  se  le  ha 
dado  el  ejercicio  de  la  soberanía,  se  ha  querido  por  me- 
dio del  Jurado  encomendar  á  la  sociedad  misma  la  fun- 
ción de  juzgar,  vinculada  de  antiguo  en  aquellos  Po- 
deres. 

Existe,  por  consiguiente,  á  despecho  de  toda  especie 
de  consideraciones  opuestas  á  esta  conclusión,  una  rela- 
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€Í6n  íntima  y  estrecha  entre  el  Jurado  y  el  sufragiOy 
relación  que  no  es  posible  desconocer.  El  hecho  de  que 
los  electores  políticos  sean  aptos  para  desempeñar  el 
cargo  de  jurados  y  de  que  la  ley  asimile  de  una  mane- 
ra completa  y  absoluta  estas  dos  categorías,  no  quiere 
decir  que  la  justicia  haya  de  estar  á  merced  de  los  em- 
bates y  apasionamientos  que  campean  en  la  esfera  de 
la  política;  ni  que  el  reconocimiento  y  declaración  de 
la  justicia  sea  caso  que  deba  someterse,  como  la  afirma- 
<5Íón  de  determinados  principios  ó  la  adopción  de  uno 
ú  otro  sistema  de  conducta,  al  voto  de  las  multitudes. 
Por  eso,  porque  no  quiere  decir  esa  relación  lo  que  aca- 
bamos de  apuntar,  para  la  designación  de  los  hombres 
que  han  de  tener  en  sus  manos  el  Gobierno  del  País  se 
adopta  el  sistema  de  la  elección,  el  sistema  representa- 
tivo, y  para  la  designación  de  las  personas  que  en  nom- 
bre de  la  sociedad  han  de  ejercer  la  alta  misión  de  la 
justicia,  se  adopta  el  sistema  del  sorteo. 

La  sociedad  debe  tener  en  sus  manos  el  gobierno  de 
sus  propios  intereses;  la  sociedad  debe  juzgar  á  aque- 
llos de  sus  individuos  que  infringen  la  ley,  menosca- 
ban el  derecho  de  los  otros  ó  producen  cualquier  per- 
turbación del  derecho. 

Estas  son  las  bases,  y  entre  estas  bases  existe  la 
armonía  que  resulta  de  los  propios  términos  en  que 
nosotros  las  hemos  expuesto;  pero  luego,  para  el  des- 
arrollo de  cada  una  de  esas  bases  se  sigue  distinto  ca- 
mino. Por  eso  las  Asambleas  políticas  y  el  Poder  Ejecu- 
tivo se  organizan  con  arreglo  á  principios  distintos  de 
los  que  sirven  para  organizar  y  fundar  los  Tribunales 
de  justicia.  De  manera  que  cabe,  sin  incurrir  en  extrÍB- 
mas  exageraciones,  que  somos  los  primeros  en  conde- 
nar; cabe  muy  bien  que  se  adopte  el  principio  de  exigir 
las  mismas  condiciones  para  el  electorado  político  que 
para  el  desempeño  de  la  función  de  jurado. 

Nosotros  no  opinamos  de  esta  manera,  pero  admiti- 
mos que  así  pueda  opinarse;  nosotros,  aunque  esto  sea 
anticipar  ideas  y  manifestaciones  que  más  adelante 
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tendremos  ocasión  de  repetii'  y  esplanar,  creemos  qne 
deben  exigirse  para  desempeñar  el  cargo  de  jurado  al- 
gunas condiciones  que  no  es  indispensable  exigir  á  los 
que  ejerzan  el  electorado  político.  Así  creemos,  por  las 
razones  que  expondremos  también,  que  la  edad  de 
unos  y  otros  debe  ser  diferente;  pero  de  esto  á  supo- 
ner que  sea  esencialmente  vicioso  y  señaladamente 
defectuoso  el  principio  que  ha  inspirado  la  legislación 
fi*ancesa,  que  aquel  principio  sea  una  verdadera  aberra- 
ción y  un  verdadero  absurdo  en  este  orden  de  ideas, 
hay  mucha  distancia. 

Desde  1791  la  legislación  francesa  ha  venido  des- 
arrollándose en  lo  que  á  este  punto  se  refiere  confor- 
me á  aquellas  bases,  siempre  ó  casi  siempre  las  con- 
diciones exigidas  para  desempeñar  el  cargo  de  jurado 
han  sido  las  mismas  ,que  se  reclamaban  para  el  ejer- 
cicio del  electorado  político;  y  cuando  para  este  elec- 
torado se  ha  pedido  y  se  ha  establecido  que  los  ciu- 
dadanos pertenecieran  á  ciertas  categorías,  ha  habi- 
do en  lo  que  toca  á  la  función  de  jurado  una  inclina- 
ción hacia  ese  mismo  sentido.  Pero  al  fin  y  al  cabo,  lo 
que  es  tradicional,  Iq^  que  es  histórico  en  la  legislación 
francesa  ha  prevalecido,  y  hoy  para  ser  jurado  en 
Francia  se  necesita  solamente  tener  30  años,  saber 
leer  y  escribir  en  francés,  estar  en  el  pleno  goce  de 
los  derechos  políticos  y  civiles  y  estar  domiciliado  en 
el  departamento  donde  se  establecen  los  Tribunales 
de  lo  criminal. 


Vamos  á  Alemania. 

En  Alemania  para  poder  desempeñar  la  ftmoión  de 
escabino  ó  de  jurado  no  se  exige  más  que  ser  ale- 
mán, haber  cumplido  30  años,  tener  todos,  sus  dere- 
chos políticos  y  civiles  y  hallarse  domiciliado  en  un 
Municipio  con  dos  años  de  antelación.  Así  lo  estable- 
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ce  el  art.  85  de  la  ley  orgánica  jadicial  del  Imperio  de 
1877,  en  relación  con  el  33  de  la  misma  ley. 

Se  ha  pretendido  que  esta  ley  alemana  exigía  de 
nna  manera  indirecta  el  pago  de  cierta  contribución; 
pero  en  realidad,  del  texto  mismo  de  la  ley  no  se  des- 
prende semejante  cosa.  Por  tanto,  debemos  reconocer 
y  declarar  que  el  precepto  de  la  ley  alemana  está  li- 
mitado á  lo  que  acabamos  de  exponer. 

T  bien  merece  señalarse  al  llegar  á  este  punto,  que 
Alemania  haya  llegado  á  la  solución  indicada  y  haya 
encontrado  preferible  el  sistema  que  esa  solución  reve- 
la, después  de  una  larga  experiencia,  después  de  la  re- 
forma de  la  ley  italiana  y  habida  cuenta  del  progreso 
que  las  ciencias  jurídicas  han  realizado  en  el  puebla 
alemán,  así  como  que  haga  esto  un  país  como  Alema- 
nia inclinado  por  su  genio  nacional,  por  sus  condicio- 
nes especiales,  por  el  carácter  que  tienen  sus  institu- 
ciones, por  el  resto  de  feudalismo  que  allí  existe,  al 
sistema  de  categorías  que  en  el  fondo  es  un  sistema 
verdaderamente  feudal  y  de  clase. 

De  suerte  que  Alemania,  al  establecer  para  el  Jura- 
do la  regla  que  acabamos  de  exponer,  lo  mismo  que  al 
aceptar  el  sufragio  universal  coipo  base  de  las  institu- 
ciones imperiales,  es  un  testigo  de  mayor  excepción 
que  depone  en  pro  del  principio  igualitario  en  que  se 
ñindan  el  sufragio  universal  y  esta  organización  del  Ju- 
rado; porque  nosotros  no  creemos,  ni  podemos  creer,  ni 
podemos  admitir  en  manera  alguna  que  Alemania  haya 
hecho  esto,  que  el  ilustre  hombre  de  Estado  que  dirige 
los  destinos  del  pueblo  alemán  desde  hace  más  de  cinco 
lustros,  haya  querido  organizar  el  Jurado  de  esa  ma- 
nera, buscando  en  esta  organización  su  desprestigio  y 
su  descrédito. 

Nosotros  no  creemos  ni  podemos  atribuir  á  nadie,  sin 
pruebas  evidentes  é  incontrastables,  una  falta  de  mora- 
lidad tal  como  la  que  revelaría  ese  rasgo  de  política 
maquiavélica,  y  no  nos  explicamos  que  en  la  discusión 
de  la  ley  española  actual  haya  deslizado  esa  sospecha 
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el  Sr.  Romero  Girón  en  la  forma  que  lo  hizo,  más  que 
13or  la  falta  absoluta  de  razones  que  oponer  al  argu- 
mento que  se  desprende  del  hecho  de  que  Alemania 
haya  rechazado  el  sistema  de  las  categorías.  En  ese 
trance,  el  Sr.  Romero  Girón  apeló,  como  recurso  del  de- 
bate, á  un  verdadero  Deiis  ex  machinn:  al  maquiavelis- 
mo de  Bismark. 


VI 


En  Suiza,  los  Jurados  son  elegidos  en  los  cantones 
por  todos  los  que  tienen  derecho  electoral,  y  son  ele- 
gidos para  este  cargo  los  que  tienen  ese  derecho;  y  el 
«ílectorado  en  Suiza  para  todas  las  elecciones  federales 
se  atribuye  á  los  ciudadanos  suizos  de  20  años  cum- 
plidos que  no  estén  privados  de  sus  derechos  políticos. 

En  la  República  norte-americana  hay  también  algu- 
nos Estados  en  los  cuales  se  ha  seguido  este  principio. 
Generalmente  allí  se  exigen  para  ser  jurado  condicio- 
nes análogas  á  las  de  la  legislación  inglesa.  En  esta  par- 
te, aquella  República  ha  mantenido  más  que  en  otras 
las  tradiciones  de  su  antigua  metrópoli;  pero  hay  casos 
como  el  que  ocurre  con  la  legislación  del  Ohío  en  la 
cual  se  ha  prescindido  de  esta  tradición,  pues  basta  para 
desempeñar  el  cargo  de  jurado  ser  blanco  y  tener  ca- 
pacidad electoral. 

Esto  no  nos  autoriza  á  decir  y  á  sostener  que  allí 
hayan  dominado  las  ideas  que  han  prevalecido  al  cabo 
entre  nosotros;  pero  conviene  señalar  esta  excepción 
á  fin  de  ser  puntuales  y  veraces  en  la  referencia  que 
venimos  haciendo  de  las  principales  legislaciones.  Tam- 
poco lo  que  ocurre  en  Suiza  es  un  argumento  á  favor 
de  nuestro  sistema,  porque  el  hecho  de  que  los  jurados 
sean  elegidos  y  no  sorteados  basta  para  modificarlo  ra- 
dicalmente. 
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VII 


Vamos  ahora  á  ver  en  qué  países  se  han  seguido  prin- 
cipios completamente  distintos  de  los  que  informan  la 
legislación  de  Francia,  de  Alemania  y  de  España;  va- 
mos á  ver  en  qué  países  ha  predominado  el  sistema  de 
las  categorías. 

Y  convendrá  advertir  que  en  éste  sistema,  como  en 
todos,  hay  sus  gradaciones,  y  que  mientras  unos  pue- 
blos, exigiendo  determinadas  condiciones  para  el  ejer- 
cicio de  la  función  del  Jurado,  se  limitan  á  enumerar 
muy  pocos  requisitos,  otros,  perfeccionando  el  sistema 
y  llevándole  á  un  grado  de  progreso  y  desenvolvi- 
miento mayores,  establecen  gran  número  de  categorías. 

El  que  en  este  punto  ha  ido  más  lejos  es  Italia,  como 
veremos  después  de  examinar  las  leyes  de  otros  pue- 
blos, donde  si  bien  se  exigen  y  reclaman  para  este  efe- 
to  requisitos  especiales,  no  se  ha  llegado  al  extremo  á 
que  llegó  la  legislación  italiana,  que  desde  el  punto  dé 
vista  del  sistema  de  las  categorías  para  la  designación 
de  jurados  se  considera  verdaderamente  la  última  pa- 
labra, si  no  de  la  ciencia,  por  lo  menos  de  la  práctica. 


VIH  . 

Comenzaremos  este  examen  por  Inglaterra. 

El  Jurado  inglés,  lo  mismo  que  el  Jurado  j&^ncés, 
son  los  tipos  de  organización  de  esta  especie  de  Tribu- 
nales. A  uno  ó  á  otro,  en  pu  composición,  en  sus  facul- 
tades, en  su  modo  de  funcionar,  se  equiparan  general- 
mente los  de  todos  los  demás  pueblos.  Empezaremos, 
pues,  por  el  de  Inglaterra,  cuyo  Jurado,  dada  la  forma 
en  que  se  constituye,  pertenece  también  al  sistema  de 
categorías,  aunque,  como  ya  hemos  dicho,  no  llegue  eii 
él  á  ser  lo  que  el  Jurado  italiano. 
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Las  condiciones  que  se  exigen  en  Inglaterra  para  ser 
jurado  son  las  condiciones  de  censo.  Allí  pueden  desem- 
penar  esta  función:  todo  propietario  á  quien  sus  tierras 
produzcan  una  renta  anual  por  lo  menos  de  10  libras; 
todos  los  colonos  que  lleven  en  alquiler  una  finca  por 
la  que  paguen  el  mínimum  de  20  libras,  siempre  que 
el  arrendamiento  sea  por  lo  menos  de  21  años;  y  todos 
los  inquilinos  y  propietarios  de  casas  que  ocupen  una 
finca  inscrita  para  el  impuesto  de  pobres,  cuyo  valor 
mínimo  sea  de  20  libras,  salvo  algunas  localidades  don- 
de se  exige  que  el  valor  de  esa  finca  sea  de  30  libras. 
Estas  son  las  condiciones  exigidas  en  Inglaterra  para 
tener  la  aptitud  que  requiere  el  desempeño  del  cargo 
de  juradot 


IX 


La  legislación  norte-americana  en  general,  revela  las 
afinidades  que  aún  se  conservan  entre  aquel  pueblo  y 
la  nación  á  que  debe  su  origen. 

Como  en  Inglaterra,  en  la  mayor  parte  de  los  Esta- 
dos de  la  gran  República  se  exige  tener  una  propiedad 
6  percibir  cierta  renta  ó  llevar  en  arrendamiento  una 
finca  que  la  represente. 

En  el  Estado  de  New- York,  es  jurado  todo  el  que 
posee  por  sí  ó  por  su  mujer  un  inmueble  que  pague  de 
impuesto  150  doUars,  6  que  tenga  una  fortuna  mobilia- 
ria  por  la  que  pague  esa  misma  cantidad. 

En  Pensilvania,  se  exige  al  que  haya  de  ser  jurado 
que  pague  algún  impuesto;  y  lo  mismo  sucede  en  el 
Illinois. 

En  el  Estado  de  Virginia,  el  que  ha  de  ser  jurado 
debe  tener  una  fortuna  personal  que  se  valúa  en  100 
dollars. 

En  el  de  Conneticut,  debe  tener  una  propiedad  libre 
y  pagar  un  impuesto  que  por  lo  menos  sea  de  9  dollars. 
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En  la  Carolina  riel  Norte  se  eligen  los  JtTrados 
entre  los  eiuJadauos  que  pagan  impuesto. 

En  Kentucky,  es  preciso  que  el  que  sea  jm*ado  tengii 
la  cualidad  de  jete  de  familia  ó  amo  de  tíasa  y  posea  uui 
fortuna  de  10  á  20  libras. 

Además,  en  la  mayor  parte  de  los  Estados^  y  entrt 
ellos  en  alguno  de  los  que  acabamos  de  mencionar,  .s< 
exigen  eiertas  condiciones  de  instnicción.  Sólo,  comí 
hemos  dicho  antes  de  ahora,  en  el  Estado  del  Ohk 
basta  para  ser  jurado^  ser  blanco  y  tener  capaeíduc 
electoral;  a d virtiendo  no  obstante,  que  la  mayor  partí 
de  las  condiciones  que  se  reclaman  por  las  legislacionoi 
que  hejnos  extractado  para  formar  parte  del  Tribuna 
popular j  se  exigen  asimismo  para  ejercer  el  electora 
do  político. 


H 


La  legislación  portuguesa  tiene  algo  de  la  inglesa  ] 
de  la  italiana.  Diñase  que  en  Portugal  ha  influido  e 
espíritu  de  esos  dos  piieblos  al  determinar'  las  condj 
eiones  necesarias  para  ser  jurado.  La  cuota  exigida  ei 
Portugal  ¡)ara  ejercer  esta  función,  es  mayor  que  la  quí 
la  ley  establece  para  ser  elegible,  porque  en  Portiiga 
no  tienen  aptitud  para  desempeñar  la  función  que  iio 
ocupa  más  que  los  propietarios  territoriales  que  en  la 
ciudades  de  Lisboa  y  Oporto  posean  una  renta  d 
400.000  reis  (2,200  pesetas},  y  los  que  en  las  demás  ¡h 
blaciones  del  ('ontinente  y  de  sus  islas  la  disfruten  d 
200.000  reis  {1.100  pesetas),  ó  los  que  tuviesen  los  gxu 
dos  y  títulos  literarios  que  atribuyen  por  sí  solos  caw 
cidad  para  ser  elegidos,  y  son  los  que  adornan  á  los  ín 
chilleres,  oüeiales  de  los  ejércitos  do  mar  y  tienda,  m 
nistros  del  culto  y  todos  los  titulares  de  diplomas  d 
instrucoiüu  snperif)!-  ó  secundaria,  á  quienes  para 
elegibles  no  se  les  exigtf  condición  alguna  de  ocnso. 
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XI 


En  Bélgica,  el  que  haya  de  Ber  jurado  debe  encon- 
trarse en  el  pleno  goce  de  los  derccíioa  políticos  y  civi- 
les y  reunir  a  ósta  alguna  de  las  cualidades  siguientes: 

IJ*  Ser  contribnyeutej  pagando  al  Tesoro,  couio 
contribución  directa,  más  de  250  francos  en  las  capi- 
tales de  los  provincias  de  Amberes,  lirabante  y  Flan- 
(les  oriental,  y  170  en  los  demás  municipios  de  las 
mismas;  200  francos  en  las  capitales  de  las  provincias 
íle  Flandes  occidental,  Lieja  y  Hainaut,  y  170  en  buh 
demás  municipios;  140  en  la  capital  de  la  provincia  de 
Namur,  y  120  en  los  pueblos;  120  y  90  en  el  Luxeni* 
Imrgo,  y  110  y  90  en  la  de  Límburgo. 

2>  Ser  individuo  en  la  Chámara  de  Representan- 
tes, individuo  de  los  Consejos  numicipales,  burgomaes- 
tres, escabiiios,  consejeros  municipales,  Secretarios  o 
líeceptores  de  municipio  que  no  baje  de  4.000  almas. 

3.^  Ser  Doctor  en  Derecho  ó  en  Medicina  y  Cii^- 
jía,  Ciencias  ó  Letras;  Ingeniero,  cuyo  diploma  haya 
sido  dado  por  un  Jurado  de  examen  constituido  con 
arreglo  á  la  ley.  Notario  ó  Abogado, 

4*  Ser  pensionista  del  Estado  disfrutando  una  pen- 
Mim  que  no  sea  inferior  á  1.000  francos. 

La  ley  de  Bélgica  es,  como  se  verá,  la  más  parecida 
ík^  todas  á  la  ley  italiana. 


xn 

La  de  Austria  es  análoga  á  ésta. 

El  que  haya  de  ser  jurado  en  Austria  debe  saber 
leer  y  escribir,  hallarse  en  el  goce  del  derecho  de  bur- 
guesía en  nn  municipio  de  los  representados  en  el 
fíeichsrath,  estar  domiciliado  con  un  año  de  antela- 
ción en  el  municipio  de  su  residencia  y  pagar  de  con- 
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tribución  directa  10  florines  (25  pesetas)  en  localida- 
des de  menos  de  30.000  habitantes  y  20  florines  en 
las  demás,  ó  bien  ejercer  alguna  de  las  profesiones  si- 
guientes: Abogado,  Notario,  Profesor  en  alguna  Es- 
cuela superior  ó  intermedia,  ó  tener  el  grado  de  Doc- 
tor, dado  por  alguna  Universidad  del  país. 


xm 

En  Grecia  son  jurados: 

l.<>  Los  Maestros  de  Escuelas  preparatorias  ó  Pro- 
fesores de  Instituto  y  Universidad. 

2.^     Los  miembros  de  la  Academia  de  Ciencias. 

3.^     Los  Licenciados  en  cualquiera  facultad. 

4.*^  Los  que  posean  xm  patrimonio  inmueble  de 
1.500  firancos  ó  una  renta  de  500. 

5.^  Los  que  tengan  una. renta  ó  patrimonio  que  se 
aproxime  á  la  cantidad  arriba  enumerada. 

6.^    Los  Notarios. 

XIV 

Verdaderamente  no  se  desprende  ninguna  gran  en- 
señanza de  lo  que  ocurre  en  Eusia,  y  si  bien  los  parti- 
darios del  Jurado  han  hecho  notar  que  en  Busia  existe 
esa  institución  para  demostrar  en  cierta  medida  la  con- 
veniencia y  urgencia  de  que  se  plantease  entre  nos- 
otros, no  es  posible  desconocer  que,  aunque  allí  la  le- 
gislación ha  admitido  y  aceptado  el  principio  en  que  se 
funda  esta  especie  de  Tribunales,  lo  ha  hecho  con  tales 
limitaciones  y  tan  de  acuerdo  con  el  sentido  general  de 
todo  su  derecho  que  es  opuesto  al  sentido  que  preva- 
lece en  el  resto  de  Europa,  y  principalmente  en  la  Eu- 
ropa occidental,  que  poco  ó  nada  contribuye  á  esclare- 
cer este  problema  el  conocimiento  de  cómo-en  Busia  se 
ha  planteado  y  desenvuelto  esta  institución. 
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De  todas  maneras,  y  á  fin  de  completar  esta  reseña 
para  deducir  después  las  consecuencias  que  apuntare- 
mos-y  las  observaciones  que  hemos  de  hacer,  diremos 
que  en  Eusia  se  exige  á  los  ciudadanos  que  han  de  ser 
jurados,  que  se  hallen  domiciliados  con  dos  años  de 
antelación  en  el  círculo  á  que  pertenezcan,  y  que  po- 
sean una  propiedad  territorial  de  109  hectáreas  ó  un 
inmueble  de  8.000  pesetas  de  valor  en  San  Petersburgo 

Íj  Moscou;  un  inmueble  de  4.000  pesetas  en  líis  capita- 
es  de  Gobierno  ó  de  los  distritos  urbanos,  y  de  2.000 
pesetas  en  los  demás  ó  aquellos  cuyas  rentas,  sueldos  ó 
emolumentos  asciendan  á  2.000  pesetas  en  las  capita- 
les y  á  800  en  los  demás  lugares,  ó  bien  hallarse  com- 
prendidos en  alguna  de  las  siguientes  categorías: 

1.*    Jueces  de  paz  honorarios. 

2.*    Funcionarios  civiles  no  exceptuados. 

3.^  Los  que  se  hallen  revestidos  de  funciones  elec- 
tivas en  las  municipalidades  y  Corporaciones  de  la  No- 
bleza. 

4.*  Los  que  tengan  la  facultad  de  elegir  Juez  de 
aldea. 

5.*    Los  arbitros. 

6.^  Los  que  hayan  ciunplido  honrosamente  duran- 
te tres  años  las  funciones  de  anciano  de  aldea  ó  de  la 
Iglesia,  ó  de  jefes  de  los  municipios. 

El  sistema  patriarcal,  que  es  la  nota  característica 
de  las  instituciones  rusas,  se  revela  también  en  estas 
condiciones. 


XV 


Los  partidarios  del  sistema  de  categorías  citan  con 
preferencia  _á  Italia,  no  sólo  por  el  grado  de  desarrollo 
que  en  aquel  país  han  adquirida  los  estudios  de  Dere- 
cho penal,  que  acaso  permita  sostener  y  decir  que  Italia 
va  á  la  cabeza  de  todos  los  pueblos  en  lo  que  se  refiere 
á  los  adelantos  realizados  en  este  orden  de  conocimien- 
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tos,  sino  porque  la  legislación  actual  italiana  en  lo  que 
toca  al  Jurado  es  producto  de  una  reforma  reciente,  he- 
cha después  de  haber  experimentado  las  ventajas  é  in- 
convenientes que  ofrecía  esa  institución. 

El  Jurado  en  Italia  data  de  1859.  La  ley  de  aquella 
fecha  exigía  para  ser  jurado  tres  condiciones  solamen- 
te: saber  leer  y  escribir,  haber  cumplido  treinta  años  y 
ser  elector  político;  advirtiendo  que  entonces  se  exi- 
gía para  ser  elector  político,  entre  otros  títulos,  el  de 
Profesor  de  una  Universidad  ó  de  una  Academia  y  pa* 
gar  una  contribución  anual  lo  menos  de  40  francos. 
Desde  entonces  acá  se  han  modificado  la  ley  Electoral 
y  la  constitutiva  del  Jurado.  No  tenemos  para  qu6 
examinar  la  reforma  realizada  en  aquélla,  á  pesar  de 
que  guarda  gran  analogía  el  sistema  adoptado  para 
determinar  quiénes  deben  y  pueden  ser  electores  polí- 
ticos y  el  sistema  que  ha  prevalecido  para  determinar 
quiénes  deben  ser  jurados;  con  lo  que  se  e^Hdencia  una 
vez  más  que,  en  el  fondo,  exista  indudable  correlación 
entre  el  ejercicio  de  estas  dos  funciones  sociales,  N(^ 
limitaremos  á  examinar  la  reforma  de  la  organización 
del  Jurado. 


XVI 

Acerca  de  ella  debemos  hacer  constar  que  esa  refor- 
ma ha  sido  reclamada  por  necesidades  que,  en  nuestro 
sentir,  no  afectan  á  la  composición  del  Jurado  mismo. 

Decía  Lacava  ante  el  Parlamento  italiano  en  1874, 
que  los  defectos  de  la  legislación  sobre  el  Jurado  po- 
dían resumirse  en  dos  grupos:  uno  que  era  relativo  á 
la  forma  de  organización  del  Jurado,  y  otro  relativo  á 
la  manera  de  funcionar  esa  institución. 

Al  citar  esta  opinión  de  Lacava,  Lanza  advierte  un 
hecho  digno  de  tenerse  en  cuenta.  Dice  que  en  los  pri- 
meros años  en  que  el  Jurado  funcionó  en  Italia,  á  pe- 
sar de  su  novedad  y  á  pesar  del  cúmulo  de  dificulta- 
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des  que  á  su  planteamiento  opusieron  lo  mismo  los 
partidarios  de  su  abolición  que  los  que  pretendían  exa- 
gerar las  doctrinas  de  las  cuales  el  Jurado  era  una  con- 
secuencia, ese  Tribunal  funcionaba  muy  bien,  con  per- 
fecta regularidad  y  sin  producir  reclamaciones  ni  pro- 
testas de  ningún  género  ni  en  ningún  sentido;  pero 
que  con  el  transcurso  de  los  tiempos  esto  fué  desapa- 
reciendo, basta  llegar  una  época  en  la  cual  el  Jurado 
no  ofrecía  ya  garantía  alguna  para  la  buena  adminis- 
tración de  justicia. 

A  nuestro  juicio  ese  hecho  tiene  una  explicación  sen- 
cilla; explicación  que  el  mismo  Lanza  copia  de  Brof- 
ferio. 

Dice  Brofiterio  que  por  amor  á  la  novedad,  en  aque- 
llos primeros  tiempos,  era  fácil  hacer  sentar  á  los  ciu- 
dadimos  más  distinguidos  en  el  Tribunal  de  Assises, 
mientras  que  desvanecida  aquella  boga  momentánea, 
esos  mismos  ciudadanos,  los  mejores  de  entre  todos, 
empezaron  á  retroceder  y  á  no  querer  tomar  parte  en 
las  deliberaciones  del  Tribunal  popular;  y  los  menos 
aptos  para  ellas  fueron  precisamente  los  que  acudían 
á  desempeñarlas.  Así  ocurrió  que  cuando  se  señalaron 
y  advirtieron  los  males  que  á  Juicio  de  los  jurisconsul- 
tos italianos  dañaban  la  organización  del  Jurado  en  su 
país,  éste  fué  uno  de  los  marcados;  pero  en  nuestro  jui- 
cio, basta  exponer  los  males  y  en  qué  consisten,  para 
comprender  que  su  remedio  no  podrá  encontrarse  nun- 
ca en  una  reforma  de  las  condiciones  que  se  exigen 
para  ser  jurado;  donde  hay  que,  buscarle  es  en  las  re- 
glas que  establezcan  el  rigor  con  que  se  ha  de  hacer 
efectiva  la  obligación  que  todos  los  ciudadanos  capaces 
de  desempeñar  ese  puesto  tienen  de  acudir  á  él,  cuan- 
do la  ley  y  la  suerte  les  llaman. 
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La  reforma  de  la  ley  en  Italia  se  impuso  por  otra 
consideración;  se  impuso  porque  el  Jurado  de  1859 
partía  de  una  conñisíón  entre  el  hecho  y  el  derecha 
vi*rdaderamente  viciosa,  y  ponía  en  manos  de  los  jura- 
dos atiíbuciones  y  facultades  que  no  les  son  propias. 
Esto  es  lo  esencial  y  lo  importante,  y  esa  reforma  debe 
citarse  y  se  cita  sin  género  alguno  de  duda,  como  un 
hecho  del  cual  se  derivan  enseñanzas  provechosísimas, 
siempre  que  se  trata  de  discutir  la  cuestión  de  las  fa- 
cultades que  deben  tener  los  jurados  y  la  forma  en  que 
deben  proceder? 

Un  ilustrado  Profesor  de  Derecho,  á  quien  ya  hemos 
citado  y  citaremos  aún  varias  veces  en  el  curso  de  es- 
tos Comentarios,  porque  ha  consagrado  al  estudio  de 
nuestra  institución  un  trabajo  importantísimo  que  debe 
mirarse  como  resumen  y  compendio  de  las  doctrinas 
corrientes  en  Europa  acerca  de  ella,  Pietro  Lanza,  Pro- 
fesor de  Derecho  y  de  procedimiento  penal  en  la  Uni- 
í  veraidad  de  Pisa,  explica  de  una  manera  clara  y  exac- 

ta  este  pimto  importante  de  la  refoiona  de  1 874;  y  tra- 
(  tando  de  explicar  el  sentido  de  la  ley  italiana^  creemos 

que  nadie  con  más  autoridad  que  los  mismos  que  con- 
tribuyeron á  modificarla  pueden  ser  citados  si  se  ha  de 
conocer  bien  y  apreciar  en  toda  su  extensión  el  senti- 
do de  esa  reforma. 

íKn  cuanto  á  la  competencia  del  Jurado^  dice  Lan^a, 
aun  cuando  una  eiTÓnea  denominación  permitiera  lia* 
marle  Juez  de  hecho,  era  lo  cierto  que  juzgaba  com* 
pletamente  del  hecho  y  del  derecho,  ya  que  en  la  fór- 
mula de  preguntar  debía  contenerse  eí  nonienjuris  del 
delítOj  así  como  el  nombre  jurídico  de  las  circunstan- 
cias agravantes  6  eximentes  que  se  alegaran.  Además, 
cuando  el  acusado  resultaba  inculpable,  no  porque  no 
hubiera  sido  el  autor  material  del  hecho,  sino  por  la 


Digitized  by 


Googl( 


TÍT.  I— C/VP.  xn — ART.  9.0  JIOl 

presencia  de  circunstancias  eximentes,  los  jurados  no 
podían  manifestar  su  convicción  positiva  en  cuanto  á  la 
materialidad  y  negativa  en  cuanto  á  la  culpabilidad, 
sino  que  debían  de  plauo  dar  una  respuesta  negativa  á 
la  pregunta  principal,  es  decir,  negar  el  hecho,  lo  que 
producía  un  evidente  daño  á  la  justicia,  por  la  inespe- 
riencia  de  los  jurados,  que  daba  origen  á  críticas  justi- 
ficadas por  parte  de  los  enemigos  de  esta  institución. 
¿Cuántas  veces  no  se  ha  gritado  con  escándalo  cuando 
á  la  pregunta  de  si  el  acusado  era  culpable  de  homici- 
dio ó  asesinato,  el  Jurado  ha  respondido  negativamen- 
te, á  pesar  de  la  confesión  del  reo?» 

Este  era  el  gran  defecto,  el  defecto  principal  del  Ju- 
rado en  Italia,  y  en  remediarlo  consistió  la  principal 
reforma  llevada  á  cabo  en  1874. 

La  que  se  refiere  á  las  condiciones  de  los  jurados, 
ni  parecía  tan  reclamada  por  las  circunstancias,  ni  po- 
día prometer  los  resultados  y  consecuencias  de  esta 
otra,  á  la  cual  y  no  á  aquélla  creemos  nosotros  apli- 
cable la  frase  de  Pescatore,  que  ha  dicho  que  la  legis- 
lación italiana  había  de  ser,  al  fin  y  al  cabo,  la  pauta, 
el  patrón,  el  tipo  de  las  futuras  leyes  que  se  proyecta- 
ran para  organizar  y  constituir  el  Jurado. 

En  cuanto  á  la  distinción  del  hecho  del  derecho,  y 
en  cuanto  á  la  forma  de  redactar  las  preguntas  y  plan- 
tear las  cuestiones,  Pescatore  tiene  razón;  no  así,  en 
nuestro  juicio,  por  lo  que  se  refiere  á  las  condiciones 
que  deben  tener  los  jurados,  respecto  de  lo  cual  cree- 
mos preferible,  más  científica,  más  práctica,  más  opor- 
tuna la  fórmula  adoptada  en  la  ley  española. 


XVIII 

Hace  tiempo  venimos  hablando  de  la  ley  italiana  y 
aún  no  hemos  dado  á  conocer  su  texto.  En  éste  se  ha 
adoptado  por  completo  el  sistema  de  las  categorías,  lle- 
vándole á  sus  últimas  consecuencias  y  perfeccionándole 
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con  un  cuidado  y  una  proligidad  dignos  verdaderameii* 
te  de  aplauso;  pero  que  en  nuestro  sentir,  ni  tienen  sóli- 
do fundamento,  ni  han  de  ser  eficaces  para  convencer- 
nos de  que  las  categorías  envuelven  y  revelan  una  ver- 
dadera capacidad  para  desempeñar  el  cargo  de  jurado. 

Las  categorías  que  establece  la  ley  italiana  son  las 
veintiuna  siguientes: 

1.*  Senadores,  Diputados  ó  individuos  de  la  anti- 
gua Asamblea,  de  la  Asamblea  política  que  existia  en 
el  País  antes  de  verificarse  la  unidad. 

2.*  IVIiembros  ó  asociados  de  la  Academia  y  Oorp*>- 
raciones  científicas,  literarias  ó  artísticas  y  Doctor**s 
universitarios. 

3.*    Abogados  y  Notarios, 

4.*  Bachilleres  ó  Licenciados^  6  tener  algún  diplo- 
ma ó  certificado  de  Licea^  Gimnasio  ó  cualquier  esta- 
blecimiento de  enseñanza  reconocido  y  autorizado  p>r 
el  Gobierno. 

5.*  Profesores  con  ejercicio  y  honorarios  de  los  es- 
tablecimientos públicos  de  instrucción  superior  ó  dt^ 
Universidad. 

6.*  Profesores  con  ejercicio  y  honorarios  de  esta- 
blecimientos piiblicos  de  instrucción  secundaria,  clá**!- 
ca  y  técnica  y  de  Escuelas  normales  y  magistrales. 

7.*  Profesores  en  ejercicio  y  honorarios  de  las  Aca- 
demias de  Bellas  Artes  y  Escuelas  de  aplicación  para 
Ingenieros,  y  de  EscuelaFi,  Academias  é  Institutos  mi- 
litares y  náuticos. 

8*  Profesores  privados  ó  maestros  paiticulares  au- 
torizados de  las  enseñanzas,  expresadas  en  los  tres  n li- 
meros anteriores. 

9.^  Presidentes  y  Directores  de  Instituto  enumera- 
dos en  las  bases  5.*,  G.^  y  7,^ 

10.  Los  que  sean  ó  hayan  sido  Consejeros  provin- 
ciales. 

11.  Los  fimcionarios  civiles  y  militares  que  cobren 
un  sueldo  anual  no  inferior  á  2.000  liras  ó  una  pensión 
anual  también  no  inferior  A  LOGO, 
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I  12,     8er  autor  de  oljitis  cieiitfticas  ó  litemria^. 

r  13.     BtT  Inf^euiero,  Arquitecto,  Agrimeasor,  Liqui- 

da Jor^  Contador,  Farmacéutico  y  Veterinario  legal - 
mente  autorizadoíí, 

14.  Alcaldes  ó  C'oni*ejeroa  municipales  de  pueblo;* 
de  más  de  3.000  habitantes. 

15.  Los  antiguos  conciliadores. 

16.  Los  individuos  de  las  Camainas  de  Agricultma, 
Artce  y  C'Omereío,  Ingenieros  y  Constructores  maríti- 

I        mos,  Capitanes,  Pilotos  ó  Patronos  de  barcos,  Agente** 
I        de  Bol^  y  los  Con*edores, 

17.  Directores  ó  Pi'esidentes  de  los  comicios  agrí- 
colas. 

18.  Doctores  ó  Presidenten  de  Bancos  reconocidoíí 
por  el  Gobierno,  situados  en  poblaciones  de  más  de 
6,000  almas. 

19.  Individuo  de  la  Comisión  de  Vigilancia  ó  com- 
probación  de  establecimientos  de  crédito  ó  de  otras  ni- 
mm  de  la  Administración  pi'ibüca. 

20.  Empleados  de  las  provincias  ó  municipios.  Di- 
rectores y  empleados  de  obras  pías^  instituciones  de 
crédito,  comercio  ó  industria,  fíoeiedades  de  caminfis  de 
hierro  y  navegación  y  de  todo  establecimiento  privado 
recanocido  por  el  Oobierao,  con  tal  de  que  tengan  un 
sueldo  anual  de  3.000  liras  ó  pensión  que  no  baje  de 
1.300, 

2L  Los  que  paguen  al  Tesoro  una  contribución 
anual  de  300  líms  en  poblaciones  de  más  de  lüO.OOO 
almas,  de  200  en  las  de  50J>00,  y  de  100  cu  las  demás. 

Tales  son  las  condiciónete  que  la  ley  italiana  exige 
para  ser  jurado;  y  el  que  hnldere  de  desempeñar  este 
cargo  deberá  ser  italiano,  mayor  de  veinticinco  aíios  y 
menor  de  sesenta  y  cincx),  estar  en  el  goce  de  los  de- 
rechos civiles  y  políticos  y  pertenecer  á  alguna  de  las 
categorías  que  hemoíí  enumerado. 
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XIX 

Sesamiendo  las  concordancias  del  art.  9.®  qne  tan 
extensamente  hemos  expuesto,  hay  que  hacer  constar 
que  respecto  de  las  condiciones  que  deben  exigirse 
para  desempeñar  el  cargo  de  jurado,  para  desempeñar 
esta  función  social,  hay  verdaderamente  dos  tipos  ó 
sistemas:  uno,  el  que  podemos  llamar  tipo  francés;  otro, 
el  que  podemos  llamar  tipo  italiano,  ya  que  en  Italia 
es  donde  se  acaba  de  llevar  al  más  alto  grado  la  deter- 
minación y  definición  de  ese  tipo. 

El  tipo  francés  consiste,  como  se  ha  visto,  no  en 
atribuir  al  desempeño  del  cargo  de  jurado  las  mismas 
circunstancias  y  cualidades  que  al  electorado  político, 
porque  esto,  si  bien  podía  ser  una  explicación  histórica 
de  ese  precepto,  y  si  bien  podía  ser  hoy  una  coinciden- 
cia, no  expresa  la  razón  principal  en  que  se  ha  funda- 
do la  determinación  de  ese  tipo  mismo,  sino  que  con- 
siste en  no  pedir,  en  no  reclamar,  en  no  exigir  para  el 
desempeño  del  cargo  de  jurado  más  que  aquellas  con- 
diciones que  naturalmente  demanda  el  ejercicio  de  la 
función  de  que  hablamos. 

En  cambio  el  tipo  italiano  consiste  en  no  admitir  pa- 
ra desempeñar  el  cargo  de  jurado  más  que  á  aquellas 
personas  de  probada  ó  presunta  cultura  general;  sien- 
do de  probada  cultura  general  las  enumeradas  en  las 
20  primeras  categorías,  y  de  presunta  cultura  general 
los  comprendidos  en  la  21,  ya  que  los  jurisconsultos  y 
legisladores  italianos  que  han  realizado  la  reforma 
de  1874,  entendían  que  el  censo  en  los  términos  que 
ellos  lo  establecían,  es  un  criterio  de  acierto  para  pre- 
sumir la  existencia  de  esa  cultura. 

En  las  consideraciones  que  vamos  á  exponer  á  con- 
tinuación, examinaremos  cuál  de  esos  dos  tipos  es  el 
más  aceptable,  y  por  qué  motivo  la  legislación  española 
ha  aceptado  y  preferido  el  tipo  francés  al  tipo  italiano. 
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En  este  punto  ya  hemos  dicho  que  nosotros  creemos 
que  el  tipo  que  prevalecerá  es  el  que  adopta  la  ley  es- 
pañola, y  hasta  presumimos  (perdónesenos  el  sentimien- 
to de  vanidad  que  puede  haber  en  ello)  que  dentro  del 
tipo  francés  y  de  las  reglas  adoptadas  por  los  países 
que  le  han  acogido,  la  más  completa  y  perfecta  es  la  ley 
española  que  ahora  vamos  á  examinar  y  explicar. 


XX 

Después  de  haber  consignado  las  condiciones  que 
deben  tener  los  que  desempeñen  el  cargo  de  jurados, 
creemos  que  ha  de  suceder  en  punto  á  ellas  algo  aná- 
logo á  lo  que  está  ocurriendo  en  la  legislación  relativa 
al  sufragio. 

También  en  lo  que  se  refiere  al  sufragio  existen  dos 
sistemas:  uno,  el  de  categorías,  el  del  censo  y  las  capa- 
cidades; y  otro,  que  es  el  francés,  el  que  otorga  el  de- 
recho de  sufragio  y  atribuye  el  ejercicio  de  esa  fun- 
ción política  á  los  ciudadanos  mayores  de  edad,  con- 
siderándolos capaces  dentro  del  orden  político  para 
emitir  su  voto  é  intervenir  en  todas  las  elecciones  po- 
pulares. De  estos  dos  sistemas,  el  que  va  ganando  te- 
rreno, y  cada  día  extiende  más  su  esfera  de  acción,  es 
el  sistema  francés.  Y  se  advierte  en  los  pueblos  donde 
aun  no  se  ha  reconocido  la  bondad  absoluta  de  ese  sis- 
tema, como  Bélgica,  Italia  é  Inglaterra,  que  tienen  por 
tipo  del  sufragio  el  sistema  de  las  categorías,  cómo  van 
éstas  poco  á  poco  desapareciendo,  y  cómo  viene  á  im- 
ponerse en  contra  de  ellas  para  las  .elecciones  popu- 
lares, el  sistema  francés,  el  sistema  del  sufragio  uni- 
versal. 

En  lo  que  toca  á  la  ley  del  Jurado  y  á  la  composi- 
ción y  organización  de  este  Tribunal,  creemos  que  ha 
de  suceder  lo  mismo.  Así  como  el  sufragio  universal 
se  impone,  y  como  tras  de  sucesivas  reformas  llegará  á 
implantarse  en  todos  los  pueblos,  en  todos  los  pueblos 
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también  acabará  por  reconocerse  que  para  ser  jiiraííí> 
no  se  pueden  exigir  esas  condicionéis  verdaderamente 
artificiales  del  sistema  de  las  categorías,  que  ningún 
bien  positivo  han  de  producir,  y  que  revelan,  eu  nues- 
tro juicio,  un  desconocimiento  completo  ó  por  lo  menos 
un  olvido  momentáneo  de  lo  que  esa  función  es,  eoiisi- 
derada  en  sus  elementos  esenciales  y  en  su  finalidad. 


XXI 

El  jurado  no  es  la  expresión  de  un  derecho  indi- 
vidual. No  puede  decirse  que  un  hombre  tiene  dere- 
cho á  ser  jurado,  como  se  dice  que  tiene  derecho  á 
emitir  libremente  sus  ideas,  sus  juicios,  sus  opinio- 
nes; como  tiene  derecho  á  asociarse  á  otros  para  reali- 
zar los  diversos  fines  de  la  vida;  como  tiene  derecho  Á 
que  su  domicilio  y  su  correspondencia  sean  inviolables. 
El  derecho,  aquí,  reside  en  la  sociedad  política,  la  cual 
lo  tiene  indudablemente  á  que  el  Jurado  forme  parte 
del  procedimiento  criminal,  como  lo  tiene  á  que  un  Par- 
lamento libremente  elegido  la  gobierne,  y  á  que  las 
leyes  que  la  rijan  sean  obra  de  la  deliberación  de  los^ 
Representantes  del  País.  Ese  es  el  gobierno  del  País 
por  el  País  mismo,  el  sdf-goivernement  que  dicen  los  in- 
gleses, el  derecho  de  toda  Nación  á  juügarse  á  sí  mis- 
ma, á  gobernarse  á  sí  misma,  á  dictarse  leyes  á  sí  mis- 
ma y  á  intervenir  en  todo  lo  que  afecte  é  importe  á  bu 
presente  y  á  su  porvenir. 

Ser  jurado  no  es,  por  tanto,  ejercer  un  derecho,  sino 
desempeñar  una  fimción.  # 

¿Quiénes  podrán  desempeñarla?  ¿Quiénes  podnin 
ejercerla?  Eso  es  lo  que  ahora  debemos  resolver;  ese 
es  el  problema  que  entraña  el  art.  9.*^  de  la  ley  del  Ju- 
rado; y  para  resolver  ese  problema  lo  primero  que  debe 
hacerse  es  determinar  la  naturaleza  de  la  función  de 
que  se  trata,  es  determinar  sus  condiciones^  su  objeta, 
su  fin,  la  razón  de  ser  del  Jurado,  sus  fundamentos-  el 
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concepto,  en  una  palabra,  á  que  responde  esa  institu- 
ción. Siguiendo  otro  camino  cualquiera  no  es  posible 
llegar  en  punto  tan  importante  á  conclusiones  claras 
y  definitivas;  siguiendo  éste,  nosotros  no  tenemos  ni 
abrigaremos  nunca  el  temor  de  equivocamos,  porque 
ese  es  el  camino  que  la  lógica  señala  y  la  razón  impo- 
ne. Siempre  que  se  trate  de  un  fin  cualquiera  de  la 
vida;  siempre  que  se  trate  del  desempeño  de  una  fun- 
ción social  cualquiera,  lo  primero  que  hay  que  pregun- 
tar es  en  qué  consiste  esa  función  para  determinar 
quiénes  tienen  capacidad,  en  quiénes  han  de  recono- 
cerse condiciones  para  el  ejercicio  de  la  misión  y  del  fin 
que  se  les  va  á  atribuir. 

XXII 

A  partir  de  esta  base  comienzan  las  diferenciafl  en- 
tre los  tratadistas  y  los  legisladores.  Sostienen  unos 
que  deben  ser  jurados  todos  los  ciudadanos,  todos  los 
que  tienen  derecho  de  ciudadanía,  por  entender  que  el 
ser  jurado  es  un  derecho,  ya  que  no  individual,  del  ciu- 
dadano. 

Acerca  de  esto  ya  hemos  dicho  cuanto  creemos  con- 
veniente alegar.  El  ser  jurado  no  sólo  no  es  un  derecho 
individual,  sino  que  tampoco  es  un  derecho  del  ciuda- 
dano. La  organización  del  Jurado  es  una  función  so- 
cial, un  derecho  de  la  sociedad,  un  derecho  del  Esta- 
do, un  derecho  de  la  Nación. 

xxni 

Sostienen  otros  que  en  el  Jurado  debe  pretenderse 
y  buscarse  el  juicio  de  los  iguales,  el  juicio  de  los  pa- 
res. Esta  es  una  idea  histórica  que  no  está  de  acuer- 
do con  las  condiciones  sociales  de  nuestro  tiempo, 
porque  en  nuestro  tiempo  no  existe  la  desigualdad  le- 
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gal  que  constituía  el  estado  social  en  la  época  en  que 
esa  idea  nació.  Dada  la  organización  democrática  de 
las  sociedades  modernas,  dentro  de  ellas  todos  los  ciu- 
dadanos son  iguales,  porque  e^a  igualdad  no  ha  de  de- 
clararse en  relación  á  la  posición  de  cada  uno,  ni  á  su 
riqueza,  ni  á  sus  medios,  sino  en  relación  á  la  ley,  y 
hoy  las  leyes,  en  los  países  cultos  por  lo  menos,  son 
iguales  para  todos. 

Acerca  de  este  punto  no  falta  quien  sostenga  que^ 
dadas  las  condiciones  en  que  se  plantea  la  cuestión 
social,  convendría  organizar  el  Jurado  teniendo  en 
cuenta  los  datos  que  esa  misma  cuestión  suministra- 
Lo  que  sucede  en  este  punto  es  que  cada  día  son  uiáa 
estrechos  los  lazos  que  unen  á  las  diferentes  clases  so* 
ciales,  y  que  esa  uniformidad  de  todas  ellas,  por  lo  que 
toca  á  sus  derechos  políticos,  va  desarrollando  y  arrai- 
gando un  espíritu  de  fraternidad  y  armonía  entre  todos 
los  ciudadanos,  que  acabará  por  borrar  las  distinciones 
que  aún  se  mantienen  como  consecuencia  de  las  diver" 
sas  condiciones  históricas  en  que  vivieron. 

Lo  único  que  hoy  podría  temerse^y  esto  dentro  de 
ciertos  límites,  es  decir,  refiriéndonos  á  determinadas 
localidades, — sería  un  jurado  de  obreros  que  pudiera 
juzgar  con  pasión  y  sin  espíritu  de  justicia  á  lo  que 
ellos  mismos  llaman  un  hurgues;  como  también  podría 
temerse  un  jurado  compuesto  exclusivamente  de  gran- 
des propietarios  que  hubieran  de  juzgar  á  los  reos  de 
determinados  delitos,  de  los  delitos  contra  la  propiedad, 
porque  se  ha  observado  que  cuando  en  un  Jurado  pre- 
dominan  esos  elementos,  que  cuando  un  Jurado  se  com- 
pone exclusivamente  de  propietarios,  los  autores  de  de- 
litos contra  la  propiedad  son  juzgados  con  una  severi- 
dad inusitada,  rayana  de  la  crueldad. 

Estos  dos  males  se  evitan  y  estos  inconvenientes  uo 
llegarán  nunca  á  presentarse  con  un  Jurado  en  el  cual 
estén  representadas  todas  las  clases  sociales;  y  por  eso, 
entre  otras  causas,  rechazamos  nosotros  el  sistema  de 
las  categorías,  porque  con  ese  sistema  puede  ocurrir 
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muy  bien  que  un  Jurado  sea  representante  de  una  sola 
clase,  sobre  todo  cuando  la  categoría  más  general  es  la 
de  los  que  pagan  crecida  contribución  al  Estado.  Por 
esto  nosotros  aspiramos  á  que  el  Jurado  no  se  forme 
de  una  sola  clase,  á  que  el  Jurado  sea  una  verdadera 
representación  de  la  sociedad  y  á  que  en  él  tomen 
asiento  personas  de  distinta  posición  y  fortuna,  que 

{)rovengan  de  diferentes  clases  sociales;  lo  cual  no  se 
ogra  completamente  sino  con  el  sistema  que  nosotros 
creemos  preferible,  con  el  sistema  que  establece  la  ley 
española. 

XXIV 

8e  busca  también  en  el  Jurado  un  instrumento  ade- 
cuado para  expresar  el  juicio  que  merece  á  la  concien- 
cia popular  todo  hecho  justiciable.  Muchos  defensores 
de  esta  institución  sostienen  que  el  Jurado  es  ante  todo 
y  sobre  todo,  eso:  el  órgano  de  la  conciencia  popular. 
Otros,  la  mayor  parte  de  los  que  defienden  esa  insti- 
tución dando  á  su  defensa  sentido  y  carácter  político, 
también  creen  que  debe  predominar  en  ella  este  aspec- 
to; y  para  que  eso  suceda,  es  indispensable  que  el  Ju- 
rado sea  (empleamos  la  palabra  propia  para  determi- 
nar nuestro  pensamiento)  una  reducción  del  pueblo 
mismo,  un  organismo  en  el  cual  se  procure  por  todos 
los  medios  que  están  al  alcance  de  la  ley,  y  que  son 
eficaces  á  producir  este  resultado,  que  tengan  represen- 
tación todos  los  elementos  sociales,  porque  de  otra 
suerte  se  correría  el  peligro  de  que,  buscando  nosotros 
en  él  un  medio  de  que  se  exprese  la  conciencia  popu- 
lar, no  haya  entre  la  conciencia  de  los  jurados  y  la 
de  sus  conciudadanos  aquella  relación  de  armonía,  y 
aquella  compenetración  que  han  de  producir  los  efectos 
que  se  desean. 

Es  necesario,  por  tanto,  si  es  que  ha  de  cumplir  un 
Jurado  con  estas  condiciones,  que  vayamos  á  todas  las 
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clases  sociales,  á  todas  las  categorías  y  elementos  que 
constituyen  el  pueblo,  la  generalidad  de  los  ciudada- 
nos, en  busca  de  individuos  que,  por  venir  de  aquí  y  de 
allá,  sin  tener  entre  sí  vínculos  estrechos,  puedan  re- 

f)resentar  y  significar  lo  que  se  piensa  y  lo  que  se  cree, 
o  que  pueda  pensarse  y  creerse  acerca  de  un  hecho , 
en  las  varias  colectividades  á  que  ese  hecho  afecta. 


XXV 

¿Es  la  razón  de  ser  del  Jurado  la  necesidad  que  exis- 
te, reconocida  por  la  ciencia  jurídica  en  sus  últimos 
progresos  y  en  sus  últimas  manifestaciones,  de  emanci- 
par el  criterio  del  Juez  que  estima  los  hechos  de  las  re- 
glas de  la  jurisprudencia?  Pues  si  esa  es  la  base  del 
Jurado,  también  queda  cumplida,  también  queda  rea- 
lizada en  la  fórmula  que  nosotros  creemos  preferible 
para  organizar  este  Tribunal. 

¿Es  que  se  trata,  ante  todo,  de  organizar  una  admi- 
nistración de  justicia  con  entera  independencia  del  Go- 
bierno, para  que  no  tenga  éste  en  sus  manos  el  poder 
de  juzgar,  ya  que  no  de  una  manera  directa,  por  modo 
indirecto,  como  lo  tiene  con  la  actual  organización  que 
le  permite  influir  en  el  ánimo  de  unos  Jueces  que  le 
deben  su  investidura  y  cuya  suerte  depende  de  la  vo- 
luntad ministerial?  Pues  mientras  más  amplia  sea  la 
base  sobre  la  cual  se  organice  el  Jurado;  mientras  se 
procure  con  mayor  empeño  que  el  número  de  los  capa- 
ces, que  han  de  formar  las  listas  de  los  Jurados,  sea 
mayor;  mientras  se  procure  que  éstos  tengan  menos 
lazos  y  menos  vínculos  con  el  Estado  y  con  el  Gobier- 
no, que  es  su  representación  oficial,  más  se  habrá  con- 
seguido ese  objeto,  más  seguros  podremos  encontrar- 
nos de  haberlo  realizado. 

Si  se  trata,  por  otra  parte,  de  organizar  una  adminis- 
tración de  justicia  cuyos  miembros  no  se  perpetúen  en 
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^1  ejercicio  de  esa  función,  de  manera  que  esa  función 
no  tenga,  de  cerca,  ni  de  lejos,  carácter  de  permanen- 
te, á  fin  de  evitar  que  el  hábito  de  estimar  los  hechos 
y  de  juzgarlos  haga  nacer  esas  preocupaciones  invete- 
radas que  vician  la  conciencia  del  juzgador,  también 
convendremos  en  que  el  medio  más  adecuado  de  conse- 
guir este  fin  es  extender  cuanto  sea  posible  la  base  de 
composición  del  Jurado,  para  que  el  número  de  los  ap- 
tos para  ese  cargo  sea  tan  grande  como  lo  permitan 
las  circunstancias  y  condiciones  sociales. 


XXVI 

Hay  tratadistas  que  exigen  para  el  Jurado,  como 
una  de  las  condiciones  más  importantes  que  en  él  se 
deben  cumplir,  que  vengan  á  formarse  los  Tribunales 
que  con  los  jurados  se  constituyen,  de  suerte  que  los 
habitantes  de  las  ciudades  y  de  los  campos  entren  en 
ellos  en  la  misma  proporción.  Nosotros  creemos  que 
en  el  fondo  de  esa  aspiración  existe  una  idea  atendi- 
ble, que  ño  está  bien  formulada  en  los  términos  que 
acabamos  de  expresar.  Importa  poco  realmente  que 
esa  proporcionalidad  entre  los  habitantes  de  la  ciudad 
y  de  los  campos  se  mantenga;  no  vemos  razón  alguna 
que  justifique  el  que  haya  de  insistirse  en  esto.  Lo 
que  hay  es  que  conviene  á  todas  luces,  para  organizar 
el  Jurado  en  condiciones  de  que  responda  á  las  necesi- 
dades que  viene  á  satisfacer,  que  se  procure  que  los  di- 
ferentes círculos  geográficos  que  hayan  de  tomarse  en 
<juenta  para  la  organización  y  composición  del  Jurado, 
est^n  igualmente  representados  en  ese  Tribunal;  que 
8Í  se  trata,  por  ejemplo,  de  que  el  Jurado  se  constitu- 
ya por  partidos  judiciales,  vengan  los  partidos  judicia- 
les á  suministrar,  en  proporción  análoga,  los  elementos 
para  la  constitución  del  Jurado. 

Esto  también  se  realizará  mejor  con  el  sistema  que 


Digitized  by 


Google 


812  COMSHTASI08  Á  LA  LSY  DBL  JUBAOO 

ha  adoptado  la  ley  española  y  que  nosotros  defendemos- 
corno  mejor  que  ningún  otro,  porque  dentro  del  régi- 
men de  las  capacidades  y  cuando  á  las  capacidades  se 
da  preferencia,  es  indudable  que  en  las  grandes  pobla- 
ciones, en  los  grandes  centros,  donde  la  cultura  es  ma- 
yor, siempre  ha  de  haber  mayor  número  de  elementos 
para  formar  el  Jurado  que  no  en  los  pequeños  pueblos 
y  en  los  distritos  rurales;  pero  desde  el  momento  en 
que  la  condición  general  para  formar  parte  del  Jurado 
es  la  de  ser  cabeza  de  familia,  con  una  residencia  de- 
terminada y  prolongada,  la  mayor  estabilidad  de  la  po- 
blación de  los  pequeños  distritos  y  de  los  pueblos  de 
escaso  vecindario,  viene  á  compensar  el  desequilibrio 
que  entre  éstos  y  las  grandes  poblaciones  se  establece- 
ría con  la  adopción  de  un  sistema  fundado  en  las  ma- 
yores condiciones  de  cultura. 


XXVII 

Al  discutirse  la  ley  de  1888  en  la  Alta  Cámara,  una 
de  sus  más  decididos  defensores,  el  Magistrado  del 
Tribunal  Supremo,  Sr.  Alcocer,  insistió  mucho  en  con- 
siderar la  función  de  jurado  como  una  carga  análoga  á 
la  de  Concejal  que  debe  repartirse  entre  todos  los  ciu- 
dadanos á  fin  de  que  todos  contribuyan  en  iguales  con- 
diciones ú  levantarla  y  no  suceda  que  sólo  determina- 
das categorías  de  ciudadanos  tengan  este  deber  y  vin- 
culen en  sí  mismos  el  desempeño  de  esa  función.  Este 
es,  sin  género  alguno  de  duda,  un  punto  atendible  que 
contiibuye  á  esforzar  y  robustecer  nuestras  opiniones 
y  que  nosotros  no  podemos  dejar  de  tener  en  cuenta  al 
exponer  los  fundamentos  de  esas  opiniones  que  susten- 
tamos. 

Tampoco  debemos  olvidar  que  los  delitos  afectan  á 
todos,  lo  mismo  á  los  más  cultos  que  á  los  menos  cul- 
tos, lo  mismo  á  los  instruidos  que  á  los  ignorantes,  lo 
mismo  á  los  que  poseen  bienes  de  fortuna  que  á  los  que 
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carecen  de  ellos;  que  el  interés  eji  la  persecución  de  los 
delitos  y  en  su  castigo  es  un  interés  general,  y  que 
todos,  absolutamente  todos  los  ciudadanos  están  obli- 
gados á  contribuir  al  restablecimiento  del  derecho  en 
los  casos  en  que  es  perturbado  ó  desconocido. 


xxvm 

Por  último,  reconocemos  que  no  es  buen  criterio  para 
determinar  la  composición  del  Jurado  'aquel  que  atri- 
buye á  consideraciones  y  móviles  meramente  políticoa 
la  composición  de  este  Tribunal,  y  que  se  critica  con 
razón,  y  se  critica  con  justicia  el  espíritu  y  la  tenden- 
cia de  aquellos  legisladores  que  han  convertido  la  fun- 
ción de  jurado  en  una  verdadera  dependencia  del  elec- 
torado político.  Pero  de  que  nosotros  encontremos  en 
ese  exclusivismo  algo  que  merece  indudablemente  cen- 
sura, no  se  desprende  el  que  no  haya  y  el  que  no  de- 
bamos reconocer  que  existen  analogías  entre  el  dere- 
cho político  y  esta  parte  de  la  organización  de  los  Tri- 
bunales y  del  procedimiento  criminal. 

Esas  analogías  son  indudables.  La  ciencia  nos  las 
ofrece  y  presenta  de  un  modo  que  no  admite  contes- 
tación. Y  no  puede  decirse  que  el  oficio  del  elector  sea 
Bustanciahnente  diverso  del  de  Jurado.  Hay  en  sus 
respectivas  formas  diferencia;  pero  en  su  esencia,  en 
su  fondo,  en  su  raíz,  existe  identidad. 

Toda  sociedad  política,  organizada  con  arreglo  á  los 
principios  del  derecho  moderno,  es  un  pueblo  que  se 
gobierna  á  sí  mismo;  y  donde  esto,  por  circunstancias 
históricas,  no  ha  llegado  á  conseguirse;  donde  esta 
obra,  por  circunstancias  y  por  motivos  accidentales  no 
ha  llegado  á  ultimarse,  la  historia  nos  dice  y  la  expe- 
riencia nos  enseña  que  se  ultimará  y  completará,  por- 
que tal  es  la  ley  que  preside  la  transformación  de  las 
antiguas  Naciones  y  de  los  viejos  organismos  que  las 
gobiernan  y  dirigen. 
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De  suerte  que  los  pueblos,  ó  han  llegado  á  tener  un 
estado  de  derecho  que  se  ajusta  por  completo  á  esos 
principios,  ó  caminan  á  tenerlo  y  plantearlo;  j  ese  es- 
tado de  derecho,  examinado  tal  como  aparece  á  los  ojos 
de  todos,  por  lo  que  realmente  es  y  por  la  forma  exter- 
na que  reviste,  es  el  de  un  pueblo  en  el  cual  el  poder 
y  la  soberanía  están  ejercidos  por  la  yoluntad  de  los 
electores,  siquiera  esa  voluntad  contribuya  á  su  ejor- 
cicio  de  una  manera  indirecta. 

Donde  existe  la  Monarquía  y  donde  el  Eey  tiene  la 
facultad  de  escoger  sus  Ministros,  los  escoge  siempre 
de  entre  aquellos  ciudadanos  á  quienes  ayuda  y  le- 
vanta el  favor  popular;  en  ese  mismo  pueblo,  la  Au- 
toridad  legislativa,  la  más  alta  seguramente  de  todas 
las  Autoridades  que  cooperan  al  gobierno  de  un  país, 
por  la  elevación  é  independencia  de  sus  funciones, 
está  constituida  por  la  voluntad  de  los  electores,  ex- 
presada de  una  manera  directa;  y  la  Autoridad  judi- 
cial, desde  el  momento  en  que  el  Jurado  se  admite^ 
también  representa,  aunque  por  modo  indirecto,  la  vo- 
luntad, los  deseos,  la  opinión  del  cuerpo,  no  diremos 
electoral  por  no  lastimar  las  convicciones  de  los  enemi- 
gos de  estas  doctrinas,  sino  del  cuerpo  que  constituye 
aquella  masa  de  la  Nación  que  se  considera  más  apta 
para  gobernar  y  para  dirigir  los  asuntos  públicos. 

De  manera  que  en  un  Estado  así  organizado,  todos 
los  Poderes  están, en  manos  del  cuerpo  social  que  los 
ejerce  por  distintos  procedimientos  y  con  arreglo  á  dis- 
tintas formas,  según  la  natm-uleza  de  cada  uno  íle  esos 
Poderes  mismos;  indirectamente  respecto  del  Poder 
Ejecutivo,  obrando  sobre  el  ánimo  y  sobre  la  voluntad 
del  Monarca  por  todos  los  medios  que  la  opinión  tiene 
para  influir  en  sus  resoluciones  y  en  sus  acuerdos;  eli- 
giendo en  los  comicios  á  sus  Representantes  del  C'uer- 
po  legislativo  y  dando  un  contingente  de  personas  ca- 
paces para  desempeñar  la  función  judicial  lo  más  exten- 
so posible,  para  que  la  suerte  designe  de  entre  ellos 
quiénes  han  de  ejercer  en  cada  caso  la  función  de  que 
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se  trata,  salvo  siempre  lo  que  resulte  del  empleo  de  la 
selección,  del  procedimiento  de  selección,  allí  donde  este 
procedimiento  se  admite,  en  atención  á  intereses  y 
consideraciones  de  que  ya  trataremos  en  el  lugar  opor- 
tuno. 

Y  si  esto  es  así,  y  si  la  realidad  que  se  presenta  á 
nuestros  ojos  es  esa,  ¿podemos  decir  que  no  hay  víncu- 
los, ni  relación,  ni  uniformidad,  ni  analogía  entre  estos 
diversos  oficios,  y  que  no  existe  parecido  alguno  entre 
las  conclusiones  del  derecho  político  respecto  á  la  orga- 
nización de  los  Gobiernos  y  los  Parlamentos  y  la  orga- 
nización de  la  justicia  por  medio  del  Jurado?  No  somos 
partidarios,  ni  en  este  punto  ni  en  otro  alguno,  de  ex- 
tremar las  cosas  hasta  llegar  á  un  exclusivismo  deplo- 
rable, pero  tampoco  creemos  que  se  deben  cerrar  los 
ojos  á  la  realidad  y  que  se  deba  contestar  con  una  ne- 
gación terminante  y  rotunda  á  los  que  invocan  para 
constituir  el  Jurado  la  necesidad  de  organizarlo  en  ar- 
monía con  las  demás  instituciones  políticas;  porque  el 
Jurado  es,  aparte  de  esto,  una  institución  política  tam- 
bién que  ha  de  estar  sujeta  al  sistema  de  todas  líis  que 
constituyan  el  gobierno  de  un  pueblo. 


XXIX 

Por  tanto,  nosotros  creemos  que  la  organización  del 
Jurado  no  debe  responder  á  ninguna  de  esas  bases  ex-, 
elusivamente;  pero  creemos  asimismo  que  todas  inñu- 
yen  en  la  composición  del  Tribunal  popular,  unas  más 
que  otras  y  cada  cual  con  arreglo  al  alcance  que  debe 
atribuirse  á  los  principios  que  la  informan  y  á  los  efec- 
tos que  necesariamente  han  de  producir. 

Debemos,  pues,  tomarlas  todas  en  cuenta  y  procurar 
satisfacerlas  todas  con  una  solución  de  armonía  y  den- 
tro de  ella  buscar,  para  la  determinación  de  las  condi- 
ciones que  deben  tener  los  jurados,  una  regla  que  las 
atienda,  y  que  además,  en  sí  misma,  nos  dé  como  pro- 
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ducto  un  jurado  capaz,  un  jurado  apto,  un  jurado  in- 
teligente y  en  condiciones  de  realizar  la  alta  función 
que  se  le  encomienda. 

Reconocemos  desde  luego  la  dificultad  de  este  pro- 
blema; reconocemos  y  declaramos  su  transcendencia 
porque  no  podemos  olvidar  aquella  frase  de  Napoleón  I, 
tan  exacta  y  tan  digna  de  meditarsCj  según  la  cual  la 
institución  del  Jurado  es  buena  6  mala  según  que  se 
escojan  mal  ó  bien  los  que  han  de  contribuir  á  plan- 
tearla y  practicarla. 

No  sabemos  si  ha  acertado  en  esta  obra  la  ley 
de  1888,  aunque  nos  inclinamos  á  creerlo;  pero  de  to- 
das suertes,  lo  que  hemos  de  hacer  constar  y  debe  re- 
conocerse, es  que  hemos  llevado  á  cabo  todos  los  esfuer- 
zos que  el  deseo  de  acierto  exigía  y  que  hemos  adop- 
tado, los  que  contribuímos  á  redactarla,  aquella  solu- 
ción que  más  aconsejan  los  distintos  principios  y  las  di- 
versas consideraciones  que  han  de  tenerse  en  cuenta  en 
este  punto  importantísimo. 


XXX 

El  Jurado  hemos  dicho  que  es  una  ftincidn.  El  que 
la  desempeñe  debe  tener  las  condiciones  necesarias 
para  realizarla.  Esta  es  la  base,  este  el  punto  de  parti- 
da, esta  la  fuente  de  todos  nuestros  juicios,  de  todos 
nuestros  cálculos  y  de  todas  nuestras  afirmaciones. 

¿Qué  condiciones  exige  esa  función? 

A  nuestro  juicio,  sólo  tres,  en  las  cuales  pueden  re- 
sumirse todas  las  que  los  diferentes  autores  reclaman, 
y  las  que  los  varios  tratadistas  que  se  ocupan  en  estos 
asuntos  señalan  y  determinan.  Esas  tres  condiciones 
son  las  siguientes: 

1.*  Competencia  para  conocer  y  estimar  los  he^íhos, 
que  supone  que  el  Jurado  tiene  capacidad  para  discer- 
nir acerca  de  ellos  é  integridad  de  todas  sus  íacultadea 
intelectuales. 
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2  *  Eectitud  de  conciencia  para  inspirar  todas  sus 
apreciaciones  sobre  los  hechos  que  se  le  Bometan;  roe* 
titud  que  supone  probidad  sin  tacha  y  una  moralidad 
indudable,  así  como  aquel  sentido  ^ne  no  permite  des- 
viaeiones  de  ninguna  especie  en  la  apreciación  de  lo 
que  en  sí  mismo  es  justo  ó  injusto,  y  de  lo  que  en  sí 
mismo  es  moral  y  lícito  ó  inmoral  y  reprobado. 

3,*  Independencia  de  carácter  para  no  someter  su 
propio  juicio  á  imposiciones  ni  sugestiones  de  ninguna 
especie. 

Abrigamos  la  convicción  de  que,  al  leer  esto  que 
acabamos  de  decir,  la  mayor  parte  do  los  defensores  del 
sistema  de  las  categorías  dirán  que  están  de  acuerdo 
con  lo  que  nosotros  pensamos  y  manifestamos,  y  que 
esas  son  precisamente  las  condiciones  que  ellos  exigen 
á  los  que  han  de  desempeñar  el  cargo  de  jurados;  pero 
esto  no  es  cierto.  Ellos  exigen  algo  más,  y  vamos  á  ver 
qué  exigen  en  el  examen  de  cada  una  de  esas  circuns- 
tancias. 


XXXI 

La  competencia  que  nosotros  creemos  que  debe  te- 
ner el  Jurado,  está  limitada  al  conocimiento  y  estima- 
ción de  los  hechos  justiciables  que  no  son  distintos, 
que  no  tienen  una  naturaleza  diversa  de  la  de  los  he- 
chos más  vulgares  de  la  vida. 

Para  comprender  esos  hechos  no  se  necesita,  pues, 
una  inteligencia  cultivada,  ni  como  algunos  pretenden, 
estudios  filosóficos  ó  literarios  de  esta  ó  de  la  otra  es- 
pecie. Los  que  eso  pretenden,  á  nuestro  juicio,  confun- 
den lamentablemente  las  especies  y  pierden  de  vista 
la  realidad,  que  debe  ser  en  estas  materias  el  norte  y 
^uía  de  todaB  las  apreciaciones. 

¿De  qué  se  trata  en  un  proceso?  Pues  se  trata,  por 
lo  que  toQa  á  los  hechos,  de  oir  al  inculpado  y  obser- 
var si  son  verídicos  sus  descargos  ó  si  hay  contradic- 
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eiüü  entre  ellos;  de  tener  en  cuenta  sus  antecedente^^ 
6u  historíaj  su  carácter,  sus  condiciones  de  toda  ^pecie, 
que  son  las  que  pueden  avalorar  y  expUcür  sos  aetos; 
de  esc  uchar  lo  que  acerca  de  esto  dicen  los  testigos;  de 
e^s timar  el  valor  de  cada  testimonio,  no  sólo  por  las  pa- 
laliFíLS  que  empleen  para  expresarlos  los  que  los  pres- 
ten, sino  por  fius  condiciones  personales  también;  de 
apreciar  en  unos  y  en  otros  la  veracidad  con  que  ha- 
blan, y  la  sinceridad  con  que  exponen  sus  ideas,  gus 
disculpas,  Kus  creencias,  sus  suposiciones,  ete, 

Nosotros  no  podemos  convenir  jamás  en  que  para 
todo  esto  sea  necesaria  una  aptitud  privilegiada,  ó  ha- 
ber seguido  en  Institutos  ó  Universidades  una  larga 
carrera,  porque  si  esto  creyéramos,  convendríamos  en 
íjiie  para  las  resoluciones  más  vulgares  de  la  vida  y 
para  realizar  dentro  de  ella  los  div  ersos  fine^  que  se 
presentan  como  objetivo  de  la  actividad  de  cada  indi- 
viduo, eran  indispensables  esas  circunstancias  de  ilus- 
tríici6n  y  de  estudio,  y  que  sólo  los  hombres  de  taleuto 
y  de  instrucción  vasta  podrían,  dentro  de  esas  relaoio- 
ues  mismas,  vivir  ele  ufia  manera  cómoda  y  desahoga- 
da. Y  esta  no  es  la  verdad  de  las  cosas,  ni  este  es  el 
espectáculo  que  presenta  á  nuestros  ojos  la  realidad- 
No  hay  ignorante  aldeano  de  esos  que  viven  en  un 
pequeño  pueblo,  sin  más  noticias  que  las  que  afectan  á 
los  intereses  y  á  las  personas  en  medio  de  laa  cuales 
trauscurre  modesta  y  tranquila  toda  su  existencia,  qne 
no  sea  capan  —  tan  capaz  como  el  hombre  más  caito 
—  de  apreciar  con  exactitud  lo  que  hay  de  cierto  y  de 
erróneo  en  los  hechos  que  se  atribuyen  á  sus  conveci- 
nos, y  lo  que  hay  de  sincero  ó  de  ficticio  en  lo  que  su& 
convecinos  le  manifiestan  ó  le  dicen. 

Hablad  á  ese  lugareño  de  filosofía,  de  lógica^  de  in- 
dicios, de  certeza^  y  no  os  comprenderá;  pero  pregun- 
íaclle  si  en  determinada  ocasión  una  persona  cualquie- 
ra de  aquellas  á  qiuenes  él  trata^  acaso  desde  que  nación 
es  capaz  de  realizar  tal  ó  cual  acto,  ó  si  ha  mentido 
cuando  ha  dicho  tal  ó  cual  cosa,  y  seguramente  que  os 
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dirá  lo  que  es  cierto,  porque  conoce  de  tal  suerte  á  la 
persona  de  que  se  trata,  y  en  el  comercio  diario  de  la 
vida  ha  adquirido  tal  práctica  de  su  conducta  y  de  su 
miinera  de  ser,  que  hasta  en  las  inflexiones  do  su  voz, 
híista  en  el  gesto  que  acompafía  á  sus  palabras,  halla 
elementos  que  se  escapan  á  la  vista  del  Juez  más  pers- 
picaz é  inteligente,  para  deponer  sobre  la  sinceridad  ó 
ailiiido  de  su  declaración. 

Decir  que  para  ser  jurado  se  necesita  más  capacidad 
que  ésta,  es  como  convenir  en  que  para  ser  testigo  en 
una  causa  criminal,  en  que  pax'a  deponer  en  una  causa 
criminal  se  necesitan  todas  las  condiciones  que  los  pai'- 
tidarios  del  sistema  de  las  categorías  exigen  para  los 
que  han  de  formar  parte  del  Tribunal  popular;  porque 
aparte  de  la  relación  íntima,  sustancial,  que  existe,  y  V 

aütes  de  ahora  hemos  señalado,  entre  las  funciones  de  I 

jnrado  j  la  de  testigo,  relación  que  no  deja  de  tener  \ 

sus  precedentes  históricos,  según  notamos  en  la  Intro- 
flucción;  á  parte  de  eso,  es  indudable  que  no  se  pide  á 
un  jiüüdo  más  de  lo  que  á  un  testigo  se  pide. 


xxxn 

Cuando  examinemos  el  art.  76  explicaremos  lo  que 
la  ley  dispone  acerca  de  las  preguntas  que  deben  ha- 
cerse é  los  jurados;  por  ahora  basta  consignar  que  es- 
tas preguntas  han  de  ser  relativas  sólo  á  los  hechos,  y 
han  de  redactarse  de  tal  manera  que  en  ellas  no  apa- 
rezca expresado,  ni  aun  aludido,  ningún  elemento  jurí- 
dico, porque  lo  que  se  trata  de  obtener  con  esas  pre- 
puntas  es  una  contestación  categórica  y  terminante 
rt:specto  de  los  hechos  que  han  de  declararse  probados. 

ÑatUTalmeute,  depende  el  éxito  del  sistema  de  la 
tH^uidad  y  sinceridad  con  que  se  practique,  que  es  lo 
que  sucede  con  todas  las  cosas  humanas;  y  si  los  Tribu- 
nales, los  Presidentes  de  los  Tribunales  no  formulan 
las  preguntas  de  una  manera  enteramente  ajustada  al 
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espíritu  y  letra  de  la  ley,  podrá  ocurrir  mucliaa  ve^es 
que  el  veredicto  de  los  jurados  no  ofrezca  el  resultado 
que  de  él  se  espera;  pero  si  estas  preguntas  se  ajus- 
tan á  lo  dispuesto,  si  los  Presidentes  al  redactarlas  lo 
hacen  con  el  esmero  que  nosotros  aconsejamos,  jamás 
habrá  confiísión,  jamás  podrá  suscitarse  ninguna  duda 
para  contestarlas  en  el  ánimo  del  jurado  más  igno- 
rante. 

Y  para  contestar  las  preguntas,  no  hay  necesidad  de 
tener  más  que  esas  condiciones  comunes  á  la  generali- 
dad de  los^  hombres  para  la  apreciación  y  estimación 
de  los  hechos  ordinarios  de  la  vida;  capacidad  que  sólo 
falta  á  aquellos  á  quienes  uua  enfermedad  ó  un  defecto 
mental  priva,  del  conocimiento,  á  aquellos  que  no  pue- 
den valerse  por  sí  mismos,  Pero  los  hombres  capaces  de 
administrar  sus  bienes,  de  proporcionarse  medios  de 
existencia,  de  regir  las  relaciones  de  una  familia  dila- 
tada y  numerosa,  de  administrar  su  hacienda  y  de  aten- 
der á  sus  múltiples  necesidadeSj  y  á  las  de  la  educación 
y  la  vida  de  sus  hijos  ó  de  sus  parientes,  (^cómo  hemos 
de  creer  nosotros  que  sean  incapaces  para  conocer  y 
apreciar  hechos  que  sustancialmente  no  se  diferencian 
de  éstos,  hechos  que  en  su  manifestación  y  en  su  ex- 
posición no  son,  ni  más  complicados,  ni  más  graves,  ni 
más  transcendentales? 

La  idea  de  que  para  todo  esto  sean  necesarias  con- 
diciones especiales,  es  una  idea  análoga  á  aquélla,  com- 
batida enérgicamente  por  todas  las  manifestaciones  de 
la  vida  moderna,  de  que  el  hombre,  de  que  el  ciudada* 
no  necesita  un  preceptor  y  un  guía  para  todos  los  actos 
de  su  vida  y  para  todas  las  relaciones  de  su  existencia; 
doctrina  que  nosotros  creemos  extraviada  y  que  alguna 
que  otra  vez  suele  refugiarse  en  determinadas  esferas, 
como  busca  en  ésta,  dentro  de  la  que  ahora  discurrimos, 
sus  últimos  ó  uno  de  sus  últimos  baluartes. 
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xxxni 


Se  dice  por  los  que  combaten  nuestra  manera  de 
apreciar  estas  cosas,  que  al  contestar  á  las  preguntas 
que  se  les  formule,  los  juradoano  se  sujetarán  á  su  tex- 
to, que  no  se  limitarán  á  contestarlas,  y  que  elevándose 
por  cima  de  las  preguntas  mismas,  penetrando  en  una 
región  superior  dentro  de  la  cual  no  pueden  ingresar 
porque  la  ley  se  lo  ha  vedado,  querrán  apreciar,  que- 
rrán estimar,  no  si  se  ha  cometido  éste  ó  el  otro  hecho, 
sino  si  el  inculpado  merece  ó  no  merece  castigo,  si  de- 
be condenársele  ó  debe  absolvérsele.  Es  decir,  que 
prescindirán  del  examen  de  los  hechos  para  abarcar 
todo  el  problema  jurídico  contenido  en  la  causa,  y  ex- 
poner acerca  de  él  un  juicio  definitivo  al  contestar  á  las 
preguntas;  siquiera  muchas  veces,  para  hacer  esto,  ten- 
gan necesidad  de  contestar  á  lo  que  se  les  pregunta  de 
una  manera  contraria  á  la  verdad  de  las  cosas. 

No  negamos  que  es  posible  que  alguna  vez  surja  esa 
tendencia;  generalmente  surgirá  en  jurados  donde  pre- 
domine el  elemento  llamado  de  capacidades,  porque  es 
tendencia  natural  de  todo  hombre  culto  é  inteligente, 
dar  .solución  á  los  problemas  que  se  le  presentan  de 
una  manera  adecuada  á  lo  que  su  inteligencia  le  dicta 
acerca  de  esos  problemas  mismos;  pero,  de  todas  suer- 
tes, si  este  sucede  alguna  vez  ya  se  procurará  evitarlo; 
y  á  procurar  evitarlo  debe  encaminarse  el  esfuerzo  de 
todos,  porque  la  ley  lo  quiere  y  las  más  altas  conve- 
niencias lo  aconsejan. 

La' ley  ya  ha  hecho  todo  lo  posible  para  que  eso  no 
suceda,  teniendo  en  cuenta  que,  generalmente,  cuando 
han  ocurrido  extravíos  de  esa  especie  en  la  administra- 
ción de  justicia  por  medio  del  Jurado,  ha  sido  cuando  se 
han  presentado  á  la  deliberación  de  los  Tribunales  po- 
pulares casos  en  los  cuales  existen  diferencias  enormes 
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y  desequilibrio  sensible  y  notorio  entre  el  concepta 
moral  y  el  concepto  jurídico  de  los  hechos. 

Ocurría  en  estos  casos  que  se  presentaba  al  Jurado 
un  delincuente,  autor  de  determinados  hechos  conde- 
nados por  la  ley  positiva,  pero  que  á  los  ojos  de  la  ley 
moral  eran  de  todo  punto  inocentes  é  inofensivos  si  no 
dignos  de  loa  y  de  aplauso;  y  entonces  se  veían  los  ju- 
rados, lo  mismo  los  jurados  inteligentes  que  los  igno- 
rantes (si  no  más  aquéllos  que  éstos)  en  la  disyuntiva, 
ó  de  reconocer  la  exactitud  de  los  hechos  que  habían 
de  traer  aparejada  una  condenación  para  el  procesado, 
ó  de  negar  exactitud  á  los  hechos,  procurando  la  abso- 
lución del  delincuente,  que  el  Jurado  en  el  fondo  esti- 
maba justa,  porque  los  hechos  de  que  se  le  acusaba  no 
eran,  á  su  juicio  ni  en  su  sentir,  merecedores  de  castigo 
alguno. 

La  ley  ha  tendido  á  que  esto  no  suceda,  apartando 
del  conocimiento  del  Jurado  todos  aquellos  hechos  que 
á  la  luz  de  la  moral  no  merecen  castigo  alguno,  siquie- 
ra por  circunstancias  y  condiciones  momentáneas  y  pa- 
sajeras, ó  por  necesidades  sociales  dignas  de  tomarse  en 
cuenta,  la  ley  positiva  los  haya  perseguido  y  castigado. 
Ese  es  un  verdadero  peligro.  La  ley  ha  tendido  á  evitar- 
lo en  la  forma  que  acabamos  de  indicar  y  que  más  ex- 
tensamente y  con  aplicación  á  cada  caso,  expusimosf  en 
nuestro  comentario  al  art.  4.^;  pero  repetimos  que  ese 
peligro  no  es  propio  ni  exclusivo  de  los  jurados  igno- 
rantes, repetimos  que  hay  que  temerle  lo  mismo  con  los 
ignorantes  que  con  los  capaces  y  quizá  más  con  éstos 
que  con  aquéllos,  por  la  tendencia  que,  como  hemos 
indicado,  existe  siempre  en  todo  hombre  ilustrado,  en 
todo  hombre  que  conoce  los  principios  generales  y  la 
razón  de  las  cosas,  de  elevarse  del  caso  particular  ¿  la 
regla  que  ha  de  aplicársele,  del  hecho  concreto  á  la  ley 
que  lo  determina,  lo  regula  y  lo  informa. 
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La  primera  pregunta  que  ha  de  dirigirse  á  los  jura- 
dos ó  la  pregunta  fundamental  de  las  que  constituyen 
el  veredicto,  será,  con  arreglo  al  art.  76  de  esta  ley,  la 
que  se  formulará  en  los  términos  siguientes: 

«El  procesado  ¿es  culpable  de  haber  cometido  este  ó 
el  otro  hecho?» 

Esa  pregunta  supone  que  ha  de  contestarse  afirma- 
tivamente sobre  estas  dos  cuestiones:  1.*  ¿Hay  culpa 
en  los  actos  del  procesado?  2.^  ¿Hubo  intención  de  de- 
linquir en  el  procesado? 

Para  resolver  la  primera  de  estas  cuestiones,  es  ne- 
cesario que  la  acción  de  que  se  trate  sea  una  acción  de- 
lincuente, que  haya  un  deKto  declarado  anteriormente 
y  cometido  por  el  reo,  y  que  ese  delito  merezca  tal 
nombre,  que  no  sea  una  acción  inocente  ó  inofensiva. 
Por  tanto,  para  contestar  de  una  manera  categórica  y 
adecuada  á  esa  pregunta,  resolviendo  como  procede  esa 
primera  cuestión,  es  preciso  que  el  jurado  tenga  senti- 
do moral. 

Descartamos  desde  luego  los  casos  en  que  hay  opo- 
sición entre  la  ley  moral  y  la  ley  positiva;  pues  acerca 
de  ellos  dejamos  dicho  lo  bastante  en  las  consideracio- 
nes anteriormente  expuestas,  y  nos  concretamos  á 
aquellos  otros  casos  en  los  cuales  se  trata  de  hechos  que 
verdaderamente  pugnan  con  la  ley  moral.  Pues  para 
contestar  á  esa  pregunta  y  para  resolver  esa  cuestión, 
lo  único  que  se  necesita  es  que  el  jurado  tenga  sentido 
moral,  que  discierna  lo  bueno  de  lo  malo,  lo  justo  de  lo 
injusto. 

Y  ¿es  posible  negar  que  este  sentido  moral  lo  tiene 
la  generalidad  de  las  gentes?  ¿Es  posible  creer  que 
para  que  ese  sentido  moral  exista  en  el  ánimo,  en  el 
pensamiento  de  una  persona,  es  necesario  que  esa  per- 
sona sea  un  hombre  instruido,  un  literato,  un  juriscon- 
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suito,  im  autor  de  obras  científicas,  uno  de  los  privile- 
giados de  la  inteligencia,  pocos  en  número,  que  forman 
el  núcleo  y  la  médula  de  la  masa  social?  Puea  qué,  la 
generalidad  de  los  hombres  ¿no  tienen  ese  sentido  ib<>- 
ral  desenvuelto  por  la  educación  en  el  seno  de  la  fami- 
lia, por  las  creencias  religiosas  difundidas  y  divulga- 
das hasta  el  punto  de  llegar  á  las  últimas  capas  socia- 
les, y  por  algo  que,  si  no  fuera  innato  en  el  alma  del 
hombre,  habrían  contribuido  á  crear  y  á  arraigar  en 
ella  todas  las  condiciones  del  medio  en  que  vive  y  la 
cultura  general  de  cada  época? 

Los  que  digan  esto  son  los  que  creen  que,  tomada  en 
su  conjunto  la  humanidad,  hay  en  ella  más  hombres 
pervertidos  y  desmoralizados,  que  morales  y  rectos. 
Nosotros  creemos  lo  contrario.  Si  no  fuera  verdad  esto 
que  nosotros  creemos,  la  estadística  criminal,  en  vez 
de  arrojar  en  un  pueblo  de  18  millones  de  almas  una 
cifra  de  173.000  delincuentes  en  cada  año,  presenta- 
ría invertidos  los  términos  de  esta  proporción,  y  los 
delincuentes  serían  los  17.800.000  almas  que  no  se  han 
visto  en  ese  período  sometidas  á  los  procedimientos  ju- 
diciales. 


XXXV 

Para  contestar  á  la  segunda  cuestión  que  envuelve 
la  pregunta  que  estamos  analizando,  para  decidir  si  el 
procesado  tuvo  intención  ó  no  de  verificar  el  acto  que 
se  le  atribuye  y  que  la  prueba  evidencia,  no  hay  crite^ 
rio  más  firme  y  seguro  que  el  de  los  hechos. 

Este  punto  es,  pues,  de  hecho  exclusivamente,  y  eu 
su  apreciación  serán  los  jurados  maestros  por  las  con- 
diciones en  que  el  Jurado  se  constituye,  porque  ya  he- 
mos dicho  y  acabamos  de  repetir,  que  nadie  con  más 
condiciones  que  los  hombres  que  viven  en  el  mismo 
círculo  social  donde  ha  residido  constantemente  el  pro- 
cesado, nadie  mejor  que  lofs  hombres  habituados  á  su 
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trato  y  al  de  sus  iguales  puede  apreciar  con  exacti- 
tud si  las  manifestaciones  del  procesado  ó  las  manifes- 
taciones de  los  testigos  á  los  cuales  conoce,  son  since- 
ras ó  ficticias;  nadie  más  apto  que  el  hombre  que  se 
encuentra  en  esas  condiciones  para  determinar  el  gra- 
do de  certeza  que  las  manifestaciones  del  procesado  6 
las  declaraciones  de  los  testigos  pueden  producir  en  el 
ánimo  del  que  las  oye  y  las  juzga. 

Elegidos,  sobre  todo,  los  jurados  de  entre  los  habitan- 
tes de  un  solo  partido  judicial,  del  partido  judicial 
donde  se  ha  cometido  el  delito,  generalmente  por  na- 
turales de  la  misma  localidad,  se  atiende  suficiente- 
mente á  esta  indicación,  y  hay  que  reconocer  que  ese 
jurado  será  más  á  propósito  y  más  apto  para  desempe- 
ñar esta  ftmción,  que  no  un  Tribunal  en  que  hubiese 
individuos  muy  ilustrados  pero  á  quienes  faltaría  ese 
conocimiento  práctico  que  no  se  aprende  en  las  aulas, 
que  se  forma  y  se  arraiga  con  la  experiencia  de  la 
vida. 


XXXVI 

Las  preguntas  que  han  de  formularse  al  jurado  sobre 
la  base  de  las  circunstancias  modificativas,  son,  como  la 
pregunta  fundamental,  cuestiones  de  hecho. 

Bajo  este  punto  de  vista,  nada  hay  que  decir  de  ellas 
que  no  quede  dicho  ya  respecto  de  la  pregunta  funda- 
mental misma.  Hay,  sin  embargo,  en  lo  que  se  refiere 
á  las  circunstancias  modificativas,  un  elemento  verda- 
deramente impalpable  y  delicado,  cuya  expresión  resi- 
de en  los  tonos,  en  los  matices,  en  la  forma  de  las  ma- 
nifestaciones del  procesado  y  de  las  declaraciones  de 
los  testigos;  elemento  para  cuya  apreciación  lo  que  debe 
exigirse  siempre  en  el  Juez  es  el  conocimiento  perso- 
nal del  procesado  y  del  testigo;  porque  ló  que  tratán- 
dose de  un  procesado  no  sería  nunca  circunstancia  mo- 
dificativa, tratándose  de  otro  lo  es,  y  para  distinguir 
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cuándo  ocurre  aquello  ó  esto,  es  indispensable  ese  co- 
nocimiento. 

A  esta  necesidad  atiende  mejor  el  Jurado  compuesto 
en  la  forma  que  nosotros  le  preferimos,  que  el  Jurado 
de  sabios  que  pretenden  los  partidarios  del  sistema  de 
las  categorías,  porque  el  Jurado  en  quien  nosotros 
buscamos  principalmente  ese  conocimiento,  ese  Jurado 
que  sacamos  de  la  misma  esfera  social  en  que  vive 
el  delincuente,  ese  Jurado  individualizará  más  todo  lo 
que  al  delito  se  refiera,  que  otro  Jurado  que  por  las 
condiciones  privilegiadas  de  sus  individuos  pueda  estar 
falto  de  ese  conocimiento,  aun  cuando  tenga  toda  la  ilus- 
tración científica  y  literaria  que  los  partidarios  del  sis- 
tema de  las  categorías  exigen. 

Y  así  como  el  Juez  de  derecho,  según  hemos  indica- 
do antes  de  ahora,  ve  el  tipo  donde  debe  observar  la 
variedad  y  la  especie  donde  debiera  encontrar  el  indi- 
viduo, así  el  Jurado  sabio  será  más  propenso  á  esa  ge- 
neralización que  el  Jurado  extraído  del  vulgo  de  las 
gentes,  del  común  de  los  ciudadanos. 

Por  lo  demás,  conste  que  en  cuanto  á  la  apreciación 
de  las  circunstancias  modificativas  no  hay  que  decir 
nada  más  que  lo  que  hemos  afirmado  respecto  de  la 
pregunta  fundamental. 

Se  trata  de  hechos,  sólo  de  hechos  y  de  hechos  que  no 
tienen  diferencia  alguna  esencial  con  los  ordinarios  y 
comunes  de  la  vida. 


xxxvn 

El  número  segundo  del  art.  8.^  del  Código  penal  en- 
gente, establece  que  no  delinque,  y  por  consiguiente 
que  está  exento  de  responsabilidad  criminal,  el  menor 
de  nueve  años,  y  el  número  tercero  declara  que  tampo- 
co delinque  el  mayor  de  nueve  años  y  menor  de  quince, 
á  no  ser  que  haya  obrado  con  discernimiento;  añadiendo 
que  el  Tribunal  hará  declaración  expresa  sobre  este 
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|>imto  para  imponerle  pena  ó  declararle  irresponsable. 
Es  deeir,  que  cuando  se  presente  un  caso  de  éstos,  en 
que  el  procesado  tiene  más  de  nueve  años  y  menos  de 
quince,  el  Jurado  ha  de  decidir  si  obró  ó  no  obró  con 
discernimiento. 

Acerca  de  esto,  se  ha  discutido  ampliamente  y  se  ha 
dicho  por  los  enemigos  del  Jurado  y  por  los  enemigos 
del  sistema  que  nosotros  defendemos  y  sostenemos  para 
la  constitución  del  Jurado:  ¿Cómo  es  posible  que  un 
Jurado  ignorante  declare  si  ha  habido  ó  no  discerni- 
miento en  el  procesado?  ¿Cómo  es  posible  que  un  Ju- 
rado que  no  sabe  psicología  ni  lógica  declare  si  ha  ha- 
bido discernimiento  ó  no  en  un  procesado?  ¡Para  decla- 
rar esto  es  necesario  saber  lógica  y  psicología! 

Generalmente  la  lógica  y  la  psicología  se  estudian  á 
la  edad  de  trece  años.  El  autor  de  este  libro  las  estudió 
á  esa  edad  y  declara  sin  jactancia  que  fué  un  discípulo 
aprovechado  en  estas  asignaturas;  que  sabía  perfecta- 
mente el  libro  de  texto  por  el  cual  se  explicaban  y  que 
comprendía  además  la  explicación  de  los  profesores,  ha- 
biendo obtenido  cuando  se  examinó  de  esas  materias 
una  calificación  ventajosa;  pero  al  mismo  tiempo  decla- 
ra en  conciencia  que  considera  que  si  el  mismo  día  en 
que  se  examinó  se  le  hubiera  presentado  un  caso  en  que 
hubiera  podido  aplicar  sus  conocimientos,  no  le  habría 
sido  posible  resolverlo,  porque  carecía  de  todos  los  ele- 
mentos necesarios  para  llegar  á  ese  fin. 

En  cambio  cree  que  cualquier  aldeano  por  ignorante 
que  sea  de  las  doctrinas  científicas  que  constituyen  la 
base  de  esas  asignaturas,  llegado  á  la  edad  de  treinta 
años  que  se  exige  para  ser  jurado  y  aunque  no  sepa  leer 
ni  escribir,  si  se  le  presenta  un  caso  en  el  cual  haya  que 
deducir  si  un  jovenzuelo  de  catorce  ha  obrado  ó  no  con 
diflcemimiento,  no  tendrá  la  menor  duda  ni  la  menor 
vacilación  para  contestar,  después  de  oir  al  procesado  la 
explicación  que  dé  de  su  conducta  y  de  observar  la 
manera  como  el  mismo  se  produzca  ante  el  Tribunal. 

Esto,  aparte  de  que  pueden  contribuir  á  esclarecer 
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las  dudas  que  pudieran  suscitarse  en  el  ánimo  de  los  ju- 
rados, las  declaraciones  de  los  testigos  que  nun<m  fal- 
tarán en  el  hecho  de  que  se  trate  y  aun  las  declaraeio* 
nes  periciales  si  á  ellas  se  apela. 

Por  tanto,  creemos  que  lo  que  hay  que  saber  para 
apreciar  si  hubo  ó  no  discernimiento  en  una  acción 
cualquiera,  si  hubo  ó  no  intención,  si  hubo  6  no  volun- 
tad perfecta  y  completa,  no  es  necesario,  como  sostenía 
el  Sr.  Bugallal,  aprenderlo  en  las  aulas;  eso  se  aprende 
en  la  vida,  de  ima  manera  que  no  es  determinada  ni 
concreta,  pero  que  existe  y  es  real;  y  en  todas  estas 
cosas  que  se  refieren  á  la  práctica  de  las  leyes  y  á  la 
manera  de  entenderlas  y  explicarlas^  ya  hemos  dicho 
muchas  veces  que  hay  que  atender  á  la  realidad  más 
que  á  las  lucubraciones  que  de  ella  nos  apartan  y  que 
conducen  sólo  á  extremos  tan  deplorables  como  los  que, 
en  nuestro  concepto,  cometen  quienes,  partiendo  de  la 
base  del  Sr.  Bugallal,  prefieren  desconocerla  para  im- 
poner contra  viento  y  marea  su  propio  sistema. 


XXXVIII 

La  comprensión  de  la  jurados  ha  de  tener  ese  límite^ 
y  por  eso  creemos  innecesario  decir  nada  más  en  abono 
ae  nuestra  opinión. 

No  necesita  el  jurado  capacidad  intelectual  para 
apreciar  un  problema  jurídico,  porque  no  va  a  resoh  er 
verdaderamente  problemas  de  ese  género;  va  sólo  á  de- 
cidir cuestiones  de  hecho,  y  para  eso  le  basta  la  capaci- 
dad que  se  exige,  como  ya  hemos  dicho,  á  un  testigo 
cualquiera. 

Dice  Lanza  que  algunos  encontrarán  contradictorias 
sus  ideas  sobre  este  punto,  porque  mientras  quiere  que 
el  Jurado  sea  real  y  verdaderamente  Juez  de  becho^ 
reclama  que  tenga  alguna  noción  de  Derecho, 

Nosotros  somos  de  los  que  hallan  contradicción  en 
esas  opuestas  ideas  del  eminente  tratadista  italiano  y  no 
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nos  convencen  ni  nos  satisfacen  las  explicaciones  que 
da  para  desvanecer  esa  creencia;  explicaciones  reduci- 
das á  decir  que  cualquiera  que  oye  contar  un  hecho, 
fija  especialmente  su  atención  en  los  puntos  de  ese 
hecho  que  le  parecen  de  mayor  importancia,  y  trata  de 
dilucidar  el  problema  á  que  ve  unido  lo  más  interesante 
de  la  cuestión  que  se  debate;  siendo  en  su  sentir  eviden- 
te, que  si  los  jurados  tienen  nociones  jurídicas,  fijarán 
más  su  atención  en  el  punto  que,  por  la  relación  que 
existe  entre  el  problema  de  hecho  y  el  problema  de  de- 
recho que  se  plantean  en  toda  causa,  más  lo  merezca; 
mientras  que  un  jurado  ignorante  de  la  ciencia  jurídica 
y  de  sus  elementos  dedicará  toda  su  atención  á  un  pun- 
to que  no  sea  el  culminante,  á  un  punto,  á  un  porme- 
nor acaso  secundario. 

Creemos  que  esto  es  llevar  las  cosas  demasiado  lejos 
y  sutilizar  por  modo  excesivo.  Casi  siempre  los  puntos 
culminantes  de  un  hecho,  examinado  ese  hecho  con  el 
criterio  jurídico,  son  los  puntos  cidminantes  del  hecho 
mismo,  examinado  con  el  criterio  sencillo  de  la  reali- 
dad de  las  cosas;  porque  no  andan  las  leyes  tan  apar- 
tadas de  la  realidad,  que  no  exista  entre  todas  estas 
nociones  la  debida  correlación,  la  debida  armonía. 
Aparte  de  eso,  para  que  el  Jurado  se  fije  en  el  punto 
ciüminante  ó  en  los  puntos  culminantes  de  cada  hecho, 
basta  sólo,  en  primer  lugar,  con  el  contenido  de  las 
preguntas  que  han  de  redactarse  de  manera  que  esos 
hechos  culminantes  resalten  del  conjunto;  y  si  algo 
faltara  para  conseguirlo,  después  del  debate  judicial, 
ha  de  hacer  el  resumen  el  Presidente,  el  cual — guar- 
dando, ocultando  y  disimulando  cuidadosamente  su 
opinión, — ha  de  dirigirse  ante  todo  á  señalar  y  poner 
en  relieve,  para  que  se  destaquen  del  fondo  de  la  dis- 
cusión, los  puntos  culminantes,  pues  no  tiene  otro  obje- 
to, como  veremos  en  su  lugar,  ese  resumen.  Con  esto 
bastará  para  que  los  jurados,  aun  cuando  no  tengan  no- 
ción alguna  del  problema  jurídico,  se  fijen  de  una  ma- 
nera especial  en  aquellos  pimtos  del  hecho  que  con  eso 
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problema  tengan  una  relación  más  íntima  y  más  trans- 
cendental. 


XXXIX 

En  cuanto  á  la  cultura  que  se  pxigo  á  los  jurados  por 
los  partidarios  del  sistema  de  las  categorías  también 
hemos  dicho  ya  lo  bastante.  Esa  cultura  es  de  todo 
punto  innecesaria;  basta  con  que  el  jui*ado  conozca  el 
valor  de  las  palabras. 

Y  acerca  de  esto  tenemos  que  advertir  que  las  pa- 
labras tienen  un  valor  distinto  según  las  loealídades  de 
que  se  trate  y  según  las  personas  que  las  empleen; 
porque  la  población  de  cada  círculo  geográfico  da  al- 
gunas veces  á  ciertas  palabras  un  significado  especial, 
por  lo  cual  es  conveniente  que  el  Juez  proceda  de  aquel 
mismo  círculo  geográfico. 

Tampoco  puede  negarse  que  el  lenguaje  del  hombro 
es  distinto  según  el  medio  en  que  %  ive  y  la  capa  social 
de  que  procede,  y  procediendo  la  mayor  parte  de  los 
procesados  de  la  más  humilde  de  todas^  es  conveniente 
que  el  Juez  que  haya  de  juzgarle  venga  de  esa  misma 
esfera,  habituado  á  conocer  al  criminal  y  laa  variacio- 
nes del  lenguaje  que  sean  familiares  á  los  mismos  á 
quienes  está  procesando. 

De  suerte,  que  toda  la  cultura  que  nosotros  exigimos 
al  jurado,  es  que  conozca  el  valor  do  las  palabras  quo 
se  emplean  en  el  lenguaje  común  y  corriente,  y  esa  cul- 
tura la  tienen  todos  los  hombres  por  regla  general,  tan 
luego  como  la  experiencia  de  una  larga  vida  les  permi- 
te poseer  este  conocimiento  de  uua  manei'a  práctica- 


XL 

La  segunda  condición  que  nosotros  exigimos  para 
desempeñar  la  función  de  jurado,  es  la  rectitud  de  con- 
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ciencia  para  no  falsear  los  hechos.  Acerca  de  esta  rec- 
titud, por  la  compenetración  que  existe  entre  todos 
estos  problemas,  hemos  dicho  algo  en  las  observaciones 
que  preceden,  y  lo  que  hemos  dicho  basta  á  nuestro 
propósito. 

Es  indudable  que  debe  eliminarse  del  desempeño  de 
la  función  de  jurados  á  los  inmorales,  á  los  que  no  tienen 
esa  rectitud  de  conciencia;  pero  ¿cómo  se  ha  de  hacer 
esa  eliminación?  ¿Es  posible  sujetar  esto  á  las  bases  y 
á  las  reglas  del  sistema  de  las  categorías?  Tener  un  títu- 
lo académico,  haber  desempeñado  un  cargo  público, 
¿son  circunstancias  que  garantizan  la  ^posesión  de  un 
sentido  moral  recto?  Creemos  que  no;  y  aun  cuando  he- 
mos visto  en  alguna  parte  (no  recordamos  donde)  afir- 
mada la  idea  de  que  la  cultura  es  garantía  de  ese  recto 
sentido  moral,  nosotros  no  tomamos  en  cuenta  esta  opi- 
nión porque  la  creemos  de  todo  punto  injustificada,  por- 
que no  queremos  lanzar  de  una  manera  ciega  y  torpe, 
sobre  la  masa  de  ignorantes  que  constituyen  el  núcleo 
de  nuestro  pueblo,  la  nota  de  inmoral  que  seguramen- 
te no  merece. 

Para  eliminar  á  los  inmorales  no  conocemos  otro 
procedimiento,  ni  im  procedimiento  mejor  que  la  selec- 
ción. En  teoría  este  procedimiento  es  el  que  mejor  res- 
ponde á  esa  necesidad.  ¿Eesponderá  en  la  práctica?  Eso 
es  lo  que  no  sabemos  ahora,  eso  es  lo  que  no  podemos 
discutir  ahora;  lo  discutiremos  en  su  lugar  oportuno  y 
lo  sabremos  de  manera  cierta  y  positiva  el  día  en  que 
se  haya  planteado  y  practicado  la  ley  que  estamos  co- 
mentando. 


XLI 

Hay  una  frase,  fr^e  que  nosotros  hemos  empleado 
alguna  vez,  que  expresa  la  idea  de  que  para  desempeñar 
la  fonción  de  jurado  basta  al  hombre  el  buen  sentido, 
llamando  hombre  de  buen  sentido  al  que  tiene  esa  ca- 


Digitized  by 


Googlt 


332  COMSNTABIOS  i  LA  UEY  IllT.  JURADO 

pacidad  vulgar  que  nosotros  heüios  atribuido  á  todo  el 
mundo. 

Esa  capacidad,  ese  sentido  moral  basta  para  desempe- 
ñar la  función  de  jurado.  Somos,  pues,  de  los  que  creen 
que  todo  hombre  de  buen  sentido  está  en  condicionea 
de  desempeñar  este  cargo. 

Uno  de  los  autores  que  más  respeto  nos  merecen  y  á 
quien  con  más  frecuencia  hemos  de  citar  en  el  curso  de 
esta  obra,  el  Profesor  Lanza,  es  de  los  que  sostienen  en 
en  este  punto  una  teoría  contraria  á  la  que  nosotros 
hallamos  preferible.  «Fué,  dice,  un  funesto  error,  en  el 
que  han  caído»hasta  hombres  de  gran  ingenio,  creer 
que  sólo  el  buen  sentido  bosta  para  ser  buen  jurado.» 
«Un  hombre  cualquiera,  añade,  no  se  cree  capaz  de 
juzgar  si  es  buena  ó  no  una  botella  de  vino,  y  á  ese 
mismo  hombre  se  le  atribuye  la  facultad  de  discernir 
la  verdad  entre  las  pruebas  de  un  proceso  complicado.  * 

Nosotros  vemos  las  cosas  de  distinta  manera  que 
Lanza,  y  creemos  que  en  cualquier  región  agrícola,  y  es- 
pecialmente en  las  dedicadas  á  la  viticultura,  hay  hom- 
bres que  por  su  sola  experiencia  personal,  por  el  trato 
constante  con  las  personas  que  cultivan  las  vides  y  que 
consagran  sus  esmerzos  á  las  laboriosas  tareas  de  la 
vinificación,  pueden  apreciar,  y  aprecian  de  hecho,  si  es 
buena  ó  es  mala  la  calidad  del  líquido  que  se  les  pre- 
senta, sin  necesidad  para  ello  de  conocimientos  agro- 
nómicos adquiridos  en  la  Universidad  ó  en  el  Institu- 
to; y  trasladando  ese  ejemplo  al  terreno  en  que  se  ejer- 
cita la  fiínción  del  jurado,  nosotros  decimos  que  un 
hombre  que  vive  en  sociedad  con  los  demás,  que  fre- 
cuenta su  trato,  que  conoce  á  las  gentes  y  sabe  aplicar 
estos  conocimientos  á  todas  las  relaciones  de  la  vida  y 
que  los  aplica  de  una  manera  práctica,  es  capaz  de  dis- 
cernir si  hay  verdad  ó  falsía  en  las  manifestaciones  de 
sus  conciudadanos,  y  si  hay  sinceridad  ó  doblez  en  los 
recursos  que  un  procesado  emplea  para  desfigurar  bu3 
actos  ó  para  presentarlos  con  el  color  y  relieve  que  les 
pertenece. 
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Lanza,  por  lo  demás,  se  contradice  én  este  punto  de 
tina  manera  lamentable;  pues  mientras  sostiene  que  es 
im  funesto  error  atribuir  al  hombre  de  buen  sentido 
la  capacidad  necesaria  para  desempeñar  el  cargo  de  ju- 
rado, afirma,  empleando  una  &ase  que  nosotros  acoge- 
mos desde  luego  como  rectamente  inspirada,  que  el  ju- 
rado debe  tener  todas  las  cualidades  que  se  exigen  á  un 
Magistrado,  excepto  la  competencia  jurídica.  Fuera  de 
ella,  lo  que  á  un  Magistrado  se  le  exige  no  es  más  que 
capacidad  para  apreciar  el  alcance  de  los  hechos  y  de 
las  manifestaciones  á  ellos  relativas,  capacidad  vulgar 
y  común,  y  firme  voluntad  de  pronunciar  sus  opinio- 
nes con  arreglo  á  lo  que  sus  convicciones  le  aconsejan; 
es  decir,  moralidad  en  la  formación  y  emisión  de  sus 
juicios. 

XLn 

En  otro  lugar  dice  Lanza:  «Si  yo  estimo  á  un  indi- 
viduo como  honesto  é  inteligente,  eso  debe  bastar  para 
que  no  pueda  dolerme  de  verle  sentado  en  el  banco  de 
los  Jueces.:»  ¡Honestidad  é  inteligencia!  ¿En  qué  aulas, 
en  qué  cátedras  se  adquieren  estas  condiciones  6  se 
aprende  á  tenerlas? 

Esa  inteligencia  la  da  la  experiencia  de  la  vida  mis- 
ma y  la  honestidad  es  el  fruto  de  la  educación,  pero  no 
de  una  educación  literaria,  sino  de  la  educación  en  el 
seno  de  la  familia,  en  la  práctica  de  las  virtudes  más 
modestas  y  difundidas  y  en  los  principios  morales  que 
constituyen  el  fondo  del  espíritu  humano. 

Si  es  cierto  que,  como  dice  EUero,  la  función  del  jura- 
rado  se  reduce  á  una  verdadera  crítica  de  la  historia, 
debemos  convenir  en  que  basta  el  buen  sentido  y  el 
conocimiento  de  la  vida  para  desempeñar  esta  función, 
porque  el  crítico  de  historia  lo  que  necesita  es  conocer 
los  hechos  para  apreciarlos;  y  estos  hechos  al  Jurado  se 
le  ofirecen  de  una  manera  abundante  y  satisfactoria.  El 
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Jurado,  además,  aunque  sea  ignorante  conoce  aquellos 
principios  generales,  aquellas  reglas  de  la  vida  que  han 
lie  aplicarse  al  examen  y  juicio  de  los  hechos  mismos, 
jíOrque  los  problemas  que  han  de  presentarse  al  cono- 
<  imiento  del  Jurado  en  este  orden  de  ideas  son  los 
problemas  que  constituyen  la  vida  entera;  problemas 
no  exclusivos,  ni  propios  de  ninguna  ciencia  ni  arte, 
Mino  nacidos  y  aplicables  á  las  relaciones  ordinarias, 
regulares  y  frecuentes  de  la  vida  misma. 

Para  ser  crítico  de  historia,  para  ser  buen  jurado,  se 
uecesita  saber  leer  en  el  corazón  del  hombre,  y  la  cien- 
cia que  enseña  á  leer  esto  es  esa  ciencia  vulgar  cuyos 
principios  y  cuyas  reglas  no  se  encuentran  ciertamente 
vn  los  libros,  ni  se  aprende  de  manera  alguna  en  las 
Academias. 

Basta,  pues,  y  lo  proclamaremos  de  nuevo,  que  el 
jurado  sea  un  hombre  de  buen  sentido,  que  tenga  esa 
capacidad  limitada  á  la  que  nosotros  acabamos  de  de- 
1  ir,  y  que  tenga  esa  moralidad  que  no  se  revela  por 
signos  extemos  y  que  lo  mismo  puede  poseer  el  que 
¡íaga  censo  que  el  que  no  contribuye  á  las  cargas  del 
Estado  con  cantidad  alguna,  esa  moralidad  que  caracte- 
riza de  igual  suerte  á  los  que  tienen  un  título  acadé- 
mico que  á  los  que  se  dedican  á  un  arte  manual. 


XLm 

Pero  aparte  de  estas  dos  circunstancias,  hemos  di- 
cho también  que  es  preciso  que  el  jurado  tenga  inde- 
j)endencia  de  carácter  para  no  someter  su  propio  jni- 
tíio  á  la  voluntad  de  los  demás,  ya  sea  expresada  por 
medio  de  recomendaciones  ó  halagos  ó  dádivas,  ya  se 
halle  expresada  por  medio  de  violencias  ó  imposiciones 
autoritarias;  y  en  este  punto  no  creemos  tampoco  que 
8ea  necesario  exigir  del  jurado  determinadas  condicio- 
nes de  posición,  de  fortuna  ni  de  carrera,  porque  sabido 
es  que  esa  cualidad  de  la  independencia,  ó  reside  en  el 
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carácter  del  hombre  y  se  manifiesta  en  todos  los  actos 
de  su  vida,  cualesquiera  que  sean  las  situaciones  en 
que  el  hombre  se  encuentre,  ó  le  falta,  y  allí  donde 
debe  tener  su  raíz,  no  es  posible  hallarla  de  manera 
ninguna. 

Muchas  veces  hay  menos  independencia  en  los  que 
mayores  relaciones  tienen  con  el  Estado  que  no  en  aquél 
que  más  apartado  vive  de  esas  relaciones,  en  una  es- 
fera modesta,  pero  libre  y  tranquila,  en  situación  que 
no  pueden  cambiar  ni  modificar  las  causas  y  los  móvi- 
les que  obligan  á  los  poderosos  y  á  los  sabios  á  transi- 
gir y  á  doblegarse. 

Si  hubiera  un  medio  extemo  de  apreciar  la  inde- 
pendencia de  las  gentes,  nosotros  le  acogeríamos;  pero 
hemos  de  partir  de  la  verdad  indudable  y  axiomática 
de  que  ese  medio  no  existe,  y  debemos  confiar,  por  tan- 
to, al  procedimiento  que  se  consagra  en  la  ley  de  1888 
mejor  que  á  otro  ninguno  el  examinar  en  cada  caso  si 
concurren  esas  condiciones  de  independencia  ó  si  esas 
condiciones  faltan. 

Esta  es  nuestra  opinión;  por  eso  somos  partidarios 
decididos  y  resueltos  del  sistema  que  consagra  esa  ley, 
y  creemos  que  bien  analizadas  las  cosas  y  detenida- 
mente estudiadas,  como  nosotros  acabamos  de  hacerlo, 
todas  las  ventajas  están  de  parte  de  ese  sistema,  fren- 
te al  cual  no  se  opone  ni  se  levanta  otro  que  el  de  las 
categorías,  ya  expuesto  en  toda  su  integridad  como  lo 
hace  la  ley  italiana,  ya  degradado  como  nos  lo  presen- 
tan las  legislaciones  de  otros  países,  limitando  las  con- 
diciones que  deben  exigirse  á  los  que  desempeñen  el 
cargo  de  jurado  de  pagar  cierta  cantidad  como  contri- 
bución directa. 

XLIV 

Este  sistema  degradado,  el  sistema  del  censo,  es  el 
que  mayor  favor  goza,  examinadas  en  conjunto  las  le- 
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gislaciones  de  todos  los  pueblos  y  tenidas  en  cuenta 
ías  opiniones  y  tendencias  del  sistema  de  las  catego- 
rías. Así  sucede  que  la  mayor  parte  de  ellos  la  inclu- 
yen^  como  regla  general^  después  de  haber  establecido 
las  categorías. 

Este  favor  se  explica;  y  este  hecho,  con  sn  carácter 
de  generalidad,  no  debe  impresionamos,  porque  resr 
poude  á  una  idea  que  conviene  tener  muy  en  cuenta, 
y  eSj  la  de  que  el  censo  es  un  principio  de  la  escuela 
eonservadora,  pxincipio  que  por  serlo  y  por  figurar 
como  lema  de  los  partidos  y  agrupaciones  que  sostie- 
nen las  ideas  de  esa  escuela,  ha  penetrado  en  toda» 
las  legislaciones  y  ha  formado  de  una  manera  constan 
te  la  regla  encaminada  á  condicionar  los  derechos  del 
4^iudadano, 

Tiene,  pues,  ese  principio,  toda  la  autoridad  que  le 
eoncede  su  origen  y  toda  la  generalidad  y  toda  la  in- 
fluencia que  han  tenido  y  tendrán  en  el  mundo  tas 
ideas  conservadoras;  pero  bajo  el  punto  de  vista  de  la 
ciencia,  bajo  el  punto  de  vista,  sobre  todo,  de  la  reali^ 
dad,  cuando  la  realidad  se  examina  imparcialmente, 
no  admite  siqídera  discusión. 


XLV 

No  hay  nada  en  apariencia  tan  razonable,  tan  justo, 
tan  conveniente,  tan  incuestionable,  como  el  principio 
que  es  base  del  sistema  de  las  categorías;  principio 
que  se  ha  aplicado  á  todos  los  órdenes  del  derecho  fi- 
blieo  y  que  afortunadamente  va  desapareciendo  de 
todos  ellos,  una  vez  aquilatado  y  discutido,  después  de 
demostrarse  que  esa  apariencia  no  responde  á  reali- 
dad alguna. 

Cuando  se  discute  como  ha  de  organizarse  el  go- 
bierno de  un  pueblo  y  qué  base  se  ha  de  dar  á  la  Au- 
torídad  ó  al  sufragio,  se  habla  de  la  soberanía  de  la 
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razón,  de  la  soberanía  de  la  inteligencia,  y  se  dice  que 
es  necesaria  oponer  esa  soberanía  á  la  del  número. 

¿Quién  debe  gobernar — preguntan  los  partidarios 
de  esta  escuela: — una  multitud  ignorante  ó  los  más  sa- 
bios, los  más  preclaros,  los  más  ilustres,  los  más  dis- 
tinguidos de  los  ciudadanos?  Si  fuera  posible  determi- 
nar quiénes  son  los  más  preclaros,  los  más  ilustres,  los 
más  distinguidos;  si  fuera  posible  sujetar  esto  á  reglas 
que  impidiesen  toda  arbitrariedad,  nadie  dudaría  un 
punto  que  los  más  aptos  son  los  que  deben  ser  llama- 
dos al  desempeño  de  ésta  como  de  todas  las  funciones; 
pero  detrás  de  esa  interrogación  existe  una  inmensa 
duda,  y  á  favor  de  esa  duda,  y  como  consecuencia  que 
de  ella  se  desprende,  se  han  legitimado  todas  las  tira- 
nías y  todas  las  arbitrariedades  que  registra  la  histo- 
ria de  la  humanidad.  Porque  no  hay  nadie  que  aspire' 
al  Gobierno  por  un  medio  ó  por  otro,  que  no  atribuya 
á  su  personalidad,  y  á  los  que  le  siguen  y  acompañan, 
esa  condición;  cond&ción  que  no  puede  ser  estimada  y 
que  en  su  misma  vaguedad  encierra  los  mayores  pe- 
ligros. 

¿Quién  debe  juzgar — preguntan  de  igual  manera: 
— un  Juez  idóneo  ó  un  Tribunal  de  ignorantes?  Tras 
de  ese  argumento  se  escudan,  no  sólo  los  que  combaten 
la  composición  que  nosotros  preferimos  para  el  Jurado, 
sino  los  que  combaten  al  Jurado  mismo.  Para  desem- 
peñar las  funciones  sociales  hacen  falta,  sin  género  al- 
guno de  duda,  hombres  capaces;  pero  ¿cómo  se  deter- 
mina esa  capacidad?  Este  es  el  problema. 

Los  que  sostienen  para  resolverlo  el  principio  fun- 
damental del  sistema  de  las  categorías  son  los  partida- 
rios de  todo  privilegio;  los  que  afirman  que  el  antiguo 
régimen  es  preferible  al  régimen  establecido  por  el  de- 
recho moderno;  los  que  sostienen  frente  al  derecho  de 
la  Nación  á  gobernarse  á  sí  misma,  el  derecho  del  Mo- 
narca 6  el  derecho  de  la  aristocracia  de  regir  sus  desti- 
nos; esos  son  los  que  hoy,  deduciendo  de  aquellos  prin- 
cipios las  últimas  consecuencias,  pretenden  aún  mante- 
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ner  los  postreros  vestigios  de  su  sistema,  y  combateír 
los  últimos  adelantos  que  realizan  los  principios  de  la 
revolución  social  y  política  que  ha  transformado  al 
mundo. 

Los  hombres  capaces  para  desempeñar  las  funciones* 
del  Gobierno,  decimos  nosotros  contestando  á  aque- 
llas preguntas,  no  son  los  que  se  juzgan  á  sí  mismos  en 
]iosesión  de  esa  capacidad,  sino  los  elegidos  del  País; 
los  elegidos  del  País  á  quien  debe  en  último  término 
encomendarse  la  facultad  de  que  los  designe  y  los  se- 
ñale, y  que  los  designe  y  los  señale,  porque  como  acre- 
dita una  experiencia  corta  pero  admirable  por  sus  re- 
íiultados,  los  así  elegidos  son  generalmente  los  más 
dignos,  los  más  aptos,  los  más  capaces. 

Para  juzgar,  los  capaces  serán  los  designados  por  la 
suerte  de  entre  cuantos  tengan  las  condiciones  que 
nosotros  apetecemos,  y  á  esto  responden  los  partidarios 
del  sistema  de  las  categorías:  «No,  esos  no  deben  serlo; 
deben  ser  hombres  de  mayor  cultura. » 

¿Qué  ciJtura  es  la  necesaria  para  desempeñar  esta 
función?  Contestando  el  Sr.  Maura  en  el  Congreso  ai 
Sr.  López  Fernández,  partidario  del  sistema  de  las 
ííategorías,  exclamaba:  «¿No  advierte  S.  S.  que  cae  en 
este  otro  inconveniente:  ó  eleva  mucho  las  categorías, 
en  cuyo  caso  corre  evidente  peligro  de  dejar  fuera  á  los 
más  aptos,  á  los  mejores,  ó  las  baja  tanto  que  no  sea 
sino  una  irrisión  la  garantía  de  las  categorías  legales? 
S.  8.  establece  una  larga  serie  de  categorías  intelectua- 
les y  científicas,  y  llega  al  censo;  y  en  el  censo  esta- 
blece tipos  bastante  altos,  pero  no  tanto  que  no  se  pue- 
da presentar,  como  vemos  todos  los  días,  quien  pague 
esa  contribución  y  no  sea  notoriamente  inepto  para 
jurado.  Y  en  la  imposibilidad  de  resolver  este  conflicto 
(Teando  una  oligarquía  odiosa  y  haciendo  un  jurado 
puramente  de  clase,  elevando  tanto  los  tipos  fijados  en 
la  ley,  que  se  dé  el  caso  de  que  los  más  aptos  queden 
fuera,  ó  rebajando  tanto  la  categoría  legal  que  la  catego- 
ría no  sirva  para  nada,  hay  que  apelar  á  la  selección. » 
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Esta  la  es  la  mejor  réplica  que  puede  darse  á  los 
qae  piden  mayor  cultura  en  los  jurados,  en  los  capa- 
ces para  desempeñar  la  función  de  jurados. 

jQué  cultura  exige  el  sufragio?  ¿Dónde  ponemos 
el  límite  de  esa  cultura?  ¿Hasta  dónde  ha  de  llegar? 
¿Cuál  es  bastante?  Cuestiones  son  todas  éstas  de  impo- 
sible resolución  dentro  de  un  criterio  de  justicia.  Era 
fácil  abrir  las  puertas  á  lo  convencional  y  arbitrario,  y 
nosotros  hemos  querido  alejar  por  completo  lo  arbitra- 
rio y  lo  convencional  de  la  constitución  del  Jurado. 
Por  eso  no  hemos  aceptado  el  sistema  de  las  catego- 
rías; por  eso  rechazamos  esa  clasificación  de  capaci- 
dades presuntas  y  capacidades  probadas  á  que  son  tan 
aficionados  los  partidarios  de  aquel  sistema,  que  des- 
pués de  haberla  establecido  proceden  con  una  falta 
grandísima  de  lógica  en  su  aplicación  y  llegan  á  los  ex- 
tremos más  vituperables. 

Así  vemos  que  en  Italia,  por  ejemplo,  donde  á  los 
artistas,  veterinarios  y  banqueros  se  concede  la  capa- 
cidad necesaria  para  formar  parte  del  Jurado,  se  han 
discutido  los  puntos  relativos  á  esa  concesión,  y  se  ha 
dicho  que  ni  los  banqueros,  ni  los  veterinarios,  ni  los 
artistas,  eran  capaces.  Y  los  artistas,  ¿por  qué?  jEsos 
hombres  ilustres,  que  han  hecho  inmortal  su  fama  con 
la  creación  de  una  obra  admirable  y  portentosa,  en  la 
composición  de  obras  musicales,  en  la  pintura,  no  son 
capaces  de  formar  parte  de  un  Jurado!  ¿Por  qué  moti- 
vo? Los  partidarios  del  sistema  de  las  categorías  los  re- 
chazan, justificando  su  exclusión  con  razones  especio- 
sas, pero  no  diciendo  en  realidad  nada  que  siquiera 
valga  la  pena  de  contestarse. 

Tino  de  ellos,  uno  de  estos  partidarios  sostiene,  que 
tampoco  debe  atribuirse  la  capacidad  de  que  habla- 
mos á  los  autores  de  obras  literarias,  por  el  hecho  ex- 
clusivamente de  serlo;  y  sin  embargo,  ¿quién  duda 
que  la  confección  de  una  obra  literaria  por  modesta 
que  sea,  por  escasa  inspiración  que  revele,  por  conta- 
dos y  especiales  conocimientos  que  represente,  no  acre- 
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dita  á  su  autor  con  mayores  condiciones  quizá  que  mu- 
chos de  los  que  se  envanecen  con  la  posesión  de  un  tí- 
tulo académico  y  que  merced  á  él  toman  puesto  en  la 
Magistratura  ó  en  los  bancos  de  un  Tribunal? 

El  sistema  que  nosotros  hemos  defendido  y  que  con- 
sagra  la  ley  española,  es  un  sistema  racional,  es  un 
sistema  sujeto  á  reglas  fijas,  en  el  cual  el  error  (lógi- 
camente al  menos)  no  es  probable.  El  sistema  de  las 
categorías  con  sus  capacidades  presuntas  y  sus  capaci- 
dades probadas,  es  un  sistema  que  acabaría  con  el 
Jurado. 


XLYI 

« 

Deduciendo  de  él  los  conservadores  españolea  todas 
las  consecuencias  á  que  ese  sistema  se  presta,  sostuvie- 
ron en  el  debate  de  esta  ley,  que  el  Jurado  se  compu- 
siera exclusivamente  de  Abogados.  Después  de  todo, 
eso  es  lo  más  lógico,  porque  si  se  considera  que  un  ar- 
tista es  incapaz  para  sentarse  en  el  banco  de  los  Jue- 
ces y  que  lo  es  también  un  autor  de  obras  literarivis, 
sólo  por  serlo;  si  se  busca  en  la  cultura  aquella  espe- 
cialidad que  puede  contribuir  mejor  á  la  aplicación  de 
las  leyes  y  si  se  entiende  que  los  jurados  han  de  ver- 
se en  el  caso  de  demostrar  ó  revelar  de  algtma  mane- 
ra esta  capacidad,  ¿quiénes  mejor  que  los  Abogados 
podrán  desempeñar  esa  función? 

Pero  hay  más:  detrás  de  los  que  sostienen  que  Io« 
Abogados  son  los  únicos  aptos,  los  únicos  que  tienen 
capacidad  probada  para  ser  jurados,  viene  la  escuela  de 
criminalistas  y  antropólogos  que  juzga  á  todos  los  de- 
lincuentes enfermos  y  para  la  que  todo  delito  es  un 
acto  de  locura  ó  poco  menos,  y  esa  escuela,  con  la  mis- 
ma razón,  con  igual  lógica,  reclama  y  exige  que  en  el 
banco  de  los  jurados  sólo  se  sienten  los  Médicos  y  los 
Doctores  en  ciencias  naturales;  aquellos  hombres  que, 
por  sus  estudios  antropológicos  y  fisiológicos,  pueden 
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decidir  y  resolver  en  cada  caso  si  el  hecho  de  que  se 
trata  ha  sido  la  manifestación  de  una  voluntad  extra- 
viada 6  perturbada,  si  ha  sido  efecto  de  una  enferme- 
dad, si  ha  sido  la  obra  de  un  loco  6  de  un  demente. 


XLVn 

Este  es  el  sistema  de  las  categorías  que,  á  pesar  de 
BUS  defectos,  es  más  racional  y  más  lógico  que  el  siste- 
ma del  censo;  porque  el  título  académico,  base  del  sis- 
tema de  las  categorías,  atestigua  y  acredita  sin  género 
alguno  de  duda  una  cultura  y  una  iuteligencia  más  des- 
arrollada que  la  que  pueae  suponerse  en  el  común 
de  las  gentes,  en  la  generalidad  de  los  ciudadanos,  pero 
no  supone  ni  más  moralidad  ni  más  independencia.  Y 
el  censo,  ¿qué  es  lo  que  acredita? 

No  acredita  nada.  El  hecho  de  pagar  determinada 
cantidad  de  contribución  no  demuestra  de  una  manera 
evidente  que  el  que  la  pague  tenga  cualidad  alguna  ni 
mucho  menos  una  relevante  cualidad  intelectual. 

A  lo  sumo  podemos  conceder  que  la  suponga;  pero 
esta  suposición  se  ve  desmentida  en  muchos  casos  por 
la  realidad  que  demuestra  que  hay  gran  número  de  con- 
tribuyentes que  son  de  todo  punto  ignorantes  ó  inca- 
paces, definida  la  ignorancia  y  la  incapacidad  como 
quieren  que  se  haga  los  adversarios  del  Jurado. 

El  censo  no  atestigua  mayor  ciJtura;  la  supone  úni- 
eamente.  Porque  como  dicen  algunos  partidarios  de  él, 
el  que  paga  determiuada  cantidad  lo  hace,  ó  por  bienes 
que  ha  adquirido  de  sus  parientes,  ó  por  bienes  de  que 
él  por  su  propio  esfuerzo  ha  conseguido  hacerse  dueño. 

En  el  primer  caso  hace  suponer  que,  siendo  hijo  de 
una  familia  acomodada,  habrá  recibido  determinada  ins- 
trucción general;  y  en  el  segimdo  es  de  suponer  que 
siendo  una  persona  capaz  de  haberse  hecho  una  fortu- 
na tenga  ciertas  condiciones  y  medios  de  cultura  que 
Tan  generalmente  unidos  á  estas  prosperidades  econó- 
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micas.  Tanto  en  uno  como  en  otro  caso  debe  suponerse 
que  el  hombre  que  paga  determinado  cenfio  ó  tiene 
cierta  propiedad,  es  un  hombre  culto  é  instruido. 

No  negamos  la  fuerza  que  tiene  este  argumento,  ai 
que,  en  efecto,  la  posesión  de  la  riqueza  deje  de  supo- 
ner cultura  en  la  mayor  parte  de  los  casos;  pero  volve- 
mos constantemente  á  la  cuestión  en  la  forma  en  que  la 
hemos  planteado.  ¿Es  que  esa  cultura  se  necesita  para 
desempeñar  el  cargo  de  jurado?  ^;Es  que  las  condiciones 
en  que  se  ha  de  ejercer  esta  función  reclaman  en  el  que 
la  desempeñe  que  tenga  esa  cultura,  que  conozca  loa 
clásicos,  que  haya  estudiado  matemáticas,  que  sepa  la- 
tín ó  griego  ó  que  haya  seguido  un  curso  de  filosofía? 


XLVm 

Sostienen  algunos  el  sistema  del  censo,  por  tenerlo 
establecido  Inglaterra,  por  el  respeto  merecido  ain  duda 
que  inspiran  las  leyes  inglesas  y  las  instituciones  de 
aquel  país,  cuna  de  las  libertades  políticas  y  civiles. 

A  nosotros  desde  luego  nos  parece  muy  digna  de  es- 
timarse esta  consideración;  pero  no  decisiva,  tanto  más 
cuanto  que  hay  algunos  tratadistas  que  suponen  que 
el  requisito  del  censo  para  ser  jurado  entro  los  ingle- 
ses, no  se  ha  establecido  como  presunción  de  capacidadf 
sino  como  medio  de  sostener  los  gastos  indispensables 
de  la  vida  mientras  se  desempeña  esa  función,  ya  que 
su  desempeño  es  gratuito.  Si  esto  fuera  cierto,  nosotros 
creemos  que  podía  haber  en  las  leyes  otro  medio  de 
atender  á  esa  necesidad  sin  acudir  al  censo,  sin  esta- 
blecer el  principio  del  censo;  y  en  este  punto  ejxtende- 
mos  también  que  la  ley  española  ha  dado,  como  vere- 
mos al  examinarla  más  detenidamente,  una  solución 
acertada. 
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XLIX 

Por  último,  se  dice  que  los  que  tienen  alguna  pro- 
piedad y  pagan  por  ella  determinado  censo,  han  de  te- 
ner más  amor  al  orden,  más  respeto  á  la  ley,  más  deseo 
de  paz,  de  tranquilidad  y  de  justicia,  que  los  que  nada 
tienen  y  nada  pagan.  Tampoco  negamos  el  fundamento 
de  esta  opinión. 

Nótese  que  nosotros  recogemos  y  aceptamos  todo  lo 
que  nos  parece  razonable,  y  procuramos  deducir  de 
oada  opioión  los  elementos  sanos  que  contiene  y  que 
deben  aprovecharse  para  formar  un  juicio  completo  y 
exacto  de  las  cosas;  porque  sostenemos  que  en  la  mayor 
parte  de  esas  opiniones  y  teorías  hay  siempre  alguna 
indicación  útil  y  algún  fundamento  que  debe  tomarse 
en  cuenta  y  en  seria  consideración.  Lo  que  no  hacemos 
es  deferir  de  una  manera  exclusiva,  intransigente  á 
ninguna  de  las  teorías  que  vamos  exponiendo;  lo  que 
no  hacemos  es  atribuir  á  ninguna  de  ellas  valor  deci- 
sivo para  resolver  el  problema.  Todas  deben  apreciarse, 
pero  no  debemos  atender  á*  ninguna  por  sí  sola. 

Así,  en  el  caso  que  ahora  estamos  examinando, 
observaremos  que,  con  efecto,  la  posesión  de  cierta 
propiedad,  de  alguna  propiedad,  hace  al  hombre  más 
afecto  al  orden  de  cosas,  al  sistema  de  instituciones  que 
Bon  garantía  y  salvaguardia  de  su  propiedad  misma,  y 
que  en  este  sentido  son  para  él  medios  de  vida;  pero 
este  afecto  y  esta  disposición  de  ánimo,  que  creemos 
existe  en  la  generalidad  de  los  ciudadanos,  la  busca- 
mos nosotros  en  otras  condiciones  también  que  se  pue- 
den equiparar,  bajo  el  punto  de  vista  de  ese  efecto,  á 
la  posesión  de  una  propiedad  ó  al  goce  de  cierta  renta. 
íf o  en  otro  principio  nos  hemos  fundado  al  pretender 
<jue  los  jurados  tengan  la  cualidad  de  cabezas  de  fami- 
lia, y  puedan  acreditar  determinada  residencia  en  un 
término  municipal;  porque  creemos  que  los  que  reúnen 
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estas  condiciones,  evicleutemení€  en  la  mayoría  de  lo5 
casos,  han  de  sentir  esa  inclinación  y  han  de  verse  do- 
minados por  eee  afecto  á  conservar  las  leyes  y  lasins 
tituciones,  que  es  necesario  acompañe  al  ejercicio  de  la 
función  de  jurado. 


En  cuanto  á  la  moralidad  é  independencia  que  \m 
jurados  han  de  tener,  ya  hemos  dicho  lo  bastante  al 
examinar  el  sistema  de  las  categorías.  Lo  mismo  que 
respecto  de  ellas  puede  decirse  en  este  punto  aceren 
del  sistema  del  censo.  El  hecho  de  pagar  cierta  contri- 
bución no  atribuye  ni  más,  ni  menos  moralidad;  ni  más, 
ni  menos  iu  de  pendencia.  Esta  ültinja  cualidad,  lo  he* 
moa  dicho  varias  veceSj  hay  que  buscarla  en  el  carác- 
ter moral  del  individuo,  no  en  las  condiciünes  que  de- 
terminan y  earaoteriiían  la  posición  en  que  vive. 

Cuantos  atribuyen  la  independencia  y  la  cuahdad 
de  independientes  á  los  que  poseen  vma  fortuna,  debe- 
rían pedir  el  establecimiento  de  un  Jurado  de  Cresos, 
único  que,  por  sus  condiciones,  estaría  en  esa  situa- 
ción de  plena  independencia  que  ellos  supouen  conse- 
cuencia de  la  mayor  suma  de  riqueza  posible. 

Aun  así,  en  muchas  ocasiones  habría^  bajo  cl  punto 
de  vista  de  la  independencia,  bastante  que  decir.  Ha- 
bría que  tener  en  cuenta,  además,  que  ante  un  Tribu- 
nal de  esa  especie,  es  decir,  ante  un  Tribunal  cons- 
tituido sólo  por  propietarios,  los  delitos  contra  la  pro- 
piedad serían  castigados  de  una  manera  más  energicíi 
y  severa  que  lo  que  su  propia  índole  reclama;  defecto 
que  ya  se  ha  advertido  en  la  práctica  del  Jurado  en 
muchos  países,  y  que  es  una  de  las  rasiones  que  nos  mne- 
ven  á  aconsejar  y  á  pedir  que  no  se  lleve  á  ese  Tri- 
bunal la  representación  de  una  sola  y  exclusiva  clase 
social  si  60  buscan  para  todos  los  casos,  y  de  un  Diodo 
especial  para  ese,  que  ha  de  ser  uno  de  los  más  tre* 
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cuentes,  loe  mayores  elementos  de  imparcialidad  y 
rectitud,  que  es  lo  primero  realmente  en  todo  lo  que 
fie  refiere  á  la  Administración  de  justicia. 


II 


El  sistema  del  censo  no  es  racional  en  su  fundamen- 
to; pero,  ¿lo  es  en  su  desarrollo?  Tampoco.  Desde  lue- 
go resulta  absurdo  á  primera  vista  que  el  que  pague 
100  pesetas  de  contribución  pueda  administrar  justicia 
en  Cáceres,  por  ejemplo,  y  no  la  pueda  administrar  en 
Barcelona,  No  hay  razón  alguna  que  abone  esta  dife- 
rencia. Todos  la  han  criticado  y  nosotros  nos  limita- 
mos á  entregarla  al  juicio  del  lector  discreto. 

Pero  aun  hay  más;  dado  el  principio  en  que  se  fun- 
dan el  sistema  de  las  categorías  y  su  degradación,  que 
tfl  el  sistema  del  censo,  la  escala  que  generalmente  es- 
tablecen las  leyes  y  que  ha  adoptado  ese  sistema  para 
conferir  la  capacidad  á  los  qne  pagan  determinada  con- 
tribución, debiera  haberle  adoptado  á  la  inversa  de 
como  se  ha  establecido.  Un  ejemplo  hará  más  claro 
nuestro  argumento  en  este  punto.  El  que  paga  en  Ma- 
drid 100  pesetas  de  contribución  al  aBo,  tiene,  por  las 
condiciones  en  qne  vive  y  por  las  condiciones  de  la  po- 
blación en  que  reside j  más  medios  de  instruirse  y  de 
instruir  á  sus  hijos,  que  el  que  paga  en  una  aldea  200 
ó  300.  Parece,  pues,  natural  y  lógico,  si  ha  de  esta- 
blecerse una  escala  gradual,  que  ésta  lo  sea  en  pro- 
porción inversa  á  la  densidad  é  importancia  de  la  po- 
blación donde  se  habita. 

Esto  es  de  sentido  común;  y  si  lo  que  se  trata  por 
medio  del  censo  es  descubrir  una  fórmula  que  revele  la 
capacidad  presunta,  las  cosas  han  debido  ordenarse  de 
uniy  distinta  manera  a  como  se  han  ordenado.  Extra- 
ñamos mucho  que  los  jurarlistas  insignes  qne  en  Italia 
y  en  España  sostienen  como  base  de  la  constitución  de 
este  Tribunal  el  censo^  no  hayan  redexionado  un  poco 
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acerca  de  este  pormenor  y  no  ñe  hayan  convencido  de 
que  su  escala  gradual  no  tiene  base  alguna;  y  no  tiene 
base,  sobre  todo  en  aquello  que  más  íntimamente  se  re- 
laciona con  la  naturaleza  y  manera  de  ser  de  esta  fun- 
ción social.  Para  tenerla;  para  responder  é  la  realidad; 
para  no  significar  una  nueva  contradicción,  en  el  teji- 
do de  las  que  constituyen  todo  este  sistema,  esa  escala 
debiera  establecer,  por  ejemplo,  que  en  Madrid  fuese 
jurado  el  que  paga  100  pesetas  de  contribución  al  año, 
y  en  un  pueblo  de  provincia  ó  en  una  aldea  el  que 
paga  200  ó  300.  Una  regla  así,  podría  explicarse  por 
los  principios  en  que  se  funda  el  sistema  de  las  catego- 
rías. La  regla  que  en  este  punto  adoptaba  el  proyecto 
del  Sr.  Eomero  Girón  |(véaae  el  núm.  7.*>  del  art.  4.^ 
del  mismo)  era  iucxplicable. 

Todo  esto  prueba  que  falta  fundamento  serio  al  prin- 
<3Ípio  en  que  se  apoyan  los  partidarios  del  sistema 
de  las  categorías,  y  prueba^  sobre  todo,  que  se  han  de- 
jado guiar  por  las  inspiracioues  de  las  teorías  conser- 
vadoras que  atribuyen  al  censo  virtudes  y  ventajas  que 
no  reporta,  sin  discutirlas  ni  examinarlas  detenidamen- 
te, y  sin  ver  en  la  medida  y  en  el  grado  que  eran  apli- 
eables  al  problema  que  ahora  se  discute. 


LH 

Hay,  por  último,  una  consideración  que  tener  en 
cuenta  para  desechar  en  absoluto  el  sistema  del  eenm*; 
y  esa  consideración  la  podríamos  exponer  reforzada 
con  datos  estadísticos  suficientes  a  demostrar  su  evi- 
dencia, si  nuestras  estadísticas  ftieran  completas.  Em 
preciso  para  ello  que  nos  suministraran  un  estado  exac- 
to de  los  contribuyentes  que  saben  leer  y  escribir,  y 
de  los  contribuyentes  que  no  saben  leer  y  escribir^  así 
como  de  los  que,  sabiendo  leer  y  escribir^  no  pagan  con- 
tribución alguna,  llesultaría  del  examen  comparado  de 
las  cifras  que  arrojarau  esos  cuadros  estadísticos,  que 
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buena  parto  de  los  contribuyentes,  sobre  todo  de  los 
contribuyentes  por  cierta  cantidad,  saben  leer  y  est^ri- 
bir  y  son  cabezas  de  familia,  y  en  este  concepto  for- 
man parte  del  Tribunal  del  Jurado;  que  la  mayor  parte 
de  los  contribuyentes  que  no  saben  leer  y  escribir,  por 
ignorarlo,  no  han  de  formar  parte  de  él,  y  esos  son  pre- 
cisamente los  contribuyentes  por  menor  cantidad,  por 
una  cantidad  que  sería  en  todo  caso  inferior  á  la  seña- 
lada como  censo,  en  el  supuesto  de  que  hubiese  preva- 
lecido la  solución  que  sostienen  los  paitidarios  del  sis- 
tema de  las  categorías,  y  por  último,  que  de  los  no  con- 
tribuyentes que  saben  leer  y  escribir,  y  son  é  la  vez 
cabeza  de  familia,  la  generalidad,  si  no  todos,  pertene- 
cen á  alguna  de  las  varias  categorías  que  se  establecen 
como  capacidades  de  la  ley. 

De  todo  lo  cual  resulta,  viniendo  al  examen  indivi- 
dual y  colectivo  de  la  masa  de  los  ciudadanos  que  han 
de  formar  parte  del  Jurado,  que  habría  poca  diferencia 
entre  los  que  hubieran  de  formarle  con  arreglo  á  nues- 
tro sistema,  y  los  que  hubieran  de  constituirlo  con  aire- 
glo  al  sistema  sostenido  por  nuestros  adversarios;  fie 
donde  se  desprende  que,  siendo  preferible  y  más  racio- 
nal el  principio  que  nosotros  adoptamos,  y  siendo  sus 
consecuencias,  salvo  muy  contados  casos,  análogas  á  las 
que  se  producirían  de  adoptarse  un  sií^tema  opuesto,  no 
hay  motivo  alguno  para  sostener  con  un  empeño  tan 
decidido  como  el  que  han  mostrado  en  esto  los  conser- 
vadores, que  la  adopción  de  nuestro  sistema  podía  pro- 
ducir consecuencias  desastrosas j  que  no  hubieran  de 
t^urgir  de  la  adopción  del  sistema  contrario.  En  una  pa* 
labra,  que  con  uno  tí  otro  sistema,  los  que  han  de  ve- 
nir á  formar  parte  del  Jurado  han  de  ser  casi  siempre 
los  mismos;  notándose  como  ventaja  del  sistema  que 
üosotros  defendemos,  que  ofrece  menos  casos  de  excep- 
ción que  otro  sistema  cualquieraj  y  que  además  en  su 
base  es  más  conforme  con  los  principios  que  la  lógica 
dicta  y  la  sana  razón  aconseja^  así  como  con  los  prin- 
cipios que  infQrm^[i  todo  el  Derecho  público  moderno. 
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No  creemos  necesario  decir  nada  más  en  justificación 
de  los  principios  que  defendemos  y  en  contestación  á 
la  defensa  que  se  hace  de  lo»  principios  contrarios;  y 
vamos  á  examinar,  una  por  una,  las  diversas  condicio- 
nes que  exige  el  art.  9.^  para  desempeñar  el  cargo  de 
jurado,  á  ñn  de  ver  si  ese  artículo  responde  en  absolQ- 
to  al  concepto  que  hemos  expuesto,  haciendo,  respecto 
de  cada  una  de  las  condiciones  que  el  mismo  marca  y 
establece,  las  observaciones  necesarias  para  su  mejor 
inteligencia  y  cumplimiento. 

En  cuanto  á  la  edad  que  deben  tener  los  que  desera- 
peñan  el  cargo  de  jurados,  hay  en  la  legislación  de  los 
pueblos  en  que  existe  esta  especie  de  Tribunales,  tres 
tipos;  el  de  aquellas  que  reconocen  esa  capacidad  á  los 
veintiún  años,  el  de  las  que  la  fijan  á  los  veinticinco  y 
el  de  las  que,  por  último,  exigen  treinta  años  como  cir- 
cunstancia indispensable  para  sentarse  en  un  Tribunal 
de  Jurado. 

Al  primer  grupo  pertenecen  Inglaterra  y  los  Estados 
Unidos;  al  segundo  Italia,  Grecia  y  Kuflia,  y  al  tercero 
Francia,  Bélgica,  Alemania,  Austria  y  España.  Nues- 
tra legislación  ha  seguido,  pues,  en  este  punto  el  pare- 
cer de  la  mayoría;  y  aun  cuando  la  base  que  estamos 
examinando  ha  sido  combatida,  no  recordamos  que  se 
hayan  expuesto  en  contra  suya  consideraciones  verda- 
deramente valederas  y  dignas  de  ser  tomadas  en  cuen- 
ta. Examinaremos  las  que  se  han  formulado. 


LIV 

Se  censura,  desde  luego^  que  existiendo  en  la  legis- 
lación varios  conceptos  por  los  cuales  se  determina  la 
capacidad,  no  se  adopte  un  criterio  uniforme  para  re- 
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solver  que  el  hombre  es  capaz  de  realizar  todos  los 
fines  individuales  y  sociales  á  una  edad  determinada. 
Así  sucede,  por  ejemplo,  que  hasta  los  dieciocho  años 
no  es  el  hombre  plenamente  responsable  de  sus  actos 
bajo  el  punto  de  vista  de  la  criminalidad  de  los  mis- 
mos, puesto  que  la  ley  penal  establece  que  de  los  nue- 
ve á  los  quince  lo  sea  sólo  en  el  caso  excepcional  de 
que  el  Tribunal  declare  que  ha  obrado  con  discerni- 
miento; y  que  de  los  quince  á  los  dieciocho  sea  respon- 
sable siempre,  pero  con  responsabilidad  atenuada,  dis- 
minuida, porque  cuando  no  ha  cumplido  los  dieciocho 
años  se  establece  que,  por  esta  sola  circunstancia,  se 
estime  en  su  favor  una  atenuante.  Pasados  los  diecio- 
cho años  ya  es  responsable  en  toda  la  plenitud  y  trans- 
cendencia que  puede  atribuirse  á  la  responsabilidad 
criminal. 

Se  ha  establecido  en  la  ley  penal  esta  progresión  te- 
niendo en  cuenta  el  grado  de  desarrollo  que,  á  medida 
que  avanza  en  su  edad,  va  adquiriendo  el  hombre  en 
punto  á  su  inteligencia  y  á  su  sentido  moral;  inteli- 
gencia y  sentido  moral  que  se  desarrollan  y  perfeccio- 
nan en  las  vicisitudes  de  la  vida,  con  el  aprendizaje 
que  esa  misma  vida  suministra,  con  el  estudio  y  el  tra- 
bajo y  con  el  trato  de  nuestros  semejantes. 

La  capacidad  civil  plena  ha  sido  entre  nosotros  re- 
conocida hasta  ahora  á  la  edad  de  veinticinco  años;  des- 
de la  publicación  del  Código  civil  que  en  estos  momen- 
tos está  dando  á  luz  el  periódico  oficial,  se  entenderá 
que  el  hombre  es  civilmente  capaz  á  los  veintitrés. 

El  Código  de  Comercio  atribuye  la  capacidad  nece- 
saria para  intervenir  en  los  negocios  mercantiles  á  los 
veinte  años;  y  una  ley  especial  señala  los  veintiuno 
como  edad  que  ha  de  exigirse  en  los  que  aspiran  al  ma- 
gisterio y  se  presentan  á  optar  á  una  Cátedra,  median- 
te los  ejercicios  de  oposición  anunciados  para  proveerla. 
La  capacidad  para  los  destinos  públicos  es  varia;  á  los 
que  desempeñan  los  empleos  más  modestos  de  la  Admi- 
nistración no  se  les  exigen  más  que  dieciséis  años;  y  en 
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cambio  para  el  ejercdcio  de  cargos  de  elecseión  popiilar 
se  pídcj  por  regla  general,  veinticmco  años,  que  es  la 
edad  mi^ma  establecida  para  deserapeilax  toda  ñineión 
política;  como  la  de  veintiuno  es  la  que  han  de  tener 
los  que  ejerzan  determinadas  profesiones,  por  ejemplo, 
la  de  Abogado. 

Desde  luego  creemos  nosotros  que  esto  podría  uni- 
formarse algún  tanto,  si  bien  no  admitimos  que  puedmu 
sujetarse  todas  estas  tUversas  eoudieiones  de  capacidad 
aun  solo  patríjn;  porque^  en  nuestro  juicio,  la  respon- 
sabilidad penal,  la  responsabilidad  civil,  por  ejemplo, 
Bon  tan  varias  en  su  esencia  y  en  sus  manifestíiciones^ 
que  sería  verdaderamente  torpe  y  equivocado  sujetarlas 
á  la  misma  regla;  pero  dentro  de  la  capacidad  civilj  por 
ejemplo,  no  comprendemos  que  motivos  haya  para  que 
un  hombre  no  sea  capaz  civilmente  hasta  los  veintitiéB 
anos,  y  en  el  Derecho  mercantil  y  con  arreglo  al  C6di- 
go  de  Comercio,  lo  sea  á  los  veinte. 

Repetimos,  pues,  que  en  esto  algo  podría  hacerse  que 
uniformara,  metodizara  y  regularizara  las  condiciones 
generales  de  la  capacidad. 


Ahora  bien;  no  creemos  que  nunca  este  método  y  esta 
regnlarización  se  lleven  al  extremo  de  desconocer  lo» 
distintos  ñnes  de  la  vida  y  la  diversidad  fundamenta! 
que  caracteriza  varias  profesiones  á  que  el  hombre  pue* 
de  consagrarse,  así  como  las  diferentes  eeferaa  d© 
acción  en  que  se  mueve,  que  le  exigen  también  varie- 
dad de  aptitudes;  pues  un  hombre  que  e-s  apto,  por 
ejemplo,  para  el  servicio  de  las  armas  á  los  veinte  año«^ 
porque  tiene  á  esa  edad  todo  el  desarrollo  físico  é  in- 
telectual que  se  reclama  para  realizar  de  una  manera 
adecuada  y  perfecta  esta  funeiónj  no  lo  es,  por  el  solo  he- 
cho de  tener  los  veinte  afios,  para  ejercer  la  de  elector 
político,  que  demanda  ya  otras  circunstancias  y  cuali- 
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dades  muy  distintas  de  aquéllas,  ni  menos  contra  lo 
que  han  sostenido  los  partidarios  de  ciertas  ideas,  que 
ese  hombre  que  es  apto  para  defender  á  su  Patria  á  los 
veinte  años,  lo  sea  asimismo  cuando  ha  cumplido  esta 
edad  para  gobernarla,  ocupando  puestos  y  cargos  de 
elección  popular. 

Hay  funciones  políticas  y  sociales  que  exigen  mayor 
edad  que  otras,  y  el  que  puede  gobernar  y  adminis- 
trar sus  intereses  á  los  veintitrés  años  (y  por  eso  en  el 
Código  civil  se  establece  que  á  esa  edad  tenga  la  libre 
disposición  de  sus  facultades  en  lo  que  toca  al  Dere- 
cho civil),  no  puede  ser  Juez  hasta  los  venticinco  ó 
los  treinta  años,  y  por  eso  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial  reclama  para  desempeñar  el  cargo  de  Juez  la 
primera  de  estas  edades,  aun  después  que  la  persona 
haya  dado  pruebas  de  aptitud  especial  mediante  sus  es- 
tudios, exámenes  y  ejercicios  de  oposición;  y  por  eso  la 
ley  del  Jurado  exige  que  haya  cumplido  treinta  años 
para  formar  parte  de  este  Tribunal. 

El  ejercicio  de  las  funciones  judiciales,  la  capacidad 
judicial  es  distinta  de  todas  las  otras;  y  el  que  la  ten- 
ga ha  de  poseer  una  madurez  para  la  apreciación  de 
las  pruebas,  una  experiencia  de  las  cosas  de  la  vida  y 
un  juicio  frío,  sereno  y  razonador  que  hace  indispensa- 
ble un  conocimiento  del  mundo  y  de  la  vida,  que  no  se 
tiene  generalmente  antes  de  los  treinta  años. 

Todas  las  razones  de  analogía,  todas  las  razones  de 
simetría  invocadas  por  los  que  han  combatido  esta  base 
de  nuestra  ley,  caen  al  suelo  ante  esa  consideración 
que  es,  á  nuestro  juicio,  decisiva. 

Para  ser  Juez  de  hecho,  basta  una  inteligencia  des- 
arrollada en  los  términos  que  hemos  expuesto  en  el 
comentario  á  este  mismo  artículo  con  sobrada  exten- 
sión; pero  es  indudable  que  las  personas  que  hayan  de 
desempeñar  este  cargo,  deben  haber  llegado  á  esa  épo- 
ca de  la  vida,  en  la  cual,  por  la  experiencia  adquirida^ 
por  las  vicisitudes  que  el  hombre  ha  suMdo,  por  su 
trato  constante  con  los  demás,  tiene  aptitud  y  capa- 
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ciclad  para  apreciar  los  hechos  serena  y  exactamente, 
como  antes  de  esa  época,  sin  género  alguno  de  duda, 
no  las  tiene. 

Además,  sólo  á  esa  edad,  ya  madnra,  tiene  el  hom- 
bre aquella  respetabilidad  indispensable  á  los  que  han 
de  ejercer  ante  sus  conciudadanos  una  función  tan 
alta,  en  la  que  han  de  tener  autoridad  para  imponerles 
su  voluntad,  y  para  que  sus  opiniones  tengau  el  pres- 
tigio moral  que  debe  acompañar  siempre  á  los  juicios 
de  los  Tribunales. 

Un  Tribunal  en  que  la  suerte  podría  hacer  muy  bien 
que  figurara  una  mayoría  de  jóvenes  de  veintiuno  ó  de 
veintidós  años,  carecería  de  esa  autoridad  moral,  de  ese 
prestigio;  y  un  Tribunal  en  el  que  todos  sus  individuos 
han  de  pasar  seguramente  de  la  edad  de  treinta  años,  ee 
un  Tribunal,  por  este  solo  hecho,  respetable  y  digno 
de  consideración. 


LVI 

El  artículo  que  estamos  comentando  exige  que  el 
jurado  sea  mayor  de  treinta  años:  ¿en  qué  día  debe  ha- 
berse cumplido  esta  edad?  En  Francia  se  exige  que  se 
tenga  por  lo  menos  el  día  en  que  se  toma  asiento  en  el 
Tribunal;  y  este  es  un  punto  que  aquí,  como  allí,  fijará 
la  jurisprudencia.  Nosotros  creemos  que  debiendo  qiie- 
dar,  con  arreglo  á  la  base  5.*  del  art.  33,  ultimadas  las 
listas  definitivas  antes  del  día  1.^  de  Agosto  de  cada 
afio,  el  que  haya  de  estar  inscrito  en  ellas  deberá  haber 
cumplido  esa  edad  antes  de  dicho  día.  En  este  punto 
opinan  como  nosotros  algunos  de  los  varios  comentaris- 
tas de  la  ley  actual. 

Creemos,  además,  que  al  formarse  las  Ustas  de  jura- 
dos debe  tenerse  en  cuenta  esa  circuRstancia,  á  fin  de 
ue  resulten  incluidos  en  ellas  los  que  en  la  indicada 
^eeha  la  hayan  de  cumplir. 


?. 


Digitized  by 


Googk 


TÍT.  I— CAP.  in— ART.  9.0.  363 


LVII 


En  cuanto  al  segundo  número  del  art.  9. o,  nada  te- 
nemos que  advertir.  Es  natural  que  los  que  hayan  de 
ser  Jueces  estén  en  el  pleno  goce  de  sus  derechos  civi- 
les y  políticos,  tanto  más,  cuanto  que  cualquier  incapa- 
cidad que  sufran  á  la  edad  de  treinta  años,  representa- 
rá, ó  una  falta  de  capacidad  producida  por  una  imper- 
fección física,  ó  una  falta  de  capacidad  producto  de  una 
condena. 

En  este  período  de  la  vida  sólo  pueden  ser  incapa- 
ces aquellos  que  lo  sean  física  ó  intelectualmente,  aque- 
llos que,  declarados  pródigos  por  los  Tribunales,  no 
tengan  la  libre  administración  de  sus  bienes,  ó  los  que 
sufran  las  consecuencias  de  una  condena  recaída  en 
causa  criminal;  y  no  era  posible  de  modo  alguno  admi- 
tir que  ninguna  persona  que  se  encuentre  en  esas 
condiciones,  pueda  tener  ni  ejercer  autoridad  para  juz- 
gar á  sus  demás  conciudadanos. 

Lvm 

Para  ser  jurado  se  requiere,  conforme  al  núra.  3.^  del 
art.  9.^,  saber  leer  y  escribir.  La  ley  no  dice  cómo  se 
ha  de  acreditar  esta  cualidad,  y  reconocemos  desde 
luego  que  este  es  un  vacío  de  la  ley.  ¿Bastará  la  decla- 
ración del  interesado?  ¿Bastará  la  declaración  que  se 
hace  en  el  empadronamiento  anual  de  los  municipios, 
ó  en  el  empadronamiento  decenal  del  Instituto  Geo- 
gráfico y  Estadístico?  Nosotros  creemos  que  sí;  pero 
puede  ocurrir  muy  bien  que  estas  declaraciones  no 
sean  exactas,  y  en  el  caso  dé  que  se  susciten  sobre 
ellas  dudas  de  alguna  especie  ó  controversias  de  algún 
género,  ¿cómo  y  en  qué  forma  habrán  de  alegarse  las 
pruebas  necesarias  para  demostrar  que  la  persona  de 
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que  se  trate  tiene  esta  condición  ó  carece  de  ella?  nos- 
otros creemos  que  este  caso  debe  considerarse  incluido 
en  las  disposiciones  del  capítulo  4,^,  y  la  prueba  á  que 
debe  dar  lugar  se  practicará  conforme  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  20  y  siguientes  del  mismo  capítulo. 

Pero  ¿en  qué  ha  de  consistir  la  prueba  de  que  una 
persona  sabe  leer  y  escribir  ó  que  lo  ignora?  Porque 
hay  quien  sabe  leer,  pero  sólo  lo  escrito  en  caracteres 
de  imprenta;  y  en  punto  á  escritura  hay  quien  pre- 
sume y  declara  que  sabe  escribir,  pero  en  realidad  no 
sabe  más  que  pintar  ó  dibujur  su  nombre.  Nosotros 
opinamos  que  la  ley  no  ha  querido  que  los  que  tengan 
su  instrucción  limitada  á  esto  exclusivamente,  sean  ca- 
paces para  desempeñar  el  cargo  de  jurados;  en  este 
punto  opinamos  que  debe  admitirse  la  doctrina  vigente 
en  Francia,  según  la  cual  la  ley  no  exige  al  jurado  más 
que  el  primer  grado  de  instrucción,  la  lectura  y  escri- 
tura; pero  este  primer  grado  debe  ser  completo,  de  mo- 
do que  el  ciudadano  que  no  sepa  más  que  poner  su 
nombre  ó  no  sepa  leer  más  caracteres  que  los  ímpi"esos, 
no  puede  ser  jurado.  Por  tanto,  la  prueba  que  habrá  de 
practicarse  sobre  este  extremo,  siempre  que  acerca  de 
él  existan  dudas,  siempre  que  se  plantee  la  cuestión,  ya 
para  afirmar,  ya  para  negar  que  una  persona  se  encuen- 
tra  adornada  de  estas  condiciones,  la  prueba  que  se 
practique,  decimos,  habrá  de  ser  bastan  te  á  evidenciar 
que  la  persona  de  que  se  trate  sabe  leer  impresos  y 
manuscritos,  y  sabe  escribir  al  dictado  lo  que  se  le 
indique. 

LIX 

El  núm.  4.^  del  art.  9.^  exige  para  desempeñar  el 
cargo  de  jurado,  ser  cabeza  de  familia  y  vecino  del  tér- 
mino municipal  respectivo,  con  cuatro  ó  más  años  de 
residencia. 

En  realidad,  este  número  reclama  tres  condiciones 
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que  deben  examinarse  separadamente,  aun  cuando  to- 
das han  de  concurrir  en  las  personas  que  se  conside- 
ran aptas  para  el  ejercicio  de  esta  ftmeión.  De  todas 
ellas,  á  la  que  nosotros  damos  más  importancia  es  ala 
de  que  el  jurado  sea  cabeza  de  familia.  Partimos  de  la 
ereencia,  que  ya  hemos  espresado  antes  de  ahora,  de 
que  la  verdadera  unidad  social  es  la  familia;  doctrina 
que  debe  afirmarse  oponiéndola  á  ciertas  pretensiones 
de  la  escuela  indiridualistaj  verdaderamente  anárqui- 
cas y  demoledoras,  porque  la  famüia  es  el  elemento 
confiervador  por  excelencia,  genuina  y  honradamente 
conservador,  capaz  de  dar  á  la  sociedad  el  asiento  y  la 
firmeza  que  necesita,  y  que  demandan  las  instituciones 
que  han  de  fundarse  para  el  cumplimiento  de  todos  los 
fines  humanos. 

Nosotros  en  este  punto,  iríamos  acaso  más  lejos  que 
la  ley;  iríamos  hasta  reclamar  que  el  jurado  fuese  pa- 
dre de  familia  en  el  sentido  de  no  reconocer  aptitudes 
para  desempeñar  esta  función,  sino  á  aquellos  que,  por 
haber  contraído  matrimoniOj  dan  á  su  existencia  la  res- 
petabilidad y  estabilidad  que  le  atribuye  el  hecho  de 
haber  fundado  una  de  esas  imidades  sociales. 

Somos  partidarios  de  toda  especie  de  libertades  y  de 
la  consagración  de  todos  los  derechos;  pero  creemos 
que  la  armonía  social  exige  que  estos  derechos  y  estas 
libertades  tengan  su  compensación  natural,  en  aque- 
llas condiciones  derivadas  de  la  índole  de  la  sociedad 
misma,  que  son  capaces  de  regularla  y  dirigirla;  y  en 
este  sentido,  al  lado  de  aquel  elemento  de  progreso, 
desearíamos  ver  siempre  este  elemento,  esta  con(fición, 
esta  regla  de  conservación  social. 

Los  autores  de  la  ley  de  1888  no  han  querido  ir  en 
eí^te  punto  tan  lejos,  per6  por  lo  menos  exigen  á  la  ge- 
neralidad de  los  jurados  la  condición  de  ser  cabezas  de 
familia^  debiendo  entenderse  que  lo  son  todas  las  perso- 
nas suijttris,  todos  los  que  de  una  ú  otra  manera  tienen 
la  jefatura  de  una  familia  ó  de  una  casa;  de  suerte,  que 
el  qne  cumplida  la  mayor  edad  viva  en  casa  ó  en  com- 
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paiifa  de  sus  padres,  aunque  esté  emancipado,  no  es  ca- 
beza de  familia,  y  por  consiguiente,  no  puede  conside- 
rársele capaz  para  los  efectos  de  este  artículo. 

La  circunstancia  de  ser  cabeza  de  famüia  atribuye, 
al  que  la  tiene,  condiciones  morales  indispensables,  y 
autoridad,  respetabilidad  y  experiencia;  y  esas  condi- 
ciones son  las  que  ha  querido  buscar  el  legislador;  de 
suerte  que,  combinada  esa  base  con  la  de  la  residen- 
cia, dé  por  resultado  en  los  que  hayan  de  sentarse  em 
el  banco  de  los  Jueces,  una  personalidad  capaz  do 
cumplir  la  alta  misión  que  se  le  encomienda  y  de  apa- 
recer ante  sus  conciudadanos  con  aquella  respetabiíi* 
dad  y  aquella  autoridad  que  el  buen  desempeño  de  la 
misnia  función  exige. 

Esto  podrá  parecer  á  algunos  un  tanto  vago;  nos- 
otros lo  creemos  bien  concreto  y  determinado^  tenien- 
do en  cuenta  sobre  todo  la  realidad  de  la  vida,  y  desde 
luego  nos  parece  que  hay  en  este  precepto  de  la  ley 
mayor  respeto  á  esa  realidad  misma  y  mayor  con- 
sideración de  los  datos  concretos  que  pueden  contii- 
buir  á  formarla,  que  en  aquel  precepto  de  la  ley  de 
Partida,  que  establecía  que  los  Jueces  deben  kuber  Vñr- 
güenza  de  fio  errar,  ser  apuedos  é  sesudos. 
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Al  mismo  tiempo  que  la  condición  de  ser  cabeza  de 
familia,  se  exige  á  los  que  han  de  tener  aptidud  para 
desempeñar  el  cargo  de  jurados,  vecindad  y  residencia. 
Hay  quien  opina  que  no  han  debido  reclamarse  estas 
dos  cualidades  y  que  una  de  ellas  bastaba,  Nosotros 
creemos  que  ninguna  de  las  dos  huelgan;  y  antxíS  bien, 
las  dos  son  muy  necesarias,  porque  el  que  ha  de  ser 
Juez  debe  figurar  en  el  padrón  de  vecinos  de  la  locali- 
dad, donde  es  llamado  á  ejercer  esta  ftmción;  pues  na 
está  bien  admitir  á  su  ejercicio  a  los  que  tratan  de  ex- 
cluirse del  desempeño  de  las  demás  cargas  y  obligacio* 
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nes  vecinales,  no  figurando  en  el  número  de  los  que 
las  levantan;  y  en  cuanto  á  la  residencia,  ha  debido 
reclamarse  por  dos  consideraciones  igualmente  aten- 
dibles. 

Es  la  primera  de  ellas,  que  la  residencia  durante 
cierto  tiempo  en  un  lugar  mismo,  sin  ser  un  dato  deci- 
sivo, acredita,  en  la  generalidad  de  los  casos,  hábitos 
de  orden  y  regularidad  en  la  vida,  así  como  un  arrai- 
go indudable  en  la  localidad  donde  se  reside,  no  sien- 
do por  punto  general  las  personas  de  vida  aventurera 
é  irregular  las  que  prolongan  su  estancia  en  determi- 
nadas localidades. 

Bajo  otro  punto  de  vista,  la  residencia  debe  exigirse 
dada  la  índole  de  estos  Tribunales  y  el  carácter  de  la 
función  que  los  jurados  desempeñan,  porque  lo  que  se 
busca  con  el  establecimiento  del  Jurado,  es  que  el  Juez 
de  hecho,  el  que  ha  de  apreciar  los  hechos  que  se  ale- 
guen y  se  declaren,  el  que  ha  de  estimar  las  pruebas, 
tenga  un  exacto  conocimiento  de  la  localidad  en  que 
los  hechos  hayan  ocurrido,  el  mayor  conocimiento  po- 
sible de  las  condiciones,  del  carácter,  de  la  vida  y  de 
los  hábitos  de  las  personas  que  en  los  hechos  hayan 
intervenido;  y  toda  esta  práctica  que,  como  hemos  di- 
cho más  de  una  vez,  ni  se  aprende  en  los  libros  ni  se 
estudia  en  las  aulas,  sólo  puede  adquirirse  en  el  trato 
constante  de  las  mismas  personas  á  quienes  aquellos 
hechos  se  refieran,  trato  que  sólo  tienen  los  que  por 
residir  habitualmente  en  una  localidad,  los  que  por  re- 
sidir en  ella  desde  larga  fecha,  le  han  adquirido  y  le 
conservan. 


LXI 

Es  cierto  que  la  vecindad  y  la  residencia  crean  la- 
zos de  afecto,  vínculos  de  amistad  y  relaciones  estre^ 
chas  entre  los  convecinos,  entre  las  personas  que  resi- 
den durante  cierto  tiempo  en  una  misma  localidad;  y 
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de  aquí  han  pretendido  deducir  un  argumento  contra 
esta  función  y  contra  el  Tribunal  del  Jurado  muchos 
de  los  que  combaten  su  restablecimiento;  pero  68  cier- 
to también  que  el  ser  extraño  incapacita  para  el  cono- 
cimiento de  aquellas  circunstancias  locales  que  son  in- 
dispensables en  la  apreciación  del  delito  y  para  el  co- 
nocimiento  de  aquellas  condiciones  individuales  y  j>er- 
sonales  que  son  indispensables  en  la  apreciación  de  las 
pruebas.  Ese  conocimiento  se  tiene  después  de  haber 
adquirido  el  de  los  hábitos  y  costumbres  del  delincuen- 
te, y  merced  á  él,  sólo  á  él,  puede  un  Juez  estimar  bien 
las  pruebas,  porque  sólo  teniendo  ese  conocimiento  se 
puede  formar  criterio  exacto  acerca  de  la  sinceridad  ó 
falsía  de  las  afirmaciones  del  procesado  ó  los  testigo.^. 

Existe,  pues,  aquí  una  verdadera  contradicción,  ó  lo 
que  es  igual,  hay  de  una  y  otra  parte  ventajas  y  des- 
ventajas que  deben  pesarse  cuidadosamente  á  fin  de 
hallar  en  su  examen  y  comparación  una  norma  de 
acierto.  Las  obras  humanas  no  pueden  ser  perfectas^  y 
es  necesario  buscar  en  estas  cosas,  no  lo  que  está  com- 
pletamente exento  de  ineonvenientes,  porque  esto  no 
es  humano  hallarlo  ni  se  encuentra  en  parte  alguna, 
sino  lo  que  ofrezca  de  uno  y  otro  lado  más  favorables 
condiciones.  En  este  sentido  nosotros  creemos  que  la 
ley  actual  en  el  punto  que  estaraos  examinando,  ofire- 
ce  y  asegura  ventajas  que  no  pueden  desconocerse. 

Conforme  á  la  legislación  que  hoy  rige,  juzgan  do 
los  hechos  tres  Jueces  extraños  á  la  localidad.  Era  con- 
dición de  estos  Tribunales  que  los  Jueces  fueran  extra- 
ños, ya  que  la  ley  establecía  que  no  se  considerara 
compatible  con  el  desempeño  de  las  funciones  judicia- 
les, al  natural  de  una  localidad  determinada  ó  á  aquel 
que  tuviese  en  ella  bienes  ó  familia.  Ahora  conocerán 
de  los  hechos  doce  vecinos. 

Entre  los  tres  Jueces  extraños  ó  los  doce  vecinos^ 
¿quiénes  ofrecen  mayores  garantías  de  que  serán  exac- 
tos y  veraces  por  su  inteligencia,  por  su  moralidad  é 
independencia,  para  el  conocimiento  y  apreciación  de 
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los  hechos?  Nosotros  nos  inclinamos  á  creer  que  los 
doce  vecinos,  puesto  que,  aun  suponiendo  que  hubie- 
ra entre  ellos  alguno  que  subor<ínara  las  declaracio- 
nes que  haya  de  hacer,  y  los  juicios  de  su  conciencia  á 
los  afectos  y  vínculos  que  le  unan  con  aquellos  de  sus 
conciudadanos  que  estén  sometidos  á  procedimiento  ori- 
miualj  creemos  desde  luego  que  los  doce  vecinos  cono- 
cerán mejor  de  los  hechos  y  con  más  aptitud  que  los 
tres  Jueces  extraños;  y  en  cuanto  á  la  moralidad  é  in- 
dependencia de  sus  Juicios,  y  en  cuanto  á  las  relacio- 
nes que  hay^ni  de  existir  entre  sus  juicios  y  la  realidad 
de  las  cosas  sobre  las  cuales  son  llamados  á  deponer  de 
una  manera  tan  solemne,  creemos  que  algún  valor  y 
alguna  importancia  tienen,  y  algo  han  de  influir  en  su 
ánimo  la  conciencia  del  deber,  el  horror  al  delito  y  el 
espíritu  de  conservación,  porque  debe  tenerse  siempre 
en  cuenta  que  el  Jurado  es  una  institución  de  defensa, 
y  que  cada  jurado  al  juzgar  se  deñende  á  sí  mismo, 
á  su  persona  y  sus  intereses,  defiende  las  personas  y 
los  intereses  de  sus  hijos;  y  creemos,  por  último,  que 
no  es  posible  en  manera  alguna  sostener  que  el  senti- 
do moral  de  la  generalidad  de  los  ciudadanos  sea  tan 
escaso  que  los  doce  vecinos  sacrifiquen  constantemente 
la  integridad  de  su  conciencia  y  la  verdad  de  sus  jui- 
cios á  aquellas  consideraciones  de  afecto  y  amistad  á 
que  nos  referíamos  antes. 

¿Es  que  entre  los  doce  jurados  no  va  á  haber  siete 
que  tengan  esas  condiciones  de  moralidad  y  de  inde- 
jieiidencia?  ¿Es  que  no  va  á  haber  siete  qué  pongan 
por  encima  de  esos  afectos,  de  la  amistad  y  de  las  re- 
laciones más  íntimas,  ni  aun  teniendo  en  cuenta  que 
han  sido  objeto  de  una  cuidadosa  é  inteligente  recusa- 
ción ,  la  conciencia  del  deber  que  les  lleva  á  sentarse 
en  los  bancos  del  Tribu tuiIV  |Qu6  triste  idea  de  la  hu- 
manidad tienen  los  que  desconocen  el  valor  de  estas 
consideraciones!  Y  éstos  que  tal  sostienen,  son  los  mis- 
moa  que  creían  hace  poco  tiempo  que  un  solo  Juez  ex- 
traño á  la  localidad  era  apto  para  juzgar,  que  un  solo 
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Juez  extraño  á  la  localidad  era  capaz  para  la  estima- 
ción de  la  prueba  y  la  apreciación  de  los  hechos;  y  esos 
que  tal  sostienen,  son  los  que  entonces  creían  que  el 
Juez  único,  y  ahora  creen  qne  los  tres  Jueces  de  dere- 
cho van  á  ser  incorruptibles  y  no  van  á  ceder,  ni  á 
los  halagos,  ni  á  las  amenazas  de  los  caciques,  ni  á  la 
presión  de  sus  jefes,  ni  á  ninguna  clase  de  sentiaiien- 
tos  extraños  á  la  administración  de  justicia! 
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Se  ha  discutido,  por  último,  la  condición  de  vecindad 
qne  exige  la  ley,  reducida,  como  hemos  dicho,  á  la  ins- 
cripción en  el  padrón  de  vecinos,  porque  los  ciudada- 
nos pueden  trasladar  á  su  arbitrio  la  vecindad  que  ten- 
gan y  eludir  de  esta  manera  el  cumplimiento  de  la  ley. 
A  este  propósito  refería  el  Sr.  tíílvela  {!).  Luis)  tin  caso 
que  bien  merece  mencionarse. 

«Entre  otras  personas,  decía,  conozco  yo  á  una  que 
Re  distingue  principalmente  por  no  ocuparse  de  los 
apuntos  que  en  el  Congreso  y  en  el  Senado  se  tratan^ 
iDíis  que  cuando  pueden  interesarle  personalmente. 
Ocúpanse,  por  ejemplo,  de  los  presupuestos,  y  única- 
xucnte  pregunta  si  se  aumentan  las  contribuciones;  ocú- 
panse de  otras  cosas,  y  sólo  cuando  pueden  pesar  sobre 
cl  las  consecuencias  de  la  resolución  que  aquí  ó  en  la 
otra  Cámara  se  adopte,  imponióndole  alguna  nueva 
carga  ó  contrariedad,  se  preocupa  óL  Esta  persona  po- 
drá ser  jurado,  que  medios  tiene;  y  llamándome  la  aten* 
ción  el  por  qué  no  me  decía  nada  acerca  de  la  preocu- 
{ nación  que  pudiera  ocasionarle  esta  nueva  carga  del  Ju- 
rado que  se  le  iba  á  imponer,  le  pregunté  sobre  el  par* 
ticular  y  me  contestó:  Ya  lo  tengo  pensado;  el  proyec- 
to probablemente  se  aprobará  como  lo  ha  presentado 
la  Comisión.  Usted  me  conoce  y  sabe  que  tengo  casa 
ubierta  en  Málaga  y  en  Alhaurln  el  Grande;  pues  ya  lo 
tengo  todo  arreglado  perfectamente:  hace  más  de  cua- 
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tro  afios  soy  vecino  de  Málaga  y  he  dado  orden  de  tras- 
ladar  la  vecindad  á  Alhaurín,  y  creo  que  con  esta  tras- 
lación estoy  á  cubierto  y  no .  tengo  que  preocuparme 
más  del  Jurado.» 

Si  la  cosa  es  exacta,  resulta  lamentable.  Quizás  exis- 
tan muchos  que  piensen  así,  pero  por  muchos  que  sean 
creemos  que  no  podrán  estimarse  sino  como  excep- 
ción; que  no  se  reducirá  á  esos  casos  la  regla  gene- 
ral, pues  no  todo  el  mundo  está  en  condiciones  de 
trasladar  su  vecindad  de  esa  manera,  de  una  parte  á 
otra  cada  cuatro  años,  á  fin  de  eludir  el  cumplimien- 
to de  la  obligación  que  impone  la  ley.  Pero  de  todas 
suertes,  este  caso,  más  que  como  argumento  del  Ju- 
rado y  más  que  como  argumento  en  contra  de  las 
condiciones  de  vecindad  y  residencia  que  dan  al  Jura- 
do una  garantía  conservadora,  que  hacen  d^l  Jurado 
una  institución  relativamente  conservadora;  más  que 
invocar  este  caso  para  poner  obstáculos  á  esta  institu- 
ción, debe  invocarse  con  ánimo  de  buscarle  un  reme- 
dio, porque  á  todos  interesa  y  á  todos  importa  que  de 
los  &ies  y  de  los  deberes  sociales  no  se  haga  burla  y 
mofa  en  esos  términos. 

Los  deberes  sociales  han  de  ser  cumplidos  por  todo, 
el  mundo;  y  lo  que  hay  que  hacer  y  lo  que  debe  ha- 
cer el  orador  distinguido  que  refería  esto  en  la  Alta 
Cámara,  es  cooperar  á  los  propósitos  nobilísimos  de  los 
que  combaten  esas  tendencias  verdaderamente  desdi- 
chadas, por  virtud  de  las  cuales,  si  ese  caso  llegara  á 
generalizarse,  no  habría  manera  de  constituir  ningún 
gobierno,  ni  de  formar  ni  establecer  ninguna  institu- 
ción de  las  que  exigen  el  concurso  de  todos  los  ciuda- 
danos que  levantan  las  cargas  sociales  y  que  atienden, 
en  suma,  á  los  varios  y  altos  ñnes  del  Estado. 

No  negamos,  pues,  la  posibilidad  de  que  esto  ocurra; 
creemos  que  si  ocurriera  con  demasiada  frecuencia,  se- 
ría preciso  buscar  en  las  leyes  un  remedio  á  este  daño. 

De  todas  suertes,  lo  que  hay  que  hacer  es,  no  aplau- 
dir la  conducta  del  vecino  de  Alhaurín  el  Grande,  sino 
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ooBdenarla  resueltamente  en  la  tribuna,  en  la  prensa 
y  por  todos  los  medios  de  propaganda  que  estén  á 
nuestro  alcance,  porque  es  necesario  ponerla  un  co- 
rrectivo enérgico,  severo  y  eficaz. 


Lxm 

Nuestra  ley  hace  una  concesión  al  sistema  de  las  ca- 
tegorías. Después  de  haber  enumerado  en  los  términos 
que  acabamos  de  exponer  las  condiciones  que  han  de 
reunir  los  que  desempeñen  el  cargo  de  jurados,  dice  que 
loa  que  tuvieren  algún  título  académico  ó  profesional , 
ó  los  que  hubieren  desempeñado  algún  cargo  público 
con  el  haber  de  3.000  pesetas  ó  más,  aun  cuando  no 
fueren  cabeza  de  familia,  podrán  también  ser  jurados 
8Í  i*eunen  las  demás  condiciones;  y  tendrán  igual  capa* 
cídad  los  que  fueren  ó  hubieren  sido  Concejales,  Dipu- 
tados provinciales,  Diputados  á  C?ortes  ó  Senadores,  y 
los  retirados  del  Ejército  ó  la  Armada. 

No  combatimos  esta  concesión,  porque  en  reaUdad  no 
nos  parece  que  en  su  fondo  ni  en  sus  resultados  altera 
visiblemente  las  consecuencias  que  se  pretendían  y  se 
lofP'aron  con  la  adopción  del  sistema  que  ha  prevaleci- 
do en  la  ley;  pero  desde  luego  nosotros,  teniendo  en 
cuenta  las  consideraciones  que  antes  hemos  expuesto, 
no  hubiéramos  en  ningún  caso  prescindido  de  exigir  la 
cualidad  de  cabeza  de  familia  á  los  que  hayan  de  for- 
mar parte  del  Tribunal  del  Jurado,  por  el  valor  mora! 
que  damos  á  esa  cualidad  de  cabeza  de  familia;  valor 
moral  acerca  del  que  ya  hemos  dicho  todo  nuestro  pen- 
samiento. 

Sin  embargo,  es  admisible  esta  transacción  puesto 
que  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  si  no  en  todos,  la 
gran  mayoría  de  los  que  tengan  esas  condiciones  de 
capacidad,  además  de  haber  cumplido  treinta  años, 
serán  cabezas  de  familia  ó  se  encontrarán  en  las  demás 
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€ondieioneB  qne  la  ley  exige  j  nosotros  consideramos 
indispensables. 

Con  arreglo  al  texto  mismo  de  la  ley,  los  que  tuvie- 
ren algún  título  académico  ó  profesional,  ó. hubieran 
desempeñado  algún  cargo  público  con  el  haber  de 
3.000  pesetas  ó  más^  podrán  ser  jurados  cuando  reúnan 
las  demás  condiciones;  es  decir,  que  los  que  se  encuen- 
tren en  estas  circunstancias  deben  ser  mayores  de 
treinta  anos,  estar  en  el  pleno  goce  de  sus  derechos  ci- 
viles y  polítieoSj  y  ser  vecinos  en  el  término  municipal 
respectivo  con  cuatro  ó  más  años  de  residencia  en  el 
mismo.  Y  ¿ha  de  entenderse  de  igual  manera  que  los 
comprendidos  en  el  último  párrafo,  es  decir,  los  que 
fueren  ó  hubieren  sido  Concejales,  Diputados  provin- 
<íiales,  Diputados  á  Cortes  6  Senadores,  ó  retirados  del 
Ejército  y  la  Armada,  han  de  tener  para  ser  jurados 
además  de  estas  circunstancias  las  que  se  mencionan  en 
los  números  1.^  al  4.*^  del  art,  9.^,  salvo  la  de  ser  cabe- 
zas de  familia?  Nosotros  creemos  que  si. 

Entendemos  que  no  se  ha  querido  con  este  precepto 
exceptuar  de  la  regla  general  más  que  á  aquellos  que 
por  no  ser  cabezas  de  familia  no  habrían  de  incluirse 
en  las  listas  de  jurados,  y  que  por  otras  condiciones 
tienen  capacidad  probada  para  el  desempeño  de  esta 
función;  y  opinamos,  por  tanto,  que,  aun  cuando  la  ley 
no  lo  dice  de  una  manera  clara  y  terminante,  los  in- 
cluidos en  ese  último  párrafo  deben  ser  también  mayo- 
res de  treinta  años,  deben  estar  en  el  pleno  goce  de  sus 
derechos  civiles  y  políticos,  y  deben  ser  vecinos  en  el 
término  municipal  y  contar  en  esa  residencia  el  tiem- 
po que  á  la  generalidad  de  los  jurados  se  les  exige, 
porque  las  condiciones  de  capacidad  que  se  presumen 
en  los  adornados  con  esos  títulos,  no  llenan  la  indica- 
ción á  que  atienden  la  vecindad  y  la  residencia  sobre 
todo. 

Sólo,  pues,  debe  exceptuai'se  á  los  enumerados  en 
loa  dos  párrafos  últimos  del  art,  9,^  do  la  condición  de 
ser  cabezas  do  familia. 
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En  cuímto  al  pormenor  de  estas  circimstaucías  y  al 
fundamento  de  esta  excepción,  nada  más  tenemos  que 
decir.  Los  que  posean  un  título  académico  ó  profesio- 
nal, tienen  (ya  lo  hemos  dicho  muchas  veces]  aptitud 
indudable  para  desempeñar  esta  función  y  cualquiera 
otra;  los  que  han  ejercido  un  cargo  público  con  el  ha- 
ber de  3.000  peísetas  ó  más,  están  asimilados  por  nues- 
tras leyes,  ó  los  que  tienen  título  académico  ó  profesio- 
nal, y  los  que  han  ejercido  algán  cargo  ó  función  popu- 
lar, así  como  los  que  han  servido  en  el  Ejército  y  Ar- 
mada, han  acreditado  seguramente  las  condicioues  de 
inteligencia  y  aptitud  de  un  modo  que  es  indiscutible. 

Nosotros,  cuando  hayamos  de  examinar  las  exeep* 
cienes  que  deben  justificar  la  exclusión  de  las  listas 
de  jurados,  opinaremos  (y  adelantamos  esta  idea  por^ 
que  es  necesaria  para  establecer  relaciones  entre  los 
diversos  preceptos  de  la  ley)  que  los  empleados  pú- 
blicos, los  militares  y  los  marinos  en  activo  servicio  no 
deben  formar  parte  del  Tribunal  del  Jurado  por  las 
razones  y  motivos  que  entonces  expondremos,  pero 
hay  diferencia  entre  el  hecho  de  desempeñar  un  em- 
pleo de  esta  especie  ó  de  servil*  activamente  en  his  fi- 
las del  Ejército  y  el  hecho  de  haber  desempeñado  esos 
cargos  ó  haberlos  ejercido. 

Los  que  los  desempeñan  ó  los  sir^  en  tienen  aptitud, 
pero  carecen  de  ciertas  condiciones  de  independencia; 
y  los  que  los  han  desempeñado  ó  han  servido  tienen  la 
misma  aptitud,  pero  deben  considerarse  en  condiciones 
de  verdadera  y  completa  independencia.  Esta  es  la  ra- 
zón en  que  nos  fundamos  para  apreciar  de  tan  distinta 
manera  esas  dos  condiciones;  en  ello  no  hay  contradic- 
ción  alguna,  y  lo  señalamos  y  advertimos  desde  luego, 
BÍn  perjuicio  de  esplanar  más  este  punto  de  \dsta  en 
el  lugar  correspondiente. 
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Art,  10.     íío  tienen  capacidad  pora  ser  jurados; 

1.**    Los  impedidos  física  ó  intelectualmente. 

2.**    Los  que  estuvieren  procesados  criminalmente. 

3.**  Loa  condenados  4  penas  aflictivaa  6  correccionales,  míen- 
tras  no  huLieren  extinguido  la  condena  y  transcurrido  después  sin 
delinquir  quince  años, 

4.^  Los  que  liayan  sido  condenados  dos  Ó  más  veces  por  causa 
de  deüto- 

&.•*     Loe  quebrados  no  rehatUitados, 

6."  Los  concursados  que  no  hubiesen  sido  dedaradc^  incul* 
pables.  í» 

7.*^  Los  deudores  &  fondos  públicos  como  segundos  contribuí 
y  entes,  ú  estuviera  expedido  contra  ellos  mand.imíento  de  apremio  > 

8.*^  Loa  que  hubieren  sido  socorrido  a  por  la  Beneficencia  p&* 
bUca  como  pobres  de  solemnidad  durante  el  año  en  que  se  hiciesen 
las  listas  generales  de  jurados. 


Loa  artícnloa  8."^  y  9.*^  establecen  laf)  condieiones  ge- 
nerales requeridas  para  que  una  persona  pueda  desem- 
peñar el  cargo  de  jurado;  los  artículos  10,  11,  12  y  13 
establecen  las  excepciones,  que  pueden  revestir  ya  la 
forma  de  incapacidad,  ya  la  de  incompatibilidad  abso- 
luta, ya  la  de  incompatibilidad  relativa,  ya,  por  último, 
la  de  excusa,  segi'm  su  índole  é  importancia. 

Empozaremos  por  las  incapacidades  á  que  se  contrae 
exclusivamente  el  art.  10. 

Sus  términos  son  claros  y  no  ofrecen,  en  nuestra 
juicio,  dudas  de  ninguna  especie.  Debemos^  por  consi- 
guiente, limitamos,  en  el  coraentaiío  de  este  artículo, 
á  dar  razón  sucinta  de  sus  preceptos  y  á  demostrar  que 
han  acertado  los  legisladores  y  han  procedido  de  una 
manera  atinada  y  prudente. 

La  primera  de  todas  las  incapacidades  es  la  que 
procede  tle"cauea  física. 
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*No  tiene,  dice  la  ley,  capacidad  para  ser  jurado,  el 
impedido  física  ó  intelectualmente. » 

¿Qué  alcance  puede  tener  esta  regla? 

¿Qué  género  de  incapacidades  han  de  considerarse 
incluidas  en  ella? 

Algunos  tratadistas  discutenj  por  ejemplOj  si  la  per- 
sona atacada  de  sordera  podrá  ó  no  ser  jurado.  Nos- 
otros no  creemos  necesario  descender  á  estos  pormeno- 
res, ni  discutirlos.  En  el  caso  de  que  se  trata  opinamos 
desde  luego  que  los  que  padezcan  esta  enfermedad 
no  pueden  formar  parte  del  Jurado,  porque  conceptúa* 
mos  que  están  excluidos  en  virtud  de  este  número  ijri- 
mero  del  art.  10,  que  establece  que  no  podrán  sentarse 
en  el  Tribunal  popular  y  contribuir  á  sus  tareas  todos 
aquellos  que  tengan  alguna  enfermedad  ó  algún  de- 
fecto que  les  impida  cumplir  las  funciones  propias  de 
jurado;  y  la  enfenuedad  de  que  se  trata  es,  sin  géne- 
ro alguno  de  duda,  de  ese  número. 

Este  es,  por  lo  tanto,  el  criterio;  pues  habiendo  est^a- 
blecido  y  explicado  la  ley,  y  habiendo  nosotros  expli- 
cado á  mayor  abundamiento  en  qué  consiste  la  función 
de  jurado,  creemos  qne  todo  defecto  que  imposibilite 
para  el  desempeiío  de  est-a  funciónj  para  el  ejercicio  y 
práctica  de  este  cargo  está  comprendido  en  esa  ex- 
clusión. Los  dementes,  los  desmemoriados,  los  paralí- 
ticos, los  mudos»  los  ciegos,  los  sordos,  no  pueden,  sin 
valerse  de  auxilios  extraños,  practicar  los  deberes  de 
jui-ado,  y  aquel  que  no  puede  llenar  ni  cumplir  esos  de- 
beres por  sí  mismo,  está  seguramente  exceptuado  del 
honor  y  de  la  carga  que  Tepresenta  el  cumplimiento 
de  esta  ley. 

Las  juntas  establecidas  con  arreglo  al  art.  14  deben 
ser  en  este  punto  muy  escrupulosas,  y  en  caso  de  duda^ 
valdrá  siempre  más  que  se  resuelvan  por  la  exclusión 
de  la  persona  que  la  ofrezca,  porque  en  este  sentido  no 
es  posible  tener  tolerancias  ni  condescendencias  de 
ninguna  especie. 
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Los  procesados  criminalmente  han  sido  excluidos  de 
formar  parte  del  Jurado,  porque  su  situación  envuelve 
una  presunción  de  criminalidad,  y  en  la  mayor  parte 
de  los  casos,  dada  la  prisión  preventiva  á  que  ordina- 
riamente estarán  sujetos,  una  imposibilidad  material 
de  cumplir  los  deberes  del  Jurado. 

En  esta  parte,  la  ley  de  1872  era  deficiente;  puesto 
que  sólo  excluía  á  los  que  se  hallaren  procesados  cri- 
minalmente si  contra  ellos  se  hubiere  dictado  auto  de 
prisión. 

El  proyecto  de  1883  ya  incluía  á  todos  los  procesa- 
dos criminalmente  sin  exceptuar  á  ninguno;  y  la  ley 
actual  ha  hecho  bien  en  inclinarse  al  proyecto  de  1883 
aates  que  á  la  ley  de  1872,  porque  la  presunción  de 
criminalidad  que  hay  contra  todo  el  que  esté  sujeto  á 
un  procedimiento  cualquiera,  es  bastante  para  excluir- 
le de  la  función  de  juzgar,  función  á  la  cual  deben  ir 
los  ciudadanos  con  la  plenitud  de  sus  derechos;  y  no 
sólo  con  la  plenitud  de  sus  derechos,  sino  rodeados  de 
todas  aquellas  consideraciones,  de  todo  aquel  prestigio, 
de  toda  la  respetabilidad  que  es  indispensable  para  el 
ejercicio  y  desempeño  de  una  función  tan  augusta 
como  la  de  ejercer  y  administrar  justicia. 


m 

De  todas  estas  excepciones,  la  que  ha  dado  motivo  á 
mayor  discusión  es  la  señalada  en  el  número  3.^  del 
art.  10,  la  que  se  refiere  á  los  que  hubieren  sido  con- 
denados por  causa  de  delito. 

Confesamos  que  nosotros  desde  luego  opinaríamos 
sin  vacilaciones  de  ninguna  especie  y  sin  atenuaciones 
de  ningún  género,  que  todo  aquel  que  hubiere  sido 
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condenado  por  un  delito  cualqmeraj  ja  hubiese  cum- 
plido 8u  condena  por  completo,  ya  hubiera  sido  indnl^ 
tado  de  toda  ó  parte  de  la  pena  que  el  Tribunal  le  im- 
puso,  no  debe  contribuir  á  la  administración  de  jus- 
ticia ni  como  juez  de  hecho  ni  como  juez  de  derecho;  y 
opinamos  esto  porque  tenemos  tan  aJta  idea  de  la  mi- 
sión de  juzgar,  que  creemos  que  el  que  la  desempeñe 
y  ejercite  no  debe  tener  en  su  fama,  ni  en  su  prestigio, 
ni  en  aquellas  condiciones  que  procuran  el  respeto  de 
los  demás  y  que  son  propias  para  ejercer  autoridad 
entre  los  hombres,  la  más  pequeña  mancha. 

Se  nos  puede  objetar  que  desconocemos  el  valor  y 
el  alcance  de  la  corrección,  y  además  que  una  vez  su- 
frida, el  culpado  puede  sinceramente  enmendarse  y 
llegar  á  ser,  cualesquiera  que  fuesen  sus  extravíos  an- 
teriores, un  hombre  honrado  y  un  ciudadano  digno. 
Pero  nosotros  no  negamos  esto,  no  negamos  la  eficacia 
de  la  corrección;  nosotros  no  negamos  la  posibilidad  de 
la  enmienda  absoluta;  lo  que  negamos  es  que  el  hom- 
bre que  desgraciadamente  se  ha  visto  una  vez  sujeto  á 
la  acción  de  los  Tribunales  de  jnatiráa,  y  sobre  el  que 
ha  recaído  una  sentencia  condenatoria,  pueda  ser  apto 
para  juzgar. 

En  nuestra  opinión,  ese  hombre  puede  merecer  algu- 
nas veces,  cuando  se  le  condenó,  por  ejemplo,  como  reo 
de  lesiones,  de  homicidio,  de  duelo,  do  injurias  y  otros 
análogos;  puede  merecer,  decimos,  de  sus  conciudada- 
nos y  de  sus  convecinos  toda  la  confianza  que  se  nece- 
sita, incluso  para  desempeñar  cargos  pfiblicos,  incluso 
para  administrar  la  hacienda  comunal  y  hasta  para  di- 
rigir los  destinos  del  País,  en  una  ü  otra  forma;  para 
lo  único  que  nosotros  creemos  que  no  tendrá  nunca  con- 
diciones es  para  juzgar,  no  sólo  porque  entendemos  que 
es  difícil  llegar  á  la  regeneración  absoluta  y  completa 
de  un  sentido  moral  pervertido  y  extraviado,  sino  por 
aquellas  consideraciones  externas,  por  aquellas  consi- 
deraciones de  prestigio,  de  autoridad  y  de  respeto  á 
que  antes  nos  hemos  referido. 
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No  negamos  que  el  problema  es  de  difícil  solución,  y 
no  negamos  tampoco  que  tiene  importancia  la  objeción 
•que  se  formula  contra  esta  idea  nuestra;  pero  después 
de  haber  examinado  todos  los  aspectos  que  la  cuestión 
envuelve,  seguimos  creyendo  en  la  excelencia  de  los 
principios  que  hemos  preferido  como  más  aceptables,  y 
sólo  á  título  de  transacción  y  acomodamiento  con  ideas 
dignas  también  de  atenderle,  hemos  podido  admitir  los 
que  han  prevalecido  en  la  redacción  de  la  ley  de  1888 
que  antes  que  á  ningún  otro  atiende,  sin  género  de 
duda,  á  los  que  nosotros  acabamos  de  exponer  y  for- 
mular. 

La  ley  de  1872  declaraba  en  su  art.  666  que  no  te- 
nían capacidad  para  ser  jurados  los  sentenciados  á  pe- 
nas aílictivas  ó  correccionales  mientras  no  hubieren 
extinguido  la  condena;  el  art.  6.^  del  proyecto  del 
Sr.  Eomero  Girón  ya  se  inclinaba  más  á  nuestro  punto 
de  vista,  puesto  que  excluía  del  desempeño  de  la  fun- 
ción de  jurados  en  términos  absolutos  á  los  que  hubie- 
ren sido  condenados  á  penas  aflictivas  ó  correccionales 
por  cualquier  delito,  salvo  los  condenados  por  rebelión 
y  sedición,  por  atentados  contra  la  Autoridad  ó  sus 
agentes,  por  desórdenes  públicos  ó  por  delitos  de  im- 
prenta. El  proyecto  presentado  por  el  Sr.  Alonso  Mar- 
tínez excluía  de  formar  parte  del  Jurado  á  los  conde- 
nados á  penas  aflictivas  ó  coiTeccionales,  mientras  no 
hubiesen  extinguido  la  condena  y  transcurrido  sin  de- 
linquir un  año  después  de  cumplida  aquélla;  y  los  que 
hubiesen  sido  condenados  por  cualquier  delito  más  do 
dos  veces,  mientras  no  hubieren  transcurrido  diez  años 
sin  delinquir  desde  la  última  condena. 

La  Ck)misión  del  Congreso  se  inclinó  todavía  más  á 
nuestro  punto  de  vista,  pues  en  los  condenados  una 
jsola  vez  á  penas  aflictivas  ó  correccionales  exigía  para 
que  pudieran  ser  jurados,  que  hubiesen  transcurrido 
<3Ínco  años  después  de  cumplida  la  condena,  y  si  hubie- 
sen sufrido  condena  dos  veces,  opinaba  por  su  exclu- 
«ión  absoluta  y  terminante. 

94 
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Aun  esto  pareció  poco  á  algunos  representantes  del 
País.  En  el  Congreso  presenta  el  Sr,  5Ianteca  nna 
enmienda  solicitando  que  el  plazo  de  cinco  años  se  vx- 
tendiera  á  treinta.  La  Comisión  aceptó  llegar  á  quin- 
ce, y  así  quedó  establecido  y  a.sí  fué  aprobado  por  la 
Alta  Cámara,  y  esto  se  dispone  en  los  números  tres 
y  cuatro  del  art.  10,  segim  los  cuales  todo  el  que  hu- 
biese sido  condenado  á  una  pena  aflictiva  ó  correccio- 
nal por  causa  de  delito,  no  podrá  ser  jurado  siuo  tmns- 
curridos  quince  años  despuó?^  de  cumplimentar  la  pena 
y  todo  el  que  hubiere  sido  condenado  más  de  mía  vez 
por  causa  de  delito,  no  pcdm  jamás  formar  parte  del 
Jurado. 


IV 


Al  discutir  este  precepto  un  JJiputado  republicano^ 
el  Sr.  Alvarado,  reclamó  que  se  estableeiemu  distincio- 
nes que  atenuaran  el  rigor  de  una  prescripción  tan  ab- 
soluta y  sobre  todo  que  se  tuviese  en  cueuta  de  algúu 
modo,  á  semejanza  de  lo  que  hace  la  ley  italiana,  que 
debe  haber  diferencia  entre  el  delito  cometido  por  im* 
pulso  doloso  y  el  delito  cometido  por  mera  culpa.  Un 
delito  cometido  por  impulso  doloso  revela  una  perver- 
sión de  la  voluntad  que  en  el  otro  no  es  posible;  y  que 
sólo  cuando  esa  perversión  de  la  voluntad  existe  en 
un  individuo,  es  cuando  se  puede  decidir,  resolver  y 
declarar  que  la  persona  de  que  se  trate  no  tiene  la 
aptitud  moral  indispensable  para  formar  parte  del 
Jurado. 

nosotros  prescindimos  ahora  de  las  dificultades  que 
entrañaría  esta  distinción  y  de  que  en  la  mayor  parte 
de  los  casos  es  imposible,  sin  im  estudio  detenido  de 
las  causas  formadas  y  de  las  sentencias  recaídas,  deter- 
minar quiénes  han  sido  condenados  como  autores  de 
un  delito  cometido  por  impulso  doloso  y  quiónes  han 
sido  condenados  como  autores  de  im  delito  cometido 
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¡íor  mera  culpa.  Aim  cuautlo  para  esto  no  fuese  nece- 
sario ma!=^  que  leer  la  sentencia,  el  trabajo  á  que  obli- 
fíiirfa  esa  lectura  y  las  di  versas  apreciaciones  que  po- 
dían nacer  de  ella,  son  ya  una  causa  bastante  para  que 
rí'(*haeemofí  que  se  admita  esta  distinción. 

Tero  no  es  esto  solo.  Y.^n  distinción  tiene  conexión 
tnidente  con  la  idea,  que  nosotros;  liemos  discutido  y 
rechazado  taraliicnj  de  que  el  ser  jurado  es  un  dere- 
cho del  ciudadano,  puesto  que  esa  distinción  atiende 
principalmente  á  elonvcntos  ^nbjetivüíri  que  en  este  pro- 
blema deben  ser  considerados  en  segimdo  término. 


Aquí  no  se  trata  tanto  de  ver  quien  es  la  persona 
que  por  laíí  condiciones  de  su  inteligencia  y  de  su  es- 
píritu y  por  sus  dotes  morales,  puede  y  debe  desem- 
peñar el  cargo  de  jurado,  como  do  ponderar  el  conjun- 
to de  cii'cunstancias  tanto  internas  como  externas  que 
deben  exigirse  á  los  que  se  sienten  en  los  bancos  del 
Tribunal  popular;  a  los  que  vengan,  en  suma,  á  admi- 
nistrar justicia.  Ser  jurado  es  desempeñar  una  fuución; 
y  esa  función  ha  de  ejercerse  con  la  mayor  respetabili- 
dad posible,  ya  que  toda  función  pública  envuelve  el 
tíjercicío  de  xma  autoridad,  y  más  que  cualquiera  otra, 
ef^ta  fimción  de  juzgar.  Ahora  bien:  sí  esa  respetabili- 
dad es  necesaria,  ¿puede  entenderse  que  conserva  la 
integridad  de  su  respetabilidad  el  que  ha  sido  conde- 
nado por  causa  de  delito?  ¿Es  posible  sostener  que  el 
í[ne  ha  sido  condenado  por  causa  de  delito  tiene  la  au- 
toridad necesaria  para  juzgar?  ¿Es  posible  sostener 
que  el  que  ha  sido  condenado  por  causa  de  delito  tie- 
ne la  integridad  de  su  sentido  moral  necesaria  para 
juzgar? 

Esta  es,  íi  nuestros  ojos,  la  cuestión;  y  la  mejor  so- 
lución de  las  dificultades  que  nacen  de  su  planteamien- 
to, está  teóricamente  en  nuestro  sistema. 
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Tratándose  de  averiguar  y  establecer  lo  que  sea  t'H 
términos  absolntos  justo  y  conveniente  respecto  de  e>te 
pormenor  ímportantísirao,  habríamos  de  comenzar  jior 
determinar  qué  delitos  revelan  esa  perversión  de  la 
conciencia  j  cuáles  otros  no  la  revelan;  qué  deliti*s 
imprimen  una  mancha  indeleble  sobre  la  honra  del 
que  los  comete  y  cuales  otros  no  la  imprimen;  qué  de* 
ütoSj  por  último,  revelan  extravío  del  sentido  moral, 
y  cuáles  otros  son  compatibles  (porque  así  lo  quiere  la 
naturaleza  humana)  con  la  existencia  é  integridad  de 
ese  sentido  moral  mistuo,  Pero  para  determinar  todo 
esto  sería  necesario  que  la  ley  descendiera  á  revelar  y 
establecer  casos  y  reglas,  difíciles,  ya  que  no  imposibles, 
de  formular,  y  más  difíciles  todavía  de  ser  aplicadas^ 
puesto  que  semejante  distinción  no  podría  establecerse 
ni  siquiera  teniendo  en  cuenta  la  natm-aleza  de  los  di- 
versos delitos  que  puede  cometer  el  hombi-e;  sino  qu© 
sería  necesario  establecerlas  después  de  examinar  las 
condiciones  en  que  cualqider  hombre  puede  cometer  im 
delito  y  después  de  examinar  las  diversas  condiciones 
en  que  un  delito  puede  ser  cometido. 

Por  esto,  repetimos  que  lo  más  racional  sería  teórica* 
mente  confiar  á  las  Juntas  de  selección  que  han  de  re- 
dactar las  listas  de  los  jurados  ó  de  las  personas  capa- 
ces para  ser  jurados,  que  establecieran  respecto  de  cada 
una  si  tenía  o  llenaba  esa  capacidad  teniendo  en  cuenta 
todos  sus  antecedentes,  incluso  sus  antecedentes  pena- 
les  y  la  naturaleza  de  esos  antecedentes  mismos.  Pero 
se  podría  incurrir  muchas  veces  en  error,  y  no  nos  ofre- 
oe  bastantes  garantías  ningún  procedimiento  de  selec* 
ción  para  confiarle  un  poder  tan  absoluto.  Por  eso  ha 
sido  necesario  establecer  reglas  precisas,  y  reglas  pre- 
cisas que,  aun  cuando  merced  á  ellas,  pudiera  ocurrir 
que  alguna  vez  deje  de  tomar  asiento  en  el  Jurado  una 
persona  que  realmente  lo  merezca,  no  pueda  suceder 
jamás  que  se  siente  en  él  qiden  notoriamente  sea  indig* 
no  de  esta  honra,  del  ejercicio  de  esta  función. 

Quince  años  después  de  cumplida  una  condena  pasa- 
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dos  sin  delinquir,  permiten  creer  que  la  persona  que  se 
encuentre  en  este  caso  haya  recobrado  algunas  veces 
aquellas  condiciones  morales  y  aquellas  cualidades  ex- 
ternas que  son  indispensables  para  que  pueda  sin  peli- 
gro confiársele  la  misión  de  juzgar;  y  aun  después  de 
esta  limitación,  está  el  poder,  está  la  autoridad  de  la 
Junta  de  selección,  la  cual,  aun  á  los  que  se  encuentran 
en  este  caso,  puede  impedirles  por  mecfio  de  su  voto,  que 
tomen  parte  en  las  tareas  del  Jurado. 

Esa  junta,  en  nuestro  concepto,  hará  bien  en  impe- 
dirlo cuando  exista  la  menor  duda  acerca  de  la  correc- 
ción del  condenado,  ó  cuando  la  índole  del  delita  qne 
cometió  sea  tal  que  pueda  constantemente  evocarse  su 
recuerdo  en  menoscabo  de  la  fama  y  del  prestigio  de 
aquella  persona.  El  que  una  vez  ha  robado,  hurtado  ó 
estafado  á  otro  no  debe  nunca,  nunca,  ser  juez  de  he- 
cho ni  de  derecho.  Tiene  tal  arraigo  en  nuestro  espíritu 
esa  convicción  que,  lo  repetiremos,  habríamos  declara- 
do incapaces  para  siempre  de  formar  parte  del  Jurado 
á  los  condenados  por  causa  de  delito.  En  el  seno  de  la 
(^omisión  sostuvimos  este  criterio.  No  formulamos  voto 
particular  al  dictamen  por  no  romper,  tratándose  de  un 
pormenor  no  esencial,  aquella  hermosa  unanimidad  de 
pareceres  en  que  nos  confundimos  al  redactar  este 
dictamen  todos  los  representantes  de  las  diversas  ten- 
dencias del  partido  liberal. 

En  cuanto  á  los  que  han  delinquido  dos  veces,  para 
esos  no  hay  plazo  ninguno.  Puede  el  hombre  una  vez 
por  arrebato  ó  por  pasión  (y  ya  la  pasión  y  el  arrebato 
bastarían  para  que  no  confiriésemos  nunca  á  quien  así 
procede,  la  misión  de  Juzgar);  puede,  decimos,  un  hom- 
bre, una  vez,  por  pasión  ó  por  arrebato,  matar  á  otro 
6  cometer  algún  otro  delito;  pero  el  que  una  y  otra  vez 
se  hace  reo,  el  que  una  y  otra  vez  se  ve  sujeto  por  sus 
actos  á  un  proceso  y  una  y  otra  vez  sufre  condenas 
impuestas  por  los  Tribunales,  de  ese  debemos  descon- 
fiar. No  sabemos  si  por  pasión  ó  por  malicia,  si  por 
error  de  su  inteligencia  ó  por  extravíos  de  su  voluntad; 
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el  que  se  encuentra  en  ese  caso  carece  evidentemente 
de  aquel  sentido  moral  necesario  para  todas  las  funcio- 
nes de  la  vida  y  sobre  todo  para  una  función  tan  se* 
vera  como  es  la  de  juzgar;  porque  al  abandonar  de  ese 
modo  su  voluntad  á  las  solicitudes  del  apasionamiento^ 
no  tiene  la  serenidad  de  juicio  necesaria  é  indispensa- 
ble para  discurrir  con  acierto  acerca  de  las  acciones  de 
los  otros. 


n 

Hay  quien  cree  que,  en  este  punto,  lian  debido  es- 
tablecerse determinadas  excepciones,  teniendo  en  cuen- 
ta la  naturaleza  de  ciertos  delitos.  Algunos  tratadis- 
tas  sostienen  que  no  debieran  considerarse  incapaces 
para  formar  parte  del  Jurado  ¿  los  condenados  por  due- 
lo ó  por  injurias,  ni  á  los  autores  de  delitos  políticos  ó 
de  imprenta. 

Acerca  del  duelo,  hemos  dicho  en  las  páginas  de  este 
libro  todo  lo  que  creemos  necesario.  No  nos  parece  qno 
es  el  camino  más  á  propósito  de  reducii'  cada  vez  más 
y  con  mayor  eficacia  la  esfera  de  acción  de  este  delito^ 
el  consagrarle  ima  excepción  de  esa  especie.  De  todas 
suertes,  como  quiera  que  el  delito  de  duelo  ha  de  per- 
seguirse ante  el  Jurado,  y  como  los  jurados  han  de  ser 
llamados  á  entender  en  las  causas  que  por  este  delito 
se  formen,  no  es  razonable  ni  prudente  que  pueda  ha- 
ber entre  los  jurados  alguno  á  quieu^  si  fiíé  condenado 
dos  veces  por  delito  de  duelo,  pueda  indudablemente 
considerársele  como  un  duelista  de  profesión,  y  que,  por 
lo  tanto,  no  ha  de  tener  la  serenidad  de  juicio  ni  la  ca- 
pacidad moral  indispensable  para  formar  parte  de  iin 
Tribunal  en  el  cual  se  trate  de  perseguir  y  castigar  lu 
comisión  de  este  delito. 

No  nos  explicamos  por  qué  se  quiere  exceptuar  del 
rigor  de  este  precepto  á  los  autores  de  injurias,  delito 
para  nosotros  tan  digno  de  con-ectivo  como  cualquiera 
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otro.  Los  qué  tienen  tan  poco  dominio  de  su  voluntad 
que  no  pueden  contener  sus  palabras  ó  su  pluma  en  los 
límites  que  traza  el  respeto  debido  á  sus  conciudada- 
nos; los  que  tienen  una  idea  tan  equivocada  de  su  dere- 
cho como  revela  generalmente  la  comisión  de  este  de- 
lito, no  son  aptos  tampoco  para  juzgar,  ni  tienen  el 
sentido  moral  necesario  para  desempeñar  esta  función. 


YII 

Por  último,  en  cuanto  á  los  autores  de  delitos  polí- 
ticos y  de  imprenta  es  ya  distinto  lo  que  tenemos  quo 
decir.  El  Sr.  Alvarado  sostenía  que  los  condenados  por 
delitos  de  imprenta  debieran  exceptuarse  de  la  regla 
establecida  en -los  números  tres  y  cuatro  del  art.  10,  y 
contestándole  el  Sr.  Maura,  decía  que,  al  formular  esta 
proposición,  el  Sr.  Alvarado  se  dejaba  arrastrar  por 
prevenciones  tradicionales  de  nuestra  política.  Esto  es 
indudable,  pero  estas  prevenciones  no  son  infundadas; 
las  justifica  el  recuerdo  de  las  condiciones  en  que  he- 
mos vivido  antes  de  ahora,  en  un  período  muy  cercano 
de  nuestra  historia  contemporánea.  Los  hombres  que 
hoy  nos  gobiernan,  los  hombres  que  hoy  están  al  frente 
de  la  sociedad  española  en  todas  las  esferas,  los  más 
ilustres,  los  más  distinguidos  en  ciencias,  artes  y  polí- 
tica, son  los  que  hace  treinta  años  eran  condenados  á 
penas  aflictivas  por  delitos  de  imprenta  y  por  delitos 
políticos.  Algunos  de  ellos,  algunos  de  los  que  hoy 
ocupan  posiciones  preponderantes,  fueron  condenados 
hasta  á  la  pena  de  muerte. 

Para  citar  un  ejemplo  que  tiene  grandísima  elocuen- 
cia, sin  duda  alguna,  aun  cuando  nosotros  somos  poco 
aficionados  á  esta  clase  de  citas  personales,  haremos 
constar  que  el  Sr.  Castelar  no  podrá  ser  jurado  con 
arreglo  á  esta  ley  por  estar  comprendido  en  el  número 
cuatro  del  art.  10. 

Esto  pmeba  lo  justificado  de  la  observación;  pero 
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no  abonaría  que  ni  auu  hallándose  justificada,  ni  aun 
bailándose  motivada  fie  atencUera,  porque  en  realidad 
bí  bien  puede  ofrecerse  algún  caso,  verdaderamente 
sensible,  eomo  ese  que  henjos  citado,  el  hecho,  visto  en 
sn  generalidad,  no  tiene  gran  íileance  ni  una  impor- 
tancia  decisiva;  j  defiriendo  tanto  como  es  necesario 
deferir  á  la  justificada  observación  del  Sr.  Alvarado, 
nosotros  creemos  que  no  basta  con  lo  que  de  ella  se 
desprende  para  modificar  lo  que  la  ley  dispone. 


VIII 

Es  deplorable  que  por  virtud  del  precepto  del  ar- 
tículo 1 0  alguuos  horabrefi  aptos  para  formar  parte  del 
Jurado  no  cooperen  á  las  tareas  del  Tribunal  popular, 
pero  esto  sucederá  muy  pocas  veces,  porque  el  número 
de  delitos  políticos,  y  do  delitos  políticos  por  los  cuales 
pudiera  establecerse  esa  excepción  singularmente,  es 
escasisimo.  llastarán  á  demostrarlo  algunas  cifras  to- 
madas de  las  ultimas  estadísticas.  Veamos  las  que  arro- 
jan las  del  último  quinquenio  acerca  del  número  de 
delitos,  de  procesados  y  de  absueltos: 


AÑOS 

DeUtoB. 

Prí>coi**dot- 

Abflii«]toB-  1 

1883 

27.249 
23.923 
20.628 
23.219 
24,260 

34.970 
31.209 
29.029 
32  373 
35.192 

9.742 

8.431     1 

8  476 
IKllO 
n  828 

1884, 

1885 

1880 

1887 
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El  término  medio  de  delitos  eomotidos  en  el  último 
quinquenio  es  de  23.655.  El  téiTnino  medio  de  los  pro- 
cesados de  33.754j  y  el  término  medio  de  los  absueltas 
de  9.917.  Por  donde  hecha  la  resta  necesaria,  resulta 
que  el  término  medio  de  los  condenados  es  de  22.837. 

Yamos  ahora  á  completar  estos  datos  estadísticos  eon 
otros  que  con  tribuirán  á  formar  nuestro  juicio. 

Se  llaman  delitos  políticos,  los  delitos  contra  la 
Constitución  y  contra  el  orden  público;  pero  nosotros 
creemos  que  si  hubiera  de  establecerse  una  excepción 
en  lo  que  afecta  á  la  materia  que  estaraos  tratando, 
derivada  de  la  natui^aleza  del  delito  y  de  la  índole  po- 
lítica  de  algunos  de  elloí?,  no  se  podrían  cíítimar  como 
generadores  de  esta  excepción  más  delitos  de  entre 
todos  los  que  merecen  la  calificación  de  políticos,  que 
los  cometidos  contra  la  Constitución  y  la  rebelión  y 
sedición,  porque  los  atentados  contra  la  Autoridad  y 
sus  agentes,  los  desacatos  y  los  desórdenes,  si  bien  se 
clasifican  entre  los  que  se  cometen  contra  el  orden  pú- 
blico, no  tienen  una  naturaleza  verdaderamente  políti- 
ca, ententliendo,  como  nosotros  entendemos,  que  son 
delitos  políticos^  aquellos  que  la  pasión  de  partido  ó  el 
abuso  de  los  medios  puestos  por  la  ley  en  manos  de  los 
ciudadanos  para  hacer  triunfar  sus  convicciones  ó  idea- 
les políticos,  les  hacen  cometer. 

Los  delitos  políticos  reducidos  á  los  que  acabamos 
de  mencionar  como  tales,  bajo  un  punto  de  vista  res- 
tringido y  exclusivo,  son  muy  pocos  en  número. 

íja  el  último  quinquenio  arrojan  las  cifras  siguientes: 
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Af^OS 


1883 
1884 
1885 
1886 
1887 


Delitos         PiocefiadDS 
politicón,      por  oUoa, 


148 
114 


31U 
38& 
313 
215 
491 


AhsuüUcTfí. 


146 
167 
220 
)57 

3;^  7 


De  donde  resulta,  que  el  téniíiuo  medio  de  Iob  deli- 
tos políticos  cometidos  en  cada  año  confomie  a  los  da- 
tos del  último  quinquenio  es  de  142.  El  término  medíu 
anual  de  los  procesados  por  est^s  delitos  es  344,  y  el 
de  los  absueltos  de  entre  estos  procesados  205.  De 
manera  que  el  término  medio  anual  de  los  condenados 
por  delitos  políticos  es  de  139. 

Es  así,  que  el  término  medio  anual  de  loa  condena- 
dos por  toda  especie  de  delitos  ascendió  á  la  cifra  de 
22.837,  luego  el  número  de  condenados  por  delitos  po- 
líticos está  con,  el  de  los  condenados  por  toda  especie 
de  delitos  en  la  relación  de  100  á  0*6, 

Aun  cuando  se  hubieran  exceptuado,  por  tanto,  del 
rigor  de  este  precepto  del  art,  10  á  los  condenados  por 
delitos  políticos,  no  se  hubieran  modificado  de  una  ma- 
nera sensible  y  señalada  los  efectos  de  cate  precepto. 
Quizá  se  advertiría  ese  resultado  de  la  ley  en  algún 
caso  particular,  pero  no  produciría  ninguna  especie  de 
eonsecuencias  generales,  que  son  la^  que  deben  buscar- 
se al  redactar  los  preceptos  que  constituyen  las  leyes. 
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IX 

Además,  nosotros  no  estamos  lejos  de  opinar  en  lo 
que  se  refiere  á  los  delitos  políticos  y  de  imprenta  y  á 
la  consideración  que  estos  delitos  han  de  merecer  en 
el  porvenir,  como  el  Sr.  Maura  expresaba  con  grandí- 
sima elocuencia  en  uno  de  sus  notables  discursos  del 
Congreso:  «Desde  el  momento,  decía  contestando  al 
Sr.  Alvarado,  en  que  vayan  al  Jui-ado  los  delitos  de 
imprenta,  el  que  por  delito  de  imprenta  sea  condena- 
do será  un  verdadero  delincuente;  y  no  siendo  los  de- 
litos de  imprenta  de  aquellos  que  causan  estrago  ma- 
yor en  la  reputación  de  quien  los  comete,  el  Código, 
sobre  todo  en  los  títulos  relativos  á  los  delitos  contra 
las  personas,  castiga  otros  en  que  ocurre  lo  mismo. 
Los  delitos  de  homicidio,  por  ejemplo,  puede  cometer- 
los un  hombre  honrado  en  momentos  de  arrebato  y 
por  móviles  disculpables,  sin  dejar  por  eso  de  ser  de- 
lincuentes sus  autores.  Sería,  pues,  un  privilegio,  en  mi 
sentir,  injusto. » 

Nosotros  no  vamos  tan  allá  como  el  Sr.  Maura;  cree- 
mos que  ese  privilegio  que  se  pretende  en  favor  de  los 
delitos  políticos  y  de  imprenta,  de  los  delincuentes 
condenados  por  cometer  esto9  delitos,  sería  un  privi- 
legio que  carecería  de  justificación  bastante;  y  como 
en  último  extremo,  las  consecuencias  que  habían  de 
deducirse  de  establecer  ese  privilegio  no  afectaban  de 
una  manera  sensible  al  carácter  general  de  esta  ley  y 
á  los  resultados  que  la  misma  ha  de  producir  en  la 
práctica,  entendemos  que  no  hay  para  qué  preocupar- 
se de  este  asunto,  ni  para  qué  seguir  discutiéndole  con 
empeño. 

La  verdadera  necesidad  á  que  responden  los  párra- 
fos 3.0  y  4,^  del  art.  10,  es  á  que  no  se  sienten  en  el 
Jurado  los  licenciados  de  presidio;  porque  debemos  re- 
petirlo, la  corrección  es  una  verdad,  pero  los  corregi- 
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dos  en  los  Establecimientos  penales  pueden  servir  para 
todo,  menos  para  deserapeñíiT  la  función  augusta  de  la 
justicia. 


Nada  dice  la  ley  de  los  condenados  por  haber  come- 
tido faltas.  En  tériniíios  generales  no  parecía  justo  ex- 
cluir del  desempeño  del  cargo  de  jurado  al  que  hubiere 
cometido  una  ó  varías  faltas,  al  que  haya  sufrido  con- 
dena por  cometerlas.  Era  esto  ir  demasiado  lejos  ira- 
tándose  sobre  todo  de  los  autores  de  faltas  de  impren- 
ta, de  faltas  contra  el  orden  públieoj  de  algunas  faltas 
contra  los  intereses  generales  y  régimen  de  las  pobla- 
ciones y  aun  de  varias  faltas  contra  las  personas,  lío 
había  ftindamento,  pues,  para  consignar^  respecto  á  los 
condenados  por  faltas,  un  precepto  análogo  al  que  se  Im 
establecido  respecto  a  los  condenados  por  causa  de  de- 
lito. 

Pero  el  cometer  con  repetición  faltas  de  cualquier  ín- 
dole, y  el  cometer j  aunque  solamente  sea  xma  vez,  cier- 
tas faltas,  debe,  de  hecho,  ya  que  no  de  derecho,  íoca- 
pacitar  para  tomar  parte  en  las  deliberaciones  de  lui 
Tribunal  y  para  sentarse  en  los  eí^cauos  del  Jurado, 

El  que  haya  defraudado  al  público  en  la  venta  de 
sustancias;  el  marido  que  maltrata  á  su  mujer;  el  cón- 
yuge que  escandaliza  con  sus  discusiones  domésticas  y 
que  por  ello  merece,  y  después  de  haber  merecido  des- 
atiende, las  amonestaciones  de  la  Antoridad;  el  padre 
de  familia  que  abandona  á  sus  hijos;  el  guardador  que 
abandona  el  cuidado  de  la  persona  cuya  guarda  ee  le 
confió;  el  que  acredita  su  escaso  respeto  á  la  propiedad 
ajena  cometiendo  alguno  de  los  hechos  penados  en  los 
artículos  607,  608,  609,  611,  617,  618  y  sus  análogos 
del  Código  penal;  los  que  incurren  en  responsabilidad 
y  sufren  pena  por  haber  cometido  algunos  de  esoe  he- 
chos no  pueden  ser  Jueces,  no  pueden  formar  parte 
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de  un  Tribunal,  no  pueden  tener  en  sus  manos  au- 
toridad para  juzgar  los  actos  de  sus  conciudadanos  y 
convecinos.  Basta  que  hayan  sido  condenados  alguna 
vez  por  cualquiera  de  esas  faltas,  y  mucho  más  si  lo 
han  sido  varias  veces,  como  generalmente  suele  ocu- 
rrir, porque  la  "reincidencia  es  frecuentísima  en  este 
linaje  de  infracciones,  para  que  cuando  la  condena  sea 
reciente  6  cuando  la  repetición  con  que  hayan  cometi- 
do las  faltas  sea  notoria,  se  evite  el  que  una  persona  en 
quien  concurren  estas  condiciones  forme  parte  del  Tri- 
bunal del  Jurado. 

Quizás  habrá  quien  diga  que  es  mucho  pedir,  pedir 
á  la  ley  que  incluyera  en  el  art.  10  este  caso,  dando 
forma  á  las  consideraciones  r  que  nosotros  exponemos  y 
que  estimamos  las  más  atinadas  respecto  de  punto  tan 
importante;  pero  en  vista  del  silencio  de  la  ley  y  de  la 
evidente  necesidad  de  llenar  ese  vacío  que  con  su  silen- 
oio  produce,  nosotros  creemos  que  las  juntas  de  selec- 
ción, al  practicar  la  operación  que  les  está  encomenda- 
da, al  escoger  de  entre  los  capaces  los  mejores  y  más 
aptos,  debe  considerar  como  las  circunstancias  más  in- 
dicadas y  más  razonables  de  todas  las  que  recomiendan 
la  exclusión  de  ciertos  nombres  de  las  listas  de  jurados, 
aquellas  que  nosotros  acabamos  de  señalar;  y  tan  pron- 
to como  en  las  primeras  listas  encuentren  el  nombre  de 
alguno  que  haya  sido  condenado  una  vez  ó  muchas,  se- 
gún su  índole,  por  faltas  de  las  que  acabamos  de  expo- 
ner, deben  borrarlo  sin  consideración  de  ningún  gé- 
nero. 

Sólo  así  se  logrará  que  en  el  Jurado  no  tomen  asien- 
to más  que  los  que  verdaderamente  son  dignos  de  la 
alta  autoridad  y  del  extraordinario  poder  que  la  ley 
confiere  á  los  Jueces  de  hecho. 
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XI 


Lofi  qiiebradoíí  no  rehabilitados  íinedan  excluidos  de 
fonnar  j>íirte  del  Jurado  hasta  que  obtengan  la  rehabi- 
litación en  la  forma  establecida  por  las  leyes;  t  esta 
exeepeión  tampoco  necesitamos  explicarla,  porqiie  sal- 
tan á  la  \iñtu  lasi  razones  en  que  se  apoya,  dada  la  si- 
tiiacíou  verdaderamente  excepcional  y  próxima  en  la 
mayor  parte  de  Ioí*  caíaos  á  la  delincnencia,  de  los  que 
tienen  la  de^jop'acia  de  siispeuder  sns  pagos  y  deelarar- 
8e  en  la  imposibilidad  de  cumplir  sus  más  sagradas 
obligaciones. 

Los  concursados  que  no  hubieren  sido  declarados 
inculpables  deben  estar  también  excluidos,  porque 
contra  ellos  hay  una  presunción  de  culpabilidad. 

JiOS  deudores  á  fondos  públicos  como  segundos  eon- 
tnbuyentes,  si  es^tuviera  expedido  contra  ellos  man- 
damiento de  apremio,  han  dejado  de  cumplir  sus  de- 
beres públicos  más  importantes,  y  no  tienen  ni  autori- 
dad ni  prestigio  ni  la  reputación  de  morales  y  exactos 
necesaria  para  tomar  asiento  en  un  Tribunal  de  jus- 
ticia. 


XIl 


Por  último,  los  que  hubieren  sido  socorridos  por  la 
Heneficencia  pública  como  pobres  de  solemnidad^  ca- 
tarán excluidos  de  formar  parte  del  Jurado  durante  el 
año  en  que  se  hiciesen  las  listas  generales  de  jurados- 
Esta  excepción  se  incluyó  en  la  Alta  Cámara.  Desde 
que  se  puso  en  práctica  la  ley  de  1872,  se  ha  venido 
hablando  con  gran  insistencia  de  los  jurados  que  pi- 
den limosna,  porque  al  parecer  hubo  en  aquella  época 
algún  caso  de  personas  eompelidas  á  llenar  las  funcio- 
nes de  este  cargo,  que  habiendo  de  abandonar  por  su 
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desempeño  las  ocupaciones  que  les  procuraban  la  sub- 
sistencia, se  hallaban  al  ejercerlo  en  tan  deplorable  si- 
tuación que  tuvieron  necesidad  de  implorar  la  caridad 
pública. 

No  sabemos  lo  que  haya  en  esto  de  cierto,  porque, 
en  honor  de  la  verdad,  la  ley  de  1872  tendía  a  evitar 
la  posibilidad  de  este  hecho,  estableciendo  en  el  pá- 
rrafo 2.^  de  su  art.  670,  que  pudieran  excusarse  de  ser 
jurados  los  que  necesitaran  del  trabajo  manual  diario 
para  atender  á  su  subsistencia.  Pero  el  hecho  es  que, 
á  pesar  de  este  precepto  y  de  que  los  que  se  hallaran 
en  este  caso  pudieron  entonces  excusarse  de  desempe- 
ñar el  cargo  de  jurados  y  evitar  por  sí  mismos  el  es- 
pectáculo de  que  se  viera  á  un  miembro  de  este  Tri- 
bunal implorando  la  caridad  pública;  el  hecho  es,  de- 
cimos, que  se  habla  de  que  ese  caso  ha  ocurrido  y  que 
se  esgrime  la  referencia  exacta  ó  inexacta  de  seme- 
jante suceso  como  uno  de  los  mayores  argumentos  con- 
tra el  ensayo  del  Jurado  que  se  verificó  en  1872. 

Ciertamente,  nosotros  creemos  que  los  que  se  en- 
cuentren en  la  precisión  de  implorar  la  caridad  públi- 
ca no  tienen  aquella  independencia  de  posición  que  es 
indispensable  para  el  desempeño  de  cualquier  función 
en  la  vida  pública,  y  nos  parece,  por  tanto,  no  sólo  ati- 
nado y  justo  que  se  les  autorice  para  que  se  excusen  de 
desempeñar  el  cargo  de  que  hablamos,  sino  que  cree- 
mos que  á  aquellos  de  quienes  se  sepa  de  una  manera 
evidente  que  han  recibido  los  auxilios  de  la  Beneficen- 
cia ó  que  han  tenido  la  condición  de  pobres  de  solem- 
nidad, no  deben  en  manera  alguna  admitírseles  al  des- 
empeño de  la  función  de  jurados. 

En  principio,  ¿bastará  con  la  selección  para  impedir 
que  eso  ocurra?  La  selección,  ¿es  el  mejor  sistema  de 
todos  cuantos  pueden  adoptarse  para  evitar  semejante 
hecho?  El  que  sea  pobre  por  su  desgracia  se  excusará 
seguramente,  y  el  que  lo  sea  por  su  vagancia,  su  ocio- 
sidad, ó  su  desarreglo,  pertenece  al  número  de  los  que 
Jas  juntas  de  selección  deben  excluir.  Por  lo  tanto, 
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nosotros  no  duílamoíí  de  que -con  los  príncipioB  esta- 
blecirlos  en  la  ley  y  cou  los  procedimientos  oncamina- 
dos  a  asegurar  la  eflcHcia  de  esos  principios,  no  se  dará 
jamás  el  euso,  tan  temido  por  los  detractores  de  nue,'í' 
tra  institución,  de  que  haya  jurados  que  pidan  limosna. 
EstaTnos,  por  lo  demás,  de  acuerdo  en  cuanto  al  al- 
cance del  niím.  H.^  del  art.  10  con  lo  que  añi-ma  el  seiíor 
líravo.  ítPor  Jíeueficencia  piíbli(m  deberá  entenderse, 
no  sólo  la  que  prestan  el  Municipio,  la  provincia  y  el 
Estado,  sino  también  las  asociaciones  que  tienen  carác- 
ter público  y  cuyos  estatutos  están  aprobados  por  la 
Autoridad^  como  las  Hermandades  de  Refugio  y  otrai* 
y  las  juntas  domiciliarias  de  socorro. » 


1 


Art.  11,     El  cargo  de  jurado  es  uicompatible: 

I.**    Con  cualquiera  otro  de  las  carreraa  judicial  6  ñacftL 

2.^    Con  el  Berv^ício  militar  activo. 

3,"  Con  loa  de  IMipistro  de  la  Ooronaj  Subsecretario  y  Direc- 
tor de  Ministerio. 

4.'*  Con  lo3  de  íí^obemadoreg  de  provincia,  Delegados  de  Ha- 
cienda y  Secretarios  de  Gobierno  de  provJJicia, 

5.'^  Con  los  de  Nota  rio*  Mídico  titular.  Farmacéutico  y  Yete- 
rinario,  en  los  pueblos  en  donde  no  hubiere  máa  que  uno. 

t;J'  Con  los  tlé  empleados  públicos  de  telégrafos,  correos  f 
íeiTocar  riles* 

7.^  Con  loa  de  auxiliares  y  aubalternoa  de  loa  Tribtinales  y 
-íusigados,  y  empleados  ó  agentes  de  orden  publico  6  de  policía. 

8.**  Con  los  de  maestros  de  primera  enseñanza  de  las  poblaeie^ 
lies  donde  no  hubiere  Audiencia  territorial  Ó  de  lo  criminal. 

ÍL^  Con  loa  de  emplea doü  pübücoB  de  establecimientos  peni- 
tenciarios y  cárceles* 


Digitized  by 


Googlt 


TÍT.  I.— CAP.  ni.— ABT.   11  385 


En  vez  de  lo  que  dispone  este  artículo,  nosotros  ha- 
bríamos establecido  una  regla  más  sencilla  y  de  expli- 
cación más  fácil,  así  como  en  nuestro  entender  más 
justa  de  la  que  dicho  artículo  contiene.  Nosotros  ha- 
bríamos declarado  incompatible  el  cargo  de  jurado  con 
el  desempeño  de  todo  empleo  ó  función  activa  depen- 
diente del  Estado,  de  la  provincia  ó  del  Municipio;  y 
no  comprendemos  cómo  los  que,  buscando  en  el  Jura- 
do un  Tribunal  que  ofrezca  mayores  garantías  de  in- 
dependencia que  ningún  otro,  admiten,  ni  como  regla 
general,  ni  como  excepción,  el  que  forme  parte  de 
este  Tribunal  ningún  empleado  público  dependiente 
del  Gobierno  en  cualquiera  de  sus  órdenes  y  cate- 
gorías. 

Creemos  que  hay  en  esto  un  verdadero  contrasenti- 
do; creemos  que  hay  en  esto  una  contradicción  fla- 
grante que  es  necesario  resolver  y  borrar. 

No  formulamos  sobre  este  punto,  cucmdo  formamos 
parte  de  la  Comisión  del  Congreso,  voto  particular, 
porque  realmente  su  importancia  (la  importancia  de  ese 
pormenor  dentro  del  sistema  general  de  la  ley)  es  bien 
reducida  y  bien  escasa;  pero  recabamos  entonces  nues- 
tra libertad  de  acción  para  sostener  que  es  necesario 
que  ese  precepto  se  modifique,  y  que,  á  la  enojosa  clasi- 
ficación que  contiene  el  art.  11,  se  sustituya  un  precep- 
to sencülisimo  por  el  cual  sea  incompatible  el  cargo  de 
jurado  con  todo  empleo  activo  del  orden  militar  ó  del 
orden  civil,  de  la  administración  central,  de  la  admi- 
nistración municipal  ó  de  la  administración  de  las  pro- 
vincias. 
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Y  esto  es  llano.  El  empleado  depende  de  su  jefe;  el 
jefe  es  una  rueda  importante  del  organismo  guberna- 
mental, que  se  mueve  acaso  por  la  inspiración  y  por  el 
sentido  que  imprime  á  todos  estos  organismos  una  mar- 
cha uniforme,  y  se  corre  el  riesgo  de  que,  empeñado  el 
interés  gubernamental  en  una  caaaa  cualquiera,  el  em- 
pleado que  va  á  ocupar  un  puesto  entre  los  Jueces  de 
hecho  que  han  de  estimar  las  pniebas  aducidas  en  esa 
causa  misma,  se  vea  constreñido,  se  vea  obligado  por 
sus  superiores  á  adoptar  una  aptitud  deterniinada,  y 
que  de  esa  aptitud  dependa  eu  un  momento  cualqidera 
el  éxito  de  un  debate  judicial.  Este  peligro  hay  que 
evitarle,  y  evitarle  á  todo  trance. 

Además,  nosotros  combatimos  constantemente  los 
Tribunales  de  derecho,  combatimos  la  organización  his- 
tórica de  la  administración  de  justicia  en  nuestro  País, 
precisamente  porque  esa  organización  ha  dependido 
siempre  de  la  voluntad  del  ÍTobierno,  y  porque  en  la 
actualidad  no  está  aún  emancipada  de  esa  voIunt4id 
misma,  y  no  vamos  á  admitir  entre  los  Jueces  de  he- 
cho, entre  los  Jueces  que  forman  parte  del  Tribunal 
popular,  á  im  empleado  que  tiene  una  dependencia  más 
total,  absoluta  é  indiscutible  del  Grobierno.que  un  Juez 
cualquiera;  porque  al  fin  y  al  tabo,  las  leyes  y  las  eos* 
tumbres  han  establecido  y  señalado  una  regla  á  que  hay 
que  atenerse  para  la  separación  de  los  fímcionarioa  de 
la  Magistratura,  y  la  generalidad  de  los  empleados 
de  la  administración  pública  dependen  de  una  simple 
orden  ministerial,  ó  del  voto  de  una  Coi'poración,  ó  de 
la  genialidad  de  un  cacique. 

Es  contradictorio  con  las  tendencias  que  dominan  en 
esta  materia,  y  con  los  propósitos  cada  día  más  firmes 
y  resueltos  de  hacer  independiente  la  administración 
de  justicia,  el  admitir  á  los  empleados  públíooSi  con  las 
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excepciones  que  enumera  el  art.  11,  entre  las  personas 
que  pueden  desempeñar  el  cargo  de  jurado. 


m 

De  esas  excepciones  la  mayor  parte  se  han  consig- 
nado, no  en  atención  á  la  incompatibilidad  que  nos- 
otros Temos  tan  clara  y  justificada,  sino  en  razón  á  las 
necesidades  del  servicio  que  no  consentirían  que  un 
Gobernador  de  provincia  ó  un  Secretario  del  Gobierno, 
que  un  empleado  de  Telégrafos  ó  de  Correos,  que  un 
Auxiliar  de  los  Tribunales  ó  que  un  Maestro  de  prime- 
ra enseñanza  se  viera  retenido  por  las  urgentes  é  in- 
aplazables obligaciones  del  cargo  de  jurados,  y  obliga- 
dos á  abandonar  los  deberes  de  su  posición  y  de  su 
empleo. 

Comprendemos  que  bajo  este  punto  de  vista  y  por 
este  principio,  porque  eso  afecta  al  desempeño  de  fim- 
ciones  que  no  consienten  la  menor  suspensión  y  de  las 
que  no  debe  distraérseles,  se  declararan  incompatibles 
con  el  cargo  de  jurados  los  de  Notario,  Médico  titular. 
Farmacéutico  y  Yeterinario  en  los  pueblos  en  donde  no 
haya  más  de  uno,  y  los  de  empleados  de  ferrocarriles, 
porque  estos  empleados,  que  no  son  dependientes  del 
Gobierno,  sino  de  una  empresa  particular,  están  afectos 
fd  desempeño  de  un  trabajo  constante  que  no  puede  in- 
terrumpirse, y  comprendemos  la  incompatilidad  de  los 
Maestros  en  determinados  casos,  pero  no  se  nos  alcan- 
za la  necesidad  de  establecer  ninguna  otra  excepción 
fundada  en  ese  motivo;  y  en  cuanto  al  resto  de  las  que 
el  art.  11  enumera,  ya  hemos  dicho  el  criterio  con  que 
las  juzgamos  y  la  regla  á  que  las  reduciríamos. 

Los  términos  del  art.  11,  por  lo  demás,  no  exigen 
mayor  explicación,  ni  el  cumplimiento  de  este  artículo 
poará  suscitar,  á  nuestro  juicio,  dudas  de  ninguna  es- 
I)ecie. 
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Art.  12-     Tampoco  podráa  &er  jurados  en  ima  causas 

1."  Loa  que  hubiersn  intervenido  en  ella  como  SecretarioB,  Ofi- 
cíales 6  agentes  de  la  policía  judicial ,  ñadorea,  testigos,  interpretes, 
peritos  ú  otro  cOBcepto  añilo go. 

2."  Las  partes  interesadas  y  sus  Procuradores  ó  representan- 
tes f  Abogados,  si  éstos  han  dejado  de  serlo  cuando  se  cdlebm  el 
juicio. 

3,^  Los  ascendientes  y  descendientes,  aunque  sean  adopÜFos^  el 
cónyuge  y  los  colaterales  hasta  el  cuarto  grado  de  consanguinidad 
y  segundo  de  afinidad  de  las  partes  interesadas^  los  tutores  á  cam- 
dores  de  las  mismas,  y  los  parientes  en  primer  grado  de  los  Procu- 
rado res,  representantes  y  Abogados  que  interrengan  en  el  juieio. 

4/^  Los  que  tuvieren  con  cualquiera  de  las  partea  amistad  ínti* 
nm  ó  enemistad  mauiáesta, 

bJ^  Los  que  tuvieren  algún  interés  directo  ó  indirecto  en  la 
causa. 


Eatablece  este  artículo  la  incompatibilidad  relativa, 
asi  como  el  anterior  define  la  incompatibilidad  ab- 
soluta. 

La  primera  incompatibilidad  relativaj  m  la  que  nace 
de  que  el  ciudadano  de  que  se  trate  haja  intervenido 
en  la  causa  á  que  se  refiera  como  Secretario,  Oficial  6 
agente  de  la  policía  judicial;  pero  nosotros  creemos 
que  desde  el  momento  en  que  el  art.  11  ha  establecido 
como  incompatibilidad  absoluta  el  desempeño  de  un 
cargo  de  la  carrera  judicial  ó  fiscal ,  el  de  empleos  de 
Auxiliares  y  Subalternos  de  los  Tribunales  y  Juzga- 
doSj  y  empleados  ó  agentes  de  orden  público  ó  de  poli* 
oía,  era  de  todo  punto  innecesario  consignar  en  el  ar- 
tículo 12  que  aquellos  do  estos  empleados  que  hubiesen 
intervenido  en  una  causa,  no  podrán  ser  jurados  en  la 
misma,  porque  no  podrán  ser  jurados  en  ninguna  con 
arreglo  á  los  números  l.*^  y  7.**  del  art.  11.  Luego  no 


Digitized  by 


Googl( 


r 


-     tít.  1.— cap,  in,— abt.  13  ^B^ 

llegará  el  cbbo  de  incompatibilidad  relativa  á  que  se 
refiere  el  art.  12.  Esta  es  una  verdadera  redundancia 
de  la  ley. 


En  cuanto  á  los  fiadores,  testigos,  íntérpreteSj  peri- 
tos ó  que  de  alguna  otra  manera  hayan  intervenido  en 
cnalquier  causa,  teniendo  en  la  misma  fiínciones  espe- 
ciales  que  coadyuven  al  esclarecimiento  de  los  hechos  y 
¿  la  administración  de  justicia j  excusado  parece  dar 
razón  alguna  para  explicarlo.  Desde  luego,  los  que  por 
alguno  de  estos  conceptos  intervienen  en  un  procedi- 
miento, tienen  un  carácter  análogo  al  de  las  partes,  8i 
BOU  fiadores  ó  testigos,  este  carácter  le  ostentan  de  una 
manera  clara  y  abierta,  y  respecto  de  ellos  puede  afir- 
marse que  nadie  debe  ser  Juez  y  parte  en  un  proceso 
mismo^  y  que  no  están  en  disposición  independiente  de 
juzgar  y  estimar  los  hechos,  ni  de  apreciar  y  estimar 
las  pruebas  relativas  al  hecho  mismo^  cuando  han  ve- 
nido como  testigos  de  cargo  ó  como  testigos  de  descar- 
go, como  fiadores  de  un  procesado,  ó  en  condiciones  se- 
mejantes á  éstas,  á  contribuir  al  desarrollo  del  prooe- 
dimiento. 

En  cuanto  á  los  intérpretes  y  peritos^  no  se  excluyen 
sólo  por  la  misma  razón;  es  otra  también  la  que  milita 
en  fevor  del  establecimiento  de  esta  incompatibilidad 
relativa. 

Los  intérpretes  y  peritos  son  llamados  á  emitir  un 
juicio  personal  sobre  un  pormenor  del  procedimiento. 
Í*or  su  profesión  y  por  su  hábito  de  ver  las  cosas  de 
cierta  manera,  son  más  aptos  para  arrojar  toda  la  luz 
necesaria  al  esclarecimiento  de  ese  pormenor;  mas  esta 
misma  aptitud  y  esta  misma  capacidad  les  coloca  en 
ooudiciones  tales,  que  sería  peligroso  quizás  encomen- 
darles el  examen  del  conjunto  de  los  hechos,  la  apre- 
ciación de  la  totalidad  de  loa  actos  que  se  ventilan  en 
un  procedimiento  criminal. 
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Esto  aparte  de  que,  traídos  los  peritos  muchas  Teces 
por  los  procesados  ó  por  loa  que  acusau,  podrían  ser  til  - 
dados  de  parcialidad  y  de  falta  de  iudepeudencia. 

Por  una  y  otra  razón,  por  uno  y  otro  motivo  parece 
justificadísima  la  excepción  que  respecto  de  ellos  esta» 
blece  la  ley. 

Con  lo  que  hemos  dicho  queda  suficientemente  ex- 
plicada la  incompatibilidad  relativa  de  las  partes  inte- 
resadas en  un  procedimiento.  En  cuanto  á  sus  repre- 
sentantes, Procuradores  y  Abogados,  aun  cuando  éstos 
hayan  dejado  de  serlo  cuando  se  verifique  el  juicio,  en- 
contramos también  muy  conYeniente  que  se  exceptúen, 
porque  vistas  las  cosas  en  su  realidad,  es  difícil  suponer 
que  el  que  ha  sido  representante,  Abogado  ó  Procura- 
dor de  un  procesado  ó  de  cualquiera  de  las  partes  en  un 
procedimiento,  esté,  respecto  á  lo  que  se  refiere  á  los 
derechos,  obligaciones  y  responsabilidad  de  aquella 
parte,  en  la  situación  de  ánimo  en  que  la  ley  quiere  que 
se  encuentre  el  Juez  de  hechoj  ya  que,  ó  persiste  en  el 
ánimo  del  representante  la  impresión  favarable  que 
formó  y  mantuvo  durante  el  período  en  que  represen- 
tó á  la  parte  de  que  se  trate,  ó  merced  á  las  circunstan- 
cias extremas  que  le  han  obligado  á  abandonar  esa  re- 
presentación, aquel  juicio  se  ha  cambiado  por  uno  to- 
talmente opuesto,  pero  que  de  todas  suertes  le  impe- 
dirá juzgar  con  libertad  y  sin  preocupaciones  de  nin- 
guna especie  acerca  de  los  puntos  que  se  le  sometan. 

En  uno  y  otro  caso,  el  que  ha  sido  representante  de 
una  parte  en  un  procedimiento,  no  está  en  condiciones 
de  ocupar  un  puesto  entre  los  Jueces  de  hecho  que 
han  de  estimar  las  pruebas  alegadas  en  el  procedimien- 
to mismo. 


ni 


Por  causa  análoga  á  la  que  hemos  expresado  se  ex- 
cluyen ó  se  declaran  incompatibles,  estableciendo  que 
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no  podrán  ser  jurados  en  una  causa,  los  parientes  de 
las  partes  ó  de  sus  representantes  y  los  guardadores 
de  las  mismas. 

La  presunción  de  parcialidad  que  debe  admitirse 
siempre  en  las  personas  ligadas  con  tan  estrechos 
vínculos  con  los  que  tienen  interés  en  la  causa,  bas- 
ta á  explicar  y  á  justificar  esa  regla. 

Algunos  comentaristas  plantean  la  cuestión  de  si 
serán  aplicables  á  los  parientes  naturales  lo  que  el  nú- 
mero 3.^  del  art.  12  dice  de  los  legítimos,  adoptivos  y 
afines.  Nosotros  creemos  desde  luego  que  los  naturales 
están  incluidos  en  los  términos  de  esa  disposición,  por- 
que lo  que  se*ha  querido  evitar  con  ella  es  la  parciali- 
dad que  podría  existir  en  el  ánimo  del  jurado  nacida 
de  los  vínculos  de  la  sangre;  y  esos  vínculos  existen 
aun  cuando  no  hayan  sido  sancionados  por  las  reglas 
que  establecen  el  derecho  civil  y  el  canónico. 

En  cuanto  á  los  que  tuviesen  con  cualquiera  de  las 
partes  amistad  íntima  ó  enemistad  manifiesta  y  á  aque- 
llos de  quienes  se  sospechara  que  tenían  algún  interés 
directo  ó  indirecto  en  la  causa,  no  hay  tampoco  para 
qué  añadir  nada.  La  razón  en  que  ambas  incompatibi- 
lidades se  fundan  es  obvia  y  clara,  y  todos  estos  moti- 
vos suficientes  para  que  la  persona  á  quien  afecten  no 
ocupe  un  puesto  jamás  entre  los  Jueces  de  hecho  que 
han  de  intervenir  en  un  procedimiento. 


Art.  13.     Pueden  excusarse  de  ser  jurados: 

1.**    Los  mayores  de  60  años. 

2.^  Los  que  necesiten  del  trabajo  manual  diario  para  ganar  un 
salario  con  que  atender  k  su  subsistencia. 

8.^  Los  que  hubiesen  ejercido  el  cargo  de  jurado  6  suplente, 
mientras  no  transcurra  el  período  de  un  año. 

4.°  Los  Senadores  j  Diputados  á  Cortes,  mientras  éstas  estén 
abiertas. 


Digitized  by 


Googlt 


S92  COMSNTABIOS  i  LA  LEY  imL  JIJEABO 


Algunas  legislaciones  fijan  no  sólo  la  edad  mínima  á 
que  podrá  desempeñarse  el  cargo  de  jurado >  sino  aque- 
lla edad  avanzada  en  la  cual  ya  no  se  cree  oon veniente 
imponer  esta  carga  á  loa  ciudadanos,  ni  llamarles  al 
desempeño  de  esta  función. 

En  cierta  edad  de  la  vida  puede,  con  efecto,  ser  el 
desempeño  del  eargo  de  jurado  oficio  tan  molesto,  que 
su  ejercicio  resulte  incompatible  con  las  necesidades 
de  la  salud,  en  la  época  en  que  declin»  la  existencia 
del  hombre.  Puede  ocurríi'  también,  que  en  esa  edad  ao 
esté  el  hombre  en  aquella  posesión  completa  y  cabal 
de  todas  sus  facultades,  ni  en  condicioues  de  ejercer 
el  trabajo  mental  que  requieren  la  estimación  de  los 
hechos  y  la  apreciación  de  las  pruebas;  y  tanto  por  uno 
como  por  otro  motivo,  el  legislador  ha  señalado  mi  má- 
ximum al  período  de  la  existencia  durante  el  cual  po- 
drá y  deberá  desempeñarse  el  cargo  de  jurado. 

La  ley  española  no  ha  aceptado  esa  regla  como  pi*e- 
ceptiva;  autoriza  al  ciudadano  para  excusarse,  después 
de  los  60  años,  de  formar  parte  del  Jurado,  y  en  ho- 
nor á  la  verdad,  este  sistema  nos  parece  tan  aceptable 
como  cualquier  otro  para  atender  á  la  conveniencia  de 
que  se  satisfagan  las  necesidades  que  acabamos  de  se- 
ñalar. Si  á  esa  edad  el  Jurado  es  para  un  ciudadano 
carga  insoportable  y  pesadísima,  se  excusará  segura- 
mente, ya  que  la  ley  le  faculta  para  ello;  y  si  entre  los 
mayores  de  60  años  hay  alguno  que  no  tenga  la  apti- 
tud necesaria  para  ejercer  el  cargo,  la  junta  de  selec- 
ción  primero  y  las  mismas  partes  al  practicarse  la  re- 
cusación después,  podrán  excluirle.  De  manera  que  ea 
uno  y  otro  caso,  el  fin  de  la  ley  se  habrá  visto  satisfe- 
cho fácilmente. 
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También  pueden  excusarse  los  que  necesitan  del  tra- 
bajo manual  diario  para  ganar  un  salario  con  que  aten- 
der á  su  subsistencia.  Al  llegar  á  este  punto,  el  señor 
Amat  y  Furió  exclama:  «Estos  son,  poco  más  ó  menos, 
los  que  no  pagan  contribución.» 

Nosotros  añadimos  aún:  «Estos  son,  no  sólo  los  que 
no  pagan  contribución,  sino  muchos  de  los  que  pagan 
las  más  ínfimas  cuotas. » 

Si  se  hubieA  exceptuado  á  éstos  de  una  manera  ter- 
minante y  expresa  de  desempeñar  el  cargo  de  jurado, 
86  babria  sancionado  el  principio  del  sistema  de  las  ca- 
tegorías; y  como  hemos  combatido  extensamente  este 
principio,  no  creemos  necesario  ahora  demostrar  las  ra- 
zones que  ha  habido  para  no  decretar  esa  exclusión  ter- 
minantemente. 

A  lo  que  se  ha  querido  atender  estableciendo  esta 
excusa,  es  á  que  el  ciudadano  que  dependa  de  un  tra- 
bajo manual  diario  y  no  pueda  abandonarle,  no  sacrifi- 
que á  la  obligación  de  tomar  parte  en  los  debates  del 
Jurado  y  de  ocupar  un  puesto  entre  los  Jueces  de  he- 
cho, la  obligación  natural  que  tiene  de  procurar  los  me 
dios  de  subsistencia  para  sí  y  su  familia  en  primer  tér- 
mino. En  una  palabra,  que  no  haya  ni  se  repita  el  caso 
de  jurados  que  pidan  limosna,  de  que  nos  han  hablado 
con  referencia  al  ensayo  de  1872  los  enemigos  de  esta 
institución. 

Por  la  época  en  que  el  Jurado  celebra  sus  sesiones, 
>or  las  circunstancias  en  que  puedan  encontrarse  los 
urados  de  que  se  trata,  aun  cuando  en  otras  no  se  ha- 
len comprendidos  en  las  condiciones  de  esta  excusa,  se 
la  declarado  potestativo  de  los  ciudadanos  el  alegarla 
6  no;  ellos  son  los  que  pueden  apreciar  si  esa  necesidad 
imperiosa  de  su  vida  es  más  apremiante  que  llenar  y 
cumplir  el  cargo  que  se  les  adjudica,  y  ellos,  en  una 
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palabra,  serán  los  que  resuelvan  acerca  de  este  punto. 
Eso  nos  parece  más  atinado,  más  justo  y  más  conforme 
con  todo  el  sentido  con  que  la  ley  ha  resuelto  este  pun- 
to importante. 

m 

Se  ha  consignado  la  facultad  de  excusarse  á  fiavor 
de  los  que  hubiesen  ejercido  el  cargo  de  jurado  ó  su- 
plente, mientras  no  transcurra  el  período  de  un  año, 
no  sólo  porque  es  indispensable  que  esta  carga  se  re- 
parta entre  todos  los  ciudadanos,  no  sólo  porque  es  in- 
dispensable procurar  descanso  al  que  activamente  se 
ocupó  en  los  negocios  del  procomún,  sino  por  la  conve- 
niencia que  hemos  señalado  varias  veces,  de  que  no  se 
perpetúe  nadie  en  el  ejercicio  de  esta  función,  ni  el  juz- 
gar se  convierta  en  hábito  capaz  de  crear  preocupacio- 
nes ó  prevenciones  en  el  ánimo  de  una  persona,  y  de 
{)onerla  en  situación  análoga  á  la  en  que  se  encuentran 
os  Jueces  de  derecho,  que  por  esa  misma  prevención  ó 
preocupación  y  por  ese  hábito,  se  han  considerado  me- 
nos capaces  de  estimar  los  hechos  y  de  apreciar  las 
pruebas,  que  la  generalidad  de  los  ciudadanos. 

Y  partiendo  de  aquí,  nosotros  hubiéramos  ido  más 
lejos  de  lo  que  va  la  ley;  no  nos  hubiéramos  limitado  á 
declarar  que  éste  será  un  motivo  de  excusa,  sino  que 
será  una  causa  de  incompatibilidad,  á  fin  de  que  el  que 
positivamente  ejerza  el  cargo  de  jurado  durante  un 
año,  no  pueda  volver  á  ejercerlo  hasta  pasados  uno  6 
dos.  Esto  estaba  más  de  acuerdo  con  el  sistema  de  la 
ley  que  lo  que  establece  el  núm.  3.^  del  art.  13. 


De  los  Senadores  y  Diputados,  mientras  las  Cortes 
estén  abiertas,  nada  tenemos  que  añadir  tampoco,  por- 
que los  motivos  en  que  se  fiínda  esta  excusa,  qu^an 
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explicados  en  lo  que  venimos  tliciendo  sobre  otvoa  pre- 
ceptos y  otras  reglas  del  art.  13. 

Existe  verdadera  incompatibilidad  entre  las  ftincio- 
nes  legislativas  y  las  funcioaes  judiciales,  cuando  coin- 
cide el  tiempo  en  que  esas  funciones  han  de  ejercerse, 
las  épocas  en  que  han  de  desempeñar  el  cargo  de  jura- 
do, y  en  que  han  de  asistir  á  las  sesiones  de  los  Cuer- 
pos Colegisladores  y  tomar  parte  eu  sus  tareas.  Llega- 
do cada  caso,  las  personas  que  se  encuentren  en  esas 
condiciones,  apreciarán  cuál  de  ambos  deberes  les  exi- 
ge mayor  y  más  activa  solicitud,  y  deciilii^an  por  cuál 
optan. 

A  ese  fin,  la  ley  les  autoriza  para  que  aleguen  esa 
excusa  y  para  que  expongan  estos  motivos. 

No  ti'atamos  aquí  de  cuándo  y  cómo  han  de  alegarse 
las  excusas^  ni  de  cuándo  y  cómo  lum  de  tenerse  en 
cuenta  las  incapacidades  é  incompatibilidades,  porque 
hablaremos  de  ello  al  comentar  los  artículos  14,  34  y 
44,  que  es  el  lugar  de  la  ley,  propio  para  hacer  obser- 
vaciones respecto  de  ese  punto. 


cápíttUíO  rv 

Formación  de  Ustae  de  Jurados. 


El  sistema  adoptado  por  la  ley  española  para  la  for- 
mación de  listas  de  jurados,  es  análogo  al  empleado  en 
las  demás  paíí^es  donde  existe  esta  institución^  y  es  el 
que  naturalmente  se  desprendo  de  las  condiciones  de 
la  institución  misma. 

Ante  todo^  hay  necesidad  de  formar  una  primera 
lista  de  jurados,  lista  en  la  cual  se  incluyan  todos  los 
que  con  arreglo  á  la  ley  sean  capaces  para  desempeñar 
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este  cargo.  Resultarán  en  esa  lista  un  número  coubÍ- 
derable  de  jurados,  y  seria  imposible,  aparte  de  otras 
consideraciones,  teniendo  que  constitxiir  un  Tribunal 
de  escaso  número  de  individuos,  hacerlo  fácilmente 
obrando  dentro  de  una  lista  tan  numerosa  que  algu- 
nas veces  pasará  de  njillares  de  individuos. 

Para  reducir  estas  listas  hay  que  proceder,  por  tanto, 
á  una  selección,  ya  por  medio  de  juntas  dedicadas  á 
verificarla,  ya  por  medio  del  sorteo,  ó  ya  por  algún  otro 
procedimiento  que  nos  dé  las  listas  reducidas  hasta  la 
cifira  máxima  de  jurados  correspondiente  á  cada  uni- 
dad terntorial  de  las  adoptadas.  De  manera,  que  hay 
siempre,  en  todo  lo  que  se  refiere  á  la  formación  de  lis- 
tas de  jurados,  una  lista  general,  un  sistema  de  reduc- 
ción de  esa  lista  que  se  verifica  en  uno  ó  varios  actos 
y  que  comprende  uno  ó  varios  grados,  según  el  méto- 
do peculiar  de  cada  país,  y  por  último,  una  lista  defini- 
tiva de  la  cual  ya  veremos  más  adelante  cómo  se  ex- 
traen los  nombres  de  los  que  han  de  constituir  el  Jura^ 
do  para  cada  causa. 


n 


Los  artículos  que  foiman  el  capítulo  4.^,  pueden  dis- 
tribuirse con  arreglo  ó  esta  claBificación  en  varios  gru- 
pos. Desde  el  14  al  17  inclusive,  se  ocupan  en  la  redac- 
ción de  las  primeras  listas;  y  del  18  al  2 1^  establecen 
el  modo  de  rectificar  esas  listas,  en  las  cuales  pueden 
cometerse  errores;  errores  que  deben  subsanarse  y  á 
cuya  subsanacíón  atiende  la  ley  por  medio  de  los  pre- 
ceptos contenidos  en  esos  artículos, 

Al  tratar  de  enmendarse  estos  errores,  es  fácil  que 
se  cometan  por  las  Autoridades  encargadas  de  hacerlo 
verdaderas  arbitrariedades;  y  contra  estas  arbitrarie- 
dades^ opuestas  al  derecho  de  los  ciudadanos  que  son 
aptos  para  que  se  les  incluya  en  las  listas  generales,  y 
opuestas  también  al  derecho  que  todos  los  ciudadanos 
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tienen  á  que  en  las  listas  no  aparezcan  más  nombreg 
que  los  de  aquellos  que  reiman  laí*  condiciones  exigi- 
das por  el  legisladorj  se  ha  establecido  el  recurso  de 
apelación  de  los  acuerdos  adoptados  al  rectificarse  las 
primeras  listas;  recurso  cuyo  procedimiento  se  ha  des- 
arrollado en  los  artículos  del  22  al  26. 

El  27,  28 j  29  y  30  tratan  de  la  ultimación  de  las 
primeras  listas;  el  31  establece  la  forma  en  que  ha  de 
practicarse  la  primera  selección,  porque  el  método  que 
ha  prevalecido  en  la  ley  española  tiene  dos  grados;  la 
Stílecüión  aquí  se  verifica  en  dos  ocasiones:  en  las  jun- 
tas de  distrito,  conforme  al  art.  31,  y  en  la  Junta  ó  Sala 
de  gobierno  de  la  Audiencia  respectiva,  conforme  al 
articulo  33,  El  art.  32  establece  cómo  han  de  pasar  los 
aatecedentes  de  la  junta  de  distrito  á  la  Audiencia,  y 
el  34  eontiene  disposiciones  que  realmente  son  poste- 
riores á  la  formación  de  las  listas  definitivas.  Estas  que- 
dan ultimadas  una  vez  cumplido  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tíctdo  33.  Veamos  ahora  el  pormenor  de  estos  ar- 
tfeulos.  ^ 


Art.  14,  Las  primeras  Ibtna  de  jtira-doa  se  formarán  por  uti« 
Junta  que  se  cúBstituirá  con  el  Jaez  y  Fiscal  municipales,  el  Al* 
calde  d  UB  Teniente,  los  tres  mayores  contribuyente  a  por  torrito- 
Tial  y  el  mayor  contribuyente  por  InduBtrial  del  término,  qne  estén 
eü  el  pleno  goee  de  sos  derechos  ciTÍles.  Entre  loa  oontribuyenteü 
de  igual  caota  serán  preferidos  los  que  residan  en  la  población^  j 
entre  éstos  se  turnará  anualmente  por  orden  de  mayor  edad. 

8i  algún  contribuyente  llamado  a  la  Junta  no  residiere  en  ]a 
población,  se  podvá  excusar,  sin  iiictirrlr  en  la  multa  de  50  &  100 
pesetas,  que  el  Juez  municipal  podrá  imponer  á  los  residentes  que 
rebosen  el  cargo  sin  causa  justificada  en  sentir  del  mismo  Juez> 

El  Jtte2  municipal,  y  en  su  defecto  el  Alcalde  ó  Teniente,  pre- 
sidirá la  Junta,  y  funcionará  como  Secretario  de  ella^  sin  vos  ol 
votoj  el  Secretario  del  Juzgado. 

£1  Jnez  municipal  reclamará  con  la  debida  anticipación  los  cui- 
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te  cadentes  Decasar  ios  ¿  la  ofícina  competenie,  y  deni  guará  los  Vo- 
colae  de  la  Junta  que  hayan  de  funcionar  en  calidad  de  éúubibn- 
yantes,  hacsiendo  que  He  lea  notifique  el  nombramiento» 

Lafl  reclamacionee  que  surjan  sobre  la  coustitución  de  la  Junta 
Q  sus  incidenüiaEí,  no  entorpecerán  las  funciones  ni  TÍciar&n  los 
actos  de  la  Junta.  Conocerá,  de  ellas  la  Audiencia  de  lo  criminal  en 
«funta  de  gobierno  ó  la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia  territo- 
rial del  respectivo  distrito,  y  Iti  sustanci ación  se  reducirá  á  la  queja 
documentada  del  reclamante ,  y  el  informe,  con  loe  jus  tincan  tes 
oportunos,  del  Jue;^  municipal.  Este  será  castigado  por  la  Junta  ó 
8ala  de  gobierno,  ain  ulterior  recurso,  con  mutta  de  150  á  500  pe- 
setas^ cuando  hubiere  procedido  ilegitima  ó  maliciosamente  en  la 
constitución  de  la  Junta  ó  en  el  desempeño  de  la  misión  qae  le  in- 
cumbe. En  su  primera  renniónj  las  Juntas  municipales  formarán 
la8  listas  generales  de  cabezas  de  familia  y  de  capacidades^  con 
art^eglo  á  los  artículos  8.^,  9.°,  10  y  11  da  aata  ley.  En  loa  añoB  so- 
ca^ivoH  acordarán  las  inclusiones  6  excliisiones  que  procedan  para 
rectificarlas. 


La  formación  de  las  primeras  listas  es  im  procedi- 
miento Terdaderameiite  mecánico,  pero  que  tiene  gran- 
de importancia,  porque  de  la  manera  como  esas  listas 
se  redacten  y  de  la  verdad  y  exactitud  con  que  esas 
listas  se  formen,  depende  que  los  Tribunales  del  jurado 
se  constituyan  conforme  á  lo  que  el  legislador  ha  que* 
rido  que  el  Jurado  sea,  ó  de  una  manera  viciosa  é  im 
perfecta. 

Acerca  de  la  formación  de  estas  primeras  listas,  nos- 
otros creemos  que  era  ya  tiempo  de  que,  dadas  las  con- 
diciones del  régimen  en  que  vivimos,  se  hubieran  adop 
tado  medidas  y  soluciones  que  garantizasen  eu  este 
easo  y  en  otros  análogos  esa  exactitud  y  esa  verdad. 

Dentro  del  régimen  parlamentario  y  constitucional. 
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dentro  del  sistema  de  gobierno  que  llama  al  desempe- 
ño de  las  funciones  públicas  á  gran  número  de  ciuda- 
danos, es  muy  frecuente  el  caso  de  que  hayan  de  for- 
marse primeras  listas.  Hay  que  formarlas  de  electores, 
y  hay  que  formarlas,  cuando  los  sistemas  de  elección 
son  distintos,  según  la  elección  que  ha  de  verificarse, 
de  electores  para  Ayuntamientos,  de  electores  para  Di- 
putados provinciales,  de  electores  para  Diputados  á 
Cortes  y  para  Senadores,  siendo  muy  general  también 
que  cuando  las  leyes  exigen  condiciones  determinadas 
y  especiales  á  los  que  hayan  de  desempeñar  estos  car- 
gos de  elección  popular,  haya  que  formarlas  asimismo 
de  elegibles. 

La  organización  de  las  Juntas  de  instrucción  públi- 
ca exige  también  que  haya  primeras  listas  de  electores 
que  han  de  concurrir  á  la  designación  y  constitución  de 
estos  organismos;  y  en  suma,  á  medida  que  el  sistema 
se  perfecciona  y  que  se  trata  de  atender  por  este  pro- 
cedimiento, que  es  el  natural  y  lógico  dentro  de  nuestro 
sistema  de  gobierno,  es  más  frecuente  el  caso  de  que 
haya  necesidad  de  formar  listas  de  esta  especie. 

A  esa  necesidad  se  ha  atendido  particularmente, 
procurando  en  cada  caso  resolver  lo  que  se  juzgaba 
más  oportuno.  Así  en  la  ley  electoral  se  ha  establecido 
un  procedimiento  para  la  redacción  de  las  listas  electo- 
rales, para  venir  después  á  determinar  quiénes  en  cada 
caso  sen  electores  y  quiénes  son  elegibles  ó  pueden  ser 
el^idos. 

En  recientes  disposiciones,  respecto  de  Instrucción 
pública,  se  ha  determinado  también  cómo  han  de  re- 
dactarse y  rectificarse  las  listas  de  los  electores  llamados 
á  emitir  su  voto  para  constituir  las  Juntas  de  inspec- 
ción de  la  enseñanza;  y  ahora,  en  la  ley  del  Jurado  se 
establecen^  en  el  artículo  que  estamos  comentando,  las 
reglas  para  formar  las  primeras  listas. 
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Nosotros  creemos  que  es  ya  hora  de  que  se  procure 
reducir  todas  estas  disposiciones  á  un  yerdadero  siste- 
ma, á  fin  de  que  haya,  en  todas  estas  manifestaciones 
de  la  vida  social  que  tanta  y  tan  grande  analogía  guar- 
dan entre  sí,  la  necesaria  correlación  y  la  debida  armo- 
nía, no  sólo  por  la  unidad  que  debe  presidir  al  des- 
arrollo y  organización  de  todos  estos  servicios,  sino 
porque  esa  unidad  misma  sería  una  garantía  podero- 
sa de  su  buen  cumplimiento. 

Creemos,  pues,  que  se  impone  la  necesidad  y  la  con- 
veniencia de  establecer  ó  adoptar  un  organismo  indenen- 
diente  de  las  oscilaciones  de  la  política  y  de  las  mu  in- 
fluencias que  pueden  desnatundizarlo,  que  suministre 
estos  datos  de  un  modo  imparcial  y  exacto  para  todos 
los  fines  que  haga  necesaria  su  reclamación. 

Uno  de  los  problemas  más  graves  que  se  ventilan  en 
nuestro  país  cuando  se  trata  de  reformar  las  leyes  elec- 
torales, es  el  que  consiste  en  averiguar  cómo  se  podría 
lograr  la  formación  de  un  censo  que  respondiera  á  las 
necesidades  que  todo  censo  ó  padrón  electoral  satisface. 

Hasta  ahora  no  se  han  hecho  en  este  punto,  para  re- 
solver ese  problema,  más  que  ensayos  que  no  han  pro- 
ducido el  resultado  apetecido;  ensayos  de  los  cuales  no 
se  ha  podido  obtener  el  fin  á  que  se  aspiraba.  Para  ha- 
blar con  verdad  y  para  rendir  el  debido  tributo  á  la 
realidad  de  las  cosas,  debemos  asegurar  que  ese  censo 
no  existe,  porque  nuestro  padrón  electoral,  el  de  la  ge- 
neralidad de  los  distritos,  es  tan  imperfecto,  que  no  te- 
nemos verdadera  base,  una  base  exacta,  indiscutible 
para  las  más  importantes  operaciones  electorales. 

Pues  bien;  nosotros  creemos  que  este  grave  mal  se 
remediaría  si  se  hubiera  procedido  del  modo  que  más 
arriba  indicamos,  y  adelantaremos  la  idea  de  que,  á 
nuestro  juicio,  organizados  como  se  encuentran  ya,  y 
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como  lo  acredita  una  larga  y  provechosa  experiencia, 
los  más  importantes  servicios  de  la  estadística  de  nues- 
tro País  por  medio  del  Instituto  Geográfico  y  Estadís- 
tico, habiendo  respondido  ese  Instituto  de  una  manera 
completa  al  objeto  de  su  creación  y  ofreciéndonos  como 
nos  ofrece  trabajos  periódicos,  cuya  exactitud  es  sin 
disputa  la  mayor  que  ha  podido  alcanzarse  en  ese  te- 
rreno, pudiera  muy  bien  sobre  la  base  de  ese  organis- 
mo, sobre  la  base  de  ese  Instituto,  organizarse  el  servi- 
cio á  que  venimos  refiriéndonos;  y  no  sería  difícil,  en 
primer  lugar,  que  el  Instituto  rectificara  anualmente 
su  censo  decenal,  y  en  segundo  término,  que  al  rectifi- 
carlo lo  hiciera  de  suerte  que  resultaran  de  los  datos 
que  él  recoge,  colecciona  y  sistematiza,  todos  los  ele- 
mentos indispensables  para  formar  sobre  la  base  de  esos 
datos  las  listas  electorales,  las  listas  de  jurados,  y  las 
demás  primeras  listas  análogas  á  aquéllas  (1). 

lío  tenemos  tiempo,  ni  la  índole  del  libro  lo  permite, 
para  depurar  y  ultimar  estas  indicaciones  dándoles 
todo  el  desarrollo  necesario;  nos  basta  con  apuntarlas  y 
creemos  que  no  serán  perdidas,  porque  todo  el  mundo 
habrá  de  reconocer  la  necesidad  que  hay  de  proceder 
en  esta  materia  con  un  criterio  distinto  del  que  se  ha 
seguido  hasta  ahora,  y  de  buscar  una  base  menos  ex- 

{>ue8ta  á  errores  que  la  base  adoptada  por  nuestras 
eyes  políticas  para  redactar  las  primeras  listas  que  son 
indispensables  para  el  desenvolvimiento  y  práctica  de 
las  más  importantes  funciones  públicas. 


(1)  Al  tratar  de  la  formación  del  censo  electoral,  hay  quien  opina 
que  pudiera  encomendarse  á  las  Secretarías  del  Congreso  y  del  Sena- 
do, porque  la  intervención  de  esos  organismos  en  nuestros  procedi- 
mientos electorales  ha  contribuido  hasta  ahora  á  su  verdad  y  á  su 
éxito,  más  que  la  de  ningún  otro.  Quizás,  y  lo  insinuamos  exclusiva- 
mente como  una  idea  digna  de  estudio,  apuntada  aquí  al  correr  de  la 
pliima,  quizás  podría  el  censo  electoral  formarse  con  los  trabajos  del 
Instituto  Geogpráfico  y  Estadístico  y  encomendarse  á  las  Secretarías  de 
los  Cuerpos  Colegisladores  la  inspección  de  ese  servicio. 
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A  falta  de  ese  organismo,  y  no  habiendo  ocurrido 
hasta  ahora  á  nuestros  legisladores  la  idea  de  proceder 
de  la  manera  que  nosotros  hemos  expuesto  para  formar 
las  primeras  listas,  se  ha  encomendado  su  redacción  á 
las  Autoridades  que  constituyen  los  Juzgados  muni- 
cipales. 

No  ocultaremos  lo  deficiente  de  esta  base.  Los  Juz- 
gados municipales  en  nuestro  País,  tal  y  como  se  en- 
cuentran organizados,  no  ofrecen  garantíaade  ninguna 
especie  para  éste  ni  para  otro  servicio  alguno,  pero  las 
ofrece  aun  menores  el  organismo  administrativo  mu- 
nicipal; y  fuera  de  estos  dos  organismos,  no  era  posible, 
porque  no  existe  ninguno  más,  encomendar  á  un  ter- 
cero el  servicio  que  á  los  Jueces  municipales  se  les  en- 
comienda por  la  ley  del  Jurado. 

Durante  el  mes  de  Diciembre  de  cada  año,  todo  Juez 
municipal  deberá  reclamar  de  las  oficinas  de  Hacienda 
correspondientes,  los  datos  necesarios  para  conocer 
quiénes  son  los  tres  mayores  contribuyentes  por  terri- 
torial, y  el  majror  contribuyente  por  industrial  del  tér- 
mino en  que  ejerce  su  autoridad,  á  fin  de  constituir  la 
junta  que  ha  de  redactar  las  primeras  listas.  Deberá 
practicar,  además,  las  averiguaciones  necesarias  para 
adquirir  la  certidumbre,  documentada  y  probada,  de 
que  los  contribuyentes  que  designa  están  en  el  pleno 
goce  de  sus  derechos  civiles;  y  una  vez  obtenido  este 
dato,  nombrará  él  á  dichos  tres  mayores  contribuyen- 
tes por  territorial  y  al  mayor  contribuyente  por  indus- 
trial, invitará  al  Alcalde  del  término  municipal  para 
que  por  sí,  6  designando  á  un  Teniente,  concurra  á  la 
formación  de  la  expresada  junta,  y  unido  á  su  fiscal,  la 
constituirá  en  los  primeros  días  del  mes  de  Enero. 

La  ley  no  determina  el  día  en  que  esa  junta  se  ha  de 
constituir;  pero  nosotros  creemos  que  para  evitar  dila- 
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Clones  y  entorpecimientos  de  toda  especie,  la  junta  de- 
berá constituirse  el  primer  día  hábil  del  mes  de  Enero. 
Antes  de  la  constitución  de  la  junta,  deben  estar  re- 
sueltas  las  cuestiones  á  que  se  refieren  los  párrafos  1.^ 

L2.^  del  art.  14.  Al  hacer  la  designación  de  los  Voca- 
s  que  han  de  formar  parte  de  esa  junta,  preferirá  el 
Juez  entre  los  contribuyentes  de  igual  cuota  á  los  que 
residan  en  la  población,  y  si  hubiera  varios,  entre  los 
que  se  vea  obleado  á  escoger,  que  tengan  esas  dos  con- 
diciones de  pagar  igual  cuota  y  de  residir  en  la  pobla- 
ción por  igual  espacio  de  tiempo,  preferirá  á  los  de  ma- 
yor edad,  teniendo  en  cuenta  que  han  de  turnar  los 
que  tengan  esta  circunstancia  con  los  que  sean  de  me- 
nor edad,  al  organizarse  las  juntas  en  los  años  suce- 
sivos. 

Queda,  pues,  de  esta  manera  formada  la  junta  con 
el  Juez  municipal,  con  su  Fiscal,  con  el  primer  Alcalde 
6  un  Teniente  del  municipio,  y  con  los  cuatro  mayores 
contribuyentes  á  que  nos  hemos  referido  y  que  reúnen 
las  condiciones  expresadas. 


IV 


La  ley  de  1872  disponía  que  constituyeran  estas 
juntas  el  Juez  y  el  Fiscal  municipales,  el  Alcalde  ó  un 
Teniente  y  tres  Concejales  designados  por  el  Ayunta- 
miento. El  proyecto  de  1883  las  organizaba  con  el  Juez 
y  el  Fiscal,  el  Alcalde  ó  un  Teniente  y  dos  Concejales. 

En  la  mayor  parte  de  los  pueblos  en  que  se  encuen- 
tra establecido  el  Jurado,  forman  estas  juntas  comisio- 
nes análogas  á  las  establecidas  por  la  ley  española. 

En  ItaUa  la  forman  el  síndico  y  varios  miembros  del 
Consejo  municipal. 

En  Francia,  el  Juez  municipal,  su  suplente  y  los  Al- 
caides del  término;  y  cuando  en  el  término  hay  un  solo 
municipio,  el  Alcalde  y  dos  Concejales  designados  por 
la  Corporación. 
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En  Austria,  una  Comisión  que  forman  el  Alcaldi!  y 
dos  individuos  del  municipio,  y  en  Grecia  son  loa  ma- 
nicipios  los  encargados  de  formar  las  listas. 

En  Eusia,  la  Asamblea  del  distrito  elige  una  Comi- 
sión especial  que  desempeña  esta  función. 

En  Inglaterra,  un  funcionario  llamado  Vigilante  de 
pobres  es  quien  forma  las  listas.  En  los  Estados  Uni- 
dos las  hace  el  Juez  de  paz  por  sí  solo,  y  en  Alemania 
corre  este  cargo  al  cuidado  del  Presidente  del  mmu* 
eipio. 

Ya  hemos  dicho  que  la  función  encomendada  á  estas 
juntas  es  puramente  mecánica.  Se  trata  sólo  de  saber, 
averiguar  y  determinar  qué  personas  existen  en  el  tér- 
mino municipal  que  tengan  las  condiciones  requeridas 
por  la  ley  para  desempeñar  el  cargo  de  jurado;  y  esta 
operación  es  una  operación  exclusivamente  estadística 
y  aritmética.  No  se  trata  de  ventilar  arduos  problemas 
ni  de  resolverlos  con  opuestos  criterios.  La  ley  sólo 
quiere  verdad  y  fidelidad  en  la  reunión  y  clasificación 
de  los  datos  necesarios  para  formar  estas  primeras  lis- 
tas;  y  bajo  este  aspecto,  nosotros  creemos  que  el  siste- 
ma de  la  ley  española  es  preierible  á  todos  los  denlas^ 
porque  la  presencia  en  la  Comisión  de  los  cuatro  ma- 
yores contribuyentes,  á  quienes  no  ha  de  suponerse  uni- 
dos estrechamente  por  los  mismos  intereses  políticos, 
pues  lo  natural  es  que  los  tengan  diversos  y  que  cada 
uno  de. ellos  represente,  como  de  hecho  representará 
en  su  localidad,  determinadas  y  aun  opuestas  aspiraííio- 
nes,  contribuirá  á  que  la  junta  proceda  con  el  mayor 
cuidado  y  con  la  mayor  imparcialidad  posibles. 


El  Juez  municipal  presidirá  la  junta,  y  en  defecto 
del  Juez  municipal,  el  Alcalde. 

Aunque  los  términos  del  art,  14  son  concretos,  puede 
ocurrir  la  duda  que  ha  suscitado  algún  comentarista,  de 
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si  en  el  caso  de  que  el  Juez  municipal  ó  el  Fiscal  fal- 
ten, deberán  ser  reemplazados  por  sus  suplentes.  Nos- 
otros opinaríamos  que  los  suplentes  no  ticuen  derecho 
mingUDo  á  formar  parte  de  estas  juntas,  ni  aun  cuando 
los  propietarios  estén  ausentes,  enfermos  ó  imposibili- 
tados, porque  ya  hemos  dicho  antes  que  estos  iñagistra- 
dos  municipalea  no  ofrecen  grandes  garantías,  y  por- 
que hemos  de  añadir  que  son  aún  mucho  menores  las 
que  nos  dan  sus  suplentes,  que  todo  el  mundo  sabe 
cómo  se  designan  y  qué  faltos  de  condiciones  se  en- 
cuentran, sobre  todo  en  los  pequeños  pueblos. 

Ya  los  Jueces  y  Fiscales  municipales  no  las  ofre- 
cen excesivas,  porque  sabido  es  que  estos  funciona- 
rios, por  una  corruptela  arraigada  en  nuestras  cos- 
tumbres, son  designados  siempre  á  voluntad  del  ele- 
mento político  más  influyente  de  cada  localidad.  Nos- 
otros creemos  que  está  próxima  la  reforma  de  este 
abuso  y  que  se  atenderá  á  impedirlo  cuando  se  reorga- 
nice la  justicia  municipal,  y  ¡ojalá  sea  pronto!;  pero 
mientras  esto  no  suceda,  y  mientras  que  los  Jueces  y 
Fiscales  mindcipales  y  sus  respectivos  supleutcs  no 
merezcan  mayores  consideraciones  de  las  que  hoy  po- 
demos tributarles,  y  en  la  generalidad  de  los  casos  son 
bien  menguadas,  no  aceptaríamos  que  se  extentUera  el 
precepto  de  la  ley  en  aquel  sentido,  si  la  necesidad  no 
nos  obligara  á  aceptarlo.  Donde  el  Juez  municipal  pro- 
pietario ó  el  Fiscal  mimicipal  propietario  no  puedan 
desempeñar  por  ausencia^  enfermedad  ó  imposibilidad 
las  fiín cienes  que  el  art.  14  les  encomienda,  deberán 
reemplazarlos  sus  suplentes,  porque  de  no  hacerlo  así 
correríamos  el  riesgo  de  que  no  se  constituyera  la 
Junta  miuiicipal  y  de  que  no  se  formaran  oportuna- 
mente las  primeras  listas  de  jurados. 
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Puede  haber  en  la  constitucióu  de  estas  juntas  erro- 
res y  ai1>itrariedade^;  puede  haber  motivos  para  que  loe 
que  se  consideren  con  derecho  á  formar  parte  de  ellas  y 
se  vean  desposeídos  de  ese  derecho  tengan  que  alzarse 
de  la  orden  que  las  constituye.  Si  las  reclamaciones  na- 
cidas de  estos  casos  hubieran  de  sustanciarse  ante  la  jun- 
ta que  las  ocasionara,  se  correría  el  peligro  de  dilatar 
excesivamente  esa  constitución,  y  la  ley  ha  atendido  ¿ 
la  necesidad  de  sustanciar  estas  reclamaciones,  estable- 
ciendo en  el  párrafo  5.^  del  art.  14  la  forma  en  que  ha  de 
hacerse.  lia  atendido  también  á  la  conveniencia  de  que 
la  sustanciación  de  esas  reclamaciones  no  entorpezca 
la  constitución  de  la  junta^  dií^poniendo  que  la  junta  se 
constituya,  y  que  á  la  vez  que  la  junta  esté  constituida^ 
la  reclamación  se  tramite. 

La  forma  en  que  ha  de  ti'amítarse  no  necesita  ex- 
plicación alguna.  La  ley  faculta  á  la  junta  ó  á  la  Sala 
de  gobierno  de  la  Audiencia  respectiva  ante  la  cnal 
dicha  reclamación  haya  de  tramitarse,  para  imponer  al 
Juez  municipal  que  en  la  constitución  de  la  junta  hu- 
biera obrado  de  un  modo  ilegal  ima  multa  de  150  pe- 
setas á  500.  Nosotros  creemos  que  la  junta  ó  Sala  de 
gobierno  debe  hacer  uso  con  severidad  de  estas  atribu- 
ciones que  la  ley  la  otorga;  único  medio  de  que  los 
Jueces  municipales  en  la  constitución  de  las  juntas  no 
procedan  caprichosamente;  único  medio  de  'conseguir 
que  los  Jueces  municipales,  en  este  punto,  se  ajusten 
estrictamente  á  lo  que  la  ley  dispone. 


YII 


Constituida  la  junta   y  reunida ,    como  hemos  di- 
cho, en  el  primer  día  hábü  del  mes  de  Enero,  prooed^ 
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rá  á  la  redacción  de  l£is  listas  de  las  personas  capaces 
para  desempeñar  el  cargo  de  jurados. 

Xo  es  una  sola  la  lista  que  estas  juntas  han  de  for- 
mar; la  ley  quiere  que  esa  lista  aparezca  dividida  en. 
dos  grupos:  imo  formado  por  los  que  son  capaces  para 
formar  pai1¡e  del  Jurado  en  concepto  de  padres  de  fa- 
milia, y  otro  formado  por  los  que  son  capaces  para  la 
misma  función  en  concepto  de  capacidades. 

Conforme  á  lo  que  establece  el  segundo  párrafo  del 
art.  16,  que  ya  examinaremos  en  su  lugar  oportuno,  en 
estas  listas  de  capacidades  deben  ser  incluidas  todas 
las  personas  que  residan  en  el  término  municipal  y  ten- 
gan algún  título  académico  ó  profesional,  hayan  des- 
empeñado algún  cargo  público  con  el  haber  de  3.000 
pesetas  ó  más,  sean  ó  hayan  sido  Concejales,  Diputa- 
dos provinciales.  Diputados  á  Cortes  ó  Senadores  ó  re- 
tirados del  Ejército  ó  de  la  Armada,  siempre  que  ten- 
gan más  de  treinta  años,  estén  en  el  pleno  goce  de  sus 
derechos  civiles  y  políticos,  sepan  leer  y  escribir,  y  lle- 
ven cuatro  ó  más  años  de  residencia  en  el  término  mu- 
nicipal. 

Esto  obliga  á  que  al  confeccionar  las  listas  se  em- 
piece por  la  de  capacidades.  Hecha  la  de  capacidades, 
la  Junta  municipal  procederá  á  la  confección  de  la  se- 
gunda, en  la  cual  deberán  incluirse  todos  los  que  sean 
cabezas  de  familia,  vecinos  en  el  término  municipal 
con  cuatro  ó  más  años  de  residencia  en  el  mismo, 
tengan  treinta  años  de  edad,  estén  en  el  pleno  goce 
de  sus  derechos  civiles  y  políticos  y  sepan  leer  y  es- 
cribir. 

Una  vez  formadas  estas  listas,  la  junta  excluirá  de 
ellas  á  los  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  10, 
no  tengan  capacidad  para  ser  jurados,  y  á  los  que,  con- 
forme al  art.  11,  sean  incompatibles,  por  el  cargo  que 
desempeñen,  con  el  ejercicio  de  la  función  de  jurado. 
Deberá  excluir  también  á  los  que,  alegando  justamen- 
te alguna  de  las  excusas  mencionadas  en  los  párra- 
fos 1.^,  2.<>  y  3.^  del  art.  13,  soliciten  su  exclusión.  La 
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ley  no  lo  dice;  pero  en  nuestro  juicio,  esto  se  despren- 
de de  sus  términos.  Ya  yoI veremos  á  hablar  de  ello 
enmido  examinemos  el  art.  34. 


vni 

Establece  la  ley  que  la  junta  municipal  lleve  á  cabo 
esta  tarea  en  su  primera  reunión,  porque  en  las  que 
hayan  de  veriñcarse  en  los  años  sucesivos,  bastará  mu 
que  acuerde j  sobre  la  base  de  las  listas  del  año  ante* 
rior^  las  inclusiones  ó  exclusiones  que  procedan  para 
rectificar  las  mismas  listas.  Nosotros  creemos,  sin  em- 
bargo^ que  el  deber  de  la  junta  municipal  es  examinar 
detalladamente  las  listas  todos  los  años,  á  fin  de  depu- 
rarlas de  una  manera  conveniente,  porque  si  ha  ocurri- 
dOj  como  es  fácil  que  ocurra,  que  en  el  primer  año  ó  en 
los  sucesivos  se  hagan  inclusiones  ó  exclusiones  ilegí- 
timas que  no  hayan  sido  reclamadas,  no  obstará  el  que 
esto  suceda  para  que  la  junta  municipal  las  preste  su 
sanción,  siuo  que  debe  procurar  constantemente  depu- 
rar y  rcctificEH'  las  indicadas  listas,  á  fin  de  acercarí^e 
cada  día  más  en  su  retkeción  á  la  verdad  y  á  la  impar- 
cialidad que  reclama  y  exige  la  ley. 

Art.  15.  En  Ub  poblaciones  en  que  hubiem  varios  Juecei  mu- 
nicípalea^  se  coDBtituirán  tantas  Juntas  cuantos  fueren  éstos,  com- 
poniéndose cada  una,  del  Juez,  Fiscal  y  Teniente  Alcalde  respecti- 
vo, y  de  trcB  mayores  contribuyentes  designados  con  sujeción  al 
articulo  anterior. 

Cada  una  de  estas  Juntas  formara  las  dos  líataa  correspondien- 
tes á  811  distrito. 

La  junta  municipal  forma  las  listas  de  jurados  para 
tin  término  geográfico,  que  es  aquel  á  que  alcanza  la 
jurisdicción  del  Juzgado  municipal  respectivo.  En  las 
poblaciones  donde  haya  varios  Jueces  municipales,  se 
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formarán  tantas  juntas  cuantos  sean  éstos;  y  cada  jun- 
ta operará,  con  aiTeglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley,  dentro 
de  ese  término  geográñco,  que  es  la  base  de  sus  opera- 
cioneSj  y  ha  de  ser  tenida  en  cuenta  para  todos  sus 
acuerdos,  ya  se  refieran  &  su  constitucíónj  ya  se  refie* 
ran  á  las  listas  que  ha  de  formar. 

Por  error  material,  no  salvado,  dice  este  artículo  de 
la  ley  que  cada  Junta  de  las  que  han  de  formarse,  en 
las  poblaciones  en  que  hubiera  varios  Jueces  munici- 
pales, se  compondrá  del  Juez,  Fiscal  y  Teniente  Alcal- 
de respectivos,  y  de  tres  mayores  contribuyentes  desig- 
nados con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  14. 
Donde  dice  íres^  léase  cuatro.  El  patrón,  la  norma  para 
la  constitución  de  esas  Juntas  es  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 14,  y  el  art.  14  expresa  con  bastante  claridad  que 
han  de  ser  cuatro  y  no  tres  los  vocales  de  aquella  pro- 
cedencia que  formen  parte  de  la  junta. 


Art.  16,  Todos  los  anoa  ee  reunirá  la  Junta  en  la  primera 
quincena  de  Enero  para  hacer  en  las  dos  listas  las  re ctiñc aciones 
necesarias^  incluyendo  á  los  que  deban  figurar  en  ellaa,  con  an-eglo 
á  lo  dispaesto  en  los  artículos  S°  y  dJ^y  y  osclujendo  á  los  que  m 
bailaren  en  alguno  de  los  casos  comprendidos  en  loa  artículos  10 
y  11  de  esta  lej. 

El  cabeza  de  familia  que  tenga  las  condiciones  que  ae  exigen 
para  figurar  en  la  lista  de  capacidadesj  será  incluido  solamente  en 
ella. 

En  teaüdadj  este  artículo  ño  dispone  más  que  lo  ya 
establecido  en  el  párrafo  5.**  del  art.  14.  Repetimos  la 
dicho  al  comentarlo;  que  la  junta  se  reúna  todos  los 
años  para  hacer  las  rectificaciones  necesarias,  y  á  fin 
de  verificar  de  una  manera  completa  y  acabada^  como 
la  ley  quiere  que  esta  operación  de  rectificación  se 
verifique,  deberá  examinar  detenidamente  las  listas 
hechas. 
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El  segundo  párrafo  de  este  artículo  establece  que  el 
cabeza  de  familia  que  tenga  las  condiciones  que  se  exi- 
gen para  figurar  en  la  lista  de  capacidades,  será  incluí- 
do  solamente  en  ella;  y  de  este  precepto  partimos  nos- 
otros  al  comentar  el  art.  14  para  establecer  j  aconsejar 
que  las  primeras  listas  que  redacte  la  junta  muuicipalj 
sean  la  de  capacidades;  y  siempre  que  se  trate  de  incluir 
un  nuevo  nombre,  vea  si  ese  nombre  debe  incluirse 
en  la  lista  de  capacidades,  para  incluirle,  caso  de  que 
no  proceda  hacerio  en  ésta,  en  la  de  cabezas  de  fa- 
milia. 


Art.  17.  El  Fiscal  cuidará  de  que  uo  sean  iDcluídas  eo  laa  lia- 
tas  otras  personas  que  las  que  en  ellas  deban  figurar ^  con  íirreglú 
á  las  disposiciones  de  esta  ley,  apelando  para  ante  la  Audiencia  ó 
Sala  de  lo  criminal  respectiva,  de  las  resoluciones  que  no  considere 
legales. 

Las  apelaciones  quedarán  en  suspenso  baata  que  se  resuelvan 
por  la  Junta  las  reclamaciones  que  se  expresan  en  el  articulo  si- 
guiente; y  llegado  este  caso,  serán  sustanciadas  ú  no  ae  hubiese 
':  reformado  la  resolución  apelada  por  consecuencia  de  lo  dispuesto 

en  el  mismo,  en  la  forma  que  establee eu  los  artículos  22 ^  23^  24  y 

25  de  esta  ley. 

'i 

^  Este  artículo  atribuye  al  Fiscal  munieipal  una  ver- 

dadera facultad  de  inspección  sobre  la  confección  de 
las  listas. 
if  Esa  facultad  de  inspección  no  debe  limitarse,  aun- 

i  que  la  ley  sólo  dice  esto,  á  que  no  sean  incluidas  en  las 

1  listas  otras  personas  que  las  que  en  ellas  deban  figurar, 

f  porque  la  misma  razón  existe  para  que  el  Fiscal  cuide 

t\  de  esto,  que  para  que  cuide  de  que  no  sean  excluidas 

de  las  listas  las  personas  que  reúnan  las  condiciones  es- 
:]  tablecidas  en  la  ley.  Nosotros  creemos  que  el  Fiacal» 

no  sólo  debe  apelar  para  ante  la  Audiencia  ó  Sala  de  lo 
criminal  respectiva  de  las  resoluciones  de  la  junta  mu- 


^^ 
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nicipal  que  no  considere  legales,  porque  en  virtud  de 
•ellas  se  hayan  incluido  en  las  listas  otras  personas  de 
las  que  deban  figurar  en  las  mismas,  sino  que  debe  ape- 
lar también  de  las  resoluciones  que  no  considere  lega- 
les porque  se  hayan  excluido  de  las  listas  personas  que 
en  ellas  deban  figurar. 

Las  apelaciones  que  el  Fiscal  formule,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  primero  de  este  artículo, 
quedan  en  suspenso  hasta  que  se  resuelvan  por  la  jun- 
ta las  reclamaciones  á  que  puede  dar  lugar  la  confec- 
ción de  las  listas.  La  ley  lo  ha  determinado  así,  á  fin 
de  que  todas  las  reclamaciones,  ya  promovidas  por  los 
particulares,  ya  promovidas  por  el  Fiscal,  respecto  á  la 
confección  de  las  listas,  se  sustancien  al  mismo  tiempo 
y  con  arreglo  al  mismo  procedimiento.  Ha  obedecido 
esta  regla  á  ese  principio  de  orden  que  indudablemente 
contribuirá  á  la  regularidad,  claridad  y  eficacia  de  ese 
precepto. 

Por  lo  demás,  las  reclamaciones  del  fiscal  se  sustan- 
ciarán en  la  forma  que  veremos  al  examinar  los  ar- 
tículos 22,  23,  24  y  25  de  esta  ley.  El  artículo  que  co- 
mentamos, dice  que  el  Fiscal  apelará  para  ante  la 
Audiencia  ó  Sala  de  lo  criminal.  Debe  entenderse  con- 
forme á  lo  establecido  en  los  demás  artículos  que  regu- 
lan la  tramitación  de  esas  apelaciones,  que  se  harán  6 
bien  para  ante  la  Audiencia  de  lo  criminal,  constituida 
en  junta  de  Gobierno,  ó  bien  para  ante  la  Sala  de  Go- 
bierno de  la  Audiencia  territorial  respectiva,  según  que 
el  Juzgado  pertenezca  al  territorio  jurisdiccional  de 
una  Sala  de  lo  criminal  ó  al  de  una  Audiencia. 


Art.  18.  El  día  1.**  de  Febrero  se  expondrán  las  listas  al  pú- 
blico por  término  de  quince  días,  durante  los  cuales  todos  los  veci- 
nos del  término  municipal  podrán  reclamar  las  inclusiones  y  ex- 
•elusiones  que  creyeren  procedentes. 

Los  comprendidos  en  algunos  de  los  casos  del  art.  18  podrán 
pedir  su  propia  exclusión  de  las  listas. 
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Las  Kstas  deben  hacerse  durante  el  mes  de  Enero, 
Por  eso  hemos  aconsejado  nosotros  a  los  Jueces  muni- 
cipales que  adopten  todas  las  medidas  necesarias  para 
la  constitución  de  la  junta  municipal  durante  el  mes  de 
Diciembre,  á  fin  do  que  pueda  constituirse  el  primer 
día  hábU  del  mes  de  Enero. 

Durante  todo  el  mes  de  Enero,  la  junta  municipal 
formará  las  listas,  ó  las  rectificará  en  el  caso  de  que  ya 
estén  formadas,  y  las  hará  copiar,  á  fin  de  que  el  día 
1.^  de  Febrero  se  espongan  al  público. 

Acerca  de  la  exposición  al  público  de  las  listas  ge- 
nerales de  jurados,  deben  seguirse  las  mismas  reglas 
establecidas  para  esponer  al  público  las  listas  electo- 
ndes.  Y  ¡ojalá  que  no  vengan  á  viciar  los  efectos  de 
esta  regla  y  las  consecuencias  de  este  mandato»  análo- 
gos errores  y  análogas  arbitrariedades  á  los  que  vician 
la  esposioión  al  público  de  las  listas  electorales!  So- 
bre este  punto,  la  Audiencia  respectiva  debe  ejercer 
una  vigilancia  escrupulosa.  La  autoridad  gubernativa 
por  su  parte  debe  también  procurar  que  la  ley  se  cum- 
pla de  una  manera  exacta  y  fiel,  porque  esta  garantía 
no  significará  nada,  y  la  institución  del  Jurado  se  esta- 
blecerá en  malas  condiciones,  si  no  se  obedecen  escni' 
pulosa  y  fidellsim  amenté  todos  los  preceptos  de  la  ley. 

Las  listas  estarán  expuestas  al  público  durante  el 
plasmo  de  quince  días;  termino  que  se  da  á  los  que  se 
consideren  indebidamente  excluidos  ó  se  consideren  in- 
debidamente incluidos  para  reclamar  contra  su  pro- 
pia inclusión  ó  exclusión,  y  término  que  se  da  en  gene- 
ral á  todos  los  vecinos  para  reclamar  de  la  exclusión 
ó  inclusión  de  sus  convecinos  en  las  listas  para  la  cons- 
titución del  Jurado. 

El  segundo  párrafo  de  este  artículo  sanciona  todo  la 
que  ya  hemos  dicho  acerca  de  la  alegación  de  las  ex- 
cusas, y  está  en  relación  con  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los que  forman  el  capítulo  tercero  del  primer  título»  en 
el  34  y  en  el  44. 
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Art.  19.  Las  reclamaciones  podrán  hñccrEte  de  palabrtí  6  por 
«Bcrito  ante  el  Juez  municipal ^  quien  expedirá  aX  reclamante,  si  lo 
«olicitaaej  el  do  comento  necesario  para  acreditar  que  ha  hecho  la 
reclamación. 


Los  que  se  consideren  indebidamente  incluidos  6  ex- 
cluidos de  las  listaos  para  la  constitución  del  Jurado,  ó 
consideren  en  esas  condiciones  á  alf^ún  convecino  suyo, 
potlrán  formular  la  oportuna  reclamación  de  palabra  6 
por  escrito  ante  el  Juez  municipal.  Será  preferible  ha- 
cerla por  escrito,  por  más  que  el  Juez  no  podrá  negarse 
á  recibirla  y  escucharla  si  se  hace  de  palabra;  y  en  uno 
y  otro  caso,  deberá  expedir  un  documento  al  reclaman- 
te en  el  cual  hará  constar  los  termines  de  su  reclama- 
ción. 

Este  documento  deberá  redactarse  de  una  manera 
concisa  y  breve^  pero  bastante  ó  expresar  en  qué  con- 
siste la  reclamación  y  cuál  es  su  objeto. 


Art.  20.  £L  reclamante  expresará  la  causa  en  que  ñuida  la  ia- 
dUHión  6  exclusión  que  solicita^  j  podrá  prasentarj  además^  las 
pruebaa  que  tuviese  por  conveniente. 


Al  alegar  la  reclamación  de  que  so  trata,  el  recia- 
mante  deberá  expresar  de  palabra  ó  por  escrito  el  fun- 
damento de  esa  reclamación  misma;  y  además  tiene  de- 
recho, conforme  á  este  artículOj  á  presentar  las  pruebas 
que  tuviese  por  conveniente;  de  todo  lo  cual  debe  ha- 
cersej  á  nuestro  juicio,  sucinta  expresión  en  el  docu- 
mento que  se  le  entregue,  para  probar  y  acreditar  que 
ha  formulado  la  reclamación,  de  acuerdo  con  lo  que 
hemos  expuesto  en  el  comentario  al  artículo  anterior. 
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Art.  21.  En  los  quince  días  siguientes  al  plazo  otorgado  para 
Lia  reclamíiciones^  resolverá  la  Junta,  después  de  oir  &  loB  btere- 
radofl  y  de  habcT  practicado  de  o&eio,  ó  á  instancia  de  éstos,  las 
justi£c ación eB  necesarias  eobre  la  inclusiÓD  ó  exclusión  reclamada^ 
consignando  los  fundamentos  de  la  resolución j  que  se  notificará  al 
Fiscal  y  4  los  iuteresados. 

En  la  notiñcacíón  ae  hará  saber  ¿  quien  se  hiciere  que  puede 
alzarse  de  la  reaolución  notificada  para  ante  la  Audiencia  en  Jun- 
tn  de  gobierno  ó  la  Sala  de  gobierno  del  distrito,  y  si  en  la  dili- 
gencia de  notificación  no  se  interpusiese  el  recureo,  se  reputara 
renunciado.  Si  la  notificación  no  se  hiciera  personalmente  al  iníeiü- 
eado,  80  entenderá  i'enun ciado  el  recurso,  si  no  queda  interpuesto 
en  el  término  de  veinticuatro  horas. 


Lo  dispuesto  en  este  artículo  debe  cumplirse  desde 
el  día  1 5  de  Febrero  hasta  el  último  de  dicho  raes.  En 
esos  días  se  reunirá  la  junta  muiiicipalj  estudiará  las 
reclamaciones  formuladas,  oirá  á  los  interesados  en  esas 
reclamaciones  mismas,  practicará  las  pruebas  y  justifi- 
caciones que  loa  interesados  hayan  estimado  convenien- 
tes y  hayan  solicitado  al  formular  su  reclamación  y 
resolverá  acerca  de  ella  lo  que  estime  oportuno. 

Al  adoptar  una  resolución  sobre  las  reclamaciones 
que  hubieran  sido  formuladas,  la  junta  municipal  con- 
signará los  fundamentos  de  su  resolución. 

La  junta  municipal  debe  mandar  hacer  las  notifica- 
ciones á  que  se  refiere  el  segundo  páiTafo  del  art.  21 
en  los  últimos  días  del  mes  de  Febrero,  á  fin  de  que  eu 
los  meses  de  Marzo  y  Abril,  como  ha  querido  el  legis- 
lador, y  lo  demanda  el  contenido  de  todos  estos  ar- 
tículos, pueda  consagrarse  á  ventilar  las  apelaciones 
suscitadas  por  consecuencia  de  los  acuerdos  de  la  misma 
junta. 
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Art.  22.  Guando  cualquiera  de  las  partes  apelare,  el  Juez  mu- 
nicipal remitirá  al  Presidente  de  la  Audiencia  los  antecedentes 
que  tuviese,  emplazando  ¿  todas  ellas  para  que  puedan  concurrir 
en  el  término  de  cinco  días  &  usar  de  su  derecho. 

Art.  23.  Transcurrido  este  término  sin  haberse  personado  el 
apelante,  la  Junta  ó  Sala  de  gobierno  declarará  desierto  el  recur- 
so; pero  si  hubiese  sido  el  Fiscal  el  apelante,  se  dará  vista  al  de  la 
Audiencia  del  expediente  remitido,  para  que  sostenga  la  apelación 
ó  desista  de  ella,  y,  según  lo  que  exponga,  se  acordará  lo  proce- 
dente. 

Cuando  el  Fiscal  sostenga  la  apelación  interpuesta 
por  el  Fiscal  municipal,  no  formará  parte  de  la  junta  ó 
Sala  de  Gobierno.  Dicha  junta  ó  Sala,  para  entender  y 
fallar  en  los  recursos  de  que  se  trata,  prescindirá  del 
Fiscal  siempre  que  el  mismo  se  muestre  parte  en  las 
actuaciones. 

Art.  24.  Si  el  particular  apelante  se  hubiere  personado^  se  se- 
ñalará inmediatamente  dia  para  la  vista,  dentro  de  un  término 
que  no  podrá  exceder  de  cinco  días,  citándosele  lo  mismo  que  al 
Fiscal. 

Durante  el  término  señalado  se  pondrán  de  manifiesto  al  ape- 
lante en  la  Secretaria  del  Tribunal  los  antecedentes  que  hubiese 
remitido  la  Junta  hasta  dos  dias  antes  de  la  vista,  en  que  se  pasa- 
rán al  Fiscal. 

Art.  25.  En  la  vista  podrán  informar  de  palabra  el  Fiscal  y 
los  interesados,  ó. sus  defensores,  lo  que  tuvieren  por  conveniente 
á  va  derecho,  y  terminado  el  acto,  se  dictará  resolución,  mandando 
devolver  los  antecentes  á  la  Junta,  con  certificación  de  lo  acor- 
dado. 

Contra  la  resolución  no  se  dará  recurso  alguno. 

Art.  26.  La  Junta  ó  Sala  de  gobierno  remitirá  antes  de  1.^  de 
Mayo  á  los  Jueces  municipales  respectivos  las  certificaciones  y 
antecedentes  expresados  en  el  articulo  anterior. 
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Estos  artículos  establecen  la  tramitaeión  que  ha  de 
seguirse  en  las  apelaciones  de  los  acuerdos  adoptados 
por  las  juntas  municipales,  acuerdos  que  pueden  ser 
apelados  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  17  por  el 
Fiscal  municipal,  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar* 
tí  culo  18  y  siguientes  hasta  el  21,  por  los  particulareíi 
<5uyas  reclamaciones  no  hubieran  sido  atendidas  por  la 
misma  junta. 

Nada  hay  que  observar  respecto  á  lo  que  dispone 
en  este  punto  la  ley,  que  garantiza  bien  el  derecho  de 
los  particulares  interesados  en  los  acuerdos  de  la  junta 
municipal  y  las  facultades  otorgadas  al  Fiscal  j  al  Mi- 
nisterio público  en  general  para  inspeccionar  debida- 
mente la  formación  de  las  listas  de  jurados.  La  trami- 
tación de  los  recursos  establecidos  con  ese  objeto  no  es 
angustiosa.  Aunque  son  breves  los  plazos  en  que  ha  de 
desenvolverse,  no  creemos  que  sea  necesario  ampliar- 
los, por  tratarse  de  cuestiones  sencillísimas  que  pueden 
rápidamente  ser  estudiadas  y  comprendidas. 

De  acuerdo  con  lo  que  dijimos  al  comentar  el  art.  17 
y  de  conformidad  con  lo  que  establecen  todos  los  de 
este  capítulo,  esas  apelaciones  serán  resueltas  por  la 
Audiencia  constituida  en  Junta  de  gobierno,  cuando 
procedan  de  un  Juzgado  enclavado  en  el  término  de 
una  Audiencia  de  lo  criminal,  y  lo  serán  por  la  Sala 
de  gobierno  de  la  Audiencia  territorial  oportuna,  cuan- 
do procedan  de  un  Juzgado  enclavado  en  el  territorio 
jurisdiccional  de  la  Sala  de  lo  criminal  de  una  Audien- 
cia de  esta  clase. 

Contra  las  resoluciones  que  dicte  en  esas  apelacio- 
nes la  Sala  ó  Junta  de  gobierno  respectiva,  no  se  dará 
recurso  alguno,  salvo  el  de  responsabilidad  que  existe 
contra  todas  las  resoluciones  de  los  funcionarios  de  la 
Administración  de  justicia,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  los  artículos  8.^,  245  y  246  de  la  ley  orgánica  del 
Poder  judicial,  y  en  el  18  al  21  y  121  al  128  del  Códi^ 
go  penal. 

Ya  hemos  dicho  que  el  plazo  concedido  por  la  ley 
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para  que  se  sustancien  estas  apelaciones  comprende  losi 
meses  de  Marzo  y  Abril,  y  la  Sala  6  Junta  de  gobierno 
debe  procurar  que  queden  ultimadas  en  la  primera 
quincena  de  Abril,  para  que  en  la  segunda  se  remitan 
á  los  Jueces  municipales  respectivos  las  certificaciones 
del  auto  recaído  en  cada  apelación  y  los  antecedentes 
que  hayan  de  remitirse  con  esa  certificación  á  las  res- 
pectivas juntas  municipales  con  objeto  de  que  obren  en 
poder  de  éstas  el  día  l.<>  de  Mayo. 

Art.  27.  Recibidas  dichas  certificaciones  y  antecedentes,  el 
Juez  municipal  convocará  á  la  Junta,  la  cual,  en  vista  de  las  certi- 
ficaciones antedichas,  hará  las  rectificaciones  correspondientes. 

Eecibidas  las  certificaciones  y  antecedentes  á  que  se 
refiere  el  art.  26  por  los  Jueces  municipales,  éstos  con- 
vocarán á  la  junta,  la  cual,  en  vista  de  aquellos  docu- 
mentos, hará  en  las  listas  de  los  que  son  capaces  para 
desempeñar  el  cargo  de  jurado  las  rectificaciones  co- 
rrespondientes. 

No  hay  necesidad  de  advertir,  pero  conviene  hacerlo 
constar  nuevamente,  que  en  este  punto,  las  atribucio- 
nes de  la  junta  municipal  se  reducen  á  cumplir  lo  dis- 
puesto por  la  Junta  ó  Sala  de  gobierno  de  la  Audien- 
cia respectiva,  y  no  cabe  discutir  lo  que  sobre  esto  haya 
mandado  y  acordado.  Por  tanto,  con  arreglo  á  lo  que 
dispongan  dichas  certificaciones  de  la  resolución  de  la 
Junta  6  Sala  de  gobierno  respectiva,  la  junta  municipal 
hará  las  rectificaciones  que  procedan. 

Art.  28.  Las  resoluciones  de  la  Junta  municipal  en  todo  caso, 
se  tomarán  por  mayoría  absoluta  de  votos,  decidiendo  el  empate, 
si  lo  hubiere,  el  Presidente. 

Este  artículo  no  está  en  su  lugar  oportuno;  en  el  que 
se  ha  colocado  parece  como  que  se  refiere  al  inmediata- 
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mente  anterior,  y  no  es  asL  Las  juntas  iminicipales  tie- 
nen que  adoptar  resoluciones  respecto  á  las  inclusiones 
ó  exclusiones  que  hagan  en  las  listas,  ya  al  redactarlas 
por  primera  vez,  ya  al  rectificarlas,  y  tienen  que  adop- 
tar resoluciones  también  respecto  de  las  reclamaciones 
que  ante  ellas  se  formulen.  En  uno  y  en  otro  caso  debe- 
rán hacerlo  por  mayoría  absoluta  de  votos,  y  si  hubie- 
ra empate  entre  sus  individuos,  lo  resolverá  el  Presi- 
dente; pero  en  el  caso  del  art.  27 ^  cuando  se  trate  de 
cumplir  las  resoluciones  dictadas  por  la  Audiencia  en 
las  apelaciones  interpueistas  contra  sus  actos,  ya  las 

Í 'untas  no  tienen  que  dictar  resolución  alguna;  d*íberán 
imitarse  pura  y  exclusivamente  á  cumplir  lo  ordenado 
por  la  superioridad  y  practicar  las  rectificaciones  que, 
por  virtud  de  los  autos  de  la  Audiencia,  se  hayan  de  in- 
troducir en  las  primeras  listas. 


Art.  29.  TJl timadas  definí tivam ente  laa  listas,  se  sacaráa  co^ 
piaa  certificadas  por  el  *SeGret»rio  coo  el  V,"  B.°  del  Juez  mtmi* 
oipal,  archivan dose  en  el  Juagado  lea  origioalea  con  todos  los  ante- 
cedentes. 

^  Art.  30-  El  Jaez  mnmcipal  remitirá  en  los  quince  últimos  djas 
de  Mayo  al  Juez  de  instrucción  del  partido  las  copias  mencloaa* 
das  en  el  artículo  anterior.  El  retraso  se  castigará  con  multa  de  100 
k  200  pesetas,  que  impondrá  el  Juez  del  partido  6  distrito  á  In  y^ 
que  adopte  las  proTidenoiafi  máa  eficaces  pam  la  pronta  subsanfr- 
ción  de  la  falta. 

El  plazo  que  señala  la  ley  para  rectificar  las  listas  de 
acuerdo  con  las  resolucíonea  de  la  Audiencia  y  para 
que,  en  eu  vista,  se  declaren  ultimadaSj  comprende  todo 
el  mes  de  Mayo.  A  la  primera  de  estas  operaciones 
deben  consagrarse  los  primeros  quince  días  de  dicho 
mes,  y  en  los  quince  liltimos  debe  cumplirse  lo  que  dia- 

ftone  este  artículo.  Es  del  mayor  interés^  y  así  lo  revé 
an  los  términos  de  estos  artículos  mismos,  que  las  re- 
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glas  que  establecen  se  ejecuten  en  la  época  determinada 
y  que  con  la  mayor  severidad  se  castigue  al  Juez  niu- 
oicipal  que  no  remita  en  los  últimos  quince  días  de 
Mayo  al  Juez  de  ínfitrucción  del  partido  laa  copias  cer- 
tificadas de  las  listas  ultimadas  que  hayan  debido  ha- 
cerse en  8u  Juzgado. 

El  retraso  en  enviar  al  Juzgado  de  instrucción  las 
listas  ultimadas,  se  castigará  con  una  multa  crecida. 
La  ley  así  lo  ordena  y  la  imposición  de  eso  castigo  no 
queda  al  arbitrio  del  Juez. 

Llegado  el  último  día  del  mes,  todo  Juez  de  instruc- 
món  está  obligado  á  imponer  esa  multa  al  Jucís  muni- 
cipal que  hasta  aquel  día  no  le  haya  remitido  las  listas, 
6  adoptará  á  la  vez  las  providencias  más  eficaces  para 
la  pronta  subsanación  de  la  falta,  conminando  al  moroso 
con  todos  los  apercibimientos  y  penalidades  pai'a  que 
la  ley  le  facnltaj  y  procesándole  si  la  morosidad  se  con- 
vierte en  desobediencia. 


Art»  31-  Durante  el  mes  de  Mayo,  el  Juez  de  ínatmcción 
designará  loe  ocho  Yo  cales  que,  bajo  su  preBidencia,  han  de  formar 
la  Junta  del  paitido  ¿  dÍBtrito.  EBta  ee  compondrá  del  Cura  párroco 
y  del  Maestro  de  instmcción  primaria  más  antiguo  de  la  población 
donde  ae  constituya  la  Junta,  y  de  seis  contribuyentes  que  estuvie* 
sen  eo  el  pleno  goce  de  bus  derechos  civil esj  designados  éstos  por 
«tterte,  sacando  cuatro  nombres  entre  loa  12  mayores  contribuyen- 
tes por  territorial,  y  dos  nombres  entre  los  seis  mayores  con  tribu* 
jrente»  por  industrial  que  residan  en  la  población.  No  entrarán  en 
suerte  los  que  aquel  ano  hayan  sido  Vocales  de  una  Junta  mnni- 
cipal^  según  el  art.  14.  El  acto  del  sorteo  será  p&blico  y  se  anun- 
ciará con  tres  días  de  anticipación  en  el  Boletín  oficial.  El  Secr©- 
tArío  del  Juzgado  lo  será  de  la  Junta,  sin  voz  ni  voto^ 

L  a  antigüedad  del  Párroco  y  del  Maestro  de  escuela  se  det«r- 
tónará  solamente  por  el  tiempo  que  lleven  de  residencia  en  la  res- 
pectiva población.  Cuando  no  haya  Párroco,  hará  sus  veces  en  la 
Junta  el  qne^  como  ^uomo,  regente  la  parroquia,  Los  individuos 
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llamados  á  constituir  la  Junta,  a6lo  podrán  excusarse  con  justa 
causa,  y  las  faltas  de  asistencia  no  justificadas,  se  castigarán  de 
plano  por  el  Juez  del  partido  con  malta  de  50  á  100  pesetas.  So 
reputará  suficientemente  justa  cualquier  excusa  que  el  Párroco  ale- 
gue, por  razón  de  las  obligaciones  de  aa  rainisterio. 

A  las  reclamaciones  que  surjan  sobre  la  constitución  de  la  Jun- 
ta  de  partido  y  sus  incidencias,  aera  enteramente  aplicable  el  pá- 
rrafo 5.**  del  art.  14. 

Luego  que  el  Juez  de  instrucción  baya  recibido  las  copias  ceíf- 
tificadas  de  las  listas  municipales,  convocarán  á  la  Junta,  y  ésta, 
por  mayoría  de  votos,  decidiendo  el  Presidente  los  empate»,  y  de- 
biendo asistir  la  mitad  más  uno  de  sus  miembros  para  celebrar  se- 
sión, elegirá  la  décima  parte  de  los  cabezas  de  familia  comprendi- 
dos en  todas  las  listas  municipales,  que  considere  más  aptos  para 
el  cargo  de  jurados,  procurando  que  la  elección  recaiga  en  vecinos 
de  todas  las  localidades,  sin  desatender  las  distancias  y  los  medios 
de  comunicación  que  puedan  facilitar  la  asistencia  de  loa  electos  á 
las  sesiones  del  Tribunal. 

Si  la  décima  parte  no  llegase  á  200  cabezas  de  familia^  se  com- 
pletará este  número  mínimo,  que  se  reducirá  á  150  allí  donde  el 
número  de  los  empadronados  en  tal  concepto  no  llegue  á  500> 

Si  todas  las  listas  munidipales  de  capacidades  contuviesen  m\i 
de  150  nombres,  la  Junta  designará  los  que  conceptúe  más  idóneos 
hasta  dicho  número,  en  la  forma  que  indica  el  párrafo  4.°  Si  no 
llegasen  al  referido  número,  no  se  hará  en  esta  lista  reducción  nio- 
guna. 

Cuando  quiera  que  los  acuerdos  de  la  Junta  de  partido  6  dis- 
trito no  se  adopten  por  unanimidad,  deberán  constar  en  el  acta,  no 
sólo  las  votaciones  nominalesi  sino  también  los  motivos,  sucinta- 
mente expuestos,  de  los  encontrados  pareceres. 
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Tres  métodos  existen  para  la  designación  de  Jueces, 
prescindiendo,  naturalmente,  de  aquél  que  consagra  la 
lústoTia,  que  consiste  en  que  los  Jueces  sean  designados 
por  el  Poder  ó  por  la  Administración.  Este  sistema  no 
sólo  es  incompatible  con  los  principios  del  derecho  mo- 
derno, no  sólo  es  incompatible  con  la  base  en  que  se 
fnnda  la  organización  de  las  sociedades  modernas,  sino 
que  resulta  el  más  deficiente,  el  más  vicioso  y  el  me- 
nos apto  para  producir  Tribunales  de  justicia  morales, 
independientes  y  capaces  de  realizar  esta  dificilísima  y 
noble  misión. 

Este  sistema,  que  es  el  que  ha  prevalecido  y  aun 
preTalece  en  la  organización  de  la  justicia  histórica, 
camina  á  desaparecer.  Todos  los  esfuerzos  que  en  ese 
punto  se  realizan  están  dirigidos  á  conseguir  que  la 
voluntad  de  los  hombres  que  gobiernan  los  pueblos  no 
tenga  acción  alguna  ó  tenga  la  menos  posible  en  la 
constitución  y  organización  de  los  Tribunales  de  Justi- 
cia. No  se  ha  llegado  ahí  todavía  á  lo  que  constituye 
el  desiderátum  de  los  partidarios  de  las  doctrinas  libe- 
rales y  avanzadas,  que  son  las  que  han  traído  á  la  ley 
y  las  que.  afirman  más  resueltamente  ese  principio; 
pero  cada  vez  se  da  un  paso  más  en  ese  sentido,  y  nos- 
otros creemos  que  no  está  lejano  el  momento  en  que 
se  declare  y  se  establezca  de  una  manera  firme  y  re- 
suelta que  los  Jueces  no  podrán  nunca  ser  nombrados 
ni  trasladados  arbitrariamente,  ni  llevados  de  una  ma- 
nera caprichosa  de  una  parte  á  otra;  porque  donde  esto 
sucede  no  hay  verdadera  garantía  para  su  independen- 
cia, ni  se  logra  ver  á  la  justicia  emancipada  de  influen- 
cias que  la  dañan  y  pervierten. 

Por  tanto,  este  método  ni  le  discutimos  siquiera  por- 
que le  oreemos  condenado  y  próximas  á  desaparecer 
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las  últimas  reliquias  y  los  tiltimos  vestígioa  de  tan  des- 
dichado procedimiento. 

Sin  contarlo,  pues,  hemos  dicho  que  hay  tres  méto- 
dos que  pueden  seguirse  en  la  desigaación  y  organiza- 
ción de  estos  Tribunales,  y  son  estos  tres  el  de  elec- 
ción, el  de  sorteo,  y  el  de  sorteo  combinado  con  la  se- 
lección. 


n 


Jueces  electivos  sólo  los  hay  en  Suiza.  lío  conoce- 
mos bastante  cómo  funcionan  las  instituciones  de  aquel 
pueblo,  ni  hemos  podido  consagrarnos  al  estudio  do  sus 
costumbres,  para  decidir,  de  una  manera  resuelta,  si 
los  Jueces  electivos  responden  ó  no  á  las  necesidades 
de  la  Administración  de  justicia;  pero  teniendo  en 
cuenta  que  los  hombres  son  iguales  bajo  todas  las  la- 
titudes y  que  en  todas  partes  se  mueven  por  las  mis- 
mas pasiones  y  por  los  mismos  sentimientos,  nos  atre- 
vemos á  declarar,  de  una  manera  rotunda  y  paladina, 
que  creemos  imposible  que  los  Jueces  electivos  satis- 
fagan las  necesidades  que  se  reclaman  á  la  institución 
de  que  forman  parte. 

Todos  ó  la  mayor  parte  de  los  tratadistas  que  ea 
este  punto  importante  se  ocupan,  salvo  alguna  que 
otra  excepción  que  por  lo  rara  no  merece  siquiera  ser 
señalada,  condenan  ese  procedimiento  para  la  designa- 
ción de  los  Jueces.  Nosotros  lo  condenamos  más  re- 
sueltamente, si  cabe,  todavía. 

Si  los  Jueces  fueran  elegidos  por  el  común  de  loa 
ciudadanos,  habrían  de  serlo  naturalmente  antes  de 
que  se  verificara  el  juicio;  y  antes  de  que  el  juicio  se 
verifique  no  es  posible  conocer  la  verdad  de  los  hechos, 
ni  la  respectiva  situación  de  los  procesados,  ni  hasta 
qué  punto  su  conducta  es  merecedora  de  castigo  ó  de 
aplauso. 

Antes  del  juicio  no  hay  ftindamento  serio  para  joí- 
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gar,  y  la  elección  supondría  un  juicio  sin  elementos 
y  6Ín  condiciones  bastantes  para  formarle,  porque  la 
elección  en  cada  caso  Tersaría  siempre  sobre  estos 
puntos:  ¿debe  condenarse  ó  debe  absolverse  á  éste 
ó  al  otro  procesado?  ¿Ha  de  estimarse  en  una  causa 
que  ocurrieron  los  hechos  de  ésta  ó  de  la  otra  mane- 
ra? Los  candidatos  que  se  presentaran  á  obtener  el 
cargo  de  Jueces,  formularían  su  programa,  diciendo: 
*  Yo  opino  que  debe  condenarse  en  tal  causa  á  este  pro- 
cesado, y  en  tal  causa  á  este  otro,  y  en  esotra  que 
debe  absolverse  á  todos  los  inculpados,  y  en  la  de  más 
allá  que  debe  imponérseles  tal  ó  cual  pena.  ^  Sobre  este 
programa  serían  llamados  á  resolver  los  ciudadanos, 
los  cuales,  eligiendo  ó  designando  á  unos  ó  á  otros 
candidatos,  sancionarían  sus  puntos  de  vista  y  pre- 
juzgarían los  resultados  del  juicio. 

ÍTótese  bien  que  nosotros  no  encontramos  tan  grave 
y  tan  perjudicial  para  los  intereses  de  la  justicia  el  que 
fueran  llamados  á  decidir  sobro  las  conclusiones  que 
deben  ser  resultado  de  un  juicio  la  mayoría  de  los  ciu- 
dadanos, como  que  fueran  llamados  á  hacerlo  antes  de 
conocer  exactamente  los  fiíndamentos  del  juicio;  en 
una  palabra,  que  lo  que  nosotros  más  censuramos  en 
este  procedimiento  es^  que  por  él  se  haría  de  todo  pun- 
te iniitil  el  juicio,  por  la  prevención  ó  preocupación 
<jue  traerían  los  Jueces,  y  por  su  disposición  á  sen- 
tenciar ó  á  absolver  cualesquiera  que  fuesen  los  resul- 
tados del  juicio  mismo. 

De  manera  que,  en  nuestro  sentir,  la  elección  de  los 
Jueces  contradice  la  base  del  procedimiento  tal  como 
nosotros  creemos  que  el  procedimiento  debe  ser,  tal 
como  el  procedimiento  se  encuentra  establecido,  des- 
envuelto y  sancionado  en  las  legislaciones  modernas, 
y  tal  como  el  procedimiento  es  con  arreglo  á  los  últi- 
mos adelantos  y  progresos  de  la  ciencia  jurídica. 

Esto,  aparte  de  los  fraudes  ó  irregularidades  á  que 
ee  presta  toda  elección;  fraudes  ó  irregularidades  que, 
por  desgracia  en  nuestro  país,  han  adquirido  un  des- 
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arrollo  y  un  incremento  extraordinario,  que  noeotrc^ 
somos  los  primeros  en  condenar,  y  acerca  de  los  cua- 
les ya  hemos  dicho  lo  que  pensamos  en  el  lugar 
oportuno. 

Precisamente,  nosotros  combatimos  que  se  sometan 
las  cuestiones  de  hecho,  que  se  EH>ineta  la  estira  ación  y 
apreciación  de  las  prueLas  á  los  Jueces  de  derecho,  á 
los  Jueces  que  instruyen  sum arios,  porque  creemos 
que  después  del  sumario  y  antes  del  juicio,  estos  Jue- 
ces tienen  ya  formada  una  idea  exacta  ó  equivocada 
del  proceso  y  de  las  responsabilidades  que  del  proce- 
so se  desprenden;  y  esta  idea  se  arraiga  tanto  en  su 
espíritu,  que  en  la  mayor  parte  de  las  ocasiones  esos 
Jueces  desdeñan  los  resultados  del  juicio  y  no  ponen 
la  atención  necesaria  para  modificar,  enmendar  6  cam- 
biar aquellas  impresiones.  En  el  caso  de  los  Jueces  elec- 
tivos sucedería,  respecto  de  ellos,  lo  que  nosotros  tacha- 
mos y  censuramos  en  los  Jueces  de  derecho. 

Esta  razón  fundamental,  esta  consideración,  base  de 
otras  líiuchas,  nos  lleva,  pues,  á  rechazar  por  completo 
y  en  términos  absolutos,  el  principio  de  los  Jueces 
electivos,  principio  que  nosotros  creemos  no  prevale- 
cerá jamás  en  la  legislación  de  los  pueblos  cultos  y 
acerca  del  cual  llegamos  hasta  á  creer  que  desaparecerá 
del  derecho  y  de  las  costumbres  de  los  pueblos  en  don- 
de aún  subsista,  que  son,  como  hemos  notado  antes^ 
una  verdadera  excepción  entre  todas  las  naciones. 


Si  rechazamos  que  loa  Jueces  sean  nombrados  por 
el  Poder  ó  por  la  Administración  pública;  sí  rechaza- 
mos que  sean  elegidos  por  loe  ciudadanos,  ^,cómo  han 
de  designarse?  No  queda  otro  procedimiento  que  el  del 
sorteo.  El  sorteo  de  los  Jueces  entre  las  personas  que 
se  consideran  capaces  para  desempeñar  est^  cargo,  ea 
el  procedimiento  que  nos  parece  más  adecuado  y  con- 
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forme  con  la  naturaleza  de  la  institución  y  el  más  á 
propósito  para  producir  un  Tribunal  que  tenga  las  con- 
diciones de  imparcialidad  é  independencia  que  exigen 
todos  los  Tribunales  de  justicia. 

En  la  Introducción  á  estos  Comentarios  de  la  ley  de 
1888  hemos  dicho  cuál  era,  á  nuestro  juicio,  el  ideal 
en  punto  á  la  organización  y  manera  de  funcionar  de 
los  Tribunales.  Siendo  imposible  que  las  causas  que  se 
instruyan  se  sustancien  ante  los  vecinos  de  cada  loca- 
lidad, interviniendo  todos  ellos  ó  la  mayor  parte  de 
entre  ellos  en  la  forma  que  allí  expusimos;  siendo  esto 
imposible  por  las  razones  que  allí  hemos  expuesto,  se 
impone  la  conveniencia  y  la  necesidad  de  apelar  al  sor- 
teo para  que,  de  entre  esos  vecinos,  unos  pocos,  á  quie- 
nes por  este  procedimiento  se  les  puede  suponer  re- 
presentantes del  espíritu  que  domine  en  la  localidad 
de  que  se  trate,  con  aptitud  para  el  conocimiento  de 
los  hechos  y  en  posesión  de  todas  las  condiciones  que 
son  indispensables  para  juzgar,  sean  los  llamados  á 
hacerlo. 

Por  eso  declaramos  y  confesamos  que,  á  nuestros 
ojos,  no  hay  procedimiento  alguno  que  reúna  tantas 
ventajas  como  el  que  consiste  en  redactar  las  listas  de 
capaces  para  desempeñar  el  cargo  de  jurados,  y  el  sor- 
teo entre  esos  capaces  de  los  que  en  cada  caso  hayan  de 
desempeñar  esta  función. 


IV 

Pero  en  las  listas,  si  han  de  ir  formadas  de  una  manera 
imparcial  y  equitativa,  no  pueden  entrar  sino  aquellos 
que  tengan  determinadas  circunstancias  generales;  no 
puede  descenderse  para  la  formación  de  las  listas  á  de- 
terminados casos  y  á  circunstancias  personales  de  difí- 
cil apreciación,  que  hacen  peligroso  que  ciertos  hom- 
bres capaces  vengan  á  formar  parte  del  Jurado. 

Y  como  esas  circunstancias  han  de  apreciarse  de  una 
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manera  concreta  y  determinada  con  relación  á  cada 
persona,  en  vista  de  hechos  y  motíros  que  ia  ley  no  ha 
podido  fijar,  nace  de  aquí  la  necesidad  ó  por  lo  menos 
la  conveniencia  de  la  selección. 

¿Qué  exige  nuestea  ley  para  desempeñar  el  cargo  de 
jurado?  Pues  exige  que  el  que  haya  de  desempeñarlo  sea 
un  ciudadano  mayor  de  treinta  añoSj  que  sepa  leer  y 
escribir,  que  sea  cabeza  de  familia,  que  esté  avecinda- 
do en  un  término  municipal,  que  haya  residido  en  él 
durante  cuatro  ó  más  años  y  que  no  esté  incurso  en 
ninguno  de  los  motivos  de  incapacidad  ó  incompatibí' 
lidad  absoluta  que  le  impidan  ser  jurado.  Pero  es  posi- 
ble que  dentro  de  estas  mismas  condiciones,  teniéndo- 
las todas,  satisfaciéndolas  todas,  haya  peleonas  que  por 
su  carácter,  sus  costumbres,  su  historia,  sus  actos  ó  su 
conducta  no  merezcan  ocupar  un  puesto  entre  los  ju- 
rados, y  es  además  necesario  reducir  el  numeroso  con- 
tingente que  las  listas  formadas  de  esa  manera  eumi- 
nistrarán,  á  un  número  verdaderamente  corto;  es  decir, 
que  se  necesita  de  entre  todos  esos  capaces  elegir  á  los 
que  lo  sean  más  y  prescindir  de  los  que  lo  sean  menos, 
y  de  los  que  no  lo  sean  por  motivos  personales  que  la 
ley  no  ha  señalado,  ni  ha  podido  señalar, 

¿Quién  ha  de  hacer  esta  selección?  No  era  fácil  que 
IfL  hiciera  la  ley,  porque  se  hubiera  hecho  una  ley 
inaceptable,  de  imposible  cumplimiento.  Ante  esta  im- 
posibilidad, surge  la  conveniencia  de  que  hoya  algo, 
de  que  exista  algún  organismo  que  practique  la  se- 
lección y  que  reduzca  las  listas  de  loa  capaces,  determi* 
nando  los  que  lo  son  más  de  entre  todos  esos  ciuda- 
danos, de  que  exista  alguien  que  excluya  y  borre  los 
que  notoriamente  sean  indignos. 

He  ahí  la  misión  de  las  juntas  de  selección  organi- 
zadas con  arreglo  á  lo  que  determina  el  art.  31.  Este 
es  el  fundamento  de  ese  artículo;  este  es  el  fundamento 
de  lo  que  ese  artículo  ordena:  vamos  ahora  á  ver  en  qué 
forma  se  combaten  las  conclusiones  de  ese  artículo  y 
cómo  ese  artículo  desarrolla  este  principio. 
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La  oportunidad  y  la  conveniencia  de  la  selección  han 
sido  combatidas  al  discutirse  la  ley  del  Jurado,  aunque, 
siQ  género  alguno  de  duda,  de  una  manera  débil,  refle- 
jando la  falta  de  convencimiento  de  los  que  consideran 
deficiente  este  sistema,  ó  acaso  la  falta  de  un  siistema, 
en  sus  convicciones  y  en  sus  creencias  más  perfecto,  que 
oponer  al  que  la  ley  ha  adoptado.  La  materia  se  pres- 
ta poco  á  admitir  y  sostener  conclusiones  cerradas  y 
de&iitivas.  En  honor  á  la  verdad,  debemos  declarar  que 
nosotros  mismos  no  opinamos  que  sea  inmejorable  el 
método  establecido,  ni  que  lo  fuera  cualquiera  otro  de 
aquéllos,  respecto  á  los  cuales  se  nos  alcanza  la  posibi- 
lidad de  que  hubieran  podido  prevalecer.  Todos  ofre- 
cen algunas  ventajas  y  todos  presentan  también  serios 
inconvenientes;  aparte  de  que,  habiendo  de  utilizarse 
en  unos  y  en  otros  elementos  ya  conocidos  y  resortes 
ya  usados,  aparte  de  que  habiendo  necesidad  de  contar 
para  el  empleo  de  los  unos  y  de  los  otros  con  la  condi- 
ción y  naturaleza  del  hombre,  que  tan  fácilmente  cede 
á  las  pasiones  y  móviles  más  distintos,  debemos  temer 
y  recelar  siempre  que  no  responda  el  procedimiento 
establecido  á  aquello  que  de  él,  en  la  esfera  de  lo  ideal 
y  de  lo  teórico,  ha  podido  esperarse. 

En  todo  ensayo  de  un  mecanismo,  en  todo  ensayo  de 
un  procedimiento,  además,  hay  necesidad  de  esperar  á 
que  la  práctica  revele  lo  que  del  mecanismo  y  del  pro- 
cedimiento se  debe  temer,  y  lo  que  del  mecanismo  y 
del  procedimiento  ha  de  resultar,  porque  es  la  expe- 
riencia la  piedra  de  toque  más  segura  en  todo  lo  que  se 
refiere  á  estas  cuestiones  y  á  estos  problemas.  Debemos, 
pues,  reservar  la  afirmación  de  un  juicio  definitivo  para 
el  día  en  que  la  experiencia  nos  haya  demostrado  cuál 
debe  ser  ese  juicio. 

Las  primeras  listas,  tal  como  manda  formarlas  la  ley, 
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resultan  numerosísimas,  porque  no  se  ha  querido  ex- 
cluir á  nadie  de  los  conocidamente  capaces  para  desem- 
penar  el  cargo  de  jurados,  rindiendo  con  esto  un  home- 
naje al  principio  de  que  el  Jurado  es  la  sociedad  admi- 
nistrando justicia.  Cuando  se  llama  al  desempeño  de 
una  función  la  sociedad  entera,  no  pueden  excluirse 
clases  enteras  también  de  las  que  contribuyen  á  cons- 
tituirla. 

Pero  dado  ese  número,  y  supuesto  que  la  generalidad 
de  los  ciudadanos  son  considerados  capaces  para  des- 
empeñar esta  función,  hay  que  reconocer  en  la  genera- 
lidad la  existencia  de  excepciones  que  se  advierten 
siempre  en  toda  masa  de  hombres.  En  esa  colectiyidad, 
á  fuer  de  numerosa,  han  de  existir  muchos,  ha  de  ha- 
ber muchos  á  quienes  no  convenga  sentar  en  los  esca- 
ños de  un  Tribunal  por  motivos,  por  consideraciones 
que  no  ha  enumerado  la  ley,  que  escapan  á  toda  clasifi- 
cación, que  no  pueden  expresarse  y  que  no  se  expre- 
san por  signos  extemos  fácilmente  apreciables. 

No  siendo  fácil  señalar  esas  excepciones  con  sujeción 
á  un  método  preestablecido  y  á  reglas  uniformes  de 
eliminación,  hay  que  proceder  individualmente,  exami- 
nando las  condiciones  de  cada  individuo  y  resolviendo 
respecto  de  él  lo  que  se  estime  que  procede.  Pero  ¿cómo 
hacerlo?  He  aquí  la  dificultad.  Desde  luego  hemos  re- 
chazado el  método  de  la  elección,  y  ya  hemos  dicho  por 
qué  lo  hemos  rechazado.  No  hemos  admitido  tampoco  el 
método  del  sorteo,  porque  el  sorteo  verdaderamente  no 
atiende  á  esa  necesidad.  El  sorteo  sería  bastante  para 
reducir  el  número  de  los  jurados  contenidos  en  las  pri- 
meras listas,  pero  las  reduciría  ciegamente;  y  nosotros, 
que  admitimos  el  sorteo  entre  los  considerados  verdade- 
ramente capaces,  no  podemos  admitirle  para  que  designe 
de  entre  los  capaces  los  mejores,  porque  eso  el  sorteo 
no  puede  hacerlo. 
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VI 

Queda  la  selección;  pero  ¿quién  ha  de  practicar 
la  selección?  Ya  hemos  dicho  j  repetímos,  que,  teórica- 
mente, la  selección  es  el  medio  más  recomendado  y  más 
justificado  de  cuantos  pueden  ofrecerse  para  conseguir 
aquel  obieto.  Ahora  de  lo  que  se  trata,  es  de  organizar 
la  selección,  y  aquí  entra  la  dificultad,  y  aquí  se  tocan 
los  mayores  inconvenientes  que  ofrece  este  complejo  y 
dificilísimo  problema. 

¿A  quién  podía  confiarse  la  selección?  A  un  elemento 
oficial  ó  á  un  elemento  popular  independiente.  Ambas 
soluciones  tienen  partidarios;  pero  dada  la  índole  del 
Jurado  y  supuesto  que  con  él  se  trata  de  constituir  un 
organismo  enteramente  independiente  del  Gobierno, 
sería  un  contrasentido  hacer  que  la  selección  la  practi- 
cara el  elemento  oficial,  porque  esto  equivaldría  á  poner 
en  manos  del  Gobierno  mismo  la  constitución  y  orga- 
nización de  esos  Tribunales.  Y  si  nosotros  no  queremos 
que  la  administración  de  la  justicia  siga  confiada  á  los 
Jueces  de  derecho,  porque  son  dependientes  del  Go- 
bierno, porque  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  tiene  la 
facultad  de  asceiíderlos  y  trasladarlos,  ¿cómo  habíamos 
de  aceptar  que  las  Corporaciones  oficiales,  que  las  Auto- 
ridades y  los  funcionarios  amovibles  á  voluntad  del  Go- 
bierno tuvieran  en  sus  manos  la  facultad  amplísima  de 
designar,  tomando  por  base  las  primeras  listas,  los  que 
han  de  desempeñar  el  cargo  de  jurados? 

Esto  aparte  de  otras  consideraciones;  porque  desde 
el  momento  en  que  se  atribuyera  esa  facultud  á  un  or- 
ganismo oficial,  era  necesario  ponerla  en  manos,  ó  de 
los  empleados  políticos  que  el  Gobierno  nombra  y  sepa- 
ra sin  limitación  alguna,  ó  de  los  representantes  de  la 
Administración  en  las  provincias,  ó  de  los  Ayuntamien- 
tos, 6  de  los  funcionarios  judiciales. 

Ponerla  en  manos  de  los  empleados  políticos,  del  Go- 
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bemador  y  de  sus  delegudoSj  era  constituir  verdadera- 
mente un  tribunal  de  partido,  un  tribunal  de  bandería. 
Cada  Gobierno  designaría  los  suyos,  dando  á  lo  sumo 
participación  á  las  colectividades  y  paii;idos  que  le 
combaten  y  le  disputan  la  preferencia,  pero  asegurán- 
dose en  todo  caso  una  mayoría,  lo  cual  pugna,  no  sólo 
con  el  fin  inmediato  de  esta  institución,  sino  con  su 
bello  ideal,  que  es  una  recta  y  buena  administración 
de  justicia.  Hemos  rechazado  el  principio  de  la  elección 
para  la  designación  de  Jueces,  y  eso  equivaldría  á  una 
elección  de  segundo  grado,  ó  lo  que  es  igual,  á  una 
elección  que  tiene  todos  los  inconvenientes  y  ninguun 
de  las  ventajas  del  procedimiento  electivo. 

Si  se  hubiera  encomendado  esta  tai'ca  á  los  Ayunta- 
mientos, ¿qué  habría  sucedido?  Por  desgracia  de  nuestro 
País  no  hay  en  la  organización  de  las  Corporaciones 
municipales  aquellas  garantías  de  rectitud  é  indepen- 
dencia que  son  indispensables  para  el  acierto  é  impar- 
cialidad de  las  funciones  jurídicas.  Los  Ayuntamientos 
en  las  localidades  responden,  por  regla  geneml,  á  los 
intereses  y  pasiones  del  bando  gobernante  en  cada 
época;  y  desde  el  momento  en  que  se  les  diera  la  facul- 
tad de  practicar  la  selección  para  constituir  los  Tribu- 
nales de  Jurado,  el  Jurado  de  cada  partido  judicial  re- 
flejaría las  opiniones  dominantes  en  las  Corporaciones 
municipales  del  distrito  y  sería  una  secuela,  una  conti- 
nuación,  un  apéndice  de  esas  Corporaciones^  encargado 
de  admiíaistrar  justicia. 


vn 

Tampoco  era  posible,  ni  era  prudente  confiar  esta  fa- 
cultad de  una  manera  exclusiva  á  las  Autoridades  judi- 
ciales, porque  ¿qué  son  en  ciertos  casos  estas  Autorida- 
des? Ya  lo  hemos  dicho  al  hablar  de  alguna  de  ellas. 
El  Juez  municipal  y  el  Fiscal,  á  quienes  deben  nom- 
brar con  entera  independencia  el  Presidente  y  el  Fis- 
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eal  de  la  Audiencia  respectiyaj  son  nombrados,  y  esto 
lo  sabe  todo  el  mundOj  porque  el  hecho  se  ha  eleva- 
do á  la  categoría  de  sistema,  con  sujeción  estrecha  á 
lo  que  propone  y  pide  el  Diputado  á  Cortes  de  cada 
distrito,  cuando  es  adieto.  El  Juez  de  inetrueción  y  de 
primera  instancia  que  puede  ser  trasladado  por  el  Mi* 
Bistre  de  Gracia  y  Justicia  el  dia  quo  el  Ministro  quie- 
ra, que  ha  de  merecer  del  Gobierno  sus  ascensos  y  las 
ventajas  que  tengan  en  su  carrera  y  á  quien  el  Gobier- 
no puede  imponer  quebrantos  y  vejámenes  por  medio 
de  traslaciones  repetidas,  harto  hará  con  mantener, 
aparte  de  estos  obstáculos,  su  independencia  en  la  ad- 
mimstración  de  las  cosas  y  de  las  cuestiones  judiciales, 
para  no  doblegarse,  en  aquello  que  tenga  cierto  aspecto 
político,  a  lo  que  de  él  exijan  las  influcnciafí  que  le  ro- 
dean, que  tan  decisiva  acción  pueden  ejercer  sobre  su 
suerte. 

Además,  los  Jueces  de  instrucción  son  extraños  á  la 
localidad  en  que  sirven,  y  no  tienen  un  conocimiento 
exacto  del  personal;  y  para  laa  funciones  á  que  son 
llamadas  las  juntas  de  selección,  ese  conocimiento  es 
indispensable. 

El  Juez  de  instrucción,  pues,  no  puede  servir  para 
otra  cosa  que  para  lo  que  la  ley  quiere  que  sirva:  para 
qae  organice,  con  axTeglo  á  lo  que  la  misma  ley  esta- 
blece,  esa  junta  y  para  que  presida  sus  deliberaciones  y 
sus  actos.  No  dependiendo  de  él  el  resultado  de  la  se- 
lección, no  puede  exigírsele  que  incline  en  uno  ú  otro 
sentido  el  ánimo  de  la  pequeña  asamblea  que  preside. 

Reducidas  á  esto  sus  facultades  y  sus  atribuciones, 
laa  puede  desempeñar  bien.  Si  se  le  diera  una  facultad 
mayor,  se  correría  el  riesgo  de  que  hiciese  de  esa  facul- 
tad un  uso  desdichado  y  dejílorable. 

Por  eso  nosotros  creemos  que  las  juntas  de  selección, 
organizadas  con  arreglo  á  la  ley  de  1872,  no  respondían 
á  las  necesidades  de  la  selección  misma.  Componían 
aquellas  jimtas  el  Juez  de  primera  instancia  y  los  Jueces 
municipales  de  todos  los  términos  de  su  distrito.  El  dia 
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qne  los  Jueces  de  instrucción  tengan  inamoyiíida<l  reíd 
y  positiva,  día  que  nosotros  creemos  será  feliz  para  la 
Administración  de  justicia;  el  día  en  que  los  Jueces 
municipales  sean  miembros  de  la  carrera  judicial  y  for- 
men un  cuerpo  serio  y  regularmente  organizado,  con 
independencia  de  los  intereses  de  la  política,  quizás 
esas  juntas  puedan  desempeñar  lai^  funciones  encomen- 
dadas a  las  actuales  juntas  de  selección,  con  acierto, 
con  imparcialidad  y  con  éxito;  pero  mientras  eisto  no 
suceda^  debemos  renunciar  á  poner  en  su  mano  nna^  fa- 
cultades tan  considerables. 


vni 

Por  último,  el  proyecto  de  ley  presentado  por  el  Sc- 
ílor  Alonso  Martínez,  base  de  la  actual  ley  del  Jiu-ado, 
atribuía  esta  facultad^  atribuía  la  facultad  do  practicar 
la  selección  en  las  primeras  listas  para  formar  las  se- 
gundas  á  las  Juntas  gubernativas  de  las  Audiencias  de 
lo  criminal  ó  á  las  Salas  de  gobierno  de  la  Audiencia 
territorial  respectiva. 

Habría  sido,  sin  género  alguno  de  duda,  ésta,  hs\]o 
muchos  aspeetoSj  una  buena  junta  do  selección.  Los 
Magistrados  de  las  Audiencias  de  lo  criminal  y  los  Ma- 
gistrados de  la  Audiencia  territorial  que  constituyen 
las  Juntas  gubernativas  de  aquéllas  ó  la  Sala  de  go- 
bierno de  éstaSj  por  su  posición,  po>  su  altura,  por 
BU  ilustración,  por  sus  condiciones,  formaban  una  ex- 
celente junta  selectora;  pero  á  esa  junta  la  faltaba  una 
cualidad  indispensable,  que  era  la  del  conocimioTito 
del  personal,  porque  los  Magistrados  de  una  Audien- 
cia de  lo  criminal  y  ios  Magistrados  de  una  Audiencia 
territorial,  extraños  por  regla  general  también  á  la  lo* 
calidad  en  que  ejercen  su  elevado  ministerio,  no  tienen 
aquel  conocimiento  de  los  hombres  y  de  las  cosas  reía* 
ti  vas  á  un  partido  judicial,  que  se  necesita  para  practi- 
car concienzudamente  la  selección  en  el  círculo  geo- 
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gráfico,  demasiado  extenso  tal  vez,  en  que  ejercen  su 
autoridad;  y  como  elUm,  lo  repetiraoB,  son  extrafiíoa  íi 
ese  eíreido  por  su  nacimiento  y  por  su  vida  anterior, 
como  deben  serlo  con  arreglo  ú  la  ley,  resultaría  su  in- 
competencia demostrada  en  todos  los  caí?os  y  tendrían 
que  deferir,  para  formar  su  juicio  al  practit?íir  la  difícil 
operación  de  la  selección,  á  las  noticias  interesadas  y 
apasionadas  que  les  comunicaran;  de  donde  resultaría 
que  nunca  podrían  llevar  á  cabo  la  selección  por  sí 
mismos,  ni  en  buenaa  condiciones. 

La  Comisión  del  Congreso,  estimando  en  ese  pujito 
bien  intencionada  la  iniciativa  del  Sr.  Miniíítro  de  Gra- 
cia y  Justicia,  no  pudo  menos  de  variar  el  sistema,  por- 
que con  el  sistema  del  proyecto  de  ley  quedaba  verda- 
deramente olvidado  el  fin  principal  de  las  juntíis  de 
selección.  Si  hubiera  prevalecido  aquella  ctuistitución 
de  las  juntas  selectoras,  es  indudable  que  nunca  ha- 
brían hecho  los  Magistrados  la  selección;  la  habrían  he- 
elio  líis  personas  que  hubieran  podido  ingerirse  en  el 
átumo  de  los  Magistrados  y  que  hubieran  podido  llevar 
á  sus  oídos  noticias  equivocadas  ó  inexacta.'^,  ó  ciertas 
é  indudables  acerca  de  las  condiciones  personales  de 
los  individuos;  la  habrían  hecho  las  personas  que  hu- 
biüraa  podido  llevar  á  su  ánimo  la  porsua.sión  de  que 
debían  adoptar  éstos  ó  los  otros  acuerdos.  Organizando 
así  las  juntas  selectoras,  se  las  hacía  instrumentos  de 
una  voluntad  ajena,  anónima,  irresponsable;  voluat^td 
que  habría  sido  siempre  la  de  los  elementos  predomi- 
nantes en  cada  localidad,  con  dafío  evidente  de  la  jus- 
ticia. 

Por  esta  razón  se  desechó  el  sistema  propuesto  por 
el  Sr  Ministro  de  firacia  y  Justicia^  y  prevaleció  el 
desenvuelto  en  el  párrafo  primero  del  artículo  que  ls- 
taraos  comentando. 
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La  base  de  las  juntas  selectoras  cotí  arreglo  á  él,  son 
los  doce  mayores  contribuyentes  por  territorial  y  los 
seis  mayores  contribuyentes  por  industrial  que  residan 
en  la  población  cabeza  del  partido  respectivo. 

El  Sr.  Maura,  contestando  al  Sr.  Castilla,  que  opuso 
á  este  sistema  el  de  la  elección  de  los  jurados  (aunque 
nada  dijo  que  deba  tomarse  en  cuenta  en  pro  de  su 
opinión,  para  modificar  la  que  nosotros  hemos  emitido)^ 
decía: 

«Nosotros  necesitábamos  colocar  eii  las  juntas  ciuda- 
danos que  pudieran  desempeñar' el  cargo  que  se  les 
confiaba.  ¿Cómo  íbamos  á  designar  á  esos  ciudadanos? 
Pues  por  su  posición  social.  ¿Por  qué?  No  por  razón  de 
su  independencia,  ni  reconociendo  en  el  censo,  ni  si- 
quiera en  la  ciencia  una  autoridad  mayor  ni  un  dere- 
recho  preferente,  no  es  eso.  Es  que  por  su  posición,  esas 
personas  deben  estar  en  relación  con  el  mayor  núm^ 
ro  de  gentes  y  tienen  más  conocimiento  de  las  que 
figuran  en  las  primeras  listas;  y  además,  porque  era 
necesario  adoptar  xm  criterio  paia  decir  quiénes  ha- 
bían de  ser  de  la  junta,  hemos  señalado  á  la  suerte  en- 
tre los  doce  mayores  contribuyentes  por  territorial, 
cuatro,  y  entre  los  seis  mayores  contribuyentes  por  in- 
dustrial, dos. » 

El  cargo  que  menos  puede  alegarse  contra  los  auto- 
res de  la  ley  del  Jurado  es  el  de  que  trataran  de  crear  y 
fundar  una  nueva  aristocracia,  una  nueva  oligarquía;  ya 
se  ha  visto  cuan  cuidadosamente  huimos  de  consignar 
en  ella,  los  que  tuvimos  la  honra  de  contribuir  á  la  re- 
dacción de  la  ley,  privilegio  alguno  á  favor  de  la  rique- 
za, ni  á  favor  de  los  títulos  que  sirven  de  base  al  siste- 
ma de  las  categorías,  porque  hemos  creído  que  no 
deben  en  manera  alguna  sustituirse  los  Tribunales  de 
derecho  con  Tribunales  de  clase. 
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La  razón  de  que  las  juntas  selectoras  se  compongan 
de  esos  elementos  y  se  formen  con  ciudadanos  que  ten- 
gan esas  condiciones,  está  bien  explicada  por  el  señor 
Maura.  Es  indudable  que  en  cada  partido  judicial  los 
doce  mayores  contribuyentes  por  territorial  y  los  seis 
mayores  por  industrial  hau  de  ser  personas  de  notorie-  • 
dad,  personas  que  por  sus  riquezas  y  por  sus  negocios 
han  de  hallarse  en  trato  constante  con  todas  las  pobla- 
ciones del  partido  judicial  y  han  de  poder  estimar  y 
apreciar  mejor  que  otros,  en  virtud  de  estas  relaciones 
y  en  virtud  de  su  residencia  habitual  en  la  cabeza  del 
partido,  las  dotes  y  cualidades  que  distinguen  á  sus 
conciudadanos  del  partido  mismo. 

Es  evidente  además  que  esos  doce  contribuyentes 
por  territorial  y  esos  seis  contribuyentes  por  industrial 
no  han  de  representar  una  sola  parcialidad,  sino  que 
en  la  generalidad  de  los  casos  las  representarán  todas, 
porque  en  ese  número  ha  de  haber  personas  de  distintos 
matices  políticos,  de  diversas  opiniones  y  afectos  á  los 
opuestos  intereses  que  luchan  en  el  seno  de  los  partidos 
judiciales.  Por  tanto,  llevando  nombres  escogidos  de 
entre  los  suyos  al  seno  de  la  junta,  se  podrá  obtener 
que  en  esa  junta  selectora  estén  representados  los 
opuestos  intereses  y  los  opuestos  bandos  en  que  se  di- 
viden las  opiniones  de  la  localidad,  lo  cual  constituirá 
nna  garantía  de  acierto,  sobre  todo  teniejido  en  cuenta 
que  al  hacer  la  selección  han  de  proceder  por  unanimi- 
dad para  que  el  acuerdo  sea  ejecutivo,  y  que  no  podrá 
considerarse  definitivamente  incluido  nombre  ninguno 
acerca  del  cual  no  estén  todos  conformes  en  que  proce- 
de su  inclusión. 


Quizás  habría  sido  mejor  llevar  á  la  Junta  los  doce 
mayores  contribuyentes  por  territorial  y  los  seis  ma- 
yores por  industrial,  pero  se  ha  temido  que  organizada 
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así  nua  Junta  muy  numerosa  no  fiuuíionase  bien;  j 
por  esto  se  ha  determinado  que  de  entre  esos  nom- 
bres se  saquen  por  sorteo  los  seis  Tócales  que  han  de 
constituirla. 

La  Junta,  pues,  se  formará  de  la  manera  siguiente: 
Durante  el  mes  de  Mayo,  al  mismo  tiempo  que  en 
el  Juzgado  municipal  so  ultiman  las  primeras  listas 
para  remitirlas  al  Juzgado  de  instmceión,  el  Juez,  des- 
pués de  procurarse  los  antecedentes  necesarios,  redac- 
tará una  lista  compuesta  del  C!ui'a  párroco  y  del  Maes- 
tro de  instnicción  primaria  raéa  antiguos  do  la  pobla- 
ción donde  se  constituya  la  Junta,  que  será  la  cabeza 
departido;  de  los  doce  mayores  contribuyen  tes  por  te- 
iTitorialy  de  los  seis  mayores  por  induiístrialj  excluidos 
los  que  no  estón  eu  el  pleno  goce  de  sus  derechos  civi- 
les y  los  que  no  residan  en  la  población. 

Es  decir,  que  el  Juez  debe  formar  las  listas  de  loa 
doce  mayores  eoiiti^ibuyentes  por  territorial;  y  rí  entre 
ellos  hay  dos,  por  ejemplo,  que  deban  ser  excluidos, 
el  uno  porque  no  tenga  el  pleuo  goce  de  sus  derechos 
civiles,  y  el  otro  porque  no  resida  en  la  población,  debe 
eompletfirla,  á  fin  de  que  la  lista  tenga  los  doce  nom- 
bres, con  los  contribuyentes  que  ocupen,  por  la  canti- 
dad que  paguen  de  contribucíónj  el  13.^  lugar  y  el  14.^ 
Sí  el  que  ocupa  el  14.^  paga,  por  ejemplo,  500  pesetas 
de  contribución  al  ano,  y  los  que  ocupan  el  15.^  y  Ifí/' 
pagan  la  misma  cantidad,  debe  elegii'  de  estos  trea  el 
que  tenga  mayor  edad. 

Formada  así  la  lista,  y  formada  de  una  manera  aná- 
loga la  de  contribuyentes  por  industrial,  se  procederá 
al  sorteo  de  cuatro  nombres  de  las  primeras,  y  de  Jos 
de  las  segundas. 

Ya  dice  la  ley  cómo  debe  veriflcarse  este  sorteo; 
debe  verificarlo  el  Juez  de  instrucción  en  audiencia 
pública^  anunciada  previamente  por  medio  de  edictos 
en  el  Boletín  oficial  según  previene  el  art.  31,  notifican- 
do además  que  se  va  á  verificar  la  operación  á  los  qae 
han  de  ser  incluidos  en  el  sorteo,  y  admitiendo  que  vi- 
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tos  6  cualesquiera  otros  ciudadanos  pueden  presenciar 
el  sorteo  y  asistir  á  él  para  presenciarlo  solos  ó  acom- 
pañados de  Notario  que  dé  fe  de  lo  que  en  el  acto  va  á 
ocurrir. 

Hecho  el  sorteo  con  estas  solemnidades,  se  sacarán 
por  él  cuatro  nombres  de  entre  los  mayores  contribu- 
yentes por  territorial,  y  dos  de  entre  los  njayores  con- 
tribuyentes por  industrial. 


Al  formar  las  listas  para  este  sorteo,  se  excluirán 
también,  además  de  los  que  no  estén  en  el  pleno  goce 
de  sus  derechos  civiles  y  de  los  que  no  residan  en  la 
población  cabeza  del  partido,  los  que  aquel  año  hayan 
sido  Vocales  de  la  junta  municipal,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 14.' 

Nosotros  creemos  que  en  este  punto  la  le)''  ha  debi- 
do establecer  alguna  otra  excepción.  Habríamos  queri- 
do que  se  excluyera  de  formar  parte  de  esa  junta,  y 
por  tanto,  de  entrar  en  sorteo,  á  los  contribuyentes  que 
no  tuvieran  las  condiciones  reclamadas  para  ser  jura- 
dos, á  fin  de  que  no  venga  á  ella  ninguno  que  no  reúna 
las  condiciones  reclamadas  por  el  art.  9.^,  ó  que  tenga 
alguna  de  las  causas  de  incapacidad  ó  incompatibilidad 
que  determinan  los  artículos  10  y  11;  porque  sería  ver- 
daderamente sensible  y  cedería  en  desprestigio  del 
Jurado,  que  un  condenado  dos  ó  más  veces  por  causa 
de  delito,  un  quebrado  no  rehabilitado  ó  un  empleado 
público  de  los  que  la  ley  considera  incompatibles  con 
el  desempeño  del  cargo  de  jurados,  vinieran  á  inter- 
venir en  las  deliberaciones  y  á  inñuir  en  los  acuerdos 
de  esta  junta,  de  la  que  el  Jurado  nace  y  en  la  que  el 
Jurado  verdaderamente  se  constituye. 

Decimos  que  es  una  omisión  sensible,  y  confesamos 
que  al  redactarse  la  ley  no  se  nos  ocurrió  advertirlo, 
como  no  se  les  ocurrió  á  ninguno  de  los  que  la  exami- 
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naron.  Posteriormente  hemos  tenido  ocasión  de  apre- 
ciar estas  deficiencíaSj  j  desearíamos  que  por  algún  me* 
dio  se  subsanaran. 


XII 


La  constitución  de  las  jnntaa  selectoras  puede  dar 
lugar  á  reclamaciones.  Si  las  hubiera,  se  sustanciarán 
y  resolverán  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  5.^ 
del  art.  14.  Esas  reclamaciones  no  entorpecerán  las 
funciones  ni  viciarán  los  actos  de  la  junta.  Conocerá  de 
ellas  la  Audiencia  de  lo  criminal  en  junta  de  gobierno, 
ó-  la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia  territorial  del 
respectivo  distrito,  y  su  sustanciación  se  reducirá  á  la 
queja  documentada  del  reclamante,  que  puede  ser  el 
mismo  interesado  ó  cualquier  otro  ciudadano,  y  el  in* 
forme,  con  los  justificantes  oportunos,  del  Jue2  de  ins- 
trucción, el  cual  sera  castigado  por  la  junta  ó  Sala  de 
gobierno,  sin  ulterior  recurso,  con  la  multa  de  150  á 
500  pesetas,  cuando  hubiese  procedido  ilegítima  ó  ma- 
liciosamente en  la  constitución  de  la  junta,  ó  en  el  des- 
empeño de  la  misión  que  le  incumbe. 


XIII 

Ya  tenemos  organizada  la  junta.  Hada  más  hay  que 
advertir  acerca  de  su  constitución,  porque  lo  dispuesto 
en  el  segundó  párrafo  del  art.  31  acerca  de  la  designa- 
ción del  Párroco  y  del  Maestro  de  escuela,  es  bastante 
claro  y  no  suscitará  dudas  ni  dificultades  de  ninguna 
especie. 

Los  individuos  llamados  á  constituir  la  junta,  sólo 
podrán  excusarse  con  justa  causa,  y  la  falta  de  asisten- 
cia no  justificada  se  castigará  de  plano  por  el  Jue»  del 
partido  con  multa  de  50  á  100  pesetas. 

Nada  dice  la  ley,  pero  de  sus  términos  se  desprende 
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<iue  el  Juez  del  partido  es  el  que  debe  apreciar  la  ca- 
lidad de  la  justificación  que  se  alegue  por  un  Vocal 
para  excusarse  de  concurrir  á  la  junta  y  de  contribuir 
á  sus  deliberaciones  y  trabajos.  Al  hacer  esa  aprecia- 
ción, los  Jueces  deben  inspirarse  en  un  criterio  restric- 
tivo y  severo.  Trátase  aquí  de  una  de  las  funciones  más 
importantes  de  la  ley.  Desampararla,  abandonarla,  con- 
sentir en  que  la  desempeñen  mal  aquellos  á  quienes  se 
encomienda,  equivale  á  anular  de  antemano  su  eficacia. 
Los  Jueces  deben,  pues,  obligar  á  los  Vocales  de  la  jun- 
ta selectora  á  que  concurran  y  á  que  practiquen  por 
sí  mismos,  con  esmero,  minuciosidad  y  celo,  las  opera- 
ciones de  la  selección. 

De  este  rigor  está  exceptuado,  porque  es  una  verda- 
dera excepción  la  que  se  supone  en  favor  suyo,  el  cura 
Párroco,  estableciendo  que  se  repute  suficientemente 
justa  cualquier  excusa  que  el  Párroco  alegue  por  razón 
de  las  obligaciones  de  su  ministerio.  El  respeto  debido 
á  este  ministerio  mismo,  aconsejaba  esta  excepción. 
Nosotros  que  decimos  á  los  Jueces  cómo  deben  proceder 
con  gran  severidad,  por  lo  que  se  refiere  á  la  asisten- 
cia de  los  Vocales  á  tomar  parte  de  esa  junta,  defen- 
demos desde  luego  las  elevadas  consideraciones  que 
han  motivado  esa  excepción. 

Dice  acerca  de  ella  uno  de  los  comentaristas  de  la 
ley  del  Jurado,  que  le  parece  excesiva  esa  disposición 
y  que  dará  por  resultado  que  los  Párrocos  no  asistan 
nunca  á  formar  parte  de  la  junta  de  distrito;  aparte  de 
que  existen  otras  profesiones  y  servicios  tan  urgentes 
ó  imposibles  de  desatender  como  la  cura  de  almas.  Es 
exacto,  sin  género  alguno  de  duda,  que  hay  profesio- 
nes tan  urgentes  como  la  cura  de  almas,  pero  ninguna, 
ciertamente,  digna  del  respeto  y  de  la  consideración 
que  ésta  merece  en  un  país  católico,  dentro  del  criterio 
que  ha  animado  á  los  autores  de  la  ley,  que  es  el  que 
debe  sostener  todo  hombre  que  mire  un  poco  la  realidad 
de  las  cosas,  y  comprenda  con  qué  miramientos,  con 
<{né  delicadeza  y  con  qué  circunspección  ha  de  proce- 
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derse  en  lo  relativo  á  las  relaciones  que  existen  entre 
la  Iglesia  y  el  Estado. 


XIV 

Nosotros  lamentaríamos  mucho  que,  á  beneficio  de  esa 
disposición,  los  curas  Párrocos  eludieran  el  concurrir 
á  las  juntas,  porque  así  como  creemos  que  entre  el 
magisterio  sacerdotal  j  lu  función  de  jurado  hay  verda* 
dera  incompatibilidad,  creemos  que  la  presencia  del 
cura  Párroco  en  la  junta  selectora  es  útilísima  é  irreem* 
plazable. 

Al  comentar  el  art.  8/^,  dijimos  que  los  sacerdotes 
no  debían  ser  jurados,  porque  hay  cierta  incompatibili- 
dad esencial  entre  las  funciones  de  su  ministerio  y  el 
desempeño  del  cargo,  cuyo  ejercicio  regula  esta  ley. 
Jiluchas  veces  el  sacerdote,  el  cura  de  almas,  conoce 
por  virtud  de  las  confesionee  que  se  le  hacen,  en  obe- 
diencia y  cumplimiento  de  los  preceptos  religiosos,  lo» 
antecedentes  y  el  alcance  de  hechos  quo  pueden  pasar 
ignorados  á  los  ojos  de  la  generalidad.  Llamado  á  de- 
poner acerca  de  esos  hechos,  quizás  el  cura  Párroco  se- 
iíalaría  con  acierto  pormenores  que  á  ios  demás  no  se 
les  alcanzan;  pero  si  obrara  de  ese  modo,  quebmnta- 
rfa  el  secreto  de  la  confesión  religiosa,  y  no  es  dudo- 
so que  á  un  Párroco  que  pudiera  ser  jurado,  se  le  ocul- 
tarían por  sus  feligreses,  ante  el  temor  de  que  pudiera 
utilizarlos  como  juez ,  pormenores  y  hechos  que  de 
otra  suerte  confesarán  siempre. 

Por  respeto  al  ministerio  sagrado  que  desempeña,  y 
por  la  necesidad  que  existe  de  que  las  leyes  amparen  el 
secreto  de  la  confesión,  así  como  de  que  no  haya  en  ellas 
nada  que  tHsminuya  el  celo  y  el  fervor  religioso  de  los 
creyentes,  ha  debido  excluirse  al  sacerdote  del  cargo  de 
jurado;  pero  en  lo  que  se  refiere  á  la  constitución  de  las 
juntas  selectoras,  no  existen  las  mismas  razones.  Xo  es 
igual,  ni  semejante  siquiera,  la  apreciación  de  los  he- 
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clios,  que  decidir  cuáles  de  entre  los  vecinos  de  un  lugar 
son  más  aptos  para  el  desempeño  de  la  función  de  jura- 
do, y  aunque  el  cura  Párroco  utilice  para  la  operación  de 
la  selección  lo  que  por  el  desempeño  de  su  ministerio 
sabe,  no  quebrantará  de  cerca  ni  de  lejos  el  secreto  de 
la  confesión  que  haya  oído;  antes  bien,  su  ciencia,  esa 
ciencia  que  permite  conocer  á  fondo  los  grados  de  mo- 
ralidad y  sinceridad  de  cada  uno  de  sus  feligreses;  esa 
ciencia  que  permite  conocer  á  fondo  y  mejor  que  nadie 
las  condiciones  de  cada  uno  de  los  vecinos  del  pueblo 
en  que  ejerce  la  cura  de  almas,  será  un  auxiliar  eficaz 
para  el  acierto  de  la  selección. 

Nosotros,  pues,  opinamos  que  el  sacerdote  debe  for- 
mar parte  de  esas  juntas,  que  su  voto  debe  ser  escueta- 
do  y  atendido  como  de  excepcional  calidad,  y  sería  la- 
mentable que  por  intransigencias  políticas,  que  afortu- 
nadamente van  desapareciendo;  que  por  preocupacio- 
nes políticas  á  que^  el  clero  es  cada  día  más  extraño, 
las  juntas  selectoras  se  vieran  sistemáticamente  priva- 
das del  concurso  del  cura  Párroco  que  debe  formar  par- 
te de  ellas. 

En  este  punto  oreemos  que  el  Gobierno  debe  pro- 
curar, por  aquellos  medios  que  estén  á  su  alcance,  in- 
teresar al  alto  clero  en  esta  obra  que  encierra  tan  gran 
transcendencia  social,  para  que  los  curas  Párrocos  de- 
signados como  Vocales  de  las  juntas  selectoras,  no 
dejen  de  asistir  á  las  sesiones  que  las  mismas  verifi- 
quen, y  presten  al  ensayo  que  se  va  á  hacer  de  la  ins- 
titución del  Jurado  su  valioso  concurso;  y  donde  no 
quieran  prestarle  de  buena  voluntad,  no  debe  apelarse 
á  otros  medios  para  obligarles  á  hacerlo;  pero  aque- 
llos indirectos  que  tiene  en  sus  manos  un  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia,  los  deberá  utilizar  con  amplitud, 
con  firmeza,  mirando  al  resultado,  que  ha  de  ser  bene- 
ficioso para  todos. 
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XV 


Tenemos  ya  á  la  junta  selectora  constituida  y  fun- 
cionando. ¿Qué  misión  la  encomienda  la  ley?  En  el  fon- 
do, ya  hemos  dicho  que  se  reduce  esta  misión  á  escoger 
de  las  primeras  listas  en  que  aparecen  enumerados  los 
aptos  para  desempeñar  la  función  de  jurados,  aquellos 
'que  á  juicio  de  los  individuos  que  constituyen  la  junta 
sean  más  aptos,  aquellos  que  por  sus  condiciones  per- 
sonales deban  ser  preferidos.  Esta  selección  ha  de  ha- 
•cerse  separadamente  y  con  arreglo  á  distintas  bases, 
según  se  trate  de  escoger  en  las  listas  de  los  cabezas 
de  familia  ó  en  las  listas  de  capacidades.  En  la  que  se 
refiere  á  los  cabezas  de  familia,  por  regla  general,  los 
escogidos  deben  ser  la  décima  parte  de  los  que  com- 
pongan las  listas.  Esta  regla  general  tiene  dos  excep- 
ciones: una,  la  que  establece  el  párrafo  4.^  del  art.  31, 
y  otra,  la  que  establece  el  párrafo  5.^  Examinaremos 
separadamente  cada  una  de  estas  dos  limitaciones.  ^ 

Con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  párrafo  4.^,  la  jun- 
ta selectora,  al  elegir  la  décima  parte  de  los  cabezas  de 
familia  comprendidos  en  todas  las  listas  municipales, 
debe  procurar  que  la  elección  recaiga  en  vecinos  de  to- 
das las  localidades,  sin  desatender  las  distancias  y  los 
medios  de  comunicación  que  pueden  facilitar  la  asisten- 
cia de  los  electos  á  las  sesiones  del  Tribunal.  Se  ha  es- 
tablecido esta  limitación,  siguiendo  el  principio  que  in- 
forma tantos  preceptos  de  esta  ley:  que  se  procure 
siempre  que  el  Tribunal  del  Jurado  se  constituya  con 
personas  que  conozcan  de  una  manera  exacta,  por  su 
propia  experiencia,  la  localidad  en  que  se  ha  cometido 
el  delito  y  las  personas  que  hayan  intervenido  en  su 
comisión,  así  como  las  personas  que  vengan  á  deponer 
acerca  de  los  hechos. 

Aplaudimos  la  recomendación;  pero  no  nos  parece 
suficiente,  y  en  vez  de  recomendar  á  las  juntas  selecto- 
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xas  que  procuren  que  la  elección  recaiga  en  vecinos  de 
todas  las  localidades,  habríamos  preferido  se  ordenara 
que  esta  elección  se  verifique  de  manera  que  sus  resul- 
tados guarden  proporcionalidad  aritmética  entre  el  nú- 
mero de  los  comprendidos  en  las  primeras  listas,  y  los 
de  cada  distrito  municipal,  de  suerte  que  la  décima  paj> 
te  se  componga  de  las  partes  alícuotas  correspondien- 
tes, habida  cuenta  de  los  distritos  municipales  que 
constituyen  el  partido. 

Un  ejemplo  aclarará  más  esta  observación  nuestra, 
ejemplo  que  debe  servir  de  regla  de  conducta  á  las  jun- 
tas selectoras  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  y  siempre 
que  graves  inconvenientes  no  se  opongan  á  que  se  siga 
al  pie  de  la  letra. 

Supongamos  que  se  trata  de  un  partido  judicial  que 
tiene  diez  distritos  municipales.  Emplearemos  cifras 
redondas  para  mayor  claridad. del  ejemplo.  El  Juzgado 
municipal  número  uno  suministra  para,  las  primeras 
listas  un  contingente  de  trescientos  cabezas  de  familia; 
el  número  dos,  trescientos;  el  número  tres,  cuatrocien- 
tos; el  número  cuatro,  seiscientos;  el  número  cinco,  qui- 
nientos; el  número  seis,  ciento;  el  número  siete,  ciento; 
el  número  ocho,  doscientos;  el  número  nueve,  trescien- 
tos, y  el  número  diez,  cuatrocientos.  Arrojan  estas  lis- 
tas un  total  de  tres  mil  doscientos  padres  de  familia, 
que,  reducido  á  la  décima  parte  para  las  listas,  dan 
trescientos  veinte.  Pues  hecha  la  selección,  quedan  de 
los  Juzgados  uno,  dos  y  nueve,  treinta  cabezas  de  fa- 
milia de  cada,  uno;  del  tres  y  del  diez,  cuarenta;  del 
cuatro,  sesenta;  del  cinco,  cincuenta;  del  seis  y  del 
siete,  diez;  y  del  ocho,  veinte. 

Siempre  que  sea  posible,  debe  hacerse  la  selección 
<5on  arreglo  á  ésta  base,  y  así  se  respetará  y  cumplirá 
mejor  que  de  otra  manera  ningima  lo  dispuesto  en  la 
ley,  y  lo  que  su  espíritu  recomienda  y  aconseja. 
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XVI 

La  limitación  que  establece  el  párrafo  b,^  del  artícu- 
lo que  estamos  examinando  para  la  selección  de  los 
eiilíezas  de  familia,  se  reduce  á  disponer  que  si  la  dé- 
ciriui  parte  del  número  total  de  cabezas  de  familia  que 
arrojan  todas  las  listas  municipales  no  llegase  á  dos- 
tientos,  se  complete  este  número  mínimo;  es  decir, 
qni\  por  lo  menos,  de  todas  la^  listas  de  cabezas  de 
fViinilía  han  de  resultar  escogidos  doscientos,  salvo  el 
caso  de  que  dichas  primeras  listas  no  arrojaran  un  nú- 
nuTo  mayor  de  quinientos,  en  cuyo  caso  el  número 
Diíiiimo  de  los  que  han  de  ser  escogidos  no  pasará  de 
ciento  cincuenta. 

¡Siempre,  por  tanto,  que  el  número  total  de  cabezas 
di?  familia  comprendido  en  las  primeras  listas  remiti- 
das por  el  Juzgado  municipal  sea  superior  á  quinientos, 
luihrá  de  escoger  la  junta  selectora  doscientos  nombres, 
y  nólo  en  el  caso  de  que  aquel  número  sea  inferior  á 
quinientos,  deberá  escoger  ciento  cincuenta.  Hecha  la 
c4t  cción  de  la  décima  parte,  si  hubiera  necesidad  de 
agregar  nombres  para  que  formen  esos  respectivos  nú- 
uuros  mínimos,  el  aumento  debe  hacerse  también  con 
arreglo  á  la  base  proporcional  que  hemos  establecido, 
procurando  siempre  que  en  la  suma  total  esté  com- 
prcíudida  la  parte  alícuota  de  los  números  parciales  que 
euntribuyan  á  formarle. 


xvn 

El  sistema  para  verificar  la  selección  de  las  listas 
de  capacidades  es  distinto;  y  se  explica  esta  diferencia, 
porque  las  listas  de  capacidades  contendrán  siempre 
un  número  menor,  á  pesar  de  que,  como  ya  hemos  di- 
choj  han  de  ser  incluidos  en  ellas  los  que  á  la  cualidad 
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de  cabezas  de  familia,  reúnan  alguna  de  las  condicio- 
nes que  sirven  para  clasificarle  como  capacidad.  Pero, 
de  todas  suerteSj  estas  listas  serán  mucho  menores  que 
las  de  cabezas  de  familia. 

En  ellas  nO  ha  de  hacerse  una  reducción  de  la  déci- 
ma parte,  sino  que  ha  de  hacerse  una  reducción  que  las 
deje,  por  lo  menos,  con  ciento  cincuenta  nombres  por 
cada  partido  judicial.  Si  las  listas  municipales  de  capa- 
cidadqp  contuviesen  más  de  esos  ciento  cincuenta  nom- 
bres, la  junta  designará  los  que  conceptúe  más  idóneos 
hasta  dicho  número,  en  la  forma  que  indica  el  pá-, 
rrafo  4.^;  es  decir,  procurando  la  proporcionalidad  en- 
tre el  número  total  de  los  aptos  de  cada  localidad  que 
han  de  pasar  á  las  listas  definitivas. 

También  en  este  punto  creemos  nosotros  que  deben 
seguirse  las  reglas  establecidas  para  la  determinación 
de  todas  las  cantidades  alícuotas.  No  obstante,  no  se 
nos  ocultan  las  dificultades  que  habrá  para  ello,  en  pri- 
mer lugar,  porque  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  en 
la  generalidad  de  los  casos,  el  número  de  capacidades 
de  cada  distrito  judicial  no  pasará  del  de  ciento  cin- 
cuenta, ni  llegará  siquiera  á  él;  y  en  segundo  lugar, 
porque  como  las  personas  á  quienes  por  sus  condiciones 
especiales  se  ha  de  incluir  en  las  listas  de  capacidades 
viven  generalmente  en  las  cabezas  de  partido,  será  difí- 
cil, ya  que  no  imposible,  practicar  la  (Hstribución  guar- 
dando la  proporcionalidad  conveniente. 

Esa  proporcionalidad  ha  de  ser,  sin  embargo,  el  prin- 
cipio que  guíe  los  actos  de  la  junta  selectora,  así  como 
esa  misma  junta  selectora  debe  inspirarse  para  practi- 
car mejor  la  función  que  la  ley  la  encomienda,  en  un 
conocimiento  exacto  de  cuáles  son  los  deberes  que  se 
exigen  á  los  que  han  de  desempeñar  el  cargo  de  jura- 
dos, á  fin  de  formar  eon  todos  estos  puntos  el  criterio 
que  ha  de  determinar  sus  acuerdos  y  que  ha  de  inspirar 
sus  resoluciones. 


Digitized  by 


Googl( 


446  COMENTARIOS  JL  LA  LEY  DEL  JT7]tADO 


xvm 

Partiendo  de  la  base  de  que  los  incluidos  en  las  lis- 
tas  de  capacidades  han  ser  muy  pocos  en  la  generali- 
dad  de  los  partidos  judiciales,  y  de  que,  por  el  contra- 
rio, en  casi  todos  ellos  los  cabezas  de  familia  llegarán  á 
las  cifras  indicadas  como  mínimas  por  la  ley,  se  h,a  com- 
batido lo  que  dispone  este  artículo,  suponiendo  que  de 
hecho  no  resultarán  casi  nunca  las  proporciones  que  la 
ley  ha  querido  establecer  entre  los  cabezas  de  familia 
y  las  capacidades.  Alguien  ha  habido  que  ha  censura- 
do con  tenacidad  é  insistencia  este  resultado,  y  ha  pro- 
puesto para  remediarlo  que  se  redujera  aún  más  el  nú- 
mero de  cabezas  de  familia  que  han  de  venir  á  consti- 
tuir las  segundas  listas. 

Nosotros  entendemos  que  no  es  aceptable  esa  censu- 
ra, y  que  no  es  tampoco  aceptable  el  remedio  propues- 
to para  evitar  el  hecho  de  que  la  censura  parte,  porque 
ya  hemos  dicho  diferentes  veces  que  nosotros  no  somos 
partidarios  del  sistema  de  las  categorías.  Nosotros  com- 
batimos la  base  y  el  principio  á  que  obedece  el  siste- 
ma de  las  categorías,  y  si  hemos  aceptado  la  inclusión 
de  las  capacidades  como  una  transacción  entre  nuestra 
sistema  y  el  sistema  de  las  categorías,  no  creemos  que 
esa  transacción  deba  pasar  los  límites  que  la  ley  ha  se- 
ñalado. A  nuestro  juicio,  los  cabezas  de  familia  son  los 
llamados  en  primer  término  á  practicar  y  cumplir  los 
deberes  que  impone  la  ley  del  Jurado,  y  fiamos  más  en 
ese  elemento  que  en  el  elemento  de  las  capacidades. 

Por  consiguiente,  no  concedemos  valor  al  cargo  que 
se  ha  hecho  de  que  no  existe  entre  las  capacidades  y 
los  cabezas  de  familia  la  debida  proporción.  Hay  que 
admitir  el  jurado  como  es:  ó  se  confia  ó  no  se  condSa  en 
que  las  condiciones  que  adornan  á  la  generalidad  de 
los  ciudadanos,  en  que  las  condiciones  que  adornan  á 
la  generalidad  de  los  cabezas  de  familia,  sean  bastan- 
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tes  para  estimar  los  hechos  y  para  apreciar  las  prue- 
bas. Si  se  confía  en  esto,  hay  que  ser  partidarios  del 
Jurado,  y  partidarios  del  Jurado  como  lo  organiza  la 
ley  española;  si  no  se  confía  en  esto,  entonces  lo  más 
llano,  lo  más  correcto,  lo  más  eficaz  y  más  conveniente, 
es  sostener  la  necesidad  de  que  los  delitos  se  juzguen 
por  los  Tribunales  de  derecho. 

El  sistema  de  las  categorías  conduce  resueltamente 
á  eso.  El  sistema  de  las  categorías  es  en  el  fondo  la  ne- 
gación del  Jurado;  y  nosotros  que  no  negamos  el  Jura- 
do, sino  que  lo  afirmamos,  y  lo  afirmamos  resueltamen- 
te, creemos  que  no  podrá  perjudicarle  en  manera  algu- 
na el  hecho  de  que  en  la  mayor  parte  de  los  Jurados 
predomine  el  elemento  representado  por  los  cabezas  de 
familia. 


XIX 

La  forma  en  que  deben  proceder  las  juntas  selecto- 
ras, teniendo  en  cuenta  estas  bases  para  inspirar  en 
ellas  sus  acuerdos,  es  la  siguiente:  una  vez  fijado  el 
número  de  cabezas  de  familia  y  de  capacidades  de  cada 
término  municipal  que  deben  figurar  en  las  segundas 
listas  escogerán  los  nombres  que  han  de  llenar  esos  nú- 
meros. 

Habrá  nombres  acerca  de  los  cuales  estén  todos  de 
acuerdo,  y  esos  nombres  deben  ser  los  primeros  que 
consignen  en  las  segundas  listas,  haciendo  constar  la 
unanimidad  del  acuerdo  mismo;  y  habrá  sin  duda  nom- 
bres respecto  de  los  cuales  no  exista  ese  acuerdo  uná- 
nime. Sobre  éstos  debe  resolverse  en  último  término; 
y  debe  resolverse  en  la  forma  que  establece  la  ley,  vo- 
tando sobre  cada  uno  de  ellos  y  haciendo  constar  en  el 
acta  de  las  sesiones  de  la  junta  selectora  la  votación 
recaída,  a3Í  como  los  motivos  de  los  encontrados  pare- 
ceres. 

Cuando  haya  nombres  bastantes,  en  los  aceptados 
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por  unanimidad,  para  llenar  la  cifra  á  que  debe  llegar- 
se, éstos  deben  ser  los  preferidos  y  los  incluidos.  Cuan- 
do los  nombres  aceptados  unánimemente  cubran  con 
exceso  esa  cifra,  podrá  la  junta  eliminar  los  sobrantes 
por  sorteo.  La  ley  no  recomienda  ni  rechaza  estas  re- 
glas de  procedimiento.  Nosotros  las  aconsejamos  por 
creerlas  ajustadas  al  criterio  que  la  inspiró,  y  porque 
facilitarán  y  regularizarán  las  operaciones  de  la  junta. 

Creemos  que  en  este  mecanismo,  que  en  esta  manera 
de  funcionar  las  juntas  selectoras,  está  uno  de  los  ma- 
yores elementos,  una  de  las  mayores  garantías  de 
acierto  con  que  pueden  proceder  esas  juntas  mismas; 
porque  es  indudable  que  cuando  el  Juez  de  instrucción, 
los  seis  mayores  contribuyentes,  el  cura  Párroco  y  el 
Maestro  de  escuela  que  forman  la  junta,  convengan  de 
una  manera  unánime  en  que  un  determinado  ciudadano 
es  apto  para  formar  parte  del  Jurado,  será  indisputa- 
ble su  aptitud,  por  las  condiciones  de  inteligencia  y  por 
las  condiciones  de  integridad  moral  que  debe  suponér- 
sele en  vista  de  ese  acuerdo.  En  cambio,  cuando  el 
acuerdo  no  se  adopte  por  unanimidad,  cuando  haya  al- 
guno que  se  oponga  á  la  inclusión  de  un  nombre  deter- 
minado, cuando  acerca  de  la  inclusión  de  una  persona 
haya  diversos  pareceres  en  la  junta,  esto  bastará  para 
que  el  caso  se  considere  digno  de  verdadera  medita- 
ción, y  para  que  el  acuerdo  se  revise  por  aquellos  á 
quienes  la  ley  encomienda  la  formación  de  las  listas 
definitivas. 

Dado  este  mecanismo,  no  creemos  fácil  que  llegue  á 
sentarse  en  el  Tribunal  del  Jurado  ninguna  persona 
que  no  sea  apta  para  esa  función  y  que  no  sea  digna  de 
ese  honor.  Si  creyéramos  que  la  junta  selectora,  com- 
puesta de  los  elementos  que  la  constituyen,  puede  acor- 
dar por  unanimidad  la  inclusión  en  las  listas  de  jurados 
de  un  ciudadano  indigno  ó  de  uno  incapaz,  debíamos 
desconfiar  en  absoluto,  no  sólo  de  nuestra  sociedad, 
sino  de  la  humanidad  misma. 

Decir  y  sostener  que  la  forma  en  que  se  ha  estable- 
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€Ído  em  miprcina  garantía  será  ineücaz,  oqidvale  á  de- 
cir y  sostener  que  uo  es  posible  conñar  misióii  algunaj 
que  no  es  posible  confiar  inttír vención  alguna  tm  el  Go- 
bienio  del  País  a  otro  elemento  que  al  elemento  oficial, 
que  el  País  por  sí  mismo  no  vale  ni  significa  nada,  y 
que  esta  sociedad  en  que  vivimos  está  tan  coiToinpida 
T  tim  ruciada  en  sus  fundamentos,  que  nu  tiene  ni  po- 
dra proporcionárííele  salvación  para  los  males  que  le 
aquejau. 

Repetimos  el  argumento  que  antes  hemos  hecho:  de- 
cíamos que  el  Jurado  hay  que  lomarlo  como  ew  ó  rene- 
gar de  él;  y  ahora  decimos  que  el  régimen  moderno, 
el  régimen  de  los  Gobiernos  populares,  hay  que  acep- 
tarlo como  es  ó  proclamar  la  necesidad  de  uu  Gobierno 
de  derecho  divino  que  rija  despóticamente  los  destinos 
de  los  pueblos.  O  hay  que  buscar  en  e!  País,  ó  hay  que 
busüar  en  la  opinión,  ó  haj''  que  buscar  en  la  generali- 
dad de  los  ciudadanos  el  remedio  á  los  males  que  nos 
aquejan,  ó  hay  que  desesperar  jde  que  esos  males  ten- 
gan jamás  remedio. 

La  ley  ha  hecho  bien  en  adoptar  todas  las  precancio- 
ní}^  que  nosotros  hemos  enumerado,  á  fin  de  que  sus 
principios  se  cumplan  escrupulosamente  y  de  que  sns 
r^Ias  sean  eficaces;  pero  una  vez  eatififeehos  todos,  y 
ya  que  esas  garantías  son  serias  y  sólidas,  no  debemos 
consentir  que  la  crítica  las  impugne  sin  consideración; 
y  si  la  crítica  lo  hace,  cuando  pase  esos  límites,  no  es 
que  impugna  las  soluciones  y  las  reglas  que  nosotros 
hemos  creído  preferí  bles,  sino  que  impugna  los  princi- 
pios en  que  se  funda  el  Jurado  mismo,  los  principios 
en  que  se  fundan  todas  las  instituciones  que  constitu- 
yen, con  arreglo  á  las  bases  del  Derecho  moderno,  el 
gobierno  de  los  pueblos. 
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Las  actas  de  las  juntas  selectoras  deben  hacer  cons- 
tar los  acuerdos  adoptados  por  imanimidad  j  los  adop- 
tados por  mayoría;  al  consignar  estos  últimos  deberán 
relatar  de  una  manera  concluía,  pero  suficiente,  los  de- 
bates y  las  discusiones  que  en  su  seno  hayan  surgido 
con  motivo  de  las  inclusiones  ó  excluí^iones  de  deter- 
minados nombres,  á  fin  de  que,  elevadas  esas  listas  j 
e{?as  actas  á  conocimiento  de  la  superioridad,  la  supe- 
rioridad pueda  apreciar,  por  virtud  de  esas  mijsnias 
discusiones,  por  virtud  de  las  personas  qxm  lajB  sostu- 
vieron y  por  virtud  de  la  calidad  de  los  nombres  que 
han  intervenido  en  cada  votación  nominal,  sí  procede 
ó  no  procede  que  los  incluidos,  más  o  nienof;  debida- 
mente, sean  sorteados  para  la  formación  de  las  list^tB 
definitivas. 

Procediendo  en  todo  esto  con  escrupulosidad,  la  jun- 
ta ó  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia  que  ha  de  for- 
mar las  listas  definitivas,  tendrá  en  esas  actas  un  nor- 
te y  una  guía  para  que  sus  resoluciones  sean  acertadas, 
y  produzcan  siempre  los  resultados  más  convenientes; 

Ír  será  mucho  más  fácil,  partiendo  de  estos  datos  y  de 
os  elementos  que  esas  actas  proporcionen,  ultimar  las 
listas,  que  no  en  la  forma  que  les  encomendaba  su  ul- 
timación el  proyecto  de  ley  presentado  por  el  Sr.  SH- 
nistro  de  Gracia  y  Justicia,  modificado  en  esta  parte 
por  acuerdo  de  ambos  Cuerpos  Colegisladores. 

Art.  32.  Antes  de  1.®  de  Julio  remitirá  el  Juez  de  instrntr 
ción  á  la  Junta  de  gobierno  de  la  Audiencia  de  lo  crinüual  ó  Sala 
de  gobierno  de  la  territorial  respectiva  laa  copias  de  las  lisias  re- 
cibidas de  los  Jueces  municipales,  y  copias  certificadas  por  el  Se- 
cretario, con  su  V.^  B.®,  de  laa  listas  formadas  por  la  Junta  del 
partido  ó  distrito,  cuyo  original  ú  originales,  con  el  acta  de  la  Jim-  « 


Digitized  by 


Googl( 


^ 


TÍT.  I. — CAP.    iv.—AKTS,  33  Y  33  451 

tB,  quedA^rán  archivad ds  en  el  Juagado.  Cuando  no  se  hubieren 
tomado  por  niiammida4  todos  los  acuerdos ^  remitirá  además  copia 
ceiüfícada  del  acta  ó  las  actas^  extendidos  con  arreglo  &1  articolo 
anterior. 


Las  Operaciones  que  lia  de  veriñcar  la  junta  de  se* 
lección,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  31,  debe- 
rán verificarse  durante  el  mes  de  Junio,  puesto  que, 
segtín  el  art.  30,  el  Juez  municipal  remitii^é  en  los 
quince  días  últimos  de  Mayo  al  Jue^  de  instrucción  del 
partido  las  copias  de  las  pñmeras  listas  debidamente 
ultimadas;  y  según  lo  que  dispone  el  que  ahora  comen- 
tamos, antes  del  1,^  de  Julio  remitirá  el  Juez  de  ins- 
truccióu  á  la  Junta  de  gobierno  de  la  Audiencia  de 
lo  criminal  ó  Sala  de  gobierno  de  la  territorial  respec- 
tiva, las  listas  formadas  por  la  junta  de  partido  ó  ilis- 
trito. 

En  el  caso  de  que  los  acuerdos  de  esta  Junta  ha- 
yan sido  adoptados  por  unanimidad,  es  decir,  en  el  caso 
de  que  en  el  seno  de  la  junta  no  haya  habido  discre- 
pancia ni  diferencia  de  apreciación  alguna  respecto  á 
los  nombres  que  deben  ser  inchiídos  en  las  segundas 
üstas,  el  Juez  de  instrucción  no  remitirá  más  que  las 
copias  de  las  listas  que  haya  recibido  del  Juez  munici- 
pal y  las  copias  de  las  listas  formadas  por  la  Junta  del 
partido;  pero  cuando  haya  habido  disctepaucias  y  dife- 
Tcncías  de  opinión,  debates  y  votaciones  nominales,  á 
tenor  de  lo  que  requiere  el  párrafo  7.^  del  art*  31,  de- 
berá  remitir  además  á  la  Audiencia  copia  certificada 
del  acta  6  de  las  actas  de  las  sesiones  que  t^y^  cele- 
brado la  junta. 

Art.  33*     La  Audiencia  de  lo  criminal,  en  Junta  de  gobierno, 
ó  Sülá  de  gobierno  de  la  Audiencia  territorial ,  fbrmarú,  laa  LiataB 
de£nitÍTaB  de  jurados  del  distrito  regpectiyo,  con  Bujeción  ¿  laa  ii- 
guientei  reglae: 
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1  .^  Fara  c&da  partido  judicial  del  diatrito  se  formara  ana  IíaU 
de  cabezas  de  familia,  comprensiva  de  200  nombres^  j  otra  de  ca- 
pacidades de  lOÜj  qu<s  se  reducirán  á  IbO  j  Ib  respectivamentej 
cuando  la  lista  de  cabezas  de  familia^  remitida  por  la  Junta  de  pai^ 
tidOf  no  contenga  más  de  200  nombres,  al  t-enor  de  lo  diapnesto  el* 
el  art*  Slj  y  k  100  y  50  cuando  no  contenfjra  máa  que  150,  Para 
las  poblaciones  donde  existan  do&  6  más  Jueces  de  instrucción,  so 
formará  una  sola  lista  de  cabezas  de  famüia  y  otra  de  capacidades» 
incluyendo  respectivamente  100  y  50  individuos,  además  del  nüme^ 
ro  que  corresponde  á  un  solo  partido  por  cada  uno  de  loa  otro» 
Juzgados.  Bi  las  listas  de  capacidades  no  fud&en  suñcientes  para 
completar  el  numero,  se  adicionarán  con  tos  nombres  de  los  mayo- 
res contribuyentes  que  figui*en  en  Las  listas  de  cabezas  de  familia, 
donde  se  considerarán  como  baja, 

2.^  La  Junta  ó  3ala  de  gobierno^  en  vista  de  las  actos  de  las 
Juntas  de  partido  ó  distrito  y  de  los  otros  antecedentes  que  hubie- 
re alegado,  podrá  acordar  que  no  entren  en  el  sorteo  prevenido  en 
la  regla  3,*  aquellos  individuos  cuya  idoneidad  hubiera  sido  discu- 
tida en  las  Juntas  de  partido  ó  distrito. 

a-*  Los  nombres  de  todos  los  individuos  que  figuren  en  las  ÍU- 
taa  remitidas  por  los  Jaeces^  excepto  los  que  se  hubieren  excluido 
en  virtud  de  la  regla  anterior,  entrarán  en  suerte  para  la  deaigna- 
ción  de  los  quo  han  de  formar  las  listas  definitivas  de  cabezas  á& 
familia  y  de  capacidades,  según  la  regla  IJ^ 

El  sorteo  se  hará  en  audiencia  publica  por  la  Sala  ó  Audiencia 
respectiva,  sacando  el  Presidente  una  á  una  las  papeletas,  previa- 
mente insaculadas,  con  los  nombres  de  todos  los  que  deban  entrar 
en  suerte, 

4."  Contra  los  actos  y  acuerdos  de  las  Audiencias  eu  la  forma- 
ción de  las  list  as  deñnitivas  ao  se  darán  otros  recursos  que  los  de 
reapensabilidad. 

5**  Las  listas  definitivas  quedarán  ultimadas  antes  del  día  L* 
de  Agosto  de  cada  año. 

tí.*  Inmediatamente  se  publicarán  en  el  BoleUn  ofiúiai  las  Ust«i 
deñnitivas  de  cada  partido  judiciaL 
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Las  terceras  listas,  ó  sean  las  listas  definitivas  de 
juradus  de  cada  distrito  6  partido  judicial,  las  fbrina  la 
respectiva  Audiencia,  En  el  ten*itorio  de  las  Audien- 
cías  de  lo  criminal,  las  personas  encargadas  de  practi- 
car esta  lUtima  y  defiíiitiva  operación,  son  todos  los  Ma- 
gistrados y  el  Piíícal  que  componen  la  Audiencia  mis- 
ma couí^tituídos  en  Junta  de  gobierno,  y  en  el  territorio 
afecto  á  la  jurisdicción  criminal  de  la  Sala  respectiva 
do  nna  Audiencia  territorial ,  las  personas  encargadas 
de  verificarlo  son  las  que  constituyen  la  Sala  de  gobier- 
no de  la  misma  Audiencia:  el  Presidente  de  la  Audien- 
cia, los  de  las  Salas  y  el  Fiscal.  Estas  operaeioncs  lian 
de  practicarse  durante  el  mes  de  Julio. 
\ 

n 

Tenemos  ya  constituida  la  respectiva  junta  que  for- 
ma y  ultima  las  listas  definitivas;  vamos  á  ver  cómo 
iuDciona.  Empezaremos  por  estudiar  qué  procedimiento 
debe  seguirse  á  fin  de  que  en  esas  listas  haya  el  nú- 
mero de  nombres  que  exige  la  ley. 

Supongamos  que  se  trata  de  uua  Audiencia  de  lo  cri- 
minal en  cuya  jiirisdicción  están  enclavados  seis  Juzga- 
doSj  á  los  cuales  designaremos  con  las  letras  A,  B^  O, 

Juagado  A.  Las  segundas  listas  enviadas  por  este 
Juzgado  á  la  Audiencia,  contienen  trescientos  nombres 
de  cabezas  de  familia  y  ciento  cincuenta  de  capacida- 
des. La  Audiencia  para  formar  las  terceras  listas  debe 
reducir  esas,  dejando  la  de  cabezas  de  familia  sólo  con 
doscientos  nombres  y  la  de  capacidades  con  ciento.  Esta 
reducción  ha  de  verificarse  con  arreglo  íi  lo  dispuesto 
en  las  bases  segunda  y  tercera  del  artículo  que  estamos 
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comentando,  por  selección  y  por  sorteo^  en  la  forma  que 
explicaremos  más  adelante. 

Juzgado  B,  Las  segundas  listas  contienen  ciento 
ochenta  cabezas  de  familia  y  cien  capacidades.  Han  de 
reducirse  estos  números  respectivamente  á  ciento  cin- 
cuenta y  setenta  y  cinco,  advirtíendo  que  lo  mismo  su- 
cedería en  el  caso  de  que  las  capacidades  fueran^  por 
ejemplo,  ciento  cincuenta,  porque  la  norma  para  la  re- 
ducción es  el  número  de  nombres  contenidos  en  ia« 
listas  de  cabezas  de  familia;  de  tal  suertCj  que  siempre 
que  en  dichas  listas  de  cabezas  de  familia  aparezca  un 
número  que  no  sea  de  doscientos  nombres  ó  mayor,  ha 
de  practicarse  la  reducción  con  arreglo  á  las  cifras  que 
hemos  expresado. 

Juzgado  (7.  Las  segundas  listas  contienen  ciento  ein* 
cuenta  cabezas  de  familia  y  noventa  capacidades.  Han 
de  reducirse  estos  números  respectivamente,  conforme 
á  lo  que  más  adelante  veremos,  á  ciento  y  cincuenta. 
También  en  este  caso,  como  en  el  antenor,  importa 
poco  el  número  de  capacidades  para  la  reducción,  por- 
que, repetimos,  la  norma  para  verificarla  es  el  número 
de  cabezas  de  familia.  Así  lo  ha  querida  el  legisladar 
y  así  lo  establece  la  ley  en  su  art,  33. 

Juzgados  D  Y  E.  Supongamos  que  estos  dos  Juzga- 
dos de  instrucción  están  en  una  sola  ciudad.  Las  listas 
del  Juzgado  D  contienen  trescientos  cabezas  de  farai- 
lia  y  ciento  cincuenta  capacidades,  y  las  listas  del  Juz- 
gado E  contienen  ciento  cincuenta  cabezas  de  familim 
y  noventa  capacidades. 

¿Qué  listas,  ó  mejor  dicho,  qué  números  han  de  sbt- 
vir  de  base  para  la  reducción?  Porque  en  el  caso  que 
señalamos  como  ejemplo  hay  una  diferencia  sensible,  6 
puede  haber  una  diferencia  sensible,  según  se  admi- 
tan como  base  las  listas  del  Juzgado  Z>  ó  las  del  Jua- 
gado E, 

Nosotros  creemos,  en  vista  del  silencio  de  la  ley,  que 
deben  siempre  servir  de  base  para  la  determinación 
del  número  correspondiente,  las  listas  del  Juzgado^  de 
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los  varios  que  comprenda  dicha  ciudad  que  contengan 
más  nombres.  En  el  caso  que  nosotros  hemos  imagina- 
do como  ejemplo,  servirán  de  base  las  listas  del  Juzga- 
do D;  y  como  en  esas  listas  figuran  trescientos  nom- 
bres de  cabezas  de  familia  y  ciento  cincuenta  de  capa- 
cidades, deben  obtenerse  desde  luego  por  la  reducción, 
doscientos  nombres  de  cabezas  de  familia  y  ciento  de 
capacidades;  y  luego  por  el  Juzgado  E,  cualquiera  que 
sea  el  número  de  los  nombres  comprendidos  en  sus  res- 
pectivas listas,  cualesquiera  que  sean  las  cifras  á  que 
alcancen  dichos  nombres,  deben  escogerse  cien  nom- 
bres de  cabezas  de  familia  y  cincuenta  de  capacidades. 

En  las  poblaciones  que  contuvieran  un  tercer  Juz- 
gado, deben  escogerse  otros  ciento  y  cincuenta  respec- 
tivamente. De  manera  que  en  este  caso,  si  son  dos  los 
Juzgados  y  el  contingente  que  suministran  es  el  que 
hemos  asignado  al  Juzgado  J5  y  al  Juzgado  ÍJ,  los  nom- 
bres que  han  de  contener  las  listas  definitivas  serán: 
trescientos  la  de  cabezas  de  familia  y  ciento  cincuenta 
la  de  capacidades.  Si  en  la  ciudad  hubiera  tres  Juzga- 
dos, la  lista  de  cabezas  de  familia  tendría,  partiendo  de 
aquella  base,  cuatrocientos  nombres  y  la  de  capacida- 
des doscientos. 

Juzgado  F.  Las  listas  de  este  Juzgado  dan  ciento 
cincuenta  cabezas  de  familia  y  cuarenta  capacidades;  y 
antes  de  proceder  á  la  elección  y  al  sorteo  de  cabezas 
de  familia,  deben  en  este  caso  aumentarse  las  listas  de 
capacidades  hasta  llegar  al  número  mínimo  de  cincuen- 
ta, escogiendo  para  completarle  los  mayores  contribu- 
yentes que  figuren  entre  los  cabezas  de  familia  por 
orden  de  mayor  á  menor;  y  una  vez  completada  así  la 
lista  de  capacidades,  los  nombres  de  las  listas  de  cabe- 
zas de  familia  que  hayan  pasado  á  completar  la  de  ca- 
pacidades, deben  borrarse  de  aquella  lista.  En  seguida 
se  procederá  á  practicar  la  reducción  de  los  cabezas  de 
familia  hasta  el  número  ó  hasta  la  cifra  correspondien- 
te, conforme  á  lo  establecido  en  la  regla  segunda  y  ter- 
cera del  artículo  que  comentamos. 
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Creemos  que  con  este  ejemplo  quedan  resueltos  twios 
los  casos  que  puedan  presentarse  en  la  difícil  práctica 
de  las  reglas  establecidas  en  el  art.  33  en  cuanto  á  la 
computación  aritmética  que  dicho  aiticulo  establece* 


m 

Para  hacer  la  reducción,  ya  hemos  dicho  que  la  ley 
establece  dos  medios:  uno  la  selección  limitada  a  lo  que 
describe  y  regula  la  base  segunda,  y  otro  el  sorteo. 

El  proyecto  de  ley  del  Si\  Jlinistro  de  Gracia  y  Jas- 
ticia  confiaba  en  su  art.  33  á  las  Audieucias  de  lo  cri* 
minal  ó  Salas  de  gobierno  de  la  ten*itorial  respectiva, 
el  encargo  de  hacer  libremente  la  selección.  Ya  he- 
mos dicho  por  qué  se  desechó  este  procedimiento  y 
se  prefirió  crear  las  juntas  de  distrito  confoniie  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  31.  Los  MagistiTidos  que  forman 
las  Audiencias  de  lo  criminal  ó  las  Salas  de  gobier- 
no de  las  territoriales  no  están  en  aptitud,  por  su 
falta  de  conocimiento  del  personal  respectivo^  de  deci- 
dir sobre  la  base  de  las  primeras  listas  quiénes,  dentro 
de  un  partido  judicial  de  su  jurisdicción,  son  los  más 
aptos  para  desempeñar  el  cargo  de  jiuados. 

Obligados  á  practicar  por  sí  mismos  esta  operación  y 
en  la  imposibilidad  de  practicarla  concienzudamente, 
habrían  de  atenerse  á  las  noticias  que  se  les  smniíiia- 
traran  por  personas  tal  vez  interesadas  ó  confiaríím 
esta  operación  á  sus  subalternos  y  dependientes;  y  eu  ^ 
uno  y  otro  caso  quedaba  burlado  cl  propósito  del  legis* 
lador,  porque  eñ  imo  y  otro  caso  no  eran  ellos  con  su 
respetabilidad,  con  su  independencia,  con  su  deseo  de 
cumplir  la  ley  de  una  manera  escrupulosa  y  con  su 
deseo  de  revestir  el  planteamiento  de  esta  iüstitución 
de  todas  las  condiciones  que  pudieran  hacerla  eficaz, 
los  que  habrían  de  llevar  á  cabo  esta  delicadísima  oi>e- 
racióíi,  sino  que  ésta  quedaba  entregada  en  manos  de 
sus  subalternos  y  subordinados. 
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Pero  la  selección,  limitada  á  lo  que  ahora  se  les  con- 
fía, tiene  una  índole  y  un  alcance  distintos.  Esos  Ma- 
gistrados no  van  á  escoger  los  más  aptos  de  una  lista, 
en  la  cual  la  inmensa  mayoría  de  los  nombres  les  han 
de  ser  personalmente  desconocidos,  sino  que  van  á  de- 
cidir exclusivamente  quiénes  de  entre  aquéllos,  cuyos 
nombres  han  sido  objeto  de  discusión  en  la  junta  de 
partido,  deben  eliminarse  de  las  listas  para  el  sorteo. 
Esto  podrán  hacerlo,  y  bastará  en  la  mayor  parte  de  los 
casos  para  que  lo  hagan,  y  para  que  lo  hagan  con  acier- 
to, examinando  detenidamente  las  actas  de  la  junta  de 
partido  ó  de  distrito,  puesto  que  en  esas  actas  han  de 
mencionarse  los  motivos  que  han  tenido  en  cuenta  al- 
gunos de  los  vocales  de  dichas  juntas  para  solicitar  la 
exclusión  de  los  nombres  de  que  se  trate,  y  puesto  que 
llamada  su  atención  ya  acerca  de  esos  nombres,  por  lo 
que  en  las  actas  se  cfice,  pueden  completar  los  antece- 
dentes que  esas  actas  mismas  les  suministren  con  otros 
que  se  procuren  por  distintos  medios;  medios  que  la  ley 
no  ha  determinado  ni  podía  determinar. 

Reducida  á  esto  su  tarea,  será  más  breve  y  más  fácil 
y,  sin  género  alguno  de  duda,  más  equitativa;  porque 
habiendo  de  reducirse  su  examen  á  muy  pocos  nom- 
bres, y  teniendo  á  su  disposición  los  medios  de  ilus- 
trarse acerca  de  si  esos  nombres  deben  aceptarse  ó  no, 
bastará  que  pongan  en  el  desempeño  de  esta  función 
alguna  diligencia  y  algún  celo  para  que  llenen  cumpli- 
damente la  tarea  que  la  ley  les  adjudica. 

Esa  selección,  pues,  se  limita  á  una  facultad  de  ex- 
clusión. Las  Juntas  ó  Salas  de  gobierno  respectivas  no 
pueden  incluir  nombres  que  hayan  sido  excluidos  por 
la  junta  de  distrito,  y  pueden  excluir  de  los  nombres 
que  aparezcan  en  las  segundas  listas,  los  de  aquellos 
que  habiendo  suscitado  un  debate  en  la  junta  de  parti- 
do, les  parezcan,  por  las  manifestaciones  hechas  en 
esos  debates  mismos  y  por  los  datos  que  luego"^  hayan 
podido  allegarse,  indignos  verdaderamente  de  formar 
parte  del  Jurado. 
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Puede  ocurrir  el  caso  de  que  en  las  segundas  listan 

de  un  partido  judicial  aparezcan,  por  ejemplo,  dosoien* 
toa  cinco  caljezas  de  familia;  y  en  este  cuso  las  teroe* 
ras  listas  deben  contener  doscientos;  es  decir,  que  )t 
reducción  será  sólo  de  cinco  individuos;  y  puede  oen- 
rrii'  que  en  el  caso  de  que  eso  suceda^  e.stimo  la  Junta 
ó  Sala  de  gobierno,  por  el  resultado  de  las  actas  y  por 
lu!^  noticias  que  además  haya  adquíridoj  que  liay,  por 
ejemplo,  doce  personas  indignas  de  formar  parte  del 
Jurado;  pero  como  la  ley  le  obliga  á  que  las  terce- 
ras listas  contengun  doscientos  y  sólo  pueden  eliminar 
cinco^  ¿cómo  procederá? 

La  ley  no  lia  previsto  este  caso.  Reeonocemos  desde 
luego  que  no  será  frecuente  en  la  práctica,  porque  es 
difícil  que  se  rennau  y  coincidan  las  diversas  circuiu- 
tuncias  que  podrían  producirle;  pero  si  esto  sucede,  noíi* 
otros  enteudemos  que,  con  arreglo  á  la  ley,  la  junta  no 
podrá  eliminar  más  que  los  cinco  nombres  que  rmuh 
ten  sobrantes j  ó  lo  que  es  igual,  elevando  la  eme^ 
ñanza  qne  resulta  de  este  caso  á  regla  general:  que  h 
facultad  selectora  de  la  junta  ó  Sala  de  gobierno  de  1« 
Audiencia  respectiva  está  limitada  por  el  niíineio  d« 
personas,  por  el  numero  de  nombres  que  contiene  eada 
lista. 


En  el  caso  de  que  practicada  la  selección^  dentro  de 
las  condieioneg  establecidas  por  la  regla  segunda  del 
artículo  que  comentamos,  no  quedan  en  una  lista  más 
que  el  número  de  nombres  que  hayan  de  contener  Um 
terceras  listas  conforme  á  lo  establecido  en  la  r^glA 
primera,  no  habrá  lugar  al  soiteo* 
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De  modo,  que  el  sorteo  procederá  sólo  cuando  las  se- 
gundas listas,  después  de  practicada  esta  selección  li- 
mitada, arrojen  un  número  mayor  que  aquel  que  deben 
contener  las  terceras. 

Eespecto  á  la  forma  de  llevar  á  cabo  el  sorteo,  nada 
tenemos  que  decir;  la  regla  tercera  es  bastante  clara  y 
su  práctica  no  dará  lugar  á  dudas  de  ninguna  espétele. 
Sólo  recomendamos  que  el  sorteo  se  verifique  con  todas 
las  solemnidades  que  la  ley  exige;  que  se  ejecuten  y 
cumplan  esas  solemnidades  con  la  mayor  formalidad  y 
el  mayor  rigor  posibles,  á  fin  de  que  esta  operación, 
que  es  importantísima,  se  verifique  siempre  en  con- 
diciones de  gran  imparcialidad;  de  suerte,  que  sea  una 
f garantía  d§  verdad  y  se  ajuste  por  completo  á  lo  que  el 
egislador  ha  querido.  Los  Presidentes  de  las  Audien- 
cias, tanto  el  de  la  Audiencia  de  lo  criminal  como  el 
de  la  territorial,  deben  poner  el  mayor  empeño  en  que 
esto  suceda. 

El  sorteo  deben  presenciarle  todas  las  personas  que 
lo  deseen;  y  en  el  acta  de  la  sesión  en  que  se  haga  de- 
berán hacerse  constar  todas  las  protestas  que  se  for- 
mulen, si  llegara  el  caso  de  formularlas,  á  fin  de  que 
si  alguno  intentara  interponerlo,  pueda  preparar  de 
antemano  el  único  recurso  que  la  ley  admite,  que  es  el 
de  responsabilidad.  Así  contendrá  el  acta  del  sorteo 
medios  suficientes  para  esclarecer  el  punto,  cuando  hu- 
biere dudas,  y  base  para  exigir  la  responsabilidad  que 
proceda  si  jurídicamente  puede  nacer  alguna  contra 
los  Magistrados  que  autorizan  la  práctica  del  sorteo. 


VI 

Al  establecer  el  art.  31  las  facultades  de  las  juntas 
selectoras  y  determinar  cómo  deben  éstas  cumplir  la 
misión  que  la  ley  les  encomienda,  dice  que  elegirán  la 
décima  parte  de  los  cabezas  de  familia  comprendidos 
en  todas  las  listas  municipales,  á  quienes  consideren  más 
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aptos,  y  que  al  designarlos  tendrán  en  cuenta  \m  dis- 
tancias y  medioR  de  comimicaí  ion  que  puedan  facilitar 
su  asistencia  á  las  deliberaciones  del  Tribunal.  Al  co- 
mentar nosotros  este  precepto,  ó  mejor,  efita  recomenda- 
i^íón,  hicimos  notar  la  conveniencia  de  que  se  giiardaTa 
á  todo  trance  la  debida  proiK>rcionaHdad  aritmética  en- 
tre el  número  total  de  las  personas  que  han  de  formar 
las  segundas  listas  y  las  que  contengan  las  de  cada  dis- 
trito municipal.  Para  nosotros  esa  es  una  condición 
esencial  que  debe  cumplirse  y  atenderse  si  se  quiere 
que  el  Jurado  responda  á  los  fines  á  que  obedece  su 
restablecimiento,  y  si  í^e  quiere  que  el  Jurado  realice 
la  misión  importantísima  que  le  incumbe  dentro  del 
mecanismo  de  nuestras  leyes  procesales. 

Recordamos  esto  con  motivo  del  cumplimiento)  del 
art.  33,  porque  dcí^pués  de  haber  dicho,  según  ya  que- 
da expuesto  en  los  anteriores  párrafos,  cómo  ha  de 
proceder  la  Audiencia  respectiva  al  formar  las  listas 
definitivas  de  jurados,  para  que  en  cada  una  de  ellas 
resulte  el  número  de  nombres  que  la  ley  ha  querido 
que  contenga,  creemos  indispensable  añadir  algo  acar- 
ea de  aquella  proporcionalidad. 

8e  forma,  con  an  eglo  a  la  ley,  un  Jurado  para  cada 
partido  judicial,  pero  debe  procurarse,  de  conformidad 
con  lo  establecido  en  el  art.  31,  que  ese  Jurado  conten- 
ga elementos  de  todas  las  municipalidades  que  contri- 
buyan á  formar  ilicho  partido.  Esta  es  una  regla  que 
ha  de  tenerse  en  cuenta  para  la  primera  reducción;  y 
aunque  la  ley  no  lo  dice,  nosotros  estimamos  que  tam- 
bién debe  tenerse  presente  para  la  segunda,  porque  de 
otra  suerte  el  propósito  de  la  ley  podría  quedar  burla- 
do y  defraudado. 

Bajo  este  punto  de  vista  y  en  lo  que  se  refiere  á  la 
selección  y  á  la  reducción,  ese  es  un  principio  á  que 
debe  constantemente  atenderse;  es  á  la  manera  de  una 
luz  vivísima  que  ha  de  iluminar  en  todas  estas  opera- 
ciones la  inteligcucia  de  las  personaa  llamadas  á  cons- 
tituir las  diversas  juntas  encargadas  de  verificarlas;  es 
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como  un  criterio,  como  una  norma  y  una  guía  segura 
de  que  deben  procurar  no  desdarse  jamás. 

Kesulta  difícil,  dado  el  mecanismo  de  la  ley»  redu- 
cir estas  indicaciones  á  reglas  que  sirvan  para  resolver 
cada  caso.  El  legislador  no  ha  querido  entrar  en  ese 
terreno,  y  ha  hecho  bien,  porque  la  ley  resultaría  ca- 
suística, porque  no  hubieran  podido  preverse  los  casos 
y  dificultades  que  ha  de  ofrecer  la  práctica,  numerosos 
y  variadísimos,  y  porque  todos  estos  pormenores  acon- 
sejan, no  el  establecimiento  de  preceptos  legislativos, 
sino  de  reglas  de  conducta  que  al  comentarista  corres- 
ponde exponer,  desenvolver  y  recomendar.  Bastará,  á 
nuestro  juicio,  que  las  personas  que  formen  esas  juntas 
se  inspiren  en  este  criterio,  y  que  al  hacer  la  reduc- 
ción no  le  desatiendan  jamás. 

En  la  práctica  no  será  imposible  obrar  de  esta  ma- 
nera. Una  vez  determinado  el  número  de  jurados  que 
han  de  contener  las  listas  definitivas,  una  vez  elimina- 
dos los  que  no  hayan  de  figurar  en  ellas,  no  es  necesa- 
rio proceder  al  sorteo  en  una  sola  operación,  de  mane- 
ra que  sean  sorteados  en  conjunto  todos  los  nombres  de 
las  varias  listas  que  comprende  el  partido  judicial.  Lo 
que  puede  hacerse  y  la  regla  que  puede  seguirse  en  este 
caso,  á  fin  de  que  esa  proporcionalidad  resulte,  es  lo 
siguiente:  Hechas  las  listas  de  cabezas  de  familia  del 
partido  judicial,  se  procede  ante  todo  á  espurgarlas  de 
los  nombres  de  las  personas  á  quienes  la  jimta  selecto- 
ra considere  indignas  de  formar  parte  del  Jurado.  Ya 
está  practicada  la  selección,  y  hay  que  proceder  al  sor- 
teo para  la  reducción  total;  y  entonces,  teniendo  en 
cuenta  el  número  de  nombres  que  ha  de  obtenerse  en 
totaUdad,  y  el  número  de  nombres  contenidos  en  cada 
lista  municipal,  puede  precederse  á  ir  sorteando  de 
cada  una  de  éstas  los  que  la  correspondan.  No  hay  más 
que  aplicar  aquí  la  teoría  de  las  cantidades  alícuotas 
que  hemos  invocado  al  explicar  las  funciones  y  mane- 
ra de  proceder  de  las  juntas  selectoras  en  el  art.  31. 
De  esta  manera,  resultará  seguramente  que  en  las  lis- 
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tas  definitívas  habrá  pereouas  de  todas  las  localidades, 
ó  por  lo  menos  se  habrá  procurado  que  las  haya^  que 
es  lo  que,  á  nue^ro  juicio,  conviene,  lo  que  importa  y 
lo  que  interesa  hacer. 


YH 


Está  relacionada  esta  cuestión  íntimamente  con  otra 
que  ya  hemos  tratado  eu  varios  lugares  con  bastante 
amplitud  y  á  que  nos  referimos  extensamente  en  la 
Introducción.  El  Jurado  es  ó  debe  ser  el  juicio  de  \m 
convecinos;  las  personas  que  conocen  una  localidad  de- 
terminada, que  conocen  y  han  ti'atado  íntimamente  á 
los  que  la  habitan,  son  las  que  se  encuentran  en  con- 
diciones  de  mayor  aptitud  para  apreciar  los  hechos  que 
realicen  esas  personas,  para  apreciar  los  hechos  acaecí- 
dos  en  la  localidad  misma.  Ellas  tendrán  siempre  en 
cuenta  las  circunstancias  locales  que  contribuyan  á  la 
averiguación,  conocimiento  y  apreciación  de  los  deli- 
tos; ellas  son  irreemplazables  para  apreciar  la  veraci* 
dad  y  sinceridad,  la  espontaneidad  y  verdad  de  las 
declaraciones  que  prestan,  así  los  procesados  como  los 
testigos. 

Este  es  el  principio^  esta  es  la  base,  esta  es  la  regla. 
Principio  que  está  justificado  y  abonado  por  la  expe- 
riencia; principio  que  es  una  de  las  ideas  madres  sobre 
las  cuales  se  funda,  y  con  arreglo  á  las  cuales  se  des- 
envuelve la  institución  del  Jurado. 

Acerca  de  este  principio,  repetimos,  ya  queda  dicho 
en  el  curso  de  nuestro  libro  todo  lo  que  conviene  te- 
ner en  cuenta  para  demostrar  que  es  uno  de  los  funda- 
mentos de  nuestra  institución,  y  para  demostrar  sus 
excelencias  y  ventajas.  No  podemos  resistir ,  sin  em- 
bargo, al  deseo  de  añadir  aquí  un  argumento  más,  una 
consideración  más  que  contribuya  á  demostrarlo,  á  es- 
clarecerlo y  á  evidenciar  los  resultados  que  de  él  se 
esperan  y  los  que  ya  ha  producido.  Apelamos  para  ello 
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á  la  autoridad  de  un  escritor  al  mismo  tiempo  que  an- 
tiguo Magistrado,  cuyas  opiniones,  no  siempre  favora- 
bles al  Jurado,  dan  mayor  imparcialidad  y  mayor  peso 
á  su  dictamen.  Nos  referimos  al  Sr.  D.  EmiHo  Bravo, 
Presidente  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia.  El  Sr.  Bravo,  que  es  uno  de  los  hombres 
encanecidos  en  la  administración  de  la  justicia  en  di- 
versos puestos  de  la  Magistratura,  no  puede  contarse 
entre  los  partidarios  decididos  del  Jurado,  porque  co- 
mo Senador,  y  Senador  perteneciente  á  la  minoría  con- 
servadora, ba  votado  contra  él;  pero  el  Sr.  Bravo  era 
Presidente  de  la  Audiencia  de  Madrid  en  el  año  1872 
cuando  se  estableció  el  Jurado,  y  al  publicarse  la  ley 
actual  ba  dado  á  luz  una  edición  de  la  misma,  precedi- 
da de  un  extenso  y  notable  Prólogo,  en  el  cual  con- 
signa aquellas  observaciones,  aquellos  juicios,  aquellas 
ideas  que  la  práctica  de  la  institución  misma  hizo  na- 
cer en  su  inteligencia,  y  nosotros  no  conocemos,  de 
todo  cuanto  se  ha  dicho  y  escrito  en  favor  del  Jurado, 
nada  que  sea  tan  concreto  y  concluyente,  nada  que  sea 
tan  decisivo  como  ese  notabilísimo  trabajo. 

Desempeñando  el  cargo  de  Presidente  de  la  Audien- 
cia de  Madrid,  el  Sr.  Bravo  contribuyó  en  primer  tér- 
mino á  organizar  el  Jurado  en  todo  el  territorio  de  la 
misma  Audiencia,  y  afirma,  y  lo  afirma  de  una  mane- 
ra incontrastable,  apoyando  su  aserto  en  datos  y  en 
hechos  que  no  pueden  controvertirse  ni  negarse,  que  á 
pesar  de  las  malas  condiciones  en  que  se  estableció  el 
Jurado  en  1872  en  nuestro  País,  el  ensayo  que  de  él 
se  hizo  entonces  fué  feliz  y  permitió  abrigar  la  espe- 
ranza de  que  hoy,  hecho  en  circunstancias  mucho  más 
adecuadas,  sea  completamente  satisfactorio. 

Uno  de  los  puntos  en  que  el  Sr.  Bravo  insiste  con 
mayor  extensión  y  más  fortuna  es,  á  no  dudar,  este  que 
nosotros  acabamos  de  tratar  ahora.  Para  el  Sr.  Bravo, 
como  para  nosotros,  el  Jurado  debe  ser  el  juicio  de  los 
convecinos. 

Vamos  á  dejarle  la  palabra,  porque  es  conveniente 
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qíie  miGRtros  lectores  jiizgtien  por  sí  mismos  lo  q\í*5 
aürmu  el  8r.  Bravo: 

«El  Jurado,  dice,  hizo  justicia  (refiriéndose  á  \a  obra 
del  Jurado  eu  todo  el  territorio  de  la  Audiencia  de 
^Madrid),  y  uo  tuvimos  {habla  en  nombro  de  lo^  Magis- 
traJos)  sino  motivos  de  aprobación  para  todos  los  ve- 
rtídictos.  Nunca  dejó  de  afirmar  debidamente  la  culpa- 
bilidad de  los  procesados,  ni  se  escapó  á  su  penetracióa 
circunstancia  alguna  genérica,  ya  fuese  de  atenuación 
ó  de  agravación.  Hizo  más  todavía  alguna  vez;  que  fué 
castigar  un  delito  que  por  deficiencias  de  la  instruc- 
ción (y  por  deñcieucias  de  los  Tribunales  de  derecho, 
añadii^í Limos  nosotros)  no  hubiéramos  podido  penar.  El 
caso  debe  conocerse: 

nSe  trataba  de  un  homicidio  cometido  en  riña  en 
Torrejón  de  Ardoz^  y  la  indagación  fnó  tan  desdichada 
que  uo  resultaba  un  solo  indicio  formal  coutra  el  reo, 
al  cual,  en  el  antiguo  procediiuiento,  apenas  hubiéra- 
mos podido  absolver  de  la  instancia. 

>E1  Fiscal^  Sr.  Moreno  de  la  líiva,  creyó,  sin  embar- 
go, deber  sostener  la  acusación  porque  tenía  el  conven- 
cimiento de  la  delincuencia,  y  becba  la  calificaeión 
oportuna  y  oída  la  defensa  que  tan  ventajoso  terreao 
ocupaba,  hizo  el  resumen  llamando  la  atención  del  Ju- 
rado respecto  de  la  prueba  y  encareciéndole  el  deber 
que  tenía  siempre  de  declarar  la  coípabílidad  ó  incul- 
pabilidad, según  su  conciencia.  La  ca^sualidad  había 
colocado  aquel  día  en  el  Jurado  á  cuatro  vecinos  éA 
propio  Torrcjón  en  que  el  delito  se  había  cometido. 
Uechas  las  preguntas  correspondientes,  el  veredicto 
declaró  culpable  al  reo,  con  la  circunstancia  atenuante 
de  los  celos  y  la  agravante  de  la  noche. 

:*E1  público  se  mostró  sorprendido;  mis  compañeros 
y  yo  nos  miramos  con  una  impresión  de  extrañeza,  que 
por  leve  que  fuera,  no  pasó  desapercibida  para  loa  as- 
tutos jurados  do  Torrejóu,  porque  terminado  por  com- 
pleto el  juicio,  se  acercaron  á  mí: 

— *  Señor  Presidente,  me  dijo  uno  de  ellos, — honra- 
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do  labrador  y  de  fisonomía  viva; — parece  que  no  cree 
usted  acertado  lo  que  hemos  hecho. 

—  »A  mí  me  tiene  que  parecer  bien  siempre — le 
contesté — lo  que  el  Jurado  declare;  pero  como  esto 
acabó  ya,  diré  á  ustedes  en  confianza,  que  no  he  visto 
prueba  alguna  de  la  criminalidad  de  ese  hombre. 

— » Señor  Presidente, — me  replicaron, — usted  no  ha 
visto  prueba,  porque  en  Torrejón  no  declara  nadie; 
pero  como  hay  Dios,  crea  usted  que  él  fué  quien  hizo 
la  muerte,  y  que  entre  nosotros  hay  más  de  uno  que 
se  la  vio  hacer.  Como  testigos  no  lo  hubiéramos  dicho, 
pero  como  jurados,  ya  es  otra  cosa,  porque  no  podía- 
mos faltar  á  nuestra  conciencia. 

»Los  demás  jurados  aseguraron  después  que  ellos  ha- 
brían pronunciado  un  veredicto  de  inculpabilidad,  pero 
que  en  vista  de  las  manifestaciones  y  detalles  dados 
por  los  de  Torrejón,  no  tuvieron  dificultad  en  con- 
denar. 

» Mucho  enseña  este  caso,  añade  el  Sr.  Bravo,  que 
en  último  término  viene  á  demostrar  que  el  origen  del 
Jurado  fué  el  juicio  de  los  convecinos,  haciendo  temer 
que  en  muchas  ocasiones  fracase  la  bondad  de  los  ve- 
redictos, allí  donde  no  haya  dos  ó  más  individuos  de 
la  localidad  respectiva. » 

El  8r.  Bravo  pon,e  á  la  cuenta  del  antiguo  procedi- 
miento, del  procedimiento  escrito,  el  error  que  hubie- 
ra podido  resultar  absolviendo  al  autor  del  delito  de 
Torrejón  de  Ardoz,  y  en  esto  no  estamos  de  acuerdo  con 
el  Sr.  Bravo,  porque  dados  los  términos  del  problema  y 
la  situación  de  las  cosas,  lo  mismo  hubiese  sucedido  con 
el  juicio  oral  y  público  ante  los  Tribunales  de  derecho, 
una  vez  que,  según  se  declara  y  afirma,  los  testigos  lla- 
mados no  dieron  testimonio  veraz  de  lo  ocurrido;  y  por 
tanto,  una  Sala  de  justicia  compuesta  exclusivamente 
de  Magistrados,  con  el  procedimiento  del  juicio  oral 
habría  absuelto  al  que  apareció  delincuente  y  al  que  re- 
sultó condenado.  Esa  condena,  es  decir,  la  verdadera 
administración  de  la  justicia  en  este  caso,  sólo  puede 
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hacerla  el  Jurado;  y  como  estos  casos  son,  sin  dtidü  al- 
guna, frecuentes,  por  eso  nosotros  hemos  creído  y  cree- 
mos preferible  un  juicio  ante  jurados  que  un  juicio  ante 
los  Tribunales  de  derecho. 

Desde  luego,  lo  que  afirma  el  Sr.  Bravo  es  un  argu- 
mento en  favor  de  la  institución  y  uno  de  los  argu- 
mentos más  poderosos;  uno  de  los  argumentos  miiB 
decisivos  y  más   incontestables ;  pero   prescindiendo 
de  esto,  porque  no  es  nuestro  objeto  ahora  discutir  el 
Jurado,  sus  fimdamentos,  su  conveniencia  ni  sus  ven- 
tajas; prescindiendo  de  esto,  y  por  lo  que  toca  al  punto 
en  que  ahora  nos  ocupamos,  este  argumento  es  tam- 
bién de  una  fuerza  extraordinaria,  tratándose  de  acon- 
sejar, como  nosotros  aconsejamos,  la  conveniencia  de 
procurar  que  en  el  Jurado  haya  siempre  personas  de  la 
localidad  en  que  el  delito  se  haya  cometido.  Ya  sabe- 
mos que  esto  será  difícil,  procurándolo  en  términos  ali- 
solutos;  pero  las  dificultades  que  se  opongan  á  ello  de- 
ben ser  vencidas  á  todo  trance,  y  por  eso  hemos  dicho 
que  lo  mismo  los  individuos  que  componen  his  primeras 
juntas  selectoras  que  los  individuos  que  componen  las 
segundas,  deben  procurar  á  todo  trance  que  en  las  lis- 
tas definitivas  resulten  proporcíonalmente  representa- 
das todas  las  localidades  comprendidas  en  el  partido 
judicial  cuyas  listas  se  redactan. 


ym 

Aquí  termina  verdaderamente  todo  lo  que  la  ley  ha 
dispuesto  y  lo  que  noi^otros  creemos  oportuno  decir 
acerca  de  la  formación  de  las  listas. 

Los  preceptos  del  art.  34,  en  cuyo  examen  vamos  á 
entrar  ahora,  son,  como  se  verá^  de  escasa  importancia 
y  se  refieren  á  pormenores,  que  no  tienen  alcance  y 
transcendencia,  de  las  cuestiones  que  hasta  aquí  hetaof^ 
ventilado. 

Al  llegar  á  este  punto,  pues,  no  creemos  ocioso;  antes 
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es  oportuno,  conveniente  y  acertado  emitir  algunas 
consideraciones  generales  y  finales,  respecto  de  toda  la 
materia  de  formación  de  las  listas,  una  de  las  más  im- 
portantes y  transcendentales  entre  cuantas  se  refieren 
á  la  organización  y  manera  de  funcionar  de  los  Tribu- 
nales del  Jurado. 

Decíamos  al  empezar  este  comentario,  que  juzgába- 
mos preferible  á  todo  otro  criterio  el  que  la  ley  espa- 
ñola de  1888  ha  adoptado  respecto  á  la  formación  de 
las  listas.  Los  principios  que  en  ese  criterio  se  fundan 
nos  parecen  los  más  acertados,  v  creemos  que  son  ver- 
daderamente insustituibles,  teniendo  en  cuenta  los  di- 
versos sistemas  que  se  disputan  la  solución  de  este  pro- 
blema; pero  añadíamos  también,  que  no  nos  satisface  de 
igual  manera  el  procedimiento.  Y  no  nos  satisface,  por- 
que en  materia  de  procedimiento  entendemirs  que  es 
muy  difícil,  si  no  imposible,  llegar  á  la  perfección,  da- 
dos los  elementos  con  que  ha  de contarscsiempre para 
practicar  las  leyes,  elementos  de  suyo  aeficientes  y  ex- 
puestos á  errores  por  la  falibilidad  del  juicio  humano, 
por  la  falibilidad  inherente  á  la  naturaleza  del  hombre, 
subordinada  en  la  mayoría  de  los  casos  en  que  una  idea 
6  un  propósito  le  mueve  á  obrar,  á  todas  las  pasiones  y 
sentimientos  que  contribuyen  á  desnaturalizar  y  extra- 
viar la  volimtad.  Pero  aun  así  y  todo,  creemos  nosotros 
también,  en  conciencia,  que  este  punto  ha  sido  estudia- 
do debidamente,  y  no  podrá  señalarse  en  él  defecto  al- 
guno de  tal  magnitud  que  haga  vacilar  la  confianza 
de  los  que  creen  que  en  los  artículos  que  llevamos  exa- 
minados se  adopta  un  sistema  capaz  de  producir  resul- 
tados aceptables  y  convenientes. 

La  selección  teóricamente  es  el  medio  más  adecuado 
de  depurar  las  listas  generales  de  jurados.  ^,Habrá  la  ley 
española  conseguido  organizar  esa  selección  en  la  for- 
ma mejor  y  más  provechosa?  Ese  es  el  problema  que 
acabará  de  esclarecer  y  evidenciar  la  experiencia.  Nos- 
otros, lo  único  que  podemos  afirmar  es,  que  de  todos 
los  procedimientos  conocidos  y  de  todas  las  fórmulas 
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aceptadas  por  las  diversas  legislaciones  que  resuelven 
este  punto  con  ese  criterio,  no  conocemos  nada  superior 
á  lo  aceptado  y  establecido  por  la  ley  española. 

Los  peligros  qne  la  selección  tiene  han  eido  eyitadosf 
cuidadosamente,  porque  la  selecciónj  en  realidad,  está 
reducida  á  lo  menos  qne  puede  ser. 

La  le}^  de  1872  establecía  varias  selecciones;  la  nues- 
tra verdaderamente  no  establece  más  que  una. 

Nada  tenemos  que  decir  de  las  ventajas  y  superiori- 
dad del  procedimiento  adoptado  por  la  ley  de  1 888  so- 
bre la  selección  que  establecía  la  ley  de  1872,  después 
de  ver  lo  que  será  ó  lo  que  puede  ser  la  selección  prac- 
ticada por  las  juntas  que  organiza  el  art,  3 1  y  depurar 
do  por  las  juntas  que  organiza  el  art,  33,  en  compara- 
ción con  lo  que  sería,  en  comparación  con  lo  que  era 
la  selección  hecha  por  las  juntas  de  Jueces  munici* 
pales  de  aquella  ley,  y  sobre  todo,  la  selección  del  Pre- 
sidente de  la  Audiencia,  hecha  sin  ningún  género  de 
limitaciones,  sin  ningún  género  de  reglas,  que  podía  dar 
higar  á  verdaderos  casos  de  arbitrariedad  que  ahora  son 
imposibles. 

En  cuanto  á  la  organización  de  las  juntas  selectoras^ 
nuestra  ley  ofrece  mayores  garantías  que  ninguna  otra, 
no  ya  refiriéndonos  á  las  leyes  españolas  mencionadas, 
sino  a  las  leyes  que  rigen  en  la  mayor  parte  de  los  paí- 
ses extranjeros.  Generalmente  estas  leyes  confían  la 
formación  de  las  listas  y  la  selección^  ó  á  un  funcionario 
especial,  ó  á  las  Autoridades  locales.  Nosotros  no  cree- 
mos posible  crear  ni  establecer  un  funcionario  especial 
encargado  de  misión  tan  importante^  sin  que  nos  asalta 
en  seguida  el  temor  de  que  por  muchas  precauciones  y 
garantías  que  se  adoptaran  para  que  ese  fimcionario 
procediera  rectamente^  no  llegaría  á  conseguir  un  buen 
resultado.  En  cuanto  á  las  Autoridades  locales,  no  sabe- 
mos lo  que  sucederá  en  otros  pueblos^  pero  presumimos 
que  lo  que  allí  suceda  ha  de  ser  muy  análogo  á  lo  que 
pasaría  en  nuestro  País  si  esas  Autoridades  tuvieran 
una  misión  de  tanta  importancia. 
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El  principio  que  encomienda  la  formación  de  listas  á 
dos  juntas,  á  la  establecida  en  el  art.  31  y  á  la  estable- 
cida en  el  art.  33,  es  muy  superior  á  todo  lo  dispuesto, 
lo  mismo  en  la  legislación  inglesa  y  norteamericana, 
que  en  las  de  Italia  y  de  Austria.  Y  citamos  á  Italia  y 
á  Austria,  porque  son  los  pueblos  en  que  hoy  se  bus- 
can, por  los  que  estudian  la  institución  del  Jurado,  re- 
glas similares  á  las  adoptadas  por  nuestra  legislación; 
porque  son,  sin  género  alguno  de  duda,  los  pueblos  en 
que  más  se  ha  adelantado  en  este  punto,  aun  cuando  en 
ninguno  se  ha  llegado  á  una  fórmula  tan  completa  y  tan 
perfecta  como  en  la  ley  española. 

En  los  Estados  Unidos,  por  ejemplo,  en  el  Estado  de 
Massachussets,  las  Autoridades  municipales  forman  las 
listas  de  jurados;  y  la  ley  les  ordena  que  pongan  el 
más  escrupuloso  cuidado  en  incluir  á  aquellos  que  ten- 
gan una  moralidad  irreprochable  y  un  buen  juicio.  ¡Cal- 
cúlese lo  que  habría  sucedido  en  España  si  se  hubiera 
encomendado  esa  función  á  las  Autoridades  municipa- 
les, aun  cuando  se  les  hubiera  hecho  igual  advertencia 
y  aun  cuando  se  les  hubiera  impuesto  igual  criterio  que 
impone  la  legislación  de  ese  Estado! 

En  cuanto  á  Italia,  las  juntas  selectoras  las  forman  el 
Presidente  del  Tribunal,  el  Juez  decano  y  tres  Conse- 
jeros ó  Diputados  provinciales  elegidos  por  el  Consejo 
provincial  cada  año.  Estas  juntas  deben  proceder  te- 
niendo en  cuenta  las  observaciones  del  Prefecto  ó  del 
Subprefecto  que  forma  parte  de  ella,  aunque  sólo  con 
voz  consultiva. 

Por  lo  que  toca  á  Austria,  la  junta  la  forman  el  Pre- 
sidente del  Tribunal  de  distrito,  tres  Jueces  del  mismo 
ó  tres  Magistrados  de  los  demás  Tribunales  del  dis- 
trito y  tres  notables  elegidos  por  el  Presidente  del  Tri- 
bunal; y  á  la  manera  de  lo  que  sucede  en  Italia,  las 
t 'untas  de  Austria  deben  adoptar  sus  resoluciones  y  de- 
)en  practicar  la  selección  que  la  ley  les  encomienda, 
oyendo  al  Jefe  político  de  la  provincia. 

Conocidos  son  estos  elementos  y  conocidas  son  las 
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ioBtituciones  análogas  á  las  de  esos  países  que  existen 
en  España;  nosotros  nos  abandonamos  por  completo  al 
criterio  de  todas  las  personas  de  buena  fe,  de  recto  sen- 
tido y  sana  intención,  para  que  nos  digan  si  ningntia 
de  estas  juntas  organizadas  aquí  con  sus  elementos  si- 
milares, hubieran  podido  dar  resultados^  dado  que  esas  . 
juntas  han  de  ser  consideradas,  no  sólo  bajo  el  punto 
de  vista  de  la  independencia  de  carácter,  de  la  inde- 
pendencia que  tienen  respecto  del  Gobierno  las  perso- 
nas que  han  de  constituirlas,  sino  bajo  el  punto  de  vista 
do  otros  intereses  tan  altos  como  éstos^  que  no  deben 
ser  jamás  desatendidos  en  función  tan  importante  y  de 
tanto  alcance  como  la  formación  de  listas  para  la  cons- 
titución del  Jurado. 

El  paso  dado  por  la  legislación  española  excluyendo 
por  completo  de  la  formación  de  esas  listas  a  las  Auto- 
ridades administrativas,  cualesquiera  que  sean  su  orden 
y  su  origen;  el  paso  dado  por  la  legislación  española 
encomendando  esta  función  al  País  mismo  y  buscando 
en  el  País  los  elementos  más  sanos  y  más  inteügeutes 
que  pueden  contribuir  á  realizarlo,  es,  á  nuestro  juicio, 
un  paso  decisivo,  y  creemos  que  así  como  en  otras  le- 
gislaciones se  busca  y  se  ha  buscado  hasta  ahora  el  mo- 
delo con  arreglo  al  cual  deben  organizarse  los  Tribu- 
nales de  Jurado,  en  el  nuestro^  en  la  ley  española,  sí 
como  confiamos  responde  la  experiencia  á nuestro  ^ivo 
anhelo,  ha  de  buscarse  el  modelo  paia  la  organizaeión 
de  las  juntas  selectoras. 

Repetimos  que  quizás  hay  necesidad  de  introducir 
alguna  reforma,  y  esa  á  los  que  practiquen  la  ley  corres- 
ponde ir  aconsejándola;  pero  debemos  contribuir  a  que 
os  preceptos  de  la  ley  de  1888  se  cumplan,  y  abrigamos 
a  confianza  de  que  en  este  punto  tan  importante,  tan 
delicado  y  tan  transcendental,  no  sólo  hemos  procurado 
lo  mejor,  sino  que  podemos  decir  que  no  estamos  muy 
lejos  de  haberlo  conseguido. 
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Art.  34.  Los  Jueces  municipales  tendrán  obligación  de  po- 
ner en  conocimiento  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  lo  criminal 
ó  de  la  territorial  respectiva,  tan  pronto  como  de  ello  tengan  cono- 
dimiento,  los  individuos  de  las  listas  definitivas  que  se  hallaren  ó 
recayeren  en  cualquiera  de  los  casos  de  incapacidad  ó  incompatibi- 
lidad á  que  se  refieren  los  arts.  10  y  11  de  esta  ley.  Eemitir&n  los 
comprobantes  de  los  hechos  que  comuniquen. 

Todas  las  actuaciones  relativas  á  la  formación  de  listas,  rectifi- 
caciones ó  recursos  derivados  de  ellas,  se  formalizarán  en  papel  de 
oficio,  y  sin  derechos  ni  costas. 


En  nuestro  comentario  al  art.  13,  después  de  exami- 
nar las  causas  en  que  han  de  fundarse  los  que  se  excu- 
sen de  formar  parte  del  Jurado,  dijimos  que  al  analizar 
este  art.  34  expondríamos  cuándo  deben  alegarse  esas 
excusas,  así  como  cuándo  deben  tenerse  en  cuenta  las 
incapacidades  é  incompatibilidades  absolutas  y  las  in- 
compatibilidades relativas  que  establece  la  ley. 

Hemos  preferido  tratar  aquí  esta  materia  y  estudiar- 
la al  final  del  capítulo  tercero,  que  es  el  que  establece 
esas  incapacidades  é  incompatibilidades  y  excusas,  por 
ser  el  art.  34  el  único  de  la  ley,  salvo  lo  que  preceptúa 
el  párrafo  segundo  del  art.  18,  en  que  se  da  una  regla 
acerca  de  las  condiciones  de  tiempo  y  de  procedimiento 
con  que  han  de  surtir  aquellas  excepciones  los  efectos 
que  el  legislador  ha  pretendido. 

La  ley  nada  dice,  porque  nada  era  necesario  que  di- 
jera acerca  de  cuándo  han  de  tomarse  en  cuenta  como 
regla  general  esas  incapacidades  é  incompatibilidades. 
La  índole  misma  de  esas  excepciones  y  las  circunstan- 
cias del  mecanismo  organizado  para  designar  las  per- 
sonas que  han  de  formar  parte  del  Jurado,  fijan  bien 
cuándo,  cómo,  y  de  qué  manera  debe  hacerse  aplica- 
<5Í6n  del  principio  contenido  y  desenvuelto  en  los  ar- 
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tículos  10,  11,  12  y  13.  Veámoelo  ei  üo  con  relación  á 
cada  uno  de  los  grupos  de  excepcioneB. 


Las  incapacidades  é  incompatibilidades  absolutas 
son,  bajo  este  punto  de  vista,  enteramente  análogas; 
porque  si  bien  las  incapacddades  nacen  de  las  condicio- 
nes ó  de  la  falta  de  condiciones  de  las  personas,  y  las 
incompatibilidades  de  la  relación  que  existe  entre  las 
condiciones  de  las  personas  y  las  circunstancias  que  les 
rodean^  sus  efectos  son  enteramente  iguales,  y  así  loe 
incapacitados  como  los  incompatibles  de  una  manera 
absoluta  con  el  desempeño  del  cargo  de  jurados,  m 
pueden  en  manera  alguna,  ni  en  ninguna  ocasión,  ni 
tiempo,  tomar  asiento  en  el  Tribunal  popular,  mieutrftií 
la  incapacidad  é  incompatibilidad  subsista.  Por  eso,  la 
que  decimos  de  las  incapacidades  ha  de  entenderse  de 
las  incompatibilidades  absolutas,  y  unas  y  otras  han  de 
estimarse  y  apreciarse  al  hacer  las  primeras  listas.  La 
junta  encargada  de  hacer  estas  primeras  listas ,  debe 
excluir  desde  luego  á  los  incapaces  y  á  los  absoluta- 
mente ineompatihles. 

Expuestas  al  público  las  primeras  listas  el  día  1.'' 
do  Febrero  de  cada  año,  durante  el  término  de  quin- 
ce díaSj  para  que  en  ese  período  todos  los  vecinos  del 
termino  municipal  puedan  reclamar  las  inclusiones  6  ex- 
clusiones que  creyeran  procedentes,  las  exclusiones  ó 
inclusiones  que  se  hubieran  veriüeado  por  estunarse  ó 
no  estimarse  determinadas  causas  de  incompatibilidad 
ó  de  incapacidad  podrán  ser  rectificadas  con  arreglo  al 
procedimiento  que  establecen  los  artículos  18,  19,  20, 
21  y  siguientes  de  nuestra  ley. 

Si  al  formarse  las  primeras  listas,  ó  al  rectificarse,  hu- 
biera pasado  inadvertida  alguna  incompatibilidad  abso- 
luta ó  alguna  incapacidad,  ó  si  alguno  de  los  compren- 
didos en  las  lintus  hubiera  recaído  en  incapacidad  ó  en 
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compatibilidad  en  el  período  que  media  desde  la  ul- 
Hiaeión  de  las  primeras  listas  Éasta  que  concluya  las 
¿rundas  la  junta  selectora,  ésta  podrá,  así  como  tiene 
Jt'rtad  absoluta  para  excluir  á  los  que  no  jujígue  ente- 
tüente  dignos  de  íbriuar  parte  del  Jurado  ó  á  los  que 
zguo  meaos  aptos  que  otros  de  intervenir  en  la  cons- 
;ticiúii  de  esto  Tribunal,  podra,  decimos,  borrar  á  los 
16  sean  incapaces  ó  incompatibles,  ya  porque  su  in- 
pacidad  ó  su  incompatibilidad  no  hayan  sido  debida- 
3nte  estimadas  por  la  junta  encargada  de  hacer  las 
imeras  listas,  m  bayan  sido  objeto  después  de  recti- 
ación,  ya,  como  hemos  dicho,  porque  en  el  tiempo 
6  media  desde  la  ultimación  de  las  primeras  listas 
fita  que  se  ultimen  las  segundas,  hayan  ocurrido  su- 
íotí  que  determinen  la  incompatibilidad  ó  la  incapa- 
iad. 

Todo  esto  no  lo  dice  la  ley  de  una  manera  tenninau- 
y  explícita,  pero  se  desprende  de  los  preceptos  que 
itiene.  No  ha  debido  tampoco  decirlo  la  ley,  porque 
biera  sido  una  redundancia;  pero  nosotros  creemos 
jveniente  manifestarlo  y  señalarlo,  deduciendo  de  la 
^misa  sentada  por  la  ley  las  consecuencias  lógicas  y 
^liTíiles  que  de  ella  se  desprenden,  á  fin  de  aclarai*  su 
eligencia  y  contribrdi'  á  que  en  su  práctica  no  se 
¡dteu  dudas  ni  dificultades  de  ninguna  especie. 
lechas  las  segimdas  listas  y  remitidas  á  la  Jimta  Ó 
a  de  gobiemo  que  ha  de  hacer  en  vista  de  ellas  la 
initiva,  ya  no  podrán  estimarse  las  incompatibilida- 

absolutas  ni  las  incapacidades,  más  que  en  la  forma 
i  establece  el  art.  34;  es  decir,  que  la  Jvmta  ó  Sala  de 
aerno  á  quien  corresponda,  no  podrá  excluir  de  las 
midas  listas  nombre  alguno,  aunque  sea  de  per- 
a  que  en  aquel  momento  resulte  incapaz  ó  abso- 
imente  incompatible,  á  menos  que  acerca  de  ese 
abre  haya  habido  discusión  en  la  junta  seleetoraj 

menos  que  ese  nombre  haya  sido  iucluído  por  ma- 
ía  y  ao  por  unanimidad  en  las  listas,  porque  hay  que 
^r  en  cuenta^  que  la  facultad  que  tiene  esa  Junta  ó 
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Sala  de  gobierno  respectiva  de  excluir  del  sortix»  im 
nombre  cnalqiucTaj  está  limitada  por  la  condición  de 
que  ese  nombre  haya  sido  disentido  en  la  junta  selefr 
tora  y  de  que  acerca  de  él  haya  recaído  ima  votación  en 
qne  aparezcan  en  desacuerdo  los  individuos  que  forman 
la  misma  junta  selectora. 

Si  al  IbriníirFie  las  primeras  listas  y  las  segiindiis  ha 
quedado  en  ellas  el  nombre  de  alguno  que  sea  ab&oln- 
ta  ni  ente  inconipa  tibie  ó  incapaí:;  si  la  junta  iBunicipaJ 
ó  la  junta  del  partido  no  han  excluido  á  uno  que  sea 
notoriamente  incapaz  6  incompatible  en  términos  absü* 
lutos,  ó  si  desde  que  se  ultimen  las  ÜBtas  algunos  de  \m 
que  en  ellas  figuran  recaen  en  cualquier  causa  de  inca* 
pflcídad  ó  incompatibilidad  á  que  se  refieren  loa  artíce- 
los lU  y  11  de  esta  ley,  procederá  hacer  lo  que  dispone 
el  art.  34;  procederá  que  los  Jueces  municipal cb  paa* 
gan  en  conocimiento  del  Presidente  de  la  Andieaeia 
de  lo  criminal  ó  territorial  re^^pectiva,  que  tal  6  cual 
persona  ha  recaído  en  ésta  ó  en  la  otra  causa  de  iac-a- 
pacidad  ó  incompatibilidad,  y  que  acompañen  á  esta 
manifestación  los  documentos  que  prueben  el  alerto  de 
que  se  trata. 

Esa  comunicación  surtii'á  los  efectos  que  veremos  al 
estudiar  el  urt.  44^  é  impedirá  que  el  nombre  de  la 
persona  ó  personas  á  quienes  se  refiere,  entren  tn  ^\ 
sorteo  que  el  mismo  art.  44  establece  para  desigaar 
ya  á  los  que  han  de  desempeñar  positivamente  al  cai- 
go de  jurados. 

La  exclusión  determinada  por  una  incapacidad  6  im* 
compatibilidad  absoluta,  se  hará,  pues,  práctica  eu  to- 
dos esos  momentos  y  con  aiTCglo  al  procedimiento  qtw 
acabamos  de  indicar;  y  no  es  pos  ib  le  ^  dada  la  esjcrupH' 
losidad  y  unanimidad  con  que  han  de  practicarse  toda» 
estas  operaciones,  que  escape  ninguna  incompatibili- 
dad ni  ninguna  incapacidad  á  la  perspicacia  y  al  ccW 
de  los  diversos  organismos  encargados  de  intenrenir  en 
la  preparación  y  ultimación  de  las  listas.  Todo  lo  ^un 
haya  de  alegarse,  pnes,  acerca  de  la  ineapacidail  ó  h* 
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compatibilidad  absoluta,  habrá  de  alegarse  en  esos  di- 
versos trámites  y  de  conformidad  con  las  reglas  que 
hemos  explicado  en  las  precedentes  líneas. 


m 

Podríamos  diferir  hasta  el  examen  del  art.  44  el  ha- 
blar de  lo  que  ha  de  hacerse  respecto  á  las  incompati- 
bilidades relativas  y  á  las  excusas;  pero  puesto  que  tra- 
tamos esta  materia,  queremos  dejar  dicho  aquí  todo 
lo  qué  hay  acerca  de  ell^  á  fin  de  que  más  clara  y  dis- 
tintamente se  vea  cuál  es  el  sistema  de  la  ley.  Las  in- 
compatibilidades relativas  no  pueden  conocerse  hasta 
que  se  haga  el  alarde  de  las  causas  que  han  de  ser  vis- 
tes ante  un  Jurado,  y  hasta  que  se  sepa  qué  individuos 
forman  parte  del  Jurado  que  ha  de  juzgar  esas  causas. 

Por  eso  no  es  posible  alegar  ni  discutir  las  incompa- 
tibilidades relativas  ni  las  exclusiones  motivadas  por 
esta  incompatibilidad,  hasta  que  se  practique  lo  dis- 
puesto en  el  art.  44,  es  decir,  hasta  que  se  sepa  qué  cau- 
sas van  á  verse  ante  un  Jurado,  y  quiénes  son  los 
treinta  y  seis  individuos  que  el.  sorteo  ha  designado 
para  formar  parte  de  ese  jurado  mismo. 


IV 

En  cuanto  á  las  excusas,  no  sucede  lo  propio.  Nos- 
otros creemos  que  las  excusas  pueden  alegarse  antes  de 
llegar  al  trámite  previsto  en  ese  artículo  44;  nosotros 
creemos  que  las  excusas  pueden  alegarse  en  todo  tiempo. 
Nos  fundamos  para  creer  y  opinar  esto,  no  sólo  en  lo 
que  disponen  los  artículos  18  y  44,  no  sólo  en  la  inteli- 
gencia que  damos  á  los  demás  artículos  de  la  ley,  no  sólo 
en  el  hecho  de  que  la  ley  no  se  oponga  en  manera  alguna 
á  esta  inteligencia  y  á  esta  interpretación,  sino  en  la 
conveniencia,  reconocida  por  todos,  que  existe  de  dar  las 
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mayores  facilidades  á  los  que  pretenden  exeuBarse  poi 
militar  en  su  abono  algunas  de  las  que  pr^eptúa  el 
art.  13,  para  que  se  excusen  en  el  momento  en  qne  lo 
juzguen  más  oportuno.  Así,  nosotros  creemos  que  el  que 
tenga  una  causa  legítima  de  excusa,  y  sobre  todo,  el 
que  tenga  una  causa  absoluta  de  excusa,  podrá  excu- 
sarse ante  el  Juez  municipal,  ante  la  junta  selectora,  y 
en  el  trámite  que  marca  el  art.  44. 

Entendemos  por  causa  absoluta  de  excuBa,  la  qoe 
pueden  alegar  los  mayores  de  sesenta  años,  loe  que  ne 
cesiten  del  trabajo  manual  diario  para  ganar  un  sala- 
rio con  que  atender  á  su  subsgistencia,  y  los  que  hubie- 
ran ejercido  el  cargo  de  jurados  ó  suplentes  mientrag 
no  transcurra  el  período  de  un  afio;  porque  éstos  siem- 
pre podrán  excusarse  de  desempeñar  el  cargo  de 
jurados. 

Los  Senadores  y  Diputados  á  Cortes  no  se  encuen- 
tran  en  el  mismo  caso,  puesto  que  con  arreglo  á  lo  que 
establece  el  art.  13,  en  su  párrafo  4>\  no  podrán  excu- 
sarse más  que  mientras  las  Cortes  estén  abiertas,  y 
éstos  no  podrán  alegar,  por  consiguiente,  sus  excusaSp 
sino  en  el  último  trámite,  es  decir,  cuando  se  practique 
lo  dispuesto  en  el  art.  44;  porque  sólo  entonces,  por  la 
proximidad  de  los  debates  judiciales  y  por  eonoceiíe 
exactamente  la  fecha  en  que  estos  debates  tendrán  lu- 
gar, así  como  por  conocerse  si  en  esa  fecha  estarán  ó 
no  estarán  abiertas  las  Cortes,  podrán  presentar  sus 
excusas,  á  fin  de  que,  teniéndolas  en  cuenta,  se  les 
releve  de  la  tarea  de  contribuir  á  las  deliberaciones  del 
Jurado. 

De  manera  que  los  que  se  excusen  fundando  en  de- 
seo y  su  solicitud  en  los  párrafos  uno,  dos  y  tres  del 
art.  13,  podrán,  lo  repetimos,  presentar  sus  excusas 
ante  la  junta  municipal,  cuando  ésta  haya  de  formar 
las  primeras  listas.  La  junta  municipal  tendrá  6  no 
tendrá  en  cuenta  la  excusa.  Si  hubiere  abuso  ó  error  al 
apreciar  6  desechar  la  excusa  pretendida,  ese  abuso  j 
ese  error  podrán  ser  corregidos,  como  las  demás  inclu 
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sioneB  Ó  eschisiones  no  ajustadas  á  la  ley,  en  el  trámi- 
te de  rectificación  y  apelación,  y  con  aiTeglo  á  lo  que 
la  ley  determina, 

Podi*án  excusarse  también  ante  la  junta  selectora, 
cuya  autoridad  es  absaluta,  segi^n  hemos  visto,  siem- 
pre que  exista  unanimidad  de  pai^eceres  respecto  de  la 
exclusión  ó  inclusión  de  un  ciudadano  cualquiera  en 
las  listas  de  jurados;  y  podrán,  por  último,  presentar 
estas  exciLsas  con  arreglo  á  lo  cíispuesto  en  el  párra- 
fo 4.^  del  art.  44,  habiendo  de  apreciarse  eutonceFi,  con 
arreglo  á  lo  que  el  mismo  artículo  determina,  y  por  la 
autoridad  á  quien  se  encomienda  su  práctica  y  ejercicio, 
si  la  excusa  es  ó  no  justificada. 

Resulta  de  lo  que  hemos  dicho,  que  los  preceptos  de 
la  ley,  en  lo  relativo  á  la  presentación  y  admisión  de 
las  excusas,  facilitan  y  favorecen  lo  dispuesto  en  el 
art.  13j  porque  indudablemente  sería  penoso  en  muchos 
casos  para  los  que  hubieran  de  excusarse,  si  no  difícil 
y  ocasionado  á  gastos  (gastos  que  deben  evitarse  tanto 
como  sea  posible,  correspondiendo  al  espíritu  que  in- 
forma el  2.0  párrafo  del  art.  34  de  la  ley),  el  que  los  que 
hubieran  de  excusarse  tuviesen  necesariamente  que 
presentar  bub  excusas  ante  la  Audiencia,  Es  con  ve- 
mente,  y  es  oportuno,  á  fin  de  evitar  estos  gastos  y 
á  fin,  también,  de  conseguir  que  los  que  hayan  de  ex- 
cusarse desaparezcan  desde  luego  en  las  listas  para  que 
no  haya  bajas  en  las  cifras  que  contengan  las  listas  mis- 
mas, lo  cual  podría  producir  algunos  inconvenientes, 
que  los  que  pueden  alegar  esas  excusas  las  presenten  y 
les  sean  admitidas  desde  los  primeros  momentos. 

No  es  de  suponer  que  el  que  se  excusa  por  depender 
de  un  trabajo  manual  diario  al  cual  debe  su  subsisten- 
cia,  tenga  recursos,  medios  y  facilidades  para  llevar  esa 
excusa  misma  á  la  capital  del  distrito  en  que  vive,  que 
es  la  población  donde  reside  la  Audiencia,  y  por  tanto, 
conviene  autorizarle  á  que  la  presente  en  el  Juzgado 
municipal,  lo  que  ha  de  serle  seguramente  más  fácil; 
y  no  debemos  recelar  que,  á  la  sombra  de  esta  facilí 
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dadj  puedan  excusarse  personas  en  quienes  no  recaigan 
las  circunstancias  que  establece  el  ñxi,  13,  porquí^  ya 
hemos  dicho  que  sobre  la  junta  municipal  está  lo  que  k 
ley  establece  acerca  de  la  rectifieaeión  de  las  primeras 
listas  y  de  las  apelaciones  que  deben  inteiponerse  Ttst- 
pecto  de  su  confección;  y  en  esas  reetificacionefi  y  ape- 
lacioncB  se  depurará  bien  si  las  excusas  han  sido  é  m 
han  sido  justificadas,  siempre  que  el  Ministerio  público 
cumpla  el  dcljer  que  la  ley  le  impone  al  encomendar 
á  su  inspección  y  á  su  solicitud,  de  una  manera  ter- 
minante, el  examen  de  las  listas  y  la  comprobación  i\fi 
si  las  exclusiones  ó  inclusiones  que  en  ellas  se  bapu 
practicado  son  de  todo  punto  correctas,  y  si  se  ajujítjstti 
en  absoluto  á  los  términos  prevenidos  por  la  ley* 

Todo  este  mecanismo  es  seguramente  diSoil;  pero 
con  un  poco  do  reflexión  y  algo  de  buena  voliinüid* 
nosotros  no  sólo  creemos  que  podrá  funcionar  sin  difi- 
cuitados  ni  entorpecimientos,  sino  que  creemos  Um- 
bien  que  responderá  en  absoluto  á  los  deseos*  del  It- 
gislador. 


CAPITULO  y 
Da  los  trámitee  anterioras  al  juicio. 


Art.  35-  Cuando  en  las  c&asas  que  sean  de  la  compekoMBa  éá 
Jurado  se  acuerde  por  la  Audiencia  abrir  el  juicio  oml,  fd  smidi^ 
rán  pasar  succfgivameúte  al  Fiscal  y  demás  partes  iutaresadag,  ¿  bi 
efectos  de  lo  dispuesto  eii  los  arts,  ii49  y  si  guien  tes  de  la  l«y  Í6  Eo- 
juiciamiento  criminal  hasta  el  fiS-t  inclusive* 

También  bq  observ^^rá  en  toda^  sus  partes  la  diBpaéato  es  é 
€55j y  al  juicio  que  hubiere  de  Fnnitarae  á  la  prueba  y  dÍBcuáián  de 
los  puntos  relativos  4  la  responsabilidad  civil,  se  celebrará  mt^  « 
Tribunal  de  derecho. 
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Para  comprender  no  sólo  lo  quo  dispone  esta  artícu- 
^  sino  lo  que  establecen  tudos  los  que  forman  el  capí- 
lio  5.^,  es  necesario  tener  en  cuenta  una  idea  que  he- 
los  expuesto  ya  en  mi  estros  corneutarius,  y  que  ea 
aa  idea  fundamental  á  que  obedecen  en  su  redacción 
)das  las  disposiciones  de  la  ley  de  1888, 

Ya  hemos  dicho  que  el  Jurado  na  es  más  que  una 
irte  del  juicio  oraL  Establecido  el  juicio  oral  y  piibli- 
I  como  el  mejor  procedimiento  para  la  Admiuistra- 
6ii  de  justicia,  el  Jimulo  no  viene  a  alterar  más  que 
la  parte  de  este  procedimíonto.  En  vez  de  verse  las 
MMm  ante  los  Tribunales  de  derecho,  van  á  verse  ante 
3  Tribunales  compuestos  de  Jueces  de  hecho  y  de 
leces  de  derecho,  siempre  que  se  trate  de  perseguir 
s  delitos  enumerados  en  el  art.  4/*  de  esta  ley. 
Los  trámites  seguidos  antes  de  que  llegue  el  momen- 
de  que  el  Tribunal  se  constituya  y  ante^s  de  que  se 
rifi^iue  el  juicio  oral,  son,  pues,  en  e^^cneiu  y  en  el 
ido,  los  mismos  que  habían  de  sef^uírsc  cuando  las 
usm  habían  de  verse  exclusivamente  ante  lo8  Tribu- 
hñ  de  derecho. 
El  legislador  no  ha  hecho  más  en  esto  quo  introdu- 

ese  nuevo  meeanií^mo,  esa  nueva  rueda  á  que  ha  de 
ÚBise  en  momento  oportuno  pai*a  prestar  el  ser- 
io que  la  ley  le  impone  y  desempeñar  la  función  que 
ley  le  encomienda  en  el  momento  mismr)  en  que  la 
isa  había  de  ser  llevada  ante  Ion  Tribunales  de  de- 
bo, para  verificar  en  su  vista  y  á  su  presencia  el  jni- 

oral.  No  ñe  altera,  pues,  el  método  de  eíijuioiar  más 
¿  en  im  punto,  sin  que  nosotros  aleguejoos  esto  para 
minuir  la  transcendental  importancia  de  la  modiü- 
ión;  lo  alegamos  sólo  para  que  nuestros  lectores  se 
men  una  idea  exacta  de  la  realidad  de  hia  cosas  y 
aprendan,  reducido  á  esta  sencilhi  fórmula,  en  qué 
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consiste  el  mecaníamo  que  nosotros  tratamos  de  expli- 
car, á  fin  de  que  en  su  práctica  y  su  ejercicio  se  siisci- 
ten  las  menores  dudas  y  complicaciones  que  sea  po- 
sible. 

Nada  tenemos  que  decir,  pues^  sobre  la  instruceióti 
de  las  causas.  Estas  se  instruirán  de  la  misma  manerii 
que  hasta  ahora,  hasta  que  llegue  el  momento  en  que 
la  Audiencia  acuerde  abrir  el  juicio  oraL 

Si  discurriéramos  más  detenidamente  acerca  del  pe* 
ríodo  de  instrucción,  algo  ob¡=^ervaríamos,  porque  algo 
y  mucho  hay  que  obaerv^ai  en  los  preceptos  de  la  ley 
vigente,  ni  bien  reconocemos  y  declaramos  que  en  este 
punto,  como  en  otros  muchos,  la  legislación  española  de 
los  últiraos  tiempos  ha  realizado  notabilísimos  progre- 
sos; pero  nosotros  no  escribimos  un  tratado  de  proce- 
dimientos, sino  una  explicación  á  la  ley  del  Jurado,  y 
dentro  de  esta  explicación  no  tendrían  lugar  propio 
estas  observaciones  á  que  aludimos. 


II 

Una  vez  ultimada  la  instrucción  de  los  procesos,  en 
todos  los  que  se  siguen  los  trámites  ordinarios  estable- 
cidos por  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  y  una  vez 
confirmado  el  auto  que  declara  terminado  el  sumario, 
dice  el  art.  632  de  dicha  ley^  que  se  mandará  traer  la 
causa  á  vista  con  citación  del  Ministerio  fiscal  cuando 
intervenga  en  la  causa,  y  del  Procurador  y  del  quere^ 
liante  particular  sí  le  hubiere;  y  en  esta  vista  se  ha  de 
ventilar  si  procede  6  no,  respecto  de  la  causa  de  que  se 
trate,  abrir  el  juicio  oral  ó  sobreseer.  Ventilado  este 
punto,  el  Tribunal  dicta  auto  sobreseyendo  ó  abrieado 
el  juicio  oral;  y  aquí  empiezan  verdaderamente  los  trá* 
mites  anteriores  al  juicio  en  que  se  ocupa  el  capítu- 
lo 5.0  de  la  ley  del  Jurado;  trámites  que  nosotros  con* 
sideramos  designados  con  propiedad  de  esa  manera, 
porque  si  bien  es  cierto  que  puede  sostenerse  que  for- 
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man  parte  del  juicio  mismo,  la  verdad  es  que  el  juicio 
en  el  procedimiento  criminal  no  puede  decirse  verda- 
deramente que  empieza  ni  que  se  verifica,  hasta  tanto 
que,  constituido  el  Tribunal  que  ha  de  juzgar,  empiece 
á  presentársele  por  medio  de  la  lectura  de  los  antece- 
dentes recogidos  en  el  sumario,  por  la  práctica  de  la 
prueba  y  por  las  alegaciones  de  las  partes,  la  totalidad 
de  la  cuestión  que  ha  de  someterse  á  su  fallo. 

Los  autores  de  la  ley  del  Jurado  no  han  incurrido,  por 
tanto,  en  impropiedad  de  ningún  género  al  llamar  trá- 
mites anteriores  al  juicio  á  estos  que  se  estudian  en  los 
artículos  del  35  al  41  de  nuestra  ley. 

Dictado  el  auto  mandando  abrir  el  juicio  oral,  no  se 
sabe  de  una  manera  oficial,  exacta  y  terminante,  qué 
causas  son  de  la  competencia  del  Jurado,  ó  qué  causas 
han  de  ir  á  la  competencia  de  los  Tribunales  de  dere- 
cho, porque  la  certidumbre  relativa  á  este  punto  no  se 
adquiere  hasta  después  que  se  ha  practicado  lo  que  dis- 
pone el  art.  41  en  vista  de  la  calificación  de  las  partes 
acusadoras,  y,  por  tanto,  hasta  que  se  ha  dictado  la  reso- 
lución sobre  la  competencia  que  en  el  mismo  artículo  se 
establece;  pero  serán  muy  pocas  las  causas  en  las  cua- 
les al  llegar  estos  trámites  no  pueda  decirse  de  una 
manera  fondada  y  sin  temor  de  equivocación  de  nin- 
gún género,  si  deben  ó  no  deben  pasar  á  conocimiento 
del  Jurado. 

Ya  recordarán  nuestros  lectores  cuáles  son  las  reglas 
que  determinan  la  competencia  del  Tribunal  popular, 
y  cuan  claros  resultan  los  preceptos  que  desenvuelven 
toda  aquella  materia.  Además,  si  en  la  vista  que  pre- 
cede á  la  apertura  del  juicio  oral  se  han  hecho  ya  por 
las  partes  afirmaciones  concretas  que  permitan  formar 
criterio  acerca  de  este  punto,  aun  antes  de  cumplir  lo 
dispuesto  en  el  art.  41,  ha  podido  muy  bien  hablar  el 
art.  35  de  las  causas  que  sean  de  la  competencia  del 
Jurado;  tanto  más,  cuanto  que  el  procedimiento  que 
ha  de  seguirse  si  son  de  la  competencia  del  Jurado,  es 
enteramente  igual  al  que  ha  de  seguirse  en  las  causas 
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que  sean  de  la  competencia  de  los  Tribunales  de  dere- 
cho, é  igual,  sobre  todo,  en  las  que  se  refieran  á  cuauto 
dispone  dicho  art,  35.  De  modo,  que  en  una  ó  en  otra 
de  estas  causas,  así  en  las  que  han  de  verse  ante  el  Ju- 
rado como  en  las  que  han  de  verse  ante  los  Tribunales 
de  derecho,  lo  primero  que  ha  de  hacer  la  Audiencia 
es  comunicarla  al  Fiscal  para  que,  en  el  término  de 
cinco  días,  califique  por  escrito  los  hechos.  Dentro  de 
dicho  término  deberá  presentar  el  Fíiscal  el  escrito  de 
calificación  con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  art.  650  de 
la  citada  ley  de  Enjuiciamiento  criminaL 


ni 

Conocidos  son  los  términos  de  ese  artículo,  pero  no 
nos  parece  impertinente  ni  ocioso  recordarlos  ahora, 
porque,  en  realidad,  ese  escrito  da  base  á  procedi- 
mientos ulteriores  y  es  una  de  las  más  iraportautes 
actuaciones  que  se  verifican  en  este  procedimiento. 

El  art.  650  de  la  ley  de  Enjuiciaraieato  criminal  ex* 
plica  bien  en  qué  términos  ha  de  redactarse  ese  escri- 
to, y  no  creemos  nosotros  que  la  índole  del  juicio  por 
jurados  reclame  alteración  de  ninguna  especie,  no  ya 
en  la  redacción,  pero  ni  siquiera  en  la  interpretación  y 
aplicación  de  lo  que  ese  artículo  dispone,  ís'os  diferen- 
ciamos en  esto  y  nos  apartamos  del  parecer  de  algunos 
comentaristas  de  la  ley  de  18BH,  que  entienden  nece* 
sario  y  útil  á  su  propósito  llamar  la  atención  del  Fis- 
cal hacia  la  forma  en  que  ha  de  cumplir  lo  que  refiere 
el  art.  650,  entendiendo  que  cuando  se  trate  de  causas 
que  han  de  verse  ante  el  Tribunal  del  Jurado,  ha  de 
aplicarse  ese  artículo  de  distinta  manera  que  cuando 
se  trate  de  causas  que  hayan  de  verse  ante  loa  Tribu- 
nales de  derecho. 

El  escrito  de  calificación  ha  de  contener  en  su  parte 

{)rincipal  cinco  conclusiones  precisas  y  numeradas,  re- 
ativas:  la  primera,  á  los  hechos  punibles  quo  resulten 
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del  Bumaxio;  la  segunda,  á  la  calificación  legal  de  los 
mismos  hechos  determinando  el  delito  que  constituyen; 
la  tercera,  á  la  participación  que  en  ellos  hubieran  teni- 
do el  procesado  ó  procesados,  si  fueran  varios;  la  cuar- 
ta, á  los  hechos  que  resulten  del  sumario  y  constituyan 
circunstancias  atenuantes  ó  agravantes  del  delito,  ó 
eximentes  de  la  responsabilidad  criminal;  y  la  quinta,  á 
la  pena  en  que  haya  incurrido  el  procesado  ó  los  pro- 
cesados, si  fiíeran  varios,  por  razón  de  su  respectiva 
participación  en  el  delito.  En  caso  de  que  haya  lugar  á 
la  responsabilidad  civil,  á  estas  conclusiones  se  agre- 
garán dos:  una,  relativa  á  la  cantidad  en  que  se  apre- 
cien los  daños  y  perjuicios  causados  por  el  delito,  y 
otra,  en  que  se  señale  la  persona  ó  personas  que 
aparezcan  responsables  de  los  daños  y  perjuicios  del 
hecho,  en  virtud  del  cual  hubieran  contraído  esta  res- 
ponsabilidad. 


IV 

El  Sr.  Amat  y  Furió  cree  en  este  punto  que  la  con- 
clusión primera  debe  ser  extensa  y  amplia,  de  tal  suer- 
te, que  abarque  la  relación  detallada  y  minuciosa  de 
todos  los  hechos  punibles;  y  como  los  términos  de  esa 
relación  cuando  se  redacte  de  esta  manera,  pugnarían 
con  la  brevedad,  concisión  y  sencülez  que  la  ley  quiere 
que  se  dé  al  escrito  de  calificación  y  que  debe  observar- 
se en  cada  una  de  esas  conclusiones,  opina  que  la  pri- 
mera de  ellas  debe  contener  dos  partes:  una  relación 
de  los  hechos  y  un  resumen  de  esa  relación  misma,  re- 
sumen que  deberá  poner  en  relieve  los  puntos  culmi- 
nantes de  los  hechos  que  se  ventilan.  Nosotros  cree- 
mos que  no  es  necesario  tanto;  basta  que  la  conclusión 
contenga  ese  resumen,  dejando  los  pormenores  y  mi- 
nuciosidades para  exponerlos  en  los  debates,  cuando 
sea  ocasión  de  apreciarlos. 

Y  no  se  crea  que  esta  diferencia  que  existe  entre 
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nuestro  criterio  y  el  del  8r.  Amat  responde  á  conside- 
raciones de  segundo  orden  ni  á  razones  de  poco  mo- 
mento; envuelve  una  cuestión  grave  ó  importante,  re- 
lacionada con  el  valor  que  cada  uno  da  y  atribuye  á 
las  diligencia.^  sumarialeSj  valor  acerca  del  cual  hemos 
discurrido  ya  extensamente  en  las  páginas  de  este 
libro. 

Para  nosotros  ese  valor  es  muy  limitado.  Ya  hemos 
dicho  otras  veces  el  límite  dentro  del  cual  debe  éneo- 
rrarse.  Para  nosotros  todo  lo  contenido  en  el  aumario 
ha  de  aquilatarse  en  el  juicio,  y  hasta  que  allí  no  se  de- 
pure y  hasta  que  en  el  juicio  no  resulte  evidenciada  la 
verdad  que  debe  tenerse  por  cierta^  el  contenido  del 
sumario  debe  apreciarse  siempre  como  deficiente. 

No  creemos,  pues,  que  la  conclusión  primera  del  ea- 
crito  de  calificación  deba  ser  un  resumen  del  sumario: 
nos  parece  que  basta  con  que  esa  conclusión  contenga 
en  resumen  los  hechos  culminantes  que  del  sumario 
aparezcan,  pues  por  grande  que  sea  la  complicación  de 
los  hechos  mismos,  creemos  que  en  una  conclusión  bre- 
ve y  sucintamente  redactada  podrán  contenerse  para 
los  efectos  de  la  calificación. 


ir 


En  otros  pueblos  existe  lo  que  se  llama  acta  de  acu- 
sación, que  entre  nosotros  no  tiene  carta  de  naturaleza; 
ni  la  ley  se  la  ha  dado,  ni  las  costumbres  la  adoiiteu, 
y  nosotros  creemos  que  nada  se  pierde  con  que  esto 
suceda.  En  otros  pueblos,  la  redacción  de  ese  acta  de 
acusación  es  objeto  de  un  juicio  previo,  juicio  previa 
que  nuestra  ley  no  admite  ni  establece.  Donde  eso  su- 
cede, puede  darse  á  la  primera  conclusión  de  las  con- 
tenidas en  el  escrito  de  calificación,  todo  el  alcance  j 
toda  la  extensión  que  el  Sr.  Amat  desearía;  pero  en  la 
legislación  española,  semejante  manera  de  interpretar 
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la  ley  no  tiene  cabida  ni  es  aceptable  bajo  ningún  pun- 
to de  vista. 

El  juicio  previo  para  redactar  el  acta  de  acusación, 
ea  un  trámite  llamado  á  desapareceij  en  opinión  de  los 
publicistas  más  sinceros  é  inteligentes,  aun  en  los  pue- 
blos mismos  donde  hoy  se  conservaj  porque  dilata  con- 
siderablemente en  perjuicio  del  procesado  y  de  los  in- 
tereses sociales  el  término  del  juicio;  porque  previene 
desfavorablemente  á  los  Jueces  que  han  de  examinar 
la  totalidad  de  los  hechos  y  han  de  decidir  acerca  de 
los  graves  problemas  que  se  ventilan  en  toda  causa 
CTiminal,  marcándoles  ya  un  criterio,  muchas  veces 
equivocado  ó  falso,  y  porque  no  ofrece  garantía  de  nin- 
guna especie  para  la  imparcialidad  del  juicio  y  para  el 
acierto  de  la  resolución  definitiva. 

Todo  lo  que  sea,  pues,  dar  mayores  proporciones  á 
esa  parte  del  escrito  de  calificación;  todo  lo  que  sea 
convertir  este  escrito  en  un  acta  de  acusación  é  incli- 
liarse  á  que  este  acta,  con  juicio  de  acusación  previo  ó 
sin  él,  sea  la  base  esencial  del  proceso,  es  entrar  por  un 
camino  tortuoso  y  desviar  y  apartar  el  procedimiento 
del  rumbo  que  le  marca  la  ciencia  en  nue>stros  días,  y  es 
volver  de  cierta  manera  y  en  cierto  modo  al  procedi- 
miento escrito,  del  cual  debemos  apartamos  constante- 
mente y  por  sistema^  una  vez  que  nos  anima  el  conven- 
cinñento  de  que,  en  el  procedimiento  escrito,  no  hay 
garantías  para  la  verdad  y  la  justicia  como  en  el  pro- 
cedimiento oraL 

En  la  primera  conclusión  del  escrito  de  califieación, 
han  de  referirse,  pues,  los  hechos  de  una  manera  con- 
creta,  sin  accidentes,  sin  pormenores,  sin  minuciosida- 
des, sin  traer  á  cuenta  ningimo  de  los  hechos  circuns- 
tanciales, porque  esto  tiene  ya  lugar  adecuado  en  el 
escrito  de  calificación  misma.  En  esa  conclusión  se  ha 
de  exponer  el  hecho  principal,  concreto  y  determinado 
que  es  objeto  de  la  causa;  y  esto,  lo  repetímos,  ann  en 
las  causas  en  que  haya  mayor  complicación  de  hechos, 
puede  hacerse  breve^  sucinta  y  rápidamente,  A  esto 
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ha  de  limitarsej  lo  mismo  ea  las  causas  que  han  de  ver- 
se ante  los  Tribunales  de  jurados,  que  en  las  causas 
que  hayan  de  verse  ante  los  Tribunales  de  derecho,  la 
redacción  del  primer  número  del  escrito  de  ealiflcaaióii. 


YI 


La  fiegiinda  conclusión  de  dicho  escrito  debe  haiíerse 
también  en  loa  mismos  términos,  cualqidera  que  sea  el 
procedimiento  que  haya  de  seguirse  y  cualquiera  que 
sea  la  competencia  á  que  haya  de  Bonieterse  la  cauM. 

Dice  el  Sr.  Amat,  que  no  cumplirá  con  la  ley  el 
acusador  que  se  concrete  á  espresar  la  denomínacióu 
legal  del  delito^  sin  determinar  el  artículo  y  hastu  el 
párrafo  del  Código  que  considere  aplicable.  En  esto  cb* 
tamos  de  acuerdo;  pero  ya  el  mismo  Sr.  Amat  reooaíh 
ce  que  eso  debe  hacerse^  así  en  las  causas  que  se  m* 
metan  al  Jurado,  como  en  las  causas  que  se  vean  aate 
lo.'^  Tribunales  de  derecho,  si  bien  entiende  que  seme* 
jante  manera  de  interpretar  el  número  2.^*  del  art.  680, 
es  de  mucha  mayor  aplicación  hoy,  puesto  que  de  lii 
caliñcacíón  de  los  acusadores  depende  la  competenm 
del  Tribunal,  la  cual  variará  en  algunos  casos,  como, 
por  ejemplo,  en  el  de  lesiones^  según  el  articula  del  Cd- 
digo  en  que  se  considere  comprendido  ol  delito. 

Respecto  de  las  demás  conclusiones,  nada  hay  ijue 
advertir.  La  pai-ticip ación  que  en  el  delito  hubieren  te- 
nida el  procesado  ó  los  procesados,  y  la  pena  en  qw 
hayan  incurrido  el  procesado  ó  los  procesados,  pOiW 
enunciarse  concreta  y  brevemente  en  las  conclusiones 
tercera  y  quinta. 

En  cuanto  á  los  hechos  que  resulten  del  sumario 
que  constituyan  circunstancias  eximentes,  atoaiiante» 
ó  agravantes  de  responsabilidad  criminal,  también  ptifr 
den  enuneiai\se  como  los  hechos  principales,  de  naa  raa* 
ñera  breve,  sencilla  y  clara^  sin  necesidad  de  hacer  pre- 
ceder esta  conclusión  de  una  exposición  extensa  de  los 
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íchüs,  que  daría  al  eserito  de  califieaeióii  proporoio- 
!í  verdaderamente  considerables,  bíh  utilidad  iii  ven- 
]ñ  para  nadie ^  y  que  contribuiría  á  confundir  y  em* 
iraiíar  á  los  que  han  de  tomar  el  cBcrito  como  base 
ira  el  juicio  y  para  el  desarrollo  de  la  controversia  que 
ostituye  el  fondo  del  juicio  niismo. 


YH 


En  cuanto  á  la  doctrina  que  sostiene  que  esa  expo- 
úón  extensa  de  los  hechos,  que  se  indica  como  con- 
üieute  en  las  conclusiones  primera  y  cuarta  del  en- 
it-o  de  calificación,  pueda  servil^  para  formular  las 
eguntas  que  en  su  día  han  de  ser  base  del  veredicto, 
is  pare4}e  una  doctrina  peligrcísa,  porque  podría  ocu- 
tr  muy  bien  que  los  que  la  aceptasen  y  siguieran  al 
8  de  la  letra  entendieran  que  debían  prescindir  del 
multado  del  juicio  al  formular  las  preguntas,  y  que  ha- 
m  do  atenerse  para  ello  al  escrito  de  coTielusíonea 
ovisionales. 

Ko  hay  que  olvidar  este  carácter  de  provisional  que 
ne  esc  primer  escrito  de  conclusiones;  no  hay  que 
ridar  que  esas  conclusiones  pueden  reformarse  y  rec- 
icarso,  y  que  es  indispensable,  quizás^  reformarlas 
rectificarlas,  y  no  hay  que  olvidar,  sobre  todo,  que 
contrario  á  los  intereses  de  la  justicia  y  dañoso  á  la 
parcialidad  con  que  han  de  proceder  los  Tribunales, 
izar  camino  alguno  á  los  Jueces,  por  el  cual  lleguen 
:os  A  creer  y  suponer  que  tienen  una  base  en  el  re- 
liado del  sumario  y  que  esa  base  ha  de  ser  consulta- 
oon  preferencia  A  los  resultados  del  juicio. 
Es  preciso  para  cumplir,  no  sólo  la  ley  del  Jiu*ado^ 
o  la  ley  de  Procedimiento  criminal,  que  admite  y 
abiece  el  juicio  oral;  es  necesario,  es  indispensable 
ser  comprender  á  Iob  Jueces  que  todo,  absolutamente 
lo  aquello  que  es  esencial  y  de  que  deben  partir  para 
borar  el  fallOj  han  de  tomarlo  del  resultado  del  jui- 
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cío,  de  la  prueba  que  ante  ellos  se  haya  practicado,  y 
de  las  alegaciones  que  ante  ellos  se  hayan  hecho;  y  por 
tanto,  que  han  de  redactar  las  preguntas  que  han  de 
proponerse  á  los  jurados  ó  han  de  redactar  la  sentencia 
en  el  caso  de  que  el  juicio  se  vea  ante  un  Tribunal  de 
derecho;  prescindiendo  de  todo  lo  anterior  al  juicio  ó 
tomándolo  en  cuenta,  sólo  en  tanto,  en  cuanto  las  dili- 
gencias y  actuaciones  anteriores  al  juicio  mismo  hayan 
sido  confirmadas  en  éste  por  la  prueba  y  por  las  alega* 
cienes. 

No  nos  extrañan  ni  nos  sorprenden  los  temores  y 
preocupaciones  que  ínspiía  esta  manera  de  ver.  Talle- 
mos dicho  antes  de  ahora  que  estamos  tan  connaturali- 
zados con  el  procedimiento  escrito  y  secreto,  que  esta* 
mos  tan  habituados  á  considerar  que  en  el  juicio  lo  más 
importante  es  el  sumario,  y  que  lo  más  firme  y  seguro  es 
lo  que  se  escribe  y  lo  que  en  la  primera  paite  del  pit> 
cedimiento  se  consignaj  que  aun  los  hombres  más  ilus- 
trados y  aun  los  más  decididos  partidarios  de  nuestras 
ideas,  parece  como  que  sienten  cierta  instintiva  incli- 
nación á  acogerse  á  aquellos  elementos  y  á  considerar- 
los de  gran  valor,  BÍn  perjuicio  de  lo  que  resulte  ó  pue- 
da resultar  del  juicio  y  de  las  actuaciones  orales;  y  esta 
tendencia  es  necesario  desarraigarla  por  completo,  por- 
que si  no  se  desarraiga,  corremos  grave  riesgo  de  que 
esa  innovación,  esa  reforma,  ese  progreso  realizado  en 
el  procedimiento  criminal  resulte  de  todo  punto  es- 
téril. 


Yin 

Hemos  dicho  que  el  Fiscal  redactará  el  escrito  de 
conclusiones  en  el  termino  de  cinco  días.  Devuelta  la 
causa  por  él,  se  pasará  por  igual  término  y  con  el  mis- 
mo objeto  al  acusador  particular,  si  le  hubiere,  No  nos 
referimos  al  caso  previsto  en  el  art,  650,  de  que  el  es- 
crito de  califica  ció  u  haya  de  hacerlo  en  primer  término 
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el  acusador  privado  á  falta  de  Fiscal,  porque  sabido  es 
que  laB  causas  en  que  se  persiguen  delitos  que  hayau 
de  ser  castigados  á  iiifltancia  de  parte  sólo,  no  se  han 
de  ver  ante  cl  Jui^ado.  Esas  causas  son  en  el  fondo  ver- 
daderos pleitos,  y  lian  quedado,  por  el  art.  4.*^,  reser- 
vadas á  la  conspetencia  de  los  Tribunales  de  derecho. 

El  acusador  particular,  si  le  hubiere,  preseutará  hu 
escrito  de  ctdificación  análogo  al  presentado  por  el  Fis- 
cal; si  hubiere  actor  civil,  se  pasará  la  causa,  en  cuanto 
sea  devuelta  por  el  Fiscal,  al  actor  civil  para  que  á  su 
vez  y  en  un  término  igual  al  fijado  anteriormente  y 
con  idéntica  foimalidad,  presente  conclusiones  nume- 
radas acerca  de  los  dos  puntos  á  que  se  contrae  la 
cuestión  de  responsabUidtid  cíviL 

Seguidamente,  y  con  aiTcglo  á  lo  que  establece  cl 
art.  652,  se  comunicará  la  causa  al  procesado  y  á  las 
terceraB  personas  civilmente  responsables,  para  que  en 
igual  término  y  por  su  orden,  manifiesten  también  en 
conclusiones  numeradas  y  correlativas  á  las  de  la  ca- 
lificación fiscal j  si  estEÍn  ó  no  conformes  cou  cada  una 
de  las  que  el  escrito  fiscal,  ó  en  oti^o  caso,  consignen 
los  puntos  de  divergencia;  teniendo  en  cuenta  que  las 
partes  podrán  presentar  sobre  cada  uno  de  los  puntos 
que  hayan  de  ser  objeto  de  la  calificación,  dos  ó  nuis 
conclusiones  en  forma  alternativa,  para  que  si  no  re- 
sultara del  juicio  la  procedencia  de  la  primera,  puedan 
estimarse  cualquiera  de  las  demás  en  la  sentencia. 

Los  Tribunales,  al  mandar  que  se  entregue  la  canga 
á  las  partes  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo que  acabamos  de  referir,  dispondrán  lo  que  con- 
sideren conveniente  para  que  puedan  hacer  el  examen 
de  la  correspondencia,  Kbros,  papeles  y  demás  piezas 
de  convicción,  sin  peligro  de  alteración  en  su  estado. 

Tenemos,  pues,  ya  redactados  los  escritos  de  califi- 
cación. Después  de  haber  presentado  los  suyos  el  Fis- 
cal, y  el  acusador  particular  en  la  causa,  si  le  hubiere, 
procederá  que  los  Tribunales^  antes  de  comimicar  la 
causa  para  la  calificación  á  los  procesados  y  terceras 
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personas  civilmente  responsables,  practiquen  lo  dis- 
puesto en  el  art.  41. 

Cuando  tratemos  de  este  artículo  explicaremos  qué 
es  lo  que  hay  que  hacer  de  acuerdo  con  lo  que  el  mismo 
dispone,  y  ahora  vamos  á  examinar  otra  cuestión  tam- 
bién de  importancia,  que  puede  resultar  planteada  del 
escrito  de  calificación  de  las  partes  acusadoras. 


Una  vez  este  escrito  hecho,  podrá  apreciarse  si  las 
partes  acusadoras  piden  una  pena  correccional  ó  una 
pena  aflictiva  para  el  procesado.  En  el  caso  de  que  pi- 
dan una  pena  correccional,  al  evacuar  la  representación 
del  procesado  el  traslado  de  la  caliñcación,  podrá  ma- 
nifestar su  conformidad  absoluta  con  aquella  que  más 
gravemente  se  hubiera  calificado,  si  hubiere  más  de 
una,  ó  con  la  pena  que  se  le  haya  pedido;  expresando 
además  el  letrado  defensor  si,  esto  no  obstant^j  consi- 
dera necesaria  la  continuación  del  juicio. 

Si  no  la  conceptúa  necesaria,  el  Tribunal  pedirá  al 
procesado  que  se  ratifique  en  la  declaración  contenida 
en  el  escrito  de  calificación,  que  le  presenta  conforme 
con  la  pena  correccional  más  grave  que  se  haya  pedido 
contra  él.  Si  el  procesado  se  ratifica,  entonces  el  Tribu- 
nal, sin  más  trámites,  dictará  la  sentencia  que  proceda 
según  la  calificación  mutuamente  aceptada,  sin  que 
pueda  imponer  pena  mayor  que  aquella  acerca  de  la 
cual  haya  recaído  acuerdo.  Así  lo  dispone  el  art,  655, 
artículo  que  habrá  de  aplicarse  lo  mismo  a  las  causas 
en  que  se  persigan  delitos  que  correspondan  á  conoci- 
miento del  Jurado,  que  en  las  causas  en  que  se  per- 
sigan delitos  que  correspondan  al  conocimiento  de  los 
Tribunales  de  derecho. 

Si  el  Tribunal  estimara  que  la  pena  correccional  pe- 
dida con  que  se  ha  conformado  el  procesado  no  es  pro- 
cedente, dada  la  condición  del  delito,  y  que  este  me- 
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rece  pena  mayor,  acordará  la  continuación  del  juicio, 
como  continuará  asimismo  si  fueren  varios  los  proce- 
sados, y  no  todos  hubieran  manifestado  igual  confor- 
midad. 

Cuando  exista  la  conformidad  relativa  á  la  pena  y 
no  exista  en  cuanto  á  la  responsabilidad  civil,  el  juioio 
se  limitará  á  la  prueba  y  discusión  de  los  puntos  rela- 
tivos á  dicha  conformidad,  y  entonces  la  causa,  en 
ningún  caso  pasará  á  conocimiento  de  los  Tribunales  de 
Jurado,  ya  que  la  cuestión  de  responsabilidad  civil  es 
un  punto  reservado  al  conocimiento  de  los  Tribunales 
de  derecho. 


Existe  un  procedimiento  especial,  que  es  el  de  las 
causas  de  flagrante  delito,  que  reclama  de  nosotros 
consideraciones  también  especiales  para  saber  cómo  ha 
de  aplicarse  en  esos  casos  lo  que  dispone  el  art.  35  de 
nnestra  ley. 

En  las  causas  por  flagrante  delito,  que  son  las  estu- 
diadas  en  el  título  tercero,  libro  cuarto  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento criminal  de  1882,  cuando  el  procesado,  ó 
el  defensor  en  su  caso,  no  se  conforme  con  la  pena  pe- 
dida por  "el  Ministerio  fiscal,  ó  cuando  el  Tribunal  en- 
tienda que  la  pena  solicitada  no  es  procedente,  según 
la  calificación  del  delito,  y  sí  otra  mayor,  se  acordará 
la  continuación  del  juicio.  Entonces,  en  este  casOj  si  el 
delito  de  que  se  tirata  es  de  los  que  han  de  verse  ante 
el  Jurado,  se  procederá  á  practicar  en  esas  causas  lo 
dispuesto  en  el  art.  41  de  nuestra  ley;  y  á  partir  de 
ese  trámite,  se  procederá  respecto  de  ellas,  como  res- 
pecto de  las  demás,  con  arreglo  á  lo  que  diremos  al 
examinar  dicho  art.  41. 
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Art.  36.  Si  los  procesados  no  se  conformaHen  con  la  pena  co- 
rreccional pedida  por  la  parte  acucad  ora  ^  ó  los  Letrados  defenso- 
res conceptuasen  necesaria  la  continti ación  del  juicio,  se  reservará 
la  causa  al  conocimiento  del  Jurado,  lo  mismo  que  aquellas  otrss 
en  que  no  proceda  el  trámite  de  la  conformidad. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  una  consecnencia 
de  lo  establecido  en  el  segundo  párrafo  del  artículo  an- 
terior. Se  trata  en  ambos  de  las  causas  en  que  haya 
sido  pedida  pena  correccional  por  las  partes  acusado- 
ras contra  el  procesado  ó  los  procesados. 

Si  al  evacuar  la  representación  de  los  procesados  el 
traslado  para  la  calificación,  no  se  conforman  con  la 
pena  correccional  que  hayan  pedido  contra  ellos,  con 
la  más  greve  de  las  penas  correccionales  que  resulten 
pedidas  contra  ellos,  ó  si  al  conformEirse  los  procesa- 
dos con  esa  pena  los  letrados  defensores  conceptuasen 
necesaria  la  continuación  del  juicio,  declarándolo  así 
en  el  referido  escrito  de  califieaeión,  se  ret^ervará  la 
causa  al  conocimiento  del  Jurado;  y  añade  la  ley,  que 
lo  mismo  se  hará  en  aquellas  otras  causas  en  las  que  no 
proceda  el  trámite  de  conformidad.  Estas  otras  causas 
en  que  no  procede  el  trámite  de  conformidad,  son 
aquellas  en  que  la  pena  pedida  por  las  partes  acusa- 
doras ó  la  más  grave  de  todas  las  penas  que  las  partea 
acusadoras  hayan  pedido,  siempre  que  hayan  pedido 
varias,  no  sea  una  pena  correccional. 

Art.  37.  En  unas  y  otras  causas,  tanto  el  Mini^terÍQ  fiscal 
como  las  demás  partes,  manifestarán  en  &ns  reapectivos  eBcritos  de 
calificación  las  pruebas  de  que  intenten  valerse^  presentando  UsU^ 
de  los  peritos  y  testigos  que  hayan  de  declarar  á  su  instancia,  con 
las  circunstancias  determinadas  en  el  párrafo  2.**  del  art.  056  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal;  y  bj^  por  haber  manilestado  prime- 
ramente su  conformidad  con  la  pena  pedida,  no  hubiese  alguno  áe 
los  procesados  propuesto  la  prueba  en  el  escrito  de  caiiEcaciónf  ae 
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mand^'á  por  la  Audiencia  que  la  praseate  en  el  tSrmliio  de  segun- 
do día. 

Este  artículo  contiene  dos  reglas:  la  primera^  relati- 
va lo  mismo  á  las  causas  en  que  proceda  el  trámite  de 
la  conformidad,  que  á  las  causas  en  que  no  proceda  ese 
trámite,  establece  que  todas  las  partes,  así  los  acusado- 
res como  las  defensas^  han  de  manifestar  eu  sus  reapec* 
tivos  escritos  de  calificación  las  pruebas  de  que  inteu- 
ten  valerse,  presentando  la  lista  de  peritos  y  testigos 
que  han  de  declarar  á  su  instancia  con  las  circunstan- 
cias determinadas  en  el  párrafo  2,^  del  art.  656  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal;  circunstancias  que  se 
reducen  á  cxpresaT  los  nombres  y  apellidos,  y  el  apodo, 
si  por  él  fueran  conocidos,  así  como  el  domicilio  ó  resi- 
dencia de  los  peritos  y  testigos  y  á  consignar  la  mani- 
festación que  debe  hacer  la  parte  que  presente  los  pe- 
ritos y  testigos,  de  si  es  preciso  que  éstos  sean  cita- 
dos judicialmente  ó  si  se  encarga  ella  de  hacerlos  con- 
currir. 

Ocurre  muchas  veces,  que  por  haber  manifestado  la 
defensa  de  un  procesado  en  el  escrito  de  calificaeióu 
su  conformidad  con  la  pena  pedida^  no  propone  prueba 
alguna^  y  si  se  manda  continuar  el  juicio,  se  encuentra 
esa  parte  en  una  situación  verdaderamente  desfavora- 
ble; porque  prestada  su  conformidad  y  no  habiendo 
alegado  prueba  alguna,  llega  al  juicio  sin  armas  con 
que  combatir  y  sin  medios  que  emplear  en  su  de- 
fensa. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  no  pre^é  este 
caso,  y  la  ley  del  Jurado  lo  ha  previsto;  y  por  eso  dis- 
pone en  la  segunda  parte  del  art.  37,  que  si  por  haber 
manifestado  primeramente  su  conformidad  con  la  pena 
pedida,  no  hubiese  alguno  de  los  procesados  propuesta 
prueba  en  el  escrito  de  calificación,  se  mande  por  la 
Audiencia  que  la  presente  en  el  término  de  dos  días,  á 
fin  de  ocurrir  con  esa  verdadera  garantía  á  facilitar 
loe  medios  para  que  la  parte  que  se  encuentre  en  ese 
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caso  pueda  defenderse  en  el  juicio,  ya  que  éste  ha  de 
continuar. 


Art.  38.  Propue&ia  de  la  manera  ÍDilicada  la  praeba  de  que 
intenten  valerse  las  partes,  se  obseryarár  para  su  admisión  6  dene- 
gación todo  lo  que  disponen  los  ai'tkuloH  057^G53yG5Í>dela  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal,  omitiéndose  {micamente  por  el  pronto 
el  señalamiento  á  que  ae  reüere  el  ultimo  párrafo  del  659. 


Cada  parte  presentará,  de  acuerdo  con  lo  que  esta- 
blece  el  art.  657,  tantas  copias  de  las  listas  de  peritos 
y  testigos,  como  sean  las  demás  personadas  en  la  can- 
sa, á  cada  una  de  las  cuales  se  entregará  una  de  dichas 
copias  en  el  mismo  día  en  que  ftiereu  presentadas. 

Las  listas  originales  se  unirán  á  la  causan  y  podrán 
pedir,  además,  las  partes  que  se  practiquen  desde  lue- 
go aquellas  diligencias  de  prueba  que  por  cualquier 
causa  fuera  de  temer  que  no  se  puedan  practicar  en  el 
juicio  oral,  ó  que  pudieran  motivar  su  suspensión. 

Este  último  preceptOj  ¿es  conciliable  con  la  índole 
del  juicio  ante  los  Tribunales  de  jurados?  Porque  ante 
un  Tribunal  de  derecho  no  resulta  dificultad  alguna 
en  su  aplicación.  La  parte  pide  que  se  practique  de^de 
luego  una  diligencia  de  prueba,  porque  teme  que  esta 
diligencia  de  prueba  no  pueda  verdearse  el  día  en 
que  hayan  de  tener  lugar  los  debates;  y  como  los  Tri- 
bunales de  derecho  se  encuentran  de  antemano  confl- 
tituídos,  y  como  los  mismos  Tribunales  de  derecho  han 
de  presidir  el  juicio  y  presenciar  la  prueba  que  se  prac- 
tique, pueden,  anticipándose  á  la  época  del  juicio,  dis- 
poner que  se  verifique  la  práctica  de  la  prueba  urgente, 
y  no  hay  temor  alguno  de  que  la  práctica  de  esa  prueba 
resulte  desvirtuada,  ya  que  el  miamo  Tribunal  había 


Digitized  by 


Googl( 


tIt.  i.— cap.  V.— ast.  38  At 

de  apreciarla  algunos  días  ó  algunos  meses  después. 

Pero  no  sucede  lo  mismo  respecto  del  Jurado.  Cuan- 
do esa  prueba  se  pide,  cuando  se  solicita  la  práctica  de 
esa  diligencia  de  prueba  urgente,  el  Tribimal  no  está 
constitiiídoj  el  Tribunal  de  jurados  no  esta  siquiera 
designado,  no  se  sabe  quiénes  sean  las  personas  que 
hayan  de  venir  á  formarle,  no  se  sabe  quiénes  sean 
las  personas  que  hayan  de  constituirle,  y,  por  tanto,  es 
imposible  practicar  ante  ellas  la  prueba.  Cualquiera 
que  sea  la  fonna  en  que  esta  prueba  se  practique,  cual- 
quiera que  sea  el  procedimiento  que  se  prefiera  para 
practicarla,  siempre  resultará  que  de  esa  prueba  no  ya 
á  quedar,  para  quo  el  Jurado  la  aprecie,  para  que  el 
Jurado  la  estime,  más  que  una  referencia  escrita;  y  ya 
hemos  dicho  mucha¿3  veces,  y  conociendo  la  índole  del 
Jurado  no  es  necesario  repetirlo^  que  esa  prueba  escri- 
ta no  puede  ser  apreciada,  no  puede  ser  estimada  de 
tina  manei^a  cabal  y  suficiente. 

¿Qué  hacer  en  esto  caso?  He  ahí  el  problema  susci- 
tado por  el  tercer  párrafo  del  art.  657  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento criminal^  en  relación  con  el  38  de  la  ley 
que  comentamos.  En  ese  caso,  hay  necesariamente  que 
partir  del  supuesto  alrededor  del  cual  gii-a  toda  esta 
parte  de  la  ley:  de  que  la  prueba,  cuya  práctica  se  pro- 
pone como  urgente,  es  indispensable,  y  de  que  ai  trans- 
curre algún  tiempo  no  va  á  poderse  practicar.  Si  bas- 
ta paní  que  se  practique  cumplir  lo  que  dispono  el  pá- 
rrafo tercero  del  art.  43,  que  en  su  lugar  examinare* 
mos,  entonces  deberá  apelarse  á  ese  recurso;  pero  si 
esto  no  bastara,  nos  encontramos  frente  al  siguiente 
dilema:  ó  la  prueba  no  se  practica,  ó  se  practica  de  ima 
manera  imperfecta;  y  es  indudable  que  el  dilema  se  ha 
de  resolver  en  el  sentido  de  que  se  practique  la  prueba, 
siquiera  al  practicarla  no  se  haga  en  aquellas  condicio- 
nes que,  por  la  índole  del  Jm*ado  y  por  la  manera_  que 
el  Jurado  tiene,  propia  y  exclusiva  de  élj  de  apreciar  y 
estimar  las  pruebas,  hubieran  de  producir  un  resultado 
completo. 


Digitized  by 


Googlt 


^ 


Este  caso  es  una  verdadera  excepción  en  e!  sistema 
de  enjuiciar  que  establece  el  Jurado, 

En  el  período  de  la  causa  en  que  puede  presen- 
tarse, está  suspendida  su  tramitación,  aunque  no  de 
una  manera  tan  absoluta  que  no  puedan  practicarse 
algunas  diligencias.  Las  diligencias  que  después  de 
suspendido  el  proceso  pueden  practicarse,  no  afectan 
en  lo  más  mínimo  á  la  esencia  del  mismo.  Esas  dili- 
gencias son  las  que  establece  el  art.  40,  respecto  de  la 
recusación  de  peritos,  y  las  que  establece  esta  ley  en 
otros  lugares  para  satisfacer  la  necesidad  que  puede 
ocurrir  de  trasladar  á  los  procesados  y  á  los  presoí^ 
del  lugar  en  que  se  encuentran,  á  aquel  en  que  haya 
de  verificarse  el  juicio,  y  á  la  traslación  de  testigos 
que  se  hallaren  en  el  mismo  caso. 

Nada  de  esto,  en  realidad,  afecta  al  fiíndamento  del 

1'uicio,  ni  es  parte  del  juicio  mLsmo;  pero  la  práctica  de 
a  prueba  urgente,  extraordinaria  c  inaplazable  de  que 
trata  el  artículo  657  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal, esa  sí  es  parte  del  juicio. 

Por  tanto,  creemos  indispensable,  á  fin  de  apartar  de 
esta  institución  todas  las  dificultades  que  puedan  sus- 
citarse, que  se  practiquen  esas  diligencias  de  prueba 
con  el  mayor  esmero  posible,  haciendo  que  concurran 
á  ellas  y  que  las  presencien  todas  Ihb  partes,  y  procu- 
rando al  redactar  el  acta  en  que  consten  los  resultados 
de  la  prueba,  que  ese  acta  refleje  con  la  mayor  propie- 
dad, y  en  la  forma  más  detallada  y  concreta,  lo  que  de 
la  misma  prueba  resulte;  de  tal  suerte,  que,  ya  que  la 
prueba  falte  el  día  que  el  juicio  ante  el  Jurado  se  veri- 
fique, exista  un  documento  que  baste  á  representar  á 
los  ojos  del  Tribunal,  con  todos  los  accidentes  y  por- 
menores  que  contribuyan  á  determinarla,  los  resulta- 
dos que  dio  al  practicarse  previamente. 

Creemos  más:  creemos  que  llegado  el  momento  del 
juicio,  si  esa  prueba  pudiera  volver  á  practicarse,  sería 
conveniente  repetirla  en  presencia  del  Jurado,  Est^ 
puede  y  debe  pedirse,  y  debe  concederse  siempre  que 
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sea  posible,  á  fin  de  que  el  Jurado  vea  por  @í  mismo  lo 
que  de  la  prueba  resulta;  porque  no  hay  nada,  ni  en 
las  palabras  ni  en  las  refereiiciaa,  capaz  de  sustituir  á 
la  impresión  que  los  hechos  mismos  han  de  producir 
en  el  animo  y  en  la  inteligencia  de  los  Jueces;  y  como 
precisamente  en  esto  descansa  todo  el  sistema  de  enjui- 
ciarj  que  trae  á  nuestra  legislación  la  organización  y 
restablecimiento  del  Jurado,  á  eso  es  á  lo  que  en  pií- 
luer  término  debe  atenderse,  y  eso  es  lo  que  en  pri- 
mer témüno  debe  procumrse. 


u 

Presentados  los  escritos  de  calificación  y  recogida  la 
causa  de  poder  de  quien  la  tuyiere,  después  de  trans- 
currido el  término  de  cinco  días,  el  Tribunal  dictará 
autí»  declarando  hecha  la  calificación  y  mandando  que 
se  pase  al  ponente  con  término  de  tercer  día  para  el 
examen  de  las  pruebas  propuestas. 

Devuelta  que  sea  la  causa  por  el  ponente,  el  Tribu- 
nal examinará  las  pruebas  propuestas,  é  inmediata- 
mente dictará  auto  admitiendo  las  que  considere  per- 
tinentes, y  rechazando  las  demás. 

Para  rechazar  las  propuestas  por  el  acusador  priva* 
do,  habrá  de  ser  oído  el  Fiscal  siempre. 

Contra  la  parte  del  auto  admitiendo  las  pruebas  ó 
mandando  practicar  las  que  se  hallaren  en  el  caso  del 
párrafo  3.^  del  art.  657,  no  procederá  recurso  alguno; 
y  contra  la  parte  del  auto  en  que  fuere  rechazada  ó 
denegada  la  práctica  de  diligencias  de  prueba,  podrá 
interponerse  en  su  día  el  recurso  de  casación  si  se  pre- 
para oportunamente  la  correspondiente  protesta.  En 
las  causas  que  se  vean  ante  un  Tribunal  de  jurados 
y  que  sean  de  su  competencia,  esto  será  lo  que  tendrá 
que  hacer  el  Tribunal  para  cumplir  lo  dispuesto  en  el 
art.  38,  aplazando  el  señalar  el  día  en  que  deban  co- 
menzar las  sesiones  del  juicio  para  cuando  esto  proce- 

8t 


Digitized  by 


Googlt 


498  00MENTÁBI03   Á   L.i   IMY   DEL    JT"KAI>0 

da,  de  conformidad  coe  lo  que  dispone  el  capítulo  6.^ 
de  la  ley  que  comentamos. 


Art.  39.  Caando  las  CAUsas  de  la  aimpeteDcia  del  .Ttirado  ka- 
yan  llegado  áeste  estadu»  se  suspenderá  au  curso  hasta  que  deban 
practicarse  las  diligencias  preparatorias  para  la  constitoctóii  del 
Tribunal  del  Jurado^  á  que  se  reñere  el  capítulo  sig^uieote,  mandan- 
do que  en  su  día  se  remita  con  la  pieza  de  convicción  á  éste. 

Ya  hemos  diclid  en  el  comentario  al  artículo  ante- 
rior, que  en  este  período  de  la  cansa  se  suspende  su  tra- 
mitación, hasta  que  se  hayan  practicado  las  diligencias 
preparatorias  para  la  constitución  del  Jurado,  que  exa- 
minaremos  y  señalaremos  al  estudiar  el  capítulo  sex- 
to. Esa  suspensión  ea  absoluta,  salvo  lo  que  la  ley  dis- 
pone en  contrario,  en  los  casos  á  que  también  he- 
mos hecho  referencia,  como  el  de  recusación  de  los  pe- 
ritos y  el  de  traslación  de  los  procesados  y  testigos  á 
que  antes  aludimos,  y  salvo  lo  dispuesto  en  el  art-  657 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  sobre  práctica  de 
pruebas  extraordinarias  y  urgentes. 

Art.  40.  No  obstante  lo  diíípuefsto  en  el  artículo  anterior,  an- 
tes de  suspenderse  la  tramitoción  de  la  causa^  podrán  las  partea 
proponer  la  recusación  de  peritos,  en  los  términos  expresados  en 
el  art.  662  de  la  referida  lej  de  Enjuiciamiento,  sustanciándose  eí 
incidente  de  la  manera  marcada  en  el  mismo  articulo,  siendo  igual- 
mente aplicable  lo  dispuesto  en  el  6 1> 3. 

De  acuerdo  con  lo  qne  hemos  dicho  en  el  comenta* 
rio  al  artículo  anterior,  antes  de  suspenderse  la  trami- 
tación de  la  causa,  podrán  las  partes  proponer  la  recu- 
sación de  los  peritoSj  y  esta  recusación  ha  de  verificar- 
se con  arreglo  á  lo  qne  disponen  los  artículos  662  y 
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663  de  la  ley  de  Enjuicianiiento  criminaL  Con  arreglo 
á  elloSj  las  partes  podrán  recusar  á  los  peritos  expre- 
sados en  las  listas,  por  cualquiera  de  las  causas  si- 
guientes: 

Primera.  Que  un  perito  sea  pariente  dentro  í^^^l 
cuarto  grado  por  consanguinidad,  ó  por  afinidad  con  el 
querellante  ó  con  los  procesados. 

Segunda,  Que  un  perito  tenga  interés  directo  ó  in- 
directo en  la  causa^  ó  en  otra  semejante. 

Tercera.  Que  un  perito  tenga  amistad  íntima  ó 
enemistad  manifiesta  con  alguna  de  las  partes. 

La  recusación  deberá  hacerse  antes  de  que  se  sus- 
penda la  continuación  de  la  causa,  por  YÍi*tud  del  auto 
en  que  se  admitan  ó  rechacen  las  pruebas,  y  dentro  de 
los  tres  días  siguientes  al  de  la  entrega  al  recusante 
de  las  listas  que  contengan  el  nombre  del  recusado;  es 
decir^  que  la  recusación  ha  de  hacerse  dentro  de  este 
plazo  de  tres  días,  que  siempre  transcurrirá  antes  de 
que  se  haya  dictado  el  auto  de  suspensión. 

Alegada  la  recusación,  se  dará  traslado  del  escrito 
por  término  de  tres  días^  á  la  parte  que  intente  ralerse 
del  perito  recusado,  y  transcurrido  el  termino  y  de- 
vueltos ó  recogidos  los  autos,  se  admitirán  á  prueba 
por  término  de  seis  díaSj  durante  los  cuales  cada  una 
de  las  partes  practicará  las  que  le  conyengan. 

Transcurrido  el  término  de  prueba  se  señalará  día 
para  la  vista,  á  la  que  podrán  asistir  las  partes  y  sus 
delensores,  y  dentro  de  tercero  día,  el  Tribunal  resol- 
verá el.  incidente.  Contra  este  auto  no  se  dará  recurso 
alguno. 

El  perito  que  no  sea  recusado  en  el  término  fijado 
en  el  artículo  anterior,  no  lo  será  después,  á  no  ser  que 
ineumera  con  posterioridad  [en  alguna  de  las  causas 
de  recusación;  pero  para  serlo,  y  para  que  este  inciden- 
te se  tramite  antes  de  la  suspensión  de  la  causa,  será 
preciso  pedirlo,  de  acuerdo  con  el  ax^tícnlo  que  estamos 
comentando^  antes  de  que  se  dicte  esa  suspensión. 
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Art.  41.  En  vista  de  las  caüñcacionei  da  las  partes  acusada- 
ras,  al  comanicar  la  cansa  á  los  procesados  6  aj  primero  de  ellos, 
la  Sala  expresará  si  el  juicio  resulta  de  la  competencia  del  Tribu- 
nal del  Jurado  ó  del  Tribunal  de  derecho.  Si  los  procesadoa  d  al- 
guno de  ellos  no  consintió e  la  determinación  del  Tribunal  compe- 
tente, podrán  hacer  las  observaciones  que  estimen  oporton&a  k  U 
vez  que  evacúen  el  traslado,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  los  ir- 
tículos  35  y  siguientes  de  esta  ley.  Bi  resultare  impugnada  la  de- 
signación del  Tribunal  competente,  se  señalará  dia  para  oir  A  l&a 
partes  sobre  esta  incidencia  y  resolverla,  sin  que  contra  la  re8i:»Tii- 
ción  quepa  otra  recurso  que  el  de  casación  en  au  ca^o  y  mediantii 
protesta  formulada  al  efecto  dentro  de  tercero  día. 

Si  se  formulasen  artículos  de  previo  pronunciamiento^  se  evtari 
á  lo  prevenido  en  el  tit.  2.^,  lib.  3.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal. 


Al  examinar  el  art.  6.<>  ya  hicimos  notar  la  relación 
estrecha  que  existe  entre  aquól  y  el  art.  41.  El  art.  6.** 
establece  el  principio  con  arreglo  al  cual  han  de  resol- 
verse las  cuestiones  de  competencia,  y  el  art.  41  esta- 
blece el  procedimiento  que  ha  de  seguirse  en  las  mis- 
mas cuestiones.  Si  ocurre  alguna  duda  respecto  del 
fondo  de  la  competencia,  si  hay  necesidad  de  estudiar 
á  qué  orden  de  Tribunales  corresponderá  el  conoci- 
miento de  una  causa,  debemos  apelar  á  los  términos  del 
art.  6.<>,  bastante  claros  para  resolver  todas  las  dificul- 
tades que  puedan  suscitarse  en  este  importantísima 
particular;  pero  en  lo  que  toca  á  la  forma  como  han  de 
tramitarse  estas  cuestiones  de  competencia^  hay  qae 
deferir  en  absoluto  y  por  completo  á  los  términos  del 
art.  41. 

Ya  hemos  dicho  repetidas  veces  que,  en  el  escrito  da 
calificación,  las  partes  acusadoras  expresarán  su  crite- 
rio respecto  á  los  hechos  que  se  persiguonj  en  términos 
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claros  y  explícitos,  de  tal  suerte^  que  baste  esa  maní- 
featacióu  para  comprender  á  qué  Tribunal  correspon- 
derá continuar  conociendo  do  la  causa  de  que  se  trate. 
La  Sala  tendrá  en  cuenta  esas  cñliñeacioncs,  verá  cuál 
de  ellas  es  la  máñ  grave,  entendiendo  por  más  gi-ave  la 
calificación  de  que  se  desprenda  la  necesidad  de  impo- 
ner ima  pena  mayor  al  procesado  ó  procesados.  Si  esa 
calificación  más  gi'ave  supone  que  se  ha  cometido  un 
delito  que  es  de  la  competencia  del  Jm^udó,  la  causa  irá 
resueltamente  al  Jurado;  y  si  esa  calificación  más  gra- 
ve supone  que  se  ha  cometido  un  delito  de  la  compe- 
tencia de  los  Tribunales  de  derechoj  la  causa  deberá 
ir  á  los  Tribunales  de  derecho.  Esto  es  lo  que  dispone 
el  art.  6.^ 

Al  commiicarae  la  causa  al  procesado^  y  si  hubiera 
varios,  al  primero  de  ellos  á  qtden  haya  de  comunicar- 
se,  la  Sala  declarará  si  la  causa  corresponde  al  Tribu- 
nal del  Jurado  ó  á  los  Trib imales  de  derecho. 

Eecibida  la  causa  por  la  representación  del  procesa- 
do 6  de  los  procesados,  ésta  deberá  expresar  en  su  es- 
crito de  caliticación  si  consiente  en  la  determinación 
del  Tribunal,  ó  si  lo  estima  contrario  á  la  ley  y  á  su 
derecho,  pudiendo  discutir  este  punto  con  la  extensión 
qua  estimen  oportuna;  pero  haciéndolo  necesariamente 
al  evacuar  el  traslado  pai^a  las  conclusiones  en  el  mis- 
mo escrito  de  califlcación. 

Si  resultara  de  este  escrito  impugnada  la  designa- 
ción del  Tribunal  competente,  se  señalará  día  para  oir 
acerca  de  este  extremo  á  las  partes;  á  las  partes  dice 
la  ley,  entiéndase  bien;  no  es  sólo  á  los  procesados, 
sino  á  los  procesados,  al  llinisterio  fiscal  y  á  los  acusa- 
dores privadoSj  si  los  hubiere. 

Sobre  este  punto,  algunos  comentariBtaís  han  suscita- 
do  dudas.  Nosotros  no  comprendemos  que  haya  funda- 
mento para  formularlas,  porque  la  ley  es  bien  clara:  ha- 
bla de  partes,  y  las  partes  son  lo  mismo  los  acusadores 
que  los  defensores;  lo  mismo  el  Ministerio  fiscal,  que 
los  procesados. 
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Se  verifica  la  vista,  y  en  ella  podrán  laa  partes  ale- 
gar lo  que  estimen  oportuno  acerca  de  este  punto,  é 
inmediatamente  que  lo  hayan  alegado,  la  Sala  resol- 
verá. 

La  resolución  de  la  Sala  es  inapelable.  Contra  ella 
no  se  da  otro  recurso  que  el  de  casación^  que  ha  de  ser 
preparado,  formulando  dentro  del  tercero  día  la  opor- 
tuna protesta. 

n 

El  artículo  que  comentamos  no  se  limita  á  estable- 
cer el  procedimiento  en  las  cuestiones  de  competencia! 
consigna  también  qué  debe  hacerse  cuando  en  una  can- 
sa se  formulen  artículos  de  preño  pronunciamiento. 
En  este  caso  se  estará  á  lo  prevenido  en  el  título  2.^, 
libro  3.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  cuyas 
prescripciones  debemos  recordar  aquí,  á  ñn  de  que  las 
tengan  en  cuenta  los  que  hayan  de  practicar  en  las 
causas  que  se  tramiten  ante  los  Tribunales  de  jurados 
ese  importantísimo  incidente. 

Pueden  ser  objeto  de  artículos  de  previo  pronuncia- 
miento, las, excepciones  siguientes: 

Primera.     La  de  declinatoria  de  jurisdiccidiL 

Segunda.     La  de  cosa  juzgada. 

Tercera.     La  de  prescripción  del  delito. 

Cuarta.     La  de  amnistía  ó  indulto. 

Quinta.  La  de  falta  de  autoridad  administratiTa 
para  procesar,  en  los  casos  en  que  sea  necesario  coa 
arreglo  á  la  Constitución  y  á  las  leyes. 

Las  cuestiones  de  previo  prononciamiento,  podrán 
proponerse  en  el  término  de  tres  días,  á  contar  desde 
la  entrega  de  los  autos  para  la  calificación  de  los  he- 
chos. Las  partes  que  hubieran  de  proponerlas,  se  aba- 
tendrán  de  calificar  y  se  limitarán  á  presentar  el  escrito 
proponiendo  la  cuestión  previa  que  juzguen  ne<^sario 
dilucidar,  antes  de  que  continúe  la  sustanciacíón  del 
proceso. 
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Los  que  aleguen  esa  preteusióUj  acompañarán  al  es- 
^rito  los  documentos?  juí^tifi cativos  en  qne  la  funden  ^  y 
sino  los  tuvieran  á  su  disposieíónj  designarán  clara  y 
terminantemente  el  archivo  rt  oficinas  donde  se  en- 
cuentren, pidiendo  que  el  Tribunal  los  reclame  á 
quien  corresponda,  originales  ó  por  compulsa,  scgiín 
proceda. 

Presentarán  también  tantas  copias  del  escrito  y  do 
los  documentos  cuantas  sean  las  representaciones  de 
las  partes  personadas.,  Dicbas  Copias  se  entregarán  á 
las  mismas  en  el  día  de  la  presentación,  haciéndolo  así 
constar  el  Secretario  por  diligencia. 

Los  representantes  de  las  partes  á  quienes  se  hayan 
entregado  las  reíeridiL.s  copias,  contcF^tarán  en  el  tc5rnü- 
no  de  tres  días,  acompañando  también  los  documentos 
en  que  tunden  su  pretensión,  si  los  tuvieran  en  su  po- 
der j  ó  designando  el  archivo  ú  oficinas  en  que  se  hallen, 
pidiendo  en  este  caso^  que  el  Tribunal  los  reclame  en 
los  términos  expresados  más  arriba. 

^  TrauBcumdo  el  término  de  tres  días^  el  Tribunal  es- 
timará ó  denegará  la  reclamación  de  documentos,  se- 
gún que  los  considere  ó  no  necesarios  para  el  fallo. 

Si  no  se  presentaran  los  documentos  ó"  no  se  hiciera 
la  designación  del  lugar  en  que  se  encuentran^  no  pro- 
ducirá efectos  suspensivos  la  excepción  alegada. 

Si  el  Tribunal  accede  á  la'reclamación  de  documen- 
taos, se  recibirá  el  artículo  á  pmeba  por  el  término  ne- 
cesario,  que  no  podrá  exceder  de  ocho  días.  El  Tribu- 
nal mandará  en  el  mismo  auto  dirigir  la  comiinicación 
conveniente  á  los  Jefes  ó  encargados  de  los  archivos  ú 
oficinas  en  que  los  documentos  se  hallen,  determinan- 
do si  han  de  remitirlos  origínales  ó  por  cumpnlsa,  y 
cuando  el  documento  hubiera  de  ser  remitido  por  com- 
pulsa,  se  advertirá  á  las  partes  el  derecho  que  leB  agis- 
te para  personarse  en  el  archivo  ú  oficinas,  á  fin  de  se- 
ñalar la  parte  del  documento  que  haya  de  compulsar- 
se^ si  no  fuere  necesaria  la  compulsa  de  todo  él,  y  para 
presenciar  el  cotejo. 
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En  los  artículos  de  previa  proiiiiiieiatniento  no  se 
adniifoá  prueba  testifical, 

Trauscurritlu  el  ténuioo  do  pmeba,  el  Tribunal  %^ 
ñalará  inmediatamente  día  para  la  vista,  en  la  t¡ue  po- 
drau  informar  lo  que  convenga  á  8u  derecho  los  defen- 
sores de  las  ptirtey,  si  éstas  lo  pidieran. 

En  el  día  siguiente  al  de  la  vista,  el  Tribunal  dieta 
rá  auto  resolviendo  .sobre  las  cuestiones  propuestas.  Si 
una  de  ellas  fuera  la  do  declinatoria  de  jurisdiet-imí,  **  1 
Tribunal  la  resolverá  «ntes  qiie  las  demás. 

Cuajido  la  estime  procedente,  numdara  remitir  Iok 
autos  al  Tribunal  ó  Juez  que  considere  competente,  y 
se  abstendrá  de  resolver  sobre  los  demás. 

Cuando  se  declare  haber  lugar  á  cualquiera  de  la? 
excepciones  de  cosa  juzgada,  de  prescripción  del  iieliíi^ 
y  de  amnistía  u  indulto,  se  sobreseerá  libremente,  man* 
dando  que  hc  ponga  en  libertad  al  procesado  ó  proce- 
Bados  que  no  estén  presos  por  otra  causa. 

Si  el  Tribunal  no  estimara  suficientemente  justifica^ 
da  la  declinatoria,  declarará  no  haber  lugar  á  ella,  coB' 
fimuiudo  la  competencia  para  conocer  del  delito.  Si  no 
estima  justiliciula  cualquiera  otra^  declarará  simple- 
mente no  haber  lugar  á  admitirla,  mandando,  en  cm- 
secuencia,  continuar  la  causa  según  su  estado. 

Contra  el  auto  resolutivo  de  declinatoria,  y  contra 
aquel  que  no  admita  la  excepción  alegada  por  oosü  juz- 
gada^ prescripciLíu  de  delito  ó  amnistía  6  indulto,  pnj* 
cede  vi  recurso  de  casación. 

Contra  el  que  desestimo  cualquiera  de  estas  tres  til- 
timas  excepciones,  no  se  da  recurso  alguno,  sin  perini* 
ció  de  que  Ins  partes  puedan  reproducir  en  el  juiei<í 
oral,  como  medio  de  defensa,  las  cuestiones  previaaíptó 
se  hubieren  desestimado^  excepto  la  de  declinatoria. 

Si  el  Tribunal  estima  procedente  el  aitículo  por  falta 
de  autorización  para  procesar,  mandará  snbsanar  iranB^ 
diatamente  este  defecto,  quedando  entre  tanto  t?íi  ^ 
pensó  la  causa,  que  se  continuará,  según  su  estado,  i 
vez  concedida  la  autorización. 
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Si  solicitada  ésta  se  denegare,  quedará  nulo  todo  lo 
actuado,  y  se  sobreseerá  libremente  en  la  causa. 

Contra  el  auto  en  que  se  desestime  esta  excepción, 
no  se  dará  recurso  alguno. 

Siendo  desestimadas  las  euest iones  propuestas  como 
de  previo  pronunciamiento,  se  comuiiieará  nuevamente 
la  causa  por  término  de  tres  días  á  la  parte  que  hubie- 
re alegado  la  excepción^  para  que  proceda  á  evacuai'  el 
traslado  do  calificación  presentando  el  escrito  de  con- 
clusiones, que  no  presentó,  para  alegar  esas  exeepcio- 
neg  mismas.  • 


CAPITULO  VI 

De  lea  dlügenclEB  preparatorias  para  la  conatituclÓD 
del  Tribunal  del  Jurado. 


Art,  42.  El  Tribunal  del  Jurado  se  reunirá  denbro  de  Iftfl  é^o^ 
caá  que  se  Beñalan  ¿  continuación: 

Desde  l,^  de  Enero  k  30  de  Abril. 

Desde  1,*^  de  Mayo  á  31  de  Agosto. 

Desde  1,"  de  Septiembre  á  31  de  Diciembre. 

Lns  reuniones  se  verificarán  en  las  poblaciones  donde  existan 
Balas  6  Andieucias  de  lo  criminal,  ó  en  laa  cabezas  de  partido 
cuando  por  el  numero  de  proceaadoa  y  testigos,  la  índole  de  los 
procesos j  la  mayor  facilidad  de  las  comunicaciones  ú  otras  circuns- 
tancias, pareciere  preferible  para  la  administración  de  justicia*  En 
Baleares  y  Canarias^  el  Tribunal  del  Jurado  qne  haya  de  conocer 
de  laa  causas  de  itn  partido  judicial  que  no  radique  en  la  isla  don- 
de tenga  sn  asiento  la  Audienciftj  se  constituirá  en  la  cabeza  del 
partido  respectivo. 

El  Presidente  de  la  Audiencia  de  lo  criminal^  bajo  la  inspec* 
ción  del  de  la  terntorial  respectivaj  y  éstejpürlo  tocante  al  distri- 
to de  la  3  ala  de  lo  criminal ,  señalarán  con  la  conveniente  antíci* 
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pación  los  lugares  y  los  días  ea  que  bayaxt  de  comenzar  las  cesiones 
de  cada  período ^  y  se  pi:bücar&  el  acuerdo  en  el  Boletín  fffidal. 
También  se  podrá  acordítr  que  las  seeioneB  se  celebren  en  lugar 
más  próximo  al  en  que  so  hubiere  perpetrado  el  delito p  coando  cir- 
cunst^ncias  excepcionales  lo  exigieren. 


Este  artículo  es  uno  de  los  más  ira  portantes  de  la 
ley,  no  sólo  por  las  cuestiones  qne  en  él  se  resuelven, 
sino  por  la  necesidad  que  lia  habido  de  buscar  á  esas 
cuestiones  la  solución  más  práctica  posible,  á  ñn  de 
evitar  dificultades  é  inconvenientes  para  el  restableci- 
miento del  Jurado;  dificultades  é  inconvenientes  de 
que  ya  habían  sacado  un  gran  i)artido  en  contra  sny» 
los  advérsanos  de  esta  institución. 

El  art.  698  de  la  ley  de  1872,  disponía  lo  siginente: 

tLos  Tribunal  es  de  jurados  se  reunirán  cada  trimes- 
tre en  las  poblaciones  que  la  Sala  de  lo  criminal  acorda^ 
re.  Los  trimestreR  serán:  de  31  de  Diciembre  á  30  de 
Marzo;  de  1,^  de  Abril  á  30  de  Junio;  de  1.^  de  Julio 
á  30  de  Septiembre,  y  de  L*^  de  Octubre  á  31  deDi- 
cíembre. » 

El  proyecto  de  ley  de  1883,  que  aprobó  la  Alta  Cá* 
mará,  consagraba  á  este  punto  ios  artículos  45  y  46. 

El  art.  45j  decía: 

«Los  Tribunales  de  jurados  se  reunirán  cada  trimes- 
tre, por  punto  general,  en  las  poblaciones  en  donde  m 
baya  constituido  la  Audiencia  de  lo  criminaL 

»8tn  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior, 
podran  también  constituirse  en  cualquiera  otra  pobla- 
ción del  territorio,  cuando  lo  extraordinario  del  caso 
lo  exija,  á  juicio  de  la  Audiencia  de  lo  criminal,  y  en 
cuanto  sea  compatible  con  las  atenciones  ordinarias  de 
la  ndsmiL 

»La  Audiencia  de  lo  criminal  pondrá  la  resolución, 


Digitized  by 


Goo 


TÍT,  I*— CAP.  VI.— Afir.  42  507 

en  el  mismo  día  qiie  la  adopte,  en  conocimiento  del 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia  y  del  Presidente  del  Tri- 
bunal Supreuio.* 

El  art-  4G,  decía; 

*Los  trimestres  serán  por  el  orden  signiente:  el  pri- 
merOj  desde  15  de  Septiembre  á  15  de  Diciembre;  el 
segundOj  de  16  de  Diciembre  á  15  de  Marzo;  el  tenn^rOj 
de  16  de  Marzo  á  15  de  Junio,  y  el  cuarto,  desde  el  16 
de  Junio  al  14  de  Septiembre. 

^La  Audiencia  de  lo  criminal,  teniendo  en  cuenta  las 
circunstancias  especiales  del  territorio,  y  en  cuanto  la 
administración  de  justicia  no  experimente  cou>sidera- 
ble  retraído,  podiYi,  dentro  de  los  plazos  marcados,  ee- 
üalar  el  dia  en  que  huyan  de  constituií^se  los  Tribuna- 
les de  jurados,  y  las  causas  que  deberán  someterse  á  su 
decisión.* 

El  proyecto  presentado  á  las  Cortes  por  el  Sr.  Ahm- 
80  Martínez,  que  es  la  base  de  la  actual  ley^  decía  en  su 
artícido  50; 

cLoB  Tribunales  de  jurados  se  reunirán  cada  tri- 
mestre en  las  poblaciones  donde  exista  Bala  ó  Au- 
diencia de  lo  criminal^  j  los  trimestres  serán:  del  L** 
de  Octubre  á  31  de  Diciembre;  de  1.^  de  Enero  á  31 
de  Marzo;  de  1.^  de  Abril  á  30  de  Junio,  y  de  1.^  de 
JuUo  á  30  de  Septiembre. 


U 

Este  artículo  de  la  ley  resuelve  dos  problemas  im- 
portantísimos:  el  primero^  cuándo  debe  reunirse  el  Ju- 
rado; y  el  segundo,  dónde  debe  reunirse  el  Jiu^o. 
Esaminaremoa  separadamente  cada  uno  de  estos  pro- 
blemas. 

En  cuanto  al  primero,  el  ideal  es  que  el  Jurado  se 
reúna  en  cuanto  esté  para  verse  una  causa;  que  el  Ju- 
rado se  reúna  en  cuanto  se  baya  ultimado  la  instruc- 
ción de  im  proceso;  que  inmediatamente  y  sin  dilación 
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ese  proceso  se  vea  y  se  falle.  Las  yentajas  que  n!$nlm- 
rían  de  que  esto  Be  hiciera  y  de  que  se  procediera  ile 
ese  modo  sou  iimegablcs.  Obrando  así,  la  Administr»' 
ciÓB  de  la  justicia  sería  rápida  y  eficaz;  obrando  (tóí, 
estaría  más  vivo,  más  fresco  en  el  ánimo  deles  junidüa 
y  de  los  testigos  el  recuerdo  de  los  hechos,  y  se  facili- 
taría exti^aordinariaiueñte  la  apreciación  de  todoB  los 
pormenores  para  la  estimacióu  de  los  hechos  miBOios 
y  de  IñB  pniebaa  aducidas  respecto  de  ellos;  obran- 
do mi,  sería  menos  faeil  la  eonfabnlación^  menos  íftdl 
entro  los  testigos,  y  menos  fácil  también  entro  Iob  ju- 
rados^  ^i  llega  algún  día  (lUa  que  consideraiuos  es- 
otros desgraciado)  en  que  los  jurados  tomen  parte  ea 
esa  confabulación^  en  detrimento  do  la  misión  que  les 
incnmbe  y  del  juramento  qno  prestaran;  obrando  a^i 
sobre  todoj  so  ahorrarían  al  acusado  preso  molestias  y 
perjuicios  que  la  ley  debe  evitar,  y  nnüca,  ni  por  nin- 
gún motiyOj  quedaría  en  suspenso  la  causa  que  se  te 
siguiera, 

Eata  última  ventaja  es^  de  todas  las  que  podría  pro- 
ducir  la  adopción  de  una  base  semejante,  la  que  máñ 
merece,  en  nuestro  juicio,  fijar  la  atención.  Las  díla^ 
Clones  ociuTidas  en  una  cauBa,  qne  mantienen  en  pri* 
sión  al  acusado  antes  de  saberse  si  es  ó  no  digno  de 
pena,  han  sido  universal  y  unánimemente  censurailss; 
y  nna  de  las  rabiones  más  poderosas  en  que  se  ha  fiífl* 
dado  el  deseo,  ya  convertido  en  hecho,  de  que  al  aiití- 
guo  procedimiento  sustituyera  el  juicio  oral  y  póblia», 
es  que  se  abrevia  el  término  del  juicio  y  la  priaióo 
preventiva  se  reduce  extraordinariamente,  y  no  ft6  i^ 
el  espectáculo  de  que  durante  un  largo  número  deiBof 
se  encuentre  detenido  en  las  prisiones  del  Estado  üb 
hombre,  aguardando  a  que  los  Tribimalea  fallen  si  «« 
culpable  ó  es  inocente.  Mucho  hemos  adelantado^  M 
género  algimo  de  duda,  bajo  este  punto  de  víatti^  ooffl 
el  establecimiento  del  juicio  oral,  porque  con  el  crt»- 
bleciniiento  de  esta  forma  de  enjuiciar  ya  no  SMsdB 
posibles  casos  como  algimo  quo  recordamos  en  nuestts 
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práctica,  de  tm  procesado  que,  reducido  á  prisióu  au 
1874,110  filé  defimtivarneute  condenado  liaeta  IB82. 

m 

Por  otra  parte,  hay  que  tener  en  cuenta  que  la  exce- 
siva rapidez  en  la  tniraítación  de  las  causas  puede  ser 
fayorable  á  los  apasionamiento??,  y  conviene,  sobre  toda 
en  las  causas  importantoB,  poner  un  lapso  de  tiempo 
tal  entre  la  comisión  del  delito,  la  vista  de  la  causa  y 
el  acto  de  dictarse  el  fallo,  que  sea  bastante  para  que 
los  hombres  de  buena  voluntad  hayan  podido  recapa- 
citar seria  y  serenamente  acerca  de  los  hechos,  y  ver- 
los despojados  de  todo  aquel  atavío  de  exageración  y 
apamonaniiento  que  pueda  contribuir  á  desviar  de  m 
recto  camino  las  resoluciones  de  los  Tribunales. 

También,  si  se  adoptara  como  regla  absoluta  del  pro- 
cedimiento la  de  que  el  Jurado  se  reuniera  inmediata- 
mente después  de  ultimada  una  causa  para  verla,  se 
producirían  con  ello  tales  molestias  á  los  jurados,  ha- 
ciéndolos ir  y  venir  frecuentemente  al  lugar  en  que  ce- 
lebrara sus  reuniones  el  Tribunal,  que  llegaría  para 
muchos  á  hacerse  insoportable  el  formar  parte  de  ese 
Jurado  mismo. 

Eeconocemos  que  ésta,  en  el  orden  moral,  en  el  or- 
den de  las  ideas,  no  es  una  razón  decisiva;  porque  el 
ciudadano  tiene  el  deber  de  contribuir  á  las  fimciones 
sociales,  cualesquiera  que  sean  los  perjuicios  y  las  mo- 
lestias que  el  desempeño  de  esas  funciones  le  cauBe,  pe- 
ro no  podemos  mirar  estas  cosas  bajo  el  punto  de  vista 
»6lo  del  ideal  y  de  la  teoría,  sino  que  hay  necesidad  d© 
estudiarlas  como  son  y  como  resultan  en  los  hechos; 
como  son  y  como  resultan  en  la  vida;  y  por  consiguien- 
te, el  legislador,  que  ante  todo  aspira  á  que  la  institu- 
ción que  establece  sea  viable,  que  ante  todo  aspira  á 
que  la  institución  que  establece  no  produzca  verdade- 
ro horror  á  las  personas  que  hayan  de  contribuir  á  sa 


Digitized  by  VjOOQ IC 

^ 


«10 


COKENTABIOg  A  U.  LffY  DEL  Jt7HAl>0 


existencia,  ni  la  consideren  como  un  castigo,  como  una 
verdadera  plaga^  como  un  azote,  ha  dobido  loner  üa 
cuenta  ese  punto  de  vista,  á  fin  de  procurar  á  todo  tam- 
ce  que  el  Jurado  no  sea  odioso,  no  sea  una  institudín 
con  motivo  aboniinada  por  todos  aquellos  que  kan  Je 
conti^ibuii^  á  forinur  parte  de  los  Tribunales  populare!^ 
como  lo  sería  si  les  obligara  á  un  trabajo  eonstantej  fti 
les  obligara  á  vivir  en  una  movilidad  constante  y  á 
abandonar  por  completo  en  las  épocas  más  inoportu- 
nas sus  tareas,  sus  obligaciones  y  la  atención  do  todíi? 
sus  necesidades. 


IV 


La  mayor  parte  de  las  legislaciones  han  tenido  m 
cuenta  estos  problemas  en  su  conjunto;  no  los  ban  ü\m 
dado  ni  los  lian  resucito  bajo  un  punto  de  vista  piiroii}, 
sino  en  su  totalidad^  apreciando  y  estimando  las  di* 
versas  razones^  que  nosotros  acabamos  do  alegar  y  ex- 
poner, A  ün  de  que  sus  instituciones  produzcan  naafír* 
muía  capaz  de  armonizar  y  conciliar  todos  los  intOTeees 
y  todos  loB  ideales. 

En  InglateiTa  hay  algunos  jurados  permanentes; 
pero  fuera  de  eso,  que  es  una  verdadera  excepción,  m 
Inglaterra  mi«raa  y  en  los  Estados  Unidos,  el  Jurado 
se  reúne  cu  períodos  de  tres  ó  cuatro  meses.  La  re^líi 
general  es  que  se  renna  tres  ó  cuatro  veces  al  año.  líu 
Alemania,  la  ley  orgánica  judicial  del  Imperio  eatable- 
ce  en  su  art.  79,  que  los  Assises  se  reúnan  periódica* 
mente  cerca  de  los  Tribunales  regionales  para  ja^giiJr 
los  asuntos  criminales.  En  Bélgica,  la  ley  orgánica  a©I 
Poder  judicial  establece  en  su  art.  89,  que  la  reunión 
de  los  Assises  tendrá  lugar  cada  tres  mesos  y  que  po- 
di^án  reunirse  más  frecuentemente  si  las  necesidadds 
del  servicio  lo  exigieren.  En  Francia,  el  Jurado  »e 
reúne  también  cada  trimestre,  y  en  Portugal^  sólo  d<w 
veces  al  añOj  en  Marzo  y  en  Noviembre. 
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El  proyecto  de  ley  del  Sr-  Miiiisüo  de  Gracia  y  Jii$* 
Lcia,  base  de  la  actual  ley  española  del  Jtu'adOj  estable- 
fa,  como  hemos  visto,  las  reuniones  trimestrales;  y  la 

'omisión  del  Congreso  encargada  de  dar  dictamen  so- 
\m  diclio  proyecto,  alteró  esta  buso  después  de  im  de- 
enido  estudio  de  la  cuestión,  buscando,  como  en  toda 
¿minia  y  como  en  toda  solución,  aquello  que  pudiera 
stimarse  más  conveniente,  no  sólo  pura  el  cumplí  mié  ii- 
0  de  los  fines  que  se  persiguen  con  esta  institución, 
¡no  para  su  mayor  y  más  indiulable  vialiilidad;  y  eu 
ste  sentido,  contando  con  que  ser í un  preferibles  á  las 
euniones  trimestrales  establecidas  por  dicbo  proyecto 
e  ley,  estableció  tres  reuniones  ciíatrirnestrales  del 
urado,  de  suerte,  que  el  verano  agrícola  quedará  dí- 
ídido  en  dos  de  ellas,  á  fin  de  que  durante  esa  época 
bI  año  en  que  es  urgente  6  indispensable  por  razones 
e  economía  privada  y  de  economía  pública,  que  los 
obradores  y  propietarios  no  abandonen  sus  tareas  or- 
inai-ías,  puedan  consagrarse  tranquila  y  libremente  á 
Ikft,  HÍn  que  venga  á  ttistraerles  de  sus  ocupaciones  la 
ücmidad  de  atender  á  ninguna  función  social, 

Tiunbien  tuvieron  en  cuenta  el  precepto  que  manda 
acar  á  los  Tribunales  en  ima  época  determinada  del 
i(ü.  No  varaos  á  discutii'  abora  si  es  ó  no  justa  la  con* 
snmción  de  esas  vacaciones,  ni  vamos  á  discutir  tam- 
oco  si  es  equitativo  que  la  ley  las  establezca  para  un 
etenninado  orden  de  funcionarios,  cuando  los  demás 

los  de  otras  esferas  de  la  Administración  no  gozan  por 
linisterio  de  la  ley  de  la  propia  ventaja;  no  vamos  á 
dveilir  tampoco  que  las  vacaciones  se  conservan  más 
ue  en  beneficio  de  los  Jueces,  en  beneficio  de  los  Le- 
rados,  ni  sí  las  exigen  y  demandan  las  condiciones  di- 
latólo gicas  de  la  mayor  parte  del  País:  todo  esto  nos 
arece  ocioso.  El  becbo  es  que  la  tey  y  la  costumbre 
an  establecido  aquí  esas  vacaciones,  qno  en  diversas 
pocaa^  bajo  tm  Gobiei-no  republicano  y  bajo  un  Go- 
iemo  conservador,  se  ha  tratado  de  que  desaparecie- 
m  y  no  ha  sido  posible  conseguirlo.  Quizá  convendría 
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ir  reduciendo  el  período  consagrado  á  ellas  para  acabar 
por  extinguirlas;  pero  repetíoaos  que  esto  no  es  propio 
de  este  lugar,  ni  los  autores  de  la  ley  del  Jurado  ha- 
bían de  aumentar  las  dificultades  de  su  obra,  esas  na- 
turales dificultades  que  tiene  siempre  el  arraigo  y  esta- 
blecimiento de  una  institución  nueva  en  cualquier  país, 
con  nuevas  dificultades  é  inconvenientes  que  concita- 
ran, en  daño  de^  la  institución,  la  antipatía  de  las  per- 
sonas á  quienes  una  medida  restrictiva  de  tal  índole 
viniera  á  ocasionar  un  perjuicio  positivo. 

Por  esto  también  se  establecieron  los  cuatrimestres 
en  la  forma  en  que  aparecen  distribuidos  en  la  ley,  for- 
ma dentro  de  la  cual  no  es  dudoso  que  podrán  satisfa- 
cerse y  atenderse  todas  laa  necesidades  á  que  responde 
este  proyecto;  mucho  más  si  se  tiene  en  cuenta,  como 
veremos  más  adelante,  que  el  establecimiento  de  esos 
cuatrimestres  no  obsta  para  que  el  Jurado  pueda  re- 
unirse cuando  se  trate  de  casos  de  verdadera  urgencia, 
de  casos  de  indudable  necesidad,  en  el  momento  en 
que  se  hayan,  declarado  conclusos  los  autos  para  vista 
de  determinada  causa. 


La  regla,  pues,  de  nuestra  ley,  es  oue  el  Jurado  se 
reúna  cada  cuatro  meses  para  fallar  las  «ansas  declara- 
das conclusas  antes  de  la  última  quincena  del  cuatri- 
mestre anterior,  sin  perjuicio  de  la  facultad  que  se  con- 
cede á  las  Salas  de  justicia  de  mandar  que  se  reúna  el 
Jurado  para  ver  una  causa  terminada  durante  un  cua- 
trimestre cuando  sus  circunstancias  aconsejan  su  pron- 
ta terminación. 

El  Sr.  Amat  y  Furió,  al  comentar  este  precepto  hace 
algunas  observaciones  que  merecen  ser  conocidas: 
c  Quizás,  dice,  los  plazos  sean  demasiado  largos;  qui- 
zás en  algún  distrito  judicial,  sobre  todo  en  los  de  las 
grandes  capitales,  resulte  excesiva  la  tarea  que  se  en- 
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'scomienda  á  los  jurados  á  ellos  correspondientes;  quizás 
liubie.^e  sido  preferible  adoptar  un  sistema  ecléetico 
que  permitiera  mayor  número  de  reuniones  del  Jurado 
en  aquellos  distritos  donde  las  estadísticas  demostraran 
su  necesidad;  pero  á  pesar  de  todo,  en  estas  cuestiones, 
que  no  son  de  principios  sino  de  circunstancias,  cree- 
mos procedente  esperar  á  q!ie  éstas  manifiesten  los  re- 
sultados de  la  disposición  legal  é  indicar  en  su  caso 
las  reformas  que  en  ella  convenga  introducir..* 

Nosotros  opinamos  desde  luego  como  el  Sr,  Amat; 
tireemos  que  es  muy  razonable  todo  lo  que  indica,  y  sen- 
timoSj  en  efecto,  cierta  inclinación  á  que  en  el  porv^e- 
nir  se  modifique  este  articulo  de  la  ley  para  tener  en 
cuenta  las  condiciones  distintas  que  pueden  observar- 
se en  los  diversos  distiitos,  según  que  éstos  estén  for- 
mados por  poblaciones  rurales  ó  por  ciudades  tnuy  po- 
pulosas; pero  también  creemos  que  el  legislador  hubie- 
se obrado  á  ciegas  ahora  estableciendo  esa  diversidad 
de  reglas,  porque  los  datos  que  nuestras  estadísticas 
suministran  no  son  bastantes  para  apreciar  con  exacti- 
tud las  condiciones  de  cada  localidad,  y  se  necesitará 
la  práctica  de  la  ley,  y  se  necesitará  que  produzca  su 
práctica  aquellas  enseñanzas  que  la  experiencia  reco- 
niienda  y  aconseja,  para  pronunciar  acerca  de  este  pun- 
to la  última  palabra.  Debemos  esperar,  pues,  á  que  la 
experiencia  nos  ilustre  y  aconseje. 


TT 

El  Presidente  de  la  Audiencia  de  lo  criminal  y  el 
.  tle  la  territorial  en  lo  que  toca  al  distrito  de  la  Sala  da 
lo  criminal  de  la  Audiencia  que  él  preside,  señalarán 
ios  días  en  que  hayan  de  comenzar  las  sesiones  dentro 
de  cada  período  cuatrimestral.  Para  señalarlos  deben 
tener  en  cuenta  el  número  de  causas  pendientes  del 
<*onocimieato  del  Jurado,  que  ya  será  entonces  conoci- 
do por  haberse  verificado  el  alarde  de  que  más  adelan- 
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te  hablaremos.  Teadrán  también  eu  cuenta  la  entidafí^ 
duración  y  condiciones  de  las  causas,  á  fin  de  procurar 
que  todas  laa  que  hayan  de  verse  queden  \istas  dentro 
del  período  que  establece  la  ley.  Bastará  conciliar  las 
necesidades  que  nazcan  de  esas  causas  mismas,  de  sus 
condiciones  y  circunstancias^  y  de  su  índole  con  las 
conveniencias  de  la  población,  á  ñn  de  procurar  y  coa- 
seguir  que  los  jurados  y  testigos  asistan  con  la  mayor 
facilidad. 

No  se  crea  que  al  aconsejar  esto  miramos  nosotros 
exclusivamente  y  atendemos  al  interés  de  los  jurados 
y  de  los  testigos  por  ese  interés  mismo,  sino  por  el  in- 
terés de  la  ley;  porque  mientras  mayores  sean  las  faci- 
lidades que  se  den  á  los  testigos  y  jurados  para  eum* 
plirla,  la  cumplirán  mejor  y  quedará  mejor  servido  el 
interés  de  la  justicia  que  quiere  y  aspira  á  que  la  ley 
se  cumpla. 

La  duración  de  las  reuniones  del  Jurado  quedará 
subordinada  en  todos  los  casos  á  las  necesidades  que 
se  desprendan  de  las  causas  que  hayan  de  verse^  y  no 
terminarán  mientras  no  se  hayan  visto  todas  las  can* 
sas  sefialadas. 

Alguna  ley  extranjera  establece  este  mismo  princi- 
pio, y  no  ha  sido  necesario  transcribirlo,  porque  es  de 
sentido  común  que  la  reunión  no  termine  hasta  que  to* 
das  las  causas  se  hayan  visto  y  fallado. 


vn 

Puede  ocurrir,  que  por  circunstancias  extraordinarias 
y  aflictivas,  como  una  alteración  de  orden  público,  una 
gran  calamidad^  una  desdicha  inmensa  que  afecte  á 
todos  los  pueblos  de  cualquier  comarca,  recomiendea  la 
suspensión  de  las  sesiones  del  Jurado.  Sobreesté  caso 
nada  se  ha  previsto  y  nada  se  ha  dicho;  pero  es  indii- 
dable,  que  los  Presidentes  de  las  Audiencias,  bajo  su 
responsabilidadj  ñscalizados  y  censurados  por  aquellas 
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Autoridades  de  que  en  el  orden  gubernativo  dependen, 
podrán  adoptar,  si  llegara  alguno  de  esoa  casoB,  la  re- 
solución  que  la  urgencia  recomiende^  poniéndola  inme- 
diatamente en  conocimiento  del  Gobierno  para  la  reso- 
Inción  definitiva  del  conflicto.  Así  opina  el  Sr.  Bravo 
cuando  sostiene  que  dentro  de  los  períodos  establecidos 
por  la  ley  podrán  y  deberán  auspenderae  las  sesiones 
por  algún  tiempo,  cuando  lo  exijan  circunstancias  lo- 
cales aflictivas  ó  accidentales,  imprevistas  y  justifica- 
das; lo  cual,  aSade,  deberá  ponerse  inmediatamente  en 
conocimiento  del  Pi^esidente  de  la  Audiencia,  que  es  el 
que  tiene  la  facultad  de  acordarlo,  entendiéndose  res- 
pecto del  de  la  Audiencia  de  lo  criminal  qne  ha  de  ha- 
cerlo bajo  la  inspección  del  de  la  territorial. 

Nosotros  creemos  qne  esto  no  podrá  ser  acordado 
nunca  sino  por  el  respectivo  Presidente  de  la  Audien- 
cia,  é  insistimos  mucho  en  que  se  haga  bajo  la  inspec- 
ción y  vigilancia  del  Gobierno,  porque  en  todo  lo  que 
no  es  la  declaración  de  la  justicia,  en  todo  lo  que  es 
puramente  gubernativo  y  administrativo,  no  ha  de  ol- 
vidarse nunca  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  de- 
pende del  Gobierno  de  la  Kación,  y  que  éste,  el  Go- 
Í3Íemo,  obra  bajo  su  propia  responsabilidad  y  bajo  la 
inspección  parlamentaria,  á  fin  de  que  no  se  tome  ja- 
más un  motivo  de  esos  como  pretexto  para  manejos  re- 
probados é  ilícitos,  ó  para  fines  que  no  sean  de  ver- 
dadero interés  público. 

Nada  tiene  que  ver  todo  esto  con  la  suspensión  del 
Jurado  que  puede  acordarse  en  viitud  de  lo  dispuesto 
en  los  últimos  artículos  de  la  ley,  acerca  de  cuyo  extre- 
mo ya,  en  su  lugar  oportuno,  haremos  las  considera- 
ciones que  creemos  más  conducentes  y  atinadas  al  cum- 
plimiento de  la  ley  misma. 
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El  segundo  problema  que  resaelre  el  artículo  de  la 
ley  que  estamos  comentando  es  el  relativo  á  dónde 
debe  reunirse  el  Jurado,  En  este  punto,  el  ideal  den- 
tro del  derecho  y  del  procedimiento  es  acercar  la  jus- 
ticia á  lo  justiciable^  hasta  constituir  los  Tribunales  á 
Jurados  que  hayan  de  juzgar  los  delitos^  en  el  mismo 
lugar  en  que  se  cometan- 
Este  principio  engrana  de  una  manera  perfecta  en 
el  flistema  que  constituye  la  base  de  nuestro  procedi- 
miento criminal  y  ea  uno  de  los  que  má^  contribuyen 
é  justificar  el  restablecimiento  del  Jurado,  porque  en* 
tendemos  que  se  acerca  la  justicia  á  lo  justiciable,  na 
sólo  cuando  en  realidad  de  verdad  y  materialmente 
se  aproxima  el  Tribunal  á  la  localidad  en  que  se  co- 
mete el  delito,  hasta  el  punto  de  constituirse  en  ella, 
sino  cuando  el  Tribunal  está  compuesto  de  tales  ele- 
mentos, que  entre  los  elementos  que  le  constituyen  y 
aquellos  que  han  de  contribuir  al  esclarecimiento  del 
delito,  resulta  uua  cierta  identificación,  una  relación 
constante;  de  manera  que  sea  más  fácil,  por  virtud  de 
esa  identificación  y  por  virtud  de  esa  reíaeión  misma, 
la  averiguación  de  lo  ocurrido  y  el  castigo  de  los  ciü- 
pables. 

El  Tribunal  del  Jurado,  que  es,  como  hemos  dicho  en 
nuestro  comentario  al  art.  33,  un  Tribunal  de  conveci- 
nos, por  el  heeho  de  serlo,  resulta  ya  aproximado,  en 
cuanto  es  posible  aproximarlo,  á  lo  justiciable,  y  mucho 
más  que  ninguno  de  los  Tribunales  de  derecho,  que  des- 
de luego  han  de  estar  compuestos  y  formados  por  ele- 
mentos extraños  á  la  localidad  en  que  el  delito  se  co- 
meta. 

El  ideal  en  este  punto  seria,  pues,  constituir  un  Ju* 
rado  en  cada  localidad  donde  se  coraetieni  un  delito  y 
con  elementos  tomados  de  aquella  localidad  misma. 
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Ente  ideal  es,  por  hoy,  de  imposible  ó  al  menos  de  di- 
fícil realización;  y  lo  que  ha  podido  procuraiíie,  y  lo  que 
ha  procurado,  sin  género  alguno  de  duda,  la  ley,  es  apro- 
ximarse á  ese  ideal  tanto  como  las  circunstancias  lo 
han  permitido. 


m 


En  este  punto,  como  en  lo  que  se  refiere  á  las  opocas 
que  habían  de  fijarse  para  la  reunión  del  Jurado,  ha 
habido  que  tener  en  cuenta  ventajas  ó  inconvenieutt'S 
que  nosotros  también  debemos  examinar. 

Aproximando  la  justicia  á  lo  justiciable  hasta  el  pim- 
to  de  que  en  la  misma  localidad  en  que  se  cometiera 
un  delito  se  constituyera  el  Tribunal ,  se  conseguiría^ 
desde  luego,  que  los  testigos  excusaran  menos  ó  no  ex- 
cusaran nunca  su  asistencia,  y  cuando  asistieran  y  pi- 
diesen y  fuera  necesario  otorgarles  una  indomuizacíón, 
ésta  no  podría  ser  grande,  disminuyendo  así  loa  gas- 
tos que  ocasiona  el  establecimiento  de  nuestra  actual 
ley  del  Jurado  y  que  ha  ocasionado  también  el  esta- 
blecimiento del  juicio  oral  y  público.  De  este  modo  se 
"Contribidría  de  una  manera  más  perfecta  y  completa  á 
la  administración  de  justicia. 

La  ejemplaridad  en  esas  condiciones  sería  más  viva, 
no  sólo  porque  presencian  el  juicio  los  habitantes  de  la 
localidad  donde  el  delito  se  ha  cometido,  sino  porque 
podría  atenderse  á  la  necesidad  de  que  vean  sustanciar 
más  de  cerca  las  causas  criminales  los  habitantes  de 
aquellas  regiones  donde  los  delitos  sean  más  frecuen- 
tes. Apreciando  de  xma  manera  más  tangible  la  justi- 
cia de  los  fallos,  quedarían  más  en  relieve,  cerca  do  las 
poblaciones  donde  la  criminalidad  es  frecuente,  los 
efectos  de  esa  criminalidad  misma. 

Un  Tribunal  constituido  en  el  mismo  lugai'  en  que 
»e  cometió  el  delito,  tiene  más  aptitud  que  otro  cons- 
tituido en  localidad  ó  región  distinta,  para  conocer  bien 
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los  accidentes  del  proceso,  en  relación  con  el  BÍtio  en 
que  tuvieron  lugar  los  hechos. 

Por  últimOj  siempre  que  llegara  el  caso  de  practicar 
alguna  prueba  de  inspección  ocular  que  se  estimara 
necesaria  é  indispensable  para  apreciar  los  hechos,  en 
esas  condiciones  sería  más  fácil  practicarla.  Este  gene- 
ro de  pruebas  es  en  muchos  casos  decisivo;  en  primer 
lugar,  porque  es  indudable  que  el  sitio  en  que  se  han 
verificado  los  hechos  contribuye  á  iluminarlos^  á  esela- 
i-eoerlos,  suministra  pormenores  y  datos  de  gran  valor, 
y  aporta  al  juicio  un  elemento  que  puede  hacer  estéril 
la  confabulación  de  los  testigos^  ó  la  resistencia  de  los 
procesados  á  declarar  ó  confesar  su  participación  en  los 
hechos.  En  segundo  lugar,  porque  una  experiencia 
constante  ha  demostrado  que  siempre  que  se  pueden 
rehacer  las  circunstancias  y  condiciones  en  que  se  co- 
metió el  delito,  ejerce  esto,  de  una  manera  tanto  ma- 
terial como  moral,  influencia  decisiva  en  el  ánimo  de 
los  testigos  y  procesados ,  y  les  obliga  á  expresarse  con 
sinceridad  y  á  proceder  con  lealtad  ante  las  indagacio- 
nes de  los  Tribunales. 

Es  conveniente  que  esta  prueba  se  practique  siem- 
pre en  el  período  de  instrucciónj  y  muchas  veces  en  el 
período  del  juicio.  Durante  la  instmceión  podrá  prac- 
ticarse conjítanteraente,  cualquiera  que  sea  la  residen- 
cia del  Tribunal;  pero  durante  el  juicio  no  podrá  lle- 
varse á  cabo  sino  cuando  el  lugar  en  que  el  juicio  m 
verifique  sea  aquel  mismo  donde  se  ha  cometido  el  de- 
lito, por  la  dificultad  y  por  la  verdadera  imposibilidad 
que  habrá  en  muchos  casos  de  hacer  que  el  Tribunal 
se  traslade  al  indicado  punto. 


Al  discutirse  en  la  Comisión  parlamentaria  del  Con- 
greso esta  cuestión  importantísima,  pesamos  cuidadosa 
y  minuciosamente  todas  esaa  ventajas;  comprendimoa 
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<iue  mientras  no  se  atienda  tanto  como  es  necesario  y 
como  se  debe  á  este  principio  de  acercar  la  justicia  á  lo 
justiciable,  no  se  habrá  conseguido  organizar  la  justicia 
de  una  manera  tan  perfeta  como  en  ío  humano  es  ha- 
cedero; mas  al  propio  tiempo,  hubimos  de  tener  eu 
cuenta  los  inconvenientes  que  se  oponen  á  la  procla- 
mación absoluta  y  sin  atenuaciones  de  ese  principio. 

Hubo  que  luchar ,  desde  luego,  con  la  oposición  que 
suscita  la  idea  de  una  magistratura  ambulante.  Esta 
idea  de  la  ambulancia,  aplicada  á  los  servicios  públi- 
cos, es  una  idea  racional  y  progresiva  y  es  también  una 
idea  justa,  porque  ni  bien  es  cierto  que  la  ambulancia 
supone  en  el  que  presta  determinados  servicios  una 
molestia  real  y  efectiya,  nadie  negará,  nadie  pondrá  en 
duda  que  el  que  presta  sus  servicios,  que  el  que  sirve 
al  País  debe  soportar  esas  molestias  en  vez  de  procurar 
que  pesen  sobre  la  generalidad  de  los  ciudadanos,  so- 
bre los  que  son  servidos,  sobre  aquellos  á  quienes  la 
Administración  sirve. 

Respecto  á  algunos  servicios ,  esta  idea  ha  hecho  ya 
su  camino-  En  materia  de  instrucción  pública,  el  maes- 
tro ambulante  es  una  de  las  instituciones  que  más  re- 
comiendan todos  los  tratadistas,  porque  sólo  mediante 
ella  puede  atenderse  á  la  necesidad  que  hay  de  llevar 
la  instrucción  á  localidades  donde,  por  estar  la  pobla- 
ción diseminada,  no  hay  grupo  alguno  que  pueda  por 
sí  solo  sufragar  los  gastos  que  origina;  pero  en  honor 
á  la  verdad,  debemos  declarar  que  esta  idea  no  ha 
entrado  bastante  en  nuestras  costumbres,  que  esa  idea 
no  se  ha  arraigado  en  nuestros  hábitos,  y  hay  todavía 
en  nuestra  manera  de  ser  y  de  pensar  algo  que  con- 
tribuye á  que  pueda  decirse  que  esa  ambulancia  cede 
en  desprestigio  de  la  magistratura. 

KosotroSj  reconociendo  que  ese  es  el  estado  de  las 
cosas  por  lo  que  á  este  punto  se  refiere,  no  vacilamos 
ni  titubeamos  en  declarar  que  los  que  tal  piensan  las 
miran  superficialmente  y  atienden  más  á  su  aspecto 
que  á  su  realidad,  más  á  su  forma  que  a  su  esencia,  y 
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que  no  juzgan  bien,  por  tanto,  de  lo  que  puede  y  debe 
ser  la  ambulancia. 

El  autor  de  estas  páginas  recuerda  que,  allá,  en  log 
primeros  días  de  su  juventud,  estudiaba  Humanidades 
en  nn  ¡meblo  de  provincia  al  cual,  por  no  tener  Instito* 
to,  venía  todos  los  veranos  una  Comisión  de  Profeso- 
res ó  fin  de  establecer  Tribunales  ante  los  cuales  ha- 
bían de  veTÍfiearse  los  exámenes  de  curso  y  para  la 
reválida  de  grados.  Pues  bien;  aquella  Comisión  de  Pro- 
fesores, que  venía  en  nombre  y  representación  del  Es- 
tado á  desera  pefiar  un  importante  y  grave  servicio  pú- 
blico, era  recibida  por  los  estudiantes  y  por  la  población 
con  verdadero  aplauso;  se  la  agasajaba  extraordinaria- 
mente y  no  había  absolutamente  nada^  en  ninguno  de 
los  actos  que  se  verificaban  con  este  motivo,  que  pa* 
diese  redundar  en  desprestigio  y  menoscabo  de  la  res- 
petabilidad de  aquellos  ancianos  Profesores  que,  aban- 
donando el  lugar  de  su  residencia,  venían  al  pueblo 
düude  lea  tocaba  ejercer  una  alta  6  importante  misión; 
misión  que  no  supera  en  modo  alguno  á  la  que  se  en- 
comienda á  los  Magistrados- 

Desde  aquellos  días  ha  pensado  el  autor  de  este 
Libro  que  en  la  ambulancia  no  hay  nada  que  pueda 
ceder  en  descrédito  y  menoscabo  de  la  respetabili- 
dad de  la  magistratura^  y  cree  que  si  esa  am bulan 
cia  se  establece,  como  en  realidad  la  establece  el  ar- 
tículo 42,  ó  si  se  generaliza  y  extiende  á  más  caaos 
que  á  los  qiie  éste  seSala,  no  nacerá  de  aquí  nada  que 
pueda  ser  mortificante  y  depresivo  para  los  Magistra- 
dos, porque  éstos  serán  recibidos  en  las  poblaciones  á 
donde  vayan,  siempre  de  una  manera  osteutosa  y  dig- 
na, y  no  faltará  en  parte  alguna  un  lugar  decoroso  don- 
de aposentarlos,  ni  lugar  tampoco  adecuado  donde  pue- 
dan celebrar  sus  sesiones  presidiendo  los  Tribunales 
del  Jumdo,  puesto  que  no  hay  pueblo  alguno  donde  no 
exista  nna  Casa  de  Ayuntamiento  capaz  pai-a  un  ser- 
vicio de  esta  especie. 
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XI 


Y  ¿qué  más?  Ahí  esta  la  experiencia  de  1872,  eea 
t  xperieucia  lieolia  con  el  Jurado  que  pniel>a  la  exac- 
titud de  nuestras  afirra  ación  eí?,  y  que  se  ha  combatí  do, 
entre  otros  niütivos,  muy  principalmente  por  éste.  La 
prensa  enemiga  del  Jurado,  cuando  el  Jurado  funcio- 
naba,  entonces  y  después,  ha  dicho  que  era  risible  y 
vergonzoso  el  espectáculo  de  los  Magiíítrados  yendo  de 
un  pueblo  á  oü'o  para  administrar  justicia.  Eso  no  es 
cierto,  y  nosotros  apelamos  á  un  testimonio  iucontras- 
table  para  esforzar  nuestra  afirmación  y  dar  mayor  va- 
lor á  nuestro  aserto.  Eso  no  es  exacto;  los  Magistrados 
que  entonces  tuvieron  necesidad  de  ii'  de  un  punto  á 
otro  fiíeron  recibidos  en  todas  partes  de  uua  manera  tal, 
como  coiTespondiü  á  la  dignidad  de  su  misión  y  al  buen 
sentido  de  los  pueblos. 

El  Presidente  de  la  Sala  segtmda  del  Tribunal  Su- 
premOj  Sr.  Bravo,  cuyo  trabajo  acerca  del  Jurado  se 
cit-a  ya  varias  veces  en  las  páginas  de  este  libro»  depo- 
ne, aeerca  de  eete  punto,  en  términos  que  bien  merecen 
consignarse  y  extractarse.  El  es  Magistrado  y  ocupa  un 
alto  lugar  en  la  magistratura  española;  lo  era  cuando 
se  verificó  la  experiencia  del  Jurado,  y  nadie  podrá 
dudar  de  que  si  se  le  obligase  á  optar  entre  la  conve- 
niencia del  Cuerpo  a  que  pertenece  y  otras  couvenien- 
cias  sociales,  el  interés  arraigado  en  su  espíritu  le  acon- 
sejaría decididamente  resolverse  en  favor  de  16  que  la 
magistratura  entendiera  conveniente  ó  apropiado  á 
loR  consideraciones  que  su  alto  ministerio  demanda  y 
exige. 

Pues  bien;  el  Sr.  Bravo  declara  de  una  manera  ter- 
rainajite  que,  en  lo  que  á  esto  se  reficrej  en  la  experien* 
cia  de  1872  no  hubo  nada  digno  de  censura.  Dice,  que 
como  Presidente  de  la  Audiencia  de  Madrid  encargó  á 
los  Jueces  del  territorio  que  valiéndose  del  prestigio  é 
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influencia  personal  en  los  pueblos  de  su  jurisdicción, 
hiciesen  de  modo  que  las  Secciones  de  Magistrados  fue- 
sen bien  recibidas;  y  que  pronto,  por  las  comunicacio- 
nes de  sus  compañeros,  de  aquellos  de  sus  compañeros 
que  habían  ido  á  constituir  el  Jurado  en  diferentes 
puntos  del  territorio,  tuvo  el  gusto  de  vfer  que  sus  bue- 
nos deseos  habían  sido  coronados  por  el  éxito  más  eom- 
pleto. 

Refiere  minuciosamente  que  en  Talayera,  en  Avi- 
la^ en  Segovia,  en  Guadalajara,  en  Toledo  y  en  Si- 
güenza,  en  Riaza  y  en  Kedrahita,  las  Secelones  de 
Magistrados  fueron  recibidas  y  agasajadas  de  una  ma- 
nera extraordinaria  y  satisfactoria;  se  instalaron  en 
locales  convenientes,  y  durante  su  permanencia  en 
aquellos  puntos  no  recibieron  más  que  pniebas  de 
afecto,  de  respeto  y  consideración  del  vecindario.  líe- 
fiere,  por  último,  que  de  otros  pueblos  menos  impor- 
tantes, como  Puente  del  Arzobispo,  Molina  de  Ara* 
gón,  Cebreros  y  Escalona  se  les  dirigieron  peticio- 
nes y  exposiciones  firmadas  por  los  vecinos  y  por  hia 
Corporaciones  populares  de  los  mismos  puntos,  en  las 
cuales  se  les  rogaba  que  dispusieran  la  constitución  del 
(Jurado  en  aquellas  localidades  para  ver  y  fallar  las 
causas  por  los  delitos  cometidos  en  las  mismas,  porque 
los  habitantes  de  esas  poblaciones  estaban  ansiosos  de 
dar  bospitalidad  á  las  Secciones  de  Magistrados,  esti- 
mando que  la  presencia  de  éstos  en  aquellos  pueblos, 
sería  un  hecho  beneficioso  para  los  mismos,  y  una  ven- 
taja que  merecí aj  á  su  juicio,  ciertamente,  ser  anhelada 
y  pretendida. 

Después  de  esto,  decir  que  la  magistratura  se  des- 
considera y  menoscaba  porque  los  Magistrados  vayan 
á  ejercer  su  alta  misión  á  los  pueblos  cuando  sea  nece- 
sario ver  y  fallar  alguna  cansa,  nos  parece  de  todo 
punto  imposible. 
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El  Sr.  Bravo  dedujo  de  todos  aquellos  hechos  y  ex- 
puso al  Gobierno,  entre  otras  conclusiones,  la  de  que 
las  Secciones  habían  sido  recibidas  en  todas  partes  con 
demostraciones  de  gran  respeto  y  consideraciÓBj  de  lo 
cual  se  deducía  la  alta  estimación  en  que  estaba  la  nía- 
gistratur^j  toda  vez  que  espontáneamente  se  hacía  nquí 
lo  que  en  la  mayor  parte  de  las  Naciones  está  precep- 
tuado hasta  con  sancicn  penal. 

Se  deduce  también  de  esto  que  el  principio  de  la  am- 
bulancia consignado  en  la  ley  de  1872  no  entrañaba 
los  defectos  é  inconvenientes  que  algunos  han  supues- 
to; y  nosotros  creemos  que  entre  ceder  y  someterse  á 
las  consideraciones  que  establece  y  afirma  el  8r.  Bra- 
vo, á  ceder  á  los  comentarios  maliciosos  de  algún  pe- 
riodista preocupado  que  no  sabe  el  daño  que  hace  con 
su  crítica  ligera,  irreflexiva  y  chispeante,  la  razón  y  la 
conveniencia  aconsejan  ceder  y  someterse  y  aceptar  sin 
dudas  ni  vacilaciones  de  ninguna  especie,  lo  que  el  se- 
ñor Bravo  dice  y  lo  que  el  señor  Bravo  afirma. 

Podrá,  pues,  la  ambulancia  de  la  magistratura  tener 
otros  inconvenientes;  tiene,  sin  duda,  el  de  las  moles- 
tias que  se  causan  á  los  mismos  Magistrados  á  quienes 
se  obliga  á  ir  de  una  parte  á  otra;  tiene  el  de  que 
hay  que  abonar  crecidas  dietas  que  pueden  ascender  á 
una  cantidad  importante,  aunque  esta  dificultad  se 
compensa,  sin  duda,  con  la  consideración  de  que  al 
mismo  tiempo  menores  serán  las  dietas  é  indemniza- 
ciones que  habrá  que  abonar  á  los  jurados  y  testigos  á 
quienes  no  se  obliga  á  moverse  de  la  localidad  en  que 
viven.  Tendrá  el  inconveniente  de  que,  obligando  á  los 
Magistrados  á  salir  del  punto  en  que  residen,  quizá  su- 
fra algún  abandono  la  justicia  que  administran  los  Tri- 
bunales de  derecho,  porque  mientras  las  Secciones  de 
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Magistrados  van  á  presidir  el  Jurado  establecido  en  di- 
versas localidades,  no  podrán  consagrarse  al  despacho 
de  los  asuntos  que  han  de  ver  ellos  exclusivamente  en 
fius  Audiencias.  Habrá  que  estimar  la  repugnancia  de 
los  Magistrados  mismos  á  abandonar  su  residencia,  so- 
bre todo  en  determinadas  épocas  del  año  y  tratándose 
_de  determinados  lugares  cuyos  medios  de  comunica- 
ción sean  deficientes,  lo  cual  sucede,  por  desgracia,  eu 
muchos  puntos  de  nuestro  País;  habrá  que  tener  en 
cuenta  que  estas  molestias  son  estímulos  para  relmir 
aquella  obligación,  porque  la  naturaleza  humana  asi  lo 
quiere,  y  se  podrá  pensar  que  es  conveniente  no  piü- 
venir  á  los  Magistrados  contra  el  Jurado,  puesto  que  la 
magistzrátui*a  ha  de  ser  el  elemento  más  importante  de 
cuantos  han  de  contribuir  á  la  realización  y  á  la  prác- 
tica de  esta  ley.  Tero  de  eso  á  rechazar  en  absoluto  el 
principio  de  la  ambulancia  media  un  abismo. 


XTTT 

Todo  esto,  todas  estas  consideraciones  aconsejaba, 
y  por  eso  las  tuvo  en  cuenta  la  Comisión  del  Congre 
so,  limitar  el  principio  de  la  movilidad  y  de  la  ambu- 
lancia de  los  Magistrados;  pero  no  ninguna  otra,  que 
no  puede  invocarse  ciertamente  en  este  pimto,  eoiiio 
hemos  demostrado  de  una  manera,  á  nuestro  juicio,  sa- 
tisfactoria y  eoncluyente. 

Atendiendo  todos  esos  inconvenientes  y  ventajas, 
llegamos  á  la  redacción  del  páiTafo  segtmdo  del  art.  42 
que  es  una  verdadera  transacción  y  que  se  completa 
con  lo  dispuesto  en  la  última  parte  del  párrafo  tercero 
del  mismo  articulo;  y  llegamos  á  e^stablecer  que,  como 
regla  general,  las  reuniones  se  verifiquen  en  las  pobla 
cienes  en  donde  exista  Sala  ó  Audiencia  de  lo  crimi 
nal,  ó  en  la  cabeza  de  partido. 

Esta  regla  general  ha  de  cu  tenderse  en  el  sentido 
de  que  las  reuniones  deben  verificarse  en  la  cabeza  de 


Digitized  by 


Google 


TÍT.  I.— CAP.  YI, — AKT.    42  ^HS 

partido  cuando  por  el  número  de  procesados  ó  de  tes- 
tigos, ó  por  la  índole  de  los  procesos^  por  la  mayor 
facilidad  de  las  comunicaciones  6  por  otras  cii*cuns- 
tanciafí  pareciera  preferible  para  la  administración  de 
justicia. 

Hay  que  tener  en  cuenta  que,  en  este  caso  y  siempre 
que  concurran  estas  circunstancias,  tan  obligatorio  es 
que  la  reunión  del  Tribunal  del  Jurado  se  verifique  en 
la  cabeza  de  partido,  como  obligatorio  ea  que  se  veri- 
fique siempre  en  la  población  donde  exista  Sala  ó  Au- 
diencia de  lo  criminal;  es  decir,  que  los  Presidentes  de 
las  Audiencias,  que  son  los  que  deben  determinar  el  lu- 
gar en  que  han  de  verificarse  esas  reuniones  del  Tribu- 
nal del  Jurado  j  deben  aplicar  lo  dispuesto  acerca  de 
ese  pimto  de  ima  manera  lata  y  amplia,  teniendo 
en  cuenta  que  el  espíritu  de  la  ley  lia  sido  aproximar 
todo  lo  posible  la  justicia  &  lo  justiciable,  y  hacer  que 
siempre  que  una  indicación  terminante  aconseje  que  la 
reunión  se  verifique  en  una  de  las  cabezas  de  partido, 
tenga  lugar  en  ese  punto  y  no  en  otro  alguno. 

Esto  es  lo  que  opinan  todos  los  comentaristas  de  la 
ley  del  Jurado  que  antes  que  nosotros  han  expuesto 
eu  opinión  acerca  del  sentido  y  alcance  de  dicha  regla; 
y  esa  es  también  la  opinión  del  Sr.  Bravo  que  citamos 
de  una  manera  preferente  y  señalada  por  las  condicio- 
nes que  en  él  concurren,  y  porque  creemos  que  los  Pre- 
sidentes de  Audiencia  han  de  acoger  con  respeto  y  con 
deseo  de  obedecerlos  y  seguirlos  las  inspiraciones  y 
consejos  de  persona  que  tan  alto  lugar  ocupa  en  la  ma- 
gistratura española  y  cuyo  carácter  aleja  todo  senti- 
miento de  desconfianza  respecto  á  la  manifestación  de 
sus  opiniones. 

Nosotras  aconsejamos  á  los  Presidentes,  de  nna  ma- 
nera sincera,  leal  y  desinteresada,  que  pongan  todo  su 
empefío  en  practicar  este  principio  con  la  mayor  pnre- 
Zñ^  y  atendiendo  en  cada  caso  iraparcial  y  prudente- 
raenta  á  lo  que  la  conveniencia  pública  aconseje,  por- 
que depende  muchOj  en  nuestro  juicio,  el  éxito  de  la  ley 
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del  Jurado  de  que  esta  regla  se  aplique  de  una  mana* 
ra  estricta  y  sin  vacilaciones  de  mngiin  género. 


XIV 

La  única  excepción  que  tiene  aquella  regla  genenil 
está  contenida  en  el  tercer  párrafo  del  art.  42,  según 
el  cual,  también  se  podrá  acordar  que  las  sesiones  se 
celebren  en  un  lugar  más  próximo  á  donde  se  hubiere 
perpetrado  el  delito,  cuando  circunstancias  excepciona- 
les lo  exigieren.  Esta  regla  ya  no  debe  aplicarse  con 
la  misma  latitud,  ni  con  la  misma  amplitud  que  la  an- 
terior, que  la  que  establece^  desenvuelve  y  complemen- 
ta el  principio  general,  porque  realmente  el  legislador 
ha  querido  que  para  que  las  reuniones  se  verifiquen  en 
un  punto  que  no  sea  cabeza  de  partido  ni  residencia  de 
Audiencia  alguna,  haya  circunstancias  excepcionales 
que  lo  indiquen  de  una  manera  terminante. 

Esas  circunstancias  pueden  ser  la  índole  ó  impor- 
tancia de  los  procesos  ó  el  mayor  ó  menor  interés  que 
la  opinión  pública  haya  tomado  en  el  curso  y  vicisitu- 
des de  una  causa,  la  complicación  de  los  hechos  que 
pueda  hacer  necesaria  la  inspección  del  lugar  en  que 
el  delito  se  cometió  mientras  se  verifica  el  juicio;  el  nú- 
mero de  testigos  ó  de  procesados^  pues  si  este  número 
excede  de  lo  que  ordinariamente  suele  ocurrir  en  mi 
proceso,  entonces  desde  luego  deberá  disponerse  que  el 
Jurado  se  reúna  allí  donde  el  delito  se  cometió. 

En  eptos  últimos  tiempos  se  han  tramitado  algunas 
fmusas  importantes  que  pueden  servir  de  ejemplo  para 
practicar  la  regla  que  establece  esta  segunda  excep- 
ción. Oitaremos  el  famoso  asesinato  de  la  íerísocana,  las 
cansas  seguidas  contra  los  afiliados  de  la  Mano  negra 
y  la  misma  causa  del  Muerto  resucitado  de  Plasencia, 
8i  estas  causas  hubieran  de  haberse  tramitado  ante  el 
Jurado  y  los  hechos  acaecidos  en  ellas  hubiesen  tenido 
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lugar  en  poblaciones  quo  no  ftieren  cabeza  de  partitla 
ó  donde  no  existiera  Audiencia  de  lo  criminal,  desda 
luego  debería  haberse  dispuesto  que  el  Jurado  se  cdus- 
titnyera  en  el  lugar  del  delito,  en  el  lugar  donde  se  hu- 
biera verificado  la  instrucción  y  donde  se  siguiera  la 
causa. 

No  ha  podido  la  ley  determinar  de  una  manera  tüAb 
concreta  y  señalada  cuáles  son  las  circunstancias  ex- 
cepcionales que  han  de  tenerse  en  cuenta  para  aplicar 
esta  regla,  y  no  podemos  nosotros  tampoco  descender 
á  seíialarlas  y  demostrarlas,  ni  descender  á  expresar 
las  de  un  modo  más  especial  y  termiuante;  pero  cree- 
mos que  basta  con  estos  ejemplos  y  con  las  indicacio- 
nes que  hemos  hecho,  pai^a  que  el  art.  42  se  practique 
en  la  forma  en  que  debe  practicarse. 


XY 


Corresponde  á  los  Presidentes  de  las  Audiencias  de 
lo  criraiDal  y  al  de  la  Audiencia  territorial  en  su  easo, 
el  señalamiento  de  los  lugares  en  que  debe  reunirse  el 
Jurado,  dentro  de  las  reglas  establecidas  en  este  ar- 
tículo 42.  Los  Presidentes  de  las  Audiencias  de  lo  cxi- 
minal  han  de  proceder  en  este  punto  bajo  la  inspección 
del  Presidente  de  la  Audiencia  territorial,  como  han  de 
proceder  también  bajo  esa  inspección  respecto  al  seña- 
lamiento del  día  en  que  ha  de  reunirse  el  Tribunal 

Pero  no  dice  la  ley  en  qué  forma  ha  de  verificarse 
esa  inspección.  ííosotros  creemos  que,  en  la  generali- 
dad de  los  casos,  bastará  con  qne  el  Presidente  de  la 
Audiencia  de  lo  criminal  que  haga  el  sefíalamieuto  del 
lugar  y  del  día,  lo  ponga  en  conocimiento  del  Presiden- 
te de  la  Audiencia  territorial.  Así  debe  proceder  respec- 
ta A  aquellos  casos  en  que  no  existan  dudas  ni  motivo 
racional  bastante  á  suscitarlas;  pero  cueuido  quiera  que 
pueda  haber  alguna  acerca  del  señalamiento  del  lugar 
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y  del  día,  antes  de  proceder  á  ese  señalamiento,  el  Pre- 
sidente  de  la  Audiencia  de  lo  criminal  á  quien  toca  ha- 
cerlo, debe  consultar  al  Presidente  de  la  del  territorio; 
así  como  éste,  haciendo  uso  de  sus  facultades  de  ins- 
pector, teniendo  en  cuenta  las  causas  que  se  tramitan 
en  las  diferentes  Audiencias  de  su  jurisdicción,  podrá 
y  deberá,  antes  de  que  llegue  el  momento  de  hacer 
esos  señalamientos,  advertir  lo  que  crea  oportuno  ac*ir- 
ca  de  ellos  á  los  Presidentes  de  las  Audiencias  de  lo 
criminal. 

Son  estas  cuestiones  puramente  gubernativas^  y 
acerca  de  ellas  conviene  que  se  proceda  con  gran  celo 
y  con  gran  diligencia  lo  mismo  por  parte  de  los  Pre- 
sidentes de  las  Audiencias  de  lo  criminal ,  que  por 
parte  de  los  Presidentes  de  las  Audiencias  territoria- 
les, á  fin  de  que  estos  últimos  se  adelanten,  siempre  que 
sea  Becesario,  á  prevenir  a  aquéllos  qué  es  lo  que  de- 
ben hacer  ó  en  qué  forma  deben  proceder  respecto  al 
punto  de  que  se  trate. 

La  Comisión  que  examinó  el  proyecto  de  ley  del  Ju- 
rado en  la  Alta  Cámara,  propuso  á  la  misma  que  e^oa 
sefialamientos  los  hicieran  en  vez  de  los  Presidentes 
respectivos  las  Salas  de  las  Audiencias  de  lo  criminal 
ó  quienes  tocara  presidir  y  dirigir  las  reuniones  del 
Tribunal  del  Jurado.  De  esta  manera  se  convertía  es^e 
señalamiento  en  un  acuerdo  judicial,  en  vez  de  un 
acuerdo  gubernativo-  El  Senado  aprobó  el  artículo  en 
los  términos  que  proponía  su  Comisión;  pero  la  Comi- 
sión mixta,  más  tarde,  restableció  en  este  punto  lapri- 
mitiva  redacción. 

Tuvo  para  ello  en  cuenta  que  el  pensamiento  que 
animó  á  la  del  Congreso  al  proponerlo,  fué  deliberado  * 
y  parto  de  una  laboriosa  transacción,  y  que  se  qni^fi 
dar  á  esto  carácter  gubernativo  para  dejarlo  más  suje 
to  á  la  acción  del  Ministerio,  que  á  su  vez  lo  está 
á  la  crítica  parlamentaria,  y  en  general  á  los  estímulo^ 
de  la  opinión  pública;  fuera  de  que  la  opinión  públic;i 
y  la  acción  parlamentaria  podían  así  servir  de  contra- 
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peso  á  los  estímulos  que  aconsejaran  y  moviesen  á  las 
«alas  de  lo  criminal  para  no  determinar  que  las  reunio- 
nes se  verifiquen' fuera  del  punto  en  que  las  mismas 
tienen  su  residencia. 

La  modificación  del  Senado  era,  pues,  transcendenta- 
lísima  y  podía  ser  perjudicial,  porque  no  se  compadece 
mucho  con  ella  la  facultad  inspectora  concedida  á  los 
Presidentes  de  las  Audiencias  territoriales,  y  porque  ha- 
ciendo esto  un  asunto  de  carácter  puramente  judicial, 
se  le  sacaba  de  la  esfera  de  los  actos  de  Gobierno  á  que 
la  Comisión  del  Congreso  quiso  reducirlo. 

En  la  práctica,  la  fórmula  acordada  habrá  de  produ- 
cir excelentes  resultados.  El  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia podrá,  bien  por  sí,  bien  por  las  excitaciones  que 
se  le  dirijan  en  el  Parlamento,  bien  por  las  excitacio- 
nes que  se  le  dirijan  en  la  prensa  ó  por  cualquier  otro 
medio  que  revele  el  estado  de  la  opinión,  influir  de  una 
manera  decisiva  en  el  señalamiento  del  día  y  del  lu- 
gar para  determinadas  causas,  y  esto  es  lo  que  se  ha 
querido  que  suceda.  Así,  esa  facultad  inspectora  con- 
cedida á  los  Presidentes  podremos  ejercerla  todos,  ya 
como  Diputados,  ya  como  periodistas,  ya  como  ciuda- 
danos exclusivamente,  dirigiendo  nuestras  peticiones 
y  reclamaciones  á  los  Cuerpos  Colegisladores  ó  al  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia;  ya,  por  último,  como  hom- 
bres de  Gobierno  los  que  lo  sean  y  tengan  en  sus  ma- 
nos la  administración  de  los  negocios  públicos.  De  to- 
das las  que  crea  la  ley  del  Jurado  esa  es  una  de  las  más 
importantes  y  una,  por  lo  tanto,  de  las  que  más  deben 
estar  sometidas  á  los  resortes  mismos  del  Gobierno 
parlamentario,  que  son  las  más  eficaces,  después  de 
todo,  para  conseguir  que,  en  este  punto,  se  proceda 
con  arreglo  á  lo  que  el  legislador  ha  querido  y  á  lo 
que  las  más  altas  conveniencias  aconsejan  y  recomien- 
dan por  lo  que  toca  á  la  Administración  de  justicia  y  á 
la  práctica  sincera  del  ensayo  leal  de  la  institución  que 
ioy  se  restablece. 

34 
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l-^i"'  Art.  43.     Para  llevar  á  efecto  lo  dispuesto  en  el  artículo  an- 

'^^--  terior,  las  Salas  ó  Audiencias  de  lo  criminal,  y  en  su  caso  las  res- 


pectivas  Secciones,  harán  en  los  días  16  de  Diciembre,  de  Abril  y 
de  Agosto  un  alarde  general  de  las  causas  de  cada  partido  que  se 
hallen  en  estado  de  someterse  al  Jurado  en  el  cuatrimestre  pró- 
ximo. 

í        *  Se  incluirán  en  este  alarde,  cuando  tengan  estado,  las  causas 

por  delitos  que  competan  al  Tribunal  del  Jurado,  formadas  con 
arreglo  al  tit.  3.^  del  libro  4.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
si  ocurre  en  ellas  lo  previsto  en  el  párrafo  primero  del  art.  796  de 
dicha  ley. 

Esto  no  obstante,  si  durante  un  cuatrimestre  llegara  alguna 
causa  al  estado  de  poder  verse  ante  el  Jurado,  y  las  circunstancias 
de  la  misma  aconsejasen  su  pronta  sustanciación,  podrán  los  Tri- 
bunales acordar  lo  conveniente  para  que  se  reúna  desde  luego  el 
Jurado  correspondiente  al  partido  de  donde  proceda,  aun  cuando 
no  se  haya  verificado  el  alarde  general. 


Antes  de  determinar  dónde  y  cuándo  ha  de  reunirse 
el  Jurado,  es  necesario  saber  en  qué  causas  va  á  ocu- 
parse, qué  causas  van  á  verse  y  fallarse  ante  ese  Tri- 
bunal, porque  se  ha  de  subordinar  el  señalamiento  del 
lugar  y  del  día  á  la  naturaleza  y  condiciones  de  las 
causas  pendientes  de  vista  ante  el  Jurado.  Por  tan- 
to, para  llevar  á  efecto  lo  dispuesto  en  el  art.  42  es  ne- 
cesario practicar  un  alarde  ó  examen  general  de  las 
causas  de  cada  partido,  que  se  hallen  en  estado  de  so- 
meterse al  mencionado  Tribunal. 

Establece  la  ley  que  este  alarde  se  haga  precisamen- 
te en  los  días  16  de  Diciembre,  de  Abril  y  de  Agosto; 
es  decir,  en  el  primer  día  de  la  quincena  anterior  al 
cuatrimestre  en  que  ha  de  reunirse  el  Jurado.  Nosotros 
opinamos  que  la  reunión  debe  verificarse  siempre  el 
día  16,  aun  cuando  ese  día  sea  festivo;  porque  si  bien 
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los  días  festivos  son  inhábiles  para  practicar  diligencias 
judiciales,  debe  entenderse  esta  regla  general  deroga 
da  por  el  precepto  del  art.  43,  en  cuanto  á  las  diligen- 
cias judiciales  de  que  en  el  mismo  artículo  se  trata. 

Por  tanto,  establecemos  como  regla  general,  que  ha 
ha  de  cumplirse  exactamente  lo  que  el  art.  43  dispone. 

Aparte  de  esta  excepción,  que  excepción  es,  pudiera 
resultar  que  en  los  días  16  de  Diciembre,  de  Abril  ó 
de  Agosto  sea  materialmente  imposible  verificar  ese 
alarde.  Si  esto  sucediera  alguna  vez,  y  si  á  juicio  de  la 
Sala  ó  de  la  Audiencia  que  ha  de  practicarle  no  pudie- 
ra llevarse  á  cabo  el  alarde  en  el  momento  en  que  la 
ley  lo  determina,  habrá  de  señalarse  otro  día,  y  éste  no 
debe  ser,  á  nuestro  juicio,  ninguno  de  los  anteriores  al 
16,  sino  d^  los  posteriores.  Nos  fundamos  para  aconse- 
jarlo así,  en  que  la  ley  ha  querido  y  señalado  la  últi- 
ma quincena  anterior  al  cuatrimestre  en  que  ha  de  re- 
unirse el  Jurado,  para  que  el  alarde  que  se  haga  lo 
sea  de  todas  las  causas  que  se  hallen  en  estado  de  ver- 
se ante  el  mismo  en  esa  época;  y  por  tanto,  se  cumple 
mejor  y  se  realiza  mejor  el  espíritu  de  la  ley  con  que  el 
alarde  se  verifique  el  17,  18  ó  19  del  mes  referido,  que 
no  con  que  se  verifique  el  14,  el  13  ó  el  12,  puesto  que 
pudiera  muy  bien  ocurrir  que  verificando  el  alarde  en 
los  días  anteriores  al  16,  y  no  en  los  posteriores,  alguna 
causa  que  en  aquellos  días  se  declarase  conclusa  y  en 
situación  de  verse  ante  el  Jurado,  no  fíiera  incluida 
en  el  alarde;  con  lo  cual  resultaría  un  pequicio  indu- 
dable para  los  procesados  afectos  á  la  resolución  de  di- 
cha causa  y  para  los  intereses  de  la  justicia  que  acon- 
sejan la  mayor  rapidez  posible  en  la  tramitación  de  los 
procesos. 

Nosotros  opinamos,  pues,  que  debe  interpretarse  el 
párrafo  primero  del  art.  43  en  el  sentido  de  que  siem- 
pre y  constantemente  esas  reuniones  se  verifiquen  y 
esos  alardes  se  lleven  á  cabo  en  el  día  que  la  ley  se- 
Sala;  y  caso  de  que  esto  fuera  materialmente  imposible 
por  alguna  circunstancia  extraordinaria  que  lo  impidie- 
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ra,  que  debe  ser  de  exti^aordinaria  gravedad  para  que 
la  determinación  del  día  haya  uatizralmente  que  dejar- 
la encomendada  á  la  Sala  ú  Audiencia  á  que  corres- 
ponda hacer  el  alarde,  entendemos  que  éste  debe  veri- 
ficarse en  el  primer  día  siguiente  al  16  en  que  sea  po- 
sible practicarlo  y  antes  de  que  termine  la  quincena  á 
que  el  mismo  corresponda. 

El  párrafo  segundo  del  art.  43  no  exige  de  nueatra 
parte  aclaración  ninguna.  Es  más:  su  razón  de  ser  ya 
queda  expuesta  y  demostrada  en  las  consideraciones 
anteriores  que  nos  relevan  de  insistir  ahora  sobre  este 
punto  secundario. 


n 


En  cuanto  al  párrafo  tercero,  ya  es  distinto;  reclama 
alguna  aclaración  que  vamos  á  hacer  tan  breve  y  su- 
mariamente como  nos  sea  dable  para  su  inteligencia 
completa. 

Dispone  ese  párrafo,  que  si  durante  un  cuatrimestre 
llegara  alguna  causa  al  estado  de  poderse  ver  ante  el 
Jurado,  y  las  circunstancias  de  la  misma  aconsejaran  su 
pronta  sustanciación,  podrán  los  Tribunales  acordar  lo 
conveniente  para  que  se  reúna  desde  luego  el  Jurado 
correspondiente  al  partido  de  donde  proceda,  aun  cuan- 
do no  se  haya  verificado  el  alarde  general. 

Eespecto  á  las  causas  que  hayan  de  motivar  eae 
acuerdo,  estamos  conformes  con  el  criterio  del  Sr.  Amat 
y  Furió,  que  opina  que  debe  hacerse  lo  que  dispone  ese 
párrafo  siempre  que  la  enormidad  del  delito,  la  alarma 
que  haya  producido  ó  el  gran  número  de  procesados 
presos  lo  aconsejen. 

Ahora  bien;  dice  el  Sr.  Amat  que  las  eausaa  j  Im 
procesos  deben  verse  inmediatamente  cuando  el  Jurado 
se  halle  funcionando,  y  que  si  no  está  en  funciones  y 
hay  que  citarle  de  nueuo^  deberá  esperarse  á  que  se  re- 
unan  tres  ó  cuatro  causas  de  esta  clase;  y  nosotros  de* 
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ducimos  de  esta  consideración  de  ese  ilustrado  comeu- 
taristaj  que  no  se  ha  penetrado  bien  de  cuál  es  el  sen- 
tido del  precepto  que  estaraos  analizando, 

Importa  poco^  al  mandar  una  causa  al  conocimiento 
del  Jurado,  que  éste  se  halle  reunido  ó  no,  porque  di- 
cho se  está  que  si  una  causa  llega  á  encontrarse  en  con» 
diciones  de  ser  vista  ante  el  Jurado  y  el  Jurado  está 
reunido,  no  por  esto  ha  de  ir  aquella  causa  al  Jurado 
que  está  ftiucionando.  Para  que  se  reuua  im  Jurado 
hay  que  proceder  á  sortear  de  la  lista  definitiva  del 
partido  judicial  correspondiente  treinta  y  seis  nombres; 
esto  ha  de  hacerse  teniendo  ya  en  cuenta  de  antemano 
las  causas  que  han  de  verse  ante  el  Jui^ado,  ante  ese 
Jurado  que  se  ha  de  formar  mediante  el  procedimiento 
que  indicamos;  y  por  tanto,  nada  tiene  que  ver,  como 
hemos  dicho,  que  el  Jurado  esté  ó  deje  de  estar  reuni- 
do para  mandarle  ó  no  una  causa  á  que  la  vea;  porque 
no  se  puede  mandar  á  un  Jurado  constituido  para  en- 
tender en  determinadas  causas  que  vea  una  distinta  de 
aquellas  que  se  tuvieron  en  cuenta  al  organizar  el  Tri- 
bunal. 

El  Sr.  Amat  confunde  aquí  la  natm^aleza  del  Jurado 
con  la  de  los  Tribunales  ordinarios  y  permanentes.  Por 
eso  hemos  creído  muy  grave  este  error  y  muy  ocasio- 
nada la  interpretación  que  hace  el  Sr.  Amat  de  los  ar* 
tículos  de  la  ley  á  equivocaciones  peligrosas.  La  idea 
de  que  lo  son  nos  ha  determinado  á  poner  en  relieve 
su  yerro,  y  á  desvanecerlo  fijando  la  manera  exacta  de 
interpretar  esa  regla. 


331 


La  inteligencia  del  párrafo  tercero  del  art,  43  exige 
ver  las  cosas  de  distinto  modo  de  como  el  Sr.  Amat  las 
ha  visto.  Lo  que  quiere  indicar  ese  ai^tículo  es^  que 
cuando  haya  verdadera  urgencia  en  la  celebración  de 
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una  vista  ó  sea  indispensable  la  vista  inTBediata  de  unii 
cansa,  se  proceda  en  forma  conveniente  y  se  reúna  un 
Jurado  que  vea  aquella  causa;  aquella  sola,  porque  nin- 
gún Jurado  puede  ver  más  causas,  repetímos,  que  las 
que  se  han  tenido  en  cuenta  al  organÍ3:arlej  puesto  que 
al  organizarle  se  han  de  practicar  las  recusaciones  mo- 
tivadas, y  estas  recusaciones  motivadas  no  pueden  te- 
ner efecto,  ni  alegarse,  ni  verificarse,  sino  cuando  se 
conocen  las  causas  que  van  á  verse  ante  el  Jurado. 

Para  comprender  bien  esto  es  necesario  fijarse  en  los 
términos  del  art.  44,  y  nosotros  llamamos  la  atención 
de  nuestros  lectores  acerca  de  lo  que  ese  artículo  dis* 
pone  y  de  lo  que  nosotros  diremos  comentando  los  di- 
ferentes, puntos  que  le  constituyen- 

Por  consiguiente,  según  lo  que  el  art.  43  ordena, 
pueden  los  Tribunales,  es  decir,  puede  la  Audiencia 
ó  Sala  de  lo  criminal  á  quien  toque  entender  en  la  sus- 
tanciación  de  una  causa,  acordar  que  se  reúna,  desde 
luego,  el  Jurado  correspondiente  al  partido  de  donde 
proceda  para  verla,  esté  ó  no  esté  reimida  á  la  sa^ón 
el  Jurado  del  propio  partido,  siempre  que  alguna  do 
las  circunstancias  que  hemos  mencionado  antea  aconse- 
jen proceder  con  esta  rapidez,  con  esta  urgencia. 

En  el  caso  de  que  esto  se  acuerde,  el  acuerdo  deberá 
hacerse  constar  ó  deberá  adoptarse  por  medio  de  un 
auto  conforme  al  art.  236  de  la  ley  do  Enjuiciamiento 
criminal,  y  este  auto  dispondrá  que  se  verifique,  respec- 
to de  aquella  causa,  todo  lo  dispuesto  en  el  art.  44  de 
la  ley  actual  y  demás  concordantes  con  él. 

Si  en  el  momento  de  disponerse  esto  se  halla  reimi- 
do  el  Jurado  del  mismo  partido  judicial,  como  quiera 
que  han  de  venir  á  formar  parte  del  Jurado  especial 
que  se  constituya  para  la  causa  urgente  los  mismos 
Magistrados  que  están  funcionando  con  el  Jurado  dú 
partido  judicial,  habrá  necesidad  de  tener  en  cuenta  al 
trabajo  pendiente  y  los  trabajos  quo  han  de  reali^arae 
para  determinar  la  fecha  en  que  el  nuevo  Jurado  ha  de 
reunirse;  pero,  por  lo  demás,  la  circunstancia  de  que  el 
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Jurado  esté  reunido  no  deberá  ser  apreciada  gara  otro 
'efecto  alguno. 

El  Jurado  especial  que  se  constituya  con  arreglo  u 
esta  disposición  sólo  podrá  entender  en  la  causa  que  ee 
ha  tenido  presente  al  mandarle  constituir,  en  aquella 
ú  cuyas  partos  se  ha  dado  intervención  para  organissar- 
le  y  constituirle. 

El  principio  general  aplicable  á  este  caso  y  á  todos 
los  demás  que  tienen  alguna  relación  con  ól,  es  quo 
ante  un  Jurado  no  puedan  verse  más  causas  que  las  do 
aquellos  que  han  intervenido  en  las  operaciones  que 
marca  el  art.  44,  como  lo  prueba  el  párrafo  segundo 
de  ese  misino  artículo ,  que  establece  que  han  de  Ber 
previamente  citados  y  podrán  asietir  el  Ministerio  fis- 
cal y  los  Abogados  defensores  de  los  acusados  y  de  los 
acusadores  particulares  en  las  causas  correspondientes 
al  partido  judicial  que  hayan  de  ser  vistas  y  senten- 
ciadas. 


Art.  44.  Después  de  Yorificados  estos  alardes,  6  en  el  caso 
del  párrafo  segando  del  articuro  anterior,  previa  la  designaclóa  del 
lugar  y  el  día  en  que  deban  comenzar  las  sesiones,  uno  de  los  Be- 
cretarloB  de  la  Audiencia  6  Sala  de  lo  criminal  de  la  Sección  res- 
pectiva^ sacará  á  la  suerte  20  jurados  de  la  list-a  de  cabezas  de  fa- 
mina,  y  16  de  la  de  capacidades  de  cada  partido  jiidit;la]^  extrayen- 
do lina  á  una  las  papeletas,  que  irá  entregando  al  Presidente  par» 
que  laa  lea  en  alta  voz,  de  cuya  diligencia  se  extenderá  la  corres- 
pondiente acta. 

Será II  previamente  citados  y  podrán  asistir  el  Ministerio  fiacal 
y  los  Abogados  defensores  de  los  acusados  y  de  los  acusadores  par- 
ticulares en  las  causas  correspondientes  al  partido  judicial  que  ha- 
yan de  ser  vistas  y  sentenciadas. 

No  entrarán  en  suerte  los  indinduoa  de  las  listas  definitivas^ 
respecto  á  las  cuales^  por  antecedentes  que  el  Juez  municipal  hu- 
biese remitido  en  virttid  del  art.  34  de  esta  ley,  ó  por  documentos 
que  lo|  interesados  presenten,  si  el  Tribunal  los  estima  bastantes, 
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consten  que  están  en  alguno  de  loa  caaos  señaladoa  en  los  artículo» 
10  y  11  de  esta  ley. 

Tampoco  entrar&n  en  sorteo  los  que  se  liubieren  excusado  jua- 
tifícadamente  por  alguno  de  los  motivos  quo  menciona  el  articu- 
lo 13. 

Oída  la  lectura  de  cada  papeleta,  el  Fiscal  y  loa  Abogados  de 
las  partes  á  que  se  reñere  el  párrafo  2.^,  cuando  asistan  al  acto, 
manifestarán  si  recusan  al  Jtirado  por  alguna  de  iaa  causas  enume- 
radas en  el  art.  12^  puntualizándola  con  todas  las  circunatancias  en 
que  funden  la  recusación. 

Así  formulada  ésta^  si  todas  las  otras  partes  presenteí^se  is&s- 
trasen  conformes  con  la  certeza  del  motivo  expresado  por  el  recti* 
sante^  se  admitirá  la  recusacLÓn  ein  más  pruebas.  En  defecto  ^e 
unanimidad,  se  sorteará  el  sustituto^  recusable  á  su  vez  del  Jurado 
recusado,  para  que  reemplace  á  éste  en  el  caso  de  ser  admitida  la 
recusación  defínitivamente,  en  vista  de  las  pruebas^ 

Se  continuará  extrayendo  papeletas  hasta  completar  el  numero 
que  señala  el  párrafo  primero  de  este  artículo^  de  j lirados  contra 
los  cuales  no  penda  recusación  por  alguno  de  loa  motivos  del  ar- 
tículo 12. 

Inmediatamente  se  sortearán  en  igual  forma  seis  HUperEumera- 
rios,  entre  los  que  residan  en  el  lugar  donde  se  bayan  de  celebrar 
las  sesiones^  cuatro  de  la  lista  de  cabezas  de  familia  y  dos  de  la  de^ 
capacidades. 

Terminado  el  acto  á  que  se  refiere  este  articulo^  laa  partes  no 
podrán  proponer  recusación  fondada  en  laa  causias  que  enumera  el 
art.  12. 


Lo  dispuesto  en  este  artículo  puede  ejecutarse  en 
tres  casos  distintos:  primero j  después  de  verificado  el 
alarde  ó  cualquiera  de  lo3  alardes  á  que  se  refiere  el 
párrafo  primero  del  art.  43;  segundo,  en  el  caso  de  que 
trata  el  párrafo  segundo  del  mismo  artículo,  cuando  en 
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el  alarde  general  que  haya  do  verificarse  en  la  quincena 
anterior  a  cualquiera  de  los  cuatrimestreSj  se  ÍBcluyan 
causa8  por  delitos  que  competen  al  Tribunal  del  Jura- 
do, formadas  con  aiTeglo  al  tít,  III,  libro  4.'^  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal,  es  decir,  en  el  caso  previs- 
to en  el  párrafo  primero  del  art.  96  de  dicha  ley;  y  ter- 
cero, cuando  los  Tribunales  acordaran  la  reunióu  del 
Jurado  para  ver  y  fallar  una  causa  urgente. 

En  cualquiera  de  estos  caeos  babrá  de  proeederse, 
respecto  de  las  causas  de  que  se  trate,  con  arreglo  á  lo 
lo  que  preáciibe  el  art.  44  que  estamos  examinando. 


II 


En  cualquiera  de  estos  tres  casos  se  reunirá  la  Au 
dionoia  ó  Sala  de  lo  criminal  A  quien  toque  entender 
en  la  causa  ó  causas  de  que  se  trate,  y  constituida  so 
verificará  una  sesión,  á  la  cual  habrán  de  haber  sido  ci- 
tados previamente  el  Ministerio  fiscal  y  los  Abogados 
defensores  de  los  acusados  y  de  los  acusadores  particu- 
lares que  intervengan  en  las  causas  de  que  se  trate,  Xo 
dispone  la  ley  cómo  ha  de  hacerse  esta  citación,  ni  qué 
plazo  ha  de  mediar  entre  el  momento  en  que  la  cita- 
ción se  hace  y  aquel  en  que  se  verifique  la  reunión; 
pero  ha  de  tenerse  en  cuenta  al  determinar  este  plazo, 
en  cada  caso,  las  circunstancias  especiales  que  en  él 
concurran  y  el  punto  en  que  residen  las  personas  cita- 
das, á  fin  de  que  tengan  por  lo  menos  doble  tiempo  del 
necesario  para  acudir  á  la  citación. 

IjOS  citados  han  de  ser  los  defensores  de  las  partes 
y  el  Ministerio  público  en  su  cualidad  de  tal  y  como  de- 
fensor y  representante  de  la  ley;  pero  esto  no  excluye 
el  que  puedan  asistir  los  procesados.  La  ley  no  lo  pro- 
hibe, y,  en  nuestra  opinión,  siempre  que  los  procesados 
quieran  asistir  á  esta  reunión  debe  permitírseles.  Así 
opinan  también  la  mayor  parte  de  los  comentaristas 
de  la  ley  del  Jurado.  El  Sr.  Bravo  dice,  que  á  la  re- 
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unión  de  que  trata  el  art.  44  podrán  asistir,  además  do 
los  defensores,  las  partes  interesadas  si  estuvieren  en 
libertad.  Los  Sres.  Pozo  y  Lago  advierten  que  aunque 
únicamente  se  ordena  que  sean  citados  el  Mluisterio 
fiscal  y  los  representautes  de  todas  las  partes,  creen 
que  los  procesados  podran  también  asistir.  Ya  hemos 
dicho  que  opinamos  de  esta  misma  manera,  y  opina- 
mos así  sin  aceptar  la  limitación  que  establece  el  señor 
Bravo,  entendiendo,  como  entendemos,  que  si  un  pro- 
cesado  preso  quiere  asistir  á  esa  reunión,  deberá  tras- 
ladársele al  local  en  que  se  celebre,  con  las  precaucio- 
nes con  que  se  verifican  las  traslaciones  de  los  proce- 
sados presos  para  asistir  á  los  juicios,  á  fin  de  que  pre- 
sencie la  reunión,  pueda  tomar  parte  en  ella  é  inter- 
venir en  sus  resoluciones  y  acuerdos^  en  la  forma  que 
estableceremos. 

Aun  cuando  ordinariamente  y  en  la  generalidad  de 
las  causas,  los  defensores  de  las  partes  conocen  bastan- 
te los  hechos  y  las  circunstancias  personales  de  cuan- 
tos han  de  intervenir  en  la  resolución  y  fallo  de  la  can- 
ea misma  para  alegar  y  proponer  las  recusaciones  mo- 
tivadas que  procedan,  es  indudable  que  los  que  poseen 
este  conocimiento  de  una  manera  más  perfecta  y  com- 
pleta, son  los  mismos,  procesados;  y  de  aqtií  ha  nacido 
la  idea  de  que  los  procesados  deben  asistir  á  las  opera- 
ciones que  hayan  de  verificarse  con  arreglo  á  lo  dia- 
puesto en  el  art  44. 

Cuando  se  discutió  en  la  Alta  Cámara  este  punto, 
el  Sr,  Sivela  supuso  que  á  ese  acto  (que  al  acto  de  que 
trata  el  art-  44)  no  hablan  de  asistir  más  que  los  Abo- 
gados y  los  Procuradores,  y  el  Sr.  Aldecoa,  de  la  Co- 
misión, combatió  este  supuesto,  diciendo:  *E1  Sr,  Sil  re- 
la  parte  de  una  base  equivocada,  y  forma  el  supuesto 
de  que  á  este  acto  no  van  á  asistir  más  que  los  Aboga- 
dos y  Procuradores.  Si  así  fuera,  es  muy  posible,  casi 
seguro,  que  los  Abogados  y  Procuradores  ignorarán 
completamente  las  relaciones  que  puedan  existir  entre 
cualquiera  de  loa  treinta  y  seis  elegidos  y  las  partes  á 
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quienes  representan ;  pero  ¿es  que  se  opone  el  artículo 
que  se  discute  á  que  conGurran  con  los  Abogados  y  Pro- 
curadores las  partea  interesadas  en  Iob  juicios?  Pues  lo 
natural  es  que,  teniendo  interés  en  estas  recusacioueíi 
motivadas,  los  primeros  que  concuiTau  sean  los  proco 
sados  ó  los  acusadores  á  quienes  representan  los  Pro- 
curadores y  Abogados.  Confieso  y  reconozco,  añade  el 
Hr.  Aldecoa,  que  esto  no  lo  dice  expresa  y  terminante- 
mente la  ley;  pero  ea  una  interpretacióu  racional  que 
no  podían  menos  de  dar  los  Tribunales  para  que  la  re- 
cusación fuera  una  verdad.  * 

Los  procesados,  pues^  deben  asistir  lo  mismo  que 
los  querellantes  particulares  si  los  hubiere. 

Cuando  los  procesados  estcn  en  libertad,  podrán  ha- 
cerlo desde  luego,  y  deberán  ser  admitidos  ú  tomar 
parte  en  las  deliberaciones  de  la  junta,  en  la  forma  que 
indicaremos  al  explicaí"  cómo  lian  de  practicarse  las  re- 
glas contenidas  en  el  art  44. 

Cuando  se  trate  de  procesados  presos,  podrán  pedir 
y  deberá  acordarse,  respecto  de  los  que  lo  pidan,  que 
sean  trasladados  al  lugar  de  la  junta,  en  la  forma  que 
hemos  expuesto  anteriormente. 


III 


Tenemos,  pnes^  constituida  la  junta.  Dice  el  párrafo 
primero  de  este  artículo  que,  una  vez  constituida,  <=uno 
de  los  Seeretaiips  sacará  á  la  suerte  veinte  jurados  de 
la  lista  de  caberas  de  familia,  y  dieciséis  de  la  de  capa- 
cidades de  cada  partido  judicial*  ó  partido  judicial  de 
que  se  trate,  puesto  que  la  reunión  puede  celebrarse, 
ya  para  constituir  el  Jurado  de  los  diversos  partidos  ju- 
diciales que  dependan  de  la  Audiencia  ó  Sala  de  lo  cri- 
minal que  presida  el  acto,  ya  para  constituir  el  Jurado 
de  un  solo  partido  judicial  conforme  á  lo  que  establece 
el  párrafo  tercero  del  art.  43;  pero  la  junta^  aunque  la 
ley  no  lo  dice,  no  debe  empezar  por  ahíj  debe  empoxar 
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por  colocar  en  la  urna  destinada  al  efecto,  con  toda  la 
Bolemnidad  y  todos  los  requisitos  necesarios,  las  pape- 
letas que  contengan  los  nombres  de  los  jurados  que 
hayan  de  ser  sacados  a  la  suerte^  y  esta  operación  ha  de 
estar  intervenidaj  como  están  intervenidas  las  opera- 
ciones subsiguientes. 

Empezará^  pues,  la  sesión  por  exhibirse  las  pápele- 
tas  que  contengan  loa  nombres  de  todos  los  incluidos 
en  las  listas  definitivas  de  jurados  en  cada  partido  ju- 
dicaL  Examinadas  estas  papeletas  á  satisfacción  de  las 
partes,  de  manera  que  conste,  sin  que  pueda  surgir  duda 
alguna,  que  en  las  urnas  que  sirvan  para  la  extracciím 
y  el  sorteo  están  contenidos  los  nombres  de  todos  los 
que  figuran  en  las  listas  definitivas,  se  procederá  á  ex- 
traer veinte  jurados  de  la  lista  de  cabezas  de  familia  y 
dieciseis  de  la  de  capacidades  de  cada  partido  judicial; 
y  esto  supone  que  ha  do  haber  dos  urnas  distintas:  um 
en  la  cual  se  iacluyan  las  papeletas  coiTespondientes  a 
los  nombres  de  todos  los  incluidos  en  las  listas  de  ca- 
bezas  de  familia  del  partido  judicíalj  y  otra  de  la  cual 
hayan  de  extraerse  los  nombres  de  todos  los  incluidos 
en  las  listas  de  capacidades  del  mismo  partido  judicial. 

En  el  examen  y  recuento  anteriores  á  la  extraecióa 
y  el  sorteo  de  los  nombres^  ha  de  procurarsej  como  ya 
hemos  dicho,  que  en  cada  urna  estén  todos  los  nombres 
de  las  listas  respectivas  y  que  no  falte  ninguno,  así 
como  que  no  haya  ningún  nombre  que  no  esté  incluido 
en  la  lista  correspondiente,  pudiendo  suscitarse  y  con- 
signarse en  el  acto  la  oportuna  protes^,  si  á  juicio  de 
las  partes  hubiera  un  nombre  dt>  más  ó  faltase  alguno 
que  deba  estar  incluido. 

La  extracción  se  verificará  sacando  una  &  tma  las 
papeletas,  que  irá  entregando  el  Secretario  al  Presiden- 
te para  que  las  lea  en  alta  voz. 
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En  este  punto,  nosotros  creemos  que  ha  debido  ha- 
cerse alguna  observación  respecto  á  la  relación  que,  á 
nuestro  juiciOj  debe  procurarse  que  exista  siempre  en- 
tre la  constitución  del  Jurado  del  partido  y  las  dlverfias 
localidades  á  que  coiTespondan  las  causas  que  hayan 
de  Terse  ante  él.  Punto  fué  éste  que  estudiamos  y  me* 
ditamos  al  contribuir  á  la  confección  y  redacción  de  la 
ley  en  la  Comisión  parlamentaria  del  Congreso^  y  de- 
claramos que  entonces  no  ocurrió  á  nadie  la  fórmula 
que  podría  escogerse  para  quo  quedara  cumplido  ese 
deseo  y  satisfecha  esa  necesidad,  á  menos  de  complicar 
excesiva  y  considerablemente  la  práctica  de  las  reglas 
que  establece  la  ley  misma  con  alguna  de  difícil  cum- 
plimiento, dado  lo  minucioso  de  los  preceptos  que  ha* 
bla  de  contener. 

Esperamos  que  la  práctica  enseñe  cómo  ha  de  lle- 
garse á  ese  resultado.  Nosotros  creemos,  desde  luegOj  y 
ya  lo  hemos  dicho  varias  veces,  que  hay  necesidad  de 
procurar,  y  de  procurar  á  todo  trance,  que  en  cada  Ju* 
rado  haya  personas  de  la  localidad  misma  donde  so  co- 
metió el  delito.  Para  conseguirlo  serla  preciso  quo  el 
sorteo  que  dispone  el  art,  44  no  se  verificara  sobre  el 
conjunto  de  todos  los  nombres  do  las  listas  definitivas, 
sino  sobre  el  grupo  de  nombres  correspondientes  á  cada 
localidad.  Cuando  se  tratara  de  constituir  Tin  Jurado 
para  una  sola  causa^  esto  sería  fácil;  pero  cuando  haya  de 
ccnstituirse  un  Jurado  para  varias  causas  de  diferentes 
localidades,  esto  ofrecería  un  manejo  de  nombres  y  una 
complicación  verdaderamente  extraordinaria.  Nosotros 
creemos  que  en  este  punto  lo  que  debe  hacerse  es  pro- 
curar, es  recoger  todas  aquellas  lecciones  y  adverten- 
cias que  la  práctica  de  este  art.  44  suministrOj  á  fin  de 
estudiar,  dentro  de  la  forma  en  que  este  artículo  se 
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Heve  á  cabo,  las  alteraciones  y  modificaciones  que  será 
conveniente  introducir  para  realizar  el  ideal  á  que  as- 
piramos. 

La  ley  del  Jurado  necesita  un  Reglamento,  y  este  Ee- 
glamento  no  deberá  dictarse,  en  nuestra  opinión,  sino 
después  de  transcurrido  algún  tiempo  de  practicar  la 
ley  misma,  á  fin  de  que  contenga  la  interpretación  y 
explicaciones  que  la  experiencia  aconseje  ó  haga  nece- 
sarias. 

Al  hacer  ese  Eeglamento  quizá  se  pueda  resolver 
este  punto,  determinando  de  una  manera  circunstan- 
ciada y  hasta  casuística,  cómo  ha  de  practicarse  en  cada 
caso  materialmente  la  operación  del  sorteo  en  que  nos 
ocupamos  ahora,  para  que  el  sorteo  responda  en  abso- 
luto á  todas  las  exigencias  que  nosotros  creemos  se  de- 
ben de  atender. 

La  obra  de  crear  una  organización  de  los  Tribu- 
nales lo  más  perfecta  posible,  no  es  obra  de  un  día.  La 
ley  del  Jurado  ha  puesto,  en  nuestro  sentir,  la  base 
para  que  esa  organización  se  perfeccione  y  mejore.  Del 
esmero,  del  cuidado  y  del  estudio  con  que  se  procure 
practicar  y  desenvolver  esa  base  depende  que  llegue  á 
organizarse  el  Tribunal  del  Jurado  en  la  forma  que  la 
crítica  aconseja  y  las  necesidades  de  la  Administración 
de  justicia  reclaman. 


Al  verificarse  el  sorteo  de  los  treinta  y  seis  indivi- 
duos que  han  de  componer  el  Jurado  de  cada  partido 
judicial,  no  entrarán  en  suerte  los  individuos  de  las  lis- 
tas definitivas  á  que  se  refiere  el  art,  34  de  la  ley;  es 
decir,  aquellos  acerca  de  los  cuales,  por  antecedentes 
que  el  Juez  municipal  hubiese  remitido  con  posteriori- 
dad á  la  ultimación  de  las  mismas  listas  6  por  docu- 
mentos que  los  interesados  presenten,  conste  que  es- 
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tan  en  alguno  de  los  casos  de  mcapaoidaJ  ó  incompa- 
tibilidad absoluta  que  la  misma  ley  establece. 

Tampoco  eutrai^n  los  que  se  hubieran  excusado  fun- 
dadamente; y  ya  hemos  dicho  antes  de  ahora  en  qué  mo- 
mento y  en  quó  época  del  procedimiento  pueden  alegar- 
se las  excusas.  Es  indudable  que  pueden  alegarse  tam- 
bién ante  la  Sala  respectiva,  antes  del  momento  en  que 
se  verifique  el  sorteo,  y  este  será  el  momento  y  la  ocasión 
más  propicia  para  alegarlas,  cuando  se  trate  de  las  ex- 
cnsaB  definidas  en  el  párrafo  cuarto  del  art.  13;  pero 
todas  éstas  son  prevenciones  que  deben  tenerse  en 
cuenta  antes  de  introducir  en  las  urnas  las  papeletas 
de  los  que  hayan  de  ser  sorteados^  puesto  que  los  que 
hayan  de  serlo  deben  ser  aquellos  en  quienes  no  con- 
curran ninguna  de  estas  circunstancias. 


YI 


Tamos  á  ver  cómo  se  procede  á  la  materialidad  del 
sorteo,  al  acto  material  del  sorteo,  dejando  a  un  lado 
las  observaciones  que  hemos  hecho  respecto  á  la  forma 
en  que  este  sorteb  debe  practicarse  para  conseguir  la 
proporcionalidad  á  que  aspiramos  y  que  ba  de  dar  al 
Jurado  el  carácter  que  le  es  propio. 

El  Secretario  irá  sacando  una  á  una  las  papeletas 
correspondientes  á  cada  urna.  El  Fiscal  y  los  Aboga- 
dos de  las  partes  manifestarán  por  este  mismo  orden ^ 
después  de  oída  la  lectura  de  cada  papeleta,  sí  recusau 
ó  no  el  nombre  que  la  papeleta  contiene,  advirtien- 
dOj  caso  de  que  le  recusen,  la  causa  en  que  esta  recu- 
flación  se  fimda,  que  ha  de  ser  precisamente  una  de  las 
enumeradas  en  el  art.  12,  Deberán,  además,  exponer 
concretamente,  pero  de  una  manera  cumplida  y  que 
baste  á  formar  juicio  del  fundamento  de  la  recusación, 
los  hechos  y  circunstancias  que  la  determinan,  8i  las 
demás  partes  que  intervienen  en  la  causa  de  que  se 
trat^  se  muestran  conformes  con  la  certeza  de  los  mo- 
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tivos  expresados  por  el  recusante,  se  admitirá  la  recu- 
sación sin  más  prueba. 

Cuando  alguna  de  las  partes  que  intervienen  en  la 
causa  no  se  manifieste  conforme  con  la  recusación,  ha- 
brá que  sortear  un  nombre  más  como  sustituto  del  ju- 
rado recusado,  el  cual  vendrá  á  ocupar  su  puesto,  caao 
de  que  haya  lugar  á  la  recusación,  si  ésta  se  declara 

f)ertinente  con  sujeción  á  los  trámites  que  establece  esta 
ey  y  en  que  nos  ocuparemos  cuando  llegue  el  momen- 
to oportuno. 

No  advierte  la  ley  el  caso,  que  puede  ocurrir,  de  que 
concurran  al  sorteo  las  partes  y  no  sus  Abogados  y  re- 
presentantes. Nosotros  creemos  que  cuando  esto  suce- 
da, las  partes  tendrán  el  derecho  que  la  ley  confiere  á 
sus  Abogados;  es  decir,  que  si  los  procesados  asisten  y 
sus  Letrados  no,  los  procesados  podrán  recusar  en  los 
mismos  términos  que  la  ley  previene  que  puedan  recu- 
sar los  Abogados  que  los  representen  y  defiendan; 
pues  no  se  concibe  que  tengan  los  representantes  de- 
rechos que  se  niegan  á  los  representados. 

En  caso  de  que  sea  la  parte  misma  quien  use  de  este 
derecho,  aconseja  la  necesidad  que  se  tenga  en  cuenta 
la  insuficiencia  de  los  medios  de  las  'partes  respecto  á 
la  puntualización  y  deternúnación  de  las  causas  en  que 
se  funden  las  recusaciones,  puesto  que  esa  determina- 
ción no  podrá  hacerse  por  las  partes  generalmente  en 
los  términos  adecuados  y  propios  que  la  ley  exige,  pgr 
el  desconocimiento  del  mecanismo  legal  que  ha  de  con- 
currir en  la  mayor  parte  de  las  personas  que  se  encuen- 
tran en  esas  condiciones. 

Todas  las  recusaciones  fundadas  en  las  causas  que 
enumera  el  art.  12,  habrán  de  proponerse  en  este  acto 
y  no  en  otro  alguno;  y  una  vez  terminado  este  acto,  no 
se  podrán  proponer  esas  recusaciones,  ni  ningún  otro 
motivo,  ni  surtirán  efecto  alguno  las  alegaciones  que 
se  hagan  contraviniendo  este  precepto. 

La  ley  lo  ha  establecido,  porque  de  otra  suerte  sería 
imposible  llegar  á  la  constitución  definitiva  del  Tríbu- 
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nal  del  Jurado,  y  esta  eoastitneióa  m  dilataría  excesiva- 
mente con  perjuicio  de  los  procesados  mismos  y  dé  la 
admiaistración  de  justicia, 

Art.  45.  En  el  avio  mismo  á  que  se  refiere  el  artículo  antíí- 
rioYj  si  se  hubiüsen  propuesto  recusaciones  no  admitidua  de  plano, 
t\  Tribimal  señalará  el  día  en  que  ba  de  eir,  respecto  de  laH  mis^ 
maa,  al  recusante  y  á  las  otraa  partes  qne  quieran  concurrir. 

Para  la  vista  no  se  harán  otrae  citaciones  que  las  que  rífaíilten 
del  cano  cimiento  que  las  partes  presentes  tomarán  del  señal  ainien^ 
to  al  suscribir  el  acta  de  sorteo,  donde  constará  la  providenda  de 
la  Rala. 

En  loa  diaa  intermedios  podrán  prepararse  las  pruebas  perti- 
nentea  ¿  las  recusación  es  ^  no  siendo  admisible  la  testifical,  cuya  lis- 
ta no  quede  presentada  en  loa  dos  días  subsiguientes  al  acto  del 
«orteo.  Contra  las  providencias  del  Tribunal  sobre  admisión  do 
pruebas  en  estas  incidencias  no  se  dará  recui-so  alguno. 

En  el  día  señalado,  el  Tribunal  examinará  los  testigos  oportu- 
namente designados,  recibirá  y  verá  las  demás  pruebas,  y  oirá  á 
las  partes  que  liubieren  concurrido. 

Resolverá  dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes  acerca  de 
las  renusaciones^  designando  en  su  caso  á  los  sustitutos  sorteados  de 
los  que  queden  excluidos,  para  que  se  les  considere  inclusos  en  la 
lista  del  Jurado. 

Hi  la  re c usa c ion  resultase  arbitraria  ó  de  mala  fe,  se  impondrá 
al  recusante  una  multa  de  100  á  200  pesetas.  Contra  esta  resol u- 
cióa  y  las  demás  que  adopte  el  Tribunal  en  el  curso  de  las  opera- 
mOnes  á  que  se  reñeren  este  articulo  y  el  anterior,  no  cabe  recurso 
alguno,  salvo  lo  que  previene  el  art.  110^  núm  4.** 

Las  actuaciones  relativas  al  sorteo,  la  recusación,  notificaoidn 
y  citación  de  los  jurados  y  supernumerarios  electos  después  de  ul- 
timadas, se  archivarán  en  la  Becretaría  de  gobierno  del  Tribunal, 
pero  en  cada  una  de  las  caasas  que  se  hayan  de  ver  y  sentenciar^  &6 
liara  constar,  por  certificación  bastante,  el  resultado  de  las  mismas^ 
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liemos  dicho  diferentes  veces  que  las  recusaciones 
de  que  pueden  ser  objeto  los  individuos  de  un  Tribu- 
nal son  de  dos  clases:  motivadas  ó  con  causa,  y  peren- 
torias ó  sin  ella.  Las  recusaciones  admisibles  contra  los 
individuos  que  forman  parte  de  un  Tribunal  de  dere- 
cho son  las  recusaciones  motivadas.  Dada  la  índole  de 
estos  Tribunales,  no  se  concibe  la  existencia  de  las  re- 
cusaciones sin  causa;  ellos  están  investidos  por  la  so- 
ciedad de  la  misión  de  juzgar;  son  insustituibles,  con 
arreglo  á  la  ley,  dentro  de  ciertas  condiciones,  y  no 
pueden  ser  recusados.  Este  es  uno  de  los  mayores  de- 
fectos que  seguramente  tienen  los  Tribunales  de  dere- 
cho, así  como  la  existencia  de  las  recusaciones  peren- 
torias, ó  sin  motivo,  constituye  una  de  las  mayores  ven- 
tajas del  Jurado. 

En  algunos  países,  las  recusaciones  de  una  y  de  otra 
clase  se  alegan  á  la  vez,  después  de  formadas  las  listas 
de  lo  que  ordinariamente  se  llama  Jurado  de  sesión, 
que  es  nuestro  Jurado  de  cuatrimestre;  es  decir,  des- 
pués de  hecho  lo  ordenado  aquí  en  el  art.  44,  que  con 
tanta  minuciosidad  hemos  analizado  y  explicado  en 
las  páginas  de  este  libro. 

La  solución  que  ha  dado  á  este  punto  la  ley  española 
nos  parece  preferible  á  todas  las  que  conocemos  en  este 
punto,  á  todas  seguramente  de  cuantas  se  han  admitido 
en  otros  países.  I)esde  luego  se  atribuye  tanta  impor- 
tancia á  las  recusaciones  motivadas,  como  á  las  recusa- 
ciones perentorias;  es  decir,  que  se  admiten  ambas  re- 
cusaciones, dando  á  unas  y  á  otras  toda  la  extensión  y 
todo  el  desarrollo  posible,  á  fin  de  que  constituyan  ver- 
daderos derechos  de  las  partes,  verdaderas  garantías  de 
la  imparcialidad  de  los  Tribunales,  y  puedan  ejercerse 
de  una  manera  amplia,  sin  limitaciones  arbitrarias  ni 
obstáculos  insuperables. 
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EBtablecido  que  el  moiüento  oportuno  para  alegar 
las  recusaciones  motivadas  os  aquel  en  que  se  fonuan 
lü8  listas  ílol  Jurado  de  cuatrimestre,  enmo  desde  este 
período  hasta  que  el  Jurado  de  partido  se  reúne  hay 
tiempo  bastante  para  tramitar  el  procedimiento  de  ale- 
gación de  lae  reciusaciones  mo tiradas,  es  indudable  que 
éstas  vienen  á  ser  discutidas,  analizadas  y  resueltas, 
sobre  poco  más  ó  menos,  con  tanta  foruialidadj  so- 
lemnidad y  garantía  como  pudienm  serlo  eu  el  proce- 
dimiento antiguo,  y  tratándose  de  los  Jueces  de  dere- 
cho o  de  los  Auxiliares  de  los  Tribunales, 

Luego,  merced  á  un  mecanismo  verdaderamente  ar- 
tístico, porque  cu  él  están  apreciada^í  todas  las  proba- 
bilidades y  hay  soluciones  plausibles  para  todas  las  du- 
das y  para  todas  las  cuestiones,  al  designarse  el  Jurado 
de  distrito  para  un  cuatrimestre,  resultan  nombrados 
treinta  y  seis  jurados  exentos  de  todo  motivo  de  recusa- 
ción y  seis  supernumerarios;  es  decir,  cuarenta  y  dos 
individuos  que  habrán  de  reunirse  el  día  que  se  señale 
para  comenzar  los  debates  judiciales,  con  la  condición 
precisa  de  que  en  ese  día  haya,  por  lo  menos,  vein- 
tiocho. 

Uno  de  los  peligros  que  tienen  todas  estas  garantías 
aplicadas  a  la  constitución  del  Jurado,  cuando  no  se 
aplican  de  una  manera  prudente,  es  el  de  que,  llegado 
el  momento  oportuno,  falte  el  número  de  Jueces  nece- 
sario para  constituir  el  Tribunal;  y  á  evitar  este  peli- 
gro tiende,  en  la  disposición  que  venimos  analizando, 
de  una  manera  evidente,  nuestra  ley,  y  nosotros  cree- 
mos que,  por  lo  menos,  han  hecho  sus  reglas  muy  im- 
probable que  ese  peligro  surja.  Deseamos  conocer  la 
práctica  que  el  Jurado  ofrezca,  seguros  de  que  en  ella 
no  hemos  de  encontrar  los  casos  que  tan  cuidadosa- 
mente se  han  advertido  y  que  con  tanto  celo  y  esinero 
se  han  procurado  á  todo  trance  impedir. 
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Las  recusaciones  motivadas,  admitidas  de  plano  por 
todas  las  partes^  serán  declaradas  bíü  necesidad  de  otra 
prueba  alguna.  En  la  generalidad  de  loa  casos  esto  ha 
de  bastar,  y  la  mayor  parte  de  estas  lecusacionea  con- 
cluirán en  el  trámite  prevenido  en  el  art.  44,  porque 
no  es  presumible  que  cuando  el  motivo  alegado  sea 
cierto  y  conocido  por  todos,  y  cuando  haya  facilidad  de 
suministrar  las  pruebas  que  lo  demuestren,  nadie  se 
oponga,  por  el  mero  deseo  de  ocasionar  nuevas  dilacio- 
nes y  nuevas  actuaciones,  á  que  se  reconozca  así,  desde 
luego,  sin  mayores  solemnidades  ni  otros  trámites. 

Abrigamos^  pues,  la  seguridad  de  que  lo  dispuesto 
en  el  art,  45  se  aplicará  en  muy  pocos  casos. 

Para  aquellos  en  que  la  alegación  de  una  recusación 
motivada  pase  del  trámite  señalado  en  el  art.  44,  nos 
parece  suficiente  el  procedimiento  sumarísinio  que  el 
art-  45  establece. 

Al  examinar  algunos  escritores  los  términos  de  esta 
art.  45,  los  han  censurado,  ñin  tener  bastante  en  cuen- 
ta el  mecanismo  de  la  ley  y  la  verdadera  necesidad  á 
que  el  art.  45  reí?ponde.  Ante  todo  hay  que  tener  pre- 
sente que  dentro  de  la  quincena  anterior  al  cuatrimes- 
tre es  necesario  que  queden  terminados  todos  estos 
incidentes,  porque  el  alarde  y  organización  del  Ju- 
rado de  partido  para  un  cuatrimestre  han  de  verificar- 
se el  primer  día  de  esa  quincena,  y  el  último  ó  antcfl 
del  último  día  de  la  misma  quincena  han  de  estar  pu- 
blicadas las  listas  que  contengan  los  nombres  de  los 
que  forman  ese  Jurado,  han  de  estar  despachadas  y  en 
curso  las  citaciones  mandadas  hacer  á  los  inrüviduos 
que  constituyan  el  Jurado  para  que  concurran  al  lugar 
designado  el  día  que  se  les  señale  para  ver  y  fallar  las 
causas  comprendidas  en  el  alarde.  Entre  xrno  y  otro  mo- 
mento, entre  uno  y  otro  acto,  han  de  haberse  alegado» 


Digitized  by 


Googk 


tIt.  i.— €AF.  vi.— aht.  45  íí4t 

tramitado  y  resuelto  las  recusaciones  motivadas.  Uiiince 
dfaa  para  todas  estas  diligencias  no  nos  parece  un  pe- 
ríodo excesivo;  ni  podía  ser  mayor  esc  período  si  había 
de  comprenderse  en  el  alarde  cuatrimestral  el  mayor 
número  de  causas  posible  y  si  había  de  procurarse  que 
todos  los  cuatrimestres  quedaran  libres,  para  que  du- 
rante él  se  reuniera  el  Tribunal  del  Jurado  en  las  épo- 
cas que  se  estimen  más  oportunas. 

Estas  son  las  razones  que  aconsejan  proceder  con 
tanta  rapidez  y  con  tanta  brevedad,  apai^te  de  otras 
circunstancias  menos  importantes  que  no  han  tenido 
en  cuenta  ninguno  de  los  comentaristas  de  la  ley  que 
estamos  examinando  y  analizando;  y  es  que  el  proce- 
dimiento que  establece  el  art.  45  para  tramitar  y  re- 
solver las  recusaciones  motivadaSj  es  un  proceflimien- 
to  aplicable,  no  sólo  á  lo  que  podemos  llamar  casos 
normalcSj  no  sólo  á  la  constitución  ordinaria  del  Ju- 
rado de  partido  para  el  cuatrimestre,  sino  aplicable 
también  al  caso  anormal  y  extraordinario  de  que  ha- 
bla el  art.  52 ,  á  aquel  caso  en  que  por  no  concurrir 
el  día  señalado  jurados  en  número  bastante,  en  núme- 
ro suficiente  para  completar  el  do  veintiocho  que  es  el 
mínimo  que  reclama  la  ley,  haya  que  proceder  ú  un 
Bortco  supletorio;  sorteo  que,  como  veremos  más  ade- 
lante, no  debe  verificarse  sino  con  las  solemnidades  y 
formalidades  que  señala  el  mismo  art.  44  para  que  el 
Jurado  aparezca  siempre  constituido  con  todas  las  so- 
lemnidades y  garantías  que  el  legislador  ha  querido. 
Cuando  este  caso  ocuiTa^  procederá  acordar  la  suspen- 
sión del  juicio  dúlzante  ocho  ó  diez  días,  plazo  en  el 
cual  será  preciso  sustanciar  también  las  recusaciones 
motivadas  si  por  suerte  la  hubiere  y  en  aquel  acto  ocu- 
rriese la  necesidad  de  tramitarlas. 

Por  eso,  en  el  acto  mismo  á  que  se  refiere  el  art.  44, 
si  se  hubiesen  propuesto  recusaciones  no  admitidas  de 
plano,  el  Tribunal  señalará  el  día  en  que  haya  de  oir 
respecto  de  las  mismas  al  recusante  y  á  las  otras  par- 
tes que  quieran  concurra;  día  que  no  puede  ser  ante- 
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rior  al  tercero  después  de  dicho  actOj  porqae  en  loa  do« 
siguientes  tiene  derecho  el  recusante  á  presentar  la 
lista  de  testigos  para  probar  el  motivo  de  la  recusa- 
ción, ni  en  nuestro  concepto  debe  ser  posterior  al  quin- 
to, pues  basta  para  preparar  las  prueban  que  puedan 
aducirse  en  demostración  de  que  existe  contra  el  jurado 
de  que  se  trate  algún  motivo  de  recusación  de  los  quo 
enumera  el  art.  12  de  la  ley,  con  el  plazo  de  cinco  dios. 

Y  una  de  dos:  ó  esc  plazo  es  bastante,  como  lo  serA 
en  la  generalidad,  en  la  totalidad  de  las  ocasiones, 
ó  quizá  la  práctica  ofrezca  el  ejemplo  de  alguno  tan 
raro  y  tan  extraño  para  cuya  justificación  será  nece- 
sario un  plazo  excesivamente  inajmr  y  extraordina- 
rio; condiciones  que  aquí  verdadci-amente  no  se  han 
podido  prever  ni  determinar,  y  que  dentro  de  la  angus- 
tia de  los  términos  que  establecen  las  condiciones  ge- 
nerales de  la  ley  y  de  la  institución,  no  se  han  podido 
satisfacer,  y  entonce^!  no  por  esto  debemos  creer  d^i- 
amparado  el  derecho  de  las  paites  á  recusar,  puesto 
que  tratándose  de  un  solo  nombre  de  los  que  forman 
las  listas  de  cuarenta  y  dos  y  de  la  neeasidad  de  que 
ese  nombre  no  venga  á  formar  parte  en  definitiva  del 
Jurado  que  ha  de  ver  y  fallar  la  causa  de  que  se  trate, 
siempre  queda,  para  hacerle  desapareccrj  como  garan- 
tía sobrada  y  aun  excesiva,  la  recusación  perentoria  y 
la  forma  en  que  esta  recusación  ha  de  ejercerse. 

En  caso,  pues,  de  que  la  recusación  no  prevalezca^ 
siempre  quedará  á  la  parte  que  la  propuso  el  recurso 
que  acabamos  de  indicar,  recur.so  bastante  á  garantizar 
BU  derecho,  hasta  en  el  supuesto  de  que  fuera  con  in- 
justicia desconocido.  En  caso  de  que  prevalezca,  no 
habrá  que  proceder  á  un  nuevo  sorteo^  porque  ya  que- 
dó provisionalmente  sorteado  de  antemano  el  sustituto 
que  ha  de  reemplazar  al  recusado  si  la  recusación  pre- 
valece. Si  á  un  jurado  se  le  recusa,  su  sustituto  ocupa- 
rá el  lugar  que  aquól  tenía;  y  si  no  se  le  recusa,  ól 
mismo  lo  ocupará  con  pleno  derecho  y  no  habrá  lugar 
á  ninguna  otra  diligencia  dilatoria. 
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Los  Tríbvmales  deben  procurar  cou  extríiordioario 
«STuero  y  solicitud  que  Be  cmnplun  riguroMameüte  las 
disposiciones  establecidas  respecto  de  los  recursos  ar- 
bitrariamente ciiíabludos  ó  con  mala  fe. 


m 

La  única  duda  que  puede  ocuTrir  al  practicar  este 
artículo  y  las  reglas  que  el  misino  contiene,  reglas  en- 
caminadas á  que  se  proceda  de  un  modo  sumario^  breyc 
y  expedito  en  la  tramif  ación  de  las  recusaciones  plan- 
teadas, es  la  que  puede  Bumtar  una  frase  contenida 
en  el  párrafo  5.*^  del  mi.^mo  artículo. 

Se  dice  en  él  ipie  el  Tribunal,  al  reí^olvor  acerca  de 
las  recusaciones,  designará  los  sustitutos  sorteados  do 
los  que  queden  excluidos,  para  que  se  les  considere  in- 
clusos en  la  lista  del  Jurado, 

Hay  que  tener  en  cuenta  que  al  sortear  esos  sustitu- 
tos, confoiTue  tí  lo  dispuesto  en  el  art.  44^  se  dctormi- 
nará  ya  quién  es,  que  perí^iona  es  la  que  í?ufítituye  á 
cual  otra;  y  por  tanto,  cuando  el  Tribunal  resuelva  flf> 
bro  la  recusación,  no  tendrá  míis  que  designar  como 
sustituto  del  jurado  recusado,  cuya  recusación  se  esti- 
mó,  á  la  persona  que  por  la  suerte  fué  designada  para 
sustituií^le.  De  manera  que^  realmente,  el  Tribunal  no 
designa,  el  Tribunal  no  nombra,  el  Tribunal  no  elige 
ni  tiene  parte  alguna  en  la  yerdadera  designación  d-A 
sustituto;  no  hace  más  que  mencionar,  con  aiTeglo,  de 
acuerdo  y  con  ñujeeión  estricta  á  los  antecedentes  que 
obran  en  la  junta,  en  loa  cuales  lia  de  aparecer  desig- 
nado de  una  manera  clara  y  terminante,  quién  ha  de 
ser  ese  sustituto. 


Art.  46.  Al  día  siguiente  ríe  haberse  practicado  los  actos  y 
dílígencma  mencionadoa  en  el  artículo  anterior^  el  Presidente  dal 
Tribunal  expedu*4  los  dospaclioa  necesarios  á  los  Jueces  de  par  ti" 
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do^  para  c[ue  por  medio  do  los  Jueces  municipales  respectivos^  Im- 
gao  saber  (i  los  3f>  jurados  y  seis  aupe rtium erarios  designados  por 
la  suerte^  que  concurran,  bajo  la  reapoasabilidad  del  art.  52  de 
eata  ley^  en  el  di  a  y  sitio  senaltidos  para  consütuir  el  Tribunal  del 
Jurado  que  ha  de  conocer  de  las  cauaaa  del  partido  judicial  corres- 
pondiente; se  mandará  asáimiamo^  dentro  de  cada  pro  cea  o  ^  expedir 
}qb  exhortoB  ú  órdenes  necesarios  para  la  citación  de  los  peritoa  y 
teatigos  que  las  partea  hubiesen  deaigaado  para  jus tincar  los  par- 
ticulares dtí  prueba  admitidos,  cumpliendo  al  efecto  con  lo  dispaes- 
to  en  los  GGO  y  6G1  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal.  Para  es- 
írs  citacionea,  se  tendrán  presentes,  cuanto  sea  poaible^  el  orden 
con  q^ue  se  bsyan  de  ver  las  causas  y  la  probable  duración  de  loa 
juicios  que  se  hayan  de  celebrar  antes^  coordinando  las  necesida- 
des de  la  administración  de  justicia  con  el  interés  de  las  partes,  loft 
testigos  y  peritos  de  cada  proceso. 

Cuando  el  Tribunal  del  Jurado  tenga  que  reunirse  en  pobU> 
ción  distinta  de  aquella  donde  se  halle  establecida  la  respectiva 
Sala  ó  Audiencia  de  lo  criminal,  se  requerirá  al  Procurador  y  Abo* 
gado  del  acusado  para  que  manifiesten  si  están  dispuestos  á  conti- 
nuar con  la  rcprosentacióa  y  defensa  de  éstOj  para  constitutr&a 
donde  haya  de  celebrai-se  el  juicio;  en  caso  negatiTO^  se  hará  saber 
al  procesado  que  puede  nombrar  Procurador  y  Abogado  de  los  qu©^ 
ejerzan  en  la  población  designada  para  la  constitución  del  Tribu- 
nal, y  si  no  loa  designase,  se  le  uombrarán  de  oficio  en  la  form» 
procedente  con  arreglo  á  derecho. 

La  Sala  Ó  Audiencia  de  lo  criminal  acordai-á  en  au  caso  que  so- 
entregue  para  instmcción  el  proceso  á  la  nueva  representación  del 
acusado,  remitiendo  al  efecto  la  causa  al  Juzgado  del  partido  res- 
pectivo; j  al  evacuar  el  traslado  esta  parte  por  conducto  del  mia- 
mo  Juí!gado,  lo  hará  dándose  por  instruida^  ó  proponiendo  amplia- 
cíóo  do  prueba,  que  la  referida  Sala  ó  Audiencia  de  lo  criminal 
admitirá,  si  fuere  procedente  y  no  obstare  á  la  celebración  del  jui- 
cio en  el  día  señalado^  disponiendo  la  conveniente  para  la  citacióit 
de  los  peritos  y  testigos. 

Si  el  Tribunal  negase  la  adiuísióo  de  esta  prueba  por  conaide- 
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rar  que  obsíA  á  la  celebración  del  juicio  en  el  día  seEaladOj  no  po- 
drá fundarse  en  la  Eegativa  recurso  de  caitacióii5  pero  éste  proce- 
derá^ en  su  casOj  cuando  la  prueba  sea  desechada  como  imperti- 
nente. 


Todo  lo  que  dispone  el  art.  46  debe  hacerse  al  día 
siguiente  de  haberse  reunido  el  Tribunal  pai'a  resolver 
j  falliir  en  lo  que  toca  a  las  recusaciones  motivadas 
que  se  aleguen.  Xo  hemos  dieliOj  y  Ío  advertimos  aquí 
como  regla  que  en  la  práctica  deberá  tenerse  presente 
siempre  j  observai'se  de  una  manera  escmpulü.sa,  que 
los  Tribunales  deben  acordar  para  un  solo  dia  la  vista 
de  los  diversos  incidentes  de  recusación  que  se  susci- 
ten respecto  al  Jurado  de  uji  distrito.  Por  muchas  que 
sean  las  lecusacioues  motivadas  que  se  hayan  alegada 
dentro  de  las  condicionefis  en  que  éstas  se  alegan  con- 
forme á  la  ley,  bastará  un  día  para  resolver  varías.  Ya 
hemos  dicho  por  qué  no  creemos  que  esta  parte  del 
procedimiento  se  aplique  con  repetición- 
Fallados  esos  incidentes,  resueltas  la  recusaciones^ 
queda  definitivamente  constituido  el  Jurado  de  parti- 
do para  mi  cuatrimestre,  lo  que  en  otras  legislaciones 
se  llama  Jurado  de  sesión;  y  entonr^eSj  conocidos  ya 
quiénes  sou  loa  treinta  y  seis  jurados  y  seis  supernu- 
merarios quo  lo  componen,  debe  precederse  á  practi- 
car las  citaciones  necesarias ^  á  fin  de  que  esos  jurados 
se  reúnan  para  constituir  el  Tribxmalj  para  ver  y  fallar 
las  causas  que  se  le  sometan. 


n 


Con  aiTeglo  al  art.  42,  el  Presidente  do  la  Audien* 
cia  de  lo  criminal,  bajo  la  inspección  del  de  la  terri- 
torial respectiva,  y  éste  por  lo  tocante  al  distrito  de 
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la  Sala  de  lo  criminal,  señalarán  los  lugares  y  los  días 
en  que  hayan  de  comenzar  las  sesiones  de  cada  perío- 
do. La  ley  establece  esa  base  que  hemos  analizado  ou 
el  lugar  oportuno,  pero  no  determina  cuándo  debe  ha- 
cerse esa  designación.  Dice  sólo  que  se  haga  con  la 
anticipación  conveniente. 

Una  vez  hechos  los  ahirdes  de  las  causas  de  ios  di- 
versos partidos  judiciales  que  dependan  de  la  Audien- 
cia de  que  se  trate  ó  de  la  Sala  de  lo  criminal  de  la 
Audiencia  territorial  en  que  haya  de  ejecutarse  el  pre- 
cepto, podrán  los  respectivos  Presidentes  hacer  esos 
señalamientos,  puesto  que  han  de  hacerlos  tenienda 
en  cuenta  el  número  y  condiciones  de  esas  causas  y 
todas  las  circunstancias  locales  y  de  tiempo  que  se  re- 
lacionen con  estos  importantes  pornienoTcs. 

Podrá,  pues,  ocurrir  que  esa  designación  esté  ya  he- 
cha cuando  llegue  el  momento  señalado  por  el  art.  4fi; 
pero  podrá  también  ocurrir  que  no  se  haya  hecho  aúa. 
En  el  caso  de  que  esto  iiltimo  suceda,  habrá  de  hacer- 
se cuando  el  art.  46  determina;  es  decir,  al  día  siguien- 
te de  ultimadas  las  recusaciones  respecto  de  los  jura- 
dos, acerca  de  los  cuales  se  hayan  alegado  éstas  con 
motivo. 


III 


En  este  momento  mandará  el  Presidente  hacer  las 
citaciones  en  la  forma  que  dispone  el  mismo  art,  46; 
forma  acerca  de  la  cual  nada  tenemos  que  observar^ 
sino  que  ha  de  tenerse  en  cuenta  que  las  citaciones  se 
hacen  á  tres  grupos  distintos  de  personas:  uno,  á  los 
jurados  y  supemum  éranos  de  cada  partido  judicial; 
otro,  á  las  partes  de  todas  las  camisas  que  hayan  de 
verse  ante  el  Jurado  de  un  partido  judicial;  y  otro,  á 
los  testigos  y  peritos,  cuyo  concurso  es  necesario  para 
ver  y  fallar  cada  causa. 

A  los  jurados  y  supernumerarios  se  les  ha  de  dtar 
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para  que  concurran  en  el  día  y  sitio  señalados  para 
constituir  el  Tribunal  del  Jurado  qut*  lia  de  conocer  las 
causas  del  partido  judicial  coTrespondiünte,  A  laa  par- 
tes de  todas  las  causas  que  han  de  verpc  ante  el  Jura- 
do do  un  partido  judicial,  se  lew  debe  citar  para  ese  miá- 
mo  dia,  puesto  que  todas  ellas  deben  estar  presentes 
con  objeto  de  que^  si  ocurriese  que  no  se  prescntaniiL 
jurados  en  número  suficiente  y  hubiera  de  procederás 
á  un  sorteo  supletorio  de  los  que  hayan  de  venir  á 
completar  el  nimiero  de  jurados  necesario,  pi^edan  in- 
tervenir en  el  sorteo  prevenido  en  el  art.  52  en  la  for- 
nia  que  dispone  el  art.  44.  Por  último,  á  los  testigos  y 
peritos,  cuyo  concnrRO  sea  ncccí^nrio  para  ver  y  fallar 
una  causa,  debe  citárseles  para  el  dia  en  que  mcional 
y  ftmd adámente  se  presuma  que  ha  de  conionzar  esa 
CRUsa  á  verse,  porque  éstos  no  deben  estar  preaentea 
sino  el  día  en  que  empiezan  las  deliboTaeinnes  de  la 
causa  niismaj  y  porque  su  presencia  no  es  indispensa- 
ble en  un  niomeuto  anterior, 

Fimdada  en  eso  la  ley  ha  distiupñdo,  como  veremos, 
respecto  de  las  citaciones  do  estos  úUinios,  á  fin  de  cau- 
sai'les  las  menores  molestias  posibles.  Por  cko  dice  que 
para  estas  citaciones^  y  refiriéndose  exclusivamente  á 
los  peritos  y  testigos  que  se  hubiesen  designado  para 
juzgar  los  particulares  de  prueba  admitidos  en  cada 
cansa,  se  tenga  presente,  cuanto  sea  posible,  el  orden 
con  que  se  hayan  de  ver  las  causas  y  la  probable  dura- 
ción de  las  causas  que  se  hayan  de  celebrar  ante?», 
coordinando  las  necesidades  de  la  Admiüistración  de 
justicia  con  el  interés  de  las  partes,  de  los  testigos  y 
peritos  en  cada  proceso. 

Es  decir,  que  los  Presidentes  de  las  Audiencias  tie- 
nen que  hacer  un  estudio  particular  de  las  condiciones 
de  lugar  y  tiempo  que  afecten  á  las  tareas  asignadas 
al  Jurado  de  cada  partido  judicial,  para  calcular  con  la 
mayor  exactitud  posible  en  qué  día  ha  de  reunirse  ese 
Jurado  de  partido,  y  en  qué  día,  dentro  de  la  época  en 
q^ue  el  mismo  Jurado  se  reúna,  comenzará  á  verse  cada 
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una  de  las  causas  comprendidas  en  el  alarde  de  que  se 
trate;  y  así  como  habrán  citado  á  los  jurados  y  á  las 
partes  para  el  día  en  que  el  Jm-ado  se  reúna,  deberán 
citar  á  los  peritos  y  testigos  para  el  día  que  calcule  que 
ha  de  comenzar  á  verse  cada  una  de  las  causas  que  ante 
el  mismo  Jurado  se  han  de  fallar. 

Este  cálculo  requiere  un  conocimiento  exacto  de  la 
índole  y  de  la  complicación  de  las  causas,  así  como  las 
condiciones  de  experiencia  é  ilustración  que  han  de 
tener  los  Presidentes  de  estos  Tribimales,  Pai'a  formar- 
lo  no  podemos  ni  debemos  señalar  regla  de  ninguna 
especie;  fiamos  en  la  ilustración  y  experiencia  de  esos 
dignos  Magistrados,  que,  penetrándose  de  las  razones 
que  ha  tenido  presente  el  legislador  para  preceptuar 
en  estos  términos  las  reglas  fundamentales  á  que  han 
de  atenerse  en  sus  resoluciones,  procui^en  cumplirlas 
de  una  manera  escnipulosa  y  atinada. 


IV 

Todas  las  citaciones  deben  hecerse  á  fecha  fija;  pero 
estamos  conformes  con  el  Sr.  Amat  en  que  habrán  de 
hacerse  diciendo  que  ee  cite  á  las  personas  que  sean 
objeto  de  ellas  para  d  día  (aquí  la  fecha)  y  los  s¡i)ukidf'S\ 
en  primer  lugar ^  porque,  salvo  la  fecha  del  día  en  que 
ha  de  reunirse  el  Tribunal  de  Jurado  para  comenzar  las 
sesiones,  no  hay  ninguna  que  pueda  señalarse  con  indu- 
dable exactitud;  y  cu  segundo  lugar,  porque  esa  fórmu- 
la hará  comprender  á  los  citados  la  obligación  en  que  se 
encuentran  de  permanecer  en  el  lugar  á  que  se  les  cita 
hasta  que  se  verifiquen  la  diligencia  ó  diligencias  para 
que  han  sido  convocados,  Y  es  más;  nosotros  creemos 
preferible  á  la  forma  aconsejada  por  el  mismo  Sr.  Amat 
de  que  se  limite  la  cita  para  tal  día  y  siguientes  de  la 
citación;  que  se  haga  expresando  en  ella  el  día  y  los  si- 
guientes hasta  que  se  verifique  la  vista  de  tales  y  tales 
causaSj  para  que  comprendan  las  personas  citadas  que 
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BU  obligación  de  permanecer  en  el  punto  á  que  se  les 
cita  no  concluye  sino  cuando  se  practiquen  aquetlaa 
diligencias  en  que  han  de  tomar  necesariamente  parte 
y  para  cuya  práctica  es  indispensable  su  pref^eucia. 

Con  an^eglo  á  esto  deberá  redactarse,  pues,  una  re- 
solución general  mandando  citar  á  todas  las  personas 
á  quienes  deba  bacerfie  esta  citación  y  ademáí^i  los  des* 
pachos  correspondientes  que  hayan  de  dirigirse  á  cada 
uno  de  los  citados,  que  han  de  ser  comprensivos  de  to- 
das las  circunstancias  que  acabamos  de  indicar. 

La  ley  ha  querido  que  este  ti^abajo  lo  hagan  los 
Presidentes  del  Tribunal  por  sí  mismos,  y  en  nuestro 
concepto  deben  poner  el  mayor  esmero  en  que  se  prac- 
tique de  un  modo  fiel  y  escnipuloso,  á  fin  de  que  sur* 
ta  todos  los  efectos  que  ha  deseado  y  considerado  in- 
dispensables el  legislador. 


Cuando  los  Tribunales  de  Jurado  tengan  que  re- 
unirse en  poblaciones  distantes  de  aquella  eu  que  se 
halla  establecida  la  respectiva  Sala  ó  Audiencia  de  lo 
criminal,  se  requerirá  al  Procurador  y  Abogado  del 
acusado  para  que  manifiesten  si  están  dispuestos  á 
continuar  con  la  representación  y  defensa  de  éste^  y  ni 
lo  están  asimismo  para  constitmrse  en  donde  haya  de 
celebrarse  el  juicio.  Atiende  con  esto  la  ley  á  la  nece- 
sidad de  que  al  acusado  ó  acusados  no  les  falten  jamás 
defensores.  Donde  podría  esperarse  que  esto  ocurriera 
es  en  las  cansas  de  poca  importancia,  y  esas  ordinaria- 
mente, por  su  misma  falta  de  importancia,  de  tranaceu- 
deucia  y  de  complicaciones,  se  verán  en  la  capital;  pues 
las  causas  que^  por  sus  condiciones,  hayan  de  verse 
ftiera  de  la  capital,  serán  desdo  luego  causas  inipor^ 
tantes,  y  en  esas  nunca  faltan  Abogados  á  los  procesa- 
dos, porque  existe  un  interés  evidente  para  los  letra- 
dos en  representar  y  defender  á  los  procesados  en  ellas. 
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Es,  pues,  improbable  que  ocurra  lo  preveuido  y  con- 
siderado en  el  segundo  párrafo  del  art.  46;  pero  puede 
ocurrir,  y  el  legislador  ha  heclio  bien  en  admitir  esa 
probabilidad  y  en  atender  á  la  satisfacción  de  esa  ne- 
cesidad si  alguna  vez  se  presenta. 

Es  indiscutible  la  necesidad  de  la  defensa;  no  es 
dado  prescindir  de  que  el  acusado  tenga  defensa  en 
ningún  caso.  Sólo  en  Inglaterra  sucede  que  un  proce- 
sado pueda  legalmeiite  no  tener  defensa  en  un  proce- 
so; en  los  demás  países  no  hay  niníjuno  donde  m  admi- 
ta esta  posibilidad,  ni  hay  tratadista  serio  que  crea  que 
se  puede  prescindir  de  la  defensa;  pero  lo  que  se  hu 
hecho  y  lo  que  dispone  el  art.  46,  ¿eB  bastante  para 
prevenir  todas  las  contingencias  posibles  en  este  orden 
de  ideas?  Nosotros  creemos  que  no  ocuriTrá  el  caso  de 
que  falte  Procurador  y  Abogado  á  un  procesado  cuya 
causa  haya  de  verse  en  poblaciones  distintas  de  aquella 
donde  tiene  su  asiento  la  Audiencia  reepoctiva,  por  las 
consideraciones  que  antes  hemos  apimtado;  pero  no  nos 
negamos  á  reconocer  la  posibilidad  de  que  eso  suceda, 
porque  cuando  se  trate  do  poblaciones  donde  haya 
Abogados  y  Procui-adorea^  la  cosa  es  llana:  bastará,  ri 
el  procesado  no  nombra  ninguno,  porque  no  pueda  nom- 
brarlos, con  que  se  dt/signen  de  oficio,  pero  ^;y  si  ocu- 
rriera  que  en  la  población  donde  haya  de  Ycrificarsc  el 
juicio  no  existen  Abogados  ni  Procuradores,  ó  si  exis- 
tiendo  todos  estuviesen  comprometidos  á  representar 
cualquiera  de  las  otras  partes  de  las  que  figuran  en  la 
causa  y  no  pudiera  ninguno  encargarse  de  la  defensa 
y  representación  del  que  se  ti\ate? 

¿Cómo  se  atenderá  entonces  á  la  necesidad  de  que 
tengan  defensa  y  representación?  Ko  es  posible  que  el 
procesado  carezca  de  deíensor;  esa  situación  es  de  todo 
punto  inaceptable.  ¿Cine  hacer  en  este  caso?  ¿Se  obliga- 
rá al  Abogado  que  lo  representaba  en  la  capital  á  <jue 
concurra  al  punto  donde  se  verifique  el  juicio  para  ejer- 
cer allí  el  cargo  que  aceptó?  nosotros  creemos  que,  en 
definitiva,  si  el  caso  se  presentara,  esto  era  lo  único  prúc- 
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tico  que  podía  hacersCj  atendieiLdo  qiio  aquel  Abogatlo 
que  acepta  la  defensa  de  un  procesado  porque  libro- 
mente  le  designa,  ó  aquel  otro  á  quien  se  impone  la  ne- 
cesidad do  defender  á  ese  procesado  porque  el  tumo  le 
corresponde,  están  obligados,  en  caso  que  las  sesiones 
del  juicio  se  verifiquen  fuera  de  la  capital  de  la  Au- 
diencia, á  acudir  al  lugar  en  que  la  niisma  sesión  se 
verifiquCj  pues  es  mal  menor  el  de  las  molestias,  que- 
brantos y  numoí^cabos  que  puedan  sufrir  esos  Lcti^adoü 
comparado  con  el  que  resultaría  de  que  un  procesado 
careciera  do  defensa  en  el  acto  del  juicio.  Cuando  se 
trate  de  procesados  que  disponen  de  recursos,  el  caso 
ni  aun  en  teoría  es  admisible,  porque  jamas  se  presen- 
ta; pero  cuando  se  trate  de  procesados  pobres,  bay  ne- 
cesidad de  tenerlo  en  cuenta. 


VI 

Esto  de  la  defensa  de  pobres  es  un  servicio  bastan- 
te bien  organizado  en  nuestro  País^  amique  dista  mu- 
clio  de  estar  organizado  con  perfección,  Nosotros,  por 
lo  que  de  ese  servicio  conocemos,  ya  que  alguna  vt^z 
tambicn  le  hemos  practicado,  creemos  que  acerca  de  él 
puede  decirse  lo  que  de  tantos  otros  como  existen  en 
nuestro  I'aís:  que  las  deficiencias  que  en  él  se  notan 
prueban  la  ucoesídad  que  hay  de  sujetarlo  á  una  ins- 
pección más  detenida,  Nosotros  somos  partidaríos  de 
la  inspección  para  todos  los  servicios,  y  creemos  que 
es  el  único  procediiníento  y  el  único  recni'so  capaz  de 
mejorarlos,  siempre  que  la  inspección  se  practique 
concienzuda  y  detenidamente.  En  todo  lo  que  se  refie- 
re á  la  ñmción  del  Jurado,  á  la  manera  de  orgfüiizarse 
la  institución  y  de  constituirse  y  de  cumplir  su  objeto 
á  los  Tribunales  de  justicia,  creemos  tambicn  que  la 
inspección  es  la  suprema  garantía. 

En  cuanto  á  la  defensa  de  los  procesados  pobres,  la 
Sala  ó  Audiencia  respectivas  deben  ejercer  esta  inspec- 
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ción  de  una  manera  riguroHa;  y  dado  que  se  presenta 
el  casa  que  nosotros  acabamos  de  señalar,  no  debea 
vaoilai*  en  imponer  e^a  obligación  á  los  Abogados  que 
hubiesen  aceptado  la  defensa  del  procesado  de  que  se 
trate,  teniendo  en  cuenta  que  no  se  les  infiere  coa 
ello  ningún  peijuicio,  puesto  que  el  8er\dcio  que  pTt*ñ- 
tan  como  defensores  gratuitos  de  procesados  pobrt^s^ 
está  suficientemente  recompensado  con  las  exencio- 
nes  y  privilegios  que,  como  á  tales  defensores  de  pro- 
cesados pobres  les  corresponden,  conforme  á  lo  estii- 
blecido  en  nuestras  leyes. 


yn 

Siempre  que  ocurra  lo  prevenido  en  el  párrafo  se- 
gundo del  art.  46,  y  que  el  Procurador  ó  Abogado  del 
procesado  de  que  se  trate  se  excusen  de  continuar  en 
su  representación  y  defensa,  habrá  de  nombrarse  otro 
que  ejerza  en  la  población  designada  para  la  con stit li- 
ción del  Tribunal;  y  cuando  esto  suceda,  ha  querido  el 
legislador  que  se  tenga  en  cuenta  esa  micva  represe  u- 
tación  y  defensa  del  acusado  para  el  estado  y  trami- 
tación de  la  causa,  ateniéndose  á  lo  (lue  preriene  el  pá- 
rrafo tercero  del  artículo  que  estamos  comentando.  Ki 
nuevo  Abogado  tendrá  derecho  a  instruirse  de  lo  que 
del  proceso  resulte,  y  á  pedir,  si  lo  estima  oportuno,  la 
ampliación  de  la  prueba  propuesta. 

Esa  regla  es  verdaderamente  excesiva  on  provecho 
del  acusado;  no  la  hemos  de  impugnar  por  tanto.  Res- 
ponde ó.  ideas  y  sentimientos  de  generosidad  innega- 
bles que  merecen  todo  nuestro  respeto  y  nuestro  asea- 
timiento.  Es  indispensable  que  se  cumpla  esta  regla  y 
que  el  propósito  que  tuvo  el  legislador  al  dictarla  ^e 
realice  en  todo  su  alcance,  en  todo  su  sentido  y  en  toda 
su  transcendencia. 

Nosotros  aconsejamos  á  los  Presidentes  de  la  Au- 
dieneia  que  han  de  hacer  el  señalamiento  del  día  y 
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lugar  en  que  ha  de  reunirse  el  respeetiTO  Tribuual 
del  JuradOj  que  seualeiij  siempre  que  les  sea  posible, 
la  fecha  en  que  ha  de  reimirae  el  Jurado  que  se  con- 
gregue  en  poblaciones  distintas  de  aquella  en  que  se 
halla  establecida  la  respectiva  Sala  ó  Audiencia  de  lo 
criminal,  con  el  mayor  plazo  posible,  á  fin  de  que  dé 
este  plazo  espacio  bastante  para  que  durante  él  pue- 
dan los  nuevos  Abogados  de  las  partes  á  quienes  se 
nombre,  ó  que  nuevamente  se  designen^  proponer  esta 
ampliación  de  la  prueba  en  condiciones  que  la  hagan 
practicable,  porque  sería  doloroso  que  una  vez  pro- 
puesta la  ampliación  de  la  prueba,  y  una  vez  estima- 
da por  una  defensa  la  necesidad  de  nua  prueba  hasta 
entonces  no  alegada  ni  solicitada,  se  desechase  esa 
prueba,  no  por  impertinente,  sino  por  falta  de  tiempo, 
por  la  premura  y  necesidad  de  abreviar  los  trámites  y 
diligencias  del  JLiieio,  Envolvería  esto  algo  así  como 
una  especio  de  denegación  do  justicia,  á  que  no  debe 
darse  lugar  jamás.  Es  preferible^  incluso  hasta  suspen- 
der y  aplazar  la  celebración  del  juicio,  á  que  esto  su- 
ceda, siempre  que  se  trate  de  pruebas  que  merezcan 
rerdaderamento  la  calificación  de  pertinentes,  do  las 
cuales  se  pueda  esperar  nn  resultado  capaz  de  modificar 
la  apreciación  y  estimación  que  se  haga  de  los  hechos 
objeto  del  juicio  de  que  se  trate. 

La  prudencia,  discreción  y  buen  sentido  de  los  Pre- 
sidentes, compreuderán  hasta  quó  punto  esto  es  in- 
dispensable, á  fin  de  evitar  que  esc  caso  ocurra  y  que 
por  esa  premura  y  rapidez  que  imponen  las  reglas  es- 
tablecidas en  este  capítulo,  hubiera  de  presciudirse  de 
una  diligencia  de  prueba  cualquiera. 

Art.  47-  El  Presidente  depondrá  que  loe  procesados  pre&oi 
sefkn  trasladados  oportuiiament&  k  la  cárcel  de  la  población  donde 
ba  de  reunirse  el  Jurado,  y  que  se  les  cite  para  el  acto  del  juicio, 
lo  miamo  que  á  los  que  so  hallaren  eu  libertad  proYÍsional,  ¿  sua 
fiadores  y  á  las  poreonas  cÍTÍlmeute  responsables. 
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Ignal  citación  se  hará  al  Ministerio  fiscal,  al  qaereüant©  parti* 
eular  y  al  actor  civil  en  su  caao* 

La  falta  do  esta  citación  será  motivo  de  caaaeión,  ai  ti  qtia  4e< 
bi«re  ier  citado  no  compareciese  en  el  juicio. 

Las  disposiciones  ordettadaa  á  los  Presidentea  por 
este  artículo,  deben  adoptarse  en  cuanto  se  conozca  d 
lugar  en  que  ha  de  veriñcarse  la  TiBta  del  proceso,  & 
fin  de  que  no  ocurra  nunca  que  por  no  haber  llegado  á 
la  poblRciÓD,  en  que  el  Jurado  se  reúna  y  en  que  se  re- 
riflqiie  el  juicio^  los  procesados  presos,  haya  de  suspen- 
derse la  celebración  del  juicio. 

De  las  citaeiones  que  hau  de  hacerse  á  las  demás 
partes,  nada  decimos;  creemos  suficiente  lo  espuesto  al 
examinar  el  artículo  anterior.  Ya  en  el  comentario  de 
ese  artículo  dijimos  que  la  citación  á  las  parteí^  déte 
hacerse  para  el  día  en  que  se  mande  reunir  el  Jurada 
y  los  siguientes,  no  sólo  porque  esta  es  la  manera  mái 
segura  de  quR  no  dejen  de  concurrir  al  raomeat^)  en 
que  su  presencia  es  necesaria  y  hasta  indiapensabfó, 
sino  por  prevenir  las  consecuencias  de  la  necesidaá 
que  puede  presentarse  de  proceder  á  algún  sorteo  ffü- 
pletorio  en  el  caso  de  que  no  se  hayan  presentado  bas- 
tante número  do  jurados  para  constituir  el  Tribunal, 

También  hemos  dicho  que  en  el  caso  de  que  se  Terl* 
fique  ese  sorteo  supletorio  es  conYenionte  que  laa  ptrtes 
intervengan  en  la  forma  y  de  la  manera  advertida  en  el 
art.  44,  Esta  citación  tiene  tal  importancia,  que  el 
legislador  ha  creído  necesario  advertir  lo  que  ea  yaua 
principio  normal  en  materia  de  procedimientos;  qut 
cuando  no  se  haga,  que  cuando  por  no  hacerse,  las  per- 
sonas que  han  debido  ser  citadas  no  comparesc&iLi  b 
falta  de  citación  será  motivo  de  casación,  mottTO  hoB^ 
tanto  para  hacer  nulo  lo  actuado  é  invalidar  la  sentai* 
cia  recaída. 
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Art,  48.  Durante  la  aegmtda  quincena  de  los  moses  de  Bi- 
denitire.  Abril  y  Agoato/se  anundai^á  en  el  respectivo  Boletín  ofi- 
ciai  áo  la  provincia  loa  jurados  y  íítipeniumerarioi  que  liubieBen 
düú  designados  para  eada  partido,  el  sitio  y  el  día  en  que  deb&a 
préfieniarse^  j  las  causas  qae  habrán  de  verse. 

En  los  días  16  de  Diciembre,  de  Abril  y  de  Agosto 
se  verificarán  loa  alardes  de  laa  causas  que  han  de  so- 
metoree  al  Jurado  de  nn  partido  judicial  en  el  cuatri- 
aiestre  próximo.  En  esos  mismos  días  y  después  de  ve- 
rificado el  alarde  respectivo,  se  sortearán  los  treinta  y 
seis  jurados  propietarios  y  los  seis  supernumerarios  que 
han  de  constituir  el  Jurado  del  mismo  partido  judicial 
durante  el  cuatrimestre  inmediato  y  que  forman  lo  que 
ordinariamente  se  llama  la  lista  de  servicio. 

Si  después  de  hecho  este  sorteo  queda  pendiente  al- 
gima  recusación  motivadíi,  habrá  de  tramitarse  y  re- 
solverse; y  después  que  se  haya  resuelto,  dentro  siempre 
de  la  eegunda  quincena  de  los  meses  de  Diciembre^ 
Abril  y  Agosto,  se  anunciarán  en  el  respectivo  Boletín 
úfidai  de  la  provincia  los  jurados  y  snpernuraerarios 
que  hubiesen  sido  designados  para  cada  partido,  el  si- 
tio y  6l  día  en  que  deban  presentarse  para  constituir  el 
Tribunalj  y  las  causas  que  ante  ¿ste  habrán  de  verse. 

En  el  caso  en  que  del  sorteo  que  ha  de  producir  la 
lista  de  servicio  no  resulte  pendiente  nluguna  recusa- 
cióUj  el  anuncio  podrá  insertarse  inmediatamente. 

Alí,  en  conjunto^  se  ve  de  una  manera  más  clara  el 
pensamiento  del  legislador,  el  mecanismo  y  la  econo- 
mía de  la  ley;  así  se  comprende  el  <mlaco  establecido 
entre  sus  varios  preceptos.  Teniendo  en  cuenta  lo  que 
dispone  este  art,  48,  y  lo  apremiante  de  los  plazos  en 
que  ha  de  verificarse  esa  verdadera  constitución  del 
Jurado  y  en  que  ha  de  ultimarse  y  ser  anunciada  al  pú- 
bUco,  insistimos  en  lo  que  decimos  al  comentar  y  exa- 
minar el  art.  43;  insistimos  en  que  la  reunión  que  di- 
cho artículo  establece^  debe  verificarse  en  el  mismo  día 
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que  el  artículo  señala,  no  antes  ni  después  de  ^e  dfa. 
La  ley  ha  dicho  que  esta  reunión  se  verifique  el  16  de 
Diciembre,  de  Abril  y  de  Agosto,  y  en  esos  días,  y  no 
en  otros,  debe  la  reunión  verificarse.  Procediendo  de 
una  manera  exacta  en  el  cumplÍBiiento  de  este  precep- 
to, tenemos  la  seguridad  absoluta  de  que  no  han  de  pro- 
ducirse inconvenientes  ni  dificultades  de  ninguna  es- 
pecie. 


Art.  49.  Los  Jueces  de  partido,  tan  pronto  como  reciban  loa 
despachos  en  que  se  les  comunique  el  resultado  del  sorteo  de  jura- 
dos, expedir&n  los  mandamientos  necesarios  &  los  Jueces  manicipa- 
les  &  cuyo  término  correspondan  los  designados  por  la  suerte,  par« 
que  sean  desde  luego  citados. 


Las  prescripciones  de  este  artículo  deben  cumplirse 
también  sin  dilación  alguna.  Los  Jueces  de  partido 
deben  expedir  los  mandamientos  necesarios  á  los  Jue- 
ces municipales,  á  cuyo  término  correspondan  los  ju- 
rados  designados  por  la  suerte,  para  que  sean  desde 
luego  citados,  inmediatamente  que  reciban  los  despa- 
chos en  que  se  les  comimique  el  resultado  del  sorteo. 

La  menor  dilación  en  el  cumplimiento  de  este  ser- 
vicio debe  estimarse  motivo  suficiente  para  exigir  res* 
ponsabilidad.  Como  se  trata  de  una  operación  que  bre- 
ve y  rápidamente  puede  verificarse  de  una  manera 
completa  y  satisfactoria,  los  Presidentes  de  la  Sala  ó 
de  la  Audiencia  deben  procurar  que  los  Jueces  de  par- 
tido la  cumplan  sin  demora  alguna. 


Art.  50.  Los  Jaeces  municipales  acordarán^  sin  demora^  la 
pr&ctica  de  la  citación,  observándose  para  ello  las  disposiciones 
relativas  &  las  mismas^  consignadas  en  la  ley  de  Enjtiicíaituenta 
criminal. 
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Las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal á  que  se  refiere  este  artículo,  son  las  del  tít.  Vil 
del  libro  primero  de  dicha  ley,  que  trata  de  las  notifi- 
caciones, citaciones  y  emplazamientos.  No  creemos  ne- 
cesario reproducirlas,  porque  son  harto  conocidas. 
Cuando  hayan  de  practicarse  las  diligencias  á  que  se 
refiere  el  artículo  que  comentamos,  deben  los  Jueces 
de  instrucción  y  los  municipales  repasar  detenida  y 
cuidadosamente  los  artículos  del  166  al  182  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento,  y  atenerse  por  completo  á  lo  que  en 
los  mismos  se  dispone,  á  fin  de  hacer  las  notificaciones 
y  citaciones  que  se  previenen,  en  la  forma  adecuada  y 
oportuna  que  la  ley  establece. 


Art.  51.  Si  al  practicarse  las  citaciones  resultare  haber  falle- 
cido alguno  de  los  designados  como  jurados  ó  supernumerarios,  ó 
hallarse  físicamente  impedido  de  concurrir  &  la  convocatoria^  ó  es- 
tar ausente^  sin  que  se  espere  su  regreso  oportuno,  se  hará  cons- 
tar por  el  Juez  municipal,  acreditando  la  defunción  por  certifica- 
ción del  Registro,  el  impedimento  físico  por  reconocimiento  facul- 
tativo, y  la  ausencia  por  manifestación  de  la  persona  &  quien  haya 
debido  hacerse  en  su  defecto  la  notificación. 

Los  justificantes  mencionados  se  remitirán  con  el  mandamiento 
al  Juez  del  partido,  y  por  éste  á  la  Audiencia,  á  fin  de  que  en  los 
procesos  pendientes  de  vista  se  haga  constar  el  resultado  de  las 
diligencias. 


De  la  forma  en  que  se  aplique  y  cumpla  este  artícu- 
lo depende,  en  nuestro  juicio,  y  bajo  muchos  puntos  de 
vista,  el  éxito  que  puede  tener  el  ensayo  que  hoy  se 
hace  nuevamente  de  la  institución  del  Jurado.  Este  ar- 
tículo 61  es  uno  de  los  que  entrañan  mayores  dificul- 
tades en  la  práctica. 
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Es  indispensable  que  los  Presidentes  de  Audiencia 
á  quienes  corresponde  la  inspección  superior  en  todo 
lo  que  se  refiere  al  cumplimiento  y  práctica  de  la  ley 
del  Jurado»  se  penetren  bien  del  espíritu  de  la  ley  y 
comprendan,  de  acuerdo  con  ól,  con  qué  grado  de  ri- 
gor y  severidad,  con  qué  exquisito  celo  ba  de  procu- 
rarse que  las  prescripciones  del  art.  51  no  siryan  paia 
eludir  la  obligación  que  esta  ley  ha  impuesto  á  los  ciu- 
dadanos á  quienes  la  suerte  designa  para  deserapefiar 
el  cargo  de  jurado. 

Tres  motivos  de  ausencia  reconoce  este  artículo;  mo- 
tivos que  pueden  advertirse  al  practicar  la  citación  á 
que  se  refiere  el  anterior.  El  citado  puede  haber  falle- 
cido,  puede  encontrarse  físicamente  impedido  de  con- 
currir á  la  convocatoria,  ó  estar  ausente  sin  que  se  es- 
pere su  regreso  oportuno;  es  decir,  sin  que  se  espere 
su  regreso  para  el  día  en  que  haya  de  verificarse  la  re^ 
unión  del  Jurado. 

La  defunción  del  citado  se  acreditará  medíante  cer- 
tificación del  Eegifltro.  Sobre  esto  no  hay  mas  que 
decir.  i 

H 

El  impedimento  físico,  dice  la  ley  que  se  acrediíaró 
por  reconocimiento  facultativo  y  por  la  oportuna  certi- 
ficación; y  acerca  de  este  punto,  debemos  llamar  la 
atención  sobre  lo  que  ordinariamente  sucede,  como  ya 
lo  hicimos  al  tratar  del  delito  do  falsedad  que  puede 
cometerse  con  esta  especie  de  certificaciones,  en  el  co- 
mentario al  art.  4.*^ 

Es  indudable  que  esas  certificaciones  para  justificar 
la  ausencia,  cuando  se  trata  del  cumplimiento  de  nn 
deber,  se  dan  y  so  otorgan  en  nuestro  País  con  deplo- 
rable facilidad.  Nadie  cree  cometer  un  verdadero  delí- 
to  de  falsedad  al  expedir  esas  certifleaciones,  y  es  cosa 
corriente  y  común  pedirlas  y  obtenerlas  de  los  Profe- 
sores Médicos,  aun  cuando  no  respondan^  ó  respondan 
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pocas  veces,  lo  que  en  ellas  se  declara  á  la  realidad  de 
los  hechos.  Y  este  mal  no  es  propio  de  nuestto  País; 
en  todas  partes  sucede  lo  mismo.  En  los  libros  de  los 
tratadistas  italianos  y  franceses,  que  discurren  acer- 
ca de  las  ventajas  ó  inconvenientes  del  Jurado  y  de 
todo  otro  sistema  de  procedimiento  criminal  y  de  en- 
juiciamiento criminal,  hemos  encontrado  observaciones 
y  quejas  análogas  á  las  que  nosotros  producimos  en  este 
momento. 

Eesulta  de  aquí,  que  esas  certificaciones  pueden  ser 
un  portillo  abierto  en  la  ley,  por  el  cual  se  escapen 
la  mayor  parte  de  los  que  no  quieran  cumplir  los  de- 
beres anejos  al  desempeño  del  cargo  de  jurado;  y  es  ne- 
sario  oponerse  decididamente  á  que  esto  suceda,  por- 
que si  eso  sucede,  entonces  no  irán  á  sentarse  en  los 
escaños  del  Tribunal  más  que  aquellos  que  tengan 
voluntad  de  hacerlo,  y  todos  los  que  quieran  eximirse 
del  cumplimiento  de  este  deber  encontrarán  un  me- 
dio fácil  de  hacerlo  ó  lograrlo,  obteniendo  una  certifi- 
cación facultativa  que  acredite  que  están  impedidos 
físicamente  de  cumplir  la  obligación  que  se  les  exige. 

La  ley  no  ha  concretado  bastante  en  este  punto,  y 
ha  hecho  bien;  ha  dejado  la  cuestión  al  arbitrio  de  los 
Magistrados  y  funcionarios  del  orden  judicial  ante 
quienes  se  produce  ó  alega  la  excusa;  ellos  son  los  que 
deben  apreciar  con  rigor  y  con  severidad  las  pruebas 
que  se  presenten  para  demostrar  que  existe  ó  no  el  im- 
pedimento físico. 

No  dice  la  ley  si  basta  el  reconocimiento  de  un  mé- 
dico, ni  la  certificación  de  un  solo  facultativo.  Puede, 
>or  consiguiente,  exigirse  que  el  reconocimiento  le 
)ractiquen  dos  ó  más  Doctores  y  que  la  certificación 
a  expidan  dos  ó  más  Módicos.  Los  Jueces  municipales, 
'.  os  Jueces  de  instrucción,  y,  en  último  término,  los 
'.  Presidentes  de  Audiencia,  deberán  atemperarse  para 
exigir  más  ó  menos  requisitos  á  lo  que  su  criterio  y  su 
celo  les  sugiera,  según  que  puedan  advertir  que  se  tra- 
ta ó  no  de  falsear  los  preceptos  de  la  ley. 
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Si  un  Presidente  de  Sala  advirtiera  que  son  frecuen- 
tes los  casos  en  que  de  determinada  municipalidad 
se  envían  esas  certificaciones  facultativas  acreditando 
el  impedimento  físico  que  impide  á  los  citados  concu- 
rrir á  tomar  asiento  en  los  escaños  del  Tribunal,  po- 
drá ordenar  por  fií  mismo  que  se  practique  nuevo  re- 
conocimiento; y  al  apreciar,  con  arreglo  á  lo  que  deter- 
mina el  art.  52,  el  valor  de  la  justificación  alegada  por 
los  que  se  excusen  de  asistir,  podi*án  impedir  el  abuso, 
aplicando  el  correctivo  que  ese  mismo  artículo  le  au- 
toriza á  imponer  á  aquellos  que  crea  que  no  han  de- 
mostrado suficientemente  la  imposibilidad  de  concu- 
rrir á  la  citación  que  se  les  hace. 

Las  certificaciones  en  que  no  se  acredite  el  recono- 
cimiento no  deben  nunca  admitirse  si  están  redactadas 
en  términos  vagos  ó  poco  explícitos;  es  necesario  que 
sean  certificaciones  detalladas,  concretas,  que  determi- 
nen la  naturaleza,  la  índole  y  el  nombre  de  la  enferme- 
dad que  padece  la  persona  impedida;  que  se  racione  y 
justifique  por  qué  motivo  ese  impedimento  existe  y 
existe  en  el  momento  en  que  el  citado  debe  concurrir 
á  las  sesiones  del  Tribunal* 


m 

Lo  mismo  decimos  de  las  manifestaeíones  que  haga 
la  persona  á  quien  se  notifique  la  citación  en  defecto 
del  citado  para  acreditar  la  ausencia  de  éste  sin  que 
se  espere  su  regreso  oportuno.  Esa  manifestación  puede 
no  ser  bastante;  y  en  caso  de  que  hubiera  la  menor 
sospecha,  podrá  contrastarse  con  xma  información  que 
ha  de  ser  fácil  practicar. 

Al  hacer  constar  el  Juez  municipal  la  ausencia  de 
un  jurado,  cuyo  regreso  no  se  espera  para  el  momento 
oportuno  en  que  haya  de  asistir  á  las  sesiones  del  Tribu- 
nal, debe  hacerlo  de  una  manera  circunstanciada,  á  fin 
i  de  que  por  este  medio  no  aspiren,  los  que  rehuyan  el 
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desempeño  del  cargo  de  jurados,  á  eludir  las  obligacio- 
nes y  deberes  que  el  ini«mo  les  impone.  La  sola  mani- 
festación de  la  persona  á  quien  haya  debido  hacerse  la 
notificación  en  defecto  del  designado,  estimada  por  el 
Juez  municipal,  es  ciertamente  pequeña  garantía. 
Creemos  que  la  práctica  lo  demostrará;  y  conviene  que 
acerca  de  este  pimto  importante  adopten  los  Presiden- 
tes de  Sala  ó  de  la  Audiencia  respectivas  todas  las 
precauciones  que  su  experiencia  y  su  celo  les  sugieran, 
á  fin  de  impedir  que  con  la  aplicación  de  esa  regla, 
con  la  práctica  de  ese  precepto,  se  arraigue  y  establez- 
ca una  verdadera  corruptela  que  podría,  sin  género  al- 
guno de  duda,  falsear  en  este  punto  los  propósitos  del 
legislador. 

También  creemos  que  cuando  la  persona  ausente  que 
filé  citada  se  encuentre  en  punto  que  se  conozca,  debe 
citársele  donde  se  halle,  pues  la  obligación  de  concu- 
rrir subsiste,  cualquiera  que  sea  el  punto  donde  resida. 

Puede  ocurrir  en  este  caso  que  la  distancia  á  que  se 
encuentre  no  le  permita  llegar  para  el  momento  en  que 
comiencen  las  tareas  del  Tribunal;  pero  eso  no  obsta 
para  la  obligación  de  concurrir,  porque  si  no  llega  el 
primer  día,  llegará  el  segundo,  que,  como  veremos  más 
adelante,  la  obligación  de  asistir  no  es  para  el  mismo 
día  en  que  comiencen  las  sesiones  del  Tribunal,  sino 
para  todos  los  días  en  que  el  Tribimal  esté  reunido;  de 
tal  manera,  que  nosotros  entendemos  que  puede  muy 
bien  aplicarse  á  esa  persona  el  correctivo  impuesto  en 
el  art.  52,  por  cada  uno  de  los  días  que  falte  al  cum- 

I)limiento  de  su  deber.  De  manera  que  para  producir 
a  ausencia  una  vacante  definitiva  en  las  listas  de  ser- 
vicio, será  preciso,  en  primer  lugar,  que  no  se  espere 
el  regreso  de  la  persona  ausente  para  el  día  ó  días  en 
que  haya  de  verificar  sus  sesiones  el  Tribunal;  y  en  se- 
gundo lugar,  que  sea  su  paradero  ignorado. 

Entendemos  de  esta  manera  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 51,  y  aplicando  con  este  criterio  los  preceptos 
que  contiene  no  será  fácil,  siempre  que  haya  celo,  ener- 
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gía  y  severidad  en  los  Presidentes  de  Audiencia  para 
todos  sus  subordinados  que  esos  preceptos  se  &lseen. 
Entendemos  que  este  artículo,  en  los  términos  que  nos- 
otros acabamos  de  explicarlo,  no  será  fácil  se  convier- 
ta, como  algunos  han  podido  temer,  en  un  medio  de 
favorecer  la  tendencia  que  existe  á  rehuir  el  desempe- 
ño de  la  obligación  impuesta  á  los  ciudadanos  por  la 
ley  del  Jurado, 

No  creemos  necesario  decir  más  ni  concretar  más. 
Con  las  observaciones  hechas  bsista  para  que  los  Pre- 
sidentes de  Audiencia  comprendan  hasta  qué  punto  es 
necesario  que  cuiden  ellos  por  sí  mismos,  personalmen- 
te, de  una  manera  detenida  y  constante,  de  todo  lo  que 
se  refiere  al  cumplimiento  del  art.  61. 

Los  justificantes  á  que  se  refiere  este  artículo,  debe- 
rán ser,  por  tanto,  objeto  de  un  detenido  estudio,  sobre 
todo  allí  donde  se  repitan  con  demasiada  frecuencia 
los  casos  que  en  él  se  mencionan;  porque  siendo  esos 
casos  excepcionales,  su  misma  frecuencia  bastará  para 
que  se  adquiera  el  convencimiento  de  que  en  el  Juzga- 
do de  donde  procedan  hay  facilidad  sospechosa  para 
presentar  casos  de  esta  especie  y  contribuir  á  que  por 
ellos  dejen  de  cumplir  muchos  ciudadanos  los  deberes 
que  les  impone  la  ley. 


Art.  52.  La  apertura  de  las  sesiones  no  se  suspenderá  por  la 
falta  de  alguno  de  los  designados,  con  tal  que  concurran  á  lo  me- 
nos 28;  entre  jurados  y  supernumerarios. 

Cuando  no  se  reúna  este  número,  se  suspenderá  la  apertura  de 
las  sesiones  por  el  tiempo  absolutamente  preciso  para  completar 
aquél  con  otras  personas  que  ante  los  Jueces^a  dereclio  se  sortea- 
rán de  la  lista  correspondiente  al  partido  á  que  j^^rtenezca  la  po- 
blación, verificándose  el  sorteo,  ya  por  la  lista  de  los  cabezas  de 
familia,  ya  por  la  de  las  capacidades,  seg&n  pertenecieren  á  una  fi 
otra  los  que  falten. 

Los  Jueces  de  derecho  acordarán,  al  mismo  tiempo,  de  plano 
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y  81X1  más  recurso  que  el  de  suplica  ante  los  mismos,  la  imposición 
de  una  multa  de  50  á  500  pesetas  á  los  que  hubiesen  dejado  de 
ooncuirrir  sin  causa  legitima. 

Guando  la  causa  legitima  de  no  asistir  á  la  apertura  de  las  se- 
siones hubiere  sobrevenido  después  de  verificada  la  citación,  se 
justificará  en  la  forma  determinada  por  el  mismo  art.  51,  y  lo  más 
tarde  en  el  momento  de  la  apertura  del  juicio. 

Aunque  estén  presentes  28  ó  más  jurados,  los  supernumerarios 
quedM^  incorporados  á  la  lista  mientras  no  se  complete  el  nu- 
mero de  36.  Los  que,  según  el  orden  del  sorteo ,  no  cupieren  en 
este  número,  quedarán  en  libertad  de  retirarse  desde  el  comienzo 
de  las  sesiones  á  que  se  refiere  el  articulo  siguiente. 


Cuando  hubiese  de  completarse  el  número  de  jura- 
dos establecido  en  este  artículo,  se  procederá  para  el 
sorteo  de  los  que  hayan  de  completarlo  en  la  forma  es- 
tablecida en  el  art.  44.  Todos  los  sorteos  de  individuos 
que  hayan  de  formar  parte  del  Jurado  deben  hacerse 
en  aquella  forma. 

Si  en  este  sorteo  parcial  hubiere  recusaciones  con 
causa,  se  procederá  también  como  dispone  el  artícu- 
lo 45,  lo  cual  no  dilatará  nunca  sino  por  muy  pocos 
días  la  reunión  del  Tribunal. 

La  demora  en  reunirse,  es  menor  mal  que  el  de  que 
venga  á  tomar  parte  eñ  sus  tareas  una  persona  á  quien 
haya  de  recusarse  por  causas  fundadas  ó  por  virtud  de 
alguno  de  los  motivos  que  enumera  el  art.  12. 

Hemos  visto  en  los  Cfomentarios  de  varios  escrito- 
res que  se  ocupan  en  analizar  los  términos  de  esta  ley, 
alguna  insinuación  relativa  á  que  los  preceptos  del 
art.  62  se  cumplan  de  una  manera  más  rápida  y  sin  te- 
ner en  cuenta  la  dispuesto  en  los  artículos  44  y  45. 
Desde  luego  nos  oponemos  de  una  manera  terminante 
á  que  se  adopte  esta  interpretación,  por  creerla  viciosa 
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y  contraria  al  espíritu  y  letra  de  la  ley.  Siempre  que  se 
trate  de  designar  uno  ó  muchos  individuos  que  hayan 
de  formar  parte  del  Jurado  debe  hacerse  con  las  mismas 
solemnidades  y  las  mismas  garantías;  porque  si  se  ad- 
mitiera una  especie  de  procedimiento  rápido  y  sumario 
mra  designar  en  casos  urgentes  á  los  individuos  que 
lubiesen  de  venir  á  completar  el  número  de  los  que 
'.  lan  de  formar  el  Tribunal,  se  abrirla  una  puerta  á  la 
arbitrariedad  y  se  establecería  un  medio  por  el  cual 
toda  la  ley  resultaría  falseada;  medio  que,  explotado 
por  una  voluntad  inteligente,  podría  producir  como  con- 
secuencia un  Jurado  fruto  del  amaño  y  de  la  intriga,  y 
no  un  Jurado  fruto  de  la  designación  escrupulosa  y 
garantizada  que  la  misma  ley  establece. 

Todo  lo  que  llevamos  dicho  acerca  de  los  artículos 
de  este  capítulo  se  refiere  á  la  constitución  del  Tribu- 
nal del  Jurado  para  un  partido  judicial  y  para  un  cua- 
trimestre y  para  ver  y  fallar  todas  las  causas  contenidas 
en  el  alarde  hecho  en  la  quincena  anterior  al  cuatri- 
mestre mismo.  Cuando  hubiere  de  constituirse  un  Ju- 
rado para  ver  y  fallar  una  ó  más  causas  urgentes  con 
arreglo  á  lo  establecido  en  el  párrafo  tercero  del  ar- 
tículo 43,  se  procederá  del  mismo  modo. 

Las  bases  que  es  indispensable  siempre  tener  en 
cuenta  para  regular  y  ordenar  la  constitución  de  un  Ju- 
rado, son:  1 »,  el  alarde  de  las  causas  que  han  de  verse 
ante  él  6  la  designación  de  la  causa  que  es  urgente  ver 
y  fallar;  y  2.»,  el  partido  judicial  á  que  se  refieran.  So- 
bre estas  bases  y  aplicando  en  todos  los  casos,  absolu- 
tamente en  todos,  sin  excepción  ni  reservas  ningunas, 
las  diversas  reglas  que  la  ley  enumera  en  todo  este  ca- 
pítulo, se  constituirá  el  Tnbimal  del  Jurado  debida- 
mente, y  no  podrán  suscitarse  dificultades  ni  dudas  de 
ningún  género  respecto  á  la  forma  en  que  el  mismo 
ha  de  quedar  constituido  para  funcionar  con  arreglo  á 
la  ley. 
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Si  los  preceptos  del  art.  51  se  cumplen  escrupulosa 
y  ñelmente,  pocas  veces  ó  casi  nunca  ocurrirá  el  caso 
previsto  en  este  art.  52.  Los  citados  son  cuarenta  y 
dos;  han  de  faltar  más  de  catorce  de  los  cuarenta  y 
dos  para  que  proceda  suspender  la  apertura  de  las  sg^ 
siones. 

Kepetimos  que  no  es  presumible  que  esto  ocurra. 
La  proporción  es  demasiado  grande  para  que,  sin  una 
lenidad  injustificada  é  indispensable  de  los  Presidentes 
de  las  Audiencias,  en  cuyas  manos  pone  la  ley  medios 
bastante  eficaces  para  que  eso  no  sucedaj  se  presente 
jamás  este  caso. 

Si  contra  lo  que  nosotros  pensamos  y  creemos  ocu- 
rriera, consideramos  que  las  estadísticas  lo  revelarán, 
y  entonces  habrá  que  pensar  en  adoptar  algrin  medio 
legislativo  que  impida  la  repetición  de  tamaño  escán- 
dalo. Este  medio  no  podrá  ser  otro  que  el  aumentar  el 
número  de  los  supernumerarios  que  se  sorteen,  hacien- 
do que,  en  vez  de  seis,  sean,  por  ejemplo,  doce  ó  die- 
ciocho. También  puede  contribuir  mucho  á  evitar  esto 
el  Reglamento  de  la  ley  del  Jurado,  cuando  se  redacte, 
que  ya  hemos  dicho  que  debe  redactarse  cuando  se  co- 
nozcan los  primeros  datos  y  noticias  que  an-oje  la  ex- 
periencia del  Jurado. 

Ese  Keglamento,  que  desaiTollará  los  principios  del 
art.  51,  puede  poner  correctivo  á  los  males  que  se  ad- 
viertan y  á  los  abusos  que  hayan  podido  cometerse,  por 
no  interpretar  y  por  no  aplicar  de  la  manera  que  nos- 
otros hemos  indicado  el  referido  art.  51. 
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Cuando  no  se  reuna  el  número  de  Teintiocho  entre 
jurados  y  supernumerarios ,  se  suspenderá  la  sesión 
por  el  tiempo  absolutamente  preciso  para  completar..., 
¿qué  número?  En  nuestra  opinión,  el  de  treinta  y  seis. 
El  art.  52,  en  su  párrafo  segundo^  habla  de  e$ie  núme- 
ro refiriéndose  al  de  veintiocho,  y  luego  de  aquel  nú- 
mero, indicando  el  que  se  ha  de  completar.  Aquél  no 
puede  ser  otro  que  el  de  treinta  y  seis;  y  es  natural 
que  habiéndose  de  completar  ya  el  Jurado,  se  procure 
completarlo  verdaderamente,  y  sólo  está  completa  la 
lista  de  servicio  de  que  ha  de  sortearse  el  Tribunal  qiíe 
ha  de  ver  y  entender  en  cada  proceso,  cuando  hay 
treinta  y  seis  jurados. 

Se  completará  aquel  número,  el  número  de  treinta 
y  seis,  con  las  persoaas  que  se  sortearán  de  la  lisia  co* 
rrespondiente  al  partido  á  qm  pertenezca  la  jyóblmón. 
Esta  frase  ha  dado  lugar  á  confusiones  y  equivocacio- 
nes verdaderamente  lamentables,  aun  cuando  noBotros 
no  las  creemos  justificadas. 

Se  trata  de  un  Jurado  que  va  á  funcionar  en  una  po- 
blación de  determinado  partido  judicial.  La  lista  de 
aquel  partido  es  la  lista  del  mismo  partido  á  que  co- 
rresponden  las  causas  todas  que  han  de  serle  someti- 
das. En  esto  no  puede  haber  jamás  error  ni  equivoca- 
ción; y  no  comprendemos  cómo  algunos  comentaristaa 
han  deducido  de  aquí,  de  estas  palabrajs,  de  esta  ma^ 
ñera  de  expresar  su  pensamiento  el  legislador  en  el 
segundo  párrafo  del  articulo  que  comentamos,  que  ía 
lista  de  que  se  trata  sea  la  de  un  partido  judicial  dis- 
tinto de  aquél  á  que  pertenecen  las  causas  que  han  de 
ser  sometidas  al  Tribunal  de  cuya  constitución  se  está 
tratando. 

No  han  pensado,  no  han  meditado  bien  si  era  posi- 
ble  que  la  ley  incurriera  en  una  contradicción  tan  es- 
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presa  y  terminante.  Ya  hemos  dicho  varias  veces,  que 
lina  de  las  bases  fundamentales  en  la  organización  del 
Jurado  en  nuestro  País,  es  su  constitución  por  partidos 
judiciales.  A  ese  principio,  ni  se  falta  ni  se  puede  fal- 
tar nunca;  es  uno  de  los  principios  esenciales  y  funda- 
mentales de  la  ley,  y  al  llegar  el  caso  en  que  haya 
necesidad  de  aplicar  ese  principio,  no  hay  para  qué 
decir  que  la  ley  no  podía  disponer  sino  lo  que  dispo- 
ne; es  decir,  que  el  Jurado  se  complete  con  personaa 
extraídas  de  la  misma  lista  del  propio  partido  á  que 
pertenecen  las  que  no  han  concurrido,  las  que  han  fal- 
tado, las  que  con  su  falta  han  hecho  necesario  el  sor- 
teo supletorio. 

Este  sorteo  supletorio  tendrá  en  cuenta  la  calidad* 
de  los  jurados  que  faltan.  Si  los  que  faltan  son  cabezas 
de  familia,  obtendrá  los  que  los  reemplacen  sorteándo- 
los de  la  lista  de  cabezas  de  familia;  si  los  que  faltan 
son  capacidades,  obtendrá  su  reemplazo  sorteándolos 
de  la  hsta  de  capacidades;  y  si  los  que  faltan  son  ca- 
bezas de  familia  y  capacidades,  habrá  de  procurar  su 
reemplazo,  sorteando  de  una  y  de  otra  lista  los  nom- 
bres correspondientes  á  los  que  fueron  designados  y 
han  dejado  de  presentarse. 


IV 

¿Cómo  ha  de  verificarse  este  sorteo?  Ya  hemos  di- 
cho varias  veces  que  con  arreglo  á  lo  que  dispone  el 
art.  44;  y  acerca  de  esto  tenemos  necesidad  de  hacer 
algunas  observaciones. 

Ante  todo,  la  ley  nada  dice  que  se  oponga  de  una 
manera  terminante  á  lo  que  nosotros  entendemos  acer- 
tado; y  sería  preciso  que  en  materia  tan  grave  y  en 
cuestión  tan  delicada  y  transcendental,  si  hubiera  de 

{)revalecer  un  pensamiento  contrario  al  nuestro,  la 
ey  lo  hubiera  declarado  de  una  manera  explícita.  Ka 
creemos  que  ninguno  de  los  que  intervinieron  en  la 
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redaccióiL  del  precepto  que  estamos  comeatando  pen- 
sara de  esta  suerte.  Siempre  se  partió,  á  nuestro 
juicio,  por  lo  que  nosotros  hemos  creído  y  por  lo  que 
hemos  oído,  del  supuesto  de  que  el  sorteo  sujdeto- 
rio  había  de  verificarse  con  arreglo  á  las  mismas  con- 
diciones que  la  ley  ha  establecido  para  el  sorteo  prin- 
cipal. No  es  obstáculo  para  ello  el  que  la  ley  diga  que 
este  sorteo  supletorio  se  practicará  ante  la  sección  de 
Derecho,  mientras  que  el  del  artículo  44  ha  de  practi- 
carse ante  la  Audiencia  ó  Sala  de  lo  criminal  corres- 
pondiente, porque,  en  primer  lugar,  esta  variación  no 
tiene  transcendencia  alguna  para  el  caso,  y  lo  mismo 
supone  que  el  sorteo  se  practique  ante  unos  que  ante 
^otros  Magistrados.  Los  Magistrados  aquí  no  son  más 
que  la  garantía  de  que  el  sorteo  se  ha  de  practicar  de 
una  manera  solemne  y  formal,  é  importa  poco  que 
sean  unos  ú  otros  Magistrados  los  que  le  presencien, 
autoricen  y  dirijan. 

Para  el  sorteo  prevenido  en  el  art.  44  se  cita  á  las 
partes;  y,  por  ventura,  ¿no  han  de  estar  citadas  tam 
bien  para  el  acto  en  que  se  verifique  el  sorteo  supleto-' 
rio?  Este  acto,  cuando  llegue  el  caso  de  que  se  veri- 
fique, ha  de  tener  lugar  el  día  en  que  se  reúna  el  Ju- 
rado; y  es  indispensable  que  para  el  día  en  que  se  re- 
una  el  Jurado  estén  citadas  todas  las  partes.  La  ley 
manda  que  lo  estén  de  una  manera  terminante  en  el 
art.  47,  á  tal  punto,  que  la  falta  de  asistencia  de  las 
partes  puede  ser  causa  de  la  suspensión  del  acto;  y  no 
era  necesario,  por  consiguiente,  decir  que  si  las  par- 
tes han  de  estar  citadas  para  aquel  día,  para  aquella 
fecha  en  que  han  de  comenzar  las  sesiones  del  Jurado, 
lo  han  de  estar  también  para  el  sorteo  supletorio,  caso 
de  que  el  sorteo  se  verifique. 

Cuando  las  partes  no  estén,  no  podrá  abrirse  la  se- 
sión del  Jurado  para  la  causa  de  que  se  trate,  y  tam- 
poco se  verificará  el  sorteo  supletorio  para  aquella  cau- 
sa misma. 

En  todo  lo  que  se  refiere  al  Jurado,  lo  más  impor- 
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tante  es  lo  que  afecta  á  la  constitución  del  Tribunal. 
Insistimos^  pues,  en  que  el  Tribunal  ha  de  constituií^se 
en  todos  los  casos  con  la  misma  solemnidad^  con  la 
misma  seriedad  y  con  los  mismos  requisitos  y  circuns- 
tancias que  la  ley  establece,  porque  de  que  esta  cons- 
titución se  verifique  en  esa  forma,  depende^  en  primer 
término,  que  el  Tribunal  del  Jurado  responda  á  las  ne- 
cesidades  y  exigencias  que  viene  á  satisfacer,  y  por- 
que todo  lo  que  no  sea  acomodarse  de  una  manera  es- 
crupulosa y  fidelísima  en  lo  que  toca  á  la  constitución 
del  Jurado,  á  lo  prevenido  por  la  ley,  es  abrir  el  cami- 
no á  la  arbitrariedad  y  al  abuso  y  contribuir  á  que,  en 
vez  de  que  el  Tribunal  se  halle  organizado  y  constituí- 
do  en  la  fot^ma  que  la  ley  pide,  exige  y  quiere  ^  no  ten- 
gan esos  Tribunales  esta  garantía  que  el  legislador  ha 
reclamado  de  la  ley  que  estamos  examinando. 


Debe  procederse,  por  tanto,  en  el  caso  del  sorteo  su- 
pletorio, como  proviene  el  art.  44,  y  si  de  ese  sorteo 
supletorio  resultan  incidentes  de  recusaciones  moti- 
vadas, deben  esos  incidentes  ti^amitarse;  todo  ello  te- 
niendo en  cuenta  que  el  tiempo  que  ha  de  invertirse 
en  la  tramitación  de  estos  incidentes,  que  el  tiempo 
necesario  para  citar  á  los  nuevamente  sorteados  que 
han  de  venir  á  completar  el  Tribunal,  podrá  suponer 
una  dilación  de  seis  ú  ocho  días,  y  una  dilación  de  seis 
ú  ocho  días  no  es  tan  grave  que  no  pueda  acordarse, 
dada  la  amplitud  de  los  términos  de  que  podrán  dis- 
poner los  Tribunales,  si  todas  las  operaciones  se  han  de 
verificar  como  la  ley  establece.  Esto  es  lo  legal  y  lo 
justo. 

Ahora  bien:  para  practicar  esta  disposición,  es  ne- 
cesario que  lo  mismo  los  Presidentes  y  los  Magistra- 
dos que  las  partes  y  sus  defensores  y  representantes^ 
estén  aminadoe  de  un  espíritu  de  discreción  y  de  pm- 
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dencia  que  nosotros  debemos  encarecer,  sobre  todo» 
con  este  motivo. 

Sucede  con  el  Jurado  algo  de  lo  que  ocurrre  con  el 
ejercicio  de  los  derechos  políticos  y  con  la  práctica  de 
las  garantías  establecidas  en  el  régimen  parlamenta- 
rio. Este  régimen  no  podría  vivir,  no  podría  oxisür  y 
produciría  en  su  desenvolvimiento  y  existencia  los  ma- 
yores absurdos,  si  las  personas  que  en  él  interóenen 
y  si  las  entidades  que  tienen  derecho  á  influir  en  su 
desarrollo  y  existencia  misma  abusaran  de  sus  res- 
pectivos derechos.  JTunca  se  ha  podido  decir  con  tanta 
exactitud  como  aplicándolo  á  la  vida  del  régimen  par- 
lamentario, que  el  sunimun  jits  puede  ser  la  summa  in- 
juria. Si  un  pequeño  gnipo  de  Diputados  en  una  Cá- 
mara abusa  de  su  derecho  de  preguntar,  interrumpir 
y  discutir,  de  proponer  enmienda  sobre  enmienda  ó 
toda  especie  de  dictámenes,  de  prolongar  indebida- 
mente  una  discusión,  y  hace  uso  en  ella  de  cuantos  re- 
cursos y  medios  le  sugiere  su  imaginación  fecunda  y 
le  autoriza  á  emplear  el  Eeglamento,  necesariamente 
amplio,  que  rige  \m  tareas  de  ese  Cuerpo  deliberante, 
no  habrá  manera  de  obtener,  ni  aun  en  los  períodos  le- 
gislativos más  extensos,  que  se  apruebe  una  sola  ley; 
y  toda  la  vida  parlamentaria  llegará  á  pai'alizarse  mer- 
ced  á  ese  sistema  obstiiiccionista,  por  el  mero  ejercicio 
del  derecho  que  esos  Diputados  tienen. 

La  mayoría  que  se  vea  de  este  modo  constantemen- 
te en  jaque,  acabará  por  apelar  á  medios  de  violencia 
y  acabará  por  proscribir  esos  mismos  derechos  de  que 
se  hace  un  uso  tan  abusivo,  y  la  vida  parlamentaria  no 
podría  tener  la  regularidad  y  normalidad  que  necesi- 
ta en  un  caso  de  esa  especie,  sino  por  el  mutuo  con- 
sentimiento y  por  la  voluntad  de  todos,  porque  todos 
procuren  armonizar  sus  respectivos  derechos,  porque 
todos  hagan  el  sacrificio  de  sus  facultades  exclusivas  y 
coincidan  en  una  fórmula  de  armonía  y  conciliación  de 
sus  encontradas  aspiraciones. 

Lo  mismo  podemos  decir  que  sucederá  en  lo  que  se 
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refiere  á  la  práctica  del  Jurado;  es  necesario  que  en 
este  punto  nadie  extreme  su  derecho;  es  necesario  que 
en  la  constitución  y  en  lo  que  á  la  manera  de  funcionar 
el  Jurado  se  refiere,  nadie  llegue  á  los  límites  de  sus 
facultades  y  de  sus  atribuciones;  es  necesario  que  una 
conducta  de  mutua  prudencia  venga  á  hacer  posible  la 
práctica  y  fácil  el  manejo  de  los  resortes  que  establece 
esta  ley.  De  otra  manera,  la  ley  naufragaría,  y  el  obje- 
to que  con  ella  se  ha  propuesto  el  legislador  no  se  con- 
seguiría jamás  de  una  manera  adecuada  y  conveniente. 

Interesa  á  todos  que  el  sorteo  supletorio  se  veri- 
fique con  arreglo  á  las  condiciones  establecidas  en  el 
art.  44;  pero  es  indispensable  que  las  partes  no  abusen 
de  su  derecho  á  alegar  recusaciones  motivadas;  es  ne- 
cesario que  comprendan  que  la  recusación  sin  causa 
pone  en  sus  manos  medios  bastantes  para  evitar  que 
una  persona,  cuya  recusación  motivada  sería  difícil  de 
alegar  y  aun  de  probar,  deje  de  sentarse  en  los  escaños 
del  Tribimal  y  deje  de  influir  en  la  causa  de  que  se 
trate. 

Partiendo  de  aquí,  podremos  abrigar  la  esperanza 
de  que  al  verificarse  esos  sorteos  supletorios  no  se  in- 
dicarán ni  se  alegarán  más  recusaciones  motivadas 
que  aquellas  que,  por  poder  probarse  fácilmente,  resul- 
ten admitidas  de  plano;  y  que  si  alguna  se  suscita  que 
ofrezca  dudas,  la  mutua  conveniencia  hará  que  acerca 
de  ella  se  adopte  un  acuerdo  unánime,  á  fin  de  evitar 
dilaciones  y  tardanzas  que  serían  perjudiciales  para  la 
Administración  de  justicia  y  al  interés  de  la  acusa- 
ción, y  al  interés  de  la  defensa  en  definitiva. 

Además,  no  hay  que  olvidar  que  la  ley  ha  estable- 
cido una  sanción  enérgica  y  de  eficaces  efectos,  para 
contener  á  los  que  de  una  manera  maliciosa  ó  con  no- 
toria mala  fe  aleguen  recusaciones  motivadas  que  ca- 
rezcan en  absoluto  de  motivo;  y  creemos,  por  tanto, 
que  si  en  el  seno  de  la  Asamblea  constituida  por  el 
Tribunal,  las  partes  y  sus  defensores  y  representantes, 
esta  idea  prevalece,  siempre  y  en  los  casos  en  que 
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haya  de  precederse  á  un  sorteo  supletorio,  no  extre- 
mará ninguDo  su  dereclio  y  se  adoptarán  aquellos  me- 
dios y  aquellas  resoluciones  que  pongan  fácilmente 
término  al  incidente  para  que  el  juicio  se  suspenda  el 
menor  tiempo  posible. 

A  los  Presidentes  y  Magisti^ados,  á  los  Fiscales  y 
Abogados  de  las  partes,  que  son  en  defínitiYa  los  que 
han  de  dirigir  estas  operaciones,  á  aquellas  personas 
con  cuyo  concurso  hay  que  contar  para  realizarlas  de 
una  manera  adecuada  y  conveniente,  les  aconsejamos 
se  inspiren  en  estas  ideas,  y  abrigamos  la  seguridad 
que  en  la  mayor  paii;e  de  los  casos  así  habrán  de  haeer* 
lo.  De  ahí  nace  nuestra  confianza  de  que  nunca  resiü- 
tarán  del  caso  que  examinamos  i^erdaderos  conflictos, 
verdaderas  dificultades  para  la  marcha  y  ejercicio  i-e- 
guiar  de  las  operaciones  á  que  se  refiere  esta  parte  de 
la  ley* 

m 

Ya  hemos  dicho  que  el  número  de  Jurados  que  ha 
de  completarse  en  el  sorteo  supletorio  es  el  de  trein- . 
ta  y  seis.  El  art.  52  ofrece  claro  este  punto  á  nuestros 
ojos;  y  no  comprendemos  cómo  algunos  tratadistas 
han  podido  entender  que  el  número  que  ha  de  com- 
pletarse es  el  de  veintiocho.  La  más  vulgar  prudencia 
aconseja  que  el  número  que  se  complete  sea  aquél, 
porque  puede  ocurrir  muy  bien  que  algunos  de  aque* 
líos  que  se  designen  para  completarle  falten^  y  en  este 
caso  habría  que  proceder  á  un  nuevo  sorteo  supletorio, 
lo  cual  ya  sería  verdaderamente  lamentable  y  produ- 
ciría dilaciones  que  hay  que  evitar  á  todo  trance. 


VII 

Al  comentar  este  artículo  el  8r.  Amat,  hace  algunas 
consideraciones  que  creemos  conveniente  reproducir. 
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En  todo  lo  que  se  encamine  á  obligar  á  las  personas 
sorteadas  que  no  se  hayan  excusado  debidamente  á 
que  asistan  y  tomen  parte  en  líis  deliberaciones  del 
Tribunal  del  Jurado,  profesamos,  como  el  Sr.  Amat,  el 
criterio  de  que  debe  precederse  con  la  mayor  severidad 
y  energía.  Nos  inclinamos,  pues,  á  la  interpretación 
que  el  Sr.  Amat  hace  de  lo  dispuesto  en  el  art.  52, 
y  vamos  á  reproducir  sus  consideraciones  por  encon- 
trarlas muy  razonables  y  muy  justificadas,  si  bien, 
como  acerca  de  este  punto  nada  dice  la  ley  deter- 
minado y  expreso,  conviene  que  de  una  parte  la  ju- 
risprudencia de  los  Tribunales,  y  de  otra  lo  que  haya 
de  hacerse  el  día  en  que  se  redacte  el  Eeglamento  de 
la  ley  del  Jurado,  aclaren  las  dudas  que  acerca  de  la 
misma  puedan  ocurrir,  y  se  establezca  una  doctrina 
definitiva;  doctrina  que,  en  nuestro  sentir,  debe  por 
lo  menos  inclinarse  á  las  conclusiones  que  el  señor 
Amat  afirma  y  justifica. 

«Los  jurados,  dice,  los  jurados  ausentes  el  primer 
día  de  sesión,  ¿quedan  relevados  de  comparecer  en  lo 
sucesivo?  ¿Vienen  obligados  á  hacerlo  para  ver  los 
restantes  juicios  del  cuatrimestre  los  designados  en  el 
jsorteo  supletorio?  Gran  dificultad  encontramos  para 
contestar  á  estas  preguntas  por  la  oscuridad  que,  para 
nuestra  inteligencia,  tiene  la  ley  en  esta  parte.  La  pri- 
mera de  las  preguntas  formuladas  puede  cambiarse 
por  otra  que,  en  nuestro  concepto,  simplifica  la  resolu- 
ción de  la  duda.  Siendo  el  cargo  de  jurado  una  fun- 
ción social,  un  deber  del  ciudadano,  la  falta  de  cumpli- 
miento de  este  deber  un  día,  ¿le  exime  de  cumplirlo 
en  los  restantes?  Presentada  en  esta  forma  la  cuestión, 
la  contestación  negativa  se  impone;  pues  no  sería  jus- 
to que  el  que  un  día  cumplió,  viniese  obligado  para  lo 
sucesivo,  y  el  que  faltó  una  vez  á  su  obligación  de 
comparecer  quedase  ya  relevado  de  observarla  en  ade- 
lante; sin  que  pueda  alegarse  en  contra  de  ello  la  mul- 
ta que  se  impone  al  ausente,  porque  ésta  es  el  castigo 
de  la  falta  pasada  y  no  el  precio  de  las  futuras. 
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*Se  recordará  que  al  hablar  en  el  comentario  al  ar- 
tículo 46  de  las  citaciones  á  los  jurados,  recomenda- 
mos que  éstas  se  hicieran  expresando  la  obligación  de 
comparecer  en  el  día  señalado  j  en  los  siguientes.  Ve- 
rificadas en  esta  forma,  el  jurado  que  voluntaria  ó  iii* 
voluntariamente  deje  de  asistir  el  primer  día  de  sesión 
del  cuatrimestrCj  viene  obligado  á  verificarlo  en  todos 
y  cada  uno  de  los  sucesivos  mientras  duren  las  se- 
siones. » 

Estamos  conformes  con  esta  manera  de  apreciar  la 
cuestión.  El  Sr,  Amat  añade  más  adelante:  «Por  ejo 
también  juzgamos,  que  la  multa  de  50  á  500  pesetas 
que  el  púiTafo  tercero  del  artículo  que  comentamos  es> 
teblece,  se  ha  de  imponer  á  los  jurados  tantas  veces 
cuantos  sean  los  días  que  hayan  de  asistir;  y  nos  con- 
firma en  esta  idea  la  consideración  de  que^  de  otra 
suerte,  sería  mejor,  ó  por  lo  menos  igual,  la  condición 
del  que  no  hubiese  asistido  un  solo  día  á  la  de  aquél 
que  no  hubiese  faltado  sino  el  último;  y  es  necesario 
que  se  cumpla  la  disposición  que  la  ley  prescribe,  que 
obliga  á  la  imposición  de  la  multa,  y  que  si  un  sólo  día 
S6  falta  debe  ésta  ser  impuesta;  que  de  otra  suerte, 
concurriendo  el  primer  día^  ya  estaba  relevado  el  jura- 
do de  toda  responsabilidad.)» 

También  examina  el  Sr.  Amat  si  procede  la  prisión 
subsidiaiia  en  el  caso  de  insolvencia  de  la  multa,  y  se 
decide  por  la  negativa,  pero  advirtiendo,  que  si  se  acor- 
dara la  segunda  citación  deberá  hacerse  según  el  pá- 
rrafo  quinto  del  art.  135  de  la  ley  de  Enjuiciamiento, 
con  apercibimiento  de  proceder  criminalmente  contra 
el  citado  por  el  delito  de  denegación  de  auxilio,  y  en 
caso  de  inconiparecencia,  se  mandará  formar  la  corres- 
pondiente causa  criminal.  Este  delito,  añade,  <rse  halla 
previsto  y  penado  en  el  mt  383  del  Código,  según  el 
cual,  el  jurado  que  voluntariamente  deje  de  desem- 
peñar su  cargo  sin  excusa  admitida,  habiendo  sido 
oportunamente  citado,  incurrirá  en  la  multa  de  150 
á   1,500  pesetas;  además,  toda  pena  lleva  consigo  la 


Digitized  by 


Googl( 


tÍt.  l— cap.  vl— abt.   53  583 

condenación  de  las  costas  del  proceso.  Si  el  amor  á  hi 
justicia  y  el  respeto  á  la  ley  no  fueran  bastantes  &  lia- 
cer  desempeñar  los  deberes  que  el  Estado  y  la  socie- 
dad imponen  y  la  misma  ley  declara,  bastarían  los  tex- 
tos citados  para  que  aconsejemos  á  los  que  sean  nom- 
brados jurados  la  asiduidad  en  el  cumplimiento  de  su 
«argo.  A  loa  que  lo  encuentren  penoso  les  recordare- 
mos la  máxima  ^dura  Utj  sed  Ux,» 

Evidentemente  la  ley  es  dura,  pero  es  necesario 
cumplirla  con  todo  rigor  á  fin  de  que  no  resulte  im- 
posible la  aplicación  de  la  de  1888,  porque  los  ciuda- 
danos que  se  retraigan  de  cumplir  los  deberes  que  la 
misma  ley  impone,  dejan  de  atender  á  las  elevadas  ne- 
cesidades sociales  que  esa  misma  ley  ha  tratado  de 
garantizar  y  satL^facer, 
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TITULO   II 

Vú  juicio  ante  qI  Tribunal  del  Jurado, 


Recusación  de  los  jurados, 

Art.  53.  En  el  día  del  señalamietito  para  la  reumióü  del  Jo» 
fado,  se  constituirán  los  Jueces  de  derecLo  con  los  jnradot  j  fü- 
líeiTSura erarios  quo  se  hubiesen  presentado,  y  si  el  nújnero  fuese 
suficiente»  coa  arreglo  a  la  presente  ley,  el  Presidente  abrirá  Im 
Beeión,  y  se  procederá  á  constituir  el  Tribunal  que  ba  de  vtr  y  sen* 
teEoiar  el  primer  proceso. 


La  sesión  ó  audiencia  á  que  se  refiere  este  articulo 
debe  ser  publica.  La  ley  lo  dice  en  ea  art.  103.  La  pu- 
blicidad, además,  es  la  mayor  garantía  de  la  regulari- 
dad y  legalidad  de  todo  procedimiento.  La  pubUcidad 
es  la  regla  general  pai*a  todos  los  actos  relacionadúd 
con  las  funciones  á  que  se  refiere  esta  ley.  Todas  las 
operaciones  de  que  ella  habla,  juntas,  aesiones,  sorteos, 
deben  ser  enteramente  públicas.  Siempre  que  la  ley 
misma  no  prevenga  el  secreto  y  la  reseña^  debe  eu* 
tenderse  que  ha  establecido  la  coEdición  y  la  r^Ia 
de  la  publicidad.  De  esta  manera,  los  actos  qu©  so 
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realicen  serán  siempre  más  solemnes,  más  legales,  máa 
regulares,  y  podrán  ser  más  fácil  y  generalmente  con- 
tristados; de  suerte,  que  se  adquiera  por  ellos  el  con- 
vencimiento de  que  la  ley  ^  cumplida  de  una  manera 
estrecha  y  rigorosa,  y  de  que  se  atienden  y  obede- 
cen con  puntual  escrupulosidad  los  deseos  y  adverten- 
cias del  legislador,  que  es  la  mayor  garantía  que  pue- 
de darse  á  la  opinión  de  que  el  ensayo  que  va  á  hacer- 
se de  este  nuevo  método  de  enjuiciar  será  un  ensaya 
leal  y  prudente. 

Aun  en  el  caso  de  que  las  deliberaciones  del  Tribu- 
nal sobre  un  determinado  proceso  hayan  de  ser  secre- 
tas conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  103,  todo  lo  rela- 
tivo á  la  constitución  del  Jurado  que  ha  de  verlo  y  fa- 
llarlo debe  ser  público.  Está  de  acuerdo  esta  manera 
de  pensar  nuestra  con  la  legislación  de  todos  los  pue- 
blos. Sólo  en  Austria  y  en  Hungría  es  secreto  ese  acto 
que  por  sus  condiciones  y  circunstancias  debe  estar  re- 
vestido siempre  de  la  mayor  publicidad. 


n 

Tampoco  dice  la  ley  de  una  manera  terminante  y 
concreta  en  el  artículo  que  comentamos,  quiénes  deben 
asistir  á  la  junta  de  que  el  mismo  trata.  Desde  luego 
advierte  que  deben  estar  presentes  los  Jueces  de  dere- 
cho y  los  jurados  y  supemumeiarios  que  hayan  de 
constituir  el  Tribimal  en  número  suficiente  con  arreglo 
á  las  anteriores  disposiciones;  es  decir,  que  deben  estar 
todos  los  Magistrados  que  componen  la  Sala  que  ha  de 
unirse  á  los  jueces  de  origen  popular  para  constituir  el 
Tribunal;  y  de  estos  últimos  debe  haber,  por  lo  menos, 
veintiocho,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  52.  A 
estas  personas  está,  realmente  limitada  la  consideración 
de  que  su  asistencia  sea  imprescindible  para  inaugurar 
el  acto,  abrir  la  sesión  y  constituir  el  Tribunal,  porque 
si  bien  los  juicios  que  han  de  seguir  á  la  constitución  ' 
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i  del  Tribunal  mismo  no  podrán  celebrarse  sin  la  bsíb- 

i  tencia  de  los  procesados  y  teetigos,  no  obsta  que,  en 

■  algún  caso,  éstos  no  se  hallen  presentes  á  la  constitu- 

ción del  Tribunal,  para  que  este  Tri^bunal  pueda  confi- 
tituírse. 
/  Para  abrir  la  sesión,  para  hacer  lo  que  el  art.  53  dis- 

pone, no  es  necesario  que  estén  presentes  más  que  los 
Jueces  de  derecho  y  los  jurados  en  número  suficiente. 


m 

Ahora;  si  bien  la  falta  de  alguna  otra  persona  no  se- 
rá motivo  bastante  para  que  la  constitución  del  Tribu- 
nal se  anule,  ni  para  que  se  crea  viciada  por  un  defecto 
insubsanable;  si  bien  al  acto  material  de  la  constitu- 
ción del  Tribunal  no  obliga  la  ley  que  asistan  más  per- 
sonas que  las  que  hemos  enumerado,  es  conveniente 
que  asistan  otras;*  y  sin  duda,  de  esta  conveniencia  han 
partido  los  comentaristas,  que  conceptúan  que  la  se- 
sión no  podrá  abrirse  sin  que  estén  presentes  el  Fiscal, 
el  querellante  y  los  procesados^  y  en  algunos  casos  los 
defensores  de  los  procesados  mismos. 

La  oportunidad  de  que  asistan  todas  estas  personas 
se  justifica  por  distintas  consideraciones.  Hay  que  dis- 
tinguir, en  las  reuniones  que  se  han  de  celebrar  ooii 
arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  art.  53,  aquellas  que  pre- 
ceden al  juicio  en  que  ha  de  verse  una  sola  causa^  de 
aquellas  que  preceden  á  los  juicios  en  que  han  de  ver- 
se dos  ó  más.  Uno  y  otro  caso  puede  ocurrir  muy  bien, 
ya  porque  el  alarde  arroje  una  sola  causa  para  conoci- 
miento  del  Jurado  en  un  cuatrimestre,  caso  segura- 
mente rarOj  pero  no  imposible,  ya  porque  se  trate  del 
caso  de  que  se  reúna  el  Jurado  para  ver  j  fallar  una 
causa  urgente,  y  no  para  ver  y  fallar  las  incluidas  en 
el  alarde  hecho  antes  de  un  cuatrimestre  cualquiera. 

Cuando  la  reunión  se  verifique  para  constituir  el  Ju- 
rado que  ha  de  ver  y  fallar  una  sola  causa,  entonces  no 
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liaj  que  decir  que  convendrá  al  interés  de  la  justicia  y 
al  interés  mismo  de  los  procesados,  así  como  al  de  to- 
das las  partes  que  intervienen  en  el  procedimientu, 
que  asistan  á  esa  reunión  para  la  constitución  del  Tri- 
bunal^ el  Fiscal,  el  querellante  particular  si  lo  hubiere, 
los  procesados  y  sus  defensores.  C'on  decir  que  en  esta 
reunión  va  á  practicarse  la  recusación  última  y  defini- 
tiva y  la  más  importante,  que  ba  de  dar  por  resulta- 
do, mediante  eliminaciones  succsivaSj  la  constitucióu 
del  Tribunal  del  Juradoj  basta  para  comprender  en  qué 
consiste  ese  interés,  y  qué  razones  la  justifican  y  de- 
fienden; pero  si  se  trata  de  una  reunión  que  ba  de  pre- 
ceder á  varios  juicios,  del  caso  más  ordinario  y  comen- 
te de  la  constitución  del  Tribunal  del  Jurado  para  ver 
y  fallar  todas  las  causas  de  un  cuatrimestre,  todas,  me- 
nos las  causas  especiales  y  urgentes,  las  consideracio- 
nes que  pueden  alegarse  respecto  á  la  asistencia  de  las 
personas  llamadas  á  constituir  esta  junta,  son  entera- 
mente distintas. 

En  primer  lugar,  ¿deberán  asistir  sólo  las  partes  y 
los  representantes  de  las  partes  interesadas  en  la  can- 
ea que  ha  de  verse  y  fallarse  en  primer  término,  ó  de- 
berán asistir  las  partes  y  los  representantes  de  las  mis- 
mas á  quienes  afectan  las  diferentes  causas  que  han  de 
verse  y  fallarse  durante  todo  el  período  cuatrimestral^ 
Porque  el  Tribiinal  que  se  constituye  con  arreglo  al 
art,  53,  se  constituye  sólo  para  ver  y  fallar  la  primera 
causa;  y  es  necesario  tener  esto  muy  en  cuenta,  y  re- 
cordar aquí  cuál  es  el  sistema  de  la  ley. 

Tenemos  una  lista  definitiva  de  los  jurados,  que  cons- 
tituyen el  Jurado  de  cada  partido  judicial  durante  el 
cuatrimestre;  lista  compuesta  de  treinta  y  seis  nom- 
bres, en  el  caso  de  que  no  falte  ninguno  de  los  que 
deban  constituirla;  üsta  compuesta  por  lo  menos  de 
veintiocho  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  art,  52, 
Con  esa  lista,  con  los  nombres  contenidos  en  ella,  se 
ha  de  formar  el  Jurado  de  un  partido  judicial  para 
cada  causa  de  las  varias  que  han  de  verse  en  cualquier 
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cuatrimestre.  Antes  de  comenzar  el  juicio  en  cada  pro- 
ceso, se  ha  de  practicar,  pues,  lo  que  dispone  el  artícu- 
lo 53  y  siguientes,  respecto  del  proceso  mÍBmo.  Puede 
ocurrir,  por  tanto,  á  muchos  la  idea  de  que  no  ncceéi- 
tan  estar  presentes  á  la  primera  de  estas  reuniones 
que  se  verifiquen  más  que  las  partes  y  los  represen- 
tantes  de  las  partes  á  quienes  afecte  la  causa  de  que  se 
trate,  la  causa  para  la  cual  va  &  constituirse  el  Tribu- 
nal por  medio  de  los  sorteos  y  recusaciones  estableci- 
das en  este  capítulo. 

Nosotros,  sin  embargo ,  aconsejamos  que,  cuando  el 
Tribunal  del  Jurado  se  reúna  para  ver  y  fallar  variaa 
causas,  á  esa  primera  reunión  asistan  los  Fiscal^,  los 
querellantes,  los  procesados  y  los  defensores  de  todas 
las  causas  que  hayan  sido  comprendidas  en  el  alarde; 
porque  en  aquel  acto,  el  Fiscal,  el  querellante,  los  pro- 
cesados y  los  defensores  de  los  procesados  á  quienes 
afecte  la  primera  causa,  deberán  intervenir  en  la  cons- 
titución del  Tribunal  para  hacer  uso  del  derecho  de 
recusación,  y  los  Fiscales,  los  querellantes,  los  proce- 
sados y  los  defensores  de  las  demás,  para  el  caso  de 
que,  por  virtud  de  lo  que  establece  el  último  párrafo 
del  art.  54,  repulte,  como  puede  restütar  alguna  vez, 
que  comenzado  el  acto  con  el  número  justo  de  jurados 
que  la  ley  exige,  se  vea  éste  disminuido  por  causa  de 
incompatibilidad  ó  excusa  admitida,  y  haya  que  proce- 
der á  practicar  algún  sorteo  supletorio  análogo  al  esta- 
blecido en  el  art.  52  y  conforme  á  lo  que  dispone  el 
art.  44;  caso  para  el  cual  es  indiscutiblemente  necesa- 
ria la  presencia  de  las  partes  á  quienes  se  refieren 
las  causas  que  han  de  verse  en  el  cuatrimestre. 


I? 

Nuestro  criterio,  pues,  respecto  á  la  forma  como  ha 
de  practicarse  lo  que  el  art.  53  establece,  está  reduci- 
do á  lo  siguiente:  La  sesión  de  que  en  el  mismo  &e  ha- 
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bla,  se  abrirá  cuando  el  número  de  jurados  presentes 
dea  suficiente  y  asistan  además,  como  asistirán  siem- 
pre, los  Jueces  de  derecho.  Si  falta  algún  Juez  de  de- 
recho 6  no  concurre  número  suficiente  de  jurados,  no 
podrá  abrirse  la  sesión.  Es  conveniente  que  asistan  á 
esta  reunión,  á  la  sesión  primera  que  se  celebre  para 
constituir  el  Tribimal  que  ha  de  ver  y  sentenciar  el 
primer  proceso,  las  partes  y  los  defensores  de  las  par- 
tes á  quienes  afecten,  no  sólo  este  primer  proceso,  sino 
todas  las  causas  contenidas  en  el  alarde,  y  que  han  de 
verse  en  aquella  reuúión  cuatrimestral. 

Venimos  hablando  hace  algún  tiempo  de  una  prime- 
ra causa,  de  un  primer  proceso,  y  acerca  de  esta  idea 
nada  hemos  dicho  en  nuestros  comentarios  anteriores 
por  creerlo  verdaderamente  ionecesario;  sin  embargo, 
aquí,  donde  pueden  resultar  ya  dudas  y  donde  es  con- 
veniente que  no  se  suscite  ninguna,  interesa  fijar  las 
ideas  acerca  de  este  extremo,  que  es  importante. 

El  alarde  que  ha  de  practicarse  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  43,  es  una  enumeración  de  las  causas 
que  han  de  verse  ante  el  Tribunal  del  Jurado  de  un 
distrito  durante  cierto  período  cuatrimestral.  En  esa 
enumeración  han  de  tener  las  diversas  causas  que  el 
alarde  contenga,  un  orden  correlativo;  y  ese  orden  co- 
rrelativo se  ha  de  determinar  cuando  se  haga  el  alarde, 
y  debe  ajustarse  estrictamente  al  orden  que  guarden 
entre  sí  las  diversas  causas  comprendidas  en  el  alarde 
mismo.  Pero  ese  orden,  ¿con  arreglo  á  qué  principio  ha 
de  determinarse?  ¿Con  arreglo  á  qué  base  se  ha  de 
fijar?  La  ley  no  lo  dice,  y  en  el  lugar  oportuno  nos- 
otros no  lo  advertimos  tampoco.  Ahora,  aquí,  que  nos 
asalta  la  duda,  llenaremos  ese  vacío. 

El  alarde  comprende  las  causas  de  cada  partido  que 
se  hallan  en  estado  de  someterse  al  Jurado  en  el  cua- 
trimestre próximo  á  la  quincena  en  que  el  alarde  se 
verifica.  Las  causas,  pues,  deben  enumerarse  en  ese 
alarde  por  orden  de  fechas,  teniendo  en  cuenta  la  fe- 
cha en  que  cada  una  ha  llegado  al  estado  de  verse  y 
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;í  fallarse.  Si  hubiese  dos  ó  más  que  eu  un  mismo  día  hn- 

í|  biesen  llegado  á  ese  estado,  dos  6  más  en  las  cuales  el 

;f  auto  ó  providencia  judicial  que  las  pone  en  condiciones 

f  dó  ser  vistas  y  falladas  inmediatamente  llevara  la  mis- 

/  raa  fecha,  se  atenderá,  para  establecer  el  orden  corre- 

J  lativo,  á  la  fecha  en  que  cada  una  faé  incoada;  de  ma- 

'é  ñera,  que  siempre  se  dé  la  preferencia  á  la  cansa  que 

^  antes  se  haya  declarado  en  estado  de  verse  y  fallarse, 

'^  sobre  aquellas  en  que  se  haya  hecho  esa  deolaración 

con  posterioridad  á  la  primera;  y  entre  las  que  se  lia< 
yan  declarado  en  ese  estado  en  la  misma  fecha,  á  la 
que  se  haya  incoado  antes,  á  la  que  antes  haya  comen- 
zado á  sustanciarse. 

La  primera  causa  del  alarde,  la  primera  que  haya  de 
verse  y  fallarse  ante  el  Tribunal  del  Jurado,  será, 
pues,  aquella  que  antes  llegue  al  estado  de  ser  vista  y 
'^  fallada,  y  de  las  que  llegaran  al  mismo  tiempo,  la  que 

/> '  antes  se  haya  incoado. 

En  este  punto  debe  procederse  de  una  manera  es- 
crupulosa y  con  sujeción  estrecha  á  esta  forma  en  que 
^  nosotros  interpretamos  la  ley,  que  es  la  que  más  m 

compadece  con  su  espíritu  y  el  de  las  demás  disposi- 
ciones. 


Fijada  esta  idea,  no  tenemos  necesidad  de  insistir  en 
la  conveniencia  de  que  asistan  á  la  reunión  de  qne  ve- 
nimos hablando  las  partes  y  los  defensores  de  las  par- 
tes á  quienes  afecta  la  primera  causa.  Hemos  dicho,  y 
lo  repetimos  ahora,  que  consideramos  conveniente  su 
asistencia,  que  consideramos  necesaria  esa  asistencia 
misma,  dentro  de  aquellos  principios  generales  que 
han  de  tenerse  en  cuenta,  por  interés  de  la  justicia  y 
por  interés  de  los  procesados. 

Creemos  que  los  defensores  de  las  partes  deben  es- 
tar presentes.  Cuando  esos  defensores  hayan  sido  nom- 
brados por  las  partes  mismas,  porque  éstas  se  defien- 


Digitized  by 


Googl( 


tít.  n.— car  vil.— akt.  63  B%t 

dan  á  sua  expensas,  ya  cuidarán  ellas  de  obligarles;  y 
basta  encomendar  esto  punto  a  su  interés  particular, 
para  que  los  defensores  asistan;  pero  cuando  se  trate 
de  defensores  nombrados  de  oficio,  debe  compelérseles 
H  que  concurran  por  medio  de  aquellas  prescripciones 
gubemativaa  que  rigen  esta  materia.  En  su  cumpli- 
miento intervendrán  los  Tribunales  con  la  aplicación 
de  la  multa  correspondiente,  si  resultara  que  algún  de- 
fensor de  oficio  no  concurre  á  un  acto  tan  importante, 
Pero  la  falta  de  asistencia  eu  estos  momentos  del 
procesado,  del  querellante  particular  ó  de  los  defenso- 
res, ¿será  causa  de  que  se  suspenda  el  acto?  El  Sr.  Amat 
y  Furió  opina  que  sí;  mas  nosotros  no  encontramos  bas- 
tante fundada  esta  opinión,  y  desde  luego  no  la  acep- 
tamos ni  creemos  que  los  Tribunales  deban  aceptarla. 
La  ley  no  sólo  no  dice  lo  que  el  Sr.  Amat  entiende  y  de- 
clara, sino  que  dice  todo  lo  contrario,  puesto  que  esta- 
blece que  para  que  la  sesión  se  abra  y  se  proceda  á  cons- 
tituir el  Tribunal,  bastará  con  que  estén  presentes  los 
Jueces  de  derecho  y  loa  Jueces  de  hecho  en  número  su- 
ficiente; de  suertCj  que  no  asistiendo  las  partes  intere- 
í^adas  en  el  primer  proceso,  no  usarán  del  derecho  que 
se  les  concede  de  recusar  conforme  á  lo  establecido  en 
las  disposiciones  de  este  capítulo;  pero  como  práctica- 
mente pueden  renunciar  este  derecho  no  recusando  á 
ningún  jurado,  sin  que  por  eso  se  invalide  el  acto  de 
eonstítución  del  Tribunal;  como  pueden  renunciar  este 
derecho,  que  es  perfectamente  renunciahle,  no  habrá 
motivOj  ni  le  hay  en  manera  alguna,  para  considerar  que 
cuando  ellas  no  se  presenten,  el  acto  no  será  válido  y 
eficaz;  es  decir,  que  si  una  parte  cualquiera  no  concu- 
rre al  acto  dispuesto  por  el  art.  53,  y  no  coopera  á  la 
constitución  del  Tribunal  que  ha  de  ver  y  fallar  deter- 
minada causa  que  le  afecta,  debe  entenderse  que  esa 
parte  ha  renunciado  al  derecho  que  tiene  de  intervenir 
en  la  constitución  de  ese  Tribunal,  por  las  indicadas 
recusaciones  que  en  este  capítulo  se  establecen  y  re- 
gulan. 
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VI 


Abierta  la  sesión,  se  procederá  á  constituir  eí  Tri-  J 
bunal  que  ha  de  ver  y  sentenciar  el  primero  de  loa  pro- 
cesos contenidos  en  el  alarde,  ó  el  único.  Cómo  ha  de 
constituirse  este  Tribunal,  ya  lo  veremos  más  adelante. 
Ahora  nos  sale  al  paso  la  cuestión  de  cómo  ha  de  pro- 
cederse  para  constituir  el  Tribunal  que  ha  de  ver  y  fe- 
llar  el  segundo  proceso  y  los  siguientes;  porque  antes 
de  comenzar  el  juicio  del  segundo  proceso  y  de  los  si* 
guientes,  ha  de  proccderse  en  la  misma  forma  en  que 
se  procedió  para  el  primero;  mas  como  quiera  que  la 
asistencia  de  las  partas  y  sus  defensores  respecto  del 
segundo  proceso  y  de  los  siguientes,  sea  oportuna  y 
conveniente,  y  hasta,  si  se  quiere,  indispensable  den- 
tro de  las  limitaciones  que  antes  hemos  establecido 
para  constituir  el  Tribimal  que  haya  de  ver  y  enteüder 
en  el  segundo  proceso  y  los  sucesivos,  conviene  facili- 
tar en  este  punto  el  cumplimiento  de  la  ley  por  todos 
los  medios  imaginables. 

Explicaremos  más  esta  idea,  que  en  nuestro  concepto 
merece  explicarse  detenidamente  y  tenerse  muy  en 
cuenta. 

Se  trata  (porque  un  ejemplo  nos  ayudará  á  híicer 
más  clara  y  llana  esta  explicación),  se  trata,  decimos, 
del  Jurado  de  un  partido  judicial  ante  el  cual  van  á 
verse  en  determinado  período  cuatrimestral,  cinco  cau- 
sas. Ha  sido  fijado  con  toda  solemnidad  el  día  en  que 
ha  de  verificarse  la  reunión  del  Jurado-  y  en  eso  día 
se  procede,  conforme  á  lo  que  dice  el  art.  53,  á  consti- 
tuir el  Tribunal  que  ha  de  ver  y  fallar  la  primera  de 
las  causas  contenidas  en  el  alarde. 

Para  ese  día  y  para  esa  sesión  han  sido  citadas  todas 
las  partes  de  todos  los  procesos  contenidos  en  el  alarde 
mismo;  se  verifica  la  constitución  del  Tribunal  que  ha 
de  ver  y  fallar  la  primera  causa,  y  en  seguida  se  proce- 
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de  al  juicio  de  este  primer  proceso,  que  podrá  durar 
uno,  dos  ó  más  días,  según  su  índole,  condiciones  y  cir- 
ijunstancias. 

Al  día  siguiente  de  verse  y  fallarse  este  primer  pro- 
ceso, 6  en  el  mismo  día  en  que  esa  vista  termina,  se 
ha  de  proceder  á  la  constitución  del  Tribunal  que  ha 
de  ver  y  fallar  el  segundo,  y  continúan  las  tareas  del 
Tribunal.  Este  día,  claro  es  que  no  puede  señalarse  y 
determinarse  de  antemano;  las  partes  á  quienes  afecta 
é  interesa  ese  segundo  proceso  no  conocen  de  antema- 
no, ni  pueden  conocer  cuál  es  ese  día. 

Como  la  duración  de  cada  proceso  es  un  dato  in- 
seguro y  puede  haber  equivocaciones  y  errores  en  el 
cálculo  qHC  se  forme  acerca  del  día  en  que  se  termi- 
ne la  vista  del  primero,  equivocaciones  y  errores  trans- 
cendentales que  pueden  llegar  á  alterar  y  variar  el 
cálculo  formado  acerca  del  día  en  que  ha  de  comenzar 
á  verse  el  segundo  proceso,  no  bastaría  con  la  cita- 
ción hecha  para  el  día  en  que  ha  de  verificarse  la  re- 
unión del  Jurado,  para  que  las  partes  á  quienes  afec- 
ta el  segundo  proceso  se  dieran  por  citadas  para  la 
constitución  del  Tribunal  que  ha  de  entender  en  el 
mismo;  y  sería  preciso  citarlas  nuevamente  si  la  ci- 
tación no  se  hiciera  como  debe  hacerse,  como  nos- 
otros hemos  aconsejado  que  se  haga  en  el  artículo  co- 
rrespondiente, citando  á  cada  parte  ^ara  tal  día  (aquel 
en  que  el  Tribunal  se  reúna)  y  los  siguientes  hasta 
que  se  verifique  la  vista  del  proceso  que  afecta  á  la  per- 
sona que  se  cita  y  que  en  la  cédula  de  citación  se  debe 
expresar. 

A  la  sesión  que  se  verifique  para  la  constitución  del 
Tribunal  que  ha  de  ver  y  entender  en  el  segundo  pro- 
ceso, será  conveniente  que  asistan  las  partes  y  los  re- 
)resentantes  de  las  mismas  á  quienes  afecta  el  tercer 
jroceso  y  sucesivos,  para  el  caso  de  que,  por  virtud  de 
o  que  dice  el  último  párrafo  del  art.  54,  resultare  que 
labiendo  comenzado  el  acto  con  el  número  justo  de  ju- 
rados, se  vea  éste  disminuido  por  causa  de  incompati- 
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bilidad  ó  incapacidad  admitida  y  proceda  practicar  un 
sorteo  supletorio. 


Art.  54.  Seguidamente  mandará  leer  los  oapftalos  IJ*  j  2J^ 
del  tít.  1.**  de  esta  ley  y  el  auto  dictado  en  cuoiplimiento  de  lo  dia- 
paesto  en  el  art.  44,  dentro  de  la  causa  para  cuyo  juicio  se  ha  de 
sortear  el  Jurada. 

Después  se  leerá  la  lista  de  los  jurados  presen tes^  menos  los 
que  de  oficio  hubiese  excluido  la  Sección^  en  virtud  del  parta  men* 
cionado  en  el  art.  34;  llamáudolea  uno  á  uno  é  interrogándoles  ti 
están  comprendido;]  en  alguno  de  los  casos  expresados  en  loa  ar* 
ticulos  10^  11  y  12  de  esta  ley. 


Lo  que  se  dispone  en  este  artículo  es  aplicable,  no 
sólo  á  la  reunión  en  que  ha  de  procederee  a  constituir 
el  Tribunal  que  ha  de  yer  y  sentenciáis  el  primer  pro- 
ceso, sino  á  las  en  que  ha  de  procederse  á  constituir  el 
Tribunal  que  ha  de  ver  y  sentenciar  el  segundo  proce- 
so  y  los  siguientes. 

Abierta  la  sesión,  el  Presidente  mandará  leer  los  ea- 
pítulos  1.0  y  2.0  del  título  1.^  de  esta  ley,  para  dar  á 
conocer  á  los  jurados  la  organización  del  Tribunal  de 
que  forman  pai1:e  y  las  facultades  que  ese  Tribunal  tíe- 
ne,  las  que  competen  de  una  manera  exclusiva  á  los 
Jueces  de  derecho  y  lo  dispuesto  acerca  de  la  compe- 
tencia del  Tribunal  del  Jurado  por  razón  de  la  natura- 
leza de  los  delitos.  Mandará  leer,  asimismo,  el  auto  dic- 
tado en  cumpliraiento  de  lo  dispuesto  en  el  art  44, 
dentro  de  la  causa,  cuyo  juicio  va  á  empezar,  para  la 
que  va  á  constituirse  inmediatamente  el  Tribunal  que 
ha  de  verla  y  fallarla. 

El  art.  44  no  habla  de  auto  alguno,  pero  se  refiere 
al  que  ha  de  dictarse  en  cada  causa,  mandando  que  sea 
vista  y  fallada  por  el  Tribunal  de  Jurado  en  época  de- 
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terminada;  auto  en  el  cual  se  señalará  el  lugar  en  que 
han  de  celebrarse  las  sesiones  del  Jurado  y  el  día  en 
que  estas  sesiones  han  de  comenzar.  De  este  auto  es 
del  que  ha  de  darse  lectura  en  el  momento  á  que  se 
refiere  el  artículo  que  estamos  comentando. 


n 

Después  se  leerá  la  lista  de  jurados  presentes,  me- 
nos los  que  de  oficio  hubiese  excluido  la  Sección,  en 
virtud  del  parte  que  los  Jueces  municipales  darán  á  los 
Presidentes  de  la  Audiencia  de  lo  criminal  ó  territo- 
rial respectiva,  tan  pronto  como  de  ello  tengan  conoci- 
miento, de  los  individuos  de  las  listas  definitivas  que  se 
hallaren  ó  recayeren  en  cualquiera  de  los  casos  de  inca- 
pacidad ó  incompatibilidad  á  que  se  refieren  los  artícu- 
los 10  y  11  de  esta  ley;  parte  que,  como  dispone  el  ar- 
tículo 34  de  la  misma,  deberá  ir  acompañado  de  los 
comprobantes  de  los  hechos  que  los  Jueces  mimicipa- 
leB  comuniquen. 

El  objeto  que  ha  inspirado  al  legislador  esta  dispo- 
sición y  ordenar  que  se  lea  la  lista  de  jurados,  de  los 
treinta  y  seis  jurados  del  distrito  ó  de  los  que  hayan 
asistido  de  esos  treinta  y  seis,  es  que  las  partes  conoz- 
can desde  luego  los  nombres  de  los  jurados  y  se  pre- 
paren á  recusar  á  todos  los  que  crean  que  deben  ser 
recusados;  operación  que  han  de  hacer  las  partes  y  sus 
representantes  de  acuerdo,  conviniendo  en  la  forma  en 
que  se  ha  de  proceder  con  arreglo  á  las  prescripciones 
de  la  ley  para  hacer  la  recusación  de  una  manera 
eficaz. 

Una  vez  leída  la  lista  de  los  jurados  presentes,  el 
Presidente  irá  llamando  uno  á  uno  y  preguntándolos 
6Í  están  comprendidos  en  alguno  de  los  casos  expresar 
dos  en  los  artículos  10,  11  y  12  de  esta  ley.  El  legis- 
lador ha  querido  que  no  formen  en  ningún  caso  par- 
te del  Tribunal  de  Jurado^  Jueces  que  sean  notoria- 
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mente  incapaces  ó  incompatibles,  ó  que  sean  mcompa-j 

tibies  de  una  manera  absoluta  6  relativa  con  lacaismj 
de  que  se  trate;  y  por  eso,  hasta  en  este  último  mo- 
ni nnto  apela  á  este  postrer  recurso  para  que  su  desea ' 
se  vea  cumplido  de  una  manera  enteramente  eticaí. 
No  es  de  presumii'  que  los  incapaces  ó  iticompatiblef  i 
de  una  manera  absoluta  hayan  escapado  á  hñ  miM- 
ciosaSj  detenidas  y  prolijas  operaciones  que  preceden  áj 
esta  que  acabamos  de  indicar;  pero  si  alguno,  ép^arj 
de  todas  ellas»  es  incluido  en  la  lista  de  jurados  y  í%\ 
á  venir  á  tomar  parte  en  las  tai'cas  del  Tribunai|i 
este  postrer  trámite  será  conocido  y  podrá  ser  boniill] 
de  la  lista  de  Jueces. 


m 


Nosotros  creemos  que  una  de  las  Gondiciínifla  que  ( 
más  han  de  contribuir  á  que  la  ley  del  Jurado  se  pwo- 
tique  como  el  legislador  ha  querido,  de  una  manera  lé*J 
vera  y  escrupulosa,  será  que  el  Ministerio  de  Oitctt] 
y  Justicia  inspeccione  activa  y  constantemente  to' 
las  diversas  operaciones  que  se  refieren  á  la  conKtitfr-^ 
ción  del  Jui'ado  y  á  la  manera  de  organizarse  y 
clonar  estos  Tribunales.  El  Ministerio  de  Gracia  y  JisB-^ 
ticia  debe  procurar  enterarse  de  cómo  se  practicím  to*} 
das  ellas,  á  fin  de  dictar  reglas  para  que  se  praetiq^É^ 
bien  y  re^Iarmcnte;  en  el  caso  de  que  eso  no  «uoada^J 
caso  posible,  caso  yerdaderamente  fácil,  dadas  loa 
ficicncias  de  todo  ensayo  y  la  necesidad  que  existe  á&j 
interpretar  y  aplicar  las  reglas  procesales  psm  i 
sus  ventajas  é  inconvenientes^  aprove<3har  aquiStoj 
huir  de  estos  últimos. 

En  este  punto,  que  se  refiere  al  pormenor  que  i 
concreto  examinamos,  debe  el  Jtinisterio  enft&tw 
de  si  en  las  sesiones  á  que  se  refieren  los  aitícolo 
53  y  54  se  han  declarado  muchos  jurados  inca¡wofll< 
incompatibles  de  una  manera  absoluta  para  qe   " 
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esta  fonción;  así  como  también  con  la  debida  distin- 
ción de  si  se  han  declarado  muchos  incompatibles  con 
arreglo  á  lo  que  determina  el  art.  12;  es  decir,  incom- 
patibles por  causa  relativa  de  incompatibilidad,  por- 
que si  sucediera  que  en  la  práctica  al  verificarse  la  se- 
sión de  que  hablan  los  artículos  53  y  54,  muchos  jura- 
dos se  hubiesen  declarado  incapaces  ó  incompatibles 
de  una  manera  absoluta,  entonces  habría  que  convenir 
en  que  las  listas  estaban  mal  formadas,  y  procedería 
advertir,  y  advertir  severa  y  enérgicamente  á  los  Jue- 
ces municipales,  á  los  Jueces  de  instrucción  y  á  las  Sa- 
las de  gobierno  y  Presidentes  de  las  Audiencias,  así 
de  las  Audiencias  de  lo  criminal  como  de  las  territo- 
riales, que  cuidasen,  cada  uno  dentro  de  la  esfera  de 
BUS  peculiares  atribuciones,  de  formarlas  mejor,  y  que 
procedieran  en  esta  tarea  con  mayor  esmero  y  diligen- 
cia, 6  bien  procedería  dictar  la  resolución  general  que 
se  estimara  oportuna  para  conseguir  este  resultado,  si 
es  que  la  excitación  no  se  creyera  suficiente  y  aun  so- 
brada para  alcanzar  el  fin  apetecido. 

Creemos  nosotros  que  de  todo  esto  deben  obrar  en 
el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  en  el  momento  opor- 
tuno, cuantas  noticias  sean  necesarias  para  formar 
exacto  juicio.  No  las  habrá  aún,  porque  en  el  momen- 
to en  que  escribimos  estas  líneas  no  se  habrá  verifica- 
do la  reunión  de  que  hablan  los  artículos  53  y  54, 
puesto  que  esta  reunión  ha  de  verificarse  en  el  mes  de 
Marzo  de  1889;  pero  en  el  momento  en  que  esa  re- 
unión se  celebre,  -será  bueno  consultar  estos  datos,  y 
con  arreglo  á  lo  que  los  mismos  arrojen,  y  conforme  á 
lo  que  en  esa  reunión  haya  ocurrido,  adoptar  la  resolu- 
ción conveniente,  á  fin  de  que  en  punto  de  tanta  im- 
portancia se  proceda  con  más  regularidad  que  en  nin- 
gún otro,  porque  de  ello  depende  el  éxito  con  que  ha 
de  plantearse  la  nueva  institución. 
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Lo  que  se  debe  preguntar  á  loa  jurados,  en  el  eaao 
á  que  se  refiere  el  párrafo  segundo  del  art.  54,  es  si  m 
encuentran  en  alguna  de  los  caaos  expresados  en  IO0 
artículos  10,  11  y  12  de  esta  ley.  El  artículo,  tal  cotm 
lo  aprobamos  en  el  Congreso,  no  disponía  esto  mismo; 
preceptuaba  entonces  que  se  preguntara  á  los  joradoa 
si  estaban  comprendidos  en  alguno  de  los  casos  expre- 
sados en  loa  artículos  12  y  13  de  la  ley.  El  SeuWo 
modificó  este  punto,  de  acuerdo  con  la  redaeoión  qne 
ha  prevalecido. 

Nosotros  opinamos,  que  la  enmienda  está  bien  h«* 
cha;  pues  en  realidad,  bastará  con  preguntar  á  los  ju- 
rados si  están  comprendidos  en  los  artículos  10  y  II; 
es  decii^,  si  son  incapaces  ó  si  son  incompatibles  de 
una  manera  absoluta  con  las  fimciones  del  Tri banal 
del  Jurado,  porque  la  incompatibilidad  relativa,  ai  i 
alguno  le  alcanza,  más  bien  debe  quedar  para  seSalar 
da  por  las  partes,  ya  que  existe  un  procedimiento  ada- 
cuado  para  excluir  á  los  que  tengan  semejante  taofa% 
ya  porque  este  es  un  punto  que  ha  debido  eneomen- 
darse  por  completo  al  interés  de  las  personas  á  quie* 
nes  afecta. 

Desde  luego,  lo  más  aceptable  nos  parece  que  se 
haya  excluido  esa  pregunta  que  se  mandaba  hacer  á 
los  Jurados  acerca  de  si  se  encontraban  en  el  caso  ik> 
excusarse,  porque  establecidas  coa  una  gran  amplitud 
las  excusas,  y  establecido  también  con  la  misma  am* 
plitud  el  procedimiento  á  que  ha  de  sujetarse  la  alega^ 
ción  do  esas  excusas  mismas,  de  tal  manera  esto  poob 
hacerse  valer  en  gran  mi  mero  de  casos  antes  da  llagar 
á  la  constitución  del  Tribunal,  no  era  cosa  de  dar  nue- 
vas facilidades,  cuando  ya  la  alegación  de  una  excum 
puede  constituir  una  verdadera  diñcultad^  por  redacir 
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el  número  de  jurados  á  una  cifra  menor  de  la  que  la  ley 
exige,  y  hacer  quhh  necesario  uu  sorteo  supletorio. 

La  ley  ha  querido  que  lo  que  ha  de  hacerse  al  prac- 
ticar lo  dispuesto  en  este  segundo  párrafo  del  art.  54, 
es,  pues,  que  se  pregunto  á  los  jurados,  á  los  jurado» 
que  hayan  concumdo  á  la  constitución  del  Tribunal 
que  ha  de  ver  y  fallar  una  causa,  si  son  incapaces  ó  son 
incompatibles  de  una  manera  absoluta,  ó  si  son  incom- 
patibles de  una  manera  relativa,  pero  no  si  tiene  ca\i- 
sa  de  excusa,  que  si  hubiera  alguno  que  la  tuviera,  en 
CRte  último  trámite  no  debe  pregiuitárscle  sobre  ella 
ni  dehe  admitirse  su  alegación.  Con  excusa  ó  sin  ex- 
cusa, los  que  han  llegado  al  momento  que  determina 
el  art.  54,  ninguno  podrá  excusarse  y  todos  deben  con- 
tinuar formando  parte  del  Tribunal. 

Ea  este  punto,  creemos  que  couviene  proceder  oon 
rigor,  porque  no  aceptamos  en  manera  lügima  la  opi- 
nión de  varios  comentaristas  que  creen  que  tambióu 
en  este  acto  deben  alegarse  y  admitirse  las  cxcusasi 
de  éstas,  las  que  hasta  entonces  no  se  hayan  alegado  y 
admitido  deben  tenerse  como  no  existentes. 


El  Sr.  Amat  suscita  en  este  pimto  una  verdadera 
dificultad,  que  nosotros,  sin  embargo,  cretíioo-s  que  pue- 
de resolverse  sin  inconveniente  alguno  conforme  á  las 
prescripciones  de  la  ley.  Duda  si,  liabiendo  comenzado 
el  acto  con  el  número  justo  de  jurados  so  viese  éste 
disminuido  por  causa  de  incompatibilidad  ó  excusa  ad- 
mitida podría  practicarse  un  sorteo  supletorio  análo- 
go al  establecido  en  el  art.  52.  Indudablemente  debe 
practicarse;  pero  la  forma  en  que  el  Sr.  Amat  plantea 
la  cuestión  no  es  aceptable  por  completo,  porque  pue- 
de ocurrir  muy  bien  que  el  caso  se  presente  aun  cuan- 
do haya  comenzado  el  acto  cou  un  número  míiyor  de 
jurados  del  que  como  mínimo  señala  la  ley;  por  ejem- 
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pío,  puede  ocurrir  que  asist4iii  treinta  y  dos  }\mdm, 
y  de  esos  treiuta  y  dos  se  declaren  iucompatíblet  é 
incapaces  cinco,  en  cuyo  caso  ya  habrá  necesidad  de 

proceder  á  un  sorteo  supletorio. 

Eso  número  puede  verse  disminuido,  no  por  incom* 
patibilidad  ó  excusa,  que  ya  hemos  dicho  que  ka  ex- 
cusas  Dfi  pueden  disminuirle  en  este  trámite,  sino  por 
incompatibilidad  ó  incapacidad,  que  son  las  que  pue- 
den alegarse  en  el  misino.  Si  esto  ocurre,  estamos  coa- 
forme-s  con  el  Sr.  Amat:  hay  que  proceder  al  sortea) sy^ 
liletorio;  pero  este  sorteo  ha  de  hacerse  eon  arreglo  á 
lo  que  disponen  los  artículos  44  y  52,  uo  solamente  el 
art.  52  y  menos  interpretado  en  la  forma  que  el  señor 
Amat  lo  hace,  porque  ya  hemos  dicho  al  comentar 
ese  arfíenlo,  y  repetimos  ahora,  que  si  en  ese  sorteo ifr 
FuUan  i'ccnsacíones  con  causa^  no  hay  más  remcíHo  que 
tramitarlas  y  resolverlas. 

Conviene  recordar  lo  que  hemos  dicho  al  comenlar 
í  1  art,  5íH;  que  en  el  caso  de  que  vaya  á  constituirse  d 
l'i-ibunal  para  examinar  la  primera  de  variaa  caom, 
dübcn  estar  presentes  las  partes  afectas  á  todafi,  p6^ 
(|ue  si  no  lo  estíiu,  abandonarán  el  derecho  que  tienen 
de  intervenir  en  este  so rte» supletorio,  y  entoncea  eist^ 
sorteo  supletorio  no  podrá  verificarse  con  las  coaífr 
cienes,  requisitos  y  circunstancias  que  ha  querido  el 
legislador  y  que  al  derecho  de  las  partes  mismas  opa- 
viene. 


Art.  55.  Acto  seguido  el  Presidenta  depositará  en  nim 
taatas  papeletas  cuantas  fue  a  en  loa  jurados  y  superüumerftriot  pr*- 
seutea  y  admitido  s^  leyéndolas  en  alta  voz,  laj  que  habrá  a  de  eoote- 
ncr  (si  nombre  y  apellido  de  cadajuradoj  y  eíi  seguida  procederi  *1 
eortao  de  los  12,  uitía  los  doa  suplentes  ^ne  con  lo 9  Jueces  deil<íE^ 
Luo  lían  cíe  formar  el  Tribunal  para  la  caosa  cuyo  jaicio  aa  Vi!^  * 
t;elebrar  inniedia  tamente. 
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Este  artículo  ordena  que  el  Presidente  deposite, 
después  de  hecha  la  última  seleccióiij  los  uoinbres  de 
todos  los  jurados  presentes  y  admitidos,  que  son  los  que 
rt^sultará  que  pueden  formar  parte  del  Tribunal,  en 
tma  sola  urna;  circunstancia  que  ceusiu'a  algún  co- 
mentarista al  clamar  por  la  proporcionalidad  que  debe 
esií?tir  entre  los  jurados  (jue  procedan  de  la??  listas  de 
cabezas  de  familia  y  los  jurados  que  procedan  de  las 
listas  de  capacidades,  Kosotros  no  hemos  dado  un  gran 
valor  á  esa  proporcionalidad ^  y  no  se  lo  hemos  dado  en 
razón  á  las  ideas  que  venimos  sosteniendo  acerca  de  las 
condiciones  que  son  necesarias  para  el  desempeño  del 
cargo  de  jurado,  pero  en  cambio  hemos  sostenido  la 
necesidad  de  atender  de  una  manera  escrupulosa  y  mi- 
nuciosa á  otra  proporcionalidad;  a  la  que,  en  nuestro 
juicio,  debe  procurarse  entre  los  vecinos  de  todas  las 
localidades  á  quienes  afectan  las  cansas  que  han  de 
Terse  y  fallarse  ante  el  Jurado-  RcconocemoSj  sin  em- 
bargo, que  llegado  este  momento  no  es  posible  ya  ha- 
cer distinciones;  seiía  enibarazo^o  y  difícil  procurar  que 
esa  proporcionalidad  resulte  en  este  último  sorteo ,  y 
quizá  vendría  á  hacerse  ineficaz  este  sorteo  mismo  si 
hubiera  de  atenderse  á  esas  reglas  de  proporciona- 
lídad. 

Reducidos  los  nombres  entre  los  cuales  han  de  sor- 
tearse los  catorce  jurados  a  tan  pequeña  cifra,  todos 
ik'iben  ir  a  una  sola  urna  y  de  todos  éstos  los  que  la 
suerte  señale  y  las  recusaciones  permitan  irán  á  consti- 
tuir el  Tribunal;  pero  es  indudable  que  si  los  Abogados 
de  las  partes  y  sobre  todo  los  Fiscales  tienen  en  cuenta 
t^ii  proporcionalidad^  esas  diferentes  reglas  de  propor- 
cionalidad qne  han  de  aplicarse  ya  para  mantener  la 
debida  por  razón  de  la  vecindad,  ya  para  mantener  la 
qne  la  ley  exige  entre  las  capacidades  y  los  cabesías  de 
íemilia,  es  indudable,  decimos,  que  el  Fiscal  y  los  Abo- 
llados que  hacen  las  recusaciones  sin  causa  á  que  lee 
autoriza  este  capitulo,  pueden  proceder  do  manera  que 
t'KR  proporcionalidad  resulte. 
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Así  pueden  recusar  ó  no  los  nombres  qne  vayan  sa- 
liendo de  la  urna  eegún  que  procedan  de  una  ú  otra  lista 
y  según  que  vean  que  es  {M>nveniente  contribuir  á  que 
haya  más  jurados  de  ana  procedencia  que  de  otra;  asi 
también  podrán  obrar  con  el  objeto  de  que  vengan  á 
quedar  formando  parte  del  Tribunal  los  de  la  localidad 
en  que  se  cometió  el  delito,  m  alguno  hay  en  la  lista 
de  los  treinta  y  seis  ó  de  la  localidad  más  próxima  al 
lugar  en  que  el  delito  se  cometió,  Xo  está,  pues,  cerra- 
do el  camino  para  que  en  este  sorteo  se  mantenga  esa 
proporcionalidad;  lo  que  hay  que  hacer  es  usar  de  la 
facultad  de  recusar  sin  causa  que  la  ley  concede  con 
este  criterio  cuando  no  se  imponga  otro  fundado  en 
razones  más  poderosas  y  en  motivos  de  mayor  in- 
terés. 

Lo  que  es  preciso  es  que  los  funcionarios  del  Minis- 
terio fiscal  que  han  de  contribuir  á  la  constitución  d© 
los  Tribunales  de  Jurado,  se  penetren  bien  de  las  con* 
diciones  de  esta  institución  y  procuren  en  cada  momen- 
to, y  en  éste  de  una  manera  más  especial  y  más  impor- 
tante,  fijarse  eu  las  consecuencias  que  puede  producir 
su  intervención,  siempre  que  eu  intervención  la  aco- 
moden á  las  reglas  que  la  prudencia  exige. 


Art.  56.  El  Fresídeota  irá  sacando  una  k  una  las  papeleUs  de 
la  orna,  leyendo  en  alta  voz  loa  nombres  que  contuvieren,  j  no  p»- 
8ará  á  sacar  otra  hasta  qne  el  procesado  ó  los  procesador  de  un» 
parte,  y  de  otra  parte  el  Fiscal  y  los  actiaadorea  particulares,  mm- 
nifíesten  si  aceptan  ó  recusan  como  jurado  al  designado  por  1a 
«uerte;  y  aaí  sucesivamente,  hasta  que  liaya  14  juradofi  no  recosa- 
dos  por  nadie,  contando  al  efecto  aquellos  onyos  nombres  no  bajan 
salido  de  la  urna. 

Los  dos  últimos^  cuyos  nombres  salgan  de  ésta,  seráa  los  qos 
funcionen  como  suplentes. 

Siendo  varios  los  procesados  ó  los  acusadores^  y  no  ponió ndoí« 
de  acuerdo  para  que  ano  sólo  llave  en  la  recusación  la  voz  ddl  gm- 
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po,  tomarán  los  no  c<mTenido8  en  el  uso  del  derecho  por  el  orden 
que  señalará  el  Presidente,  sin  ulterior  recurso. 

Los  actores  civiles  y  los  responsables  oirilmente  no  interren- 
drán  en  esta  recusación. 


Este  artículo  es  el  que  establece  y  desarrolla  el  prín- 
<5Ípio  de  la  recusación,  y  uno  de  los  que  más  contribu- 
yen á  enaltecer  y  señalar  las  ventajas  que  ofrece  el 
Tribunal  de  Jurado  sobre  toda  otra  especie  de  Tribu- 
nales. 

Entre  todas  las  necesidades  que  viene  á  satisfacer 
una  buena  administración  de  justicia,  la  primera  acaso 
^s  la  de  que  los  que  juzgan  y  fallan  y  en  definitiva  re- 
suelven las  cuestiones  que  les  son  sometidas,  sean  im- 
parciales, porque  sólo  el  Juez  imparcial  es  capaz  de 
fallar  en  justicia;  fallar  en  justicia,  que  no  es  hacerlo 
<5on  lenidad,  ni  con  severidad;  fallar  en  justicia,  que  no 
^s  sentenciar  con  crueldad,  ni  con  misericordia,  sino  do 
una  manera  justa,  de  suerte  que  corresponda  el  cum- 
plimiento del  fallo  á  lo  que  el  derecho  de  cada  parte, 
dada  su  respectiva  situación,  aconseja  y  exige. 

Formados  los  Tribunales  por  hombres  que  han  de 
juzgar  á  los  demás  hombres  y  sus  litigios,  no  se  puede 
aspirar,  no  puede  llegarse  en  este  punto,  como  en  nin- 
gún otro  análogo,  á  la  perfección  ideal  teórica  que  es 
en  este  orden  de  ideas  uno  de  los  bellos  ideales  de  la 
humanidad.  Tampoco,  sin  embargo,  debemos  sostener^ 
en  lo  que  á  este  punto  se  refiere,  un  criterio  pesimista. 
La  verdad  es  que  dados  los  medios  de  enjuiciar  y  el 
procedimiento  establecido  para  la  administración  de 
justicia  en  nuestros  tiempos,  puede  afirmarse  que  la 
justicia  se  hace  en  la  mayor  parte  de  los  casos.  Podrá 
haber  excepciones;  las  habrá  seguramente,  pero  esaa 
excepciones  se  derivan  de  la  imperfección  de  los  medios 
himianos  á  que  hay  que  apelar  para  satisfacer  estas  ne- 
cesidades. 
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El  propósito  práctico  y  positivo  que  hay  qne  perse- 
guir partiendo  de  esta  base,  es  reducir  cada  vez  más  j 
cada  vez  á  menor  número,  esas  excepciones,  8e  conse- 
guirá este  propósito  procurando  que  los  Jueces  sean 
imparciales;  y  se  tendrá  mucho  adelantado  para  adqui- 
rir el  convencimiento  de  que  lo  son,  el  que  lo  parezcan 
á  las  partes.  La  imparcialidad  de  los  Jueces  debe  ser 
tal  que  empiece  por  inspirar  á  las  partes  que  son  so-_ 
metidas  á  su  jurisdicción  y  que  esperan  de  su  fallo  la 
resolución  de  las  discordias  que  las  separan,  la  idea  de 
que  esta  imparcialidad  existe- 

El  bello  ideal  bajo  este  aspecto  en  la  administración 
de  justicia  sería  que  las  partes^  de  acuerdo,  designaran 
el  Juez  que  ha  de  transigir  sus  diferencias,  ha  de  resol- 
ver sus  cuestiones  y  ha  de  dictar  el  fallo  que  pondrá 
término  al  litigio  civil  ó  criminal;  porque  ya  hemos 
dicho  antes  de  ahora  repetidas  veces,  que  un  proceso, 
lo  mismo  que  un  pleito,  es  una  cuestión  entre  partes, 
8Í  bien  en  el  proceso  una  de  las  partes  es  el  Estado,  el 
cual,  en  los  paísesMonde  existe  Ministerio  público,  en- 
cama en  sus  Fiscales,  en  los  Abogados  ó  Procuradores 
del  Estado,  como  suele  llamárseles,  el  interés  de  la  ley, 
el  interés  social  que  reclama  que  el  autor  de  un  delito 
sea  perseguido  y  castigado. 


Cualesquiera  que  sean  las  partes  que  intervengan  en 
los  litigios,  porque  esto  no  altera  ni  modifica  la  natura- 
leza del  litigio  mismo,  una  cuestión  criminal  como  una 
cuestión  civil,  es  una  cuestión  entre  partes.  El  bello 
ideal,  repetímos,  bajo  el  punto  de  vista  de  la  adminis- 
tración de  justicia,  á  fin  de  que  en  todos  los  casos  fue- 
ra indubitable  la  imparcialidad  de  los  Jueces,  sería  que 
las  partes  designaran  el  Juez  á  que  someten  su  quere- 
lla, cualquiera  que  fuese  la  gravedad  é  importancia  de 
esta  querella  misma.  En  el  orden  jurfdioo  civil  se  ha 
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llegado  ya  á  realizar  este  ideal  con  la  institución  de 
los  Jueces  arbitros,  de  los  amigables  componedores  y 
de  los  juicios  arbitrales,  forma  de  proceder  á  que  quizá 
se  reduzcan  en  algún  día  todas  las  contiendas  civiles 
que  puedan  suscitarse;  pero  en  el  orden  jurídico  crimi- 
nal este  principio  no  ha  sido  aún  aceptado  ni  desen- 
vuelto. 

Hay  algo  de  permanente  en  el  concepto  de  la  Admi- 
nistración de  la  justicia  en  lo  criminal  que  es  necesario 
colocar  en  una  esfera  separada  de  las  disputas  de  los 
hombres;  hay  algo  que  no  puede  depender  de  la  volun- 
tad de  los  hombres,  siquiera  esta  voluntad  sea  la  de 
aquellos  que  representan  legalmente  al  Estado  y  que 
defienden  por  su  ministerio  y  su  carácter  los  fueros  y 
derechos  del  orden  social.  O  por  imperfección  de  los  me- 
dios- de  que  disponemos  ó  por  limitación  de  nuestras 
ideas,  que  han  de  amoldarse  naturalmente  á  la  condi- 
ción de  los  medios  en  que  vivimos  y  que  nos  rodean, 
^ue  han  dejado  entre  nosotros  la  historia  y  la  tradi- 
^ón;  por  cualquiera  de  estos  motivos  ó  por  todos  ellos 
y  por  consideraciones  de  interés  público  que  nunca 
pueden  quedar  abandonadas,  no  ha  podido  aceptarse 
ni  desenvolverse  ese  principio  en  la  legislación  crimi- 
nal, pero  hay  que  acercarse  á  él. 

Bien  está  que  las  partes  no  elijan  directamente  al 
-Juez  que  ha  de  entender  en  el  proceso;  bien  está  que 
haya  un  procedimiento  que  sin  consultar  directa  ni 
Indirectamente  la  voluntad  de  las  partes  designe  y  se- 
Sale  los  Magistrados  que  han  de  juzgar  un  proceso; 
pero  por  lo  menos,  es  indispensable  que  las  partes  con- 
tribuyan por  medio  de  las  recusaciones,  por  medio  de 
una  recusación  amplia,  á  que  ese  Juez  tenga  para  ellas 
todas  las  garantías  de  imparcialidad  que  puedan  ape- 
tecer. 

Las  partes  no  nombrarán  el  Juez,  las  partes  no  se- 
ñalarán quién  debe  ser  el  Juez,  pero  las  partes  tendrán 
toda  la  amplitud  y  todos  los  medios  indispensables  para 
que  el  Juez  que  se  nombre  y  se  señale  por  un  procedi- 


Digitized  by 


Googl( 


006 


COMSlíTAmiOS  Á  Li.  LST  DKL  JTTRálH} 


miento  completamente  ajeno  á  su  volmitad,  nc  les  pa 
rezoa  parcial,  para  que  el  Juez  que  se  señale  no  les  insh 
pire  temor  de  que  ha  de  juzgar  bus  ^respectivas  preten- 
siones con  apasionamiento,  por  su  carácteij  por  sus  w- 
cmistancíiiSj  por  la  imperfección  de  sus  medios  6  por 
cualquier  otro  motivo. 


m 


En  estas  consideraciones  se  funda  el  derecho  recono- 
cido á  las  partes  por  la  ley  del  Jurado  y  deseuTueltfl 
en  el  art  56  que  estamos  examinando.  Ese  derecha BO 
puede  ejercitarse  más  que  con  los  Tribunales  det  Juifi^ 
do;  y  esta  es  precisamente  una  de  las  ventajas  que  ofre- 
ce sobre  la  organización  de  la  justicia  histórica,  laor* 
ganización  de  los  Tribunales  populares  que  ha  restabt^ 
cido  entre  nosotros  la  ley  de  1888. 

La  recusación  es  motivada  ó  no;  puede  recusarse  C43ii 
causa  ó  sin  causa.  De  la  recusación  con  causa  ya  hmm 
hablado  autes  de  ahora,  y  en  este  punto  los  dos  prooe- 
dimieutos  son  imperfectos,  como  no  pueden  menos  d* 
serlo. 

¿Quién  es  capaz  de  enumerar  todas  las  causad  por 
ias  cuales  podrá  recusarse  á  un  Juez?  ¿Quiéu  e^s  e$^t 
de  reducir  á  cifras  y  a  fórmulas  todos  los  motíros 
por  los  cuales  un  procesado  puede  creer  que  el  Jiu&í 
no  será  imparcial  al  juzgar  su  causa?  Las  leyes  dcprií- 
cedimiento  han  entrado,  para  satisfacer  esta  necesidad, 
en  el  camino  de  sefíalar  uno  por  tmo  todos  Iom  caioi 
que  al  legislador  se  le  ocurran  como  productores  dew 
falta  de  imparcialidad,  y  á  pesar  de  haber  proceÜ*!^ 
minuciosa  y  casuísticaraeute  en  este  punto,  no  pMíle 
decirse  que  esas  leyes  han  llegado  á  la  perfección,  ai 
mucho  menos  que  hayan  previsto  todos  los  casos  da  lo* 
cuales  podrán  nacer  la  necesidad  ó  conveniencia  de  uiift 
recusación. 

Nuestra  última  ley  de  procedimiento  procura  abaí- 
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der  todos  estos  casos,  y  sin  embargo,  algún  comenta* 
Tista  ha  señalado  que  con  arreglo  á  ella  no  podría 
recufiarse  al  Juez  que  siguiera  pleito  con  los  procesa- 
dos, porque  este  caso  no  estaba  previsto.  Tampoco  po- 
dría recusarse  al  Juez  cuyo  padre  ó  cuyo  hermano  ó 
hijo  siguiera  pleito  contra  el  procesado^  y  sin  embargo 
es  indudable  que  estos  hechos  bien  podrán  ser  motivo 
de  recusación.  Además:  hay  motivos  de  recusación  que 
la  ley  no  puede  expresar  por  su  vaguedad,  acaso  por 
derivarse  de  hechos  de  un  orden  puramente  privado 
que  no  pueden,  sin  menoscabo  de  ciertas  consideración 
nes,  llegar  jamás  é  las  esferas  de  la  publicidad. 

No  basta,  pues,  con  la  recusación  motivada.  Para 
que  la  recusación  sea  un  derecho  serio  y  cabal  de  las 
partes,  es  preciso  llegar  á  una  fórmula  bastante  amplia 
á  fin  de  que  pueda  hacerse  la  recusación  sin  necesidad 
de  alegar  sus  motivos  y  bastante  eficaz  para  que  el 
solo  deseo  de  una  de  las  partes  de  que  un  Juez  sea  re- 
cusado excluya  á  aquel  Jucí:  de  formar  parte  del  Tri- 
bunal. 

Se  dice  que  el  derecho  de  recusación  es  el  comple- 
mento de  la  institución  del  Jurado;  y  en  realidad,  el 
derecho  de  recusación  es  el  complemento  de  toda  bue-* 
na  constitución  en  los  Tribunales  de  justicia. 

Lo  que  sucede  es  que  este  derecho  de  recusación  no 
puede  ejercitarse  de  ima  manera  tan  amplia  y  eficaz 
como  ese  mismo  derecho  reclama,  sino  con  los  Tribuna- 
les  del  Jurado,  sino  con  la  organización  de  los  Tri- 
bunales del  Jurado,  Por  eso  el  art.  56  lo  establece 
de  una  manera  tan  ilimitada  y  en  realidad  tan  satis- 
factoria. 


I? 


No  creemos  nosotros  que  haya  dudas  acerca  de  cómo 
ha  de  ejercitarse  este  derecho,  porque  los  términos  del 
art-  56  son  bastante  explicitos;  pero,  sin  embargo,  para 
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mayor  claridad,  procederemos  respecto  de  este  artícu- 
lo como  respecto  de  otros  anteriores  acudiendo  á  un 
ejemplo  que  nos  servirá  para  indicar  cómo  debe  en  cada 
caso  practicarse  este  derecho  de  recusación. 

Se  trata  de  una  causa  en  la  cual  son  partes  el  Fis- 
cal, un  acusador  particular  y  dos  procesados,  á  quienes 
designaremos  con  las  iniciales  AjB.  Están  en  la  urna 
los  treinta  y  seis  nombres  de  los  jurados  presentes  y 
admitidos  y  va  á  empezarse  el  juicio.  El  Presidente 
saca  una  papeleta  de  la  urna,  lee  en  alta  voz  el  nombre 
que  contiene  y  en  seguida  pregunta  á  los  procesados  si 
están  ó  no  están  de  acuerdo  para  que  uno  solo  lleve  en 
la  recusación  la  voz  del  grupo. 

Los  procesados  contestan  negativamente  y  entonces 
el  Presidente  designa  el  tumo  que  ha  de  guardarse 
entre  ellos,  y  este  tumo  lo  establecerá  á  su  voluntad, 
porque  es  indiferente  que  empiece  á  ejercitar  el  dere- 
cho el  procesado  ^  ó  el  procesado  B.  La  cuestión  aquí 
es  establecer  un  tumo;  el  Presidente  lo  establece  y 
designa  al  procesado  A  para  que  sea  el  primero  en  recu- 
sar. Le  pregunta  si  recusa  ó  acepta  al  jurado  cuyo  nom- 
bre acaba  de  leerse.  El  procesado  A  contesta  que  lo 
acepta,  y  en  seguida  pregunta  al  procesado  J9  si  lo  acep- 
ta ó  lo  recusa,  y  el  procesado  J9  le  recusa.  Queda  recu- 
sado aquel  jurado. 

Limediatamente  se  procede  á  sacar  la  segunda  pa- 
peleta. Las  preguntas  empiezan  respecto  de  ella  por 
los  acusadores  y  se  procede  de  igual  modo  que  res- 
pecto de  los  procesados,  si  aquéllos  no  están  de  acuerdo 
para  que  uno  solo  lleve  la  voz  del  grupo. 

Sale  la  tercera  papeleta  y  corresponde  hacer  las 
preguntas  en  primer  término  á  los  procesados;  pero  si 
cuando  se  trataba  de  la  primera  papeleta  contestó  pri- 
mero el  procesado  J.,  deberá  ahora  formularse  al  pro- 
cesado J9,  el  cual  dirá  acerca  de  ella  lo  que  le  parezca; 
y  en  seguida  si  no  recusa  al  jurado  cuyo  nombre  está 
contenido  en  esa  papeleta,  se  preguntará  al  procesa- 
do A,  y  así  sucesivamente. 
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Este  es  el  sistema,  este  es  el  método  que  la  ley  esta- 
blece con  arreglo  al  art.  56. 

Las  preguntas  conducentes  á  verificar  la  recusación 
deben  ser  formuladas  por  el  Presidente,  el  cual  pre- 
guntará en  esta  forma:  ¿«Acepta  el  procesado  tal  (aquí 
su  nombre)  al  jurado  Fulano  de  Tal»?  El  interrogado 
contestará  sencillamente  si  lo  acepta  ó  lo  recusa.  No  hay 
necesidad  de  que  alegue  la  causa  que  le  mueve  á  recu- 
sar, ni  tampoco  la  que  le  induce  á  aceptar;  aun  cuando 
quisiera  hacerlo  no  le  será  permitido,  porque  esta  acep- 
tación ó  esta  recusación  no  dependen  más  que  de  su  vo- 
luntad, y  la  ley  no  ha  querido  que  se  tengan  para  nada 
en  cuenta  las  causas  que  la  determinan.  Si  algún  proce- 
sado 6  algún  acusador,  si  alguna  de  las  partes  que  in- 
tervienen en  el  acto  quisiera  insinuar  ó  manifestar  la 
causa  que  le  mueve  á  recusar  ó  á  aceptar  el  nombre  de 
un  jurado,  el  Presidente  se  lo  impedirá. 

No  creemos  que  haya  cuestión  ni  que  puedan  susci- 
tarse acerca  de  si  son  las  partes  mismas  ó  sus  Aboga- 
dos y  representantes  los  que  han  de  ejercitar  este  de- 
recho. Creemos,  sin  embargo,  que  presentes  como  han 
de  estar  al  acto  las  partes  y  los  que  dirigen  sus  res- 
pectivas defensas,  antes  de  comenzar  el  acto,  debe  de- 
jarse establecido  quiénes  de  esas  personas  son  las  que 
que  han  de  ejercitar  el  derecho  de  que  hablamos:  si  las 
partes  por  sí  mismas  ó  aquellos  que  las  representan  y 
dirijen,  á  fin  de  que  cada  parte  esté  representada  por 
una  sola  persona  y  sea  una  sola  persona  la  que  ejercite 
el  derecho  en  su  nombre.  Haciéndolo  constar  en  el  acta 
si  es  la  parte  misma  la  que  lo  ejercita  ó  en  su  nombre 
su  representación,  se  simplifican  las  dificultades  de  un 
pormenor  que  podrá  seguramente  ocurrir  de  no  esta- 
blecerse una  regla  segura  para  llevar  á  cabo  la  recu- 
sación. 

También  creemos  innecesario  añadir  que  pueden 
muy  bien  las  partes  estar  de  acuerdo  respecto  de  la  re- 
cusación de  unos  jurados  y  no  estarlo  respecto  de  otros, 
en  cuyo  caso  el  procedimiento  preferible  será  siempre 
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que  Be  les  vaya  concediendo  por  tumo  dentro  de  se 
respectivo  la  iniciativa  para  recusar;  y  esto  es  toucáo 
mejor  que  no  que  una  persona  lleve  la  voz  de  todo  el 
grupo  y  pueda  resultar  que  de  ahí  surjan  dificultar 
des  é  ineonvenieutes  que  menoscaben  el  derecho  é^ 
cualquiera  de  los  interesados. 

La  jimsprudencia  francesa  ha  previsto  el  caso  de  que 
UQ  procesado  no  entienda  el  idioma  oficial  del  país  m 
que  se  verifique  el  juicio,  y  establece  que  han  de  hacer- 
se las  recusaciones  valiéndose  de  un  intérprete.  Noa- 
oíros  no  creemos  que  haya  necesidad  de  advertir  esto, 
porque  claro  es  que  tratándose  de  im  procesado  extraa* 
jero,  dentro  de  las  condiciones  del  juicio  oral  y  públi* 
co,  será  necesario  que  le  asista  constantemente  un  in- 
térprete, pues  de  otra  manera  no  hay  forma  de  practi- 
car las  reglas  del  procedimiento  vigente  en  nuestro 
País, 

La  disposición  que  establece  este  artículo  ordeuanüo 
que  los  actores  civiles  y  los  responsables  civilmente  no 
intervendrán  en  esta  recusación,  obedece  al  prmcipto 
de  que  el  Jurado  nada  resuelve  acerca  de  la  acción  eivii 
que  nace  del  delito,  pues  la  competencia  para  ju^r  ^ 
este  punto  corresponde  de  una  manera  exclufiva  si 
Tribunal  de  derecho,  por  lo  cual,  los  actores  ciTÜesy  loí 
responsables  civilmente  no  tienen  necesidad  al^oide 
intense uir  en  la  designación  de  los  llamados  é  dar  un 
veredicto,  respecto  de  una  acción  que  no  les  afecta  en 
manera  alguna. 


Art.  57-  En  el  momento  ea  que  baya  12  juradoi  no  rmnoAo^f 
más  loa  dos  suplantes^  6  los  precisos  para  formar  el  mismo  número 
con  los  de  laa  últimas  papeletas  que  quedoeeo  en  Ia  urna,  el  Pre«i 
d6n  declarará  terminado  el  sorteo  y  ordenará  que  se  proceda  k  rt- 
cibir  juramento- 
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No  sabemos  por  qué  algunos  eomentamtas  creen  di- 
fícil el  cumplimiento  de  este  artículo  ó  imaginan  que 
han  de  nacer  de  su  aplicación  dudas  y  equivocacio- 
nes verdaderamente  transcendentales.  Nosotros  no  lo 
creemos;  el  artículo  está  tan  claro  y  la  manera  de  apli- 
carlo es  tan  senciUa^  que  basta  su  lectura  para  conocer 
cómo  ha  de  hacerse  esto. 

El  Presidente  debe  tener  en  cuentaj  en  primer  lugax, 
el  número  de  papeletas  que  se  han  depositado  en  la 
urna,  el  número  de  jurados  que  van  saliendo  y  los  que 
He  aceptan  ó  se  recusan  por  las  partea,  y  en  el  momen- 
to en  que  vea  que  entre  los  no  recusados  y  los  que  que- 
dan en  la  urna  suman  catorce^  suspenderá  el  acto,  dará 
por  terminado  el  sorteo  y  declarará  que  no  ha  lugar  á 
practicar  más  recusaciones,  ordenando  que  se  proceda 
á  recibir  el  juramento  á  los  que  no  hubieran  sido  recu- 
sados. Y  á  los  que  por  no  haber  salido  las  papeletas  co- 
Trespondientes  del  fondo  de  la  urna  completen  en 
aquel  momento  el  número  de  catorcOj  que  son  ya  ju- 
lados  sin  necesidad  de  sorteo. 

Si  en  virtud  de  cualquier  circunstancia,  que  no  po- 
drá ocurrir  sino  porque  el  Presidente  se  olvide  de  lo 
que  ordena  el  art.  57,  resultara  un  número  de  jurados 
fiistinto  del  que  la  ley  previene^  en  nuestra  opinión, 
mi  el  número  que  resulta  íuese  menor  de  catorce,  debe- 
rá anularse  el  sorteo  y  precederse  á  practicar  otro  nue- 
To,  á  fin  de  que  se  subsane  ese  inconveniente  que  en 
el  fondo  no  tiene  importancia  alguna  y  que  sólo  puede 
ser  producido,  como  ya  hemos  dicho,  por  un  error  ó  por 
una  inadvertencia  del  Magistrado  que  preside  este 
meto;  circunstancia  por  la  cual  creemos  que  nunca, 
6  casi  nunca,  podrá  presentarse  el  caso  de  que  ocurra 
un  error  ó  una  equivocación  en  estas  operaciones  sen- 
cillísimas. 
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Si  el  error  consiste  en  que  al  rerificarse  el  recuen- 
to se  hallan  más  de  catorce  entre  lo3  jurados  adraitidiia 
y  las  papeletas  que  bay  en  el  fondo  de  la  urna,  entoa- 
ees  se  prosef;;uirá  el  sorteo  hasta  dejar  reducido®  une» 
y  otros  al  número  de  catorce. 


n 


Ya  dijimos  al  comentar  el  art,  53  que  las  operacio- 
nes de  que  trata  este  capítulo  han  de  practicarse  al 
comenzar  el  juicio  de  cada  proceso,  y  por  consigmente, 
cuando  el  Jurado  ae  haya  reunidOj  cuando  se  haya  con^ 
titufdo  un  Jurado  con  arreglo  al  art*  44  de  la  ley  pin 
Ter  y  fallar  más  de  una  causa ^  terminado  que  eem  ú 
juicio  de  la  primera  se  procederá  respecto  de  la  segim- 
da  en  la  forma  que  previenen  los  artículos  del  53  al 
que  ahora  comentamos,  y  cuando  se  haya  \'isto  la  ie* 
gunda  se  hará  lo  mismo  respecto  de  la  teroeraj  y  así 
sucesivamente. 

Es  decir,  que  todas  estas  operaciones  son  peculia- 
res de  cada  proceso  y  hay  que  practicarlas  todas  para 
cada  juicio,  puesto  que  se  trata  de  constituir  un  Triba- 
nal  que  ha  de  fallar,  del  Tribunal  que  ha  de  entender 
en  cada  causa,  que  ha  de  ser  y  lo  será,  por  el  derecho 
que  las  partes  tienen  de  recusar,  por  las  neoesidades 
del  sorteo  ó  por  consecuencia  del  sorteo  miamo^  con» 
plet amenté  distinto  del  que  ha  fallado  en  los  otroíi  (mi- 
cesos  u  distinto  en  parte  al  menos,  porque  un  jurado 
que  no  ha  sido  recusado  en  un  juicio,  puede  ealir  elegi- 
do y  tampoco  ser  recusado  en  los  demás  de  aquel  cu*- 
trimestre, 
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CAPÍTULO  VIH 
Del  jurejuento  de  los  jurados. 

Art.  58.  PueatoB  de  pie  los  14  jurados^  el  Presidente  pronnn- 
alurk  lafi  Biguientea  &ases:  ¿Jurdía  par  Dios  desemp&^r  bien  y  fiel- 
mente íJUesiro  cargo^  examinando  cúti  rectitud  loa  hechos  en  que  se 
funda  la  acusación  contra  N.  N.,  apreciando  sin  odio  ni  afecto  Uis 
jtruebas  que  se  os  dieren  y  resolviendo  con  imparcialidad  si  son  ó  no 
responsables  de  los  hechos  que  se  les  impuiaiif 

Loa  jurados^  acercándose  de  dos  en  dos  k  la  mesa  del  Presi- 
dente  j  a  obre  la  que  estará  colocado  un  Crucifijo  y  delante  de  él 
abiertos  los  Evangelios,  se  arrodillarán,  y  después  de  poner  sobre 
é*tos  la  mano  derecha,  conteetarán  enalta  y  clara  voz:  Lo  juro. 

Si  algnno  de  los  jurados  manifestase  que  por  razón  de  sus 
creencias  no  podía  prestar  el  juramento  con  las  solemnidades  del 
párrafo  anterior^  se  colocará  de  pie  delante  del  Presidente,  y  res- 
ponderá asimismo  con  alta  y  clara  voz  á  su  pregunta,  diciendo: 
Lojuro- 

Dos]^uéfl  que  todos  hayan  prestado  el  juramento,  permanecien- 
do de  pie,  les  dirá  el  Presidente;  Si  asi  lo  hiciereis ^  Dios  y  vuestroe 
eoneiudadanos  os  lo  premien;  y  sino,  os  lo  demanden. 

Seguidamente  tomarán  asiento  á  derecba  é  izquierda  de  los 
Magistrados,  ocupando  los  dos  últimos  lugares  los  dos  suplentes, 
y  el  Presidente  declarará  constituido  el  Tribunal  y  abierto  el  juicio. 
Art.  59.  Nadie  podrá  ejercer  las  funciones  de  jurado  sin  pres- 
tar antes  él  juramento  á  que  se  refiere  el  articulo  anterior,  y  el 
que  se  negare  á  prestarlo  en  una  de  las  formas  designadas  en  el 
Busmo,  será  conminado  con  la  multa  de  25  á  250  pesetas^  que  los 
Jueces  de  derecho  le  impondrán  en  el  acto,  si  á  pesar  de  la  con- 
mhuMÚón  continúa  negándose  á  prestar  el  juramento.  Cuando  des- 
pués de  esto  todavía  persistiese  en  su  resistencia,  se  le  procesará 
eon  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  265  del  Código  penal,  y  entra- 
rá á  desempeñar  el  cargo  uno  de  los  suplentes. 
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Todas  las  consideraciones  que  hemos  de  exponer 
acerca  de  estos  dos  articulos  que  constituyen  el  capí- 
tulo 8.0  en  el  ciial  se  trata  la  materia  referente  al  ja- 
ramento  de  los  jurados,  gira  al  rededor  de  un  principio 
que  es  la  base  de  todas  ka  consideraciones  y  reglas 
que  á  este  punto  importante  se  refieren. 

Los  jurados  deben  jurar.  Para  serlo,  para  serpropi»' 
mente  jurado,  es  necesario  que  el  que  lo  sea  se  ligue 
por  la  virtud  y  por  el  medio  de  un  juramenío  á  la  obli- 
gación de  cumplir  los  deberes  que  su  cargo  le  impone. 
Wo  se  eoncibe  el  jurado  sin  juramento,  no  ya  atendidos 
el  valoróla  eficacia  misma  de  las  palabras  qae  se  em- 
plean pilril  fl|{?f?í!íB|(jpg||M  cosas  y  espresar  estai 
ideas,  sino  por  lo  queTexisti'^llifondo  de  estainstita- 
ción  y  por  la  autoridad  moral  quita  la  supremií  gai*ii- 
tía  que  puede  otorgarse  á  la  socie^^l  dentro  del  me- 
canismo establecido  para  esta  oreanJWón  de  Triba- 
nales.  °      ^ti 

No  hay,  pues,  jurado  sin  juramento  y  dSfc  liego,  « 
bien  alguna  legifllación  admite  la  posibiüda^de  que  d 
jurado  ocupe  su  puesto  sin  necesidad  de  ii'".  «"" 
solamente  prometiendo  ó  afirmando  por  su  hoi/í"  9"" 
se  le  pregunta  ó  se  le  exige,  nosotros  creeran.  T»«»»* 
legislaciones  no  han  de  tomarse  como  tipo  ni  c:<'»  ""• 
délo  para  adoptar  las  reglas  necesarias  en  esttP**- 

t^-reemos  el  juramento  imprescindible;  y  el  Íu?''5' 
to  dentro  de  las  condiciones  morales,  sociales  y  r"^' 
sas  que  ordinanameute  le  acompañan.  El  iuramer?'- 
pone  siempre  determinadas  creencias  reíSsiosas  f 
que  no  las  üenen  no  pueden  ser  jurados  La  fó/'* 
ordmana.  la  fórmula  más  general  de  prestar  jura¿* 
es  jurar  por  Dios.  ^      '''*fjurai^ 

viste*t!.L"r/^'r'*  aceptable  desde  el  punJ 
nata  de  casi  todas  las  creencias  religiosas,  y  no 
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Tüos  que  de  todas,  teniendo  en  cuenta  algunas  sectas 
protestantes  que  prohiben  y  vedan  á  sus  adeptos  toda 
especie  de  juramento  considerándolo  un  enorme  peca- 
do;  pero  fuera  de  esta  excepción  que  confirma  la  regla 
general  quo  nosotros  hemos  indicado,  la  fórmula  míis 
común  de  jiirar  es  jurar  por  Dios,  invocando  su  nombre 
y  afirmando  la  pronií^sa  de  obrar  rectamente  bajo  la  ga- 
rantía del  temor  y  adoración  que  el  nombre  de  Dios 
inspira. 

Aun  cuando  los  tiempos  en  que  vivimos  son  tacha- 
dos de  excepticismo  y  aun  cuando  hay  muchas  causas 
que  contribuyen  á  fomentar  este  sentido  excéptico  de 
la  generación  presente,  nosotros  creemos  que  ese  sen- 
tido bien  puede  ser  una  manifestación  pasajera  del  es- 
tada moral  de  la  humanidad  en  nuestros  días;  y  aim 
creemos  que  ese  sentido  habrá  de  amenguarse,  de  dis- 
minuirse hasta  desaparecer  confanue  vayan  demostran- 
doj  y  ya  lo  demuestran  de  una  manera  bien  palpable 
las  enseñanzas  de  todos  los  días,  que  ese  sentido  es  un 
sentido  perturbador,  deletéreo  y  nocivo  para  la  socie- 
dad, que  conviene  estirpax  y  desarraigar  llevando  á 
todos  los  espíritus  el  convencimiento  de  que  por  tal  ca- 
mino no  puede  llegarse  á  fin  alguno  halagüeño  y  satis- 
factorio. 

C>reemoSj  por  tanto,  que  á  medida  que  ese  sentido  se 
combata  con  más  eficacia  y  con  más  fuerza,  el  juramen- 
to tendrá  mayor  earáeter  y  garantía  á  los  ojos  de  todos; 
y  creemos  que  el  Juraracntí>,  en  lo  quo  toca  al  Jurado, 
ú  mi  organización  y  manera  de  funcionar,  es  una  ver- 
dadera garantía  y  hay  que  contribuir  á  enaltecerla  en 
vez  de  criticarla  y  censurarla. 

Cuando  hablamos  de  las  condiciones  que  deben 
reunir  los  jurados  para  que  so  consideren  aptos  para  el 
desempeño  de  esta  comisión  importante^  hicimos  notar 
que,  á  nuestros  ojos,  la  primera  de  todas  ellas  era  la 
cualidad  de  padre  do  familia;  entonces  pusimos  en  re- 
lieve las  ventajas  sociales  y  morales  que  resultarían  de 
enaltecer  esa  condición  natural  que  puede  sejyir  mejor 
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de  base  á  la  regeneración  legal  y  jurídica,  que  no  otra 
que  arranque  y  parta  de  una  verdadera  ficción  que  na 
tiene  tanta  realidad  en  la  vida  como  esa  á  que  nos  re- 
ferimos. 

Dentro  de  este  mismo  orden  de  ideas,  creemos  nos- 
otros que  el  juramento  es  la  mejor  garantía  que  puede 
prestar  á  la  sociedad  el  jurado;  porque  no  puedo  dudar- 
se de  la  realidad  y  de  la  eficacia  del  sentimiento  reli- 
gioso, de  la  fuerza  que  este  sentimiento  tiene  y  de  la 
necesidad  que  hay  de  buscar  su  amparo  para  el  des- 
arrollo y  afianzamiento  de  las  instituciones  nacionalea. 
Hartos  ejemplos  nos  muestrítn  la  verdad  de  esta  creen- 
cia, que  no  entramos  k  exponer  por  no  apartamos  con 
exceso  del  objeto  á  que  se  consagra  este  libro.  Bastan  á 
nuestro  fin  las  indicaciones  que  hemos  hecho,  indica* 
cienes  que  han  de  tener  en  cuenta  los  legisladores^ 
sobre  todo  en  un  país  como  el  nuestro,  en  eí  cual  aque- 
llos sentimientos  tienen  todavía  un  arraigo  extraordi- 
nario y  ha  de  atribuírseles  necesariamente  mayor  fuer- 
za que  en  otro  país  alguno. 


II 

De  lo  que  acabamos  de  decir  se  desprenden  las  si- 
guientes  conclusiones:  primera,  que  el  Jurado  debe 
jurar;  y  segunda,  que  este  juramento  debe  ser  religioso. 

Ahora  bien;  ¿cuál  será  la  fórmula  de  este  juramentt^? 
(I Con  qué  palabras  se  deberá  jurar?  ¿En  nombre  de  qué 
ideas  y  con  arreglo  á  qué  circunstancias  ha  de  cumplir^ 
se  este  requisito?  Esas  son  las  cuestiones  que  la  ley  ha 
resuelto  en  la  forma  establecida  por  el  artículo  que  co- 
mentamos y  que  al  examinarle,  necesariamente,  tene^ 
mos  que  discutir. 

Desde  luego  bastaba  con  haber  adoptado  una  fór- 
mula que  permitiera  á  cada  ciudadano  prestar  el  jura- 
mento con  arreglo  á  las  formalidades  y  ritos  de  su  re- 
ligión respectiva;  y  esto  es  lo  qne  naturalmente  hu- 
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"biera  sido  preferible  al  redactar  ese  artículo  de  la  ley 
teniendo  en  cuenta,  no  sólo  nuestras  propias  conviccio- 
nes, sino  el  estado  de  nuestro  derecho  respecto  de  la  li- 
bertad de  profesar  determinadas  creencias  religiosas. 

El  art*  11  de  la  Constitución  dice,  que  nadie  será  mo- 
lestado en  el  territorio  español  por  sus  opiniones  reli- 
giosas, ni  en  el  ejercicio  de  su  respectivo  culto,  salva 
el  respeto  debido  á  la  moral  cristiana.  Este  artículo  au- 
tciTÍza  y  permite  á  todo  ciudadano  español  profesar  las 
creencias  religiosas  que  estime  más  conformes  con  su 
manera  de  ser  y  de  discuiTÍr,  y  con  los  impulsos  de  su 
propia  conciencia;  y  cumplir  los  deberes  que  imponen 
a  sus  adeptos,  todas  aquellas  religiones  cuya  práctica 
no  exija  manifestaciones  contrarias  á  la  moral  cristiana: 
en  este  concepto,  todas  aquellas  religiones,  decimos,  á 
que  no  puede  aplicarse  esa  limitación,  pueden  profesar- 
se en  nuestro  País  con  arreglo  á  la  Constitución  vigen- 
te, y  pudiendo  profesarse  todas  esas  religiones,  parecía 
natural  que  se  admitiera  el  principio  de  que  el  jurado 
para  serlo  y  para  entrar  en  el  desempeño  de  la  fun- 
ción que  la  ley  le  encomienda,  pudiera  limitarse  á  ju- 
rar conforme  á  las  prácticas  establecidas  en  la  religión 
que  profese. 

Eeconocemos  nosotros  que  este  principio  es  aplica- 
ble en  toda  su  integridad  más  que  á  nuestro  País  á 
cualquier  otro  donde  sean  muy  notables  y  muy  dignas 
de  consideración  las  diferencias  religiosas  con  arreglo 
á  las  cuales  pueda  ser  clasificada  su  población.  Donde 
existan  grandes  colectividades  religiosas  distintas  en- 
tre sí  que  reúnan  millones  de  hombres  entre  sus  adep- 
tos, lo  cual  no  sucede  entre  nosotros,  porque  én  España 
la  generalidad,  la  universalidad,  la  casi  totalidad  de  lo» 
ciudadanos,  con  excepciones  muy  contadas,  muy  seña- 
ladas y  que  pueden  fácilmente  determinarse,  profesan 
los  principios  de  una  sola  religión,  podrá  ser  necesario 
que  se  admita  y  se  consagre  ese  principio:  aquí  no  lo  es. 

Por  eso  no  encontramos  inconveniente,  ni  digna  de 
censura  la  fórmula  contenida  en  el  art.  58  de  la  ley. 
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Esta  fórraula  contiene  una  sola  pregunta  que  es  la  quo 
debe  hacerse  á  todos  los  jurados,  cualesquiera  quesean 
las  opiniones  religiosas  que  profesen. 

La  pregunta  está  hecha  en  términos  bastante  gene- 
ralee,  y  las  contestaciones  que  pueden  darse  á  esa  pre- 
gimta  son  dos:  una  establecida  para  los  católicos,  IO0 
cuales  contestarán  que  juran  á  tenor  de  la  pregunta  que 
se  les  ha  hecho,  poniendo  sus  manos  sobre  los  Santos 
Evangelios  y  en  presencia  de  la  imagen  de  Cristo  cru- 
cificado. Este  es  un  juramento  que  no  deberán  ni  po- 
drán prestar  más  que  los  católicos;  pero  como  los  cató- 
licos son,  en  nuestro  pueblo,  la  inmensa  mayoría,  y 
como  sólo  contadas  excepciones  podrán  excluirse  del 
número  de  los  que  profesan  la  religión  católica,  en  la 
generalidad  de  los  casos  bastará  indudablemente  con 
esa  fórmula  para  que  la  ceremonia  establecida  en  el 
art.  58  pueda  verificarse  y  practicarse. 

Los  que  no  sean  católicos,  los  que  no  puedan  jurar  so- 
bre los  Santos  Evangelios,  se  colocarán  de  pie  delauta 
del  Presidente,  y  á  la  pregunta  que  éste  les  haga,  con- 
testarán sólo:  Lo  Juro. 


M 


Como  entre  la  pregunta  y  la  respuesta  que  constitu- 
yen este  juramento  hay  la  necesaria  congruencia,  el 
que  contesta  de  ese  modo  jura  sólo  por  Dios;  por  Dios, 
eon  arreglo  á  sus  convicciones  especiales;  por  Dios, 
con  arreglo  á  la  idea  que  de  él  tenga  formada,  ó  que 
la  religión  de  que  sea  adepto  sostenga  acerca  de  la  di- 
vinidad y  de  sus  atributos.  Por  donde,  de  esta  doble 
fórmula  del  juramento,  sólo  pueden  considerarse  ex- 
cluidos los  ateos,  y  aquellos  que  profesen  ideas  de  las 
contadas  sectas^  como  la  de  los  cuáqueros,  que  Techa- 
ban el  juramento.  Los  que  no  creen  en  Dios  y  no  pue- 
den jurar  por  él,  los  que  pertenezcan  á  esas  contadas 
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rectas  que  acabamos  de  indicar^  ¿pueden  ser  jxiradog? 
En  nuestro  concepto,  no. 

Can  arreglo  á  las  palabras  de  la  ley,  que  son  termi- 
nantes, con  arreglo  á  las  obligaciones  establecidas  en 
los  artículos  58  y  59  que  son  explícitas,  los  ateos^  los 
qne  rechazan  como  acto  inmoral  ó  pecaminoso  la  pres- 
tación de  un  juramento  por  Dios,  no  podrán  ser  jura- 
dos; y  no  podrán  ser  jurados,  porque  si  son  fieles  á 
sus  creencias  religiosas  se  negarán  en  absoluto  y  de 
una  manera  terminante  á  prestar  el  juramento  que  se 
les  exige;  y  no  habiéndole  prestado  con  arreglo  á  lo 
que  dispone  el  art.  55^  no  pueden  tomar  asiento  en  los 
escaños  del  Tribunal. 

De  esta  imposibilidad,  de  lo  que  esos  artículos  dis- 
ponen, ¿nace  una  verdadera  limitación  de  la  libertad 
de  conciencia?  Sí,  ¿Ha  debido  preverse  el  caso  y  ad- 
mitirse como  excusa  la  declaración  que  puede  hacer 
una  persona  de  que  no  profesa  ideas  religiosas,  ó  de 
que  las  profesa  contrarias  á  lo  que  la  práctica  de  este 

Í^uramento  exige?  ¿Ha  debido  admitirse  que  el  ateo  y 
08  que  rechazan  el  juramento  no  puedan  ser  jurados 
y  que  basta  la  enunciación  de  esta  idea  para  que  desde 
luego  se  dé  por  excusado  á  quien  tenga  esta  condición, 
de  formar  parte  del  Tribunal  de  Jurado? 

Dentro  del  rigor  de  los  principios  habría  que  con- 
testar afirmativamente  á  estas  dos  preguntas,  pero  mu- 
chas veces  no  puede  atenderse  al  rigor  de  los  princi* 
píos,  porque  las  exigencias  de  la  realidad  reclaman 
que  ese  rigor  se  temple  y  se  modere  de  acuerdo  con 
otras  conveniencias,  no  menos  elevadas,  no  menos  im- 
portantes, ni  menos  dignas  de  tomarse  en  cuenta. 

Desde  luego,  si  en  el  Senado  ó  en  el  Congreso  se 
hubiese  planteado  esta  cuestión  en  esa  forma,  se  ha- 
bría dado  lugar  á  amplios  y  peligrosos  debates  soste- 
nidos  por  los  que  creen  que  el  art.  11  de  la  Constitu- 
ción no  ampara  la  manifestación  de  esas  opiniones,  que 
el  art.  11  de  la  Constitución  no  acepta  la  posibilidad 
de  que  haya  ateos  entre  los  españoles,  ni  admite  la  au- 
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sencia  completa  de  toda  idea  religiosa  como  situación- 
digna  de  tener  el  amparo  de  la  legalidad  y  de  admitir- 
se conforme  á  sus  reglas  y  condiciones.  También  ha* 
brían  intervenido  en  ese  debate  los  que  sostienen  los 
que  afirman  que  no  hay  ateos  en  España,  y  hubiera 
sido  un  debate  de  mal  carácter  el  que  se  hubiera  sus- 
citado acerca  de  este  punto,  y  se  ha  hecho,  á  nuestra 
juicio,  bien  en  evitarle. 

De  todas  suertes,  nosotros  volvemos  á  lo  que  hemos 
dicho  ya  repetidamente  en  el  curso  de  este  comenta^ 
rio;  los  que  no  tienen  creencias  religiosas,  dado  el  con- 
cepto que  de  la  institución  del  Jurado  formamos  nos- 
otros y  la  ley  desarrolla,  los  que  no  tienen  creencias 
religiosas  no  pueden  ser  jurados.  No  llegaremos  nos- 
otros  á  afirmar  como  Mr.  Helio  que  el  juramento  es  el 
origen  del  poder  del  Jurado;  no  creemos  nosotros,  como 
otros  tratadistas,  que  el  juramento  sea  la  fuente  de 
donde  nace  la  autoridad  que  el  Jurado  recibe  para  la 
Administración  de  la  justicia;  creemos  que  el  jitramea- 
to  no  es  más  que  una  garantía  que  el  Jurado  presta  á 
la  sociedad  de  que  cumplirá  bien  y  fielmente  el  en- 
cargo que  recibe  por  la  fe  y  por  el  valor  de  sus  creen- 
cias religiosas,  pero  creemos  esta  garantía  indispensa- 
ble; creemos  que  no  se  puede  en  manera  alguna  pres- 
cindir de  ella. 

En  cuanto  á  la  posibilidad  de  la  existencia  de  per- 
sonas que  no  se  encuentren  en  condiciones  de  pres- 
tar ese  juramento,  opinamos  que  ha  de  presentarse 
este  caso  tan  pocas  veces,  que  ha  de  ocurrir  en  tan  con- 
tadas ocasiones  que  un  jurado  se  niegue  á  prestar  toda 
especie  de  juramento  por  virtud  de  sus  ideas  religio- 
sas ó  por  falta  de  ideas  religiosas,  que  prever  ese  caso 
y  establecer  para  él  una  regla  á  que  sujetarse,  no  vale 
la  pena  de  entrar  en  el  peligroso  debate  que  antes  he- 
mos indicado,  ni  de  suscitar  las  difíciles  cuestiones  que 
en  ese  debate  mismo  habrían  tenido  que  controver- 
tirse. 

Las  leyes  no  deben  anticiparse  á  las  necejádadee^ 


Digitized  by 


Googlí 


TtP.  ÍT-— OAP,  TUL— AttM.  68  T  69  6Í1 

sino  satÍBfacerlas  cuando  se  presentan.  Mientras  el  (as- 
tado de  nuestra  sociedad  no  revele  por  la  existencia 
de  gran  número  de  personas  que  se  encuentren  en  esas 
condiciones  la  necesidad  de  atender  á  su  situación  eg- 
pecial,  las  leyes  nada  deben  hacer  respecto  de  este 
asunto,  Quizás  andando  el  tiempo,  allá  en  el  porvenir, 
aparezca  esta  necesidad,  y  si  aparece;  entonces  el  le- 
gislador debe  tomarla  en  cuenta  y  resolverla  de  acuer- 
do con  los  principios  que  la  justicia  le  inspire  y  la 
equidad  le  aconseje;  pero  mientras  esto  no  suceda,  no 
hay  para  qué  preocuparse  del  problema  que  sólo  pue- 
de hoy  plantearse  teóricamente,  y  que  sólo  en  las  es- 
feras de  la  pura  abstracción  y  de  la  exclusiva  teoría 
tiene  realidad;  problema  que  no  tiene  realidad  en  la 
vida  social,  ni  en  nuestras  costumbres,  ni  en  nuestros 
hábitos. 

Lo  mismo  sucede  con  todas  las  cuestiones  morales 
y  políticas.  Es  indudable  que  los  problemas  sociales 
exigen  la  adopción  de  determinadas  medidas;  pero  f^e* 
ría  imprudente  el  legislador  que  se  anticipara  á  la  ne- 
cesidad de  esas  metüdasj  y  que  las  adoptase  antes  tie 
que  la  necesidad  lo  reqiuera,  porque  podía  muy  bien 
ocurrir  como  consecuencia  de  esta  anticipación  peli- 
grosa,  que  las  medidas  adoptadas,  estériles  para  reme- 
diar y  precaver  esa  necesidad  misma,  la  hicieran  surgir 
antes  de  tiempo;  y  que  con  ellas  se  hiciera  aparecer  el 
cúmulo  inevitable  de  preocupaciones  que  esos  proble- 
mas suscitan  en  todas  partes;  y  por  eso,  aunque  el  de- 
recho, aunque  el  puro  derechoj  aunque  la  abstracción 
teórica  reclamen  esas  medidas,  el  legislador  no  de):ie 
adoptarlas  hasta  que  la  necesidad,  dada  la  realidad  de 
nuestra  existencia  social,  determine  que  ha  llegado  el 
momento  de  adoptarlas  y  establecerlas. 
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IV 

El  art,  773  de  la  ley  de  1872,  establecía  que  puesta 
en  pie  el  juradOj  el  Presidente  pronunciara  la  siguiente 
frase:  «¿Juráis  por  Dios  desempeñar  bien  y  üelmente 
vuestro  encargo,  examinando  con  exactitud  los  h^hos 
en  que  se  funda  la  acusación  contra  el  procesado,  apre- 
ciando sin  odio  ni  afecto  las  pruebas  que  se  os  darán  y 
resolviendo  con  ímparcialidaíd  si  es  ó  no  responsable 
por  los  delitos  de  que  se  les  acusa?»  Esta  pregunta  tiene 
también  en  aquella  ley  dos  contestaciones:  una  que 
había  de  darla  el  jurado  acercándose  á  la  mesa  del  Pre- 
sidente, ante  el  Crucifijo  y  puesta  la  mano  sobre  Im 
Evangelios,  diciendo:  «Lo  juro.»  Y  otra  la  que  había  de 
dar  el  jurado  que  manifestase  que  por  razón  de  bus 
creencias  no  podía  prestar  el  juramento  con  las  solemni- 
dades del  párrafo  anterior,  y  que  se  colocaría  delante 
del  Presidente:  y  en  vez  de  decir  lo  juro,  pronunciaría 
lañase  ^(Lo  juro  por  mi  honor.»  Nos  parece  preferible 
la  fórmula  adoptada  en  la  ley  de  1888  á  ésta  que  aca- 
bamos de  indicar,  porque  la  frase  «Lo  juro  por  mi  honor» 
es,  á  nuestro  juicio,  impropia  é  incongruente. 

Ta  hemos  dicho  qué  carácter  religioso  debe  tener  el 
juramento;  creemos  que  no  es  posible  admitir  la  exis- 
tencia del  juramento  sin  carácter  religioso^  y  desde  el 
momento  en  que  se  admite  una  invocación  al  honor 
como  bastante  para  llegar  al  Jurado,  al  cumplimiento 
de  los  deberes  que  su  función  exige,  entendemos  pre- 
ferible  la  frase  «Lo  afirmo  por  mi  honor- * 

Otra  incongruencia  ó  inconsecuencia  advertimos  en 
la  ley  de  1872  y  en  su  art.  734,  desde  el  momento  en 
que  ese  artículo  establece  que  cuando  después  de  ne- 
garse rotundamente  el  jurado  á  prestar  juramento  y 
después  de  habérsele  impuesto  una  multa  que  es  aná- 
loga á  la  que  establece  el  art.  59  de  nuestra  ley,  toda- 
vía contínuara  negándose  á  preetarloj  entrará  é  desem- 
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penar  el  cargo  sin  esa  solemnidad.  En  primer  lugar  ya 
hemos  dicho  que  no  debe  ser  jurado  el  que  no  jure,  j 
en  segundo  lugar  creemos  que  no  está  en  la  mejor  dis- 
posición de  ánimo  para  examinar  con  imparcialidad 
los  hechos  y  juzgar  con  arreglo  á  las  inspiraciones  de 
su  recta  conciencia,  un  hombre  á  quien  se  acaba  de  im- 
poner un  castigo,  y  á  quien  después  de  habérsele  ím* 
puesto  se  le  exige  de  nuevo  que  cumpla  la  obligación 
que  la  ley  le  impone,  y  que  continuando  en  su  actitud 
rebelde  entre  á  desempeñar  la  función  de  jurado.  Hay 
en  la  situación  do  ánimo  que  debe  suponerse  que  do- 
mina en  la  perdona  que  se  encuentra  en  este  caso  y  en 
estas  condicioneSj  algo  que  es  completamente  contrario, 
algo  que  es  opuesto  á  la  situación  de  ánimo  en  que 
debe  hallarse  el  jurado  cuando  toma  asiento  en  el  Tri- 
bunal y  fíe  dispone  en  el  seno  de-él  á  juzgar  los  hechos 
que  van  á  presentarse  ante  su  consideración. 

Con  arreglo  al  proyecto  de  1883,  se  dirigía  á  los  ju- 
rados una  pregunta  análoga  á  la  que  contiene  el  ar- 
tículo 58  de  nuestra  ley.  Había  de  contestarse  tainbión 
con  una  fórmula  análoga  á  la  que  esa  ley  establece;  pero 
el  jurado  que  manifestase  que,  por  razón  de  sus  creen- 
cias, no  podía  prestar  juramento  con  las  solemnidades 
establecidas  para  los  católicos,  podía  decir:  <í  Prometo 
por  mi  honor. »  Ya  hemos  dicho  por  qué  nos  parece  in- 
aceptable esta  fórmula. 


En  cuanto  al  mecanismo  del  artículo  59,  oreemos  que 
no  ocurran  dudas  acerca  de  la  manera  de  practicarle 
y  obedecerle. 

El  principio  sobre  que  se  funda  ese  artículo  es  que 
nadie  puede  ejercer  las  funciones  de  jurado  sin  pres- 
tar antes  juramento;  si  alguno  se  negara  á  prestar- 
le, se  le  conminará  de  un  modo  solemne  y  terminante 
con  la  multa;  al  hacerle  la  conminación  debe  el  Fresi- 
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dente  expresar  la  cantidad  de  la  multa  que  habrá  tle 
pagar  si  no  presta  juramentOj  y  una  vez  couminado  Be 
le  invitará  á  jurar,  y  si  persiste  en  eu  negativa  se  le  im- 
pondrá la  multa,  después  de  lo  cual  volverá  á  in\iíúr- 
sele  á  jurar  nuevamente;  y  caso  de  insistir  en  no  hacer- 
lo, entonces  se  le  declarará  inciirso  en  la  responsabili- 
dad que  establece  la  última  parte  del  art.  59,  y  se  le  man- 
dará procesar,  declarándolo  así  el  Presidente,  y  haeíea- 
do  que  conste  en  el  acta  esta  resolución  que  no  admite 
discusión  ni  apelación  de  ninguna  especie.  En  este  caso 
será  eliminado  dicho  jurado  de  formar  parte  del  Tribu- 
nal y  entrará  á  ocupar  su  puesto  uno  de  los  suplent*^, 
el  que  por  su  orden  le  corresponda. 

De  la  resolución  del  Presidente  mandando  forran 
causa  se  sacará  el  oportuno  testimonio  que  servirá  de 
cabeza  al  proceso  que  se  forme  al  jurado  por  negarse  á 
prestar  juramento,  y  se  sustanciará  con  arreglo  á  las 
bases  generales  de  nuestro  procedimiento,  debiendo 
aplicarse  al  autor  de  este  hecho  lo  dispuesto  en  el  ar 
tículo  265  del  Código  penal^  que  ordena  que  el  que  re- 
sistiese á  la  Autoridad  ó  sus  agentes,  ó  los  desobede- 
ciera gravemente  en  el  ejercicio  de  las  funciones  de  m 
cargo,  será  castigado  con  la  pena  de  arresto  mayor  y 
con  multa  de  125  á  1.250  pesetas. 

Las  causas  formadas  por  eí^te  delito  no  son  de  It 
competencia  del  Tribimal  del  Jurado,  sino  de  los  Tri- 
bunales de  derecho. 


TI 


El  juramento  que  se  exige  á  los  jurados  es  una  ^- 
rantía  de  que  procederán  rectamente  en  la  causa  que 
va  á  verse  y  fallarse,  y  por  tanto,  ese  juramento  debe 
repetirse  antes  de  comenzar  cada  juicio. 

Los  jurados  que  hayan  de  ver  y  fallar  cada  causa,  se 
sortean  de  la  lista  de  los  treinta  y  seis  que  fonnan  la 
llamada  lista  de  servicio  de  cada  partido  judicial,  y  por 
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taato,  pí>dxá  haber  muchos  jurados  que  vean  diferentes 
causas.  T  á  éstos  no  les  bastará  el  juramento  que  pres- 
taron en  la  primera  para  funcÍQnar  en  el  Tribunal  que 
ha  de  yer  y  fallar  las  demás. 

El  juramento  tiene  algo  de  individual,  por  lo  que  se 
refiere  á  cada  jurado  y  á  cada  proceso-  Es  necesario  que 
al  empezar  á  verse  cada  proceso  declare,  bajo  la  solem- 
nidad del  juramento  mismo,  que  en  la  vista  de  aquel 
proceso  procederá  de  la  manera  que  la  ley  pide,  que  la 
sociedad  exige  y  que  el  jommento  garantiza. 

La  ceremonia  del  juramento  debe  verificarse  con  la 
mayor  solemnidad  posible;  la  ley  no  lo  advierte,  pero 
es  indudable  que  eí^te  acto  ha  de  ser  siempre  público, 
aun  cuando  se  trate  de  causas  que  hayan  de  verse  á 
puerta  cerrada^  y  además,  ese  acto  ha  de  practicarse 
con  la  mayor  solemnidad,  poniéndose  en  pie  y  descu- 
briéndose todos  los  concurrentes,  aun  aquellos  que  ten- 
gan derecho  á  estar  cubiertos  ante  el  Tribunal,  como, 
por  ejemplOj  los  Abogados. 


YH 


Una  vez  terminada  la  solemnidad  del  juramento,  el 
R'esideiite  declarará  constituido  el  Tribunal  y  abierto 
el  j^iieio;  así  lo  dispone  el  art.  59  de  la  ley. 

No  dice  la  ley  con  qué  palabras  ha  de  hacerse  esta 
declaración,  y  bastará,  por  tanto,  que  el  Presidente  diga: 
«Se  declara  constituido  el  Jurado  para  ver  y  fallar  tal 
causa,  y  abierto  el  juicio  de  la  mÍEüma,>  Estos  son  los 
términos  de  la  ley,  y  á  que  nosotros  creemos  debe  ate- 
nerse el  Presidente. 

Algunos  comentaristas  los  censuran  como  poco  pro- 
pios. Nosotros  creemos  que  tienen  toda  la  propiedad 
necesaria  y  que  son  adecuados  al  acto  que  se  inicia^ 
porque  si  bien  es  cierto  que  el  juicio  puede  creerse  co- 
menzado desde  el  momento  en  que  se  formulan  los  es- 
critos de  calificación,  nosotros  tenemos  acerca  de  este 
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punto,  y  ya  la  hemos  emitido,  una  opinión  particular. 
Creemos  que  los  escritos  de  calificación  dan  efectiva- 
mente base  para  el  juicio,  puesto  que  ellos  señalan 
realmente  las  cuestiones  que  en  el  juicio  se  han  de  ven- 
tilar, aunque  no  lo  hacen  de  una  manera  definitiva, 
porque  los  escritos  de  calificación  que  se  presentan  an- 
tes del  juicio  son  provisionales  y  pueden  ser  rectifica- 
dos dentro  del  juicio  mismo,  de  acuerdo  con  lo  que  la 
ley  establece  y  en  el  momento  en  que  la  ley  previene; 
pero  el  juicio,  la  controversia,  el  examen  de  los  hechos 
y  alegaciones,  no  empiezan  hasta  que  se  abre  el  juicio 
mismo,  y  el  juicio  no  se  abre  hasta  que  se  empiezan 
á  oir  las  declaraciones  de  los  testigos. 

Además,  la  ley  establece  que  el  juicio  comience  por 
la  lectura  de  esos  mismos  escritos  de  calificación  pro- 
visionales, con  lo  cual  ha  venido  á  demostrar  la  ley, 
que  esos  escritos  han  de  reproducirse  con  la  lectura  que 
de  ellos  se  hace  al  principiar  el  juicio  mismo,  y  para 
que  el  juicio  se  dé  por  comenzado.  De  donde  deduci- 
mos que  los  términos  de  la  ley  son  propios  y  adecua- 
dos á  la  naturaleza  del  acto  que  entonces  va  á  comen- 
zar. La  ley  ha  podido  muy  bien  establecer  que  al  lle- 
gar este  momento,  después  de  constituido  el  Tribunal 
y  después  de  prestado  el  juramento  por  los  jurados,  es 
cuando  el  juicio  empieza. 


vm 

Nada  decimos,  porque  no  es  este  el  lugar  propio, 
aun  cuando  algunos  comentaristas  tratan  aquí  esa  cues- 
tión, respecto  á  la  forma  en  que  ha  de  redactarse  el  acta 
del  juicio;  de  esto  ya  hablaremos  en  lugar  oportuno  y 
aplazamos  para  el  comentario  del  art.  94  las  observa- 
ciones que  se  nos  ocurren,  y  que  son  de  interés,  como 
todo  lo  que  se  refiere  á  la  redacción  de  tan  importan- 
te documento. 

Pero  sí  diremos  que,  con  arreglo  á  lo  que  dispone^el 
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ultimo  párrafo  del  art.  58,  después  de  prestar  jui*anien- 
to  los  jurados  tomarán  asiento  á  derecha  é  izquierda 
de  los  Magistrados,  por  el  orden  con  que  deban  hacer- 
lo, teniendo  en  cuenta  el  resultado  del  sorteo. 

En  esos  asientos  permanecerán,  guardando  la  mayor 
atención^  compostura  y  reserva  durante  todo  el  juicio. 
Deben  estar  descubiertos,  y  respecto  al  traje  que  hayan 
de  usar  no  creemos  hacer  prevenciones  ni  observacio- 
nes de  ninguna  especie.  Si  hay  algún  jurado  que  tiene 
derecho  á  vestir  uniformCj  podrá  usarlo  para  estos  ac- 
toft.  Deberá  admitirse  que  los  jurados  se  presenten  con 
trajes  regionales,  ó  de  etiquetaj  ó  como  les  plazca,  siem- 
pre jque  el  atavío  de  sus  personas  no  desdiga  do  la  se- 
riedad, importancia  y  solemnidad  de  la  fiínción  á  que 
BOU  llamados  á  intervenir  por  la  ley. 


OAPÍTTILO  IX 
Del  juicio, 

Art,  60,     No  podrán  ser  objeto  de  cada  juicio  más  que  un 
solo  delito  y  los  que  con  él  fuesen  conexos. 

W  Presidente^  al  declarar  abierto  el  período  de  ka  pruebas, 
Manifestará  el  objeto  del  juicio. 


El  art,  300  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  es- 
tablece que  cada  delito  de  que  ha  do  conocer  la  Auto- 
ridad judicial  será  objeto  de  un  sumariOj  y  que  los  de- 
litos conexos  se  comprenderán,  no  obstante,  en  im  solo 
proceso.  En  realidad,  esta  disposición  es  el  antecedente 
de  lo  que  dispone  el  art,  60;  cada  delito  será  objeto  de 
nn  sumario;  cada  sumario  es  la  baso  de  una  causa.  En 
un  juicio  no  podrá  verse  más  de  una  causa.  Tal  es  el 
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enlace  de  estas  ideas  y  de  las  conclusiones  que  cada 
una  de  ellas  produce.  Partiendo  del  art.  300  de  k  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal^  se  llega  á  la  conclnsión 
que  establece  y  afirma  el  art,  60  de  la  lej^  del  Jimido. 

Eespecto  de  su  aplicación  é  interpretación  no  puede 
haber  dudas;  cuando  llegue  el  momento  en  que  haya 
de  comenzar  el  juicio,  ya  vendrá  el  proceso  enteramen- 
te depurado  de  todas  las  cuestiones  que  podrían  pre- 
sentarse acerca  do  la  manera  de  sustanciarlo,  en  rela- 
ción con  otros  procesos,  y  se  habrá  conocido,  en  pun- 
to al  delito  de  que  se  trat^i,  cuáles  son  los  conexos  cou 
el  que  hay  qué  examinar  al  mismo  tiempo,  y  aparecerá 
al  comenzar  el  juicio  la  causa  en  las  condicionen  cuflue 
deba  estar,  según  lo  que  residte  de  la  aplicación  de 
esoa  principios  para  que  aa  cumpla  lo  dispuesto  m  el 
art.  60. 

No  necesitamos  decir  aquí,  por  tanto,  qué  delitos  ae 
consideran  conexos  con  otros.  De  esto  ya  hablamos  al 
examinar  el  art.  7.*^,  y  entonces  hicimos  todas  las  ob- 
servaciones que  aquí  pueden  tenerse  presentes,  así  co- 
mo recordamos  lo  quo  acerca  de  esta  materia  establece 
el  art.  17  de  la  ley  de  Enjuipi^miento  criminalj  que  e4 
la  norma  para  definirlo  y  apreciarlo. 


El  art.  58  de  la  ley  del  Jurado  dispone,  que  una  rea 
recibido  el  juramento  á  los  jurados,  éstos  tomarin 
asiento  á  derecha  é  izquierda  de  los  Magistrados,  ocu- 
pando los  dos  últimos  lugares  los  dos  suplentes.  El 
Presidente  declarará  constituido  el  Tribunal  y  abierta 
el  juicio. 

Hecho  lo  que  ese  artículo  dispone  en  su  último  pá- 
rrafo, de  acuerdo  con  lo  que  prescribe,  y  sin  que  meáic 
entre  ambos  actos  el  menor  intervalo,  el  Presidente  ée^ 
clarará  abierto  el  período  de  las  pruebas  y  manifestará 
el  objeto  del  juicio. 
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El  proyecto  de  ley  del  Sr.  Alonso  Martínez,  decía 
que  al  declarar  abierto  el  período  de  las  pruebas  lo  ma- 
BÍfestara  así  en  alta  yoz,  espresando  en  su  caso  la  re- 
fiolucíón  que  la  Sala  ó  Audiencia  de  lo  criminal  hubie- 
se dictado. 

Concordaba  esta  disposición  con  el  art.  69  del  pro- 
yecto de  1883,  que  establecía  que  el  Presidente  declara- 
ra en  alta  voz  abierto  el  período  de  las  pruebas^  expre- 
sando en  su  caso  las  resoluciones  que  el  Tribunal  hu- 
biera dictado  respecto  á  la  administración  de  las  mis- 
mas. Esto,  verdaderamente,  no  es  necesario  hacerlo;  la 
única  necesidad  que  se  siente  en  estos  momentos  del 
juicio,  una  vez  declarado  abierto  el  juicio  mismo,  era 
expresarlo  para  q^uo  los  jurados  conocieran  de  una  ma- 
nera clara  y  terminante  cuál  era  el  objeto  del  juicio  que 
va  á  empezar. 

El  Tribunal  del  Jurado  se  reúne  para  examinar  va- 
rias  causas,  y  conviene  fijar  en  cada  momento  cuál  es 
la  causa  que  se  va  á  examinar  y  ver  para  fallarla  des- 
pués. Por  eso  atendió  la  Comisión  del  Congreso  á  una 
verdadera  necesidad  al  establecer  que  aquí,  en  este  pe- 
ríodo, después  de  recibido  el  juramento  y  constituido 
el  Tribunal,  cuando  hayan  de  comenzar  las  pruebas,  el 
Presidente  exponga  el  objeto  á  que  se  encamina  el  acto 
que  va  a  seguir,  el  acto  que  va  á  practicarse  inmedia- 
tamente. 

No  tenemos  para  qué  añadir  que  esto  debe  hacerlo 
el  Presidente  de  una  manera  concisa  y  breve,  fiján- 
dose en  el  hecho  culminante  del  proceso,  tal  como  re- 
sulte evidenciado,  por  lo  que  conste  de  una  manera  in- 
dubitable y  sin  abordar,  en  esta  brevísima  exposición 
que  habrá  de  hacer  en  muy  pocos  minutos,  ninguno  de 
los  temas  acerca  de  los  cuales  pueda  ó  haya  de  susci- 
tarse duda  alguna,  porque  ya  desde  este  momento  debe 
huirse,  como  en  todo  lo  que  se  refiere  á  la  manera  de 
funcionar  el  Jurado,  de  prevenir  el  ánimo  de  los  Jue- 
ces de  hecho  en  ningi'm  sentido* 

IjO  que  más  adelante  dispone  la  ley  acerca  del  resu- 
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men  que  se  encarga  al  Presidente,  con  cuyo  resumen  lut 
de  terminar  el  juicio,  debe  tenerse  por  dicho  y  sobrrai- 
tendido  en  este  momento;  pues  lo  que  no  es  lícito  que 
el  Presidente  haga  cuando  el  juicio  ha  concluido  ó  Ta  á 
concluir,  no  es  licito  que  lo  haga  tampoco  cuando  Ta  á 
comenzar,  y  menos  en  este  momento  que  en  otro,  por- 
que al  ñn  y  al  cabo  cuando  va  á  terminar  ya  puede  su- 
ponerse que  los  jurados  tengan  formado  su  criterio  acer- 
ca de  los  hechos,  porque  hsm  visto  desarrollarse  ante  su 
presencia  toda  Ib  práctica  de  las  pruebas,  y  cuando  va 
á  empezar  no  tienen  idea  alguna  de  lo  que  los  hechos 
son;  y  todo  lo  que  se  diga  puede  producir  en  ellos  una 
impresión  más  marcada  |y  prevenirles  de  una  manera 
más  directa  en  uno  y  otro  sentido. 

Algunos  han  supuesto  que  el  Presidente  debe  mani- 
festar en  este  momento  cuál  sea  el  objeto  del  juicio,  á 
fin  de  suplir  las  deficiencias  que  puedan  resultar  del 
relato  que  haga  el  Secretario,  conforme  á  lo  que  dispo- 
ne el  art.  61.  Nosotros  creemos  que  debe  procurarse 
que  no  existan  esas  deficiencias,  y  ya  diremos  al  exa- 
minar el  mismo  art.  61  cuál  es  la  forma,  á  nuestro  jui- 
cio más  adecuada,  para  que  no  las  haya.  Lo  que  el  60 
determina  se  reduce  á  llenar  la  necesidad  de  marcar  en 
el  momento  en  que  se  verifica  lo  que  el  mismo  artículo 
dispone,  lo  que  va  á  hacerse. 

Después  de  manifestar  el  objeto  del  juicio,  el  Prén- 
dente advertirá  á  los  jurados  las  facultades  que  les  re- 
conoce el  art.  63.  La  forma  mejor  de  hacer  esto  será  ex- 
poner el  objeto  del  juicio,  declarar  abierto  el  período  d# 
las  pruebas  para  evidenciar  los  hechos  que  han  de  dis- 
cutirse en  el  mismo,  y  mandar  leer  el  ui;.  63. 


Art.  61.  Segaidamente  el  Secretario  dari  caenta  del  heoho  6 
hechos  sobre  qne  verse  el  juicio,  de  la  manara  expresada  oi  d  ar- 
tículo 701  de  la  ley  de  Eigniciamiento  criminal,  omitíendo  al  leer 
los  escritos  de  calificación  la  lectora  de  las  condnsiones  referentes 
á  la  determinación  de  las  penas;  j  verificado  qne  sea  el  intarro- 
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gatoria  del  procesado  ó  procesados  que  estarán  en  inmediata  oo- 
mnnicatúoii  coE  bus  defeusorea,  bo  pasará  á  la  práctica  de  las  dili- 
geiicias  de  prueba  admitidas  al  tenor  de  lo  dispuesto  eu  laa  sec- 
cioaei  2*,  3,*,  4.*^  y  5,%  cap.  3.**,  tít  3.",  libro  3.**  de  la  mencionada 
ley  de  EojuielauíientOí  constituyéndose  el  Jurado  con  los  Jueces 
de  derecho  en  el  lugar  del  suceso  cuando  lo  estimare  necesario  el 
Tribunal.  Las  inciíleiicias  sobre  admbidn  de  pruebas  á  que  se 
refíere  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  serán  decididas  por  loi 
Jueces  de  derecho. 


Tiene  este  artículo  varías  partes  6  contiene  diferen- 
tea  reglas  qne  hemos  de  examinar  separadamente,  á 
fin  de  que  resulte  su  examen  más  claro  y  podamos 
apreciar  las  cuestiones  que  se  susciten  en  cada  uno  de 
los  momentos^  en  cada  uno  de  los  actos  á  que  dicho 
artículo  se  refiere. 

El  primero  de  ellos  es  la  lectura  que  ha  de  hacer  el 
Secretario  de  la  nota  en  que  consten  relacionados  los 
hechos  sobre  qne  versan  los  juicios.  Esta  nota  ha  de 
redactarse  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  se- 
gundo del  art.  701  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal. Dice  ese  párrafo,  ocupándose  en  la  forma  en  que 
ha  de  comenzar  el  juicio  ante  los  Tribunales  de  de- 
recho, qne  el  Secretario  dará  cuenta  de  los  hechos  que 
hayan  motivado  la  formación  del  sumario  y  el  día  en 
que  éste  se  comenzó  á  instruir,  expresando  además,  si 
el  procesado  está  en  prisión  ó  en  libertad  provisionalj 
con  ó  sin  fianza.  La  práctica  de  esta  diligencia,  ante 
un  Tribunal  de  derecho,  no  exige  tanta  preparación 
como  su  cumplimiento  ante  los  Tribunales  de  Jurado. 

Para  formar  esa  nota,  el  Secretario  debe  tener  en 
cuenta,  y  á  la  vista,  las  opiniones  contradictorias  ex- 
presadas acerca  de  la  forma  en  que  se  verificaron  los  he- 
chos que  son  objeto  del  juicio,  para  consignar  en  ella 
como  ciertos  los  que  unos  y  otros  admiten,  de  manera 
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que  resulte  en  dicha  nota  la  más  absoluta  ini  parciali- 
dad. Si  fuera  necesario  hacer  constar  en  la  misma  nota 
algo  de  lo  que  aparezca  contradicho,  deberá  consig- 
narse como  dudoso  y  en  términos  que  resulte  la  misma 
contradicción  de  que  es  objeto  la  afirmación  ó  aser- 
to de  que  se  trata. 

Insistimos  en  lo  que  hemos  dicho  al  comentar  el  a^ 
tÍGulo  anterior;  no  se  debe  prevenir  con  narraciones 
mal  hechas  ó  torpemente  dichas  ó  capciosamente  ex- 
puestas *  el  hecho  ó  hechos,  ni  siquiera  con  ligereza  ¿ 
con  descuido,  porque  de  ellos  puede  resultar  error  en 
el  ánimo  de  los  jurados.  La  práctica  de  estos  deberes 
exige  una  extremada  delicadeza  de  parte  de  loa  Ju^jes 
y  funcionarios  judiciales,  y  hay  que  tener  aquí  en  cuen- 
ta algo  de  lo  que  diremos,  y  de  lo  que  la  ley  ordena  al 
tratar  del  resumen  del  Presidente,  por  lo  menos,  ea  lo 
que  toca  al  espíritu  que  debe  animar  á  los  Jnecea  j 
subaltemoB  de  los   Tribunales  en  su  cumphmiento. 

Los  Jueces  y  subalternos  de  loa  Tribunales  compren- 
derán que  su  deber  les  obliga  á  someterse  de  una  ma- 
nera franca  y  leal,  que  responda  en  absoluto  á  la  reali- 
dad  de  los  hechoSj  á  lo  que  resultCj  y  que  les  está  veda- 
do apreciarlos,  que  les  está  vedado  influir  en  Is  apre- 
ciación que  hayan  de  forraulai'  los  Jueces  de  hecho,  y 
que  ni  directa  ni  indirectamente  deben  contribuir  en 
lo  más  mínimo  a  que  el  juicio  de  los  jurados  ae  incline 
en  uno  ú  otro  sentido. 

No  estará  demás  que  antea  de  que  el  Secretario  lea 
la  nota  de  loa  hechos  sea  esta  nota  examinada  deteni- 
damente por  los  Jueces  de  derecho,  y  sobre  todo  por 
el  l^esidente,  á  fin  de  conformarla  de  un  modo  termi- 
nante á  las  indicaciones  que  acabamos  de  expresar,  y 
á  fin  de  procurar  que  este  deber  de  imparcialidad  re- 
sulte escrupulosamente  cumplido;  porque  esa  impai- 
cialidad  es  la  nota  que  debe  dominar  siempre  en  tod& 
lo  que  se  refiere  á  las  relaciones  que  existen  entre  los 
Jueces  de  derecho  y  los  Jueces  de  hecho,  y  porque  esa 
imparcialidad  es  siempre  la  garantía  que  se  busca  con 
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la  institución  del  Jurado,  garantía  que  no  debe  menos- 
cabarse ni  en  poco,  ni  en  mucliOj  ni  en  nada. 


Después  de  haber  dado  cuenta  el  Secretario,  confor- 
me al  art.  701  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
de  los  hechos  que  han  motivado  la  formación  del  su- 
mario, y  después  de  haber  hecho  las  demás  manifestar 
ciones  que  ese  artículo  indica,  deberá  leer  los  eacritos 
de  calificación.  Lo  mismo  debe  hacerse  ante  los  Tribu- 
nales del  Jurado  con  arreglo  al  art.  61,  sólo  que  al  leer 
los  escritos  de  calificación  omitirá  la  lectura  de  las 
conclusiones  referentes  á  la  determinación  de  la  pena. 

Ya  hemos  dicho  antes  de  ahora,  recordando  varias 
veces  los  términos  en  que  han  de  redactarse  los  escri- 
tos de  calificación,  que  esos  escritos  comprenderán,  en 
conclusiones  precisas  y  numeradas:  1.^,  los  hechos  pu- 
nibles que  resulten  del  sumario:  2.°^  la  calificación  le- 
gal  de  los  mismos  hechos,  determinando  el  delito  que 
constituyen:  S.'^,  la  participación  que  en  ellos  hubie- 
re  tenido  el  procesado  ó  procesados  si  fuesen  varios: 
4.*^,  los  hechos  que  resulten  del  sumario  y  que  consti- 
tuyan circunstancias  atenuantes,  agi'avantes  del  delito 
ó  eximentes  de  responsabilidad  criminal:  5.^,  la  pena 
en  que  hayan  incurrido  el  procesado  ó  procesados  si 
fuesen  varios,  por  razón  del  hecho  ó  de  la  participa- 
ción que  en  él  hayan  tenido* 

liO  que  la  ley  quiere  y  establece  en  su  art.  61,  es 

fue  se  lean  todas  esas  conclusiones  menos  la  última, 
Eubiera  podido  también  prescindirse  de  la  lectura  de 
aquella  parte  de  las  conclusiones  segunda  y  cuarta 
que  contienen  el  nomenjuris  del  delito  y  la  calificación 
jurídica  de  los  hechos  que  constituyen  circunstancias 
modificativas  j  pero  no  se  ha  querido  llevar  tan  lejos^ 
como  esto  supone,  la  separación  entre  el  hecho  y  el  de- 
rechOj  por  no  estimarse  verdaderamente  necesario.  Ha- 
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bría  que  observar,  sin  embargo^  el  efecto  que  produce 
la  lectura  de  estas  conclusiones,  para  apreciar  si  esos 
efectos  pueden  contribuir  ó  no  á  desviar  el  ánimo  de  los 
jurados  del  único  punto,  en  el  cual  es  necesario  que 
ee  fije  en  absoluto  y  por  completo  su  atención. 

Desde  luego^  la  conclusión  que  no  ha  de  leerse  ea 
la  relativa  á  la  pena,  á  fin  de  qne  no  preocupe  á  los  ju- 
rados, absolutamente  para  nada,  la  idea  de  la  pena  en 
que  ha  de  incurrir  el  procesado,  y  qne  ha  de  imponerse- 
le,  según  se  aprecien  los  hechos  en  uno  ú  otro  sentido. 
Los  jurados  deben  juzgar  con  entera  independencia  de 
lo  que  no  les  incumbe;  con  entera  Independencia  de  la 
pena  que  baya  podido  merecer  el  procesado.  La  misión 
de  los  jurados  se  reduce  á  apreciar  los  hechos.  Debe, 
por  tanto,  hacérseles  conocer  todo  lo  relativo  á  esa 
apreciación  misma;  pero  nada  de  lo  que  constituya  ele- 
mentos extraííos  á  la  apreciación  de  la  prueba. 


ni 

Terminada  esta  lectura,  se  procede  al  interrogatorio 
del  procesado  ó  procesados.  Si  hubiera  más  de  un  pro- 
cesado en  la  causa,  el  orden  con  qne  estos  procesador 
deben  ser  inteinrogados  se  establecerá  por  el  Presidente 
j  á  su  arbitrio,  haciendo  uso  de  las  facultades  qiio  le 
reconoce  el  art.  72,  respecto  de  este  particular,  acercíi 
de  lo  cual  nada  dispone  la  ley.  El  Presidente  tendrá, 
pues,  en  cuenta  para  establecer  ese  orden,  aquellas  eon- 
sideracionos  que  le  parezcan  máf3  razonables  y  estime 
más  convenientes  para  el  mayor  esclarecimiento  de  loa 
hechos. 

El  interrogatorio  del  procesado  ó  procesados  es  obh- 
gatorio  en  los  juicios  ante  los  Tribunaloa  del  Jinado, 
como  debo  entenderse  que  lo  es  en  todos  los  juicios,  y 
se  praticará  háyanlo  pedido  ó  no  las  partes  eonio  me- 
dio de  prueba,  ¿Quebranta  esta  regla  la  base  del  sistemn 
acusatorio?  Hay  quien  contesta  á  esta  pregunta  de  uaa 


Digitized  by  VjOOQ IC 
^1 


( 


TÍT,  ir, — CAP.  IZ,— ABT,  61  BS5 


r 

■        manera  afirraativa.  Nosotros  creemos  que  no;  y  nos  fiíu- 
P        damos  para  resolver  la  cuestión  negativamente,  en  la 
misma  esencia,  en  la  propia  índole  del  sistema  acusa- 
torio. 

Consiste  el  sistema  acusatorio,  en  que  la  sociedad 
busca  por  medio  de  sus  elementos  y  por  medio  de  sus 
recursos,  por  medio  de  aquellos  elementos  y  recursos 
que  la  ley  pone  en  sus  manos,  la  manera  de  probar  un 
delito,  de  evidenciar  la  culpabilidad  de  un  procesado, 
sin  atender  á  lo  quo  el  procesado  manifieste,  sin  aten- 
der á  lo  que  el  procesado  diga,  sin  cohibirle,  sin  obligar- 
le á  declarar,  sin  imponerle  ia  necesidad  de  dar  uua 
declaración  determiuada,  ya  por  medio  de  violencias  fí- 
sicas como  aquellas  que  engendraba  el  tormento,  ya  por 
medios  de  violencias  morales^  como  las  que  nacen,  indu- 
dablemente, de  las  preguntas  capciosas  y  sugestivas, 
del  juramento  y  de  la  antigua  confesión  con  cargos; 
pero  todo  esto,  aun  llegando  como  llegan  algunos  es- 
critores y  tratadistas  á  establecer  y  determinar  que  no 
debe  inquirirse  jamás  del  procesado  lo  que  el  procesado 
haya  hecho;  pero  todo  esto,  aun  llegando  al  extrema 
de  algunos  que  sostienen  que  no  debe  recibirse  decla- 
ración al  procesado  sino  en  el  caso  de  que  el  procesa- 
do quiera  declarar,  no  debe  tenerse  en  cuenta  para 
nada  en  el  período  del  juicio,  y  á  lo  sumo  es  materia 
que  pei-tenece  á  la  instrucción  del  sumario;  que  cuando 
se  discuta  cuál  es  el  mejor  sistema  de  instruirle  podre- 
mos analizarlo  y  examinarlo  detenidamente- 

Ahora  estamos  en  otro  momento,  en  otro  período  del 
juicio;  no  se  trata  de  inquirir  ni  averiguar,  se  trata  de 
juzgar  Ya  están  buscados  todos  los  medios  de  prueba 
del  delito  y  demostrada  la  culpabilidad  del  delincuen- 
te; ya  están  acumulados  esos  medios  en  el  sumario 
mismo  y  va  á  comprobarse  la  eficacia  de  esos  medios 
que,  como  prueba,  proponen  las  partes-  Ahora  se  trata 
de  juzgar,  y  tratándose  de  juzgar  á  un  procesado  hay 
que  oírle;  porque  si  se  le  juzgara  sin  oirle,  se  quebran- 
taría una  de  las  reglas  fundamentales  y  elementales  del 


Digitized  by 


Googlt 


eae  OOMENTABIOS  i  X.¿  IXT  DXL  JUSAIKI 

procedimiento.  AI  procesado,  pues,  se  le  oye  en  el  mo- 
mento de  comenzar  el  juicio  como  parte,  y  se  le  oirá 
después  de  haber  practicado  la  prueba  y  la  defensa  del 
procesado. 

Lejos,  por  tanto,  de  quebrantar  el  interrogatorio  á 
que  ha  de  someterse  el  procesado,  con  arreglo  al  ar* 
tículo  Gl,  la  base  del  sistema  acusatorio;  lejos  de  íuto- 
car  esta  necesidad  de  interrogar  al  procesado  ó  proce- 
sados  en  menoscabo  del  derecho  del  procesado  mismo; 
lejos  de  establecer  esta  diligencia  en  daSo  del  proce^a- 
dOj  se  establece  en  su  beneflciOj  porque  habiendo  de 
oirse  al  procesado,  por  virtud  de  lo  que  el  art,  61  dis- 
pone,  se  le  oye  antes  que  á  nadie,  y  las  primeras  así 
como  las  últimas  palabras  que  se  pronuncien  en  el  jui* 
üio  respecto  de  la  apreciación  de  las  pruebas  son  so- 
yas. El  primer  interrogado  es  el  delincuente,  y  el  üí- 
timo  representante  que  habla  es  el  representante  del 
delincuente;  y  por  si  esto  no  bastara,  establece  la  ley 
que  después  de  hechas  las  alegaciones  de  los  defenso- 
res y  representantes  de  las  partes  que  intervienen  en 
el  juicio  j  se  oiga  al  delincuente  lo  que  crea  que  debe 
exponer  en  su  abono  y  en  su  defensa;  siendo,  por  tan- 
to, del  delincuente,  merced  á  este  sistema,  las  prime- 
ras y  las  últimas  palabras  que  se  pronuncian  en  el 
juicio;  siendo,  por  tanto,  la  primera  impresión  que  re- 
ciben los  jurados,  la  que  nace  de  la  declaración  del  de- 
lincuente mismo,  y  la  última  la  que  nace  de  las  mani- 
festaciones que  el  delincuente  haga  en  el  último  mo- 
mento del  juicio. 

Kespondc  esto  á  las  tendencias  de  todo  el  Derecho 
penal  y  procesal  moderno  conatantamente  encamina- 
das  á  lavorecer  cuanto  es  posible  á  los  procesados. 
Además^  ese  interrogatorio  es^  sin  duda,  de  resultados 
beneficiosos  para  la  administración  de  justicia;  porque 
como  dice  con  grande  acierto  y  conocimiento  de  la  rea- 
lidad uno  de  los  más  distinguidos  escritores  de  la  Re- 
pública vecina,  que  se  ha  ocupado  en  examinar  este 
importante  problema,  resulta  ventajoso  siempre  qoe 
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-empiece  la  vista  por  el  interrogatorio  del  procesado, 
porque  no  hay  medio  mejor  de  presentar  á  los  ojos  del 
Jurado  loa  hechos  que  deben  llamar  principalmente  su 
ateuciónj  y  de  hacerle  conocer  el  sistema  de  defensa 
del  acusado,  y  al  acusado  mismo,  con  sus  condiciories 
morales  é  intelectuales,  que  tanto  han  de  tenerse  en 
cuenta  para  la  apreciación  de  los  hechos,  como  ese  in- 
terrogatorio, y  si  en  él  hace  el  procesado  confesiones 
sinceras  ó  renueva  las  que  hizo  en  el  sumario,  des- 
aparece la  necesidad  de  aquilatar  detenidamente  las 
circunstancias  á  que  su  declaración  se  refiere ,  y  el 
examen  de  los  testigos,  y  aun  los  informes  de  los  Le- 
trados pueden  abreviarse  de  una  manera  notable. 

Esto  sucede  aun  ante  los  Jueces  de  derecho,  y  mu- 
cho más  hemos  de  tener  en  cuenta  que  ocurrirá  ante 
los  Jueces  de  hecho,  los  cuales  pueden  apreciar  los  he- 
chos con  el  conocimiento  que  tienen  ya  de  las  condi- 
ciones y  circunstancias  del  procesado;  los  cuales,  en 
definitiva,  pueden  apreciar  de  mejor  manera  oyéndole 
ú  él  que  oyendo  ningún  otro  testimonio,  qué  criterio, 
qué  norma  han  de  aceptar  para  la  apreciación  y  exa- 
men de  las  pruebas  que  más  tarde  han  de  practicarse 
y  de  verificarse  á  su  presencia. 

Por  todas  estas  consideraciones,  estimamos  que  es 
imprescindible  la  declaración  del  procesado  y  debemos 
entender  lo  dispuesto  en  el  art.  61,  en  la  parte  que 
ahora  estamos  analizando,  é  interpretarlo  en  el  senti- 
do de  que  siempre  y  en  toda  ocasión  y  circunstancias 
ha  de  precederse  á  ese  interrogatorio,  después  de  dada 
lectura  de  la  nota  por  el  Secretario,  á  que  antes  nos 
referimos. 


IV 


Las  pruebas  han  de  comenzar  por  esa;  el  art.  61  lo 
ba  hecho  constar  así,  porque  la  ley  de  Enjuiciamiento 
oriminal  vigente  padeció  la  omisión  harto  notable  de 
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no  determinar  eso  mismo  en  el  momento  de  la  causa 
en  que  era  necesario  prescribirlo  y  señalarlo. 

El  cap.  3.0  de  la  ley  de  Enjuiciainiento  criminal  tra- 
ta del  modo  de  practicar  las  pruebas  durante  el  juicio 
oral,  y  divídese  ese  capítulo  en  diferentes  eeccioues;  en 
la  primera  de  ellas  se  trata  de  las  catisas  por  delitos^ 
para  cuyo  ca8tigo  se  pide  la  imposición  de  pena  corree- 
cional,  y  en  esas  causas  establece  el  art,  688  que  co- 
mience la  práctica  de  la  prueba  por  la  confesión  del 
procesado.  Pero  en  los  juicios  donde  se  trata  de  delitos 
para  cuyo  castigo  no  se  haya  pedido  una  pena  correc- 
cional, establece  la  ley  misma  como  aplicables  los  pre- 
ceptos contenidos  en  la  sección  segunda  y  siguientes 
de  dicho  título,  y  en  ninguno  de  los  artículos  compren- 
didos en  estas  secciones  se  establece  la  obligación  ni  la 
necesidad  de  proceder  al  interrogatorio  ó  confesión  del 
acusado  ó  acusados. 

De  aquí  resulta,  y  de  aquí  ha  resultado  siempre  en 
la  práctica,  que  muchos  Tribunales  han  creído  que 
conforme  á  lo  dispuesto  por  osa  ley  á  falta  de  precep- 
to terminante  que  indicara  la  necesidad  de  esta  dili- 
gencia, no  había  de  precederse  á  ella  sino  en  el  caso 
de  que  el  interrogatorio  del  acusado  ó  acusados  hubie- 
ra sido  señalado  por  las  partes  como  uno  de  los  me- 
dios de  prueba  á  que  había  necesariamente  de  apelar- 
se para  el  esclarecimiento  de  los  hechos  sobre  que 
versara  la  causa. 

De  aquí  nace  que  planteada  la  cuestión,  fuera  resuel- 
ta de  una  manera  contradictoria  por  varias  Audiencias; 
que  unas  Audiencias  de  lo  criminal  estimaran  que  d«- 
bía  precederse  al  interrogatorio  del  procesado,  suplien- 
do la  omisión  ó  el  silencio  de  la  ley  eu  este  punto,  y 
que  otras  Audiencias  estimando  que  lo  más  conforme 
sería  sujetar  su  acuerdo  á  la  letra  de  la  ley  misma,  en- 
tendieran que  no  era  necesario,  donde  las  partes  no  lo 
habían  solicitado,  proceder  á  ese  ioterrogatorio  del  pro- 
cesado ó  procesados  en  la  causa  de  que  se  tratase. 

La  Fiscalía  del  Supremo,  desempeñada,  cuando  la 
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ley  empezó  á  practicarse,  por  el  Si\  Euiz  CapdepóUj 
recliazó  esta  interpretación  de  la  ley  condt^nandola 
de  ima  manera  terminante,  y  el  Tribunal  Supremo 
hubo  de  fallar  en  sus  sentencias  de  28  y  30  de  Junio 
de  1883,  que  la  confesión  de  los  procesados  forma  par- 
te  de  los  medios  sumariales  establecidos  por  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal,  para  la  comprobación  del  de- 
lito y  la  averiguación  del  delincuente;  y  que  no  siendo 
el  sumario  más  que  una  preparación  del  juicio  oralj 
donde  han  de  esolarecertic  todos  los  hechos  y  discutirse 
todas  las  cuestiones  que  ofrezca  la  causa,  no  puede  me- 
nos de  figurar  en  dicha  causa  como  elemento  de  pme- 
fea  la  referida  confesión  del  procesado;  que  este  princi- 
pio categórico  de  la  expresada  ley  tiene  su  desarrollo 
en  varios  preceptos  de  la  misma,  entre  ellos  los  artícu- 
los 730,  729,  656,  688  y  siguientes  á  éste,  según  los 
cuales  no  hay  diligencia  de  prueba  que  no  pueda  ad- 
mitirse y  practicarse  en  el  juicio  oral,  sin  otra  limita- 
ción que  la  de  su  pertinencia  al  caso,  sin  que  pueda  de- 
jar de  producirse,  aunque  sea  sólo  por  medio  de  su  lec- 
tura, cuando  por  causas  independientes  de  la  voluntad 
de  las  partes  no  pueda  ser  de  otro  modo,  y  se  tendrá 
presente  si  la  estimara  pertinente  el  Tribunal. 

Esto  declara  la  sentencia  de  28  de  Junio  de  1883;  y 
la  del  30  añade,  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
art.  911,  núm.  1.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
procede  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  cuando  se  haya  denegado  alguna  diligencia  de 
prueba,  que  propuesta  en  tiempo  por  las  partes  se 
considere  pertinente. 

El  art.  729  de  dicha  ley  dispone  en  su  núm.  l.<^,  que 
podrán  practicarse  careos  de  los  testigos  entre  sí  ó  con 
los  procesados,  ó  entre  éstos  á  propuesta  de  las  partes, 
y  por  consiguiente,  claro  es  que  antes  de  proponer  los 
hechos  que  sean  objeto  de  aquéllos  han  de  dirigirse  al 
acusado  las  preguntas  que  conduzcan  á  esclarecer  la 
verdad,  que  es  el  objeto  del  juicio;  sin  que  haya  dispo- 
sición alguna  que  prohiba  hacer  esto,  y  por  el  contra- 
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rio,  el  art.  385  de  la  mencionada  ley,  autoriza  al  Juez 
para  recibir  á  los  procesados  cuantas  declaraciones  con- 
sidere eonYenientes. 


Esta  doctrina  y  jurisprudencia  resuelven  las  dudaa 
de  una  manera  terminante,  pero  loa  autores  de  la  ley 
del  Jurado  lo  han  tenido  en  cuenta  á  fin  de  que  no  pu- 
dieran suscitarse  jamás  ante  loa  Tribunales  que  han  Je 
constituirse  con  arreglo  á  la  ley  que  comentamos,  y 
por  eso  el  art.  61  declara  en  forma  bien  explícita  que 
ha  de  verificarse  siempre  el  interrogatorio  del  procesa- 
do ó  de  los  procesados  al  comenzar  el  juicio  y  que  la 
declaración  de  estos  procesados  se  ha  de  verifiear  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  385  y  sigiiientes  déla 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal  hasta  el  405  inclusÍTe, 
pero  teniendo  en  cuenta  que  esos  artículos  regulan  ú 
confesión  de  los  procesados  durante  el  periodo  del  su- 
mario, y  por  tanto,  que  han  de  aplicarse  al  acto  del  jui- 
cio oral  con  aquellas  modificaciones  y  variantes  que 
exige  la  naturaleza  de  este  juicio  mismo. 

Puede  ocunir  que  los  procesados  se  nieguen  á  de- 
clarar en  absoluto  ó  que  se  nieguen  á  contestar  detJe^ 
minadas  preguntas.  No  hay  sanción  alguna  ni  la  ley  la 
establece  pai^  prevenir,  impedir  ó  castigar  esta  resis- 
tencia. Por  tanto,  cuando  ocurriera  que  el  proce,>ado 
se  negara  á  declarar  de  una  manera  total  y  absolutOj 
ó  de  una  manera  parcial,  refiriéndose  á  determinadas 

f>reguntaSj  no  habrá  otro  remedio  que  aceptar  su  á- 
enciOj  que  después  de  todo  podrán  interpretarlo  loa 
Jueces  de  hecho  como  estimen  conveniente  al  apreciar 
el  conjunto  de  las  pruebas. 

En  Francia  se  sigue  este  mismo  criterio;  el  debate 
continúa  después  de  la  negativa  del  procesado  á  decla- 
rar como  cuando  el  procesado  declaró. 

En  Inglaterra  se  examina  por  un  Jurado  especial  á 
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«1  reo  La  procedido  6  no  de  mala  fe  al  negarse  á  decla- 
m,  y  en  caso  afirmativo,  se  le  declara  convicto  del  cri- 
taeu  por  que  se  le  acusa. 

No  creemos  sea  necesario  alterar  en  nada,  ni  para  las 
causas  que  se  tramiten  ante  el  Jurado,  ni  en  las  causas 
que  se  tramiten  ante  los  Tribunales  de  derecho  lo  le- 
gislado acerca  de  este  punto  importante 

AJ  procesado  le  dirigirán  preguntas:  primero  el  Pre- 
sidente; después  las  partes  cuando  lo  hubieren  pedido 
ó  lo  pidieren  y  en  ultimo  término  los  jurados,  con  arre- 
glo a  lo  que  dispone  el  art.  63;  y  en  cuanto  á  la  declara- 
ción del  procesado  después  de  hechas  estas  advertencias 
por  lo  que  toca  ú  cómo  ha  do  exigírselc  ante  oí  Tribu- 
nal del  Jiirado,  nada  más  tenemos  que  añadir,  sino  que 
con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  mismo  artículo  de  la  lev 
que  comentamos  en  este  momento,  ha  de  procurar- 
se que  el  procesado  ó  procesados  estén  en  inmediata 
pomumcacion  con  sus  defensores,  y  no  sólo  Pe  lia  de 
procurar  sino  que  se  ha  de  conseg«-fr,  porque  la  vohm- 
ua  del  legislador,  la  esprcsián  terminante  de  la  lov 
es  que  durante  ei  juicio  exista  esa  comunicación  cons- 
tante y  nunca  rnterrurapida,  para  lo  cual  será  nrcesa- 
rio  que  al  dispouer  la  constitución  dcí  Tribunal  se 
taga  mrttenalraente,  de  suerte  que  los  procesados  estén 
fensas**   ^  ^^  Letrados  que  dirigen  sus  respectivas  de- 

El  art.  73  del  proyecto  del  Sr.  Alonso  Martínez,  base 
.  Bla  actual  ley,  no  indicaba  esta  circunstancia;  estable- 
cía que  se  mten-ogara  al  procesado  ó  procesados  pero 
nada  decía  acerca  de  la  convenicucia  de  mantener  esa 
comumcaeiiin. 

La  Comisión  del  Congreso  incluyó  entre  las  reformas 
que  hizo  en  dicho  artículo  lo  que  se  refi<^re  á  este  por- 
menor importante,  prescribiendo  que  el  procosudo  ó 
procesados  estarían  en  constante  comunicaci('>n  con  sus 
defensores  La  Comisión  del  Senado,  aceptando  ..I  pen- 
,  «amiento  de  la  del  Congreso,  varió  el  calificativo  de  la 
«omunicacion,  ordenando  que  el  procesado  ó  procesá- 
is 
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dos  estuTieran  en  inmediata  comunicación  con  sus  de- 
fensores. 

Nosotros  habríamos  preferido  que  la  Comisión  mixta 
incluyera  en  los  términos  de  la  redacción  defimtiva 
ambas  palabras,  pero  de  todas  suertes,  no  es  necesario 
supuesto  que  el  deseo  del  legislador  ha  sido,  indudable* 
mente,  que  el  procesado  esté  en  comunicación  inmedia* 
ta  y  constante,  mientras  el  juicio  se  celebra,  con  el  de- 
fensor. A  esto  es  á  lo  que  hay  que  atender;  esto  es  h 
que  hay  que  satisfacer  en  la  organización  material  de 
los  Tribunales, 

El  orden  que  se  ha  de  seguir  para  interrogar  á  \m 
procesados  lo  establecerá^  como  ya  hemos  diehoy  el  Pre- 
Bideute  con  arreglo  á  las  facultades  que  le  otorga  el  ar- 
tículo 63, 


TI 


Verificado  el  interrogatorio  del  procesado  ó  procesa* 
dos,  se  procederá  á  la  práctica  de  las  diligencias  de 
prueba  admitidas,  á  tenor  de  lo  que  dispone  en  sus 
secciones  2  ^  3,^  4.^  y  5,^  el  capítulo  3.^  del  tíí.  3.* 
del  libro  3»^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminaí  vi* 
gente. 

Dicho  capítulo  está  consagrado  al  modo  de  praütí- 
car  las  pruebas  durante  el  juicio  oral.  Sus  preceptí® 
son  aplicables  por  completo  á  la  organización  del  Ju* 
rado,  salvas  las  indicaciones  que  haremos  á  continua- 
ción. 

Forman  ese  capítulo  cuatro  secciones;  la  segunda 
trata  del  examen  de  los  testigos,  y  comprende  los  ar- 
tículos del  701  al  722:  la  tercera,  de  los  informes  pe- 
riciales, y  comprende  los  artículos  desde  el  723  al  725: 
la  cuarta^  de  la  prueba  documental  é  inspección  ocu- 
lar, y  comprende  los  artículos  726  y  727;  y  la  quinta, 
que  contiene  disposiciones  comunes  á  las  cuatro  seccio- 
nes anteriores,  abarca  desde  el  art-  728  al  731*  Tík^ 
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estas  secciones  y  los  artículos  que  las  forman  son  apü- 
eables  al  jmcio  oral  ante  los  Tribunales  del  Jurado 

A  o  lo  es  la  primera,  que  trata  de  la  confesión  del 
procesado  y  personas  civilmente  responsables,  porque 
aun  cuando  su  epígrafe  tiene  toda  esa  generalidad,  los 
preceptos  que  en  el  mismo  se  incluyen  se  refieren  á 
las  causas  por  delitos  para  cuyo  castigo  ae  haya  pedi- 
do la  imposición  de  pena  correccional,  y  porque  los  ar- 
tículos que  comprende  desde  el  G88  al  700  se  consa- ' 
gran  casi  exclusivamente  á  determinar  eórao  ha  de 
precederse  en  ese  caso  especiaiísimo;  por  esta  causa 
los  artículos  de  esa  sección  no  son  aplicables  á  la  ma- 
nera de  proceder  ante  los  Tribunales  del  Jurado,  por- 
que en  ellos  se  establecen  las  reglas  á  que  ha  de  ate- 
neree  el  procedimiento  cuando  el  procesado,  contra 
quien  se  pide  ima  pena  con-eccional ,  se  conforma  de 
alguna  manera  con  la  pena  que  contra  él  se  ha  pedi- 
do; caso  que  no  puede  tener  jamás  lugar  ante  el  Jura- 
do, y  que  en  la  mayor  parte  de  los  casos  tampoco  dará 
motivo  siquiera  á  verdadera  celebración  de  juicio  oral. 
El  limeo  artículo  de  esa  sección  que  entendemos  apli- 
cable es  el  688,  que  dispone  que  en  el  día  señalado 
para  dar  principio  á  las  sesiones  se  colocarán  en  el  lo- 
cal del  Tribunal  las  piezas  de  convicción  que  se  hubie- 
ren recogido. 

l\^o  cuidó  el  legislador  de  repetir  este  precepto,  pero 
su  utilidad  é  importancia  son  tan  claras,  que  no  nece- 
sitamos esforzarnos  para  llevar  al  ánimo  de  los  lecto- 
res el  convencimiento  de  que  debe  practicarse  lo  mis- 
mo ante  los  Tribunales  del  Jurado  que  ante  los  Tribu- 
nales de  derecho  en  cualquier  causa. 


Til 


Por  lo  que  se  refiere  al  examen  de  los  testigos,  á  los 
informes  periciales,  á  la  prueba  documental  y  á  la  ins- 
pección ocular,  nada  hemos  de  decir,  sino  aquello  que 
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debe  tenerse  en  cuenta  de  una  manera  excluBiva^  á 

nuestro  juicio,  cuando  el  proceso  se  ve  ante  los  Tribu- 
nales del  Jurado.  El  precepto  á  que  ha  de  sujetarse  la 
práctica  de  la  prueba  está  en  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to criminal,  que  ya  hemos  citado,  y  nos  basta  con  re- 
mitir á  nuestros  lectores  al  esamen  de  aquella  ley, 
para  que  la  consulten  y  la  tengan  á  la  vista  siempre 
.  que  se  trate  de  proceder  ante  los  Tribunales  del  Jura- 
do  á  la  práctica  de  las  pruebas. 

Otros  comentaristas  de  la  ley  del  Jurado  emimeran 
esas  reglas;  nosotros  creemos  que  eso  es  reduadímte  y 
excesivo^  y  señalaremos,  por  tanto,  sólo  aquellas  in- 
dicaciones, aquellas  observaciones  que  siendo  perti- 
nentes en  todos  los  juicios,  lo  son  de  una  manera  muy 
especial  cuando  los  juicios  se  celebran  ante  los  Tribu- 
nales del  Jurado  por  la  índole  y  naturaleza  de  estos 
Tribunales. 

El  art.  718  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
artículo  que  corresponde  á  la  sección  2.^,  consagrada á 
exponer  IslB  reglas  á  que  ha  de  sujetarse  el  examen  dt> 
los  testigos,  dice:  «Cuando  el  testigo  no  hubiere  com- 
parecido por  imposibilidad  y  el  Tribunal  considere  im- 
portante su  declaración  para  el  éxito  del  juicioj  el  Pre- 
HÍdente  designará  á  uno  de  loa  individuos  del  misma, 
para  que,  trasladándose  á  la  residencia  del  testigo  ú 
estuviere  en  ellugar  del  juicio,  puedan  las  partes  ha- 
cerle las  preguntas  que  consideren  oportunas.  El  Se- 
cretario extenderá  la  diligencia  haciendo  constar  la 
pregunta  ó  preguntas  que  se  hayan  hecho  al  testigo, 
y  la  contestación  á  estas  preguntas  que  hubieren  dada 
en  el  acta.» 

El  art,  719,  completando  lo  dispuesto  en  el  ante- 
rior, añade:  <Si  el  testigo  imposibilitado  de  concinrir 
á  la  sesión  no  residiere  en  el  punto  donde  el  misma  ^e 
celebra,  se  librará  exhorto  y  mandamiento  para  que 
sea  examinado  ante  el  Juez  correspondiente,  con  snji^ 
ción  á  las  prescripciones  contenidas  en  esta  sección;  y 
cuando  la  parte  ó  las  partes  creyeren  que  en  el  exhor- 
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to  6  mandamiento  debeu  consignar  por  escrito  la  pre- 
gunta ó  preguntas,  el  Presidente  accederá  á  ello  si  no 
fueran  capciosas,  sugestivas  ó  impertinentes,» 

T  por  último,  el  art,  720  ordena  que  lo  dispuesto  en 
los  artículos  anteriores  tendrá  también  aplicación  al 
caso  en  que  los  Tribunales  ordenen  que  el  testigo  de- 
clare ó  se  practique  un  reconocimiento  en  un  lugar  de- 
terminadoj  fuera  de  aquel  en  que  se  celebre  la  au- 
diencia- 
Yin 

Declaramos  desde  luego  que  la  resolución  dada  á  es- 
tos casos  no  nos  satisface;  y  no  nos  satif^face,  ya  la 
contemplemos  bajo  el  punto  de  vista  de  nuestras  ideas, 
acerca  de  la  organización  del  Jurado  y  acerca  de  su 
manéis  de  funcionar,  ya  la  consideremos  desde  el  pun- 
to de  vijsta  de  la  oralidad  de  los  juicios. 

Trátase  en  ellos  de  estimar  una  prueba  y  de  apre- 
ciar su  alcance;  y  todo  el  mecanismo  del  juicio  oral^ 
y  todo  el  mecanismo  del  juicio  que  se  desenvuelve  ante 
ios  Tribunales  del  Jurado,  se  funda  en  que  las  pruebas 
sean  practicadas,  estimadas  y  apreciadas  por  el  Tribu- 
nal. Esta  es  unu  condición  insustituible;  es  una  condi- 
ción sine  qua  7wn^  y  en  todo  lo  que  sea  apartarse  de 
ella,  ha  de  precederse  con  gran  cuidado,  porque  pudie- 
ra ocurrir  muy  bien  que  al  apartarnos  volviéramos  á 
caer  en  los  inconvenienteSj  dificultades  y  peligros  del 
procedimiento  escrito. 

Lo  que  ordenan  los  artículos  718,  719  y  720  es  una 
vuelta  al  procedimiento  escrito;  es  un  retroceso  hacia  el 
procedimiento  escrito:  antes  de  aceptarlo¡  debemos  de- 
cir acerca  de  él  todo  lo  que  entendemos  conveniente  y 
oportuno. 
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IX 


Pasemos  por  que  se  emplee  este  procedimiento  en  el 

Í'uicio  oral  cuando  las  causas  se  sustancian  ante  unTri- 
mnal  de  derecho;  nosotros  no  comentamos  ahora  la  lev 
de  Enjuiciamiento  criminal,  y  por  consiguiente,  no  po^ 
demos  consagrarnoa  á  la  crítica  de  sug  preceptos,  ni  al 
estudio  del  sistema  que  establece.  Pero  ¿cómo  son  apli- 
cables estos  preceptos  cuanda  la  causa  se  tramita  ante 
los  Tribunales  do  Jurado? 

Supongamos  desde  luego  el  caso  de  un  testigo  que 
no  comparece  por  imposibilidad ,  y  que  el  Tribunal 
considere  de  importancia  su  declaración  para  el  éxi- 
to del  juicio,  ¿Cómo  se  ha  de  recibir  esta  deelaraciún? 
¿Se  Ta  a  enviar  á  un  Magistrado  á  que  la  reciba^ 
¿Para  qué?  ¿Qué  tiene  que  hacer  el  Magistrado  con  esa 
declaración?  ¿La  va  á  estimar  el  Magistrado?  ¿La  va 
á  apreciar  el  Magistrado?  ¿Les  va  á  coraiinicar  á  los 
jurados  la  impresión  que  haya  recibido  al  practicar  la 
declaración?  ¿Es  esto  posible?  ¿Hay  en  la  lev  algún 
procedimiento  para  que  esta  comunicación  se  Yerifiquí^í^ 

¿Se  va  á  admitir  que  el  Magistrado  explique  á  los 
jurados  cómo  se  verificó  la  declaración  y  de  qué  mane- 
ra se  practicó  la  diligencia,  y  qué  impresión  ha  dejado 
en  su  ánimo  la  práctica  de  la  diligencia  misma?  8e 
comprende  que  esto  se  haga  prescindiendo  de  las  le* 
glas  del  sistema  del  juicio  oral  ante  los  Tribunales  de 
derecho,  pero  no  tiene  sentido  común  la  aplicación  de 
este  precepto  al  juicio  oral  ante  el  Tribunal  del  Jurada 
Para  proceder  con  analogía,  sería  preciso  que,  en  sn 
de  designarse  un  Magistrado  para  que  fiíera  á  recibir 
la  declaración,  se  designaran  varios  jurados  para  qne 
fueran  é  hacerlo,  porque  al  fin  y  al  cabo,  los  jurados 
son  los  que  han  de  estimar  los  hechos,  los  jurados  son 
los  que  han  de  estimar  las  pruebas,  y  los  jurados^  cusa- 
do  se  reúnen  para  pronunciar  su  veredictOj  puedeB  ^ 
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municarse  entre  sí,  y  deben  comunicarse  entre  sí  la» 
impresiones  que  hayan  recibido,  discutir  las  cosas  y 
apreciarlas  en  común. 

Procediendo  por  razón  de  analogía,  esa  era  indu- 
dablemente la  solución  que  debía  darse  al  caso  en  que 
nos  ocupamos;  pero  no  basta  esto,  no  basta  la  analogía 
para  decidimos  á  aceptar  ese  medio^  ese  procedimien- 
to,  porque,  á  nuestro  juicio,  no  es  correcto,  ni  se  aco- 
moda A  las  condición  es,  ni  k  la  organización  del  Jura- 
do, que  se  destaquen  de  (51  parte  de  sus  individuos  y 
Tayan  á  practicar  una  prueba,  atribuyéndose  de  esa 
manera  cierta  superioridad  sobre  los  demás,  y  hacien- 
do que  la  facultad  de  los  jurados,  que  la  facultad  que 
tienen  los  doce  jurados,  facultad  que  ejercen  todos  iini- 
doSj  y  para  cuyo  ejercicio  se  necesita  que  esté  completo 
el  número  de  doce,  haya  de  ser  ejercida  por  dos  de 
«líos. 


X 


Luchamos  aquí  para  encontrar  una  solución  ade- 
<íuada  con  inconvenientes  do  verdadera  gravedad:  6 
prescindimos  de  aquellas  reglas ^  de  aquellos  conse- 
jos, de  aquellas  advertencias  que  nacen  y  se  despren- 
den de  la  constitución  esencial  del  Jurado,  y  desnatu- 
ralizamos esa  institución;  o  prescindimos  de  unas  prue- 
bas que  pueden  tener  carácter  decisivo,  que  pueden 
tener  valor  decisivo;  ú  ocasionamos  al  Jurado  una  gran 
molestia,  obligándole  &  trasladarse  en  cuerpo  al  lugar 
en  que  haya  de  recibirse  la  declaración,  'a  fin  de  que 
todos  los  jurados  la  presencien. 

Después  de  meditar  de  tenida  mente  sobre  las  ven- 
tajas y  desventajas  de  cada  una  de  estas  soluciones, 
nos  inclinamos  á  la  última  en  estos  tcrmiuos:  lo  que 
ahí  se  decide  en  primer  lugar  es,  si  la  diligencia  de  que 
se  trata  puede  tener  ó  no  efecto  decisivo.  ¿Quióo  ha  de 
decidir  esto?  Ya  lo  veremos  más  adelante.  SÍ  la  dili- 
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gencia  tiene  efecto  decisivo  y  si  el  testií^o  reside  en  el 
lugar  del  juicio,  no  uoa  cabe  la  menor  duda,  loa  jura- 
dos deben  ir  acompañados  del  Tribunal  de  derecho» 
presididos  por  él  á  recibir  la  declamción.  Cuando  el 
testigo  no  resida  en  el  lugar  del  juiciOj  si  la  traslación 
del  Jurado  al  lugar  en  que  el  testigo  reside  no  ofre- 
ciera dificultades  insuperables,  ó  inconvenientes  tan 
graves  y  arduos  que  aconsejaran  desistir  de  verificar- 
la, debe  ir  el  Jurado  también. 

Cuestión  es  ésta  que  ha  de  mirarse  detenidamente 
por  quien  deba  resolverla,  y  que  ha  de  resolverse  te- 
niendo  en  cuenta  el  natural  deseo  de  evitar  siempre  el 
menor  mal.  Si  esas  dificultades  á  que  aludíamos  fue- 
ran insuperables  y  el  Jurado  no  pudiera  trasladarse  al 
lugar  en  que  reside  el  testigo,  ó  se  considerara  que  los 
inconvenientes  de  esta  traslación  eran  superiores  al 
valor  y  eficacia  de  la  declaración  que  ha  de  recibirse^ 
entonces  creemos  que  debe  apelarse  al  medio  estable- 
cido en  el  art.  719  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal y  que  debe  dirigirse  mandamiento  para  que  el  tes- 
tigo sea  examinado  ante  el  Juez  correspondiente  oon 
sujeción  á  las  prescripciones  contenidas  en  la  sección 
2,^  y  en  los  artículos  correspondientes. 

No  nos  satisface  esto  enteramente;  ¿cómo  ha  de  sa- 
tisfacernos?  La  prueba  asi  obtenida  no  es  una  prueba 
apreciable  bajo  el  punto  de  vista  de  la  oralidad  del 
juicio,  es  una  prueba  incompleta;  ya  hemos  dicho  di- 
ferentes veces,  en  más  de  una  ocasión,  cuan  escaso  es  el 
valor  que  á  nuestros  ojos  tiene  la  prueba  escrita  para 
el  juicio  oral.  No  hemos  de  repetir  aquí  lo  que  nuestros 
lectores  conocen  sobradamente.  En  el  caso  en  que  el 
Jurado  no  pueda  recibir  la  declaraciónj  nos  contenta- 
remos con  obtener  una  prueba  deficiente  é  incompleta, 
poniendo  á  la  cuenta  de  la  imperfección  de  los  medios 
humanos  la  imposibilidad  de  cumplir  rigorosamente  las 
prescripciones  del  sistema  admitido. 

Recordarán  nuestros  lectores  lo  que  hemos  dicha 
acerca  de  la  manera  de  practicarse  y  desarrollarse  ante 
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el  Tribunal  del  Jurado  lo  dispuesto  en  el  párrafo  3.^ 

del  art.  657  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal ^  y  las 
obseryaciones,  los  razonamientos  que  nos  sugirió  el 
caso  de  que  haya  que  practicar  desde  luego  diligencias 
de  prueba  que  por  cualquier  causa  ñiera  de  tenier  que 
no  puíliera  practicarse  en  el  juicio  oral.  También  lo  que 
entonces  dijimos  es  aplicabio  á  lo  que  decimos  ahora, 
cuando  menos  para  tener  en  cuenta  el  valor  reducido,, 
el  valor  limitado  de  las  pruebas  obtenidas  por  ese  pro- 
oedimiento. 


XI 


Pasemos  á  otra  cuestión.  ¿Quién  ha  de  resolver  si  la 
declaración  de  que  se  trata  es  de  importancia  para  el 
éxito  del  juicio?  ¿Uuien  ha  de  resolver  si  los  jura- 
dos deben  trasladarse  al  lugar  en  que  resida  el  tes- 
tigo, Ó  si  ha  de  dirigirse  mandamiento  para  que  el  tes- 
tigo sea  examinado  por  el  Juez  correspondiente?  El 
art.  718  dice  que  esto  lo  resolverán  los  Tribunales; 
pero  ese  artículo  se  refiere,  al  hablar  de  los  Tribunales, 
á  los  Jueces  de  derechoj  y  si  se  traslada  el  artículo  al 
procedimiento  del  juicio  perjurados,  debemos  entender 
que  el  Tribunal  le  constituyen  los  Jueces  de  derecho 
y  los  Jueces  de  hecho. 

Pero  hay  que  tener  en  cuenta  que  los  jurados  no  de- 
ciden acerca  de  nada;  los  jurados,  los  Jueces  de  hecho 
no  resuelven  acerca  de  nada,  pues  su  iinica  misión  es 
pronunciar  el  veredicto  con  arreglo  á  las  preguntas 
que  se  les  dirijan,  y  la  ley  no  les  ha  llamado  á  emitir 
tm  acuerdo  sobre  ninguna  otra  cosa,  y  este  principio 
es  también  uno  de  los  cardinales,  uno  de  los  esenciales 
y  fundamentales  de  la  ley.  Es  necesario,  además,  no  ol- 
vidar que  en  punto  á  la  declaración,  á  la  práctica  de  la 
prueba^  su  admisión  y  su  ejecución,  la  Sección  de  dere- 
cho es  arbitra  para  resolver  lo  que  estime  oportuno  y 
conveniente. 
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Se  puede  objetar  á  esto,  que  tratándose  de  decidir 
si  una  diligencia  de  prueba  tiene  carácter  decisivo,  lo 
cual  supone  una  apreciación  de  las  pruebas  practicadas 
hasta  entonces,  y  un  concepto  claro  de  que  las  prue- 
bas evidencian  los  hechos  á  que  se  refieren;  que  tratán- 
dose de  una  cuestión  que  afecta  exclusivamente  á  la  e;^ 
timación  de  los  hechos,  los  jurados  deben  ser  arbitros 
para  resolver  en  este  punto. 

Aquí,  lo  confesamos,  nuestras  dudas  aumentan,  nues- 
tra seguridad  vacila,  porque  es  éste  uno  de  los  porme- 
nores en  que  á  nuestros  ojos  flaquea  el  rigor  del  siste- 
ma. Obligados  á  dar  una  opinión  acerca  de  lo  que  deberá 
hacerse  con  arreglo  á  los  términos  del  artículo,  nos- 
otros no  dudamos  en  decir  que  la  Sección  de  derecho 
es  la  que  debe  determinar  todo  lo  que  se  refiere  á  este 
caso;  que  la  Sección  de  derecho  es  la  que  debe  decidir 
acerca  de  la  importancia  de  las  pruebas  y  de  la  manera 
de  practicarlas,  pero  quizás  el  día  en  que  se  piense  in- 
troducir alguna  reforma,  ó  el  día  en  que  hayan  de  deí^- 
arrollarse  sus  principios  por  medio  de  la  redacción  del 
oportuno  Keglamento,  convenga,  en  este  caso,  y  en  al- 
gún otro,  adoptar  un  criterio  distinto  de  ese.  Quizás 
entonces  parezca  oportuno  atribuir  esta  facultad,  la  fa- 
cultad de  resolver  sobre  la  importancia  de  una  prueba 
y  la  manera  de  recibirla,  al  Tribunal  del  Jurado,  lla- 
mándose á  los  Jueces  de  hecho  á  que  den  su  voto  y 
emitan  su  opinión  acerca  de  punto  tan  transcendental, 
y  que  tanto  puede  modificar  la  estimación  de  las 
pruebas  que  el  mismo  Tribunal  debe  hacer,  conforme  á 
lo  que  la  ley  dispone. 


xn 


En  cuanto  al  interrogatorio  de  los  testigos  debe  ha- 
cerse como  ordena  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal; 
pero  así  como  el  interrogatorio  de  los  procesados  debe 
hacerle  el  Presidente,  el  de  loa  testigos  es  preferible 
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que  le  hagan  las  partes  por  el  procedimiento  que  se 
conoce  con  el  nombre  de  t'Xúcwie/^  en  cruZf  á  fin  de  que 
los  testigos  citados  por  la  acusación  sean  interrogados, 
primero  por  la  defensa  y  después  por  la  acusación,  y 
los  testigos  citados  por  la  defensa  sean  interrogado», 
primero  por  la  acusación  y  luego  por  el  Abogado  de- 
fensor. 

Si  del  examen  que  hubieran  hecho  las  partes  res- 
pectivas de  los  testigos  no  resultaran  los  hechos  con 
bastante  claridad,  si  las  partes  hubieran  omitido  xi  ol- 
vidado alguno  de  los  pormenores,  el  Presidente  debe 
entonces  dirigir  al  testigo  las  preguntas  que  crea  opor- 
tunas para  que  ese  pormenor  se  esclarezca,  y  si  des- 
pués de  este  triple  examen  quedarla  aíin  en  concepto 
de  cualquiera  de  los  Jueces  de  hecho  alguna  pregunta 
que  hacerle,  debe  el  Jurado  á  quien  esto  ocurra  formu- 
larla con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  art.  63. 


xm 

Los  informes  periciales,  los  interrogatorios  á  que  ha- 
yan de  sujetarse  los  peritos,  los  reconocimientos  que 
deban  practicarse,  se  acomodarán  á  las  reglas  estable- 
cidas en  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal.  En  este 
punto  se  suscita  por  los  adversarios  y  aun  por  algunos 
partidarios  del  Jurado  una  cuestión  importante:  la  de 
que  para  la  apreciación  de  los  informes  técnicos  y  de 
las  opiniones  periciales,  sería  preciso  organizar  un  Ju- 
rado especial,  un  Jurado  de  capacidades,  un  Jurado  fa- 
cultativo. 

En  la  Introducción  hemos  dicho  nuestro  parecer 
acerca  de  los  Jurados  especiales.  Por  lo  que  toca  á  la 
apreciación  de  los  informes  de  los  peritos,  añadiremos, 
que  el  Jurado  procede  como  los  Tribunales  de  dere- 
cho. El  Juez  de  derecho  es  tan  ignorante  casi  siempre 
de  las  cuestiones  técnicas  y  de  los  problemas  profesio- 
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nales  oomo  puede  serlo  el  Juez  de  hecho  y  algunas  ve- 
ces más  aún  que  éste. 

La  misión  de  los  Jueces,  al  apreciar  las  pruebas,  no 
es  entrar  en  el  fondo  do  esos  problemas,  no  es  anali- 
aarlos  y  estudiarlos,  no  es  aquilatar  el  valor  científico 
y  el  alcance  de  cada  opmión  técnica:  es  algo  menos  que 
eso;  algo  distinto  de  eso.  Lo  q^ue  el  Juez  hace  en  el 
caso  que  examiuamoa  es  apreciar  la  rectitud,  la  leal- 
tad, la  sinceridad  de  cada  testimonio,  por  la  forma  en 
que  se  expone  y  por  los  antecedentes  de  quien  lo  su- 
ministra. 

Eso  hacía  antes  y  eso  hace  ahora  el  Magistrado.  Eso 
hará  el  Jurado  en  lo  sucesivo.  La  ley  de  1888,  eu  esta 
punto,  se  ha  acomodado  á  las  condiciones  existentes: 
no  representa  un  progreso,  ni  un  retroceso.  ¿Es  que 
hay  ahí  algún  progreso  posible?  Acerca  de  ello  nos  tc^ 
Tuitimos  á  lo  que  hemos  dicho  en  la  Introducción  so- 
bre tan  ardua  materia. 


XIV 

También  es  importante  lo  que  se  refiere  á  la  lectnra 

de  las  declaraciones  del  sumario  que  puede  hacerse  en 
el  juicio  oral  y  á  la  reproducción  dentro  de  él  de  ena- 
lesquiera  de  las  diligencias  sumariales.  En  lo  que  á 
esto  se  refiere^  debe  pxoccderse  con  gran  sobriedad;  ya 
sabemos  por  quén  Las  declaraciones  del  sumario  son 
medios  de  prueba  incompletos  y  deficientes.  Hemos 
leído  en  alguna  parte,  no  recordamos  dónde,  que  hay 
Tribunal  que  reduce  el  juicio  oral  á  leer  en  el  acto  del 
juicio  las  declaracionea  del  sumario,  y  á  preguntar  á 
los  procesados  y  testigos  si  están  6  no  conformes  con 
lo  que  en  el  sumario  dijeron,  y  si  se  afirman  y  ratv 
fican  con  lo  que  en  el  sumario  expresaron. 

No  sabemos  si  realmente  esto  sucede  ó  ha  sucedido; 
pero  si  sucede,  declaramos  que  donde  quiera  que  ocii* 
rra  allí  se  vicia,  se  desconoce  y  se  desnaturaliza  por 
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completo  lo  que  es  el  juicio  oraL  Y  esto  que  se  nos 
ocurre  tratándose  del  juicio  oral,  ea  mucho  más  perti- 
nente cuando  se  trata  del  Jurado,  porque  aparte  de 
otros  inconvenientes  que  tiene  la  lectura  d#  las  decla- 
raciones del  sumario,  es  imposible  quo  el  Jurado  for- 
me juicio  de  los  hechos  procediendo  con  arreglo  á  ese 
pernicioso  y  vituperable  sistema. 

Las  declaraciones  del  sumario  no  deben  citarse  en 
el  juicio  oral  sino  en  caso  de  absoluta  é  imprescindi- 
ble necesidad,  porque  las  declaraciones  del  sumario 
nada  valen  ni  nada  significan  en  ese  acto,  aparte  de  lo 
poco  que  valen  y  sigmftcan  en  sí  mismas. 


XV 

Tampoco  tenemos  que  observar  absolutamente  nada 
respecto  de  las  preguntas  sugestivas  y  capciosas.  No 
creemos  que  haya  caso  ninguno  en  que  se  dirijan  pre- 
guntas envueltas  con  amenazas  ni  conminaciones,  ni 
que  los  Presidentes,  aun  cuando  tengan  delante  de  sí 
un  testigo  que  notoriamente  les  parezca  instrumento 
de  falsedad,  se  dirijan  acusándole  de  ese  delito  ó  ase- 
gurándole que  si  persiste  en  negar  que  lo  cometió  ha 
de  verse  sujeto  á  las  consecuencias  de  un  proceso. 

Estas  recriminaciones,  censuras,  apercibimientos  y 
advertencias,  no  son  legales  ni  correctas  hasta  después 
de  pronunciado  el  veredicto,  porque  hasta  ese  momento 
no  se  sabe  ni  se  conoce  la  verdad  legal,  y  esas  recrimi- 
naciones, censuras,  apercibimientos  y  advertencias  de- 
ben evitarse,  por  la  coacción  que  con  ellas  se  puede  ejer- 
cer, no  ya  sobre  un  testigo,  sino  sobre  el  ánimo  mismo 
del  Jurado,  porque  los  jurados,  poco  versados  en  esta  ma- 
teria y  en  estas  cuestiones  de  procedimientos,  que  vean 
que  el  Presidente  censura  y  apercibe  á  un  testigo  por- 
que declara  una  cosa  que  el  Presidente  entiende  que  es 
felsa,  ha  de  deducir  de  lo  que  ve  y  oye,  que  es  falso 
lo  que  dice  el  testigo  y  verdadero  lo  que  dice  el  Pre- 
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Bidente  j  y  queda  desde  entonces  influido  de  una  ma- 
nera honda  y  terminante  en  contra  de  este  ó  del  otro 
aserto. 

Si  por  a^aso  cualquier  Fresidcntej  desoyendo  estas 
observaciones  nuestras,  procediera  de  esa  suerte  y  obra- 
ra en  esos  térrainos,  creemos  que  los  Abogados  defen- 
sores de  lo8  procesados  deben  protestar  de  una  manera 
enérgica;  en  primer  lugar ^  para  que  el  efecto  moral  de 
su  protesta  desvanezca  en  el  ánimo  de  los  jurados  el 
efecto  que  hayan  podido  prodacir  las  recriminacioaeá, 
censuras  Ó  apercibimientos  hechos  por  el  Presidente^  y 
en  segundo  lugar,  para  que  consten  en  el  acta  literales 
las  amenazas  proferidas  á  fin  de  deducir  el  recurso  qne 
se  estime  oportuno  en  su  día  y  á  fin  de  apreciar  si  el 
Presidente  con  su  conducta  ha  dado  motivo  á  seme* 
jante  protesta. 

Un  Presidente  contra  quien  se  formulen  esaá  pro- 
testas, que  dé  con  frecuencia  motivo  á  ellas,  no  tiene 
aquellas  condiciones  de  imparcialidad  y  rectitud  que 
se  requieren  para  presidir,  como  la  ley  pretende  y 
como  el  legislador  ha  dispuesto,  nn  juicio  oral.  El  Mi- 
nistro  de  Gracia  y  Justicia  debe  ejercer  su  inspección 
sobre  los  Presidentes  en  lo  que  á  este  punto  se  refiere, 
á  fin  de  evitar  que  eso  suceda,  y  caso  de  que  ocurra, 
adoptar  con  el  Magistrado  que  así  falta  á  la  ley  y  á 
sus  deberes  las  medidas  que  crea  oportunas. 


XTI 

Otro  tanto  hay  que  tener  en  cuenta  respecto  de  la 
práctica  de  los  careos;  práctica  que  debe  llevarse  á  cabo 
con  la  mayor  imparcialidadj  y  sin  mostrarse  el  Presi- 
dente  al  hacerlos,  inclinado  á  ninguno  de  los  dos  tes- 
tigos ó  de  las  dos  personas  que  se  careen. 

Si  á  los  careados  hay  que  advertirles  algo  coino  m^ 
dio  de  moverles  á  que  lleguen  á  un  acuerdo,  si  hay  que 
señalarles  la  responsabilidad  moral  y  penal  en  que  ia- 
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curre  el  testigo  falso,  debe  hacerse  esta  advertencia  di- 
rigiéndose á  los  dos  que  sean  objeto  del  careo,  á  fin 
de  que  no  se  deduzca  de  la  advertencia  misma  que  el 
Juez  está  prevenido  en  contra  de  uno  de  ellos,  y  no  se 
comunique  esta  prevención  á  los  jurados.  Cuando  ha- 
blamos  de  las  facultades  del  Presidente,  cuando  habla- 
mos del  resumen  que  el  Presidente  debe  hacer  del  de- 
bate, insistimos  en  esta  idea;  que  la  nota  dominante  en 
todo  lo  que  haga  un  Presidente  en  el  juicio  oral,  debe 
ser  la  mayor  y  más  exquisita  y  absoluta  imparcialidad, 
y  ni  de  un  modo  directo^  ni  de  un  modo  indirecto  debe 
por  ninguna  consideración  faltar  jamás  á  ella. 


XYII 

El  art.  727  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  es- 
tablece que  para  la  prueba  de  la  iQspección  ocular  que 
no  se  haya  practicado  antes  de  la  apertura  de  las  se- 
filones,  BÍ  el  lugar  que  debe  ser  inspeccionado  se  halla- 
se en  la  capital,  se  constituirá  allí  el  Tribunal  con  las 
partes,  y  el  Secretario  extenderá  la  diligencia  expresi- 
va del  lugar  ó  cosa  inspeccionada,  haciendo  constar  en 
ella  todas  las  observaciones  de  las  partes  y  demás  in- 
cidentes que  ocurran;  pero  si  el  lugar  estuviera  fuera 
de  la  capitalj  añade  dicho  artículo,  se  constituirán  en 
él  con  las  partes  los  individuos  del  Tribunal  que  el 
Presidente  designe,  y  practicarán  la  diligencia  en  la 
forma  establecida  en  el  párrafo  anterior.  Sobre  este 
punto  es  más  explícito  el  artículo  que  comentamos,  el 
art.  61  de  la  ley  del  Jurado,  puesto  que  previene  que 
se  constituyan  los  jurados  con  los  Jueces  de  derecho 
en  el  lugar  del  suceso  cuando  lo  estime  necesario  el 
Tribunal  para  practicar  la  inspección  ocular. 

No  distingue  el  art.  61  si  para  trasladarse  el  Tribu- 
nal en  pleno  al  lugar  que  ha  de  ser  objeto  de  la  ins- 
pección, al  lugar  del  suceso,  ha  de  tenerse  en  cuenta  si 
este  lugar  está  en  el  punto  donde  el  Jurado  se  reúne 
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Ó  en  otro  distante  de  él;  de  donde  deducimos  que  siem- 
pre  que  se  estime  imprescindible  para  la  apreciaciÓE 
de  la  prueba,  que  siempre  que  ae  estime  decisivo  para 
la  apreciación  do  la  prueba  la  práotica  de  la  inBpeo 
ción  ocular,  debe  trasladarse  al  lugar  en  que  ha  de  ve- 
rificarse la  inspección  el  Tribunal  formado  por  la  Sec- 
ción de  derecho  y  por  los  Jueces  de  heebo. 

La  ley  dice  que  esto  lo  acordará  el  Tribunal,  j  ese 
lo  dice  la  ley  del  Jurado  para  el  Tribunal  en  conjunto 
que  resulta  de  la  unión  de  la  Sección  de  derecho  con 
con  los  Jueces  de  hecho.  ¿Es  que  han  de  ser  consulta- 
dos los  Jueces  de  hecho  acerca  de  este  punto?  ¿Es  que 
han  de  decidir  los  Jueces  de  hecho  acerca  de  este  pun- 
to? Repetimos  lo  que  hemos  dicho  antes  acerca  de  un 
caso  análogo;  quizás  convenga  de  alguna  manera  que 
los  Jueces  de  hecho,  puesto  que  se  trata  de  la  estima- 
ción de  los  hechos  exclusivamentej  den  su  opinión 
acerca  de  este  punto. 

Con  arreglo  á  la  actual  ley,  esto  no  tiene  preceden- 
te, ni  manera  de  hacerse.  ^^Será  conveniente  presciadir 
en  este  punto  del  rigor  del  sistema  que  la  ley  ha  acep- 
tado? Esa  es  una  cuestión  como  la  análoga  que  antes 
hemos  discutido  en  el  comentario  de  este  mismo  artícu- 
lo y  que  dejamos  completamente  entregada  al  examen 
de  las  personas  que  han  de  contribuir  á  la  ejecución 
do  la  ley,  y  respecto  de  la  cual  no  consideramos  que 
debe  decü^se  la  última  palabra  hasta  que  la  misma  ley 
se  haya  experimentado,  hasta  que  se  hayan  observado 
sus  efectos  y  hayan  podido  notarse  sus  deficiencias,  y 
pueda,  en  suma,  formularse  un  juicio  último  y  total  so- 
bre todos  estos  complicados  problemas. 


El  último  apartado  del  párrafo  que  constituye  el  ar* 
tículo  61j  somete  todas  las  incidencias  sobre  admisión 
de  pruebas  á  los  Jueces  de  derecho»  Esta  os  la  ley.  Los 
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jtxracloB,  con  arreglo  á  ella,  eatán  allí  para  oir,  hacer  las 
preguntas  que  estimen  oportunas  y  pronunciar  el  ve- 
redicto; no  para  otra  cosa.  Para  todo  lo  demás  que  la 
ley  ordena  están  los  Jueces  de  derecho. 

Art.  62*  El  Presidente,  ya  do  oficio  ^  ya  4  instancia  de  cual- 
quiífi-a  de  las  partes,  podrá  alterar  el  orden  de  las  prueba 8  cuando 
éMi  fuese  conveniente  para  el  mayor  esclarecimiento  de  los  hechos. 

Nada  hay  que  observar  respecto  á  este  artículo.  La 
facultad  que  confiere  al  Presidente  es  ima  facultad  na- 
tural, reconocida  á  lo8  que  desempeñan  ese  cargo  por 
todas  las  legislaciones;  ha  de  ser  ejercida,  como  todas 
las  que  al  Presidente  corresponden,  con  la  mayor  im- 
parcialidad. 

Ta  el  artícido  que  comentamos  señala  el  único  mo- 
vilj  el  único  íiu,  el  único  objeto  en  que  debe  inspirar- 
se el  Presidente  para  establecer  ó  alterar  el  orden  rea- 
pectivo,  que  ha  de  ser  la  oouvenieacia  para  el  mayor 
esclarecimiento  de  los  hechos,  conveniencia  que  puede 
ser  señalada  y  sugerida,  ú  por  su  propio  criterio,  ó  por 
las  pretensiones  de  las  partes. 

Art.  63.  Loa  jurados,  previa  la  yenia  del  Preaídente,  podrán 
dirigir  á  las  partes,  testigos,  perifoB  y  procesados,  las  preguntai 
que  estimen  conducentes  para  aclarar  y  ñjar  los  hechos  sobre  c^ue 
verse  la  pnieba.  Si  las  preguntas  fuejsen  impertinentes  ó  capelos  a», 
«€gún  parecer  unánime  de  los  Jueces  de  derecho,  el  Presidente  ne- 
gará la  venia  y  se  insertarán  en  el  acta  las  preguntas  rechazadas. 
El  Presidente,  antes  de  dar  principio  a  los  interrogatorios  y 
pruebas^  advertirá  á  los  jurados  la  facultad  que  por  este  articulo 
«e  lea  concede* 
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Las  preguntas  que  dirijan  los  jurados  á  los  proc«* 
sados,  testigos  y  peritos  ^  podrán  dirigirlas  por  sí  ó  por 
medio  dol  Presidente.  Cuando  un  jurado  quiera  dirigir- 
las porsíj  deberá  desde  luego  formular  las  preguntas; 
y  cuando  por  insuficieTicia  de  sus  medios  crea  que  de- 
be dirigirlas  el  Eresidcute,  pedirá  que  éste  lo  haga;  de- 
biendo entoDces  el  Presidente  procurar  ajustarse  de 
una  manera  literal,  tanto  como  sea  posible,  á  loa  de- 
seos del  Jurado,  á  fin  de  acomodar  sua  preguntas  á  lofl^ 
términos  propios  j  adecuados. 

liemos  hecho  estas  aclaraciones,  porque  hemos  vis- 
to en  legislaciones  de  otros  países  que  los  jurados  do 
dirigen  las  preguntas  por  sí  mismos;  y  creemos  nos- 
otros que  puede  haber  ocasiones  en  que  sea  esto  prefe- 
rible, dados  los  términos  do  nuestra  ley,  Consideramos 
que  es  uu  pormenor  que  debe  quedar,  en  cada  caso, 
al  arbitrio  del  jurado  el  de  si  el  mismo,  personalmente, 
debe  formular  las  preguntas.  El  jurado,  si  se  sieate 
capacitado  para  hacerlas,  podrá  por  sí  formularlas,  y 
caso  de  que  no  crea  oportuno  hacerlo  él,  podrá  rogar 
al  Presidenta  lo  haga  á  su  instancia. 


Esta  facultad  de  los  jurados  corresponde  á  los  jura* 
dos  propietarios  y  á  loa  jurados  suplentes,  porque  no 
habiendo  de  retirarse  los  jurados  suplentes  hasta  que 
se  va  á  pronunciar  el  veredicto,  pudiera  ocurrir  qno  al- 
guno de  los  jurados  suplentes  tuviera  que  dictar  rere* 
dicto  por  ausencia,  enfermedad  ó  imposibilidad  de  uno 
de  los  jurados  propietarios,  y  es  natural  que  tenga  tam- 
bién ese  derecho  íie  esclarecer  sus  dudas  acerca  de  lo 
que  ve  y  escucha^  con  el  fin  de  que  si  tiene  que  decidir 
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sobre  elIOj  pueda  hacerlo  con  todo  el  juicio  necesario  y 
con  toda  la  ilustración  que  haya  creído  imprescin- 
dible. 

Repetimos  además  al  comentar  este'"  artículo  lo  que 
hemos  dicho  en  los  anteriores.  Los  jurados  no  deben 
precipitarse  á  hacer  las  preguntas  que  crean  oportu- 
nas; deben  aguardar  á  que  los  procesados,  los  testigos 
y  lo#  peritos  hayan  sido  interrogados  por  las  partes  y 
el  Presidente^  y  caso  de  que  vean  terminar  el  interro- 
gatorio de  un  procesado,  de  un  testigo  ó  de  un  perito, 
sin  que  se  haya  esclarecido  alguno  de  los  puntos  que  á 
cualquiera  de  los  jurados  se  le  ocurra  que  es  dudoso, 
caso  de  que  vaya  á  terminar  el  interrogatorio  respectivo 
sin  que  ese  punto  se  haya  esclarecido,  entonces  podrán 
los  jurados  formular  las  preguntas  ó  indicar  la  necesi- 
dad de  que  se  formulen  en  los  términos  que  les  parez- 
can más  adecuados  y  pertinentes. 

También  deberán  cuidar  mucho  los  jurados,  y  esta 
es  una  recomendación  que  hacemos  á  su  discreción  y  á 
su  prudencia,  de  no  revelar,  al  formular  las  preguntas 
6  solicitar  que  se  formulen,  su  propio  pensamiento  sobre 
los  hechos. 


Art.  64.  Practicadas  todas  las  pruebas,  podrán  las  partes  re- 
formar sus  conclusiones  escritas,  sin  determinar  en  este  estado  la 
pena,  y  seguidamente  usarán  de  la  palabra  el  Ministerio  fiscal,  el 
defensor  del  querellante  particular  y  el  del  actor  civil,  si  le  hubiere. 
En  sus  informes  se  limitaran  á  apreciar  las  pruebas  practica- 
das, &  calificar  jurídicamente  los  hechos  que  resulten  probados,  y  á 
determinar  la  participación  que  en  ellos  hubiese  tenido  cada  uno 
de  los  procesados,  asi  como  las  circunstancias  eximentes,  atenúan-' 
tes  ó  agravantes  de  la  responsabilidad  de  éstos,  cuando  las  haya. 

Hablarán  después  los  defensores  de  los  acusados  y  los  de  los 
responsables  civilmente  sobre  lo  mismo  que  hubiese  sido  objeto  de 
lar  acusación,  y  sobre  todos  los  hechos  ó  circunstancias  que  puedan 
contribuir  á  demostrar  la  irresponsabilidad  criminal  de  los  proce- 
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sados,  ó  la  atenuación  .de  su  delincuencia.  No  ie  permitirán  recti- 
ficaciones sino  de  hechos. 


La  reforma  de  las  conolufliones  provisionales  se  prac- 
tica ante  el  Jurado  como  ante  los  Tribunales  de  dere- 
cho desde  el  establecimiento  del  juicio  oral  Ea»ima 
consecuencia  del  sistema  acusatorio,  cuya  aspiración  ha 
prevalecido  en  la  última  reforma  de  nuestro  procedi- 
miento criminal  y  de  la  misma  oralidad  del  juicio;  es 
una  consecuencia  de  los  principios  que  hemos  expuesta 
acerca  del  alcance  y  la  eficacia  de  las  diligencias  que 
constituyen  el  sumario,  y  del  que  tienen  y  debe  atri- 
buirse á  las  diligencias  practicadas  durante  el  juicio 
oral. 

Si  lo  que  ocurre  en  el  juicio  oral  es  decisivo,  ai  lo 
que  ocurre  en  el  juicio  oral  es  importantOj  si  han  de 
preferirse  los  resultados  del  juicio  oral  para  apreciar 
claramente  los  hechos,  natural  es  que  las  couelusioues 
que  se  formulen  después  de  instruido  el  sumario  se  ra- 
tifiquen ó  se  modifiquen,  y  que  á  toda  conclusión  pro- 
visional sustituya  una  conclusión  definitiva.  En  el  jui- 
cio oral  se  han  visto  los  hechos  tal  como  han  ocurrido; 
en  el  juicio  oral  se  han  depurado  esos  hechos  mismos, 
y  para  juzgarlos  ha  de  atenerse  el  Tribunal  á  los  re* 
sultados  del  juicio  oral  y  no  á  los  del  sumario.  Por  con- 
siguiente, siempre  que  los  resultados  del  juicio  oral 
sean  distintos  de  los  que  el  snmario  aiToja,  procede  re- 
formar las  conclusiones  provisionales,  que,  como  resn- 
men  del  sumario,  se  formularon  en  el  período  que  la 
ley  establece  que  se  formulen. 


n 

Ya  están  practicadas  las  pruebas.  Sus  resultados  se 
condensan  en  las  conclusiones  modificadas,  que  han 
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de  modificarse,  con  arreglo  á  lo  que  del  juicio  resulte, 
en  cuanto  al  fondo^  y  por  lo  que  toca  á  la  forma  ate- 
niéndose en  la  manera  de  hacerlo  á  lo  que  dice  el  ar- 
tículo 64  de  la  ley,  es  decir,  á  que  la  reforma  de  las  con- 
clusioneSj  tanto  del  acusador  como  de  los  defensores, 
&igan  el  ordq^  que  la  ley  establece  para  la  redacción 
del  escrito  de  conclusiones  provisionales.  Las  conclu- 
siones se  reforman  por  escrito,  de  acuerdo  con  lo  que 
previene  el  art.  732  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal, que  suple  al  64  en  todo  aquello  que  éste  no  mani- 
fiesta^  porque  el  64  no  es  más  que  un  complemento  para 
el  Jurado  de  lo  que  el  732  establece  en  términos  gene- 
rales para  el  juicio  oral. 


ni 

Del  contesto  del  art.  64  deducimos  nosotros  clara- 
mente, que  al  reformarse  las  conclusiones  provisionales 
ante  el  Tribunal  del  Jurada  no  podrá  hacerse  alusión 
alguna  á  la  modificación  que  haya  de  sufrir  en  su  día 
la  pena  que  podrá  merecer  el  procesado,  según  el  Jura- 
do  afirme  ó  niegue  los  hechos  que  se  discuten.  El  pá- 
ri'afo  primero  del  art.  64  lo  dice  claramente;  advierte 
que  en  este  estado  no  determinarán  las  conclusiones 
nada  acerca  de  la  pena,  y  los  dos  párrafos  siguientes 
que  establecen  reglaa  acerca  de  la  forma  en  que  han  de 
hacer  los  defensores  de  las  partes  sus  respectivas  ora* 
oiones,  previene  que  cuiden  de  no  indicar  absolutamen- 
te nada  acerca  de  la  pena,  con  lo  cual  dicho  se  está,  que 
todo  lo  relativo  á  la  pena  es  ajeno  á  este  período  del 
juicio,  y  que  no  debe  permitirse  ni  á  los  acusadores  ni  á 
los  defensores  que  hagan  á  ella  la  menor  alusión;  mu- 
cho menos  que  discutan  cuál  puede  ser  esta  pena,  ni 
que  funden  sus  razonamientos  ó  reflexiones  sobre  este 
supuesto. 

Responde  semejante  prohibición  al  concepto  del  Ju- 
rado que  desarrolla  nuestra  ley,  y  al  concepto  del  Ju- 
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rado  generalmente  admitido  en  las  leyes  de  la  mayor 
parte  de  los  pueblos.  No  se  quiere  preocupar  al  Jurado 
con  la  pena  que  podrá  merecer  el  reo;  no  se  quiere  que 
el  Jurado  falle  en  consideración  á  esa  pena;  no  se  quiere 
que  el  Jurado  busque  medios  directos  ó  indirectos  de 
atenuarla,  sino  que  exclusivamente  se  ocupe  en  el  exa- 
men de  los  hechos  y  resuelva  acerca  de  ellos,  expo- 
niendo en  el  veredicto  la  forma  en  que  los  estime  y  la 
manera  como  los  aprecie. 

Tachan  algunos  de  pueril  este  empeño.  Es  cierto  que 
á  pesar  de  tan  grave  dificultad,  la  idea  de  la  pena  que 
habrá  de  imponerse  al  procesado  influirá  en  el  ánimo 
de  los  Jueces  de  hecho,  porque  es  imposible  hacer  que 
esto  se  aparte  hasta  tal  punto  de  su  consideración  y  de 
su  recuerdo,  que  no  lo  tengan  en  cuenta;  pero  por  lo 
menos  el  legislador  ha  querido  que  no  sea  motivo  fá- 
cil y  público  de  su  preocupación  ese  pormenor  impor- 
tantísimo. Nosotros  creemos  que  se  ha  hecho  bien;  en 
primer  lugar,  porque  esto  responde  á  las  condiciones 
del  sistema  adoptado;  y  en  segundo,  porque  si  hubiera 
de  tratarse  algo  acerca  de  la  pena,  habría  necesidad 
de  entrar  en  un  orden  de  explicaciones  y  de  juicios 
que  podría  confundir  el  ánimo  de  los  jurados,  y  dis- 
traerlos de  aquello  que  verdaderamente  les  incumbe. 

En  el  actual  estado  de  cosas,  entendemos  que  lo  que 
se  ha  hecho  es  lo  preferible  y  más  digno  de  aplauso,  y 
que  después  de  haber  sentado  como  la  piedra  funda- 
mental y  como  la  base  del  Jurado  la  distinción  entre 
el  hecho  y  el  derecho,  y  la  completa  separación  de 
aquello  que  á  los  hechos  se  refiere,  de  lo  que  toca  á 
todo  concepto  jurídico,  no  había  camino  que  seguir  más 
que  el  que  la  ley  ha  seguido,  aun  cuando  haya  quien 
tache  de  pueril  y  de  ilusorio  el  propósito  que  en  este 
punto  la  ley  persigue. 

Es  verdad  que  una  de  las  ventajas  que  los  partida- 
rios del  Jurado  tratan  de  conseguir  con  esta  institu- 
ción, es  la  de  que  el  Jurado,  por  medio  de  sus  veredic- 
tos, marque  qué  leyes  penales  merecen  reforma  por  es- 
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1¡ar  en  desacuerdo,  no  BÓlo  con  el  voto  de  la  opinión 
pxiblica,  que  al  fin  y  al  cabOj  en  materia  de  legislación 
debe  reconocerse  que  es  la  suprema  autoridad,  sino 
por  estar  en  desacuerdo  también  con  las  necesidades 
de  los  tiempos  en  que  se  practica. 

Este  concepto  del  Jurado  es  uno  de  los  más  trans- 
cendentales ó  importantes,  y  no  renunciamos  en  ma* 
nera  alguna  á  que  ese  concepto  px-evalezca,  aun  cuando 
por  ahora  la  ley  no  le  haya  dado  condiciones  para  ello, 
*  Esa  misión  de  cooperar  á  la  obra  legislativa  por  medio 
indirecto  que  se  asigna  á  los  jurados,  no  puede  ejerci- 
tarse sino  cuando  el  Jurado  tiene  facultades  amplias  de 
estimar  y  declarar  las  circunstancias  atenuantes  sin 
atenerse  á  la  letra  del  Código,  ni  á  los  motivos  de  ate- 
nuación 6  agravación  tasados  en  ellos.  Sus  principios 
no  se  podrán  por  tanto  realizar,  y  no  hay,  pues,  contra- 
dicción entre  la  manera  de  juzgar  los  preceptos  que  se 
deducen  del  art.  64  que  estamos  analizando. 


IV 

Los  informes  de  los  acusadores  y  defensores  versa- 
rán principalmente  sobre  los  hechos,  y  además  sobre 
la  calificación  jurídica  que  se  desprenda  de  los  hechos 
mismos,  porque  si  bien  el  Jurado  no  ha  de  regirse  por 
^sta  calificación  jurídica,  contribuirá  su  conocimiento 
mucho  á  la  apreciación  y  estimación  de  los  hechos, 
siendo  así  como  una  especie  de  luz  que  ilumine  y  abri- 
llante los  datos  que  hayan  suministrado  la  práctica  de 
las  pruebas  y  el  debate  oral. 

Dentro  de  los  términos  que  establecen  los  dos  últi- 
mos párrafos  del  art.  64,  los  defensores  y  acusadores 
gozarán  de  la  más  amplia  libertad.  Nada  debe  hacer  el 
Presidente  por  limitarla;  á  su  discreción  hay  que  aban- 
donar por  completo  y  á  su  prudencia,  que  esos  informes 
respondan  á  las  condiciones  del  juicio  de  que  se  trata, 
j  á  las  condiciones  del  Tribunal  ante  que  se  pronun- 
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cíen.  Esto  no  puede  e^tar  sujeto  á  leglas  ni  contenido 
por  limitación  de  nini^inia  especie.  La  Hberíad  de  la 
acusación  y  de  la  defensa  debe  ser  absoluta  é  ilimitada, 
y  todo  lo  que  contradiga  esa  libertad  será  una  verda- 
dera denegación  de  la  justicia^  denegación  de  la  justi- 
cia que  no  puede  aceptarse  en  nombre  del  interés  de 
los  más  altos  principios. 

Creemos,  por  tanto^  que  las  cuestiones  que  suscitan 
algunos  comentaristas  á  propósito  de  todo  esto  son 
ociosas.  ¿Se  debe  permitir  á  los  defensores  y  acusado-' 
res  leer  documentos?  ¿Quién  lo  duda?  Los  documentos 
que  ellos  lean  pueden  surtir  efecto  probatorio  ó  no, 
según  tengan  las  condiciones  que  necesitan  para  que 
esos  documentos  revistan  el  carácter  de  pruebas^  ó  se- 
gún esas  condiciones  les  falten;  pero  es  indudable  qae 
los  defensores  y  acusadores  tienen  derecho  de  leer  en 
sus  informes  los  documentos  que  estimen  convenientes, 
así  como  el  de  invocar  los  fallos,  resoluciones  y  decisio- 
nes de  otros  Tribunales  análogos,  á  pesar  de  que  nos- 
otros reconocemos  en  esta  materia  de  derecho  criminal, 
que  en  los  hechos  á  que  se  refiere,  no  hay  Jurispruden- 
cia posible,  porque  jamás  los  hechos  revisten  circuns- 
tancias tan  semejantes,  tan  análogas  y  tan  idénticas 
que  sea  posible  invocar  lo  que  ocurrió  una  vez  para 
juzgar  lo  que  haya  ocurrido  otra.  Eso  no  obstante,  pro- 
cede, si  un  Abogado  ó  acusador,  si  un  Fiscal  ó  defensor 
cree  conveniente  á  su  fin,  al  fin  que  persigue,  invocar 
otros  hechos,  otros  fallos,  otras  resoluciones,  que  lo 
haga  con  entera  libertad. 

En  una  palabra;  nada  hay  que  criticar  en  este  punto 
de  lo  que  constituye  nuestro  Derecho  y  la  práctica  de 
nuestros  Tribunales,  donde  afortunadamente  esa  liber- 
tad se  respeta  de  una  manera  absoluta  y  constante.  De 
la  misma  libertad  deberá  gozarse  ante  los  Tribuna* 
les  del  Jurado. 

Toca  á  los  Fiscales  y  defensores,  apreciando  las  con- 
diciones de  las  personas  que  constituyen  cada  Tribu- 
nal, acomodar  sus  informes  á  lo  que  esas  condiciones 
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eligen;  y  nada  tenemos  que  decir  acerca  de  estOj  por- 
que como  quiera  que  á  ellos  les  aniíua  el  interés  de 

convencer  principalmente  á  los  Jueces  de  hecho,  ha- 
brán de  tener  muy  en  cuenta  las  condiciones  de  los 
Jueces  de  hecho  ante  quienes  alegan^  para  saber  por 
qué  camino  han  de  preparar  ese  con¥eucimíeato, 

Art.  65,  Si  en  las  conclusioíieg  rfiformadas  con  arreglo  al  pá- 
rrafo 1°  del  ai'íículo  aüterior  los  hechos  fuesen  calificados  por  to- 
das laa  partes  acusadoras  como  delitos  i^ue  uo  sean  de  la  compe- 
tencia del  Juradoj  el  Presidente^  aüte^f  de  conceder  la  palabra  al 
Ministerio  fíaaal,  preguntará  tú  defensur  ó  los  defensores  del  pro  co- 
nde ó  loa  procesadoflj  si  optan  por  el  Tribunal  del  Jurado  ó  por 
el  de  derecho.  Si  el  procesado  ímico  ó  todos  los  procesados  confor- 
mea  optasen  por  este  ultimo^  se  retirarán  en  el  acto  los  jurados,  y 
«I  juicio  ooacliiirá  sin  retroceso  ni  interrupción  ante  los  Magistra- 
dos, con  arreglo  á  la  \ej  de  Enjuiciatuietito  criiuinah 

En  los  demás  casos,  cootinuará  y  terminará  el  juicio  ante  el 
Tribvuaal  del  Jurado. 

£a  \&fs  causas  que  se  sustancien  ante  el  Tribunal  do  derecho, 
caAsdo  Jas  conclusiones  deQnitl^as  de  todas  las  partes  acusadoras 
ottlifiíjuea  el  hecho  como  delito  que  sea  de  la  competencia  del  Ju- 
rado, el  Preside  ate,  antea  de  conceder  la  palabra  al  Ministerio  fia- 
caJf  preguntará  al  defensor  ó  los  defensores  del  procesado  ó  los 
procesados,  si  optan  por  el  Tribunal  de  derecho  ó  por  el  del  Jura- 
do. Si  el  procesado  ímico  ó  todos  loa  procesados  conformes  optan 
por  el  Tribunal  de  derecho  ^  continuará  el  juicio  am  interrupción, 
8i  lüg^un  procesado  opta  por  el  Tribunal  del  Jurado,  quedará  sin 
efecto  lo  actuado  en  el  juicio  oral^  y  el  proceso  so  suspenderá  para 
iticluirlo  en  el  alarde  de  los  que  se  han  de  ver  y  fientencíar  en  la 
Biibfligiiieote  reunión  del  Jurado,  por  los  trámitea  de  la  presen- 
te ley. 
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Surge  aquí  de  nuevo  la  cuestión  que  examin 
estudiar  el  art,  6.^j  la  cuestión  do  competencia;  j  es 
natural  que  surja. 

La  competencia  del  Jurado  nace  del  concepto  que 
los  hechos  hayan  merecido  á  las  partes  acusadoras,  y 
€se  concepto  se  expone  en  el  escrito  de  conclusionea 
provisionales.  CuandOj  con  arreglo  á  lo  expuesto  en 
esos  escritos,  los  hechos  conespondan  al  conocimien- 
to del  Jurado,  las  causas  se  tramitan  como  todas  las 
que  han  de  verse  ante  este  Tribunal;  llega  el  momen- 
to provisto  en  el  art.  64,  se  modifican  las  eonclusio- 
nes,  y  es  posible  que  al  modificarlas  resulte  que  el  he- 
cho de  qne  se  trata  no  corresponde  al  conocimiento 
del  Jurado.   ¿Qué  se  hace  en  este  caso?  • 

La  ley  ha  entendido  como  más  breve  lo  que  es  tam- 
bién Cüu  arreglo  á  sus  términos,  a  los  términos  del  ar- 
tículo 65,  lo  más  equitativo.  Entonces,  constituido  el 
Jurado  ya,  cuando  las  pruebas  se  hayan  practicado  ante 
el  Jurado  mismo,  el  juicio  deberá  continuar  ante  el  Ju- 
rado, (i  menos  que  el  procesado  ó  todos  los  procesados, 
si  hay  más  á,o  uno,  prefieran  que  continiíe  autc  el  Tri- 
bunal de  derecho.  Los  procesados  serán  loa  que  hayan 
do  apreciar  en  aquellas  condiciones  qué  Tribunal  le^ 
ofrece  mayores  garantías;  y  esta  esnna  de  las  ventajas 
que  se  les  otorgan  como  otras  muchas,  siguiendo  las 
advertencias  y  consejos  de  esas  escuelas  que  han  traído 
al  Derecho  penal  tantas  ideas  favorables  á  los  procesa- 
dos y  tantos  deseos  de  revestir  á  la  justicia  de  la  forma 
tnaa  humanitaria  y  racional  quo  se  ha  creído  posible. 
El  párrafo  tercero  de  este  artículo  desarrolla,  en 
cuanto  á  las  causas  qne  se  sustancien  ante  loa  Tri- 
bunales de  derecho,  nn  principio  análogo  al  que  ea* 
tablecen  los  dos  anteriores:  da  la  opción  también  á  loa 
procesados,  de  acuerdo  con  el  espíritu  que  en  todo 
este  artículo  prevalece-  Nada  tenemos   que  advertir 
respecto  de  él;  sólo  diremos  que  si  algún  procesado 
opta  por  el  Tribunal  del  Jui^ado,  en  el  caso  de  que  ocu- 
rra lo  que  el  párrafo  tercero  indica^  quedará  sin  ofec- 
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to  lo  actuado  ante  el  Tribunal  de  derecho  en  ol  jm- 
cjo  oml,  y  el  proceso  se  suspenderá,  bien  para  inoluir- 
le  en  el  alarde  de  los  que  ha  de  ver  y  sentenciar  en 
la  subsiguiente  reunión  el  Jurado  por  los  trámites  y 
procedimientos  de  la  ley,  bien  para  acordar  que  Be 
reúna  desde  luego  el  Jurado  correspondiente  al  parti- 
do de  donde  la  causa  proceda,  aun  cuando  no  se  haya 
yeriflcado  el  alarde  general,  si  circunstancias  de  la 
misma  aconsejan  su  pronta  Bustanciaci6n  con  arreglo 
á  lo  que  establece  el  último  piirraíb  del  art,  63. 

Art.  66.  TenjiinadoB  los  iuformeSj  el  Presidenlo  preguntará 
á  los  procesados  sí  tienen  algo  que  manlfostar  por  sí  mismos  al 
íribunaL 

Si  contestasen  afirmativamente,  les  concederá  la  palabra^  per- 
Butiéndalea  decir  todo  cuanto  creyesen  conveniente  para  su  [lefen- 
B&,  pero  sin  consentir  que  ofendan  con  bus  palabras  la  moral,  ni 
falten  al  respeto  al  Tribonal,  ó  4  las  consideraciones  debidas  fi-  las 
demás  pera  o  ñas. 


Este  artículo  reproduce  los  preceptos  contenidos  en 
el  739  de  la  ley  de  Eujuiciauíieuto  criminal  vigente  y 
en  el  738  de  la  ley  de  1872.  Ee  pe  timos  al  examinarle 
lo  que  henioa  dicho  sobre  la  libertad  de  las  defensas; 
y  no  nos  estendemos  cu  estos  concoptoSj  porque  ver- 
daderamente son  aplicables  á  todo  el  sistema  de  enjui- 
ciar. Nosotros  procuramos  tratar  sólo  aquellas  cuestio- 
nes que  afectan  á  la  índole  y  condiciones  del  Jurado; 
pero  desde  luego  debemos  consignar  nuestra  opinión 
da  que  con  arreglo  al  segundo  párrafo  del  art.  Cfj,  debe 
permitirse  á  los  procesados  decir  todo^  absolutamente 
todo  cuanto  ellos  crean  que  es  conv^eniente  a  su  de- 
íensa,  poniendo  limitación  á  lo  que  digan  exclusiva- 
mente cuando  sus  palabras  sean  ofensivas  para  la  mo- 
ral, para  el  respeto  al  Tribunal,  ó  cuando  no  guarden 
la  consideración  debida  á  las  demás  personas. 
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Y  creemos  que  no  debe  ponerse  más  limitación  qne 
esta  que  el  art.  66  marca  á  lo  que  los  procesados  quie- 
ran decir  ó  manifestar;  en  primer  lugar,  por  respeto  á 
la  ley  misma  que  así  lo  establece  y  debe  ser  cumplida 
en  este  punto  como  en  todos  de  una  manera  escrupu- 
losa  y  fidelísima;  y  en  segundo  lugar,  porque  teniendo 
en  cuenta  la  imperfección  de  los  medios  de  la  mayor 
parte  de  los  procesados^  no  sería  lícito  ni  dÍBcreto  im- 
l^edirles  que  hablaran  ni  aun  do  cosas  impertinentes  y 
extrañas  á  la  causa;  porque  ¿quién  sabe  si  en  medio 
de  esas  cosas,  que  parecerán  extrañas  é  impertinentes, 
podrá  surgir  alguna  consideración  ó  alguna  aflrnaacióa 
realmente  útil  6  interesante? 

AdemáSj  desde  el  momento  en  que  se  hagan  adTer- 
tencias  y  correcciones,  que  les  veden  expresarse  con 
desembarazo  y  con  franqueza,  se  les  impediría  hacer 
uso  del  derecho  que  el  art.  66  les  reconoce,  y  vendría 
este  derecho,  uno  de  los  más  apreciados  y  más  impor- 
tantes qne  loa  procesados  tienen,  á  ser  completamente 
ilusorio;  y  esto  no  es  lo  que  ha  querido  el  legislador, 
ni  podía  consentirlo  el  legislador,  ni  debía  en  manera 
alguna  autorizarlo, 

Art.  67-  Después  de  esto,  elFrosidente  preguntará  &  los  j tira- 
dos si  conalderan  necesaria  algana  mayor  iustrüccióa  sobre  ciml- 
quíera  de  los  puntos  que  sean  objeio  del  juicio,  ftcordEsdo  Iam  que 
reclama  sen,  si  fuese  posible. 

'No  creemos  que  el  derecho  reconocido  á  los  jurados 
por  este  art.  67  se  ejercite  muchos  veces.  Desde  el  mo- 
mento en  que  se  reconoce  á  loa  jurados  la  facultad  es- 
tablecida en  el  art.  63,  resulta  qne  en  la  mayor  parte 
de  los  casos  no  habrá  lugar  á  aplicar  lo  que  el  67  dis- 
pone; pero  puede  ocurrir  que  un  jurado  no  crea  que 
basta  para  el  esclarecimiento  de  un  punto  con  dirigir 
nuevas  preguntas  á  un  procesado  á  un  testigo,  ó  á  un 
perito,  sino  qne  es  necesario  practicar  alguna  otra  dili* 
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geneia  de  prueba;  y  á  esta  necesidad  y  á  este  caso  se  ha 
atendido  con  lo  que  dispone  el  art.  67. 

Se  trata,  pues,  del  caso  en  que  un  jurado  crea  que 
es  necesario  practicar  una  diligencia  de  prueba  que  no 
ha  sido'  propuesta  por  las  partes;  llegado  ese  caso,  el 
Jurado  formulará  su  pretensión,  á  la  cual  deberá  aeco- 
dérse  con  la  exclusiva  limitación  que  el  mismo  art.  67 
contiene.  Deberá  accederse  siempre  quCj  pedida  por  el 
Jurado,  sea  posible. 

La  limitación  no  puede  ser  más  yaga,  y  esto  prueba 
lo  absoluto  y  eficaz  del  derecho  que  consigna  á  los  ju- 
rados el  art,  67.  Nosotros  opinamos  como  el  Sr,  Amat 
en  este  punto;  y  si  para  practicar  la  prueba  que  crea 
necesaria  el  jurado  de  que  se  trata,  hay  necesidad  do 
suspender  el  juicio,  creemos  que  debe  suspenderse  has- 
ta que  aquélla  se  practique. 

Si  un  jurado  pide,  algo  que  la  Sección  de  derecho 
estima  imposible,  deberá  hacerse  constar  así  en  el  acta, 
expresando  las  razones  por  las  cuales  ha  juzgado  im- 
posible el  Tribunal  practicar  lo  que  se  ha  pretendido 
por  el  JuradOj  á  fin  de  que  este  punto  se  controvierta 
oportunamente,  si  acerca  de  él  se  formula  la  oportuna 
protesta  ó  se  interpone  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  con  arreglo  al  niím.  1,*^  del 
art.  911  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminab  que  se- 
ñala el  caso  aplicable  á  lo  que  nosotros  advertimos  eu 
este  momento. 

Árt*  68.  En  seguida  Kara  el  Presidente  el  resumen  de  )aa 
pruebas ,  sin  entrar  eii  sa  apreciación^  el  resumen  de  loa  inform^^ 
del  Miniaterio  fia  cal  y  de  los  defensores  de  Lia  pnrtea,  asi  como  de 
lo  manifeBtacfo  por  loa  procesadas,  presentando  loa  hechoa  con  1» 
msyor  precisión  y  claridad  ^  y  absteniéndose  ctii dudosamente  de  ni- 
velar su  propia  oplnidn. 

Eíípoiidrá  detenidamente  á  loa  jurados  la  naturaleza  de  loa  be- 
clios  aobre  qne  baya  versado  la  discusión,  determinando  las  cir^ 
omstHanciaa  confititutiTaa  del  delito  imputado  é,  los  acuaadoa. 
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Expondrá  asimismo  la  índole  y  naturaleza  de  laa  circnnsianclaa 
eximentes,  atenuantes  y  agravantes  i^ue  hayan  sido  objeto  de  prue- 
ba y  discusión,  y  en  suma,  todo  lo  que  pueda  contribuir  á  que  lo» 
jurados  aprecien  con  exactitud  la  índole  de  los  bechos  y  la  partí- 
cipación  que  en  ellos  hubiesen  tenido  cada  utio  de  los  procesados. 

Todo  esto  lo  hará  el  Presidente  con  la  máa  eatricta  imparciali- 
dad, y  llamará  la  atención  de  los  jurados  sobre  la  importancia  del 
deber  que  van  á  cumplir^  y  muy  especialmente  sobre  las  disposi- 
ciones de  la  ley  concernientes  á  sn  deliberación  y  voto. 


Eesuelve  este  artículo  una  de  las  grandes  cuestiones 
que  se  suscitan  en  el  estudio  de  la  institución  del  Ju- 
rado: la  de  si  debe  haber  ó  no  resumen  del  Presidente, 
antes  de  que  se  formulen  las  preguntas  á  los  jurados, 
y  como  trámite  que  pone  término  á  los  debates  judi- 
ciales. 

Las  facultades  que  esta  ley  concede  á  los  Presiden- 
tes de  los  Tribunales  del  Jurado,  á  loa  Magistrados  lla- 
mados á  presidir  las  deliberacioues  y  tareas  del  Jurado^ 
son  verdaderamente  extraordinarias:  ya  lo  hemos  ad- 
vertido en  más  de  una  ocasión.  De  tal  manera  es  esto 
cierto,  que  no  incurren  en  exageración  los  que  afirman 
que  el  éxito  del  Jurado  dependerá  del  tino,  del  acierto, 
del  buen  juicio  y  de  la  reflexión  con  que  los  Presiden- 
tes  de  estos  Tribunales  hagan  uso  de  las  facultades  am- 
plísimas que  la  ley  les  otorga;  facultades  que  se  refie- 
ren no  sólo  al  juicio  y  á  la  manera  de  dirigirle  y  en- 
cauzarle, sino  á  todo  lo  relativo  á  la  constitución  del 
Jurado,  á  todo  lo  relativo  á  la  organización  de  esta  es- 
pecie de  Tribunales  y  á  la  forma  en  que  han  de  fun- 
cionar. 

Un  Presidente  que  se  penetre  bien  de  los  altos  de- 
beres que  le  impone  el  ejercicio  de  su  cargo  y  que  apli- 
que este  poder  tan  omnímodo,  con  todo  celo  y  empeño 
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á  desempeñar  de  una  man  era  cumplida  y  correcta  este 
alto  cargo,  podrá,  sin  género  alguno  de  duda,  contri- 
buir mejor  quo  nadie  al  éxito  de  esta  instítucióu  y  rea- 
ponder  mejor  que  nadie  a  los  deseos  y  á  los  fines  que 
el  legislador  so  ha  propuesto  al  desenvolverla  y  plan- 
tearla con  arreglo  á  lo  que  dispone  la  ley  de  1888. 

Esta  condición  no  es  peculiar  y  exclusiva  del  Jura- 
do. Loa  Presidentes  tienen  siempre  grandísima  impor- 
tancia por  las  funciones  que  la  ley  les  encomienda  y 
que  su  cargo  les  impone  en  todo  juicio  oral,  ya  el  juicio 
se  verifique  cou  asistencia  de  los  jurados,  ya  se  verifi- 
que tan  sólo  ante  los  Jueces  de  derecho;  pero  esa  im- 
portancia es  mucho  mayor  con  el  Jurado,  por  las  facul- 
tades que  la  ley  otorga  á  los  Presidentes,  antes  y  des- 
pués de  la  constitución  del  Tribunal.  Sobre  todo,  en  la 
dirección  de  los  debates  el  Presidente  ha  de  manifes- 
tar una  gran  inteligencia,  una  gran  imparcialidad,  y  en 
el  resumen  ha  de  acreditar,  más  que  en  ningún  otro 
período  de  esos  debates,  que  posee  ambas  cualidades. 


II 

¿Pero  debe  haber  resumen?  La  ley  resuelve  esta 
cuestión  afirmativamente.  La  índole  de  nuestros  co- 
mentarios nos  obliga,  sin  embargo,  á  discurrir  en  el  te- 
Treno  del  derecho  constituyente,  y  examinar  si  la  ley  ha 
debido  ó  no  dar  esa  solución.  Confesamos  y  declaramos 
nuestra  perplejidad  en  vista  de  las  razones  que  se  ale- 
gan en  contra  y  en  pro  del  resumen  del  Presidente.  No 
hemos  formado  acerca  de  este  punto  juicio  definitivo,  y 
no  creemos  que  con  seguridad  nos  sea  posible  acoger, 
amparar  y  hacer  nuestras  ninguna  de  las  dos  opiniones 
exclusivas  que  se  disputan  los  términos  de  esta  cues- 
tión. 

Es  indudable  que  el  Presidente  con  su  resumen  pue- 
de prevenir  el  ánimo  y  el  juicio  de  los  jurados  é  in- 
fluir de  una  manera  extraordinaria  y  decisiva  en  sus 
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resoluciones  y  en  su  moda  de  apreciar  las  cuestiones 
que  les  hayan  sido  propuestas.  Si  esto  sucede,  entonela 
puede  afirmarse  que  el  resumen  es  contrario  á  la  índo^ 
le  del  juicio  oral,  y  más  contrario  todavía  á  la  índole 
del  juicio  por  jurados. 

Pero  es  innegable  también  que  con  el  resumen,  he- 
cho con  imparcialidad  y  claridad,  siempre  que  se  híiga 
con  imparcialidad  completa,  puede  ayudarse  mutuo 
á  que  los  hechos  sean  bien  apreciados  por  los  jura- 
dos, á  que  los  hechos  sean  mejor  comprendidos  por 
los  jurados  de  lo  que  lo  serían  si  el  resumen  no  exis- 
tiera; es  innegable  que  el  resumen  puede  contribuir  á 
que  los  hechos  aparezcan  más  claros,  tal  como  son, 
pero  expresados  con  mayor  claridad,  y  á  que  sean 
apreciados  con  mayor  claridad  también  por  la  inteli- 
gencia de  los  Jueces  que  los  han  de  estimar.  En  ese 
caso,  en  el  resumen  no  hay  nada  perjudicial  ni  contra- 
rio á  la  institución  del  juicio  oral  y  público,  ni  á  la 
institución  misma  del  juicio  por  jurados.  Que  el  Presi- 
dente sugiere  á  los  jurados  algo  que  se  encamina  á  des- 
viar su  criterio  de  lo  que  es  recto,  de  lo  que  es  justa 
é  imparcial;  entonces  debemos  censurar  el  resumen; 
no  debemos  admitir  el  resumen.  Que  el  Presidente  se 
limita  á  exponer  de  una  manera  sisteraática  y  metódi- 
ca el  resultado  de  las  pruebas;  que  el  Presidente  se  li- 
mita á  resumir  con  imparcialidad  los  debates,  hacien- 
do constar  lo  que  por  las  partes  se  ha  expuesto,  lo  quo 
por  los  defensores  se  ha  alegado,  sin  añadir  ningún  ele- 
mento nuevo,  sin  traer  al  juicio  ni  un  dato,  ni  tma  opi- 
nión, que  no  haya  sido  traída  ó  por  los  testigos»  ó  por 
los  Abogados,  ó  por  el  Fiscal;  que  el  Presidente  se  li- 
mita á  repetir  y  sistematizar  los  elementos  que  existiui 
ya  dentro  de  la  causa,  y  ni  siquiera  influye  en  la  manera 
de  apreciarlos,  haciendo  entrever  el  jmcio  que  cada 
uno  de  esos  elementos  le  merece;  pues  dentro  de  esos 
límites  el  Presidente  puede  prestar  un  gran  servicio  ol 
Jurado,  y  no  es  posible  sin  injusticia,  y  no  es  posible 
8in  apartarse  de  la  realidad  de  las  cosas,  de  lo  que  la 
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misma  realidad  exige,  dejar  de  afirmar  que  en  este  caso 
el  resumen  es  un  trámite  útil  del  juicio. 

He  ahí  el  motivo  de  nuestra  perplejidad  y  de  nues- 
tras dudas;  he  ahí  por  qué  nosotros  al  abordar  esta 
cuestión,  en  vez  de  afirmar  de  una  manera  resuelta  que 
el  resumen  es  contrario  ó  es  favorable  ó  la  institución 
de  que  se  trata,  que  el  resumen  debe  mantenerse  ó 
debe  abolirso,  empezamos  por  preguntamos:  ¿qué  es 
mayor,  el  peligro  de  que  con  el  resumen  pueda  prevé* 
nir  el  Presidente  el  ánimo  de  los  jurados,  ó  la  ventaja 
que  resultará  de  un  reaumen  bien  hecho'? 


m 


La  mayor  parte  de  los  tratadistas  se  inclinan  á  lo 
primero;  la  mayor  parte  de  los  tratadií^tas  son  contra- 
rios al  resumen  del  Presidente.  Entre  los  que  le  com- 
baten hay  nombres  tan  ilustres  como  el  de  C'arrara, 
Cormenín,  Crispí,  Mancini,  Sala^  Lanza;  pero  en  cam- 
bio la  mayor  parte  de  los  pueblos  han  resuelto  en  sus 
leyes  conservar  el  resumen  del  Presidente,  demostran- 
do así  que  los  legisladores,  que  los  hombres  de  go- 
bierno, los  que  pueden  apreciar  de  una  manera  más 
práctica,  más  positiva  y  más  real  las  necesidades  de  la 
administración  de  la  justicia,  y  la  conveniencia  de  esta 
instituciónj  no  han  creído  que  el  resumen  del  Presi- 
dente sea  incompatible  con  ella. 

En  las  leyes  de  todos  los  pueblos  se  encuentra  esta- 
blecido este  resumen  de  una  manera  más  ó  menos  am- 
plía, de  una  manera  más  ó  menos  limitada;  son  excep- 
ción de  esta  regla  general  lo  dispuesto  en  Francia, 
Bélgica  y  Suiza,  porque  ni  Francia,  ni  líélgíca,  ni  Sui- 
za tienen  resumen  del  Presidente.  En  Italia,  á  pesar 
de  haberse  combatido  con  verdadera  tenacidad,  con 
extraordinario  empefío,  el  resumen  subsiste ^  y  sí  no 
bastara  á  justiflcar  nuestras  dudas  y  nuestras  vacua- 
eiones  lo  que  antes  hemos  dicho  acerca  de  las  ven- 
ís 
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tajas  é  inconvenientes  del  resumen,  sería  suficiente 
para  motiy arlas  este  desacuerdo  entre  elementos  de 
Yeidadera  autoridad  para  resolver  la  cuestión. 


Por  eso  en  el  seno  de  la  Comisión  pai^lamentaria  del 
Congreso  nos  abstn vimos,  ios  mas  resueltos  partidarios 
del  Jurado,  de  combatir  el  resumen  del  Presidente^ 
aun  cuando  creyéramos  que  podía  liaber  algo  en  ese  re- 
sumen que  pugnara  con  la  índole,  naturaleza  y  conve- 
niencias de  la  institución.  Además,  para  justificar  qne 
el  resumen  se  estableciera,  nos  basta  el  recuerdo  de  la 
que  hemos  dicho  acerca  de  la  forma  en  que  se  estable- 
ció el  Jurado, 

Aquí  se  ha  llegado  al  restablecimiento  de  esa  insti- 
tución por  metlio  de  transacciones  entre  los  partida- 
rios de  ese  sistema  de  enjuiciar,  y  otros  que,  aun  sin- 
tiéndose arrastrados  a  aceptarle,  no  tienen  acerca  de 
él  una  idea  tan  ventajosa  y  tan  decidida  como  laque 
profesamos  aquellos  que  hemos  defendido  siempre  síi3 
ventajas  y  sus  excelencias,  pero  que  como  no  se  nie- 
gan á  admitirla,  lo  único  que  hacen  es  desear  que  se 
establezca  con  compensaciones.  De  este  deseo  suyo  y 
de  esta  disposición  nuestra,  encaminada  a  facihtar  todo 
lo  que  pudiera  contribuir  al  restablecimiento  de  e^a 
institución,  ha  nacido  el  que  se  establezca  efectiva- 
mente con  aquellas  compensaciones;  así  se  ha  admitido 
la  exclusión  de  los  delitos  de  lesa  majestad;  así  se  ha 
admitido  la  selección  de  varios  grados  para  la  designa- 
ción de  los  que  han  de  formar  parte  de  este  Tribunal; 
así  se  ha  admitido  el  resumen  del  Presidente;  así,  co- 
mo veremos  más  adelante,  se  ha  admitido  el  juicio  de 
revista,  que  es  otra  de  las  garantías  inspiradas  en  eee 
sentimiento  de  desconfianza  hacia  el  Jurado,  que  pre^ 
ocupa  á  muchos  de  los  que  han  ayudado  resueltamente 
á  que  se  establezca. 
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Eepetimos  lo  que  bemos  dicho  antes:  aiinque  esto  no 
sucediera,  nosotros  Tacil  arlamos  antes  de  dar  una  opi- 
nión definitiva.  ¿Es  real  el  peligro  que  se  corre  con  el 
resumen  del  Presidente,  de  que  merced  á  él,  el  Presi- 
dente prevenga  el  ánimo  de  los  jurados  en  determina- 
do sentido?  Es  lamentable  que  sea  el  Presidente  el  úl- 
timo que  hable  en  el  juicio^  porque  acaso  su  resumen 
pueda  parecer  una  nueva  acusación;  es  posible  que  crea 
que  debe,  por  lo  menos  de  una  manera  indirecta,  robus- 
tecer las  razones  aducidas  por  el  representante  del  Mi- 
nisterio público;  sería  doloroso  que  los  jurados  escucha- 
ran esa  nueva  acusación,  con  más  convencimiento,  con 
más  deseos  de  prestarla  crédito  que  aquel  que  les  ani-  * 
ma  á  prestárselo  a  la  acusación  del  Fiscal,  por  la  impar- 
cialidad que  han  de  atribuir  al  Presidente,  y  por  el 
deseo  que  han  de  suponer  en  ól  siempre  de  no  infrin- 
gir sus  deberes,  de  no  quebrantai'  sus  obligaciones  y 
de  no  hacer  sino  aquello  que  la  ley  manda,  que  la  ley 
aconseja. 

Sería  lamentable  que  alguna  vez,  en  algún  caso,  en 
algún  jurado  tuviese  y  consiguiera  tanto  influjo,  tanto 
ascendiente  el  Presidente,  que  en  realidad  todo  viniera 
á  quedar  reducido  al  Juicio  de  un  Juez  único,  á  lo  que 
resolviera  el  Presidente,  á  lo  que  hubiera  querido  el 
Presidente,  á  lo  que  el  Presidente  hubiera  sugerido  y 
aconsejado:  Todos  estos  peligros  más  ó  menos  proba- 
bles, pero  posibles;  todos  estos  temores,  nos  hacen,  allá 
en  el  fondo  de  nuestro  pensamiento,  considerar  el  re- 
sumen con  cierta  hostilidad,  á  no  declaramos  partida- 
rios de  él,  á  no  resolvemos  á  sostener  de  Tma  manera 
telrminante  y  definitiva  que  sea  ventajoso  y  conve- 
niente. 

Las  ventajas  que  el  resumen  pueda  tener,  ya  las  he- 
mos indicado.  Creemos  que  en  realidad  las  apreciamos 
de  una  manera  tan  palpable  como  esos  inconvenientes 
que  acabamos  de  señalar;  y  en  la  duda  que  estos  opues- 
tos juicios  nos  inspiran,  remitimos  la  cuestión  á  laexpe- 
xiencia,  remitimos  la  cuestión  á  los  resultados  de  la 
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práctica  de  la  ley,  a  lo  que  resulte  del  cumplimiento 
el  Bi±  68. 


Todo  puede  ser,  todo  puede  ocurrir;  el  Presidente  al 
enunciar  los  lieclios,  al  preguntar  á  los  procesadoa,  al 
interrogar  á  los  testigos,  en  todos  los  accidentes  y  pop- 
menores  del  juiciOj  en  los  careos,  eu  el  examen  de  loa 
peritos,  en  la  mayor  ó  menor  amplitud  que  conceda  i 
la  acusación  y  á  la  defensa,  en  la  forma^  en  suma^  coa 
que  dirija  los  debatea,  en  todo  puede  prevenir  el  ánimo 
de  los  jurados,  y  puede  contribuir  á  que  el  ánimo  de 
los  jurados  se  prevenga  de  cierta  manera  y  en  Bentído 
detcrmioado;  pero  no  se  trata  de  eso. 

Si  el  Presidente  hace  eso,  y  ya  vemos  que  puede  ha* 
cerlo,  iolriogirá  la  ley,  irá  contra  eu  espíritu,  irá  con- 
tra su  letra,  faltará  á  las  obligaciones  de  su  e^go,  i 
los  deberes  que  la  misma  ley  le  impone.  Es  preciso  que 
esos  deberos  los  cumpla  de  una  manera  estricta. 

¿Podrá  conseguirse  que  los  cumpla?  Para  nosotros 
esto  es  indudable;  es  máa,  creemos  que  sin  esfuerzo  al- 
guno puede  cumplirlos  y  que  le  bastará  la  voluntad  da 
cumplirlos  para  que  se  realicen.  Es  necesario  contriboir 
á  que  el  Presidente  tenga  siempre  esa  voluntad,  á  qiie 
el  Presidente  de  un  Jurado  tenga  y  realice  siempre  eee 
propósito, 

ti 

No  por  otra  razón  hemos  sostenido  nosotros  en  el 
Parlamento  y  en  la  prensa,  de  una  manera  constante  é 
insistente  j  la  conveniencia  de  la  separación  completa 
entre  la  carrera  judicial  y  la  fiscal.  El  hábito  de  acoiíar 
que  contrac  el  que  sigue  la  carrera  fiscal,  peijudica  á 
la  imparcialidad  de  juicio  que  deben  tener  los  Magifl- 
trados;  son  dos  cosas  completamente  distintas,  son  dos 
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puntos  de  vista  eoteratuente  opuestos^  aquel  de  que 
parte  siempre  el  Fiscal  y  aquel  de  que  siempre  ha  de 
partir  el  Magistrado. 

Atm  cuando  el  Fiscal  sea,  como  debe  ser,  iraparcialj 
el  bábito  de  acusar,  el  hábito  de  ver  siempre  los  pro- 
cesos desde  el  punto  de  vista  del  interés  exigente  y 
minucioso  de  la  acusaeiónj  el  hábito  de  buscar  en  la 
aí;ción  del  inculpado  motivos  que  demuestren  la  reali- 
dad del  agraviOj  crea  tal  costumbre  al  peusamiento, 
que  le  impide  desarrollarse  con  impaicialidad  y  con 
libertad  en  caso  de  que  tenga  que  pronunciar  un  jui- 
cio sereno,  un  fallo  desapasionado.  Es  preciso  que  los 
Magistrados  no  se  encuentren  nunca  en  esa  situación 
de  ánimo;  y  de  ahí,  que  nosotros  creamos  que  una  de 
las  grandes  necesidades  de  nuestra  administración  de 
justicia,  es  la  separación  absoluta  de  la  carrera  judicial 
y  de  la  carrera  fiscal,  que  deben  ser  dos  carreras  dis- 
tintas. Los  que  se  dedican  á  la  carrera  fiscal  no  deben 
ccnpar  puesto  en  un  Tribunal. 

Nosotros  estableceríamos,  pues,  la  carrera  fiscal,  dán- 
dola como  base  de  desairollo  las  funciones  do  Juez  ius- 
tmctor  á  fin  de  que,  el  que  ha  contraído  el  hábito  que 
con  la  instrucciÓD  y  con  la  práctica  de  la  instrucción  se 
desarrolla,  tampoco  venga  nunca  á  sentarse  en  los  es* 
caños  del  Jurado  como  Magistrado  para  juzgar,  porque 
la  práctica  del  cargo  de  Juez  instructor  hace  contraer 
al  espíritu  los  mismos  hábitos  que  la  práctica  de  los 
deberes  de  la  carrera  fiscal. 

Esta  necesidad  no  se  sentía  con  el  antiguo  procedi- 
miento;  tal  era  la  confusión  de  atribuciones  que  consti- 
tuye su  nota  característica;  pero  desde  el  momento  en 
que  se  ha  establecido  el  juicio  oral^  y  sobre  todo^  desde 
el  momento  en  que  se  establece  el  juicio  por  jurados, 
iay  necesidad  de  ir  á  esa  separación,  á  esa  distinción 
de  aptitudes  y  de  hábitos^  y  procurar  que  las  leyes  la 
favorezcan.  Así  tendi^emos  con  seguridad  Presidentes 
imparcialeSj  que  pueden  serlo,  y  á  quienes  basta  con  1a 
Toluntad  de  serlo  para  que  efectivamente  lo  sean. 
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Creemos  también,  que  la  acción  gubernativa,  que  I& 
inspección  gubernativa  pueden  contribuir  mucho  á  este 
resultado;  y  en  ese  sentido,  entendemos  que  son  gran- 
des los  deberes  que  tiene  que  cumplir  todo  Ministra 
de  Gracia  y  Justicia  desde  el  momento  en  que  se  esta- 
blece el  juicio  por  jurados,  porque  no  sólo  ha  de  cuidar 
el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia^  cuando  haga  una  pro- 
moción de  Magistrados,  de  que  aquellos  que  deben  ser 
Presidentes  de  Audiencia  ó  de  Sala  de  lo  criminal  ten- 
gan las  condiciones  y  circunstancias  necesarias  para 
presidir  un  Tribunal  del  Jurado^  sino  que  debe  procu- 
rar,  y  procurar  con  el  mayor  esmero^  que  los  deberá  que 
impone  á  los  Presidentes  esta  ley  se  practiquen  con  la 
más  fexquisita  solicitud;  y  debe  estar  atento  á  las  que- 
jas y  reclamaciones  que  acerca  de  este  punto  se  pro- 
duzcan, á  fin  de  corregir  inmediatamente  los  defectos 
que  se  les  señalen,  y  á  ñn  de  evitar  que  el  espíritu  de 
la  ley  se  desconozca  y  que  los  Presidentes  tengan  en 
ningún  debate  judicial  una  actitud  que  desdiga  del  de- 
ber de  escrupulosa  neutralidad  que  la  ley  aconseja,  re- 
comienda é  impone. 

La  opinión  pública  ha  de  ayudar  á  esta  tarea;  la  opi- 
nión pública  será  el  mejor  correctivo  que  podrá  opo- 
nerse á  la  parcialidad  de  los  l-^residentes.  La  opinión 
pública  encama  y  expresa  sus  juicios,  principalmente, 
en  la  manifestación  de  los  juicios,  de  las  censuras  6 
aplausos  de  la  prensa  periódica. 

Nosotros  creemos  que  los  periódicos  y  los  periodis- 
tas tienen  en  la  práctica  de  la  ley  del  Jurado  un  pa- 
pel importante  que  desempeñar.  Desde  que  se  estable- 
ció el  juicio  oral,  concurren,  sobre  todo  á  los  jaicios 
importantes,  los  representantes  de  los  periódicos,  y  los 
periódicos  dan  cuenta  con  la  mayor  extensión  de  cuan- 
to hace  relación  á  los  procesos. 


Digitized  by 


Googlí 


TÍT,  n.— CAP.  IX. — ABT.    68  679 

Es  necesario  ampliar  esas  funciones;  es  necesario 
que  no  se  reduzcan  á  comunicar  á  sus  lectores  las  no- 
vedades é  impresiones  que  de  la  celebración  de  los 
juicios  orales  se  desprenden;  es  necesario  que  acudan 
allí,  no  sólo  por  el  afán  de  transmitir  noticias,  sino  con 
el  afán  de  celar,  de  vigilar,  de  inspeccionar  el  cumpli- 
miento de  la  ley.  Deben  los  periodistas  á  quienes  se 
encomienda  esta  tarea  procurar  cuidadosamente  que 
en  sus  periódicos  se  refleje  si  el  Presidente  cumple  ó 
no  con  esos  deberes  de  imparcialidad;  y  si  no  los  cum- 
ple, no  deben,  en  nuestra  opinión,  vacilar  en  impo- 
nerles el  debido  correctivo,  el  correctivo  de  la  más 
enérgica  censura. 


vm 

De  esta  manera  y  por  aquel  camino,  conseguiremos 
que  se  cumpla  bien  la  ley;  la  ley  española  que  en  este 
pimto,  sobre  todo  en  lo  que  se  refiere  al  resumen  del 
Presidente,  es  completa;  más  completa,  como  veremos, 
que  ninguna  de  las  que  rigen  en  los  demás  pueblos 
donde  se  admite  y  subsiste  esa  institución. 

Después  de  cumplido  lo  que  dispone  el  art.  67,  des- 
pués que  se  haya  preguntado  á  los  jurados  si  conside- 
ran necesaria  alguna  mayor  instrucción  sobre  cual- 
quiera de  los  pTintos  que  sean  objeto  del  juicio,  el  Pre- 
sidente, dice  el  párrafo  primero  del  art.  68,  hará  el  re- 
sumen de  las  pruebas.  ¿De  qué  pruebas?  Para  nosotros 
no  hay  duda  en  esto.  La  ley  no  se  refiere  á  más  prue- 
bas que  á  las  que  se  hayan  practicado  en  él  juicio  oral. 
El  Presidente  no  debe  aludir  á  nada  de  lo  hecho  en  el 
sumario  que  no  se  haya  depurado  en  el  juicio  oral. 
Para  él  el  sumario  no  existe;  no  existe  más  que  el  jui- 
cio, y  todo  lo  que  sea  traer  á  su  resumen  elementos  ex- 
traños al  juicio,  debe  considerarlo  prohibido  por  la  ley 
y  debe  evitarlo  cuidadosamente. 

Si  ocurriere  que  algún  Presidente  aludiese  á  prue- 
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bas  no  practicadas  en  el  juicio  oral,  á  kechos  no  acla- 
rados en  el  juicio  oral,  á  hechos  y  datoa  consiguailos 
en  el  sumario,  como  la  ley  no  admite  que  el  resumeu 
del  Presidente  pueda  ser  contestado  ni  por  los  Aboga- 
gados  de  las  partes j  ni  por  el  Fiscal  en  la  causa  que 
sea  objeto  del  debate,  será  necesario  que,  en  el  caso  de 
producirse  uu  hecho  tan  inusitado  y  coutrario  á  loa 
términos  de  la  ley,  los  Abogados  protesten.  Esta  prch 
testa  es  lícita  y  perfectamente  admisible  y  debe  coa* 
signarse  en  términos  sobrios  y  concisos,  pero  debo  ser 
bastante  para  que  conste  en  el  acta  la  extralímitación 
cometida  por  eí  iVesidente,  y  para  que  comprendan  los 
jurados  que  el  Presidente,  al  invocar  un  dato,  un  Iie- 
eho  ú  un  testimonio  no  depurado  en  el  juicio,  ¿a  faha- 
do  á  su  deber. 


IX 


Por  lo  demás,  creemos  que  el  Presidente  hará  el 
resumen  de  las  pruebas  sin  entrar  en  su  aprcciacioa. 

Tal  es  el  precepto  terminante  de  la  ley,  y  en  ello  y 
en  todo  lo  que  se  refiero  al  cumplimiento  do  lo  demás 
que  ordena  el  párrafo  primero  del  ai1¡,  68,  creemos  que 
no  puede  haber  dificultad  al  gima,  porque  las  palabras 
do  la  ley  son  bien  claras,  y  se  necesita  sólo  para  cum- 
plirlas voluntad  de  obedecer  sus  términos.  En  estapar- 
te del  resumen  es  fácil  que  el  Presidente  sea  imparcial; 
basta  con  que  quiera  serlo. 

Esa  imparcialidad  ha  de  consistir,  no  sólo  en  resu- 
mir el  resultado  de  las  pruebas  sin  apreciarlas  ni  direc- 
ta ni  indirectamente,  sino  en  exponer  á  la  couBÍdeni- 
clon  de  los  jurados  las  conclusiones  y  razonamieutos 
de  las  partes  y  sus  representantes,  sin  añadir  á  lo  que 
éstos  hayan  dicho  ni  una  consideración,  ni  una  obser- 
vación crítica,  ni  un  juicio,  ni  nada,  en  snma^  que  coa- 
tribuya á  encauzar  la  opinión  de  los  jurados  en  deter- 
minado sentido. 
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La  ley  quiere  que  en  esta  parto  del  resumen,  el  Pre- 
sidente no  haga  más  que  repetir,  y  que  repita  las  mani- 
festaciones  alegadas  ó  hechas  ante  el  Tribunal  conden- 
sándülas  y  siBtematizándolas  ^  á  fin  de  facilitar  á  los 
jurados  la  comprensión  de  todo  lo  que  ha  ocurrido,  pero 
nada  más. 

Hemos  visto,  pues,  cou  asombro,  en  algunos  comen- 
tariBtas,  deslizarse  la  especie  do  que  el  resumen  del 
Presidente  viene  á  suplir  las  deficiencias,  a  rebatir  los 
sofismas  y  á  poner  las  cosas  en  el  lugar  debido,  y  de 
que  es  mi  resumen  que  debe  hacerse  cou  ésto  ó  con  el 
otro  criteriOj  cuando  nosotros  creemos  que  todo  esa  es  la 
que  la  ley  ha  prohibido,  que  todo  eso  es  lo  que  la  ley  no 
quiere  que  suceda,  y  que  el  resumen  del  Presidente 
debo  hacerse  sin  criterio  alguno,  en  el  sentido  de  que 
no  puede  tener  objetivo  ni  ideal  el  Presidente  al  rea- 
lizarlo, ni  proponerse  otra  cosa  que  el  cumplimiento 
estricto  de  los  fijies  que  ha  seiSalado  la  ley  á  'este 
acto, 

Ta  sabemos  que  hay  comentaristas  que  pretenden 
que  el  Presidente  sea  por  medio  del  resumen  el  direc- 
tor del  Jurado,  y  esa  es  una  de  las  tendencias  que  á 
todo  trance  debemos  combatir,  porque  ciertamente  si 
admitiéramos  que  el  Presidente  fuera  el  director  del 
Jurado,  y  que  el  jMado  no  obrase  sino  bajo  su  inspec- 
ción, ¿á  quó  el  Jurado?  Bastaría  con  encomendar  el 
juicio  al  Presidente. 

En  este  punto  los  adversarios  del  resumen  tienen 
ra2Ón  justificada;  si  por  acaso  llegara  á  convertirse  el 
resumen  en  eso,  si  la  práctica  del  resumen  fuera  eso^ 
nosotros  solicitaríamos  y  reclamaríamos  su  abolición  y 
desaparición.  No,  el  resumen  no  es  eso,  el  resumen  no 
tiene  siquiera  por  fin  la  verdad,  como  dice  Helio,  por- 
que si  admitiéramos  nosotros  que  el  resumen  tiene  por 
fin  ia  verdad,  era  necesario  que  concedióramos  al  Pre- 
Bidente  el  derecho  de  determinar  cuál  es  esta  verdad,  y 
eso  no  lo  podemos  admitir  en  manera  alguna. 

La  verdad  no  resulta  dentro  de  la  manera  de  fimcio- 
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nar  el  Jurado,  sino  después  de  pronunciado  el  veredic- 
to. El  Presidente  no  debe  atender  á  la  idea  que  él  haya 
formado  de  lo  que  son  los.  hechos  para  hacer  el  resu- 
men; debe  atender  sólo  al  resultado  de  las  pruebas  y 
de  las  alegaciones,  para  cuando  haga  el  resumen  de  las 
pruebas  exponer  aquellos  datos  que  la  realidad  le 
ofrezca,  prescindiendo  de  las  observaciones  de  su  pro- 
pio pensamiento,  y  para  cuando  haga  el  resumen  de 
las  alegaciones  exponer  éstas  tal  como  se  hayan  pro- 
ducido, y  no  como  debieran  ser  ó  como  desearía  que 
fuesen,  ó  como  dentro  del  criterio  que  él  tiene  debían 
de  haber  resultado.  En  una  palabra,  respecto  de  lo  que 
se  refiere  al  cumplimiento  de  este  primer  párrafo,  el 
Presidente  no  debe  ser  más  que  un  repetidor. 

Nosotros  no  creemos  que  deben  atenderse  á  los  con- 
sejos que  en  esta  parte  da  el  Sr.  Amat  y  Furió  á  loa 
Presidentes  del  Jurado.  Los  Presidentes  del  Jurado  no 
tienen  que  dar  valor  alguno  á  los  argumentos  utiliza- 
dos por  la  acusación  y  por  la  defensa,  deben  limitarse  á 
exponer  las  conclusiones  y  á  sistematizarlas,  como  ya 
hemos  dicho. 

El  valor  de  los  argumentos  hechos  por  la  acusación 
y  la  defensa,  le  fijarán  los  jurados  al  estimar  esos  ar- 
gumentos para  la  apreciación  de  las  pruebas. 

Tampoco  debe  rebatir  los  sofismas  y  habilidades  de 
los  defensores  de  las  partes;  esto  seria  discutir  con  los 
defensores  y  contrariar  las  alegaciones  de  los  mismos; 
y  el  Presidente  no  va  allí  á  discutir,  no  va  allí  á  con- 
trariar aspiraciones,  propósitos  ni  tendencias  de  nin- 
guna especie;  va  únicamente  á  facilitar  á  los  jurados  la 
comprensión  del  debate,  la  inteligencia  del  debate  y  la 
apreciación  de  las  pruebas. 

No  es  tampoco  exacto  que  la  misión  del  Presidente 
sea  equilibrar  la  posición  de  los  combatientes.  No  sabe- 
mos á  punto  fijo  qué  ha  querido  decir  el  Sr.  Amat  con 
esto,  pero  estimamos  que  ha  querido  decir  algo  que  es 
tan  contrario  á  la  índole  del  Jurado,  como  la  mayor 
parte  de  las  observaciones  que  en  este  punto  consagra 
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ese  ilustrado  comentarista  á  explicar  el  artículo  en  que 
nos  estamos  ocupando. 

El  Presidente,  respecto  de  los  combatientegjj  está  en 
la  misma  situación  que  los  jurados:  por  cima  de  ellos; 
no  debe  intervenir  en  sus  luchas,  no  debe  ayudar  al 
que  resulte  más  débil,  ni  disminuir  la  influencia  y  la 
ftierza  del  que  resulte  más  poderoso,  que  eso  en  defi- 
XLÍtiva  gería  equilibrar  las  ftierzas  de  los  combatientes. 
DebCj  cuando  resuma  los  debates,  presentar  las  cosas 
de  manera  que  resulten  en  el  resumen  como  han  resul- 
rado  eu  los  debates  mismos,  y  si  hay  im  combatiente 
que  tiene  más  fuerzas  que  otro,  contribuir  á  quo  las  co- 
sas permanezcan  en  esta  situación,  porque  esa  sitúa- 
<iión  es  la  que  deben  tener. 

También  creemos  que  merece  corregirse  la  especie 
deslizada  por  el  Sr.  Amat,  de  que  el  Presidente  se  ocu* 
pe  en  el  examen  de  las  palabras  de  los  procesados  si 
son  dignas  de  mención.  Por  regla  general,  cuando  los 
procesados  hablan  en  un  juicio  oral^  sus  palabras  son 
dignas  de  mención.  Además  hay  quo  tener  en  cuenta 
qne  la  ley,  en  el  párrErfo  que  comentamos^  prescribe 
que  el  Presidente  incluya  en  su  resumen  siempre  las 
manifestaciones  de  los  procesados. 


IX 

El  párrafo  segundo  del  art.  68  dice  qué  el  Presiden- 
te expondrá  detenidamente  á  los  jurados  la  naturale- 
za de  los  hechos  sobre  que  haya  versado  la  discusión, 
determinando  las  circunstancias  constitutivas  del  deli- 
to imputado  á  los  acusados.  La  explicación  ó  aclaración 
de  los  hechos  que  se  han  discutido,  si  necesitan  expli- 
caeión,  debe  hacerse  sin  carácter  jurídico  ninguno;  es 
decir,  que  el  Presidente  debe  procurar  al  explicarlos, 
apartar  del  debate  toda  noción  y  todo  elemento  jurí- 
dico. 

Al  discutirse  este  artículo  en  el  Congreso  se  admi- 
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tíeron  enmiendas  encaminadas  á  ese  fin,  porque  la 
primitiva  redacción  del  art.  68  decía  que  el  Presidente 
había  de  exponer  á  los  jurados  la  naturaleza  jiirídioa 
de  los  heclios.  El  calificativo  se  suprimió,  y  hay  que 
atenerse  á  esa  supresión.  En  muchas  ocasiones  los  he- 
chos que  se  discutan  no  necesitaran  explicación;  los  he- 
chos por  BÍ  mismos  suelen  ser  claros,  y  sólo  en  deter- 
minados procesos  esta  explicación  sera  impresciodible; 
pero  de  todas  maneras  el  Presidente  debe  hacerla. 


Esta  parte  del  resumen  comprende  además  una  ex})o- 
BÍción  de  las  circunstancias  constitutivas  del  delito  im- 
putado á  los  acusados.  No  existe  contradicción  entre  la 
necesidad  de  hacer  esta  exposición  y  el  precepto  que 
veda  al  Presidente  exponer  la  naturaleza  jurídica  de 
loa  hechos,  porque  para  explicar  los  hechos  ha  de  pre^ 
cindir  de  toda  noción  ó  concepto  jurídico^  y  en  seguida, 
para  cumplir  la  segunda  parte  de  este  precepto,  debe 
exponer  qué  delito  es  el  que  se  imputa  á  los  acusados, 
y  haciendo  de  ese  delito  una  abstracción,  y  conaideraa- 
do  ese  delito  como  un  ente  de  razón,  sin  referencia  á 
los  hechos  que  resulten  probados  y  alegados  en  la  causa» 
sin  referencia  á  las  cii*cunstancias  personales,  locales 
y  particulares  que  consten  en  la  causa  misma,  debo  ha- 
cer un  análisis  y  un  estudio  de  lo  que  es  ese  delito,  de  la 
transgresión  legal  en  que  consiste,  de  las  razones  por  las 
cuales  la  ley  le  castiga,  do  la  conveniencia  social  de  que 
80  persiga^  de  los  caracteres  que  el  delito  tiene,  y  de  todo, 
en  suma,  lo  que  contribuya  á  que  los  jurados  adquienm 
una  noción  exacta  y  iin  conocimiento  pleno  de  qué  de- 
lito  es. 

No  influirá  ni  debe  influir  en  el  ánimo  de  los  jura- 
dos esta  exposición  si  se  hace  en  los  términos  que  nos* 
otros  aconsejamos;  pero  en  la  mayoría  de  los  casos 
aiTojará  gran  luz  sobre  su  inteligenciaj  contribuyendo 
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á  iluminar  de  una  ni  añora  completa  su  criterio  para 
ayudarle  en  la  apreciación  de  las  pruebas. 


XI 

El  tercer  párrafo  del  art-  68  no  es  más  que  la  repe- 
tición de  lo  dicho  en  loa  dos  anteriores,  con  referencia 
á  las  circunstancias  eximentes  ó  á  las  circunstancias 
modificativas.  Sabido  es,  y  ya  lo  hemos  dicho  diferen- 
tes veces,  que  en  las  circunstancias  modificativas  hay 
siempre  un  hecho  qiie  determina  su  apreciación  y  que 
presenta  las  circunstancias  mismas  con  sus  caracteres 
constitutivos. 

Respecto  de  los  hechos  de  que  nacen  las  circunstaa* 
cias  modificativas,  el  Presidente  debe  obrar  al  hacer  su 
resumen  como  respecto  del  hecho  principal:  debo  ex- 
plicar esos  hechos,  sin  atribuirles  carácter  jurídico  niu- 
giinOj  sin  atribuirles  circunstancias  ó  condicioDes  jurf- 
dicaSj  y  sin  mezclar  á  su  explicación  ninguna  noción 
ó  concepto  de  derecho;  y  después,  haciendo  constar 
cuáles  son  las  circunstancias  modificativas  alegadas  ^ 
debe  analizar  cada  una  de  óstas,  considerándolas  en 
abstracto  y  sin  referencia  á  los  hechos  mismos. 


TTT 

Debe  explicar  en  qué  consisten  esas  cireuustanciiía 
modificativas  y  por  qué  modifican  la  responsabilidad 
contraída  por  los  procesados.  Igualmente  debe  proceder 
en  lo  que  se  refiere  á  las  relaciones  de  participación  en 
la  responsabilidad.  ¿Hay  autores?  ¿Hay  autor  directo? 
¿Hay  autor  por  inducción?  ¿Hay  cómplices?  ¿Hay  en- 
cubridores? Pues  el  Presidente,  repetimos,  sin  referirse 
á  los  hechos,  exponiendo  todos  estos  conceptos  con  iu- 
dependencia  de  los  hechos,  y  con  la  imparcialidad  con 
que  los  expondría  xm  profesor  en  su  cátedra^  debe  ex- 
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plicar  en  qué  consiste  el  ser  íiutor^  de  qué  manera'^  se- 
puede  ser  autor  y  en  qué  consisten  la  complicidad  y^ 
encubrimiento,  en  qué  consisten  todos  estos  eoaceptos 
con  referencia  al  delito  imputado. 

No  debe  afirmar,  antes  al  contrario,  debe  huir  cui- 
dadosamente de  afirmar  nada  respecto  de  que  concmra 
en  los  hechos  de  que  se  trate  tal  ó  cual  circunstancia; 
de  si  este  procesado  es  cómplice ,  aquél  encubridor  y 
esotro  autor.  Debo  limitarse  en  este  pimto  á  dccír:  este 
es  el  delito,  y  esto,  con  independencia  completa  y  con 
separación  absoluta  de  las  circunstanciafi  del  proceso, 
es  ser  autor,  ó  ser  cómplice,  ó  ser  encubridor  de  ese 
delito.  A  eso  debe  reducirse  esta  parte  del  resumen. 


xm 

'No  sabemos  si  habremos  acertado  á  ioterpretar  con 
claridad  y  con  acierto  las  disposiciones  del  art.  68, 
pero  creemos  estar  más  cerca  del  propósito,  del  pensa- 
miento y  de  los  deseos  del  legislador  que  otro  eomen- 
taiTSta  ninguno,  al  darle  est^  alcance  y  atribuirle  esa 
transcendencia;  y  croemos  que,  en  lo  posible,  y  será  po- 
sible  siemprej  deben  sujetai^e  los  Presidentes  cuando 
hagan  su  resumen,  á  esta  manera  de  apreciar,  de  apli- 
car y  de  ÍQterpretar  dicho  artículo,  porque  de  otra  suer- 
te corren  el  rie5!go,  riesgo  verdaderamente  peligroso, 
que  hay  que  evitar  á  todo  trance,  de  hacer  un  resumen 
parcial  y  no  apidar  al  Jurado  á  la  apreciación  de  loa 
hechos,  sino  infiuir  en  su  ánimo  de  una  manera  nociva 
y  verdaderamente  censurable. 


XIV 

Después  de  examinar  acerca  del  resumen  del  Presi- 
dente lo  que  dicen  las  leyes  de  los  domas  pueblas  de 
Europa,  nosotros  creemos  que  la  nuestra  es  la  que  re- 
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gula  en  este  punto,  de  ima  manera  más  completa  y  sa- 
tisfactoriaj  ese  importantísimo  trámite. 

Si  ha  de  haber  resumen  en  los  debates  del  JuradOj 
el  resumen  debe  ser  lo  que  dice  la  ley  española,  y  no 
otra  cosa;  que  es  muy  superior  nuestra  ley  en  su  ex- 
plicación y  en  los  términos  de  lo  que  debe  ser  á  las  de- 
más leyes  conocidas. 

El  art.  498  de  la  ley  italiana  dice  que,  una  vez  pre- 
sentadas en  definitiva  las  cuestiones,  declara  el  Presi- 
dente temiinado  el  debate  y  á  seguida  resume  breve- 
mente la  discusión;  explica  las  cuestiones  y  baee  pre- 
sentes á  los  jurados  las  principales  pruebas  en  pro  y  en 
contra  del  acusado;  les  recuerda  las  obligaciones  que 
tienen  que  cumplir  y  la  pena  establecida  contra  los 
jurados  que  falten  á  su  deber,  y  remite  al  jefe  do  los 
jurados  las  cuestión ea  después  de  haberlas  firmado. 

Inmediatamente  después  lee  á  los  jurados  una  decla- 
ración, en  la  cual  se  consigna  que  «la  ley  no  pide  á  los 
jiirados  ni  una  discusión  ni  un  examen  de  los  términos 
aislados,  del  sentido  más  ó  menos  lato  que  pueda  atri- 
buirse a  cada  uno  de  ellos  aisladamente;  pero  les  im- 
pone el  deber  de  interrogarse  en  el  silencio  y  en  el  re- 
cogimiento, y  de  examinar  en  la  sinceridad  de  su  con- 
ciencia el  efecto  que  ha  producido  en  su  espíritu  el 
hecho  denunciado;  los  jurados  no  deben  dejarse  llevar 
por  el  pensamiento  á  la  aplicación  de  la  pena  y  á  sus 
consecuencias;  no  es  este  el  objeto  do  la  misión  que  les 
confía  la  ley.  Ko  debe  tener  otro  fin  que  el  de  declarar 
en  conciencia  si  creen  ó  no  al  acusado  culpable  del  he- 
cho que  se  le  imputa. » 

Después  de  leída  esta  breve  alocución^  los  jurados 
se  retiran  á  deliberar. 

líeconocemos  que  el  espíritu  que  informa  la  ley  ita- 
liana en  este  punto,  es  el  mismo  que  el  de  la  ley  espa- 
ñola; pero  indudablemente  la  ley  española  desarrolla 
con  más  acierto  que  la  italiana,  con  más  extensión  y 
de  una  manera  más  completa  esos  preceptos,  y  garan- 
tiza más,  por  lo  mismo,  la  imparcialidad  con  que  de- 
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ben  siempre  los  Presidentes  del  Jurado  hacer  el  re- 
sumen. 


XV 


La  ley  alemana  dice  que  el  Presidente,  sin  entrar 
en  la  apreciación  de  las  pruebas,  expondrá  á  los  jura- 
dos  los  puntos  de  derecho  que  deben  tomar  en  consi- 
deración en  el  cumplimiento  de  su  cargo. 

Esto  es  harto  incompleto,  y  en  cuanto  á  la  indica* 
ción  que  se  hace  de  los  puntos  de  derecho  que  deben 
los  jurados  tomar  en  consideración  j  creemos  que  es 
muy  superior  la  enumeración  que  de  ellos  hace  la  ley- 
española,  porque  nuestra  ley  dice  y  señala  qué  pun- 
tos de  derecho  son  los  que  han  de  someterse  á  la  con- 
sideración del  Jurado  y  en  qué  forma  ha  de  hacendé 
esto,  á  fin  de  que  cuando  estos  puntos  se  les  sometan, 
no  resulte,  como  no  resulta  del  art.  68,  desconocida  la 
distinción  entre  el  hecho  y  el  derecho,  ni  pueda  resul- 
tar nunca  que  el  Jurado  invada  una  esfera  que  no  le  es 
propia. 

XYI 

El  resumen  lo  hará  el  Presidente  con  arreglo  á  la 
ley  austríaca,  exponiendo  rápidamente  el  resultado 
esencial  del  juicio  ó  indicando  con  la  mayor  brevedad 
posible  las  pruebas  en  pro  y  en  contra  del  acusado^ 
sin  dar  su  propia  opinión. 

Indicará  además  á  los  j  meados  el  carácter  legal  del 
hecho  punible  y  la  significación  de  las  palabras  técni> 
cas  y  legales  contenidas  en  las  preguntas,  llamando  flii 
atención  sobre  sus  deberes  en  general,  y  especialmente 
sobre  las  disposiciones  concernientes  á  su  deliberación 
y  á  su  voto. 

Puede  considerarse  como  un  suplemento  del  disctirso 
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del  Presfitlento,  la  siguiente  instrucción  que  el  jefe  de 
los  jurados  debe  leer  á  éstos  tan  pronto  eomo  se  hayan 
Teunido  para  deliberar. 

La  iustruíicirm  dice  aaí: 

«La  ley  no  pide  cuentas  á  los  jurados  acerca  de  los 
motivos  de  su  convicción,  no  lea  prescribe  reglas  por 
las  que  deduzcan  la  plenitud  y  la  suficiencia  de  la 
prueba;  solamente  les  reclama  que  examinen  con  sen- 
tido y  conciencia  las  pruebas  producidiía  en  pro  y  en 
contra  del  acusado,  y  también  en  conciencia  qué  im- 
presión han  producido  en  ellos  las  pruelias  alegadas  en 
€l  debate  contra  el  acusado  y  los  medios  de  su  defensa. 

>  Así  es  únicamente,  cuando  segiín  su  convicción  for- 
mada por  el  examen  de  los  medios  de  prueba,  deben 
dar  su  veredicto  sobre  la  inocencia  ó  la  culpabilidad 
del  acusado. 

íXo  perdonin  nunca  de  vista  que  su  deliberación 
debe  concretarse  á  las  cuestiones  propuestas,  á  los  he-  I 

ehos  que  sirvan  do  fundamento  al  escrito  do  acusa- 
ción ó  que  so  relacionen  con  él.  Los  Magistrados ,  y  no 
ellos,  son  los  Uamudos  á  indicar  la5i  consecuencias  le-  f 

gales  quo  aeaiTca  la  condena  en  el  caso  de  deelararso 
la  culpabilidad.  Los  jurados,  por  tanto,  deben  dar  su 
veredicto  sin  considerar  las  consecuenciíis  legales  de 
su  decisión,  s 


,      XYn 

Hemos  dicho  que  en  Sníza  no  hay  verdadero  resn- 
nien.  En  efecto,  el  Preside utc  del  Jurado  en  Sui^a,  sin 
volver  sobre  el  asunto,  sin  hacer  resumen  alguno  de  la 
acusación  y  de  la  defensa,  debo  limitarse  á  recordar  i^ 
los  jurados  la  misión  qne  deben  Henar, 
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Nuestra  ley  del  año  1872  decía  sobre  poco  más  ó  me- 
nos lo  mismo  que  la  de  1888.  Realmente  eu  lo  que  m 
refiere  al  resumen  que  debe  hacer  el  Presidente  del 
Tribunal,  lo  que  lian  hecho  los  legishidore^s  de  1888 
ha  sido  restablecer  la  obra  de  los  legisladores  de  1872. 

El  ai^t.  740  do  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  da 
aquella  fechaj  estaba  concebido  en  los  siguientes  tér- 
minos: 

«Kn  seguida,  decía,  hará  el  Presidente  el  resu- 
men do  las  pruebas,  de  los  informes  del  Ministerio  fis- 
cal y  de  los  defensores  de  las  partes,  así  como  de  lits 
manilestaciones  del  procesado,  presentando  los  Lechos 
con  la  mayor  precisión  y  claridad,  y  absteniéndose  coa 
todo  esmero  de  revelar  su  propia  opinión;  expondrá 
detenidamente  á  los  jurados  la  naturaleza  jurídica  del 
hecho  sobre  que  ha  recaído  la  discusión,  considerando 
las  circunstancias  constitutivas  del  delito  sobre  que 
ésta  hubiese  versado;  expondrá  asimismo  la  doctrina 
jurídica  relativa  á  las  circunstancias  eximentes,  ate- 
nuantes y  agravantes  que  hayan  sido  objeto  de  diflCH' 
sión;  en  fin,  todo  lo  que  pueda  contribuir  á  que  loi  jíi- 
rados  aprecien  el  carácter  legal  de  los  hechos  y  la  pa^ 
ticipacióu  que  en  ellos  haya  tenido  cada  uno  de  ios 
procesados.  Al  hacer  este  resumen  procurara  inspirarse  | 
en  los  deberes  más  estrictos  de  imparcialidad,  y  demos*  | 
trando  sentimientos  humanitarios  y  benévolos  hacia 
el  procesado,  no  faltaudo  por  esto  á  la  necesaria  sere- 
ñdad  de  la  justicia. » 

Realmente,  aun  cuando  el  precepto  de  la  ley  que  hoy 
nge  está  contenido  en  lo  que  disponía  la  de  187á,  hay 
algo  en  la  actual  que  se  encamina  más  aun  a  que  el  i^ 
sumen  sea  como  debe  ser,  enteramente  imparcial,  sin 
inclinarse  ni  a  la  defensa  ni  á  la  acusación  del  proce- 
sado. Los  autores  de  la  ley  de  1872  se  inspiraron  ahí 
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en  un  sentido  menos  propio  de  las  conveniencias  que 
deben  atenderse  y  resplandecer  en  la  enunciación  de 
todo  precepto  legal,  que  los  autores  de  la  ley  de  1888; 
bajo  este  punto  de  vista  es  preferible  la  redacción  vi- 
gente ¿  la  redacción  antigua. 


XIX 

Por  último,  el  proyecto  de  ley  de  1883  decía  en  su 
art.  85,*  que  «en  seguida  el  Presidente  declarará  termi- 
nados los  debates  y  hará  un  resumen  conciso  de  los 
mismos,  indicando  con  la  mayor  brevedad  posible  el 
resultado  de  las  pruebas,  así  favorable  como  adverso, 
á  los  procesados,  absteniéndose  cuidadosamente  de  re- 
velar su  propia  opinión;  explicará  á  los  jurados  los  ca- 
racteres jurídicos  del  hecho  y  la  significación  de  las 
expresiones  legales  contenidas  en  las  preguntas,  y  lla- 
mará, por  último,  su  atención  sobre  la  importancia  del 
deber  que  van  á  cumplir,  y  muy  especialmente  sobre 
las  disposiciones  de  la  ley  concernientes  á  la  delibera- 
ción y  al  voto.» 

Este  art.  85  era  una  copia  de  lo  dispuesto  por  la' le- 
gislación austríaca.  Basta  para  convencerse  de  ello  com- 
parar sus  respectivos  términos. 


XX 


La  última  parte  del  resumen,  según  todas  estas  le- 

Íres,  se  encamina  á  prescribir  al  Presidente  que  llame 
a  atención  de  los  jurados  sobre  la  importancia  del  de- 
ber que  van  á  cumplir,  que  les  explique  lo  que  han  de 
hacer  y  cómo  lo  han  de  hacer  y  dentro  de  qué  límites 
ha  querido  la  ley  encerrar  su  autoridad. 

De  todo  cuanto  ha  de  contener  el  resumen,  esto  es, 
á  nuestro  juicio,  lo  más  importante.  No  negamos  que 
el  mecanismo  del  Jurado  sea  un  mecanismo  verdade- 
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ramente  difícil ;  no  afirmamos  que  el  concepto  del  po- 
der atribuido  por  la  ley  al  Jurado  sea  un  concepto  ele- 
mental y  primario,  pero  es  susceptible  de  clarísima  ex- 
explicación. 

Nosotros  hemos  oído  con  pena  y  con  asombro  á 
personas  muy  ilustradas  y  do  condiciones  de  inteli- 
gencia nada  común ,  censurar  la  institución  del  Ju- 
rado, por  suponer  que  el  Jurado  viene  á  sustituir  al 
Magistrado  en  todo  lo  que  se  refiere  á  la  difícil  misión 
de  juzgar,  y  hemos  comprendido  al  oirlo  que  es  nece* 
sario  insistir  rancho  en  la  distinción  de  facultades  j 
atribuciones  que  hace  que  se  comparta  el  juicio  entre 
el  Jurado  y  el  Juez  de  derecho  j  dando  al  uno  la  esti- 
mación de  la  prueba  y  atribuyendo  al  otro  la  califica- 
ción de  los  hechos  probados  y  la  imposición  de  la  pena^ 
La  lUtima  parte  del  resumen  debe  siempre  girar  sobre 
esta  base  y  tender  á  la  explicación  de  esa  verdad. 

En  esa  última  parte  hay  qne  enseñar  al  jurado  cuá- 
les son  los  límites  de  su  poder,  y  dónde  empieza,  por  lo 
que  al  juicio  toca^  el  poder  del  Magistrado. 

Según  hemos  visto,  algunas  legislaciones  establecen 
el  principio  de  quo  esto  se  haga  mediante  una  instruc- 
ción que  se  lee  á  los  jurados.  Wo  somos  partidarios  cío  j 
ese  procedimiento.  VMm  cosas  vale  mil s  explicarlas  qufl 
leerlas.  La  explicación  hace  qne  queden  más  grabndüS 
en  el  ánimo  del  que  las  escucha  qne  la  lectura;  y  aquí 
es  donde,  en  nuestro  sentir,  debe  poner  todo  su  esmo- 
ro  el  Presidente  del  Jurado,  porque  es  necesario  im- 
buir á  los  jurados  mismos  la  convicción  de  lo  que  ver- 
daderamente  es  su  cargo,  á  fin  de  que  el  concepto  im 
BU  juicio  sea  clarísimo  y  llegue  ó  penetrar  en  su  inteU- 
gencia  de  una  manera  palpable  y  clara,  que  sea  como 
la  luz  que  ha  de  iluminarles  en  el  ejercicio  de  la  mi- 
sión que  la  ley  les  encomienda. 
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Ed  esta  parte  hay  un  buen  modelo  que  seguir:  el 
art.  452  del  proyecto  de  Código  de  instrucción  crimi- 
nal  del  Japón,  Ordena  este  art.  452,  que  los  Presiden- 
tes hagan  conocer  a  los  jurados  la  naturaleza  de  sus 
funciones  y  la  manera  de  entender  bu  derecho  y  su  de- 
ber, dándoles  lectura  de  una  extensa  alocución  que 
además  debe  entregárseles  impresa  á  su  salida  de  la 
Audienciaj  cuando  van  á  reimirse  para  deliberar.  Las 
ideas  que  contiene  esa  alocución  deben  ser  constante- 
mente la  base  de  esta  última  parte  del  discurso  del 
Presidente- 
Tamos  á  copiar  la  alocución  más  adelante  para  que 
nuestros  lectores  se  convenzan  de  esa  verdad;  pero  an- 
tes afirmamos  que  nosotros  no  podríamos  decir  nada 
superior,  nada  más  completo ,  ni  más  acabado  que  lo 
que  esa  alocución  dice.  La  reproducimos  con  satis- 
facción íntima,  creyendo  que  al  hacerlo  traemos  á  las 
páginas  de  este  libro  la  última  palabra  que  ha  podido 
decirse  y  se  ha  dicho  en  tan  importante  materia. 

No  opinamos  porqiie  aquí  se  siga  el  procedimiento 
que  los  legisladores  del  Japón  han  creído  preferible;  no 
opinamos  porque  ese  documento  se  lea  y  se  reparta 
impreso  á  los  jurados,  porque  esto  no  es  bastante;  con- 
sideramos preferible  que  el  Presidente  recogalas  ideas 
que  contiene  ese  documento  y  las  reproduaica  en  el  re- 
sumen j  adaptándolas  a  las  condiciones  locales  y  perso- 
nales del  Jm*ado  que  preside^  porque  de  esta  manera 
se  infiltrarán  esas  ideas  más,  seguramente j  en  el  áni- 
mo de  los  jurados. 

Basta,  pues,  pura  cumplir  lo  que  establece  el  último 
párrafo  del  art-  G8,  con  que  el  Presidente  haga  en  esa 
parte  de  su  resumen  una  glosa,  una  paráfrasis  de  la 
alocución  escrita  para  los  jurados  del  Japón,  que  dice 
así: 
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«Señores  jurados: 

^Sois  llamados  por  la  ley  al  ejercicio  de  una  ma- 
gistratura temporal,  cuya  importancia  e^  considerable 
vais  á  compartir  con  los  Magistrados  ordinarios  y  per^ 
manentes  el  juicio  de  los  asuntos  criminales  del  perío- 
do judicial. 

>La  ley  no  ha  querido  que  el  poder  de  juzgar,  en 
estas  graves  materias,  se  reservase  á  una  profesión  es- 
pecial, á  una  clase  de  oficiales  públicos;  para  dar  á  las 
decisiones  de  la  justicia  penal  una  autoridad  moral 
más  considerable,  y  que  se  imponga  con  ventaja  al  res* 
peto  del  pueblo,  llama  á  su  concurso  á  los  simples  ciu- 
dadanos; de  suerte,  que  los  acusados  son  juzgados  por 
sus  iguales,  y  los  intereses  de  la  sociedad  están  coa* 
fiados  á  la  salvaguardia  del  país  mismo. 

»Si  la  función  de  jurado  es  una  carga,  es  también 
una  verdadera  distinción;  porque  el  jurado  está  llama- 
do á  juzgar  causas  que  ponen  en  cuestión  la  libertad 
del  hombre,  algunas  veces  su  vida,  siempre  su  honor 
esta  delegación  temporal  de  la  justicia  penal  es  la  más 
alta  prueba  de  confianza  que  puede  dar  la  ley  á  la  rec- 
titud, á  la  sabiduría  y  á  las  luces  de  los  particulares. 

> Vuestras  atribuciones  se  ceñirán  solamente  á  la 
apreciación  de  los  hechos  de  la  causa:  la  decisión  de  ha 
puntos  de  derecho  y  la  aplicación  de  la  ley  penal  y  ci- 
vil se  reserva  á  los  Magistrados  á  quienes  asistís. 

»No  por  esto  es  vuestro  trabajo  de  menos  entendi- 
miento ni  elevación:  habéis  de  examinar  no  solamen- 
te si  los  hechos  materiales  objeto  de  la  acusación  se  han 
cometido,  y  si  el  acusado  es  su  autor,  sino  también  si 
ha  obrado  con*  la  libertad,  la  inteligencia  y  la  inton- 
ción,  cuya  concurrencia  constituye  los  elementos  mo^ 
rales  y  esenciales  de  la  culpabilidad. 
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» Alguna  vez  las  cuestiones  de  derecho  se  encon- 
trarán indivisiblemente  ligadas  á  las  de  hechOj  j  en- 
tonces á  vosotros  corresponde  resolver  las  unas  y  las 
otras  (1), 

» Después  de  la  clausura  de  los  debates,  se  os  pon- 
drán verbalment^  y  por  escrito  las  preguntas  á  que  ha- 
béis de  contestar,  tanto  sobre  los  hechos  principales  y 
accesorios  imputados  á  cada  acusado,  como  sobre  las 
circunstancias  previstas  por  la  ley,  que  pueden  agra- 
var, atenuar  ó  justificar  el  hecho. 

» Frecuentemente  estas  preguntas  no  se  relacionarán 
más  que  con  los  cargos  que  resulten  de  la  instruc- 
ción preparatoria;  pero  podrá  suceder  que  los  debates 
presenten  los  hechos  bajo  un  aspecto  diferente,  ó  que 
resulten  nuevos  hechos  conexos  con  los  primeros  de 
cargo  para  los  acusados;  entonces  se  os  pondrán  nue- 
vas preguntas,  y  vuestra  competencia  se  extenderá  de 
^ste  modo. 

» Algunas  veces  la  respuesta  de  una  pregunta  estará 
subordinada  á  la  manera  como  hayáis  contestado  pre- 
viamente otra  anterior,  y  esta  segunda  pregunta  será 
entonces  condicional  ó  subsidiaria. 

»No  tendréis  que  responder  más  que  por  sí  ó  por  no  á 
las  preguntas  que  se  os  hagan,  y  por  esto  las  complejas 
ó  que  comprenden  varios  objetos,  se  dividirán  tanto 
como  sea  posible;  sin  embargo,  el  temor  de  hacer  dema- 
siadas preguntas  podrá  hacer  que  varios  objetos  seme- 
jantes se  comprendan  en  una  sola  pregunta,  cuando  la 
pluralidad  de  objetos  no  debe  influir  sobre  la  penali- 
dad, sirviendo  tan  sólo  para  acentuar  más  el  carácter 
del  hecho  criminoso;  en  este  caso,  si  estimaseis  que  la 
respuesta  debe  ser  afirmativa  sobre  unos  y  negativa 
sobre  otros,  podréis  dividir  el  voto  y  responder  diver- 


(1)  Lo  expaesto  en  este  párrafo  no  es  aplicable  á  la  organización 
del  Jnrado  en  España,  ni  al  concepto  que  nosotros  hemos  desenvuelto 
del  poder  y  autorídflti  de  los  jurados,  perqué  nosotros  partimos  de  la 
posibilidad  constante  y  jamás  desmentida  de  separar  los  hechos  del 
<lerecho;  teoría  que  también  sirve  de  base  á  nuestra  ley. 
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sámente  sobre  cada  uno  de  los  objetos  que  la  pregunta 
haya  reunido. 

>La  ley  ha  previsto  que  pudierais  tener  alguna  du- 
da, sea  sobre  la  extensión  de  vuestros  poderes,  sea 
sobre  el  sentido  ó  la  naturaleza  de  una  cuestión;  en 
este  caso,  estáis  por  la  ley  autorizados  á  llamar  al  Pre- 
sidente para  que  os  haga  los  esclarecimientos  nece- 
sarios, y  entonces,  á  fin  de  asegurar  el  respeto  de  los 
intereses  comprometidos,  se  hace  necesaria  la  presen- 
cia del  acusador  y  la  del  defensor.  (Cuando  ocurra  el 
caso  á  que  este  párrafo  se  refiere,  los  jurados  en  Espa- 
ña comunicarán  consol  Presidente  del  Tribunal,  no  Ua- 
mándole  á  la  sala  de  sus  deliberaciones,  sino  volviendo 
á  la  de  audiencias  y  evacuando  este  trámite  ante  el 
público  y  ante  las  partes.) 

»Los  detalles  particulares  en  que  la  ley  ha  debido 
entrar  sobre  la  forma  de  vuestras  deliberaciones,  se 
os  comunicarán  por  medio  de  un  extracto  de  sus  dis- 
l)OSÍciones;  encontraréis  también  con  la  presente  ad- 
vertencia el  enunciado  de  vuestros  demás  deberes.  Bas- 
ta aquí  advertiros  que  vuestra  presencia  en  cada  día 
de  audiencia  es  rigorosamente  exigida,  tanto  para  el 
sorteo  del  Jurado  de  cada  asunto,  como  para  la  conti- 
nuación de  los  ya  comenzados. 

>Eecordad  también  que  no  debéis  comunicar  con 
ninguna  persona  extraña  sobre  los  asuntos  que  os  ha- 
yan sido  sometidos,  hasta  tanto  que  el  Tribunal  haya 
pronimciado  su  fallo;  podréis,  sin  embargo,  discutir  li- 
bremente entre  vosotros  para  ilustraros  mutuamente 
sobre  los  hechos  que  hayáis  de  apreciar,  pero  en  el 
momento  de  pronunciar  vuestra  opinión,  la  ley  quiere 
que  vuestro  voto  sea  secreto,  como  garantía  de  entera 
independencia. 

»La  confianza  que  inspiráis  todos  es  igual  á  los  ojos 
de  la  ley;  la  suerte,  pues,  es  la  que  debe  designar  de 
entre  nosotros  el  que  ha  de  presidir  vuestras  delibe- 
raciones en  cada  asunto;  pero  si  el  que  la  suerte  hu- 
biera designado  prefiere  declinar  este  cargo,  esoo^ 
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geréis  yuestro  Presidente  por  mayoría  de  v^otos,  ex- 
presando esta  circunstaccia  en  la  hoja  de  las  cues- 
tiones. 

>Para  guiaros  en  la  ijivestigaciónj  frecuentemente 
difícil,  de  la  verdad,  tendrán  lugar  ante  vosotros  los 
debates  más  completos.  Los  cargos  que  resulten  en 
la  instrucción  preparatoria,  no  deberán  pesar  sobre 
vosotros  mientiTis  no  se  bayan  producido  de  nuevo  en 
los  debates.  Asistiréis  al  iuten^ogatorio  del  acusado,  á 
la  lectura  de  los  autos  y  documentos  de  prueba,  á  la 
audición  de  los  testigos  de  cargo  y  descLirgn^  y  podréis 
dirigir  al  acusado  y  á  los  testigos  las  preguntas  que 
os  parezcan  útiles^  pero  teniendo  gran  ciudado  de  no 
expresar  vuestra  opinión  personal.  En  fin,  la  discusión 
contradictoria  entre  la  acusación  y  la  defensa  conclui- 
rá de  poneros  en  disposición  de  apreciar  el  valor  de 
cada  una  de  las  pruebas. 

*Pero  observad  bien  que  ninguna  de  las  pruebas  su- 
ministradas en  los  debates  se  impone  según  la  ley  á 
Tuestra  convicción;  sólo  a  vuestra  inteligencia  pertc* 
nece  el  percibir  los  hechos  de  la  causa,  y  á  vuestra  con- 
ciencia el  apreciar  su  intención  y  su  moralidad. 

» Tampoco  la  ley  os  pide  que  expreséis  por  qué  prue- 
bas habéis  formado  vuestra  convicción;  no  la  debéis 
el  enunciado  de  los  motivos  de  vuestra  decisión;  ella 
no  quiere  sino  una  simple  declaración  de  los  hechos 
que  hayáis  reconocido  y  que  á  vuestro  parecer  cons- 
tituyan la  verdad. 

» Además,  como  la  ley  no  puede  pretender  que  en 
tren  en  sus  previsiones  todos  los  matices  de  la  morali- 
dad del  agente  y  del  mal  social  causado  por  el  crimen; 
como  la  culpabüidad  individual  varía  hasta  el  infinito 
con  la  edad,  la  inteligencia  y  el  grado  de  voluntad,  con 
la  educación,  los  ejemplos  y  la  situación  del  agente,  la 
ley  que  no  os  permite  declarar  circunstancias  agravan- 
tes que  ella  no  haya  previsto,  ó  autoriza,  por  el  con- 
trario, á  declarar  en  favor  del  acusado  la  existencia  de 
circunstancias  atenuantes;  no  estáis,  por  otra  parte. 
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obligadoñ  á  determinarlas,  pues  ^Tiestra  conciencia  es 

*1  único  juez  (1). 

*Pero  faltaríais  á  vuestro  deber,  y  engañaríais  al 
legislador  en  su  deseo,  si  usaseis  de  esta  facultad  para 
combatir  las  severidades  de  la  ley  que  no  os  pertenece 
el  juzgar,  ó  si  buscaseis  on  ella  medio  de  transacción 
entre  vuestra  justicia  y  vuestra  piedad,  ó  lo  que  sería 
peor  ai'm,  si  trataseis  de  hallar  uu  refugio  para  vuestra 
duda  porque,  no  lo  olvidéis,  vuestra  duda  debiera  lle- 
varos á  una  respuesta  favorable  al  acusado. 

»En  fin,  debéis  ser  tanto  más  escrupulosos  en  la 
investigación  de  la  verdad,  cuanto  que  si  habéis  queda- 
do  en  los  límites  de  vuestras  atribuciones,  si  no  os  ha- 
béis separado  de  las  reglas  prescritas  á  vuestas  dcübe* 
Tuciones,  vuestra  decisión  seráruatacable.  No  tendrá 
otra  comprobación  que  la  de  vuestro  honor,  ni  otro  judí 
que  vuestra  conciencia. 

*La  ley  pone  sin  temor  entre  vuestras  manos  dos 
intereses  igualmente  sagrados:  el  del  acusado,  que  debe 
ser  juzgado  sin  pasión,  y  el  de  la  sociedad,  del  que  no 
podéis  desertar  por  debilidad  sin  sacrificaros  á  vo&otroa 
mismos. 

» Señores  juradoSj  voy  á  recibir  vuestro  juramento 
conforme  á  la  ley,^ 

xxsn 

No  necesitamos  explicar  las  modiflcacioneg  que  de- 
berán introducirse  al  hacer  la  paráfrasis  de  esta  alocu- 
ción en  el  resumen  del  Presidente,  teniendo  en  cuent» 
que  esa  alocución  se  lee  á  los  jurados  antes  de  ^ecibi^ 
les  juramento  y  que  el  resumen  se  hace  después  deter 
minados  el  juicio  y  los  debates. 


(1)  Tampoco  ee  esto  aplicable  á  nuestro  Jura<3o,  que  no  tioie  fi- 
culütil  de  ileclarar  á  su  arbitrio  la  concurrencia  de  circunfltAixcíafi  *^ 
üuantea. 
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Lo  que  en  esa  alocución  es  amancio  relativo  á  la  for- 
ma de  hacer  y  contestar  las  preguntas,  debe  en  el  re- 
sumen ser  explicación  de  las  que  á  seguida  habráü  do 
dirigírseles. 

Lo  que  en  esa  alocución  es  consejo  relativo  á  cómo 
deben  ios  jurados  presenciar  los  debates,  debe  en  el  re- 
sumen ser  advertencia  encaminada  á  inspirar  á  los  ju- 
rados  el  recto  criterio ,  desapasionado  y  libre,  con  quo 
la  ley  quiere  que  estimen  las  pruebas,  conforme  á  su 
conciencia. 

Por  lo  demás,  creemos  que  nuestros  lectores  conven- 
drán en  que  esa  hermosa  alocución  desenvuelve  y  ex* 
pone,  con  una  claridad  y  una  fuerza  de  expresión  in- 
imitables, lo  que  es  y  lo  que  debe  sor  el  Jurado.  Con- 
viene repetir  las  ideas  que  contiene  y  hasta  en  ocasio- 
nes sus  propias  palabras,  porque  fijarán  en  el  ánimo 
de  los  jurados  aquel  concepto  y  porque  enaltecerán  á 
sus  propios  ojos  la  misión  nobilísima  que  la  ley  les  ha 
confiado. 

Art.  69.  Cuando  las  partes  acusadoras,  en  vista  del  resultado 
de  las  pruebas  soliciten  la  absolución  completa  de  los  procesados, 
«1  Presidente  preguntará  en  alta  voz  si  alguno  de  los  presentes 
mantiene  la  acusación.  Caso  negativo,  los  Jueces  de  derecho  dictar 
rán,  sin  m&s  trámites,  auto  de  sobreseimiento  libre  por  falta  de 
acusación. 

Cuando  alguna  persona  con  capacidad  legal  suficiente,  manifes- 
tase que  bace  suya  la  acusación^  será  tenido  por  parte  como  tal 
acusador,  si  además  estuviese  dispuesto  á  sostener  en  el  acto  su 
acusación^  bien  por  si  mismo,  si  fuese  letrado,  bien  valiéndose  de 
uno  que  lo  sea,  y  se  continuará  en  todo  caso  el  juicio  sin  interrup- 
ción ni  retroceso,  sin  perjuicio  de  formalizar  luego  la  representa- 
ción de  esta  parte  para  los  trámites  ulteriores  del  procedimiento. 
Todo  lo  que  resulte  acerca  de  este  incidente,  se  consignará  en 
d  acta  respectiva. 
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Contiene  esta  artículo  uno  de  los  preceptos  de  la  ley 
que  más  oposición  ha  suscitado;  para  combatirle  se  han 
empleado  toda  especie  de  exageraciones  y  declamacio- 
nes. Be  lia  dicho  que  inspiraba  ese  artículo  un  exage- 
rado celo  en  pro  del  derecho  de  defensa;  que  el  interés 
social  quedaba  con  é\  abandonado  y  desamparado^  y  que 
sólo  un  exceso  de  espíritu  liberal  podía  haber  produci- 
do esa  exageración;  que  era  llevar  demasiado  lejos  las 
teorías  humanitarias  y  filantrópicas  que  tanto  han  in^ 
fluido,  á  fines  del  siglo  pasado  y  durante  todo  el  siglo 
actual,  en  las  reformas  del  derecho  criminal;  que  e^ 
artículo  organizaba  un  Jurado  esclavo  al  que  habría 
que  oponer  un  Jurado  libre  ^  un  Jurado  esclavo  en  el 
sentido  de  que  el  Jurado,  con  lo  dispuesto  en  el  misma, 
sólo  tenía  facultades  para  absolver,  cuando  el  Jumdo 
debe  tenerlas  para  absolver  y  paxa  condenar;  y  por  últi* 
mo,  se  lia  anunciado  que  mediante  la  práctica  de  lo  que 
el  art.  69  dispone,  el  desprestigio  y  descrédito  del  Ju- 
rado son  inminentes  y  seguros, 

Kada  de  esto  es  cierto;  todo  eso  son  declamacionea 
que  caen  por  su  base,  bien  mirada  la  cuestión  y  bien 
entendido  lo  que  dispone  el  art.  69. 


En  él  no  se  trata  de  una  cuestión  de  reacción  ai  de 
libertad;  en  él  no  se  trata  de  una  cuestión  de  humani- 
tarismo ni  de  rigor;  en  61  se  trata,  sin  embargo,  una 
cuestión  de  principios  que  conviene  esclarecer  y  fijar- 

Los  principios  á  que  obedeee  el  art,  69,  son  los  prin- 
cipios fundamentales  del  derecho  y  del  procedimiento 
penal.  Nadie  puede  ser  condenado  sin  ser  oído;  nadie 
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pnede  ser  juez  y  parte;  donde  no  hay  acusación,  no  pue- 
de haber  defensa,  ni  juicio. 

Quo  nadie  puede  ser  condenado  sin  ser  oído;  por* 
que  donde  no  hay  acusación  no  hay  defensa,  y  donde 
no  hay  defensa  no  se  oye  al  procesado.  Desde  el  mo- 
mento en  que  las  partea  acusadoras  no  sostengan  la 
acusación,  los  defensores  no  tendrán  que  defender  al 
procesado  y  no  le  defenderán.  ^;Cómo  ha  de  poder  ad- 
mitirse que  no  habiendo  habido  acusación^  y  no  ha- 
biendo habido,  por  tanto,  defensa,  haya  juicio  y  se  sen- 
tencie? Esto  es  elemental  y  evidente. 


m 


Nadie  puede  ser  juez  y  parte.  Los  que  combaten  el 
artículo  69  quieren  que  el  Tribunal  sea  parte  y  juez  á 
un  tiempo  mismo;  quieren  que  el  Tribunal,  cuando  no 
hay  acusadores,  recoja  y  mantenga  por  sí  la  acusación; 
quieren  que  el  Tribunal,  haciéndose  representante  dol 
interés  social,  desde  el  punto  de  vista  de  la  acusación, 
considere  que  ésta  subsiste  para  fallar  y  juzgar. 

Frente  á  este  error,  frente  á  este  falso  concepto  re- 
petiremos lo  dicho;  donde  no  hay  acusación  no  puede 
haber  defensa  ni  juicio.  Y  esta  ya  no  es  opinión  nues- 
tra; no  es  opinión  de  los  jurisconsultos  y  legisladores 
que  han  intervenido  en  la  obra  de  1H88;  esta  ya  no  es 
la  manera  de  pensar  de  la  actual  generación;  esto  lo 
pensaban  y  lo  han  dicho  todos  los  tratadistas  de  De- 
recha de  nuestro  país  hace  muchísimo  tiempo;  esto  lo 
han  proclamado  y  lo  han  asegurado  ^  como  una  de  laa 
bases  indestructibles  del  procedimiento,  del  derecho 
procesal  j  los  tratadistas  del  mundo  entero. 

Nosotros  no  tenemos  necesidad  de  citar  nuestra  opi- 
nión; nos  basta  recordar  la  de  aquellos  que  con  auto- 
ridad indiscutible  en  este  punto  han  definido  lo  que 
debe  tenerse  por  cierto.  Sirva  de  ejemplo  lo  que  dice 
á  este  propósito  D.  Joaquín  Francisco  Pacheco,  el  ju- 
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risconsulto  más  eminente  quo  ha  tenido  España  en  el 
siglo  actual,  en  sus  Lecciones  de  Derecho  pennl^  una  de 
las  obras  más  importantes  y  más  dignas  de  tenerse  en 
cuenta  siempre  que  ae  trate  de  estudiar  y  considerar 
esta  materia,  ^La  acusación,  dice  el  Sr,  Pacheco^  e^,  en 
el  orden  lógico,  la  primera  parte  del  procedimiento  j; 
luego,  para  que  el  procedimiento  sea  un  todo  comple- 
tOj  es  indispensable  que  haya  acusación.  « La  acusación, 
añade,  es  la  demanda  en  esta  especie  de  juicios;  la  acu- 
sación efectiva  ó  presunta  es  el  fundamento  de  la  ins- 
tracción,  la  condición  indeclinable  del  proceso  y  de  la 
sentencia.  *  Luego  no  puede  haber,  no  debe  haber  pro- 
ceso ni  senteucia,  si  no  hay  acusación. 

T  si  bien  es  cierto  que  el  Sr.  Pacheco  distingue  en- 
tre la  acusación  efectiva  y  la  presuntaj  debemos  enten- 
der que  esa  distinción  viene  á  su  espíritu  más  por  com- 
paginar  y  poner  de  acuerdo  sus  propias  teorías  con  lo 
que  era  la  legalidad  vigente  en  el  momento  en  que  éi 
escribía  y  pensaba,  que  porque  estuviera  convencido 
de  que  una  acusación  presunta,  de  que  una  ficción  que 
hiciera  suponer  que  existía  la  acusación,  bastaba  á 
sustituir  la  acusación  real  y  efectiva  para  todos  sus 
efectos. 


wi 


Podemos  discutir  sobre  quién  tendrá  derecho  de 
acusar,  y  aquí  encaja  la  distinción  entre  las  antiguas 
y  las  nuevas  ideas  que  invocaba,  al  discutirse  el  ar- 
tículo 69,  el  Sr,  Azcárate,  Según  las  antiguan  ideas  y 
eegiin  el  derecho  procesal  de  la  Edad  Media,  debía 
acusar  el  agraviado;  y  según  las  ideas  nuevas,  debe 
acusar  el  Estado,  que  es  á  quien  importa  que  se  reali- 
ce la  obra  de  justicia  en  primer  término. 

El  agraviado  puede  acusar  aún,  porque  para  eso  se 
admite  la  existencia  de  la  acusación  privada;  el  Estada 
acusa  siempre,  porque  para  eso  eídste  el  IVIinisterío 
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público,  para  eso  existe  el  Cuerpo  fiBcal  lie  ahí  el  ór- 
gano por  el  cual  se  hace  efectiva  la  acusación.  Pero 
cuando  no  existe  el  acusador  privado,  ni  el  Ministerio 
público  que  acusen  cuando  no  hay  acusación,  ¿quó  ea 
lo  que  ha  de  recoger  el  Tribunal  para  hacerla  suya? 

Aquí  viene  una  confusión  lamentable.  Los  que  esto 
sostienen  incurren  en  un  verdadero  absurdo.  I^i^egun- 
tad  á  los  que  semejante  cosa  afirman  si  entienden  que 
el  Tribunal  representa  en  una  causa  el  interés  de  la 
acusación,  y  os  lo  negaran,  aterrados  de  las  consecuen- 
cias de  sus  mismas  ideas.  No,  os  dirán:  el  Tribunal  re- 
presenta un  interés  superior  á  la  acusación  5^  á  la  de- 
fensa; el  Tribunal  representa  un  interés  distinto  de  la 
acusación  y  la  defensa,  y  por  eso  el  Tribunal^  á  que 
se  encomienda  el  juicio,  es  algo  que  está  por  cima  de 
la  acusación  y  la  defensa,  algo  que  no  debe  participar 
del  carácter  de  la  acusación  y  de  la  defensa  misma;  y 
por  consiguiente,  en  ntuguna  causa  debe  admitirse  que 
el  Tribunal  ejerza  actos  de  acusador. 


Este  principio  ha  venido  á  sancionarlo  de  una  ma- 
nera completa  el  sistema  acusatorio,  establecido  con  so- 
lidez inquebrantable  en  nuestras  leyes,  desde  el  mo- 
mento en  que  el  derecho  procesal  ha  sido  desenvuelto 
de  acuerdo  con  las  inspiraciones  de  ese  sistema. 

Al  llegar  el  caso  del  art.  69  de  la  ley  del  Jurado^  el 
caso  que  nosotros  analizamos  en  este  momento,  hay 
que  recordar  ese  principio  para  afirmarle  de  una  ma- 
nera terminante. 

¿Cuál  es  este  caso?  Vamos  á  verlo. 

Ha  comenzado  el  juicio;  se  han  practicado  las  pme* 
bas,  y  de  las  pruebas  resulta  que  el  procesado  no  ea 
culpable,  que  es  inocente;  los  acusadores,  compren- 
diéndolo así,  solicitan  la  absolución  del  acusado,  ¿qué 
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ha  de  hacerse  entonces?  Pues  es  obvio;  entonces  lo  que 
procede  es  absolver  al  procesado. 

Pero  ¿y  si  se  llega  á  ese  caso,  por  qué  el  acusador 
privado  falta  á  su  deber ,  ó  por  qué  el  Fiscal  es  inep- 
to ó  prevarica?  Desde  luego  declaramos  esta  hipótesis 
improbable,  ó  nada  frecuente;  no  es  imposible,  porque 
la  naturaleza  humana  quiere  que  no  lo  sea,  pero  es 
improbable  ó  poco  frecuente.  Pues  para  atender  á  la 
posibilidad  de  que  ese  caso  ocurra;  para  atender  á  la 
posibilidad  de  que  el  acusador  privado  por  faltar  á  sa 
deber  y  el  Fiscal  por  ser  prevaricador  ó  inepto  aban- 
donen la  acusación;  para  impedir  que  esto  ocurra,  bas- 
ta con  que  la  ley  admita  algún  recurso,  con  que  la  ley 
establezca  alguna  válvula  por  la  cual  el  interés  social 
pueda  venir  á  suplir  las  deficiencias  de  la  acusación 
privada  y  de  la  acusación  pública  cuando  esas  deficien- 
cias se  presenten. 

Es  más:  la  idea  sola  de  que  la  válvula  existe,  la  idea 
sola  de  que  hay  un  recurso  que  puede  ejercitarse,  bas- 
tará para  que  comprendan  los  acusadores  que  su  con- 
ducta tiene  un  correctivo,  y  que  este  correctivo  puede 
aplicarse.  Admitida  la  posibilidad  de  que  los  acusado- 
res faltan  á  sus  deberes,  la  existencia  de  ese  correctivo 
les  hará  retraerse  antes  de  faltar  á  ellos. 


VI 


¿Qué  recurso  ha  de  ser  éste?  La  Comisión  del  Con- 
greso discutió  extensamente  acerca  de  este  punto,  y  á 
propuesta  del  Sr.  Maura,  nos  inclinábamos  á  que  cuan- 
do llegara  el  caso  de  que  trata  el  art.  69,  cuando  el  Fia- 
cal  abandonara  la  acción  y  solicitara  la  absolución  del 
procesado,  se  elevara  el  hecho  en  consulta  al  Fiscal  del 
Tribunal  Supremo,  el  cual,  en  un  plazo  breve,  en  el 
plazo  de  cinco  días,  había  de  exponer  si  estaba  confor- 
me ó  no  con  la  conducta  de  su  subordinado,  y  había  de 
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manifestar  si  la  acusación  debía  sostenerse  ó  no  soste- 
nerse. 

Que  esto  implicaba  la  suspensión  del  juicio  y  has- 
ta podía  producir  obstáculos  serios  y  reales ,  no  de- 
jaba de  alcanzársenos,  y  nos  hacía  mantener  serias  du- 
das acerca  de  la  eficacia  de  semejante  procedimiento. 
Entonces^  si  nuestro  recuerdo  nos  es  fiel,  creemos  ee 
apeló  á  la  opinión  del  Sr.  Montero  Eíos,  y  el  Sr.  Mon- 
tero Eíos  inspiró  el  recurso  que  al  fin  ba  prevalecido 
en  el  art.  69,  recurso  que  se  reduce  á  que  cuando  lle- 
gue el  caso  que  el  mismo  artículo  trata^  cuando  llegue 
el  caso  del  art.  69,  cuando  las  partes  acusadoras  en 
vista  de  las  pruebas,  soliciten  la  absolución  completa 
del  procesado,  el  Presidente  preguntará  en  alta  voz  si 
alguno  de  los  presentes  mantiene  la  acusación. 

Es  decir  j  que  para  que  este  caso  se  presente  es  in- 
dispensable que  las  partes  acusadoras  hayan  conside- 
rado que  no  debe  mantenerse  la  acusación,  que  las  par- 
tes acusadoras  desistan  de  la  acusación  y  declaren  que^ 
á  su  juicio,  por  el  resultado  que  ha  ofrecido  la  práctica 
de  las  pruebas,  el  acusado  es  inocente. 

En  el  orden  natural  de  las  cosas,  esto  es  bastante 
siempre  para  suponer  la  inocencia  del  acusado,  por- 
que cuando  aquellos  que  tienen  un  interés  particu- 
lar, ó  un  interés  que  nace  del  desempeño  de  un  cargo 
público,  en  demostrar  la  evidencia  de  la  acusación  y  la 
culpabilidad  del  procesado,  desisten  de  hacerlo,  es  in- 
dudable que  el  procesado  puede  reputarse  inocente. 

Pero  puede  ocurrir  que  el  acusador  privado  faite 
á  sus  deberes,  ó  que  haya  habido  algún  motivo  par- 
ticular é  íntimo,  ajeno  á  los  sentimientos  y  dictados 
de  la  justicia,  que  le  muevan  á  retirar  la  acusación, 
y  ee  dice  que  es  posible  que  el  funcionario  encar- 
gado de  sostener  esa  acusación  misma  en  nombre 
del  Ministerio  fiscal  sea  prevaricador  ó  inepto,  que  se 
equivoque  ó  falte  al  cumplimiento  de  sus  deberes;  y 
como  esto  en  lo  humano  es  posible,  y  como  era  necesa- 
rio prevenirse  contra  la  posibilidad  de  que  ocurra  un 
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hecho  de  esa  especie,  de  ahí  que  se  haya  ereído  indis- 
pensable  establecer  un  recurso  que  atienda  al  caso  im- 
probable  ó  nada  frecuente,  pero  posible,  sin  duda  al* 
guna,  de  que  algo  de  e.^o  suceda. 

Para  ese  caso  se  ha  establecido  el  recureo  del  ar- 
tículo 69,  entendiendo  sobre  todo  que  sera  bastante 
á  evitar  que  ocurra,  que  será  bastante  á  impedirlo,  la 
idea  que  ha  de  tener  el  Fiscal  prevaricador  ó  inepto 
de  que  no  basta  con  la  expresión  de  su  voluntad  para 
que  el  juicio  termine,  porque  hay  algo  que  no  depende 
de  él,  si  se  emplea  ese  recurso  establecido  en  el  art.  69, 
que  puede  venir  á  suplir  las  deficiencias  6  errores  de 
su  conducta.  Ese  recurso  es  una  verdadera  válvula  de 
seguridad,  bastante,  sin  género  alguno  de  duda,  para 
prevenir  ó  evitar  las  contingencias  peligrosas  que  se 
desprenden  de  que  ocurran  los  hechos  tal  como  nos- 
otros acabamos  de  exponerlos. 


TU 

Se  ha  sostenido  que  ese  recurso  es  impracticable,  y 
hasta  que  es  absurdo,  y  no  comprendemos  que  pueda 
aplicársele  este  último  calificativo. 

No  es  absurdo,  ni  siquiera  contrario  á  la  realidad» 
que  haya  interesados  en  la  persecución  de  un  delito,  ni 
que  estos  interesados,  advertidos  de  la  realidad  del  de- 
lito mismo  y  de  la  responsabilidad  que  supone  en  sus 
autores,  cuando  vean  desconocidas  por  todos  los  ele- 
mentos que  intervienen  en  la  causa  esa  responsabilidad 
y  esa  realidad,  acudan  á  suplir  el  defecto  que  advierten. 
No  es  impracticable  im  recurso  que  la  ley  establece,  y 
para  el  cual  todos  pueden  encontrarse  apercibidos;  to- 
dos aquellos  á  quienes  la  persecución  del  delito  afecta 
de  una  manera  directa,  y  todos  aquellos  también  á 
quienes  el  solo  amor  de  la  justicia  puede  inspirar  el 
propósito  de  contribuir  á  la  persecución  del  delito 
mismo. 
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Examinando  las  contingencias  del  problema  que  el 
estndio  de  la  realidad  nos  ofrece  y  aplicando  el  precep- 
to á  nuestras  costumbres,  encontraremos  las  que  ya  se- 
Haló  al  discutir  este  artículo,  con  una  elocuencia  digna 
de  aplauso,  el  Sr.  Muííoz  Chaves.  Los  casos  en  |que 
puede  suceder  lo  previsto  en  el  art.  69,  son  aquellos  en 
que  se  persiguen  cierta  especie  de  delitos  cometidos 
por-  los  funcionarios  públicos.  Desgraciadamente,  el 
Ministerio  público  puede  alguna  vez,  tratándose  de  es- 
tos delitoa^  posponer  el  interés  de  la  justicia  á  un  inte- 
rés menos  legítimo,  en  sentido  político  y  de  gobierno. 
Es  posible  que  un  Fiscal  trate  de  salvar  á  un  funciona- 
rio público  de  la  condena  que  le  amenaza,  retirando  la 
acusación  que  contra  él  formulara;  pero  ya  saben  los 
interesados  en  el  atropello,  en  la  violación  del  derecho 
de  que  es  responsable  el  funcionario,  que  de  su  volun- 
tad y  de  su  acción  depende,  tanto  como  de  la  voluntad 
y  de  la  acción  del  Fiscal,  el  que  ese  delito  se  persiga, 
el  que  ese  delito  se  castigue,  el  que  la  violación  y  el 
atropello  sufran  el  correctivo  que  merecen. 

Por  tanto,  no  puede  esperarse,  no  puede  temerse 
que  aun  cuando  esto  ocurra,  aun  cuando  esto  suceda, 
venga  la  impunidad  por  el  camino  que  abre  el  art.  69, 
ó  ser  el  término  de  un  proceso  de  esta  índole. 


Tni 

Los  impugnadores  del  art.  69,  lo  mismo  el  Sr.  Mu- 
ñoz Chaves  que  los  Sres  Azcárate  6  Isasa,  daban  exa- 
geradas proporciones  al  peligro  que  trataban  de  com- 
batir y  desconocían  la  eficacia  del  recurso,  que  á  nues- 
tro juicio  es  suficiente.  Creemos  que  en  la  práctica  esto 
se  evidenciará  y  preferimos  ahora  seguir  con  interés 
la  práctica  de  la  ley  del  Jurado,  para  averiguar  en  qué 
casos  es  aplicable  lo  previsto  en  el  art.  69,  y  ver  la  ex- 
periencia que  de  ese  mismo  artículo  ha  de  resultar. 
Asistimos  á  su  ensayo  con  el  convencimiento  arraigado 
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que  acabamos  de  manifestar,  con  el  convencimiento 
arraigado  de  qne  se  trata  de  un  caso  excepcional  y  pofco 
ó  nada  frecuente, 

¿Eb  que  en  cate  caso  fallan  todos  los  recursos  y  son 
insuficientes  todos  los  medios  que  la  ley  ha  estableci- 
do? ¿Es  que  en  ese  caso  no  responden  el  art.  69  y  los 
recursos  en  él  establecidos,  á  lo  que  de  él  se  exige? 
Pues  entonces  declaramos  que  será  necesario  estudiar 
el  caso  en  que  eso  suceda  para  ver  quién  es  el  que  ha 
acertado,  para  ver  si  aciertan  las  partea  acusadoras 
cuando  desisten  de  su  acciónj  y  el  público  asiente  á 
ese  desistimiento  con  su  silencio,  ó  sí  acierta  el  que 
sospecha  que  todo  eso  será  obra  del  amaño  y  de  la  in- 
triga. 

Cuando  las  partes  acusadoras,  en  vista  de  los  resul- 
tados do  las  pruebas,  solicitan  la  absolución;  cuando 
no  hay  nadie  que  proteste,  esta  conducta  del  Miuiste- 
rio  fiscal  y  de  las  partes  acusadoras,  del  acusador  pri- 
vado, ¿puede  esperarse,  puede  temerse  que  realmente 
haya  allí  un  delito  que  no  se  va  á  perseguir?  ¿Es  que 
se  equivocan  los  acusadores?  ¿Es  que  el  público  ente- 
ro se  equivoca  ó  es  que  aciertan  los  que  consideran  to- 
das estas  cosas  con  la  suspicacia  de  los  impugnadorcís 
del  art.  69,  los  que  entienden  que  para  ese  delito  ha 
debido  conferirse  al  Tribunal  la  facultad  de  resolver 
por  sí,  aun  faltando  la  acusación? 

Y  en  cuanto  a  que  sean  inútiles  y  estériles  todos 
esos  recursos,  repetimos  lo  que  con  gran  elocuencia  de- 
cía el  Sr.  Maura  contestando  al  8r.  Muñoz  Chaves; 
fi Pongamos  que  el  Ministerio  fiscal  es  inepto  ó  preva- 
ricador. Pues  para  este  caso,  puesto  que  se  ha  notado 
este  peligro,  quien  quiera  recoge  la  acusación,  y  reco- 
gida, en  el  acto  está  mantenida  y  sigue  el  juicio. 

>T  dicen  los  que  impugnan  el  art.  69;  todo  esto  no 
basta;  los  ciudadanos  temen  mucho  intervenir  en  cau- 
sas, en  pleitos,  en  acusaciones.  Pues  yo  os  digo,  que  si 
la  representación  del  Estado  es  inepta  ó  prevaricadom 
y  el  que  sufrió  allanamiento  de  morada  ó  violación  de 
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la  correspondencia  ó  se  vio  injustamente  privado  de  la 
libertad  personal  abandona  su  puesto  y  renuncia  á  de- 
fender su  causa,  y  todos  los  ciudadanos  son  indiferen- 
tes á  los  derechos  políticos  y  civiles,  el  País  tiene  la 
justicia  que  merece;  y  es  en  vano  pensar  en  hacer  le- 
yes, porque  las  leyes  viven  en  las  costumbres,  en  la 
voluntad,  en  la  condición  humana,  no  en  la  letra  del 
periódico  oficial.» 


IX 


En  resumen:  el  art.  69  mantiene  los  principios  car- 
dinales del  sistema  acusatorio  y  evita  todos  los  peligros 
posibles^  dado  el  caso  que  estaraos  analizando. 

Cuando  llegue  ese  caso  mismo,  los  Jueces  de  dere- 
cho, una  vez  formulada  la  pregunta  de  sí  alguno  de 
los  presentes  mantiene  la  acusación,  si  á  esa  pregunta 
responden  todos  con  el  silencio  y  no  hay  nadie  que 
venga  á  usar  de  ese  recurso,  loa  Jueces  dictarán  sin 
más  trámites  auto  de  sobreseimiento  libre  por  falta  de 
acusación;  pero  si  hay  alguna  persona  que  quiera  sos- 
tener  aquélla,  podrá  hacerlo,  ¿cómo?  el  párrafo  segun- 
do del  art.  69  lo  explica  y  establece. 

En  ese  párrafo,  que  desarrolla  el  principio  contenido 
en  el  anterior,  se  exponen  las  reglas  a  que  deben  suje- 
tarse los  que  empleen  este  recurso. 

Eespecto  de  este  párrafo,  tenemos  que  hacer  una 
observación  preliminar.  El  Congreso,  al  redactarlo,  lo 
hizo  en  términos  distintos  de  como  estimó  oportuno 
redactarlo  el  Senado.  Decía  el  artículo  tal  como  quedó 
aprobado  en  el  Congreso; 

fl^Si  alguno  manifestara  que  hacía  suya  la  acusación 
y  tuviere  para  ello  capacidad  según  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  será  en  el  acto  tenido  por  parte  como 
tal  acusador,  y  podrá  ser  representado  y  defendido  en 
los  trámites  ulteriores  del  juicio,  continuando  éste  en 
todo  caso  sin  interrupción  ni  retroceso.* 
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El  Senado  alteró  esta  redacción,  diciendo: 

€  Cuando  alguna  persona  con  capacidad  legal,  sufi- 
ciente manifestase  que  hacía  suya  la  acusación,  será 
tenida  por  parte  como  tal  acusador,  si  además  estuvie- 
se dispuesta  á  sostener  en  el  acto  su  acusación,  bien  por 
sí  misma  si  fuese  Letrado,  bien  valiéndose  de  uno  que 
lo  sea,  y  continuará  en  todo  caso  el  juicio  sin  interrup- 
ción ni  retroceso,  sin  perjuicio  de  formalizar  luego  la 
representación  de  esta  parte  para  los  trámites  ulterio- 
res del  procedimiento.» 

Ha  prevalecido  la  redacción  de  este  artículo  confor- 
me la  acordó  el  Jurado.  Nosotros  creemos  que  en  esa 
modificación  introducida  por  la  Alta  Cámara,  hay  algo 
que  no  debiera  haberse  consignado;  algo  que  constitu- 
yendo una  verdadera  dificultad  para  el  empleo  de  este 
recurso  ha  debido  desecharse  y  que  la  Comisión  mixta 
debió  desechar;  porque  para  emplear  este  recurso  de 
que  tratamos,  ¿qué  es  necesario?  Pues  no  es  necesario 
más  sino  que  exista  una  persona  con  la  capacidad  legal 
suficiente,  que  declara  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal, que  haga  suya  la  acusación  y  la  mantenga  por  su 
exclusiva  voluntad. 

Con  eso  solamente,  con  eso  debía  bastar  para  que  el 

{'uicio  continuara,  porque  así  se  atendería  al  caso  posi- 
)le  de  que  sorprendiendo  á  alguno  que  presenciara  el 
juicio  el  desistimiento  de  la  parte  acusadora,  se  creye- 
ra en  la  obligación  de  acudir  á  la  necesidad  de  mante- 
ner la  acusación  y  hubiera  de  hacerlo  sin  preparación 
alguna,  sin  haber  llevado  al  acto  del  juicio  un  Abo- 
gado que  sostuviera  su  pretensión. 


Nosotros  concebimos  la  práctica  del  recurso  de  esta 
manera:  llega  el  caso  del  art.  69;  se  formula  la  pre- 
gunta; hay  entre  el  público  lín  ciudadano  que  quiere 
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Tnantener  la  acusación  y  lo  declara  así  en  alta  voz,  con- 
testando d  la  pregunta  del  Presidente. 

¿Es  aqnella  persona  capaz  para  mantener  la  acusa- 
ción? Pues  eso  basta  para  que  la  acusación  se  sosten- 
ga, eso  basta  ya  para  que  el  Tribunal  delibere,  eso 
basta  ya  para  que  el  juicio  continúe, 

¿Es  que  esa  persona  tiene  á  su  lado  un  Abogado 
ijue  está  dispuesto  en  el  acto  á  informal*  y  sostener 
la  acusación?  Pues  inmediatamente  debe  oírsele. 

¿Es  que  no  tiene  Abogado  que  lo  haga  y  quiere 
ella  por  sí  misma  llenar  este  trámite,  cumplir  este  de- 
ber? Pues  debe  oírsele. 

¿Es  que  para  sostener  la  acusación  sus  medios  inte- 
lectuales no  son  suficientes  j  que  harto  escasos  habían 
de  ser  para  no  bastar  á  este  propósito?  Pues  basta  con 
que  anuncie  el  propósito  de  sostenerla  para  que  el  jui- 
cio continúe^  el  Tribunal  falle,  los  jurados  den  su  ye- 
ledicto  y  se  verifique  desde  luego,  si  hay  lugar  á  que  se 
Terifique,  el  juicio  de  derecho. 

Esta  era  la  interpretación  que  el  Sr.  Maura  daba  al 
segundo  párrafo  del  art,  69,  tal  como  resultó  aprobado 
por  el  Congreso.  í:El  Sr.  Isasa,  decía,  como  el  Sr.  Mu- 
ñoz Chaves^  entienden  que  es  poco  práctico  lo  que  ha 
hecho  en  el  segundo  párrafo  de  este  art.  69  la  Comi- 
sión; porque  dicen  que  no  es  realizable,  que  no  es  fac- 
tible que^i  el  momento  de  estarse  celebrando  el  jui- 
cio, cuando  el  Fiscal  abandona  su  acusación  y  las  par- 
tes acusadoras  también  la  abandonan  ó  no  acuden  j  y 
no  hay,  por  tanto,  medio  de  que  siga  el  juicio;  cuando 
el  Presidente  invita  á  los  que  están  más  allá  de  la  ba- 
rra que  sostenga  alguno,  si  quiere,  la  acusación,  pueda 
comparecer,  sin  suspenderse  el  juicio,  ese  acusador  im- 
provisado. 

»La  dificultad  viene  de  que  el  Sr.  MuSoz  Chaves  de- 
€Ía  con  habüidad,  pero  no  con  exactitud^  es  decir,  no 
ateniéndose  á  la  letra  del  art.  69;  decía  que  puesto  que 
requerimos  en  ese  acusador  improvisado  capacidad, 
j  según  la  ley,  para  actuar  en  el  juicio,  es  menester 
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venir  vestido  con  todo  el  ropaje  procesal  del  Frooura- 
dor,  Abogado,  ote,  esto  no  se  puede  improvisar  en  el 
acto;  y  es  una  ilusión  lo  que  dice  ese  párrafo  segundo 
del  art.  69,  no  una  garantía.  Xo;  el  artículo  no  die& 
oso:  establece  que  basta  que  cualquiera  diga  que  man- 
tiene la  acusación,  y  habla  de  la  capacidad,  no  de  la. 
forma  de  comparecer,  porque  no  es  menester  qae  se 
muestre  parto  formalmente;  importa  que  tenga  capaci- 
dad, porque  siendo  este  un  acto  que  implica  responsa- 
bilidades jurídicas,  no  puede  realizarlo  siuo  una  per- 
sona capaz,  una  persona  sHijiiris^  una  persona  que,  se- 
gún  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  pueda  entablar 
una  acción,  y  cuando  no  lo  dijéramos  esto,  estaría  en 
la  ley  de  Eojaiciamiento  criminaL  ¿Qué  sucede?  Qne 
si  no  tiene  en  aquel  instante  Abogado,  hablará  él;  qae 
si  él  recelaba  porque  tenía  interés  en  el  asunto,  que 
podía  el  Piscal  desistir,  que  podía  la  parte  acusadora 
entenderse  con  el  procesado  para  que  no  hubiera  acu- 
sación; si  quiso  llevar  á  prevención  Abogado,  lo  lleva; 
que  si  no  lo  lleva,  se  queda  sin  él,  y  él  dice  lo  que  quie* 
re  sosteniendo  la  acusación,» 

Esto  era  lo  que  decía  el  segundo  párrafo  del  art.  69 
tal  como  fué  redactado  por  el  Congrego,  y  así  debe  en- 
tenderse este  segundo  párrafo;  pero  el  Senado  ha  mo- 
dificado las  condiciones  en  que  ha  de  veriflcarsc  este 
recurso,  desde  el  momento  en  que  se  exige- que  el  acu- 
sador, el  que  sostiene  la  acusación,  no  podrá  ser  teni- 
do por  parte  aun  cuando  tenga  capacidad  legal,  ei  ade- 
más no  está  dispuesto  á  sostener  la  acusación  en  el 
actOj  bien  por  sí  mismo  si  es  Letrado^  ó  valiéndose  d& 
uno  que  lo  sea. 

En  nuestro  sentir  es  tan  importante  esta  modifica- 
ción^ que  no  ha  debido  admitirse  en  manera  algima, 
y  creemos  debe  someterse  á  los  resultados  de  la  expe^ 
riencia  un  juicio  definitivo  acerca  de  este  punto,  que 
será  uno  de  los  que  exijan  más  pronto  reforma  en  la  ley 
del  Jurado  actual. 

El  tercer  párrafo  del  art,  69  dice  que  todo  lo  que 
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resulte  acerca  de  este  incidente  se  consignará  en  el 
acta  respectiva,  y  era  innecesario  advertirlo,  porque  ya 
hemos  dicho  que  la  ley  expresa  en  diferentes  lugares 
que  todo  cuanto  ocurra  en  las  sesiones  del  juicio  oral 
que  se  verifiquen  ante  el  Tribunal  del  Jurado,  ha  de 
constar  en  el  acta  en  la  forma  que  observaremos  cuan- 
do nos  ocupemos  en  el  artículo  correspondiente  de  la 
manera  de  redactarla. 


CAPÍTULO  X 

De  las  cuestiones  y  pregunta b  á  que  han  da  reBpondar 
los  jurados. 

Art.  70,  Concluido  en  su  caso  el  resumen  &  que  se  refiere  el 
art.  63;  al  Presidente  formulará  las  preguntas  que  el  jurado  haya 
de  contestar^  con  arreglo  á  las  conctnsiones  definitiraB  de  la  acojaa* 
CLÓn  y  da  la  defensa. 


Dos  cuestiones  suscita  el  examen  de  este  artículo; 
nna  de  ellas  es  la  relativa  al  momento  en  que  se  for- 
mulan las  preguntas,  y  otra  la  de  si  es  preferible  for< 
mular  preguntas,  ó  que  los  Jurados  redacten  el  vere- 
dicto refiriendo  por  sí  mismos  los  hechos.  Examinare- 
mos separadamente  estas  dos  cuestiones. 

La  mayor  parte  de  las  legislaciones  que  regulan  la 
manera  de  funcionar  el  Jurado,  establecen  que  las  pre- 
guntas se  formulen  antes  de  hacerse  el  resumen.  Nues- 
tra ley  en  este  punto  ha  seguido  la  opinión  contraria. 
Aquí  en  España,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley 
de  1888,  el  Presidente  hará  el  resumen  y  después  for- 
mulará las  preguntas  que  los  jurados  han  de  contestar. 

En  realidad,  es  indiferente  que  se  siga  uno  ú  otro  sis- 
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tema;  nosotros,  después  de  pensarlo  mucho,  no  enoon* 
tramos  ventajas  muy  definidas  en  adoptar  el  que  esta- 
blece la  ley  española  ó  el  que  establecen  las  demás  le- 
yes; pero  sin  género  alguno  de  duda,  va  que  el  resu- 
men se  ha  de  concretar  el  resultado  del  debate,  ya  que 
ha  de  sintetizar  al  resultado  de  las  pruebas  y  de  las 
alegaciones  de  las  partes  que  han  interrenido  en  el 
juicio,  puede  parecer  preferible  que  después  de  esa  sín- 
tesis, después  que  ese  resumen  del  debate  le  compen- 
die, venga  lo  que  es  una  consecuencia  natural  del  re- 
sumen mismo,  lo  que  ha  de  ser  como  un  sumario  de  los 
temas  tocados,  tratados  y  desenvueltos  en  el  discurso 
del  Presidente. 

Por  tanto,  creemos  que  en  la  indiferencia  que  puede 
inspirar  uno  ú  otro  procedimiento,  acaso  haya  sido  lo 
mejor  lo  que  la  ley  española  dispone. 


n 

En  cuanto  á  la  forma  de  dictarse  el  veredicto  y  á 
si  ha  de  hacerse  por  medio  de  preguntas  que  hayim 
de  contestar  con  un  monosílabo  los  jurados,  ó  sí  ha  de 
encomendarse  á  los  jurados  la  redacción  de  los  resul- 
tandos en  vista  de  las  pruebas  practicadas  y  de  las  ale- 
gaciones hechas,  nosotros  optamos,  desde  luego,  re- 
sueltamente por  el  sistema  de  las  preguntas  que  se  ha 
aceptado,  establecido  y  desenvuelto  en  la  ley. 

Son  muy  pocos  los  tratadistas  que  opinan  en  contra 
de  este  sistema.  Desde  luego,  su  opinión  no  tiene  gran 
valor  ni  gran  autoridad,  como  lo  prueba  el  hecho  de 
que  donde  quiera  que  se  encuentra  establecido  el  Ju- 
rado se  ha  seguido  el  sistema  de  dirigirle  preguntas, 
para  que  en  el  veredicto  las  conteste  de  una  manera 
afirmativa  ó  negativa. 

Es  más:  creemos  contrario  á  la  índole  del  Jurado  y 
al  mecanismo  con  arreglo  al  cual  el  Jurado  se  estable- 
-ce,  que  éste  aprecie  las  pruebas  y  declare  los  hedioa 
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probados  redactando  resultandos;  en  primer  lugar,  por- 
que para  hacerlo  de  un  modo  eficaz  y  acertado  se  nece- 
sitan conocimientoB  jurídicos  que  son  indispensables 
para  comprender  y  apreciar  á  primera  vista  cuáles  son 
los  hechos  que  deben  tomarse  en  cuenta  de  ima  manera 
más  especial  y  concreta,  y  el  Jurado  no  sabría  dctermi- 
nar  cuál  de  éstos  había  de  incluirse  en  los  resultandos, 
porque  para  hacerlo  es  preciso  considerar  el  concepto 
jurídico  del  delito  y  hacer  esa  referencia  en  relación 
al  delito  mismo,  á  su  figura  legal  y  á  sus  condiciones 
de  derecho.  Además,  dada  la  organización  del  Jurado, 
sería  difícil  que  desempeñara  esta  misión  de  una  ma- 
nera concienzuda,  y  como  la  ley  ha  querido  que  la 
desempeñe. 

Si  hubiera  de  encomendársele  esa  redacción,  se  obli- 
garía á  los  jurados  á  que  designaran  una  ponencia  de 
entre  sus  individuos,  lo  que  pondría  en  manos  de  este 
ponente  una  autoridad  extraordinaria  ó  ilimitada,  que 
anularía  la  iniciativa  y  libertad  de  juicio  de  la  mayor 
parte  de  sus  compañeros.  Optamos,  pues,  por  el  siste- 
ma de  preguntas,  el  más  racional  y  más  adecuado  á  la 
naturaleza  de  este  Tribunal  y  el  más  conforme  á  las 
exigencias  del  juicio,  que  después  de  todo  tiene  la  san- 
ción de  una  gran  práctica  y  la  aprobación  que  le  tri- 
butan, no  sólo  la  mayor  parte  de  los  tratadistas,  sino 
la  unanimidad  de  los  legisladores  consagrados  á  esta- 
blecer y  regular  el  desempeño  de  la  función  de  jurado. 


m 

El  principio  general  que  ha  de  tenerse  en  cuenta 
para  formular  las  preguntas  es  el  siguiente;  Hay  que 
hacer  en  cada  causa  tantas  preguntas  al  Jurado  como 
sean  necesarias  para  formar  la  figura  jurídica  del  he- 
ehü  de  que  se  trata  en  su  conjunto,  en  su  base  princi- 
pal, en  sus  circunstancias  cualificativas,  accidentales  y 
modificativas,  en  el  grado  de  ejecución  á  que  ha  lle- 
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gado  el  delito  y  en  la  participación  que  ea  61  han  te 
nido  los  que  han  cooperado  á  ejecutarlo. 

Los  Presidentes  se  atendrán  en  primer  lugar  á  esta 
regla  para  formular  las  preguntas  y  observarán  ademáa 
las  que  se  desprenden  de  los  restantes  artículos  de  este 
capítulo.  Sólo  haciéndolo  así  será  el  veredicto  comple- 
to ^  y  podrá  ser  congruente  con  él  la  calificación  que 
haga  el  Tribunal  de  derecho  en  los  considerandos  de 
la  sentencia  que  ponga  término  al  juicio, 

Porque  para  formular  las  preguntas  es  indispensa- 
ble proceder  do  esta  manera j  teniendo  en  cuenta  Im 
hechos  y  el  derecho,  lo  que  resulta  de  las  pruebas  y  lo 
que  establece  el  Código  penal ;  porque  las  preguntas 
desenvuelven  la  relación  que  existe  entre  los  hechos  y 
el  derecho  mismo;  porque  para  redactarlas  hay  que 
partir  de  los  hechos,  que  son  el  elemento  realj  rairando 
al  derecho,  que  es  el  elemento  ideal,  hemos  soatemdo, 
sostienen  casi  todos  los  tratadistas  y  establece  nu^tra 
ley,  de  acuerdo  con  las  de  todos  los  pueblos,  que  &ea 
el  l'residente  quien  las  formule  y  que  los  jurados  con- 
testen á  cada  una  de  ellas  si  ó  no. 

El  Fiscal  y  los  Abogados  de  las  partes  deben  a¿- 
mismo  procurar  que  esta  regla  quede  cumplida  al  for- 
mularse las  preguntas^  y  usarán  para  ello  de  los  medios 
que  les  otorga  la  ley, 

Art*  71,  Cuando  laa  coacluaionea  de  la  acusación  y  deUdt- 
fensa  sean  contradictorias,  de  tal  auerte  que,  resuelta  una  en  ntor 
ti  el  o  afirmativOj  no  pueda  menos  do  quedar  resuelta  la  otra  en  MO- 
tido  negativo j  ó  viceveraa^  ae  íormulArá  una  eola  pregan ta« 

Se  ha  censurado  la  redacción  de  este  artículo  porquí 
quizás  no  es  bastante  clara.  Nosotros  no  lo  entende- 
mos asi. 

Desde  luego,  no  hay  para  qué  advertir  que  no  ordena 
este  artículo  que  se  formule  una  sola  pregunta  (cuan- 
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do  las  conclusiones  de  la  acusación  y  de  la  defensa  sean 
contradictorias  en  la  forma  que  el  mismo  establece),  en 
el  sentido  de  que  no  haya  de  hacerse  á  los  jurados  más 
que  una  sola  pregunta  en.  las  causas  donde  eso  ocu- 
rra. Esta  interpretación  sería  absurda,  ilógica j  irra- 
cional. 

Lo  que  ha  dicho  el  legislador  en  este  artículo  es 
-que,  respecto  de  cada  cuestión  planteada,  que  respecto 
de  cada  cuestión  que  se  plantee  y  que  haya  de  resol- 
Terse  por  el  veredicto  del  Jurado,  no  se  haga  más  que 
una  sola  pregunta,  con  tal  de  que  esa  pregunta  la 
pueda  dar  por  definitivamente  resuelta;  y  que  si  hu- 
biera alguna  cuestión  que,  por  ser  explicada  de  dife- 
rente manera  por  loa  defensores  y  acusadores,  necesita- 
re más  de  una  pregunta  pai^a  quedar  terminantemente 
fijada  y  resuelta,  se  hagan,  respecto  de  ella,  dos  ó  más 
preguntas,  todas  las  que  sean  necesarias. 

En  suma,  que  no  se  haga  nunca  una  pregunta  qne 
esté  explicada  de  una  manera  terminante  por  la  con- 
testación que  se  haya  dado  á  otra  pregunta  contraria, 
porque  sería  innecesario  fatigar  al  Jurado  con  cuestio- 
nes ya  resueltas,  y  porque  además  se  correría  el  riesgo 
de  que  haya  contradicción  en  el  veredicto  siempre  que 
la  redacción  de  las  preguntas  consagradas  á  resolver 
la  misma  cuestión  implicara  dudas  y  confusiones  que 
habrían  de  traer  verdaderas  dificultades  al  Jurado  para 
el  desempeño  de  su  misión. 

Art.  72,  El  hecho  principal  ser&  Biempre  objeto  de  !a  pr hue- 
ra pregunta,  pero  respecto  de  él,  como  respecto  de  los  demás  so- 
bre qne  hajon  versado  las  pruebas  del  juicio  ^  podrán  hacerse  tan- 
tas preguntaa  cuantas  fueren  necesarias  para  que  ea  las  coatestfl- 
ciones  de  los  j tirados  baya  unidad  de  concepto,  y  para  que  no  se 
acumulen  en  tina  misma  pregunta  términos  que  puedan  ser  con- 
testados afirmativamente  unos  y  negativamente  otros.  , 

Sin  peijuicio  de  la  cuestión  de  culpabilidad  6  inculpabilidad  del 
.itgeinte,  sobre  la  cual  declaran  los  jurados  con  libertad  de  eoDcien- 
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cia  los  hecliofl  contenidos  en  las  preguntas^  ya  sean  relatiTos  á  ele- 
mentos moraks,  ya  materiales,  aeran  los  referentes  k  la  existí ncii 
de  estos  mismos  elementos  del  delito  imputrido,  á  la  participación 
de  loB  BGUBadoB^  eomo  autores,  címplices  ó  encubridores,  al  estado 
de  coneumaciónj  frustramiento^  testa  tira,  conspiración  ó  proposí- 
ci6n  a  qne  llegó  el  delito^  y  á  las  circunstancias  eximentes,  &ta- 
nnantes  ó  agravantes  qne  hubieren  concnmdo. 

Si  por  la  acusación  ó  la  defensa  se  suscitare  la  coestióü  ñe  coa- 
sid erarse  cometido  el  delito  por  imprudencia  punible,  se  fonnüli- 
rán  las  preguntas  encaminadas  á  qne  el  veredicto  del  Jurade  col 
teste  respecto  á  si  los  be  dios  6  serie  de  hechos  se  ejecütaroD  eoa 
intención^  ó  con  descuido  6  negligencia  graves ,  ó  con  simple  neg'li' 
geucia  6  descuido. 

Si  en  cualquier  delito  6  circanstancias  del  mismo  se  contavic^ 
algún  concepto  exclusivamente  jurídico  qne  pueda  apreciarle  ind^ 
pendientemente  da  los  elementos  maleríalea  6  morales  constitutirof 
del  delito  ó  de  sna  circunstanciaBj  no  se  formulará  sobre  él  pregan- 
ta  alguna,  reservándose  su  apreciación  á  la  Sección  de  derecho. 


Este  artículo  estaba  redactado  por  el  Congreso  de 
muy  distinta  manera  á  como  lo  aprobó  la  Alta  Cáma- 
ra. La  redacción  de  la  Alta  Cámara  es  la  que  ha  pre- 
valecido en  la  ley.  La  Comisión  del  Congreso  lo  liabía 
redactado  en  la  forma  siguiente;  *E1  hecho  principal 
será  siempre  objeto  de  la  primera  pregunta  y  se  formu- 
lará otra  por  cada  hecho  ó  conjunto  de  hechos  referen- 
rentes  á  las  circunstancias  eximentes,  atenuantes  y 
agravantes  de  responsabilidad  que  comprendan  las 
conclusiones  de  la  acusación  y  de  la  defensa,  así  como 
los  relativos  á  las  faltas  incidentales.  Cuando  fueren 
complejos  los  hechos  que  hayan  de  ser  juzgados,  se 
formularán  todas  las  preguntas  precisas  para  la  me- 
jor determinación  y  aclaración  de  los  elementos  que 
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entren  en  aquéllos j»  Este  articulo  en  esa  forma  fué 
enérgicamente  combatido  en  el  Senado.  La  Comisión 
le  retiró  y  le  redactó  como  aparece  incluido  en  la  ley. 

Indudablemente,  la  forma  aceptada  y  que  al  fin  ha  \^ 

prevalecido,  es  preferible,  porque  el  art.   72^  tal  coma  "J 

pueden  verlo  nuestros  lectoreSj  atiende  mejor  á  las  ne* 
cesidades  que  ha  de  satisfacer,  .que  en  la  forma  con-  ( 

creta  y  excesivamente  lacónica  en  que  le  había  pro-  i 

puesto  la  Comisión  del  Congreso.  J 

Aunque  nosotros  formamos  parte  de  esta  última,  no  ' 

nos  negamos  A  reconocer  en  qué  ha  sido  mejorada  núes-  ; 

tra  obra.  Eso  nos  autoriza  también  á  censurar  y  criti- 
car las  reformas  que  no  merecen  aplauso. 


n 

El  principio  general  á  que  obedece  este  artículo  es  1 

el  de  que  se  hagan  muchas  preguntas  al  Jurado  &  fin  de 
que  la  cuestión  se  distribuya  en  ellas  de  tal  suerte, 
que  todos  los  pormenores  importantes,  todos  los  acci- 
dentes, y  todas  las  circunsíaucias  capaces  de  dar  á  los 
hechos  una  figura  jurídica  distintaj  sean  apreciados  y 
estimados  por  el  Tribunal. 

Nosotros,  que  hemos  de  ser  muy  sobrios  en  el  esa- 
men de  toda  esta  parte  de  la  ley,  porque  creemos  que 
lo  más  acertado  es  encomendarla  al  celo  y  á  la  inteli- 
gencia de  los  que  la  han  de  aplicar,  y  porque  acaso 
nuestra  explicación  no  contribuyera  sino  á  suscitar  en 
su  ánimo  dudas  y  dificultades  que  deben  evitarse;  nos- 
otros creemos  que  desde  luego  el  Presidente  del  Tribu- 
nal debe  adoptar  como  norma  de  conducta  para  practi-  <  • 
car  el  art.  72  y  siguientes,  esta  regla:   hay  necesidad  • 
de   formular  al  Jurado  muchas  pregimtas  y  breves,  á  I 
fin  de  que,  como  dice  con  acierto  el  párrafo  primero 
del  artículo  que  estamos  comentando,  no  so  acumulen  i 
en  una  misma  pregunta  términos  que  pueden  ser  con-  ' 
testados  afirmativamente  los  unos  y  negativamente  los                           '^ 

'i 
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otros  y  á  fin  de  que  por  medio  de  esta  dÍYÍsióii,  de  este 
desmenuzamiento  de  los  hechos  ^  resulte  el  ver^ilicto 
tan  claro  y  concluyente  como  es  preciso  para  que  sir- 
va de  base  á  la  sentencia.  Así,  procediendo  de  esa  ma- 
nera, no  podrán  suscitarse  jamás  confusiones,  ni  al  Tri* 
bunal,  ni  al  Jurado,  ni  aun  á  los  jurados  que  tengan 
menoa  condiciones  de  ilustración  y  cultura. 


El  párrafo  segundo  de  este  artículo  detalla  bien  el 
objeto  á  que  ha  de  responder  cada  una  de  las  pregim- 
tas  que  se  formulen.  No  hay  que  advertirlo,  pero  es 
indudable  que  si  son  varias  las  circunstancias  eximen- 
tes, atenuantes  ó  agravantes  que  se  suponga  han  con- 
currido, cada  una  de  estas  circunstaneiaa  deberá  ser 
objeto  de  una  pregunta. 

Circunstancias  habrá  que  exijan  más  de  una  pregun- 
ta para  formularse,  como,  por  ejemplo,  la  de  embria- 
guez, el  haber  ejecutado  el  hecho  el  inculpado  en  de- 
fensa de  su  persona  ó  de  su  derecho,  ó  en  defensa  ile  la 
persona  ó  derechos  de  un  pariente  ó  de  un  extraño; 
porque  estas  circunstancias  no  son  apreciables  sino 
cuando  se  realizan  y  cumplen  todas  las  indicación^ 
que  las  constituyen;  y  para  declarar  que  han  concum- 
do  es  necesario  quo  resulten  en  el  veredicto  todas  esas 
indicaciones  demostradas. 

Al  que  se  embriaga,  por  ejemplo^  se  le  estima  como 
circtmstancia  atenuante  el  hecho  de  la  embriagae^ 
cuando  no  es  habitual.  De  manera  que  las  preguntas 
que  se  formulen  respecto  del  que  se  embriaga  debea 
ser,  una  encaminada  á  que  diga  el  jurado  si  entiende 
que  el  autor  del  hecho  estaba  embriagado  cuando  te 
cometió;  otra  que  se  dirija  a  que  declare  si  á  su  juicio, 
por  lo  que  resulta  del  examen  de  las  pruebas  que  se 
han  alegado  en  la  Tista,  el  autor  del  delito  tiene  cos- 
tumbre de  embriagarse  ó  no  tiene  esa  costumbre. 
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En  cuanto  á  la  forma  en  que  hayan  de  hacerse  las 
pregiiTitas,  no  necesitamos  añadir  aquí  nada  á  lo  que 
hemos  dieÍLO  en  la  Introducción  sobre  la  distinción  entre 
el  hecho  y  el  derecho.  Allí  lo  manifestamos.  Opinamos 
que  en  todos  los  casos  el  hecho  puede  distinguirse  per- 
fectamente del  derecho;  no  hay  confusión  posible  entre 
uno  y  otro^  y  por  tanto»  será  obra  facilísima,  á  poco  em- 
peño que  se  ponga  en  realizarla  bien,  la  de  distinguir 
esos  elementos  por  lo  que  toca  á  cada  una  de  las  pre- 
g:ontas  A  que  se  refieren  los  párrafos  primero,  segun- 
do y  tercero  del  art.  72. 

Puede  ocurrir  la  necesidad  de  formular  preguntas 
subsidiarias.  Se  procederá  como  en  los  demás  casos, 
cuando  esto  suceda.  Si  hay  un  hecho  que  se  presta  á 
diversas  interpretaciones,  que  es  el  caso  de  que  puede 
proceder  esa  necesidad,  se  formulará  una  pregunta  res- 
pecto de  cada  interpretación,  para  que  el  jurado  escoja 
y  sancione  con  su  voto  la  que  estime  más  conforme  con 
el  resultado  de  las  pruebas.  Estas  preguntas  deben 
formularse  de  suerte  que  vayan  unas  inmediatamente 
después  de  otras. 


Aun  cuando  hemos  encontrado  preferible  la  redac- 
ción que  adoptó  el  Senado,  y  que  al  cabo  ha  prevaleci- 
do para  el  arit.  72,  no  admitimos  el  último  párrafo  de 
ese  artículo.  Declaramos  que  no  hemos  entendido  bien 
ese  último  párrafo.  No  hay,  á  nuestro  juicio,  jamás,  con- 
cepto alguno  exclusivamente  jurídico  en  un  proceso; 
todo  concepto  jurídico  tiene  como  base  un  hecho;  es 
decir,  que  todo  concepto  jurídico  resulta  aplicable  á 
un  proceso  por  un  hecho  que  justifica  su  aplicación. 
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Al  Jurado  no  se  le  pregunta  nunca  por  el  coüc^pto 
jurídico,  no  se  le  debe  preguntar  jamás  por  el  concep- 
to jurídico;  al  Jurado  so  le  pregunta  siempre  por  he* 
ellos,  por  circunstancias  de  hecho  capaces  de  modificar 
el  concepto  jurídico  cou  que  se  califican  los  hechos 
mismos,  no  por  otra  cosa.  Esto  está  tan  en  la  índole  del 
Jurado  y  tan  en  el  mecanismo  y  manera  de  desarrollar 
el  principio  á  que  responde  la  institución  que  ha  adop* 
tado  la  ley,  que  no  era  necesario  advertirlo  en  el  ar- 
tículo 72. 

Lo  dicho  en  su  lUtimo  párrafo  indudablemente  pro- 
ducirá dificultades  en  algunos  casos,  en  aquellos  eiiqu& 
se  trate  do  arrebatar  al  conocimiento  del  Jurada,  so 
pretexto  de  referirse  al  concepto  exclusivaracDÍe  jari- 
dico^  pormenores  y  hechos  que  entran  en  su  competen- 
cia. Es  indispensable  que  los  Abogados  que  hayan  de 
funcionar  ante  este  JnradOj  estén  prevenidos  contra  la 
posibilidad  de  que  esto  suceda;  y  dado  caso  de  que  por 
alguno  se  trate  de  arrebatar  al  conocimiento  del  Jura- 
do  lo  que  es  de  su  competencia^  se  opongan  de  una  ma- 
nera decidida  y  resuelta  á  que  esto  se  haga^  porque  ha- 
cer eso  es  desconocer  la  misión  del  Jui^ado  y  la  eonve^ 
niencia  de  la  ley. 

El  recurso  de  casación  garantiza  el  cumplimiento  de 
esta  regla,  porque  procederá  casar  una  sentencia  siem- 
pre que  se  haya  cometido  error  de  derecho  en  la  cali- 
ñcación,  y  habrá  error  cuando  se  haga  alguna  califica- 
ción que  no  tenga  la  base  de  un  hecho  probado  con- 
forme al  veredicto. 

Nosotros  somos  opuesto»  j  y  por  eso  procedemos  con 
sobriedad  en  el  examen  y  análisis  de  este  artículo;  nofr 
otros  somos  opuestos  á  decir,  respecto  de  las  pregimias 
que  han  de  formularse  al  Jurado,  nada  que  deisnatura- 
lice  ó  extravíe  el  concepto  fundamental  de  la  ley  vi- 
gente en  esta  materia,  y  así  concluímos  afirmando:  Pri- 
mero: que,  todo  lo  que  sean  hechos,  elementos  de  he- 
cho, circunstancias  capaces  de  modificar  los  hechos, 
como  elementos  de  circunstancias  morales,  ó  como  ele^ 
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mentes  de  circunstancias  materiales;  que  todo  hecho 
que  ha  de  deducirse  de  la  prueba,  que  ha  de  apreciarse 
en  vista  do  la  prueba,  corresponde  al  Jurado.  Segundo: 
que  el  concepto  jurídico,  la  calificación  jurídica,  la  re- 
lación entre  los  hechos  y  la  ley,  su  determinación  y  ca- 
lificación, y  el  que  esa  relación  se  cumpla  ó  no  se  cum- 
pía,  pertenece  al  Tribunal  de  derecho, 

Art*  73.  St  el  reo  fueas  mayor  3e  nueve  ftfíoa  y  menor  de 
quince,  se  formulará  una  pregunta  especial,  para  que  el  Jurado  re- 
suelva ai  lia  obrado  ó  no  con  discernimiento. 


Nada  tenemos  que  decir  de  este  artículo.  Se  trata  de 
apreciar  por  los  hechos  que  resultan  de  las  pruebas,  si 
el  reo  mayor  de  nueve  años  y  menor  de  quince  ha 
obrado  ó  no  con  discernimiento. 

Ya  heraos  dicho  en  la  Introducción,  reñriéndonos  á 
este  pormenor,  que  no  se  trata  aquí  de  un  concepto 
jurídico;  para  esto  y  para  todo  lo  que  decimos  en  el 
comentario  del  artículo  anterior,  nos  referimos  á  la 
doctrina  que  hemos  desenvuelto  acerca  de  lo  que  son 
verdaderos  conceptos  jurídicos.  Aquí  se  trata  de  uu 
concepto  moral,  que  ha  de  desprenderse  de  los  hechos 
alegados;  concepto  moral  al  cual  tiene  que  atender  el 
Jurado  por  declaración  expresa  de  la  ley,  y  le  atende- 
ría aun  cuando  no  existiera  este  art.  73,  sólo  por  lo 
que  el  art.  72  dice^  para  resolver  y  declarar  lo  que  es- 
time exacto  y  procedente, 

Art,  74*  Si  fueren  dos  ó  más  los  procesados  en  el  juicio,  «e 
formularán  pregan taa  separadas  por  cada  uno;  y  ai  liubiesen  Bido 
objeto  del  juicio  doa  ¿  más  delitos,  se  formularan  también  respecto 
k  eada  uno  todas  las  preguntas  correspondientei* 

Cuando  sean  dos  ó  más  los  procesados  on  una  cansa j 
han  de  formularse  respecto  de  cada  uno  de  ellos,  las 
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preguntas  que  motivan  los  hechos,  que  respecto  de  los 
mismos  resulten  probados,  huyendo  cuidadosamente 
de  comprender  á  más  de  un  reo  en  ima  sola  pregunta, 
ya  para  que,  como  dice  el  párrafo  primero  del  art.  72, 
no  se  acumulen  los  términos  que  pueden  ser  contesta- 
dos afirmativamente  unos  y  negativamente  otros,  ya 
porque  ha  de  tenerse  para  esto  un  criterio  subjetivo 
que  inspira  la  necesidad  de  que,  respecto  de  cada  pro- 
cesado, se  hagan  las  preguntas  que  resulten  necesarias, 
dada  la  participación  personal  que  hajan  tenido  en  los 
hechos,  que  en  pocos  casos  será  idéntica  tratándose  de 
dos  procesados. 

Cuando  se  trate  de  más  de  im  delito,  deberán  tam- 
bién hacerse  con  separación  las  preguntas  relativas  á 
uno  y  otro,  por  razón  de  la  regla  general  contenida 
en  el  párrafo  primero  del  art.  72,  que  tantas  veces  he- 
mos repetido. 

Art.  75.  El  Presidente  formulará  además  las  preguntas  que 
resultaren  de  las  pruebas,  aunque  no  hubieran  sido  comprendidas 
en  las  conclusiones  de  la  acusación  y  de  la  defensa. 

El  Presidente  no  podrá  formular  preguntas  que  ti^idan  á  de- 
clarar la  culpabilidad  del  acusado  ó  acusados  por  un  delito  más  gra- 
ve que  el  que  Hubiese  sido  objeto  de  la  acusación. 

No  se  formularán  tampoco  preguntas  sobre  responsabilidad 
civil  de  los  procesados,  ni  de  otras  personas. 


Habiendo  atribuido  el  art.  70  al  Presidente  la  facul- 
tad de  formular  las  preguntas,  era  de  todo  punto  inne- 
cesario lo  que  dispone  el  art.  75,  que  estimamos  oca- 
sionado, si  no  se  interpreta  y  aplica  de  una  manera 
restringida  y  limitada,  que  su  carácter  excepcional  re- 
comienda, á  producir  abusos  verdaderamente  lamen- 
tables. 
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Hemos  aceptado  sin  género  alguno  de  vacilaciones, 
la  doctrina  de  que  sea  el  Presidente  quien  formule  las 
preguntas,  á  pesar  de  que  ésta  no  es  una  doctrina  uná- 
nimemente admitida,  porque  hay  tratadistas  que  sos- 
tienen que  no  es  el  Presidente  sino  las  partes  quienes 
deben  formular  las  preguntas;  que  éstas  deben  ser  acep- 
tadas ó  no  por  la  Sección  de  derecho,  dando  lugar  la 
manera  de  formularlas  á  los  recursos,  de  que  también 
habla  nuestra  ley  en  el  art.  77. 

Prácticamente  debe  precederse  así:  el  Presidente  es 
el  que  debe  formular  las  preguntas,  porque  en  las  pre- 
guntas debe  existir  aquel  elemento  de  imparcialidad  y 
neutralidad  que  la  ley  atribuye  al  Presidente  del  Tri- 
bunal en  los  juicios  ante  el  Jurado,  de  cuyo  carácter 
no  debe  olvidarse  jamás,  puesto  que  es  una  de  las  ba- 
ses del  sistema  acusatorio  y  una  de  las  bases  de  todo 
el  procedimiento  criminal,  adoptado  por  las  leyes  vi- 
gentes hoy  en  España.  A  fin  de  que  las  preguntas  no 
representen  nunca  un  deseo,  una  aspiración  ó  un  pro- 
pósito parcial;  á  fin  de  que  las  preguntas  sean  el  refle- 
jo del  conjunto  de  todo  el  resultado  del  juicio,  y  á  fin 
de  que  con  las  preguntas  no  se  persiga  sino  un  fin  ar- 
mónico y  total,  creemos  nosotros  que  es  inatacable  la 
doctrina,  que  es  inatacable  el  precepto  que  encomienda 
la  redacción  de  esas  preguntas  al  Presidente. 

Pero  el  Presidente  para  formularlas  debe  tener  en 
cuenta,  en  primer  término,  el  verdadero  resultado  del 
juicio,  visto  con  aquella  imparcialidad  que  la  ley  reco- 
mienda, y  en  segundo  lugar,  las  alegaciones  de  las  par- 
tes, á  fin  de  mantener  en  este  período  del  juicio  mismo 
el  carácter  de  contienda  entre  los  acusadores  y  defen- 
sores que  ha  querido  la  ley  que  tenga  en  todo  su  des- 
arrollo. 

Bastaba,  pues,  con  haber  añadido  al  art.  70,  donde 
dice:  «el  Presidente  formulará  las  preguntas  que  los*ju- 
rados  han  de  contestar  con  arreglo  á  las  conclusiones 
definitivas  de  la  acusación  y  la  defensa,»  esta  breve 
frase:  «y  á  los  resultados  del  juicio.»  Si  es  que  se  pre- 


Digitized  by 


Googl( 


Ilft'  OOMKKTABIOa   Á  LA  LEY  DKL  JUBADO 

sume  quG  en  alguna  ocasión  fuera  posible,  cosa  después 

de  todo  yerdaderamente  improbable,  que  las  conclusio- 
nes deñüitivas  de  la  acusación  y  de  la  defensa  no  con- 
tuvieran todos  loa  resultados  del  juicio. 

II 

Lo  que  dispone  el  art,  75  no  es  más  que  una  amplia- 
ción de  ese  concepto  amplísimo^  que  puede  ser  peligro- 
BOj  ya  lo  hemos  dicho,  si  se  le  atribuye  mayor  latitud 
de  la  que  nosotros  le  reconocemos,  y  que  se  admitió 
por  el. sistema  de  compensaciones  y  transaciones  que 
ha  presidido,  como  ya  hemos  dicho  diferentes  veces,  al 
desarrollo  de  la  base  fundamental  del  Jurado  en  la  ley 
de  1888. 

No  concede,  por  lo  tanto,  esta  artículo*un  poder  ar- 
bitrario á  los  Presidentes  del  Tribunal,  antes  bien,  con 
arreglo  á  lo  que  se  indica  en  los  párrafos  primero,  se- 
gundo y  séptimo  del  art.  76,  en  los  lugares  donde  sa 
cita  y  recuerda  lo  dispuesto  en  el  mismo,  está  claramen- 
te afirmado,  que  estas  facultades  ha  de  usarlas  el  Pre- 
sidente de  acuerdo  con  lo  que  opinan  los  demás  Magis- 
trados, y  que  su  uso  ha  de  ser  el  resultado  de  las  deli- 
beraciones de  la  Sección  de  derecho. 

m 

Pero  no  es  esta  la  úoíca  limitación  que  establece  la 
ley  para  que  el  Presidente  pueda  formular  las  pregun- 
tas que  no  estén  comprendidas  en  las  conclusiones  de 
la  acusación  y  de  la  defensa.  Dice  el  párrafo  según  tío 
del  art.  75,  que  no  podrá  formular  preguntas  que  tien- 
dan á  declarar  la  culpabilidad  del  acusado  ó  acusa- 
dos^ por  nn  delito  más  grave  del  qno  hubiese  sido  ob- 
jeto de  la  acusación,  y  esto  no  ha  de  entenderse  al 
pie  de  la  letra,  sino  que  ha  de  entenderse  en  el  sentí- 
do  de  que  el  Presidente  no  puede  formular  preguntas 
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de  cuya  contestacióu  resulte  que  el  veredicto  pueda 
afirmar  hechos  constitutivos  de  una  figura  jurídica  más 
grave  que  aquella  que  ha  sido  objeto  de  la  acusación. 

Por  tauto,  no  podrá  el  Presidente  formular  pregun- 
tas que  tiendan  á  declarar  la  culpabilidad  del  acusado 
ó  acusados  por  un  delito  más  grave  que  el  que  hubie* 
ra  sido  objeto  de  la  acusación,  ni  podrá  formular  pre- 
guntas que  tiendan  á  declarar  la  culpabilidad  del  acu- 
sado  ó  acusados  por  otro  delito  además  de  aquel  que 
hubiera  sido  objeto  de  la  acusación,  ni  entendemos 
nosotros  que  podrá  formularlas  de  suerte  que  resulte 
que  el  acusado  ó  acusados  son  autores  de  un  delito 
con  circunstancias  modificativas  agravantes  distintas 
de  las  que  hubieren  sido  objeto  de  la  acusación  ó  de 
la  defensa. 

Entendemos^  que  quebrantara  estas  reglas  el  Presi- 
dente que  haga  preguntas  encaminadas  á  declarar  cir- 
cunstancias  agravantes  que  no  hayan  sido  objeto  de  la 
acusación;  de  suerte,  que  la  facultad  del  Presidente  vie- 
ne á  quedar  reducida  á  recoger  en  las  preguntas  aque- 
llos elementos  morales  ó  materiales  que  se  desprendan 
de  las  pruebas,  y  que  claramente  resulten  del  juicio, 
que  no  hayan  sido  estimados  por  la  acusación  ó  por  la 
defensa  en  sus  conclusiones,  y  que  vengan  á  corrobo- 
rar, ó  puedan  corroborar,  dándoles  nueva  base  y  mayor 
fundamento,  las  respectivas  conclusiones  alegadas  por 
una  ú  otra  parte. 

En  todo  juicio,  en  la  vista  de  todo  proceso,  lo  que  se 
discute  es  si  se  han  cometido  ciertos  hechos,  cuyo  con- 
junto da  por  resultado  una  figura  jurídica;  y  en  sus 
pregimtasj  el  Presidente  no  debe  encaminarse  á  alte- 
rar esa  figura  jurídica.  La  figura  jurídica  que  se  ha  dis- 
cutido es  la  base  de  todo  el  juicio,  y  el  sistema  acusa- 
torio consiste  precisamente  en  que  esa  figura  jurídica 
no  se  altere  por  voluntad  del  Tribunal,  ni  por  iniciati- 
va del  Presidente. 

Ya  veremos,  al  examinar  el  art,  92,  cómo  la  doctri- 
na que  ese  artículo  expone,  no  es  opuesta  á  la  que 
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nosotros  sostenemos  aliora.  De  todas  suertes,  entende- 
mos lo  que  aquí  hemos  dicho  como  regla  de  conducta 
á  que  debe  atenerse  el  Presidente  en  el  ejercicio  de  h 
dispuesto  en  elart.  75, 


Art*  76.     La  fórmula  de  las  preguntas  nerk  la  BÍ^ienta:  i¿y. 

JV.  es  €idj}ableP,„»  (Aqui  se  describiraii  con  preciaión  y  clwiiiai, 
eo  Im  preguntas  que  se  Juzguen  neoesaría^,  el  hecho  6  hechoi  que 
sirvan  de  fundamento  á  las  conclusiones  definitivas  de  la  acusación 
j  de  la  defensa,  y  en  su  caso  k  laa  formuladas  por  d  TrihumJ  en 
uso  de  las  facultades  que  le  concede  el  art.  75,  respecto  al  bccHo 
principal,  faltas  inciden  tal  e^^  participación  en  ellos  de  los  acus»á<» 
y  estado  á  que  llegó  el  delito.) 

ií¿En  la  ejecución  del  hecho  han  coficurrido^^.^  (Aqiúae  deseribí- 
ran  con  precisión  y  claridad,  en  tas  preguntas  que  se  juíguen  ne^ 
cesarlas,  los  heclios  que  sirvan  de  fundamento  á  las  conclusionea 
de£niti?a9  de  la  acusación  y  de  la  defensa,  y  en  su  caso  á  laa  for- 
mulados por  el  Tribunal,  en  uso  de  la  facultad  que  le  concede  el 
art.  75,  por  lo  que  haca  relación  é,  las  circunstancias  de  e^enciaD 
de  responaahilidad  criminal.) 

Si  se  trata  de  un  menor  de  qaince  anofly  Be  preguntará: 
f^JV^  JV.  ohró  con  discernimknto  al  ejeciítar  el  hech^..^* 
8i  se  trata  de  imprudencia  punible^  se  preguntará: 
^¿N.  K.  obró  con  intcnaón,..t  (ó  con  descuido^  ó  mn  descuidd  ó 
íwgligencia  graves^  ó  con  simple  negligencia  é  descuido^  segilrt  í^ 
casoaj 

<¿Wl  hecho  se  ha  ejecutado,.^^  C^qui  se  describirán  con  prm- 
sión  ¿  claridad,  en  las  prcguntaa  que  so  juzguen  necesarias,  los  he- 
chos que  sil' van  de  fundamento  A  las  conclusiones  definitivas  d»  1* 
acusa G ion  y  de  la  defensa^  y  en  su  caso  4  la  formnlada  por  el  Tn- 
banol  en  uso  de  la  facultad  que  le  concede  el  arL  75,  por  lo  (|üfi 
hace  relación  &  las  circunstancias  atenuantes  y  agravantes.) 

Al  formular  estas  preguntas,  se  tendrá  presente  lo  ordeniáo- 
en  el  art,  72  de  esta  ley^  y  se  cuidará  de  emitir  toda  denomiaACí'^ 
jurídica. 
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Son  tan  claros  los  témiinos  en  que  ha  expresado  el 
legislador  su  voluntad  acerca  de  la  manera  de  formular 
las  preguntaSj  que  este  artículo  no  necesita  explicación; 
sobre  todo,  después  de  lo  que  repelidaniente  hemos 
consignado,  tanto  en  la  Introdceióu  acerca  de  la  mane- 
ra de  separar  los  elementos  de  hecho  y  de  dei-eeho  y 
pura  redactar  cada  pregunta^  como  en  los  artículos  an- 
tenores. 

Lo  que  resulta  á  nuestros  ojos  indudable  del  texto 
do  este  artículo  es  que,  cuando  el  Pi'esideute  haya  de 
introducir  algún  elemento  nuevo  en  las  preguntas  con 
la  limitación  que  hemos  establecido  en  el  comentario 
al  art.  75,  deberá  proceder  de  acuerdo  con  lo  que  opine 
la  Sección  do  derecho. 

Este  art.  76,  por  lo  demás^  no  es  otra  cosa  que  el 
formulario  de  los  artículos  anteriores.  En  nuestros  for- 
mularios lo  aclararemos  con  un  ejemplo,  y  á  ellos  re- 
mitimos al  lector  á  quien  puedan  susoitarse  dudas  por 
la  lectura  del  art,  76. 


Axt*  77*     El  Presidente  redactará  por  escrito  las  pregantas^ 

lejénáól&B  después  an  alta  yqz> 

Si  alguna  de  las  partea  reclamase  contra  cualquiera  de  laa  pre- 
guntas formuladas,  por  defícionte,  por  defectuosa^  por  no  haberse 
formulado  alguna  que  procediese  ó  haberse  hecho  alguna  in  debí  da, 
la  Sección  resolverá  en  el  acto  la  reclamación^  o  jen  do  antea  al  Eia- 
cal  j  k  Io0  defensores  de  las  partea. 

Contra  esta  reclamación  do  procederíi  otro  recurso  que  el  de 
casación^  si  se  preparase  en  el  acto  por  medio  de  la  correspondien- 
te protesta. 


La  intervención  concedida  por  este  artículo  á  las 
partes  en  la  redacción  de  las  preguntas,  es  amplísima. 
Las  parteSj  una  vez  leídas  las  preguntas  por  el  Presi- 
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dente,  podrán  recliaisar  cnalquiora  de  las  formuladas, 
ya  porque  la  consideren  deflciente,  ya  porque  la  consi- 
deran defectuosa;  y  es  tan  lata  esta  segunda  califica- 
oióu,  que  cualquier  defecto  ó  exceso  que  adviertan  en 
las  preguntas  puede  ser  rechazado  por  ellas  y  servir  de 
base  á  la  reclamación  que  formulen. 

También  pueden  las  partes  reclamar  si  no  ee  ba  for- 
mulado alguna  pregunta  que  á  su  juicio  proceda,  y  en 
este  caso  deben  expresar  cuál  es  esa  pregunta,  y  en 
qué  se  apoyan  para  solicitar  que  sea  incluida.  La  Sec- 
ciÓH  de  derecho  oirá  las  alegaciones  y  resolverá  en  el 
acto,  haciendo  constar  de  una  manera  detallada  y  mi- 
nuciosa todos  estos  incidentes  en  el  acta.  Contra  el 
acuerdo  que  adopte  sobre  esta  inclusión  la  Sección  de 
derechOj  podrán  las  p_^artes  emplear  el  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  ibrma,  que  ha  de  prepa- 
rarse oportunamente  con  la  protesta  necesaria,  para  que 
se  tramite  y  falle  acerca  del  mismo. 


M 

Eutro  los  artículos  70,  75  y  77  existe  íntimo  enlace, 
y  á  todos  les  es  aplicable  la  teoría  que  hemos  expuesta 
acerca  de  la  fopna  en  que  el  Presidente  puede  hacer 
las  preguntas.  Kace  de  estos  artículos  esa  misma  teoría 
y  de  ellos  se  desprende  que,  si  bien  el  Presidente  tie 
ne  derecho  á  formular  las  preguntas,  ha  de  hacerla  de 
acuerdo  con  las  partes,  siendo  preferible  como  sistema 
que  ha  de  seguirse  en  cada  casOj  aquel  del  cual  resulte 
entera  armonía  y  completa  conformidad  entre  todos 
respecto  a  las  preguntas  que  se  formulen.  El  deseo  de 
que  se  llegue  á  esa  armonía  inspira  en  toda  esta  parte 
la  redacción  de  la  ley  y  es  una  de  las  condicionen  esen- 
cialos  de  un  buen  procedimiento. 

Estimamos  que  el  Presidente  debe  tender  con  su  ce- 
lo, cou  su  prudencia,  con  su  discreción  á  evitar  todo  lo 
que  tienda  á  alterarla  j  así  como  también  creemos  que 
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los  letrados  que  representen  la  acción  pública  6  partí-  V 

calar j  y  la  defensa  de  las  partes,  deben  contribuir  a 
que  esa  armonía  se  produzca  y  á  que  estando  todos  de 
acuerdo  eu  lo  que  verdaderamente  es  base  del  juicio, 
no  llegue  el  caso  de  que  alguna  de  las  partes  se  crea 
asistida  de  razón  para  protestar  ni  para  reclamar  con- 
tra la  forma  en  que  el  juicio  mismo  se  verifique  y  se 
plantee. 

En  esa  armonía  y  eu  la  aquiescencia  que  hayan  de 
prestar  los  diversos  elementos  que  en  el  juicio  intervie- 
nen, está  la  base  de  una  sentencia  que  necesariamente 
ha  de  ser  justa,  y  que  ha  de  resolver  la  cuestión  plan- 
teada ante  el. Tribunal.  Si,  por  desgracia  para  todos,  ó 
por  verdaderos  y  razonables  disentimientos,  no  llegara 
esa  armonía  á  establecerse,  la  ley  da  recursos  para  que 
cada  parte  sostenga  y  defienda  lo  que  crea  que  es  su 
derecho  y  su  interés  legítimo. 


CAPÍTULO  XI 
De  la  deHberacióa  de  los  jurados  y  del  veré  di  oto. 

Art»  78.  Acto  continuo ,  el  Presidente  entregará  I&b  pregun- 
tas a  loa  jiirudoa,  quedándose  con  copia  de  las  mismas^  sacadas  por 
el  Secretario,  loa  que  se  retirarán  á  la  Bala  destinada  para  sob  de- 
liberaciones. 

También  se  lea  entregarán,  Bi  lo  solicitan,  la  a  piezas  de  con- 
vicción que  hubiere,  y  la  causan  bíh  1o9  escritos  de  cali  fíe  ación. 


Dispone  este  artículo  que  se  entreguen  á  los  jurados 
las  preguntas  redactadas  por  el  mismo  Presidente  del 
Tribunal;  y  además,  si  ellos  lo  solicitan,  las  piezas  de 
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convicción  que  hubiere  y  la  causa.  No  dice  el  artículo 
cómo  han  de  solicitar  esto  los  jurados,  ni  si  bastará  que 
lo  solicite  uno  de  ellcSj  ó  si  será  necesario  que  lo  recla- 
me la  mayoría;  y  como  ya  hemos  dicho  que  los  jnradoa 
no  votan  ni  adoptan  acuerdos  más  que  respecto  del  ve- 
redicto, al  contestar  á  las  preguntas  que  se  les  dirijan, 
no  hay  en  la  ley  regla  á  que  ajustar  este  incidental 
que  puede,  sin  género  de  duda,  ofrecerse  en  la  prác- 
tica. 

Entendemos,  pues,  que  será  preferible  que  se  les  en- 
tregue siempre  todo  lo  que  pueda  entregárseles,  á  ñn 
de  que  lo  teugan  á  la  vista  cu  la  Sala  donde  se  retiren 
para  llevar  á  cabo  sus  deliberaciones.  Si  esto  no  se 
hace  asíj  debe  entregárseles,  desde  luego,  el  escrito, 
redactado  por  el  Presidentej  que  contenga  las  pregun- 
tas y^  cuando  por  lo  menos  un  jurdlío  lo  solicite^  las 
piezas  de  convicción. 


lí 


HespGcto  de  la  causa,  algunos  comentaristas  hacen 
observaciones  que  encontramos  muy  atinadas.  Manda 
la  ley  que  se  les  entregue  la  causa  cuando  lo  soliciten^ 
sin  loa  escritos  de  caüflcación.  ¿Quiere  esto  decir  que 
debe  entregárseles  el  sumario?  Así  lo  entiende  el  se- 
ñor Alcalde;  pero  el  Sr.  Amat  censura  la  forma  en  que 
la  ley  establece  esta  disposición.  Verdaderamente  en- 
contramos atinada  la  censura  del  8r.  Amat,  porque  en- 
tregar á  los  jurados  el  sumario,  equivale  á  dar  á  esta 
parte  del  procedimiento  una  importancia  que  nosotros 
hemos  venido  negando  constantemente. 

Ya  hemos  dicho,  y  la  ley  está  de  acuerdo  con  noea- 
tro  modo  de  pensar  respecto  de  este  punto,  que  las  di- 
ligencias practicadas  en  el  sumario  no  deben  aceptar- 
se como  elementos  propios  del  juicio,  sino  cuando  esas 
diligencias  han  sido  depuradas  y  confirmadas  en  el  jui- 
cio oralj  pero  desde  el  momento  en  que  el  art,  78  man* 
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da  que  se  les  entregue  la  causa  y  pone  á  disposición 
de  los  jurados  el  sumario  mismo,  no  sería  extraño  que, 
procediendo  de  esta  manera,  los  jurados,  cuando- tuvie- 
sen dudas  sobre  lo  que  habían  de  declarar  y  manifes- 
tar, apelaran  é  la  lectura  del  suipario  para  esclarecer 
y  fijar  su  criterio.  Esto  sería  verdaderamente  lamenta- 
ble, porque  equivaldría  á  un  retroceso  hacia  el  proce- 
dimiento escrito  y  secreto,  que  es  incompatible  con  la 
índole  del  Jurado  y  con  la  naturaleza  de  nuestras  ins- 
tituciones procesales. 


m 


El  Sr.  Amat,  dice  á  este  propósito  lo  siguiente: 
€  Parece  deducirse  de  los  principios  fundamentales 
de  la  ley  que  los  jurados  sólo  deben  formar  su  convic- 
ción por  las  pruebas  que  han  sido  practicadas  en  el  acto 
d.el  juicio,  para  lo  cual  no  es  preciso  comunicarles  las 
simiariales,  siquiera  sea  para  evitar  el  riesgo  de  que  al 
tenerlas  á  la  vista  no  puedan  hacerse  superiores  al 
efecto  que  su  lectura  les  cause;  pero  si  la  ley  manda 
que  se  les  comuniquen,  no  siendo,  como  nunca  es,  impo- 
sible reservarlas  por  medio  de  un  desglose,  natural 
parece  deducir  que  se  desea  que  las  aprecien. 

»8in  embargo,  pugna  esta  conclusión  tan  abiertamen- 
te con  el  criterio  que  informa  la  ley  y  con  los  principios 
en  que  descansa  todo  el  procedimiento,  que  aunque  la 
consecuencia  sea  lógica  es  necesario  deshecharla.  Más 
bien  creemos  que  ha  habido  defecto  de  expresión  en  la 
ley  al  ordenar  que  se  entregue  á  los  jurados  la  causa; 
nuestro  consejo,  aunque  nos  parece  atrevido  porque 
se  separa  de  su  tenor  literal,  es  que  no  se  les  entre- 
gue más  que  la  parte  de  ésta  que  haya  sido  reprodu- 
cida como  prueba  en  el  juicio,  ó  cuando  menos  que 
los  jurados  no  lean  ni  una  sola  de  las  hojas  que  con- 
tengan diligencias  que  no  hayan  sido  objeto  de  esta 
solemnidad.  Afortunadamente  si  no  se  admite  la  pri- 


Digitized  by 


Googlt 


íti  COMENTARIOS  i  LA  UY  DBL  JÜB^^DO 

Boera  parte  del  consejo,  esperamos  que  la  segunda  se 
ha  de  seguir  fielmente. 

s>A  pesar  de  ello,  insistiraos  en  que  fuera  grave  im- 
prudencia entregar  la  cansa  entera  á  los  jurados;  seria 
echar  por  tierra  todas  las  precaticíones,  todas  las  ga- 
rantías que  la  ley  ha  adoptado  para  que  las  pruebas  no 
lleguen  á  merecer  fe  sin  ser  antes  contrastadas  ea  el 
combate  del  juicio;  sería  desconocer  completamente  el 
objeto  y  los  efectos  del  sumario;  sería,  en  fin,  autori* 
zar,  siquiera  sea  en  una  pequeña  parte,  un  retroceso  ea 
las  conquistas  de  la  ciencia  procesal.  Por  ello  insistí- 
mos  cu  nuestra  opinión  de  que  no  se  les  debe  entregar 
mus  que  la  parte  de  aquella  que  haya  sido  reproducida. 
De  todos  modos,  los  jurados  no  apreciarán  más  que  las 
pruebas  practicadas  en  el  acto  del  juicio.» 

Suscribimos,  desde  luego,  y  aceptamos  completa- 
mente y  sin  reservas  de  ningún  género,  lo  que  el  se* 
ñor  Amat  dice  y  acabamos  de  reproducir;  y  hasta  tal 
punto  creemos  que  debe  tenerse  en  cuenta  lo  qae  el 
mismo  comentarista  alega,  quo  entendemos  que  al  re- 
dactarse el  Reglamento  del  Jurado,  al  cual  hemos 
aludido  en  diferentes  ocasioneSj  debe  puntualizarse 
bien  lo  que  á  eae  extremo  se  refiere  de  acuerdo  con 
esta  misma  interpretación, 

Art.  79,  El  prímero  de  los  jurados,  por  el  orden  con  que  nis 
nombres  huí)  i  eae  a  salido  en  el  eorteo,  dea  empeñará  las  funcioíief  de 
Presidontej  á  bo  Ber  que  la  mayoría  acord&ae  otro  aombraimanto. 


Contiene  este  artículo  una  de  las  excepciones  qae 
al  principio  hemos  establecido,  de  que  el  jurado  sólo 
Tota  cuando  resuelTO  sobre  el  veredicto;  pero  es  una 
excepción  que  realmente  no  tiene  importancia. 

Alguien  debe  estar  encargado  de  dirigir  las  delíbe* 
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raciones  del  jurado.  Cuando  los  jurados  se  retiran  á 
deliberar  no  debe  acompañarles  persona  alguna,  ni 
tampoco  debe  comunicar  con  ellos  el  PreBidente  del 
Tribunal,  sino  dentro  de  las  condiciones  que  establece 
la  ley;  es  decir,  volviendo  los  jurados  á  la  Audiencia 
para  los  efectos  que  veremos  más  adelante  en  el  comen* 
tario  de  otros  artículos. 

Somos  opuestos  á  la  doctrina  admitida  por  algún  tra- 
tadista de  que  el  Presidente  del  Tribunal  comunique 
con  los  jurados,  porque  esto  daría  apariencias  de  par- 
cialidad  al  acto,  que  no  debe  menoscabar  en  manera 
alguna  la  imparcmlidad  y  severidad  do  las  funciones 
del  Jurado. 

Los  jurados  deben  retirarse  solos;  es  indispensable 
que  se  encomiende  á  una  persona  la  dirección  de  sus 
tareas,  y  la  ley  ha  procedido  con  acierto  al  señalar 
que  esta  persona  sea  aquella  que  la  suerte  haya  elegi- 
do ó  designado,  y  que  esta  persona  sea  la  primera  de 
los  jurados  que  produjo  el  sorteo  y  ñié  admitida;  pero 
si  los  jurados  no  están  conformes  con  que  sea  ésta  quien 
les  presida  y  dirija,  ó  si  ocurre,  como  puede  ocurrir 
muy  bien,  que  haya  entre  los  jurados  alguna  persona  á 
quien  los  demás  consideren  digna  de  ese  honor,  de  esa 
preeminencia,  los  jurados  deben  tener  la  facultad  de 
designarla. 


n 


Una  vez^  pues,  retirados  á  la  habitación  en  que  ha- 
yan de  verificar  sus  deliberaciones,  debe  proceder  á 
ocupar  la  presidencia  aquel  á  quien  la  suerte  designó, 
y  después  preguntará  á  los  jurados  sí  quieren  ó  no  ele- 
gir Presidente.  Los  jurados  resolverán  esta  cuestión 
por  mayoría  de  votos ,  y  por  mayoría  también  desig- 
narán la  persona  que  ha  de  presidirlos,  caso  de  que  no 
estuvieran  conformes  con  que  ejerza  de  Presidente 
aquel  á  quien  la  suerte  señaló. 
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Esto  es  preferible  á  que  el  Presidente  sea  nombrado 
por  la  Sección  de  derecho,  6  por  el  Presidente  del  Tri- 
bunal como  han  establecido  otras  legislaciones,  dándo- 
se con  ello  á  la  Sección  de  derecho  ó  al  Preisdente  del 
Tribunal  una  acción  y  una  autoridad  que  traspasa  ver- 
daderamente los  límites  de  aquella  que  les  es  propia. 


m 

Las  atribuciones  que  ha  de  ejercer  el  Presidente  de 
los  jurados,  son  las  que  nacen  de  la  lectura  de  los  ar- 
tículos sucesivos  de  este  capítulo.  Dirigirá  las  delibe- 
raciones acerca  de  las  cuales  no  se  ha  establecido  regla 
alguna,  ni  creemos  nosotros  que  puedan  fijarse  otras 
que  la  de  que  esas  deliberaciones  tengan  toda  la  ampli- 
tud necesaria,  de  suerte  que  todos  los  jurados  expongan 
sus  opiniones,  si  creen  necesario  exponerlas,  siempre 
que  lo  tengan  por  conveniente,  hasta  que  el  punto  ^té 
suficientemente  discutido  y  aclarado. 

Si  llegara  el  caso,  por  las  circunstancias  previstas 
en  el  art.  81  ó  en  el  82,  de  que  haya  necesidad  de  ha- 
cer alguna  comunicación  al  Presidente  del  Tribunal 
para  los  efectos  que  los  mismos  artículos  señalan,  des- 
pués que  lo  hayan  acordado  los  jurados,  el  Presidente 
de  los  jurados  mismos  será  quien  debe  ponerlo  en  co- 
nocimiento del  Presidente  del  Tribunal. 

El  Presidente  de  los  jurados  será  también  el  que 
debe  hacer  los  apercibimientos  expresados  en  el  ar- 
tículo 86  y  dirigir  la  redacción  del  veredicto  conforme 
al  art.  87. 

No  creemos  que  se  suscite  ningún  otro  incidente  en 
la  reunión  del  Jurado.  Si  se  suscitara,  el  Presidente  de- 
berá procurar  su  solución  de  acuerdo  con  el  parecer  de 
la  mayoría,  que,  después  de  todo,  es  ley  natural  á  que 
han  de  ajustarse  en  sus  resoluciones  todas  las  colecti- 
vidades, con  arreglo  á  los  principios  que  informan 
nuestro  derecho. 
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Art,  80.  La  deliberación  tendrá  lugar  á  puerta  cerrada,  no 
permitiendo  el  Presidente  del  Tribunal  la  comunicación  de  loa  jn- 
rados  con  ninguna  persona  extraña ,  ¿  cuyo  efecto  adoptará  las  dii- 
poBicioneB  que  considere  convani entes,  j  no  se  intemimpirá  hasta 
^ue  liayan  sido  contestadas  todas  las  pregnntaa. 


Los  términos  de  este  artículo  son  absolutos  y  termi- 
Büntcs.  Con  los  jurados  no  podrá  eomumcar  ninguna 
persona  que  no  sea  jurado;  ya  hemos  dicho  que  se  ha 
incluido  en  esta  prohibición  al  Presidente  mismo  del 
Tribunal;  ya  hemos  dicho  también  las  razones  por  laá 
cuales  creemos  que  debe  mantenerse  esta  prohibición 
en  lo  que  respecta  al  Presidente  del  Tribunal,  y  nues- 
tra opinión  está  corroborada  por  lo  que  disponen  los 
artículos  81  y  82,  donde  se  establece  la  forma  en  que 
los  jurados  han  de  comunicar  con  el  Presidente  del 
Tribunal,  siempre  que  esta  comunicación  sea  necesaria 
por  algún  motivo* 

La  legislación  austríaca,  que  afirma  los  mismos  prin- 
cipios que  la  española,  llega  al  punto  de  considerar 
nulo  el  veredicto  de  los  jurados,  siempre  que  se  pnie* 
be  que  con  los  jurados  ha  comunicado  alguna  persona 
«xtrana  á  ese  cuerpo. 


Ocurre  pensar  si  el  legislador  ha  procedido  discreta-  v 

mente  al  afirmar,  no  ya  esas  prohibiciones,  sino  al  es- 
tablecer que  el  Jurado  delibere  en  secreto,  y  resuelva 
en  secreto  también,  acerca  de  las  preguntas  que  se  le 
dirigen.  Ese  es  uno  de  los  puntos  más  controvertidoB 
entre  los  juristas;  nosotros,  aunque  amantes  de  la  pu- 
blicidad por  regla  general  y  en  principio,  creemos  que 
la  loy  ha  hecho  bien  al  establecer  que  esta  operación 
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se  verifique  en  medio  del  más  absoluto  secreto  y  del 
mayor  y  más  completo  apartamiento;  que  ese  secreta 
es  una  garantía  de  la  independencia  y  libertad  del  Ju- 
rado, y  acerca  de  él  podríamos  decir  lo  que  diríamos 
acerca  del  secreto  del  voto  aplicado  á  las  instituciones 
electorales  y  representativas. 

Por  desdicha  no  está  tan  desterrada  la  violencia,  ni 
tan  alejada  la  posibilidad  de  que  se  eierza,  en  lo  que 
se  refiere  á  la  acción  política  y  judicial,  ni  existen  ga- 
rantías bastante  eficaces  para  dar  á  la  voluntad  de  los 
ciudadanos  aquel  temple  y  aquel  vigor  que  exigiría  el 
ejercicio  público  de  esta  ranción.  Hay  que  esperar  xm 
cambio  en  este  punto.  Convenimos  en  que  ese  cambio, 
el  día  en  que  pueda  realizarse,  será  satisfactorio  y  be- 
neficioso para  el  desempeño  de  esta  función;  conveni- 
mos en  que  sería  de  desear  que  lo  mismo  los  ciudada- 
nos que  votan  á  un  Diputado,  que  los  ciudadanos  que 
votan  sobre  las  preguntas  que  se  les  dirigen  para  for- 
mular un  veredicto,  lo  hiciesen  de  una  manera  públi- 
ca, y  aun  alegando  públicamente  las  razones  que  tu- 
viera para  expresar  así  su  voluntad;  convenimos  en  que 
esto,  respecto  de  la  Administración  de  justicia,  sería 
base  para  cimentar  una  buena  doctrina  de  responsa- 
bilidad, pero  no  creemos  que  sea  posible  llegar  á  este 
término  ni  ahora,  ni  en  mucho  tiempo. 

Ni  siquiera  se  ha  podido  conseguir,  ni  siquiera  se 
ha  podido  lograr  que  los  Tribunales  de  derecho  que 
se  encuentran  en  condiciones  mejores  para  hacer  este 
ensayo,  adopten  ese  procedimiento.  Hay  publicistas  en 
número  muy  considerable  que  lo  reclaman;  pero  toda- 
vía sus  deseos  y  sus  propósitos  son  deseos  y  propósitos 
que  no  han  tenido  realización. 

En  Italia,  al  discutirse  la  ley  de  1874,  se  propuso 
que  los  jurados  votasen  en  la  Sala  de  Audiencia,  y  que 
la  votación  fuese  pública.  Dio  motivo  esta  propuesta, 
que  vino  sancionada  con  el  apoyo  del  Gobierno,  á  am- 
plias deliberaciones;  y  al  fin  y  al  cabo  las  Cámaras 
acordaron  que  la  votación  ñiera  secreta,  teniendo  en 
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cuenta  las  mismas  razones  circunstanciales  que  nos- 
otros acabamos  de  apimtar. 

Art*  81.  En  el  caso  en  que  la  deliberación  se  prolongue  por 
tanto  tiempo  que  no  sea  posible  á  los  jurado  a  continuErla,  el  Presi- 
dente del  Tribunal  permitirá  que  Ifi  suspendan^  pero  nada  mks  que 
por  el  tiempo  que  considere  indispensable  para  el  descanso,  sin  que 
durante  él  pueda  faltarse  4  la  Id  comunicación  prevenida  en  el  ar- 
ticulo anterior. 


Cuando  la  deliberación  se  prolongue  excesivamente, 
de  tal  manera  que  la  fatiga  impida  á  los  jurados  contí- 
nuarla,  y  éstos  crean  necesario  un  largo  plazo  para  dar 
término  á  sus  tareas,  lo  acordarán  así  por  mayoría,  y 
entonces  el  Presidente  de  los  jurados  lo  comunicará  al 
Presidente  del  Tribunal,  el  cual,  si  estima  que  son  bas- 
tantes las  razones  que  se  alegan,  podrá  ordenar  que  se 
suspenda  la  deliberación  de  los  jurados »  con  arreglo  á 
los  términos  del  art.  81  y  con  las  limitaciones  que  ese 
mismo  artículo  establece. 

La  comunicación  será  hecha  por  escrito  ó  de  palabra, 
puesto  que  la  ley  no  previene  que  haya  de  ser  necesa- 
riamente  con  arreglo  á  uno  de  estos  medios;  pero  se 
hará  siempre  reanudándose  la  sesión  pública  interrum- 
pida, dándose  en  ella  cuenta  de  la  manifestación,  que 
si  hubiera  de  ser  verbal,  exigirá  por  lo  menos  que  el 
Presidente  de  los  jurados  comparezca  ante  el  Tribu- 
nal y  haga  públicamente  presente  los  motivos  en  que 
se  íunda  para  solicitar  el  cumplimiento  de  dicho  ar- 
tículo 81. 

u 

Difícil  será,  iina  vez  acordada  la  suspensión  de  las 
deliberaciones,  que  se  cumpla  lo  dispuesto  en  la  última 
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parte  de  este  artículo,  porque  si  durante  el  tiempo 
otorgado  á  los  jurados  para  descansar  no  ha  de  admi- 
tirse la  comunicación,  es  necesario  que  haya  habitación 
dispuesta  para  que  los  jurados  descansen  y  cumplan 
todas  aquellas  necesidades  de  la  vida  que  el  descanso 
lleva  consigo,  sin  comunicar  con  persona  ninguna. 
Esto  sería  lo  preferible,  siempre  que  las  condiciones 
materiales  de  la  localidad  y  del  edificio  en  que  se  ve- 
rifica la  reunión  del  Jurado  lo  consientan. 

Esto  es  lo  que  debe  hacerse;  pero  estimamos  que  en 
muchos  casos  eso  sea  imposible  ó  difícil. 

Donde  quiera  que  haya  dificultades  materiales  para 
que  esta  incomunicación  se  cumpla  de  una  manera  ab- 
soluta y  rigurosa,  el  Presidente  del  Tribunal  debe  te- 
nerlo en  cuenta  antes  de  otorgar  á  los  jurados  la  sus- 
pensión de  las  deliberaciones  que  solicitan. 

Art.  82.  Si  cualquiera  de  los  jurados  tuyiere  duda  sobre  la  in* 
teligencia  de  alguna  de  las  preguntas,  podrá  pedir  que  el  Tribunal 
aclare  también  por  escrito  la  palabra  ó  concepto  dudoso. 

Si  antes  de  dar  su  veredicto  ereen  necesarias  nueras  explica- 
ciones^ les  serán  dadas  por  el  Presidente  después  de  volver  para 
este  efecto  á  la  sala  de  audiencia. 

Cuando  bubiere  lugar  á  modificar  ó  completar  las  preguntas, 
no  se  procederá  á  bacerlo  sino  en  presencia  de  las  partes. 

Si  algún  jurado  tuviese  dudas  sobre  la  inteligencia 
de  cualquiera  de  las  preguntas,  lo  manifestará  en  el 
seno  de  reunión  de  los  jurados,  y  el  Presidente  de  los 
mismos  podrá  pedir  por  escrito  al  Presidente  del  Tri- 
bunal que  aclare  la  palabra  ó  concepto  dudoso. 

La  Sección  de  derecho  en  este  caso  hará  por  escrito 
la  aclaración  que  se  le  pide;  pero  para  hacerla  será 
preciso  reanudar  la  sesión  pública,  dar  lectura  del  es- 
crito que  haya  dirigido  el  Presidente  de  los  jurados  al 
Presidente  del  Tribunal,  oir  á  las  partes  acerca  del  ex- 
tremo que  se  trata  de  aclarar;  y  si  las  partes  no  quieren 
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hacer  sobre  él  alguna  obseryacíón,  redactar  inmediata^ 
mente  la  contestación  á  la  aclaración  pedida  ó  eolici- 
tada^  dar  lectura  de  ella  con  arreglo  á  lo  que  dispone 
el  art.  77,  y  admitir,  respecto  de  la  aclaración  hecha  á 
las  preguntas  formuladas ,  la  interposición  del  recurso 
de  protesta  que  el  mismo  art,  77  establece. 

Lo  mismo  decimos  de  toda  comunicación  oral  que 
crea  necesario  hacer  el  Jurado  á  la  Sección  de  derecho. 
Para  practicarla  se  procederá  en  la  forma  que  acabamos 
de  expresar;  se  reanudará  la  sesión,  comparecerán  los 
jurados,  tomando  asiento  en  la  misma  forma  en  que  es- 
taban al  constituirse  el  Tribunal;  expondrá  el  Presiden- 
te de  los  jurados  la  necesidad  de  que  se  dé  esa  explica- 
ción; el  del  Tribunal  contestará,  y  se  oirá  á  las  partes 
sobre  esta  aclaración  en  todo  lo  que  tienda  á  modificar 
ó  completar  las  preguntas.  Una  vez  terminado  el  inci- 
dente, se  retirarán  de  nuevo  los  jurados  á  deliberar. 

Todo  lo  que  se  refiera  á  este  incidente  ha  de  constar 
en  el  acta  de  la  sesión  del  Tribunal,  que  ha  de  redac- 
tarse con  arreglo  al  art.  94. 

Deben  procurar  los  jurados  al  hacer  uso  de  los  dere- 
chos  que  este  artículo  y  los  demás  análogos  á  él  les 
confieren j  no  revelar,  directa  ni  indirectamentCj  con 
manifestaciones  indiscretas,  su  pensamiento  y  sus  pro- 
pósitos, 

Art.  83.  Terminada  la  deliberaciÓE,  Be  procederá  á  la  vota- 
ción de  cada  una  de  laa  preguntas,  por  el  orden  con  quo  se  hubiese 
formulado  por  el  Presidente  del  TribuuaL 

Terminada  la  deliberación  de  los  jurados,  se  proce- 
derá en  la  forma  que  este  artículo  establece,  que  pb 
necesita  para  su  cumplimiento  mayor  aclaración. 

Art.  84.  La  YO  tac  ion  será  nominal  f  en  alta  Yoz,  con  testando 
cada  uno  de  los  jurados  segün  m.  conciencia,  y  bajo  el  joramento 
preaiado  á  cada  una  de  las  preguntaB;  S{  6  No.  — 


Digitized  by  VjOOQIC 

i 


I 


742  COME^M^TABIOB  Á  LL  LEY   DEL  JTJBADO 


La  votación  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior  será 
nominal  y  se  hará  en  alta  yoz.  No  dice  la  ley  con  arre- 
glo á  qué  orden  ha  de  pedirse  su  voto  á  los  jurados, 
ft  Esto  es   indiferente;  pero   si  hubiera  dudas,  nos- 

otros creemos  que  puede  hacerse  con  arreglo  al  ordeu 
rque  hubiera  resultado  del  sorteOj  orden  que  debe  cons- 
tar en  el  acta  general  de  antemano  consignado.  Para 
eso  efecto,  de  este  extremo,  podrá  pedir,  si  lo  estima 

f  conveniente,  el  Presidente  de  los  jurados  al  Presiden- 

te del  Tribunal  una  copia  autorizada,  que  extenderá 
inmediatamente  el  Secretario  del  Tribunal. 
A  El  Presidente  de  los  jurados  pregnntará  á  cada  mío 

^  de  ellos,  leyéndoles  cada  una  de  las  preguntas  que 

contenga  el  veredicto.  Tío  so  podrá  resolver  acerca  de 
1^  la  segunda  pregunta  hasta  que  haya  sido  contestada  la 

primera  por  todos,  y  así  sucesivamente. 


n 

Después  de  lo  que  hemos  dicho  en  la  Introduccióa 
acerca  de  los  principios  á  que  han  de  subordinarse  los 
jurados  para  la  apreciación  de  las  pruebas  y  acerca  de 
los  medios  para  formar  su  convicción,  no  creemoe  ne- 
cesario añadir  aquí  nada. 

El  art,  84  dice  claramente  qué  criterio  ha  estimado 
preferible  el  legislador  para  resolver  esta  cuestiüu  im- 
portantísima. Ese  criterio  no  da  regla  ninguna  á  los 
jurados  para  proceder  en  punto  tan  importante. 

Los  jurados  formarán  su  convicción  y  la  expresarán 
con  arreglo  á  su  conciencia;  ellos  han  presenciado  el 
juicio,  ellos  han  visto  las  pruebas,  ellos  han  podido 
apreciar  qué  hechos  resultan  demostrados  y  qué  h^ 
chos  resultan  inciertos  ó  dudosos;  y  ellos,  sin  decir  á 
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nadie,  absolutamente  á  nadie,  el  motivo  ni  las  razones 
por  las  cuales  llegan  a  la  conclusión  que  expresan  con 
su  respuesta,  procederán  como  estimen  oportuno. 

No  tienen  otra  regla,  no  tienen  otro  criterio,  no  tie- 
nen otra  noroia  para  formar  su  convicción,  que  la  que 
les  dicten  su  conciencia,  y  la  obligación  que  contrajeron 
al  jurar,  de  desempeñar  bien  y  fielmente  su  cargo,  de 
examinar  con  rectitud  los  hechos  y  de  apreciar,  sin 
odio,  ni  afecto,  las  pruebas  que  se  les  han  dado  para 
resolver  con  imparcialidad  si  los  procesados  son  ó  no 
responsables  de  los  hechos  que  se  les  imputan. 

Después  de  todo,  el  art.  84  de  la  ley  del  Jurado  no 
ha  consignado  ni  establecido  en  este  punto  ningún 
principio  nuevo,  porque  se  ha  limitado  á  reproducir  lo 
que  ya  se  consigna  en  nuestras  leyes  procesales,  á  con- 
firmar el  art.  741  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal, que  dispone  que  el  Tribunal,  apreciando  según  su 
conciencia  las  pruebas  practicadas  en  el  juicio,  ó  las 
razones  expuestas  por  la  acusación  y  la  defensa,  y  lo 
manifestado  por  los  mismos  procesados,  dictará  senten- 
-cia.  Lo  que  por  este  art.  741  se  prescribe  al  Tribunal 
de  derecho,  debe  entenderse  ordenado  por  el  art.  84  á 
los  jurados. 

Art.  85.  La  mayoría  absoluta  de  yotos  formará  yeredicto. 
En  caso  de  empate,  se  entenderá  votada  la  inculpabilidad.  Si 
«6  tratase  de  hechos  relativos  á  circunstancias  agravantes,  se  enten- 
derá votada  la  exclusión  de  éstas.  Si  de  hechos  relativos  á  circuns- 
tancias atenuantes  ó  eximentes,  su  entenderá  votada  la  existencia 
de  ellas. 


Ha  habido  y  aún  hay  muchos  partidarios  del  Jurado 
que  creen  que  es  inherente  á  este  Tribunal  el  que  sus 
resoluciones  sean  adoptadas  por  unanimidad;  los  que 
así  piensan,  atribuyen  una  gran  importancia  al  hecho 
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de  q\ie  mientraa  los  jurados  no  eatén  unánimes  y  con- 
formes en  cualquier  sentido,  no  se  puede  dictar  vere- 
dicto. 

Nace  esta  verdadera  preocupación,  pues  á  nuestros^ 
ojos  esa  creencia  no  merece  otro  nombre,  de  no  sabe- 
mos qué  misterioso  prestigio  que  se  atribuye  á  todo  la 
que  tiene  el  sello,  el  carácter  de  las  costumbres  y  d© 
los  procedimientos  ingleses. 

En  el  fondOj  la  unanimidad  no  garantiza  cosa  algu- 
na; y  desde  el  momento  en  que  se  exigiera  la  nnani  mi- 
dad  para  el  veredicto  del  Jurado,  se  pondría  acaso,  ya 
que  no  todo  el  contenido  del  veredicto,  parte  de  él,  en 
manos  del  que,  aun  cuando  estuviera  solo,  si  se  obstina- 
naba  en  arrancar  de  sus  compañeros  una  solución  de- 
terminada, al  fín  y  al  cabo  lo  lograría^  insistiendo  en 
ello  y  usando  de  todos  los  recursos  que  la  ley  pusiera 
en  sus  manos. 

Poner  en  manos  de  un  hombre  la  solución  que  haya 
de  darse  á  los  diversos  problemas  que  se  planteen  ant« 
un  Jurado,  es  contrario  á  la  índole  de  esta  institución; 
y  la  unanimidad,  realmente,  no  produciría  otro  efecto 
que  ese,  salvo  que  ocasionaría,  en  gran  número  de  ca- 
sos, extraordinaria  molestia  á  los  jurados  mismos. 

Nosotros  esperamos  que  en  la  práctica,  y  de  hecho^ 
la  unanimidad  sea  regla  general  respecto  de  lo  que 
ocurra  en  las  deliberaciones  de  los  jurados. 

En  la  mayor  parte  de  los  casos,  el  veredicto  será 
producto  de  esa  unanimidad,  y  tanto  como  nos  compla- 
cerá el  que  esto  resulte,  nos  complacerá  que  se  produz- 
ca sin  que  la  ley  lo  haya  ordenado,  porque  no  había 
razón  ninguna  que  aconsejara  el  ordenarlo* 


n 


La  ley  en  el  art.  85,  y  sobre  todo  en  su  párrafo  pri- 
mero, ha  establecido  un  principio^  el  más  sencillo  y  más 
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racional  á  nuestro  juicio,  que  no  ha  de  ser  objeto  de  la 

menor  impugnación.  * 

Es  también  el  principio  más  generalmente  admitido 
en  la  mayor  parte  de  las  legislaciones  que  desarrollan  ! 

y  establecen  la  institución  del  Jurado.  '. 

Después  de  gran  número  de  tentativas  en  diverso 
sentidOj  ha  llegado  á  comprenderse  generalmente  que  %^ 

basta  consignar  que  las  resoluciones  del  Jurado  se  ^ 

adopten  por  mayoría  de  votos,  dando  á  los  procesados  ¡ 

la  ventaja  indudable  que  resulta  del  niímcro  par  de  ju- 
rados^ para  que,  eu  caso  de  empate  sobre  cualquier  ^  I 
cuestión,  se  entienda  votado  lo  más  favorable  al  reo. 

La  unanimidad;  exigir  un  número  menor  de  votos  I 

para  favorecer  al  procesado,  ó  im  número  mayor  para  | 

su  daño;  todos  los  principios j  todas  las  combinaciones 
de  que  son  susceptibles  los  números,  se  han  experimen- 
tado según  las  diversas  tendencias  dominantes,  al  ha- 
cer cada  reforma  legislativa,  con  especialidad  en  Fran* 
cia,  que  es  el  país  que  debe  citarse  siempre  como  ejem- 
plo, cuando  se  trata  de  cambios  de  institución^  de 
reformas  y  modificaciones  de  esta  especie. 

La  experiencia  demuestra  la  bondad  del  principio 
adoptado  por  la  ley  española,  que  está  de  acuerdo  con 
lo  dispuesto  en  las  que  rigen  en  Francia,  Italia,  Ale- 
mania y  Austria, 

En  Austria  para  declarar  la  culpabilidad  ó  existen- 
cia de  circunstancias  agravantes  se  exige  una  mayoría 
de  las  dos  terceras  partes.  La  unanimidad  sólo  se  exige 
eu  Ingíateira. 

m 

En  todos  los  casos  en  que  haya  duda  ó  en  que  ocu- 
rra un  empate,  que  es  la  forma  material  de  la  duda 
tratándose  de  cuerpos  colegiados  ó  do  asambleas,  hay 
que  inclinarse,  hay  que  decidirse  por  lo  que  esté  más 
de  acuerdo  con  esas  ideas  amplias^  luminosaSj  humani- 
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tañas  y  civilizadoras  ^  que  son  el  timbre  más  glorioso 
de  la  cultura  y  del  progreso  con  cuya  representación 
nos  envanecemos  los  hombres  del  siglo  xix. 

A  este  criterio  obedece  la  redacción  del  párrafo  se- 
gundo del  art.  85,  En  él  se  aplica  y  desenvuelve  aquel 
axioma  jurídico  ^  tan  antiguo  como  las  bases  elementa- 
les y  fundamentales  de  nuestra  ciencia:  Jn  dubto  pro 
reo. 

Nadie  discutía  ya  ese  axioma,  ni  se  negaba  á  reco- 
nocerlo y  admitirlo.  Haata  los  publicistas  de  ideas  más 
conservadoras ,  hasta  los  legisladores  de  ideas  más 
autoritarias,  le  prestaban  la  sanción  de  su  aquiescen- 
cia. Pero  ha  venido  la  escuela  criminalista  positiva  á 
ponerlo  en  tela  de  juicioj  como  á  tantos  otros.  Esa  es* 
cuela  cree  que  en  nuestras  leyes  de  procedimiento  es- 
tán excesivamente  atendidos  los  derechos  é  intereses 
del  inculpado,  y  que  no  lo  están,  ni  aun  en  la  medida 
de  lo  que  merecen,  los  derechos  é  intereses  de  la  socie- 
dad, Al  aplicar  el  axioma  In  diMo  pro  reo  al  caso  del 
art.  85,  dice  esa  escuela:  In  dubio  pro  socieiute. 

Nosotros  seguimos  creyendo  que,  á  pesar  de  las  ga- 
rantías y  de  las  ventajas  que  nuestras  leyes  procesales 
reconocen  y  aseguran  al  inculpado  ^  la  sociedad  sigue 
siendo  la  más  fuerte.  En  cnanto  al  principio  de  que 
parten  esas  observaciones  de  la  escuela  criminalista 
positiva,  ya  hemos  dicho  en  la  Introducción  lo  que 
pensamos.  Debe,  pues,  mantenerse  el  axioma  referido 
con  todas  sus  consecuencias,  y  una  de  ellas  es  la  que 
aparece  en  el  segundo  párrafo  del  art.  85. 

Pero  no  nos  negamos  á  que  este  punto  se  haga  ob- 
jeto de  un  estudio  más  concienzudo  y  detenido.  No 
nos  negamos  á  que  se  recojan  y  aquilaten  los  datos 
que  acerca  de  él  pueda  sum^ínistrar  la  experiencia,  Y 
si  la  experiencia  demostrase  que  era  necesario  modifi- 
car esta  teoría,  no  nos  negaríamos  tampoco  á  admitir 
una  modificación  que  á  lo  sumo  podría  consistir  en  que 
el  Jurado,  como  los  tribunales  de  Boma,  pudiera  dar 
tres  clases  de  veredictos:  el  absolutorio ^  el  condenato- 
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rio  y  el  de  no  está  probado ,  reapondieado  á  las  fórmu- 
las  tradicionales  en  este  punto,  de  absolvo^  cmulemm  j 
non  Uqtiet,  Entonces,  llegado  el  caso  del  empate  res- 
pecto al  hecho  principal,  llegado  ©1  caso  de  la  duda, 
podría  decirse  como  contestación  á  la  primera  pregun- 
ta^ — y  decimos  que  sólo  respecto  á  la  primera,  porque 
en  cuanto  á  las  demás  nunca  lo  creeríamos  justificado, 
—que  no  resultaba  demostrada  la  culpabilidad  del  pro- 
cesado. 

En  este  caso  ese  veredicto  surtiría  los  efectos  de  un 
sobreseimiento  y  permitiría  que,  recogidas  nuevas  prue- 
bas, allegados  nuevos  datos,  se  abriese  de  nuevo  y  se 
viera  y  juzgara  otra  vez  la  causa  formada. 

Para  concluir  con  este  asunto.  No  creemos  que  la 
Bociedad  esté  indefensa  por  las  aplicaciones  del  axioma 
In  diíbio  pro  reo.  No  creemos  que  esto  deraosti'ada  la 
necesidad  de  modificar  la  aplicación  que  se  hace  de  ese 
aidoma  al  caso  del  art.  85.  Pero  no  negamos  la  posibi- 
lidad de  que  esto  ocurra,  y  nos  disponemos  á  contri- 
buir al  esclarecimiento  de  esa  cuestión,  afirmando, 
mientras  los  hechos  no  nos  demuestren  otra  cosa,  que 
el  principio  que  desarrolla  dicho  artículo  es  el  más  ló- 
gico,  el  más  natural,  el  más  humano  y  el  más  conve- 
nienta. 

Art-  86.     Ninguno  de  los  jurados  podrá  abstenerse  de  votjir. 

El  que  iiiBÍatiere  on  abstenerse  después  de  requerido  tres  veces 
por  el  Presidente,  incurrirá  en  la  pena  señalada  en  el  segundo  pá- 
rrafo del  art.  383  del  Código  penal. 

Ifíik  abstención,  sin  embargo^  se  repotar&  voto  ¿  ñtvor  de  U  in- 
culpabilidad* 


El  Toto  es  la  expresión  casi  exclusiva  del  deber  del 
jurado.  El  jurado  es  designado  precisamente  para  vo- 
tar, para  apreciar  los  hechos,  para  estimarlos,  para 
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consignar  mediante  su  voto  esa  estimación  y  esa  apre- 
||a  ciación. 

K^  Abstenerse  un  jurado,  equivale  á  no  asistir,  equi- 

J  Tale  á  faltar  al  cumplimiento  de  sus  deberes.  Es  lógico, 

[¡í  pues,  que  se  haya  garantizado  el  cumplimiento  de  ese 

^  deber  con  una  sanción  tan  eficaz  y  tan  severa  como  la 

#  que  garantiza  la  asistencia  de  loa  jurados  á  las  remilo- 
nes  del  Tribunal, 

■  Dice  el  art,  83  que  terminada  la  deliberación  de 

,.j  los  jiu'ados,  se  procederá  á  la  votación  de  cada  una  de 

•  las  preguntas.  Llegado  ese  momento,  el  Presidente  in- 
terrogará á  los  jurados  acerca  de  las  preguntas  de  que 
se  trata, 

!  Si  al  llegar  á  un  jurado ^  éste  declara  ó  manifesta 

.  que  no  está  dispuesto  á  contestar  ni  sí  ni  no,  o  ¿e 

;  empeña  en  contestar  de  otra  manera  que  empleando 

cualquiera  de  esos  monosílabos,  pues  esto  en  realidad 
;  equivaldría  á  no  contestar,  equivaldría  á  una  absten- 

ción, será  requerido  por  tires  veces  para  que  desista 
de  la  actitud  en  que  se  coloca,  y  si  á  la  tercera  no  de- 
sistiese, incurrirá  en  la  pena  que  señala  el  art  383  del 
Código  penal,  que  es  la  de  multa  de  150  á  1.500  pese- 
tas; igual  pena  que  se  ha  de  imponer,  según  el  propio 
artículo  del  Cóáigo  penal,  á  los  jurados  que  volunta- 
riamente dejen  de  desempeñar  su  cargo  sin  excusa  ad- 
mitida, á  los  peritos  y  testigos  que  dden  también  de 
comparecer  voluntariamente  ante  un  Tribunal  á  pres- 
tar su  declaración,  cuando  hubieren  sido  oportuna- 
mente citados  al  efecto. 

Se  entiende  que  el  jurado  que  así  procede  comete  un 
verdadero  delito  de  denegación  de  auxilio,  y  por  el 
solo  hecho  de  haberse  negado  á  votar,  de  haberse  abs- 
tenido de  votar,  se  hace  acreedor  á  esta  pena,  que  se 
impondrá  en  la  forma  que  corresponda. 
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Pero  no  porque  el  jurado  se  haya  abstenido,  deja 
de  estimarse  su  opinión. 

El  que  se  abstiene,  se  entiende  que  vota  la  inculpa- 
bilidad. De  suerte  que  el  voto  del  abstenido  se  esti- 
mará á  favor  de  la  inculpabilidad;  y  si  la  abstención 
recayera,  no  sobre  la  pregunta  principal,  sino  sobre 
una  pregunta  accidental  cualquiera,  caso  que  también 
puede  ocurrir,  se  entiende  en  el  sentido  más  favorable 
al  procesado  6  procesados  de  que  la  pregunta  trate. 

La  abstención  se  estima  como  la  duda,  y  en  la  duda 
prevalece  lo  favorable  al  reo,  de  acuerdo  con  las  obser- 
vaciones y  con  el  criterio  que  hemos  expuesto  al  co- 
mentar el  artículo  anterior. 

m 

Ocurre  preguntar  aquí,  dónde  se  hará  constar  este 
incidente,  caso  de  que  el  incidente  se  produzca. 

De  la  reunión  secreta  del  Jurado  para  deliberar  y 
acordar  el  veredicto,  no  se  levanta  realmente  un  acta. 
Ta  veremos  en  el  artículo  siguiente  que  de  esa  reunión 
no  queda  más  resultado  que  el  veredicto,  y  el  veredicto 
no  debe  contener  otra  cosa  que  la  contestación  á  las 
preguntas. 

En  el  veredicto,  pues,  no  debe  hacerse  constar  el  caso 
de  que  tratamos  cuando  haya  acontecido,  y  como  es  in- 
dudable que  de  alguna  manera  ha  de  constar,  pues  que 
su  constancia  es  el  punto  de  partida  para  la  formación 
del  proceso  que  ha  de  dar  por  resultado  la  imposición 
de  la  pena  referida  al  jurado  que  se  abstuvo  de  votar, 
creemos  nosotros  que  ese  incidente  debe  consignarse 
en  el  acta  general  que  se  formará  con  arreglo  al  ar- 
tículo 94,  haciendo  al  efecto  el  Presidente  de  los  jura- 
dos las  manifestaciones  que  estime  oportunas  sobre  lo 
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ocurrido,  al  volver  á  la  sala  de  andienoia  para  entregar 
el  veredicto. 

Art.  87.  Concluida  la  votación,  se  extenderá  en  la  fonni  si- 
guiente: Los  jurados  han  deliberado  sobre  las  preguntas  que  se  han 
sometido  á  su  resolución,  y  bajo  el  juramento  que  prestaron,  dacU- 
ran  solemnemente  lo  siguiente: 

A  la  pregunta...  (Aquí  las  preguntas  copiadas):  S(  6  No. 

Y  asi  todas  las  preguntas  por  el  orden  con  que  hubieran  mdo 
resueltas. 

Este  acta,  de  que  habla  el  art.  87,  no  es  realmente 
un  acta:  es  el  veredicto.  Acaso  habría  sido  mejor  que 
la  ley  empleara  esta  palabra  para  caracterizar  ese  acta 
misma  y  para  evitar  confusiones;  aunque,  á  nuestro 
juicio,  en  la  práctica  no  puede  suscitarse  ninguna,  por- 
que bien  claramente  se  deduce  de  los  términos  del  ar- 
tículo que  examinamos,  que  es  de  la  forma  del  vere- 
dicto de  lo  que  en  él  se  trata. 

El  veredicto  se  redactará  con  arreglo  á  lo  que  este 
artículo  dispone ;  se  incluirán  en  él  literalmente  las 
preguntas  que  el  Presidente  del  Tribunal  haya  entre- 
gado á  los  jurados,  y  á  continuación  las  contestaciones, 
significadas  sólo  por  el  monosílabo  que  haya  prevale- 
cido en  la  votación.  A  cada  pregunta  se  contestará, 
pues,  sí  ó  no,  según  se  haya  dicho  ó  manifestado  por 
la  mayoría,  y  en  el  caso  de  no  haber  habido  mayoría 
respecto  de  las  preguntas  sino  empate,  éstas  serán  con- 
testadas por  el  monosílabo  que  represente  la  solución 
más  favorable  al  procesado  ó  procesados  de  que  se 
trate. 

Art.  88.  En  el  acta  no  podrá  baoerse  constar  si  el  acuerdo  se 
tomó  por  mayoría  ó  por  unanimidad,  y  será  firmada  por  todos  loi 
jurados. 

El  que  no  lo  hiciere  después  de  requerido  tres  veces,  inooirirá 
en  la  pena  á  que  se  refiere  el  art.  86  de  esta  ley. 
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Ateniéndose  literalmente  á  lo  dispuesto  en  el  art.  87 
para  la  redacción  del  Teredícto,  claro  es  que  uo  se  ha 
de  hacer  constar  en  él^  si  el  acuerdo  se  tomó  por  mayo- 
ría, ai  se  tomó  por  unanimidad^  ó  si  hubo  empate. 

Ya  hemos  dicho  que  eu  la  contestación  á  las  pregun- 
tas no  habrá  necesidad  de  poner  otra  cosa  que  el  mo- 
nosflabo  que  represente  la  contestación  que  haya  pre- 
valecido, sin  indicar,  no  ya  el  número  de  votos^  pero  ^ 
ni  siquiera  si  esa  respuesta  ha  sido  acordada  por  mayo-  f< 
ría,  por  unanimidad^  ó  por  empate.  i 

El  jurado  que  se  niegue  á  suscribir  el  veredicto^  in- 
currirá en  la  misma  pena  y  será  considerado  de  igual 
suerte  que  el  que  se  abstuviere  de  votar.  Se  procederá 
respecto  de  él  como  en  el  caso  que  analizamos  en  el 
comentario  del  art.  86, 

Art.  89*  El  jurado  que  revelase  el  voto  que  hubiere  emitido^ 
6  el  que  hubiere  dado  cualquiera  de  síia  colegas,  salvo  lo  que  m 
dispoue  eu  el  art.  110,  aera  conalderado  como  ftiuc  ion  tirio  público 
para  loa  efectoa  de  lo  dispuesto  en  el  art,  378  del  Código  penal. 

Ya  hemos  dicho  que  el  voto  de  los  jurados  ea  secre- 
to¡  hemos  expuesto  también  las  razones  por  las  cuales 
BñB  secreto  debe  mantenerse.  El  art.  89  se  encamina  á 
garantizar  ese  secreto,  que  ha  de  mantenerse  siempre^ 
salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  110,  de  que  ya^  al  co- 
mentar ese  artículo,  hablaremos. 

j;i  jurado  que  revele  el  voto  que  haya  emitido,  ó 
declare  el  de  sus  compafíeroSj  será  coBsiderado  como 
un  funcionario  que  revela  el  secreto  de  que  tenga  co- 
nocimiento por  razón  de  su  oficio,  é  incurrirá  en  la 
pena  de  suspensión  en  su  grado  mínimo  y  medio  y  mul- 
ta de  125  é  1.250  pesetas. 

Entiéndase  que  si  de  la  revelación  resultara  grave 
daño  para  la  causa  pública,  circunstancia  que,  á  nues- 
tro juicio,  debe  y  puede  ser  apreciada  en  el  caso  que 
estamos  e3:aminandOj  la  pena  será  de  inhabilitación  es- 
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pecíal  temporal  en  su  grado  máximo  á  inhabilitacióii 
especial  perpetua,  y  prisión  correccional  en  sus  grados 
medio  y  máximo,  todo  con  arreglo  á  lo  que  dispone  el 
art.  378  del  Código  penal,  que  la  ley  del  Jurado  consi- 
dera vigente  en  este  caso  y  para  este  efecto. 


Art.  90.  Escrita  y  firmada  el  acta,  volverán  los  jurados  &  la 
eala  del  Tribunal,  y  ocupando  sos  respectivos  asientos^  el  que  Im- 
biere  desempeñado  las  funciones  de  Presidente  leerá  el  acta  en  aU» 
voz,  entregándola  después  al  Presidente  del  TribunaL 

En  este  estado  del  juicio,  los  suplentes  cesarán  de  funcionar, 
pudiendo  retirarse;  y  mientras  que  los  jurados  propieti^oB  delibe- 
ren^ permanecerán  con  los  Magistrados  de  la  Sección  de  dei^ecko 
por  si  acaso  ocurriera  cualquier  accidente  que  exigiere  la  snaütn- 
ción  de  alguno  de  aquéllos. 


Escrito  y  firmado  el  veredicto,  los  jurados  vuelven  á 
la  sala  del  Tribunal  y  ocupan  sus  asientos  en  la  misma 
forma  en  que  se  encontraban  al  constituirse  con  arre- 
glo al  art.  58.  El  jurado  que  haya  presidido  la  delibe- 
ración, leerá  el  veredicto  en  alta  voz  y  le  entregará  al 
Presidente  del  Tribunal.  Entonces,  si  hubiere  ocurrido 
lo  previsto  en  el  art.  86,  6  lo  que  prevé  y  castiga  el 
párrafo  segundo  del  art.  88,  el  Presidente  de  los  jura- 
dos lo  manifestará  para  que  conste  en  el  acta  de  la  se- 
sión de  aquel  día  y  surta  los  efectos  correspondientes. 

Ya  hemos  dicho,  y  repetiremos  aquí,  que  siempre 
que  se  trate  del  acta  á  que  se  refieren  los  artículos  87, 
88  y  90,  debe  entenderse  que  la  ley  habla  del  vere- 
dicto. Lo  llama  acta,  porque  es  la  única  en  que  se  hace 
eonstar  el  resultado  de  la  deliberación  de  los  jurados. 
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En  este  momento  del  juicio  pueden  los  suplentes  re- 
ararse ^  porque  hasta  entonces  habrán  permanecido  con 
loa  Magistrados  de  la  Sección  de  derecho,  por  si  du- 
rante la  deliberación  ocurriera  cualquier  accidente  que 
exigiese  que  im  suplente  sustituyera  á  nn  propietario. 

Observa  el  Sr.  Alcalde  en  su  comentario  á  este  ar- 
tículo,  que  la  ley  no  debiera  permitir  que  se  retiraran 
los  suplentes  hasta  que  el  veredicto  fuera  definitiya- 
mente  votado,  porque  puede  suceder  que  después  de  ' 

entregado  al  Presidente  del  Tribunal  hubiera  de  vol- 
ver de  nuevo  á  los  jurados,  en  consonancia  con  lo  dis- 
puesto en  el  art.  90.  j 

Indudablemente  puede  ocurrir  este  caso,  y  sin  duda  ,1 

la  observación  no  carece  de  fundamento.  Después  de  I 

todo,  habiendo  realmente  permanecido  hasta  aquel  mo-  ■ 

mentó  en  el  Tribunal,  y  debiendo  concurrir  en  cuanto 
termine  el  juicio  de  derecho  para  verificar  la  constitu- 
ción del  Tribunal  que  ha  de  ver  y  fallar  la  causa  que  se 
vea  en  seguida,  no  es  mucha  la  molestia  que  se  hará 
sufrir  á  los  suplentes,  haciéndoles  permanecer  mientras 
se  resTielve  ó  no  si  procede  entrar  en  el  juicio  de  dere- 
cho ó  ha  lugar  á  que  los  jurados  nuevamente  se  re- 
unan  para  modificar  ó  alterar  su  veredicto*  • 


," 
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CAPÍTULO  xn 

Del  juicio  de  derecho. 

Art.  91.  Cuando  el  Teredicto  fdese  de  coTpjihnidad  pan  al- 
gnno  de  los  acosados,  el  Presidente  del  Tribunal  concederi  la  pa- 
labra al  Fiscal  y  á  la  representación  de  los  actores  particalares 
para  que  informen  lo  qne  tengan  por  conTeniente,  así  sobre  la  p€oa 
que  debe  imponerse  &  cada  nno  de  los  declarados  colpaUes,  como^ 
sobre  la  responsabilidad  ciyil  y  su  cuantía. 

Después  del  Fiscal  y  de  la  representación  de  los  actores  parti- 
culares informarán  las  de  los  procesados  y  las  de  las  demás  peno- 
ñas  civilmente  responsables. 

En  los  informes  se  limitarán  á  tratar  Ibs  eaestioii«s  legal«5j. 
ajustándose  necesariamoite  á  los  hechos  establecidos  por  el  Jora- 
do,  sin  qne  se  permita  censara  ni  crítica  alguna  acerca  de  dlo«. 


Se  procederá  á  lo  qne  dispone  el  art.  91  en  cnanto 
haya  veredicto,  y  hay  veredicto,  no  cnando  lo  señalan 
los  términos  del  art.  90,  sino  cnando  no  se  han  emplea- 
do contra  ese  veredicto  alguno  de  los  reemsos  que  es- 
tablece la  ley. 

Ha  de  entenderse,  pnes,  qne  siempre  que  el  venar 
dicto  se  devuelva  al  Jurado  para  qne  lo  reforme  ó  con- 
firme, ó  siempre  qne  se  acuerde  con  arreglo  á  lo  que 
establece  el  cap.  XV,  que  en  su  lugar  analizaremos, 
qne  la  causa  se  remita  á  nuevo  Jurado,  no  procederá 
entrar  en  el  juicio  de  derecho;  y,  en  cambio,  en  cuanto 
se  estime  que  hay  veredicto  y  contra  el  veredicto  no 
se  emplee  ninguno  de  estos  recursos,  procederá  aplicar 
lo  que  el  art.  91  ordena  y  se  entrará  en  el  juicio  de  de- 
recho. 
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La  primera  circunatancia  indispensable  para  cum- 
plir lo  que  el  mismo  art.  91  establece,  es,  pues,  que 
haya  veredicto. 
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El  veredicto  podrá  ser  de  culpabilidad  ó  inculpabi- 
Udad,  següu  declare  que  el  procesado  es  culpable  ó  no 
es  culpable.  En  el  caso  de  que  declare  que  el  proce- 
sado no  es  eulpablCj  se  procederá  en  los  términos  esta- 
blecidos en  los  artículos  93  y  96, 

Cuando  no  hay  culpabilidad  no  puede  haber  debate 
ni  sobre  la  calificación,  ni  sobre  la  pena  que  haya  de 
imponerse;  no  procede  más  que  pronunciar  en  el  acto 
sentencia  absolutoria.  Pero  en  caso  de  que  el  veredicto 
sea  de  culpabilidad  para  alguno  de  los  acusados ,  si 
son  varios,  ó  contra  el  único  acusado,  se  abre  el  juicio 
de  derecho;  juicio  de  derecho  que  ha  de  verilearse  cou 
arreglo  á  lo  que  diapone  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal y  teniendo  en  cuenta  lo  ordenado  en  este  capí- 
tulo. 

Una  vez  leído  y  aceptado  el  veredicto  como  base  del 

1'uicio  de  derecho^  el  Presidente  del  Tribunal  concederá 
a  palabra  á  la  representación  de  las  partes,  y  éstaa 
harán  el  informe  jurídico  correspondiente. 

En  estos  ínformea  no  se  tratarán  más  que  las  cuestio- 
nes legales,  que  son  las  de  la  calificación  de  los  hechos 
fundamentales,  esenciales  y  accidentales  consignados 
en  el  veredicto;  lo  relativo  á  la  pena  correspondiente 
á  esos  hechos,  y  lo  que  toca  á  la  responsabilidad  civil 
y  su  cuantía. 

Deberá,  pues,  discutirse  en  este  debate  la  califica- 
ción  legal  y  jurídica  del  delito  que  resulte  cometido 
con  arreglo  á  los  hechos  que  se  declaran  probados;  la 
calificación  de  la  intervención  que  en  ese  hecho  hayan 
tenido  y  del  grado  de  responsabilidad  que  hayan  con- 
traído  por  su  pí^tieipación  en  el  mismo  las  personas 
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que  se  declaran  culpables;  la  calificación  de  los  hechos 
circunstanciales  y  modificativos  de  esa  responsabili- 
dad; las  cuestiones  que  se  relacionan  con  la  acdón  é 
influencia  de  las  mismas  circunstancias  modificativas, 
la  pena  que  corresponda,  la  responsabilidad  civil  que 
haya  de  declararse  y  las  cuestiones  relativas  á  las 
costas. 

Aquí  será  oportuno  discutir  también,  caso  de  que 
las  hubiera,  aunque  ya  hemos  expuesto  las  observacio- 
nes que  respecto  de  ellas  es  preciso  tener  en  cuenta, 
aquellas  cuestiones  á  que  se  refiere  en  su  último  pá- 
rrafo el  art.  72,  cuando  dice  que  si  en  cualquier  delito 
ó  circunstancia  del  mismo  se  contuviese  algún  concepto 
exclusivamente  jurídico  que  pueda  precisarse  indepen- 
dientemente de  los  elementos  materiales  ó  morales 
constitutivos  del  delito  ó  de  sus  circunstancias,  no  se 
formulará  pregunta  alguna,  reservando  su  apreciación 
á  la  Sección  de  derecho.  Si  hubiera  alguna  cuestión  de 
esas  cuyí^  apreciación  ha  quedado  reservada  á  la  Sec- 
ción de  derecho,  se  discutirá  también  en  la  parte  del 
juicio  de  que  estamos  tratando. 


m 


Los  representantes  de  las  partes  no  pueden  discutir 
otra  cosa  sino  estas  cuestiones;  y  en  cuanto  á  los  he- 
chos, se  ajustarán  necesariamente  á  lo  establecido  por 
los  jurados  en  el  veredicto,  sin  que  se  permita  siquiera 
crítica  ni  desviación  alguna  de  las  declaraciones  que 
el  mismo  veredicto  contiene. 

El  principio  á  que  se  subordina  este  debate  en  cuan- 
to á  la  apreciación  de  los  hechos,  es  que,  una  vez  co- 
menzado el  juicio  de  derecho,  una  vez  admitido  el  ve- 
redicto como  base  del  juicio,  una  vez  que  no  procede 
revisar  el  veredicto  con  arreglo  á  ninguna  de  las  for- 
mas establecidas  por  la  ley,  el  veredicto  es  de  todo 
punto  inatacable;  y  este  principio  ha  de  mantenerse 
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con  el  mayor  rigor  j  con  la  mayor  escrupulosidad,  como 
se  mantiene  en  el  trámite  de  la  casación  por  infracción 
de  ley  y  de  doctrina  legal  todo  lo  que  se  refiere  á  la 
apreciación  de  los  hechos  formulada  por  la  Sala  sen- 
tenciadora como  base  iiidÍ3cutíble  de  aquel  juicio,  que 
es  también  un  juicio  exclusivamente  de  derecho. 

El  mismo  criterio  que  es  fundamento  de  la  casación 
se  aplica  aquí:  los  Tribunales  de  derecho  no  pueden 
entender  en  los  hechos  ni  directa  ni  indirectamente. 
Por  eso  la  sentencia  que  dicta  el  Tribunal  de  derecho 
puede  ser  rechazada  por  el  Tribunal  Supremo,  preci- 
samente para  evitar  esa  extralimitaeión  é  invasión  de 
los  Jueces  de  derecho  en  lo  que  se  refiere  á  la  estima- 
ción y  declaración  de  los  hechos. 

Nada  menos  que  esa  garantía,  la  mayor  de  todas  las 
que  ha  podido  imaginar  ó  crear  el  legislador,  se  ha 
consagrado  á  defender  este  principio  ^  para  mantener  el 
cual  es  indispensable  que  los  representantes  de  las  par- 
tes acepten,  cualesquiera  que  sean  sus  juicios  y  opinio- 
nes particulares,  como  base  indiscutible  é  inatacable 
de  los  razonamientos  que  formulan  en  el  juicio  de  de- 
recho, la  declaración  de  los  hechos  contenida  en  el  ve- 
redicto. 

El  Presidente  deberá  mantener  para  ello  con  toda 
severidad  este  principio, 

Art.  92,  Asi  el  Fiscal  come  laa  demis  partes,  podrán  variar 
en  el  acto  sus  calificaciones  respecto  al  delito,  participación  en  él 
de  los  declarados  culpables  y  circunstancias  modificativas  de  la  pe- 
nalidad, partiendo  de  las  declaraciones  contenidas  en  el  veredicto. 
Ea  aplicable  lo  dispuesto  en  el  art.  IZZ  de  la  ley  de  Enjuicia^ 
miento  criminal^  pero  tan  sólo  en  cuanto  se  refiere  á  la  calific ación 
del  delito j  sin  que  en  ningún  caso  pueda  suspenderse  el  juicio  por- 
qae  el  Tribunal  baga  uso  de  la  facultad  k  que  se  refiere  dicbo  ar- 
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El  juicio  de  derecho  debe  comenzar  por  una  decla- 
ración de  cada  parte  de  lo  que  mantiene  ó  altera  en  la 
calificación  definitiva  que  Uzo  después  de  practicadas 
las  pruebas. 

Nosotros  creemos  en  este  punto  que  para  dar  mayor 
claridad  y  orden,  sería  conveniente  que  los  juicios  de 
derecho  comenzasen  preguntando  el  Presidente  del 
Tribunal  á  los  representantes  de  las  partes,  si  alteran 
ó  mantienen  sus  calificaciones  definitivas,  y  que  los  re- 
presentantes de  las  partes  declarasen,  contestando  á 
esas  preguntas,  lo  que  estimaran  conveniente  al  dere- 
cho de  sus  respectivas  defensas,  y  si  sostenían  ó  no  sus 
calificaciones. 

Entonces  el  Presidente  del  Tribunal,  de  acuerdo  con 
los  Magistrados  que  componen  la  Sección  de  derecho, 
deberá  declarar  si  hace  ó  no  hace  lo  que  dispone  d  ar- 
tículo 733  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal;  po^ 
que  para  que  el  Presidente  use  de  este  derecho  es  ne- 
cesario que  hayan  declarado  las  partes  lo  que  estimen 
oportuno,  rectificando  ó  confirmando  su  respectiva  cali- 
ficación. 

Esto  es  lo  que  nosotros  creemos  que  debe  hacerse, 
con  el  propósito,  ya  lo  hemos  dicho,  de  que  el  juicio  de 
derecho  se  plantee  y  se  desarrolle  con  la  mayor  clari- 
dad, con  el  mayor  orden  y  de  una  manera  enteramente 
regular. 
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Formuladas  las  preguntas,  habiendo  declarado  el 
Fiscal  y  los  defensores  cuáles  son  las  calificaciones  que 
mantienen,  se  procede  á  lo  que  dispone  el  segundo  pá- 
rrafo del  artículo  que  comentamos. 
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Las  calificaciones  proTÍsioaales  se  hacen  con  arreglo 
é  lo  que  resulta  del  sumario;  las  calificaciones  defini- 
tivas se  hacen  con  arreglo  á  lo  que  resulta  de  las  prue- 
bas practicadas  ante  el  Tribunal ,  y  esta  tercera  califi- 
cación, que  se  llamará  calificación  para  el  juicio  de  de- 
recbo  con  el  fin  de  distinguirla  de  las  otras  dos,  debe 
hacerse  con  sujeción  estricta  á  lo  que  declare  el  vere- 
dicto. 

Así  como  es  posible  que  entre  el  resultado  de  las 
pruebas  practicadas  en  el  juicio  oral  j  las  diligencias 
del  sumario  haya  una  diferencia  tal  que  obligue  á  las 
partes  á  modificar  sus  conclusiones  provisionales;  así 
entre  los  resultados  de  las  pruebas  practicadas  en  el 
jtdcio,  vistas  a  través  de  la  opinión  de  la  acusación  ó 
de  la  defensa,  y  las  declaraciones  del  veredicto,  puede 
haber  una  diferencia  tan  grande  que  sea  indispensable 
alterar  esta  calificación  antes  de  entrar  en  el  juicio  de 
derecho. 

Ya  hemos  dicho  que  en  el  juicio  de  derecho  se  ha  de 
«ntrar  partiendo  de  la  base  del  veredicto;  que  esa  es 
la  base  inatacable  de  todo  juicio  de  derecho,  y  como 
las  calificaciones  son  tesis  que  se  desarrollan  en  los 
discursos  que  pronuncian  y  en  los  informes  que  hacen 
el  Fiscal  y  los  representantes  de  las  partes,  ocurrirá 
la  necesidad  de  alterar  ó  fijar  esa  conclusión  definiti- 
va, según  sean  los  términos  del  veredicto  y  con  arre- 
glo á  lo  que  el  veredicto  declare. 

La  regla  á  que  hay  que  atenerse  para  esta  modifica- 
ción ó  variación,  es  el  veredicto-  Las  conclusiones  para 
el  juicio  dé  derecho  han  de  estar  completamente  ajus- 
tadas al  veredicto  y  á  la  declaración  de  hechos  proba* 
dos  que  constituye  el  veredicto  mismo. 


m 

Después  de  formuladas  las  calificaciones  ó  conclu- 
siones para  el  juicio  de  derecho  por  el  Fiscal  y  por  los 
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defensores  de  las  parteg  á  excitación  del  Presidente,  6 
contestando  á  las  preguntas  que  sobre  este  punto  de- 
berá el  Presidente  dirigirles,  se  está  en  el  caso,  si  la 
Sección  de  derecho  lo  estima  oportuno,  de  aplicar  aquí 
lo  dispuesto  en  el  art.  733  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal. 

El  art.  733  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  que 
ha  dado  motivo  á  transcendentales  discusiones,  porqie 
constituye  en  realidad  una  limitación  al  principio  acu- 
satorio, dispone  lo  siguiente: 

«Si  juzgando  por  el  resultado  de  las  pruebas,  entea- 
diere  el  Tribunal  que  el  hecho  justiciable  ha  sido  cali- 
ficado con  manifiesto  error,  podrá  el  Presidente  em- 
plear  la  siguiente  fórmula: 

» Sin  que  sea  visto  prejmgar  d  fallo  definitim  sobre 
las  conclusiones  de  la  acusación  y  de  la  defensa^  el  Tribu- 
nal d'esea  que  el  Fiscal  y  los  defensores  del  procesado  (6 
loa  defensores  de  las  partes  cuando  fuesen  varias)  k 
üustren  acerca  de  si  el  hecho  justiciable  cúnstituye  el  delito 

de ó  si  exists  la  ctrcunsíatwia  eximente  de  re^pmisM- 

lidad  á  que  se  refiere  el  número del  añ del  Código 

penal. 

>Esta  facultad  excepcional  de  que  el  Tribunal  usari 
con  moderación,  no  se  extiende  á  las  caucas  por  deli- 
tos que  sólo  pueden  perseguirse  á  instancia  de  parte, 
ni  tampoco  es  aplicable  á  los  errores  que  hayan  podi- 
do cometerse  en  los  escritos  de  calificación,  así  respec- 
to á  la  apreciación  de  las  circunstancias  atenuantes  j 
agravantes,  como  en  cnanto  á  la  participación  de  cada 
uno  de  los  procesados  en  la  ejecución  del  delito  públi- 
co que  sea  materia  del  juicio. 

»Si  el  Fiscal  ó  cualquiera  de  los  defensores  de  I^ 
partes  indicaren  que  no  están  suficientemente  prepa- 
rados para  diacutir  la  cuestión  propuesta  por  el  Presi- 
dente, se  suspenderá  la  sesión  hasta  el  siguiente  día» 

Lo  dispuesto  en  este  art,  733,  es  aplicable  á  los  jm- 
cios  del  Tribunal  de  derecho  en  el  momento  en  que 
termina  la  práctica  de  las  pruebas  y  á  los  juicios  del 
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Tribunal  del  Jurado  cuando  coinieiiza  el  juicio  de  de- 
recho. 
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Desde  luego  hay  que  advertir,  y  ealiiDOs  así  al  pafía 
de  una  objeción  formulada  contra  la  inclusión  de  este 
artículo  en  la  presente  ley  por  medio  del  precepto  con- 
tenido en  el  art,  92,  que  han  de  ser  distintos  los  efec- 
toa  que  ese  artículo  produzca  cuando  se  trate  de  cau- 
sas seguidas  ante  un  Tribunal  de  derecho  ó  cuando  se 
trate  de  causas  seguidas  ante  el  Tribunal  del  Jurado; 
y  basta,  para  comprenderlo  de  esta  manera,  tener  en 
cuenta  una  consideración  sencillísima. 

Cuando  puede  aplicarse  este  artíeulo,  en  las  causas 
seguidas  ante  el  Tribimal  del  Jurado,  hay  ya  una  bas& 
para  la  sentencia  que  es  incontrastable  y  que  no  puede 
ser  impugnada. 

Esta  base  es  el  veredicto;  por  consiguiente,  no  daña 
en  manera  ninguna  al  principio  fundamental  del  siste- 
ma acusatorio,  el  que  una  vez  pronunciada  por  los  ju- 
rados la  declaración  de  lo  que  es  verdad  acerca  del  he- 
cho, se  otorgue  al  Tribunal  la  facultad  de  insinuar  res- 
pecto de  esos  hechos  una  declaración  distinta  de  la  que 
sostienen  los  acusadores  ó  los  defensores  de  las  partes. 

El  juicio  está  ya  ultimado  en  su  parte  más  importan- 
te,  porque  la  parte  más  importante  del  juicio  son  los 
hechos,  y  una  vez  fijados  esos  hechos,  todo  lo  demás 
puede  discutirse  ampliamente;  los  derechos  é  intereses 
de  los  procesados  están  suficientemente  garantidos,  y 
la  posibilidad  de  que  el  Tribunal  se  convierta  en  acu- 
sador, está  suficientemente  evitada  desde  el  momento 
en  que  la  acción  del  Tribunal,  como  la  acción  y  la  pa- 
labra de  los  defensores  y  acusadores,  deben  contener- 
se dentro  de  aquellos  límites  restringidos  que  el  vere- 
dicto señala. 

Por  tanto j  si  ese  art.  733  se  ha  considerado  como  un 
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lunar  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  y  del  siste- 
ma acusatorio,  no  hay  motivo  para  considerarlo  de 
igual  manera  tratándose  de  su  inclusión  en  la  ley  del 
Jurado,  por  medio  del  precepto  del  art,  92. 


El  art.  732  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
-decía: 

í  Practicadas  las  diligencias  de  prueba^  las  partes  po- 
drán modificar  las  conclusiones  del  escrito  de  califica- 
ción. En  este  casOj  formularán  por  escrito  las  nuevas 
conclusiones  y  las  entregarán  al  Presidente  del  Tri 
bunaL 

>Las  conclusiones  podrán  formularse  en  forma  alter- 
nativa^  según  lo  dispuesto  en  el  art.  653.* 

A  continuación  de  esto^  el  733  decía  lo  que  hemos 
copiado  más  arriba. 

Por  el  enlace  de  estos  artíOuloSj  se  comprende  el  al- 
cance y  la  transcendencia  de  lo  dispuesto  en  el  733. 
No  era  posible,  con  arreglo  á  sus  términos^  interpreta- 
dos leal  y  rectamentej  que  existiera  peligro  alguno  de 
que  se  desconociese  la  base  esencial  del  sistema  acusa- 
torio. 

La  redacción  de  este  artículo,  pues,  se  explica,  aun 
dentro  del  mecanismo  de  la  propia  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal;  pero  examinadas  estas  cosas  con  el 
criterio  de  desconfianza  que  inspira  la  práctica  de  las 
leyes  procesales,  podría  decirse:  supongamos  que  loa 
Jueces  de  derecho,  prevenidos  por  las  diligencias  su- 
mariales, no  atribuyen  á  las  practicadas  en  el  juicio 
oral  todo  el  valor  que  éstas  tienen,  y  que  defieren  con 
exceso  á  lo  que  aquéllas  arrojan;  supongamos  que^  por 
virtud  de  esta  prevención,  esos  Jueces  están  dispuestos 
á  considerar  el  delito  de  una  manera  determinada,  dia* 
tinta^  acaso,  del  resultado  mismo  del  juicio  oral. 

Esos  Jueces  que  en  tales  condiciones  se  encuentran 
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y  tales  propósitos  abrigan,  tienen  abierto  el  camino  de 
realizarlos  por  medio  del  art.  733,  pues  por  virtud  de 
lo  que  ese  artículo  dispone,  pueden  introducir  en  el 
debate  que  sigue  á  la  práctica  de  las  pruebas,  elemen- 
tos contra  los  cuales  no  haya  podido  defenderse  el  pro- 
cesado durante  las  diligencias  de  la  prueba  misma.  De 
aquí  nace  un  peligro;  y  ese  peligro  es  una  verdadera 
contradieoión  en  el  desenvolvimiento  del  sistema  acu- 
gatorio. 

Para  que  ese  peligro  se  produjera,  sería  necesario 
que  los  Jueces  de  derecho  no  cumplieran  lealraente  con 
BU  misión,  que  los  Jueces  de  derecho  abusaran  de  las 
facultades  que  les  otorga  el  mismo  art.  733.  Aunque 
sea  muy  remota  y  muy  improbable  la  posibilidad  de 
que  esto  ocurra,  el  legislador  debe  á  todo  trance  evi- 
tarla. 

No  compartimos,  pues,  la  opinión  que  atribuye  á  es© 
art.  733  un  alcance  que  verdaderamente  no  tiene.  No 
creemos  que  la  práctica  de  ese  artículo  produzca  fácil- 
mente el  resultado  de  que  se  imponga  á  un  reo  una 
condena  por  virtud  de  imputaciones  más  graves  que 
las  formiüadas  por  la  acusación  y  hechas  con  posterio- 
ridad al  período  de  la  prueba,  sin  que  el  reo  haya  teni- 
do  medios  de  desvanecer  los  cargos  que  contra  él  se 
formulen. 

Por  las  consideraciones  que  hemos  expuesto  y  otraa 
muchas  que  omitimos,  á  fin  de  no  alargar  innecesaria- 
mente estos  comentarios,  creemos  difícil  que  eso  suceda 
alguna  vez;  pero  ni  negamos  la  posibilidad  del  peligro 
señalado,  ni  dejamos  de  unir  nuestra  voz  á  la  de  aque- 
llos que  reclaman  prudencia  y  circunspección  en  el 
empleo  del  recurso  establecido  por  el  art.  733. 


n 

En  el  Jurado  tal  peligro  no  existe,  á  menos  de  que 
fie  ponga  en  olvido  cuanto  hemos  dicho  al  comentar  el 
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art.  75,  que  tiene  con  éste  que  ahora  examinamos  ínti- 
mo enlace;  porque  si  fuera  lícito  al  Presidente  del  Tri- 
bunal formular  sin  Limitación  ninguna  las  preguataa 
que  estimase  oportunas  al  Jurado,  y  si  luego,  como 
complemento  de  esa  facultad,  se  diese  á  la  Sección  de 
derecho,  sin  limitación  ninguna  también,  las  que  le 
otorga  el  segundo  párrafo  del  art.  92,  podría  resultar 
del  enlace  de  estos  artículoSj  de  las  facultades  que  en 
uno  y  otro  se  otorgan  al  Presidente  y  á  la  Sección  de 
derecho,  medios  bastantes  para  producir  y  ocasionar 
ese  peligro. 

Por  eso  dijimos  al  examinar  el  art.  75,  que  las  facul- 
tades que  ese  artículo  otorga  al  Presidente  de  formular 
las  preguntas  relativas  á  los  hechos  que  resulten  de 
las  pruebas,  aunque  no  hubieran  sido  comprendidos  en 
las  conclusiones  de  la  acusación  ó  de  la  defensa,  es  una 
facultad  tan  reducida,  tan  limitada,  que  apenas  tiene 
espacio  y  holgura  para  desenvolverse  y  practicarse. 

El  segundo  párrafo  del  art.  75,  dice:  <E1  Presidente 
no  podrá  formular  preguntas  ni  hacer  uso  de  las  facul- 
tades que  ese  mismo  art.  75  le  otorga,  que  tiendan  á 
declarar  la  culpabilidad  del  acusado  ó  acusados  por  un 
delito  más  grave  que  el  que  hubiera  sido  objeto  de  la 
acusación»,  y  esa  frase  ddito  más  grave  ha  de  enten- 
derse en  el  sentido  de  que  el  Presidente  no  podrá  for- 
mular preguntas  que  ee  encaminen  á  demostrar  la 
existencia  en  el  hecho  de  autos^  en  el  proceso  de  que 
se  trata,  de  una  figura  de  delito  más  grave  que  aque* 
lia  que  haya  sido  objeto  de  la  acusación. 

Puede  ser  una  figura  de  delito  más  grave  que  otra, 
en  primer  lugar,  porque  realmente  contenga  la  impu- 
tación de  un  delito  más  grave;  en  segundo  lugar,  por- 
que contenga  la  imputación  de  un  segundo  ó  tercer  de- 
lito, de  un  delito  más,  aparte  de  los  estimados  por  la 
acusación;  y  en  tercer  lugar,  porque  se  estimen  y  apre- 
cien circunstancias  agravantes  que  no  hayan  sido  esti- 
madas por  la  acusación. 

Nada  de  esto  podrá  hacer  el  Presidente  del  Tribunal 
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por  el  medio  indirecto  de  laa  preguntas,  y  no  podrá 
agravar  la -figura  de  delito  que  haya  sido  objeto  de  la 
acusación;  y  entendido  así  el  art.  75,  no  resulta  peligro 
alguno  de  su  enlace  con  el  art.  92, 

Podrá  resultar,  y  resultará  prescindiendo  de  este  cri- 
terio nuestro  y  de  esta  regla  que  damos  á  los  Presiden- 
tes de  las  Audiencias,  de  lascuales.no  creemos  que  en 
manera  alguna  deben  separarse,  estimando  que  si  algu- 
no se  separa  de  ella,  falta  notoriamente  á  eu  deber  y  a 
la  imparcialidad  con  que  debe  ejercer  el  cargo  que  la 
ley  le  encomienda. 

Para  las  conclusiones  que  se  formulen  como  base  del 
juicio  de  derecho,  ha  de  partirse  del  veredicto.  En  el 
veredicto  constan  los  hechos,  no  sólo  discutidos,  sino 
probados;  y,  por  consiguiente,  cualquiera  que  sea  la 
ealificación  que  se  haga  de  estos  hechos,  en  el  caso  de 
que  se  haga  una  calificación  nueva,  no  indicada  ni  ale- 
gada hasta  entonces,  no  puede  decirse  que  el  procesa- 
do no  ha  tenido  medios  de  desvanecer  estos  cargos, 
puesto  que  ese  cargo  ya  se  ha  discutido  y  consta  de  una 
manera  indudable,  de  una  manera  positiva,  de  una  ma- 
nera incontrastable  en  el  veredicto. 

Los  que  censuran  la  forma  como  se  ha  redactado  el 
segundo  párrafo  del  art.  92,  no  tienen  bastante  en  cuen- 
ta el  mecanismo  del  Jurado  ni  la  manera  de  funcionar 
de  esta  especie  de  Tribunales;  si  la  tuvieran,  no  enten- 
derían que  ese  párrafo  segundo  es  un  lunar  de  esta  ley. 


Vil 

Para  concluir  con  lo  que  ese  segundo  párrafo  esta- 
blece, advertiremos  que,  cualesquiera  que  sean  las  mo- 
dificaciones que  se  hagan  en  la  calificación  al  redactar 
las  conclusiones  para  el  juicio"  de  derecho,  no  procede- 
rá nunca  suspender  este  juicio,  ni  dar  plazo  alguno  á 
los  Abogados,  ni  al  Fiscal  para  que  se  preparen  á  dis- 
cutirla; lo  cual  es  lógico,  partiendo  de  la  base  que  nos- 
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otros  hemos  tenido  en  cuenta  para  todas  las  observa- 
ciones hechas  en  estos  comentarios;  de  la  base  de  que, 
sea  la  que  fuere  esta  calificación,  ha  de  ser  siempre  co- 
nocida, puesto  que  ha  de  arrancar  y  partir  de  los  he- 
chos declarados  en  el  veredicto,  que  son  los  hechos  que 
se  han  discutido  en  el  juicio,  que  son  los  hechos  acerca 
de  los  cuales  se  han  suministrado  las  pruebas  y  que 
han  servido  de  base  á  las  preguntas,  que  son  los  he- 
chos en  cuyo  examen  han  venido  ocupándose  constan- 
temente todos  los  que  concurren  á  las  tareas  del  Tri- 
bunal. 

Art.  93.  Terminados  estos  informes,  6  inmediatamente  des- 
pués de  pronunciado  el  veredicto,  si  éste  hubiese  sido  de  inculpa- 
bilidad, los  Jueces  de  derecho  se  retirarán  á  deliberar  y  á  dictar  la 
sentencia  que  proceda  en  cada  caso. 

La  Única  cuestión  que  puede  suscitarse  en  el  examen 
de  este  artículo,  es  la  de  qué  ha  de  entenderse  por  ve- 
redicto de  inculpabilidad. 

A  nuestro  juicio,  veredicto  de  inculpabilidad  es 
aquel  en  que  el  Jurado  declara  que  el  procesado  no  es 
cTilpable,  contestando  á  la  pregunta  ó  preguntas  en  que 
se  haya  formulado  la  acusación  principal  De  manera, 
que  la  incidpabilidad  ha  de  resultar  sin  duda  ni  discu- 
sión ninguna  de  los  propios  términos  de  la  respuesta 
del  Jurado. 

No  es  posible  que,  admitido  este  criterio,  haya  duda 
alguna  para  determinar  cuándo  se  está  en  el  caso  del 
art.  93.  En  ese  caso,  quiere  la  ley  que,  inmediatamen- 
te que  sea  conocido  el  veredicto,  que  inmediatamente 
que  el  veredicto  se  haga  público  por  la  lectura  que  de 
él  ha  de  hacerse,  conforme  al  art.  90,  los  Jueces  de  de- 
recho se  retiren  á  deliberar  y  á  dictar  sentencia. 

Dice  la  ley  que  han  de  dictar  la  que  proceda  en  ca- 
da caso,  y  esto,  aunque  parece  increíble,  también  ha 
dado  motivo  para  que  algunos  supongan  que  la  ley,  en 
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eeta  parte,  está  mal  redactada.  K"o  tenemos  que  esfor- 
zamos mucho  para  demostrar  la  sinrazón  de  este  cargo- 

La  ley  habla  de  la  sentencia  que  ha  de  dictarse  en 
cada  caso,  porque  seguramente,  cada  juicio  exige  una 
sentencia  distinta^  aun  dentro  de  aquellas  causas  don- 
de el  veredicto  ha  reconocido  y  declarado  la  inculpabi- 
lidad. Es  una  forma  de  expresión  de  la  ley  que  no  me- 
rece crítica  alguna. 

El  art.  93j  por  lo  deraáSj  está  bien  redactado,  y  sus 
términos  no  pueden  producir  la  dificultad  más  pe- 
queña. 


Art,  94.  El  Secretario  del  Tribunal  extenderá  un  acta  por 
cada  sesión  diaria  que  se  hubiese  celebrado,  haciendo  concitar  su- 
cintamcute  todo  lo  importante  que  hubiera  ocurrido. 

En  las  acta^  e6  inaertarán  á  la  letra  las  pretensiones  incidenta- 
les j  las  resolución  es  del  Presidente  ó  de  la  Sección  que  hubieren 
de  ser  objeto  del  recurso  de  casación. 

En  el  acta  de  la  última  sesión  se  insertarán  aaimismo  á  la  letra 
laa  conclusiones  de  la  acusación  y  de  la  defensa. 


Varias  veces  hemos  aludido  al  acta  de  la  sesión  del 
Tribunal.  Este  art.  94  establece  las  reglas  conforme  á 
las  cuales  ese  acta  se  ha  de  redactar.  La  redactará,  con 
efecto^  el  Secretario  del  Tribunal;  pero  bajo  la  direc- 
ción^ inspección  y  vigilancia  del  Presidente. 

Aunque  la  ley  no  lo  advierte^  se  desprende  la  legi- 
timidad de  esa  inspección  de  las  facultades  que  al  Pre- 
sidente incumben.  Al  fin  y  al  cabo,  el  Secretario  no  es 
más  que  im  subalterno  del  Tribunal,  colocado  á  las  in- 
mediatas órdenes  del  Presidente,  y  obligado  á  obede- 
cer y  cumplir  su  mandato  en  toda  ocasión  y  en  todo 
momento,  por  lo  que  se  refiere  á  todos  los  pormenores 
de  las  prácticas  y  obligaciones  que  le  incumben. 


1 
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El  acta  comprenderá  loB  hechos  ocurridos  en  cada 
día.  Por  cada  día  ha  de  extenderse  j  redactarse  im 
acta.  Sólo  en  el  caao  do  que  el  juicio  todo  entero  se 
haya  verificado  y  practicado  en  un  solo  día^  se  com- 
prenderá en  un  acta  cuanto  á  un  juicio  concierne. 


II 

Empezará  el  acta,  mencionando  el  lugar  y  el  día  eu 
que  se  haya  celebrado  la  sesión.  A  seguida,  se  enume- 
rarán las  personas  que  han  concurrido  al  juicio  por 
este  orden:  el  Presidente,  los  Magiatrados,  los  juradas, 
los  Fiscales,  los  acusadores  privados,  los  Abogados  y 
Procuradores  do  la  acusación  y  de  los  procesados. 

Hay  quien  sostiene  que  deben  consignarse  en  un 
acta  separada,  en  un  acta  distinta,  las  operaciones  re- 
lativas á  la  constitución  del  Tribunal.  No  somos  de  est^i 
opinión:  esas  operaciones  se  relatarán  y  consignarán 
en  el  acta  del  día  correspondiente,  formando  parte  del 
acta  de  aquella  audiencia.  Constarán,  pues,  en  el  acta 
todas  las  operaciones  practicadas  con  arreglo  á  los  ar- 
tículos 53,  54,  55,  56  y  57  de  la  ley. 

Se  hará  constar  el  cumplimiento  de  los  artículos  53 

Ír  59,  con  todos  los  incidentes  á  que  haya  dado  motivo 
a  prestación  del  juramento  por  los  jurados;  se  consig- 
nará iumediatamente  despuós  que  el  Presidente  decla- 
ró abierta  la  sesión  a  tenor  del  artículo  60,  que  expu- 
so el  objeto  mismo  del  juicio,  y  que  el  Secretario  dio 
cuenta  del  hecho  ó  hechos  sobre  que  el  juicio  versa, 
conforme  á  lo  determinado  por  el  artículo  61, 


III 

En  Seguida  ^e  enumerarán  las  pruebas  practicadas, 

comenzando  por  hacer  constar  los  interrogatorios  del 
procesado  ó  procesados. 
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Acerca  de  estos  interrogatorios  y  de  las  pruebas,  se 
lia  suscitado  una  cuestión  que  estimamos  importante. 
Nosotros  creemos  que  el  acta  debe  limitarse  á  enume- 
rar las  pruebas  practicadas  diciendo,  por  ejemplo:  de- 
clararon los  testigos  M.,  N.,  P.;  se  procedió  al  careo  del 
testigo  M.  con  el  procesado  A.,  etc.,  sin  indicar,  ni  ma- 
nifestar, ni  decir  nada  de  lo  que  los  testigos  hayan  de- 
clarado, nada  de  lo  que  los  procesados  hayan  dicho, 
nada  de  lo  que  los  peritos  opinen. 

Algunos  de  los  adversarios  del  Jurado,  y  entre  ellos 
los  Sres.  Isasa  y  Hernández  Iglesias,  abogaron  al  dis- 
cutirse en  el  Congreso  y  en  el  Senado  esta  ley,  porque 
•en  el  acta  se  hiciera  alguna  indicación,  siquiera  fuese 
vaga,  de  la  cual  resultase  que  constaban,  en  resumen, 
compendiadas,  extractadas,  las  declaraciones  de  los 
testigos  y  peritos.  A  petición  del  Sr.  Hernández  Igle- 
sias, adicionó  el  Senado  el  artículo  que  estamos  exami- 
nando, con  estas  palabras :  « En  el  acta  se  hará  expre- 
sión sucinta  de  las  declaraciones  de  los  peritos  y  testi- 
gos que  hubieran  declarado  por  primera  vez  en  la 
causa. » 

Nosotros  hemos  leído  repetidas  veces  las  razones  en 
que  se  fundaron  los  Sres.  Isasa  y  Hernández  Iglesias 
para  pretender  esto,  y  no  alcanzamos  á  comprender 
y  á  explicamos  bien  el  motivo  verdadero  de  su  insis- 
tencia. ¿Para  qué  ha  de  constar  en  el  acta  nada  de  cuan- 
to digan  los  peritos  y  testigos?  ¿Para  que  la  lean  nue- 
vamente los  Jurados  antes  de  fallar?  Esto  sería  volver 
-ál  procedimiento  escrito;  esto  pugna  con  la  oralidad 
del  juicio;  esto,  además,  es  impracticable. 

Si  el  Jurado  no  falla  por  la  impresión  que  las  pala- 
bras del  procesado,  de  los  testigos  y  de  los  peritos  ha- 
yan producido  en  su  ánimo,  ¿va  á  fallar  por  la  imper- 
fecta referencia  y  por  la  brevísima  y  limitada  referen- 
cía  que  de  esas  palabras  consten  en  el  acta?  Y  si  no  se 
pretendía  eso  con  tal  adición,  ¿qué  es  lo  que  se  quería? 
¿Qué  es  lo  que  se  deseaba? 

Semejantes  referencias  no  pueden  servir  para  otro 
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ñn  que  para  uno  de  estos  dos:  ó  para  que  im  Tribunal 
ííapcrior  examine  si  la  sentencia  dictada  está  de  acuer- 
do con  los  resultados  de  las  pruebas^  ó  para  que  un  Tri- 
bunal superior  revise  la  seuteucia  en  cuanto  a  la  decla^ 
ración  de  los  hechos  probados,  ó  para  que  pueda  e¿- 
girse  responsabilidad  á  loa  Jueces  que  hubieran  apre- 
ciado^ que  hubieran  estimado  mal  los  hechos. 

Una  revisión  de  esa  especie  sería  contraria  á  la  oía- 
üdad  del  juicio,  y  harto  hemos  discutido  las  ventajas 
del  juicio  oral  sobre  el  procedimiento  escrito,  para  que 
tengamos  necesidad  aquí  de  insistir  acerca  de  cosas  qae 
demuestran  notoriamente  lo  absurdo,  lo  ilógico,  lo  in- 
justificado de  esa  pretensión. 

En  cuanto  á  la  forma  de  exigir  responsabilidad  á  los 
Jueces,  es  necesario  establecer  resueltamente  la  teoría 
que  ha  prevalecido  en  la  ley  y  dominado  en  nuestro 
sistema  procesal,  como  en  el  sistema  procesal  de  la  ma- 
yor parte  de  los  pueblos  de  Europa,  y  decir  de  una  vez 
que  la  admisión  del  principio  de  que  las  pruebas  debea 
ser  estimadas  conforme  á  la  conciencia  de  los  Jueces, 
excluye  por  completo  la  idea  de  que  los  Jueces  sean 
responsables  de  la  estimación  que  hicieran  de  las 
pruebas. 

En  este  punto,  ó  hay  que  tasar  las  pruebas,  ó  hay 
que  abandonarse  por  completo  á  la  conciencia  de  lo» 
Jueces. 

También  se  ha  discutido,  también  se  han  comparado 
hasta  la  saciedad  las  ventajas  é  inconvenientes  de  mío 
y  otro  procedimiento;  al  fin  se  ha  resuelto  lo  que  pa- 
rece más  conforme  con  los  altos  principios  de  justicia  y 
de  conveniencia  que  inspiran  estos  preceptos. 

No  hay,  pues,  que  buscar  lo  contrario  de  cuanto  esos 
preceptos  reclaman  y  sancionan  por  un  camino  indirec- 
to; no  hay,  pues,  que  ir  á  un  punto  de  que  hemos  queri- 
do apartarnos  para  siempre;  no  hay  que  pretender  lo 
imposible. 

Los  Jueces  fallan  sobre  los  hechos  con  arreglo  á  su 
conciencia,  por  virtud  del  convencimiento  adquirido ; 
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qne  esa  es  la  mejor  manera  de  fallar,  la  única  manera 
posible  de  fallar  injusticia.  Por  virtud  de  ese  principio 
hemos  llegado  á  restablecer  el  Jurado;  no  hay,  pues, 
que  desnaturalizar  el  Jurado  con  reglas  y  preceptos  que 
pugnan  con  su  naturaleza  y  con  la  naturaleza  y  condi- 
ciones del  juicio  oral. 

La  Comieión  mixta  de  ambos  Cuerpos  Colegislado- 
Te'Sj  fundándose  en  estas  razones,  en  estas  consideracio- 
nes de  verdad  era  importancia,  sitpiimió  la  adición  in- 
troducida por  el  Senado  al  art.  94. 

Conste,  pues,  que  de  las  diligencias  de  prueba  no  se 
hará  njás  que  una  mención  bastante  para  enumerar  to* 
das  las  que  so  hayan  practicado;  pero  en  el  acta  no  cons- 
tará hecho  alguno,  nada  de  lo  qne  de  esas  diligencias 
de  prueba  resulte. 


I? 


Todos  los  incidentes  sobre  admisión  do  pmebas  cons- 
tarán en  el  apta;  constará  asimismo  el  orden  estable- 
cido" por  el  Presidente  para  practicar  las  pruebas;  cons- 
tarán literales  todas  las  preguntas  del  Fiscal ,  de  las 
partes  ó  de  los  jurados  que  hayan  sido  declaradas  im- 
pertinentes, y  las  protestas  que  las  partes  hayan  for- 
mulado por  la  no  admisión  de  esas  preguntas. 

Si  de  conformidad  con  lo  que  el  art.  730  de  la  ley  da 
Enjuiciamiento  criminal  dispone,  se  hubieran  reprodu- 
cido diligencias  del  sumario,  este  pormenor  constará 
también  debidamente,  y  se  incluirán  en  el  acta  lite- 
rales las  conclusiones  reformadas,  las  conclusiones  de- 
finitivas que  hayan  presentado  las  partes* 

'  La  misma  razón  en  que  nos  fundamos  para  combatir 
que  en  el  acta  conste  nada  de  lo  dicho  por  los  procesa- 

I  do8,  peritos  y  testigos^  milita  para  que  declaremos  que 
no  debe  constar  tampoco  nada  de  lo  que  hayan  alegado 
el  riflcal^  ni  los  Abogados  de  las  partes.  Se  hará  cons- 
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tar  únicamente  que  usaron  de  la  palabra,  por  el  tiempo 
que  hayan  invertido  en  sus  respectivas  alegaciones  é 
informes. 

También  se  hará  constar  si  ha  ocurrido  algún  inci- 
dente  de  los  á  que  se  refiere  el  art.  65;  la  pregunta  del 
Presidente  á  los  procesados  de  si  tienen  que  manifestar 
algo  por  sí  mismos;  el  hecho  de  que  los  procesados  ha- 
yan usado  ó  no  de  la  palabra,  y  los  incidentes  á  que  sos 
alegaciones  dieren  lugar.  En  seguida  se  dirá  cómo  el 
Presidente  preguntó  á  los  jurados  si  consideraban  ne- 
cesaria alguna  mayor  instrucción,  y,  caso  afirmativo,  lo 
actuado  respecto  de  este  punto;  se  dirá  si  el  Presiden- 
te hizo  el  resumen  de  los  debates,  consignando  las  re- 
clamaciones y  protestas  á  que  el  mismo  resumen  haya 
podido  dar  motivo. 

Cuando  ocurriera  lo  previsto  en  el  art.  69,  se  hará 
constar  también  de  una  manera  explícita,  indicando  las 
preguntas  que  á  tenor  de  ese  artícido  debe  formular  el 
Presidente,  y  si  hubiera  alguna  persona  que  se  decla- 
rara dispuesta  á  sostener  la  acusación,  se  nombrará  y  se 
hará  constar  si  tiene  las  condiciones  de  capacidad  l^al 
requeridas  por  el  art.  69;  se  consignará  cómo  ha  heclM> 
uso  del  derecho  que  el  mismo  artículo  le  reconoce,  y 
conforme  á  lo  que  allí  se  dice,  deberá  el  acta  referir  de 
una  manera  minuciosa  y  detallada  todo  lo  que  acerca 
de  este  episodio  resulte. 

Las  preguntas  formuladas  por  el  Presidente  se  in- 
cluirán literales  en  el  acta,  con  las  reclamaciones  y  pro- 
testas á  que  esas  mismas  preguntas  dieren  lugar,  se 
hará  constar  asimismo  si  el  Residente  ha  formulado 
alguna  pregunta  que  no  resultara  comprendida  en  las 
conclusiones  de  la  acusación  y  de  la  defensa,  y  en  nues- 
tra opinión,  en  el  acta  debe  constar  cuáles  son  estas 
preguntas,  con  las  circunstancias  que  las  distinguen  y 
caracterizan;  si  entregó  las  preguntas  á  los  jurados  y 
el  hecho  de  haberse  retirado  los  jurados  á  delibera]^  ñ 
éstos  han  reclamado  alguna  explicación  y  la  forma  en 
que  se  les  ha  dado.  Las  manifestaciones  hechas  por  el 
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Presidente  de  loa  jurados  al  entregar  el  veredicto  res- 
pecto de  los  incidentes  ocurridos  en  su  deliberación  y 
votación,  y  la  lectura  de  este  veredicto  también  se  con- 
signarán en  el  acta,  á  la  cual  debe  transcribirse  el  ve- 
redieto  literalmente. 

Por  últimOj  el  acta  debe  comprender  el  relato  del 
juicio  de  derecho  j  conforme  á  los  principios  y  reglas 
generales  que  hemos  establecido,  haciéndose  constar 
Hteralmente  las  conclusiones  modificadas  para  ese  jui- 
cio,  en  el  caso  de  que  se  hayan  modificado,  y  cuando 
llegara  lo  previsto  en  el  art.  92 ,  deberá  consignarse 
si  la  Sección  de  derecho  ha  hecho  uso  ó  no  de  las  facul- 
tades que  le  corresponden  con  arreglo  al  art.  733  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal  en  lo  que  toca  á  la  ca- 
lificación del  delito. 

Nos  hemos  referido  en  los  párrafos  anteriores  al  caso 
más  general  y  firecuente  de  que  no  se  emplee  recurso 
alguno  contra  el  veredicto.  Si  se  empleara  cualquiera 
de  los  que  la  ley  establece,  se  hará  constar  de  una  ma- 
nera detenida  y  minuciosa  el  empleo  de  ese  recurso  ó 
recursos  y  los  trámites  á  que  haya  dado  lugar. 

El  acta  del  último  día  terminará  con  la  sentencia 
del  Tribunal  de  derecho.  Si,  conforme  á  lo  dispuesto 
en  el  pánafo  3.^  del  art.  110,  ese  Tribunal  declarase 
que  no  hay  veredicto  y  remitiera  la  causa  á  nuevo  Ju- 
rado, ó  si  lo  ordenase  con  arreglo  á  lo  que  preceptúan  --  i 
el  112  y  el  113,  el  acta  terminará  con  el  auto  en  que  I 
se  mande  practicar  la  revista.  Cuando  el  juicio  se  sus-  é 
penda,  en  cualquiera  de  los  contados  casos  en  que  la  f 
ley  autoriza  la  suspensión,  el  acta  del  último  día  ter- 
iDiJQará  con  la  resolución  del  Tribunal  suspendiendo  el  , 
juicio,  I 

Ya  hemos  dicho  que  el  acta  se  extenderá  bajo  la 
inspección  y  dirección  del  Presidente.  También  hemos 
previsto  todos  los  casos  en  que  habrá  de  incluirse  al- 
guna referencia  en  ella,  á  instancia  de  las  partes.  El 
Presidente  podrá  acordar,  no  obstantCj  y  las  partes  pe- 
dir que  se  mencione  en  el  documento  algún  otro  par- 
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ticular,  cuando  lo  crean  oportuno  ó  interese  á  su  de- 
recho. 


Art.  95.  Las  actas  se  leerán  al  terminar  cada  sesión,  lucién- 
dose en  ellas  las  rectiñcaciones  que  las  partes  reclamaren^  j  la  Sec- 
ción acordará  en  el  acto. 

El  Presidente,  los  demás  Magistrados,  los  jarados,  el  Fiscal,  lac 
partes  y  sus  representantes  y  defensores  firmarán  las  actas. 

Las  actas  deberán  leerse  y  aprobarse  al  terminar  ca- 
da sesión,  y  en  ellas  se  han  de  hacer  todas  las  rectifi- 
caciones que  las  partes  reclamen. 

La  Sección  de  derecho  no  tiene  facultades  para  opo- 
nerse á  que  se  inserte  en  el  acta  reclamación  ningu- 
na. Este  art.  95  es  bastante  explícito  y  exige  que  al 
derecho  de  las  partes  no  se  oponga  la  menor  limitaeióiL 

Las  actas  serán  firmadas  por  el  Presidente,  los  Ma- 
gistrados, los  jurados,  el  Fiscal  y  las  partes,  incluyen- 
do en  ellas  los  que  aparezcan  serlo  por  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  69,  y  sus  representantes  y  defen- 
sores. 


CAPÍTULO  xm 

De  las  sentencias  del  Tribunal  de  derecho. 

Art,  96.  La  Sección  de  derecho  pronanciar&  la  sentencia  (jae 
•corresponda  en  vista  de  las  declaraciones  del  veredicto,  y  si  fnest 
Absolutoria,  se  mandará  poner  inmediatamente  en  libertad  á  loi 
presos  que  hubieren  sido  declarados  inculpables,  á  no  ser  que  es- 
tuvieran también  presos  por  otro  proceso. 
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Dispone  la  ley  que  si  la  sentencia  dictada  en  vista 
de  las  declaraciones  del  veredicto  fuera  absolutoria.  Fie 
pondrá  inmediatamente  en  libertad  á  los  presos  que 
hubieran  sido  declarados  inculpables,  á  no  ser  que  es- 
tuvieran también  presos  por  otro  proceso »  con  objeto 
de  hacer,  de  una  parte,  que  sea  este  último  tramito  rá> 
pido  en  la  Administración  de  justicia;  y  de  otra,  con 
•el  deseo  de  que  las  ventajas  del  nuevo  procedimiento 
se  aprecien  de  una  manera  palpable  y  eficaz;  pues  no 
hay,  sin  género  alguno  de  duda,  espectáculo  tan  á  pro- 
pósito para  conseguir  este  resultado,  como  el  de  ver 
que,  inmediatamente  después  del  juicio,  tan  luego  co- 
mo por  las  pniebas  suministradas  y  las  alegaciones  he- 
chas ha  recaído  en  la  causa  un  veredicto  absolutorio  ^ 
disfinita  el  procesado  del  beneficio  y  de  las  ventajas  de 
la  libertad  que  merece. 

En  este  punto  no  es  admisible  ninguna  dilación;  sólo 
no  deberá  ejecutarse  la  sentencia  cuando  resulte  que  el 
procesado  está  sujeto  á  responsabilidad  por  otra  causa, 
para  lo  cual,  el  Juez  instructor  que  disponga  la  trasla- 
ción del  preso  al  lugar  del  juicio,  cuidará,  de  una  ma- 
nera especial,  de  hacer  constar  que  el  preso  de  que  se 
trata  so  encuentra  ó  no  en  ese  caso. 

Art.  97.  Las  BentancÍAs  se  acotílarán  por  mayoría  absoluta 
de  votos,  transcribiétidoae  en  ellas  las  preguntas  y  respuestas  con- 
tenidas en  el  veredicto^  en  vez  de  la  narración  y  calificación  de  1  le- 
chos probados,  siendo  aplicable  todo  lo  demás  que  respecto  de  laa 
mismas  se  dispone  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminaL 

Los  Magistrados  no  podrán  suspender  la  deliberación  hasta 
que  hayan  dictado  la  sentencia. 


Modifica  este  articulo  lo  dispuesto  en  el  142  de  la 
ley  de  Enjuíciatoiento  criminal.  Con  arreglo  á  él  y  á 
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lo  que  resulta  del  texto  del  art.  97,  las  sentencias  se 
redactarán  con  sujeción  á  las  reglas  siguientes: 

1,^  Se  principiará  toda  sentencia  expresando  el  In* 
gar  y  la  fecha  en  que  se  dicta;  los  hechos  que  hubieran 
dado  lugar  á  la  formación  de  la  cansa;  el  nombre  y 
apellido  de  los  actores  particulares,  si  los  hubiei"Bj  y  de 
de  los  procesados,  ó  el  sobrenombre  ó  apodo  con  que 
sean  conocidos;  su  edad,  su  estado,  naturaleza,  domici- 
lio, oficio  ó  profesión  j  y  en  su  defecto,  todas  las  demás 
circunstancias  con  que  hubieran  figurado  en  la  c-ansa^ 

2.^  Se  consignará  si  se  ha  celebrado  el  juicio  oral 
ante  el  Tribunal  del  Jurado,  y  si  éste  ha  dictado  el  vo- 
Tcdicto,  que  á  continuación  se  copiará  á  la  letra. 

3.a  Se  consignarán  las  conclusiones  definitivas  de- 
la  acusación  y  la  defensa,  y  las  que  en  su  caso  hubiera 
presentado  el  Tribunal  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
art.  733. 

4.^  Se  consignará  en  párrafos  numerados  que  em- 
pezarán cou  la  palabra  Conskíerando: 

Primero.  Los  fundamentos  doctrinales  y  legales  de 
la  caliticáción  de  los  hechos  que  el  veredicto  declara 
probadoB. 

Segundo.  Los  ftmdamentos  doctrinales  y  legales  de 
terminantes  de  la  participación  que  en  los  referidos  he- 
chos hubiera  tenido  cada  uno  de  los  procesados. 

Tercero,  Los  fundamentos  doctrinales  y  leales  de 
la  calificación  de  las  circunstancias  atenuantes,  agra- 
vantes ó  eximentes  de  responsabilidad  criminal  en  el 
caso  de  haber  concurrido. 

Cuarto.  Los  fundamentos  doctrinales  y  legales  de 
la  calificación  de  los  hechos  que  se  hubieren  estimado 
probados  con  relación  á  la  responsabilidad  civil  en  que 
hubiesen  inciinido  los  procesados  ó  las  personas  suje- 
tas á  ella,  á  quienes  se  hubiese  oído  en  la  causa,  y  la 
correspondiente  á  la  resolución  que  hubiese  de  dictar- 
se sobre  costas,  y  en  su  caso,  á  la  declaración  de  que- 
rella calumniosa. 

Uuinto.     La  cita  de  las  disposiciones  legales  que  se 
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consideren  aplicables  del  Código  penal,  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal  y  de  la  ley  del  Jurado;  pro- 
nunciando por  último  el  fallo  en  el  que  se  condenará  ó 
absolverá,  no  sólo  por  el  delito  principal  y  sus  cone- 
xos, sino  también  por  las  faltas  incidentales  de  que  se 
hubiera  conocido  en  la  cansa,  reputándose  faltas  inci- 
dentales las  que  los  procesados  hubiesen  cometido  an- 
tes, en  el  tiempo  ó  después  del  delito  como  medio  de 
perpetrarlo  ó  encubiirlo. 

También  se  resolverán  en  el  fallo  de  la  sentencia 
todas  las  cuestiones  referentes  á  la  responsabilidad  ci- 
vil que  hubieran  sido  objeto  del  juicio,  y  se  declarará 
la  querella  calumniosa  cuando  procediere. 


Es  absoluto  y  terminante  el  principio  que  establece 
el  art.  97,  de  que  los  Magistrados  no  pueden  suspender 
las  deliberaciones,  hasta  que  hayan  dictado  sentencia. 

Dicho  se  está,  pues,  y  no  habrá  necesidad  de  adver- 
tirlo, que  si  enfermara  gravemente  ó  muriese  uno  de 
los  Magistrados  en  el  plazo  que  media  entre  el  tér* 
mino  de  las  deliberaciones  y  el  momento  en  que  la  sen- 
tencia se  dicta,  no  será  posible  cumplir  en  todo  su  ri- 
gor lo  que  ese  principio  establece;  pero  salvo  esto  caso, 
en  el  cual  se  procederá  de  acuerdo  con  la  regla  admi- 
tida por  el  procedimiento  criminal,  lo  que  el  legislador 
ha  querido  es  que  los  Magistrados  resuelvan  iumedia* 
tamente  después  de  concluido  el  juicio  de  derecho ,  y 
dicten  sentencia  sin  dilaciones  ni  aplazamientos  de  nin- 
guna especie. 

Este  principio  debería  admitirse  también  para  el 
juicio  oral,  cuando  el  juicio  oral  se  célebre  ante  un  Tri- 
bunal de  derecho,  porque  no  hay  razón  niagnna  que 
aconseje  lo  que  ahora  sucede:  que  los  Magistrados  dis- 
ponen de  un  plasíOj  en  la  práctica  indefinido,  para  dic- 
tar sentencia.  Eso  es  contrario  á  la  oralidad  de  los  jui- 
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cios  y  puede  prestarse  á  abasos  lamentables.  Todas  las 
conyeniencias  recomiendan  qne  entre  la  eonelasión  del 
juicio  j  el  acto  de  dictar  sentencia  no  exista  la  menor 
solución  de  continuidad. 

Si  durante  la  deliberación  que  ha  de  preceder  al 
acto  de  dictar  sentencia  enfermara  gravemente  ó  mu- 
riese uno  de  los  Magistrados  que  la  hayan  de  dictar, 
será  preciso  verificar  nuevo  juicio  de  derecho,  y  esto 
ha  de  hacerse,  en  ese  caso  extremo,  de  la  manera  más 
rápida  posible,  á  fin  de  que  quede  cumplido  en  su  es- 
píritu, ya  que  no  en  su  letra,  lo  que  dispone  el  guan- 
do párrafo  del  art.  97. 

No  lo  dice  la  ley,  pero  es  indudable  que  la  sentencia 
dictada  se  ha  de  publicar  inmediatamente,  pues  sólo 
así  quedará  cumplido  de  una  manera  total  el  precepto 
que  analizamos.  El  objeto  de  la  ley  es  que  el  Presiden- 
te disponga  lo  conveniente  para  que  los  debates  termi- 
nen en  el  plazo  más  breve  posible;  que  no  sería  racio- 
nal, ni  acertado,  ni  conveniente,  una  vez  dictada  sen- 
tencia, suspender  por  un  motivo  cualquiera  su  publi- 
cación hasta  otro  día,  cuando  la  publicación  de  la  sen- 
tencia viene  á  completar  y  á  coronar  de  una  manera 
definitiva  toda  la  obra  realizada. 


Art.  98.  Las  sentencias,  así  como  los  yeredictos,  se  nnkia 
originales  á  la  cansa. 

El  art.  159  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  dis- 
pone que  en  cada  Tribunal,  Sala  ó  Sección  de  lo  crimi- 
nal se  lleve  un  registro  de  sentencias,  en  el  cual  se  ex- 
tenderán y  firmarán  toSas  las  definitivas.  El  registro 
expresado  está  bajo  la  custodia  del  respectivo  Presi- 
dente. 

El  artículo  que  comentamos  no  altera  lo  dispuesto  en 
el  que  acabamos  de  transcribir.  La  sentencia  y  el  ve- 
redicto dictados  en  una  causa  que  se  vea  ante  el  Tribu- 
nal del  Jurado  han  de  unirse  originales  á  la  cansa,  lo 
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-cual  no  obstará  para  que  en  el  libro  regtfítro  se  consig  - 
ne  también  la  sentencia  en  la  forma  quo  diapone  el  ar- 
tículo 159.  No  vemos  incon veniente  alguno  en  que 
haya,  en  vez  de  uno^  dos  originales  de  la  sentencia  fir- 
mados por  todos  los  Magistrados  que  han  coacuri'ido  á 
dictarla.  En  todo  casOj  puede  advertirse  que  la  que 
queda  en  el  libro  ó  la  que  se  une  á  la  causa  es  un  du- 
plicado de  la  matriz. 


Art.  99.  Ni  los  jurados  ni  el  Tribunal  podrán  abstenerse  de 
pronunciar  respectivamente  veredicto  y  sentencia,  aun  cuando  las 
declaraciones  del  veredicto  se  reñeran  á  delitos  que  no  fueran  de 
la  competencia  del  Tribunal  del  Jurado. 

Eeproduce  este  artículo  los  preceptos  contenidos  en 
otros,  viniendo  á  aclararlos  y  rectificarlos  de  una  ma- 
nera que  no  puede  dar  lugar  á  dudas  de  ninguna  es- 
pecie. 


CAPÍTULO  XIV 
:De  la  suspensión  del  juioio  y  disposioiones  comunes  á  él. 

Art.  100.  Abierto  el  juicio,  continuará  durante  todas  las  se- 
-sienes  consecutivas  hasta  su  terminación. 

Art.  101.  Son  aplicables  al  juicio  ante  el  Tribunal  del  Jurado 
las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  745,  746,  747,  748  y 
749  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal.  Todas  las  providencias 
á  que  se  refieren  los  artículos  citados,  competerán  á  los  Jueces  de 
■derecho. 

Art.  102.  Lo  dispuesto  en  el  núm.  4.®  del  art.  746,  se  entien- 
de en  cuanto  á  los  jurados,  para  el  caso  en  que  no  basten  los  dos 
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implenteB  para  auBtituir  á  loa  enfermos  6  impoaibLlÍiado9  por  cual- 
quiera otra  causa. 

Los  suplentes  que  asistan  &  loa  debates  siistitouuTi  por  su  or- 
den al  jurado  quo  enferme  ó  ae  impoBÍbilite  por  cualquiera  otra 
cauBa. 


El  principio  que  nace  de  los  preceptos  contenidos  en 
estoB  tres  artículos  es  el  de  que,  xma  vez  comenzado 
el  juTciOj  no  se  suspenda  ni  interrumpa  hasta  su  termi- 
nación. 

Es  razonable  la  observación  que  el  Sr.  Amat  hace  á 
este  propósito,  aconsejando  á  los  Presidentes  de  los  Tri- 
bunales que  procuren,  siempre  que  sea  posible,  que  el 
juicio  termine  en  el  mismo  día  en  que  se  empieza.  Vale 
más  procurar  á  los  Jueces  y  jurados  un  descanso,  no  ce- 
lebrando sesión  al  día  siguiente  de  aquel  en  que  se  in- 
virtió en  verificar  un  juicio,  que  interrumpir  un  juicio 
consagrándole  dos  audiencias  en  días  separados;  por- 
que sin  género  alguno  de  duda,  han  de  resultar  grandes 
ventajas  para  la  justicia  de  que  no  se  ponga  en  medio  de 
la  continuación  de  un  juicio  toda  la  larga  duración  de 
una  noche,  que  puede  prestarse  en  circunstancias  de- 
terminadas á  confabulaciones  y  manejos  contrarios  al 
interés  de  su  buena  administración. 

Sin  embargo,  hay  casos  en  los  cuales  esto  no  podrá 
hacerse,  como  hay  casos  también  en  los  que  será  indis- 
pensable suspender  el  juicio. 


n 

El  Presidente  del  Tribunal  podrá  suspender  la  aper- 
tura de  las  sesiones,  cuando  las  partes,  por  motivos 
independientes  de  su  voluntad,  no  tuvieran  preparadas 
las  pruebas  ofrecidas  en  sus  respectivos  escritos.  Así  lo 
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dispone  la  ley  de  Enjiiioíamiento  criminal  en  sn  artícu* 
lo  745. 

Son  aplicables  de  la  propia  suerte  al  juicio  ante  los 
Tribunales  del  Jurado  las  disposiciones  contenidas  en 
los  artículos  746,  747,  748  y  749  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  y  con  arreglo  á  ellos  procederá  sus- 
pender el  juicio  en  los  casos  siguientes: 

Primero,  Cuando  el  Tribunal  tuviera  que  resolver 
durante  el  debate  alguna  cuestión  incidental  que  por 
cualquier  causa  fundada  no  pueda  resolverse  en  el 
acto. 

Segundo.  Cuando  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal el  Tribunal  6  alguno  de  sus  individuos  tuviera 
que  practicar  alguna  diligencia  fuera  del  lugar  do  las 
sesiones,  y  no  pudiera  practicarse  en  el  tiempo  inter- 
medio entre  una  y  otra  sesión- 

Tercero.  Cuando  no  comparezcan  los  testigos  de 
cargo  y  de  descargo  ofrecidos  por  las  partes,  y  el  Tri- 
bunal considere  necesaria  la  declaración  de  los  mismos. 

Podráj  sin  embargo,  el  Tribunal  acordar  en  este  caso 
la  continuación  del  juicio  y  la  práctica  de  las  demás 
pruebaSj  y  después  que  se  hayan  hecho,  suspenderlo 
hasta  que  comparezcan  los  testigos  ausentes. 

Si  la  no  comparecencia  del  testigo  fuese  por  imposi- 
bilidad de  hacerlo,  se  procederá  en  la  forma  que  esta- 
blecen los  artículos  718,  719  y  720  de  la  ley  de  Enjtd- 
ciamiento  criminal,  teniendo  en  cuenta  para  este  caso 
las  observaciones  que  hemos  hecho  en  el  comentario  al 
art,  61  j  respecto  á  la  forma  en  que  han  de  practicarse 
las  diligencias  de  prueba  cuando  no  puedan  tener  lugar 
ante  el  Jurado. ' 

Cuarto,  Cuando  algún  individuo  del  Tribunal  ó  el 
defensor  de  cualquiera  de  las  partes  enfermase  repen- 
tinamente hasta  el  punto  de  que  no  pueda  continuar 
tomando  parte  en  el  juicio,  ni  pueda  ser  reemplazado 
el  último  sin  grave  inconveniente  para  la  defensa  del 
interesado. 

Lo  dispuesto  en  este  número  respecto  de  los  defen- 
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sores  de  las  partes,  se  entiende  aplicable  ai  Fiscal;  j 
en  cuanto  á  los  jurados,  procederá  suspenderlo  en  el 
caso  de  qué  no  basten  los  dos  suplentes  para  sustituir 
á  los  enfermos  ó  imposibilitados  por  cualquier  otra 
causa. 

Los  suplentes  que  asistan  á  los  debates  sustituirán 
por  su  orden  á  los  jurados  que  enfermen  ó  se  imposi- 
liten  por  cualquier  causa;  porque  esto  ya  lo  hemos  di- 
cho antes  de  ahora,  y  no  va  á  ser  aquí  reproducido  un 
precepto  que  hemos  comentado  en  su  lugar  oportuno. 

Quinto.  Cuando  alguno  de  los  procesados  se  halle 
en  el  caso  del  número  anterior,  en  términos  de  que  no 
pueda  estar  presente  en  el  juicio. 

La  suspensión  no  se  acordará  por  esta  causa,  sino 
después  de  haber  oído  á  los  Facultativos  nombrados  de 
oficio  para  el  reconocimiento  del  enfermo. 

Sexto.  Cuando  revelaciones  ó  retractaciones  ines- 
peradas produzcan  alteraciones  sustanciales  en  los  jui- 
cios, haciendo  necesarios  nuevos  elementos  de  prueba 
ó  alguna  sumaria  instrucción  suplementaria. 

En  los  casos  primero,  segundo,  cuarto  y  quinto  de 
los  enumerados  anteriormente,  el  Tribunal  podrá  de- 
cretar de  oficio  la  suspensión;  en  los  demás  casos,  la 
decretará,  siendo  procedente,  á  instancia  de  parte. 

En  los  autos  de  suspensión  que  se  dicten  se  fijará 
el  tiempo  de  la  suspensión,  si  fiíera  posible,  y  se  deter 
minará  lo  que  corresponda  para  la  continuación  del 
fuicio. 

Contra  estos  autos  no  se  dará  recurso  alguno. 

Cuando  por  razón  de  los  casos  previstos  bajo  los  nú- 
meros 4.^  y  5.^  de  los  anteriormente  iftencionados,  ha- 
ya de  prolongarse  indefinidamente  la  suspensión  del 
juicio,  ó  por  un  tiempo  demasiado  largo,  se  declarará 
sin  efecto  la  parte  del  juicio  celebrada,  y  se  citará  á 
nuevo  juicio  para  cuando  desaparezca  la  causa  de  la 
suspensión  ó  puedan  ser  reemplazadas  las  personas 
reemplazables. 

Lo  mismo  podrá  acordar  el  Tribunal  en  el  caso  del 
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nrimero  seiSj  si  la  preparación  de  los  elementos  do 
prueba  á  la  sumaria  instriiccióu  supltímeutaria  exigie- 
Ben  algún  tiempo, 

Eíi  el  caso  de  que  los  procesos  se  estén  yieudo  ante 
los  Tribmialtís  del  Jurado,  cuando  ocurra  lo  que  últi- 
mamente acabamos  de  indicar;  es  decir,  cuando  la  sus- 
pensión haya  de  hacerse  por  un  plazo  demasiado  largo 
ó  indefinidoj  se  anulará  la  parte  del  juicio  verificada 
hasta  entonces  j  siempre  que  liaya  tranficm*rido  el  cua- 
trimestre dentro  del  cual  el  juicio  comenzó,  y  se  inclui- 
rá esa  causa  en  el  alarde  del  cuatrimestre  inmediato, 
á  fin  de  que  sea  vista  por  un  nuevo  Jurado;  porque 
no  sería  razonable  obligar  á  los  jiu^ados  que  asistieron 
al  principio  de  la  causa  y  á  quienes  ya  no  toca  interve- 
nir en  procedimiento  alguno  en  el  cuatrimestre  inme- 
diato, que  continuaran  obligados  á  hacerlo,  dando  el 
mecanismo  de  la  ley  facilidades  para  que  éste  se  haga 
sin  aumentarlas  tareas  que  la  ley  señala  á  los  jurados, 
y  que  tienen  sus  límites  dentro  del  período  del  año  fija- 
do por  la  ley  misma. 

DISPOSICIONES  COMÜKES 

Art.  103-  Todaa  las  aesiQnea  que  se  celebren  snte  la  Sección 
de  Magistrados  ó  ante  el  Tribunal  del  Jurado,  Berán  píiblicas. 

Eícceptüanse  las  que,  ¿  juicio  de  los  Jueces  de  derecho,  deban 
ser  secretas  por  razones  de  pública  moralidad,  ó  por  respeto  á  la 
persona  ofendida  ó  á  su  familia. 

Las  partes  podrán  hacer  concurrir  á  las  seaionea,  a  su  coatA, 
taquígrafos  que  tengan  el  correspondiente  titulo,  para  que  anoten 
las  declaraciones,  los  discursos  y  ka  incidencias,  sin  que  en  ningún 
Cftso  adquiera  autenticidad  oficial  la  verdón  de  3 ni  notas  taqui- 
gráficas. 

El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  dictará  las  disposiciones 
oportunas  para  regular,  asi  el  nombramiento  de  taquígrafos  titu- 
lares adscritos  al  Tribunal,  como  la  tasacjou  de  bus  honorarios  ó 
dietas. 
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Ya  hemos  dicho  en  el  comentario  al  art.  53  como 
regla  general,  que  todos  los  actos  que  se  verifiquen 
conforme  á  la  ley  del  Jurado  deben  ser  públicoe.  El 
primer  párrafo  del  que  ahora  comentamos,  consigna 
este  precepto  con  la  exclusiva  excepción  que  el  segun- 
do párrafo  determina  y  establece. 

Las  sesiones  ó  audiencias  de  los  Tribunales  deben 
ser  siempre  públicas.  Exceptúanse,  por  lo  que  toca  ¿  las 
del  Jurado,  las  que  á  juicio  de  los  Jueces  de  derecho 
deban  ser  secretas  por  razones  de  pública  moralidad, 
ó  por  respeto  á  las  personas  ofendidas  ó  su  familia.  Los 
Jueces  de  derecho  estimarán  cuándo  concurren  estas 
consideraciones  para  decretar  el  secreto  de  la  audien- 
cia. Podrán  hacerlo  de  oficio  ó  á  instancia  de  las  partes, 
pues  la  ley  no  impide  que  las  partes  soliciten  lo  que 
entiendan  ser  el  cumplimiento  del  segundo  párrafo  del 
art.  103. 

En  cuanto  al  procedimiento  que  ha  de  s^uirse  para 
estos  incidentes,  creemos  que  el  momento  oportuno  de 
alegar  una  pretensión  de  esta  naturaleza  6  de  acordar- 
la, cuando  de  oficio  estime  el  Tribunal  que  debe  orde- 
nar el  secreto  del  juicio,  será  al  cumplirse  lo  dispuesto 
en  el  art.  60;  es  decir,  cuando  el  Presidente  declare 
abierto  el  período  de  las  pruebas  y  manifieste  el  objeto 
del  juicio  mismo.  La  forma  de  acordarlo  será  un  auto 
que  dictará  la  Sala  y  se  acordará  por  la  mayoría  de  los 
Magistrados  que  la  componen. 

Este  auto  no  debe  acordarse  sino  por  los  motivos  ex- 
presados en  el  segundo  párrafo  del  art.  103.  Como  to- 
da excepción,  como  toda  restricción,  la  que  ese  párrafo 
establece  debe  ser  entendida  siempre  de  una  manera 
completamente  literal. 

Estimamos,  pues,  que  no  procede  el  secreto  de  la  aa- 
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diencía  por  motivos  análogos  á  los  que  la  ley  indica, 

fundándonos  en  esas  consideraciones. 


Señalado  el  momento  en  que  nosotros  creemos  que 
debe  acordarse  esto,  cuando  llegue  el  caso  de  acordar- 
lo^ queda  dicho  con  ello  que  no  todo  el  juicio  ha  de  ser 
secreto,  aun  en  el  caso  de  que  existan  los  motivos  de 
que  trata  el  artículo  103. 

Debe  ser  siempre  pública  la  práctica  de  lo  dispuesto 
eu  el  capítulo  7.**,  relativo  á  la  recusación  de  los  jura- 
dos; deben  también  ser  públicos  el  juramento  de  los 
jurados  y  la  constitución  del  Tribunal ,  y  si  llegado  el 
momento  que  seSala  el  art.  60  se  acordara  lo  que  dis- 
pone el  segundo  párrafo  del  art.  103,  el  Presidente 
mandará  retirar  al  público  y  despejar  la  Sala,  quedan- 
do en  ella  exclusivamente  los  Magistrados,  los  jurados, 
las  partes  y  sus  representantes  los  Abogados.  A  partir 
de  este  instante,  será  secreto  todo  lo  que  se  practique 
menos  la  publicación  de  la  sentenciaj  que  debe  hacerse 
también  de  una  manera  pública,  abriendo  la  sala  do 
audiencia  para  que  entren  en  ella  y  oigan  su  lectura 
todas  las  personas  que  lo  tengan  por  conveniente. 


in 


El  párrafo  tercero  del  art.  103  reconoce  á  las  partes 
el  derecho  de  hacer  concurrir  á  la  sesión  y  á  su  costa 
taquígrafos  que  tomen  literales  las  declaraciones,  dis- 
cursos é  incidentes  del  juicio.  Es  indudable  que  las  par- 
tes tienen  este  derecho,  y  también  lo  es  que  debe  con- 
siderarse ampliado  este  derecho  &  los  representantes 
de  la  prensa  periódica.  No  hay  que  desconer  las  con- 
diciones de  la  vida  moderna,  y  es  preciso  que  todas  las 
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instituciones  se  acomoden  á  ellas  por  la  ley  de  conve- 
niencia  y  de  conveniencia  indiacntible. 

Atmqiie  el  art.  103  no  lo  dice,  nosotroa  entendemos 
que  no  sólo  los  Presidentes  deben  permitir  á  losrepre- 
g^entantcs  de  los  periódicos  que  concurran^  solos  ó  aais- 
tidos  de  taquígrafos  que  tomen  literales  los  discursos 
y  declaraciones  que  se  hagan  en  el  juicio,  sino  que  de- 
ben procurar,  en  lo  que  se  refiere  á  la  instalación  del 
Tribunal,  que  se  habilite  para  estos  representantes  de 
seííalar  á  los  periódicos  un  sitio  decoroso  y  convenien- 
te donde  puedan  desempeñar  su  misión  y  cumplir  el 
objeto  que  allí  los  lleva. 


lY 


La  ley  aííadej  que  las  notas  taquigráficas,  lo  mismo 
que  los  extractos  que  hagan  loa  periódicos,  no  tendrán 
en  ningún  caso  autenticidad  oficial ^  y  es  natural  que 
así  lo  disponga,  porque  no  teniendo  el  Tribunal,  ni  los 
jurados,  ni  las  partes  intervención  alguna  en  esos  tra- 
bajos, no  pu  di  en  do  prestarles  de  una  manera  oficial  y 
solemne  su  asentimiento,  no  es  posible  darles  mi  valor 
de  esa  naturaleza. 

Lo  mismo  las  notas  de  loa  taquígrafos  particulares, 
que  las  notaa  de  los  taquígrafos  oficiales,  cuando  los 
haya,  si  llega  á  organizarse  ese  Cuerpo,  con  arreglo  á 
lo  que  dispone  el  párrafo  cuarto  del  mismo  art.  loíí, 
que  ahora  analizaremos,  no  deben  tener  autenticiüíMl 
oficial  jamás,  á  menos  que  no  se  sujeten  á  una  compro- 
bación ó  examen  que  permita  declarar  que  esas  nota* 
han  sido  vistas  y  aprobadas,  compulsadas  y  admitidas 
hasta  en  sus  más  pequeños  pormenores  por  todas  las 
partes;  y  aun  en  el  caao  de  tener  esta  autenticidad,  en 
el  caso  de  haberla  adquirido  por  el  consentimiento  de 
todos  los  interesados  en  el  juicio,  de  los  Jueces^  de  los 
jurados  y  del  Presidente,  no  puede  atribuirse  á  esas 
notas  otro  efecto  que  el  de  ilustrar  y  servir  de  base  á 
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la  opinión  para  juzgar  del  acierto  con  que  ha  procedido 
el  Jurado. 

Hay  quien  pretende  que  esas  notas  puedan  tener  al- 
gún efecto  más;  hay  quien  pretende  hacer  de  esas  no- 
tas base  para  un  juicio  de  apelación,  base  para  exigir 
responsabilidad  á  los  Jueces  por  la  forma  en  que  hayan 
juzgado  y  sentenciado.  Esto  no  puede  ser;  á  esto  nos 
oponemos  de  una  manera  terminante,  porque  todo  lo 
que  sea  atribuir  á  las  referidas  notas  ese  alcance,  es  con- 
trario á  la  prueba  de  conciencia,  que  es  la  base,  no  sólo 
del  Jurado;  sino  del  juicio  oral;  y  es  indispensable  no 
menoscabar  en  lo  más  mínimo  este  principio,  ni  ate- 
nuarle, ni  desnaturalizarle,  porque  desnaturalizándole 
se  socava  y  arruina  todo  el  sistema  procesal  vigente. 
Lo  contrario  sería  opuesto  á  los  principios  en  que  ese 
mismo  sistema  se  funda,  cuya  superioridad  ha  sido  ya 
discutida  y  reconocida  de  una  manera  incontrastable. 

Además,  nosotros  creemos  que  las  notas  taquigráfi- 
cas pueden  reproducir  con  fidelidad  las  palabras  pro- 
nunciadas durante  todo  el  curso  del  juicio,  así  en  las 
declaraoiones  de  los  testigos  y  peritos,  como  en  los  ale- 
gatos é  informes  de  los  Abogados;  pero  no  son  estos  los 
únicos  elementos  que  contribuyen  á  formar  la  concien- 
cia de  los  jurados  para  la  estimación  de  las  pruebas. 
Los  jurados  forman  su  conciencia  por  lo  que  oyen,  te- 
niendo en  cuenta  la  forma  en  que  lo  oyen,  la  expre- 
sión, el  gesto,  la  actitud,  el  tono  y  las  maneras  de  los 
procesados  y  de  los  testigos,  teniendo  también  en  cuen- 
ta los  antecedentes  personales  de  los  procesados  y  de 
los  testigos,  y  nada  de  esto  puede  trasladarse,  ni  por 
medio  de  las  notas  taquigráficas,  ni  por  medio  de  la  es- 
critura común  á  los  relatos  que  hagan  los  taquígrafos 
y  que  publiquen  los  periódicos. 

Todos  estos  son  elementos  de  apreciación  que  no 
pueden  reproducirse,  que  no  pueden  transcribirse  en 
manera  alguna,  y  esos  elementos  de  apreciación  son 
muchas  veces  los  más  decisivos,  porque  puede  resul- 
tar muy  bien  en  un  juicio  que  veinte  testigos  declaren 
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una  cosa  y  treg  la  contraria,  y  que  los  jurados  admitan 
como  verdadero  lo  que  han  dicho  los  tres  y  tengan 
como  falso  ó  inexacto  lo  que  han  dicho  los  veinte;  y  al 
yer  ese  relato  del  juicio  en  las  notas  taquigráficas,  po- 
drá creerse  todo  lo  contrario  de  lo  que  el  Jurado  ha  es- 
timado y  resuelto. 

Por  tantOj  á  las  notas  taquigráficas  en  ningún  caso, 
ni  cuando  tengan  carácter  oficial  loa  que  tas  redac- 
ten, ni  menos  cuando  tengan  un  carácter  puramente 
privadOj  pueden  atribuírseles  más  efectos  que  los  que 
nosotros  acabamos  de  señalar ,  únicos  efectos  compati- 
bles con  la  índole  y  condiciones  del  juicio  oral  y  pá- 
blioú. 


Hemos  aludido  al  párrafo  cuarto  del  art.  103,  y  en 
él  se  dispone  que  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  dic- 
tará las  disposiciones  oportunas  para  regular^  así  el 
nombramiento  de  los  taquígrafos  titulares  adscritofi  al 
Tribunal,  como  la  tasación  de  sus  honorarios  ó  dietas. 
Nosotros  creemos  que  es  urgente  realizar  el  propósito 
indicado  en  este  párrafo. 

Aun  cuando  las  notas  taquigráficas  no  tengan,  en 
ningún  caso,  otro  efecto  que  el  de  ilustrar  la  opinión  y 
servir  de  base  para  juzgar  del  acierto  con  que  ha  proce- 
dido el  Jurado;  aun  cuando  no  tengan  otro  efecto  qu« 
el  de  formar  con  esos  datos  valiosísimos  y  con  esos  an- 
tecedentes dignos  de  estudiarse  y  conocersCj  la  historia 
de  la  criminalidad;  aunque  no  tengan  otro  objeto  que 
el  de  que  las  conserven  las  partes,  ó  el  de  que  pneda 
conservarlas  el  Tribunal,  con  todo  el  cúmulo  de  he- 
chos, de  doctrinas,  de  opiniones  y  de  disertaciones  que 
acompañan  á  todo  juicio:  nos  parece  demasiado  impor- 
tante todo  esto  para  que  se  deje  pasar  tiempo  sin  ctim- 
plir  lo  que  el  legislador  ha  querido  y  expresado  en  ese 
último  párrafo  del  art.  103. 
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Es  este  un  perfeccionamiento  que  coronará  todos  los 
realizados  en  nuestras  leyes  procesales,  y  acerca  del 
cual,  si  no  fueran  notorias  sus  ventajas  y  si  nosotros 
dispusiéramos  de  mayor  espacio  ^  nos  estenderíamofl 
ampUamento;  pero  no  es  preciso  hacerlo  y  nos  basta 
aquí  con  excitar  á  los  Ministros  de  Gracia  y  Justicia 
á  quOj  teniendo  en  cuenta  la  necesidad  de  satisfacer  y 
de  atender  al  cumplimiento  de  este  precepto,  le  den^ 
tan  luego  como  sea  posible,  inmediata  realización, 

Art.  104*  Xifla  sesiones  durarán  en  cada  dia  el  tiempo  que  al 
constituirse  el  Tribuna!  hubiere  determinado  el  Presidente,  pn* 
die  ndo  prorrogarse  para  la  terminación  del  juicio  si  fuere  CQQTe* 
nienteL 

Siempre  que  el  Presidente  comprenda  por  la  calidad 
y  condiciones  del  juiciOj  que  éste  puede  verificarse  den- 
tro del  día,  deberá  disponer  lo  conveniente  ^  á  ñn  de 
qne  en  el  día  quede  terminado. 

Antes  de  ahora  hemos  expuesto  las  ventajas  que  po- 
drán resultar  de  proceder  de  esa  suerte.  Es  preferible 
que  el  Tribunal  no  se  reúna  todos  los  días,  á  que  en 
nn  juicio  invierta  más  de  ima  sesión. 

Para  conseguir  esto,  pueden  muy  bien  los  Presiden- 
tes señalar  para  empezar  los  juicios,  las  primeras  horas 
de  la  mañana,  y  si  fuera  indispensable  procurar  algún 
descanso  á  los  Jueces  y  jurados,  hacerlo  en  mitad  del 
día  y  continuar  después,  á  fin  de  que  por  la  tarde  ó  en 
las  primeras  horas  de  la  noche  quede  todo  terminado; 
porque  durante  el  descanso ,  si  puede  darse  en  el  mo- 
hiento que  hemos  fijado,  será  más  fácil  mantener  la  in- 
comxmicación  y  el  aislamiento  del  Tribimal,  que  du- 
rante la  noche,  si  éste  suspende  el  juicio  para  conti- 
nuarlo en  el  siguiente  día. 
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Art.  105.  El  Presidente  del  Tribunal  tendrá  todaíj  laa  fuctil- 
tades  necesarias  para  conservar  ó  restablecer  el  orden  en  híB  sesic^ 
nea,  pudicndo  corregir  en  el  acto^  con  multa  de  25  á  250  peseta^y 
las  falüiÉ  que  no  conatitiiyan  delito,  ó  que  no  tengan  señal ad&  en 
la  ley  una  corrección  especial,  y  son  aplicables  adom¿d  todas  laa 
disposiciones  consignadas  en  la  ley  de  Enjaiciamiento  criminal,  en 
el  capitulo  referente  &  las  facultades  de  los  Presidentes  del  Tri- 
bunal. 


Las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal á  que  se  refiere  este  artículo,  son  las  contenidas  en 
los  artículos  683,  684,  685,  686  y  687  de  la  ley  referi- 
da. Según  ellas,  el  Presidente  dirigirá  los  debatea,  cui- 
dando de  impedir  las  discusiones  impertinentes  y  que 
no  conduzcan  al  esclarecimiento  de  la  verdad,  sin  coar- 
tar por  esto  á  las  defensas  la  libertad  necesaria  para 
hacer  sus  alegaciones. 

Los  Presidentes  tendrán  todas  las  facultades  preci- 
sas para  conservar  ó  restablecer  el  orden  en  laa  sesio- 
nes, y  mantener  el  respeto  debido  al  Tribunal,  al  Go- 
bierno y  á  los  Poderes  públicos,  cuidando  de  corregir 
en  el  acto  con  multa  de  25  á  250  pesetas  las  infraccio- 
nes que  no  constituyan  delito  ó  no  tengan  se&alada  en 
la  ley  una  corrección  especial. 

Los  Presidentes  llamarán  al  orden  á  toda  persona 
que  lo  altere,  y  podrán  hacerle  salir  del  local  si  lo  con- 
sideran oportuno,  sin  perjuicio  de  la  multa  referida.  Po- 
drán también  acordar  se  detenga  en  el  acto  á  cualquie- 
Ta  que  delinca  .durante  la  sesión,  poniéndole  á  disposi- 
ción del  Juez  competente. 

Todos  los  concurrentes  al  juicio  oral,  cualquiera  que 
sea  la  clase  á  que  pertenezcan,  sin  exceptuar  á  los  mi- 
litares, quedan  sometidos  á  la  jurisdicción  disciplina- 
ria de  los  Presidentes.  Los  que  turbaren  el  orden  con 
un  acto  que  constituya  delito,  serán  expulsados  del  lo- 
cal y  entregados  al  Tribunal  competente. 
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Toda  persona  interrogada  que  dirija  la  palabra  al 
Tribunal,  deberá  hablar  do  pie.  Se  exceptúan  los  jura- 
dos, el  Ministerio  fiscal,  los  defensores  de  las  partes  y 
las  personas  á  quien  el  Presidente  dispense  de  esta 
-obligación  por  razones  especiales. 

Se  prohiben  las  muestras  de  aprobación  y  desapro- 
bación. 

Cuando  los  procesados  alteren  el  orden  con  una  con- 
ducta inconveniente,  y  persistan  en  ella  á  pesar  de  las 
adyertcneias  del  Presidente  y  del  apercibimiento  de 
hacerle  abandonar  el  local^  el  Tribunal  (entendiendo 
por  Tribunal  la  sección  de  Magistrados  que  deberá 
acordar  en  este  punto  por  mayoría  de  votos)  podrá  de- 
cidir que  sea  expulsado  por  cierto  tiempo  ó  por  toda  la 
sesión,  continuando  ésta  en  bu  ausencia. 


Art.  106,  Ei  Presicleiite  cuidará  asiTniamo  de  dirigir  con 
«cierto  h  los  juradas  en  el  dcgempeño  de  sus  fuucioussj  sin  invadir 
las  atribuciones  que  les  correBpoadím. 


No  sólo  deberá  cuidar  el  Presidente  de  no  invadir 
las  atribuciones  que  corresponden  á  los  jurados  al  di* 
rigirles  en  sus  funciones,  sino  que  mantendrá  en  sus 
relaciones  con  ellos  la  más  estricta  imparcialidad.  La 
ley  le  faculta  para  que  dirija  esas  funciones  mismas, 
pero  no  para  que  incline  el  ánimo  de  los  jurados  en 
ningún  sentido.  No  puede  quebrantar  en  lo  más  míni- 
mo esa  regla  de  imparcialidad  y  de  reserva  absoluta, 
qne  ha  de  ser  norma  de  toda  la  conducta  de  los  Presi- 
dentes. 

Tampoco  les  autoriza  este  artículo  para  entrar  en  la 
Sala  en  que  se  reúnan  los  jurados  cuando  se  encuen- 
tren deliberando.  Ya  hemos  dicho  que  la  incomunica- 
ción es  absoluta,  y  que  si  los  Presidentes  tuvieran  ne- 
cesidad de  hacer  alguna  prevención  á  los  jurados,  ó 
éstos  se  encontraran  en  el  caso  de  comunicar  con  el 
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Presidente j  ha  de  precederse  de  manera  que  esa  comu- 
nicación se  verifique  en  la  misma  Sala  donde  se  reúne 
el  Tribunal,  delante  de  las  partes j  y  pudiendo  ésta» 
observar  y  conocer  todo  lo  que  ocurra. 

Además,  los  incidentes  á  que  dará  motivo  la  prácti- 
ca de  lo  dispuesto  en  este  art.  106,  deberán  constar  en 
el  acta. 
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CAPÍTULO  XV 

De  los  recursos  de  reforma  del  veredioto  y  revista  de  la 
causa  por  nuevo  Jurado. 

Art.  107.  El  veredicto  podrá  ser  devuelto  al  Jurado  para 
que  lo  reforme  ó  lo  confirme  en  los  casos  siguientes: 

1.^  Guando  deje  de  contestar  categóricamente  algunas  de  las 
preguntas. 

2.^  Cuando  haya  contradicción  en  las  contestaciones  ó  no  exis- 
ta entre  ellas  la  necesaria  congruencia. 

3.^  Cuando  el  veredicto  contenga  alguna  declaración  ó  resolu- 
ción que  exceda  los  limites  de  la  contestación  categórica  á  las  pre- 
guntas formuladas  y  sometidas  al  Jurado. 

4.®  Cuando  en  la  deliberación  y  votación  se  hubiere  infringida 
lo  dispuesto  en  los  artículos  desde  el  80  hasta  el  87  inclusive. 

Contra  el  veredicto  establece  la  ley  dos  recursos:  el 
de  reforma  y  el  de  revista. 

Contra  las  sentencias  del  Tribunal  del  Jurado  esta- 
blece tres  recursos:  el  de  casación  por  quebrantamien- 
to de  forma,  el  de  casación  por  infracción  de  ley  y  el  de 
revisión.  Vamos  á  examinar  ahora,  en  este  capítulo,  lo 
que  la  ley  dispone  acerca  de  los  recursos  de  reforma  y 
de  revista. 

El  art.  107  que  comentamos,  enumera  los  casos  en 
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los  cuales  puede  proceder  la  reforma  del  veredicto.  No 
creemos  que  haya  caao  ninguno  que  no  estó  previsto 
en  los  términos  de  este  artículo. 

También  es  indudable  que  en  todos  esos  casos  pro- 
cede la  reforma  del  veredicto,  porque  no  bay  verciücto 
allí  donde  no  se  han  contestado  categóricamente  las 
preguntas  formuladas,  allí  donde  se  han  dado  contes- 
taciones contradictorias,  incongruentes  ó  excesivaSj  así 
como  tampoco  allí  donde  el  veredicto  no  es  producto  de 
una  deliberación  y  una  votación  enteramente  ajustadas 
á  la  ley. 

Donde  no  hay  veredicto  no  puede  haber  sentencia; 
-de  suerte,  que  si  no  existiera  el  recurso  de  reforma  ó 
no  se  ejercitara  ese  recurso  en  la  forma  que  el  legisla- 
dor ha  establecido,  sería  imposible  sobre  la  base  de  un 
veredicto  incompleto,  insuficiente,  contradictorio  6  mal 
emitido,  que  se  verificara  el  juicio  de  derecho,  ni  que 
^1  Tribunal  dictase  la  sentencia  que  ha  de  poner  tér- 
mino al  juicio. 

Art.  108.  Publicado  el  veredicto  en  la  forma  que  estableee  el 
^rt.  90,  loB  Jueces  de  derecho  podrán  acordar  de  oficio^  y  el  Fia- 
-cal,  el  acusador  privado  ó  loa  defensores  de  las  partes,  pedir  que 
sea  devuelto  al  Jurado  para  que  lo  reforme  ó  lo  confirme,  siempre 
que  concurra  alguna  de  Ibb  circunstancias  enumeradas  en  el  artica- 
lo  anterior. 

La  parte  que  solicite  la  devolución  del  veredicto,  expondii  y 
razonará  brevemente  su  pretensión,  y  sin  permitir  que  acerca  de 
ella  se  suscite  debate,  los  Jueces  de  derecho  acordarán  lo  que  pro- 
ceda. 

Establece  este  artículo  el  procedimiento  que  debe 
seguirse  para  usar  del  recurso  de  reforma. 

Inmediatamente  después  de  leído  el  veredicto,  de 
acuerdo  con  lo  que  establece  el  art.  90,  los  Jueces  de 
derecho  deliberarán  si  procede  ó  no  la  reforma.  En 
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raquel  momento  mismo,  y  no  en  otro,  podrán  las  partes 
flolicitar,  6Í  lo  entienden  necesario  ó  conveniente  á  su 
propósito,  que  el  veredicto  se  reforme. 

Las  partes  que  lo  soliciten  pedirán  la  palabra  y  for- 
mularán concretamente  su  pretensiónj  razonándola  con 
brevedad, 

No  es  necesario  invertir  mucho  tiempo  en  razonar 
una  pretensión  de  esa  especie;  cualquiera  que  sea  el 
motivo  que  aconseje  la  reforma  del  veredicto,  ese  moti- 
vo podrá  expresarse  sucintamente. 

Oída  la  parte  que  haga  la  alegación,  el  Tribunal  de- 
cidirá teniendo  en  cuenta  que  esta  alegación  no  puede 
ser  contradicha  ni  contestada  por  la  otra  parte.  No  se 
ha  juagado  necesario  para  el  derecho  de  la  parte  tiue 
no  haya  formulado  esa  pretensión,  atribuirla  el  de  opo- 
nerse á  la  misma. 

La  parte  que  estime  que  el  veredicto  debe  reformar- 
se, lo  declarará  así  y  lo  razonará,  y  el  Tribunal  deci- 
dirá lo  que  estime  oportuno. 

En  suma,  no  podrán  dedicarse  á  este  incidente  sino 
muy  pocos  minutos.  Eso  es  lo  que  ha  querido  la  ley,  que 
ha  atendido  en  todo  esto  á  la  forma  dentro  de  la  cual 
se  desenvuelve  el  juicio  ante  el  Tribunal  del  Jurado,  y 
que  permite  la  mayor  rapidez,  sobre  todo  en  aquello 
que  no  afecte  al  derecho  esencial  de  la  acusación  y  de 
la  defensa. 

Art.  109.  Cuando  el  veredicto  fuere  devuelto  &1  Jurado  por 
no  hahev  sido  categóricamente  contestada  alguna  de  las  pregun- 
taBj  loa  Jueces  de  derecho  le  ordenarán  que,  retirándose  á  la  aala 
-de  deliberacionee,  vuelva  á  resolver  sobre  la  pregunta. 

8i  el  veredicto  se  hubiere  devuelto  por  haber  contradicción  6 
por  no  existir  congrueucia  entre  las  contestaciones,  los  Jueces  da 
derecho  ordenarán  al  Jurado  que  conteste  nuevamente  &  las  pre- 
guntaSj  haciéndole  notar  los  defectos  de  que  adolezcan  las  primeras 
xjonteatacioTieg. 

Asimismo  ieñalaráa  loB  Juec^  de  derecho  al  Jurado  las  decla- 
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raciones  ó  resoluciones  que  excedan  los  limites  de  la  oontesUciÓD 
categórica  á  las  preguntas  formuladas,  ó  las  infracciones  é  irregu- 
laridades cometidas  en  la  deliberación  y  votación  del  veredicto, 
para  que  supriman  aquéllas  y  subsanen  éstas^  procediendo  á  dictar- 
lo de  nuevo,  cuando  sea  devuelto  por  virtud  de  lo  que  disponen 
los  números  S.""  y  4."^  del  art.  107. 


Cuando  los  Jueces  de  derecho  estimen  que  procede 
la  reforma  del  veredicto,  declararán  por  virtud  de  cuál 
de  los  casos  comprendidos  en  el  art.  107  procede  esa 
reforma,  porque  según  la  reforma  proceda  por  uno  ú 
otro  de  esos  casos,  será  distinto  el  procedimiento  que 
haya  de  seguirse. 

8i  el  veredicto  se  devuelve  al  Jurado  porque  ha  de- 
jado de  contestar  categóricamente  á  alguna  de  las  pre- 
guntas, los  Jueces  de  derecho  ordenarán  á  los  jurados 
que  se  retiren  á  la  sala  de  deliberaciones  para  que  con- 
testen á  la  que  hayan  dejado  de  contestar. 

Aquí  ocurre  pensar,  si  retirados  los  jurados  podrán 
alterar  el  resto  del  veredicto.  Nosotros  estimamos  que 
no.  Debe,  por  tanto,  quedar  el  primer  veredicto  en  po- 
der del  Presidente  del  Tribunal  ó  copia  de  él  debida- 
mente autorizada.  Los  jurados  no  podrán  en  esa  segun- 
da reunión  hacer  otra  cosa  que  contestar  á  la  pregunta 
que  hubieren  dejado  incontestada. 

n 

Cuando  se  devuelva  el  veredicto  por  haber  contra- 
dicción ó  no  existir  congruencia  entre  las  oontestado- 
nes,  los  Jueces  de  derecho  ordenarán  á  los  jurados  que 
contesten  á  las  preguntas,  haciéndoles  notar  los  defec- 
tos que  envuelva  la  primera  contestación. 

El  veredicto  reformado  no  debe  alterar  el  veredicto 


Digitized  by 


Googl( 


Tfr,  iir.-H3AP.  XV.— Ajrra.  109  y  110  797 

primitivo»  sino  en  tanto  en  cuanto  deba  hacerlo  para 
desvanecer  la  contradieciónj  ó  para  establecer  la  con- 
gruencia que  no  exista  entre  las  respuestas  dadas. 


III 

Si  el  veredicto  fuera  devuelto  al  Tribunal  porque 

contenga  alguna  declaración  ó  resolución  que  exceda 
de  los  límites  de  la  contestación  categórica  de  la  pre- 
gunta formulada  y  sometida  á  los  jiu^ados,  ó  porque  en 
la  deliberación  6  votación  se  hubiera  infringido  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  desde  el  80  al  87  inclusive,  dice 
la  ley  que  los  Jueces  de  derecho  señalarán  cuáles  bou 
esas  declaraciones  excesivas  ó  cuáles  son  esas  infrac- 
ciones  ó  irregularidades  cometidas  en  la  deliberación  y 
voto  del  veredicto.  Entonces  procederá  que  los  jurados 
supriman  las  declaraciones  ó  resoluciones  que  fueran 
excesivas^  ó  subsanen  los  defectos  que  se  hayan  seña- 
lado. 

Cuando  el  veredicto  se  devuelva  para  suprimir  de- 
claraciones excesivas,  los  jurados  no  podrán  hacer  otra 
cosa  que  llevar  á  cabo  la  supresión  que  se  les  señala. 
Tratándose  de  un  veredicto  devuelto  porque  se  haya 
cometido  infracción  en  la  deliberación  y  votaciónj  pro- 
cede ya  que  los  jurados  deliberen  y  voten  de  nuevo. 

Por  tanto,  en  este  caso  podrá  ocurrir  que  el  veredic- 
to reformado  sea  completamente  distinto  del  primer  ve- 
redicto, contra  lo  cual,  á  nuestro  juicio^  no  deberá  for- 
mularse protesta  de  ninguna  especie,  siempre  que  el 
Teredicto  llene  las  condiciones  exigidas  por  la  ley, 

Art*  11  Oé  Si  después  de  la  segimda  delíberacíóUj  el  varedictt» 
adoleciera  todavía  do  alguno  de  los  defectos  mencionados  en  los 
dos  arti calos  anteriores,  la  Secoión  acordará  también,  de  oficio  6  & 
instancia  de  parte,  que  vuelva  ei  Jurado  &  deliberar  y  conteetar  ¿ 

las*  preguntas* 
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8i  en  esta  tercera  deliberación  tampoco  resaltare  Teredicto  po  t^ 
la  misma  cansa,  el  Presidente  del  Jnrado^  antes  de  Tobm*  á  1a  8alm 
del  Tribonal,  liará  constar  el  Yoto  emitido  por  cada  nno  de  los  jo- 
rados  en  esta  tercera  deliberación,  ea  nn  acta  especial  qoe  Tiabrán 
de  firmar  todos  los  presentes. 

Vueltos  los  jurados  á  la  Sala  de  Audiencia,  el  Presidente  de 
aquéllos  entregará  d  acta  al  del  Tribunal  de  derecho.  Si  este  Tri- 
bim^  después  de  examinar  el  acta,  creyera  que  no  baj  Teredicio, 
lo  declarará  asi  en  alta  voz  su  Presidente,  y  remitirá  1a  cansa  £ 
nuero  Jurado. 

£1  acta  especial  se  remitirá  al  Juex  del  partido  competente  pa- 
ra que  proceda  contra  los  jurados  responsables,  con  arreglo  al  pá- 
rrafo 2f'  del  art  383  del  Código  penaL 


El  segundo  Teredicto  debe  ser  consídeíado  como  éL 
primero,  por  lo  que  toca  al  empleo  del  recurso  de  re- 
forma,  y  si  en  ese  segundo  veredicto  se  incurriera  en 
alguno  de  los  casos  previstos  en  los  del  art.  107,  se 
procederá  respecto  de  él  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en. 
los  artículos  108  y  109,  y  en  la  forma  que  hemos  ex- 
plicado y  comentado. 

Después  de  la  tercera  deliberación  es  cuando  ya  hiL 
de  procederse  de  distinto  modo.  Si  en  la  tercera  deli- 
beración los  jurados  insistieran  en  mantener  su  primi- 
tivo veredicto,  ó  presentasen  un  veredicto  que  fuera 
deficiente,  incompleto,  incongruente,  <»ntradictorio, 
abusivo  ó  mal  acordado,  de  suerte  que  no  pueda  fim- 
dtirse  sobre  él  una  sentencia,  procederá  remitir  la  cau- 
sa á  iiuevo  Jurado. 

Para  prevenir  las  consecuencias  de  este  caso,  skm- 
pre  que  los  jurados  se  reúnan  en  tercera  deliberación, 
el  Presidente  de  los  jurados  hará  levantar  un  acta  de 
esta  tercera  deliberación,  en  la  cual  constarán  los  vo- 
tos emitidos  por  cada  jurado  respecto  de  cada  nna  4e 
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las  preguntas;  acta  que  conservará  el  Presidente  de  los 
Jurados  en  su  poder  hasta  que  el  del  Tribunal  se  la 
reclame.  Si  no  se  la  reclamara,  deberá  inutilizarse  el 

acta;  y  si  se  la  reclama,  deberá  entregársela  para  los 
efectos  del  párrafo  4,*^  del  art.  110. 

Todos  estos  pormenores  constarán  en  el  acta  de  la 
sesión  de  una  manera  debida. 


En  caso  de  que  no  resultara  veredicto  en  la  tercera 
deliberación,  procederá  coatra  el  que  den  los  Jueces  de 
hecho  el  recurso  de  revista. 

Si  los  jurados  en  la  tercera  deliberación  insisten  en 
mantener  su  primitivo  veredictOj  ó  cuando  el  dado 
después  de  la  tercera  deliberación  no  tenga  las  condi- 
ciones legales,  incurren  en  la  responsabilidad  estable- 
cida en  el  párrafo  2.^  del  art,  383  del  Código  penal,  y 
se  consideran  como  jurados  que  han  dejado  de  desem- 
peñar su  cargo  sin  excusa  admitida. 

El  objeto  de  redactar  un  acta  especial  donde  conste 
cuáles  son  los  jurados  que  han  persistido  en  esta  con- 
ducta ilegal  y  contraria  á  toda  especie  de  convenien- 
cias, es  que  el  Tribunal  que  entienda  en  la  falta  come- 
tida por  los  jurados  haga  responsables  de  la  misma  a 
aquellos  que  con  su  voto  se  hubiesen  hecho  autores  de 
ella,  y  no  á  los  que  con  su  voto  y  actitud  no  han  con- 
tiibuído  en  lo  más  mínimo  á  la  falta  de  que  se  trata. 

Si  el  Tribunal  diera  por  bastante  el  veredicto  des- 
pués de  esa  tercera  deliberación,  abrirá  sobre  él  el  jui- 
cio de  derecho,  y  lo  tomará  como  fundamento  y  base 
para  dictar  sentencia. 

Entonces  no  ha  lugar  á  exigir  responsabilidad  á 
ninguno  de  los  jurados  que  hayan  votado;  y  entonces, 
teniendo  en  cuenta  los  preceptos  de  la  ley,  que  impo- 
nen el  secreto  y  la  reserva  para  las  deliberaciones  de 
los  juradoSj  aconsejamos  que  el  Presidente  del  Jurada 
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inutilice  el  acta  especial  que  haya  levantado  de  la  tor- 
cera deliberación  de  los  jurados  que  presidió,  sin  en- 
tregarla^ ni  al  Presidente  del  Tribunal,  ni  á  nadie. 

Los  jurados  tienen  derecho,  cuando  llegue  este  caso, 
de  exigir  á  su  Presidente  de  una  manera  formal  y  termi- 
nante que  proceda  á  inutilizar  el  acta,  para  lo  cual  ésta 
deberá  levantarse  en  el  momento  oportuno,  guardarse 
bajo  un  pliego  cerrado,  en  cuya  cubierta  firmarán  todos 
los  jurados,  y  todos  los  jurados  reunidos  nuevamente 
podrán  proceder  á  su  inutilización  ó  la  inutilizará  el 
Presidente  delante  de  ellos. 

Esta  interpretación  y  ampliación  que  nosotros  ha- 
cemos del  artículo  que  estamos  comentando,  deberán 
ser  contenidas  en  el  Keglamento  de  la  ley  del  Jurado, 
el  día  que  este  Keglamento  se  redacte;  pero  conviene 
hasta  entonces  que  vaya  uniformándose  la  jurispruden- 
cia, á  fin  de  cumplir  de  una  manera  estricta  los  pre- 
ceptos de  la  ley. 

Art.  111.  Si  el  Tribunal  de  derecho  desestimara  la  petiddií 
de  cualquiera  de  las  partes  para  que  vuelva  el  veredicto  al  JuradOy 
podrá  prepararse  el  recurso  de  casación  haciendo  en  el  acto  la  co- 
rrespondiente protesta. 

Señala  este  artículo  uno  de  los  casos  en  que  puede 
proceder  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma,  y  establece  cómo  ha  de  prepararse  ese  recur- 
so cuando  se  estime  oportuno  por  las  partes  que  ha- 
yan solicitado  la  reforma,  y  que  no  hayan  alcanzado 
del  Tribunal  un  acuerdo  favorable  á  la  procedencia  de 
esa  reforma  misma. 


Art.  112.  Acordará  también  el  Tribunal  de  derecho  someter 
la  causa  al  conocimiento  de  un  nuevo  Jurado  cuando  por  unanimi- 
dad declaren  los  Jueces  que  lo  constituyen  que  el  Jurado  ba  in 
rrido  en  error  grave  y  manifiesto  al  pronunciar  el  veredicto. 
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Sdlo  podrá  hacerse  esta  declaración  en  los  cas  o  a  siguieaies: 
1.°     Cuando  siendo  manifiesta,  por  el  resultado  del  juicio,  sin 
^ue  pueda  ofrecerse  duda  racional  en  contrario^  la  inculpabilidad 
^ei  procesado^  el  Jurado  le  hubiere  declarado  culpable. 

2,°  Cuando  siendo  maniñestaj  por  el  resultado  del  juicio,  sin 
<[ue  pueda  ofrecer  duda  racional  en  contrario,  la  culpabilidad  del 
proejado j  el  Jurado  le  hubiere  declarado  inculpable. 


No  hay  regla  alguna  qno  se  refiera  á  la  organización 
-del  Jurado  y  á  la  manera  de  funcionar  de  este  Tribu- 
nal, que  haya  suscitado  tanto  debate  como  la  que  con- 
tiene el  art,  112j  aparta  de  las  que  tocan  á  la  compe- 
tencia de  los  jurados  y  á  la  enumeración  de  las  condi- 
ciones que  han  de  tener  los  que  desempeñen  este  car- 
go ó  de  las  que  se  refieren  al  resumen  del  Presidente. 

El  recurso  de  revista  consiste  en  que  un  nuevo  Ju- 
rado vea  la  causa  que  ha  sido  vista  y  fallada  por  otro, 
por  entenderse  que  el  veredicto  del  primero  era  injus- 
to. Es  un  verdadero  reeurso  de  apelación,  y  desde  lue- 
go hay  qxie  tener  en  cuenta  que  todos  ó  la  mayor  par- 
te de  los  defensores  del  juicio  oral  sostienen,  no  sin 
motivo,  no  sin  fundamento,  que  las  apelaciones  son 
completamente  contrarias  á  la  índole  y  naturaleza  de 
este  juicio. 

Las  apelaciones,  verdaderamonte,  no  se  conciben 
sino  dentro  del  procedimiento  escrito.  Allí  donde  todo 
lo  que  se  ha  actuado  puede  conservarse,  donde  el  juicio 
ha  toniado  forma  permanente  y  estable,  es  donde  se 
concibo  ^ue  haya  apelación,  que  haya  inspección,  que 
haya  revista,  que  un  nuevo  Tribunal  examine  si  el  Tri- 
bunal que  en  primer  término  vio  la  causa,  procedió  con 
acierto  en  cuanto  á  la  estimación  de  las  pruebas. 

Hay  algo,  hay  muchOj  quizás,  en  la  índole  del  juicio 
«ral  que  es^  pues,  contrario  á  toda  apelación;  de  aquí 

51 
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que  el  recurso  de  revista  sea  rechazado  por  la  inmensa 
mayoría  de  los  partidarios  del  Jurado,  como  lo  es  por 
la  inmensa  mayoría  de  los  partidarios  del  juicio  oraL 
De  aquí  también,  que  ese  recurso  de  revista  no  haya 
sido  admitido  sino  con  grandes,  con  extraordinarias 
limitaciones. 


n 


Nosotros  le  admitimos  con  esas  limitaciones;  recono- 
cemos desde  luego  que  este  recurso  ha  de  resultar 
siempre  necesariamente  imperfecto  y  que  puede  en  mu- 
chos casos  no  producir  los  resultados  que  de  él  se  es- 
peran. 

Veamos  un  ejemplo: 

Se  ha  visto  una  causa  ante  un  Jurado  que  ha  esti- 
mado las  pruebas  como  ha  creído  conveniente  y  acerta- 
do obrando  en  conciencia:  el  Tribunal,  fundándose  en 
alguno  de  los  casos  del  art.  112,  declara  que  procede 
el  recurso  de  revista.  Si  se  verifica  la  vista  de  la  causa 
ante  un  nuevo  Jurado,  sería  necesario  para  que  la  ape- 
lación tuviese  todas  las  condiciones  que  en  una  apela- 
ción deben  concurrir,  que  á  la  segunda  vista  asistieran 
todos  los  que  han  concurrido  á  la  primera,  ninguno 
más  y  ninguno  menos;  que  todo  se  produjera  en  térmi- 
nos idénticos  á  como  se  ha  producido  en  la  primera 
vista;  que  no  haya  en  el  plazo  que  media  entre  uno  y 
otro  juicio  confabulación  ninguna  entre  los  testigos  y 
las  partes;  que  en  la  manera  de  expresarse,  que  en  las 
palabras  con  que  manifiesten  sus  ideas,  que  en  el  tona 
que  adopten,  en  la  actitud  que  mantengan,  los  testigos 
observen  una  conducta  idéntica  en  el  segundo  juicio  á 
la  que  tuvieron  en  el  primero. 

Dentro  de  estas  condiciones,  la  apelación  sería  tm 
recurso  acertado;  pero  nosotros  tememos  que  en  la  ma- 
yor parte  de  las  veces  no  puedan  esas  condiciones  rea* 
íizarse. 
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En  causas  donde  tantos  elementos  intervienen,  es 
muy  difícil  que  esa  identidad  se  mantenga;  es  muy 
difícil  que  el  resultado  de  las  pruebas  presentadas 
ante  el  primer  Jurado  sea  el  mismo  do  las  que  se  ofrez- 
can ante  el  segundo  en  el  juicio  de  revista. 

Esta  es  la  dificultad  real  que  nosotros  encontramos 
para  la  aplicación  de  ese  recurso. 


m 

No  creemos ,  como  ha  dicho  un  hombre  de  gran  au- 
toridad, Mancini,  que  el  juicio  de  revista  sea  la  conde- 
nación del  Jurado;  pero  opinamos  que  es  necesario 
usar  de  ese  recurso  con  gran  parsimonia,  con  gran  so- 
briedad, por  el  temor  que  tenemos  de  que  no  produzca 
los  efectos  que  se  apetecen  y  de  que  no  responda  á  lo 
que  sus  ardientes  partidarios  y  defensores  creen  que 
puede  en  todo  caso  responder. 

Por  eso,  si  bien  lo  aceptamos  como  hemos  aceptado 
otras  garantías  que  han  querido  establecerse  y  dictarse 
á  fin  de  evitar  en  lo  posible  las  extralimitaciones  del 
Jurado,  no  lo  aceptamos  sino  dentro  de  las  limitadas 
condiciones  á  que  el  legislador  ha  querido  reducirlo,  y 
que  constituyen  las  reglas  contenidas  dentro  del  ar- 
tículo 112  y  los  siguientes. 

Las  limitaciones  generalmente  aconsejadas  y  adop- 
tadas para  el  juicio  de  revista,  son  la  de  que  no  pueda 
acordarse  el  envío  de  una  causa  á  nuevo  Jurado  sino 
por  el  voto  unánime  de  los  Magistrados  que  constitu- 
yan la  Sección  de  derecho  y  que  forman  parte  del  Tri- 
bunal; la  de  que  la  revista  sólo  pueda  versar  sobre  el 
hecho  principal  y  no  sobre  los  accesorios,  y  la  de  que 
este  recurso  se  emplee  exclusivamente  en  pro  del  acu- 
sado. 

Esta  última  limitación  no  ha  sido  aceptada  por  la 
ley  española,  en  nuestro  sentir,  obedeciendo  á  un  prin- 
cipio de  equidad.  El  objeto  de  la  Administración  de 
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justicia  es  la  justicia,  no  la  beiiiguidad,  ni  la  miserieor* 
(lia.  Estiiuamos  que  es  llevar  demasiado  lejos  los  sea- 
timientos  de  humanidad  y  eomniseraeión  en  fa?or  del 
acusado,  establecer  para  su  provecho  el  recurso  de  re- 
vista, y  negarlo  en  su  daño,  como  sucede  en  Alemania, 
Si  el  Jurado  puede  equivocarse,  si  se  admite  que  el 
Jurado  puede  errar  en  contra  de  los  procesados,  hay 
que  admitir  que  también  puede  equivocarse,  que  tam- 
bién puede  errar  en  favor  suyo;  y  habiendo  convenido 
en  que  el  yerro,  en  su  expresión  más  clara  é  induda- 
ble, merece  el  correctivo  de  que  la  causa  se  someta  á 
un  nuevo  Jurado,  que  se  utilice  el  recurso  de  revista, 
no  había  motivo  para  excluir  ese  yerro  de  este  proce- 
dimiento cuando  hubiere  sido  cometido  en  favor  del 
inculpado. 


IV 


De  las  demás  limitaciones  á  que  hemos  hecho  refe- 
rencia, el  art.  112  que  estamos  comentando  acéptala 
de  la  unanimidad  de  los  Jueces  y  la  de  que  el  yerro  se 
refiera  sólo  al  hecho  principal. 

Para  someter  la  causa  á  conocimiento  de  un  nuevo  Ju- 
rado, es  necesario  que  los  tres  Jueces  que  constituyen 
la  Sección  de  derecho,  unidos  á  los  jurados  para  formar 
Tribunal,  declaren  que  los  jurados  en  su  veredicto  han 
incurrido  en  error  grave  y  manifiesto,  por  ser  induda- 
ble, en  vista  de  los  resultados  del  juicio,  la  inculpabi- 
lidad del  procesado  y  haberle  declarado  culpable,  ó  por 
ser  manifiesta  la  culpabilidad  del  procesado  y  haberle 
declarado  el  Jurado  no  culpable. 

En  cuanto  á  la  interpretación  y  aplicación  de  este 
artículo,  no  es  necesario  que  nos  extendamos  en  largas 
consideraciones.  Eecomendamos  á  los  Tribunales  que 
usen  de  este  derecho,  del  derecho  que  tienen  de  enviar 
las  causas  á  nuevos  jurados,  con  gran  sobriedad,  po^ 
que  el  éxito  de  este  recurso  depende  de  que  sólo  se  em- 
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plee,  de  que  sólo  se  aplique  en  los  casos  en  que  apa- 
rezca verdaderamente  justificado  su  uso. 

Desde  luego  un  error  en  los  hechos  fundamentales 
de  las  circunstancias  modificativas,  un  error  en  la 
apreciación  de  los  hechos  que  sirven  de  base  á  los  por- 
menores y  accidentes  de  la  causa  misma,  siempre  que 
en  lo  fundamental,  en  lo  principal  se  haya  procedido 
con  justicia,  no  bastará  nunca  para  que  se  apele  á  re- 
curso tan  extraordinario  como  éste;  y  aun  en  los  casos 
en  que  aparezca  indicada  la  necesidad  de  emplearle, 
será  preciso,  como  la  ley  quiere,  que  resulte  manifiesto 
el  error  del  Jurado  y  que  no  pueda  ofrecerse  duda  ra- 
cional de  que  de  las  pruebas  practicadas  ha  resultado 
lo  contrario  de  lo  que  ha  creído  el  Jurado  y  de  lo  que 
se  ha  declarado  en  el  veredicto. 

Art.  113.  La  declaración  á  que  se  reñere  el  articulo  anterior 
podrá  hacerse  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte.  Publicado  definiti- 
vamente el  veredicto,  los  Jueces  de  derecho  podrán  acordar,  y  el 
Fiscal,  el  Acusador  privado  ó  los  representantes  de  las  partes  pe- 
dir, que  se  someta  la  causa  á  conocimiento  de  un  nuevo  Jurado. 
No  se  permitirá  al  reclamante  razonar  ni  fundar  en  modo  alguno 
esta  pretensión,  ni  sobre  ella  se  tolerará  debate.  Una  vez  formu- 
lada, el  Tribunal  de  derecho  acordará  en  el  acto  lo  que  estime  pro- 
cedente. 


El  artículo  anterior  contiene  la  enumeración  de  los 
casos  en  que  procede  enviar  una  causa  á  nuevo  Jurado, 
para  que  se  verifique  el  juicio  de  revista.  Este  artículo 
establece  y  desarrolla  el  procedimiento  con  arreglo  al 
cual  ha  de  hacerse  esa  declaración,  que,  como  la  de  que 
procede  la  reforma  del  veredicto,  podrá  hacerse  de  ofi- 
cio ó  á  instancia  de  parte. 

Una  vez  publicado  el  veredicto,  conforme  á  lo  dis- 
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pueBto  en  el  art.  90,  lo  primero  que  hay  que  determinar 
es  si  procede  ó  no  su  reforma.  ¿No  procede  la  reforma? 
¿Hay  veredicto?  Pues  se  está  en  el  caso  de  resolver  si 
procede  ó  no  el  recurso  de  revista.  ¿Procede  ese  recur- 
so? Las  partes  la  piden  ó  el  Tribunal,  sin  demanda  de 
las  partes,  lo  acuerda.  ¿No  procede?  ¿No  se  acuerda? 
Pues  comienza  el  juicio  de  derecho. 

Para  facilitar  el  desarrollo  y  la  práctica  de  estas  re- 
glas procesales,  convendría  acaso,  y  quizás  e^to  debiera 
determmarse  y  regularizarse  en  el  Reglamento,  qtie 
cumplido  lo  que  dispone  el  art.  90,  el  Presidente  pre- 
guntara á  las  partes  si  entienden  que  procede  el  recnir- 
so  de  reforma.  Las  partes  dirían  acerca  de  eso  lo  que 
estimaran  oportuno  y  entonces  deliberaría  el  Tribunal 
brevemente  acerca  de  sus  manifestaciones  ó  del  silen- 
cío  con  que  contestaran  á  aquella  pregunta. 

Si  de  esa  deliberación  resultase  haber  lugar  á  la  re- 
forma,  se  procedería  á  ella,  y  hecha  la  reforma  esti- 
mada necesaria  ó  declarado  que  no  procedía  reforraa 
alguna;  existiendo  veredicto,  en  la  acepción  legal,  am- 
plia, de  esta  frase,  pudiera  el  Presidente  preguntar 
otra  vez:  ^ ¿Creen  las  partes  que  procede  contra  el  ve- 
redicto que  acaba  de  leerse  el  recurso  de  revista? » 

Las  partes  contestarían  afirmativamente  ó  callarían. 
En  uno  y  otro  caso ,  nueva  deliberación  del  Tribunal, 
rápida^  breve,  reducida  á  contados  instantes,  á  los  que 
bastan  para  que  los  trca  Magistrados  espresen  si  están 
de  acuerdo,  si  están  unánimes  en  que  ha  lugar  á  la  re- 
vista.  ¿Lo  están?  Pues  lo  declaran  y  se  procede  á  la 
revista.  ¿No  lo  están?  Pues  se  abre  el  juicio  de  de- 
recho. 

En  defecto  de  una  disposición  reglamentaria»  que 
ahora  no  existe,  que  ordene  el  procedimiento  en  esa 
forma,  así  es  como  creemos  nosotros  que  se  debe  obrar 
y  recomendamos  á  los  Presidentes  que  acepten  estas 
advertencias  y  consejos  nuestros  como  reglas  de  su  con- 
ducta. 
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Cuanda  lo  pida  una  de  las  partes,  no  se  la  permití- 
Tá  otra  cosa  sino  que  formule  su  pretensión.  Esta  es 
una  pretensión  que  no  tiene  necesidad  de  ser  razona- 
da, porque  ó  el  error  es  manifiesto,  ó  no  existe  duda 
jacional  de  que  el  resultado  del  juicio  es  contrario  á  la 
declaración  del  veredicto,  ó  no  se  está  en  el  caso  de 
proceder  del  juicio  de  revista;  y  cuando  el  error  sea  ma- 
nifiesto y  cuando  no  exista  esa  duda  racional,  ha  de 
ser  tan  evidente  y  notorio  el  caso,  ha  de  ser  tan  clara 
la  necesidad  de  enviar  la  causa  á  la  resolución  de  nue- 
vo Jurado,  que,  desde  luego,  debe  declararse  ociosa, 
inútil  é  impertinente  toda  alegación  encaminada  á  de- 
mostrarlo. Bastará,  pues,  al  derecho  de  las  partes  que 
puedan  alegar  ó  formular  esa  pretensión. 

Si  se  está  en  el  caso  de  admitirla,  seguramente  que 
la  sola  enunciación  de  este  propósito  bastará  para  que 
el  Tribunal,  haciéndose  rápidamente  cargo  del  estado 
de  las  cosas,  resuelva  lo  que  estime  oportuno. 

Dice  también  el  art.  113,  que  no  se  tolerará  debate 
sóhve  esta  pretensión.  Es  natural  que  no  se  permita 
apoyarla  ni  combatirla;  basta  para  que  la  cuestión  que- 
de planteada  á  instancia  de  partes,  con  que  una  de 
«Has,  cualquiera,  formule  el  deseo  para  que  se  proceda 
con  arreglo  á  lo  que  el  mismo  art.  113  determina. 

Tampoco  se  da  plazo  alguno  al  Tribunal  para  resol- 
ver acerca  de  esa  pretensión:  en  el  acto  debe  resolver 
el  Tribunal  sobre  ella.  El  empleo  de  este  recurso  debe 
ser  fruto  de  la  impresión  que  haya  producido  en  el 
ánimo  del  Tribunal  el  veredicto  del  Jurado,  contradic- 
torio con  los  resultados  de  la  prueba,  y  que  pugne  con 
todo  lo  que  se  desprenda  del  juicio. 

Si  esa  impresión  es  bastante  viva,  si  esa  impresión 
es  bastante  enérgica  para  impulsar  á  los  Jueces  á  que 
hagan  uso  del  derecho  que  les  otorgan  los  artículos  112 
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y  113,  indudablemente  se  estará  en  el  caso  que  eso9 
mismos  artículos  lian  consignado.  Cuando  esto  no  su- 
ceda, es  indudable  que  no  se  está  en  ese  caso,  y  que^ 
por  tanto,  no  procede  el  juicio  de  revista  ni  su  adop> 
ción  por  la  Sección  de  derecho  que  forma  parte  del  Tri- 
bunal. 

Art.  114.  Caando  haya  de  remitirse  nna  cansa  á  noero  Jura- 
do por  ocurrir  cualquiera  de  los  casos  determinados  en  el  art.  110  ó- 
en  el  112,  no  se  procederá  al  juicio  de  derecho. 

Una  vez  abierto  éste,  no  podrán  utilizarse  contra  el  reredicto^ 
ni  de  oficio,  ni  á  instancia  de  parte,  los  recursos  de  reforma  ni  de^ 
revista.] 

El  juicio  de  derecho  será  innecesario  en  el  caso  de^ 
que  la  causa  haya  de  verse  ante  un  nuevo  Jurado,  por- 
que el  juicio  de  derecho  parte  de  la  base  del  veredicto; 
y  allí  donde  la  causa  se  envía  á  conocimiento  de  un  nue- 
vo Jurado,  no  hay  veredicto  hasta  que  el  nuevo  Jurado 
se  reúne,  presencia  el  juicio  y  lo  dicta.  Por  tanto,  sería 
inútil  que  ese  juicio  de  deredhio  se  verificara. 

Los  recursos  de  reforma  y  de  revista  han  de  interpo- 
nerse y  acordarse  en  el  plazo  que  medie  entre  la  lectu- 
ra  del  veredicto  y  la  apertura  del  juicio  de  derecho. 
Cuando  se  abra  el  juicio  de  derecho,  se  entiende  san> 
clonado  el  veredicto  en  el  sentido  de  admitirlo  como 
base  para  ese  juicio  mismo;  y,  por  tanto,  cuando  se 
abra  el  juicio  de  derecho,  no  puede  usarse  del  recurso 
de  reforma,  ni  del  de  revista. 

Art.  115.  En  los  casos  de  los  artículos  anteriores,  cuando  la 
causa  haya  de  enviarse  á  nuero  Jurado,  se  reproducirá  el  juicio 
ante  éste  con  los  mismos  trámites  y  solemnidades  que  la  presente  ley 
establece. 

Contra  el  yeredicto  del  segundo  Jurado  no  procederá  él  recur- 
so de  revista. 
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El  recurso  de  revista  exige  que  la  causa  se  vea  ante 
el  segundo  Jurado  con  las  mismaB  solemnidades  y  trá- 
mites que  se  vio  ante  el  primero. 

^Realmente  se  trata  de  un  juicio  que  ha  de  acomodar- 
se á  las  condiciones  de  los  demás»  en  el  cual  no  hay 
motivo  para  proceder  de  una  manera  especial. 

Habla  la  ley  del  nuevo  Jurado.  El  Jurado  que  vea 
la  causa  en  ese  trámite  de  revista,  ha  de  ser  entera- 
ramente  nuevo;  es  decir,  que  no  podrá  formar  parte  de 
él  ninguna  de  las  personas  que  han  formado  parte  del 
Jurado  anterior  que  entendió  y  falló  en  la  causa. 

El  punto  que  no  resuelve  la  ley  es  el  de  si  la  causa 
de  que.se  trata  ha  de  incluirse  en  el  alarde  del  cuatri- 
mestre próximo,  ó  si  hallándose  en  estado,  como  se  en- 
cuentra, de  verse  inmediatamente  y  supuestas  la  im- 
portancia, la  urgencia  y  la  gravedad  que  han  de  reves- 
tir las  causas  en  que  esto  ocurra, — porque  es  claro  que 
este  recurso  no  ha  de  emplearse  sino  en  procesos  im- 
portantes,—se  ha  de  proceder  en  ella  con  arreglo  á  los 
términos  oel  tercer  párrafo  del  art.  43;  es  decir,  si  se 
ha  de  acordar  que  se  reúna  el  Jurado  correspondiente 
del  partido  de  donde  proceda,  antes  de  que  se  verifi- 
que un  alarde  general. 

Nosotros  nos  inclinamos  á  esta  segunda  solución;  en 
primer  lugar,  porque  en  la  mayor  parte  de  los  casos 
quizá  sería  poner  un  período  de  tiempo  demasiado  lar- 
go entre  el  primero  y  el  segundo  juicio,  aplazar  la  ce- 
lebración de  éste  hasta  el  próximo  cuatrimestre,  y  por- 
que ese  plazo  pudiera  resultar  dañoso  á  los  intereses 
de  la  justicia  desde  el  momento  en  que,  conocido  ya 
todo  el  mecanismo  del  juicio,  permite  saber  qué  ma- 
nifestaciones se  han  hecho;  y  por  lo  que  respecta  á 
cada  uno  de  los  testigos,  que  haya  confabulaciones, 
maniobras  é  intrigas  encaminadas  á  impedir  la  adop- 
ción de  una  sentencia  justa.,^ 

Por  otra  parte,  creemos  qt^^exigiendo  como  exige 
un  tino  especial,  un  cuidado  y  un  esmero  singularísi- 
mos todo  lo  que  se  refiere  á  este  caso,  hasta  conviene 
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formar  un  Jurado  que  solamente  haya  de  ocuparse  en 
el  examen  de  esa  causa  para  que  en  su  constitución  se 
proceda  de  la  manera  cuidadosa,  rigorosa  y  solícita  con 
que  ha  de  precederse  siempre  que  se  trate  de  consti- 
tuir un  solo  Jurado  para  ver  no  más  que  una  causa. 

También  habríamos  preferido  que  ese  segundo  Jura- 
do, como  sucede  en  otras  partes  y  como  aconsejan  pe- 
ritísimos tratadistas,  se  formase  con  un  número  mayor 
de  Jueces  de  hecho,  y  acaso  habría  sido  conveniente 
que  entonces  se  exigiera  un  número  de  votos  para  dar 
por  resueltas  las  cuestiones,  superior  á  la  mitad  más 
uno.  Esta  solución  que  en  tiempo  oportuno  propusi- 
mos, no  fué  aceptada.  Con  ella  pretendíamos  evitar 
que  ocurra  el  caso  de  que  una  pregunta  contestada  en 
un  sentido  por  diecisiete  jurados,  pueda  ser  contesta- 
da en  sentido  opuesto  por  siete  y  prevalezca  la  contes- 
tación de  la  minoría.  La  razón  que  se  tuvo  en  cuenta 
para  no  admitir  nuestra  propuesta,  fué  que  eso  obliga- 
ría á  cambiar  y  modificar  para  la  constitiydón  del  Ju- 
rado de  revista  todo  el  mecanismo  de  la  ley,  ya  tan 
eomplicado  y  difícil  de  manejar  por  su  propia  natu- 
raleza. 

El  veredicto  del  segundo  Jurado  es  ya  definitivo,  y 
contra  él  en  ningún  caso  ni  por  ningún  motivo  ni  pre- 
texto puede  interponerse,  admitirse,  ni  declararse  re- 
curso de  revista. 


CAPÍTULO  XVI 

De  los  recursos  de  casación  contra  las  sentencias 
del  Tribunal  del  Jurado. 

Art.  116.     El  recurso  de  casación  podrá  interponerse  por  que- 
brantamiento de  forma  ó  por  infracción  de  lej. 
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Las  sentencias  de  los  Tribunales  del  Jurado  son, 
bajo  el  punto  de  vista  de  los  recursos  do  casación  que 
pueden  interponerse  contra  ellas,  como  las  de  los  de- 
más Tribunales j  y  los  recursos  de  casación  establecidos 
acerca  de  las  mismas,  son  los  de  quebrantamiento  de 
forma  é  infracción  de  ley, 

Art.  117*  Ko  ser  i  admísíblQ  el  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  el  la  parte  qu@  intente  interponerle  iio  hu- 
biere reclamado  la  subsana cidn  de  la  falta^  cuando  fuere  posible^  j 
hecho  la  oportuna  protesta  con  gnjecióu  á  lo  dispuesto  en  el  artícU' 
lo  914  da  la  lej  da  Enjuiciamiento  crlminaL 

Este  artículo  se  limita  á  reproducir  lo  dispuesto  en 
el  914  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal^  y  á  consig- 
nar un  principio  elemental  de  derecho  en  cuanto  á  la 
casación  por  quebrantamiento  de  forma;  casación  que 
mo  procede  y  á  la  que  no  se  da  lugar  jamás^  si  el  defec- 
to de  forma  de  que  se  trata  fué  declarado  y  aceptado 
f>OT  la  parte  á  quien  perjudicó,  si  no  protestó  de  ól  en 
os  términos  que  la  ley  misma  quiere  y  dentro  del  pla- 
zo que  la  ley  establece, 

Art.  118»  Podrán  interponer  el  recurso  de  casación  las  perso- 
nas mencionadas  en  el  art  854  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal, y  para  au  interpOBicion,  süatanciación  y  deciaión  se  estará  á 
lo  que  dicha  ley  dispone  en  cuanto  no  resulte  modificada  por  la 
presente. 

Las  personas  que  con  arreglo  á  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal  y  á  su  art.  854  pueden  interponer  re- 
curso de  casación,  son:  los  representantes  del  Ministe- 
rio fiscal,  los  que  hayan  sido  parte  en  la  cauaa  criminal 
en  concepto  de  acusadores,  procesados  ó  responsables 
civíIeSj  los  que  sin  haberlo  sido  resulten  condenados 
en  la  sentencia,  loa  herederos  de  cualquiera  que  haya 
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eido  parte  ó  resulte  condenado  y  los  autores  civiles, 
aunque  con,  limitación,  Respecto  de  éstos,  no  podrán 
interponer  recurso  sino  en  cuanto  pueda  afectar  á  la 
restitución,  reparación  é  indemnización  que  hayan  re- 
clamado. 

En  cnanto  á  la  manera  de  preparar,  interponer  y 
sustanciar  los  recursos  de  casación,  se  procederá  como 
el  artículo  que  comentamos  advierte,  con  arreglo  á  k 
que  dispone  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  salras 
las  excepciones  que  resulten  de  los  preceptos  contení- 
dos  en  los  artículos  siguientes. 


CAPÍTULO  xyn 

Bel  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma 
é  infracción  d«  l67< 

Art^  119.  Procede  el  recurso  de  casación  por  qnebrantíimiOT- 
to  de  forma  contra  las  eentenclaa  pronunciadas  por  el  Tribunal  del 
Jurado j  en  los  casos  previstos  por  los  artículos  911  y  números  2.* 
y  BJ^  del  912  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  y  ademáa  fin  loi 
siguientes: 

1,*  Guando  en  la  sentencia  no  se  haya  transcrito  literalmente 
el  veredicto  ea  la  forma  que  determina  el  art.  97, 

2.*  Cuando  el  recurrente  haya  protestado  por  los  motiyos  ex- 
puestos ©o  los  artículos  77  y  11 1  de  esta  ley: 

3.*^  Cuando  ia  sentencia  ó  veredicto  hayan  sido  dictados  por 
menor  número  de  Magistrados  ó  joj-ados  que  el  exigido  por  esta 
ley, 

4/'  Cuando  hayan  concurrido  á  dictar  la  sentencia  ó  veredicto 
algún  Magistrado  6  jurado  cuya  recusaciÓB  motivada  é  intentada 
en  tiempo  y  forma  se  buhiere  desestimado  sin  sustanciarla  con 
arreglo  á  derecho ,  6  cnando  hubiere  sido  desestimada  indebi<iir 
mente  alguna  dt¡  las  que  perentoriamente  pueden  proponer  contra 
los  jurados  siu  alegar  causa. 
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El  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma procede  contra  las  sentencias  pronunciadas  por  el 
Tribunal  del  Jurado,  ó  por  motivos  ordinarios  de  los 
que  afectan  á  toda  especie  de  sentencias,  ó  por  motivos 
exclusivos  y  particulares  que  afectan  á  la  índole  de 
esta  institución. 

Los  primeros  están  previstos  en  el  art.  911  y  en  los 
números  segundo  y  tercero  del  912  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  y  son  los  siguientes: 

Primero.  Cuando  se  haya  denegado  alguna  diligen- 
cia de  prueba  que,  propuesta  en  tiempo  y  forma  por 
las  partes,  se  considere  pertinente. 

Segundo.  Cuando  se  haya  omitido  la  citación  del 
procesado,  ya  estuviere  preso  ó  en  libertad,  de  las  par- 
tes acusadoras  ó  del  actor  civil  para  su  comparecencia  en 
el  acto  del  juicio  oral  y  público,  á  no  ser  que  estas  par- 
tes hubiesen  comparecido  al  acto  dándose  por  citadas. 

Tercero.  Cuando  el  Presidente  del  Tribunal  se  nie- 
gue á  que  un  testigo  conteste,  ya  en  la  audiencia  pú- 
blica, ya  en  alguna  de  las  prácticas  que  procedan  fuera 
de  ella,  á  la  pregunta  ó  preguntas  que  se  le  dirijan, 
siendo  pertinentes  y  de  manifiesta  influencia  en  el 
juicio. 

Cuarto.  Cuando  se  desestime  cualquier  pregunta 
por  capciosa,  sugestiva  ó  impertinente,  no  siéndolo  en 
realidad,  siempre  que  tuviera  verdadera  importancia 
para  los  resultados  del  juicio. 

Quinto  (segundo  del  art.  912).  Cuando  en  la  sen- 
tencia no  se  resuelva  sobre  todos  los  puntos  que  hayan 
sido  objeto  de  la  acusación  ó  de  la  defensa. 

Sexto  (tercero  del  912).  Cuando  en  la  sentencia  se 
pene  un  delito  más  grave  que  el  que  haya  sido  objeto 
de  la  acusación,  si  el  Tribunal  no  hubiera  procedido 
previamente  como  determina  el  art.  733. 

Los  casos  primero,  cuarto  y  quinto  del  art.  912  no 
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son  aplicables  á  las  sentencias  del  Tribunal  del  Jura- 
do. El  primero  del  art.  912  se  refiere  al  caso  de  que 
en  las  sentencias  no  se  exprese  clara  y  t^rminanemen- 
te  cuales  son  ios  hechos  que  se  consideran  probados  ó 
que  resulten  manifiestas  contradicciones  entre  ellos. 

Esto  no  puede  ocurrir  tratándose  de  las  sentencian 
del  Tribunal  del  Jurado,  y  cuando  ocurra,  sobre  todo 
cuando  ocurra  que  existan  contradicciones  entre  los 
hechos  declarados  probados,  es  decir,  entre  las  contes- 
taciones que  el  veredicto  da  á  las  preguntas  formuladas, 
ya  hemos  visto  que  lo  que  procede  es  el  recurso  de  re- 
forma, es  que  se  emplee  el  recurso  de  reforma  y  en  su 
caso  el  de  revista;  pero  un  veredicto  contra  el  cual  no  se 
han  interpuesto,  ó  se  han  interpuesto  sin  éxito  estos 
dos  recursos,  no  puede  ser  tachado  de  falto  de  expre- 
sión y  claridad,  ni  puede  ser  argüido  de  contradictorio. 

Los  casos  cuarto  y  quinto  del  art.  912  se  refieren  al 
hecho  de  que  las  sentencias  hayan  sido  dictadas  por 
menor  número  de  Magistrados  que  el  señalado  en  la 
ley,  ó  sin  la  concurrencia  de  votos  conformes  que  por 
la  misma  se  exigen,  y  al  de  que  hayan  concurrido  á  dar 
sentencia  Magistrados  cuya  recusación  interpuesta  en 
tiempo  y  forma,  fundada  en  causas  legales,  hubiere  sido 
rechazada.  Estos  dos  motivos  subsisten,  aunque  modifi- 
cados y  convertidos,  en  los  casos  tercero  y  cuarto  del 
art.  119  que  estamos  examinando. 


n 

Este  artículo  contiene,  especifica  y  enumera  el  se- 
gundo grupo  de  motivos,  con  arreglo  á  los  cuales  proce- 
derá el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  contra  las  sentencias  pronunciadas  por  el  Tribu- 
nal del  Jurado,  motivos  especiales,  privativos  y  exclusi- 
vos del  nuevo  sistema  de  proceder,  que  se  reducen  i 
los  siguientes: 

1.^    Cuando  en  la  sentencia  no  se  haya  transcrito 
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literalmente  el  veredicto,  porque  ya  hemos  dicho  al 
examinar  el  art.  97  de  la  ley,  con  el  cual  está  el  119 
de  completo  acuerdo,  que  el  veredicto  es  la  base  de  la 
sentencia,  que  el  veredicto  contiene  la  declaración  de 
los  hechos  probados,  que  el  veredicto  reemplaza  á  la 
antigua  declaración  de  los  hechos  probados,  y  que  no 
es  posible  pronunciar  resolución  alguna,  ni  declarar 
responsabilidad  ^de  ninguna  especie  si  no  se  parte  de 
esos  hechos  que  las  pruebas  han  puesto  en  relieve,  y 
cuya  evidencia  consta  por  las  pruebas  practicadas. 

2.^  Procede  también  el  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  en  el  caso  de  que  la  Sección  de 
Magistrados  no  admita  ni  resuelva  favorablemente  cual- 
quier reclamación  que  ante  ella  se  produzca,  contra  una 
ó  varias  de  las  preguntas  formuladas,  por  deficientes^ 
por  defectuosas  ó  por  indebidas,  ó  si  la  misma  reclama- 
ción versaba  por  no  haberse  formulado  alguna  pre- 
gunta que  en  concepto  de  las  partes  procediera.  Así  lo 
ordena  el  art.  77,  relacionado  con  el  que  comentamos. 

También  procede  si  la  Sección  de  derecho  desestima 
la  pretensión  de  cual(juiera  de  las  partes  para  que  vuel- 
va el  veredicto  á  los  jurados,  con  arreglo  á  lo  que  dis- 
pone el  art.  111. 

3.®  Procede  el  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  contra  una  sentencia  dictada  por  un 
Tribunal  de  derecho  cuando  no  haya  concurrido  á  dic- 
tarla el  número  de  Magistrados  que  la  ley  marca.  En 
las  causas  que  se  vean  ante  los  Tribunales  del  Jurado, 
el  recurso  puede  interponerse  porque  la  sentencia  6 
veredicto  hayan  sido  dictados  por  menor  número  de 
Magistrados  ó  de  jurados  que  el  exigido  por  la  ley. 

El  número  tercero  del  art.  119  ha  de  entenderse,  por 
lo  que  respecta  al  caso  de  que  hayan  faltado  los  jura- 
dos que  la  ley  exige  para  dictar  veredicto,  cuando  éstos 
han  sido  menos  de  doce.  Pero  no  es  eso  sólo;  no  debe 
aplicarse  esta  regla  literalmente;  hay  que  entenderla 
con  toda  la  latitud  que  le  atribuyen  otros  preceptos  y 
el  espíritu  mismo  de  la  ley. 
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De  acuerdo  con  ese  espíritu  y  con  los  preceptos  á  que 
aludimos,  que  constituyen  el  mecanismo  de  la  ley  ente- 
ra, nosotros  creemos,  en  primer  lugar,  que  no  pueden 
concurrir  á  dictar  veredicto  ninguno  los  jurados  que  no 
hayan  presenciado  todo  el  juicio,  y  en  segundo  lugar, 
que  la  falta  en  cualquier  momento  del  juicio  del  núme- 
ro de  jurados  que  la  ley  establece,  es  bastante  por  lo 
menos  para  que  el  juicio  se  suspenda  tasta  que  el  nú- 
mero de  jurados  quede  completo. 

En  realidad,  pues,  se  estimará  ese  recurso  proceden- 
te en  el  caso  que  analizamos,  siempre  que  haya  dejado 
de  cumplirse  alguna  de  estas  circunstancias. 

4.^  Ya  hemos  visto  al  estudiar  los  principios  en  que 
se  funda  el  derecho  de  recusación  en  los  Tribunales  del 
Jurado  y  el  procedimiento  que  la  ley  establece  para  que 
las  recusaciones  se  aleguen  y  se  declaren,  qué  amplitud 
tan  extraordinaria  da  la  ley  misma  á  este  derecho;  ya 
hemos  visto  que  dentro  del  mecanismo  del  Jurado,  la 
recusación  es  uno  de  los  resortes  más  importantes. 

Pues  bien:  todo  lo  dispuesto  acerca  de  la  recusación 
está  suficientemente  garantido  por  el  número  cuarto 
del  art.  119,  donde  se  dispone,  que  cuando  hayan  con- 
currido á  dictar  sentencia  ó  veredicto  algunos  de  los 
Magistrados  ó  jurados  cuya  recusación  motivada  é  in- 
tentada en  tiempo  y  forma  se  hubiera  desestimado  sin 
sustanciarla  con  arreglo  á  derecho,  procede  el  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  y  pue^e 
este  recurso  interponerse  y  prevalecer. 

Igual  garantía  existe  en  el  caso  de  haberse  desesti- 
mado indebidamente,  con  infracción  de  los  preceptos  de 
esta  ley,  alguna  de  las  recusaciones  perentorias  que 
pueden  proponerse  y  alegarse,  sin  fundarlas  en  causa 
alguna,  contra  los  jurados. 

En  la  aplicación  de  estos  preceptos  ha  de  precederse 
de  una  manera  escrupulosa  y  como  hemos  aconsejado 
que  se  proceda  en  todo  lo  que  toca  á  la  recusación. 
Hay  que  tener  en  cuenta  que  la  recusación  es  una  de 
las  mayores  garantías  establecidas  para  que  el  Jurado 


Digitized  by 


Googl( 


TÍT.  ni,— CAP.  XVn.— ABTS.  119  TT  120  817 

-sea  un  Tribunal  imparcial,  y  han  de  entenderse  estas 
reglas  con  la  mayor  amplitud,  á  fin  de  que  sean  efica- 
ces los  preceptos  que  contienen,  y  que  se  realicen  y 
consigan  los  propósitos  del  legislador. 


Art.  120.  En  los  casos  en  que  fuere  casada  la  sentencia,  se 
procederá  con  arreglo  al  art.  930  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal; y  si  por  razón  de  la  falta  cometida  tuviese  que  reunirse  de 
nuevo  el  Jurado,  se  convocará  á  los  mismos  jurados  que  intervi- 
nieron en  el  juicio,  sin  necesidad  de  nuevo  sorteo. 

Cuando  esto  fuere  absolutamente  imposible,  por  cualquier  mo- 
tivo, se  celebrará  nuevo  juicio  con  arreglo  á  las  prescripciones  de 
la  presente  ley. 


I 


El  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma se  encamina  á  señalar  una  falta  esencial  é  impor- 
tante del  procedimiento.  Es  principio  general  de  dere- 
cho que  cuando  el  Tribunal  correspondiente  declara 
haber  lugar  á  ese  recurso  de  casación;  cuando  se  reco- 
noce y  se  confiesa  en  el  fallo  que  así  lo  ordena  la  falta 
cometida,  se  reponga  la  causa  de  que  se  trate  al  estado 
en  que  se  encontraba  antes  de  cometerse  esa  falta,  para 
subsanarla  y  reparar  sus  consecuencias. 

Por  consiguiente,  cuando  se  interponga  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  contra  una  sen- 
tencia dictada  por  el  Tribunal  del  Jurado,  y  cuando  la 
Sala  estime  haberse  cometido  la  falta  en  que  se  funde 
el  recurso,  declarará  que  ha  lugar  á  él;  y  de  acuerdo 
con  aquellos  principios  de  derecho  y  con  lo  que  dispone 
el  art.  930  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  orde- 
nará la  devolución  de  la  causa  al  Tribunal  de  que  pro- 
ceda. 

Aquí,  por  la  índole  especial  del  Jurado,  podrá  susci- 
tarse la  cuestión  de  á  qué  Tribunal  ha  de  devolyerse 

52 
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eBa  causa,  puesto  que  el  Jurado  no  es  un  Tribunal  per- 
manente. La  ley  ha  resuelto  la  duda  estableciendo  que 
la  causa  se  devuelva  al  Tribunal  que  la  falló;  enten- 
diéndose por  Tribunal,  el  compuesto  de  la  Sección  d& 
derecho  y  de  los  mismos  jurados. 

Siempre  que  esto  sea  posible,  así  se  ha  de  proceder; 
los  jurados  que  entendieron  en  la  causa  serán  citados^ 
nue Vilmente,  sin  necesidad  de  sortear  otros ^  j  se  los 
convocará  de  una  manera  especial,  poniendo  en  esta 
convocatoria  el  mayor  esmero  con  objeto  de  que  los  ja- 
rados  se  reúnan, 

Siempre  que  esto  sea  posible,  no  se  adoptará  en  el 
caso  á  que  nos  referimos  otro  procedimiento;  y  debe- 
mos entender  que  esto  es  posible,  siempre  que  no  haya 
fallecido  ó  desaparecido  del  lugar  en  que  antes  residía 
uno  cualqmera  de  los  jurados. 

El  espíritu  de  la  ley  en  el  art.  120  es  tal  como  nos- 
otros lo  entendemos:  que  el  Jurado  ha  de  reunirse  tal 
como  se  constituyó  para  ver  y  fallar  la  causa,  y  que  ha 
de  estimarse  que  ha  llegado  el  caso  de  la  imposibilidad, 
cuando  falte  uno  solo  de  los  jurados  y  cuando  sea  ver- 
daderamente imposible  que  ese  jurado  que  falta  concu- 
rra. Entonces  se  procederá  á  celebrar  un  nuevo  juicio. 


E 

Esto  último  requiere  alguna  explicación, 
¿Puede  reunirse  el  Jurado  que  presenció  el  primer 
juicio,  porque  no  falta  ninguno,  ni  uno  solo,  de  los  in- 
dividuos que  lo  formaron?  Pues  entonces  se  repone  la 
causa  al  estado  que  tenía  antes  de  cometerse  la  falta 
que  ha  dado  motivo  á  la  casación,  se  subsana  esa  felta 
y  prosigue  el  juicio  con  arreglo  á  la  ley. 

Ejemplo:  Se  trata  de  un  recurso  interpuesto,  porqae 
la  Sección  de  derecho  se  negó  á  que  se  formulara  una 
pregunta  procedente.  El  Tribunal  Supremo  casa  la  sen- 
tencia. Se  reúne  el  mismo  Jurado^  y  reunido,  el  Preai- 
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dente  procede  á  formular  las  preguntas,  incluyendo  en 
ellas  la  que  fué  objeto  del  recurso,  A  partir  de  aquí^ 
el  juicio  continúa  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 77  y  en  los  siguientes  de  la  ley, 

¿No  puede  retiuirse  el  mismo  Jurado  que  presenció 
el  primer  juicio,  porque  falta  uno  ó  varios  de  los  indi- 
viduos que  lo  formaron?  Pues  entonces  se  procede  á 
verificar  un  juicio  nuevo,  comenzando  por  incluir  la 
causa  de  que  se  trata  en  un  alarde,  ó  por  acordar  que 
para  verla  se  reúna  inmediatamente  el  Jurado  del  par- 
tido judicial  de  que  proceda.  Entonces  hay  que  repetir 
todo  lo  actuado  en  esa  causa  desde  el  trámite  prescrito 
en  el  art,  43  de  la  ley. 

La  razón  de  esta  diferencia  es  bien  obvia.  En  el  pri- 
mer caso,  como  concurren  los  mismos  Jueces  de  hecho, 
no  hay  necesidad  de  que  á  su  vista  se  practiquen  nue- 
vamente las  pruebas.  Ya  las  conocen,  ya  las  apreciaron. 
Sólo  es  necesario  que  repitan,  que  reproduzcan  sus  an- 
tenores  declaraciones,  modificándolas  en  aquello  á  que 
los  mueva  la  subsanación  de  la  falta  cometida. 

Pero  en  el  segundo  caso  los  Jueces  de  hecho  son 
otros;  han  de  apreciar  pruebas  que  no  conocenj  que  no 
han  visto  practicar;  han  de  juzgar  en  un  juicio  que  no 
han  presenciado.  Pues  es  indispensable  repetir  todo  el 
juicio.  De  suerte  que  como  hay  que  constituir  ese  se- 
gundo Jurado  con  arreglo  á  la  ley,  y  como  ese  segun- 
do Jurado  debe  presenciar  todo  el  juicio,  por  eso  deci- 
mos que  cuando  esto  sucede  procederá  empezar  por  el 
trámite  que  establece  el  art.  43. 

En  estas  mismas  consideracianes  está  la  razón  de  que 
cuando  no  concurran  todos,  absolutamente  todos  los 
jurados  que  formaron  el  Tribunal,  se  proceda  á  practi- 
car un  nuevo  juicio.  No  es  posible  admitir,  conforme  á 
lo  que  hemos  dicho  en  el  comentario  del  artículo  ante- 
rior^  que  un  solo  Juez  de  hecho  concurra  á  dictar  el 
veredicto  sin  haber  presenciado  todo  el  juicio.  El  vere- 
dicto, eu  el  caso  de  que  eso  se  admitiera  ó  toleranij  no 
sería  la  obra  de  doce  jurados^  sino  de  un  número  me- 
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la  ley. 

Art.  121.  El  reeoreo  de  casación  por  iiiíracei6n  de  ley  proco- 
de  en  los  mkmoa  caaos  que  en  la  de  EiyuicLaimento  criininal  se  ex* 
pr^an. 


Nace  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
de  haberse  cometido  error  en  la  aplicación  del  derecho 
á  los  hechos  que  se  declaran  probados  en  la  sentencia. 
Su  índole  no  exige,  por  tanto,  que  sea  distinto  este  re- 
curso, cuando  se  trate  de  interponerle  contra  las  sen- 
tencias dictadas  por  un  Tribunal  de  derecho,  de  cuan- 
do se  trate  de  interponerle  contra  sentencias  dictadas 
por  el  Tribunal  del  Jurado. 

En  las  sentencias  dictadas  por  aquéllos,  los  Tribu- 
nales declaran  hechos  probados  en  los  Eesultandos  de 
las  sentencias.  En  las  sentencias  dictadas  por  los  jura- 
dos, la  sentencia  parte  del  veredicto  que  contiene  loe 
hechos  que  se  declaran  probados^  los  hechos  que  el  Ju- 
rado  ha  declarado  probados  mediante  su  voto. 

Lo  mismo  en  unas  que  en  otras,  el  recurso  de  casa- 
ción sólo  se  encamina  á  ver  y  determinar  si  los  Consi- 
derandos, si  la  doctrina  legal  aplicada  en  la  calificación 
de  los  hechos  se  opone  ó  está  de  acuerdo  con  los  he~ 
ohos  declarados  probados,  bien  hayan  sido  estos  he- 
chos declarados  probados  por  los  Jueces  de  derecho^  ó 
bien  lo  hayan  sido  por  los  Jueces  de  hecho.  No  hay, 
pues,  la  menor  diferencia  entre  uno  y  otro  efectx)  res- 
pecto del  recurso  de  casación  por  inñ-accióu  de  ley. 

m 

De  aquí  que  el  legislador  en  el  art.  121  de  la  ley  del 
Jurado  haya  establecido,  con  muy  buen  acuerdo,  que 


Digitized  by 


Googl( 


rtr.  m— CAP.  xyit.— abt.  121  831 

el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  procede, 
tratándose  de  las  aentencias  que  los  Tribunales  del  Ju- 
rado dicten,  en  los  mismos  casos  que  marca  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal  al  establecer  los  motivos  por 
los  cuales  puede  interponerse  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  contra  una  sentencia  dictada  por  un 
Tribunal  de  derecho. 

Procederá,  pues,  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  contra  las  sentencias  dictadas  por  los  Tri- 
bunales del  Jurado,  y  se  entenderá  con  arreglo  al  ar- 
tículo 847  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  que  ha 
BÍdo  infringida  una  ley  en  la  sentencia  definitiva,  para 
los  efectos  de  poder  interponerse  el  recurso  de  casa- 
ción; 

1.**  Cuando  los  hechos  cuya  existencia  afirma  el  ve- 
redicto se  hayan  calificado  y  penado  como  delitos  ó 
faltas  no  siéndolo,  ó  cuando  se  penen  á  pesar  de  exis- 
tir una  circunstancia  eximente  de  responsabilidad  cri- 
minal, ó  á  pesar  de  que  circunstancias  posteriores  á  la 
comisión  del  delito  impidan  penarlos. 

2,*^  Cuando  los  hechos  que  afirma  y  declara  el  ve- 
redicto no  se  califiquen  ó  no  se  penen  como  delitos  ó 
faltas  siéndolo  y  sin  que  circunstancias  posteriores  im- 
pidan penarlos. 

3.0  Cuando  constituyendo  delitos  ó  faltas  los  he- 
chos que  afirma  y  declara  el  veredicto  ^  se  haya  come- 
tádo  error  de  derecho  en  su  caliñcacióii. 

4."^  Cuando  se  haya  cometido  error  de  derecho  al 
determinar  la  participación  de  cada  uno  de  los  proce- 
sados en  los  hechos  que  afirma  el  veredicto, 

6.^  Cuando  se  haya  cometido  error  de  derecho  en 
la  calificación  de  los  hechos  que  el  veredicto  ha  afir- 
mado  como  fundamento  de  las  circunstancias  agra- 
vantes, atenuantes  ó  eximentes  de  responsabilidad  cri- 
minaL 

6.*>  Cuando  el  grado  de  la  pena  impuesta  no  corres- 
ponda, según  la  ley,  á  la  calificación  aceptada  respecto 
del  hecho  justiciable  que  afirma  el  veretHcto,  de  la  par- 
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ticipación  en  él  del  procesado,  ó  de  las  circunstancias 
atenuantes  y  agravantes  do  responsabilidad  criminal. 

7.*^  Cuando  se  haya  incurrido  en  error  de  derecho  al 
admitir  ó  desechar  la  excepción  de  cosa  juzgada^  la  de 
prescripción  del  delito,  la  de  amnistía  ó  indulto,  ó  la  de 
falta  de  autorización  judicial  para  procesar  en  los  casos 
en  que  sea  necesarioj  y  este  error  de  derecho  resulte 
en  la  relación  que  debe  existii*  entre  las  declaraciones 
de  la  sentencia  y  los  hechos  que  el  veredicto  afirma, 
siempre  que  tales  excepciones  hayan  sido  reproducidas 
en  el  juicio. 

Nada  más  tenemos  que  añadir  respecto  del  recargo 
de  casación.  En  lo  que  toca  á  su  preparación,  sustan- 
elación  y  decisión  es  enteramente  aplicable  á  las  sen- 
tencias dictadas  por  los  Tribunales  del  Jurado  toda  la 
doctrina  que  establece  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal, en  su  libro  Y,  respecto  de  esos  recursos  cuando  se 
interponen  contra  las  sentencias  dictadas  por  los  Tri- 
bunales de  derecho. 


CAPÍTULO  xvm 

Del  recurso  de  ravislón  contra  laB  sentencias  del  Tribunf^ 
del  Jurado. 

Art.  122.     Contra  las  Benténciaa  firmes  dictadas  en  loa  juíciot 

fin  que  hubiere  intervemdo  el  Jurado,  procederá  el  reciirio  de  re- 
visión en  loa  tres  casos  del  art.  954  do  la  ley  da  Enjuiciamiento 
criminal,  j  en  la  forma  que  determina  la  misma. 


Procede  el  recurso  de  revisión  contra  las  senteDcias 
dictadas  por  los  Tribunales  de  derecho,  en  los  caaos  á- 
guientes: 
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Primero,  Cuando  estén  eufriendo  condena  dos  ó 
más  personas  en  virtud  de  sentencias  contradictorias 
por  un  mismo  delito  que  no  haya  podido  ser  cometido 
más  que  por  una  sola. 

Segundo.  Cuando  esté  sufriendo  condena  alguno 
como  autor,  cómplice  6  encubridor  del  homicidio  de  una 
persona  cuya  existencia  se  acredite  después  de  la  con- 
dena. 

Tercero-  Cuando  esté  sufriendo  condena  alguno  en 
virtud  de  sentencia  cnyo  fundamento  haya  sido  un  do- 
cumento declarado  después  falsOj  por  sentencia  ñrme 
en  causa  criminal. 


n 


Basta  enumerar  estos  motivos,  para  comprender  que 
la  ley  en  este  punto  es  deficiente.  Entre  otras  cosas, 
m  estudiáramos  esta  materia  más  detenidamente  j  de- 
mostraríamos que  puede  proceder  y  debe  proceder  la 
revisión  de  la  causa  criminal  siempre  que  en  un  juicio 
de  responsabilidad  se  declare  injusta  una  sentencia^ 
como  nosotros  hemos  indicado  en  otra  parte^  cuando  el 
Tribunal  Supremo  declaró  injusta  una  sentencia  de  la 
Audiencia  de  Albacete  hace  ya  algunos  años,  y  cuan- 
do en  vista  de  esa  declaración  impuso  á  los  Magistra- 
dos  que  la  habían  dictado  una  pena.  Es  indudable,  por 
lo  menos,  que  cuando  con  motivo  del  recurso  de  res- 
ponsabilidad se  declara  que  una  sentencia  es  fruto  de 
prevaricación  6  de  cohechOj  que  cuando  con  motivo  del 
recurso  de  responsabilidad  una  sentencia  se  declara  in- 
justa, esa  sentencia  no  debe  prevalecer  y  debería  revi- 
sarse. 

La  ficción  legal  no  puede  llevarse  tan  lejos  como  la 
lleva  nuestra  ley  en  este  punto,  pero  todo  esto  no  es 
propio  de  la  ley  del  Jurado;  lo  advertimos  porque  la 
cuestión  nos  sale  al  paso,  y  es  tan  importante,  que  bien 
merece  que  la  consagremos  algunas  palabras. 
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En  el  empleo  del  recurso  de  revisión^  es  necesario^ 
enumerar  otros  casos  en  los  cuales  indudablemente 
procede,  y  entre  ellos  ese  que  nosotros  hemos  señalado 
ahora;  pero  la  Comisión  que  entendió  en  el  proyecto 
de  ley  del  Jurado,  creyó  que  no  era  la  ley  del  Jurado 
el  lugar  más  á  propósito  para  ventilar  este  pTinto^  y 
es  más,  en  ese  proyecto  que  sirrió  de  base  ó  la  redac- 
ción de  esta  ley,  no  se  hablaba  nada  del  recurso  de  re- 
visión. 

Lo  incluímos  en  el  art,  122  por  creer  que  era  indis* 
pensable,  á  fin  de  que  no  surgiese  jamás  la  duda  de  si 
contra  estas  sentencias  procedía  ó  no  procedía  ese  re- 
curso extraordinario. 


m 


Por  lo  demásj  en  cuanto  á  la  manera  de  interponer 
y  tramitar  el  recurso  de  revisión,  deberá  estarse  á  lo 
que  dispone  el  art.  2.*^^  del  libro  Y  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal 


DISPOSICIONES  ESPECIALES 

i.*  Cuando  se  produzcan  hechos  que  hagan  necesaria  la  wo^ 
penfiidn  del  juicio  por  jurados  para  asegurar  la  adtniniatración  rec- 
ia j  desembarazada  de  la  justicia,  podrá  quedar  en  suspenso  res- 
pecto de  todos  los  delitos  enumerados  en  el  art.  4.°,  6  Bolamecte 
respecto  de  alguno  6  algunos  de  elloB* 

En  el  caso  de  que  la  suspensión  se  circunscriba  al  territorio  de 
una  6  dos  proyincias,  ó  solamente  se  refiera  ¿  parte  de  los  delitos 
B  o  metí  dos  &  la  competencia  del  Jurado,  se  resolverá  por  Eeal  de- 
creto acordado  en  Consejo  de  Ministros,  preria  consulta  de!  Tri- 
bunal ó  Tribunales  del  territorio  en  que  se  baya  de  aplicar  la  sna- 
pensión j  del  Tribunal  Supremo  y  del  Consejo  de  Estado  ea  pleno. 

El  Gobierno  someterá  inmediatamente  su  decisión  á  las  Cortea» 
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ñ  6staTÍeB6n  reunidaBj  ó  eo  ctiatito  86  reun&n.  Para  qae  la  sospeo* 
món  se  prolongue  por  más  de  un  &ñOf  ge  requiere  aatomadóu  ex' 
presa  de  oBa  lej- 

En  el  caso  de  que  la  miBpensión  ha  ja  de  extenderse  i  toáoB  lo9 
delítoB  ó  k  más  de  dos  proviacias,  no  podrá  acordarse  si  no  se  sus- 
penden á  !a  vez  Ó  están  suspensas  en  el  mismo  territorio  las  ga^ 
rantias  á  que  se  refiere  el  art.  17  de  la  Constitución,  entendiéndose 
que  la  suspensión  del  juicio  por  jara  dos  en  esta  caso  habrá  de  su- 
jetarse á  las  circunstancias}  fornudidades  y  limif  aciones  que  dicli0 
articulo  establece. 

Kestablecidas  en  el  territorio  donde  hubieren  quedado  en  sus^ 
pensó  las  mencionadas  garantías  coostitucionales,  volverá  á  funcio^ 
nar  en  el  mismo  Tribunal  de!  Jurado  según  las  prescripciones  de 
«fita  lej. 

£n  todo  casOj  durante  la  siispensión^  la  Audiencia  de  lo  crimi- 
nal del  territorio  respectivo  conoceráj  con  arreglo  á  la  ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  de  las  caueas  á  que  aquélla  Be  refere* 


Llegamos  á  la  última  de  las  cuestiones  importantes 
que  se  refieren  al  restablecimiento  del  Jurado:  la  de  la 
Buspensión  del  Jurado  mismo. 

¿Cuándo  podrá  y  deberá  suspenderse  esta  manera  | 

de  proceder?  Problema  es  éste  que  no  tiene  verdadera 
importancia  dentro  de  la  pura  teoría,  porque  es  innega- 
ble que  dentro  de  la  pura  teoría  una  rez  aceptada  la  or-  j 
ganización  y  existencia  del  Jurado  como  Tribunal  de  I 
justicia,  una  yez  reconocido  y  declarado  que  esta  orga-                          \ 
nización  ee  preferible  á  la  de  los  Tribunales  de  dere- 
cho, no  cabe  admitir  en  manera  alguna  que  esa  organi-                          J 
zaoión  se  suspenda,  que  esa  organización  deje  de  exis- 
tir, deje  de  funcionar  con  arreglo  á  la  ley;  pero  ya  he-  i 
mos  dicho  más  de  una  vez  en  el  curso  de  este  largo  co-  i 
jnentariOj  que  la  pura  teoría  no  ee  más  que  una  de  laa 
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esferas  donde  han  de  difícutürse  y  examinarse  eetaa 
cuestiones. 

Hay  otra  en  que  también  es  necesario  analizarla:  la 
de  la  práctica,  determinada  y  señalada,  no  sólo  por  laa 
condiciones  inherentes  á  la  experimentación  y  obser- 
Yación  de  loa  preceptos  legales,  sino  por  las  circunstan- 
cias políticas  y  sociales  que  han  de  tenerse  en  cuenta 
en  todo  lo  que  se  refiere  al  gobierno  de  los  pueblos;  y 
esta  materia  de  la  Administración  de  justicia  es,  dentro 
de  ese  orden  de  ideas,  una  de  aquellas  á  que  más  afee- 
tan  estas  condiciones  y  circunstancias. 


II 

El  Jurado  entre  nosotros  es  una  reforma  de  carácter 
político  que  ha  sufrido,  y  ha  de  sufrir  en  lo  sucesivo, 
las  oscilaciones  que  caracterisian  el  desarrollo  de  toda 
reforma  política;  el  Jurado  aquí  es,  ya  lo  dice  el  señor 
Alonso  Martínez  en  el  notable  Prólogo  que  precede  á 
estos  comentarios,  y  que  nunca  agradeceremos  bas* 
tante  á  la  bondad  y  al  afecto  de  ese  eminente  juris- 
consulto; el  Jurado  es  una  institución  predominante- 
mente política;  el  Jurado  ha  sido  una  aspiración  del 
partido  liberal,  de  la  opinión  liberal  en  España;  aspi- 
ración realizada  en  lucha  con  aquellas  escuelas  y  par- 
tidos que  combaten  toda  afirmación,  toda  conclusión, 
toda  conquista  de  carácter  liberal. 

Como  reforma  política,  era  necesario  dar  á  su  resta- 
blecimiento y  organización  toda  la  elasticidad  que  den- 
tro del  régimen  del  Gobierno  representativo  debe  te- 
ner para  que  no  so  produzcan  conflictos  iusolubles,  en 
su  práctica  y  desenvolvimiento.  De  ahí  las  concesiones 
hechas  en  la  ley  que  comentamos  al  espíritu  y  tenden- 
cias de  los  enemigos  del  Jurado;  de  ahí  las  concesio* 
nes  hechas  á  loa  que  no  son  partidarios  resueltos  da 
^sta  institución. 

Una  de  ellas  es  la  de  admitir  en  principio  la  suspeu^ 
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sión;  una  de  sus  ellas  es  que  sea  posible  suspender  los 
«fectos  de  esta  institución,  cuando  circunstancias  ex- 
cepcionales lo  hagan  necesario;  pero  era  preciso,  ad- 
mitiendo ese  principio  y  esa  base,  consignarla  de  suer- 
te que  el  hecho  de  admitir  la  posibilidad  de  fiuBpendor 
el  Jurado  no  fuera  la  negación  del  Jurado  mismo;  y  en 
punto  á  las  condiciones  establecidas  para  suspenderle, 
que  no  fuese  un  arma  entregada  á  los  adversarios  del 
Jurado  para  que  ellos  el  día  en  que  la  opinión  les  ele- 
Tara  al  poder»  el  día  que  tuvieran  en  sus  manos  todos 
los  resortes  del  mecanismo  gubernamental,  pudieran^ 
por  su  exclusivo  arbitrio,  deshacer  una  reforma  con- 
quistada merced  á  tales  sacrificios  y  esfuerzos;  que  no 
pudieran  en  lo  esencial  del  Jurado  borrarle  del  núme- 
ro de  las  instituciones  judiciales  sólo  por  ese  motivo 
político. 

A  estas  dos  consideraciones  ha  obedecido  la  forma 
adoptada  para  redactar  la  primera  de  las  disposiciones 
especiales  de  nuestra  ley.  De  un  lado,  se  ha  estableci- 
do la  suspensión  en  condiciones  tales,  que  sea  posible 
suspenderle  cuando  pueda  creerse  que  las  circunstan- 
cias verdaderamente  lo  aconsejan;  de  otra  parte,  se  ha 
tratado  de  impedir  que  con  el  Jurado  de  1888  suceda 
lo  que  ocurrió  con  el  Jurado  de  1872,  que  fué  suspen- 
dido y  anulado  cuando  la  suerte  dio  el  triunfo  á  sus  ad- 
versarioSj  cuando  éstos  ocuparon  el  Gohieruo  y  cuando 
creyeron  que  podían  hacer  tabla  rasa  de  todas  las  ins- 
tituciones y  conquistas  logradas  en  nuestro  orden  polí- 
tico por  el  partido  liberal  y  democrático* 


m 

No  es  ocioso  recordar  lo  que  sucedió  entonces. 
En  1874,  funcionando  ya  el  Jurado,  se  trató  de  su 
reforma.  Las  condiciones  en  que  la  ley  de  1872  lo  ha- 
bía establecido^  no  eran,  sin  género  alguno  de  duda, 
las  condiciones  que  convenían  á  nuestro  estado  poUti- 
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co  y  social,  ni  al  éxito  en  el  porvenir  de  esa  institución* 

No  son  los  tiempos  revolucionarios  los  más  á  propósi- 
to para  el  planteamiento  de  instituciones  duraderas.  La 
agitación  popular  en  esas  épocas  de  desorden,  al  que 
generalmente  acompaña  un  estado  de  intranquilidad  en 
los  ánimos  y  la  exacerbación  de  las  pasiones  políticas,, 
la  natural  exageración  á  que  en  medio  de  esa  lucha  se 
dejan  llevar  los  unos  y  los  otros  en  sus  respectivas  afir- 
maciones y  en  sus  respectivos  actos:  todo  esto  peijudi- 
ca  á  la  seriedad  y  consistencia  de  la  labor  que  en  ta- 
les épocas  se  lleva  á  cabo,  y  es  causa  de  que  la  mayor 
parte  de  las  instituciones  que  nacen  y  se  implantan  en 
esos  períodos  de  turbulencia,  sean  como  esas  flores  de 
vivísimo  color  y  exuberante  vida  que  nacen  para  mo- 
rir el  mismo  día  en  que  han  llegado  á  la  plenitud  de 
su  desarrollo. 

Las  épocas  revolucionarias  son  á  propósito,  son  aca- 
so las  más  oportunas  para  arrojar  en  el  seno  de  la  opi- 
nión los  gérmenes  de  las  reformas  é  instituciones  pro- 
gresivas y  salvadoras;  pero  jamás,  ó  casi  nunca,  esas 
instituciones,  nacidas  al  calor  de  aquellos  días,  alcan- 
zan una  larga  duración  ni  traspasan  los  límites  de  los 
períodos  en  que  germinaron. 

No  queremos  decir  con  esto  que  fuese  un  error  de 
los  hombres  que  gobernaban  á  España  en  1872  dictar 
la  última  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  en  que  se  es- 
tablece el  Jurado;  hicieron  bien,  sin  género  alguno  de 
duda,  al  proceder  así.  Lo  que  es,  que  su  obra  necesa- 
riamente nació  en  malas  condiciones  como  ñuto  que  era 
de  ese  espíritu  revolucionario,  que  no  sabe  dar  asienta 
á  sus  creaciones,  ni  logra  casi  nunca  procurarlas  una 
existencia  tranquila  y  normal.  En  lo  que  sí  hubo  error, 
y  error  notorio,  fué  en  pretender  realizar  de  un  solo 
golpe  toda  la  obra  de  nuestra  reforma  procesal. 

Veníamos  aquí,  después  de  muchos  años,  sometidos 
al  procedimiento  escrito  y  secreto  de  una  manera  abso- 
luta; á  un  procedimiento  escrito  y  secreto  que  no  esta- 
ba siquiera  templado  por  esas  instituciones,  que  son  la 
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garantía  más  eficaz  de  la  defensa  contra  los  errores  j 
desafueros  de  aquel  sistema.  Todo  ora  entre  nosotros 
anticuado  é  incompatible  con  los  principios  del  derecho 
moderno.  La  organización  judicial,  el  procedimiento,  la 
ley  penal:  todo  esto  se  quiso  reformar  y  se  reformó  en  ^ 

un  solo  día.  f 

Aplausos  merece  el  Sr.  Montero  Bles,  autor  princi-  < 

pal  de  todas  aquellas  reformas;  aplausos  merecen  los  I 

ilustres  hombres  que  contribuyeron  á  realizarlas;  pero  1 

es  innegablcj  vistas  las  cosas  con  la  serenidad  y  la  cal* 
ma  con  que  pueden  verse  ahora  á  larga  distancia  aque- 
llos sucesos;  es  indudable  que  hubo  precipitación  en  la 
preparación  y  redacción  de  aquel  considerable  número  - 

de  leyes,  que  convirtieron  eu  otro  Código  nuestro  Có-  ^ 

digo  penal,  que  dieron  nueva  base  al  procedimiento,  ' 

que  establecieron  el  juicio  oral  y  públieOj  organizaron 
de  distinta  suerte  la  Magistratura,  y  que  acabaron  por 
coronar  toda  aquella  obra  con  la  institución  del  Jurado. 
El  Jurado  necesitaba  por  sí  sólo  una  larga  prepara- 
ción, una  detenida,  esmerada  y  minuciosa  preparación, 
Ír  no  la  tuvo.  No  es,  pues,  extraño  que  no  rindiese  todos  j 

os  frutos  que  de  61  esperaban  sus  acúrrímos,  ardientes  ^ 

y  constantes  defensores;  pero  á  pesar  de  todo,  á  pesar 
de  lo  agitado  de  los  tiempos,  á  pesar  del  estado  de  gue- 
rra civil  en  que  entonces  vivía  la  sociedad  española  en 
el  Norte  y  el  Sur  de  la  Península  y  en  las  posesiones  do 
Ultramar,  á  pesar  del  apasionamiento  de  los  espíritus 
y  de  la  agitación  que  era  signo  característico  de  aque- 
lla época,  á  pesar  de  que  á  la  vez  que  se  implantaba  el 
Jurado  se  implantaban  todas  esas  reformas  transcen- 
dentales en  lo  que  toca  á  la  organización  judicial,  al 
procedimiento  de  los  Tribunales  y  á  la  ley  penal;  á  pe- 
sar de  todo  esto,  la  verdad  es  que  el  Jurado  no  fracasó, 
y  que  si  sus  resultados  no  fueron  unánimemente  reco- 
nocidos como  excelentes,  algo  hay  que  atribuir,  mucho 
tay  que  atribuir,  más  que  á  las  deficiencias  de  la  ins- 
titución, á  las  cirounfítancias  deplorables  en  que  ese  en- 
sayo se  hacía. 
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Ta  hemos  dicho  que  en  1874  se  pidieron  informes  á 
las  Autoridades  judiciales  acerca  de  los  efectos  produ- 
cidos por  el  ensayo  del  Jurado.  Hay  que  tener  en  cuen- 
ta que  la  Magistratura  en  1872  no  acogió  el  Jurado 
como  le  ha  acogido  en  1888.  Entonces  dominaba  en  la 
Magistratura  un  criterio  completamente  hostil  á  esta 
institución,  porque  merced  á  la  lucha  entre  el  espíritu 
conservador  y  el  espíritu  reformista,  exacerbado  á  con- 
secuencia de  las  condiciones  políticas  de  aquel  período, 
la  Magistratura  se  inclinaba  de  una  manera  terminan- 
te, acentuada  é  irresistible  en  un  sentido  conservador. 

Por  la  forma  en  que  el  partido  liberal  y  democrático 
defendía  y  sostenía  sus  propias  soluciones,  entre  las 
cuales  había  que  contar  ésta  del  Jurado,  esas  solucio- 
nes eran  entonces  una  bandera  de  guerra.  Hoy  no  su- 
cede lo  mismo;  ahora  no  ha  sucedido  lo  que  en  aquella 
época,  puesto  que  en  la  discusión  y  votación  de  la  ley 
vigente  se  ha  podido  advertir  que  todos  los  individuos 
de  la  Magistratura  que  ocupaban  un  asiento  en  el  Con- 
greso ó  en  el  Senado,  creemos  que  sin  ninguna  excep- 
ción, han  sido  favorables  al  restablecimiento  de  esta 
institución. 

El  que  más  tibiamente  ha  ayudado  á  esta  obra  ha 
sido  el  8r.  Bravo;  y  ya  hemos  dicho  que  el  prólogo  que 
el  Sr.  Bravo  ha  puesto  al  frente  de  su  edición  de  la  ley 
del  Jurado,  es  una  de  las  defensas  más  enérgicas,  más 
elocuentes  y  entusiastas  y  más  persuasivas  del  proyec- 
to de  ley  del  Jurado  mismo. 

Pues  bien;  á  pesar  de  este  espíritu  de  la  Magistratu- 
ra en  1872,  á  pesar  de  las  circunstancias  especiales  por 
que  entonces  atravesaba  el  País,  que  ya  hemos  descri- 
to, el  informe  de  las  Audiencias  acreditó  que  el  Jura- 
do produjo  buenos  resultados,  puesto  que  la  mayoría  de 
los  que  acudieron  á  esa  información,  la  mayoría  de  las 
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AudieBCÍas,  resultaban  al  cabo  y  al  fin  partidarias  de 
que  continuase  el  Jurado,  aun  cuando  pedían  y  señala- 
ban la  necesidad  de  introducir  en  su  organización  y 
manera  de  funcionar  algunas  modificaciones.  ¿Qué  más 
puede  decirse  de  una  institución  ensayada  de  tal  suer- 
te, que  lo  que  dicen  esas  Audiencias  mismas? 

El  interrogatorio  de  1874  comprendía  doce  grupos 
de  preguntas,  relativas  á  la  composición  de  los  Tribu- 
nales del  Jurado,  á  su  competencia,  á  las  circunstancias 
necesarias  para  ser  jurados,  á  la  manera  de  formar  las 
listas,  á  las  diligencias  preliminares  para  la  constitu- 
ción de  los  Tribunales  del  Jurado,  á  la  confección  y 
modo  de  proponer  y  preparar  las  pruebas,  á  la  recusa- 
Clon  del  Jurado,  al  juramento  que  debían  prestar  los 
mismos,  á  la  práctica  de  las  pruebas,  á  las  alegaciones 
de  la  acusación  y  de  la  defensa,  á  la  deliberación  y  de- 
cisión de  los  jurados,  á  los  recursos  de  reforma  del  ve- 
redicto y  de  revista  de  las  causas  por  nuevo  Jurado,  á 
la  conveniencia  de  que  el  Jurado  desapareciera  ó  de  que 
se  conservase  la  ley  de  1872  en  la  parte  relativa  al  es- 
tablecimiento de  esta  institución,  y  á  la  conveniencia 
de  que  se  reformara,  se  derogase  ó  se  mantuviese  en 
los  mismos  términos  en  que  estaba  redactada. 

De  todos  esos  puntos,  los  que  contribuyen  á  formar 
una  idea  general  de  la  opinión  que  merecía  á  la  Magis- 
tratura la  institución  del  Jurado,  son  el  grupo  diez 
y  el  grupo  doce.  La  contestación  que  dieron  las  Au- 
diencias á  las  demás  han  sido  tenidas  en  cuenta  al  re- 
dactarse la  ley  de  1888,  á  fin  de  modificar  la  ley  del 
Jurado,  de  acuerdo  con  lo  que  acreditaba  la  experien- 
cia. Ya  fueron  tomadas  en  consideración  también  por 
el  Sr,  Romero  Girón  al  redactar  el  proyecto  de  ley 
de  1883. 
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De  las  contestaciones  á  las  primeras  preguntas,  de- 
bemos prencíndir  ahora.  Por  el  pronto,  nos  basta  con 
examinar  las  que  dieron  á  éstas: 

Primera.  ¿Qué  casos  notables  han  ocurrido  que  me- 
rezcan especial  mención  por  el  acierto  é  imparcialidad 
de  los  jurados? 

Segunda,  ¿Qué  efectos  han  producido  en  la  opinión, 
y  qué  juicio  han  merecido  á  los  Tribunales  de  justicia? 

Tercera.  ¿Qué  exige  la  buena  AdmÍBistración  de 
justicia  respecto  del  Jurado:  la  reforma  de  la  ley  ó  su 
derogación? 

Cuarta-  ¿Puede  continuar  el  juicio  piiblico  sin  que 
la  Administración  de  justicia  sufra  graves  entorpeci- 
mientos con  la  actual  organización  de  los  Tribunales? 

Respecto  de  la  primera  de  estas  preguntas,  dijeron: 

BARCELONA 

La  Audiencia  en  masa:  *Los  veredictos  pronuncia- 
dos hasta  hoy,  en  número  de  cincuenta,  revelan  impar- 
cialidad y  acierto, » 

LAS  PALMAS 

El  Presidente  de  la  Audiencia,  dice  que  no  se  regis- 
tra  ningún  caso  notable.  El  Fiscal,  que  tampoco  cono- 
<^  ningún  caso  notable. 

MADBID 

El  Presidente  de  la  Audiencia,  dice  que  no  encuen- 
tra ninguno  que  constituya  verdadero  escándalo.  IjOS 
que  pudieran  citarse  no  son  tales  que  de  ellos  pueda 
deducirse  ninguna  circunstancia  atendible.  La  Sala  de 
lo  criminal  añade:  «En  el  distrito  de  esta  Audiencia 
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ian  demostrado,  por  regla  general,  los  jurados  rectitud 
de  in tenciones,  acierto  é  imparcialidad  en  sus  veré- 
dictos.  ^ 

BTJBQ-OS 

El  Presidente:  *  Ninguno,  j*  La  Sala  de  lo  criminal: 
«Ninguno.»  El  Fiscal  de  lo  criminal:  ^^ Ninguno.*  Dos 
Magistrados  que  en  otras  cuestiones  de  las  varías  pre- 
guntas que  se  les  hacían,  opinaron  diversamente  de 
como  opinaban  la  Sala  y  el  Presidente:  ^j Ningún  caso.» 

OÁGEHES 

El  Presidente  no  cita  ningún  caso.  La  Sala  de  lo  cri- 
minal dice:  ^Eu  las  cansas  por  delitos  de  naturaleza  po- 
lítica, se  lia  observado  en  los  jurados  falta  de  imparcia- 
lidad y  de  acierto,  ya  en  favor,  ya  en  perjuicio  del  pro- 
cesado. En  los  demás  delitos,  merecen  especial  mención 
dos  causas  por  lioniicidio;  en  la  una,  so  declaró  la  in- 
culpabilidad del  acusadOj  y  en  la  otra,  se  lo  declaró 
culpable  del  delito  de  lesiones.  Se  observa  marcada  ten- 
dencia en  el  Jurado  á  mirar  con  excesivo  rigor  los  de- 
litos de  robo  y  parricidio,  y  á  exagerar  en  los  de  homi- 
cidio la  apreciación  de  las  circunstancias  agravantes  en 
unos  casos,  y  en  otros  los  atenuantes.» 

SEVILLA 

El  Presidente  se  refiere  ii  los  dos  informes  siguientes: 
La  Sala:  í^La  mayoría  de  los  veredictos  ha  sido  jus- 
ta, y  el  Jurado  de  Ecija  lia  calificado  los  hechos  y  sus 
circunstancias  con  la  precisión  y  acierto  de  un  Tribu- 
nal de  derecho.  3 

r^El  Fiscal:  «^En  un  caso  de  asesinato  ocurrido  en  Lu- 
cena,  se  absolvió  al  procesado  por  haber  obrado  en  de- 
fensa propia,  y  en  oh^o  de  homicidio  en  riíla  sucedió 
lo  mismo  en  Alcahi  del  Eío,  Muchos  veredictos  se  ajus- 
tan á  derecho,  pero  en  más  de  dos  terceras  partes  se 
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aprcciuu  eírcunst anclas  atenuantes  ó  agravantes  qufr 
no  proceden.» 

El  Sr.  Eomero  Girón ^  expomendo  y  comentando  es- 
tos datoa^  decía  en  la  Alta  C -amara:  ^^Como  ven  los  Se- 
ñores Senadores^  se  censuran  algunos  veredictos  del  Ja* 
rado^  como  sin  duda  alguna  liabrá  mucíias  sentencias 
do  los  Tribunales  do  derecho  que  sean  censurables. 
Pues  que,  los  errores  judicialea  que  están  recopilados, 
por  lo  menos  en  lo  que  se  refiere  á  dos  ó  tres  juicios, 
los  más;  notables,  los  que  han  producido  recientenientje 
juicios  de  rebabilit ación  en  Francia,  que  son  püblieos 
y  notorios,  por  lo  cual  no  tengo  por  qué  ocultarlos, 
^;dejnn  de  existir  en  todas  partes?  No;  los  Tribunales 
de  derecho,  así  como  los  Tribunales  del  Jurado,  pue- 
den dar  tallos  censurables;  pero  á  nadie  se  le  ocurre 
que  porque  un  Tribunal  de  derecho  cometa  un  error 
judicial  que  parezca  escandaloso  y  lo  sea  en  efecto, 
baya  de  decirse:  ¡abajo  el  Tribunal!  Todo  lo  que  po- 
drá suceder  es  que  si  se  trata  de  uu  en'or  intencionáis 
se  produzca  vm  juicio  de  responsabilidad  contra  bh^ 
Tribunal,  como  recientemente  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  de  España  ha  entendido  que  podía  abrir  un 
proceso  criminal  contra  Magistrados  de  una  Audieacia 
por  un  caso  que  todavía  no  couocemos;  cuando  venga 
la  decisión  se  sabrá  si  ha  habido  ó  no  culpabilidad. > 

sPero  yo  pregunto:  dos  ó  tres  casos  de  errores  judi- 
ciales de  Tribunales  ó  de  Jurados,  ¿constituyen  acaso 
bastante  motivo  para  decir:  ¡abajo  los  Tribunales!  ¿aba- 
jo la  organización  judicial  por  medio  de  jurados!  Esto 
entiendo  yo  que  no  es  manera  de  deducir  consecuen- 
cias. 

» Siu  embargo ,  aun  aceptando  esos  antecedentes, 
ese  mismo  Fiscal  de  Sevilla  que  enumera  estos  dos  ca- 
sos, porque  le  pedían  que  cítase  loa  notables  que  hu- 
biera, añade :  «  Otros  muchos  veredictos  se  ajustan  á 
» derecho.*  Esta  eá  la  opinión  concreta  de  aquel  Fi^ 
cal.» 

Debe  tenerse  en  cuenta,  además ^  la  opinión  de  la 
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Sala  de  Se\illa,  que  dicej  sin  atenuaciones,  *la  mayo- 
ría de  los  veredictos  ha  sido  justa,  ^  y  que  donde  el 
Fiscal  de  esa  Audiencia  advertía  errores  era  en  la  apre- 
dacián  de  las  circunstancias  atenuantes  y  agravanfes^ 
Ahora  el  Jurado  no  apreciará  esas  circunstancias:  no 
hará  más  que  declarar  los  hechos  on  que  puedan  fun- 
darse. Han  desaparecido  los  motivos  que  en  casos  como 
el  de  Sevilla  podían  inducir  á  enor  á  los  juiados.  ¿Qué 
queda,  por  lo  tanto,  del  informe  de  Sevüla  que  pueda 
invocarse  contra  la  ley  de  1888? 

OOBUÍTA 

El  Presidente  se  refiere  á  los  dos  informes  siguien- 
tes. La  Sala  dice:  ^En  varios  casos  ha  declai^ado  el  Ju- 
rado reos  de  lesiones  menos  graves  á  los  autores  de 
homicidio,  y  casi  siempre  ha  dictado  veredicto  de  incul- 
pabilidad en  los  delitos  políticos,  cualesquiera  que  fue- 
Bcn  los  méritos  contra  los  procesados. »  El  Fiscal  no  re- 
gistra ningún  caso. 

El  error  de  declarar  reos  de  lesiones  menos  graves 
¿  los  autores  de  homicidio ,  dependía  de  haberse  enco- 
mendado por  la  ley  de  1872  á  los  jurados  la  califica- 
ción  de  los  hechos.  Ese  error  ahora  no  será  posible. 
En  cnanto  á  lo  ocumdo  con  los  reos  políticos,  remiti- 
mos á  nuestros  lectores  á  lo  que  decimos  sobro  estos 
delitos  en  nuestro  extenso  comentario  del  art.  4,<^ 

GEANABA 

El  Presidente  cita  un  caso  en  que  hubo  que  devolver 
el  yeredieto  al  Jurado  para  su  reforma.  *fEs  decir,  ob- 
servaba el  Sr.  Eomero  Girón,  porque  no  habría  contes- 
tado directa  y  categóricamente  á  la  pregunta  hecha,  ó 
por  otro  motivo  análogo,  toda  vez  que  las  causas  de  re- 
forma de  veredicto  del  Jurado  por  el  mismo  Jurado, 
según  la  ley  de  1872,  son  bien  tenues  por  cierto  y  no 
afectan  en  nada  á  la  esencia  del  jxiicio.  Una  mala  ma- 
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ñera  de  formular  la  pregunta,  ó  una  contestación  poco 
explícita,  obligan  al  Magistrado  á  hacer  que  el  Jurado 
Tuelva  á  contestar  ó  á  preguntar.» 

VALIaADOLID 

La  Sala  y  el  Fiscal  no  pueden  citar  ningún  caso  no- 
table; pero  advierten  que,  cpor  lo  general,  no  aprecia 
bien  el  Jurado  las  circunstancias  eximentes,  atenuan- 
tes y  agravantes,» 

Hay  un  voto  particular  en  que  se  dice:  «Ha  interve- 
nido como  Presidente  el  que  lo  suscribe  en  más  de 
veinte  juicios  por  jurados,  encontrando  siempre  acer- 
tados sus  veredictos,  porque  si  bien  en  dos  de  ellos  se 
separaron  de  la  ley,  eran  justos  en  el  fondo.  > 

ZABA(K>ZA 

El  Presidente  dice:  cSe  ha  notado  alguna  tendencia 
en  el  Jurado  á  aminorar  las  penas  con  la  apreciación 
de  circunstancias  atenuantes  en  los  delitos  contra  las 
personas.» 


Veamos  ahora  qué  contestan  las  Audiencias  ¿  las 
preguntas  relativas  al  efecto  producido  en  la  opinión 
y  en  los  Tribunales  por  los  veredictos  del  Jurado. 

BABOBIiONA 

La  Audiencia  dice:  «La  opinión  pública  y  las  8ec- 
clones  de  derecho  han  reconocido  imparcialidad  y  acier- 
to en  ellos.» 

LAS  PAUiAS 

El  Presidente  dice  que  generalmente  han  producido 
buen  efecto. 
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El  Fiscal:  «Buen  efecto  en  la  opinión,  y  en  general, 
Tin  juicio  favorable  al  Tribunal  y  al  Ministerio  pú- 
blico.» 

MADRID 

El  Presidente:  «Las  sentencias  en  lo  criminal  no  han 
sido  siempre  unánimemente  aceptadas  por  la  opinión, 
cualquiera  que  haya  sido  el  procedimiento;  y  en  más 
de  un  caso,  entre  otros,  en  la  causa  de  la  calle  de  la 
Justa  (que  no  se  vio  ante  el  Jurado),  han  parecido  poco 
acertadas  á  la  generalidad  de  las  gentes  las  dictadas 
por  el  Tribunal  de  derecho. » 

La  Sala:  «En  general  han  sido  bien  recibidas  por  la 
opinión  y  aun  aplaudidas  por  las  Secciones  de  dere- 
cho, porque  han  demostrado  en  el  Jurado  convicciones, 
sensatez  y  amor  á  la  justicia. » 

Esta  opinión  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Ma- 
drid es  la  opinión  del  Magistrado  y  Senador  D.  Emilio 
Bravo,  que,  lo  repetimos,  resulta  en  estos  debates  sien- 
do uno  de  los  partidarios  más  fervorosos  y  convencidoa 
de  la  oportunidad  del  restablecimiento  del  Jurado. 

BUBGOS 

El  Presidente  no  dice  ni  una  palabra  acerca  del  efec- 
to que  ha  producido  en  la  opinión.  No  contesta  á  esta 
pregunta  como  hicieron  varios. 

La  Sala:  «No  han  producido  mal  efecto  en  la  opi- 
nión, ni  merecido  mal  juicio  á  los  Tribunales  las  deci- 
sienes  del  Jurado.» 

El  Piscal  tampoco  dice  nada,  y  dos  Sres.  Magistra- 
dos que  forman  voto  particular  tampoco  manifiestan  sn 
opinión. 

OÁOBBES 

La  Audiencia  de  Cáceres  dice:  «La  opinión  y  los 
Tribunales  no  han  podido  menos  de  dolerse  de  las  ten- 
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dencias  que  han  observado  en  los  jurados  á  castigar 
con  excesiva  severidad  ciertos  delitos  y  á  dejar  otroi 
irapiines  ó  castigarlos  con  poco  rigor, » 

Efectos  de  la  facultad  de  calificar,  de  estimar  y  apia- 
dar el  nonwnjuriSj  que  dentro  de  los  buenos  principios 
no  debe  jamás  encomendarse  al  Jurado. 

SBVILXiA 

El  Presidente  se  refiere  á  los  dos  informes  siguientes: 

Sala;  *La  opinión  púbKca  acogía  satisfecha  las  prue- 
bas de  recto  criterio,  siendo  de  notar  que  en  la  mayo- 
ría de  estos  casos  se  componía  el  Jurado  de  capacida- 
des y  personas  dignas  de  consideración  en  ei  país.^ 

Fiscal:  «La  mayoría  de  los  veredictos  ha  producido 
un  efecto  detestable  en  la  opinión  sana  y  en  el  juicio 
de  los  Tribunales  de  justicia.  * 

Este  Fiscal,  por  lo  que  dice  aquí,  por  la  visible  oon- 
tradicción  en  que  incurrió  y  que  hemos  señalado,  al 
contestar  otras  preguntas,  es  un  adversario  del  Jurado, 
cuyo  testimonio  podría  parecer  recusable. 

VALEKOIA 

El  Presidente  no  contesta  particularmente  á  estai 
preguntas. 

La  Sala:  «La  opinión  no  se  ha  significado  sobre  este 
punto.*  Entendía  la  Sala  que  no  había  datos  bastantes 
experiméntalos  de  la  opinión  pública  para  decir  que 
estaba  inclinada  en  pro  ó  en  contra  del  Jumdo* 

El  Fiscal  difiere  del  dictamen  de  la  Sala,  y  dice:  <Ett 
general  no  han  producido  buen  efecto  en  la  opinión^  j 
menos  aun  en  los  Tribunales  de  justicia, » 

FAXiMA  0B  MALIiOROA 

La  Sala  no  habla  nada  del  efecto  que  han  producido 
los  veredictos;  solamente  dice,  que  *  la  opinión  se  pre- 
ocupa de  las  molestias  que  ocasiona  ser  jurado.» 
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En  cambio,  el  Fiscal  dice :  « No  ha  sido  la  opinión 
desfavorable  á  los  veredictos,  pero  no  les  es  propicia 
por  la  falta  de  circunstancias  que  hoy  se  nota  en  la 
mayoría  de  los  jurados. » 


VALLADOLID 

La  Sala  de  lo  criminal  y  sn  Fiscal  dicen:  «No  han 
producido  mal  efecto  en  la  opinión,  que  por  regla  ge- 
neral no  se  ha  mostrado  desfavorable  á  la  nueva  insti* 
tución,  y  el  juicio  que  han  merecido  á  los  Tribunales 
de  justicia  guarda  mucha  analogía  con  el  que  se  con- 
signa en  este  informe.  ^ 

Voto  particular  de  unos  Magistrados:  «Han  produci- 
do buen  efecto  en  la  opimón,  hasta  el  punto  de  que, 
personas  refractarias  al  Jurado,  lamentarían  hoy  que 
se  aboliese.* 


En  cuanto  á  si  el  Jurado  debía  suprimirse  ó  raodifi- 
carse,  solamente  las  Audiencias  de  la  Coruña  y  de  Pal- 
ma de  Mallorca,  y  los  Fiscales  de  las  de  Sevilla  y  de 
Valencia  opinaron  por  la  supresión  del  Jurado.  Todas 
las  demás  Audiencias,  que  son  trece,  porque  en  el  ex- 
pediente  no  figuran  las  contestaciones  de  Albacete  y 
de  Las  Palmas,  opinan  por  la  reforma;  es  decir,  por  la 
conservaeiüu  del  Jurado,  porque  el  Jurado  se  manten- 
ga, introduciendo  modificaciones  en  su  organización. 

n 

N^o  creemos  que  pueda  decirse  más  de  lo  que  estoa 
-datos  dicen  en  pro  del  Jurado;  no  creemos  que  puedan 
invocarse  en  favor  de  esa  institución  testimonios  más 
elocuentes  que  esas  opiniones  de  la  Magistratura.  Ellas 
<ividencian  que  en  1874  ya  nuestra  Magistratura  con- 
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sideraba  que  lo  oportuno,  lo  conveniente  y  lo  más  con- 
forme con  las  necesidades  de  la  Administración  de  jus- 
ticia, era  mantener  esa  institución,  siquiera  en  su 
desarrollo,  siquiera  en  la  redacción  de  la  ley  que  la 
establece  hubieran  de  introducirse  modificaciones  im- 
portantes. 

Pues  bien:  á  pesar  de  esto,  al  verificarse  en  1874  el 
alzamiento  de  Sagunto  y  al  restablecerse  en  nuestra 
patria  la  Monarquía,  uno  de  los  primeros  actos  del  Go- 
bierno Eegencia  fué  el  decreto  de  3  de  Enero  de  1875^ 
que  suspendió,  en  la  parte  relativa  al  Jurado  y  al  juicio 
oral  y  público  ante  los  Tribunales  de  derecho,  la  ob- 
servancia de  la  ley  provisional  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal, establecida  por  Keal  decreto  de  22  de  Diciem- 
bre de  1872. 

En  aquel  decreto,  acto  de  verdadera  dictadura,  se 
hizo  un  uso  excesivo  y  lamentable  de  las  facultades  ex- 
traordinarias y  de  los  poderes  excepcionales  que  las 
dictaduras  confieren;  los  mismos  autores  del  decreto, 
al  redactarlo,  vinieron  á  confesar  paladinamente  las 
ventajas  del  Jurado.  En  el  preámbulo  que  precedió  á 
esa  disposición  se  decía  lo  siguiente: 

«Dos  años  hace  que  se  estableció  en  España  el  Ju- 
rado para  conocer  de  los  delitos  más  graves;  y  en  ese 
período  se  han  puesto  tan  de  relieve  los  inconvenien- 
tes de  esta  innovación,  que  no  es  posible  que  continúe 
en  vigor  en  el  trimestre  que  ahora  empieza.  Del  expe- 
diente instruido  en  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia 
para  apreciar  los  resultados  que  ha  producido  aquella 
institución,  resulta  que  los  Magistrados  que  han  tenido 
que  abandonar  su  ordinaria  residencia  para  presidir  el 
Jurado  y  dictar  sentencia  según  su  veredicto,  han  de- 
jado en  las  Audiencias  un  vacío  imposible  de  llenar, 
originándose  de  su  ausencia  considerable  retraso  en  el 
despacho  de  los  negocios  sometidos  á  la  jurisdicción  de 
los  Tribunales;  que  el  ser  Juez  de  hecho  se  mira,  no 
como  honrosa  función  pública,  sino  como  pesada  carga^ 
de  la  cual  procuran  librarse  cuantos  tienen  excusa  l^al 
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que  oponer,  llegando  muchos  al  extremo  de  consentir 
en  ser  procesados  por  no  desempeñar  las  funciones  ju- 
diciales, prefiriendo  el  papel  de  reo  al  de  Juez,  y  que 
cada  día  crece  la  dificultad  de  conseguir  que  compa- 
rezcan en  estos  juicios  los  jurados  y  los  testigos;  na- 
ciendo de  aquí  perjudicialísimas  dilaciones  en  la  admi- 
nistración de  justicia,  que  sólo  podrían  remediarse,  en 
parte,  indemnizando  pecuniariamente  á  cuantos  por  ne- 
cesidad tienen  que  estar  presentes  en  los  procedimien- 
tos, gravamen  que  sería  insoportable  para  el  Tesoro 
público,  cuando  ya  es  penoso  satisfacer  los  sobresueldo» 
asignados  á  los  Magistrados  y  Fiscales  durante  los  via- 
jes á  que  les  obliga  esta  forma  de  sustanciación. 

> Datos  que  no  es  posible  recusar,  porque  están  toma- 
dos de  documentos  oficiales,  comprueban  la  verdad  de 
lo  que  va  expuesto.  A  algunos  millones  ascienden  las 
dietas  devengadas  por  los  expresados  funcionarios  de 
la  carrera  judicial  y  fiscal;  á  miles  las  causas  que  se  si- 
guen contra  jurados  por  injustificadas  faltas  de  asisten- 
cia; gran  número  de  procesos  están  detenidos  por  no 
haberse  podido  constituir  los  Tribunales  de  hecho,  y 
en  muchos  de  ellos  hay  reos  que  están  sufriendo  inde- 
bidamente la  privación  de  la  libertad  durante  esta  pro- 
longación de  los  procesos,  cuando  acaso  sean  al  fin  de- 
clarados inocentes.  La  forzosa  ausencia  de  los  Magis- 
trados tiene  paralizada  la  sustanciación  de  millares  de 
juicios  criminales  también  en  su  mayor  parte. » 


vn 

Estas  eran  todas  las  razones  que  el  Sr.  Cárdenas 
tuvo  en  cuenta  para  proponer  á  sus  compañeros  del 
Ministerio  Eegencia  que  acordaran  la  suspensión  del 
Jurado  y  la  derogación  de  la  ley  de  1872. 

Bien  miradas  esas  cosas,  ninguna  hay  entre  ellas  que 
afecte  á  la  índole  del  Jurado,  ninguna  hay  entre  ellas 
que  demuestre  los  inconvenientes  ó  desventajas  de  esta. 
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institución,  ninguna  hay  entre  ellas  que  acredite  la  su- 
perioridad de  los  Tribunales  de  derecho  respecto  de 
los  Tribunales  dól  Jurado. 

La  asistencia  de  la  Sección  de  Magistrados  á  las  de- 
liberaciones y  tareas  del  Jurado,  podrá,  en  efecto,  pro- 
ducir inconvenientes  para  la  administración  de  justi- 
cia; pero,  sin  género  alguno  de  duda,  para  obviar  estos 
inconvenientes,  para  remediar  estos  inconvenientes  no 
era  necesario  suprimir  el  Jurado;  bastaba  con  reformar 
la  organización  de  los  Tribunales  procurando  lo  que  se 
ha  procurado  después  en  el  proyecto  de  ley  de  1883  y 
en  la  ley  de  1888;  que  esa  asistencia  de  los  Magistra- 
dos á  las  sesiones  del  Jurado  no  entorpezcan  ni  dilaten 
la  administración  de  justicia  conferida  á  los  Tribunales 
de  derecho. 

La  resistencia  de  los  ciudadanos  á  desempeñar  el  car- 
go de  jurados  es  también  un  inconveniente  del  plan- 
teamiento de  la  institución  del  Jurado;  inconveniente 
que  hay  que  dominar,  que  hay  que  superar  y  vencer 
de  acuerdo  con  las  consideraciones  que  nosotros  hemos 
expuesto  en  el  lugar  oportuno.  Este  es  un  punto  que 
hemos  discutido  con  bastante  extensión  para  que  crea- 
mos necesario  insistir  sobre  él,  y  este  es  un  punto  den- 
tro del  cual,  si  admitiéramos  esa  resistencia  ó  repug- 
nancia á  desempeñar  cierto  género  de  funciones  públi- 
cas, era  ostensible  que  había  necesidad  de  reformar 
por  completo  en  todos  los  órdenes,  además  de  la  vida 
de  la  Administración,  la  intervención  del  País  en  los 
asuntos  que  le  afectan. 

Ya  hemos  dicho  en  lo  que  á  esto  se  refiere,  que  hay 
que  aceptar  ó  rechazar  las  condiciones  de  la  vida  mo- 
derna, y  si  se  rechazan,  claro  es  que  habrá  que  recha- 
zar el  Jurado;  pero  si  ño  se  rechazan  y  se  aceptan  para 
la  Política  y  la  Administración,  para  todas  las  funcio- 
nes del  gobierno  de  un  pueblo  libre,  no  hay  motivo 
alguno  que  aconseje  rechazar,  dentro  de  este  orden  de 
ideas,  el  restablecimiento  del  Jurado. 

En  cuanto  á  la  dificultad  de  que  comparezcan  los  ju- 
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rados  y  testigos,  admitida  esa  dificultad  como  insupe- 
rable, nos  llevaría  á  aplicarla  al  juicio  oral  y  á  pedir 
su  derogación.  Nosotros  creemos  que  los  mismos  que 
derogaron  el  Jurado  en  1875  no  se  atreverían  á  formu- 
lar autora  ese  cargo,  ni  siquiera  á  invocarlo  en  contra 
de  la  existencia  del  juicio  oral. 

Ya  lo  ha  dicho  el  Sr.  Silvela  en  nombre  de  los  con- 
servadores: El  juicio  oral  es  una  conquista  definitiva 
de  nuestro  derecho  procesal  y  definitivamente  adqui- 
rida para  el  progreso  de  nuestras  instituciones  jurí- 
dicas. 

De  la  indemnización  pecuniaria  que  ha  de  darse  á 
los  jurados  y  testigos,  ya  nos  ocuparemos  en  el  lugar 
oportuno.  Es  cierto  que  el  Jurado  puede  resultar  caro; 
pero  esta  es  una  ley  económica  inherente  á  todo  pro- 
greso. La  manera  más  sencilla  y  más  económica  de  ad- 
ministrar un  país,  es  el  gobierno  patriarcal  y  despóti- 
co de  las  sociedades  primitivas. 

Ese  gobierno,  sin  instituciones,  sin  garantías,  sin  me- 
canismos de  ninguna  especie,  confiado  por  completo  á 
la  voluntad  del  más  poderoso,  del  más  fuerte,  no  exige 
gastos  de  ninguna  clase,  ó  por  lo  menos,  exige  gastos 
sumamente  reducidos;  pero  el  gobierno  de  un  pueblo, 
tal  como  nosotros  le  entendemos,  tal  como  la  civiliza- 
ción ha  llegado  á  crearle  y  establecerle,  es  extraordi- 
nariamente caro.  No  puede  decirse  de  un  gobierno,  en 
son  de  censura  y  en  este  orden  elevado  de  considera- 
ciones, que  no  sea  económico,  puesto  que  todo  organis- 
mo complicado  y  todo  mecanismo  en  el  cual  hayan  de 
intervenir  gran  número  de  personas,  necesariamente 
ha  de  producir  gastos  al  Erario  público;  molestias, 
desembolsos  y  fatigas  á  los  ciudadanos,  representando 
bajo  este  punto  de  vista  un  consumo  cierto  y  cuantioso 
de  4a  riqueza  del  país. 

El  decreto  de  1875  es,  pues,  antes  que  un  argumen- 
to en  contra  del  Jurado,  un  argumento  en  favor  suyo; 
porque  ¿quién  puede  dudar  de  que  si  la  práctica  del 
-Jurado  hubiese  revelado  defectos  graves  ó  inconvenien- 
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tes  y  dificultades  insuperables,  los  autores  de  aquel  de- 
creto, que  eran  enemigos  de  esta  institución,  los  ha- 
brían consignado  en  su  preámbulo,  para  justificar  jr 
explicar  la  medida  que  adoptaban? 


vm 

El  decreto  de  1875  nos  prueba  con  cuánta  facilidad 
el  cí^píritu  político,  anteponiéndose  á  toda  otra  consi- 
di-iaeión  verdaderamente  valiosa,  ha  podido  realizar 
obra  tan  injustificada  como  la  de  la  derogación  del  Ju- 
rado- 
Al  redactarse  la  ley  de  1888,  había  que  tener  en 
cuenta  esos  datos  suministrados  por  la  experiencia;  por 
em  m  redactó  en  la  forma  en  que  aparece  la  primera 
do  las  disposiciones  especiales  de  nuestra  ley.  Esa  dis- 
posición establece  dos  casos  de  suspensión  del  Jurado; 
uno  y  otro  han  de  fundarse  en  que  se  produzcan  he- 
chos que  hagan  necesaria  la  suspensión  del  juicio  por 
ju  raí  los,  para  asegurar  la  administración  recta  y  des- 
emlíiirazada  de  la  justicia. 

Estos  hechos  pueden  ser  de  un  carácter  general  ó  de 
1111  carácter  particular  y  restringido;  pueden  afectar  á 
utiií  localidad  ó  afectar  á  todo  el  País.  Puede  también 
lií  suspensión  alcanzar  á  varios  delitos  ó  á  todos  los  que 
Bo  someten  al  conocimiento  del  Jurado. 

1l1  artículo  que  examinamos  ha  combinado  estos  di- 
versos elementos,  estableciendo  las  reglas  que  han  de 
st^ííuirse  en  cada  caso,  conforme  á  lo  que  determinan 
BUS  jíárrafos  segundo,  tercero  y  cuarto. 

t'LLundo  la  suspensión  haya  de  decretarse  respecto  al 
territorio  de  una  ó  dos  provincias,  ó  sólo  se  refiera  á 
ciertos  delitos  sometidos  á  la  competencia  del  Jurado, 
potlrá  acordarse  por  Eeal  decreto  dictado  en  Consejo 
áv  Ministros,  previa  consulta  del  Tribunal  ó  Tribuna- 
lüíj  del  territorio  á  que  haya  de  aplicarse  la  suspen- 
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43Í6n,  del  Tribunal  Supremo  en  pleno  y  del  Consejo  de 
Estado  en  pleno  también. 

Creemos  que  estas  garantías  son  suficientes  para  que 
no  se  proceda  en  ese  punto  de  una  manera  arbitraria, 
porque  al  acordar  la  suspensión  con  esas  garantías,  el 
Gobierno  deberá  someterla  inmediatamente  á  la  deci- 
sión de  las  Cortes  si  estuvieran  reunidas,  ó  en  cuanto 
las  Cortes  se  reúnan;  y  para  que  la  suspensión  se  pro- 
longue por  más  de  un  año,  será  necesario  que  se  haya 
dictado  una  ley  que  lo  autorice. 

Esto  en  cuanto  á  la  suspensión  parcial  del  Jurado. 
En  cuanto  á  la  suspensión  general  (y  entendemos  por 
suspensión  general  cuando  haya  de  extenderse  á  todos 
los  delitos  ó  á  más  de  dos  provincias,  y  han  de  concu- 
rrir estos  dos  requisitos  para  que  la  suspensión  sea  ge- 
neral, de  tal  suerte,  que  aplicado  el  párrafo  cuarto  del 
artículo  que  comentamos,  siempre  que  la  suspensión 
general  ó  parcial  se  extienda  á  más  de  dos  provincias,' 
ha  de  entenderse  que  son  aplicables  sus  preceptos);  en 
ese  caso,  creemos  que  no  podrá  acordarse  la  suspen- 
sión si  no  se  suspenden  á  la  vez  ó  están  suspendidas 
en  el  mismo  territorio  las  garantías  á  que  se  refiere  el 
art.  17  de  la  Constitución.  Entonces  la  suspensión  del 
juicio  perjurados  habrá  de  sujetarse  á  las  formalidades 
y  limitaciones  que  dicho  artículo  establece. 

Se  funda  este  precepto  en  una  consideración  pura- 
mente política,  pero  de  innegable  fuerza  é  importan- 
cia. Sería  fácil  á  un  Gobierno  compuesto  de  enemigos 
del  Jurado,  cegado  por  su  propia  opinión  contraria  á 
esta  forma  de  proceder,  que  acometiera  la  ingrata  tarea 
de  suspenderla;  sería  fácil  que  llegara  á  ese  extremo  ver- 
daderamente vituperable,  fundado  sólo  en  considera- 
ciones de  un  orden  meramente  político  si  la  ley  le  die- 
ra medios  de  realizarlo  y  si  pudiera  hacerlo  fundado 
en  consideraciones  sometidas  á  su  exclusiva  aprecia- 
ción; pero  es  indudable  que  ningún  Gobierno  llegará 
á  tal  extremo,  si  al  mismo  tiempo  ha  de  suspender  las 
garantías  constitucionales  y  ha  de  declarar  que  el  País 
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Ee  encuentra  en  un  estado  excepcional,  que  reclama  la 
suspensión  de  todo  su  régimen  político,  porque  la  gra- 
vedad é  importancia  de  esta  medida,  por  los  mismos 
elementos  y  condiciones  que  han  de  concurrir  al  adop- 
tarla, le  impedirán  decretar  una  resolución  tan  trans- 
cendental, decisiva  y  violenta. 


rx 

El  autor  de  estas  líneas  tuvo  la  honra  de  proponer 
í^n  el  seno  de  la  Comisión  del  Congreso,  al  discutirse  la 
forma  en  que  había  de  ser  redactado  el  artículo  que 
examinamos,  esa  solución,  porque  comprendía  que  en- 
ire  todos  los  medios  que  pudieran  adoptarse  y  que  pu- 
dieran ser  obstáculo  á  la  realización  de  un  proposita 
peraejante,  ninguno  habría,  ninguno  podría  imaginarse 
*que  tuviera  la  eficacia  de  éste. 

El  proyecto  de  ley  que  sirvió  de  base  á  la  de  1888, 
daba  mayor  latitud  al  Gobierno  para  decretar  la  sus- 
pensión. Ese  proyecto  establece  el  derecho  del  Gobier- 
no á  suspender  el  Jurado^  en  los  siguientes  términos: 

<Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  á  suspender  el 
juicio  por  jurados  en  territorios  determinados  de  la  Pe- 
nínsula é  islas  adyacentes,  cuando  se  produzcan  he- 
chos que  hagan  necesaria  la  medida  para  asegurar  la 
administración  recta  y  desembarazada  de  la  justicia. 

»La  suspensión  puede  referirse  á  todos  los  delitos 
sometidos  á  la  competencia  del  jurado  ó  solamente  á 
algunos  de  ellos. 

*La  suspensión  se  resolverá  por  Eeal  decreto  acor- 
dado en  Consejo  de  Ministros,  previa  consulta  del  Tri- 
Imnal  del  territorio  en  el  cual  se  aplique  la  suspen- 
í^ión,  del  Tribunal  Supremo  ó  del  Consejo  de  Estado 
tu  pleno. 

»E1  Gobierno  someterá  inmediatamente  su  decisión 
á  las  Cortes  si  estuvieran  reunidas  ó  en  cuanto  se 
i'cunan. 
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»Para  que  la  suspensión  á  que  se  refieren  los  párra- 
fos anteriores  se  prolongue  por  más  de  un  año,  se  re- 
quiere la  autorización  expresa  de  las  Cortes. 

»La  Audiencia  de  lo  criminal  del  territorio  respec- 
tivo conocerá  de  las  causas  á  que  se  contraiga  la  sus- 
pensión. » 

Ta  hemos  dicho  que  nos  parecen  considerables  las 
garantías  que  limitaban  en  ese  caso  el  arbitrír)  del  Go- 
bierno; pero,  por  desgracia,  dados  los  antecedentes  que 
nos  suministra  nuestra  historia  contemporánea,  esos 
elementos  no  pueden  estimarse  suficientes  pura  cons- 
tituir un  valladar,  un  dique  seguro  á  los  estragos  y 
exageraciones  de  la  pasión  política.  Por  eso  no  admi- 
tió esta  fórmula  la  Comisión  parlamentaria  del  Con- 
greso encargada  de  dar  dictamen  sobre  el  proyecto  de 
ley  del  Jurado;  expuso  la  Comisión  sus  dudas  al  Mi- 
nistro; se  deliberó  en  Consejo  de  Ministros  acerca  de 
este  punto  y  sobre  la  base  y  fórmula  propuesta  por  la 
Comisión,  que  al  fin  y  al  cabo  es  la  que  ha  prevaleci- 
do, se  acordó  lo  que  constituye  hoy  el  texto  del  ar- 
tículo que  comentamos. 

La  fórmula  del  proyecto  de  ley  del  Sr.  Alon>so  Mar- 
tínez era  copia  de  la  del  proyecto  del  Sr.  Romero 
Girón. 


En  las  legislaciones  extranjeras  no  hay  disposición 
alguna  que  concuerde  con  esta  que  analizamos,  mas 
que  la  ley  de  23  de  Mayo  de  1873  de  Ausfria-Hun* 
gría.  Verdaderamente,  la  ley  austro-húngara  encierra 
el  germen  de  las  disposiciones  contenidas  en  nuestra 
legislación.  Creemos  oportuno  transcribirla  por  su  im- 
portancia, y  porque  desarrolla,  desde  su  punto  de  vis- 
ta, toda  la  doctrina  relativa  á  la  suspensión,  así  como 
todos  los  preceptos  que  deben  acompañarla  y  segiárla. 
Dice  así: 
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«Artículo  1.^  Las  funciones  del  Jurado  podrán 
suspenderse  en  un  territorio  determinado,  temporal- 
mente y  durante  un  año  á  lo  más.  Esta  suspensión 
puede  ser  relativa  á  todos  los  delitos  de  la  competen- 
cia del  Jurado  ó  solamente  á  algunos  determinados,  y 
podrá  ordenarse  cuando  se  hayan  verificado  hechos  cu- 
ya naturaleza  haga  necesaria  esta  medida  para  asegu- 
rar la  administración  imparcial  é  independiente  de  la 
justicia. 

»Esta  suspensión  ha  de  declararse  para  cada  caso 
particular,  con  el  acuerdo  del  Tribunal  superior,  por 
una  orden  del  Consejo  de  Ministros  y  bajo  su  respon- 
sabilidad. 

»E1  Gobierno  está  obligado  á  someter  esta  orden, 
con  los  motivos  en  que  se  fiínde,  á  las  dos  Cámaras  del 
Keischrath  si  estuvieran  reunidas,  ó  tan  luego  como  se 
reúnan.  Pero  siempre  estará  obligado  á  responder  de 
esta  orden  en  cuanto  lo  exija  una  de  las  dos  Cámaras. 

»Si  en  un  territorio  se  han  suspendido  las  funciones 
del  Jurado,  no  podrá  esta  suspensión  ser  prolongada 
ni  renovada  antes  de  la  próxima  reapertura  de  las  se- 
siones del  Eeischrath. 

»Art.  2,0  La  orden  suspendiendo  el  Jurado  debe 
darse  á  conocer  al  público  por  la  inserción  en  el  jBo/e- 
tín  de  las  leyes  (BeischgesetzblattJ ^  lo  mismo  que  cuando 
termine  la  suspensión. 

»Art.  3,0  Por  consecuencia  de  la  suspensión  del 
Jurado,  las  causas  criminales  respecto  de  las  que  se 
hayan  tomado  esta  medida,  así  como  los  recursos  con- 
tra las  decisiones  que  en  tal  materia  hayan  podido 
darse,  son  juzgados  según  las  reglas  en  vigor  para  los 
delitos  que  no  son  de  la  competencia  del  Jurado.  Si  se 
trata  de  un  crimen  penado  por  la  ley  con  muerte  ó  con 
prisión  fkerkerstrafejy  por  una  duración  de  más  de  cin- 
co años,  el  asunto  se  juzga  por  seis  Jueces,  de  los  cua- 
les uno  tiene  la  presidencia;  en  caso  de  empate,  se  apli- 
ca al  acusado  la  opinión  más  favorable. 

»Art.  4.0     A  los  asuntos  cuyos  debates  hayan  teni- 
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•do  lugar  ó  hubieren  comenzado  ante  el  Jurado  el  día 
de  la  publicación  de  la  orden  de  que  se  trata  en  el  ar- 
tículo 1.^,  no  tendrá  aplicación  el  art.  3.^,  sino  en  cuan- 
to sea  preciso  comenzar  de  nuevo  los  debates. 

»Los  procesos  de  que  sólo  el  Tribunal  de  primera 
instancia  haya  conocido  ó  de  que  hubiere  empezado  á 
ocuparse  en  el  día  en  que  cesa  la  suspensión  del  Jura- 
do, se  terminarán  conforme  al  art.  3.^ 

» A.rt.  5.^  La  presente  ley  empezará  á  regir  al  mis* 
mo  tiempo  que  el  nuevo  Código  de  instrucción  cri- 
minal. » 


XI 


En  cuanto  á  la  manera  de  cumplir  los  preceptos  de 
la  ley  española,  ya  hemos  dicho  antes,  en  el  comentario 
de  este  artículo,  cómo  habrán  de  practicarse. 

Pueden  ocurrir  varios  casos: 

Primer  caso.  Suspensión  del  Jurado  en  una  ó  dos 
provincias,  respecto  á  parte  de  los  delitos  sometidos  á 
su  competencia.  En  este  caso  se  formará  expediente 
en  que  habrá  de  consultarse  al  Tribunal  ó  Tribuna- 
les del  territorio  á  que  haya  de  aplicarse  esa  sus- 
pensión, al  Tribunal  Supremo  en  pleno  y  al  Consejo 
de  Estado  en  pleno  también.  El  expediente  se  formará 
en  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  y  una  vez  eva 
cuados  esos  dictámenes,  el  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia someterá  al  Consejo  de  Ministros  la  resolución 
del  expediente.  Por  Eeal  decreto  acordado  en  Consejo 
de  Ministros  y  de  conformidad  ó  en  contra  del  parecer 
de  los  Tribunales  y  del  alto  Cuerpo  consultado,  acor- 
dará la  suspensión. 

Si  las  Cortes  estuvieran  reunidas,  someterá  el  Go- 
bierno inmediatamente  el  decreto  que  haya  acordado  y 
publicado  al  Parlamento;  si  no  estuvieran  reunidas,  lo 
hará  en  cuanto  se  reúnan.  En  todo  caso,  para  que  se 
prorrogue  esta  suspensión  por  más  de  un  año,  será  ne- 
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cesario  que  las  Cortes  hayan  votado  una  ley  que  así  lo- 
determine. 


xn 


Segundo  caso.  Cuando  la  suspensión  se  circunscri- 
ba al  territorio  de  una  ó  de  dos  provincias,  y  se  refiera 
á  todos  los  delitos  sometidos  á  la  competencia  del  Ju- 
rado, puede  haber  dudas  de  cómo  deberá  precederse; 
dudas  que  nacen  de  la  redacción  del  párrafo  segundo 
del  artículo  que  comentamos,  y  de  la  redacción  del  pá- 
rrafo cuarto. 

Conforme  á  lo  que  dice  el  párrafo  segundo,  parece 
que,  siempre  que  suceda  esto,  deberá  precederse  de 
acuerdo  con  lo  dicho  en  el  caso  anterior;  pero  teniendo 
en  cuenta  los  términos  del  párrafo  cuarto,  puede  en- 
tenderse que  cuando  la  suspensión  se  extienda  á  todos 
los  delitos,  aun  dentro  del  territorio  de  dos  provincias 
solamente,  habrá  que  proceder  como  la  Constitución  or- 
dena que  se  proceda  para  la  suspensión  de  las  garan- 
tías políticas  que  la  misma  consigna/ 

En  la  duda  que  nace  de  la  contradicción  resultante 
de  los  términos  en  que  están  redactados  estos  dos  pá- 
i'rafos,  debemos  atenemos  á  lo  prescrito  en  el  párrafo 
cuarto,  porque  como  posterior,  modifica  lo  dispuesto  an- 
teriormente; y  además,  porque  restringiendo  y  dismi- 
nuyendo lo  (üspuesto  en  esa  párrafo  cuarto  las  facul- 
tades concedidas  al  Gobierno,  y  tratándose  aquí  de  dis- 
posiciones desfavorables  al  espíritu  de  la  ley  que  han 
de  ser  aplicadas  estrictamente  y  con  el  criterio  más 
restringido  posible  según  las  reglas  elementales  de  de- 
recho que  rigen  en  materia  de  interpretación,  debe  en- 
tenderse á  aquello  que  encierra  dentro  de  los  límites 
más  reducidos,  menos  amplios,  las  facultades  discrecio- 
nales del  Gobierno. 

Después  de  todo,  siempre  que  haya  motivos  graves^ 
motivos  serios,  motivos  verdaderamente  dignos  de  to- 
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marse  en  cuenta  para  suspender  el  juicio  por  jurados  y 
para  suspenderle  de  una  manera  tan  rápida  como  ha 
querido  el  legislador  que  pueda  hacerse,  facultando  al 
Gobierno  para  hacerlo,  será  porque  el  estado  social  y 
político  de  la  comarca  en  que  haya  de  acordarse  la  sus- 
pensión se  encuentre  tan  perturbado,  tan  agitado,  que 
el  verificar  estas  operaciones  resulte  peligroso  para  el 
interés  de  la  justicia  y  contrario  á  la  imparcialidad  que 
debe  presidir  en  todas  las  operaciones  de  la  constitu- 
ción del  Jurado. 

Donde  esto  ocurra,  es  innegable  que  no  podren  tam- 
poco ejercitarse  con  libertad  y  de  una  manera  normal 
y  regular  las  garantías  constitucionales,  y  que  existirán 
consideraciones  de  orden  público  que  aconsejen  decla- 
rar que  aquella  comarca  se  encuentra  en  estado  excep- 
cional. 

No  vemos,  por  tanto,  dificultad  alguna  de  que  en 
este  segundo  caso  se  defiera  á  lo  que  dispone  terminan- 
temente el  párrafo  cuarto  de  la  disposición  especial  que 
estamos  analizando. 

Por  tanto,  cuando  llegue  ese  caso,  cuando  haya  de 
suspenderse  el  juicio  por  jurados  en  una  ó  dos  provin- 
cias, refiriéndose  la  suspensión  á  todos  los  delitos  so- 
metidos á  la  competencia  de  este  Tribunal,  habrá  de 
hacerse  suspendiendo  á  la  vez  en  el  mismo  territorio 
las  garantías  á  que  se  refiere  el  art.  17  de  la  Cons- 
titución. Entonces  se  procederá  conforme  á  lo  dispues- 
to en  ese  art.  17  de  la  ley  fundamental,  que  ordena  lo 
siguiente: 

«Las  garantías  expresadas  en  los  artículos  4.<>,  5.<>, 
6.^  y  9.^,  y  párrafos  primero,  segundo  y  tercero  del 
13  (1),  no  podrán  suspenderse  en  toda  la  Monarquía, 

(1^    Las  garantías  á  que  se  refiere  el  art.  17,  son  las  que  siguen: 
cArt.  4.0    Kingún  espafiol  ni  extranjero  podrá  ser  detenido,  sino 
en  los  casos  y  en  la  forma  qne  las  leyes  prescriban. 

>Todo  detenido  será  puesto  en  libertad  ó  entregado  á  la  Autoridad 
Judicial  dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes  al  acto  de  la  de- 
tención. 

>Toda  detención  se  dejará  sin  efecto  ó  elevará  á  prisión  dentro  de 
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lí  ni  en  parte  de  ella,  sino  temporalmente  y  por  medio 

U\  de  nna  ley,  cuando  así  lo  exija  la  seguridad  del  Esta- 

f/--'--  do  en  circunstancias  extraordinarias. 

k^  »S61o  no  estando  reunidas  los  Cortes  y  siendo  el 

I  caso  grave  y  de  notoria  urgencia,  podrá  el  Gobierno, 

r  bajo  su  responsabilidad,  acordar  la  suspensión  de  ga- 

W-  rantías  á  que  se  refiere  el  párrafo  anterior,  sometiendo 
su  acuerdo  á  la  aprobación  de  aquéllas,  lo  más  pronto 
posible. 

^-  »Pero  en  ningún  caso  se  suspenderán  más  garantías 

3^'  que  las  expresadas  en  el  primer  párrafo  de  este  ar- 

5.^  tículo.» 

^  Como  en  este  caso  la  suspensión  del  Jurado  ha  de 

K  coincidir  con  la  suspensión  de  todas  ó  de  parte  de  las 

P;  garantías  constitucionales  á  que  el  art.  17  se  refiere, 

Q  en  el  mismo  decreto  ó  en  el  mismo  proyecto  de  ley  en 

fe"     

[f ^  las  setenta  y  dos  horas  de  haber  sido  entregado  el  detenido  al  Jnes 

''- .  competente. 

I  >La  providencia  que  se  dictare  se  notificará  al  interesado  dentro 

r  del  mismo  plazo. 

»Art.  5.0  Ningún  espafiol  podrá  ser  preso  sino  en  virtad  de  man> 
damiento  de  Juez  competente. 

>E1  auto  en  que  se  haya  dictado  el  mandamiento  se  ratificará  ó  re- 
pondrá, oído  el  presunto  reo,  dentro  de  las  setenta  y  dos  horas  si- 
guientes al  acto  de  la  prisión. 

>Toda  persona  detenida  ó  presa  sin  las  formalidades  leales,  ó 
fuera  de  los  casos  previstos  en  la  Constitución  y  las  leyes,  seni  pues- 
ta en  libertad  á  petición  suya  ó  de  cualquier  español.  La  ley  determi- 
nará la  forma  de  proceder  sumariamente  en  este  caso. 

>Art.  6.0  Nadie  podrá  entrar  en  el  domicilio  de  un  espafiol  ó  ex- 
tranjero residente  en  España,  sin  su  consentimiento,  excepto  en  los 
casos  y  en  la  forma  expresamente  previstos  en  las  leyes. 

>E1  registro  de  papeles  y  efectos  se  verificará  siempre  á  presencia 
del  interesado  ó  de  un  individuo  de  su  familia,  y  en  su  defecto,  de 
dos  testigos  vecinos  del  mismo  pueblo. 

lArt.  9.0    Ningún  español  podrá  ser  competido  á  mudar  de  domici- 
lio ó  residencia,  sino  en  virtud  de  mandato  de  Autoridad  competente, 
y  en  los  casos  previstos  por  las  leyes. 
>Art.  13.    Todo  español  tiene  derecho: 

>De  emitir  Hbremente  sus  ideas  y  opiniones,  3ra  de  palabra^  ya  por 
escrito,  valiéndose  de  la  imprenta  ó  de  otro  procedimiento  semejante, 
■in  sujeción  á  la  censura  previa. 
»I>e  reunirse  pacíficamente. 
¿i ,/  >De  asociarse  para  los  fines  de  la  vida  humana.» 
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que  se  acuerde  6  se  proponga  la  suspensión  de  esas  ga- 
rantías,  se  consignará  un  artículo  suspendiendo  el  jui- 
cio por  jurados  y  mandando  á  los  Tribunales  de  dere- 
cho entender,  con  arreglo  á  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal,  de  las  causas  que  hubieran  de  someterse  al 
conocimiento  y  feUo  del  Jurado. 

xm 

Tercer  caso.  Cuando  haya  de  suspenderse  el  Jura- 
do en  más  de  dos  provincias,  ya  se  refiera  la  suspensión 
á  todos  ó  á  parte  de  los  delitos  sometidos  á  la  compe- 
tencia de  este  Tribunal,  se  procederá  con  arreglo  á  lo 
que  hemos  dicho  respecto  del  caso  anterior.  Eu  este 
caso  ya  no  hay  dudas  de  ninguna  especie,  y  el  proce- 
dimiento que  seguramente  ha  de  seguirse  es  el  que 
hemos  indicado  al  tratar  ese  mismo  caso  anterior. 

En  aquél  y  en  éste,  debe  tenerse  en  cuenta  que  la 
suspensión  del  Jurado  podrá  durar  tanto  como  dure  la 
suspensión  de  las  garantías  constitucionales;  pero  que 
una  vez  levantada  esa  suspensión,  habrá  de  levantarse 
también  la  que  impida  al  Jurado  funcionar  con  arreglo 
á  las  prescripciones  de  esta  ley. 

Mientras  dure  la  suspensión  del  Jurado  en  cualquie- 
ra de  los  tres  casos  en  que  puede  acordarse  conforme  á 
lo  que  hemos  dicho,  las  causas  que  hubieran  de  some- 
terse á  su  fallo  se  someterán  á  la  Audiencia  criminal 
del  territorio  respectivo,  y  se  procederá  en  ellas  con 
arreglo  á  lo  que  determina  ahora,  ó  determine  en  lo 
sucesivo,  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

2.*  8e  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  para  adoptar  las  dÍBpo  si- 
dones  necesarias  al  planteamiento  del  Tribunal  del  Jurado  y  ejo^ 
eudón  de  la  presente  ley. 

La  autorización  que  este  artículo  otorga  al  Gobier* 
no,  es  lógica  consecuencia  de  todos  los  preceptos  con- 
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tenidos  en  la  ley.  Tratándose  de  establecer  una  institu- 
ción tan  complicada  como  el  Jurado,  era  indispensable 
facultar  al  Gobierno  para  que  adoptara  las  disposicio- 
nes que  su  planteamiento  exija. 

La  más  importante  de  todas  es,  según  hemos  hecho 
notar  varias  veces,  la  que  se  refiere  al  Eeglamento  de 
la  ley  del  Jurado  que  habrá  de  publicarse.  Ya  hemos 
dicho  que  este  Eeglamento  no  debe  hacerse  hasta  que 
la  experiencia  enseñe,  siquiera  por  un  corto  espacio  de 
tiempo,  cómo  funciona  y  se  desarrolla  esta  institución. 
Habiendo  de  comenzar  á  funcionar  el  Jurado  en  Marzo 
de  1889,  ó  sea,  en  el  momento  mismo  en  que  nosotros 
escribimos  estas  líneas,  entendemos  que  deberá  aguar- 
darse á  que  transcurra  un  año  para  apreciar  las  nece- 
sidades más  evidentes  que  haya  puesto  de  relieve  la 
práctica  de  la  ley,  á  fin  de  redactar  ese  Eeglamento 
<5on  entero  conocimiento  de  causa. 

Creemos,  pues,  que  el  Eeglamento  debe  comenzM  á 
prepararse  desde  luego  y  que  deberá  publicarse  en  Mar- 
zo de  1890,  oyendo  acerca  de  él  ó  acerca  de  las  cues- 
tiones que  parezcan  dudosas  y  en  las  que  haya  de  re- 
solverse, la  opinión  de  los  Tribunales,  del  Tribunal 
Supremo  y  del  Consejo  de  Estado.  Podría  prepararse 
ya  todo  esto  advirtiendo  á  las  Audiencias  de  lo  crimi- 
nal que  fueran  redactando,  á  fin  de  consultarlos  en  el 
momento  oportuno,  todos  aquellos  informes  que  esti- 
men necesarios  elevar  sobre  los  casos  á  su  juicio  dudo- 
sos que  se  presenten  en  la  práctica  de  la  ley. 

3.^  A  los  jurados  qae  antes  de  terminar  las  sesiones  de  cada 
periodo  lo  soliciten,  se  les  abonar&n  dietas  por  el  tiempo  que  hn- 
bieran  permanecido  necesariamente  fiíera  de  su  habitaal  residencia 
para  asistir  k  las  reuniones  del  Tribunal.  Los  jurados  que  tengan 
MU  residencia  en  el  lugar  donde  se  celebren  las  sesiones,  podr&n  re- 
clamar dietas  sólo  por  el  tiempo  que  hubiesen  durado  sua  funcio- 
nes efectivas. 

Jjas  dietas  para  unos  y  otros  jurados  ser&n  fijadas,  así  como  la 
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manera  de  abonarlas,  por  E*eal  decreto,  en  términos  que,  según  las 
circunstancias  locales,  no  excedan  de  la  estricta  indemnización  de 
los  gastos  indispensables  para  cumplir  los  deberes  del  cargo  de  ju- 
rados. 

También  se  regularán  por  el  Gobierno  las  dietas  que  hayan  de 
percibir  los  Jueces  de  derecho  cuando  las  sesiones  se  celebren  fue- 
ra de  la  residencia  ordinaria  del  Tribunal. 

Uno  de  los  motivos  que  se  alegaban  para  explicar  la 
falta  de  asistencia  de  los  jurados  á  las  Audiencias  de  los 
Tribunales  de  que  debían  formar  parte,  cuando  se  prac- 
ticó la  ley  de  1872,  era  el  quebranto  y  los  perjuicios 
que  esta  asistencia  les  ocasionaba,  impidiéndoles  con- 
sagrarse á  su  trabajo,  á  sus  ocupaciones  habituales,  á 
su  manera  ordinaria  de  atender  á  las  necesidades  eco- 
nómicas. Indudablemente  esta  razón  aconseja  que  ya 
que  no  se  retribuya  á  los  jurados  por  el  desempeño  de 
su  cargo,  se  les  indemnice  de  los  gastos  y  pérdidas  que 
el  desempeño  de  ese  mismo  cargo  les  ocasiona. 

En  nuestro  sentir,  y  en  el  puro  terreno  de  la  teo- 
ría, no  debe  haber  función  alguna  gratuita.  Este  prin- 
<5Ípio  elemental  es  harto  conocido  para  que  nosotros  tra- 
temos de  demostrarlo  una  vez  más;  pero  era  necesario 
al  aplicarlo  aquí  huir  de  dos  peligros:  del  peligro  de  que 
los  jurados  no  concurran  á  las  sesiones  del  Tribunal 
para  evitar  esos  peijuicios,  y  del  peligro  de  remunerar 
tan  ampliamente  la  función  de  jurado,  que  fuese  esta 
función  apetecida  y  solicitada  por  los.  que  quisieran 
vivir  á  costa  de  su  desempeño.  De  aquí,  pues,  que  no 
130  haya  consignado,  desde  luego,  una  remuneración 
suficiente  para  los  jurados  y  que  se  haya  facultado  al 
Gobierno  para  indemnizar  á  aquellos  que  la  soliciten. 

Mucho  se  ha  discutido  acerca  de  cuál  debe  ser  la  ci* 
fra  de  esta  indemnización,  oscilando  las  opiniones  de 
los  que  han  intervenido  en  este  debate,  entre  dos  ci- 
fras: tres  y  cinco  pesetas  diarias  por  razón  de  asisten- 
X5ia.  Nosotros  nos  inclinábamos,  desde  luego,  á  que  se 
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ftjara  la  cantidad  de  cinco  pesetas  diarias;  pero  como 
las  condiciones  económicas  de  las  diversas  localidadeft 
son  enteramente  distintas,  y  como  lo  que  en  pmitos 
«ieterminados  es,  dentro  de  esas  cifras,  remuneración 
incompleta  de  los  perjuicios,  podría  resultar  en  otras 
localidades  verdadero  pago,  verdadero  abono  de  la  fon- 
rión,  por  exceder  de  la  cantidad  determinada  que  re- 
presentan los  perjuicios  ocasionados,  se  creyó  que  la 
mejor  era  dejar  esta  cuestión  al  arbitrio  del  Gobierno, 
A  cual,  teniendo  en  cuenta  esas  diversas  condiciones 
f  conómicas,  podrá  adoptar  las  reglas  que  estime  más 
nportunas  dentro  de  cada  localidad  para  practicar  j 
mandar  practicar  esa  indemnización. 

El  principio  á  que  ha  de  atenerse  el  Gobierno  en  el 
desenvolvimiento  de  los  preceptos  contenidos  en  esta 
flisposición  especial,  es  el  de  que  nunca  excedan  las 
dietas  que  se  fijen  de  la  estricta  indemnización  de  los 
L^astos  indispensables  para  cumplir  los  deberes  del  car- 
^'0  de  jurado.  Estos  gastos  indispensables  son  los  de 
locomoción  y  traslación  para  los  jurados  que  hayan  de 
ir  á  un  punto  distante  de  aquel  en  que  residen  á  ejer- 
íi?r  su  función,  y  remuneratorio  de  los  perjuicios  que 
puedan  ocasionárseles  durante  el  tiempo  que  pierdan 
])or  consagrarse  al  desempeño  de  aquella  función  pú- 
blica. 

Hay  en  nuestras  leyes  de  procedimiento  un  tipo» 
que  es  el  escogido  para  clasificar  á  las  personas  pu- 
dientes  y  distinguirlas  de  las  menesterosas,  que  es  el 
tlel  doble  jornal  de  un  bracero.  Se  entiende,  que  el 
que  disfruta  doble  jornal  que  un  bracero  puede  aten- 
der cómodamente  á  sus  necesidades.  Este  tipo  es  sega- 
I  amenté  admisible,  porque  aquel  á  quien  sus  bienes  y 
medios  de  fortuna  le  permitan  vivir  con  mayor  des- 
:ihogo  no  necesita  mayor  cantidad  para  indemnizarle 
(le  los  perjuicios  que  sufra  abandonando  su  trabajo,  y 
uquel  que  vive  de  ese  trabajo  mismo  encontrará  en  esa 
t  ifra  renumerado  el  trabajo  que  deja  de  prestar  y  rea- 
lizar. Podría,  pues,  adoptarse  ese  tipo  como  regla  ge- 
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neral,  añadiendo  á  él,  en  los  casos  en  que  proceda,  la 
indemnización  de  los  gastos  de  viaje. 

Con  arreglo  á  esta  base,  á  los  jurados  que  hayan  de 
trasladarse  de  un  punto  á  otro  se  les  deberían  abonar 
los  gastos  que  les  haya  ocasionado  la  traslación  y  ade- 
más la  indemnización  correspondiente  á  los  días  que 
han  estado  fuera  de  su  domicilio,  dentro  de  los  térmi- 
nos expresados. 

A  los  jurados  que  tengan  su  residencia  en  el  lugar 
donde  se  celebren  las  sesiones,  no  se  les  abonarán  gas- 
tos de  locomoción  y  traslación.  Sólo  podrán  reclamar  el 
precio  de  la  indemnización  señalada  por  los  días  que 
haya  durado  la  función  efectiva.  Con  arreglo  á  este 
principio,  deberá  el  Gobierno  dictar  un  Real  decreto, 
y  nosotros  creemos  que  habiendo  comenzado  las  tareas 
del  Jurado  en  1.®  de  Marzo,  pudiera  haberse  dictado  ya 
en  los  momentos  en  que  escribimos  estas  líneas,  puesto 
que  es  muy  urgente  resolver  esta  cuestión. 

artículo  ADICIONAL 

Los  artículos  145  y  153  de  la  ley  de  14  de  Septiembre  de  1BB2 
sobre  Enjuiciamiento  criminal,  se  redactarán  de  la  maners  si* 
guíente: 

cArt.  145.  Para  dictar  autos  ó  sentencias  en  los  asuntos  it 
que  conozca  el  Tribunal  Supremo  serán  necesarioa  eiete  Magistra- 
dos, á  no  ser  que  en  algún  caso  de  los  previstos  en  esta  ley  baste 
menor  número. 

>Para  dictar  autos  y  sentencias  en  las  causas  cuyo  codo  cimien- 
to corresponde  á  las  Audiencias  de  lo  criminal  ó  4  las  Salas  res- 
pectiyas  de  las  Audiencias  territorialesi  serán  necesarios  tres  Mar 
gistrados,  y  cinco  para  dictar  sentencia  en  las  cauaaB  en  que  se  hu* 
biere  pedido  pena  de  muerte,  cadena  ó  reclusidn  perpetuas.  Al 
efecto,  si  en  la  Sala  ó  Sección  del  Tribunal  no  hubiese  número  su- 
ficiente de  Magistrados,  se  completará:  en  las  Audiencias  territo- 
riales, con  los  necesarios  de  las  demás  Secciones  de  la  Sala  de  lo 
criminal,  y  donde  no  los  hubiere,  con  los  de  Salajs  de  lo  cítíI^  de- 
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dignados  respectivamente  por  el  Presidente  de  la  Sala  de  lo  crimi- 
nal ó  por  el  de  la  Audiencia;  en  las  Audiencias  de  lo  criminal,  con 
los  de  las  dem&s  Secciones,  k  designación  de  su  Presidente;  y  don- 
de la  planta  fuese  menor  de  cinco  Magistrados,  con  los  Magistra- 
dos suplentes,  y  &  falta  de  éstos,  con  los  Magistrados  de  la  Audien- 
cia de  lo  criminal  más  próxima  que  por  tumo  designe  el  Presidente 
de  la  del  territorio  á  que  ambas  pertenezcan,  de  quien  habrá  de 
solicitarlo,  con  la  anticipación  debida,  el  de  la  de  lo  criminal  donde 
ocurriese  el  caso. 

»Para  dictar  providencias  en  unos  y  otros  Tribunales  bastarán 
dos  Magistrados,  si  estuviesen  conformes.» 

«Art.  153.  Las  providencias,  los  autos  y  las  sentencias  se  dic- 
iarán por  mayoría  absoluta  de  votos,  excepto  en  los  casos  en  que 
la  ley  exigiere  expresamente  mayor  número.  > 

Este  artículo  no  es  yerdaderamente  propio  de  la  ley 
del  Jurado.  Con  él  se  ha  atendido  á  la  necesidad  de 
reformar  algunos  preceptos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
eriminal,  que  en  los  debates  del  Jurado  se  estimaron 
deficientes. 

El  art.  145  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
decía: 

«Para  dictar  autos  ó  sentencias  en  los  asuntos  de  que 
<5onozca  el  Tribunal  Supremo,  serán  necesarios  siete 
Magistrados,  á  no  ser  que  en  algún  caso  de  los  previs- 
tos en  esta  ley  baste  menor  número. 

»Para  dictar  autos  ó  sentencias  en  1m  causas  cuyo  co- 
nocimiento corresponde  á  las  Audiencias  de  lo  crimi- 
nal ó  á  las  Salas  respectivas  de  las  Audiencias  territo- 
riales, serán  necesíirios  tres  Magistrados. 

»Para  diotar  providencias  en  unos  y  otros  Tribuna- 
les, bastarán  dos  Magistrados  si  estuvieran  conformes. » 

Las  modificaciones  introducidas  por  este  artículo 
adicional  en  el  145  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  se  re- 
ducen á  exigir  que  para  dictar  sentencias  una  Audien- 
<5Ía  de  lo  criminal  6  la  Sala  respectiva  de  una  Au- 
diencia territorial,  sean  necesarios  siempre  cinco  Ma- 
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gistrados,  en  el  caso  de  que  se  habiera  pedido  pena  de 
muerte,  cadena  6  reclusión  perpetuas. 

El  art.  153  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
decía: 

»Las  providencias,  los  autos  y  las  sentencias  se  dicta- 
rán por  mayoría  absoluta  de  votos,  excepto  en  los  ca- 
sos en  que  la  ley  exigiere  expresamente  mayor  nú- 
mero. 

»Las  penas  de  muerte  y  perpetuas  sólo  podrán  impo- 
nerse habiendo  tres  votos  conformes;  si  no  los  hubiere, 
se  entenderá  impuesta  la  pena  inmediata  inferior  co- 
rrespondiente.» 

Este  principio  del  art.  153  se  ha  consignado  en  be- 
neficio de  los  reos,  como  se  desprende  de  la  lectura 
misma  del  artículo;  pero  resultaba  en  la  práctica  un 
beneficio  completamente  ilusorio;  porque  cuando  en  una 
Audiencia  de  lo  criminal  compuesta  de  tres  Magistra- 
dos, éstos  no  estaban  conformes  ó  no  resultaban  uná- 
nimes en  cuanto  á  la  conveniencia  de  la  imposición  de 
una  pena  capital  ó  perpetua,  y  por  ministerio  de  la  ley 
resultaba  impuesta  la  pena  inferior  inmediata,  si  el  Mi- 
nisterio fiscal  ó  el  procesado  acudían  en  casación  contra 
la  sentencia,  ésta  era  generalmente  casada,  é  impuesta 
por  el  Tribunal  Supremo  la  pena  capital  6  perpetua 
que  no  había  podido  imponerse  por  falta  de  votos  con- 
formes ó  por  falta  de  la  unanimidad  requerida  por  la 
ley. 

El  asunto  se  debatió  ampliamente  en  las  Cortes,  y 
se  demostró  de  una  manera  evidente  é  indudable  que 
la  garantía  resultaba  ilusoria.  Para  que  no  resultase, 
para  que  la  pena  capital  ó  perpetua  no  pueda  imponer- 
se jamás  si  no  hay  tres  votos  conformes,  se  apeló  al 
procedimiento  adoptado  en  esta  reforma,  cuyo  espíri- 
tu humanitario  aplaudimos,  porque  creernos  que  res- 
ponde á  los  principios  generales  de  nuestro  procedi- 
miento y  á  la  tendencia  en  que  se  inspira  nuestro 
Derecho  penal. 
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^Eleal  decreto  diotando  reglas  pcura  la  edeouoión  de  la  ley 
del  Tribunal  del  Jurado. 

EXPOSICIÓN 

SeíííOKA:  Publicada  la  ley  estableciendo  el  juicio  por  jurados 
para  determinados  delitos,  el  Gobierno  de  Y.  M.  necesita  hacer  uso 
de  la  autorización  que  le  concede  la  segunda  de  las  disposiciones 
especiales  del  art.  122  de  la  misma,  á  fin  de  que  dicha  ley  pueda 
comenzar  á  regir  todo  lo  antes  posible. 

La  formación  de  listas  de  jurados  que  ha  de  hacerse  previa- 
mente á  la  constitución  del  Tribunal,  exige,  con  arreglo  k  las  pres- 
cripciones del  cap.  4.^  de  la  ley^  un  periodo  de  tiempo  que  no  pue- 
de bajar  de  siete  meses,  y  el  infrascrito  considera  que^  con  sólo  sus- 
tituir los  que  la  ley  pre^a  al  efecto  mencionado  con  los  que  restan 
del  año  actual,  aunque  sólo  por  esta  vez,  puede  no  demorar  la  apli- 
cación de  dicha  ley  y  resultar  de  este  modo  respetados  los  términos 
en  ella  establecidos. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  el  Ministro  que  suscribe,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  tiene  el  honor  de  someter  4 
la  aprobación  de  Y.  M.  el  siguiente  proyecto  de  decreto. 

Madrid  20  de  Abril  de  1888.— SeSíora:  A  L.  E.  P.  de  Y.  M.  ^ 
Manuel  Alonso  MarUnez. 
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BEAL  DECBETO 

En  atención  á  las  razones  expuestas  por  el  Ministro  de  Ghracia 
y  Justicia,  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  de  Ministros;  en 
nombre  de  Mi  Augusto  Hijo  el  Bey  D.  Alfonso  XTTT,  y  como  Eei- 
na  Regente  del  Beino, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  1°  La  ley  estableciendo  el  juicio  por  jurados  para  de- 
terminados delitos  comenzará  &  regir  en  la  forma  y  con  scgeción  i 
las  reglas  que  &  continuación  se  expresan:  Begla  1/  La  JunU  i 
que  se  refiere  el  art.  16  de  la  ley  se  reunirá  en  la  primera  quincena 
de  Junio  próximo.  El  1.^  de  Julio  se  expondrán  al  público  las  lii- 
tas  por  el  término  y  á  los  efectos  expresados  en  el  art.  18.  La  Sala 
ó  la  Junta  de  gobierno  remitirán,  antes  de  1.^  de  Octubre,  á  los 
respectivos  Jueces  municipales  los  documentos  á  que  se  contrae  el 
&rt.  26.  El  Juez  municipal  remitirá  al  de  instrucción  del  partido, 
en  los  quince  últimos  dias  de  Octubre,  las  copias  indicadas  en  el 
art.  30.  Durante  el  mes  de  Octubre  se  practicará  lo  dispuesto  sd 
el  art.  31.  Antes  de  1°  de  Diciembre  se  dará  cumplimiento  á  \<y 
prescrito  en  el  art.  32.  La  regla  5.*  del  art.  33  se  entenderá  modi- 
ficada en  la  forma  siguiente:  «Las  listas  defínitiyas  quedarán  ulti- 
madas antes  del  1.^  de  Enero  de  1889.»  La  primera  reunión  del 
Jurado,  establecida  en  el  art.  42,  se  verificará  desde  1.^  de  Marzo 
á  30  de  Abril  de  1889.  El  alarde  general  que,  según  el  art  43^ 
debe  hacerse  el  16  de  Diciembre,  se  efectuará  en  16  de  Febrero  de 
1889  y  comprenderá  las  causas  que  se  hallen  en  estado  de  someter- 
se al  Jurado  en  Marzo  y  Abril  del  mismo  año.  Durante  la  abunda 
quincena  de  Febrero  de  1889  se  publicará  el  anuncio  prevenido  en 
el  art.  48.  Begla  2.*  El  Tribunal  del  Jurado  conocerá  de  todas  las 
causas  que  sean  de  su  competencia  por  los  delitos  que  se  cometan 
desde  1.®  de  Enero  de  1889. 

Art  2.^    Las  Salas  y  las  Juntas  de  gobierno  de  las  Audiencias 
consultarán  directamente  con  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  la 
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resolación  de  las  dudas  qne  se  puedan  oñginar  con  motivo  da  la 
ejecución  de  este  Heai  decreto. 

Dado  en  Palacio  á  veinte  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  ocho. — María  Cristina.— El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia^  Ma- 
nuel Alonso  Martínez. 


II 


Ley  de  23  de  Junio  de  1888,  disponiendo  que  en  Baleares 
y  Canarias,  el  Tribunal  que  haya  de  conocer  de  las  cau- 
88.8  no  cometidas  al  Jurado  de  vm,  partido  judicial  qua  no 
radique  en  la  isla  donde  tenga  su  asiento  la  Audiencia, 
se  constituya  en  la  cabeza  del  partido  respectivo  para 
la  celebración  de  los  juicios  orales  correspondientes. 


Articulo  1.®  En  Baleares  y  Canarias,  el  Tribunal  que  haya  de 
conocer  de  las  causas  no  cometidas  al  Jurado  de  un  partido  ju- 
dicial que  no  radique  en  la  isla  donde  tenga  su  asiento  la  Audieu* 
cia,  se  constituirá  en  la  cabeza  de  partido  respectivo  para  la  cele- 
bración de  los  juicios  orales  correspondientes,  preparados  y  seña- 
lados  al  efecto  en  los  mismos  periodos  de  modo  análogo  á  lo  esta- 
blecido para  las  causas  en  que  tenga  intervención  el  Jurado. 

Art.  2.^  El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  dictará  las  disposi* 
cienes  necesarias  para  el  inmediato  cumplimiento  de  esta  ley. 


III 


Beal  orden  de  30  de  Junio  de  1888,  rectificando  lui  error 
material  cometido  en  el  núm.  2.o  del  art.  112  de  la  ley  de 
20  de  Abril  último,  estableciendo  el  juicio  por  jurados, 
publicada  en  la  Gaceta  de  24  del  mismo  mes,  así  como  en 
las  ediciones  oficiales  de  la  misma. 


Hmo.  Sr.:  Habiéndose  cometido  un  error  material  en  el  nú- 
mero 2°  del  art.  112  de  la  ley  de  20  de  Abril  último,  establecí  en  ^ 
do  el  juicio  por  jurados,  publicada  en  la  Gaceta  de  Madrid  de  2 i 
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del  propio  mes,  asi  como  en  las  ediciones  oficiales  de  la  misma; 
S.  M.  la  Eeina  (Q.  D.  Gt,),  Begente  del  Beino,  en  nombre  de  su 
Augusto  Hijo,  ba  tenido  á  bien  disponer,  para  rectificar  aquel 
«rror,  que  se  reproduzca  k  continuación  el  mencionado  articulo, 
tal  como  resulta  de  la  ley  original  sancionada. 

De  B.eal  orden,  comunicada  por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  j 
Justicia,  lo  digo  á  Y.  I.  para  su  conocimiento  y  efectos  consiguien- 
tes. Dios  guarde  á  Y.  I.  mucbos  años.  Madrid  30  de  Junio  de 
1888. — El  Subsecretario  interino,  Antonio  Díaz  Cañábate. — Señor 
Presidente  de  la  Audiencia  de... 

<Art.  112,  Acordará  también  el  Tribunal  de  derecho  someter 
la  causa  al  conocimiento  de  un  nuevo  Jurado  cuando  por  unanimi- 
dad declaren  los  Jueces  que  lo  constituyen  que  el  Jurado  ha  incu- 
rrido en  error  grave  y  manifiesto  al  pronunciar  el  veredicto. 

>Sólo  podrá  hacerse  esta  declaración  en  los  casos  siguientes: 

>1.^  Cuando  siendo  manifiesta  por  el  resultado  del  juicio,  sin 
que  pueda  ofrecerse  duda  racional  en  contrario,  la  inculpabilidad 
del  procesado,  el  Jurado  le  hubiere  declarado  culpable. 

»2.^  Guando  siendo  manifiesta  por  el  resultado  del  juicio,  sin 
que  pueda  ofrecer  duda  racional  en  contrario,  la  culpabilidad  del 
procesado,  el  Jurado  le  hubiere  declarado  inculpable.» 
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-Expediente  sobre  reotifioaoión  de  listas  en  el  Juzfirado 
nxunioipal. 

Providencia.— Juez  Sr —Juzgado  municipal  del  distrito  de 

ú de de  188 

Debiendo  procederse  á  la  rectificación  de  listas  de.  vecinos  que  en 
-concepto  de  cabezas  de  familia  ó  en  el  de  capacidades  tienen  aptitud 
para  desempeñar  el  cargo  de  jurados,  y  para  constituir  con  arreglo  á 
la  ley,  la  Junta  municipal  que  ha  de  realizar  este  servicio,  diríjase  aten- 
ta comunicación  al  Sr.  Delegado  de  Hacienda  de  la  provincia,  para  que 
remita,  con  urgencia,  la  lista  de  los  mayores  contribuyentes  por  terri- 
torio ó  industria  en  este  distrito  mimicipal.  Lo  mandó  y  firma  S.  S.  de 
que  yo  el  Secretario  certifico. 

Firma  entera  del  Juez  (1).  Firma  del  Secretario. 


(1)  En  algunos  formnlaríos  que  acompañan  k  ediciones  anotadas  de  la 
ley  del  Jurado,  á  pesar  de  colocar  esta  providencia  como  primera  en  el  ex- 
pediente, se  aconscia  únicamente  la  rúbrica;  pero  como  se  trata  de  diligen- 
cias qne  han  de  ser  autorizadas  en  forma,  debe  tenerse  en  cuenta  el  precepto 
del  art.  251  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  estampando  el  Juce  firma  en- 
tera, haciéndose  lo  mismo  cuando  en  sustitución  del  municipal  actúe  como 
Presidente  de  la  Junta  el  Alcalde  ó  Teniente  Alcalde. 

Cierto  es,  que  siendo  el  Jurado  una  institución  cuyas  funciones  han  de 
■arreglarse  al  procedimiento  criminal,  la  ley  que  señala  la  tramitación  de  los 
procesos,  ó  sea  la  de  Enjuiciamiento  criminal,  habría  de  ser  una  de  las  fuen- 
tes de  derecho  k  que  debería  acudirse  para  desvanecer  dudas,  pero  no  distin- 
tiendo el  art.  141  del  citado  cuerpo  legal  entre  primeras  y  ulteriores  provi- 
dencias, sino  exigiendo  para  todas  únicamente  la  rúbrica  del  Juez;  procede 
buscar  mayor  garantía  k  la  autenticidad  en  la  forma  expresada,  mucho  más 
cuando  la  ley  del  Jurado  busca  en  otras  ocasiones  el  modo  de  realizarse  prác< 
ticamente  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
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Not^cación  al  Fiscal. 

En  la  misma  fecha  yo  el  Secretario  notifiqué,  leyendo  integrameote- 
y  dando  copia  del  anterior  proveído  al  Sr.  Fiscal  municipal  D......  de 

lo  cual  certifico. 

Media  firma  del  Fiscal  (1).  Media  del  Secretario. 

Diligencia.—lA  pongo  yo  el  Secretario  de  haber  remitido  al  Sr.  De- 
legado de  Hacienda  la  comunicación  acordada  en  el  proveído  anteríor- 
V  de  unir  el  borrador  á  continuación. 


Borrador  de  la  comunioación  pidiendo  la  lista  de  los 
mayores  contribuyentes. 

Debiendo  procederse  en  un  término  breve  á  la  constitución  de  Is 

Junta  que  con  arreglo  al  art de  la  ley  del  Jurado  ha  de  ultimar  la 

rectificación  de  listas,  ruego  á  Y .  S.  se  sirva  remitirme  relación  de  los 
mayores  contribuyentes  por  territorio  é  industria  en  este  distrito 
municipal.  Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  (Tcd  y  tantos  de  ton* 
tos,  etc.)  (2). 

Recibida  que  sea  la  contestación  del  Sr.  Delegado  de 
Hacienda,  se  unirá  al  expediente  en  virtud  de  la  si- 
guiente 

Providencia.—Jnez  Sr —La  comunicación  del  Sr.  Delgado  de- 


(1)  No  puede  desconocerse  que  atribuyendo  la  ley  del  Jurado  en  sa  ar~ 
tioolo  17  el  deber  de  inspección  al  Ministerio  público,  la  forma  de  realisarla 
depende  del  conocimiento  qne  tenga  de  todos  y  cada  uno  de  los  acnerdos  qoe 
en  el  expediente  recaigan,  y  esta  es  la  cansa  de  la  notificación  qne  ha  de  ha- 
cérsele de  todo  proveido,  siempre  qne  no  se  haya  dictado  en  Junta  4  la  enal 
haya  estado  presente. 

(2)  Ann  cuando  en  el  primer  expediente,  ó  sea  el  de  formación  de  las  pri- 
meras listas,  debe  constar  una  relación  de  contribuyentes,  y  en  ella  pndiera. 
basarse  el  tumo  que  establece  él  art.  14  de  la  ley,  ha  de  tenerse  presMite  la 
posibilidad  de  altas  y  htijas  en  el  subsidio  y  hasta  modificación  de  cuotas» 
por  lo  cual,  anualmente  debe  ser  unida  4  las  diligencias  nna  relación  de  con- 
tribuyentes autorisada  por  el  Delegado  de  Hacienda.  No  puede  este  funciona- 
rio suministrar  nn  dato  esencial  para  la  formación  del  tumo,  cual  es  el  de  la 
edad  que  tiene  cada  nno  de  los  que  ayuda»  4  sostener  las  cargas  4^  Esta- 
do; de  modo,  que  4  cuanto  resulta  de  lo  expuesto  por  el  sefior  Delegado  é» 
Hacienda,  ha  de  servir  de  eomplem^yito  lo  que  exprese  el  i>adrón  de  ' 
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Hacienda  recibida  hoy,  únase  al  expediente  de  bu  razóu  y  quedan  de- 
signado! como  Vocales  de  la  Jnnta  los  contribuyentes  por  territorial 

(tres  de  ellos)  y  el  que  lo  es  por  subsidio  industrial  D ;  notiñqucseles 

este  nombramiento  en  forma  y  cíteseles  para  la  primera  junta  que 

tendrá  lugar  el á  las de  su en  el  local  de  este  Jns^gado;  eutre^ 

gándoseles  previamente  el  nombramiento,  y  haciendo  saber  el  sg- 
fialamiento  acordado  al  Sr.  Alcalde  (ó  Teniente  Alcalde)  y  al  Sr.  Fliiml 
mim¡cix>al  para  que  se  sirvan  concurrir  al  acto.  Diríjase  al  Sr.  Alcalde 
atenta  comunicación  rogándole  remita  á  la  mayor  brevetlad  el  padrón 
de  vecinos,  si  se  hubiese  formado  con  posterioridad  al  que  eirvió  para 
la  última  rectificación,  y  en  todo  caso  signifique  las  novedades  que 
hayan  i>osteriormente  ocurrido  en  el  empadronamiento.  Lo  mandó  y 
rabrica  S.  S.  de  que  certifico. 

Búbrica  del  Jues  (1).  Firma  del  Secretado. 

Nciifieación  al  Sr.  Fiscal. 

Düigencia,^lA  pongo  yo  el  Secretario  de  haber  remitido  al  Sr.  Al- 
calde la  comunicación  acordada  y  de  unir  el  borrador  ¿  eoutinuadón. 


Borrador  de  la  coxnunioaoión  pidiendo  el  padrón 
de  vecinos. 

Oon  el  objeto  de  proceder  á  la  rectificación  de  las  Iísíab  de  los  ve- 
einoe  que  como  cabezas  de  famiha  y  capacidades  son  apios  para  des- 
empefiar  el  cargo  de  jurados,  he  de  merecer  de  V.  S.  se  sirva  decirme 

m  pocteriormente  al  padrón  de  188 á  188 se  ha  formado  otro 

nuevo,  y  en  todo  caso,  indicarme  las  altas,  bajas  y  modificaciones  que 


(1)  Bn  esta  providencia  y  oonfonne  con  lo  expuesto  en  la.  nota  anterior, 
se  h«  de  ooidar  de  renovar  la  Junta.  Si  resaltare  qne  algunos  do  los  euume- 
mdos  «n  la  relación  del  Delegado  de  Hacienda  tuviesen  con  olJues  ó  Tonieu 
te  Alcalde  amistad  intima,  enemistad  manifiesta,  parentesoo.  pleito  6  caiiaa 
pendiente,  tutoría  6  curaduría,  ¿pudieran  ser  excusados  de  concurrir  como 
Toeales?  Nada  dice  la  ley;  pero  la  lógica  hace  recordar  por  análoga  l»tt  pres 
crípoiones  de  los  artículos  189  de  la  ley' de  Enjuiciamiento  civil  y  Gi  de  la 
criminal,  y  deduce  como  procedente  la  aplicación  de  sus  preceptos,  y  q^ue  el 
Jvaa,  ftxndando  su  acuerdo,  nombre  k  los  que  preca^Um  en  turno  klon  rocusü- 
^kw,  por^e  las  funciones  importantísimas  de  la  Junta  municipal  couio  base 
del  Jurado,  exigen  condiciones  de  serenidad  y  Maldad  de  <^t«rio  en  tctdos  y 
cada  nno  de  sus  individuos. 
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hsyan  ocorrído  en  el  empmdnnuuniento  en  cnanto  hug»  rriadón  á  los 
habitantes  de  este  ténnino  mnnicipal  comprendidos  en  el  aii.  9.^  de  la 
ley  del  Jnrado.  Dios  goarde  á  V.  mnchos  afios. 


Ck>inunicación  qae  se  ha  de  dirlfirir  á  cada  uno  de  loa  oon- 
tribuyentee  deeignadoe  para  los  cargos  de  Vooalaa. 

En  Yirtad  de  lo  qoe  preceptúa  ^  art  14  de  la  lej  del  Jando  j  ea 
atención  á  Agorar  Y.  en  la  lista  de  mayores  contribajentes  de  eüe 
distrito  mnnicipal,  he  acordado  nombrarle  Vocal  de  la  Jnnts  que  ha 
de  proceder  á  la  rectificación  de  las  hstas  de  recinos,  qne  eomo  cabe- 
zas de  familia  ó  capacidades  tienen  aptitud  para  ser  jnradoSy  acordan- 
do las  inclusiones  ó  exclusiones  que  sean  procedentes;  psiticqMuido 

á  y.  que  la  Junta  se  reunirá  eL de. á  las..^.  de  so en  d  local  de 

este  Juzgado,  y  que  en  el  caso  de  no  concurrir  incurrirá  en  una  multa 
de  50  pesetas  (1). 

Notificación  á  un  8r.  Focof.— En..^.  á.....  de  188 

To  el  Secretario  me  constítui  en  la  calle  de...,  núm..^  habitsción  ds 
D...,  y  teniéndole  á  mi  presencia  le  notifiqué  é  hice  saber  la  proridea- 
da  qne  antecede,  é  hice  entrega  de  la  comunicación  en  que  se  le  nom- 
bra Vocal  de  la  Junta,  citándole  en  forma  para  que  concurra  d  día  as- 
Halado.  Se  manif  esto  enterado,  y  firma  conmigo,  de  que  oertífioo. 

En  el  caso  de  no  encontrarse  en  la  casa  el  mismo 
interesado,  se  observarán  las  prescripciones  del  artícu- 
lo 268  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civU. 

(1)  Pudiera  darse  el  eaao  de  ignorarse  el  domicilio  de  un  mayor  oootribv- 
yente.  Bemota  es  la  probabilidad,  pero  debe  prererse.  El  ^ar  la  oédala  es 
el  sitio  público  de  oostnmbre,  insertarla  en  los  periódicos  oftoSalee,  y  luboer,  sft 
fin,  onanto  determina  el  art.  989  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cítíI,  seria  dilar 
tar  la  oonstitnoión  de  la  Junta  en  el  caso  de  ser  varios  los  llamados  4  ser  Yo- 
cales  sin  domicilio  conocido.  Debe,  si  esto  ocurre,  el  Jues  municipal  ó  el  Te- 
niente Alcalde  si  hace  sus  reces,  designar  á  los  contribuyentes  que  slgaa  en 
lista,  sin  perjuicio  de  poner  el  becho  en  conocimiento  de  su  superior  jerárqul- 
eo.  Parece  que  este  medio  se  opone  á  lo  que  determina  el  último  párrafo  del 
art.  U,  puesto  que  éste  expresa  que  los  incidentes  sobre  oonstitucíán  ds  las 
Juntas  no  ban  de  entorpecer  sus  funciones;  ¿pero  qué  autoridad  tandria  la 
Junta  municipal  si  á  eUa  concurriesen  solamente  dos  Vocales?  Debe  eocMÍda- 
rarse  que  la  multa  castiga  al  que  omite  el  cumplimiento  de  sus  deberes  mm 
asistiendo  á  las  Juntas;  pero  no  llena  el  Tado  que  dejan  loe  indifarentes  esa 
su  pasiyismo. 
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BxcnBa  de  un  oontríbuyents  designado  ooxno  Vocal. 

Siento  mucho  participar  á  Y,  8.  que  me  es  imposible  formar  parte 
de  ]a  Junta  municipal,  pueato  que  la  enfermedad  que  padezco  me  im 
pide  salir  de  mi  casa.  En  justificación  de  ello  acompaso  á  V.  S.  c®-- 
tiñcación  facultativa.  Dios  guarde  á  V.  3.  muchoB  afiOB,  etc. 

Sr-  Juez  municipal  de 

Promdmcia.-^nez  8r....— Deduciéndose  de  la  certificación  faculta- 
tiva autoridad  a  por  D que  D Be  halla  imposibilitado  de  formar 

parte  de  la  Junta  municipal.  Queda  deeiguado  en  au  lugar  el  Sr.  D á 

quien  por  cuota  y  edad  correapoude. 

Notifíquetse  en  forma  eate  proveído  á  Iob  interesado»  y  al  Sr,  Fia- 
caL  Lo  mandó  jr  rubrica  8.  S.,  de  que  ceitiñco. 

Búbriea  del  Juaa.  Firma  del  Secretario. 


Desestlmaolón  de  la  excusa. 

Auto. — En  la  villa  de...,,  á de de  188..h..j  en  el  e^ipediente  bo- 

bre  rectificación  de  laa  liatae  del  Jurado; 

Resultando  que  en  concepto  de  mayor  contribuyente  por  eubBÍ- 
dio ,  fué  designado  Vocal  de  la^Junta  municipal  D ^  el  cualj  notifi- 
cado en  forma,  se  excusó  del  desempe&o  de  dicho  cargo ^  fundándose 
en  imposibilidad  física  por  enfermedad  y  acompañando  certificación 
facultativa: 

Eeaultando  que  en  el  cerüñcado  del  Médico  de  cabecera  no  se  ex- 
presa la  imposibilidad  que  alega  D..„.  de  salir  de  su  caga,  tiendo  pú- 
blico y  notorio  que  concurro  á  varios  sitios  piiblicos: 

Considerando  que  la  excusa  utilizada  no  puede  prosperar^  y  en  este 
caao  implica  unn  resistencia  por  parte  de  D..»,.  á  cumplir  los  deberes 
^ue  la  ley  impone. 

Visto  e]  art.  14  de  la  ley  del  Jurado^  su  S.  S.,  por  Ante  mí,  dijo:  No 

ha  lugar  á  admitir  la  excusa  propuesta  por  D al  cual  se  le  impone 

Im  multa  de  50  peaetasj  procediéndoBe  á  su  exacdón  en  forma  legal. 
Lo  mandó  y  firma  S.  B.y  de  que  certifico. 

Para  la  exacción  de  la  multa  se  tendrán  presentes 
los  artíoulos  919  al  922^  1482  y  8Ígmente8  de  la  ley  de 


Digitized  by  VjOOQ IC 


4 


I 


S70  C03ÍXNTABI05  1  lA  LKY  DEL  JFRAJM» 

Enjuiciamiento  civil.  Esto  se  entiende  después  de  ser 
ñrme  el  auto  anterior;  pues  al  interesado  le  cabe  el  re- 
curso de  queja  ante  la  Sala  de  gobierno  de  la  Audien- 
cia respectiva,  la  cual,  admitido  el  recurso,  puede  pro- 
ceder conforme  determina  el  párrafo  último  del  artícu- 
lo 14  de  la  ley. 


Informe  del  Juez  municipal  sobre  un  recurso  de  qacja 
interpuesto  contra  su  decisión  desechando  una  < 


D y  Jaez  municipal  del  distrito  de ,  partido  de ,  en  campK- 

miento  de  cuanto  la  Sala  de  gobierno  se  sirvió  ordenarle,  tiene  el  ho- 
nor de  informar  lo  siguiente: 

Se  expresarán  las  razones  que  se  tuvieron  para  de- 
negar la  excusa,  acompañándose  testimonio  en  relación 
ó  literal  de  cuantos  particulares  se  creyesen  oportunos, 
y  se  concluirá  diciendo: 

Es  cuanto  en  obediencia  á  lo  ordenado  puedo  informar  á  la  Sala. 

Fecha  y  firma  del  Juez  monicipaL 

«  • 

Comunicación  dirifirida  al  Sr.  Presidente  de  la  AndianolA 
remitiendo  el  informe  anterior. 

Dmo.  Sr.:  Oumpliendo  las  órdenes  de  V.  I.  tengo  el  honor  de  n- 

mitirle  el  informe  relativo  al  recurso  entablado  por  D ,  contribiiTeii- 

te  por  subsidio...  en  este  distrito,  contra  el  acuerdo  dictado  en  anlo 
de....,  denegatorio  de  la  admisión  de  la  excusa  que  al^  para  no  des- 
empefiar  el  cargo  de  Vocal  de  la  Junta,  que  ha  de  proceder  álsredüi- 
«ación  de  las  üstas  del  Jurado.  Dios  guarde  á  Y.  I.  machos  alios. 
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JLota  de  la  oonstltuolón  de  la  Junta  y  primera  sesión 
de  la  misma. 

£n  la  villa  de á de....  de  188 ,  siendo  las de  la ,  contiu- 

rrieron  al  local  del  Juzgado  el  Sr.  Juez  municipal  D -,..,,  el  Sr.  Alcalde 

D ,  el  Sr.  Fiscal  D ,  los  Sres ,  contribuyentes  por  territorial,  y  el 

•que  lo  es  por  industrial  D 

El  Sr.  Juez,  actuando  como  Presidente,  declaró  cooatituída  la  Jtm- 
ta  y  ordenó  al  Secretario  que  suscribe,  leyese,  como  asf  tuvo  efecto, 
las  modificaciones  que  ha  experimentado  el  padrón  de  vecinos  de  eatu 
localidad,  en  cuanto  se  refiere  á  los  nombres  expresados  en  las  prime- 
ras listas  que  se  hallan  sobre  la  mesa.  Con  este  dato  y  con  los  samí- 
nistrados  por  los  libros  del  Registro  se  procedió  á  ta  roe  tiJiü  ación  de 
las  listas,  dándose,  por  unanimidad,  de  baja  en  ellas  á 

1.*    D por  defunción. 

2.*    D por  traslado  de  domicilio. 

3.ft    D..,..  por  hallarse  procesado. 

4.»    D por  haber  sido  declarado  en  quiebra. 

Procedióse  en  seguida  á  determinar  las  altas  en  la  BÍgniente  fonn»- 

1.»  D....,  que  posteriormente  á  las  últimas  listas  ha  cumplido  cuatro 
«ños  de  residencia  en  el  término  municipal. 

2.ft    D......  comerciante  quebrado  que  ha  obtenido  bu  rehabilitación. 

3.a    D ,  que  ha  cumpUdo  los  treinta  años  con  posterioridad  á  la» 

últimas  listas. 

Respecto  á,  las  altas  primera  y  tercera,  fué  unánime  el  acnerdo  de 
la  Junta;  pero  con  relación  á  la  segunda,  hizo  el  Vocal  D.....  la  oba^r- 
vación  de  no  justificarse  debidamente  la  rehabilitación  del  comercian- 
te D ,  el  cual,  por  otra  parte,  puede  solicitar  ser  inclnlílo  presientan- 

do  la  prueba  documental  necesaria.  Sometida  á  votación  la  íleclaración 
•de  alta  en  las  listas  á  favor  de  D fué  aprobada  por  mayoría,  hacien- 
do constar  su  voto  en  contra  el  Fiscal  municipal  D..».  y  el  Vocal 

D El  Sr.  Fiscal  apeló  de  la  resolución  de  la  Junta,  y  acordada  la 

rectificación  de  las  listas  con  las  altas  y  bajas  relacionadas^  quedaron 
.formadas,  para  ser  expuestas  al  público,  como  sigue: 
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USTA  DE  CABEZAS  DK  FAMILIA 


APELLIDOS   T   H0MBBX8 

FROFI8IÓM 

BDAD 

Aflos 

DOMICILIO 

Alvaro  de  Zafra  (D.  José.) 

Arríaza  Superviela  (D.  Juan  B.). . 
Céspedes  y  Meneses  (D.  Gonzalo.). 

Ck)meTciante. 

Ptopietarío. 

Papelista. 

45 
60 
38 

Cantananas^ 

núm.  6. 
Dos  de  Mayo^ 
!  núm.  4. 
San  Marcos^ 

núm.  2. 

LISTA  DE  CAPACIDADES 

Azcona  y  Lersnndi  (D.  Cosme.),  .i  Abogado. 


52 


I  Biblioteca^ 
núm.  8. 


La  Junta  acordó,  con  arreglo  á  lo  que  determina  el  art....  de  la  ley 
del  Jurado,  que  las  listas  sean  fijadas  en  sitio  visible  á  las  puertas  del 
local  de  este  Juzgado  durante  el  término  de  quince  días,  uniéndose  á 
las  mismas  un  edicto  haciendo  saber  á  los  vecinos  el  derecho  que  les 
asiste  para  solicitar  su  exclusión  ó  inclusión  y  la  forma  y  tiempo  de 
utilizarlo  (1). 

Y  no  habiendo  más  asuntos  de  qué  tratar,  el  Sr.  Juez  dio  por  ter> 
minada  la  Junta,  dándose  lectura  á  la  presente  acta  que  firman  con> 
migo  los  concurrentes,  de  lo  cual  yo  el  SecretHrio  certifico. 

Firmas  de  los  concurrentes. 


Edicto  que  ha  de  ser  QJado  con  las  listas. 

D..Í..,  Juez  municipal  del  distrito  de ,  partido  judicial  de , 

Hago  saber:  Que  conforme  á  lo  que  preceptúa  la  ley  del  Jurado,. 


(1)  No  impone  la  ley  el  orden  alfabético,  ni  en  la  formación  de  lae  pri- 
meras listas,  ni  en  las  que  posteriormente  resalten  por  la  rectifioación.  Es, 
pues,  libre  la  Jnnta  para  acordar  sobre  este  detalle,  atendiéndose  á  la  ma- 
cha ó  corta  extensión  del  término  municipal.  En  las  capitales  de  proTinoia 
de  alguna  importancia,  las  listas  debieran  ordenarse  por  barrios  7  dividirse 
éfitos  en  calles,  presidiendo  este  criterio  á  la  clasificación  de  los  vernos  qo» 
con  este  método  encontrarían  flMiilmente  sos  nombres. 
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constituída  la  Junta  mnnicipal;  he  procedido  á  la  rectificación  de  laa 
listas  de  yednofl  que  como  cabezas  de  familia  ó  capacidades  son  lla- 
mados á  desempeñar  las  funciones  que  aquélla  les  atribuye.  Dichas 
listas  permanecerán  en  este  sitio  hasta  el  16  del  actual,  y  dentro  de 
este  plazo  pueden  ya  verbalmente,  ya  por  escrito,  solicitar  su  inclu- 
sión ó  exclusión  los  vecinos  ó  capacidades  que  se  crean  injustamente- 
omitidos  ó  enumerados,  expresando  los  motivos  en  que  se  funden,  y 
presentando  sus  pruebas,  pudiendo  exigir  un  recibo  de  haber  entabla- 
do la  reclamación  que  será  resuelta  y  oportunamente  notificada  á  cada 
interesado  para  que  de  la  misma  pueda  alzarse  ante  la  Sala  de  gobier- 
no de  la  Audiencia  de A  fin  de  que  llegue  á  conocimiento  de  todos^ 

se  publica  este  edicto  en á.....  de de  188 

Sello  del  Juzgado. 

Firma  del  Juez. 

Ante  mí, 
£1  Secretario. 

En  el  expediente  se  hará  constar  la  fijación  del  edicto  y  de  las  lis- 
tas en  la  siguiente  forma: 

Diligencia  de  publicación  de  listaa.—D ,  Secretario  del  Juzgado 

municipal  de ,  certifico:  Que  en  observancia  de  cuanto  preceptúa  la 

ley  del  Jurado  han  sido  con  la  presente  fecha,  y  por  acuerdo  de  la 
Junta  municipal  después  de  visadas  por  el  Sr.  Juez  y  autorizadas  con 
el  sello  de  este  Juzgado,  fijadas  al  público  las  listas  de  cabezas  de  fami- 
lia y  capacidades  que  determina  el  art.  14  acompañadas  del  edicto  re- 
dactado asi (se  copia^l  edicto);  y  para  que  obren  en  este  expedien- 
te los  oportunos  efectos,  lo  acredito  por  esta  diligencia  que  firmo  en.... 

á de 188 

Firma  del  Secretario. 

Providencia.—Juez  Sr —Diríjanse  atentas  comunicaciones  al  Hus- 

trísimo  Sr.  Presidente  de  la  Audiencia  y  Sr.  Juez  de  instrucción  par- 
ticipándoles la  rectificación  y  colocación  de  la  listas. 

Firma  del  Juez.  Firma  del  Secretario. 

(8e  notificará  al  Fiscal.) 

Düiffencia,—lA  pongo  yo  el  Secretario  de  haber  remitido  las  comu- 
nicaciones acordadas  de  que  certifico,  así  como  de  unir  sus  minutas  á. 
continuación. 
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Mtixuta  de  la  oomunioaoiózi  dirigida  al  nmo,  8r.  Prealdeiita 
de  la  Audiencia. 

limo.  Sr.:  Tengo  el  honor  de  comunicar  á  V.  I.  qne  hoy  IP  de  Fe- 
brero han  sido  colocadas  en  la  parte  exterior  del  local  de  este  Josga- 
do  Las  listas  ya  rectificadas  de  vecinos  de  este  término  municipal 
que,  en  concepto  de  cabezas  de  familia  ó  en  el  de  capacidades,  tienen 
aptitad  para  ser  jurados.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afios. 

La  comunioación  que  se  dirija  al  Juez  instructor  aera 
en  iguales  términos. 

Reclamación  nwn.  i.<»— En  la  villa  de á de de  188 — ,  ante 

el  Br.  Juez  municipal  D ,  que  se  hallaba  celebrando  audiencia  pá- 

blica,  compareció  el  que  dijo  ser  y  llamarse  D ,  Ck>ronel  retirado,  ha- 
bitante en  la  calle  de ,  núm ,  piso ,  exhibiendo  su  cédula  peno- 
nal  de clase,  expedida  con  el  núm.....  en de del  ejercicio  eoond- 

niico  actual,  manifestando:  Que  siendo  mayor  de  sesenta  años,  como  lo 
acredita  su  partida  de  bautismo  que  presenta,  desea  se  le  exdoyt  de 
lad  listas  del  Jurado.  El  8r.  Juez  acordó  se  expidiese  recibo  de  la  re- 
«laniación  al  compareciente  el  cual  firma  con  S.  S.,  de  que  certifico  (1). 

EÜedia  firma  del  Juez.  Firma  del  Secretario. 

Firma  del  compareciente. 

« 

Bntrefira  del  recibo. 
Seguidamente  yo  el  Secretario  expedí  y  entregué  resguardo  de  la 

reclamación  anterior  al  8r.  D ,  el  cual  firma  esta  diligencia  en  justi- 

fic&ción  de  lo  que  en  ella  se  expresa. 

Firma  del  reclamante.  Firma  del  interesada 


i\)  La  ley  no  ha  determinado  si  los  expedientes  sobre  reolamaei6n  ham. 
de  Mr  tramitados  en  piesa  separada  del  expediente  del  Jurado,  6  ham  de 
unirse  al  mismo  por  orden  cronológico  las  aotnaeiones  que  los  reoono*  oci 
ginen.  Como  ^los  aonerdos  qne  resuelven  éstas,  se  expresan  «n  al  aeta  de 
la  Junta,  la  cual  es  parte  integrante  y  muy  principal  del  expediente,  no  se 
hüce  mayor  claridad  con  formar  ramos  separados,  cuya  oábesa  había  de  ser 
un  testimonio  literal  de  la  parte  del  acta  relativa  á  cada  uno  de  loe  reala- 
líinntes.  Parece  menos  dado  á  confusión  y  multiplicidad  de  diligenoiade» 
Inútil  y  trabajoso,  que  todo  se  actúe  en  una  sola  piesa,  y  en  oaeo  de  epeia- 
«íqh  se  extraiga  el  testimonio  que  se  renúta  á  la  Audienoia.  Hete  es  el  i 
^o  que  hemos  de  seguir  en  los  formularios. 
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Beoibo  de  una  reolamaoión. 


D ha  formalado  con  esta  fecha,  ante  el  8r.  Jaez  muakipal  á& 

-este  diatñto,  nna  reclamación  sobre  exclusión  de  las  listas  del  Jurado^ 
fundada  en  ser  mayor  de  sesenta  afios,  y  ha  presentado  y  conata  en 
autos  su  partida  de  bautismo. 

Y  en  prueba  de  ello,  firmo  el  presente  resguardo  en á,.„.  de««. 

de  188..... 

Firma  del  Socn3tarít>. 


0 


Reolamaoión  heoha  por  escrito  en  papel  oomán. 

Figurando  en  la  lista  de  jurados  de  este  distrito  y  en  la  calle,.. ., 

núm......  cuarto ,  con  la  profesión  de  empleado,  siendo  así  que  depen^ 

do  de  mi  oficio  de  tipógrafo  y  cargo  de  corrector  en  la  imprenta  de 
D.  Fausto  Oliva,  he  de  merecer  de  V.  8.  tenga  á  bien  excluirme  de  la 
citada  lista  por  necesitar  de  mi  trabajo  diario  para  ganar  un  jornal 
€on  que  atender  á  mi  subsistencia  y  á  la  de  mi  familia.  Dios  guanfe 
á  V.  8.  muchos  afios.— (Fecha). 

Ramón  Olea* 

Diligencia.— Yo  el  Secretario  hago  constar  por  la  presente,  que  en 
este  momento,  que  son  las  ocho  y  cuarto  de  la  mafiana  dol  día  de  )a 
fecha,  es  presentada  esta  reclamación  por  el  mismo  interesado  D.  Ra- 
món Olea,  al  cual  doy  el  oportuno  resguardo  y  conmigo  firma  an  r^- 
bo.— (Fecha). 

Firma  del  interesado.  Firma  del  Secretado. 

« 

Dillfirenola  de  olerre  del  período  de  reolamaoiones. 

Diligencia, — La  pongo  yo  de  que  hasta  este  momento  en  que  son 

las y minutos  de  la  tarde,  hora  de  la  puesta  del  sol^  no  se  han 

presentado  otras  reclamaciones  que  las  dos  de  exclusión  que  antace- 
den:  una  formulada  verbalmente  por  D.  Marcial  Guerrero,  y  otxa  por 
^escrito  por  D.  Ramón  Olea,  y  de  ello  doy  cuenta  al  Sr.  Jue£  con  el  ex- 
pediente de  su  razón. 

16  de  Febrero  de  188 Firma  del  Secretado. 
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Firovideneia^—JueE  8r —En  yirtad  de  lo  que  resolta  de  la  di]igeD> 

cía  anterior,  se  declara  cerrado  el  periodo  de  redamacioiieSy  y  para  re- 
solver acerca  de  las  únicas  qne  se  han  formulado  oonvóqaese  á  la  Jan- 
ta  monicipal  para  el  día  19  del  corriente  á  las  dos  de  sa  tarde,  dtán- 

i  dose  á  los  Sres.  Alcalde,  fiscal  monicipal  y  mayores  contriboyentea 

l 

;  Media  firma  del  Joez.                                Firma  del  Secretario. 

't- 

\  -' 

^^  OUaeión  á  Junta,— En  diecisiete  de  Febrero  de  188 ,  yo  el  6e> 

k^  cretario  me  oonstítoi  en  la  calle ,  núm....,  piso ,  habitación  de  D — 

f  (Fiacaly  Alcalde  ó  Vocal)y  y  teniéndole  á  mi  presencia  le  di  lectora  y 

copia  integra  de  la  providencia  anterior,  previniéndole  qoe  compsre> 

^  cicra  en  ^  dia  y  hora  que  se  sefialan.  8e  dio  por  enterado  y  citado,  y 

V  firma  conmigo,  de  que  certifico. 

Firma  del  notificado.  Firma  del  Secretario. 

« 

[^  Junta  municipal  i>ara  aoordar  sobre  las  reolaTnaoioniw. 

\^ 

Acta,—Ea  la  villa  de ,  á  19  de  Febrero  de  188....,  reunidos  en 

Junta  municipal  bajo  la  presidencia  del  6r.  Jues  D. ,  los  Síes.  D...... 

Alcalde;  D ,  Fiscal  municipal,  y  D.....  y  D ,  Vocales,  como  mayores  * 

contribuyentes,  por  mi  el  Secretario  se  dio  cuenta  de  las  redamado- 
nes  de  D.  Marcial  Guerrero  y  D.  Fausto  Oliva,  leyendo  integras  la 
comparecencia  del  primero  y  la  comunicación  del  segundo. 

La  Junta  examinó  separadamente  cada  una  de  las  reclamaciones 
en  la  siguiente  forma: 

Beclawuieián  núm.  i.— Examinada  la  partida  de  bautismo  que  {se- 
senta D.  Marcial  Guerrero,  el  cual  por  ella  acredita  ser  mayor  de  se- 
senta afios,  acordóse  por  unanimidad  su  exdosión  de  las  listas,  con 
arreglo  al  núm.  l.o  del  art.  18  de  la  ley  del  Jurado. 

Bedamacián  núm.  ;?.—Estadiada  la  qoe  formóla  D.  Bamón  dea,  la 
Jonta  apredó  también  por  unanimidad  qoe  no  se  basa  en  jostífica- 
don  de  ninguna  dase,  constando  además  por  informes  privados  que  tí 
recurrente  no  cobra  un  jornal  diario  por  so  trabajo  en  la  imprenta  de 
D.  Fausto  Oliva,  sino  qoe  perdbe  on  soeldo  anoal  de  2.000  pesetas; 
todo  lo  coal  determina  la  improcedencia  de  la  exclusión  que  se  solid- 
ta,  y,  pcfr  tanto,  so  denegadón. 

En  este  acto  d  8r.  Fiscal  monidpal  hizo  constar  qoe  en  la  Jonta 
anterior  habia  apdado  de  la  rescrfndón  de  la  Jonta  reqpecto  á  la  in- 
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"diuióii  en  lista  del  comerciante  quebrado  D ,  7  manifestó  que  insis- 
te en  la  apelación  y  pide  que  ésta  le  sea  admitida. 

£1  8r.  Jnez  se  reservó  proveer  sobre  esta  pretensión,  y  no  habien- 
do otros  asuntos  de  qué  tratar,  y  después  de  acordar  se  hiciese  en  las 
listas  las  dos  exclusiones  referidas,  si  se  hiciesen  firmes,  se  levantó 
la  sesión,  leyendo  yo  el  Secretario  el  acta  de  ella,  que  firman  los  con- 
currentes, de  que  certifico. 

Firmas. 

Providencia» — Notifíquese  á  D.  Marcial  Guerrero  y  D.  Ramón  Olea 
las  resoluciones  de  la  Junta  en  la  parte  que  les  son  respectivas,  y  lie- 
^^o  que  sea,  se  acordará  sobre  lo  pedido  por  el  Sr.  Fiscal. 

Not\ficacián,—En  veinte  de  Febrero,  y  en  el  domicilio  de  D.  Mar- 
-cial  Guerrero,  teniéndole  á  mi  presencia  le  di  lectura  y  copia  integra 
del  acuerdo  de  la  Junta  en  lo  que  al  mismo  se  refiere,  y  se  manifes- 
tó conforme  con  lo  resuelto,  quedando  enterado,  y  firmando  conmigo, 
'de  que  certifico. 

Marcial  Guerrero.  Firma  del  Secretario. 

Si  el  interesado  no  se  hallare  en  su  domicilio  se  le 
notificará  por  cédula,  con  arreglo  á  los  artículos  266  al 
268  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Apelación  de  una  resolución  de  la  Junta. 

Comparecencia  apelando,— En  la  villa  de y  en  el  día  veinte  de 

Febrero  á  las  diez  de  su  mañana,  ante  el  Sr.  Juez  D ,  que  se  hallaba 

celebrando  audiencia  pública,  compareció  D.  Ramón  Olea,  de  treinta 

y  seis  años,  tipógrafo,  habitante  en  la  calle  de ,  núm ,  piso 

provisto  de  cédula  personal  de clase,  expedida  con  el  núm....  en  el 

corriente  año  económico,  y  manifestó:  Que  causándole  perjuicio  la  re- 
solución de  la  Junta,  y  estimándola  injusta,  apelaba  de  la  misma  ante 
la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia.  Así  lo  expresó,  y  firma  con  S.  S.^ 
de  que  certifico. 

Media  firma  del  Juez.  Ante  mí, 

Firma  del  apelante.         Firma  del  Secretario. 
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Jhrovidencia.— Juez  Sr —En á de de  188 

8e  admite  en  ambos  efectos  la  apelación  que  interponen  los  sefio- 
res  Fiscal  municipal  y  D.  Ramón  Olea  contra  los  acuerdos  de  la  Jun- 
ta relativos  á  la  inclusión  del  comerciante  D y  á  la  de  dicho  sefior 

(Mea  en  las  listas  del  Jurado;  remítanse  con  respetuosa  annunicadóD 
los  antecedentes  necesarios  al  limo.  Sr.  Presidente  de  la  Audienda,  y 
hágase  saber  á  los  apelantes  que  comparezcan  dentro  del  plaao  de 
cinco  días  ante  la  Sala  de  gobierno  de  la  misma,  emplazándoles  en 
forma  legaL 

Media  firma  del  Juez.  Firma  del  Secretario. 

Los  emplazamientos  personales  son  análogos  á  las 
notificaciones,  y  para  los  que  se  hagan  por  cédala  ha 
de  tenerse  presente  la  prescripción  del  art.  274  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil. 


Ck>inunioación  del  Fiscal  municipal  al  Fiscal  de  la  Audien- 
oía,  noticiándole  el  recurso  de  apelación  interpuesto. 

limo.  Sr.:  La  Junta  encargada  en  este  distrito  munidpai  de  la  rec- 
tificación de  las  listas  para  el  Jurado,  acordó  la  inclusión  en  las  mis 

mas  de  D ,  comerciante  quebrado,  á  quien  se  dio  de  alta  8np(miándo- 

le  rehabilitado,  pero  sin  fundar  esta  cualidad  en  justificación  algona. 

Admitido  el  recurso  de  apelación  que  interpuse,  he  sido  emplui- 
do  en  el  día  de  hoy,  lo  que  tengo  el  honor  de  comunicar  á  V.  L,  cuya 
vida  guarde  Dios  muchos  años.  Fecha  y  firma  del  Fiscal  mnnicipaL 

limo.  Sr.  Fiscal  de  la  Audiencia  de 

Cada  uno  de  los  expedientes  sobre  inclufdón  ó  ex- 
clusión que  se  remitan  á  la  Audiencia  para  que  ante 
ella  se  sustancie  la  apelación  entablada,  ee  remitirá 
con  una  comunicación  dirigida  al  Sr.  Presidente,  ha- 
ciendo constar  en  ella  la  fecha  del  emplazamiento. 

Becibidos  que  sean  en  el  Juzgado  dichos  expedien- 
tes ya  resueltos  por  la  Audiencia,  se  convocará  la  Jun- 
ta municipal. 
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Acta  de  la  Junta  de  rectifloación  definitiva  de  las  listas. 

En  la  villa  de á  las de  la del  mes  de  .....  de  mil  ochocbn- 

tos......  reunidos  en  la  Sala  Audiencia  del  Juzgado  u^unieipal  ht^jo  Ja 

presidencia  del  Juez  Sr.  D ,  los  Sres.  Fiscal  D Aloakte  é  Tenioa- 

te  Alcalde,  D y  los  Vocales  Sres ,  yo  el  Secrt^tarío  Uí  lectura  de 

las  resoluciones  dictadas  por  la  Audiencia  en  los  re  (áureos  de  apelación 
que  interpusieron  el  Sr.  Fiscal  municipal  y  D.  Ramón  Olea. 

Acordado  por  la  Junta  municipal  que  se  guardfise  y  cutiipliese  to 
ordenado  por  la  Superioridad,  se  excluyó  de  las  líalas  á  D.....  y  se  de* 
claró  incluido  en  las  mismas  á  D.  Ramón  Olea,  quedando  defíniti  va- 
mente  ultimadas  las  listas,  cuyos  originales  se  conservarán  en  el  ar* 
chivo  de  este  Juzgado,  remitiéndose  copia  certiñcada  da  las  mismas 
al  Sr.  Juez  de  instrucción,  á  quien  se  suplicará  el  aenec  de  recibo  que 
ha  de  unirse  al  expediente.  Dio  la  Junta  por  terminadas  loa  trabajos 
que  por  la  ley  la  fueron  encomendados,  y  se  levantó  la  sesión.  (Firma 
de  los  concurrentes.) 

*  * 

Oabesa  de  la  copia  que  ha  de  remitiree  al  Juzgado 
de  instrucción. 

D ,  Secretario  del  Juzgado  municipal  de ,  oertiñcoi  Que  en  el 

expediente  sobre  rectificación  de  listas  de  vecinos,  que  como  cabe?:Aa 
de  familia  ó  capacidades  tienen  aptitud  para  servir  el  cargo  de  jara- 
dos,  han  resultado  con  ella,  segiin  acuerdo  de  la  Jnnta  municipal  de 
tal  fecha,  los  individuos  siguientes: 


! 

1 


a 
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LISTA  DE  CABEZAS  DE  FAMILIA 


ÍPSLLID08  T  HOMBRES 

PBOFS8IÓM 

t 

OFICIO 

BD  AD 
AñM. 

DOMICIUO 

LISTA  DE  CAPACIDADES 


Y  conforme  á  lo  preceptuado  en  el  art.  29  de  la  ley  del  Jurado»  j 
á  lo  resuelto  por  la  Junta  municipal,  extiendo  la  presente  con  el  Visto 
Bueno  del  Sr.  Juez  en á de.....  de  18 


V.o  B.o 
£1  Juez  municipal  (8). 


El  Secretario. 


(8)  En  el  caso  de  aparecer  posteriormeiLte  k  la  formación  de  las  liita*  al- 
^^ona  circimstancia  que  inutilice  k  uno  de  los  comprendidos  en  ellas  par»  ser- 
vir el  cargo  de  jurado,  debe  traerse  al  expediente  cuanto  k  dicha  inatflidad, 
incapacidad  ó  incompatibilidad  afecte,  y  lograda  la  justificación,  ponorla  mí 
conocimiento  de  la  Audiencia,  no  necesitando  el  Jues  municipal  aseaoaai— 
de  la  Junta,  pero  debiendo  dar  intervención  al  Fiscal  municipal  en  virtad 
de  lo  expresado  en  la  nota  segunda. 
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JUZGADO  DE  INSTRUCCIÓN 


Jizpediente  sobre  rectifloaoión  de  las  sesrundas  listas 
por  la  Junta  de  distrito. 

Providencia.— Juez  Sr —De  las  listas  de  cabezas  de  familia  y  e^- 

pacidades  que  hoy  se  han  recibido  procedentes  del  Juzgado  muni^^i 
pal,  acúsese  recibo  y  diríjanse  atentas  comunicaciones  al  Sr.  Delegado 
de  Hacienda,  pidiéndole  relación  de  los  doce  mayores  contribuyentes 
por  territorial  y  seis  por  industrial  residentes  en  este  distrito,  al  señor 
Alcalde  para  que  maniñeste  el  nombre  y  domicilio  del  Profesor  de 

Instrucción  primaria  más  antiguo  y  al ,  rogándole  que  conteste  cnál 

«s  el  Sr.  Cura  Párroco  que  lleve  más  tiempo  de  ejercicio  de  su  Minis- 
terio dentro  de  esta  demarcación  jurisdiccional,  y  unidas  que  sean  las 
Tespectivas  contestaciones,  se  acordará  (1): 

Pondrá  el  Secretario  diligencia  de  remisión  de  Im 
<íOinunioaciones  uniendo  los  borradores  de  las  mismas^ 
cuidando  de  dar  cuenta  al  Juez,  si  se  demorasen  las 
<5ontestaciones,  para  dirigir  los  recuerdos. 

Pnmdencia.—FoT  recibidas  las  comunicaciones  de  los  Sres.  Dele- 
gado de  Hacienda,  Alcalde  Constitucional  y ,  se  señala  el  día á 

las de  su en  el  local  de  este  Juzgado,  para  que  queden  elegido» 

por  sorteo  los  contribuyentes  que  han  de  ser  Vocales  de  la  Junta  da 
distrito;  anuncíese  este  acto  en  el  Boletín  de  la  provincia,  remitiéndo- 
se oportunamente  el  edicto  al  Sr.  Gobernador  para  que  la  inserción 
tenga  lugar  con  tres  días  de  antelación.  (Fecha  y  firmas.) 


(1)  Padieran  evitarse  entorpecimientos  y  dilaciones,  expresando  el  Jut^i 
municipal  al  de  instmcción,  al  remitirle  la  copia  certiñoada  de  las  listas,  los 
nombres  de  los  contribuyentes  que  hubiesen  sido  Vocales  de  la  Junta,  puesto 
que  les  favorece  su  exención  del  sorteo,  según  el  art.  6t.  Lograríase  con  ¿ni» 
alguna  igualdad  entre  los  llamados  al  desempeño  de  los  cargos  obligatorio^!» 
que  nacen  de  los  preceptos  de  la  ley  del  Jurado,  puesto  que  conocidos  por  ni 
8r.  Juex  de  instrucción  los  nombres  de  los  que  habían  de  ser  excluidos,  antf)» 
de  pedir  la  relación  de  los  contribuyentes  k  la  Delegación  de  Haciendsi  prt- 
diera  venir  ésta  con  dieciocho  nombres  útiles  todos  para  entrar  en  el  sorleo. 
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Bdioto  que  ha  de  remitirse  al  Gobernador 
para  su  Inaerclón  en  el  Boletín. 

T> ,  Ja6£  de  instnicción  del  distrito  de..... 

Hago  saber:  Qae  el  día.....  de.....  del  corriente  afio,  á  las.....  de  i 
j  en  el  local  de  este  Juzgado,  tendrá  lagar  el  acto  público  de  elegir 
por  sorteo  cnatro  contríbayentes  por  territorial'y  dos  por  indastrifll^ 
qae  han  de  ser  Vocales  de  la  Janta  del  distrito  encargada  de  la  recti- 
ficación de  las  segundas  listas  del  Jurado.  La  designación  por  soeite 
se  hará  entre  los  dieciocho  contribuyentes  comprendidos  en  la  relA- 
eión  autorizada  por  el  Sr.  Delegado  de  Hacienda.  Y  para  que  D^iiieá 
cronocimiento  de  todos  y  puedan  aquellos  á  quienes  interese  asistír  al 
acto,  se  publica  el  presente,  que  firman  en á. de  188 

Firma  del  Juez.  Firma  del  Secretario. 

Düigencia.'-lja,  pongo  yo  el  Secretario  de  haber  remitido  ^  edicto 
ordenado  en  la  providencia  anterior  al  Sr.  Gobernador  de  la  provincia, 
acompañada  con  la  comunicación,  cuyo  borrador  queda  unido  á  < 
actuaciones  (1). 


Acta  del  sorteo  para  la  deeifirnaoión  de  Vocales. 

£n  la  villa  de ,  siendo  las de  la....  deL....  de.....  de  188......  y 

liallándose  en  el  local  de  este  Juzgado  el  Sr.  Juez  D ,  asistido  de  mf 

el  Secretario,  ordenó  al  alguacil  diese  la  voz  de  audiencia  pibtíea  y 
anunciase  que  iba  á  comenzar  el  sorteo  para  la  designación  de  Voca- 
l^a  de  la  Junta  del  distrito.  Dada  lectura  de  la  lista  de  los  doce  maya- 
ra contribuyentes  por  subsidio  territorial  y  seis  por  industrial,  que 
ha  sido  remitida  por  la  Delegación  de  Hacienda,  S.  S.  dispuso  que  cada 
uno  de  los  nombres  de  los  doce  contribuyentes  por  territorial  escrílñe' 
se  en  una  papeleta,  siendo  introducidas  todas  dobladas  con  igaaldid 
en  una  urna  que  se  hallaba  sobre  la  mesa.  En  seguida  S.  S.  extrajo 
cuatro  de  las  expresadas  papeletas,  leyendo  los  nombres  en  ellas  con- 
tenidos,  resultando  designados  los  Sres Practicada  análoga  opeca- 


(t)  El  cjexnplaur  del  BoleHn  de  la  provincia  que  remita  el  Gofcemadar. 
4lebe  oxiirse  k  las  actuaciones,  pnee  sin  tenerle,  es  imposible  conooer  ñ  ae  lia 
observado  el  precepto  terminante  de  la  ley,  que  exige  transcurran  tres  día» 
desde  la  convocatoria  al  acto  del  sorteo,  hasta  la  realización  de  éste. 
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ción  con  los  nombres  de  los  contribuyentes  por  industrial,  la  suerte 

designó  á  los  Sres El  Sr.  Juez,  con  arreglo  al  art.  31  de  la  ley  deí 

Jurado,  declaró  quedar  nombrados  Vocales  de  la  Juntft  de  distrito  á 
los  citados  señores,  ordenando  que  se  les  haga  saber  en  forma  el  nonL 
bramiento.  Gomo  á  pesar  de  las  prevenciones  hechas  por  H.  S.  &X  pú- 
blico nadie  formulase  reclamación  alguna,  se  dio  por  t<?rmínado  el 
acto,  y  firma  conmigo  el  Sr.  Juez,  de  todo  lo  cual,  yo  el  Secretario,  cer- 
tifico (1). 

Providencia,'-'Be  sefiala  para  el  acto  de  la  rectificación  de  las  se- 
gundas listas  del  Jurado  el  día de á  las de  sa....  en  el  local 

de  este  Juzgado,  expidiéndose  las  oportunas  citaciones  á  loe  Sres.  Gu- 
ra párroco,  D ;  Profesor  de  Instrucción  primaria,  D...,.,  y  á  loe  seño- 
res D....  (los  nombres  de  los  Vocales.  (Fecha  y  firmas  de  los  Sres.  Juez 
y  Secretario.) 


Aota  de  la  sesión  para  la  reotifloaclón 
de  las  segrundas  listas. 

En  la  villa  de ,  á de de  188 ,  bajo  la  presidencia  del  se. 

flor  Juez  de  instrucción  D y  en  el  local  de  este  Juzgado  ae  consti- 
tuyó la  Junta  de  distrito,  concurriendo  los  Sres.  D ,  dejando  de  ha- 
cerlo el  Sr.  Gura  párroco,  que  alegó  por  escrito  no  tener  ningún  Sacar- 
dote  que  le  sustituyese  en  la  administración  de  Sacramentoa^  y  el  Vo- 
cal D ,  que  no  expresó  motivo  alguno.  El  Sr.  Juez  tuvo  por  oxeuaado 

al  primero  con  arreglo  á  lo  prescrito  al  final  del  párrafo  Be^mdo  del 

art.  31  de  la  ley,  y  declaró  incurso  á  D en  la  multa  de  60  pesetas, 

ordenando  que  ásu  vez  se  proceda  por  la  vía  de  apremio. 

Leídas  que  fueron  por  mí  el  Secretario  las  listas  re c tíñelas  por  la 
Junta  municipal,  enteróse  la  de  distrito  de  las  altas  y  bajas  que  ree al- 
tan. Gomo  las  bajas  afectan  á  las  listas  de  jurados  que  ae  remitieron  á 
la  Audiencia,  se  acordó  por  unanimidad  llenar  los  huecos  que  reanltiin 
con  los  cabezas  de  familia  y  capacidades  más  idóneos  para  el  cargo. 
Practicado  el  examen  con  toda  escrupulosidad,  dio  el  restiltado  si- 
guiente: 

(1)  A  la  oonstitución  de  la  Junta  de  distrito,  so  llega  en  virtud  úo  proce- 
dimientos anUogos  á  los  que  son  preliminares  de  la  Junta  muntcipalt  y  pue- 
den snrgir  iguales  inoidentes.  Unos  y  otros  han  de  snstanoinrüe  y  reí^ulver^» 
de  igual  forma,  según  el  art.  81  de  la  ley  del  Jurado,  que  detcnsJna  ItC  aí'liía' 
eión  del  li.  Los  formularios  que  sirven  para  la  rectificación  da  Iah  primurn* 
listas,  son  utilisables  por  el  Juzgado  munidlpal  y  aproYech&ti  íg^iLlmeD  ttí  al 
Juzgado  de  instrucción. 
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BAJAS    QUE    RESULTAN  (1) 

CABEZAS  DB  FAKILLA 


APELLIDOS  T  HOMBRES 

PR0FB8IÓH 

Ú 

OFICIO 

EDAD 

Añoa. 

DOiaCTTJO 

OBSERVAaOnS 

Baja  por 

CAPACIDADES 


Baja  por . 


(1)  Al  publio&rae  eata  obra  se  halla  en  ejercicio  el  Jarado  bajo  la  baM  de 
las  listas  generales.  Han  de  ocnrrir  en  adelante  únicamente  las  reotifieacio- 
nes  como  oonseonenoia  en  la  mayoría  de  los  casos  de  las  vicisitades  del  pa- 
drón de  vecinos.  Kada  dioe  la  ley  sobre  la  forma  de  hacerse  por  la  Junta  de 
distrito  la  rectificación  de  las  listas;  pero  es  lo  más  lógico  snponer  que  las 
bisjas  han  de  irse  cubriendo  por  la  elección  anual  entre  los  vecinos  mAs  idó- 
neos para  el  cargo,  llenando  loa  que  merezcan  tan  honroso  oalificatÍTo,  los 
huecos  que  en  la  relación  de  los  jurados  dejen  los  acuerdos  firmes  sobre  biú^ 
resueltas  por  la  Junta  municipal.  Como  ya  están  en  toda  Espafia  practicadas, 
por  lo  menos,  las  operaciones  preliminares  al  funcionamiento  del  Jurado,  te 
excusan  estos  formularios  de  hablar  sobre  la  manera  de  tener  aplicadóa 
práctica  los  artículos  88  y  siguientes,  deduciéndose  en  buena  lógica,  que  las 
rectificaciones  hechas  anualmente  por  las  Juntas  municipal  y  de  distrito,  ten- 
drán el  alcance  de  modificar  la  lista  de  los  jurados  que  han  de  servir  de  baae 
á  la  Audiencia. 

Junta  Jfuaicipaí.— Remitidas  que  sean  las  listas  rectificadas  á  la  Audiencia, 
á  ésta  solamente  la  incumbe  hacer  las  oportxmas  enmiendas ,  sin  que  estos 
formularios  deban  extenderse  al  llegar  á  este  punto  en  detallos  que  resultan 
inneoesarios. 
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En  sattit^dón  de  eetas  bajas  fueron  designados  para  el  cargo  de 

]  orados  los  veciDOB  siguientes: 


C-ABEZAB  tiE  FAMILIA 


APELLIDOS    V    líOltBBBfl 

pnorBstós 

ú 

OFICIO 

SBADi 

A¿OB. 

DOMICIIJO 

0 

CAPACIDADES 


Üon  coyas  modiflcacíones  quedaron  después  de  recÜñcadaB  las  lis* 
tas  en  esta  forma» 

(Copia  de  las  dos  listas.) 

Y  no  habiendo  más  asuntos  de  que  tmtar  se  levantó  la  sesíóiij  ñr 
mando  el  acta  todos  los  concurrentes^  de  que  certifleo, 

ÍVowáffneííi.— Con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  art,  S2  de  la  ley  del 

Jnrado,  lemítanse  acompañadas  en  respetuosa  comunicación  al  Hus- 
trfsimo  Bt.  Presidente  de  la  Audiencia  las  listas  rec tincadas  por  la 
Junta  municipal  y  copia  certificada  de  las  que  en  sn  vista  ha  formo 
lado  la  Junta  de  distrito. 

(Fecha  y  ñrmas.) 
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EL  JURADO  EN  FUNCIONES 


Auto  deolarando  un  prooeso  de  la  oompetenoia 
del  Jurado. 

Sres —Resaltando  qne  el  Ministerio  fiscal  caliñca  en  sn  escrito 

de  conclusiones  los  hechos  qne  se  persignen  en  esta  cansa  como  cons- 
titutivos del  delito  de  robo: 

Considerando  que  dicho  delito  es  de  los  atribuidos  al  conodmien- 
to  del  Tribunal  del  Jurado  por  el  art  4.o  de  la  ley,  y  en  este  caso  debe 
precederse  como  determina  el  art.  41. 

Se  tiene  por  hecha  la  caliñcación  del  delito,  y  se  declara  que  este 
proceso  es  de  la  competencia  del  Tribunal  del  Jurado,  al  cual  se  re- 
mitirán los  autos  y  piezas  de  convicción  oportunamente. 

Lo  acordaron  los  señores  del  margen,  y  firman,  de  lo  que  yo  el  Se- 
cretario doy  fe.  (Fecha.) 

Firmas  de  los  Magistrados.  Firma  del  Secretario. 

Si  la  defensa  del  prooesado  no- estimase  la  causa  de 
la  competencia  del  Jurado,  lo  alegará  en  un  otrosí  del 
escrito  de  calificación. 

otrosí  digo:  La  caUficación  fiscal  de  que  se  me  ha  dado  traslado 
aprecia  con  error  los  hechos  y  califica,  por  lo  tanto,  equivocadunente 
el  delito  origen  del  sumario.  No  se  trata  de  un  robo,  porque  no  se  pue- 
de determinar  la  existencia  de  violencia  en  las  personas  ni  de  fnena 
en  las  cosas,  ni  resulta  circunstancia  alguna  de  las  que  forman  parte 
integrante  de  la  definición  del  robo.  Más  bien,  y  sin  que  esto  sea  bar 
cer  á  la  acusación  ninguna  clase  de  concesiones,  se  trata  de  un  ddite 
de  hurto,  que  no  es  de  los  que  enumera  el  art  4.®  de  la  ley  del  Jurado. 

En  su  virtud. 

Suplico  á  la  Sala  se  sirva  tenerme  por  opuesto  á  la  competencia 
del  Tribunal  del  Jurado  para  conocer  en  esto  proceso  y  acuerde  lo 
procedente  en  justicia  que  pido,  ete.  (Fecha  y  firmas  del  Abogado  y 
Procurador.) 

Prowáencta.— Señores:  Presidente...... ,  (Fecha,....) 

Por  evacuado  el  traslado  de  la  calificación  fiscal  que  se  confirió  i 
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•«8ta  parte,  y  sobre  el  último  otrosí  de  sa  escrito,  oígase  al  Sr.  Fiscal 
•de  S.  M.  Lo  acordaron  los  señores  del  margen,  y  rubrica  el  Presiden- 
te, de  que  certificó. 

Búbrica  del  Presidente.  Firma  del  Secretario. 

Nota.— £n  la  misma  fecha  pasa  á  Fiscalía. 


Diotamen  fiscal. 

£1  Fiscal  de  S.  M.,  dice:  Que  no  es  esta  la  ocasión  de  discutir  si 
existe  ó  no  error  en  la  conclusión  en  que  por  este  Ministerio  se  cali- 
ficó el  delito  originario  de  la  causa,  sino  de  cumplir  lo  dispuesto  en 
el  art.  41  de  la  ley  del  Jurado;  y  teniendo  en  cuenta  que  la  acusación 
versa  sobre  el  delito  de  robo  que  es  de  los  comprendidos  en  el  artícu- 
lo 4.0,  y  que  la  competencia  del  Tribunal  del  Jurado  se  determina  por 
el  concepto  del  que  acusa,  según  dispone  terminantemente  el  art.  6.0, 
terminar  este  incidente  denegando  las  pretensiones  de  la  defensa. 
(Fecha.) 

Firma  del  Abogado  fiscal. 

Sin  otros  trámites,  termina  este  incidente  excusando 
mayores  detalles  la  ilustración  y  competencia  de  los 
funcionarios  que  intervienen  en  las  Audiencias.  Queda, 
pues,  omitido  el  auto  de  la  8ala  y  la  manera  de  formu- 
lar la  protesta  dentro  de  tercero  día  para  la  interposi- 
ción del  recurso  de  casación. 


Designación  del  día  en  que  han  de  tener  prinoipio 
las  sesiones  del  Jurado. 

Providencia, — Sr.  Presidente — Fecha  del  proveído. 

Para  que  tengan  principio  las  sesiones  del  Jurado  que  deben  cele- 
brarse en  el  próximo  cuatrimestre,  se  designa  el  local  de  esta  Audien- 
cia y  se  sefia  el  día.....  de á  las de  su ,  dirigiéndose,  para  cono- 
cimiento del  público,  al  Sr.  Gobernador  de  la  provincia,  atenta  comu- 
nicación acompafiándole  el  edicto  que  ha  de  insertarse  en  el  Boletín 
oficial.  Lo  acordó  el  Sr.  Presidente  y  lo  rubrica,  de  que  certifico. 

Rúbrica  del  Presidente.  Firma  del  Secretario. 
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Alcurde  de  prooesos  que  han  de  ser  sometidos 
al  oonocimiento  del  Jiirado. 

Frovidmeia.—Bres.i  Presidente, , —Fecha  del  proveído. 

En  cumplimiento  de  cnanto  preceptúa  el  art  48  de  la  ley  del  Ja> 
rado,  llévese  á  efecto  el  alarde  de  procesos  en  que,  con  arreglo  al  u- 
tícolo  4.0  de  la  misma,  deba  entender  el  Tribunal  del  Jurado,  y  paraeilo^ 
se  ordena  al  Sr.  Secrearío  que  concurra  en  la  Audiencia  el  día.....  de....- 
á  dar  cuenta  con  los  antecedentes  necesarios,  y  hecho  que  sea,  se  aeor- 
daiá  sobre  señalamiento  de  días  para  que  en  cada  uno  de  dichos  pro- 
cesos puedan  abrirse  los  debates. 

Lo  acordaron  los  señores  del  margen  y  rubrica  el  8r.  Presidente,  de 
que  certifico. 

Rúbrica  del  Presidente.  Firma  del  Secretario. 

* 
«  * 

Aota  de  alaxde  de  causas. 

Sres.:  Presidente, , —En  la  villa  de.....  á.....  de...«  de  188 — ,. 

reunidos  en  el  local  de  la  Sala  de  lo  criminal  de  esta  Audiencia  los  se- 
ñores que  se  expresan  al  margen,  yo  el  Secretario,  en  cumplimiento  cte 

lo  ordenado  en  providencia  de ,  procedí  á  dar  cuenta  por  rigoroso 

orden  cronológico  de  los  procesos  que  con  arreglo  al  art  4.o  de  la  ley, 
han  de  ser  sometidos  á  la  decisión  del  Jurado,  clasificándolos  por  Ju- 
gados, bajo  cuyas  bases  se  fueron  haciendo  los  respectivos  sefiali- 
mientos  en  la  siguiente  forma: 

CAUSAS  SUSTANCIABAS  VN  BL  JUZGADO  DB 

Número  97  de  18 contra  Luis  Silva  por  detención  ilegal,  señala- 
da para  el  día de á  las de  la..... 

(Seguirá  la  relación  de  procéseos.) 

Con  lo  cuál  se  dio  por  terminado  el  alarde,  suscribiendo  este  acta 
los  trcB  del  margen,  de  que  certifico. 

Firmas  de  los  Magistrados.  Firma  del  Secretario. 

Hecho  el  alarde,  el  sorteo  ha  de  detenninar  qtdéuee, 
entre  los  individuos  enumerados  en  la  lista  de  distñto, 
han  de  componer  el  Tribunal.  La  ley  da  gran  impor- 
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tanoia  á  este  acto,  y  por  lo  tanto,  deben  precederle  loe 
oportunos  proveídos,  acompañarle  gran  solemnidad  y 
seguirle  una  tramitación  escrupulosamente  adaptada 
al  espíritu  y  letra  de  la  ley. 


Eleooión  de  Jurados  por  sorteo. 

iVovúiencia.— Sres.:  Presidente , , —Fecha  del  proveído. 

Formado  el  alarde  de  loa  procesos  en  que  ha  de  entender  el  Jura- 
do en  el  próximo  cuatrimestre,  se  señala  el  día de á  las d^ 

su — ,  para  proceder  al  sorteo  entre  los  cabezas  de  familia  y  capacida- 
des, comprendidos  en  las  listas  remitidas  por  las  Juntas  de  distrito,  y 
poniendo  nota  bastante  de  este  proveído  en  cada  una  de  las  causas; 
cítese  al  Sr.  Fiscal,  querellantes,  actores  civiles,  procesados,  personas 
subsidiariamente  responsables  y  sus  representaciones,  haciéi^dolea 
saber  el  día  designado  para  que  puedan  utilizar  los  derechos  que  la 
ley  les  concede,  expidiéndose  para  que  llegue  á  conocimiento  de  todos^ 
las  cartas  órdenes  y  comunicaciones  que  fuesen  necesarias. 

Lo  acordaron  los  Sres.  Magistrados  enumerados  al  margen,  y  ru- 
brica el  Presidente,  de  que  certifico. 

Rúbrica  del  Presidente  (1).  Firma  del  Secretario, 


Acta  de  la  designación  de  Jurados 
por  medio  del  sorteo. 

En  la  villa  de ,  á de de  188 y  en  el  local  de  la  Sala  de 

lo  criminal  de  esta  Audiencia,  hallándose  constituido  el  Tribuna]  por 


(1)  Huida  el  art.  44,  en  tu  párrafo  2.*,  que  sean  citadof ,  ademA«  dal  Mi- 
nisterio fiscal,  los  Abogados  defensores  de  los  acnsados  y  acusadores  pArtica- 
lares,  y  e8  de  suponer  que  en  el  primer  concepto  caben  las  personas  á  qole* 
nes  subsidiariamente  se  exige  responsabilidad  oiril,  los  que  sin  solicitar  pana 
para  el  culpable,  exijan  únicamente  el  resarcimiento  del  daño  que  se  la« 
causó  6  la  indemnisación  de  peijuicios.  Inducen  y  encaminan  á  esta  inior* 
pretación,  los  artículos  616  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  erimlaal^ 
y  además  de  los  660,  682,  784  y  786  de  la  misma,  los  arts.  64  y  91  de  la  ley  dol 
Jurado,  según  los  cuales  ante  este  Tribunal  han  de  comparecer  los  qua  per> 
sigan  una  responsabilidad  civü  y  también  las  personas  á  quienes  ésta  «a  Im- 
pute. Vo  estarán  éstas  incluidas  en  la  letra  del  art.  44 ;  pero  lo  están  en  «I 
«spiritn  de  la  ley,  sin  duda  alguna  ni  ocasión  de  incertidumbre. 
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los  Sres y  con  asietencia  del  Sr.  Fiscal  D los  Letrados  D , ^ 

«n  representación  del  procesado  por  homicidio,  en  cansa  procedente 
del  Juzgado  de ,  D ,  en  nombre  de  D....^  como  qnerellante  en  can- 
ea por  rapto  segoida  en  el  Juzgado  de contra  D ,  etc^  etc^  decla- 
ró el  Sr.  Presidente  que  el  acto  tenia  por  objeto  el  que  con  arreglo  al 
art.  44  de  la  ley  fuesen  designados  por  sorteo  los  jurados  que  han  de 
entender  en  los  procesos  comprendidos  en  el  alarde  que  se  ha  prac- 
ticado. 

Leídas  que  fueron  por  mi  el  Secretario  las  listas  formadas  por  la 
Junta  del  distrito  de que  contienen cabezas  de  familia  y..^.  ca- 
pacidades, se  solicitó  por  el  Letrado  D la  exclusión  de  D ,  fundán- 
dose en  haber  ingresado  en  el  manicomio  del  Sr.  Ezquerdo,  según  cer 
tiñcadón  expedida  por  el  Director  de  dicho  Establecimiento,  la  cual 
presentó,  acordándose  por  el  Tribunal  la  exclusión  pretendida  con 
arreglo  al  núm.  l.o  del  art.  10  de  la  ley. 

Colocáronse  para  el  acto  del  sorteo  dos  urnas,  y  dentro  de  ana  de 

«lias  fueron  encerradas papeletas,  comprendiendo  otros  tantos 

nombres  y  apellidos  de  vecinos  que,  como  cabezas  de  familia,  figoran 
en  las  listas  del  distrito  de ,  y  dentro  de  la  otra  urna  se  deposita- 
ron^.... papeletas  con  los  nombres  y  apellidos  de  los  que  como  capaci- 
dades se  enumeran.  Yo  el  Secretario  extraje  yeinte  papeletas  de  la 
primera  urna,  resultando  designados  los  Sres , 

El  Letrado  D ,  en  representación  de  D ,  procesado  en  causa  por 

rapto,  propuso  la  recusación  de  D ,  fundándola  en  la  amistad  inti- 
ma de  dicho  sefior  con  el  querellante  particular  en  la  causa  seguida 
contra  su  defendido. 

El  Letrado  D ,  en  representación  del  aludido  querellante  D — , 

negó  la  causa  de  la  recusación,  y  el  Tribunal  señaló  para  la  virta  del 

incidente  el  día.....  á  las de  su ,  quedando  citadas  las  partes  aquí 

presentes,  las  cuales  han  de  presentar  dentro  del  término  de  segundo 
día  la  lista  de  testigos  y  acudir  en  el  que  se  designa  con  todas  las 
pruebas  que  hayan  de  utilizar. 

De  la  misma  urna  que  contiene  los  nombres  de  los  vednoa  cabe- 
zas de  familia  se  extrajo  otra  papeleta  para  la  designación  de  un  jura- 
do suplente  para  el  caso  de  prosperar  la  recusación  propuesta,  y  resul- 
tó designado  D ,  sin  que  las  partes  expusiesen  cosa  alguna. 

Completado  el  número  de  yeinte  jurados  en  el  primer  concepto,  ó 
sea  el  de  cabezas  de  familia,  se  acudió  á  la  urna  que  contiene  los  nom- 
bres de  las  capacidades,  practicándose  la  extracción  de  dieciséis  pa- 
peletas, quedando  designados  los  comprendidos  en  ella  para  servir  el 
cargo  de  jurados. 

Procedióse  á  la  designación  de  seis  supernumerarios,  atrayéndose 
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cuatro  nombres  de  entre  los  cabessas  de  familia  y  dos  entre  \bs  c^pa- 

ddadeSy  y  al  leer  el  nombr^  de  D el  Mscal  propnso  su  ret-usación, 

fundado  en  que  dicho  sefior  se  halla  procesado  como  lo  justifica  el  tea. 

thnonio  que  exhibió  librado  por  el  Secretario  judicial  del  distrito  de 

Acordó  en  su  virtud  el  Tribunal  la  recusación  propuesta  y  en  virtud 
Je  ella  la  exclusión  interesada  por  el  Ministerio  público,  y  se  extrajo 

otra  nueva  papeleta  con  el  nombre  de  D que  completó  La  lista  de 

supernumerarios. 

Leyéronse  en  seguida  las  listas  correspondientes  al  distrito  de....,  (se 
repiten  las  mismas  operaciones  hasta  designar  jurados  para  cada  par- 
tido judicial  de  los  que  hayan  tramitado  causas  comprendidas  en  el 
alarde.) 

£1  Sr.  Presidente  invitó  á  las  partes  que  expusiesen  sobre  este  acto 
cuanto  á  su  derecho  creyesen  conducentes,  y  en  vista  de  no  tomar 
nadie  la  palabra  acordó  el  Tribunal  que  se  archiven  en  Secretaría  estas 
actuaciones  y  se  ponga  en  cada  proceso  en  que  haya  de  extender  el 
jurado  certificación  suficiente  á  hacer  constar  el  cumplimiento  del  ar- 
tículo 44  de  la  ley  y  su  resultado. 

Extiéndese  por  mi,  y  se  dio  lectura  del  acta  que  firman  los  concu- 
rrentes, de  que  certifico. 

Firmas  de  los  concurrentes  al  acto. 

Oompareoenola  de  las  partes  interesada.s  en  una 
reousaoión  y  forma  de  praotioarse  la.s  pruebas. 

Sres —En  la  villa  de ,  á de de  188 ,  constituíiío  el  Tri- 

bunal  y  presentes  al  acto  el  Sr.  Fiscal  D ,  y  los  Letrados  D y  D » 

el  primero  en  representación  del  procesado  D ,  y  el  segundo  con  )a 

del  querellante  D ,  se  dio  principio  á  la  práctica  de  las  pruebas  sobre 

la  recusación  propuesta  del  jurado  D por  amistad  intimn  con  el  ex- 
presado señor  querellante. 

A  instancia  del  recusante,  declararon  los  testigos  que  constan  en 
la  lista  que  presentó  en  tiempo  oportuno  y  consta  unida  á  estas  actua- 
ciones. 

El  primer  testigo  D ,  mayor  de  edad,  casado,  de  esta  vecindad^ 

domiciliado  en  la  calle  de ,  de  oficio  vidriero,  bajo  juramento  que 

ante  el  Tribunal  prestó  en  forma,  dijo:  etc.,  etc. 

El  segundo  testigo  D (se  relatarán  todas  las  declaracionea  como 

la  primera). 

A  solicitud  del  recusante,  fué  unida  á  estas  actuaciones  una  carta 
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aingicla  por  el  querellante  D ,  al  jurado  D ,  la  cual  vena  sobre 

asantüB  de  familia,  y  principiando  con  las  palabras  «Mi  querido  amigo» 
concluyen  con  las  de  «tu  afectísimo  amigo»  las  cuales  preceden  á  la 
firma. 

Presente  el  querellante,  reconoció  bajo  juramento  como  suya  y  de 
BU  puño  y  letra  la  carta  referida. 

Concloída  la  práctica  de  las  pruebas  propuestas,  concedió  el  Sr.  Pre- 
Bídepte  la  palabra  al  Letrado  del  recurrente,  el  cual  estimó  practicada 

la  eKÍaLencia  de  amistad  intima  entre  el  querellante  y  D ,  designado 

eomo  Juez  de  hecho  en  virtud  del  sorteo. 

El  Letrado  del  querellante  solicitó  que  la  recusación  fuese  rocha»- 
da,  alegando  que  las  palabras  «Mi  querido  amigo»  con  que  la  carta  oo- 
mienta  y  las  finales  de  la  misma,  son  frases  y  modismos  íormulariot 
y  de  ritual,  sin  que  signifiquen  un  afecto  tan  entrañable,  una  confian- 
a^  tan  fielmente  mantenida  y  un  trato  tan  frecuente  como  exigen  la 
amiBtad  intima,  llamando  la  atención  de  la  Sala  sobre  el  detalle  de 
producirse  el  que  escriba  la  carta  respecto  á  aquel  á  quien  la  dirige 
eon  el  tratamiento  de  Y.  Expresó,  además,  que  en  loe  pueblos  de  cor- 
to vecindario,  forzosamente  se  conocen  y  saludan  todos  y  se  Tea  re- 
laclonados  en  diversos  detalles  de  la  vida,  sin  que  esto  implique  amis- 
lad  íntima. 

KI  Sr.  Fiscal,  por  las  mismas  razones  expresadas  por  el  querellan* 
te,  pidió  al  Tribunal  se  sirviese  rechazar  la  recusación  propuesta  y  se 
dio  por  terminado  el  acto,  que  firman  todos  los  <^ue  en  él  han  interre* 
nido,  de  que  certifico. 


Auto  denegando  la  reoosaoión. 

Sr.  Presidente —En  el  expediente  sobre  la  recusación  del  juxa- 

do,....j  propuesta  por  el  procesado  D : 

Resultando  que  la  recusación  se  fundó  en  la  existencia  de  amistad 
íntinia  que  se  supuso  relacionaba  al  querellante  c(m  dicho  jurado» 
y  como  prueba  declararon  dos  testigos,  expresando  que  al  querellante 
D y  á  D.....  se  les  veía  algunas  veces  juntos  en  el  pueblo,  no  cons- 
tan do  le  ñi  se  visitaban  con  frecuencia: 

Resultando  que  fué  presentada  por  el  recusante  una  carta  dirigida 

por  el  querellante  al  jurado  D ,  en  la  cual  le  llamaba  «Mi  querido 

amigo»,  cuya  carta  reconoció  como  suya  dicho  querellante: 

Resaltando  que  el  Ministerio  fiscal,  el  procesado  y  el  querdlante 
expusieron  cuanto  á  su  derecho  'creyeron  conveniente,  pidiendo  el 
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primero  y  el  último  la  denegación  de  la  recusación  interpnesta,  y  e] 
«egando  qne  ésta  fuese  admitida: 

Considerando  que  en  pueblos  de  corto  vecindario  se  impone  la  ne- 
t^sidad  de  una  relación  constante,  y  para  cualquier  detalle  de  la  vida 
se  hace  indispensable  el  trato  entre  los  convecinos,  sin  que  esto  sig^ 
nifique  amistad  íntima,  como  tampoco  lo  signiflca  las  palabras  con- 
que comienza  y  termina  la  carta  reconocida  por  el  querellante;  pues 
«on  fórmulas  usuales  y  repetidas: 

Considerando  que  de  hacerse  extensivo  á  dichas  relaciones  del 
irato  forzoso  entre  convecinos  el  concepto  de  amistad  íntima  en  cuan 
to  éste  se  contiene  en  el  núm.  4.o  del  art.  12  de  la  ley  del  Jurado,  seria 
imposible  el  que  se  constituyese  el  Tribunal  de  hecho  para  conocer 
de  las  causas  originadas  por  delitos  que  se  cometiesen  en  localidades 
de  poca  importancia. 

Visto  el  citado  artículo  y  el  45  de  la  misma  ley; 

No  ha  lugar  á  admitir  la  recusación  propuesta,  y  expídanse  á  Iob 

Jueces  de  los  partidos  de y  de las  cartas-órdenes  necesarias  para 

que  hagan  saber  á  los  respectivos  jurados  la  designación  que  les  hK 
ixhiáo  por  suerte  y  concurran  en  los  días  señalados  en  cada  proceso 
4l  constituir  el  Tribunal  que  ha  de  entender  en  los  mismos.— (Fecha 
<del  auto.) 

Firmas  (1). 


Aota  de  la  oelebraoión  de  un  Juioio 
ante  el  Tribunal  del  Jurado, 

Sr.  Presidente —En  la  villa  de ,  á  las  once  de  la  mafiana  del 

día.....  de de  188 ,  constituidos  en  el  local  en  que  ordinariamente 

despacha  la  Sección  segunda  de  la  Sala  de  lo  criminal  de  esta  Audien- 
cia el  Sr.  Presidente  y  Magistrados  de  la  misma,  cuyos  nombres  se 
expresan  al  margen,  fueron  entrando  y  ocupando  sus  respectivos  ai 
tíos  el  limo.  Sr.  Fiscal  y  los  Letrados  y  Procuradores  de  las  partes. 


(1)  Correspondiendo  k  la  ley  de  Enjuiciamiento  oriminal  cnanto  se  refiero 
á  las  actuaciones  que  en  cada  proceso  han  de  practicarse  respecto  k  citado 
nes  de  peritos,  testigos»  etc.,  etc.,  y  estando  aquélla  en  cuanto  al  juicio  oral 
«n  Tigor  y  ejercicio,  seria  alargar  indebidamente  los  formularios  de  la  l«y 
del  Jurado  el  que  en  éstos  se  comprendiese  una  tramitación  que  tiene  proee- 
dentes  á  qué  ajustarse  y  modelos  que  seguir  en  los  diferentes  procesos  que  ma 
han  resuelto  desde  que  está  rigente  para  el  castigo  de  los  delitos  aquel  ouai^ 
po  de  derecho  procesal. 
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asistiendo  en  nombre  del  querellante  D.  Justo  Lallsve,  Lioenciado; 
D.  Enrique  Gil,  asistido  de  su  Procurador  D.  Mariano  de  Frutos,  j  eti 
defensa  del  procesado  Pedro  Hetamosa  Dies,  en  causa  que  se  le  siguió 
por  el  delito  de  asesinato  en  el  Juzgado  de  Santa  Cruz,  el  Licenciado 
D.  Félix  Valcárcel,  con  su  Procurador  D.  Crisanto  del  Castillo. 

Comparecieron  y  fueron  sentándose  en  sus  bancos  los  veinticoatro 
jurados  y  cuatro  supernumerarios  siguientes. — (Aquí  los  nombres  de 
los  jurados.) 

Componiendo  los  preeentes'el  número  de  veintiocho,  declaró  él  se- 
fior  Presidente  abierta  la  sesión  con  arreglo  á  los  artículos  52  y  53  de 
la  ley  del  Jurando,  mandando  que  se  leyesen,  como  se  hizo,  por  mi  el 
Secretario,  los  capítulos  l.o  y  2.o  de  la  citada  ley,  y  el  acuerdo  rdativo 
á  la  designación  del  día  para  la  celebración  de  los  debates  en  áSxho 
proceso. 

Interrogados  uno  á  uno  por  el  Sr.  Presidente  los  veinticuatro  jura- 
dos y  cuatro  supernumerarios  si  se  hallaban  comprendidos  en  algunas 
de  las  causas  de  incapacidad,  incompatibilidad  absoluta  ó  relativas^ 
previstas  en  los  artículos  10, 11  y  12  de  la  ley,  los  cuáles  fueron  leí- 
dos, manifestó  D.  Juan  Azcárate  ser  empleado  en  el  movimiento  del 
ferrocarril  de  Madrid,  Zaragoza  y  Alicante,  y  hallarse  por  lo  tanto 
comprendido  en  el  núm.  6.o  del  art.  11,  en  justiñcación  de  lo  cual  exhi- 
bió la  credencial  de  su  cargo.  El  Tribunal  acordó,  en  su  virtud,  que 
D.  Juan  Azcárate  fuese  excluido  del  sorteo.  Seguidamente  se  escribie- 
ron veintisiete  papeletas  comprendiendo  los  nombres  y  apellidos  de 
los  jurados  asistentes,  las  cuales,  previa  lectura,  fué  depositando  el 
8r.  Presidente  una  á  una  en  la  urna  que  se  hallaba  colocada  al  efecto 
sobre  la  mesa  del  Tribunal. 

Leyéronse  siete  papeletas  con  los  nombres  de  los  señores  (lo9  que 

resuÜen  en  el  sorteo),  y  al  ser  leída  la  octava  que  designaba  á  D ,  hizo 

presente  el  Letrado  de  la  parte  querellante  la  recusación  que  en  aquel 
momento  hacía  con  arreglo  á  la  ley.  Extrajéronse  después  siete  pape- 
letas más,  que  contenían  los  nombres  de  los  Sres ,  resultando  nom> 

brados  los  cinco  primeros  jurados  y  los  dos  últimos  supernumerarios 
con  arreglo  al  párrafo  segundo  del  art.  56. 

Terminado  el  sorteo,  el  Sr.  Presidente,  después  de  puestos  en  pie 
los  catorce  jurados,  pronunció  las  siguientes  frases:  €¿Juráis  por  Dios 
desempeñar  bien  y  fielmente  vuestro  cargo,  examinando  con  rectitud 
los  hechos  en  que  se  funda  la  acusación  contra  Pedro  Betamosa  Diez, 
apreciando  sin  odio  ni  efecto  las  pruebas  que  se  os  dieren,  y  resolvien- 
do con  imparcialidad  si  es  ó  no  responsable  de  los  hechos  que  se  les  im 
putan?»  Los  señores  jurados  fueron  acercándose  á  la  mesa  presidencial 
sobre  la  cual  estaba  colocado  un  Crucifijo,  y  delante  del  mismo  abier* 
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tOB  los  Evangelios,  y  puesta  la  mano  derecha  sobre  los  mismog^  dije- 
ron en  alta  y  clara  voz:  cLo  jaro.» 

D.  Martín  Vinuesa  nuiniíestó,  que  siendo  librepensador  se  nca^la 
al  precepto  del  art  58  por  no  poder  prestar  el  juramento  bajo  k  dus- 
ma  fórmula  que  sus  compañeros,  y  cumpliendo  el  precepto  ¡n^'^oenrlOf 
colocóse  en  pie  delante  del  Presidente  y  respondió  á  su  pregunta^  di- 
ciendo: «Lo  juro.» 

Finalizado  el  acto,  el  Sr.  Presidente  pronunció  las  palabras  ai  guien* 
tes:  Siadlo  hiciereis,  IHoa  y  vtíestroa  conciudadanos  os  lo  premien,  y  si 
no,  oslo  demanden^  y  habiendo  tomado  asiento  los  señores  jurados  á 
derecha  é  izquierda  de  los  Sres.  Magistrados,  ocupando  loa  dos  últi- 
mos lugares  los  suplentes,  declaró  constituido  el  Tribunal  y  abierto  el 
juicio,  manifestando  que  su  objeto  era  el  de  ser  y  sentenciar  la  cansa 
seguida  por  el  delito  de  asesinato  contra  Pedro  Retamosa  Dfe^,  c!q  la 
cual  yo  el  Secretario  di  sucinta  cuenta  en  forma,  leyendo  después  las 
escritos  de  calificación,  excepto  en  sus  conclusiones  relativas  á  la  pe- 
naUdad. 

Por  orden  del  Sr.  Presidente  se  puso  en  pie  Pedro  Retamosa  Díeít, 
el  cual  fué  exhortado  á  decir  verdad,  contestando  sucesivainente  á 
las  preguntas  que  le  fueron  dirigidas  por  el  Ministerio  fiscal,  el  que- 
rellante y  la  defensa. 

A  instancia  del  Ministerio  fiscal  fueron  compareciendo  uno  á  uno 
los  testigos  (á  continuación  se  expresarán  sus  nombres),  loe  cuüles 
contestaron  á  las  pregui^tas  que  por  partes  les  fueron  dirigidaB,  y 
después  de  éstos  comparecieron  y  declararon  sucesivamente  los  del 
querellante  y  la  defensa,  practicándose  á  instancia  del  Fiscal  un  careo 

entre  los  testigos  D y  D Con  la  venia  presidencial  dirigieron  los 

jurados  D y  D algunas  preguntas  á  los  testigos  de  la  defensa,  en 

uso  de  la  facultad  que  les  concede  el  art.  63  de  la  ley,  de  que  fueron 
enterados  por  el  Sr.  Presidente.  Comparecieron  después  los  peritos 

facultativos  D y  D y  el  perito  armero  D ,  y  no  habiendo  esto 

último  practicado  en  el  sumario  el  reconocimiento  de  la  pistola^  que 
como  pieza  de  convicción  se  halla  sobre  la  mesa,  y  como  manifestase 
que  podría  verificarlo  en  el  acto,  así  lo  hizo,  contestando  á  las  pre^ 
guntas  que  le  dirigieron  las  partes.  Terminada  la  práctica  de  la  prue- 
ba, el  Ministerio  fiscal  y  las  representaciones  del  querellante  y  del 
procesado  mantuvieron  sobre  los  hechos  las  conclusiones  que  han 
formulado  en  el  proceso,  rectificando  el  querellante.  Preguntado  por 
el  Sr.  Presidente  el  procesado  si  tenía  algo  que  manifestar  al  Tribu- 
nal, respondió  negativamente;  é  invitados  los  señores  jurados  pnra 
que  manifestasen  si  consideraban  necesaria  mayor  instrucción  sobro 
alguno  de  los  puntos  objeto  del  juicio,  solicitó  el  Juez  de  hecho  D..... 
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que  compareciese  naevamente  el  perito  armero  para  qoe  apredase  si 
era  posible  el  qae  se  produjese  el  disparo  de  la  pistola  en  las  condi- 
tñones  afirmadas  por  la  defensa  al  hacer  el  relato  de  la  pmeba  teatifi- 
«al.  £1  Sr.  Presidente  denegó  lo  solicitado,  por  haber  sido  el  dictamen 
pericial  extensivo  al  detalle  referido. 

Segoidamente  hizo  el  Sr.  Presidente  el  resumen  de  hechos,  según 
«1  resultado  de  las  pruebas  practicadas  con  arreglo  al  precepto  del  ar- 
tículo 68  de  la  ley,  formulando  como  preguntas  que  nacen  de  las  con- 
clusiones del  Ministerio  fiscal,  del  querellante  j  de  la  defensa^  las 
siguientes: 

(Aqui  86  insertan  las  preguntas,) 

No  habiéndose  hecho  por  las  partes  reclamación  alguna,  el  8r.  Pre- 
sidente, quedándose  con  la  copia  que  saqué  yo  el  Secretario,  hixo  en- 
trega de  las  preguntas  al  Sr.  D ,  que  fué  el  primeramente  designado 

por  el  sorteo  previo,  pasando  en  seguida  los  Sres.  Jueces  de  hedió  á 
una  habitadón  contigua  al  Tribunal,  que  no  tiene  otra  salida  que  la 
puerta  de  comunicación  con  éste.  Al  entrar  en  la  Sala  de  deliberacio- 
nes á  las  dos  de  la  tarde,  los  señores  jurados  se  hideron  cargo  de  la 
€ausa  y  de  la  pistola  que  obra  como  única  pieza  de  convicdón;  á  las 
tres  y  veinte  minutos  volvieron  á  entriur  los  sefiores  jurados,  consti- 
tuyéndose el  Tribunal  en  la  misma  forma  que  se  expresa  al  ingreso 
del  acta  y  presentes  todas  las  partes.  £1  Sr.  Presidente  manifestó  á 
los  jurados  suplentes,  que  durante  el  interregno  habían  permaneddo 
en  el  local  al  lado  de  los  Sres.  Magistrados,  que  podían  retirarse,  y  en 
seguida  el  Sr.  Presidente  del  Jurado  leyó  en  alta  voz  el  acta  dd  vere- 
dicto, que  resulta  serlo  de  culpabilidad. 

Concedióse  la  palabra  sucesivamente  al  Sr.  Fiscal  y  á  los  Aboga- 
dos del  querellante  y  del  procesado,  los  cuales  informaron  acerca  de 
la  imposición  de  pena,  solicitando  los  dos  primeros  la  de  diecisiete 
años  y  cuatro  meses  de  reclusión  temporal  y  accesorias,  indemnizar 
don  de  2.500  pesetas  á  los  herederos  del  interfecto  y  pago  de  costas; 
y  pidiendo  la  última  se  condenase  al  procesado  á  catorce  afios,  odio 
meses  y  un  día  de  igual  pena,  indemnización  de  1.000  pesetas  y  cos- 
tas; insertándose  á  continuación  los  escritos  de  condusiones  definiti- 
vas de  las  partes  en  d  juido. 

(Se  c<>piarán  ¡os  escritos.) 

Retiróse  el  Sr.  Preddente  del  Tribunal  de  derecho  con  los  Magis- 
trados que  le  componen,  á  deliberar  y  dictar  sentencia  en  la  causa,  y 
después  de  veinte  minutos  volvieron  al  local  en  que  tuvieron  lugar 
los  debates,  y  d  Sr.  Magistrado  Ponente,  D ,  dio  lectura  dd  fallo 
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-^ue  queda  unido  con  el  veredicto  á  esta  acta,  la  cual  fué  leída  ínt^ 
furamente  por  mí  el  Secretario  sin  que  se  formulase  reclamación  algu- 
na, y  firman  SS.  SS.  con  el  Sr.  Fiscal,  señores  jurados,  Abogados,  Pro 
curadores  y  procesados,  de  todo  lo  cual  yo  el  Secretario,  certifico. 

Firmas  de  los  enumerados  en  el  acta. 


Veredicto  del  Jurado. 

Los  jurados  han  deliberado  sobre  las  preguntas  que  se  han  ^r^m^- 
tido  á  su  resolución,  y  bajo  el  juramento  que  prestaron,  declaran  so^ 
lemnemente  lo  siguiente: 

A  la  primera  pregunta.  ¿Es  culpable  Pedro  Retamosa  Diez  do  tm- 
ber  disparado,  sin  que  precediese  cuestión  alguna,  un  tiro  de  pistota 
<;ontra  Damián  Lallave,  causándole  la  muerte  cuando  la  víctima  a  y  ha- 
llaba desprevenida  y  jugando  á  las  cartas  en  la  taberna  de  Julián 
Conde,  en  la  villa  de  Santa  Cruz,  en  la  tarde  del  16  de  Febrero  de 
1889?  No, 

A  la  segunda  pregunta.  ¿Es  culpable  Pedro  Retamosa  de  haber  híb- 
rido por  un  disparo  de  pistola  á  Damián  Lallave,  á  consecuencia  cíe 
una  disputa  que  con  él  tuvo  en  la  tarde  de  autos?  Si. 

A  la  tercera  pregunta.  ¿Sucedió  el  hecho  sin  intención  por  parte 
de  Pedro  Retamosa,  que  al  refiir  con  Damián  Lallave  y  verse  empaja- 
do por  éste,  apretó  involuntariamente  el  gatillo  disparándose  por  sn 
imprudencia  el  arma  que  causó  la  muerte?  No. 

Fecha  y  firma  de  los  jurados. 


Sesión  seoreta  del  Jurado. 

,  En  la  villa  de ,  á  las  dos  de  la  tarde  del  día  14  de  Enero  de  1S90, 

se  constituyeron  los  doce  jurados  que  han  de  pronunciar  su  veredicto 
en  el  proceso  seguido  contra  Pedro  Retamosa  por  muerte  causada  á  en 
convecino  Damián  Lallave,  entrando  á  la  Sala  de  deliberaciones,  y 
como  D.  Daniel  Ezquerdo  hubiese  sido  el  primer  jurado  designado  por 
el  sorteo,  fué  nombrado  Presidente  con  arreglo  al  art.  79  de  la  ley. 

Como  al  votarse  el  veredicto  se  abstuviese  de  votar  el  jurado  Don 
Pedro  Mazpule,  el  Sr.  Presidente  le  requirió  por  tres  veces  consecuti- 
vas para  que  lo  hiciere,  y  no  teniendo  éxito  el  requerimiento,  se  acor 
-  dó  hacer  constar  en  esta  acta  secreta  á  los  efectos  del  art  86,  y  negán- 
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dose  á  inscribirla  por  creer  injosta  esta  resolación  D.  Sixto  Lopes, . 
también  faé  requerido  por  el  Presidente  para  que  firmase,  con  igoal 
resultado  negativo,  y  se  determinó  cumplir  lo  ordenado  por  el  art  8S 
para  que  se  saque  el  oportuno  tanto  de  culpa  que  resulte  según  el- 


Oomunioaoión  que  (Urigre  el  Sr.  Presidente  del  Jurado  al 
Juez  de  instruoción  del  partido  que  corresponda. 

Tengo  el  honor  de  participar  á  V.  S.,  que,  como  Presidente  del  Ju- 
•  rado  que  pronunció  su  veredicto  en  causa  seguida  contra  Pedro  Reta- 
mosa  por  muerte  causada  á  su  convecino  Damián  Lallave,  me  vf  pre> 
cisado  á  requerir  al  jurado  D.  Pedro  Mazpule  para  qué  hiciese  constar 
su  voto  sobre  el  veredicto,  siendo  infructuosas  mis  exhortaciones 
hechas  con  arreglo  al  art.  86  de  la  ley  del  Jurado. 

Al  ser  firmada  el  acta,  se  negó  á  autorizarla  otro  jurado  llamado 
D.  Sixto  López,  siendo  inútiles  los  requerimientos  que  para  cons^uir- 
lo  le  hize  en  cumplimiento  del  art.  88  de  la  ley. 

Gomo  cada  una  de  las  negativas  constituyen,  según  los  articules 
citados,  el  delito  que  castiga  el  párrafo  2. o  del  art  383  del  Código  pe- 
nal, se  lo  comunico  á  Y.  S.  á  los  efectos  que  en  justicia  procedan. 

Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años. 

Sr.  Juez  de  instrucción  de 


Sentencia  del  Tribunal  de  Derecho. 

Sr.  Presidente —En  la  villa  de......  á  14  de  Enero  de  1890,  en  la 

causa  que  por  el  Juzgado  de  instrucción  de  Santa  Cruz  se  siguió  con  - 
tra  Pedro  Retamosa  Diez,  natural  de  Córdoba,  de  veintisiete  afios,  sol- 
tero, labrador,  sin  instrucción  ni  antecedentes  penales,  por  muerte 
causada  á  Damián  Lallave,  la  cual  se  ha  visto  ante  el  Tribunal  del  Ju- 
rado, siendo  partes  en  ella  el  Ministerio  fiscal  y  los  Procuradores  Don 
Mariano  de  Frutos  y  D.  Crisanto  del  Castillo  en  representación  res- 
pectivamente del  querellante  D.  Justo  Lallave  y  del  procesado,  dirigi- 
dos por  los  Letrados  D.  Enrique  y  D.  Félix  Valcárcel,  siendo  Ponente 
en  la  causa  el  Magistrado  Sr.  D 

Resultando  que  en  el  día  de  hoy,  previo  el  acto  del  sorteo  qoe  se 
efectuó  con  estricta  sujeción  á  la  ley,  se  constitoyó  el  Tribunal  del  Ju- 
rado para  contestar  á  las  preguntas  que  fueron  formuladas  con  arre-  - 
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{fio  alas  conclusiones  de  las  acusaciones  y  defensa,  sobre  el  hecho 
origmarío  de  la  causa  seguida  contra  Pedro  Eetamosa  y  la  culpabili- 
dad del  mismo;  pronunciando  los  jurados  el  Veredicto  en  la  forma  si- 
lente: 

(Se  copiará  integro  el  veredicto.) 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  y  la  representación  del  quere- 
llante D.  Justo  Lallave,  calificaron  los  hechos  como  constitutivos  del 
«felito  de  homicidio  sin  circunstancias  modificativas,  y  la  defensa  con- 
vino con  esta  calificación,  solicitando  las  acusaciones  que  se  impusie- 
ra á  Pedro  Retamosa  la  pena  de  diecisiete  años  y  cuatro  meses  de  re- 
clusión temporal,  accesorias,  pago  de  costas  é  indemnización  á  los  he- 
rederos del  interfecto  de  2.500  pesetas,  pidiendo  la  defensa  que  se 
condenase  al  procesado  á  catorce  años,  ocho  meses  y  un  día  de  reclu- 
sión temporal,  indemnización  de  1.000  pesetas  y  costas: 

Considerando  que  el  que  matare  á  otro  sin  las  circunstancias  que 
enumera  el  art.  418  del  Código  penal  y  sin  estar  comprendido  en  el 
417,  es  reo  del  delito  de  homicidio,  y  asi  aparece  serlo  Pedro  Retamo- 
sa según  la  segunda  pregunta  del  veredicto  pronunciado  en  esta  causa, 
afirmativamente  contestada  por  los  señores  jurados. 

Considerando  que  el  art.  419  del  Código  ^nal  castiga  al  reo  de 
homicidio  con  la  pena  de  reclusión  temporal,  y  ésta  debe  serle  im- 
puesta á  Pedro  Retamosa,  puesto  que  la  expresada  pregunta  del  vere- 
dicto le  asigna  la  participación  de  autor  directo,  tal  y  como  se  define 
en  el  art.  13  de  dicho  Código,  debiendo  tenerse  en  cuenta  para  aplicar 
la  pena  el  art.  74  del  mismo: 

Considerando  que  no  son  apreciables,  por  no  deducirse  del  vere- 
dicto, circunstancias  modificativas  de  ninguna  clase,  y  en  su  virtud  la 
pena  ha  de  ser  impuesta  en  su  grado  medio,  según  la  regla  1.*  del  ar- 
tículo 82  del  Código  penal: 

Considerando  que  el  responsable  criminalmente  de  un  delito,  lo  es 
también  civilmente,  y  esta  responsabilidad  civil  se  extiende,  según  el 
art.  49,  á  la  indenmización  de  perjuicios,  las  costas  del  acusador  pri- 
vado y  las  demás  procesales: 

Considerando  que  la  responsabilidad  personal  subsidiaria  por  in- 
solvencia no  puede  imponerse  al  condenado  á  una  pena  que  dentro 
de  )a  escala  general  exceda  de  las  correccionales: 

Vistos  los  artí<^os  142  y  741  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal, 96  y  97  de  la  ley  del  Jurado,  y  los  1.*",  11,  18,  18,  escala  generar 
del  26,  párrafo  2.o  del  29,  47,  49,  61,  60,  64,  regla  l.^  del  82,  tabla  del 
mostrativa  del  97,  419,  en  relación  con  el  417  y  418,  todos  del  Código 
penal; 
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Fallamos  que  debemos  condenar  y  condenamos  á  Pedio  Betamost 
Diez  á  la  pena  de  qoince  aflos,  seis  meses  y  veinte  días  de  ledondii 
temporal,  con  inhabilitación  absolata  de  priración  de  cargo  público  j 
derecho  de  sufragio  activo  y  pasivo,  indemnización  de  1.500  pesetas 
á  los  herederos  de  Damián  Lallave  y  pago  de  costas  procesales,  enten- 
diéndose sin  apremio  personal  por  su  insolvencia,  decretándose  el  co- 
miso de  la  pistola  con  que  se  ejecutó  el  delito.  Dése  cuenta  luego  qos 
transcurra  el  término  señalado  para  recurrir  contra  la  presente  sen- 
tencia, por  la  cual,  juzgando  en  deflnitiva,  lo  pronunciamos,  mandir 
mos  y  firmamos. 

(Firmas.) 


Parte  del  acta  relativa  á  la  devolución  del  veredioto. 

Leído  el  veredicto,  que  resultó  serlo  de  culpabilidad,  el  Ministerio 
fiscal  pidió  la  palabra,  que  le  fué  concedida  por  el  Sr.  Presidente,  j 
manifestó  que,  á  su  entender,  existía  contradicción  notoria  entre  la 
primera  y  cuarta  preguntas  del  veredicto,  por  la  forma  de  ser  contes- 
tadas en  éste,  puesto  que  negando  la  primera  que  el  procesado  hu- 
biese acometido  á  la  víctima  cuando  se  hallaba  dormida,  conoe(Hó  la 
cuarta  que  el  hecho  se  había  perpetrado  hallándose  desprevenido  y 
sin  posibilidad  de  defensa  el  interfecto;  llamando  el  Fiscal  laateadón 
de  la  Sala,  no  sólo  sobre  la  confusión  de  hecho  que  establecía  el  vere- 
dicto, sino  porque  obligaría  al  Tribunal  de  derecho  á  apreciar  eoaio 
agravante  respecto  al  homicidio  una  circunstancia  que  es  cualificaÜTS 
del  asesinato;  solicitando,  en  su  virtud,  que  fuese  devuelto  el  vere- 
dicto á  los  Jueces  de  hecho,  con  arreglo  al  caso  2.^  del  art  107  de 
Ifl  ley. 

Pidió  la  palabra  el  defensor  del  procesado,  pero  se  le  negó  por  e( 
Sr.  Presidente,  cbn  arreglo  al  art  108  de  la  ley,  que  no  permite  qas 
sobre  este  punto  se  suscite  debate. 

Deliberaron  en  la  misma  Sala  durante  breves  momentos  los  sefio- 
res  Magistrados,  acordando  la  devolución  del  veredicto  á  los  jniados, 
para  que  deshiciesen  la  contradicción  que  se  nota  entre  las  c<Hitesta- 
ciones  á  las  preguntas  primera  y  cuarta,  según  las  observaciones  ha- 
chas por  el  Ministerio  fiacial. 

Entregóse  nuevamente  el  Presidente  del  Jurado  del  veredicto,  la 
causa  original  y  el  pUego  de  preguntas,  volviendo  con  sus  compafie- 
ros  á  la  Sala  de  deliberaciones. 

Transcurridos  quince  minutos,  regresaron  al  local  en  que  los  deba- 
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tes  tnyieron  lugar  y  ocuparon  sus  respectivos  sitios,  leyendo  el  jurado 
Presidente  en  alta  voz  el  nuevo  veredicto. 

«  « 


Parte  del  acta  relativa  á  la  remisión  del  proceso 
á  nuevo  Jurado. 

Después  de  colocados  en  sus  respectivos  sitios  los  señores  jurados, 
el  Presidente  manifestó  que  los  Jueces  de  hecho  insistían  en  su  ante- 
TÍor  veredicto,  y  á  instancias  del  Sr.  Fiscal,  acordó  el  Sr.  Presidente 
del  Tribunal  que  volviesen  los  jurados  á  deliberar,  deshaciendo  la 
contradicción  ya  indicada  entre  las  contestaciones  á  las  preguntas 
primera  y  cuarta  del  veredicto,  retiráronse  los  jurados  por  tercera  vez 
y  r^resaron  manifestando  su  Presidente  que  los  jurados  mantenían 
BU  veredicto,  por  lo  cual  entregaba  el  acta  detallada  de  la  tercera  de- 
liberación, firmada  por  él  y  todos  sus  compañeros. 

El  Sr.  Presidente  del  Tribunal  se  hizo  cargo  de  dicha  acta,  decla- 
rando que  no  existía  veredicto  y  ordenando  la  remisión  del  proceso  á 
nuevo  Jurado,  y  acordando  que  el  acta  de  la  tercera  deliberación  de 
los  Jueces  de  hecho  se  pusiese  en  conocimiento  del  Sr.  Juez  del  distri- 
to, para  que  procediese  contra  los  jurados  responsables,  con  arreglo  al 
párrafo  2.^  del  art.  888  del  Código  penal,  no  procediéndose  al  juicio 
de  derecho,  conforme  á  lo  que  preceptúa  el  art.  114  de  la  ley  del  Ju- 
zado. 


FIN 
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